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por  fin,  tócame  realizar  mi  deseo,  entre- 
ai  fallo  público  el  actual  trabajo. 
Qe  toca  detallarlo. 

[imitaré  sencillamente  a  esponer  que  em- 
3o  en  el  ocaso  de'uña'  vidá^e  labor  ince- 
tenaz,  él  representa  i  es  fruto  de  mis  últi- 
Fuerzos  por  la  instrucción,  por  la  ciencia  i 
patria. 

procurado  llenar,  en  la  medida  que  me  era 
,  la  necesidad  que  los  hombres  del  Parla- 
tienen  de  mil  documentos  i  datos  que  son 
08  guías  en  una  marcha.  He  tenido  a  la 
«  mejores  i  mas  recientes  modelos  que  en 
is  semejantes  poseen  las  naciones  en  que  el 
V  parlamentario  brilla  con  su  mas  pura  luz. 
lebido  ser  mui  parco  de  apreciaciones  i  de 

por  carecer  de  autoridad  suficiente  para 
)8.  En  su  lugar,  he  debido  i  querido,  invo- 
merosos  ejemplos,  i  abundantes  doctrinas 
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de  los  países  en  que  dominan,  en  el  hecho  i  en  el 
derecho  las  mas  sanas  prácticas  del  sistema  par- 
lamentario. 

Que  este  trabajo  alivie  en  algo  las  tareas  ya 
demasiado  pesadas  de  nuestra  Lejislatura,  i  habrá 
alcanzado  el  objeto  de  sus  deseos  el  autor. 

J-  Joaquín  Larrain  ZaSartu, 
Santiago,  Octubre  8  de  1896. 
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INFORMES  LEJISLATIVOS 


Santiago,  lo  de   Ociuhre  de  1894. 

Señor  Ministro: 

Hemos  examinado  detenidamente  la  obra  de  «Derecho  Parla- 
mentario Chileno»  escrita  por  don  Joaquín  Larrain  Zañartu  i  que 
US.  se  sirvió  confiar  a  nuestro  estudio. 

El  libro  consta  de  dos. partes,  i  en  él  se  estudian  con  mucho  dis- 
cernimiento las  doctrinas  constitucionales,  o  legales,  i  los  preceptos 
reglamentarios,  con  las  modificaciones  de  su  aplicación  práctica, 
que  constituyen  la  organización  i  funcionamiento  de  los  cuerpos 
lejislativos,  por  sí  mismo  o  en  sus  relaciones  con  los  demás  pode- 
res públicos. 

Trata  el  libro  primero  del  Congreso  en  relación  con  la  Constitu- 
ción del  Estado  i  con  las  autoridades  que  ella  crea. 

El  segundo  estudia  el  mecanismo  de  nuestras  elecciones  popula- 
res i  el  de  nuestro  parlamento  con  los  precedentes  de  su  estableci- 
miento en  Chile,  analizando  con  orden  metódico  las  reglas  de  su 
procedimiento,  poniéndolas  en  concordancia  con  las  instituciones 
análogas  de  todos  los  Estados  sujetos  al  réjimen  parlamentario. 

No  estimamos  que  nos  corresponda  pronunciarnos,   o  siquiera 
emitir  juicio,  acerca  de  las  doctrinas  desarrolladas  i  sostenidas  por 
el  autor.  Los  principios  deducidos  de  nuestra  lejislacion  fundamen- 
tal o  reglamentaria  están  espuestos  con  fidelidad  i  estudiados  i  ana. 
¡izados  en  comparación  con  las  doctrinas  i  con  las  prácticas  de  las 
naciones  mas  adelantadas  en  las  instituciones  parlamentarías. 
Entendemos  que  esta  es  la  primera  vez  que  se  reúne  en  un  cuer- 
*  común  de  esposicion  i  de  doctrinas  los  principios  de  nuestro 
tema  parlamentario  de  gobierno,  i  en  este  sentido  juzgamos  que 
trabajo  del  señor  Larrain  Zañartu  es  digno  de  ser  favorable- 
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mente  acojido.  Será  de  gran  utilidad  no  solamente  para  aquellas 
personas  que  ejercen  cargos  o  funciones  públicas,  quienes  tendrian 
en  él  una  cómoda  fuente  de  estudio  i  de  consulta,  sino  para  todos 
los  ciudadanos  llamados,  directa  o  indirectamente,  a  constituir  i  a 
fiscalizar  a  los  altos  poderes  públicos  de  la  nación 

Dios  guarde  a  US. — B.  Mathieu. — J.  E.  Tocormal. — Domingo 
Amunátegui  Rivera. — Al  señor  Ministro  del  Interior  don  Enrique 
Mac-Iver. 


La  segunda  comisión  dice: 

Scíníiiígo,  2^  de  Octubre  de  189V 

Señor  don  Manuel  Recabárren. 

Presente. 

Estimado  señor: 

He  leido  los  borradores  de  la  obra  «Derecho  Parlamentario  Chi- 
leno» de  don  JoAaum  Larrain  Zañartu,  que  Ud,  se  ha  servido  remi- 
tirme a  fin  de  que  le  esprese  mi  opinión. 

Estimo  la  obra  del  señor  Larraim  Zañartu  útil  i  digna  de  que  se 
facilite  su  publicación.  Respecto  de  las  materias  que  se  relacionan 
con  las  prácticas  parlamentarias  del  pais,  me  parece  que  han  sido 
bien  resumidas,  previniéndole  que  el  autor  ha  enmendado  algunos 
lijeros  errores  de  concepto  que  a  mi  juicio  era  necesario  hacer  de- 
saparecer. 

Creo  conveniente  manifestar  a  Ud.  que  mi  opinión  no  tiene 
atinjencia  con  las  citas  de  disposiciones  constitucionales  i  legales 
de  países  estranjeros  que  se  hacen  en  la  referida  obra,  las  cuales 
no  me  ha  sido  posible  verificar. 

Tiene  el  gusto  de  saludar  a  Ud.  mui  atentamente  su  afectísimo 
servidor  i  amigo. — F.  Carvallo  Elizalde,  secretario  del  Senado. 


LIBRO  I 


De  los  poderes  públicos 


CAPITULO  I 

r>e  la  sol>or*á.]i.ía  xiaeioia^al 

El  principio  de  la  soberanía  nacional  es  la  base  de 
nuestro  derecho  público. 

Él  ha  sido  consignado  en  la  Constitución,  en  térmi- 
nos tan  precisos  i  concretos  como  enérjicos. 

El  artículo  4/  dice  así: 

«La  soberanía  reside  esencialmente  en  la  nación  que  delega  su 
ejercicio  en  las  autoridades  que  establece  esta  Constitución.» 

Todas  las  Constituciones  chilenas,  desde  su  emanci- 
pación, han  consignado  el  mismo  principio,  en  términos 
mas  o  menos  iguales. 

Así,  en  el  Proyecto  de  declaración  de  los  derechos 
DEL  PUEBLO  consultado  en  1810,  i  modificado  en  181 1,  se 
lee  en  su  artículo  1/  lo  siguiente: 

En  cualquier  Estado,  mudanza,  o  circunstancias  d^  la  Nación 
•aftola,  79  exista  en  Europa  ya  en  América,  el  pueblo  de  Chile 
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forma  i  dirije  perpetuamente  su  gobierno  interior,  bajo  de  una 
Constitución,  justa,  liberal  i  permanente.» 

CONVENCIÓN  CELEBRADA  EL  1 2  DE  ENERO  DE  l8l2  ENTRE  LOS  DELEGADOS   DE 
LA  JUNTA  DE  GOBIERNO  DE  SANTIAGO  I  DE  LA  DE   CONCEPCIÓN 

Art.  i.*^  «La  autoridad  suprema  reside  en  el  pueblo  chileno.  To- 
dos los  individuos  encargados  del  Gobierno,  todos  los  funciona- 
rios públicos,  reciben  del  pueblo  la  jurisdicción  que  tienen.  Ellos 
son  sus  mandatarios  i  servidores,  i  les  deben  responder  de  su  con- 
ducta i  operaciones.» 

REGLAMENTO  CONSTrTUCIONAL  PROVISORIO,    SANCIONADO  EN  27  DE    OCTUBRE 

DE    1812 

Art.  vi.  — «Si  los  gobernantes  (lo  que  no  es  de  esperar)  diesen  un 
paso  contra  la  voluntad  jeneral  declarada  en  la  Constitución,  vol- 
verá al  instante  el  poder  a  las  manos  del  pueblo,  que  condenará 
tal  acto  como  un  crimen  de  lesa  patria,  i  dichos  gobernantes  serán 
responsables  de  todo  acto  que  directa  o  indirectamente  esponga  al 
pueblo.» 

PROYECTO  DE  CONSTITUCIÓN  DEL  AÑO  DE    181I,  POR  EL  ALTO   CONGRESO 
NACIONAL,  PUBLICADO  EL  AÑO  DB  1813  POR  ORDEN    DEL  GOBIERNO 

Capítulo  II,  sección  i.*,  arc.  29.— «La  soberanía  déla  República 
reside  plenaria  i  radicalmente  en  el  cuerpo  de  ciudadanos.  Estos, 
formados  en  Juntas  Cívicas,  según  la  Constitución,  representan  la 
República.» 

PROYECTO  DE  CONSTITUCIÓN  PROVISORIA    PUBLICADO  EN  AGOSTO  ¡Ó 

I  SANCIONADO  EN  OCTUBRE  2)  DE  1818 

TíiuLO  III,  CAP.  I.*",  ARTÍCULO  TÁNICO. — «Perteneciendo  a  la  nación 
chilena  reunida  en  sociedad,  por  un  derecho  natural  e  inadmisible  la 
soberanía  o  facultad  para  instalar  su  Gobierno,  i  dictar  las  leyes 
que  le  han  de  rejír,lo  deberá  hacer  por  medio  de  sus  diputados,  reu- 
nidos en  Congreso;  i  no  pudiendo  esto  verificarse  con  la  brevedad 
que  se  desea,  un  Senado  constituirá  en  vez  de  leyes,  reglamentos 
provisionales  en  la  forma  que  mas  convenga  para  los  objetos  nece- 
darÍQ$  i  qrjentes.:^ 
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CONSTITUCIÓN  DEL  AÑO    1 822 

CAPÍruLo  I,  ART.  i.° — «La  nación  chilena  es  la  unión  de  todos  los 
chilenos;  en  ella  reside  esencialmente  la  soberanía  cuyo  ejercicio 
delega  conforme  a  esta  Constitución.» 

CONSTirUClON  PROMULGVDA  EN  DICIEMBRE   29  DE   1823 

TiruLO  I,  ART.  3."— «La  soberanía  reside  esencialmente  en  la  Na- 
ción i  el  ejercicio  de  ella  en  sus  representantes.» 

PROYECTO    DE   CONSTITUCIÓN  FEDERAL  PRESENTADO  A  LA  LEJI5L ATURA 

DE  1826 

Capítulo  I.  lir.  4.",art.  8.*':— <5cLa  soberanía  reside  esencialmente 
en  la  Nación,  i  su  ejercicio  en  los  poderes  supremos  elejidos  por 
ella  conforme  a  las  leyes.» 

CONSTITUCIÓN  DE  8  DE  AGOSTO  DE   1828 

Capítulo  I,  art.  i.° — «La  Nación  Chilena  es  la  reunión  política  de 
todos  los  chilenos  naturales  i  legales.  Es  libre  e  independiente  de 
todo  poder  estranjero.  En  ella  reside  esencialmente  la  soberanía  i 
el  ejercicio  de  ésta  en  los  poderes  supremos  con  arreglo  a  las  le- 
yes. No  puede  ser  el  patrimonio  de  ninguna  persona  o  familia.» 


Como  se  decia  al  principio,  el  dogma  de  la  soberanía 
popular  está  escrito,  rio  solo  en  los  testos  constituciona- 
les, sino  también  en  el  corazoa  de  todos  los  chilenos. 

I,  como  es  también  sabido,  cada  vez  que  un  hombre, 
ya  fuera  un  héroe,  como  en  1822,  ya  un  ambicioso  como 
en  1 86 1,  ha  querido  borrar  ese  testo,  el  pueblo  ha  sabido 
reivindicar  su  soberanía,  ya  con  su  derecho  como  con 
O'Higgins,  ya  con  su  sangre  como  con  Balmaceda. 


1 
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CAPITULO    II 
r>e  las   Ooxxstltxicloxres   Olilloxras 

§   I. — DEL  ESTABLECIMIENTO  DE  ELLAS 

Larga  i  delicada  tarea,  i  sobre  todo  estraíia  al  propó- 
sito práctico  del  presente  trabajo,  seria  referir  minucio- 
sa i  detalladamente  el  oríjen  e  historia  de  todos  i  cada 
uno  de  los  Pactos  Fundamentales  que  se  ha  dado  Chile. 

Sobre  todo,  ella  ha  sido  llenada  por  las  mas  brillantes 
plumas:  Amunátegui,  Tocornal,  Errázuriz,  García  Re- 
yes, Concha  i  Toro,  Santa  María,  etc. 

Basta  para  el  objeto  práctico  del  presente  trabajo, 
enumerarlas  a  la  lijera. 

Son  las  siguientes: 

I.'  «Proyecto  de  declaración  de  los  derechos  del  pueblo  de 
Chile.» 

Consultado  en  1810  por  el  Supremo  Gobierno  de  la 
época,  vino  en  seguida  a  modificarse  i  según  el  dictamen 
que  por  orden  del  mismo  Gobierno  i  Congreso,  se  pidió 
este  trabajo  a  su  autor  don  Juan  Egaña,  en  1811. 

Sus  tendencias  mas  caracterizadas  eran  la  independen- 
cia política,  i  la  libertad  civil  de  Chile. 

Para  esto  propendia  ala  unión  de  los  chilenos,  para 
el  caso  de  guerra  esterior,  i  a  la  consolidación  de  un 
Gobierno  interior. 


2."  A  este  vino  a  agregarse  el  titulado   Reglamento 

PARA  el  arreglo  DE  LA  AUTORIDAD  EJECUTIVA    PROVISORIA    DE 

Chile,  espedido  por  el  primer  Congreso   de  Chile,  lla- 
mado el  Alto  Cohgreso  de  Chile,  el  año  iSii, 
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Ese  documento  transitorio,  pero  confuso  i  difuso  a  la 
vez,  subsistió  sin  embargo  platónicamente  hasta  el  mo- 
mento de  dictarse  la 

3.'  Convención  de  12  de  enero  de  1812. 

Este  pacto,  obra  de  la  guerra  intestina  mantenida  por 
facciones  entre  las  provincias  de  Santiago  i  Concepción, 
fué  ratificado  el  13  por  el  gobierno  de  Concepción  que 
había  autorizado  para  ajustarlo,  al  señor  don  J.  Ma- 
nuel Novoa,  i  don  Bernardo  O'Higgins  por  Santiago. 

Su  objetivo  principal  fué  la  independencia  del  pais,  i 
en  él  se  repitió  el  juramento  que  mientras  en  Chile  quede 
un  hombre  vivo^  jamas  se  someterá  el  pais  a  potencia 
alguna  estranjera. 

Esta  convención  estipuló,  ademas,  la  redacción  de  un 
Pacto  Fundamental,  lo  que  vino  a  realizarse  el  27  de 
octubre  del  mismo  año  1812,  bajo  el  nombre  de  Regla- 
mento Constitucional  Provisorio. 

Tal  proyecto,  cuyo  único  propósito  fué  la  unidad  de 
Gobierno,  instituyó  una  especie  de  oligarquía  en  la  Re- 
pública, pero  no  alcanzó  a  un  año  de  existencia,  siendo 
abandonado  i  renegado  por  sus  propios  padres.  Según  la 
frase  de  Camilo  Henriquez  se  le  suscribió  por  temor ^  i 
se  le  desechó  sin  pena. 

En  cuanto  a  la  Constitución  a  que  adhería,  continuó 
rijiendo  hasta  que  se  dictara  una  por  un  Congreso  je- 
neral,  que  lo  fué  el 

4/  Reglamento  para  el  Gobierno  provisorio,  dictado 
el  7  de  marzo  de  1814. 

Nombrado  Supremo  Director  de  Chile  don  Bernardo 
'Higgins,  se  celebró  para  su  recepción  solemne.  Junta 
ENA  DE  Corporaciones,  i  una  vez  que  hubo  prestado  el 
•amento,  se  nombró  por  cada  corporación  un  indivi- 
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dúo  de  su  seno  para  formar  con  ellos  una  comisión  que 
debía  trabajar  un  Reglamento  Constitucional  para  el 
Supremo  Directorio. 

La  Comisión  quedó  compuesta  en  la  forma  siguiente: 

Por  el  Senado,  Frai  Camilo  Henriquez; 

Por  el  Tribunal  de  Apelaciones,   don  Francisco  Antonio  Pérez; 

Por  el  Consulado,  Minería  i  Cabildo,  don  J.  María  Rosas;. 

Por  el  Cuerpo  Militar,  don  Nicolás  Orjera; 

Por  los  Regulares,  el  designado  por  el  Cabildo  Eclesiástico. 

5.'*  Frutos  de  estos  diversos  trabajos  fué  el  «Regla- 
mento para  el  Gobierno  provisorio»,  sancionado,  como 
se  ha  dicho,  en  marzo  17  de  1814. 


6.*  Los  grandes  acontecimientos  esteriores  que  suce- 
dieron en  ese  año,  la  derrota  de  O'Higgins  en  Rancagua, 
las  batallas  de  Chacabuco  i  Maipú,  i  la  reorganización 
del  pais  independiente  i  republicano,  interrumpieron  la 
labor  constitucional,  hasta  el  año  1817. 

En  ese  año,  i  en  10  de  agosto  se  presentó  un  Pro- 
yecto DE  Constitución  provisoria,  bajo  las  firmas  del 
presidente  O'Higgins  i  su  ministro  don  Antonio  J.  de 
Irisarri^  el  que  fué  sancionado  i  jurado  solemnemente  el 
23  de  octubre.  1 

Este  Estatuto  provisorio  duró  hasta  el  7  de  octubre 
de  1822,  dia  en  que  fué  jurada  la  Constitución  presen- 
tada al  pais  bajo  las  firmas  de  don  Francisco  Rui\  Tagh% 
presidente,  José  Antonio  Bustamante  vice,  i  Camilo 
Henrique:^  i  áonjosé  Gabriel  Palma,  secretario;  i  previa 
una  Convención  a  la  que  fué  convocado  el  pais  por 
Mensaje  del  Ejecutivo,  firmado  por  don  Bernardo  O'Hig- 
GiNs,  i  los  Ministros  Echeverría  i  Rodríguez,  la  Consti- 
tución de  que  se  trata. 

Pero  este  pacto  duró  breve  tiempo,  pues  en  }o  de 
Mario  de  i82j^  después  de   la  abdicación  del  Director 
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O'Higgins  ocurrida  el  28  de  enero  del  mismo  año,  se 
dictó  el 

7.'  Reglamento  Orgánico  i  Acta  de  Union  acordado 
POR  LOS  Plenipotenciarios  de  la  República. 

Este  trabajo  combinado  bajo  la  inspiración  de  la  Junta 
Gubernativa  que  sucedió  a  O'Higgins,  i  que  se  com- 
ponia  de  los  señores  Ey\aguirre^  Infante  i  Errá\uri\y 
dictó  i  presentó  a  la  sanción  popular  «La  Constitución 
Política  del  Estado  de  Chile»,  parte  de  la  cual  ha  rejido 
hasta  ha  poco  en  materia  judicial  i  que  lleva  al  pié  la 
firma  de  Freiré  como  Presidente,  i  Egaña  Mariano  como 
Ministro. 

Esta  Magna  Charla,  a  pesar  de  los  aplausos  con  que 
fué  recibida,  tuvo  no  obstante  una  corta  existencia.  Su 
vijencia  de  /lecho^  dice  un  espositor,  fué  de  siete  meses, 
sin  embargo  que  la  de  derecho  se  estendió  hasta  un  año 
i  dias. 

Habiendo  hecho  en  julio  de  1824,  su  dimisión  de  la 
Presidencia  el  jeneral  Freiré,  fundado  en  la  imposibilidad 
de  gobernar  con  la  Constitución,  una  oleada  popular 
obligó  al  Senado  a  conferirle  plenos  poderes,  o  sea  una 
especie  de  dictadura.  Esta  situación  duró  hasta  que, 
convocada  la  Representación  Nacional  por  lei  de  10  de 
enero  de  1825,  declaró  insubsistente  el  mencionado  pacto, 
i  que  debia  observarse  el  orden  actualmente  existente. 

Durante  el  espacio  de  tres  años  i  medio,  continúa  el 
mismo  espositor  ya  citado,  (desde  1823  hasta  mediados 
de  1828)  no  hubo  Constitución  alguna  escrita  que  rijera 
los  destinos  de  Chile.  Gobernábase  por  ciertas  prácticas 
tradicionales;  por  algunas  instituciones  preexistentes, 
pero  esparcidas  en  diversas  Cartas  anteriormente  pro- 
mulgadas, i  en  gran  parte  por  las  prescripciones  ya 
anteadas  de  la  que  acababa  de  sucumbir,  a  las  cuales 
;  fueron  agregando  poco  a  poco  algunas  leyes  sueltas. 


'ero  en  cambiode  Constituciones  nacieron  proyectos. 
I  primero  de  éstos,  por  orden  cronolójico,  fué  el 
sentado  por  el  Ministro  don  Joaq.uin  Camping,  Mi- 
:ro  i  miembro  de  la  Junta  en  que  delegó  el  mando  el 
sral  Freiré,  al  partir,  para  dirijir  la  espedicion  de 
loé. 

se  trabajo  presentado  el  año  1825,  lleva  el  título  de: 
lYECTO  DE  Reglamento  Provisorio  para  la  Administra- 
•IDE  LAS  Provincias.  Dicho  pa'oyecto  fué  aceptado  en 
te  por  medio  de  leyes  especiales. 


,°  Presentóse  en  seguida  a  la  Lejislatura  de  1826,  i  con 
ia  de  I."  de  enero  el  Provecto  de  Constitución  fede- 
,  obra  del  estadista  don  J.  Miguel  Infante,  i  mas  tar- 
el    19  de  enero    de    1^27,  i   por  el  mismo  autor,    el 

}LAMENTO    PROVISORiO  PARA  EL  RÉJIMEN  DE  LAS  PROVINCIAS. 

Jno  i  Otro  trabajo  fueron  rechazados. 
'ué  también  entonces  cuando    se   presentó  de  nuevo 
Congreso,  ¡  por  don  Francisco  A.  Pinto  en  25  de  fe- 
ro  de  1828, 

."  La  Constitución  de  1828, 

Dbra    de  una  comisión  lejislativa,  compuesta  de  los 

ores  Francisco  R.  Vicuña,  Francisco    RuizTagle,  J. 

luel  Novoa,  Melchor  de  S,  Concha    i  don  J.    María 

nández. 

1  proyecto  presentado  el  20  de  mnyo  fué    aprobado, 

nvertido  en  lei  fundamental  do  la  República  el  8  de 

5sto  de  1S28. 

ero  la  hoguera  de  la  guerra  civil  habia  prendido  de 

vo  en  el  país,  i  las  facciones  la  atizabancon  brio. 

Ina   lei  dictada  el   19  de  febrero   de   1830  declaraba 
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nulos  i  refractarios  todos  los  actos  i  disposiciones  de  la 
lejislatura  del  año  1829,  i  de  escalón  en  escalón,  el  pais 
hubo  de  ver  entregada  la  solución  de  la  contienda  a  la 
suerte  de  las  armas. 


La  sangrienta  jornada  de  Lircay  en  17  de  abril  de 
1830  escribió  el  fin  de  esa  situación,  poniendo  las  rien- 
das del  Estado  a  merced  de  un  partido. 

Una  circular  que  lleva  al  pié  las  firmas  de  don 
José  Tomas  Ovalie,  Isidoro  de  Errázuriz  i  José  María 
de  Guzman,  miembros  de  la  Junta  Ejecutiva,  llamó,  ra- 
tificando lo  pactado  en  Lircay,  a  las  provincias  al  nom- 
bramiento de  plenipotenciarios  con  amplios  poderes  para 
echar  las  bases  de  un  Pacto  Fundamental  del  Estado. 

Reunióse  dicho  Congreso  el  17  de  febrero  de  1830, 
pero  solo  un  año  después,  en  i.°  de  octubre  de  183 1,  dic- 
tó una  lei,  ror  la  cual,  declarando  que  la  Constitución 
de  1828  necesitiiba  reformarse  i  adicionarse,  ordenareu- 
nir  una  Convención  de  Congresales  con  el  objeto  de  ve- 
rificar dichas  reformas. 

A  virtud  de  este  mandato  i  poderes,  se  reunió  la  Con- 
vención, no'nbrando  desde  luego  siete  miembros,  que  lo 
fueron:  don  Gabriel  J.  de  Tocornal,  don  Mariano  de 
Egaña,  don  Santiago  de  Echevers,  don  Fernando  A.  de 
Elizalde,  don  Agustín  Vial  Santelices,  don  Juan  Fran- 
cisco Meneses  i  don  Manuel  J.  Gandarillas,  para  prepa- 
rar un  proyecto  de  reforma. 

El  proyecto  que  prevaleció  fué  el  presentado  por  el 
señor  Egaña,  i,  discutido  durante  el  espacio  mas  o  menos 
de  un  año,  se  promulgó  i  juró  solemnemente  en  San- 
tiago, el  25  de  mayo  de  1833,  i  es  el  que  con  algunas 
reformas  ríje  en  la  actualidad. 
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CAPITULO  III 
JOe  las  emnioiidas  1  i^efoi'mas  ooinstltULOlortalos 

Como  toda  obra  humana,  las  Constituciones  están  so- 
metidas a  la  acción  del  tiempo  i  del  progreso. 

Nuevos  descubrimientos  en  la  ciencia  de  gobernar  a 
los  hombres,  nuevos  métodos  en  la  manera  de  ejecutar 
las  leyes;  nuevas  fases  sociales  i  políticas  que  surjen 
de  cuando  en  cuando  en  la  vida  de  los  pueblos,  aconse- 
jan a  los  hombres  de  gobierno  nuevos  métodos  en  la 
tarea  de  dirijir  i  gobernar  a  las  Naciones. 

La  esperiencia  ha  demostrado  que  las  leyes  que  reci- 
ben en  la  pila  el  bautismo  de  la  infalibilidad,  son 
ordinariamente  las  mas  frájilcs  i  quebradizas,  i  el  carác- 
ter mismo  de  inmutabilidad  de  que  se  las  reviste  apa- 
rentemente, contribuye  muchas  veces,  a  su  debilidad. 
No  es  raro  ver  que  las  Constituciones  demasiado  cerra- 
das a  las  ideas  esteriores,  demasiado  rebeldes  a  las  ideas 
nuevas,  se  rompen  sin  resistencia  contra  un  aconteci- 
miento imprevisto.  El  derecho  de  revisión  i  de  reforma 
inscrito  formalmente  en  la  Constitución  de  un  pueblo, 
dice  un  tratadista,  puesto  honradamente  al  alcance  de 
convicciones  sinceras,  i  rodeada  de  serias  precauciones, 
es  una  válvula  de  seguridad  para  las  utopias,  a  la  vez 
que  una  arma  poderosa  en  ayuda  del  progreso. 


En  este  punto  la  Constitución  de  Estados  Unidos 
llama  particularmente  la  atención,  pues,  habiendo  per- 
manecido de  pié  desde  el  17  de  setiembre  de  1787,  ha 
visto  funcionar  quince  veces  su   cláusula  de  revisión. 

Esa  cláusula  prevée  dos  casos  para  la  iniciativa 
de  la  revisión.     Esta   puede  ser  acordada  por  los  dos 
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tercios  de  los  miembros  de  las  dos  Cámaras,  i  puede 
serlo  por  las  lejislaturas  de  los  dos  tercios  de  los 
diversos  Estados. 

Eq  el  primer  caso,  es  el  Congreso,  es  decir,  el  Senado  i 
la  Camarade  Diputados,  quienes  establecen  las  reformas. 

En  el  segundo  caso,  el  Congreso  organiza  una  Conven- 
ción para  proponer  las  reformas.  Tanto  en  uno  como  en 
otro  caso,  las  enmiendas  no  son  válidas,  i  no  se  in- 
corporan en  la  Constitución,  sino  después  de  haber 
sido  ratificadas  por  las  lejislaturas  de  las  tres  cuartas 
partes  de  los  diversos  Estados,  o  por  Convenciones 
formadas  por  las  tres  cuartas  partes  de  ellos;  siendo  el 
Congreso  el  que   decide  la  ratificación. 


El  articulo  131  de  la  Constitución  Belga,  autoriza  la 

revisión,  pero  prohibe  a  las  Asambleas  que  propusieron 
la  reforma,  practicarla  ellas  mismas.    He  aquí  el  testo: 

«El  Poder  Lejislativo,  tiene  el  derecho  de  declarar  que  ha  lugar 
a  la  revisión  de  tal  disposición  constitucional  que  él  mismo  desig- 
na. Después  de  esta  declaración,  las  dos  Cámaras  quedan  disueltas 
de  derecho.  Se  convoca  al  nuevo  Congreso,  conforme  al  artículo 
71.  Las  Cámaras  establecen  de  común  acuerdo  con  el  Rei  todos 
los  puntos  sometidos  a  revisión.  En  este  caso  las  Cámaras  no  po- 
drán deliberar,  si  dos  tercios  por  lo  menos  de  los  miembros  que 
las  componen  no  están  presentes,  i  no  se  adoptará  cambio  alguno, 
si  no  reúne,  por  lo  menos  los  dos  tercios  de  los  sufrajios». 


La  Constitución  de  los  Países  Bajos,  puede  ser  revisa- 
da, i  lo  ha  sido  en  1848.  Las  formas  que  se  emplean 
son  las  admitidas  en  Béljica,  pero  conviene  observar 
que  en  la  Haya,  el  poder  real  es  mas  estenso  que  en 
Bruselas. 
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Las  Cámaras  holandesas,  tienen  como  las  belgas  el  de- 
recho de  iniciativa  en  materia  de  revisión  constitucional, 
pero  no  se  debe  olvidar  que  el  Jefe  del  Poder  real,  posee 
en  los  Paises  Bajos  un  derecho  formal  de  veto.  Los 
artículos  de  la  Constitución  holandesa  que  tratan  la 
cuestión  de  revisión  están  concebidos  de  esta  manera: 

«Toda  proposición  de  modificación  constitucional  debe  indicar 
espresámente  la  modificación  que  propone.  La  lei  declara  si  ha  lugar 
a  tomar  en  consideración  la  proposición,  tal  como  se  propone. 
Después  de  promulgada  esta  lei,  las  Cámaras  quedan  disueltas.  Las 
nuevas  Cámaras  examinan  la  proposición,  pero  no  pueden  adop- 
tar por  menos  de  los  dos  tercios  de  los  votos  la  modificación  que 
les  ha  sido  propuesta,  en  conformidad  a  la  lei  ya  mencionada. 
Ninguna  modificación  a  la  Constitución,  o  a  la  lei  de  sucesión,  pue- 
de tener  lugar  bajo  una  Rejencia.  Las  modificaciones  a  la  Consti- 
tución adoptadas  por  el  Rei  i  los  Estados  Jenerales  serán  solemne- 
mente promulgadas,  i  anexadas  a  la  Constitucion>y. 


En  Suiza,  la  revisión  de  la  Constitución  Federal,  per- 
tenece a  los  dos  Consejos  que  forman  la  Asamblea  fe- 
deral: el  Consejo  Nacional  i  el  Consejo  de  los  Estados. 
La  revisión  puede  ser  propuesta  i  votada  al  mismo  tiem- 
po: desde  la  lei  de  27  de  Enero  de  1862,  es  obligatoria 
a  petición  de  50,000  ciudadanos.  Ella  se  presenta  como 
una  lei  ordinaria;  pero  mientras  las  leyes  ordinarias  no 
se  encuentran  sometidas  a  la  aceptación  del  pueblo  sino 
en  ciertos  casos  determinados,  las  leyes  de  revisión  no 
llegan  a  ser  definitivas,  sino  después  de  un  procedimien- 
to establecido  de  la  manera  siguiente: 

«La  Constitución  federal  aprobada  no  entra  en  vigor  sino  desde 
que  ha  sido  aceptada  por  la  mayoría  de  los  ciudadanos  suizos  que 
toman  parte  en  la  votación  i  por  la  mayoría  de  los  Estados,  Para 
establecer  la  mayoría  de  los  Estados,  el  voto  de  medio  cantón  se 
cuenta  como  medio  voto. 

£1  resultado  de  la  votación  popular  en  cada  Cantón  se  consi- 
dera como  el  voto  de  un  Estado.  » 
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La  Constitución  de  la  República  helvética  ha  previsto 
un  caso  mas:  aquel  en  que  una  de  las  secciones  del  Po- 
der Lejislativo  opine  por  la  revisión  i  la  otra  sección 
opine  lo  contrario. 

Para  estos  casos,  o,  siendo  que  50,000  ciudadanos 
suizos  opten  por  la  revisión,  la  cuestión  se  somete  a  la 
decisión  del  pueblo  suizo  por  medio  de  la  votación  por 
5/,  o  por  nó.  Si,  en  uno,  como  en  otro  caso,  la  mayoría 
de  los  ciudadanos  se  pronuncia  por  la  afirmativa,  se 
convoca  a  los  Consejos  para  pronunciarse  por  la  revi- 
sión. 


El  procedimiento  establecido  para  la  revisión  de  la 
Constitución  del  Cantón  de  Berna  es  digno  de  estudio: 
— La  solicitud  para  reveer  la  Constitución  puede  ser 
hecha — i.**  por  el  Gran  Consejo — 2/  por  una  petición 
de  8,000  ciudadanos  activos,  por  lo  menos. 

En  el  acto  de  elevarse  tal  solicitud,  el  Gran  Consejo 
deberá  someter  a  la  decisión  de  las  asambleas  políticas 
la  siguiente  cuestión: — ¿debe  revisarse  la  Constitución?, 
i,  en  el  caso  de  afirmativa: — ¿la  revisión  deberá  hacerse 
por  el  Gran  Consejo,  o  poruña  Asamblea  Constituyen- 
te?— Si  la  mayoría  se  pronuncia  por  lo  primero,  el  Gran 
Consejo  deberá,  para  deliberar  sobre  el  proyecto  de 
Constitución,  seguir  la  marcha  trazada  para  la  delibera- 
ción de  un  proyecto  de  lei.  En  caso  contrario,  el  Gran 
Consejo  tomará  desde  luego  las  medidas  necesarias  para 
elejir  uno.  Cada  distrito  electoral,  tal  como  se  halla  es- 
tablecido para  las  elecciones  del  Gran  Consejo,  elijeun 
miembro  de  la  Asamblea  Constituyente  a  razón  de 
3,000  almas,  o  una  fracción  de  1,500.  El  proyecto  de 
Constitución  discutido  por  el  Gran  Consejo  o  por  la 
Asamblea  Constituyente,  será  sometido  a  la  aceptación 
•  al  rechazo  definitivo  de  las  Asambleas  política3. 
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el  Cantón  de  Jinebra,  se  encuentran  previstos  dos 
;  el  de  acontecimientos  graves  surjiendo  en  la  vida 
pueblo,  i  que  imponen  la  necesidad  inmediata  de 
ñas  políticas;  i  el  caso  natural  del  progreso  social 
,  jeneraciones  jóvenes.  La  Constitución  puede  ser 
ida  en  cualquier  tiempo;  de  15  en  15  años,  debe 
sarse  la  cuestión.  El  procedimiento  es  diferente  en 
s  casos;  losarts.  152  i  153,  se  espresan  de  esta  ma- 


lo proyecto  de  cambio  en  la  Constitución  será  desde  luego 
a  discusión  i  votación  según  las  formas  prescritas  para  las 
rdinarias.  En  seguida,  i  en  el  plazo  de  un  mes,  será  presen- 
la  sanción  del  Consejo  Jeneral,  es  decir,  del  Cuerpo  elec- 
En  este  caso  la  mayoría  absoluta  de  los  votantes  decidirá 
aceptación,  o  del  rechazo.  Cada  quince  años  se  presentará 
sejo  Jeneral,  la  cuestión  de  la  rcmion  lolal  de  la  Constilucion, 
onsejo  Jeneral  vota  la  revisión,  ella  será  efectuada  por  una 
lea  Constituyente.  La  Constitución  revisada  de  esta  manera, 
imetida  a  la  votación  del  Consejo  Jeneral;  la  mayoría  abso- 
:  los  votantes,  decidirá  de  la  aceptación,  o  de]  rechazo,.» 

Constitución  de  Suecia,  preveo  de  una  manera 
ormal  las  revisiones  constitucionales.  El  «Riksdací* 
;ir,  cada  una  de  las  Cámaras,  nombra  en  sesión 
aria  un  Comité  de  «Constitución*  para  hacer  i 
r  las  proposiciones  relativas  a  la  modificación  de 
^'es  constitucionales.  Según  los  términos  de  la  lei 
ica  de  22  de  Junio  de  iSbó,  «el  Comité  de  Consti- 
\íi  tiene  la  misión  de  examinar  las  leyes  fundamen- 
del  Reino,  i  proponer  al  Riksdag  las  modifica- 
s  quejuzgue  necesarias,  o  útiles,  i  realizables,  como 
en  poner  en  relación  todas  las  cuestiones  constitu- 
lesque  le  son  enviadas  por  las  Cámaras.  Elarticu- 

de  la  misma  lei,  indicad  procedimiento  que  debe 
i'se  en  los  proyectos  de  revisión: 

I  proyectos  de  adopción,  roodílicacion,  interpretación,  o 
cion  de  las  leyes  constituci  onales  no  pueden  ser  presentados 
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sino  en  las  sesiones  ordinarias;  pueden  ser  rechazados  en  la  misma 
sesión,  pero  no  pueden  ser,  ni  aprobados  ni  rechazados,  sino  a 
título  de  proyectos;  el  voto  definitivo  queda  reservado  para  la 
primera  sesión  que  sigue  a  las  elecciones  jenerales  de  la  2.*  Cáma- 
ra, i  los  proyectos  quedan  entonces  sometidos  a  una  nueva  delibe- 
ración. Si  son  adoptados  por  ambas  Cámaras,  se  les  considera 
como  una  resolución  del  Riksdag:  las  Cámaras  al  deliberar  sobre 
los  proyectos  enviados  de  esta  manera,  no  pueden  modificarlos. 
En  caso  de  acuerdo  entre  el  Rei  i  las  dos  Cámaras,  el  envió  pre- 
visto en  el  presente  artículo,  no  es  necesario;^. 


En  Noruega,  el  último  artículo  de  la  Constitución, 
señala  el  siguiente  procedimiento  para  los  casos  de 
revisión: 

«Si  la  esperiencia  demuestra  que  alguna  parte  de  la  Constitución 
del  Reino  de  Noruega  necesite  ser  modificada,  se  hará  la  propo- 
sición al  Storking  (las  dos  Cámaras  lejislativas)  en  la  primera  se- 
sión ordinaria  que  siga  a  una  nueva  elección,  i  será  publicada  por 
la  prensa.  Pero  la  modificación  propuesta  no  podrá  ser  aceptada 
o  rechazada  sino  en  una  de  las  sesiones  ordinarias,  después  de  la 
elección  siguiente:  (las  elecciones  son  trienales);  sin  embarco,  nin- 
guna modificación  podrá  ¡amts  contradecir  los  principios  de  esta  ConsU^ 
tucion,  sino  solamente  introducir  cambios  de  detalle  que  no  alteren 
su  espíritu.  Estas  modificaciones  deberán  ser  votadas  por  el  Stor- 
king i  por  mayoría  de  dos  tercios  de  los  votosj^. 


Entre  el  procedimiento  de  la  nación  noruega  i  el 
establecido  en  Dinamarca,  hai  gran  analojía.  Sin  em- 
bargo, la  proposición  de  revisión  puede  ser  presentada 
a  las  Cámaras  danesas,  tanto  en  la  sesión  estraordinaria 
como  en  la  ordinaria.  Ademas,  una  vez  votada  la  revi- 
sión, no  queda  subordinada  a  las  elecciones  jenerales 
que  pueden  hacerse  aguardar  dos  o  tres  años.  Como  en 
la  Constitución  Belga,  el  voto  de  la  revisión  trae  por 
resultado  la   disolución    de    las  Cámaras.   Se  procede 
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entonces  a  elecciones  jenerales,  i,  si  el  nuevo  Riksdag 
adopta  «sin  cambios»  la  resolución  adoptada  por  las 
Asambleas  precedentes,  la  resolución  toma  la  fuerza  de 
lei  constitucional.  El  Rei  tiene,  no  obstante,  el  derecho 
de  negarle  su  sanción.  [Constitución  revisada  en  1896^ 
articulo  95.) 


Las  modificaciones  hechas  a  la  Constitución  del  Im- 
perio Alemán,  pueden  tener  lugar  según  las  formas 
adoptadas  para  el  voto  de  las  leyes  federales.  No  pue- 
den ser  adoptadas  si  en  el  Consejo  Federal  14  miem- 
bros las  ha  rechazado,  (El  Poder  Lejislativo  del  Imperio 
Alemán  se  compone  del  Consejo  Federal  i  del  Reichstag. 
fil  Consejo  Federal  cuenta  cerca  de  58  miembros). 


En  Rusia  la  Constitución  puede  ser  modificada  por  la 
lejislatura  ordinaria.  Basta  que  cada  Cámara  apoye  por 
mayoría  absoluta  el  proyecto  de  revisión  en  dos  escru- 
tinios tomados  con  veintiún  dias  de  intervalo.  Convie- 
ne añadir  que  en  Rusia,  el  Rei  tiene  el  derecho  de 
desechar  un  proyecto  de  lei  adoptado  por  ambas  Cáma- 
ras, i  que,  en  este  caso,  el  proyecto  no  puede  ser  pre- 
sentado de  nuevo  en  el  curso  de  la  misma  sesión. 


En  Grecia,  las  revisiones  totales  están  prohibidas, 
pero  revisiones  parciales  sobre  las  disposiciones  no  fun- 
damentales^ i  limitativamente  designadas^  pueden  tener 
lugar  «diez  años  solamenie,  después  de  estar  en  vigor 
la  Constitución», 
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CAPITULO  IV 

r>o  las  revlsioixos  ooxistltuolorxales 

A  este  tenor  el  Pacto  Fundamental  chileno  contiene 
los  preceptos  i  disposiciones  siguientes: 

Art.  is6.  La  reforma  de  las  disposiciones  consfiiucignalespodrá 
proponerse  en  cualquiera  de  las  Cámaras,  en  conformidad  a  lo  dis- 
puesto en  la  primera  parte  del  artículo  31  (i). 

No  podrá  votarse  el  proyecto  de  reforma  en  ninguna  de  las  Cá- 
maras, ni  la  asistencia  de  la  mayoría  absoluta  de  los  miembros  de 
que  se  compone. 

Para  la  aprobación  del  proyecto  de  reforma,  las  Cámaras  se  su- 
jetarán a  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  39,  41  i  43  (3). 

Art.  157.  El  proyecto  de  reforma  aprobado  por  ambas  Cámaras, 
que  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  34,  (3)  se  pasare 


(i)  Art.  31.  Las  leyes  pueden  tener  principio  en  el  Senado  o  la  Cámara  de  Diputa- 
dos» a  proposición  de  uno  de  sus  miembros,  o  por  mensaje  que  dirija  el  Preside  ite  de 
la  República. — Las  leyes  sobre  contribuciones  de  cualquiera  naturaleza  que  sean,  i 
sobre  reclutamientos,  solo  pueden  tener  principio  en  la  Cámara  de  Diputados.  Las 
leyes  sobre  amnistía  solo  pueden  t::ner  principio  en  el  Senado. 

(a)  Art.  3a.  Aprobado  un  proyecto  de  lei  en  la  Cámara  de  su  orijen,  pasará  in- 
mediatamente a  la  otra  Cámara  para  su  discusión  i  aprobación  en  el  periodo  de 
aquella  sesión. 

(3)  Art.  41.  El  proyecto  de  lei  que,  aprobado  por  una  Cámara  fuere  desechado 
en  su  totalidad  por  la  otra,  voU'erá  a  la  de  su  orijen,  donde  se  tomará  nueva- 
mente en  consideración,  i  si  fuere  en  ella  aprobado  por  una  mayoria  de  las  dog 
terceras  partes  de  los  miembros  presentes,  pasará  segunda  vez  a  la  Cámara  que  lo 
dese';hó,  i  no  se  entenderá  que  ésta  lo  aprueba,  si  no  concurre  para  ello  el  voto  de 
las  dos  terceras  partes  de  los  miembros  presentes. 

Art.  43.  El  proyecto  de  lei  que  fuere  adicionado  o  correjido  por  la  Cámara  revi^ 
sera,  volverá  a  la  de  su  orijen;  i  si  en  ésta  fueren  aprobadas  las  adiciones  o  corree 
cíones  por  la  mayoria  absoluta  desús  miembros  presentes,  pasará  al  Presidente  de 
la   República. 

Pero  si  las  adiciones  o  correcciones  fuesen  reprobadas,  volverá  el  proyecto  se- 
gunda vez  a  la  Cámara  revisora;  donde,  si  fuesen  nuevamente  aprobadas  las  adi- 
ciones o  correcciones  por  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  sus  miembros 

resentes,  volverá  el  proyecto  a  la  otra  Cámara,  i  no  se  entenderá  que  ésta  reprue- 

a  las  adiciones  o  correcciones,  sino  concurre  para  ello  el  voto  de  las  dos  terceras 

artes  de  los  miembros  presentes. 

5-4 


T 


18 


DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILENO 


al  Presidente  de  la  República,  solo  podrá  ser  observado  por  éste 
para  proponer  modificacione3  o  correcciones  a  las  reformas  acor- 
dadas por  el  Congreso. 

Si  las  modificaciones  que  el  Presidente  de  la  República  propu- 
siera fueran  aprobadas  en  cada  Cámara  por  la  mayoría  de  los  dos 
tercios  de  los  miembros  presentes,  en  conformidad  a  lo  dispuesto 
por  el  inciso  2/  del  artículo  anterior,  se  devolverá  el  proyecto  al 
Presidente  de  la  República  en  la  forma  que  lo  ha  presentado  para 
su  promulgación. 

Si  las  Cámaras  solo  aprobaren  en  parte  las  modificaciones  o 
correcciones  hechas  por  el  Presidente  de  la  República  i  no  insistie- 
ren por  mayoría  de  los  dos  tercios  en  las  otras  reformas  aprobadas 
por  el  Congreso  i  que  el  Presidente  modifica,  se  tendrán  por  apro- 
badas las  reformas  en  que  el  Presidente  de  la  República  i  las  Cá- 
maras están  de  acuerdo,  i  se  devolverá  el  proyecto  en  esta  forma 
para  su  promulgación. 

Cuando  las  Cámaras  no  aprobaren  las  modificaciones  propuestas 
por  el  Presidente  de  la  República,  e  insistieren  por  la  mayoría  de 
¡os  dos  tercios  presentes  en  cada  una  de  ellas,  en  las  reformas  an- 
tes aprobadas  por  el  Congreso,  se  devolverá  el  proyecto  en  su 
forma  primitiva  al  Presidente  de  la  República  para  que  lo  pro. 
mulgue. 

Art.  158.  Las  reformas  aprobadas  i  publicadas  a  que  se  refieren 
los  dos  artículos  anteriores,  se  someterán  a  la  ratificación  del  Con 
greso  que  se  elija  o  remueve,  inmediatamente  después  de  publica, 
do  el  proyecto  de  reforma. 

Este  Congreso  se  pronunciará  sobre  la  ratificación  de  la  reforma 
en  ¡os  mismos  dírminos  en  que  lian  sido  propuestas,  sin  liacer  en  eüas  alte- 
ración a¡f;una. 

La  deliberación  sobre  In  aceptación  i  ratificación  principiará  en 
la  Cámara  en  que  tuvo  oríjen  el  proyecto  de  reforma,  i  cada  Cá- 
mara se  pronunciará  por  ¡a  mayoría  abso¡ula  de¡  número  de  ios  miem- 
bros presentes,  que  no  podrá  ser  menor  que  la  mayoría  absotula  del 
número  de  miembros  de  que  cada  una  se  compone. 

Ratificado  el  proyecto  de  reforma  por  cada  una  de  las  Cámaras 
se  pasará  al  Presidente  de  la  República  para  su  promulgación. 

Una  vez  promulgado  el  proyecto,  sus  disposiciones  formarán 
parte  de  esta  Constitución  i  se  tendrán  por  incorporadas  en  ella* 

Las  reformas  que  hubieren  de  someterse  a  la  ratificación  del 
Congreso  inmediato,  se  publicarán  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica  dentro  de  los  seis  meses  que  precedan  a  la  renovación  de 
dicho  Congreso,  i  por  lo  menos  tres  meses  antes  do  la  fecha  ea  que 
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hayan  de  verificarse  las  elecciones.  Al  hacer  esta  publicación,  el 
Presidente  de  la  República  anunciará  al  pais  que  el  Congreso  que 
se  va  a  elejir  tiene  el  encargo  de  aceptar  i  ratificar  las  reformas 
propuestas. 

Art.  159.  Convocado  el  Congreso  a  sesiones  estraordinarias,  po- 
drán proponerse,  discutirse  i  votarse,  en  cualquiera  de  las  Cáma- 
ras, los  proyectos  de  reformas  a  que  se  refiere  el  artículo  156,  aun 
cuando  no  fueren  incluidos  en  la  convocatoria  por  el  Presidente  de  la  Re- 
pública, 

El  Congreso  llamado  a  deliberar  sobre  la  ratificación  de  las  re- 
formas propuestas,  podrá,  si  así  lo  acordaren  ambas  Cámaras  por 
mayoría  absoluta  de  votos  en  sesiones  que  deberán  celebrar  con  la 
concurrencia  también  de  la  ma/oria  absoluta  de  los  miembros  de  que 
se  componen,  continuar  funcionando  en  sesiones  estraordinarias  has- 
ta por  noventa  dias,  sin  necesidad  de  convocatoria  del  Presidente 
de  la  República  para  ocuparse  esclusivamente  en  la  ratificación. 

En  todo  caso,  las  Cámaras  podrán  deliberar  sobre  la  ratificación 
de  las  reformas  propuestas  en  las  sesiones  estraordinarias  a  que 
hubieren  sido  convocadas  por  el  Presidente  de  la  República  aun 
cuando  ese  negocio  no  hubiere  sido  incluido  en  la  convocatoria. 


Como  acaba  de  verse,  el  mecanismo  que  la  Constitu- 
ción establece  para  la  revisión  o  modificación  de  sus 
preceptos,  es  harto  oscuro  i  complicado. 

Para  aclararlo,  en  cuanto  me  es  posible,  voi  a  estable- 
cer por  separado  las  diversas  situaciones  del  Congreso 
a  este  respecto: 

¿Quién  puede  proponer   la  reforma? 

1/  Cualquiera  de  las  Cámaras  (art.  156). 

2.**    El  Ejecutivo  (art.  31). 

Pero  la  ritualidad  en  ambas  situaciones  es  completa- 
mente diversa. 

El  Ejecutivo  puede  proponer  la  reforma  al  Congreso 
por  un  simple  Mensaje. 

Para  que  lo  haga  el  Congreso  se  requiere: 

Que  en  la  votación  de  cada   Cámara  se  compute  la 

ayoría  absoluta  de  los  miembros  de  que  se  compone 

rt.  156). 
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Este  proyecto  puede  ser  o  aprobado  o  desechado. 

Aprobado  en  una  de  las  ramas  del  Congreso,  pasa  a 
la  otra  para  su  discusión  i  aprobación  en  el  período  de 
aquella  sesión  {art.  32), 

Desechado  eo  su  totalidad,  vuelve  a  la  Cámara  de 
orijen. 

Esta,  para  insistir  en  su  aprobación  anterior,  necesita 
una  mayor  de  las  dos  terceras  partes  üc  sus  miembros 
presentes. 

La  Cámara  revisora,  a  su  turno,  para  insistir  en  su  an- 
terior negativa,  debe  contar  con  la  misma  mayoría. 


Para  las  simples  alteraciones  o  correcciones^  el  pro- 
cedimiento es  diverso. 

Si  las  enmiendas  o  alteraciones  hechas  por  la  Cámara 
revisora  son  aprobadas  en  la  de  orijen  por  mayoría  al>so- 
lutti,  el  proyecto  pasa,  para  ser  promulgado,  al  Presiden- 
te de  la  Repdblica. 

En  el  caso  de  ser  rechazadas,  el  proyecto  vuelve  a 
la  Cámara  revisora. 

Esta,  para  insistir  de  nuevo,  debe  contar  con  una  ma- 
yoría de  dos  tercios  de  los  miembros  presentes. 

La  Cámara  de  orijen,  a  su  turno,  para  insistir,  necesi- 
ta el  voto  de  los  dos  lerdos  de  los  miembros   presentes. 


En  el  caso  de  reformas  a  la  Constitución,  las  reglas  i 
mayorías  son  diversas. 

Si  el  proyecto  presentado  fuere  aprobado  por  ambas 
Cámaras,  según  las  reglas  precedentes,  pasa  al  Presiden- 
te de  la  República. 

Este  no  puede re(.-Aií;a/-/o  sino  simplemente  moí/z/Scar/í 

Estas  modificaciones  son  trasmitidas  al  Congreso. 
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Aprueba  éste  dichas  modificaciones  rjpor  mayoría  de 
los  dos  tercios  de  los  miembros  presentes? 

Entonces  el  proyecto  vuelve  al  Ejecutivo  para  su  san- 
ción i  promulgación. 

Las  reformas  indicadas  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica son  rechazadas  por  mayoría  de  los  dos  tercios  de  los 
miembros  presentes  en  cada  Cámara? 

Entonces  el  proyecto  ^¿^  devuelve  en  su  forma  orijinal 
al  Presidente  de  la  República  para  su  sanción  i  promul- 
gación. 

El  Congreso  aprueba  en  parte,  i  rechaza  otra  parte  de 
las  modificaciones  introducidas  por  el  Presidente  en  el 
proyecto.de  reforma,  pero  wo\ví^\s\q por  mayoría  dedos 
tercios  en  las  otras  reformas  modificadas  por  el  Ejecu- 
tivo? 

Entonces,  las  retormas  en  que  el  Ejecutivo  i  el  Con- 
greso están  de  acuerdo,  se  tienen  por  aprobadas,  i  el 
proyecto  en  esa  forma  se  promulga  i  sanciona. 


Pero  esto  es  solo  la  primera  instancia,  puede  decirse. 

Toca  al  Congreso  que  se  elija  inmediatamente  des- 
pués, el  ratificar  o  no  el  proyecto. 

Esta  ratificación  deberá  seresplícita  i  absoluta:  sí  onó^ 
sm  hacer  alteración  ninguna. 

La  deliberación  se  iniciará  en  la  Cámara  de  oríjen  de 
la  reforma,  i  las  votaciones,  para  tener  validez,  deberán 
contar  con  la  mayoría  absoluta  del  número  de  miembros 
de  que  cada  Cámara  se  compone. 

Ratificado  el  proyecto,  torna  al  Ejecutivo  para  su  san- 
ción i  promulgación,  i  las  nuevas  disposiciones  entran 
a  incorporarse  i  tenerla  misma  fuerza  que  las  anteriores. 

^1  cuanto  a  las  que  queden  sometidas  a  la  ratifica- 
j,  del  Congreso  posterior,  deberán  ser  anunciadas  seis 
nes  antes  de  la  apertura  de  dicho  Congreso,  por    el 
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¡dente  de  la  República,  quien  a  la  vez  deberá  anun- 
cn  la  misma  fecha  el  encargo  conferido  especialmen- 
Congreso. 

.to  ocurre  en  el  período  de  sesiones  ordinarias  o  pro- 
das. 

1  sesiones  estraordinarias,  el  poder  del  Congreso  es 
mayor. 

in  cuando  el  Presidente  de  la  República  no  incluya 
u  Mensaje  el  proyecto  de  reforma,  el  Congreso  pue- 
:n  cualquiera  de  sus  ramas,  debatir  i  votar  dicho  pro- 
o,  sujetándose  a  los  trámites  establecidos  por  el  ai- 
lo  156  de  que  ya  se  ha  hablado. 

uede  ademas,  si  así  lo  acordare  por  mayoría  absolu- 
e  votos,  en  sesiones  a  que  debe  asistir  la  mayoría  ab- 
ta  de  los  miembros  de  que  se  compone  cada  Cáma- 
funcionar  hasta  por  nóvenla  d/as  sin  necesidad  de 
/■ocatoria  de!  Presidente  de  la  República  para  ocu- 
e  única  i  esclusivamente  de  ia  ratificación. 


stos  preceptos  guardan  armonía  con  lo  dispuesto 
la  Constitución  vijente  i  lei  francesa  de  febrero  25 
:875,art.  8.° — Estados  Unidos,  art.  5.° — República 
íntina,  art.  30. — Brasilera,  arts.  lyj  a  178. — Belga, 
.—Suiza  117  a  120. 

PRECEDHNTES 

n  28  do  agosto  de  1867  el  diputado  don  Melchor 
icha  i  Toro  presentó  un  proyecto  pidiendo  la  dero- 
ion  de  los  arts.  165,  ió6,  167  i  168  de  la  Constitución 

1895. 

sos  artículos  estaban  redactados  así: 

rt.  165.  Ninguna  moción  para  la  reforma  de  uno  o  mas  articu- 
le esta  Constitución  podrá  adniitirse  sin  que  sea  apoyaba,  a  lo 
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menos  por  la  cuarta  parte  de  los  miembros  presentes  de  la  Cáma- 
ra en  que  se  proponga. 

Art.  i66.  Admitida  la  moción  a  discusión,  deliberará  la  Cámara 
si  exijen  o  no  reforma  el  artículo  o  artículos  en  cuestión. 

Art  167.  Si  ambas  Cámaras  resolvieran  por  las  dos  tercias  par- 
tes, de  sufrajios  en  cada  una,  que  el  artículo  o  artículos  propues- 
tos exijen  reforma,  pasará  esta  resolución  al  Presidente  de  la  Re- 
pública para  los  efectos  de  los  arts.  43,  44,  45,  46  i  47. 

Art.  168.  Establecida  por  la  lei  la  necesidad  de  la  reforma,  se 
aguardará  la  próxima  renovación  de  la  Cámara  de  Diputados;  i  en 
la  primera  sesión  que  tenga  el  Congreso  se  discutirá  i  deliberará 
sobre  la  reforma  que  haya  de  hacerse,  debiendo  tener  oríjen  la  lei 
en  el  Senado  conforme  a  lo  prevenido  en  el  artículo  40;  i  proce- 
diéndose  según  lo  dispone  la  Constitución  para  la  fomacion  de 
las  demás  leyes. 


El  23  de  Julio  de  1873,  dicha  moción  fué  renovada  por 
el  diputado  don  Jorje  Huneeus  bajo  su  sola  firma,  pero 
suscrita  en  seguida  por  51  diputados,  se  puso  en  discu- 
sión en  octubre  de  1875. 

En  su  discurso,  ese  distinguido  profesor  examinó  es- 
tos diversos  puntos: 

1/  Puede  declararse  la  necesidad  de  la  reforma  de  un 
artículo  de  la  Constitución  solo  por  partes  o  por  incisos? 

Cuestión  resuelta  negativamente  en  1865  i  afirmativa- 
mente en  el  mismo  año,  i  pocos  dias  después  por  la 
Cámara  de  Diputados. 

2/  Cuando  un  diputado  presenta  una  moción  de  re- 
forma bajo   su  sola  firma,  puede  dársele  lectura,  si  no 

viene  firmada  por  la  cuarta  parte  de  los  diputados  pre- 
sentes? 

La  Cámara  de  Diputados  dijo  nó  en  1859,  en  una  mo- 
ción del  señor  Melchor  S.  Concha;  dijo  si  ea  1873,  i'^s- 
pecto  de  la  otra  del  señor  Huneeus. 

3."  El  señor  Huneeus,  en  su  importante  trabajo  La 
'Constitución  ante  el  Congreso^  que  tengo  a  la  vista,  cree 
[ue  el  Ejecutivo  np  puede  tomar  iniáativa  en  cuestio- 
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nes  de  reforma.  Su  principal  argumento  es  que  el  Pre- 
sidente de  lu  República  puede  dirijir  mensajes,  pero  uo 
mociones  al  Congreso. 

Pienso  lo  contrario.  No  hallo  la  diferencia  que  existe 
entre  mensaje  i  moción^  frases  de  que  se  sirve  indistin- 
tamente la  Constitución,  i  creo,  por  el  contrario,  que  tal 
restricción  vendria  a  cercenar  en  gran  parte  la  coopera- 
ción del  Ejecutivo  en  los  trabajos  del  Congreso. 

Eso  sí,  que  como  él  lo  observa  con  fundamento,  dicha 
moción  o  mensaje  deberá,  para  ser  puesta  en  discusión, 
contar  con  el  apoyo  de  la  cuarta  parte,  a  lo  menos, 
de  los  miembros  presentes  de  la  Cámara  ante  la  cual  se 
presente. 


¿La  moción  de  reforma  debe  detallar  los  artículos  que 
dicha  reforma  desea? 

La  Cámara  de  Diputados  ha  exijido  ese  requisito  en 
tres  ocasiones  sucesivas,  185S,  1865  i  1871. — (A.  Véase 
Apéndice,  letra  respectiva). 


¿Puede  declararse  la  necesidad  de  reformar  solo  ciertos 
incisos  o  partes  de  un  articulo  constitucional? 

La  afirmativa  ha  sido  puesta  en  práctica  en  diversas 
ocasiones;  asi  lo  comprueba  la  lei  de  28  de  agosto  de  1867. 
— (B.  Véase  Apéndice,  letra  respectiva). 


¿Tendría  facultad  la  Cámara  revisora  de  alterar  o  adi 
cionar  la  moción  de  la  Cámara  de  oríjen? 

El  señor  Huneeus  está  por  la  negativa.  Sus  argu-.nen- 
tos  en  esta  parte  son  decisivos. 


r 
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¿Puede  el  Presidente  de  la  República  vetar  las  leyes 
que  proponen  la  reforma? 
El  señor  Huneeus  i  la  lójica  dicen  que  sí. 


¿Puede  el  Congreso  derogar  esas  mismas  leyes? 

Tanto  en  éste  como  en  el  caso  anterior,  se  estaría  a 
la  afirmativa  desde  que  la  Constitución  no  priva  espe- 
cialmente ni  al  Presidente  ni  al  Congreso  de  tal  facultad. 


Si  la  Cámara,  en  la  primera  sesión  anual  que  sigue 
al  proyecto  de  reforma,  no  debate  i  vota  esa  lei,  viola 
el  precepto  constitucional? 

Parece  que  sí,  atendido  el  tono  imperativo  que  domi- 
na en  el  texto  constitucional.  Se  discutirá  i  deliberará. 

No  obstante,  el  señor  Huneeus  es  de  distinta  opinión. 
Cree  que  es  potestativo  en  el  Congreso,  hacer  esa 
discusión  i  deliberación,  en  el  segundo  año  y  en  el  terce- 
ro i  aun  por  otro  u  otros  posteriores  i  que  los  térmi- 
nos que  emplea  el  texto  constitucional,  envuelven  una 
simple  recomendación  i  no  un  mandato  o  precepto. 

Paréceme,  sin  embargo,  lo  contrario,  i  tomando  la 
palabra  sesión  en  el  lejítimo  sentido  parlamentario, 
estimo  que,  aun  cuando  la  reforma  no  sea  nula  por  ha- 
berse discutido  mas  tarde,  no  por  eso  el  Congreso,  al 
postergarla,  habrá  cumplido  fielmente  con  el  precepto 
que  le  impone  la  Constitución. 


En  sesión  de  22  de  setiembre  de  1870   la   Cámara   de 
■^'putados  resolvió  por  mayoría  de  48  votos   contra  35 
e  el  Congreso  no  podia,  concluido  el  período  ordina- 
del  primer  periodo  lejislativo  en  que  debe  discutirse 


DERECHO   PARLAMENTARrO     CHIUNO 

rnia,    continuar    funcionando,    sin    próroga   o 
itoiia  del  Ejecutivo. 

i,  como  se  ha  visto,  ha  decidido  lo  contrario  en 
sos  2."   i   5.",   artículo    159   de  la  Constitución 


lado,  aprobando  por  unanimidad  en  sesión  de  3 
sto  de  1870  la  ampliación  del  período  presiden- 
I  Congreso  en  jeneral,  agregando  párrafos  nuevos 
.'rencia  al  derecho  de  reunión,  asociación  i  liber- 
ínseñanza,  al  ratificar  la  reforma  del  articulo  12, 
i."  e  inciso  7.°  del  artículo  104,  referentes  a  con- 
^iibernativos  i  disposiciones  sobre  estado  de 
;a,  han  decidido  implícitamente  que  el  Poder 
ivo,  revisor,  i  ratificador,  puede  estenderla  a  otros 
s  que  los  declarados  reformables. 


CAPITULO   V 
r>©i   r»odei-   Lojlsiatlvo 

— DEL  DERECHO  DE  EJERCER  EL  PODER  LEJISLATIVO 

e  los  albores  de  su  existencia  de  nación  i  aun 
lloras  crepusculares  de  la  Independencia,  Chile 
ínido  i  levantado  mui  por  alto  los  fueros  del 
so  i  el  poder  parlamentario. 

1  el  Reglamento  para  la  ciuioridad  ejecutiva  pro- 
,  de  agosto  14  de  i8ir,   consignaba  estos  prin- 
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«Art.  i.^  El  Congreso,  como  único  depositario  de  la  voluntad  del 
reino,  conocerá   esclusivaniente  del   cumplimiento  o   infracción 

jeneral  de  la  lei.» 
Ademas  le  conferid  las  siguientes  facultades: 

A. — Dar  el  santo  al  Ejército  (art.  4."). 

B, — Prestar  o  negar  su  aprobación  al  Ejecutivo  para  que  disponga 
de  las  tropas  i  proveer  los  empleos  militares,  desde  capitán  inclusi- 
ve (art.  «).°),  i  pasar  a  éste  las  ternas  de  los  demás  empleos. 

Crear  o  suprimir  empleos,  aumentar  o  minorar  dotaciones,  reco- 
nocer empleados  i  otorgar  honores  de  gracia,  exijéndolo  las  cir- 
cunstancias.]^ 


Por  el  art.  7."*  del  Reglamento  Constitucional  Provisorio^ 
de  27  de  Octubre  de  1812,  se  ordena  la  creación  de  un 
Senado,  «sin  cuyo  dictamen  no  podr«í  el  gobierno  resol- 
ver en  los  grandes  negocios  que  interesen  la  seguridad 
de  la  Patria;  i  siempre  que  lo  intente  algún  ciudadano 
armado,  o  de  cualquiera  clase  deberá  auxiliarlo  u  obe- 
decerlo, i  el  que  contraviniere  será  tratado  como  reo 
de  Estado.» 


«Por  el  art.  8/  se  declara  que  los  negocios  graves  son*. 
imponer  contribuciones;  declarar  la  guerra,  hacer  la 
paz,  acuñar  moneda,  establecer  alianzas  i  tratados  de 
comercio;  nombrar  enviados;  trasladar  tropas;  levan- 
tarlas de  nuevo;  decidir  las  desavenencias  de  las  provin- 
cias entre  sí  o  con  las  que  están  fuera  del  territorio; 
proveer  los  empleos  de  gobernadores  i  jefes  de  todas 
clases;  dar  patentes  de  corso;  emprender  obras;  crear 
nuevas  autoridades;  entablar  relaciones  esterioi'es  i  al- 
terar este  reglamento;  i  las  facultades  que  no  le  están 
espresamente  declaradas  en  esta  Constitución  quedan 
^servadas  al  pueblo  soberano.» 
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n  el  Proyecto  de  Consülucion  Provisoria  sancionado  el 
ie  Octubre  de  1818,  se  lee  también  lo  siguiente: 
ítulo  III,  CAP.  I .°,  artículo  único.  «Perteneciendo  a  la 
;ion  chilena  reunida  en  sociedad,  por  un  derecho  natu- 
c  inamovible,  la  soberanía  o  facultad  para  instalar  su 
ierno,  i  dictar  las  leyes  que  lo  han  de  rejir,  lo  deberá 
er  por  medio  de  sus  diputados  reunidos  en  con- 
so,  etc.» 


n  el  capitulo  111,  se  trata  de  las  atribuciones   del  Se- 
o  i  se  señalan  sus  facultades  i  responsabilidad. 


,a  Constitución  de  jo  de  Octubre  de  1823,  a  su  turno, 
iu  título  IV,  artículos  a  79,  establece  el  Congreso  i 
mera  sus  atribuciones  i  deberes. 


:i  Reclámenlo  Orgánico  i  Ada  de  Union  de  Marzo  30 
[823,  en  su  artículo  3.°,  establece  «un  Senado  lejisla- 
i  conservador  COMPUESTO  de  REPRESENTANTES  que  nom- 
n  las  Intendencias»,  i  en  sus  artículos  30  a  41  enu- 
'a  las  facultades  de  dicho  cuerpo. 


,a  Constitución  de  39  de  Diciembre  de  182J,  hace  lo 
mo,  respecto  del  Senado  en  el  título  VI,  artículos 
a  41,  i  de  la  «Cámara  Nacional*  en  los  60  a  74- 


a  Constitución  promulgada  en  Agosto  8  de  1828,  a 
urno,  consagra  el  capítulo  VI,  artículos  23a  5q,  ala 
ma  tarea. 
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I  por  último  la  que  hoi  rije  establece  idénticos  prin- 
cipios en  el  capítulo  VI,  artículos  13  a  58. 


Establecida  como  queda  merced  a  esta  minuciosa  com- 
probación que,  bajo  todos  los  partidos,  i  desde  su  exis- 
tencia de  Nación,  en  Cbile  ha  existido  siempre  encar- 
nado en  las  leyes  el  sistema  parlamentario,  solo  resta 
recordar  que  cuando  un  hombre  audaz  pretendió,  desde 
el  solio  del  poder,  i  auxiliado  por  40,000  bayonetas, 
sostituir  i  derrocar  ese  sistema,  el  pueblo  corrió  a  su 
turno,  a  las  armas,  i  en  sucesivas  batallas  desde  el  límite 
norte  de  la  República,  venció  a  su  audaz  enemigo,  i 
penetró  al  palacio,  llevando  en  su  bandera  estos  glorio- 
sos lemas:  Respeto  a  la  Conslilucion!  Viva  el  Congreso! 


Reconocido  ya  este  hecho,  es  conveniente  recorrer, 
aunque  sea  a  la  lijera,  las  Constituciones  de  los  paises 
rejidos  por  el  mismo  sistema. 


Francia. — El  artículo  i."*  de  la  lei  constitucional  de 
1875  declara  que  el  Poder  Lejislativo  se  ejerce  por  dos 
asambleas:  <cla  Cámara  de  Diputados  i  el  Senado.» 

El  Presidente  de  la  República  que  tiene  un  derecho 
de  iniciativa,  no  tiene,  ni  el  de  sanción,  ni  el   de  veto. 

Puede  únicamente,  dentro  de  los  plazos  fijados  parala 
promulgación,  pedirá  las  dos  Cámaras,  por  medio  de 
un  mensaje  motivado,  una  nueva  declaración,  la  que  el 
Congreso  no  puede  rehusar. 


Suiza. — El  Poder  Lejislativo  es  ejercido  por  Consejos, 
ibremente  elejidos,   pero  bajo  la  reserva  del  derecho 
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referendum  atribuido  al  pueblo  por  lei  de  Julio  17  de 
í4.  Según  los  término.;  de  dicha  lei,  los  ciudadanos  o 

cantones  tienen  el  derecho  de  pedir  que  una  lei  sea 
netida  a  votación  popular  dentro  de  los  noventa  dias 
?  siguen  a  la  publicación  de  dicha  lei.  Para  que  pueda 

er  lugar  el  re  fe  renda  m,  se  exije  la  firma  de  30,000 
dadanos,  o  solicitud  de  ocho  cantones.  Si  la  mayoría 

ueba  la  lei,  esta  se  considera  definitiva;  en  caso  con- 
rio,  como  nula. 


ín  Estados  Unidos,  todos  los  poderes  lejislativos  son 
ivados  del  Congreso, 

íl  articulo  2.°,  Sección  7  de  la  Constitución  de  15  de 
iembre  de  1797,  da  al  Presidente  el  derecho  de  pro- 
:ar  una  nueva  delib¿racion  sobre  una  lei  votada  por 
(los  Cámaras  i  organiza,  para  esc  caso  especial,  un 
nplicado  procedimiento,  exijiendo  principalmente  que 
.ei  a  que  el  Presidente  se  opone  sea  votada  por  los 
i  tercios  en  cada  Cámara, 


in  Inglaterra  el  poder  lejialativo  reside  enteramente 
la  Cámara  de  los  Comunes.  La  Reina  i  la  Cámara  de 
Lores  participan  en  derecho;  pero  en  el  hecho  su 
?rvencion  es  de  pura  forma,  i  el  derecho  de  sanción 
í  reconoce  al  Jefe  del  Estado  no  se  ejerce  bajo  la 
ma  de  una  resistencia  a  la  voluntad  de  los  Comunes. 


in  BiiLjiCA  el  poder  lejislativo  se  ejerce  colectivamente 
el  Reí,   la  Cámara  do   Representantes  i  el  Senado. 
ierecho  de  sanción  pertenece  al  Rei. 
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En  los  Países  Bajos  el  poder  lejislativo  se  ejerce  en 
común  «por  el  Rei  i  los  Estados  Jenerales».  es  decir,  por 
las  dos  Cámaras. 

El  Rei  tiene  el  derecho  de  sanción;  cuando  una  lei 
ha  sido  trasmitida  por  ambas  Cámaras  debe  hacerles 
conocer  en  el  término  mas  breve  posible,  si  la  aprueba  o 
la  rechaza. 


En  Dinamarca  el  poder  lejislativo  pertenece  en  con-^ 
currencia  a  las  dos  Cámaras  del  Rikgsdag:  el  Folketeng 
i   el  Sandsthing. 

Cuando  una  resolución  dal  Rikgsdag  no  ha  sido  san- 
cionada por  el  Rei  antes  de  la  sesión  siguiente,  se  consi- 
dera como  nula. 


En  SuEciA  el  poder  lejislativo  pertenece  a  las  dos 
Cámaras  del  Rikgsdag;  pero  las  Cámaras  lo  ejercen  de 
acuerdo  con  el  Rei.  La  Constitución  de  Junio  6  de  1809, 
revisada  en  ese  punto  en  1866,  dice  formalmente:  «El 
Rei  no  puede,  sin  el  consentimiento  del  Rikgsdag  ni  el 
Rikgsdag  sin  el  consentimiento  del  Rei,  hacer  ninguna 
lei  nueva,  ni  derogar  ninguna.  Toda  lei  votada  por  el 
Rikgsdag  debe  ser  presentada  í1  Rei  quien  toma  el  acuer- 
do del  Consejo  de  Estado  (Consejo  de  Ministros)  i  el  de 
la  Corte  Suprema  antes  de  adoptar  una  decisión.  Si  el  Rei 
sanciona,  avisa  al  Rikgsdag;  sino  sanciona  debe  dar  a  las 
Cámaras  las  razones  de  su  disenso.» 


La  Constitución  de  4  de  Noviembre  de  1814,  aplicable 

a  la  Noruega,  decide  en  su  artículo  49  que  «la  nación  ejer- 

e  el  poder  lejislativo*  por  el  órgano  del  Storthing,  que  se 

compone  de  dos  secciones:  «unLagthieng  i  Odelsthing)^^ 
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Esta  solemne  declaración  ha  sido  temperada  por  el  ar- 
tículo 78,  que  da  al  Rei  el  derecho  de  devolver  a  las 
Cámaras  una  lei  ya  votada,  declarando  que  no  juzga 
conveniente  sancionarla;  dicha  lei  no  puede  desde  en- 
tonces presentarse  en  la  misma  sesión.  Pei*o  una  lei  de 
24  de  Abril  de  1860  prevé  el  caso  en  que  la  voluntad 
nacional  espresada  por  los  representantes  del  pais  resis- 
tiera a  la  voluntad  real. 

Según  los  términos  de  esta  lei,  una  resolución  votada 
sin  cambio  por  tres  Storthings  en  tres  sesiones  separadas 
cada  una,  por  dos  sesiones  a  lo  menos,  no  necesita  san- 
ción; se  considera  definitiva  i  toma  fuerza  de  lei. 


El  Poder  lejislativo  en  el  Imperio  Alemán  se  ejerce  por 
el  Consejo  Federal  i  el  Reichstag.  El  acuerdo  de  las 
mayorías  en  una  i  otra  Asamblea  basta  para  hacer  defi- 
nitivas las  leyes  aplicables  a  la  confederación. 


En  Prusia  los  artículos  62  i  64  de  la  Constitución  deci- 
den que  el  Poder  lejislativo  se  ejerce  conjuntamente  por 
el  Rei,  i  las  dos  Cámaras. 


En  Italia  el  poder  lejislativo  se  ejerce  colectivamente 
por  el  Rei  i  las  dos  Cámaras;  el  Rei  tiene  el  derecho  de 
sanción. 


La  Constitución  japonesa  de  ii  de  Febrero  de  1890 
determina  que  el  Emperador  ejerce  el  Poder  Lejislativo 
con  el  concurso  del  Parlamento.  El  comentador  oficial 
de  ese  testo,  el  conde  Ito,  piensa  que  el  Emperador  posee 
él  solo  el  poder  lejislativo,  i  no  llama  a  los  representan- 


^ 
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tes  del  pais  sino  en  consulta,  pero  conviene  tener  pre- 
sente que  el  art.  37  de  la  misma  Constitución  dice  for- 
malmente: «No  puede  hacerse  lei  alguna  sin  el  consen- 
timiento del  Parlamento.» 


En  Chile  el  art.  40  de  su  Pacto  dice  literalmente:  «Las 
leyes  pueden  tener  principio  en  el  Senado  o  ea  la  Cámara 
de  Diputados,  a  proposición  de  uno  de  sus  miembros,  o 
por  mensaje  que  dirija  el  Presidente  de  la  República.» 


En  idéntico  sentido  se  encuentran  ademas  de  las 
constituciones  ya  citadas  la  de  la  Arjentina  arts.  68,  69 
i  70;  Brasil,  52,  53,  55,  56,  57,  62  i  63;  España  arts.  41  i  43 

Se  puede,  pues,  constatar  que  en  todas  partes  la  volun^ 
tad  nacional  es  la  única  fuente  de  la  lei,  la  única  por 
lo  menos  que  se  reconoce,  i  a  la  cual  se  pide  la  fuerza 
necesaria  para  exijir  la  obediencia. 


CAPITULO  VI 


Deroclios    d.ol   Congi^oso    eix   rixatei^la 

do   íinauízas 


El  mismo  art.  40  ya  citado  de  la  Constitución  chilena 
establece  sin  embargo  una  diferencia  sustancial  entre  las 
dos  ramas  del  Congreso. 

Solo  el  Senado  puede  proponer  leyes  de  amnistía. 

Solo  la  Cámara  de  Diputados  puede  proponer  leyes 
\e  contribuciones  i  reclutamientos. 

¿Por  qué? 
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:un  el  señor  Huneeus,  por  que  la  Cámara  < 
es  mas  popular  i  el  Senado  mas  serio. 


o  no  es  exacto  que  las  contribuciones  se  : 
solo  por  el  Congreso, 
lueva  lei  de  Municipalidades,  determina  í 
68  lo  siguiente: 

liscutir  el  presupuesto  de  entradas,  la  Municipal) 
de  las  contribuciones  para  el  año  próximo,  dentro 
eterminado  por  la  lei. 
asambleas  de  electores,  tienen  entre  otras  atribu 

ranciarse  sobre  la  lasa  de  las  contribuciones  municipale 
lei  (artículo  86,  inciso  4.")»  (i). 

;s  tampoco    exacto   qne  sea  solamente  el 
inicie  las  leyes  de  amnistía,  por  que  se  ha 
ivo  recientemente  proponerlas. 
la  situación  actual,  estas  rectificaciones  se 


CAPITULO  Vil 

tensión  1  límites  dol  r»oaer*  Lejlsla 

la  Constitución,  háse  sido  encargado  e 
al  Poder  Lejislativo  de  cierto  número 

orresponde  en: 

!1  examen  de  las  cuentas  de  inversión  que  debe  pr 

0  el  Ejecutivo;] 

1  del  Congreso  es  el  de  crear,  a  aprobar  U  conlribuelon;  el  del 
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eclaraciones  de  guerra; 

la  renuncia  que  puede  hacer  el  Presidente  de  la  Repú- 

•■  su  separación,  para  los  efectos  de  nueva  elección; 
;rutinio,  o  rectificación  de  la  elección  de  este  funcio- 

:tar  leyes  escepcionales  i  cuyo  máximum   sea   de  un 
strinjir  la  libertad  personal  i  de  imprenta,  en  casos  de 
interior,  o  peligro  esterior  para  la  Nación; 
mer  contribuciones,  suspenderlas,  i  repartirlas; 

los  gastos  administrativos; 
'aer  deudas,  i  designar  los  fondos  para  su  pago; 

provincias  i  departamentos,  establecer  aduanas  i  habí- 
s  mayores; 

las  condiciones  i  valor  de  las  monedas,  i  el  sistema  de 
lidas; 

itir  o  no  el   tránsito  de  tropas  estranjeras  dentro  del 
I  la  permanencia  de  nacionales  cerca  del  lugar  donde 

litir  la  salida'de  tropas  fuera  del  territorio  nacional; 

r  o  suprimir  empleos,  señalar  sus  atribuciones  i  sueldos; 

es,  i  decretar  honores  pdblicos; 

leder  indultos  o  amnistías; 

lar  el  lugar  donde  funcione  el  Congreso. 


í  de  estas  atribuciones   jenerales,  la   CoQStitu- 
ere  a  la  Cámara  de  Diputados  las  siguientes: 

;ar  las  elecciones  de  sus  miembros; 

r  3  los   Ministros  de  Estado;  jenerales  de   Ejército; 

le  la  Comisión  Conservadora,  e   intendentes  i  gober- 


e  calificar  sus  propias  elecciones; 

;  juzgar  a  los  funcionarios  acusados  por  la  Cámara  de 

>bar  las  propuestas  del  Presidente  de  la  República  para 
irzobispos; 
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D. — Prestar  o  negar  su  consentimiento  a  los  actos  del  Gobierno, 
1  los  casos  que  la  Constitución  lo  requiere. 


Toca  ademas  al  Congreso: 

i.°  Determinar   por  leí  la  forma  de  la  elección  de  los  Alcaldes, 
;1  tiempo  de  su  duración; 
s."  Imponer  contribuciones; 

3.°  Declarar  cuando  un  trabajo  o  industria  puede  prohibirse; 
4.°  Formar  el  plan  de  educación  nacional; 
y"  Resolver  las  dudas  sobre  sus  artículos; 
6."  Conceder  gracias  especiales  de  naturalización; 
7.^  Rehabilitar  a  los  que  hubiesen  perdido  la  ciudadanía; 
8,"  Conceder  licencia  para  aceptar  empleos,  funciones  o  pensio- 
js  de  un  Gobierno  estranjero; 
9."  Reglamentar  el  reclutamiento  del  Ejército  i  Armada; 

10,  Nombrar  a  los  miembros  de  la  Comisión  Conservadora; 

11.  Al  Consejo  de  la  Caja  Hipotecaria; 

13.  Hacer,  el  escrutinio  de  la  elección  del  Presidente  de  la  Re- 
íblica; 

13.  Elejir  este  funcionario  en  caso  de  empate; 

14.  Otorgarle  licencia  para  salir  fuera  del  país; 

15'  Aprobar  o  no  el  nombramiento   de   Ministros  diplomáticos; 

16.  Aprobar  o  no  los  grados  de  coroneles,  capitanes  de  navio  i 
imas  oficiales  superiores  del  Ejército  i  Armada; 

17.  Declarar  la  guerra; 

18.  Aprobar  o  no  los  tratados  diplomáticos; 

19.  Declarar  el  estado  de  sitio; 

ao.  Juzgar  al  Presidente  de  la  República  i  sus  Ministros,  si  fue- 
n  acusados; 

ai.  Determinar  las  condiciones  que  deben  poseer  los  jueces  que 
nombren; 

aa.  Ratificar  las  reformas  constitucionales; 
ay.  Esplicar  o  interpretar  la  lei  de  un  modo   jeneralmente  obli- 
torio. 

Ademas  el  Congreso  puede: 

A.— Autorizar  fundaciones  o  corporaciones,  que  toman  el  carác- 
:  i  derechos  de  personas  jurídicas,  (Cód.  Civ.,  art.  554); 
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B. — Permitir  que  adquieran  bienes,  sujetos  a  las  prohibiciones 
i  restricciones  establecidas  por  el  art.  557  del  Código  Civil;  i 

C. — Disolverlas,  si  comprometen  la  seguridad  o  los  intereses 
del  Estado^  o  no  corresponden  al  objeto  de  su  institución  (C6d. 
Civ.,  art.  s«)9). 


Llama  desde  luego  la  atención  en  el  art.  27  actual 
(antes  36)  de  la  Constitución,  la  frase:  atribuciones  es- 
elusivas  del  Congreso ,  que  en  él  se  emplea. 

Acaso  el  Presidente  de  la  República,  no  podría,  por 
ejemplo  (i  así  ha  sucedido  recientemente),  solicitar  del 
Congreso  una  lei  restrinjiendo,  dentro  de  cierto  período, 
el  ejercicio  de  la  libertad  de  reunión,  la  libertad  de  im- 
prenta, i  aun  la  libertad  personal? 


El  señor  Huneeus,  examina  i  trata  este  punto  con  su 
habitual  solidez  i  claridad. 

A  su  juicio,  «nunca,  ni  aun  dentro  del  antiguo  sistema  de  facul- 
tades estraordinarias  habría  podido  el  Congreso  delegar  el  ejercicio 
de  ninguna  de  sus  atribuciones  csclusívas,  sin  el  de  aquellas  que, 
siendo  materia  de  lei,  requerían  la  intervención  espresa  del  Con- 
greso, según  preceptos  especiales  de  la  Constitución.  En  este  caso 
se  encontraban:  la  aprobación  de  los  tratados  internacionales  (parte 
19,  art.  8a);  la  declaración  de  estado  de  sitio  en  caso  de  conmoción 
interior^  hallándose  el  Congreso  reunido  (parte  2.*,  art.  82);  la  lei 
sobre  el  plan  jeneral  de  educación  nacional  (art.  153  i  parte  5."  del 
art.  a.*  transitorio  antiguo);  la  formación  del  presupuesto  de  gastos 
públicos  (art.  155);  las  leyes  interpretadas  de  la  Constitución  (ar- 
tículo 164)  i  las  leyes  sobre  reformabilidad  i  reforma  de  la  misma 
(arts.  165  a  168).  En  todos  estos  casos  la  Constitución  hace  mérito 
espresamente  del  Congreso,  de  las  Cámaras;  de  manera  que,  aun 
siendo,  como  son,  tales  asuntos  materias  de  lei,  lo  eran  de  leyes 
tales  que  no  podían  ser  dictadas  por  el  Presidente  de  la  República 
solo,  a  título  de  delegado  del  Congreso  i  de  investido  por  éste  de 
facultades  estraordinarias.  Nunca  habrían  podido  éstas  estenderse 
a  los  casos  que  acabamos  de  mencionar. 


■tuna,  todas  estas  dudas  han  quedado  zanjadas 
parte  6."  del  art.  que  examinamos.  El  Congrí 
lelegar  sino  la  atribución  de  imponer  coDtrÍbu< 
ren  el  inciso  i.°  del  art.  137  i  el  art.  148.  La  red; 
o  manifiesta  que  el  Congreso  puede  autorizar,  n 
de  la  República,  sino  a  las  demás  atitorídadi 
a  los  individuos  para  imponerlas». 


eso  puede  aprobar  o  desaprobar  la  de( 

rra  esierior? 

Pinar  la  iniciativa  en  este  punto? 

a  vista  parece  que  no. 

inte  de  la  República  corresponde  (art.  73,  inc 
guerra  con  previa  aprobación  del  Congreso  i  nianíc 
¡cas  con  las  poiendas eslranjcras.:» 

tues,  que  el  Congreso  debe  limitarse  a  su 
iprobar  o  desaprobar  tan  grave  medida, 
ser  impuesta,  sino  cuando  el  apoyo  < 
blica,  calificado  por  sus  representantes 

tmas  el  caso  no  se  ha  presentado  aun, 
que  se  presente  jamas  en  Chile. 


ucion  «de  declarar  cuando  el  Presidente  de  la 

misión  de  su  cargo,  si  los  motivos  en  que  la  fun 
o  no  para  su  ejercicio,  i  en  su  consecuencia,  adr 
'  i  la  4.*  «declarar,  cuando  en  los  casos  de  los  a 
re  lugar  a  duda,  si  el  impedimento  que  priva  al 
rcicio  de  sus  funciones,  es  de  tal  naturaleza  qut 
nueva  elección»,  según  el  señor  Huneeus  «m 
:ion  todavía». 


ibia  el  autor  citado  antes  de  1891,  pero 
en  las  épocas  anteriores  a  1833.  Ea  aqi 
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OS  Presidentes  de  la  República,  Blanco  Encala- 
Tagle,  Freiré,  Prieto,  Vicuña,  Errázuriz,  abdi- 
:e  el  Congreso  sus  puestos;  en  1891,  Balmaceda 
suyo  por  deposición. 


CAPITULO  VIII 

lolon.  dol  Pi-osidonto  do  laXlopiiblloa 

;  ser  depuesto  el  Presidente  de  la  República? 
I  puede  deponerlo? 

I  formalidades  debe  estar  sujeto  ese  acto? 
s  son  sus  consecuencias? 


se  comprende,  las  interrogaciones   anteriores, 

la  importancia  suprema,  i  no  dependen    de  la 

icion   de  testos,  mas  o   menos  espresos  de  la 

ñon  del  Estado. 

incia  se  ha  visto  deponer  a  los  monarcas.  En 

1  ha  sucedido  otro  tanto.  Lo  mismo  ha  sucedido 

Estados  del  viejo  mundo, 

to,  en  las  naciones  ya  citadas,   ha  sido  siempre 

uencia  de  un  juicio:  la  parte  resolutiva  de  un 

,ya    sanción  en  muchos  casos  ha  sido  el  ca- 

érica,  las  deposiciones  no  han  tenido  siempre 
)rmalidades  ni  tampoco  igual  sanción.  Obra  de 
Qtos  populares  en  la  mayor  parte  de  los  casos, 
senlazado  con  la  misma  rapidez  que  se  forma- 
prescindido  de  largos  trámites,  1  solo  en  mui 


iRLAMENTARIO 


an  escrito  sus  fallos  i  resoluciones  con 

íre. 

las  notable  de  estos  acontecimientos 
amenté, 

lorióse  guerrero  de  la  Independencia, 
vencedor  en  Chacabuco  i  Maipú,  no 
jada  sino  que  se  sometió  al  fallo  popu- 
1  dimisión,  i  nuevo  Arístides,  marchó 
cismo. 
le  imitó,  sino   que  organizó  la  resis- 

ajestuosa  i  tremendas  la  vez.  EJIa  eos- 
año  de  guerra  civil,  mas  de  cien  mi- 
lo  que  es  mas  valioso  aun,    diez  mil 

ínto  de  este  carácter  no  puede  pasar 
US  antecedentes,  así  como  sus  cénse- 
los i  rejistrados  por  la  historia,  entran 

los  anales  públicos,  i  en  las   pajinas 
ional. 
do  necesario,  al  tratar  de  los  derechos 

Congreso,  darles  un   lugar  en    estas 
as  a  la  liistoria, 
por  los  representantes  del   Congreso, 


iresentantes  del  Pueblo  Chileno  en  el  Congre- 

;  en  consideración: 

osos  delitos  cometidos  por  las  autoridades 
a  el  Poder  Electoral  de  la  Repijblica  para  fal- 
a  voluntad  soberana  del  pueblo  en  las  dec- 
larados i  prolejidos  por  el  Presidente  de  la 
tros,  desoyendo  las  representacione»  de  !a 
)ra  i  baciendo,  por  lo  tanto,  suya  la  respon- 
onarioB  culpables,  conforme  al  precepto  con- 
3.°  del   articulo   49   de   la   Constitución   del 

s  de  seguridad,  confiada!  al  Preiidante  de  1^ 
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República  para  custodiar  el  orden  i  resguardar  los  derechos  de  los 
ciudadanos,  han  sido  empleadas  en  organizar  i  dirijir  turbas  asala- 
riadas del  populacho  para  promover  los  mas  vergonzosos  i  crimi- 
nales atentados  contra  el  orden  público  i  para  atropellar  los  mas 
fundamentales  derechos  de  los  ciudadanos,  llegando  a  ser  dicha 
fuerza  una  constante  amenaza  para  ellos  i, desapareciendo  así  el 
fin  primordial  del  establecimiento  de  la  autoridad;  que  el  Presi- 
dente de  la  República  i  sus  Ministros  se  han  hecho  sordos  a  lo* 
gritos  de  la  indignación  pública  i  a  las  constantes  reclamaciones 
del  Congreso  i  de  la  Comisión  Conservadora  por  aquellos  actos^ 
que  las  autoridades  han  dejado  impunes,  asumiendo  así  su  respon- 
sabilidad; 

3."  Que  la  única  reparación  de  los  últimos  i  dolorosos  atentados 
contra  la  libertad  de  reunión  ha  sido  la  promulgación  de  la  Orde- 
nanza de  30  de  Diciembre  último,  que  es  una  nueva  i  audaz  viola* 
cion  de  los  derechos  de  reunión  i  petición  garantidos  por  el  inciso 
6.**  del  artículo  lo  i  por  ol  inciso  6.°  del  artículo  27  de  la  Constitu- 
ción, incurriendo  al  mismo  tiempo  con  ella  el  Presidente  dfe  la 
República  i  sus  cómplice?  en  una  usurpación  flagrante  de  una  atri- 
bución esclusiva  del  Congreso,  consignada  en  dicho  inciso  6."  del 
artículo  37,  i  que  es  el  único  que  puede  dictar  estas  leyes  escep- 
cionales,  pero  de  duración  transitoria  que  no  puede  exceder  de  un 
año; 

4.°  Que  el  Presidente  de  la  República  ha  violado  constantemen- 
te la  fé  pública,  oficial  i  solemnemente  empeñada  varias  veces  por 
roedio  de  sus  Ministros; 

5.°  Que  el  mismo  funcionario  ha  dilapidado  los  caudales  públi- 
cos, disponiendo  de  ellos  fuera  de  presupuesto,  creando  empleos 
i  comisiones  remuneradas  con  fondos  nacionales  sin  intervención 
del  Congreso,  i  usurpando  así  una  atribución  esclusiva  del  Poder 
Lejislativo,  consignada  en  el  inciso  10  del  artículo  28  de  la  Consti- 
tución; 

6.°  Que  el  mismo  funcionario  ha  desconocido  i  violado  las  atri- 
buciones fiscalizadoras  del  Congreso  i  de  la  Comisión  Conserva- 
dora, haciendo  caso  omiso  de  ellas  i  burlándolas  en  lo  absoluto, 
con  abierta  infracción  del  inciso  i.''  del  artículo  49  i  demás  artícu- 
los  de  la  Constitución  que  constituyen  al  Congreso  en  fiscal  i  juez 
de  los  altos  funcionarios  administrativos; 

7.'*  Que  por  causa  del  desconocimiento  de  estas  atribuciones  el 
Presidente  de  la  República  intentó,  no  ha  mucho,  cambiar  la  for- 
ma consagrada  de  nuestro  Gobierno  manteniendo  un  Gabinete  cen- 
surado por  las  dos  ramas  del  Congreso  i  a  quien  éste  habia  negado 
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s  conlribuciones  ¡  llegó  hasta  gobernar  sin  ellas,  causan 
)  pérdidas  injentes  i  a  la  nación  las  perturbaciones  mas  ( 

8.°  Que  clausurando  e!  Congreso  porque  se  oponía  cor 
rmeza  a  la  invasión  de  los  derechos  mas  preciados  del 
litaba  a  su  palabra,  empeñada  para  sancionaf  leyes  peí 
necesarias  para  garantir  aquellos  derechos; 

9.°  Que  sin  hacer  mención  de  muchas  otras  violaciom 
¡yes  i  garantías  individuales,  el  Presidente  de  la  República 
o  últimamente  este  sistema  de  desgobierno  i  de  ruina  leg 
asta  el  punto  de  disponer  de  los  caudales  públicos  i  mai 
lerzas  de  mar  i  tierra  sin  autorización  alguna  del  Congr» 
ando  abierta  i  escandalosamente  las  atribuciones  esclu 
oder  Lejislativo  de  la  nación,  único  a  quien  confieren  es 
ides  los  incisos  a.°  i  3."  del  artículo  a8  de  la  Constitu 
nales  establecen  que  «solo  en  virtud  de  una  lei  se  pu 
nualmente  los  gastos  de  la  administración  pública  i  fi 
lente  en  cada  año  las  fuerzas  de  mar  i  tierra  que  han  d 
erse  en  pié  en  tiempo  de  paz  i  de  guerra»; 

10.  Que  todos  estos  actos  han  venido  produciendo  un 
rofunda  en  la  sociedad,  una  completa  desmoralización 
aativa  i  una  perturbación  desastrosa  en  los  negocios  ecc 
omprometiendo  gravemente  el  honor  de  la  nación: 

11.  Que  todos  estos  actos,  i  las  declaraciones  del  Dian 
ienen  comprobando  de  una  manera  evidente  la  maquin. 
uada  i  consumada  por  el  Presidente  de  la  República  c 
istituciones  fundamentales  del  Estado;  que  todos  estos 
evelan  el  plan  proditorio  de  minar  el  edificio  político  1 
or  el  esfuerzo  i  sacrificio  de  varias  jeneraciones.  para  al 
is  ruinas  de  la  soberanía  del  pueblo  los  caprichos  de 
bsoluto,  para  desquiciar  i  anarquizar  así  una  sociedad  co 
n  pueblo  sumiso  i  tranquilo  que  solo  reclama  la  paz  i 
ígal,  constituyen,  no  un  crimen  cualquiera,  sino  el  n 
jdos  los  crímenes  que  puede  cometer  un  mandatario; 

la.  Que  poniéndose  con  estos  atentados  en  abierta  rebe 
:a  el  orden  constitucional,  el  Presidente  de  la  Repúblicf 
rido  en  el  crimen  de  alta  traición  contra  el  Estado  i  qU' 
e  la  lei  que  ha  jurado  solemnemente  guardar  i  hacer  gu¡ 

13,  Que  si  los  majistrados  violan  abiertamente  la  ma 
is  leyes  que  constituye  !a  base  necesaria  del  orden  s< 
landatos  son  nulos  i  sin  ningún  valor,  como  espresament 
lece  el  artículo  151  de  la  Constitución,  i  en  tal  caso  no  s 
xist9  el  derecho  sino  el  deber  de  resistir  en  defensa  é 
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ir  que  incumbe  a  todos  los  ciudadanos,  i  mui  espe- 
)s  poderes  constituidos; 

atribución  esclusiva  del  Congreso,  establecida  en  el 
artículo  37  i  en  el  artículo  63  de  la  Constitución, 
ido  por  enfermedad,  ausencia  u  otro  motivo  grave,  i 
luerte,  renuncia  u  otra  clase  de  imposibilidad  abso- 
;nte  de  la  República  no  pudiere  ejercer  su  cargo; 
■  crímenes  mencionados,  i  de  que  se  ha  hecho  reo  el 
inte  de  la  República,  no  pueden  constituir  un  motivo 
una  imposibilidad  que  lo  haga  mas  indigno  e  Incapaz 
en  el  ejercicio  de  su  cargo. 

le  las  consideraciones  precedentes,  nosotros,  miem- 
do  i  de  la  Cámara  de  Diputados  de  Chile,  invocando 
lez  del  Universo  en  testimonio  de  la  rectitud  de 
iciones,  con  el  objeto  de  restablecer  el  réjimen  cons- 
ígurar  la  tranquilidad  Interior,  atender  a  la  común 
rmar  los  beneficios  de  la  libertad  i  de  las  leyes,  en 
la  autoridad  del  pueblo  que  representamos,  solem- 
laramos: 

Presidente  de  la  República,  don  José  Manuel  Balma- 
lolutamente  imposibilitado  para  continuar  en  el  ejer- 
rgo,  i,  en   consecuencia,  que  cesa  en  él  desde  este 

tan  igualmente  imposibilitados  para  reemplazarlo  en 
ktinistros  del  Despacho  i  los  Consejeros   de   Estado 
sus   cómplices  en   los   atentados  contra   el   orden 
1; 

^cuencia,  designamos  a  don  Jorje  Montt  para  que 
1  acción  del  Congreso,  a  fin  de  restablecer  el  imperio 
icion. 

a  i.°  de  enero  de  í8í)|. 


'OS  Luco,  Diputado  por  Valparaíso. 

Senador  por  Vatparaiso. 

o  Gandarillas,  Diputado  por  Freírina. 

i^nraí,  Senador  por  Talca. 

ren,  Senador  por  Concepción. 

alte.  Diputado  por  Santiago, 

I,  Senador  por  Atacama. 

Diputado  por  Santiago. 

t  Toro,  Senador  por  Santiago. 
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todrlgue^.  Diputado  por  Santiago. 
s/jo  Errá^urii,  Diputado  por  Concepción  i  Talcahuano. 
l//amíraf!£t,  Senador  por  Valparaíso. 
Vaiker  Martlne^,  Diputado  por  Maipo. 
Ctemctíle  F<ihres,  Senador  por  Santiago. 
id  Mac-Ivtr,  Diputado  por  Constitución. 
Vaiker  Martines,  Diputado  por  Santiago. 
Pereira,  Senador  por  Talca. 
odrlguei  Ro\as,  Senador  por  Atacama. 
qu¿  Larrain  Aicalde,  Diputado  por  Lontué. 
lie  Díi'iia  Larrain,  Diputado  por  Lontué. 
aniin  Versara  B.,  Diputado  por  San  Felipe. 
Err&^üTti  E.,  Diputado  por  San  Fernando. 
jbamKünig,  Oiputado  por  CopiapóiChaiíaral, 
ntin  del  Campo,  Diputado  por  Cachapoal. 
imo  del  Campo,  Diputado  por  Elqui. 
>  a.°  Ze^ers,  Diputado  suplente  por  San  Javier. 
hI  Valdes  Vatdes,  Diputado  por  San  Fernando. 
F-  Valdes  C,  Diputado  por  Linares, 
ijíie  Ca:(olle,  Diputado  por  Tarapacá. 
Jolasco  Prende^,  Diputado  por  Constitución, 
ifiio  Ediirards,  Diputado  por  (^opiapó, 
uelA.  Varas,  Senador  suplente  por  Coquimbo. 
os  Jiesa,  Diputado  por  Castro. 
yanfuegos.  Diputado  por  la  Victoria. 
'.  Rodrigue'^,  Senador  por  Cuneó. 
isco  RcfCS,  Diputado  suplente  por  Coelemu. 
M.  Rodrigue^,  Diputado  por  Ancud. 
\guirrc  V.,  Diputado  por  la  Ligua. 
>Lir  T'orc,  Diputado  por  Tarapacá. 
!  RicsíO,  Diputado  por  Caupolican. 
ianncn.  Diputado  por  Lautaro. 
doro  Gormj^,  Senador  por  Santiago. 
JrniHa,  Diputado  por  Collipulll. 
y  Zegin,  Diputado  por  Linares. 
telrio  Laslarria,  Diputado  por  Rancagua. 
'^arrallo  E/í^itWf,  Diputado  por  (Coquimbo. 
rdó  PiVí;,  Diputado  por  Osorno, 
1  A'.  Parga.  Diputado  por  la  Victoria. 
'riimbull,  Diputado  por  Concepción  i  Talcahuano. 
líí  Erri:^uri^  Urmenda,  Diputado  por  Ovalle. 
A.  Silva  V.,  Diputado  por  Talca. 
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«/.  A,  GandarillaSj  Diputado  por  Curicó. 
Bernardo  Paredes,  Diputado  por  Búliies. 
Manuel  Amunálegui^  Senador  por  el  Nuble. 
Japwr  Vial  Solar,  Diputado  por  San  Fernando. 
E.  Fernándei  A.,  Diputado  por  Lontué. 
José  María  Dia\,  Diputado  por  Castro. 
Agustín  R.  Edwards,  Senador  por  Valparaíso. 
Rodolfo  Hurtado f  Senador  por  Aconcagua. 
ValenLin  Lelelier,  Diputado  por  Talca. 
F'.  A,  Concha  C,  Diputado  por  Caupolican. 
Cornelio  Saavedra,  Senador  por  el  Nuble. 
E.  Mac-Clure,  Diputado  por  Traiguén. 
Rafael  Montt  A.,  Senador  por  Biobio. 
Ai.  R.  Lira,  Diputado  por  Parral. 

Hermán  Echeverría,  Diputado  por  Lautaro. 

Enrique  Mac-Ivcr,  Diputado  por  Santiago. 

/.  Manuel  Infante,  Diputado  por  Santiago. 

G.  Lelelier,  Diputado  por  Temuco. 

Manuel  F.  Valeniuela,  Diputado  por  Curicó. 

Cornelio  Saauedra  R.,  Diputado  por  Lautaro. 

Luis  F.  Puelma,  Diputado  por  Valparaíso 

Pedro  N.  Marcolela,  Senador  por  Biobio* 

Pedro  Montt,  Diputado  por  Petorca. 

Isidoro  Erráiuri:{,  Diputado  por  Valparaíso. 

Aguslin  Montiel  Rodrigue:^,  Diputado  por  Mulchen* 

Alberto  Edwards^  Diputado  por  Valparaíso. 

«T.  de  D.  Vial,  Diputado  por  Santiago. 

Pairicio  Larrain  A.,  Diputado  por  la  Victoria. 

Benjamín  Monil,  Diputado  por  Cauquénes. 

Vicente  Gre^,  Diputado  por  Taltal. 

V.  Carvallo  E,,  Diputado  por  Cañete. 

Carlos  Valdes,  Senador  por  Colchagua. 

Juan  A,  Gon:{dle:{,  Diputado  por  I  tata. 

Pedro  Javier  Fernández,  Diputado  por  San  Carlos. 

Augusto  Orrego  Luco,  Diputado  por  Quillota. 

Juan  Aguslin  Barriga,  Diputado  por  Santiago. 

Jorje  Aninat,  Diputado  por  Laja. 

-Gregorio  A»  Pinochel,  Diputado  por  Santiago. 
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Nota  con  que  fué  acompafiada  el  acta  precedente 

Valparaíso,  tí  de  enero  de  1891.— El  Presidente  de  la  Repübiica 
en  un  manifiesto  dirijido  a  la  nación,  ha  declarado  que,  no  pudien- 
do  gobernar  de  acuerdo  con  el  Congreso  Nacional  como  la  Cons- 
titución lo  ordena  i  como  lo  han  hecho  sus  antecesores,  ha  resuelto 
mantener  las  fuerzas  de  mar  i  tierra  sin  autorización  lejíslativa  i 
hacer  los  gastos  públicos  sin  leí  de  presupuestos. 

De  este  modo  i  por  primera  vez  en  Chile,  ;el  Presidente  de  la 
Repüblica  se  ha  colocado  fuera  del  réjimen  constitucional,  ha 
renunciado  la  autoridad  lejítima  de  que  estaba  investido  i  ha  que- 
"ido  asumir  un  poder  personal  i  arbitrario  que  no  tiene  otro  oríjen 
^ue  su  voluntad,  ni  otros  limites  'que  aquellos  que  los  aconteci- 
mientos puedan  señalarle. 

En  tan  grave  emerjencia,  al  Congreso  Nacional  corresponde 
tomar  a  su  cargo  la  defensa  de  la  Constitución  i  adoptar  todas  las 
medidas  que  las  circunstancias  exijan  para  restablecer  su  imperio. 
En  el  desempeño  de  tan  augusta  misión,  el  Congreso  Nacional 
iebe  contar  con  Us  fuerzas  de  mar  i  tierra,  porque  éstas  solo 
lienen  razón  de  ser  al  amparo  de  la  Constitución,  i  no  seria  posi- 
ble que  quisieran  perder  la  lejitiniidad  de  su  existencia  para  po- 
lerse  al  servicio  de  un  réjimen  dictatorial  implantado  por  móviles 
;sclusivamente  privados  del  Presidente  de  la  República.  Cincuen- 
:a  i  siete  años  no  interrumpidos  de  organización  constitucional  I 
iDa  larga  tradición  de  sacriñcios  hechos  i  de  glorias  alcanzadas  en 
lervicio  de  la  patria,  marcan  al  Ejército  i  a  la  Armada  déla  Repú- 
>lica  el  camino  del  deber,  i  les  obligan  a  resistir,  como  contrario 
i  su  propia  honra,  todo  atentado  que  se  proyecte  o  ejecute  contra 
:1  Código  que  sirve  de  base  a  las  instituciones  nacionales  i  que  da 
)ríjen  a  los  poderes  públicos. 

Cumpliendo  el  Congreso  Nacional  con  los  deberes  que  la  sitúa- 
lion  presente  le  impone,  ha  tomado  los  acuerdos  que  se  espresan 
;n  el  acta  anexa  a  esta  comunicación,  i  al  mismo  tiempo  ha  confe- 
ido  a  los  infrascritos  autorización  suficiente  para  presentarse  a  la 
armada  ¡demandar  de  ella  que  coopere,  en  la  esfera  de  acción 
[ue  le  es  propia,  al  mas  pronto  restablecimiento  del  réjimen  cons- 
itucional. 

En  tal  virtud,  los  infrascritos  disponen  que  se  organice  una  Di- 
'ision  Naval  para  hacer  comprender  al  Presidente  de  la  República 
[ue  la  Armada  obedece  a  la  Constitución  i  que,  por  tanto,  es  indis- 
lensable  que  se  dicte  sin  demora  la  lei  anual  que  autorice  su  exis- 
encia. 
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ara  a  reconocer  como  jefe  de  esta  división  al  capitán  de 
ion  Jorje  Montt,  i  los  infrascritos  quedan  embarcados  para 
r  al  desarrollo  que  pueda  tener  este  movimiento  en  defensa 
iloostitucidn  de  la  República. 

Valdo  Silva,  Ramón  Barros  Luco, 

Presidente  del  Senado.  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados, 


ior  capitán  de  navio  don  Jorje  Montt  i  a  los 
úales  de  la  Armada, 


Aceptación  de  doü  Jorje  Montt 

>araiso,  6  de  Enero  de  1891. — En  vista  de  las  consideracio- 
puestas  en  el  oficio  precedente,  acepto  la  designación  que 
e  para  la  organización  de  una  División  Naval  que  quedará 
tÍ9  Órdenes,  para  cumplir  las  disposiciones  que  se  adopten 
s  señores  Delegados  del  Congreso  Nacional, 
gase  la  presente  resolución  en  la  orden  del  dia,  i  el  oficio  de 
íores  Delegados,  a  íio  de  que  lleguen  a  conocimiento  de  los 
s  jefes,  oficiales  i  equipajes  de  la  División  Naval. 


Jorje  Montt. 


CAPITULO   IX 
Facultades   del   Eljeoutlvo 

;e  la  Constitución  (art.  27,  inciso  8.°)   lo  siguiente: 

atribuciones  esclusivas  del  Congreso: 

«8."  Dictar  leyes  escepcionales,  i  de  duración  transitoria 
J  podrán  exceder  de  un  año,  para  restrinjir  la  libertad  per- 
i  la  libertad  de  imprenta,  i  para   suspender   o   restrinjir  el 
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ejercicio  de  la  libertad  de  reunión,  cuando  lo  reclame  la  necsidad 
imperiosa  de  la  defensa  det  Estado,  o  la  conservación  del  réjimen 
ci.in3titucional  o  de  la  paz  interior. 

Si  dichas  leyes  señalaren  penas,  su  aplicación  se  hará  siempre 
por  los  tribunales  establecidos. 

Fuera  de  los  casos  prescritos  en  este  inciso,  ninguna  lei  podrá 
dictarse  para  suspender  o  restrinjir  las  libertades  o  derechos  que 
asegura  el  art.  lo.;» 


Respecto  a  facultades  estraordinarias  i  estados  de 
sitio,  nada  mas  correcto  que  las  opiniones  i  juicios  del 
mismo  señor  Huneeus  que  siguen  a  continuación: 

<La  redacción  primitiva  de  este  párrafo,  antes  de  su  reforma 
promulgada  por  la  lei  de  34  de  Octubre  de  1874,  era  la  siguiente: 

KAuhri^ar  al  Presídcnle  de  h  República  para  qiu  use  de  facuHades 
estraordiaarias,  debiendo  siempre  señalarse  espresamente  las  facultades 
que  se  le  conceden,  i  Jijar  un  tiempo  determinado  a  la  duración  de  esta  lei.t 

Como  se  vé,  el  ejercicio  de  la  facultad  que  examinamos  era 
materia  de  í¿i  según  la  disposición  antigua,  a  pesar  de  estar  enu- 
merada entre  las  atribuciones  esdasiifas  del  Congreso,  lo  cual  ma- 
nifiesta o  que  la  redacción  de  la  Constitución  fué  mala,  o'que  no 
se  dio  esta  cuenta  exacta  de  lo  que  esa  espresion  realmente  signi- 
fica. 

La  disposición  reformada  se  encuentra  en  idéntico  caso,  puesto 
que  principia  por  establecer  que  es  atribución  esdusiva  del  Con- 
greso la  de  dictar  ¡cyes  excepcionales  i  de  duración  transitoria,  i  es 
bien  sabido  que  el  Presidente  de  la  República  concurre  también 
a  la  formación  de  las  leyes.  Por  lo  demás,  esta  impropiedad  de 
redacción  en  nada  afecta  el  carácter  de  la  atribución  que  examina- 
mos, porque  nos  parece  evidente  que  ningún  Congreso  se  antici- 
paría a  revestir  at  Presidente  de  la  República  de  facultades  estraor- 
dinarias,  como  antes  sucedia,  o  a  restrinjir  el  ejercicio  de  la  liber- 
tad personal,  de  la  de  reunión  í  de  la  de  imprenta,  como  hoi  podria 
suceder,  sin  que  previamente  el  Ejecutivo  hubiera  solicitado  la 
adopción  de  semejantes  medidas  i  manifestado  su  absoluta  nece- 
sidad, concurriendo  asi  en  el  ejercicio  de  tan  delicada  atribución, 
Se  ve,  por  consiguiente,  que  ella  ha  sido,  que  es  i  que  debe  ser 
materia  de  lei. 
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A  pesar  de  que  la  disposición  constitucional  que  examinamos, 
sujetaba  la  concesión  de  facultades  estraordinarias  a  dos  limitacio- 
nes: la  i.»  señalar  espresamente  las  facultades  concedidas,  i  la  2.* 
I  fijar  un  determinado  tiempo  a  la  duración  de  la  lei;  se  aplicó  de 

una  manera  tan  singularmente   monstruosa,   que  fué  menester 
acometer  su  reforma,  reclamada  imperiosamente  por  la  opinión 
ilustrada  del  pais  desde  el  año  1849. 
La  lei  de  9  de  Noviembre  de  1836  (i)  facultó  al  Presidente  de  h 
i  República  para  cproceder  sin  sujetarse  a  las  formalidades  prevé- 

f  nidas  en  los  arts.  139,  143  i  146  de  la  Constitución»^  entregando 

así  la  libertad  individual  i  la  inviolabilidad  del  hogar  al  capricho 
del  Ejecutivo.  Otras  leyes  de  facultades  estraordinarias  autorizaron 
al  Presidente  de  la  República  para  destituir  empleados  sin  sujeción 
a  las  formalidades  prevenidas  por  el  inciso  10. "^  del  art.  8a,  incu- 
rriendo así  en  la  anomalía  de  suspender  preceptos  constitucionales 
por  medio  de  simples  leyes  ordinarias. 

El  desenfreno  se  llevó  en  esta  materia  hasta  el  punto  de  dictar 
el  Congreso  la  famosísima  lei  de  31  de  Enero  de  1837  (3)  que  dice 
asi:  «El  Congreso  Nacional  declara  en  estado  de  sitio  el  territorio 
de  la  República  por  el  tiempo  que  durare  la  actual  guerra  con  el  Perú, 
i  queda,  en  consecuencia,  autorizado  el  Presidente  de  la  República 
para  usar  de  todo  el  poder  público  que  su  prudencia  hallare  necesario 
p.vare¡ir  el  Eslaio^  sin  otra  linvÁxolon  qu3  la  de  no  poder  condenar 
por  sí,  ni  aplicar  penas,  debiendo  emanar  estos  actos  de  los  tribu- 
nales establecidos,  o  que  en  adelante  estableciere  el  mismo  Presidentes^. 
Esta  lei  incalificable  violó  la  Constitución,  asignando  a  la  dura- 
ción de  las  facultades  estraordinarias  un  tiempo  indeterminado  (el 
que  durare  la  guerra);  la  violó,   no  fijando  las  facultades  concedidas, 
pues  subordinó  todo  a  la  prudencia  del  Ejecutivo;  la  violó,   facul- 
tándole para  establecer  tribunales,   que  solo  pueden  ser  creados 
por  fei,  con  arreglo  a  los  arts.  io3  i  109  ¡Ya  se  vé!  Esto  último  no 
debe  parecer  sorprendente,  desde  que  el  Ejecutivo  quedaba  reves- 
tido de  la  plenitud  del  poder  público,  pudiendo  lejislar  sobre  toda 
uiateria,  como  lo  hizo  efectivamente  durante  los  años  1837  i  1838. 
El  Congreso  desapareció  de  Chile  en  ese  bienio  verdaderamente 
dictatorial,  i  solo  creyó  necesario  funcionar  dos  veces,  la  una  para 
decretar  honores  a  la  memoria  del  señor  don  Diego  Portales  i  la 
otra  para  tributarlos  a  la  del  señor  don  Agustin  Eyzaguirre  (3).  El 


(ij  BoleUn  do  las  Leyos,  libro  7,  páj.  78. 

(3)  Boletia  de  las  Leyes,  libro  7,  páj.  63. 

'))  Boletin  de  las  Leyes,  libro  7,  pájs.  349  i  a^o. 

j-8 


fr'Ti' 


;0  DERECHO  PARLAMENTARIO    CHILENO 

Presidente  de  la  República  lejíslaba  durante  ese  tiempo  sobre  im- 
plicancias i  recusaciones,  sobre  recursos  de  nulidad,  sobre  juicio 
ejecutivo,  sobre  tachas  de  ebriedad,  i  sobre  mil  materias  que  nin- 
guna relación  tienen  con  la  seguridad  del  Estado.  Establecia  tribu- 
nalesy  como  los  consejos  de  guerra  permanentes,  i,  en  suma,  su 
prudencia  era  el  único  límite  de  sus  omnímodas  facultades. 

I  todo  esto  se  hacia  en  nombre  de  la  Constitución,  que,  apesar 
de  la  redacción  vaga  de  la  parte  6.^  de  su  art.  36  i  de  su  antiguo 
art  161,  del  cual  nos  ocuparemos  a  su  tiempo,  en  manera  alguna' 
autorizaba  semejantes  aberraciones. 

Como  mui  bien  lo  manifestó  el  tan  justamente  llorado  i  distin- 
guido estadista  señor  don  Manuel  Antonio  Tocornal  Grez,  en 
sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  23  de  Julio  de  1837,  ^el  poder 
lejislaíivo  no  es  delegable  bajo  la  forma  de  facultades  eslraordinaricLs 
especíales,  sino  en  circunstancias  estraordinarias  especiales  i  cuando  asi 
lo  exija  la  conservación  del  orden  público.  La  delectación  del  poder  lejisla- 
iivo  enjuer:{a  de  cualquiera  otra  Ta\ony  es  inconstitucional».  Esta  opi- 
nión justísima  que  fué  combatida  en  aquella  sesión  por  el  señor 
don  Eujonio  Vergara,  no  fué  la  que  prevaleció  bajo  el  imperio 
de  la  antigua  parte  6.*^  del  art.  36,  como  lo  manifiestan  los  casos 
que  hemos  recordado,  a  pesar  de  que,  pensando  como. el  señor 
Tocornal,  creemos  que  no  era  concebible  la  existencia  de  faculta- 
des estraordinarias  sino  en  vista  de  circunstancias  también  estraor- 
dinarias. I  con  él  opinamos  que  el  Congreso  solo  podia  delegar 
en  el  Presidente  de  la  República  aquellas  de  sus  atribuciones  Icjis- 
lativ^s,  no  las  esclusiuas,  que  fueran  necesarias  para  restablecer  el 
óruen  público  conmovido  en  el  interior  o  la  seguridad  del  pais, 
amenazada  por  alguna  potencia  estranjera,  ya  que,  fuera  de  estos 
dos  casos,  no  puede  haber  otros  que  constituyan  circunstancias 
estraordinarias  especiales. 

Según  esta  teoría,  solo  eran  delegables  en  su  ejercicio  las  si- 
guientes atribuciones  lejislativas:  I.*  la  de  imponer  contribucio- 
nes, según  el  art.  148;  2.'  la  de  gastar  fuera  de  presupussto;  3.»  la 
de  aumentar  la  fuerza  pública;  4/  la  de  crear  o  suprimir  puertos 
mayores  i  aduanas,  en  caso  de  guerra  esterior;  i  ^.*  la  de  permitir 
la  salida  de  tropas  nacionales  fuera  del  territorio.  Fuera  de  estas 
atribuciones,  cuyo  ejercicio  era  materia  de  lei  en  circunstancias 
ordinarias,  no  era  concebible,  por  mas  que  se  haya  hecho,  mil  i 
una  veces  lo  contrario,  la  necesidad  de  delegación,  que  habia  lle- 
gado a  ser  en  Chile  habitual  i  constante,  siempre  que  se  trataba  de 
leyes  de  larga  estension. 

En  casos  como  estos  no  es  menester  que  el  Poder  Lejislativo  se 
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desprenda  de  sus  atribuciones,  confiriendo  al  Ejecutivo  la  facultad 
de  ejercerlas.  Nó:  en  tales  casos,  como  se  hizo  con  el  proyecto  del 
Código  Civil,  con  el  del  Código  de  Comercio,  con  la  nueva  leí  de 
imprenta  en  1872,  se  discute  i  aprueba  un  proyecto  formado  de 
antemano  por  comisiones  competentes,  i  se  aprueba  así  un  trabajo 
conocido  i  concreto;  lo  que  es  mui  diverso  de  conferir  al  Presi- 
dente de  la  República  autorización  para  dictar  la  lei  que  le  plazca 
sobre  una  materia  dada,  sin  traba  ni  restricción  alguna,  como  tan 
frecuentemente  ha  sucedido. 

Como  quiera  que  sea,  i  reconociendo  que  no  prevalecieron  las 
opiniones  del  señor  Tocornal,  que  en  esta  materia  fueron  siempre 
las  nuestras,  i  las  que  hemos  tenido  siempre  el  honor  de  sostener, 
la  nueva  forma  que  hoi  tiene  la  parte  6.*  del  art.  ^6  salva  toda  difi- 
cultad i  evita  las  absurdas  consecuencias  del  antiguo  sistema, 
como  se  entendía  i  aplicaba  entre  nosotros. 

Hoi,  mediante  la  reforma  de  la  parte  6.'  del  art.  36,  el  Congreso 
no  puede  delegar  sus  atribuciones  lejislativas  en  el  Presidente  de 
la  República,  porque  ningún  precepto  constitucional  le  confiere 
la  facultad  de  hacerlo,  salvo  solo  el  caso  del  art.  148,  que  no  ha 
sido  reformado.  Solo  cuando  lo  reclamaren:  i.°la  necesidad  impe- 
riosa de  la  defensa  del  Estado,  i  2.**  la  de  la  conservación  del  réjimen 
constitucional  o  de  la  pa^  interior,  podrá  el  Congreso  dictar  k/es 
escepcionales  i  de  duración  transitoria  que .  no  podrá  exceder  de 
un  año,  i  solo  para  restrinjir  la  libertad  personal  i  la  libertad  de  imprenta, 
i  para  suspender  o  restrinjir  el  ejercicio  de  la  libertad  de  reunión,  bien 
entendido:  i.°  que  si  dichas  le/es  señalaren  penas,  su  aplicación  se 
hará  siempre  por  los  tribunales  establecidos  (no  por  los  que  después 
se  establecieren);  i  2.°  que  fuera  de  los  dos  casos  que  quedan  indi- 
cados, ninguna  lei  (¡cuanto  menos  los  decretos  o  bandos  de  las  au- 
toridades administrativas!)  podrá  dictarse  para  suspender  o  restrin- 
jir las  libertades  o  derechos  que  asegura  el  art.  12. 

La  redacción  clara,  precisa  i  bien  significativa  de  la  nueva  dis- 
posición constitucional  a  que  acabamos  de  referirnos,  salva  todas 
las  funestas  consecuencias  a  que  daba  lugar  la  torcida  interpreta- 
ción que  se  atribuyó  a  la  antigua,  i  satisface  las  justas  aspiraciones 
que  desde  tantos  años  atrás  había  manifestado  la  inmensa  mayoría 
del  país.  Con  esta  reforma  i  la  del  art.  161  no  hai  ya  peligro  de 
ver  establecido  en  Chile,  bajo  el  amparo  aparente  de  la  Constitu- 
ción, un  réjimen  verdaderamente  despótico  i  dictatorial.  ¡Séanos 
— rmitido  esperar  que  seguirán   trascurriendo  los  años  sin  que  sea 

snester  que  el  Congreso  haga  uso  de  las  facultades  limitadas  que 

)i  le  confiere  la  nueva  parte  6.'  del  art.  36,  i  sin  que  el  estado  de 
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aun  con  el  alcance  también  limitado  que  hoi  le  designa  el 
6i  reformado,  vuelva  jamas  a  declararse  en  Chile,  mientras 
el  momento  de  suprimirlo  por  completo  de  nuestra  Consti- 


ando  el  Congreso,  en  uso  de  las  atribuciones  que  le  otorgaba 
:igua  parte  6.'  del  art.  36,  autorizaba  al  Presidente  de  la  Re- 
ca  para  dictar  una  lei  dentro  de  cierto  plazo,  ¿podia  éste,  una 
ictada  la  leí,  i  untes  de  vencido  el  phio  de  la  autorización, 
ficarla  por  sí  solo? 

a  cuestión  se  suscitó  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de 
Diciembre  de  1864,  a  propósito  de  las  críticas  que  se  hacian  a 
lenanza  de  Aduanas,  que,  en  virtud  de  la  autorización  confe- 
tor  lei  de  35  de  Julio  del  mismo  año,  habia  dictado  el  Presi- 
de la  República  el  31  de  Octubre  siguiente.  El  Ministro  de 
nda,  señor  don  Alejandro  Reyes,  sin  afirmarlu  categórica- 
:,  insinuó  la  idea  de  qu^,  estando  aun  vijente  el  término  de 
leses  fijado  a  la  autorización,  pedia  el  Ejecutivo,  antes  de 
do  este  plazo,  reformar  la  Ordenanza  ya  dictada.  El  señor 
liguel  Luis  Amunátegui  sostuvo  la  opinión  insinuada  por  el 
Reyes,  citando  en  su  apoyo  hechos  prácticos.  A  pesar  de 
la  opinión  contraria  fuú  defendida,  a  nuestro  juicio  victorio- 
ite,  por  los  señores  don  Manuel  A.  Matta,  don  Jovino  Novoa 
Miguel  Cruchaga,  para  quienes  toda  autorización  concedida 
;utivo  caducaba  por  el  hecho  mismo  de  promulgarse  el  de- 
lei  que,  en  virtud  de  ella,  se  hubiere  dictado,  siendo  menes- 
:tar  otra  lei  o  conceder  una  nueva  autorización  para  que 
a  pudiera  ser  derogada  o  modificada. 


CAPITULO  X 

[>ei:*oo]ios   del  Oons^^eso  en.  mator-la 
d.o  ooxi.tt'Ibuoloii,0  4 

;e  la  Constiíucio  1: 

A,íT.  37 

)  en  ñrlui  de  una  k¡  í:  pUí-dc- 

In^ner'coilribuctones  de  ciiiicsqaiera  das:  o  nalurak:[a,  sufrí- 
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mir  las  exislenles,  i  determinar  en,  caso  necesario  su  reparlimienlo  entre  las 
próvidas  o  departamentos, 

«2.**  Fijar  anualmente  los  gastos  de  la  administración  pública. 

«3.°  Fijar  igualmente  en  cada  año  las  Juergas  de  mar  i  tierra  que  han 
de  mantenerse  en  pié  en  tiempo  de  pa:{  o  de  guerra, 

^Las  contribuciones  se  decretan  por  solo  el  tiempo  de  dieiiocho  meses^  i 
las  fuerzas  de  mar  i  tierra  se  Jijan  solo  por  igual  término, 

«4.**  Contraer  deudas,  reconocer  las  contraídas  hasta  el  dia^  i  designar 
fondos  para  cubrirlas. 

«^.**  Crear  nuevas  provincias  o  departamentos^  arreglar  sus  limites,  ha- 
bilitar puertos  mayores,  i  establecer  aduanas. 

«6."  Fijar  el  peso,  /e/,  valor,  tipo  i  denominación  de  las  monedas;  i 
arreglar  el  sistema  de  pesos  i  medidas. 

«7."  Permitir  la  introducción  de  tropas  eslranjeras  en  el  territorio  de 
la  República,  determinando  el  tiempo  de  su  permanencia  en  él. 

^8.°  Permitir  que  residan  cuerpos  del  ejército  permanente  en  el  lugar 
de  las  sesiones  del  Congreso,  i  die:[  leguas  a  su  circunferencia. 

«9.°  Permilir  la  salida  de  tropas  nacionales  fuera  del  territorio  de  la 
República,  señalando  el  tiempo  de  su  regreso, 

«10.  Crear  o  suprimir  empleos  públicos;  determinar  o  modificar  sus 
atribuciones;  aumentar  o  disminuir  sus  dotaciones;  dar  pensiones,  i  decre- 
tar honores  públicos  a  los  grandes  servicios. 

«II.  Conceder  indultos  jener ales,  o  amnistías. 

«12.  Señalar  el  lugar  en  que  debe  residir  la  Representación  Nacional 
i  tener  sus  sesiones  el  Congreso.-s^ 

Antes  de  examinar  separadamente  los  diferentes  incisos  de  que 
consta  este  artículo,  observaremos  que,  siendo  la  lei,  según  lo  dis- 
pone el  art.  i.*"  de  nuestro  Código  Civil,  una  declaración  de  la  vo- 
luntad soberana  que,  manifestada  en  la  forma  prescrita  por  la 
Constitución,  «manda,  prohibe  o  permite,:^^  es  inmensa  la  esfera  de 
acción  del  Poder  Lejislativo.  Imposible  seria  enumerar  todas  las 
materias  de  lei,  i  si  la  Constitución  ha  detellado  algunas  en  el 
art.  37,  ha  sido  solo  con  el  propósito  de  evitar  que,  en  caso  algu- 
no, pudiera  el  Ejecutivo  creerse  facultado  para  dictar  por  sí  solo 
disposiciones  referentes  a  ellas. ;^ 


A  propósito  de  la  cuestión  de  contribuciones,  el  señor 
Huneeus,  decia  en  1879  lo  siguiente: 

fNunca  se  ha  presentado  en  Chile  el  caso  de  discutir  si  el  Con- 
greso puede  o  uo  negar  las  contribuciones. 


•^ 
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No  existe  en  la  Constitución  precepto  alguno  que  lo  resuelva; 
ero  ya  que  en  esta  materia  nosotros  hemos  imitado  a  los  ingleses, 
onviene  recordar  que  la  Cámara  de  los  Comunes,  como  lo  dijo 
I  conde  Grey  el  17  de  Mayo  de  1833,  ejerce  sobre  la  corona  un 
erecho  de  vijilancia  tal  que  puede  rehusar  el  impuesto  en  casos 
itremos.  Ella  no  se  ha  visto,  desde  la  revolución  en  la  necesidad 
e  poner  en  ejercicio  esta  facultad,  Así  para  derribar  en  1784  a  la 
jministracion  Pelt,  se  limitó  a  aplazar  la  discusión  i  votación  del 
resupuesto,  oponiendo  una  resistencia  que  aquel  venció  por  otros 
iedios.> 


La  cuestión  sobre  negativa  o  aplazamiento  de  contri- 
uciones  que  el  señor  Huneeus  110  preveía  se  planteó 
n  Chile  en  1890. 

El  12  de  Junio  de  ese  año,  i  no  habiendo  acatado  «1 
linisterio  de  Balmaceda  el  voto  de  censura  espedido 
lor  inmensa  mayoría  por  ambas  ramas  del  Congreso, 
1  diputado  don  Julio  Zegers  presentó  a  la  Cámara  de 
)iputados  un  proyecto  de  acuerdo  concebido  en  estos 
érminos: 

<La  Cámara  de  Diputados,  ejercitando  la  facultad  que  le  confie- 
;  la  Constitución  Política  de  la  República  i  el  art.  7a  del  Regla- 
lento,  acuerda  aplazar  la  discusión  de  la  leí  que  autoriza  el  cobro 
e  las  contribuciones  hasta  que  el  Presidente  de  la  República 
ombre  un  Ministro  que  dé  garantías  de  respeto  a  las  Instituciones 
que  merezca  por  ello  la  contianza  del  Congreso  Nacional.» 


Esta  proposición  debatida  el  12  de  Junio  fué  aproba- 
,a  el  14  por  69  votos, — (Véase  en  el  apéndice  la  letra  B). 


El  señor  Huneeus  pregunta:  ¿Podría  el  Congreso 
utorizar  al  Ejecutivo  anticipadamente  para  declarar  la 
uerra,  cuando  lo  crea  justo  i  conveniente?  A  su  juicio 
i  afirmativa  es  evidente. 

Aparte  del  ejemplo  ingles  bajo  la  administración  Pett 
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citado  por  el  señor  Huneeus,  existen  otros  de  mas 
reciente  fecha,  ocurridos  en  Francia. 

El  Parlamento  de  este  pais  en  los  meses  de  Junio  i 
Diciembre  dejó  establecido  en  su  derecho  público  que 
la  atribución  parlamentaria  de  votar  las  leyes  de  finan- 
zas, tiene  como  correlativa  la  facultad  de  rehusar  el 
voto  de  esas  leyes.  En  la  sesión  de  21  de  Junio  de  1877, 
cuando  la  composición  del  Ministerio  no  era  conforme 
a  los  deseos  de  la  Cámara  de  Diputados,  i  una  solicitud 
de  disolución  pendia  ante  el  Senado,  Mr.  Cochery  pre- 
sentó en  nombre  de  la  Comisión  de  Presupuesto^  un 
informe  en  cuya  conclusión  se  pedia  el  aplazamiento 
del  voto  de  las  contribuciones  directas  de  1878.  La 
solicitud  de  urjencia,  formulada  por  Mr.  Caillaux,  Mi- 
nistro de  Hacienda,  para  obtener  la  discusión  inmedia- 
ta, fué  rechazada  por  338  votos  contra  153  en  490 
votantes. 

Después  de  las  elecciones  jenerales  de  Octubre  14  de 
1877,  la  Cámara  de  Diputados  se  encontró  de  nuevo  en 
desacuerdo  con  el  Ministerio,  i  en  la  sesión  de  4  de  Di- 
ciembre, M.  Julio  Ferry,  trajo  en  nombre  de  la  Comi- 
sión de  Presupuestos  una  declaración,  de  la  cual  se 
estractan  los  párrafos  siguientes,  porque  ellos  fijan  las 
prerrogativas  de  la  Cámara: 

«El  voto  de  cuatro  contribuciones  directas,  no  debía  ser,  i  no  es 
en  efecto,  en  el  funcionamiento  regular  de  los  poderes  públicos 
sino  una  cuestión  de  orden  administrativo  i  financiero.  Pero  está 
de   manifiesto  que   este  voto   compromete  y  hoi  como  en  el  mes  de 
Junio  último,  la  cuestión  política  por  entero,   es  decir  el  princi- 
pio mismo  del  gobierno  constitucional,   i  del  réjimen  parlamentario.  Por 
lo  que  respecta  a  nosotros,   depositarios    de  los  derechos  de  la 
nación  que  se  ha  pronunciado  soberanamente  el   14  de  Octubre, 
no  nos  desasiremos  voluntariamente  de  lo  que  constituye  el  supre- 
mo recurso;  i  la  última  garantía  de  los  pueblas  libres.-. .  No  dare- 
s  el  voto  de.cuatro  contribuciones  directas   sino  a  un  gobierno 
rdaderamente  parlamentario,  que  pueda  ofrecer  al-  pais  las  ga- 
.ntías  serias  de  sinceridad  que  reclaman  tantos  intereses  grave^ 
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s  en  el  presente,  i  mas  gravemente  amenazados  en  un 
'enir.  En  consecuencia,  la  Comisión  de  Presupuestos 
ara,  hasta  nueva  ¿rden,  níagun  informe  sobre  el  Pre- 
lontribuciones  directas.» 

e  la  lectura  de  esta  declaración,  M.  Rouher  presenta 
ion  tendente  a  invitar  a  la  Comisión  de  Presupuestos 
1  informe  sobre  el  voto  de  las  contribuciones  direc- 
0  para  ella  Ja  declaración  de  urjenciai  la  que  fué 
r  mayoría  de  314  votos  contra  196,  en  ^10  votantes, 
la  Cámara  dio  a  conocer  que  aprobaba  la  resolución 
)n  de  Presupuestos.» 


,  i  durante  el  largo  i  ardiente  debate,  a  que 
i  proposición  del  señor  Zegers  ya  citada,  no 
legar  jamas  la  existencia  del  derecho,  sino  la 
ínveniencia  de  la  medida.  En  él  se  citó  otro 
}0  ocurrido  en  1857,  en  que,  habiendo  el  Se- 
ido  la  discusión  de  los  presupuestos,  el  Pre- 
1  Manuel  Montt,  organizó  otro  gabinete  con- 
<s  deseos  del  Senado. — (Véase  de  nuevo  el 


CAPITULO  XI 

olios  del  Oonsreso  en  ilxianzas 

sto  ya  que,  por  la  Constitución,  corresponde 
ente  al  Congreso,  o  mas  bien  dicho,  a  la 
Diputados,  la  iniciativa  en   materia  de  con- 

:ia  de  finanzas  en  jeneral,  pasa,  puede  decirse, 

irt.  27: 

icíones  escluslvas  del  Congreso; 

r  o  tépTohat  añüalmeute  la  cuenta  cíe  ínVersíon  de 
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los  fondos  destinados  para  gastos  de  la  administración  pública  que 
debe  presentar  el  gobierno. , .» 

Dice  el  art.  28: 

«Solo  en  virtud  de  una  lei  se  puede: 

2/  Fijar  anualmente  los  gastos  de  la  administración  pública. .  •  • 
4.*  Contraer  deudas,  reconocer  las  contraidas  hasta  el  dia,  i  de- 
signar fondos  para  cubrirlas.» 


Se  Ve,  pues,  que  en  materia  de  finanzas  la  omnipoten- 
cia del  Congreso  es,  constitucionalmente  hablando, 
absoluta  e  ilimitada;  la  verdadera  llave  del  arca  pública. 

Para  sancionar  mas  aun  este  estado  de  cosas,  la  mis- 
ma Constitución  ordena: 

«Art.  79.  Luego  que  el  Congreso  abra  sus  sesiones,  deberán  los 
Ministros  del  Despacho  darle  cuenta  del  estado  de  la  Nación,  en 
lo  relativo  a  los  negocios  del  departamento  de  cada  uno. 

Art.  80.  Deberán  igualmente  presentarle  el  presupuesto  anual 
de  los  gastos  que  deben  hacerse  en  sus  respectivos  departamentos, 
i  dar  cuenta  de  la  inversión  de  las  sumas  decretadas  para  llenar  los 
gastos  del  año  anterior.» 


Para  reglamentar  el  ejercicio  de  estas  atribuciones 
del  Congreso,  éste  dictó  con  fecha  26  de  Setiembre  de 
1884,  la  lei  cuyos  preceptos  van  a  continuación: 

«Por  cuanto  el  Congreso  Nacional  ha  aprobado  el  siguiente 

PROYECTO     DE     leí: 


Contribuciones 

Artículo  primero. — La  recaudación  de  las  contribuciones  se  veri- 
cara  en  virtud  de  una  lei  que  la  autorice. 
La  autorización  será  por  el  término  dedieziocho  meses. 


!«■ 


Arl.  3."  En  la  leí  se  especificarán  todas  las  contribuciones,  tanto 
fiscales  como  municipales  que  hayan  de  cobrarse. 

En  esa  especificación  se  designarán  las  fechas  de  las  leyes  a  que 
cada  contribución  deba  su  oríjen. 


Presupuestos 

Art.  }.°  Los  gastos  de  la  Administración  pública  serán  fijados 
anualmente  por  la  Lei  de  Presupuestos. 

Art.  4.°  Los  gastos  se  clasificarán  según  su  naturaleza,  en  fijos, 
variables  i  autorizados  por  leyes  especiales. 

Cada  una  de  las  tres  secciones  se  dividirá  en  partidas  i  éstas  en 
números  o  ítems.  En  las  partidas  de  gastos  fijos  se  designará  la  lei, 
contrato  o  decreto  que  autoriza  el  gasto. 

En  las  partidas  de  gastos  autorizados  por  leyes  especiales,  se  es- 
presarán éstas,  el  monto  de  la  autorización  i  lo  que  queda  por 
invertirse. 

Art.  5.°  Anualmente  se  pasarán  al  Congreso,  en  los  primeros 
quince  dias  de  las  sesiones  ordinarias,  los  presupuestos  para  el  año 
iiguiente.  Se  acompañarán  también  cuadros  en  que  se  demuestren 
las  alteraciones  introducidas  con  respecto  a  la  lei  vijente,  un  cál- 
culo de  las  entradas  ordinarias  i  esf  raordinarias  para  el  mismo  año, 
i  la  existencia  probable  que  pasará  del  año  en  ejercicio. 

Art.  6."  Todos  los  presupuestos  serán  examinados  por  una  sola 
Comisión  de  Senadores  i  Diputados. 

Art.  7.°  La  Comisión,  al  informar  sobre  los  presupuestos  pre- 
sentados, informará  no  solamente  sobre  el  presupuesto  de  salida 
íino  también  sobre  el  de  entradas  i  sobre  los  medios  estraordína- 
rios  que  se  propongan  para  cubrir  los  gastos,  si  no  bastaren  para 
silo  los  recursos  ordinarios. 

.\rt.  S."  No  podrá  procederse  a  la  discusión  de  los  presupuestos 
>in  haberse  presentado  la  Cuenta  de  Inversión  del  año  anterior. 

Art.  9.°  Las  modificaciones  que  se  introduzcan  en  las  partidas 
de  gastos  fijos  por  leyes  de  efectos  permanentes  i  las  que  alteren 
los  sueldos  o  los  gastos  establecidos  en  leyes  especiales,  se  consi- 
derarán como  proyectos  de  lei  que  se  discutirán  i  tramitarán  como 
una  lei  independiente  de  la  de  presupuestos. 

Cuando  las  exijencias  estraordinarias  del  servicio  publico  de- 
manden un  aumento  en  la  planta  de  empleados  fijada  por  una  lei 
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permanente,  se  consultará  el  gasto  entre  las  partidas  variables  del 
presupuesto. 

Cuando  la  Cámara  revisora  introdujere  nuevos  ítems  en  el  pre- 
supuesto, se  reputarán  estos  como  proyectos  de  lei  para  los  efec- 
tos de  su  discusión  i  aprobación  en  la  Cámara  de  oríjen. 

El  desacuerdo  de  las  Cámaras  en  alguna  partida  o  ítem  de  los 
presupuestos  no  impide  la  sanción  i  promulgación  de  las  demás  par- 
tidas o  ítems  aprobados  por  ambas. 

Art  10.  Toda  indicación  que  se  haga  en  la  discusión  de  los  pre- 
supuestos para  aumentar  los  gastos  propuestos,  deberá  espresar 
también  los  recursos  con  que  deba  cubrirse. 

La  misma  asignación  de  recursos  deberá  contener  el  mensaje  o 
proyecto  en  que  se  soliciten  suplementos  a  las  partidas  del  presu- 
puesto ya  aprobado. 

Art.  II.  La  vijencia  de  la  Lei  de  Presupuestos  principiará  el  i.** 
de  Enero  i  terminará  el  31  de  Diciembre  de  cada  año. 

Art.  13.  Las  partidas  de  gastos  fijos  del  presupuesto  se  pagarán 
por  las  respectivas  oficinas,  sin  necesidad  de  decreto  ni  otra  lei 
que  el  mismo  presupuesto. 

Los  gastos  no  comprendidos  en  el  inciso  anterior,  se  cubrirán 
en  virtud  de  decreto  firmado  por  el  Presidente  de  la  República  i 
el  Ministro  del  ramo,  refrendado  por  el  Ministro  de  Hacienda. 

Art.  13.  No  es  permitido  imputar  gastos  a  leyes  anteriores  a  la 
fecha  del  presupuesto  vijente,  salvo  el  caso  en  que  la  lei  haya  sido 
promulgada  después  de  la  presentación  al  Congreso  del  presu- 
puesto correspondiente  al  año  en  que  se  decrete  el  gasto. 

Tampoco  es  permitido  imputar  a  las  partidas  fijas  o  variables 
del  presupuesto  de  un  año  gastos  hechos  en  años  anteriores,  ni 
alterar  los  sueldos  de  los  empleados  públicos  fijados  por  lei,  bajo 
la  forma  de  comisiones  o  gratificaciones,  ni,  por  último,  aplicar 
los  ítems  del  presupuesto  a  distintos  objetos  de  aquel  a  que  han 
sido  destinados. 

Art.  14.  No  se  podrá  exceder  la  suma  fijada  en  cada  ítem  o  par- 
tida de  los  presupuestos  de  gastos,  salvo  en  los  casos  siguientes: 

i.°  De  leyes  posteriores  a  la  promulgación  de  los  presupuestos; 

3.**  De  sentencias  ejecutorias,  dictadas  por  autoridad  compe- 
tente; 

3.''  De  comisiones  que  hubiere  que  pagar  por  las  operaciones  de 
empresas  industriales  o  comerciales  pertenecientes  a  la  Nación; 

De  exijencias  impostergables  de  provisión  o  de  servicios  que 
n  condición  de  la  empresa  misma  i  que  no  se  hubiesen  podido 
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°  De  aplicación  a  empleados  que  recibieren  gratificaciones, 
ores  sueldos  o  pasaren  a  hospitales,  en  conformidad  a  los  pre- 
tos  de  las  leyes  correspondientes. 

rt.  15.  Todo  decreto  de  pago,  antes  de  cumplirse,  deberá  ser 
itrado  en  la  oficina  pública  destinada  para  este  efecto  por  la 
Si  el  decreto  no  se  ha  dictado  en  conformidad  a  las  prescrip- 
es  de  la  presente,  la  Dirección  del  Tesoro  suspenderá  el  rejis- 

hará  observaciones  por  escrito  al  Presidente  de  la  República. 
10  obstante  esta  representación,  el  Presidente  de  la  República 
;na,  por  segunda  vez,  el  pago,  In  Dirección  del  Tesoro  deberá 
cuenta  a  la  Cámara  de  Diputados  o  a  la  Comisión  Conserva- 
i  si  el  Congreso  estuviere  en  receso,  i  rejístrará  el  decreto. 

el  Director  del  Tesoro  no  observare  o  suspendiere  el  rejistro 
lecretos  ilegales  o  no  diere  cuenta  a  quien  corresponda  de  las 
ífvaciones  que  hubiere  hecho,  sufrirá  la  pena  de  suspensión 
empleo,  en  su  grado  mínimo,  sin  perjuicio  de  la  responsabili- 
civil. 

rt.  [6.  Los  ordenadores  de  nn  pago  ilegal  son  personalmente 
<on  sables. 

III 

Cuenta  de  inversión 

rt.   17.  En  los  primeros  quince  dias  de  las  sesiones  ordinarias 

Congreso  se  presentará  impresa  la  cuenta  jeneral  de  las  entra- 

i  gastos  fiscales  del  año  anterior. 

rt,  18.  Dicha  cuenta,  que  será  firmada  por  la  Direcion  de  Con- 

lidad  i  certificada  por  )a  Dirección  del  Tesoro,  contendrá: 

'  El  balance  de  la  Hacienda  pública  en  el  último  día  del  año 

le  se  refiere. 

1  el  Debe  de  este  balance  figurariin: 
El  valor  calculado  de  las  propiedades  fiscales,  raíces  o  mue- 

,  según  inventario; 

.  Los  créditos  a  favor  del  fisco,  mencionando  separadamente 

constituidos  en  mora; 

I.  El  valor  en  pastas  metálicas  i  otras  existencias;  1 

'.  El  dinero  de  propiedad  fiscal  existente  en  caja  en  las  diver- 

}fic¡na$  el  día  del  balance. 

1  el  Haber  se  espresarán: 

El  monto  nominal  de  la  deuda  pública,  incluyendo  los  can- 
especificándose  el  tipo  de  intereses  i  las  condiciones  de  amor- 

;Íon:  i 
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11.  Los  acreedores  del  Estado  por  cualquier  motivo. 
2."  Una  cuenta  jeneral  de  las  entradas  i  gastos  fiscales  en  el  año 
a  que  se  refiere. 
En  el  Debe  de  esta  cuenta  figurarán: 

I.  La  existencia  en  dinero  de  propiedad  fiscal  que  habia  en  las 
cajas  de  la  Nación  el  31  de  Diciembre  del  año  anterior; 

II.  Las  entradas  provenientes  de  cada  una  de  las  rentas  públicas, 
especificándose,  i  con  distinción  de  las  ordinarias  i  estraordina- 
rias;  i 

III.  Los  créditos  contra  el  tisco  el  31  de  Diciembre  del  año  a 
jue  se  refiere  el  balance. 

Eq  el  Haber  se  espresarán: 

I.  Los  gastos  hechos  en  el  año,  según  los  presupuestos  i  leyes 
especiales.  En  los  ítems  de  las  partidas  de  gastos  variables  o  auto- 
rizados por  las  leyes  especiales,  se  citará  la  fecha  de  los  contratos 
en  virtud  de  las  cuales  se  hubiere  hecho  el  gasto; 

II.  Los  créditos  existentes  contra  el  Fisco  el  31  de  Diciembre  del 
año  anterior;  i 

III.  La  existencia  en  metálico  que  quedó  el  31  de  Diciembre  del 
año  a  que  se  refiere  la' cuenta. 

3."  Estados  que  manifiesten  el  movimiento  en  el  año  de  los 
depósitos,  las  existencias  en  pastas  metálicas,  bonos,  materiales  de 
guerra,  ferrocarriles  i  demás  existencias  en  almacenes  pertenecien- 
tes al  Estado. 

4.°  Cuenta  detallada  de  los  reintegros  i  de  las  devoluciones  en 
el  a .10. 

5.**  Operaciones  efectuadas  en  el  año  por  las  oficinas  que  admi- 
nistran fondos  fiscales. 

ó."*  Cuadros  que  manifiesten  las  entradas  i  gastos  de  las  empre- 
sas industriales,  monopolios  i  servicios  administrados  por  el  Esta- 
do, como  ferrocarriles,  telégrafos,  correos,  etc. 

7.°  Un  estado  sumario  de  los  contratos  fiscales  que  se  hubieren 
celebrado,  en  el  cual  S2  espresará  el  nombre  de  los  contratantes  i 
sus  fiadores,  la  duración  o  principales  condiciones  del  contrato. 

Art.  19.  La  comisión  de  Senadores  i  Diputados  nombrados  para 
examinar  los  presupuestos,  examinará  también  la  Cuenta  de  Inver- 
sión, los  balances  de  la  Hacienda  Pública  i  la  conformidad  de  los 
saldos,  existencias  i  demás  anexos  que  prescribe  el  artículo  ante- 
rior. 

•t.  20,  La  resolución  del  Congreso  aprobando  o  reprobando 
;uentAS  de  inversión  se  comunicará  al  Presidente  de  la  Repú- 
i  para  su  ejecución  i  publicación  en  el  periódico  oficial. 
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I  por  cuanto,  oido  el  Consejo  de  Estado,  lo  he  aprobado  i   san- 
cionado; por  tanto,  ordeno  se  promulgue  i  lleve  a  efecto  como  leí 

ública. 

o,  i6  de  Setiembre  de  1884. 


3  Santa  María. 


rece  fuera  del  caso  recordar  ien  esta  parte  que 
:to  de  Diciembre  38  de  1841,  al  que  se  dio  fuerza 
1  Setiembre  12  de  1846,  fija  la  quincena  inme- 
a  apertura  de  las  sesiones  del  Congreso,  como 
para  presentar  los  presupuestos  i  cuenta  de  in- 


CAPITULO  XII 

•ocUo   del    Ooixgi-oso   on   diplomacia 

si  de  Diciembre  12  de  1891,  reformando  la  parte 
rt.  73  del  Pacto  constitucional,  se  estableció  que 
bramiento  de  los  Ministros  diplomáticos  efec- 
3r  el  Presidente  de  la  República  deberá  some- 
a  aprobación  del  Senado,  i  en  su  receso  al  de  la 
>n  Conservadora.» 
as,  como  debe  recordarse,   figura  entre  las  atri- 

5  esclusivas  del  Congreso  (art.  27)  la  de 

probar  o  reprobar  la  declaración  de  guerra  a  pro- 
lel  Presidente  de  la  República, 
lito  funcionario,  a  la  verdad,  está  encargado  (ar- 
1)  de  «mantener  las  relaciones  políticas  con  las 
is  estranjeras,  recibir  sus  ministros,  admitir  sus 
s,  conducirlas  negociaciones,  hacer  las  estipula- 
ireliminares,  concluir  i  firmar  todos  los  tratados 


r^ 
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de  paz,  de  alianza,  de  tregua,  de  neutralidad,  de  comer- 
cio, i  otras  convenciones;  pero  para  ratificarlos  se 
presentarán  a  la  aprobación  del  Congreso.  —  (Véase 
acerca  de  este  punto  a  Huneeus,  t.  2/,  pájs.  131  a  151, 
i  Fierre,  páj.  547). 


Negociar,  dice  un  tratadista,  a  este  respecto,  no  pue- 
de ser  la  obra  de  muchos,  i  nada  de  lo  que  afecte  a  las 
relaciones  de  un  pueblo  con  sus  vecinos,  puede  ser  pre- 
parado en  el  tumulto  de  una  Asamblea  deliberante.  Sin 
embargo  no  hai  cuestiones  sobre  las  que  un  gobierno 
pueda  hallarse  mas  espuesto  a  comprometer  los  inte- 
reses públicos  de  una  manera  mas  grave  que  en  materia 
de  política.  Los  verdaderos  principios  exijen  que  el 
Gobierno  tenga  las  manos  completamente  libres  pí?ra 
toda  negociación  diplomática,  pero  que  no  pueda  jamas 
comprometer  definitivamente  su  firma,  que  es  la  de  la 
Nación,  sin  el  consentimiento  previo  de  los  Represen- 
tantes de  ésta.  Por  estas  razones  se  ha  llegado  a  esta- 
blecer en  la  existencia  de  un  tratado  dos  situaciones 
bien  distintas:  el  de  la  conclusión  i  el  de  la  ratificación; 
un  tratado  concluido^  puede  no  ser  jamas  ratificado.  Si 
es  necesario  para  el  buen  funcionamiento  de  las  relacio- 
nes esteriores  que  el  Poder  Ejecutivo  solo,  tenga  el  dere- 
cho de  preparar,  discutir  i  concluir  los  tratados,  impor- 
ta a  la  fortuna,  i  al  honor  del  pais,  que  solo  el  Poder 
Lejislativo  tenga  el  poder  de  rehusar  al  Ejecutivo  la 
autorización  de  ratificar. 

«Un  tratado,  decia  con  razón  Berriat  Saint-Poix,  supo- 
ne en  jeneral  la  existencia  de  sacrificios  recíprocos.  Casi 
no  se  comprende  de  pueblo  a  pueblo,  ese  sentimiento  de 
liberalidad  que  arrastra  a  veces  a  un  individuo  a  despo- 
se gratuitamente.  Por  otra  parte,  una  donación  crea  un 
er  moral  de  gratitud;  el  poder  de  concluir  un  trata- 
implica  de  consiguiente  el  poder  de  enajenar  los  de- 


lar 
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pueblo,  o  imponerle  obligaciones.  Por  esto, 
erpo  Lejislativo  es  competente  para  ratificar 
s  decir,  para  emitar  la  voluntad  definitiva  que 
argo,  u  operará  el  abandono  del  derecho.  Seria 
io,  a  la  verdad,  que  el  Poder  Ejecutivo  incapaz 
r  a  un  solo  ciudadano  con  obligaciones  cuyo 
:o  i  base  no  se  encontrara  en  la  !ei,  pudiera  por 
[untad,  comprometer  o  despojar  a  una  nación 


idos  ya  ambos  derechos  correlativos,    es  me- 
ervar  que  el  de  aprobar  o  reprobar  un  trata- 
;a  el  de  modificar  sus  disposiciones. 
as  para  la  discusión  de  ellos  son  también  dis- 
is  que  se  aplican  a  las  demás  leyes.   El  Ejecu- 

pedir  que  la  discusión  sea  secreta, 
[uo,  los  plazos  para  la  promulgación  ordinaria 
en  este  caso.  I  ello  es  lójico.  Un  tratado  ya 
i  benéfico  hoi,  puede  ser  perjudicial  el  dia  de 
[  deberla  el  Presidente  promulgarlo  siempre? 
no,  i  en  1867,  se    suscitó  en    la  Cámara  de 

a  propósito  de  un  tratado  celebrado  con  el 

don  Marcial  Martínez,  Plenipotenciario  de 
;  el  Gobierno  rehusó  presentar  para  su  rati- 
las  Cámaras.  Aunque  la  Cámara  de  Diputados 
i  el  punto  legal,  el  voto  de  ella  parece  ser 
la  opinión  de  Story,  quien,  a  propósito  de  la 
m  de  Estados  Unidos,  manifiesta  que  «aunque 
ite  debe  pedir  la  opinión  i  el  consentimiento 
>  para  un  tratado,  no  queda  absolutamente 
M;  porque  puede,  después  que  ha  sido  firmado, 
iavía  constitucionalmente  a  ratificarlo. 

Huneeus  examina  otra  cuestión  anexa  a  este 
indo  un  tratado  tiene  un  plazo  fijo,  i  se  ha 
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estipulado  en  el  que  dure  hasta  que  una  de  las  partes 
lo  desahucie  con  un  año  de  anticipación,  ¿puede  el  Pre- 
sidente desahuciarlo  por  sí  solo,  o  necesita  el  acuerdo 
¿^^  Congreso  para  ello? 

í^sta  cuestión,  debatida  ante  la  Cámara  de  Diputados 

^^  i 868,  fué  sostenida  a  favor  del  Congreso  por  los  se- 

fi^^es    Matta  M.  A.,    Arteaga    Alemparte    Domingo  i 

^^tinez  Marcial,   teniendo  por  adversario  a  favor  de  la 

^^tultad  esclusiva  del  Ejecutivo,  a  los  señores  Vargas 

Fontecilla,  Blest  Gana,  Joaquin  i  López  Vicente. 

El  señor  Huneeus  opina,  i  con  razón,  por  el  acuerdo 
obligatorio  con  el  Congreso.  Cree,  i  con  harta  lójica, 
que,  si  para  ligar  al  pais  por  un  plazo  dado,  el  Ejecutivo 
ha  necesitado  de  la  voluntad  del  Congreso,  vencido  ese 
término,  para  seguirlo  ligando  necesita  del  mismo  con- 
sorcio de  voluntades. 


Cuando  el  Presidente'  de  la  República  pide  fondos 
para  acreditar  una  legación  en  un  pais,  ¿puede  el  Con- 
greso concederlos  para  acreditarla  cerca  de  otra  nación? 
Tal  es  otra  cuestión  resuelta  en  favor  del  Ejecutivo  por 
10  votos  contra  3,  i  que  cuenta  en  su  favor  la  ilustrada 
opinión  del  señor  Huneeus. 


En  1864,  los  señores  Antonio  Varas,  Pedro  Félix  Vi- 
cuña i  Manuel  Recabárren,  informando  sobre  un  proyec- 
to de  acuerdo  presentado  por  16  diputados,  manifestó 
la  opinión  de  que  no  debia  reconocerse  al  imperio  me- 
jicano. 

Ampliando  dicho  informe,  don  J.  V.  Lastarria  pre- 
sentó un  proyectó  de  lei  en  que  espresaba  esta  idea:  la 
'■^'^pública  chilena  no  reconoce  ninguna  foi'ma  de  go- 

erno  que  sea  constituida  bajo  el  imperio  de  interven- 

ones  europeas. 
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I  señor  Tecomal  M.  A.  vio  en  el  proyecto  del  señor 
arria  un  cercenamiento  de  la  libertad  del  Presiden- 
3  la  República  en  el  manejo  de  las  relaciones  esté- 
is. 

,  proyecto  del  señor  Lastarria  fué  aprobado  con  dos 
»s  en  contra. 

señor  Huneeus  encuentra  razón  al  señor  Tocornai. 
)r  mi  parte,  i  sintiendo  mi  audacia,  opino  lo  con- 
o. 

1  Cámara  en  su  informe  i  en  el  proyecto  de  lei  que 
bó,  no  fijaba  reglas  jenerales  ni  particulares  al  Pre- 
ite  de  la  República;  se  limitaba  a  espresar  opinio- 
ideas,  sentimientos,  aspiraciones, 
n  dónde  está  lo  inconstitucional,  lo  incorrecto  de 
trocedimiento? 

n  dónde  la  limitación  o  cortapisa  puesta  a  la  liber- 
lel  Ejecutivo  para  dirijir  las  relaciones  esteriores 
1  República? 


1  práctica  de  someter   los    tratados  a  la  aprobación 

Congreso  no  ha  sido,  sin  embargo,  uniformemente 

íd%. 

s  convenciones  sobre  supresión  de  derechos  dife- 

ales  con  la    Inglaterra,  de  Diciembre    15  de  1853; 

'.  amortización  de  la  deuda    con  el    Perú,    de  No- 

bre  7  de  1854;  i  de  cancelación  de  esta  deuda,  de 

;ro  9  de  1856,    solo  vinieron    a    ser   conocidas  del 

reso  por  las  memorias  ministeriales  respectivas. 

señor  Huneeus  juzga  sin  embargo,  respecto  de  las 

iltimas,  que  el  procedimiento  gubernativo  fué  co- 

)  porque  el  art.  4.°  de  la  Convención  de  Setiembre 

í    1848,  «lo   habia   implícitamente  facultado   para 

lo.» 

jo  a  los  lectores  la  apreciación  de  tal  escusa. 

r  mi  parte,  creo  que  el  Ejecutivo  procedió,  en  ese 
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caso,  sin  el  respectivo  mandato,  el  que  en  esta  materia 
debe  ser  esplícito  i  claro. 


¿Puede  el  Ejecutivo  someter  a  arbitraje  por  sí^  sin  in- 
tervención lejislativa  cuestiones  internacionales? 

El  señor  Huneeus  cita  un  caso  en  que  la  Cámara  de 
Diputados  declaró  la  afirmativa  por  gran  mayoría,  ale- 
gando que  se  trataba,  no  de  una  convención  sino  de 
un  simple  arreglo. 

Pero,  por  la  misma  esposicion,  se  ve  que  el  caso  en- 
volvia  una  cuestión  política,  i  el  fallo  fué  dictado,  en 
consecuencia,  convirtiendo  una  cuestión  de  fondo  en 
una  cuestión  de  palabras. 

La  independencia  de  los  pueblos  correria  graves  ries- 
gos si  predominaran  en  absoluto  las  ideas  del  señor 
Huneeus. 


La  jurisprudencia  constitucional   i  parlamentaria  de 
otras  naciones  obedece  mas  o  menos  a  estos  principios. 

El  art.  8/  de  la  lei  constitucional  francesa  de  1 6  de 
Julio  de  1875  dice: 

«El  Presidente  de  la  República  negocia  los  tratados,  i  los  pone 
en  conocimiento  de  las  Cámaras  inmediatamente  que  el  interés  o 
la  seguridad  del  Estado  lo  permitan.  Los  tratados  de  paz  i  de 
comercio,  los  tratados  que  comprometan  las  finanzas  del  Estado, 
los  relativos  al  estado  de  las  personas  i  al  derecho  de  propiedad  de 
los  franceses  en  el  estranjero,  no  serán  definitivos  sino  después 
de  su  aprobación  por  ambas  Cámaras.  Ninguna  cesión  ni  cambio, 
ninguna  adjunción  de  territorio  podrá  tener  lugar  sino  en  virtud 
de  una  lei.» 


a  Constitución  belga  da  al  Monarca,  en  su  art.   68 
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ribuciones,  imponiéndole  sí  la  obligacioQ  de 
ido  «las  comunicaciones  convenientes.» 


'  de  la  Constitución  de  los  Países  Bajos  lepro- 
I  menos  estas  disposiciones. 


to  ya  que  en  Estados  Unidos  se  exije  la  apro- 
Senado  para  ratificar  un  tratado.  Ninguno 
los  Confederados  puede  concluir  un  tratado 
in  la  intervención  del  Poder  central. 


son  los  dos  cantones  que  constituyen  la 
ederal  los  que  aprueban  los  tratados  i  alian- 
e  la  Confederación  como  de  los  Cantones 


el  Rei  celebra  los  tratados  i  los  comunica 
al  Parlamento.  No  obstante,  aquéllos  que 
una  carga  para  la  hacienda  pública,  o  una 
1  del  territorio,  necesitan  ser  aprobados  por 


,  el  poder  del  Rei,  según  la  Constitución 
i.  54  i  55),  el  monarca,  dirije  las  relaciones 
,  pero  debe  tener  autorización  especial  por 
enajenar,  ceder  o  permutar  cualquier  parte 
I,  para  incorporar  un  territorio  estranjero, 
■  los  tratados  de  alianza  ofensiva,  i  los  espe- 
aercio,  los  que  estipulan  subsidios  en  favor 
icia  estranjera,  i  todos  los  que  pueden  obli- 
almente  a  los  españoles. 


r 
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En  Portugal,  el  poder  del  Rei  es  mas  absoluto. 

Dirije  las  relaciones  políticas  con  las  naciones  estran- 
jeras,  celebrando  con  ellas  tratados  de  alianza  ofensiva  i 
defensiva,  de  subsidios  i  de  comercio,  i  los  presenta 
concluidos  al  conocimiento  del  Congreso,  pero  cuando 
dichos  pactos  implican  cesión  o  canje  de  territorio  ne- 
cesitan la  aprobación  previa  del  mismo  Congreso. 


En  Prüsia  sucede  lo  mismo.  Los  tratados  de  comercio, 
i  los  que  imponen  cargas  al  Estado,  o  a  los  particulares, 
exijen  la  aprobación  previa  del  Congreso. 


"En  SüBciA  I  Noruega   el  Rei  celebra  i  ratifica  los  tra- 
tados con  solo  la  opinión  del  Consejo  de  Ministros. 


El  Rei  de  Dinamarca  concluye  i  celebra  tratados  por 
sí  solo,  pero  los  que  importan  cesión  de  territorio,  o 
modificación  del  derecho  público,  necesitan  la  j  revia 
aprobación  del  Congreso, 


El  art.  32  déla  Constitución  de  Grecia  determina  que 
el  Rei  puede  celebrar  tratados  de  paz,  alianza  i  comer?* 
cío,  pero  debe  comunicarlos  al  parlamento  con  los  docu- 
mentos necesarios.  Los  tratados  de  comercio,  los  que 
importan  concesiones,  o  que  graven  a  los  ciudadanos 
individualmente,  no  pueden  llevarse  a  efecto  sin  la  apro- 
bación de  la  Cámara.  Ninguna  cesión  o  permuta,  o 
cambio  de  territorio,  puede  tener  lugar  sino  por  medio 
de  una  leí. 
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CAPITULO    XIII 


iel  Oonsx'Oso  on.  matei-ia  do  < 
de    sitio 


eso    corresponde  también,  segim  í 
tucion: 

;s  escepcionales  i  de  duración  transitoria 
de  un  año,  para  restrinjir  la  libertad  per: 
prenta,  i  para  suspender  o  restrinjir  el  ej 
■eunion,  cuando  lo  reclame  la  necesidad 
leí  Estado,  de  la  conservación  del  réjimer 
laz  interior.  Si  dichas  leyes  señalaren  pena 
siempre  por  los  tribunales  establecidos, 
i  casos  prescritos  en  este  inciso,  ninguna 
uspender  o  restrinjir  las  libertades   o   dert 


arte,  la  misma  Constitución  (art.  ' 
Presidente  de  la  República  la  facul 

1  estado  de  sitio  uno  o  varios  puntos  de  h 
ataque  cstcrior,  con  acuerdo  del  Consejo  d 
inado  tiempo. 

conmoción  interior,  la  declaración  de  halla 
en  estado  de  sitio  corresponde  al  Congres 
are  reunido  puede  el  Presidente  hacerla  c 
3  de  Estado  por  un  determinado  tiempo.  í 
reso  no  hubiere  espirado  el  término  sei 
le  ha  hecho  el  Presidente  de  la  República 
icion  de  Ici.» 

ades  que  da  el  estado  de  sitio  se  ene 
te,  como  va  a  verse,  reglamentada 
ititucion  en  su  art.  152  (161},  que  di 

o  o  varios  puntos  de  la  Repiíblica  fueren  i 
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en  estado  de  sitio,  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  la  parte  20 
del  art.  73,  por  semejante  declaración  solo  se  concede  al  Presiden- 
te de  la  República  las  siguientes  facultades: 

1/  La  de  arrestar  a  las  personas  en  sus  propias  casas  o  en  luga- 
res que  no  sean  cárceles  ni  otros  que  estén  destinados  a  la  deten- 
ción o  prisión  de  reos  comunes; 

2.*  La  de  trasladar  las  personas  de  un  departamento  a  otro  de  la 
República,  dentro  del  continente,  i  en  una  área  comprendida  entre 
el  puerto  de  Caldera  al  norte  i  la  provincia  de  Llanquihue  al  sur. 

Las  medidas  que  tome  el  Presidente  de  la  República  en  virtud 
del  sitio,  no  tendrán  mas  duración  que  la  de  éste,  sin  que  por  ellas 
se  puedan  violar  las  garantías  constitucionales  concedidas  a  los 
Senadores  i  Diputados.» 


En  Francia,  i  no  habiendo  sido  suficientemente  esplí- 
c\ta  sobre  este  punto,  la  lei  constitucional  de  1875,  se 
presentó  por  Mr.  Bardoux  en  1877  ^^  proyecto  que  lle- 
gad a  ser  lei  el  3  de  Abril  de  1878.  Su  artículo  i.°  dice 
así: 

«El  estado  de  sitio  no  puede  ser  declarado  sino  en  caso  de  peli- 
gro inminente,  resultado  de  una  guerra  estranjera  o  de  una  insu- 
rrección a  mano  armada.  Solo  una  lei  puede  declarar  el  estado  de 
sitio;  esta  lei  designa  las  comunas,  los  barrios  i  los  departamentos 
a  los  que  ese  estado  se  aplica  i  fija  el  tiempo  de  su  duración.  Al 
espirar  ese  período,  el  estado  de  sitio  cesa  de  pleno  derecho,  a 
menos  que  una  nueva  lei  no  prolongue  sus  efectos.»- 

El  art.  2/  decide  que  en  caso  de  no  funcionamiento 
de  las  Cámaras,  el  Presidente  de  la  República  puede 
declarar  el  estado  de  sitio,  pero  entonces  las  Cámaras  se 
reúnen  de  pleno  derecho  dos  dias  después.  El  lejislador 
dice:  ^.se  reunen^^  i  no  ^<son  convocadas.^  Resulta  del 
texto  que  esa  reunión  debe  tener  lugar  con  el  mismo 
procedimiento  que   para   las  sesiones  ordinarias.  Cada 

ma  seria  convocada  por  su  propio  presidente,  i  la  reu- 

on  tendria  lugar  de  pleno  derecho,  sin  decreto  delPre- 

dente  de  la  República. 
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Habiendo  las  leyes  canstitucionales  de  1875  omitido 
reglar  la  cuestión  sobre  estados  de  sitio,  i  surjido  di- 
ultades  bastante  graves  relativamente  a  saber  si  las 
ümaras  habían  permanecido  en  posesión  de  iguales 
¡rechos  a  los  que  tenia  la  Asamblea  Nacional,  en  1877, 
r.  Bardoux  presentó  un  proyecto  que  se  convirtió  en 
i  en  Abril  3  de  1878,  i  que  pone  término  a  toda  duda. 
El  art.  2.°  de  la  lei  de  Abril  3  de  1878  decide  que  en 
so  de  próroga  de  las  Cámaras,  el  Presidente  de  la  Re- 
iblica  puede  declarar  el  estado  de  sitio  con  el  acuerdo 
!l  Consejo  de  Ministros;  pero  entonces  las  Cámarasse 
unen  por  derecho  propio  dos  dias  después.  El  lejisla- 
)r  dice  «se  reúnen»  i  no  «son  convocadas»  a  fin  de  evi- 
rtoda  otra  interpretación.  Del  texto  resulta  que  la  reu- 
on  tendria  lugar  según  el  mismo  procedimiento  que  se 
actica  en  la  reunión  ordinaria  de  las  Cámaras;  cada 
samblea  debe  ser  convocada  por  el  Presidente,  i  la  reu- 
on  tendria  lugar  de  pleno  derecho  sin  decreto  del  Pre- 
dente  de  la  República. 

El  caso  de  disolución  está  previsto  en  el  art.  5.'  de  la 
i  de  Abril  3  de  1878: 

«En  caso  de  disolución  de  la  Cámara  de  Diputados,  í  hasta  e. 
mplimiento  definitivo  de  Las  operaciones  electorales,  no  podrá 
aií'i  provisoriamenle,  declararse  el  estado  de  sitio  por  el  Presiden- 
de  la  Reptiblica.  Sin  embargo,  si  hubiere  guerra  con  el  eslranjcro 
Presidente,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  podria  declarai 
estado  de  sitio  en  los  territorios  amagados  por  el  enemigo  ! 
ndicion  de  convocar. los  colejios  electorales  i  reunir  las  Cama 
s,  en  el  plazo  mas  breve  que  sea  posible.» 


Las  condiciones  para  alzar  el  estado  de  sitio  se  eocuen- 
an  determinadas  por  el  art.  5."  de  la  lei  de  1878. 

Cuando  el  estado  de  sitio  ha  sido  declarado  por  medie 
;  una  lei,  cesa  de  derecho  en  el  dia  fijado  por  esa  lei. 

Cuando  ha  sido  declarado  por  un  decreto  del  Presi- 
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dente  de  la  República,  dado  en  época  de  la  clausura  de 
las  Cámaras,  éstas,  desde  que  se  reúnan,  mantienen  o 
no  el  estado  de  sitio;  en  caso  de  disentimiento  enti'e 
ellas,  el  estado  de  sitio  subsiste  de  derecho. 

De  las  declaraciones  hechas,  el  5  de  Febrero  de  1878, 
por  el  relator  de  la  Cámara  de  Diputados,  M.  Franck 
Chaveau,  resulta  que  el  primer  deber  de  las  Cámaras, 
una  vez  reunidas,  es  determinar  el  mantenimiento  o  re- 
tiro del  decreto  que  estableció  el  estado  de  sitio:  ellas  no 
deben  aguardar  para  esto  la  iniciativa  del  Presidente  de 
la  República;  antes  de  toda  proposición,  ante  todo  deba- 
te, se  apodefan  de  oficio  de  la  cuestión,  i  la  resuelven 
sin  mas  próroga. 

El  relator  anadia: 

«El  Senado  i  la  Cámara  de  Diputados  tienen  un  derecho  igual,  i 
lo  mismo  que  el  acuerdo  de  las  dos  Asambleas  es  necesario,  para 
establecer  el  estado  de  sitio,  se  necesita  el  consentimiento  de 
ámbaspara  mantenerlo.  Previniendo  toda  dificultad  de  interpreta- 
ción hemos  creido  necesario  decirlo  espresamente.» 


En  Chile,  la  declaración  del  estado  de  sitio  correspon- 
de también  al  Congreso,  según  acaba  de  verse. 

Dice  el  art.  72  (81)  que  son  atribuciones  del  Presiden- 
te de  la  República: 

«Núrn.  30.  Declarar  en  estado  de  sitio  uno  o  varios  puntos  de  la 
República  en  caso  de  ataque  esterior,  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado,  i  por  un  determinado  tiempo. 

En  caso  de  conmoción  interior^  la  declaración  de  hallarse  uno  o 
varios  puntos  en  estado  de  sitio  corresponde  al  Congreso;  pero  si 
f  éste  no  se  hallare  reunido,  puede  el  Presidente  hacerla  con  acuer- 
k  do  del  Consejo  de  Estado,  por  un  determinado  tiempo.» 

Iguales  o  semejantes  preceptos  se  encuentran  en  las 
Constituciones  de  Francia,  artículos  3.**,  4.°  i  5."*,  lei  de 
5  de  Febrero  de  1875;  artículos ^ a. %  5.%  8.^  i  9.%  lei  de 
ulio  í6  da  1875,  _   .  -^ 
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íTAoos  Unidos,  Secc.  2.'  i  3.',  art.  3.°. 

EPÜBLiCA  Arjentina,  art.  86. 

ERNA,  artículos  98  a  104;  65  a  69;  71,  72,  73,  76a  78. 

5PAÑA,  artículos  50  a  56. 

GLATERRA,  artículos  65  a  76. 

JIZA,  art.   loi. 


CAPITULO    X!V 


itre  la  ;,'r,K.¡a  i  la  aiiinisüa  c\i-.k'ii  LÜieroiKi  is  iTO- 
las,  qin.'  pvv^siv.'  iU'CÍr>c  si'  onc.ininn  vu  l;is  :ii';ui,is 
■encías  que  separan  ei  Poder  Kjecuiivu  uel  i  uiiei 
ilativo;  en  efecto,  aunque  el  derecho  de  gracia,  i  el 
cho  de  amnistía  sean  ambos  atributos  de  la  autori- 
soberana,  es  de  regla  que  el  primero  reside  en  el 
;r  Ejecutivo,  i  el  segundo  sea  retenido  por  el  Lejis- 
o.  La  gracia  o  el  indulto  es  individual  i  nominativo, 
mnistía  es  colectiva,  comprende  categorías  de  per- 
s,  i  no  designa  aquellas  a  quienes  va  a  aprovechar, 
■acia  no  puede  tener  otro  resultado  que  abreviar  o 
imír  una  pena  ya  pronunciada;  la  amnistía  puede 
;der  al  fallo,  i  tiene  el  privilejio  de  borrar  entera- 
re las  consecuencias  de  la  falta  cometida;  coloca  a 
líos  que  abraza  en  la  situación  en  que  primitiva- 
te  se  hallaban;  después  de  la  amnistía  no  puede 
istirninguna incapacidad  civil  ni  política  i  nadie  tie- 
derecho  de  conocer  los  hechos  que  dieron  oríjen 


Constitución  exije  que  las  amnistías,  o  indultos 
ales,  sean  materia  de  leí  (art.   28,  nüm.   u)  quiere 
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que  solo  puedan  tener  principio  en  el  Senado  (art.  31)  i 
si  da  al  Presidente  de  la  República  la  facultad  de  conce- 
der indultos  particulares  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado,  reserva  esclusivamente  al  Congreso  la  de  los 
funcionarios  acusados  por  la  Cámara  de  Diputados,  i 
juzgados  por  el  Senado  (art.  73,  núm.  15). 

El  Código  Penal  chileno  establece  la  doctrina,  antes 
mencionada,  de  un  modo  claro  i  preciso,  en  varias  de  sus 
disposiciones. 

«Art.  42.  Los  derechos  políticos,  activos  i  pasivos. . .  son  la  capa- 
cidad para  ser  ciudadano  elector,  la  capacidad  para  obtener  car- 
gos de  elección  popular  i  la  capacidad  para  ser  jurado.  El  que  ha 
sido  privado  de  ellos  solo  puede  ser  rehabilitado  en  su  ejercicio 
en  la  forma  prescrita  por  la  Constitución. 

Art.  44.  El  indulto  de  la  pena  de  inhabilitación  perpetua  o  tem- 
poral para  cargos  i  oficios  públicos  i  profesiones  titulares,  repone 
al  penado  en  el  ejercicio  de  estos  últimos,  pero  no  en  los  honores, 
cargos,  empleos  u  oficios  de  que  se  le  hubiere  privado. . . . 

Art.  93.  La  responsabilidad  penal  se  estingue: 

....  3  °  Por  amnistía,  la  cual  estingue  por  completo  la  pena  i 
todos  sus  efectos. 

4.**  Por  indulto. 

La  gracia  del  indulto  solo  remite  i  conmuta  la  pena;  pero  no 
quita  al  favorecido  el  carácter  de  condenado  para  los  efectos  de  la 
reincidencia  i  demás  que  determinan  las  leyes.» 


Una  observación  importante. 

Los  crímenes  o  delitos  electorales  no  pueden  ser  in- 
dultados, según  el  tenor  espresado  en  el  art.  128  de  la 
leí. 


En  Estados  Unidos  la  amnistía  es  del  dominio  de  la 
lei.  El  Presidente  de  la  República  tiene  el  derecho  de 
acordar  indultos  i  gracias  particulares,   con  escepcion 

í  las  personas  condenadas  a  consecuencia  de  acusacio- 

s  del  Congreso. 
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En  Suiza,   el  derecho  de  gracia  i  de  amnistía  pertene- 
s  a  la  Asamblea  Federal. 


En  pRusiA,  la  facultad  de  agraciar  concedida  al  Monar- 
1  se  halla  limitada. 

El  Rei,  dice  el  art.  49  de  la  Gonstitucion,  tiene  la  fa- 
altad  de  hacer  gracia  i  reducir  las  penas.  Sin  embargo, 
íe  derecho  no  puede  ejercerse  en  favor  de  un  Ministro 
jndenado  por  actos  de  su  administración,  sino  a  pro- 
uesta  de  la  Cámara  que  lo  acusó.  El  Rei  no  puede  pa- 
ilizar  informaciones  judiciales  pendientes  sino  en  vir- 
id  de  una  lei  especial. 


Por  la  CoNSTiTucioK  belga,  el  derecho  de  amnistía  per- 
!nece  al  Congreso.  El  Rei  tiene  el  de  conceder  indul- 
is,  pero  respecto  de  un  Ministro  condenado  necesita 
1  petición  de  una  de  las  dos  Cámaras. 


La  Constitución  de  los  Países  Bajos  establece  otro 
rocedimiento. 
Dice: 

«Art.  66,  El  Rei  tiene  el  derecho  de  indultar  las  penas  incurri- 
is  por  sentencia.  Cuando  ésta  alcanza  a  tres  años  de  prisión  o 
énos  i  a  multa  separadamente,  «I  Reí  ejerce  su  derecho,  des~ 
íes  de  haber  oído  al  juez  que  dictó  el  fallo;  en  los  otros  casos, 
;spues  de  haber  oido  a  la  Corte  Suprema.  La  amnistía  i  la  aboll- 
ón no  pueden  ser  acordadas  sino  en  virtud  de  una  leí.» 


En  Inglaterra,  la  gracia  i  la  amnistía  pertenecen  esclu- 
vamente  al  Gobierno. 
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Co 


-^n  España,  la  gracia  pertenece  al  Rei;  la  amnistía  al 


egreso. 


¿^^•^  Constitución  de  Portugal  confiere  al  Rei  el  poder 
¡^  ^^mitir  las  penas  inflijidas  por  sentencia  judicial  i  la 
\^Cordar  amnistías  en  los  casos  de  urjencia,  i  cuando 
^  aconsejen  la  humanidad  i  el  bien  del  Estado. 


En  Austria,  Italia,  Dinamarca  i  Japón,  la  amnistía  i 
los  indultos  dependen  del  Monarca,  pero  en  Dinamarca, 
el  Rei  no  puede  indultar  a  los  Ministros  condenados 
por  la  Alta  Corte,  sin  el  consentimiento  del  Tolksting, 


En  Suecia,  el  Rei  tiene  el  derecho  de  indultar,  de  con- 
mutar la  pena  de  muerte,  de  entregar  los  bienes  confis- 
cados; sin  embargo,  las  solicitudes  a  este  respecto  deben 
ser  examinadas  por  la  Corte  Suprema,  i  el  fallo  del  Rei, 
dictado  en  Consejo  de  Ministros. 


En  Noruega,  el  Rei  ejerce  el  derecho  de  gracia  en 
Consejo  de  Estado;  en  caso  de  fallos  pronunciados  a 
requisición  del  Odelthíng,  no  se  puede  indultar  sino  la 
pena  de  muerte. 


En  Grecia,  el  Rei  tiene  el  derecho  de  reducir  las  pe- 
ñas  pronunciadas  por  los  Tribunales,  con  escepcion  de 
las  que  recaen  sobre  los  Ministros  condenados  por  la 
Cámara,  sino  con  el  asentimiento  previo  de  ésta. 
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CAPITULO  XV 

Diverjas  llaonltaclew   del  Congi-eso 

mas  de  las  enumeradas,  nuestras  leyes,  ya  civiles, 

ninistrativas,  contienen  esparcidas  aquí  i  allá  nu- 

is  disposiciones  en  que  el  Congreso  desempeña  un 

tanta  papel. 

i  dar  a  este  trabajo  la  unidad  necesaria  he  aquí  a 

uacion  la  nómina  de  ellas: 

iGo  Civil. — Interviene   en   la  constitución   de  las 

las  juridicas  (art.  546). 

556.  Las  corporaciones  no  pueden  conservar  la  posesión 
llenes  raices  que  adquieran  sin  pamtso  cspcc¡ii¡  de   la  kjisla- 

^^9.  Las  corporaciones  no  pueden  disolverse  por  s(  mís- 
i  la  aprobación  de  la  autoridad  que  lejitimó  su  existencia; 

,eden  ser  disueitas  por  ella,  o  por  disposición  de  la  Ici  a  pesar 
}Iuntad  de  sus  miembros,  sí  llegan  a  compromclcr  la  seguridad 
•reses  del  Estado,  o  no  corresponden  al  objeto  de  su  institu- 

561.  Disuelta  una  corporación,  se  dispondrá  desús  propie- 
n  la  forma  que  para  este  caso  hubieren  prescrito  sus  esta- 
si  en  ellos  no  se  hubiere  previsto  esle  caso,  pertenecerán 
propiedades  al  Estado,  con  la  obligación  de  emplearlas  en 
análogos  a  la  institución.  Tocará  at   Ci'erpo  Lejisialiifo  surta- 

^6j.  Lo  que  en  los  arts.  ',^<)  hasta  561  se  dispone  acerca  de 
)oracÍoncs  i  de  los  miembros  que  bs  compüiicn  se  aplicará 
ndaciones  de  beneficencia  t  a  los  indiriJiics  que  las  adminislran. 


materia  electoral,  las  funciones  del  Congreso,  se- 
lei  de  Agosto  20  de  1890  promulgada  el  29,  son 
uientes: 


DERECHO  PARLAMENTARIO    CHILENO  79 

«Art.  35.  Vencidas  las  cuarenta  i  ocho  horas  siguientes  al  día 
^^  que  deban  cerrarse  las  inscripciones,  el  alcalde  devolverá  al 
Presidente  del  Senado. 

Art.  34.  Cuarenta  dias  después  de  la  suspensión  de  las  inscrip- 
ciones, los  Presidentes  i  vice-Presidentes  de  las  Cámaras  se  reuni- 
"^  a  las  doce  del  dia  i  procederán  a  hacer  el  inventario  definitivo 
^®  los  cuadernos  utilizados  i  de  los  devueltos,  disponiendo  la  ma- 
"^i'a    como  se  han  de  conservar  i  guardar  los  sobrantes. 
.  noticiarán  por  secretaría  al  alcalde  respectivo  el  resultado  del 
^^^^ntario,  i  ordenarán  que  se  forme  proceso  para  averiguar  el 
J^n  de  la  falta  en  los  departamentos  en  que  apareciere  pérdida 
/^^jistros. 
^t.  45.  Tanto  para  continuar  los  rejistros  que  guard?  el  teso- 
^^^  vuunicipal  cuando  se  hubieren  llenado,  i  no  pudieren  hacerse 
WVievas  inscripciones  en  ellos,  como  para  llevar  los  otros  dos  ejem- 
plares de  que  habla  el  artículo  anterior,   los  alcaldes  pedirán  al 
Presidente  del  Senado  el  número  de  cuadernos  en  blanco  que  esti- 
men necesarios. 

Terminadas  las  inscripciones  del  año,  comunicarán  al  mismo 
presidente  el  número  de  inscripciones  hechas,  enunciando  el  nú- 
mero de  cuadernos  recibidos,  i  devolviendo  los  que  no  hubieren 
utilizado. 

Dentro  de  los  quince  dias  siguientes  al  i.''  de  Enero,  se  reunirán 
los  Presidentes  i  mee-Presidentes  de  ambas  Cámaras  para  hacer  el  in- 
ventario i  demás  dilijencias  prescritas  en  el  art.  34, 

Art.  99.  Las  reclamaciones  sobre  nulidad  de  elecciones  de  sena- 
dores i  diputados  deberán  presentarse  ante  el  juez  de  letras' del 
departamento  respectivo  o  al  de  la  jurisdicción  correspondiente, 
sino  lo  hubiere  hasta  el  15  de  Abril  inclusive  i  se  rendirán  ante  él 

las  informaciones  i  contra  informaciones  que  se  produzcan 

El  juez  de  letras  remitirá  estas  reclamaciones  con  la  anticipación 
necesaria  para  que  lleguen  a  la  secretaría  de  la  respectiva  Cámara,  i 
antes  del  15  de  Mayo  del  año  de  su  instalación. 

Si  el  juez  de  letras  no  cumpliere  con  esta  obligación,  cualquier 
ciudadano  podrá  representar  la  omisiones  la  secretaría  de  ¡a  Cáma- 
ra, i  el  Presidente  de  ella  tomará  las  medidas  necesarias  para  obtener  la 
pronta  remisión. 


Lei  complementaria  de  Agosto  ^S  de  1890: 

rt.  3.^  ....  El  Senado   determinará   la  agrupación  con  que 
'n  votar  las  provincias  que  hubieren  de  hacer  elección  estraor- 


diaaria  en  las  épocas  determinadas  para  las  elecciones  ordinarias, 
por  las  vacancias  que  ocurran  después  de  la  promulgación  de  esta 


Lei  de  Municipalidades,  de  Diciembre  22  de  1891: 

«Art.   I." Las  municipalidades  que  el  Presidente  lie  iá  Re- 

iblezca  solo  podrán  ser  suprimidas  por  una  lei.» 


,  ademas,  las  Cámaras  las  siguientes  atribucio- 
ridas  por  la  Leí  de  Elecciones  vijente: 

Los  Presidentes  i  více-Presidentes  de  las  Cámaras  se 
ICO  dias  después  de  publicada  la  presente  lei  en  el  Dia- 
1  las  doce  del  dia,  para  determinar  prudencialmente  el 
cuadernos  para  rejistros  que  se  han  de  omplear  en  las 
iscripciones,  los  que  mandarán  imprimir.  Determinarán 
.  forma  del  timbre  que  deben  llevar  los  rejistros  en 
:  las  hojas  de  q.ue  consten. 

>re  podrá  ser  jeneral  para  todos  los  departamentos  o 
:a  diversas  secciones  de  la  República. 

0  deberá  tener  ademas  hojas  en  blanco  foliadas  i  tira, 
eslender  las  actas  de  las  sesiones  diarias  i  las  actas  de 

Vencidas  las  cuarenta  i  ocho  horas  siguientes  al  dik  en 
cerrarse  las  inscripciones,  el  alcalde  devolverá  a!  Pre- 
Senado  los  cuadernos  para  rejistros  que  hubieren  so- 
las copias  orijinales  de  las  actas  de  cada  junta  electoral 
la  el  artículo  31,  enunciando  el  número  total  de  los  que 
:ibido. 

1  dia  el  primer  alcalde  comunicará  al  juez  del  crimen 
las  juntas  electorales  que  no  hubieren  entregado  sus 
jra  la  formación  del  respectivo  proceso,  que  debe  se- 
ñe io. 

licio  de  seguir  el  proceso,  el  juez  del  crimen  mandará 
rejistros  donde  se  encuentren,  dentro  de  veinticuatro 
hará  depositar  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  ai*- 

Cuarenta  dias  después  de  la  suspensión  de  las  inscrip- 
Presidentes  i  vice-PresÍdentes  de  las  Cámaras  se  reuni- 


r 
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rana  las  doce  del  dia  i  procederán  a  hacer  el  inventario  definitivo 
de  los  cuadernos  utilizados  i  de  los  devueltos,  disponiendo  de  la 
manera  cómo  se  han  de  conservar  i  guardar  los  sobrantes. 

Noticiarán  por  secretaría  al  alcalde  respectivo  el  resultado  del 
inventario,  i  ordenarán  que  se  forme  proceso  para  averiguar  el  orí- 
jen  de  la  falta  en  los  departamentos  en  que  apareciere  pérdida  de 
rejistros.:í^ 


CAPITULO  XVI 
I>e  las  li^violal>lllcla<los  persoixales 

La  inviolabilidad  que  ampara  a  los  miembros  de  las 
Cámaras  no  es  un  privilejio  creado  en  favor  de  una  ca- 
tegoría de  individuos,  dice  un  tratadista  célebre;  es  una 
medida  de  orden  público  decretada  para  poner  al  Poder 
Lejislativo  fuera  del  alcance  del  Poder  Ejecutivo. 

En  los  grandes  conflictos  políticos  un  Gobierno  puede 
ser  inducido  i  aun  arrastrado,  como  se  ha  visto,  a  servirse 
de  la  justicia  en  provecho  de  su  defensa  o  de  sus  rencores. 
Importa,  i  mucho,  de  consiguiente,  que  el  ejercicio  del 
mandato  conferido  por  el  pais  no  pueda  ser  suspendi- 
do sin  una  decisión  formal  de  los  representantes  del 
pais. 

Puede  suceder,  decia  M.  Rolin  Jacquemin  en  sesión  de 
la  Cámara  de  Diputados  belga,  de  14  de  Abril  de  1886, 
que  en  un  momento  dado  de  la  sesión,  la  presencia  de 
un  diputado  con  respecto  a  la  situación  de  los  partidos 
i  del  gobierno  sea  absolutamente  indispensable,  a  tal 
punto  que  el  Poder  Ejecutivo  sea  sospechado  de  inter- 
venir espresamente  para  ocasionar  un  arresto,  o  una  per- 
secución capaz,  en  ciertas  hipótesis,  de. derrotar  la  ma- 
]  ría.  Los  mas  graves  intereses  pueden  exijir  queaunen 
j    esencia   de  una   culpabilidad  evidente^    la  Cámara 


] 
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rehuse  la   autorización    de    perseguir   a    uno    de    sus 
miembros. 


La  inviolabilidad  tiene  dos  caracteres  bien  distintos, 
i  se  propone  dos  objetos  bien  determinados. 

La  inviolabilidad  que  se  llama  personal^  tiene  por  ob- 
jeto protejer  a  todo  miembro  de  una  asamblea  política 
contra  la  persecución  que,  bajo  pretesto  de  castigar  un 
delito,  tuviera  por  oríjen  el  interés  del  Poder  Ejecutivo, 
en  cuyas  manos  está  colocada  la  acción  pública,  o  las 
animosidades  de  los  ciudadanos  comprometidos  en  las 
luchas  electorales. 

Otra  inviolabilidad  proteje  el  recinto  del  Parlamento, 
i  será  objeto  de  un  examen  especial. 

En  la  Cámara  francesa,  i  en  sesión  de  Marzo  8  de  1833, 
Mr.  Martens,  Diputado,  definia  en  estos  términos  el  carác- 
ter  de  la  inviolabilidad  personal: 

«La  Constitución  no  ha  tenido^por  propósito  crear  en  favor  de 
ninguno  de  los  miembros  de  la  Cámara  un  privilejio  individual 
destructivo  del  sagrado  principio  de  la  igualdad  ante  la  lei;  ella 
ha  obedecido  a  consideraciones  de  un  orden  mas  alto;  ha  creido 
que  esa  independencia  estaria  amenazada  el  dia  en  que,  con  ayuda 
de  una  persecución  criminal,  uno  de  los  mandatarios  del  pais 
estuviera,  sin  los  mas  graves  motivos,  separado  de  este  recinto;  i 
aun  reconociendo  que  hubiera  peligro  en  dejar  siempre  la  socie- 
dad desarmada  en  presencia  del  Diputado,  ha  indicado  las  condi- 
cionesjque  podían,  a  la  vez,  garantir  la  libertad  de  la  representación 
nacional  i  los  intereses  lejítimos  de  la  vindicta  protejida. 

La  Cámara  misma,  vijilante  ilustrada  de  todos  los  derechos, 
guardián  severa  de  su  honor,  podia  sola,  en  su  elevada  situación, 
ser  llamada  a  recojer  los  hechos,  a  pesar  las  circunstancias,  a  es- 
crutar las  intenciones,  i  en  consecuencia,  permitir,  o  separar  sobe- 
ranamente, la  persecución  dirijida  contra  uno  de  sus  miembros. 
Es,  pues,  a  la  Cámara  a  quien  pertenece  rechazar  al  ájente  judicial 
que,  doble  instrumento  de  un  poder  culpable,  intentara  por  me- 
dios ilícitos  arrancar  de  su  asiento  a  un  valiente  defensor  de  las 
libertades  públicas,  o  acojer  con  ínteres  la  justa  solicitud  de  un 
majistrado  íntegro,  que  viniera  a  solicitar  la  autorización  de  perse- 
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lir  Sin  plazos  ni  formas,  la  represión  de  delitos  o  de  crímenes  que 
idieran  comprometer  gravemente  la  dignidad  o  la  gravedad  del 


En  la  lejislatura  francesa,  i  ante  la  Cámara  de  Dipu- 
idos,  Mr.  Claude,  decía  por  su  parte  en  Octubre  ai  de 
Í7J2,  estas  palabras: 

«Vuestra  Comisión  ha  debido  buscar  los  motivos  que,  en  un 
lis  de  igualdad  como  el  nuestro,  han  podido  conducir  a  todos 
uestros  lejisladores  a  permitir  a  las  asambleas  el  detener  o  sus- 
:nder  la  acción  de  la  justicia,  cuando  quiere  llamar  a  su  presen- 
a  ü  un  Diputado. 

Si  las  discusiones  que  han  precedido  de  algunas  de  nuestras 
onstituciones  ilustran  poco  esta  grave  cuestión,  demuestran  en 
imbio  que  un  interés  de  orden  superior  se  oponía  a  que  la  liber- 
id  i  el  honor  de  los  mandatarios  del  país  fueran  entregados  sin 
scalizacion  al  Poder  Judicial,  emanación  directa  del  Poder  Ejecu- 
vo. 

En  tiempos  turbulentos,  cuando  la  representación  nacional  se 
ncuentra  en  lucha  con  gobiernos,  que  han  sido  algunas  veces 
obiernos  despóticos,  se  debia  temer  que  un  poder  poco  escru- 
uloso,  bajo  el  pretesto  de  una  investigación  judicial,  quisiera 
esembarazarse  de  un  representante  del  cual  temía  la  palabra, 
1  voto,  o  la  influencia  sobre  sus  colegas;  se  podía  temer  también 
ue  el  Poder  Ejecutivo,  por  vias  indirectas,  no  atacara  esa  invio- 
ibilidad  del  diputado  relativa  a  sus  actos  i  a  sus  palabras  en  el 
ercicio  de  sus  funciones.  Si  es 
mple  ciudadano  tenga  que  sufrir 
ercicio  de  sus  derechos,  i  sobre 


sno  de  la  Asamblea  o  en  el 
oberanamente  sensible  que  un 
1  mas  lijero  ataque  en  el  libre  ej 
odo  en  su  persona,  el  hecho  no  se  produce  sino  ocasionalmente, 
queda  limitado  al  mismo  individuo;  el  Diputado,  al  contrario, 
evestido  de  un  mandato  que  multiplica  su  personalidad,  vive 
para  ejercerlo  en  medio  de  la  lucha  incesante  de  los  partidos,  i 
iene  que  temer,  no'  solo  los  ataques  tan  vivos  i  tan  marcados  de 
as  pasiones  injustas  i  odiosas,  sino  algunas  veces  también  las  em- 
iresas  criminales  i  la  venganza  de  adversarios  que  aspiran  o  han 
legado  al  poder.» 

¿Puede  un  miembro  del  Congreso  renunciar  al  privi- 
io  de  la  inviolabilidad? 
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derecho  de  Chile  dice  que  nó. 
inviolabilidad  no  es  un  favor  individual,  sino  el 
íjio  concedido  a  una  alta  corporación;  es  una  me- 
e  orden  público,  i  esos  derechos  son  irrenuncia- 
iegun  el  texto  espreso  del  Código  Civil,  en  su  ar- 
12,  que  dice  asi: 

Irian  renunciarse  los  derechos  conferidos  por  las  leyes,  con 
solo  miren  al  interés  individual  del  renunciante,  r  que  no 
>hib¡da  su  renuncia. )í 

Fallo  de  las  Cortes  francesas,  'de  29  de  Marzo  de 
consigna  el  misrao  principio: 

siderando,  dice  esa  sentencia,  que  la  disposición  del  artt'cu- 
il  decreto  de  Febrero  3  de  le^a,  es  de  orden  publico,  i 
ndo  el  mandato  de  Diputado  al  que  es  investido  por  sus 
ládanos,  obligaciones  i  deberes  con  un  propósito  de  interés 

Lue  desde  entonces  no  pertenece  a  un  miembro  del  Cuer- 
ilativo  renunciar  al  beneíicio  del  precitado  decreto,  i  que 
ncia  no  podria  suplir  la  autorización  del  Cuerpo  Lejis- 


no  obsta,  sin  embargo,  como  se  comprende,  para 
I  Diputado  o  Senador  pueda  solicitar  del  Congre- 
:  inste  a  la  Majistratura  pidiendo  la  pronta  termi- 
i  del  sumario,  a  fin  de  comparecer  ante  la  justicia. 


inviolabilidad  del  Diputado  se  estiende  también  a 
nicilio? 

cuestión  debatida  en  los  años  184S  i  1849  en  el 
lento  francés,  no  tuvo  una  solución  franca.  En  la 
vez,  Mr.  Odilon  Barrot,  Presidente  del  Consejo, 

0  la  negativa,  diciendo: 

1  abuso  de  las  palabras  preguntar  si  el  privilejio  que  pro- 
ersona  interponiéndose  en  la  justicia  i  ct  Diputado  se  es* 
¡embitn  a  las  pf  rionai  quo  eMdn  en  el  domicilio.  No  hai 


r 
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mas  que  un  ejemplo  en  nuestras  leyes  de  semejante ;  inviolabilidad 
de  domicilio  i  de  prohibición  absoluta  para  la  justicia  de  penetrar 
en  él;  es  respecto  del  domicilio  de  ajentes  del  estranjero,  por  la 
razón  de  que,  por  una  ficción  legal,  el  domicilio  que  habitan  se 
reputa  como  no  haciendo  parte  del  territorio,  sino  del  territorio 
estranjero:  en  cuanto  al  domicilio  de  los  Diputados,  creo  que  no 
reclamáis  el  privilejio  de  semejante  ficción ....  Hai  una  inmensa 
diferencia  entre  la  inviolabilidad  de  la  persona  i  la  del  domicilio. 
La  inviolabilidad  de  la  persona  consiste  en  que  no  se  puede  arran* 
caros  a  vuestro  mandato;  en  que  podéis  siempre,  a  menos  que  no 
intervenga  la  Asamblea,  cumplir  con  toda  libertad  vuestro  man- 
dato; es  que  el  acceso  a  esa  tribuna  no  puede  seros  prohibido  por 
ningún  poder  esterior. . ..  Es  en  el  límite  de  las  necesidades  de 
vuestro  mandato  como  ese  poder  existe.  Pero  querer  que  se  es- 
tienda  ese  privilejio  al  domicilio,  querer  hacer  de  ese  domicilio  un 
lugar  de  asilo,  querer  protejer  por  esa  inviolabilidad  de  vuestra 
persona,  aun  un  objeto  material,  aun  una  circunscripción  de  terre- 
no, i  prohibir  su  acceso,  aun  a  la  justicia,  seria  la  estension  menos 
justificable  dada  a  ese  privilejio,  i  ya  sabéis  que  los  privilejios  no 
se  estienden  jamas:^. . . 


En  Chile  la  inviolabilidad  nació,  casi  puede  decirse, 
en  la  cuna  del  Parlamento. 

El  art.  II  áé[  Reglamento  de  1818^  daba  a  los  Senado- 
res el  derecho  de  darse  un  sucesor,  por  causa  de  muerte, 
o  delito  probado  en  juicio  legal. 

La  Constitución  de  i82jj  en  su  art.  26,  previendo  el 
juzgamiento  de  los  Ministros  de  Estado,  exije  que  sea  el 
Senado  quien  declare  previamente  si  ha  lugar  o  no  a 
formación  de  causa. 

Mas  acentuado  i  claro,  el  Proyecto  de  Constitución 
Federal  de  1826,  dice  en  sus  artículos  38  i  39,  lo  que 
sigue: 

«Art.  38.  Los  representantes  i  senadores  son  inviolables  por  sus 
'opiniones  manifestadas  en  el  desempeño  de  su  encargo.  No  hai  au- 
toridad que  pueda  procesarlos,  ni  aun  reconvenirlos  en  tiempo  al- 
guno por  ellas. 

Art.  39.  A  ningún  Senador  o  Diputado  podrá  acusársele  crimi- 
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nalmente  desde  el  día  de  su  elección,  sino  ante  su  resp 
mará,  o  ante  el  Consejo  de  Gobierno  estando  aquélla  en 
sí  el  voto  de  los  dos  tercios  de  ella  declarase  haber  luga 
cion  de  causa,  por  el  mismo  hecho  quedará  el  acusado  : 
sujeto  al  tribunal  competente.^ 

Estos  mismos  principios,  i  casi  con  idéntica 
se  encuentran  en  la  Constitución  de  1838. 
Dice  ésta: 

«Art.  4a.  Los  Diputados  i  Senadores  son  inviolables  p 
niones  que  maniliesten  i  votos  que  emitan  en  el  deseí 
sus  encargos.  No  hai  autoridad  que  pueda  procesarlos, 
convenirlos  en  ningún  tiempo  por  ellos. 

Art.  43.  Ningún  Diputado  o  Senador  podrá  ser  arras 
rante  sus  funciones  en  la  lejislatura,  i  mientras  vaya  o 
ella,  escepto  el  caso  de  delito  infraganli. 

Art.  44.  Ningún  Diputado  o  Senador  podrá  ser  acusad' 
mente,  sino  ante  su  respectiva  Cámara,  o  la  Comisión  I 
te,  si  aquélla  estuviere  en  receso.  Si  el  voto  de  las  d( 
partes  de  ella  declarase  haber  lugar  a  formación  de  cau 
rá  en  el  acto  el  acusado  suspenso  de  sus  funciones  le 
sujeto  al  tribunal  competente. 

Art.  45.  En  caso  de  ser  arrestado  algún  Diputado 
por  delito  in/niganli,  será  puesto  inmediatamente  a  disp 
la  Cámara  respectiva,  con  la  información  sumaria.  La  C 
cederá  entonces,  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  segunda 
artículo  precedente.» 


Idénticos  preceptos  son  los  que  hoi  existen  er 
titucion  vijente  bajo  los  números  12,  13,  14  i  i 
única  modificación  de  poner  Comisión  ConSí 
en  lugar  de  Comisión  Permanente. 


Comentándolos  el  señor  Huneeus,  emite  las 
tes  opiniones: 

«A,— La  garantía  principia  a  existir  desde  la  fecha  en 
ne  eonocimicnto  oficial  de  la  elección  de  los  Diputados  i 
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-El  estado  de  sitio  no  vulnera  ni  atenúa  la  inviolabilidad  de 

ozan  los  Diputados  i  Senadores,  segun  el  art.  161  de  la  Cons- 

on. 

—La  Cámara  puede  votar  proposiciones  de  censura  contra 

rapios  miembros, 

—No  puede  imponerles  multas.» 

[  dictadura  de  1890-1891  no  respetó  este  axioma. 
tdores  como  Novoa  i  Castellón  fueron  apresados  i 
errados,  a  pesar  de  los  reclamos  de  la  Corte.  La  se- 
la  proposición  es  tójica.  Todo  diputado  tiene  por 
a  la  Cámara.  La  tercera  es  obvia,  i  cuenta  en  teoría, 
casos  i  ejemplos  prácticos. 


antea,  ademas,  la  siguiente  cuestión: — ¿Basta  el  he- 
de  que  alguien  se  presente  ante  la  Cámara  acusan- 
.  un  miembro  del  Congreso  para  que  éste  declare 
jr  lugar  a  formación  de  causa? 

on  casos  históricos,  i  el  apoyo  de  incontrastables 
imentos  de  derecho  i  de  justicia,  el  señor  Huneeus 
dita  que  para  que  la  Cámara  dé  lugar  al  desafuero 
ecesita  se  le  acompañe  un  sumario  levantado  por  la 
icia  ordinaria  del  cual  se  deduzcan  copulativamente 
s  dos  circunstancias:  i.*  la  existencia  plenamente 
)ada  de  un  hecho  que  constituya  delito  o  que  se  pre- 
:e  con  el  carácter  de  tal;  i  2-°  que  aparezca  simple- 
\te  probado  que  es  el  Senador  o  Diputado  cuyo  desa- 
o  se  pretende,  el  autor  vespoüsable,  cómplice  o 
iibridor  de  ese  hecho. 

a  teoría  del  señor  Huneeus  merece  llamar  la  atención 
os  lejisladores.  Es  el  mejor  i  mas  práctico  medio  de 
ituarlos  fueros  parlamentarios. 


Lespecto  a  los  delitos  infraganti,  el  procedimiento  es 
ioto.  En  este  caso  el  fuero  desaparece;  el  Senador  o 
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ado  puede  i  debe  ser  arrestado  desde  luego  i  pues- 
.isposicion  del  Congreso,  junto  con  la  información 
al. 

lé  es  delito  infraganti?  El  señor  Huneeus  dice  que 
no  lo  ha  definido  todavía, 

iefinicion  que  él  echaba  de  menos,  con  justicia,  ha 
ada  después  por  la  Lei  de  Garantías  Individuales  de 
ibre  25  de  1884. 

rt.  15  de  dicha  lei  empresa  que  se  considerará  de- 
nte infraganti; 

Al  que  está  actual .nente  cometiendo  el  delito; 
lI  que  acaba  de  cometerlo; 

i\  que  en  los  momentos  de  cometerse  éste,  huye  del  lugar 
se  cometió,  i,  designado  por  el  ofendido  u  otras  personas 
iitor  o  cómplice,  es  aprehendido  durante  la  fuga; 
.!  que  se  encuentre  con  objetos  procedentes  del  delito,  o 
armas  e  instrumentos  que  se  emplearon  para  cometerlo, 
iempo  inmediato  a  su  perpetración; 

1  que  personas  asaltadas,  heridas  o  robadas  i  que  reclamen 
señalaren  como  autor  o  cómplice  del  delito  que  acaba  de 


último,  conviene  no  olvidar  aquí  el  precepto  del 
i  I  del  Código  Penal,  que  dice  así: 

mpleado  público  que  en  el  arresto  o  formación  de  causa 
an  Senador,  un  Diputado  u  otro  funcionario,  violare  las 
itivas  que  la  lei  les  acuerda,  incurrirá  en  la  pena  de  reclu- 
inor  (encierro  en  presidio  de  61  días  a  5  años)  o  suspensión 
quiera  de  sus  grados, « 

)  el  réjimen  parlamentario  francés,  i  cuando  se 
a  de  la  Cámara  la  autorización  para  enjuiciara  un 
ar  o  Diputado,  se  siguen  las  siguientes  prácticas; 

-Sea  que  apruebe  o  niegue,  la  Cámara  vota  siempre, 

>i  los  acusados  son  muchos,  se  vota  cada  acusación  separa- 
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C. — Si  los  cargos  o  puntos  de  acusación  son  varios,  se  vota  cada 
uno  aisladamente.» 


¿Qué  sucedería  si  se  elijiera  Diputado  o  Senador  a 
una  persona  detenida  preventivamente  en  virtud  de  una 
acusación  criminal? 

ín  Francia  se  presentó  el  caso  de  Mr.   de  Rochefort, 
cuya  elección  no  fué  aceptada. 

En  Chile  no  podria  ocurrir  semejante  duda» 

El  detenido  como  reo  de  delito,  no  seria  ciudadano 
activo  a  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  8/  de  la  Cons- 
titución; no  podria  hallarse  inscrito,  según  el  art.  26, 
número  3,  de  la  Leide  Elecciones,  i,  de  consiguiente,  no 
podria  desempeñar  funciones  lejislativas  a  virtud  de  lo 
ordenado  en  el  art.  21  de  la  misma  Constitución. 

En  materia  de  inviolabilidad,  existe  en  Chile  otro  prí- 
vilejio:  los  Diputados  i  Senadores  llamados  a  deponer  en 
juicio  no  están  obligados  a  comparecer  personalmente 
a  la  presencia  judicial.  Rinden  su  declaración  por  infor- 
me escrito. 


Para  terminar  sobre  este  punto,  es  conveniente  decir 
que  iguales  preceptos  se  encuentran  en  las  siguientes 
constituciones  estranjeras: 

Francia. — Lei  de  Febrero  25  i  Julio  16  de  1875. 
Estados  Unidos. — Sección  i.*  del  art.   4/;   sección  4,* 
número  i.**,  art.  i.°. 

Arjentina. — 36,  60,  61,  62. 

Brasil. — 26,  44  i  45. 

España. — 18,  19,  46  i  47. 

Suiza. — 70. 

Inglatbrra. — 88,  100,  loi  i  102. 


1 
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CAPITULO  XVII 

Iixinuixidad  do  los  dlsciix*sos  1  dooixixieixtos 

parlamoxxtax'los 

Para  que  la  libertad  de  los  debates  parlamentarios  sea 
completa,  se  requiere  que  los  discursos  pronunciados  en 
el  seno  déla  Cámara,  los  informes  i  documentos,  ya  pri- 
vados, ya  públicos,  leidos  en  ella,  se  encuentren  a  cu- 
bierto de  todo  ataque. 

Esa  inmunidad  debe  protejer  hasta  la  localidad  en 
que  funciona  i  delibera  el  Congreso. 

Se  ha  visto  ya  la  doctrina  constitucional. 

«Art.  12.  Los  Diputados  i  Senadores  son  inviolables  por  las  opi- 
niones que  manifiesten  i  votos  que  emitan  en  el  desempeño  de  sus 
cargos.:» 

Esta  doctrina  cuenta,  puede  decirse,  con  el  asenti- 
miento universal,  pues  ella  es  el  cimiento  de  la  separa- 
ción e  independencia  de  los  poderes  públicos. 


En  Inglaterra,  el  §  9  del  hill  de  derechos  espresa  que 
«la  libertad  de  la  palabra,  de  los  debates,  í  del  procedi- 
miento en  el  Parlamento,  no  debe  tener  traba  alguna. 
No  debe  ser  discutida  en  ninguna  corte  de  justicia  ni  en 
parte  alguna^  fuera  del  parlamento  mismo.^ 


BÉLjicA,   Italia,  España,  Grecia,  Prusia,  Imperio  ale- 
mán, consignan  igual  precepto  en  sus  respectivas  Cartas. 


Solo  en  ciertos  Estados  europeos  del  norte,   Süecia, 
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RUEGA  I  DiNAHAKCA,   se  limita  un  tanto  esa  libertad, 
liéodola  a  disposición  del  mismo  Congreso. 


ín  Suiza,  según  el  art.  17  de  la  lei  federal  de  Diciem- 
9  de  1850,  se  exije  para  el  enjuiciamiento  de  uno  de 
miembros  una  decisión  de  la  Asamblea  Federal,  es 

ir,  de  los  dos  Consejos. 


ín  los  Países  Bajos,  el  art.  92  de  la  Constitución  estí- 
a,  que  los  miembros  del  Congreso  no  pueden  ser  per- 
;uidos  judicialmente  por  las  opiniones  emitidas  en  la 
ambiea,  pero  según  el  art.  159  los  miembros  de  los 
adosjenerales  son  justiciables  por  delitos  profesio- 
es  de  la  Corte  Suprema,  sea  a  petición  del  Ministerio 
blico,  o  de  la  segunda  Cámara. 


En  Austria,  los  miembros  del  Reichsrath,  son  justi- 
bles  si  así  lo  pide  la  Cámara  a  que  pertenecen,  (ár- 
alo 16,  lei  de  21  de  Diciembre  de  1867), 


El  Japón  tiene  a  este  respecto  una  disposición  orijinal. 
art.  52  de  la  Constitución  establece  que: 

Ningún  miembro  del  Parlamento  será  responsable. /ucm  de  ¡a 
Tiara  a  que  pertenece,  por  las  opiniones  i  votos  emitidos  por  él  en 
ha  Cámara.  Pero,  cuando  un  miembro  haya  dado  alguna  publi- 
ad  a  sus  opiniones,  por  medio  de  discursos,  por  la  prensa  o  por 
Iquiera  otro  medio,  se  le  aplicarán  las  leyes  comunes.» 


lEl  privilejio  es  simplemente  por  las  opiniones  i  actos 
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ificados  en  el  recinto  de  la  Cámara,  de  manera  que 

a  prensa,  en  un  meeting,  desaparece  por  absoluto? 

arece  lo  contrario. 

1  art.  12,  lo  estiende  al  «desempeño  de  sus  cargos.» 

se  comprende. 

»e  otra  manera  ia  independencia  de  poderes  no  podria 

sistir,  i  el  representante  del  pueblo  vería  a  cada  mo- 

ito  su  libertad  amagada  por  el  poder. 

al  es  la  intelijencia  que  se  da  universal  mente  a  este 

icipio. 


a  Cámara  belga,  en  Junio  2  de  r88i,  ha  rechazado  por 
otos  contra  23  abstenciones,  una  petición  de  desa- 
o,  contra  un  representante  que,  en  una  investigación 
amentaría,  se  habia,  según  parece,  excedido  en  sus 
ibras. 

especio  a  delitos  o  excesos  cometidos  dentro  de  la 
,  aunque  no  sea  en  sesión,  como  el  acto  verificado 
!;hile  en  1890  por  el  Diputado  Gabriel  Vidal  contra 
liputado  Zegers,  la  opinión  es  uniforme.  El  Presiden- 
ie  oficio,  debe  mandar  los  antecedentes  al  juez  res- 
tivo. 

i  él  carece  de  fuerza  material,  tiene  Ja  moral  suficien- 
ara  hacer  respetar  la  dignidad  del  Parlamento, 
a  pasión  política  hace  nacer  muchas  tempestades, 
felizmente  no  afectan    a  la  institución  misma.   Los 

.es  parlamentarios  refieren  muchas  de  ellas Pero, 

honora  la  institución,  es  mejor  correr  el  velo  sobre 


1  cuanto  a  las  ofensas  de  que  puede  ser  objeto  el 
greso  o  cualquiera  de  sus  miembros  en  ejercicio,  el 
igo  Petíal  contiene  las  disposiciones  siguientes: 
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«Art.  263.  El  que  de  hecho  o  palabra  injuriare  gravemente  al 
Presidente  de  la  República,  o  a  algano  de  los  cuerpos  colejislado- 
res,  o  a  las  comisiones  de  éstos,  sea  en  los  actos  públicos  en  que 
los  representan,  sea  en  el  desempeño  de  sus  atribuciones  particu- 
lares, o  a  los  tribunales  superiores  de  justicia,  será  castigado  con 
reclusión  menor  en  sus  grado  medio  a  máximo  (presidio  de  541 
dias  a  5  años)  i  multa  de  100  a  1,000  pesos. 

Cuando  las  injurias  fueren  leves,  la  pena  será  reclusión  menor 
en  su  grado  mínimo,  i  multa  de  100  a  500  pesos,  o  simplemente 
esta  última. 

Art.  264.  Cometen  desacato  contra  la  autoridad: 

1/  Los  que  perturban  gravemente  el  orden  de  las  sesiones  de 
los  cuerpos  colejisladores,  i  los  que  injurian  o  amenazan  en  los 
mismos  actos  a  algún  Diputado  o  Senador. 

3.**  Los  que  injurian  o  amenazan: 

I.**  A  un  Senador  o  Diputado  por  las  opiniones  manifestadas  en 
el  Congreso. 

•  •••■•••••••«••••••••••••••••••••••*••  ••••••  •••••«•••■••«••• 

En  todos  estos  casos,  la  provocación  a  duelo,  aunque  sea  privada 
o  embozada,  se  reputará  amenaza  grave  para  los  efectos  del  pre- 
sente artículo. 

Art.  265.  Si  el  desacato  consiste  en  perturbar  el  orden,  o  la  in- 
juria de  que  habla  el  artículo  precedente  fuere  grave,  el  delincuen- 
te sufrirá  las  penas  de  reclusión  menor  en  cualquiera  de  sus  gra- 
dos, i  multa  de  100  a  1,000  pesos.  Cuando  fuere  leve  las  penas  serán 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo,  i  multa  de  roo  a  300  pesos, 
o  simplemente  esta  última. 

Art.  267.  El  que  con  violencia  o  fraude  impidiera  ejercer  sus 
funciones  a  un  miembro  del  Congreso,  de  los  tribunales  superio- 
res de  justicia,  o  del  Consejo  de  Estado,  sufrirá  las  penas  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo  i  multa  de  100  a  1,000  pesos. 

Art.  268.  El  que  ocasionare  tumulto  o  escitare  al  desorden  *en 
el  despacho  de  una  autoridad  o  corporación  pública  hasta  el  punto 
de  interrumpir  sus  actos,  será  castigado  con  reclusión  menor  en 
cualquiera  de  sus  grados,  i  multa  de  100  a  1,000  pesos. 


Para  repeler  por  de  pronto  cualquier  amago  u  ofensa, 
el  Congreso  posee  una  guardia  civil  de  un  número  de 
hombi'es,  creada  por  lei  i  consignada  en  el  presupuesto 
respectivo. 
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lemas,  al  Presidente  del  Senado  rec 
ambas  Cámaras  en  la  sala  del  Seaado 
;i  Presidente  electo  de  la  República,  s* 
5or  el  art.  71  de  la  Constitución. 


je  respecta  a  la  Cámara  de  Diputados, 
iterior,  dictado  en  Junio  20  de  184o,  c< 
particular  lo  siguiente: 

I  Presidente  i  vice-Presidente  tomarán  asien 
sala,  ocupando  el  centro  el  Presidente,  la  dt 
'residente,  i  la  izquierda  el  segundo  vice-Pn 
1  Presidente  no  tendrá  en  la  Sala  tratamienti 
;  dirijirá  la  palabra  en  tercera  persona  con 
idos;  pero  en  las  comunicaciones  oficiales   t 

En  todo  caso  los  Diputados  se  darán  mutua 
le  Honorables. 


FÚNEBRES. — El  Reglamento  de  la  Cám 
dice  en  su  art.  22: 

illeciere  algún  Diputado  durante  el  ejercici< 
la  lejislatura,  nombrará  la  Cámara,  de  su  se 
ilonor  que  presida  los  funerales,  lo  cual  se 
onocimiento  del  Presidente  de  la  Repiíblica.; 

ores  militares  se  disciernen  en  Chile  a 
leñadores  fallecidos,  i  qui;  son  ya  de  p 
duda  de  una  imitación  de  Francia, 
a  los  miembros  del  Congreso,  una  fue 
uesta  de  un  batallón  de  infantería  i 
de  caballería,  mandados  por  un  co 
navio,  deben  acompañar  sus  restos  al 
irar  cafionazos  i  hacer  descargas    dur 
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lemas,  la  Cámara  da  a  la  familia  del  fallecido,  para 
)S  de  funeral,  la  suma  de  1,200  francos. 


CAPITULO  XIX 

I>e  las  Incompatlbllidaclos  legislativas 

I  incompatibilidad,  según  un  reputado  autor,  es  ab- 
tamente  distinta  de  la  elejibilidad^  con  la  cual  se  la 
unde  muchas  veces. 

.  prohibición  de  acumular  el  mandato  lejislativo  con 
iones  públicas  no  tiene  relación  ninguna  con  la  pro- 
:ion  hecha  a  ciertos  funcionarios  de  solicitar  sufra- 

Aunque  ambas  estén  inscritas  en  las  leyes,  la  pri- 
1  es  propiamente  de  orden  constitucional. 
L  incompatibilidad  se  apoya  en  el  principio  de  la  se- 
cion  de  los  poderes,  i  obedece  al  propósito  de  ^a- 
ir  al  elector  la  independencia  del  elejido;  la  ineleji- 
lad  relativa  tiene  por  o\}]s\o protejcr  al  elector  contra 
'endencias  corruptoras  del  candidato.  Los  mismos 
adanos  cuyas  funciones  son  incompatibles  con  el 
dato  lejislativo  pueden  ser  válidamente  elejidos,  i 
5ra:amente  un  funcionario  que,  si  estaba  ya  elejido, 
ria  acumular  su  empleo  con  el  mandato,  no  tiene  el 
cho  de  solicitar  sufrajios. 

ntes  de  entrara  hacer  la  historia  de  esas  disposicio- 
en  Chile,  donde  tan  largos  i  ardientes  debates  ha 
itado,  creo  de  interés  hacerla  en  los  paises  que  nos 

precedido  en  la  vida  de  nación, 
i  Francia  consignaba  ya  las  incompatibilidades  en 
Constituciones  de  1791  i  1792,  i  aunque  las  abando- 
i  en  la  Carta  de  1814  1  la  lei  electoral    de    1817,   las 
5  resucitar  después,  en  el  art.  69  de  la  Carta  modifi- 
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cada  i  el  art.  64  de  la  lei  electoral  de  Abril  19  de  183 1. 
Estas  mismas  volvieron  a  reproducirse  en  el  art.  28  de 
la  Constitución  de  4  de  Noviembre  de  1848,  i  nuevamen- 
te en  el  decreto  orgánico  de  Febrero  2  de  1852,  i  últi- 
mamente en  la  lei  de  Abril  25  de  1872,  en  que  amplián- 
dolas  se  estableció  que  los  Diputados  no  podían  ser  nom- 
brados miembros  de  la  Lejion  de  Honor.  La  lei  de  Mayo 
24  del  mismo  año  ordenó  que  los  mismos  Consejeros 
de  Estado  no  podian  salir  de  entre  los  Diputados,  a 
menos  de  mediar  un  plazo  de  seis  meses  entre  la  dimi- 
sión i  la  nueva  elección. 


Los  preceptos  constitucionales  de  Estados  Unidos,  es- 
tablecen de  una  manera  ¡jeneral  que  ningún  empleado 
puede  ser  a  la  vez  miembro  del  Congreso, 


Inglaterra,  mantiene  entre  sus  leyes  la  de  incompa- 
tibilidad entre  el  mandato  lejislativo  i  los  empleos  re- 
tribuidos por  la  Corona.  Esta  prohibición  comprende  a 
los  contratistas  de  gobierno,  aj entes  de  la  Armada,  cobra- 
dores de  impuestos  i  los  oficiales  de  sherifs.-^ 


El  art.  21  déla  Constitución  de  187 1  aplicada  al  Reichs- 
tag  alemán,  contiene  las  disposiciones  siguientes: 

«Cuando  un  miembro  del  Reichstag  acepta  un  empleo  retribui- 
do del  Imperio  o  de  uno  de  los  Estados  de  la  Confederación,  o 
cuando  es  investido  por  el  Imperio  o  por  uno  de  los  Estados  de  la 
Confederación  con  un  destino  que  importe  un  rango  o  renta  mas 
alta  que  la  que  gozaba,  pierde  su  lugar  i  su  voto  en  el  Reichstag  i 
no  puede  obtenerlo  sino  despue.>  de  una  nu¿va  elección.^ 
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En  PRUSiAhai  incompatibilidad  absoluta  entre  las  fun- 
ciones de  Presidente  o  miembro  de  la  Corte  de  Cuentas, 
i  el  mandato  lejislativo.  Los  otros  funcionarios  pueden 
seradmitidos  en  la  Cámara;  pero  si  un  Diputado,  una 
vez  elejido,  acepta  cargos  asalariados,  pierde  su  mandato 
i  no  puede  entrar  al  Parlamento  sino  en  virtud  de  nueva 
elección. 


En  Italia  el  mandato  de  diputado  es  incompatible  con 
las  funciones  públicas  i  los  empleos  retribuidos  por  el 
Presupuesto  del  Estado,  los  fondos  del  culto,  o  las  eco- 
nomías de  los  beneficios  vacantes.  La  incompatibilidad 
afecta  igualmente  a  los  directores,  administradores  i  re- 
presentantes de  sociedades  o  empresas  industriales  o  co- 
merciales, subvencionadas  o  garantidas  por  el  Estado, 
i  a  los  abogados  o  procuradores  de  dichas  sociedades, 
como  también  a  los  concesionarios,  adju  lie  ^tnrios,  o  ad- 
ministradores de  trabajos  públicos.  Los  >n  li^tios  i  Se- 
cretarios jenerales  de  Ministerios  están  exoat  )s  de  esta 
incompatibilidad.  Un  cierto  número  de  altos  funcionarios 
están  igualmente  esceptuados,  a  condición  de  no  pasar 
de  cuarenta  en  la  Cámara;  si  pasan  de  esa  cifra,  los  nue- 
vos funcionarios  elej  idos  son  reemplazados. 

Durante  el  periodo  de  su  mandato,  i  los  seis  meses  si- 
guientes a  su  salida  de  la  Cámara,  los  Diputados  italianos 
no  pueden  aceptar  destinos  que  puedan  arrastrar  la  in- 
compatibilidad. Se  esceptúan  los  Ministros  isub-Secre- 
tarios  que  después  de  su  nombramiento  se  ven  obligados 
a  una  nueva  elección.  Los  Diputados  funcionarios,  salvo 
los  oficiales  en  tiempo  de  guerra,  no  pueden  obtener 
ascensos  por  decreto;  si  lo  alcanzan  por  antigüedad  que- 
dan sujetos  a  reelección. 


En  BÉLjiCA,  los  funcionarios  rentados  por  el  Presu- 
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puesto,  los  ministros  de  los  cultos  subvencionados  por  el 
Estado,  los  abogados  de  las  administraciones  públicas, 
el  director  del  Banco  Nacional  i  el  de  la  Caja  de  Aho- 
rros, los  ajente's  del  Cajero  del  Estado,  i  los  comisarios 
del  Gobierno  cerca  de  las  sociedades  anónimas,  no  pue- 
den ocupar  puesto  algui  oen  las  Cámaras.  No  hai  incom- 
patibilidad entre  las  funciones  de  Ministro,  i  Senador  o 
Diputado.  Los  miembros  de  las  Cámaras  no  pueden  ser 
nombrados  para  cargos  asalariados  por  el  Estado,  sino 
un  año,  por  lo  menos,  después  de  cesar  en  su  mandato, 
con  escepcion  de  los  Ministros,  los  Ajentes  diplomáti- 
cos i  los  Gobernadores.  En  el  caso  de  compatibilidad, 
el  miembro  del  Congreso  nombrado  por  el  Gobierno 
para  un  destino  rentado,  cesa  inmediatamente  en  sus  fun- 
ciones congresales  i  no  puede  volver  a  ellas  sin  nueva 
elección. 


En  España,  el  mandato  de  Diputado  es  incompatible 
con  todas  las  funciones  públicas  del  orden  civil,  militar 
i  judicial,  con  escepcion  de  aquellas  que  se  ejercen  en 
Madrid,  i  cuya  renta  es  por  lo  menos  de  12,500  pesetas. 
Las  funciones  de  Presidente  de  Corte,  de  Procurador 
Jeneral  en  la  Corte  de  Madrid,  de  rector  i  profesor  de  la 
Universidad  Central,  son  compatibles  con  el  mandato 
lejislativo.  El  número  de  Diputados  funcionarios  no  debe 
pasar  de  cuarenta  en  la  Cámara;  si  por  consecuencia  de 
elecciones  ese  número  es  excedido,  la  suerte  decide  quié- 
nes deben  renunciar  a  su  puesto.  El  Diputado  que  acepta 
del  Gobierno  un  cargo  retribuido,  está  sometido  a  ree- 
lección, si  hai  compatibilidad  entre  el  mandato  i  la  fun- 
ción; en  el  caso  contrario,  no  puede  ser  reelejido  si  no 
renuncia  a  sus  funciones  áates  de  la  convocación  del  co- 
lejio  delante  del  cual  debe  presentarse. 

El  mandato  de  Senador  es  incompatible    en  España, 
con  cargos  retribuidos  con  fondos  del  Estado,  de   las 
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provincias  o  comunas,  a  menos  que  esas  funciones  no 
sean  las  que  permiten  ser  Senador  vitalicio.  Para  que  los 
Senadores  no  se  distraigan  de  sus  funciones  por  negocios 
locales,  la  Constitución  les  prohibe  ser  municipales,  con 
escepcion  de  Madrid.  Durante  el  período  de  sesiones  los 
Senadores  funcionarios  no  pueden  obtener  ascensos  sino 
por  antigüedad.  Las  funciones  de  Ministro  están  exentas 
de  las  incompatibilidades  senatoriales. 


En  Portugal,  el  mandato  de  Diputado  es  incompatible 
con  todos  los  empleos  de  la  casa  real  con  los  cargos  de 
empresario,  director,  cajero  o  jerente  de  una  propiedad 
del  Estado,  empresario  o  administrador  de  trabajos  pú- 
blicos, de  director  de  compañía  o  sociedad  subvenciona- 
da por  el  Estado,  de  gobernador  o  secretario  jeneral  de 
provincia,  de  miembro  de  Tribunales,  de  delegado  del 
Tesoro,  director  o  sub-director  de  dominios,  comandan- 
te de  una  estación  naval,  jefe  de  una  misión  diplomática 
permanente. 

Las  funciones  de  Ministro  o  Consejero  de  Estado  no 
están  afectas  a  la  incompatibilidad,  pero  los  Diputa- 
dos nombrados  para  estos  cargos  deben  someterse  a  la 
reelección. 


En  los  Países  Bajos,  hai  incompatibilidad  entre  la  ca- 
lidad de  miembro  de  los  Estados  Jenerales  i  las  funcio- 
nes de  miembro  o  de  Procuralor  Jeneral  de  la  Alta  Cor- 
te, de  la  Corte  de  Cuentas,  gobernador  de  provincia,  i 
ministro  de  un  culto.  Los  militares  elejidos  miembros 
de  los  Estados  Jenerales  permanecen  en  estado  de  reti- 
-^o hasta  la  espiración  de  su  mandato.  Los  representantes 
lie  son  nombrados  para  un  destino  rentado,  o  que  sien- 
la  ya  funcionarios  obtienen  ascensos,  pierden  su  dipu« 
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compatibilidades  parlamentarias,  como  el  cimiento,  o  el 
palladium  de  la  independencia  lejislativa. 

Chile  las  reconoció  en  principio,  desde  la  aurora  de 
su  vida  independiente. 

La  Constitución  de  Octubre  2}  de  1818^  número  8/, 
art.  i.%  capítulo  II,  establecía  que  no  podrían  formar  par- 
te del  Senado  los  secretarios  de  Gobierno,  ni  sus  de- 
pendientes, ni  los  que  inmediatamente  admipistraran 
intereses  del  Estado. 

La  Constitución  de  1822,  a  su  turno,  decia  en  el  núme- 
ro 4/,  art.  39: 

«No  podrán  ser  Diputados  los  militares  que  tengan  a  su  mando 
tropa  de  línea,  ni  los  delegados  directoriales  podrán  ser  elejidos 
por  el  departamento  en  que  gobiernan.» 

1  en  el  art.  46: 

«En  el  tiempo  de  las  sesiones  i  dos  meses  después  de  concluidas 
no  podrán  los  Diputados  pretender  para  sí,  ni  para  otro,  ni  admitir 
del  Poder  Ejecutivo  comisión  lucrativa  o  empleo  que  no  sea  de  in- 
mediata escala.^ 

El  proyecto  de  Constitución  federal  de  i.**  de  Diciem- 
bre de  1826,  en  su  art.  21,  escluia  de  la  lejislatura  a  los 
empleados  civiles  i  militares  que  disfruten  renta^  i  el 
art.  42  agregaba: 

«Ningún  Senador  o  representante  podrá  ser  nombrado  para  nin- 
gún empleo  civil,  militar  ni  eclesiástico  durante  el  tiempo  por  que 
fuere  elejido.» 

La  Constitución  de   i8j^,  obedeciendo   a  su  oríjen, 

reaccionó  un  poco  contra  esta  libertad,  pero  no  pudo 

menos  de  consignar  en  su  art.  23  los  siguientes  princi- 
pios: 

«No  pueden  ser  Diputados  los  eclesiásticos  regulares,  ni  los  ecle- 
siásticos seculares  que  tengan  cura  de  almas,  ni  los  jueces  letrados 
de  primera  instancia,  ni  los  intendentes  i  gobernadores  por  la  pro- 
vincia o  departamento  que  manden,  ni  los  individuos  que  no  ha- 
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yan  nacido  en  Chile,  si   no   han  estado  en  posesión  de  su  carta  de 
naturaleza,  a  lo  menos  seis  años  antes  de  su  elección.» 

El  año  1868,  ese  plantel  ya  olvidado  por  los  cultiva- 
dores que  hoi  sobreviven,  el  Club  de  la  Reforma,  dio 
vida  i  aliento  al  principio  de  las  incompatibilidades, 
inscribiéndolo  en  su  programa  i  en  su  enseña  de  com- 
bate i  propaganda. 

El  imperio  de  la  opinión  hizo  que  reformándose  el 
art.  23  de  la  Constitución,  por  lei  de  Agosto  13  de  1874, 
se  hiciera  absoluta  la  incompatibilidad  de  intendentes  i 
gobernadores;  que  los  empleados  con  residencia  fuera 
del  lugar  del  Congreso  optaran  entre  el  puesto  i  la  re- 
presentación, i  que  perdieran  su  cargo  los  que  aceptaran 
empleo  de  nombramiento  esclusivo  del  Presidente  de  la 
República. 

Un  año  después,  acentuando  la  separación  entre  los 
poderes lejislativo  i  judicial,  la  lei  Orgánica  de  Tribuna- 
les, en  Octubre  15  de  1875,  decia  en  su  art.  171,  parte  i.*, 
lo  siguiente: 

«Las  funciones  del  juez  se  suspenden: 

i.°  Por  la  aceptación  de  un  cargo  de  orden  administrativo,  si  el 
nombramiento  para  este  cargo  se  hiciese  con  la  calidad  de  rete- 
ner el  juez  su  destino  de  tal;  si  el  nombramiento  no  llevase  esta 
calidad  i  el  juez  lo  aceptase,  se  entenderá  que  renuncia  su  destino 
de  tal.» 

Cinco  años  mas  tarde,  la  lei  de  31  de  Agosto  de  1880, 
disponia  que  el  cargo  de  juez  espiraba: 

«i.°  Por  la  aceptación  de  un  cargo  o  empleo  administrativo, 
salvo  los  creados  por  la  lei  de  instrucción  secundaria  i  superior;  el 
de  Consejero  de  Estado  i  Ájente  diplomático,  i  por  la  aceptación 
del  cargo  de  Presidente  de  la  República,  de  Diputado,  Senador  o 
Municipal.» 

Ademas,  se  agregó  que  el  Presidente  de  la  República, 
los  Ministros  de  Estado,  los  Intendentes,   Gobernado- 
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res  i  los  secretarios  de  iatendencia  no  podían  pertenecer 
al  cuerpo  judicial,  sino  después  del  término  de  tres  años 
de  haber  cesado  en  sus  funciones  administrativas. 

En  7  de  Julio  de  1884,  una  lei  interpretativa  del  art.  23 
de  la  Constitución  declaraba: 

«i.°  Que  no  son  empleos  de  nombramiento  esclusivo  del  Presi- 
dente de  la  República  los  que  se  proveen  con  el  acuerdo  o  pro- 
puesta de  otros  poderes  constitucionales,  o  en  virtud  de  propues- 
tas emanadas  de  algunas  de  las  corporaciones  creadas  por  las  leyes 
a  que  se  refiere  el  art.  2.*  de  las  antiguas  disposiciones  transitorias 
de  la  Constitución. 

2.<*  Qjue  son  empleos  retribuidos  de  nombramiento  esclusivo  del 
Presidente  de  la  República  todos  los  demás  que  le  corresponde 
proveer,  cualquiera  que  sea  la  naturaleza  del  cargo,  la  forma  en 
que  se  sansfaga  la  retribución  i  la  procedencia  de  ésta.» 

Por  último,  la  lei  constitucional  de  Diciembre  12  de 
1888,  dejó  el  art.  21  (antes  el  23)  redactado  en  esta  forma: 

«No  pueden  ser  elejidos  Diputados: 

3.®  Los  majistrados  de  los  Tribunales  Superiores  de  Justicia,  los 
jueces  de  letras,  i  los  funcionarios  que  ejercen  el  ministerio  pú- 
blico. 

3.**  Los  Intendentes  de  provincia  i  los  Gobernadores  de  plaza  o 
departamento. 

4.®  Las  personas  que  tienen  o  caucionan  contratos  con  el  Estado 
sobre  obras  públicas  o  sobre  provisión  de  cualquiera  especie  de 
artículos. 

5.°  Los  chilenos  a  que  se  refiere  el  inciso  3.°  del  art.  5.°  i  no  hu- 
bieren estado  en  posesión  de  su  carta  de  naturalización,  a  lómenos 
cinco  años  antes  de  ser  elejidos. 

El  cargo  de  Diputado  es  gratuito  e  incompatible  con  el  de  Mu- 
nicipal, i  con  todo  empleo  público  retribuido,  i  con  toda  función  o 
comisión  de  la  misma  naturaleza.  El  electo  debe  optar  entre  e^ 
cargo  de  Diputado  i  el  empleo,  función  o  comisión  que  desempeñe 
dentro  de  quince  dias,  si  se  hallare  en  el  territorio  de  la  Repúbli- 
ca, i  dentro  de  ciento  si  estuviere  ausente.  Estos  plazos  se  contarán 
'esde  la  aprobación  de  la  elección.    A  falta  de  opción  declarada 

;ntro  del  plazo,  el  electo  cesará  en  el  cargo  de  Diputado.  Ningún 

iputado^  desde  el  momento  de  su  elección,  i  hasta  seis  meses  des- 
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pues  de  terminar  su  cargo,  puede  ser  nombrado  para  funcioHi  co- 
misión o  empleos  públicos  retribuidos. 

Esta  disposición  no  rije  en  caso  de  guerra  esterior,  ni  se  estiende 
a  los  cargos  de  Presidente  de  la  República,  Ministro  del  Despacho, 
i  Ájente  diplomático;  pero  solo  los  cargos  conferidos  en  estado  de 
guerra  i  los  de  Ministros  del  Despacho  son  compatibles  con  las 
funciones  de  Diputado.  El  Diputado,  durante  el  ejercicio  de  su 
cargo,  no  puede  celebrar  o  caucionar  los  contratos  indicados  en  el 
número  4.",  i  cesará  en  sus  funciones,  si  sobreviene  la  inhabilidad 
designada  en  el  número  i.*** 


Tal  es  la  historia  verídica  i  sincera  i  descarnada  de 
las  incompatibilidades  en  Chile,  i  aquí,  conforme  al  plan 
de  esta  obra,  debiera  terminar  esta  parte,  si  no  se  notaran 
en  el  horizonte  político  síntomas  mui  marcados  de  reac- 
ción contra  esa  preciosa  conquista,  joya  arrancada  por 
la  opinión  a  la  corona  de  la  omnipotencia  presidencial. 

¿I,  cuándo  se  intenta  tal  cosa? 

Precisamente  cuando  las  naciones  parlamentarias,  en 
vez  de  restrinjir  amplían  el  camino  i  establecen  nuevas 
incompatibilidades . 


En  Francia,  por  ejemplo,  después  de  lalei  orgánica  de 
1875,  solo  se  esceptuan  de  la  incompatibilidad,  por  lei  de 
Diciembre  26  de  1887  i  taxativamente  enumerados,  los 
siguientes  funcionarios: 

Ministros  i  sub-secretarios  de  Estado. 

Plenipotenciarios. 

Prefecto  del  Sena. 

Prefecto  de  Policía. 

Primer  Presidente  de  la  Corte  de  Casación. 

Primer  Presidente  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Paris. 

Procuiador  Jeneral  de  la  Corte  de  Casación. 

Procurador  Jeneral  de  la  Corte  de  Paris  i  de  Cuentas. 

Arzobispo  i  Obispo. 


^¿¿ji. 
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Primer  presidente  del  Consistorio  en  las  circunscrip- 
ciones consistoriales,  cuya  capital  cuente  de  dos  pasto- 
res arriba,  gran  rabino  del  consistorio  central,  gran  rabi- 
no del  consistorio  de  Paris. 

Una  reforma  que  merece  llamar  hoi,  mas  que  nunca 
la  atención  de  los  lejisladores  de  Chile,  es  la  que  con- 
signa que  quedan  exentas  de  las  incompatibilidades 
senatoriales  i  lejislativas  las  funciones  de  profesores 
titulares  de  cátedras^  que  han  sido  obtenidas  en  con^ 
curso  ^  o  por  propuestas  del  cuerpo  en  que  se  ha  produ- 
cido  la  vacancia. 

En  cuanto  a  las  funciones  interinas  o  temporales,  se 
les  fija  un  término.  Pasados  seis  meses  se  les  considera 
definitivas  i  caen  bajo  las  prescripciones  de  la  lei. 

Una  resolución  adoptada  por  el  Senado  en  Julio  20  de 
18S2  e  insertada  en  el  Reglamento  como  disposición 
adicional,  ha  creado  ademas  la  siguiente  incompatibili- 
dad: 

«Se  prohibe  a  iodo  Senador,  el  tomar  o  dejar  lomar  su  calidad  parla- 
mentaria en  empresas  financieras,  industriales  o  comerciales. 1^ 

En  los  Estados  Unidos,  por  lei  de  Junio  28  de  1883, 
concerniente  a  la  esplotacion  de  servicios  postales  de 
Nueva  York,  Antillas  i  Méjico  se  decide  que  en  razón 
de  la  subvención  acordada  por  el  Estado,  se  prohibe  a 
los  miembros  de  la  Cámara  de  Diputados  i  del  Senado, 
bajo  pena  de  deposición  de  su  cargo,  formar  parte  del 
Consejo  de  Administración  o  vijilancia  de  la  sociedad 
concesionaria. 

Por  último,  otra  lei  (Diciembre  24  de  1883),  promul- 
gada en  18  de  Diciembre  de  1884,  determina  que: 

«Todo  Senador  o  Diputado,  que  en  el  curso  de  su  mandato,  hu- 
biera hecho  o  dejado  figurar  su  nombre  con  su  calidad  de  miem- 
bro de  una  u  otra  Cámara,  en  avisos,  carteles  o  circulares,  apelan- 
do al  crédito  público  para  la  emisión  de  valores  muebles,  con  la 
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mira  de  crear,  esplotar  o  desarrollar  empresasindustriales,  comer- 
ciales o  financieras,  será  depuesto  de  su  cargo  por  la  Asamblea  de 
que  forme  parte.» 


CAPITULO    XX 
De  la  diiiíxislojx  del  oar*so  lejlslativo 

No  existe  ni  en  la  teoría  ni  en  la  práctica  del  derecho 
público  chileno  disposición  alguna  a  este  respecto. 

.  El  cargo  de  Diputado,  Senador  o  Municipal,  es  con- 
sejil, i  por  consiguiente  irrenunciable. 

La  dimisión  se  opera,  pues,  tácitamente,  esto  es,  dejan- 
do de  asistir  a  las  sesiones. 


CAPITULO  XXI 


r>el  FodLer*  Bjeoixtlvo 

«Art.  50.  Un  ciudadano  con  el  título  de  Presidente  de  la  Repú- 
blica de  Chile  administra  el  Estado,  i  es  el  jefe  Supremo  de  la  Na- 
ción. 

Art.  51.  Para  ser  Presidente  de  la  República  se  requiere: 

i.°  Haber  nacido  en  el  territorio  de  Chile; 

2°  Tener  las  calidades  necesarias  para  ser  miembro  de  la  Cáma- 
ra de  Diputados; 

3.°  Treinta  años  de  edad  a  lo  menos. 

Art.  52.  El  Presidente  de  la  República  durará  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  por  el  término  de  cinco  años;  i  no  podrá  ser  reele- 
jido  para  el  período  siguiente. 

Art.  53.  Para  poder  ser  elejido  segunda  o  mas  veces  deberá 
siempre  mediar  entre  cada  elección  el  espacio  de  un  período. 
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FORMAS  DE  SU  ELECCIÓN 

Art.  54.  El  Presidente  de  la  República  será  elejido  por  electo- 
res que  los  pueblos  nombrarán  en  elección  directa.  Su  número 
será  triple  del  total  de  Diputados  que  correspondan  a  cada  depar- 
tamento. 

Art.  55.  El  nombramiento  de  electores  se  hará  por  departamen- 
tos el  dia  25  de  junio  del  año  en  que  espire  la  presidencia.  Las  ca- 
lidades de  los  electores  son  las  mismas  que  se  requieren  para  ser 
Diputado. 

Art.  56.  Los  electores  reunidos  el  dia  35  de  Julio  del  año  en  que 
espire  la  presidencia,  procederán  a  la  elección  de  Presidente  con- 
forme a  la  lei  jeneral  de  elecciones.» 

He  aquí  los  preceptos  de  dicha  lei  a  este  respecto: 

«Art.  73.  En  las  elecciones  de  Presidente  de  la  República,  los 
alcaldes  de  cada  Municipalidad  procederán  en  la  elección  de  elec- 
tores en  la  forma  prescrita  en  el  título  IV,  instalándose  a  las  nueve 
de  la  mañana  del  25  de  Junio,  para  recibir  los  sufrajios. 

Art.  74.  Los  electores  de  Presidente  de  la  República  nombrados 
por  los  departamentos  se  reunirán  en  la  sala  municipal  de  la  capi- 
tal de  la  provincia  a  las  10  de  la  mañana  del  2^  de  Julio,  i  procede- 
rán a  nombrar  de  entre  ellos  mismos  un  presidente  i  dos  secreta- 
rios, votando  por  un  solo  nombre;  será  presidente  el  que  obtenga 
la  primera  mayoría,  i  secretarios  los  dos  siguientes. 

Art-  75.  En  seguida  cada  elector  exhibirá  los  poderes  con  que 
se  le  avisó  su  nombramiento  i  se  leerán  los  correspondientes  a 
cada  departamento.  Calificada  la  identidad  de  las  personas  en  un 
número  que  no  baje  de  los  dos  tercios  de  los  electores  que  hubie- 
ren concurrido,  se  declarará  instalado  el  colejio  electoral,  se  co- 
municará al  Intendente  de  la  provincia,  i  se  remitirá  al  juez  de 
letras  una  nómina  de  los  inasistentes. 

Art.  76.  Después  de  instalado  el  colejio  electoral,  se  procederá 
a  la  lectura  de  los  artículos  50  a  64  de  la  Constitución;  i  en  segui- 
da cada  elector  escribirá  en  una  cédula  el  nombre  del  candidato 
que  designa  para  Presidente  de  la  República  i  lo  depositará  en  una 
urna  que  estará  colocada  sobre  una  mesa.  Concluida  esta  operación 
*^^rán  el  escrutinio  los  secretarios  i  los  demás  miembros  que  qui- 

ren  presenciarlo,  leyendo  el  presidente  en  alta  voz  el  contenido 

cada  cédula. 

Lrt.  77.  Los  secretarios  publicarán  el  resultado,  i  estando  arre- 
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glado,  estenderán  las  dos  actas  que  designa  el  art.  57  de  la  Consti- 
tución, i  el  presidente  las  remitirá  en  cumplimiento  del  citado  ar- 
tículo, certificando  en  el  correo  la  que  debe  dirijir  al  Senado. 

Art.  78.  Los  electores  no  podrán  separarse  sin  haber  terminado 
sus  funciones,  ni  juntarse  nuevamente  bajo  ningún  pretesto,  ni 
objetar  los  poderes  de  ningún  elector  que  sea  realmente  la  persona 
que  los  exhibe,  pudiendo  solo  pedir  que  se  consignen  en  el  acta  de 
escrutinio  tas  observaciones  a  que  diere  lugar.» 


Sigue  la  Constitución: 

«Art,  I17.  Las  mesas  electorales  formarán  dos  lisias  de  todos  los 
individuos  que  resultaren  elejidos,  i  después  de  firmadas  por  todos 
los  electores,  las  remitirán  cerradas  ¡  selladas,  una  al  cabildo  de  )n 
capital  de  la  provincia,  en  cuyo  archivo  quedará  depositada  i  ce- 
rrada, i  la  otra  al  Senado,  que  la  mantendrá  del  mismo  modo  hasta 
el  dia  30  de  Agosto. 

Art.  ^S,  Llegado  este  dia,  se  abrirán  i  leerán  dichas  listas  en 
sesión  pública  de  las  dos  Cámaras  reunidas  en  la  sala  del  Senado, 
haciendo  de  presidente  el  que  lo  sea  de  este  cuerpo,  i  se  procederá 
al  escrutinio,  i  en  caso  necesario  a  rectihcar  la  elec  :Íoi' .» 


En  previsión  de  un  caso  semejante,  se  dictó  ea  Agtislo 
28  de  1851,  la  lei  interpretativa  que  va  a  cuntiiiuacion; 

«Aeuciilo  i'sico.— El  dia  yo  de  Agosto  designado  por  el  articulo 
67  de  la  Consiitiicion  para  hacer  el  escrutinio  o  rectificación  de  la 
elección  de  Presidente  de  la  República,  no  es  señalado  como  un 
término  fatal.  Si  no  pudiesen  practicarse  en  este  dia  porque  circuns- 
tancias imprevistas  lo  impidiesen,  o  porque  no  se  hubiese  reunido 
el  número  necesario  de  miembros  de  cada  una  de  las  Cámaras,  se 
practicará  en  otro  dia,  tan  pronto  como  se  allane  la  dificultad  o 
impedimento  que  lia  precisado  a  postergar  el  acto. 
■"El  Presidente  de  la  ¿República  prorrogará  para  este  objeto  las 
sesiones  del  Congreso,  o  lo  convocará  estraordinariamente. — Búi- 
NFS, — Varas.n'.-  ..•-, 
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Continúa  la  Constitución: 

«Art.  59.  El  que  hubiere  reunido  una  mayoría  absoluta  de  votos 
será  proclamado  Presidente  de  la  República. 

Art.  60.  En  el  caso  de  que,  por  dividirse  la  votación  no  hubiere 
mayoría  absoluta  elejirá  el  Congreso  entre  las  dos  personas  que 
hubieren  obtenido  mayor  número  de  sufrajios. 

Art.  61.  Si  la  primera  mayoría  que  resultare  hubiere  cabido  a 
mas  de  dos  personas,  elejirá  el  Congreso  entre  todas  estas. 

Art.  62.  Si  la  primera  mayoría  de  votos  hubiere  cabido  a  una 
sola  persona,  i  la  segunda  a  dos  o  mas^  elejirá  el  Congreso  entre 
todas  las  personas  que  hayan  obtenido  la  primera  i  la  segunda  ma- 
yoría. 

Art.  63.  Esta  elección  se  hará  a  pluralidad  absoluta  de  sufrajios, 
i  por  votación  secreta.  Si  verificada  la  primera  votación  no  resul- 
tare mayoría  absoluta,  se  hará  segunda  vez,  contrayéndose  la  vota- 
ción a  las  dos  personas  que  en  la  primera  hubieren  obtenido 
mayor  número  de  sufrajios.  En  caso  de  empate,  se  repetirá  la  vota- 
ción, i  si  resultare  nuevo  empate  decidirá  el  Presidente  del  Se- 
nado. 

Art.  64.  No  podrá  hacerse  el  escrutinio,  ni  la  rectificación  de 
estas  elecciones,  sin  que  esté  presente  la  mayoría  absoluta  del 
total  de  miembros  de  cada  una  de  las  Cámaras.» 


Para  computar  las  fracciones  de  una  votación  se  ha 
dictado  la  lei  que  se  inserta  a  continuación: 

^SanliagOy  Julio  4  de   1878. 

Art.  I.**  Siempre  que,  según  lo  dispuesto  por  la  Constitución  o 
en  las  leyes,  se  necesitare  el  tercio  o  los  dos  tercios,  la  cuarta  o  las 
tres  cuartas  partes  del  número  de  miembros  de  una  corporación 
para  funcionar,  o  resolver,  i  el  número  de  personas  de  que  cons- 
te, o  que  en  casos  determinados  la  compongan  no  admitiere  divi- 
sión exacta  por  tres  o  por  cuatro  respectivamente,  se  observará  la 
siguiente  regla:  la  fracción  que  resulte  después  de  practicada  la 
correspondiente  operación  aritmética  para  tomar  el  tercio  o  los 
dos  tercios,  la  cuarta  o  las  tres  cuartas  partes  se  considerará  como 
un  entero,  i  se  apreciará  como  uno  en  el  cómputo,  si  fuere  supe- 
ñor  a  un  medio,  i  si  íuere]  igual  o  inferior  se  despreciará.  Así  la 
creerá  parte  de  siete  será  dos,  i  los  dos  tercios  cinco;  la  cuarta 
^arte  de  once  será  tres,  i  las  tres  cuartas  partes  ocho. 
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Art.  2.°  La  misma  regla  se  aplicará  cuando  las  leyes  exijan  cual- 
quiera Otra  parte  proporcional  de  los  miembros  o  de  los  votos  de 
una  corporación  para  que  pueda  funcionar  o  celebrar  acuerdos,  i 
el  número  de  miembros  no  admitiere  división  exacta  por  la  cifra 
que  sirva  de  base  a  esa  proporción. 

Art.  3.**  Se  deroga  la  lei  de  8  de  Octubre  de  1863.— A.  Pinto.— 
Vicente  Reyes.:^ 


NUEVAS   ELECCIONES 

Art.  70.  Cuando  en  los  casos  de  los  artículos  65  i  69,  hubiere 
de  precederse  a  la  elección  de  Presidente  de  la  República  fuera  de 
la  época  constitucional,  dada  la  orden  para  que  se  elijan  los  elec- 
tores en  un  mismo  dia,  se  guardará  entre  la  elección  de  éstos,  la 
del  Presidente  i  el  escrutinio  o  rectificación  que  deben  verificar 
las  Cámaras,  el  mismo  intervalo  de  dias,  i  las  mismas  formas  que 
disponen  los  artículos  56  i  siguientes  hasta  el  64  inclusive. 

REEMPLAZOS 

Dice  la  Constitución: 

Art.  65.  Cuando  el  Presidente  de  la  República  mandare  perso- 
nalmente la  fuerza  armada,  o  cuando  por  enfermedad,  ausencia  del 
territorio  de  la  República  u  otro  grave  motivo  no  pudiere  ejercitar 
su  cargo,  le  subrogará  el  Ministro  del  Despacho  del  Interior  con 
el  título  de  vice-f^ reside nle  de  la  República.  Si  el  impedimento  del 
Presidente  fuese  temporal  continuará  subrogándole  el  Ministro 
hasta  que  el  Presidente  se  halle  en  estado  de  desempeñar  sus  fun- 
ciones. En  los  casos  de  muerte,  declaración  de  haber  lugar  a  su 
renuncia,  u  otra  clase  de  imposibilidad  absoluta,  o  que  no  pudiere 
cesar  antes  de  cumplirse  el  tiempo  que  falta  a  los  cinco  años  de  su 
duración  constitucional,  el  Ministro  vice-Presidente  en  los  prime- 
ros diez  dias  de  su  Gobierno,  espedirá  las  órdenes  convenientes 
para  que  se  proceda  a  nueva  elección  de  Presidente  en  la  forma 
prevenida  por  la  Constitución. 

Art.  66.  A  falta  del  Ministro  del  Despacho  del  Interior  subro- 
gará al  Presidente  el  Ministro  del  Despacho  mas  antiguo,  i  a  falta 
de  los  Ministros  del  Despacho,  el  Consejero  de  Estado  mas  anti- 
guo que  no  fuere  eclesiástico. 

Art.  69.  Si  éste  (el  Presidente  electo)  se  hallare  impedido  para 
tomar  posesión  de  la  Presidencia  le  subrogará  mientras  tanto  el 
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Consejero  de  Estado  mas  antiguo;  pero  s¡  el  impedimento  del  Pre- 
sidente electo  fuere  absoluto  o  debiere  durar  indefinidamente,  o 
por  mas  tiempo  del  señalado  al  ejercicio  de  Iq  Presidencia,  se 
hará  nueva  elección  en  la  forma  constitucional,  subrogándole 
mientras  tanto  el  mismo  Consejero  de  Estado  jpas  antiguo  que  no 
fuere  eclesiástico. 

RESIDENCIA 

Art.  67,  El  Presidente  de  la  República  no  puede  salir  del  terri- 
torio del  Estado  durante  el  tiempo  de  su  gobierno,  o  un  año  des- 
pués de  haber  concluido,  sin  acuerdo  del  Congreso  (Véase  atribu- 
ciones del  Congreso). 

DURACIÓN   DE    PERÍODO 

«Art.  68.  El  Presidente  de  la  República  cesará  el  mismo  dia  en 
que  se  completen  los  cinco  años  que  debe  durar  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones,  i  le  sucederá  el  nuevamente  electo. 

JURAMENTO 

Art.  71.  El  Presidente  electo,  al  tomar  posesión  del  cargo,  pres- 
tará en  manos  del  Presidente  del  Senado,  reunidas  ambas  Cáma- 
ras en  la  sala  del  Senado,  el  juramento  siguiente: 

Yo,  N,  N.,  ¡uro  por  Dios  nuestro  Serlor  i  estos  santos  euanjelios  que 
desempeñaré  fielmente  el  cargo  de  Presidente  de  la  República;  que  obser- 
varé i  protejeré  la  Relijion  Católica,  Apostólica,  Romana;  que  conservaré 
la  integridad  e  independencia  de  la  República;  que  guardaré  i  haré  guar- 
dar la  Constitución  i  las  leyes.  Asi  Dios  me  a/ude^  i  sea  en  mi  defensa^ 
i  si  nOy  me  lo  demande.:» 


Los  preceptos  constitucionales  que  anteceden,  sujieren 
al  señor  Huneeus  las  observaciones  que  paso  a  estractar: 

1/  ¿Es  necesario  ser  católico,  apostólico,  romano  para 
poder  ser  Presidente  de  la  República? 

Él  responde  sin  vacilar  que  sí,  i  con  él  la  lójica  i   el 

lonor.  Solo  un  miserable  perjuro  podría,  no  teniendo 

:ssa  convicciones,  prestar  el  juramento  que  antecede. 

15-16 
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2.'  ¿Puede  ser  Presidente  de  la  República  un  eclesiás- 
tico? 

El  señor  Huneeus,  fundado  en  los  artículos  constitu- 
cionales que  escluyen  al  Consejero  de  Estado  eclesiásti- 
co, del  ejercicio  accidental  i  provisorio  del  Presidente 
de  la  República,  responde  negativamente.  La  razón  lo 
acompaña  en  su  respuesta. 

3.'  ¿Qué  interpretación  tienen  las  frases  del  artículo 
que  dice  que  el  Presidente  de  la  República  administra 
el  Estado,  i  a  la  vez  es  é\.Jefe  Supremo  de  la  Nación^ 

El  señor  Huneeus  esplíca  didáctica  i  teóricamente 
el  sentido  jenuino  i  propio  de  dichas  frases  apoyado  en 
la  autoridad  de  Block,  que  «fií  gobierno  comprende  la 
dirección  superior  de  los  intereses  jenerales  del  Estado, 
tanto  en  el  interior  como  en  el  esterior;  a  la  administra- 
ción corresponde  el  cumplimiento  regular  de  los  servi- 
cios públicos  destinados  a  concurrir  a  la  ejecución  del 
pensamiento  del  Gobierno  i  a  la  aplicación  de  las  leyes 
da  interés  jeneral.  'S.\  gobierno  representa  la  voluntad, 
la  administración,  la  acción.  Gobernar  es  dirijir,  impul- 
sar; administrar  es  obrar,  ejecutar.  La  misión  del  Go- 
bierno supone  mas  intelijencia  que  actividad;  la  de  ad- 
ministración supone  mas  esto  último  que  aquéllo. 

Se  confunde  a  menudo  el  Gobierno  con  la  administra- 
ción porque  ambas  autoridades  residen  frecuentemente 
en  la  misma  persona  (como  sucede  en  Chile),  i  porque 
los  funcionarios  i  ajentes  administrativos  están  jerárqui- 
camente subordinados  a  los  miembros  del  Gobierno,  i 
forman,  por  decirlo  así,  un  solo  cuerpo  con  él. 

Así,  el  Presidente  de  la  'KepiíhVica  gobierna  el  Estado 
por  sí  en  unión  con  sus  ministros;  i  lo  administra  por 
medio  de  los  intendentes,  que  son  sus  ajentes  naturales 
e  inmediatos  conforme  al  art,  116,  i  por  medio  de  los 
subalternos  de  éstos. 

La  misión  del  gobierno,  que  implica  i  supone  dirección, 
puede  perfectamente   centralizarse.    Una  cabeza  puede 
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dirijir  los  intereses  jenerales  del  Estado.  La  misión  déla 
administración^  que  implica  i  supone  acción^  ejecución^ 
no  debe  centralizarse,  i  es  menester  repartirla  por  la  fuer- 
za misma  de  las  cosas.  La  centralización  gubernativa  es 
condición  indispensable  de  todo  gobierno  bien  organi- 
zado. La  centralización  administrativa  está  mui  lejos  de 
serlo  i  es  algo  que  pierde  terreno  dia  a  dia. 


Pero  el  señor  Huneeus  escribia  esos  conceptos  en 
1880 

Como  el  presente  trabajo  es  a  la  vez  de  historia  i  de 
doctrina,  voi  a  esponer,  con  documentos,  las  diversas  ten- 
dencias que  se  sustentaron  sobre  este  punto,  i  que  vinie- 
ron a  tener  un  desenlace  en  los  campos  de  batalla. 

Esos  documentos  dicen: 

Manifiesto  de  S.  E.  el  Presidente  de  la  República 

A     LA     NACIÓN 

(Editorial  del   Diario  Ofioal  de   Enero   !.•  de  1891) 

I 

Hoi  dia  i.°  de  Enero  de  1891  me  encuentro  gobernando  a  Chile 
en  las  mismas  condiciones  que  durante  todo  el  mes  de  Enero  i 
parte  de  Febrero  de  1887:  sin  lei  de  presupuestos  i  sin  que  se  haya 
renovado  la  lei  que  fija  las  fuerzas  de  mar  i  tierra. 

Todos  los  Presidentes  desde  1833  hasta  la  fecha,  con  escepcion  de 
uno  solo,  hemos  gobernado  la  República  durante  años,  meses,  o 
dias,  pero  siempre  por  algún  tiempo,  sin  lei  de  presupuestos  i  sin 
la  que  fija  las  fuerzas  de  mar  i  tierra. 

Nadie  h^bia  creido  hasta  este  momento  que  los  Presidentes  cons- 
titucionales de  esta  nación  culta  i  laboriosa  nos  hubiéramos  con- 
vertido en  tiranos  o  dictadores,  porque  en  los  casos  de  omisión 
voluntaria,  neglijencia  u  otro  motivo,  para  cumplir  'el  Congreso 
3n  el  deber  constitucional  e  ineludible  de  concurrir  oportuna, 
mente  a  la  formación  de  las  leyes  de   presupuestos  i  que  fijan  las 
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fuerzas  de  mar  i  tierra,  continuáramos,  en  obedecimiento  a  un 
mandato  fundamental  i  espreso  de  la  Constitución, 'tTi^fmm/s/ra/iíYo  c/ 
Esleído  i  cslendicndo  nuestra  aidoridad  a  lodo  cuanto  tiene  por  objeto  la 
conservación  del  orden  público  en  el  interior,  i  lasc¿;;uridad  eslerior  de  la 
República. 

Los  artículos  50  i  72  de  la  Constitución  dicen  así: 

<'Art.  50.  Un  ciudadano  con  el  Ululo  de  Presidente  de  la  República 
de  Chile  administra  el  estado  i  es  i  l  jefe  supremo  de  la  nación. 

'^Art.  72.  Al  Presidente  de  la  República  está  confiada  la  administra- 
ción i  gobierno  del  estado,  i  su  autoridad  se  ESriENDE  A  TODO  CUANTO 
TIENE  POR  OBJETO  LA  CONSI^RVACION  DEL  ORDEN  PÚiíLICO  E<  EL  INTERIOR  I 
LA  f>Er.URIDAD  ESIERIOR  DE  LA  REPÚBLICA,  GUARDANDO  I  HACIENDO  GUAR- 
DAR LA  CONSTITUCIÓN  I  L\S  L1:YES.>/ 

Por  estas  prescripciones  se  radica  en  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica toda  la  suma  de  autoridad  constante  i  necesaria  para  asegurar 
el  sosiego  social,  la  conservación  del  orden  i  la  seguridad  esterior 
de  la  República. 

El  artículo  28  de  la  Carta  dice: 

«Solo  en  virtud  de  una  leí  se  puede: 

«2."  Fijar  anualmente  los  <;astos  de  la  administración  pública; 
«3."  Fijar  ii^uatmenle  en  cada  año  las  fuer\as  de  mar  i  tierra  que  han 
d:  mantenerse  en  pié  en  tiempo  de  pai  o  de  ^i;;uerra. 
ffLas  contribuciones  se  decretan  por  solo  tl  tiempo  de  dieziocho  meses, 

I  las  FUERZAS  DE  MAR  I  TIERRA  SE  FJJAN  SOLO  POR  IGUAL  TÉRMINO.» 

Para  la  formación  de  la  lei  de  presupuestos  i  la  que  fija  las 
fuerzas  de  mar  i  tierra,  deben  concurrir  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, el  Congreso  i  el  Consejo  de  Estado.  No  son  estas  leyes  de 
atribución  esclusiva  del  Congreso,  1,  en  consecuencia,  no  puede 
éste,  sin  faltar  a  sus  mas  elementales  deberes,  frustrar  un  mandato 
constitucional  que  afecta  a  los  fundamentos  mismos  sobre  que  des- 
cansan los  poderes  públicos.  Tampoco  puede  el  Congreso  frustrar 
el  cumplimiento  de  este  deber  por  el  Presidente  de  la  República, 
porque  en  la  formación  de  las  leyes  que  interesan  a  la  seguridad  i 
administración  del  Estado,  cada  poder  debe  cumplir  oportuna- 
mente las  obligaciones  impuestas  para  el  funcionamiento  regular 
de  las  instituciones. 

Esta  es  la  índole  i  ésta  la  letra  de  la  Carta  Fundamental. 

La  Constitución  de  1833  fué  el  triunfo  definitivo  del  partido  con- 
servador, que  la  sancionó,  sobre  el  partido  liberal  que  habia  pro- 
mulgado la  de  1828.  Bajo  el  imperio  de  esta  Constitución  se  des- 
quicio  la  República,  por  cuanto  ella  se  anticipó,  con  su  exceso  de 
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descentralización  i  de  libertades,  al  progreso  i  a  la  situación  social 
i  política  de  la  época. 

No  pensaron  jamas  los  constituyentes  de  18^3  que,  para  domi- 
nar al  Presidente  de  la  República  o  absorber  la  dirección  i  el  go- 
bierno del  Estado,  pudiera  una  mayoría  del  Congreso  frustrar  la 
oportuna  aprobación  de  las  leyes  constitucionales,  i  perturbar  así 
el  orden  público,  exitar  las  pasiones  políticas  i  enjendrar  la  anar- 
quía . 

El  Presidente  Prieto  fijaba  los  propósitos  de  los  autores  de  la 
Constitución  de  1833,  dirijiéndose  a  los  pueblos  en  los  siguientes 
términos: 

«  Despreciando  teorías  tan  aliicinadoras  como  impracticables,  solo  han 

«  FIJADO  su  ATENCIÓN  EN  LOS  MEDIOS  DK  ASKGURAR  PARA  SIEMPRE  EL  ORDEN 
«  I  LA  TRANQUILIDAD  PÚBLICA  CONTRA  LOS  RIESGOS  DE  LOS  VAIVENES  DH  LOS 
«  PARTIDOS  A  QUE  HAN  ESTADO  ^:SPUESTOS.  La    REFORMA  nO  CS  nUS    que    EL 

€  MODO  DE  PONER  FIN  A  LAS  REvoLucioxHs  i  dislurMoí  a  qiic  daba  orijcn 
€  el  desarreglo  del  sistema  político  en  que  nos  colocó  el  triunfo  de  la  inde- 
€  pendencia.  Es  el  m:d¡o  de  hacer  cfecliva  la  libertad  nacional,  que  ¡amas 
€  podríamos  obtener  en  su  eslado  verdadero,  mientras  no  estuviesen  des- 

«  LINDADAS  CON  EXAgTITUD  LAS  FACULTADAS  DEL  GOBIERNO    I     SE     HUBIESEN 
«  OPUESTO  DiaUES  A  LA  LICENCIA.» 

Si  la  Constitución  de  1833  tuvo  por  objeto  capital  robustecer 
vigorosamente  el  principio  de  autoridad  i  concentrar  en  el  Poder 
Ejecutivo  la  suma  necesaria  de  poder  para  aniquilar  las  revolucio- 
nes i  la  licencia,  no  se  concibe  cómo  se  pretende  convertir  al  Pre- 
sidente de  la  República  de  poder  activo  en  pasivo,  sujeto  a  la  vo- 
luntad de  un  poder  irresponsable  i  con  derecho  para  negar  las 
leyes  sobre  las  cuales  reposan  la  vida,  el  crédito  i  la  estabilidad 
de  las  instituciones. 

No  se  pueden  dictar  leyes  sin  el  asentimiento  del  Jefe   del  Esta- 
do, porque  éste  tiene,  por  los^  artículos  3S,  36  i  37  de  la  Constitu- 
ción, la  facultad  de  vetarlas  parcialmente  o  en  forma  absoluta.  No 
puede  entonces  sostenerse  por  el  Congreso  que  en  el  ejercicio  de 
sus  atribuciones  lejislativas,  pueda  imponer  al  Presidente  la  direc- 
ción i  el  Gobierno  de  Chile,  porque  esta  pretensión  es  inconcilia- 
ble con  las  prerogativas  del  Jefe  de  la  Nación  e  incompatible  con 
la  libertad,  la  independencia  i  la  responsabilidad  de  los  poderes 
constitucionales  de  Chile. 
Las  atribuciones  del  Congreso  sobre  el  Poder  Ejecutivo  son  meramente 
'alijadoras,  de   crítica  o  de  acusación  de  los  Ministros  durante  el 
;mpo  de  sus  funciones  i  hasta  seis  meses  después;  o  de  acusación 
.  Presidente  de  la  República  cuando  haya  concluido  su  período  legal. 
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Estas  son  las  armas  qae  la  Carta  ha  puesto  en  manos  del  Con- 
:reso  para  contener  los  abusos  del  Presidente  i  sus  Ministros.  Pero 
o  puede  deducirse  de  aquí  la  pretensión  estraordinaria  de  -parali- 
ar  la  marcha  constitucional,  de  atentar  contra  el  Ejército  i  la  Arma- 
.a,  o  contra  la  administración  pública,  porque  el  Presidente  no  ab- 
ica  el  derecho  de  nombrar  libremente  a  sus  Ministros,  o  porque 
lo  se  somete  a  los  designios  de  la' mayoría  lejislativa. 

Ni  en  la  sesión  ordinaria,  ni  en  la  próroga  de  Setiembre,  ni  en 
a  estraordinaria  de  Octubre,  se  aprobaron  las  leyes  de  presupues" 
os  i  que  fijan  las  fuerzas  de  mar  ¡  tierra. 

Se  clausuró  el  Congreso  en  Octubre,  es  verdad,  pero  por  moti- 
'os  que  espondré  en  el  orden  de  las  ideas  i  de  los  hechos  que  me 
iropongo  enunciar. 

No  he  convocado  después  al  Congreso,  porque  en  el  ejercicio 
liscrecional  de  mis  atribuciones  mas  privativas,  debia  convocarlo 
íegun  el  juicio  o  criterio  que  yo  formara  acerca  de  la  actitud  que  asu- 
niria  la  mayoría  parlamentaria. 

Esta  actitud  ha  sido  conocida  de  todos. 

En  nombre  de  un  pretendido  réjimen  parlamentario,  inco  mpati 
de  con  la  República  i  el  réjimen  popular  representativo  que  con- 
,agra  la  Constitución,  se  ha  querido,  por  causas  esctusivamente 
electorales,  adueñarse  del  Gobierno  por  Ministros  de  la  confianza 
le  la  mayoría  del  Congreso. 

En  la  prensa  i  en  los  actos  oficiales  de  la  coalición,  se  ha  decía 
■ado,  en  términos  los  mas  perentorios,  que  la  mayoría  del  Congre- 
io  tiene  el  derecho  de  no  cumplir  con  el  deber  constitucional  de 
iprobar  oportunamente  las  leyes  que  afectan  a  la  existencia  mis- 
na  del  Estado,  i  que  puede  precipitar  a  Chile  a  la  revolución  i  a  la 
inarquia,  si  el  Presidente  no  le  entrega  por  Ministros  de  su  confian- 
za la  dirección  i  el  Gobierno  de  la  Nación. 

Ni  como  chileno,  ni  como  jefe  de  Estado,  ni  como  hombre  de 
:onvicciones  podia  aceptar  el  rol  político  que  pretendía  imponer- 
me la  coalición  parlamentaria. 

La  mayoría  del  Congreso  ha  podido  infrinjir  la  Constitución, 
lejando  sin  aprobación  las  leyes  de  presupuesto  i  que  fíjan  las  fuer- 
zas de  mar  i  tierra;  ha  podido  exitar  al  Ejército  a  la  desobediencia 
ie  sus  jefes  jerárquicos,  i  estimular  al  pueblo  indiferente  o  desde- 
loso,  a  que  enprenda  la  revolución  para  salvarlo  de  la  situación 
noral  i  política  a  que  le  han  precipitado  sus  errores;  ha  podido 
Jecir  que  el  Presidente  de  la  República  empuña  la  dictadura,  por- 
gue no  se  ha  sometido  a  la  dictadura  parlamentaria,  i  porque  no  ha 
entregado  las  riendas  del  gobierno  a  los  mismos  c[ue  lo  vituperan 
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i  desnaturalizan  sus  actos  i  propósitos;  ha  podido,  en  sus  desvíos, 
proclamar  la  revolución  en  el  palacio  de  las  leyes.  Pero  ni  sus  omi- 
siones voluntarias,  ni  las  agresiones  que  han  cubierto  de  oprobio 
el  recinto  de  sus  sesiones,  ni  las  irregularidades  creadas  a  los  ser- 
vicios nacionales,  me  escusan  de  cumplir  inexorablemente  con  el 
deber  constitucional  impuesto  a  mi  mandato  por  los  artículos  50  i 
73  de  la  Constitución. 

No  puedo  dejar,  ni  por  un  solo  instante,  de  administrar  el  Esta- 
do i  conservar  el  orden  público  i  la  seguridad  esterior  de  Chile. 

Tengo  el  deber  de  observar  i  hacer  observar  la  Constitución. 
Porque  estoi  dispuesto  a  observarla  no  entregaré  a  mis  conciuda- 
danos a  la  anarquía;  i  porque  debo  hacerla  observar/  no  aceptaré 
jamas  que  el  Congreso  desconozca  mis  atribuciones  o  se  arrogue 
la  soberanía  o  tome  el  título  de  la  representación  del  pueblo,  por- 
que ésta  seria  una  infracción  del  artículo  i;ode  la  Constitución, 
que  el  mismo  artículo  caliñca  de  sedición. 

No  ha  cumplido  la  mayoría  del  Congreso  ni  ha  tenido  la  volun- 
tad de  cumplir  el  deber  constitucional  de  aprobar  las  leyes  de  pre- 
supuestos i  de  las  fuerzas  de  mar  i  tierra.  Ha  librado  las  institucio- 
nes a  los  azares  de  una  situación  exitada  por  círculos  personales 
divididos  entre  sí,  con  doctrinas  opuestas,  con  distintos  caudillos, 
con  ambiciones  diversas,  i  en  todo  caso  irresponsables. 

Si  a  juicio  de  la  mayoría  del  Congreso  su  omisión  deliberada 
para  la  aprobación  de  leyes  que  afectan  a  la  vida  nacional,  crea  al 
Presidente  de  la  República  un  estado  de  cosas  irregular,  no  por 
eso  tiene  nadie  en  Chile,  ni  los  poderes  públicos,  el  derecho  de 
provocar  la  revolución. 

Aun  en  el  supuesto  de  que  sean  imputables  al  jefe  de  la  Na- 
ción los  desvíos  de  la  mayoría  del  Congreso,  no  puede  proclamar- 
se la  revuelta.  La  Constitución  ha  contemplado  el  caso  de  que  el 
Presidente  de  la  República  o  sus  Ministros  infrinjan  la  Constitu- 
ción i  las  leyes  i  para  esta  eventualidad  ha  previsto  en  los  artículos 
74,  83,  84,  85,  86,  87,  88,  89,  90,  91  i  92,  el  modo  i  forma  en 
que  únicamente  puede  hacerse  responsable  al  Presidente  i  a  los 
Ministros. 

Todo  otro  procedimiento  es  atentatorio  i  revolucionario. 

En  obedecimiento  a  la  Constitución  debo  administrar  el  Estado 
i  mantener  el  orden  interior  i  la  seguridad  esterior  de  mi  patria;  i 
en  consecuencia,  conservaré  el  Ejército  i  la  Armada  i  pagare  los 
servicios  que  constituyen  la  vida  social  i  la  existencia  misma  de  la 
República. 
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Es  conveniente  examinar  en  sus  rasgos  mas  jenerales  i  compren- 
ivos  los  antecedentes  de  esta  hora  verdaderamente  histórica. 

Elejido  Presidente  en  1886,  procuré  el  acuerdo  patriótico  de  to- 
os  los  miembros  de  la  familia  liberal  dividida,  sóbrela  base  de 
na  sola  dirección  política,  de  una  misma  doctrina  i  de  unos  mis- 
los  procedimientos.  Era  también  bas'j  de  esta  política  el  mas  per- 
;cto  respeto  al  partido  conservador. 

Nunca  se  hicieron  esfuerzos  mas  perseverantes  por  la  unificación 
el  partido  libera!.  Olvidé  las  violencias  de  pasadas  luchas,  i  llamé 
I  ejercicio  del  Gobierno  a  todos  los  liberales  que  combatieron  mi 
xaltacion  al  mando  supremo.  Los  nacionales  declararon  públíca- 
lente,  por  sus  representantes  en  e'  Gobierno,  que  ingresaban  a  las 
.las  del  partido  en  las  condiciones  comunes  a  todos  sus  miembros. 
.os  liberales  sueltos  aceptaron  también  la  política  de  unificación  i 
leclararon  que  en  lo  sucesivo  se  considerarían  como  ¡ndividuali- 
lades  del  partido  liberal. 

Pasaron  las  elecciones  de  1888,  i  ya  constituido  el  Congreso,  se 
irodujo  en  el  Ministerio,  con  motivo  de  una  crisis  parcial,  un  de- 
acuerdo ruidoso  entre  nacionales  i  sueltos.  Después  de  elejídas 
is  Cámaras  resultó  que  los  nacionales  se  habian  quedado  nacio- 
ales,  i  una  parte  de  los  sueltos  volvieron  a  ser  lo  que  antes  ha- 
lian  sido. 

Desde  esj  instante  no  fué  posible  organizar  Ministerio  que  ase- 
;urase  la  quietud  del  partido  liberal.  Los  nacionales  se  escusaron 
le  tomar  parte  en  el  Ministerio  que  sucedió  al  que  renunció  en 
ibril  de  18H8,  i  principiaron  nuevamente  i  por  esta  causa  las  que- 
ellas  i  los  recelos  de  los  círculos  personales.  Toda  la  obra  de  uní- 
icacion  de  188É  i  de  1887,  se  comprometió  al  fin  por  simpatías  o 
ntipafías  personales  entre  los  diversos  grupos  pariamentarios. 
)urante  año  i  medio  los  círculos  liberales  batallaron  entre  sí  como 
■nemigos  naturales  e  irreconciliables. 

Mi  condescendencia  parj  correjir  estos  errores  i  servir  a  la 
inion  de  todos  los  liberales,  rae  llevó  hasta  la  organización  del 
linisterio  de  Octubre  de  1889.  En  él  di  representación  a  cinco 
lartidos  liberales,  con  caudillos  i  dirección  diversa,  i  habiendo 
legado  a  formarse  uno  de  estos  partidos  con  solo  cuatro  Dipúta- 
los i  cuatro  Senadores. 

Mas  no  por  esto  hubo  acuerdo. en  el  Miniíiterio  do  Octubre,  ni 
n  los  círculos  del  Congreso  que   representaba.   Algunos  de   los 
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partidos  liberales  acordaron  en  Enero  del  año  que  acaba  de  espi- 
rar bases  de  convención  para  designar  el  candidato  del  partido 
liberal  a  la  Presidencia  de  la  República,  con  prescindencia  del  par- 
tido que  tenia  mayor  representación  numérica  en  el  Congreso  i  de 
los  liberales  caracterizados  de  las  provincias;  i  sin  delegados  depar" 
tamentales,  para  dar  por  este  medio  a  los  círculos  santiaguinos  la 
solución  del  problema  electoral,  con  manifiesto  olvido  de  los  prin- 
cipios sustentados  por  el  partido  i  del  respeto  debido  a  la  opinión 
jeneral  del  pais. 

La  ruptura  de  los  partidos  liberales  S3  hizo  pública,  i  tuvo  mani- 
festaciones odiosas  en  la  Cámara  de  Diputados,  reproduciéndose 
por  esta  causa  la  crisis  de  Enero  anterior. 

Jamas  el  desborde  de  la  palabra  i  de  la  prensa  tuvo  caracteres 
mas  violentos  i  oprobiosos.  Se  quiso  concluir  con  el  respeto  debido 
a  las  autoridades  i  levantara  la  mayoría  parlamentaria  como  la  sola 
soberana,  como  la  única  digna  de  la  adhesión  de  los  chilenos. 

Al  abrirse  el  Congreso  el  I."  de  Junio  último,  don  Enrique  S. 
Sanfuentes,  haciendo  acto  de  caballero  i  de  patriota,  asumió  el 
Ministerio  del  Interior  i  declaró  en  el  Congreso  i  fuera  de  él,  que 
su  pretendida  candidatura  a  la  presidencia  quedaba  eliminada  irre- 
vocaolemente.  Llamó  a  todos  al  acuerdo  jeneroso  i  honrado,  ya 
que  se  daba  como  única  causa  del  desacuerdo  del  partido  liberal, 
la  supuesta  candidatura  oficial. 

Pero  nada  oyeron  los  que  no  querian  oir. 

El  Ministerio  del  señor  Sanfuentes  fué  violentamente  censurado, 
antes  de  ser  oido  en  ambas  Cámaras.  No  hubo  el  respeto,  ni  la  li- 
bertad de  defensa,  ni  siquiera  la  cortesía  que  la  Cámara  de  Dipu- 
tados dispensó  siempre  a  los  representantes  del  Ejecutivo.  Fué 
necesario  abandonar  el  recinto  del  Congreso,  con  la  tristeza  que 
producen  los  errores  que  menoscaban  el  prestijio  moral  i  la  auto- 
ridad de  los  poderes  constituidos. 

La  coalición  parlamentaria  suspendió  en  Julio  el  cobro  de  las 
contribuciones,  haciendo  de  esta  lei  de  vida  nacional  una  arma 
ofensiva  que  fué  esgrimida  en  forma  que  no  lo  ha  sido  jamas  por 
ningún  Congreso  del  mundo. 

Terminado  el  conflicto  por  la  renuncia  del  Ministerio  Sanfuen- 
tes i  la  organización  del  presidido  por  el  señor  Prats,  levantó  éste 
sobre  los  combatientes  la  bandera  de  la  neutralidad  política  que  a 
todos  favorecía  igualmente. 

La. política  de  neutralidad  fué  observada  fielmente. 

Los  partidos  se  organizaban  i  emprendían  los  trabajos  que  pudic- 
an  alentíír  los  propios  adeptos.  Pero  la  política  de  neutralidad  en- 
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'olvia  un  serio  peligro  para  una  parte  considerable  de  la  coalición 
larlamentaria.  No  tenia  ésta  adhesiones  apreciables  sino  en  seña- 
adas  poblaciones,  carecía  de  pueblo  que  la  sustentara  i  por  mas 
lunierosa  que  fuese  en  el  Congreso,  no  tenia  posibilidad  de  soste- 
ler  la  situación  que  anhelaba  bajo  el  imperio  de  la  neutralidad 
iroclamada. 

Por  esto  la  mayoría  del  Congreso  entorpeció  la  aprobación  de 
a  lei  que  fija  las  fuerzas  de  mar  i  tierra;  i  por  esto  se  manifestó  en 
os  círculos,  i  aun  a  miembros  del  Gobierno,  que  solo  se  darían  los 
presupuestos  mensualmente,  i  que  la  desconfianza  se  mantendria 
in  todo  su  vigor  mientras  no  tuviera  influencias  mas  positivas  en 
a  dirección  del  gobierno. 

El  Ministerio  del  señor  Prats  no  luchó,  ni  quiso  luchar,  i  sacu- 
iido  al  fin  por  los  recelos  de  la  mayoría  parlamentaria,  a  la  cual 
lo  podia  satisfacer  sino  rompiendo  la  neutralidad  en  daño  del  par- 
,Ído  liberal  que  en  todas  las  horas  difíciles  venia  sosteniendo  al 
Gobierno,  dimitió. 

Por  sujestion  patriótica  de  este  Ministerio  i  por  el  propio  i  mu' 
vivo  deseo  de  hacer  el  último  esfuerzo  por  la  pacificación  del  Con- 
greso i  la  unión  de  todos  los  liberales,  propuse,  por  medio  de  los 
respetables  caballeros  señores  don  Enrique  S.  Sanfuentes,  don 
A.níbal  Zañartu  i  don  José  Tocornal,  1a  Convención  ünica  para  de- 
signar candidato  a  la  presidencia  de  la  Repiiblica. 

Manifesté  que  las  bases  de  la  Convención  debian  ser  discutidas 
i  acordadas  por  los  partidos;  pero  yo  me  permitía  espresar  a  todos 
el  deseo  de  que  la  Convención  no  tuviera  programa  para  que  pu- 
dieran concurrir  a  ella  los  conservadores,  ya  que  estaban  unidos 
por  íntima  amistad  i  consorcio  con  los  nacionales,  los  radicales  i 
liberales  sueltos;  i  solicité,  por  fin,  que  el  número  de  votos  necesa- 
rios para  proclamar  candidato  fuese  de  dos  tercios,  de  tres  cuartos, 
o  de  cuatro  quintos,  o  de  cuantos  se  quisiera,  siempre  que  por  el 
número  requerido  de  votos  se  comprobase  la  imposibilidad  en  que 
el  Presidente  de  la  República  quedaría  para  influir  en  la  designa- 
ción del  candidato. 

No  podia  hacer  mas. 

Si  la  causa  ostensible  del  desacuerdo  político  era  la  suposición 
gratuita  de  que  yo  sostenía  i  amparaba  un  candidato  oficial,  esa 
causa  desapareció  en  forma  absoluta,  desde  el  momento  en  que 
ofrecí  a  la  coalición,  con  previo  asentimiento  del  partido  liberal 
que  me  venía  prestando  concurso,  que  tijar.i  ella  la  cuota  de  votos 
que  se  necesitara  para  designar  candidato  aceptando  de  antemano 
el  numero  que  se  juzgase  necesario  para  destruir  toda  influencia 
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oficial,  i  que  me  asegurase,  por  esto  mismo,  la  quietud  del  gobier- 
no por  el  tiempo  que  aun  quedaba  a  mi  mandato  constitucional. 
No  concibo  qué  otro  medio  mas  eñcaz  ni  qué  prueba  mas  conclu- 
yente  podia  yo  haber  dado  de  mi  respeto  a  la  opinión  de  todos,  i 
de  mi  voluntad  de  aceptar  la  resolución  de  los  partidos,  i  de  con- 
cluir mi  gobierno  en  paz. 

Pero  la  Convención  única  aconsejada  por  el  Ministerio  del  señor 
Prats,  aceptada  i  sostenida  por  mí  en  forma  tan  satisfactoria  para 
la  coalición,  fué  acojida  por  un  instante  i  rechazada  al  dia  si- 
guiente. % 

¿Sobrevino  acaso  la  vacilación  entre  los  numerosos  aspirantes  a 
la  Presidencia  en  las  filas  de  la  coalición,  o  comprendieron  la  anar- 
quía a  que  podian  ser  arrastrados  por  las  ambiciones  de  sus  propios 
caudillos?  ¿O  la  Convención  tínica  i  la  designación  del  candidato 
con  prescindencia  oficial  eran  cuestiones  subalternas,  porque  la 
principal,  si  no  la  sola  i  única  cuestión,  era  adueñarse  de  las  in- 
fluencias oficiales  que  tanto  se  impugnaban? 

Los  hechos  hablan  con  poderosa  evidencia. 

Se  rechazó  la  convención  única  i  se  pidió  la  organización  minis- 
terial. 

Si  se  hubiera  aceptado  la  Convención  única,  habria  organizado 
en  seguida  i  libre  ya  de  sujestiones  odiosas,  un  Ministerio  de  todos 
los  partidos,  que  desde  el  Gobierno  diera  a  todos  ellos  garantías 
de  mi  imparcialidad  i  prescindencia  electoral.  Pero  no  se  quería  la 
solución  tranquila  i  respetuosa  entre  los  poderes  públicos,  ni  la 
prescindencia  electoral  del  Gobierno,  sino  el  dominio  incondicio- 
nal i  absoluto  del  Congreso. 

Accedí,  sin  embargo,  a  los  deseos  de  la  coalición  i  firmé  una 
combinación  ministerial  en  la  cual  figuraban  don  Zorobabel  Ro- 
dríguez por  los  conservadores;  don  Manuel  Amunátegui,  especial- 
mente relacionado  con  sueltos  i  radicales;  don  Darío  Zañartu,  tan 
íntimo  amigo  de  los  nacionales,  como  de  los  liberales  adheridos  a 
éstos;  i  los  señores  Claudio  Vicuña,  Lauro  Barros  i  Fernando  Laz- 
cano,  persona  de  la  mas  perfecta  honorabilidad,  i  cuyos  antece- 
dentes i  rectitud  de  espíritu  eran  prenda  de  paz  para  amigos  i  ad- 
versarios. 

Esta  combinación  fué  rechazada  por  los  partidos  de  la  coalición, 
como  habia  sido  antes  rechazada  la  Convención  única. 

La  situación  quedó  definida. 

Se  quería  que  abdicase  o  que  me  sometiese  a  la  coalición  parla- 
mentaria. 

I  para  llegar  mas   rápidamente  a  estos  resultados  estremos,   se 
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había  acordado  por  la  Comisión  respectiva  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados i  por  la  coalición  el  desafuero  del  Consejero  de  Estado, 
señor  don  Gabriel  Vidal.  También  se  acordó  reformar  el  regla- 
mento de  la  Cámara  de  Diputados,  con  el  objeto  de  que  solo  hu- 
biera plazos  fatales  para  votar  los  gastos  fijos  del  presupuesto,  de- 
jando los  variables  al  éxito  incierto  de  discusiones  indefinidas.  Se 
resolvió,  por  fin,  acusar  al  Ministerio  de  Mayo,  no  obstante  haber- 
se desechado  en  Agosto  la  proposición  de  acusación.  No  se  queria 
Convención  única,  ni  Ministerio  de  acuerdo  i  de  respeto  entre  los 
poderes  Ejecutivo  i  Lejislativo:  se  queria  hacer  imposible  el  go- 
bierno i  arrojarme  del  puesto  para  que  me  elijieron  mis  conciuda- 
danos, por  los  mismo  que  se  decian  elejidos  Senadores  i  Diputa- 
dos por  mi  intervención  oficial  en  1888,  i  a  muchos  de  los  cuales 
habia  cubierto  de  honores  i  de  beneficios. 

Por  honor,  por  deber,  por  convicción  íntima  de  lo  que  es  i  debe 
ser  el  Gobierno  de  Chile,  i  porque  se  me  provocó  a  un  duelo  irre- 
vocable, clausuré  el  Congreso  i  arrostré  toda  entera  la  responsabi- 
lidad de  los  acontecimientos. 

Era  de  esperar  que  la  coalición  se  hubiera  dado  un  instante 
de  reposo  para  dar  cabida  a  inspiraciones  mas  equitativas,  a  la  re- 
flexión i  al  tacto  con  que  deben  proceder  los  políticos  que  tienen 
ambiciones  lejítimas  i  razonadas.  Pero  la  coalición  se  lanzó  a  la 
Comisión  Conservadora. 

En  ella  se  acordó  quebrantar  la  Constitución  i  la  lei,  dando  par- 
ticipación en  sus  debates  a  personas  estrañas  a  ella.  Se  nombraron 
comisiones  de  intervención  electoral  para  que  recorrieran  campos 
i  departamentos,  i  estas  comisiones  fueron  formadas  por  los  mis- 
mos interesados  en  la  contienda  electoral  i  por  personas  sin  dere- 
cho para  figurar  en  la  Comisión  Conservadora.  Se  resolvió  funcio- 
nar sin  quorum  legal.  Se  han  dictado  resoluciones  arbitrarias  i 
opuestas  a  las  doctrinas  sustentadas  oficial  i  públicamente  por  los 
niismos  miembros  de  la  Comisión.  Se  han  empleado  todas  las  ar- 
mas de  combate,  i  se  ha  hecho  del  palacio  del  Congreso  un  recinto 
de  los  mas  deplorables  estravíos  políticos. 

Esta  decadencia  política  ha  autorizado  alianzas  personales  i  de 
intereses  en  las  cuales  han'  zozobrado  las  ideas  i  la  filiación  mis- 
ma de  los  partidos. 

Las  exijencias  del  momento  arrastraron  a  los  liberales  a  la  dimi- 
nuta fracción  conservadora  del  Congreso,  i  delante  de  ella  plega- 
ron banderas  i  fueron  a  sostener,  aliado  de  los  caudillos  conser- 
vadores, ¡deas  enteramente  contrarias  a  las  que  como  liberales 
habían  sostenido  en  materia  electoral,  i  sobre  todo  en  orden  al 
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!n  municipal.  Los  mismos  que  habian  combatido  a  los  cau- 
i  las  ideas  conservadoras,  se  presentaron  unidos  al  partido 
rvador  i  sosteniendo  calorosamente  todo  lo  conlrario  de  lo 
amo  liberales  habian  sostenido  pocos  meses  antes  en  elGo- 
)  i  en  el  Congreso. 

!e¡  electoral  que  liberales  de  oposición  i  conservadores  pre- 
)n  en  otoño  último,  fué  aprobada  en  términos  abiertamente 
stitucionales. 

chos  Senadores  suplentes  cuyo  mandato  espiraba  en  este  año, 
prorogaron  por  tres  años  mas,  por  obra  propia  i  a  favor  de 
icultades  políticas  producidas  en  aquellos  momentos.  Se  re- 
I  acumular  depaitamentos  para  la  elección  de  Diputados, 
1  la  inteligencia  constante  dada  al  precepto  fundamenial  por 
ilíticos  de  Chile  durante  cincuenta  i  siete  años.  Se  acumula- 
rovincias  para  la  elección  de  Senadores,  resolviendo  el  Con- 
de 1890  todo  lo  contrario  de  lo  que  por  votación  espresa 
ñó  sobre  la  materia  el  Congreso  que  hizo  la  reforma  consti- 
lal. 

la  práctica  la  leí  ha  probado  la  absoluta  falta  de  estudio  i  de 
iencia  de  sus  autores.  Es  un  cúmulo  de  errores  i  de  imprevi- 
s  que  hube  de  aceptar  para  no  su;.citar  dificultades  a  la  polí- 
e  neutralidad  proclamada  por  el  Ministerio  del  señor  Prats. 
lo  que  se  refiere  al  proyecto  de  lei  de  Municipalidades,  pue- 
rmarse  que,  en  el  orden  constitucional  de  un  país  i  i-ontem- 
su  condición  social,  política  i  económica,  no  se  ha  elaborado 
i  un  proyecto  con  disposiciones  mas  estrañas  ni  que  pruebe 
ívidentemente  la  falta  de  ciencia,  de  observación  práctica,  de 
to  a  la  Carta  que  rije  los  dcsiinos  de  la  nación,  a  la  justicia 
imica  i  a  la  conveniencia  nacional,  l'ué  aquél  un  proyecto  de 
;  circunstancias,  sobre  el  cual,  por  intereses  políticos  del  mo- 
0,  llegó  a  acordarse  casi  por  todos  una  lei  contraria  a  la  con- 
jn  de  todos. 

carecen  los  liberales  de  la  ciencia  i  de  la  esperiencia  necesa- 
i^ra  formar  claro  concepto  de  aquella  obra  singular;  pero  la 
■idad  de  mantenerse  unidos  a  los  conservadores  para  impug- 
I  partido  liberal  i  someter  al  Presidente  de  la  República,  les 
echo  olvidar  sus  convicciones  i  su  pasado,  i  ponerse  incondi- 
Imente  al  servicio  de  la  diminuta  fracción  del  partido  conser- 
:  en  el  Congreso. 

necesario  reconocer  que  en  todas  estas  evoluciones  el  verda- 
interes  público  ha  caído  a  los  pies  de  ios  que  sostienen  el 
>minio  de  la  coalición  parlamentaria. Así   sucedió  también  en 
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Agosto  cuando  la  co:\li:io:i  prat^niia  qu2   el  Estado  pardiera  los 
seis  u  ocho  millones  de  pesos  qae  importaban  las   contribuciones 
no  pagadas  durante  los  cuarenta  i  cuatro  dias  que  la  misma  coali- 
ción suspendió  arbitrariamente  su  cobro. 

Así  zozobraban  las  buenas  ideas,  las  sanas  doctrinas,  la  pruden- 
cia, la  moderación  i  el  patriotismo  con  que  siempre  deben  ser 
contemplados  los  grandes  problemas  sociales  o  políticos  del  Es- 
tado. 

Se  ha  dejado  entre  tanto  perecer  en  los  archivos  del  Congreso 
los  proyectos  de  lei  que  presenté  para  mejorar  los  sueldos  del 
Ejército  i  Armada,  del  poder  judicial,  de  los  empleados  de  adua- 
nas i  las  tesorerías  fiscales,  i  de  la  instrucción  pública.  Tampoco  se 
han  aprobado  las  leyes  sobre  caja  de  ahorros  para  los  empleados 
públicos,  de  provisiones  de  agua  potable,  de  construcciones  de  de- 
sagües para  las  grandes  poblaciones,  de  ferrocarriles  para  Putaen- 
do,  Nacimiento,  Cerrillos  de  Ovalle,  i  tantas  otras  dirijidas  al  pro- 
greso i  al  bienestar  público. 

Toda  la  política  de  la  coalición  ha  estado  dirijida  en  la  última 
época  a  demoler  las  instituciones  i  a  apoderarse  del  Gobierno  de 
la  Nación. 

Solo  así  se  esplica  la  alarma  esparcida  para  ajitar  los  espíritus 
porque  la  mayoría  del  Congreso  no  ha  cumplido  con  el  deber  de 
aprobar  las  leyes  de  presupuestos  i  que  fijan  las  fuerzas  de  mar  i 
tierra. 

Es  de  todos  conocido  el  hecho  de  que  todos  los  Presidentes  de 
Chile,  menos  uno,  han  gobernado  por  algún  tiempo  sin  lei  que  fije 
las  fuerzas  de  mar  i  tierra. 

Lo  mismo  ha  sucedido  con  la  lei  de  presupuestos. 

Hubo  algún  tiempo  durante  la  administración  Prieto,  en  la  cual 
no  hubo  lei  de  presupuestos. 

En  los  años  de  1848,  de  1850  i  1851,  de  la  adnflnistracion  Búl- 
nes,  las  leyes  de  presupuestos  fueron  promulgadas  después  del  i.^ 
de  Enero. 

En  la  administración  Pérez  la  lei  de  presupuestos  de  1864  se 
promulgó  el  19  de  Enero,  la  de  1867  el  8,  la  de  1869  el  2,  la  de 
1870  el  16,  la  de  1871  el  dia  10  del  mismo  mes.  Así  es  que  en 
cinco  años  de  la  administración  Pérez  se  gobernó  por  algún  tiempo 
sin  lei  de  presupuestos. 

En  la  administración  Errázuriz  la  lei  de  presupuestos  de  1872  se 
promulgó  el  1 1  de  Enero,  la  de  1873  el  4  i  la  de  1876  el  3.  De  ma- 
nera que  el  señor  Errázuriz  se  encontró  también  por  algún  tiempo 
en  situación  idéntica  a  la  del  señor  Pérez. 
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Durante  todos  los  años  de  la  administración  Pinto,  la  lei  de  pre- 
supuestos se  dictó  con  posterioridad  al  dia  i.°  de  Enero.  En  1877 
se  promulgó  el  37  de  Enero,  en  1878  el  ai,  en  1879  el  31,  en  1880 
el  6  i  en  1881  el  ss  del  mismo  mes. 

En  1883  la  lei  de  presupuestos  se  promulgó  el  13  de  Enero,  en 
1883  el  33,  en  1884  el  19,  en  1885  el  33  i  en  1886  el  9  de  Febrero,  o 
sean  40  dias  después  del  i.**  de  Enero.  El  señor  Santa  María  go- 
bernó hasta  por  mas  de  un  mes  sin  lei  de  presupuestos. 

Por  último,  el  14  de  Febrero  de  1887  promulgué  la  lei  de  pre- 
supuestos, siendo  Ministro  de  Hacienda  don  Agustín  Edwards.  De 
modo  que  yo  he  gobernado  a  Chile  durante  cuarenta  i  cinco  dias 
sin  lei  de  presupuestos. 

Nunca  por  estos  hechos  fuimos  calificados  de  tiranos  o  de  dicta- 
dores los  Presidentes  de  Chile. 

Pero  veamos  cuál  es  la  dictadura  que  se  me  enrostra  i  cuál  es 
toda  la  cuestión  de  gobierno  que  me  ha  creado  el  Congreso,  omi- 
tiendo el  cumplimiento  de  sus  deberes  constitucionales. 

Toda  la  cuestión  es  ésta: 

I.**  Se  paga  o  no  sus  sueldos  al  ejército  i  a  la  armada  i  el  servi- 
cio DE  LA  DEUDA  PÚBLICA  I  LAS  CONSTRUCCIONES  NAVALES. 

3.**  Se  paga  o  no  sus  servicios  a  los  treinta  mil  EMPLEADOS  PÚBLICOS 
I  A  LOS  cuarenta  MIL  OBREROS  OCUPADOS  EN  LAS  CONSTRUCCIONES  DE  FE- 
RROCARRILES, CAMINOS,  PUENTES,  ESCUELAS,  LICEOS,  CÍRCELES,  TEMPLOS, 
PUERTOS  I  TANTAS  OTRAS  QUE  HACEN  EL  ENGRANDECIMIENTO  DE  CHILE. 

Para  pagar  el  Ejército  i  la  Armada,  aunque  la  lei  tenga  duración 
de  un  año,  la  Constitución  ha  dicho  que  se  decretan  por  el  tiempo 
de  dieziocho  meses,  i  éstos  vencen  a  tines  de  Junio  próximo. 

En  cuanto  al  pago  de  los  empleados  públicos  i  a  los  obreros 
ocupados  en  las  construcciones  fiscales,  no  los  dejaremos  sin  pan. 
No  arrojaremos  de  sus  honradas  tareas  a  millares  de  hombres  i  de 
familias  que  viven  prestando  sus  servicios  al  Estado. 

Debiendo,  en  cumplimiento  estricto  de  mandatos  imperativos 
de  la  Constitución,  administrar  el  Estado  i  guardar  el  arden  inferior  i 
esteríor  de  Chile,  no  entregaremos  el  Ejército  i  la  Armada  a  la  mise- 
ria, ni  a  los  servidores  de  Chile  a  la  desesperación.  Son  ellos  la 
garantía  del  orden,  de  la  paz  pública  i  de  la  vida  social. 

Puede  haber  irregularidad  en  la  administración  pública,  por  ha- 
ber frustrado  la  mayoría  del  Congreso  la  aprobación  de  las  leyes 
constitucionales  que  mas  interesan  al  mantenimiento  de  las  insti- 
tuciones; pero  la  mayoría  del  Congreso  no  tiene  el  poder  de  derri- 
bar la  Constitución,  ni  de  aniquilar  el  Poder  Ejecutivo,  como  no 
tiene  el  derecho  de  exitar  a  la  anarquía  i  proclamar  la  revolución. 
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Nace  este  conflicto  de  poderes,  no  solo  de  las  exorbitantes  pre- 
nsiones políticas  de  la  mayoría  dul  Congreso,  sino  de  un  profun- 
I  error  de  concepto  I  de  criterio. 

«El  Gobírrno  dk  Chile  es  Popular  repriísextativo.  La  sobi:RA!4ía 
5IDE  ESENciALMnsTi:  n\  la  nación  Q.UE  delega  su  cjERCício  EN  las  au- 

HIDADES  QLT,  rSrABLl'CE  ESTA  CoNSTrructON.» 

No  obstante  el  sentido  claro  e  incontrovertible  de  este  precepto 
la  Constitución  Política,  se  sostiene  por  la  coalición  que  el 
ybUrno  de  Chile  es  parljnicUjrio,  que  el  Congreso  es  el  único  so- 
rano,  EL  SOLO  a  ijuien  corresponJe  fijar  anualnwnle  las  fuerzas  de  mar 
erra   ¡  los  presupiicslos  Je  gastos  píiblicos. 

No  es  efectivo  que  solo  al  Congreso  corresponde  Jijar  las  fuer- 
i  i  ¡os  gaslos  públicos,  como  se  ha  establecido  perentoriamente 
r  la  Comisión  Conservadora.  Las  leyes  de  presupuestos  i  las 
e  fijan  las  fuerzas,  no  son  de  alribudon  escliisiva  del  Congreso.  Son, 
r  el  contrario,  leyes  en  cuya  formación  concurre  igualmente  el 
der  Ejecutivo.  Se  necesita  del  concurso  del  Ejecutivo  i  del  Con- 
íso;  i  como  los  deberes  que  la  Constitución  impone  a  ambos 
deres  son  iguales,  no  puede  el  Congreso,  en  nombre  de  uu  réji- 
m  parlamentario  que  no  autoriza  la  Carta,  frustrar  la  aprobación 
leyes  fundamentales  para  la  conservación  del  estado  i  de  la 
z  pública. 

Lo  he  dicho  ya:  la  crítica  parlamentaria  razonada  i  patriótica  o 
acusación  al  Presidente  i  los  Ministros,  en  la  forma  que  autoriza 
Constitución,  es  el  solo  medio  do  ejercer  el  Congreso  su  acción 
;alÍzadora.  La  negativa  de  las  leyes  de  donde  el  Estado  deriva 
existencia,  es  sencillamente  la  dictadura  del  Congreso  sobre  el 
der  Ejecutivo  o  la  revolución. 

SI  rcjimen  parlamentario  que  sostiene  la  coalición,  es  incompa- 
le  con  el  gobierno  republicano.  El  réjimen  parlamentario  es  la 
nsaccion  del  gobierno  monárquico  con  las  ideas  republicanas. 
}üb¡ica  i  gobierno  pariimcnlario  son  ideas  que  se  escluren  dentro  de  la 
icia  i  de  la  cspericndei  del  derecho  público  moderno. 
il  gobierno  parlamentario  supone  un  monarca  irresponsable, 
ilicio  i  hereditario.  El  jefe  del  Poder  Ejecutivo  en  el  gobierno 
lamentarlo  es  práctica  i  efectivamente  el  .Ministro  que  tiene  la 
yoría  parlamentaria  i  que  gobierna  a  su  nombre.  I  cuando  el 
narca  se  encuentra  en  desacuerdo  con  el  Parlamento,  tiene  el 
echo  de  disolverlo,  apelar  a  las  urnas  i  gobernar  en  seguida 
1  la  mayoría  del  pueblo  que  representa  la  soberanía. 
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El  gobierno  de  la  República  se  hace  por  un  Jefe  i  Ministros  res- 
ponsables, con  mandato  temporal,  i  elejido  el  Presidente,  lo  mis- 
mo que  el  Congreso,  por  el  pueblo.  El  jefe  del  Poder  Ejecutivo, 
prácticamente  i  por  la  Constitución,  es  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica. 

No  puede  suponerse  en  el  Gobierno  de  la  República,  ni  pudie- 
ron suponerlo  los  lejisladores  de  1833,  que  a  mas  del  derecho  de 
crítica  i  de  acusación  al  Presidente  i  los  Ministros,  hubiera  el  de 
frustrar  la  aprobación  de  las  leyes  que  constituyen  la  vida  pública, 
como  un  derecho  que  se  derivara  de  una  Constitución  que  tuvo 
por  fin  capital  eslirpar  las  revoluciones  i  poner  diques  a  la  licencia. 

Si  fuera  cierto  que  el  propósito  de  los  constituyentes  de  1833 
hubiera  sido  el  de  reconocer  al  Congreso  la  facultad  de  dictar  o 
no,  según  fuere  su  criterio  político,  las  leyes  que  aseguran  la  exis- 
tencia misma  de  la  República,  lo  habrían  así  establecido. 

No  lo  hicieron  porque  no  fué  este  su  espíritu.  Por  lo  mismo  que 
consagraron  el  réjimen  representativo ^  con  poderes  independientes  i 
responsables,  no  otorgaron  al  Congreso  la  facultad  de  frustrar  la  apro- 
bación de  las  leyes  constitucionales,  como  no  otorgaron  al  Presidente 
de  la  República  la  facultad  de  disolver  el  Congreso  i  apelar  al  pueblo, 
si  sobrevenían  desacuerdos  que  ellos  no  previeron,  ni  autorizaron 
en  su  obra  de  reorganización  i  robustecimiento  del  principio  de  au- 
toridad en  Chile. 

Es  verdad  que  el  espíritu  de  imitación  del  réjimen  parlamenta- 
rio monárquico  europeo,  ha  inducido  a  muchos  a  creer,  durante 
algún  tiempo,  que  convenia  en  la  práctica  el  réjimen  parlamenta- 
rio. Por  esto  he  procurado  durante  mas  de  tres  años,  sin  omitir 
esfuerzos,  la  armonía  con  el  Congreso,  la  unificación  del  partido 
liberal  i  el  constante  concierto  entre  los  poderes  públicos. 

Esfuerzo  estéril.  El  aliento  dado  al  pretendido  réjimen  parla- 
mentario ha  roto  al  fin  la  armonía  con  el  Poder  Ejecutivo,  i  cre- 
yéndose el  Congreso  el  solo  soberano  i  el  primero  de  todos  los 
poderes,  ha  olvidado  los  respetos  debidos  al  Jefe  del  Estado,  ha 
pretendido  sojuzgarlo  i  se  ha  creído,  aplicando  las  reglas  estremas 
de  los  gobiernos  parlamentarios  monárquicos,  con  derecho  para 
no  aprobar  las  leyes  mas  esenciales  violando  el  réjimen  represen- 
tativo consagrado  por  la  Constitución  vijente,  i  desconociendo  los 
fueros  i  las  prerrogativas  del  Jefe  de  la  Nación. 

Si  el  Congreso  lograra  dominar  al  Poder  Ejecutivo  i  hacer  las  le- 

res  i  ejecutarlas,  habríamos  penetrado  resueltamente  en  el  camino 

^e  la  tiranía  i  de  la  dictadura.  No  teniendo  el  Presidente  la  atribu^ 

ion  estraordinaria,  en  caso  de  desacuerdo  o  de  omisión  de  las  Cá« 
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maras  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  de  disolverlas  i  apelar 

ai  «.lotiio,  sancionaríamos,  aceptando  el  predominio  parlamentario, 

'anía  incondicional  i  absoluta  del  Congreso,  i,  durante  el 

de  su  mandato,  por  lo  mismo  que  no  podría  ser  disuelto, 

greso  sobre  el  pueblo. 

IV 

enta  dias  mas  el  pueblo  chileno  habrá  elejido  sus  repre 
s  i  habnS  proniinciado  su  veredicto  justiciero  i  linal. 
ucrido  Un  clrciinsljnchis.  que  el  adtuil  Congreso  no  pueda  fun- 
r  derecho  propio,   i  qne  en   breve  el  pueblo  se  pronuncie 
conflicto  producido, 

i  lo  ^(ue  sucede  en  los  países  con  gobierno  parlamentario. 
anviene  dejar  constancia  que  el  conflicto  que  se  me  ha 

0  tiene  por  fundamento  ninguna  deesas  causas  intensas  i 
is,  que  comprometen  el  presttjio  de  las  relaciones  esterio- 
e  afecten  a  cuestiones  de  carjcter  verdaderamente  nacio- 
jular. 

adas  en  condiciones  altamente  satisfactorias  las  numerosas 
imas  reclamaciones  internacionales  derivadas  de  la  últi- 
'a,  cancelados  los  certificados  representativos  de  los  esta- 
ntes salitreros  que  teníamos  en  nuestro  poder,  terminadas 
nes  de  los  acreeiiores  con  títulos  contra  el  Perú  por  mas 

1  i  dos  millones  de  libras  esterlinas,  i  defendida  en  toda 
ncia,  con  moderación  i  enerjía,  la  integridad  de  nuestra 
ie  nuestro  derecho,  nada  podría  invocarse  en  nuestras  re- 
internacíoiiales  que  no  contribuyera  a  robustecer  í  acre- 
prestijio  de  Chile. 

ito  económico  de  la  República  ha  alcanzado  en  el  estran- 
vel  de  las  primeras  naciones.  Se  lian  ejecutado  todas  las 
1  las  rentas  ordinarias,  porque  el  sobrante  en  arcas  es  to- 
erior  al  producido  del  empréstito  para  la  construcción  de 
arriles.  Se  han  suprimido  diversas  contribuciones,  i  dismi- 

que  afectan  a  los  consumos.  Se  ha  estinguido  casi  la  deu- 
r  amortizable.  Se  han  hecho  construcciones  hijiénicas, 
icion  i  reproductivas,  en  toda  la  República  i  en   todos  los 

la  administración.    Se  ha   aumentado   en    proporciones 
bles  el  armamento  del  Ejército  i  de  la  Armada. 
)erseguido  a  ninguno  de  mis  conciudadanos. 
ios  han  estado  sellados  i  no  se  han  desplegado  contra  mis 
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He  sido  objeto  de  iaventivas  i  violencias  de  todo  jénero,  i  se  me 
llama  tirano  i  dictador  por  la  prensa  que  ha  cruzado  los  líiaitcs  de 
la  libertad  i  llegado  en  su  licencia  a  estremos  a  que  no  se  llegó  ja^ 
mas  en  ningún  pais  de  la  tierra. 

Promulgué  sin  observación  las  leyes  de  elecciones  aprobadas 
por  la  coalición  parlamentaria,  preparadas  i  dirijidas  a  destruir 
todas  las  influencias  del  Poder  Ejecutivo  i  a  favorecer  los  intereses 
de  sus  autores. 

He  aceptado  todas  las  soluciones  razonables  i  que  nos  conduje- 
ran al  concierto  patriótico  i  a  resolver  por  la  voluntad  del  pueblo 
los  graves  problemas  que  nos  dividian. 

De  estos  hechos  dan  testimonio  mis  actos,  i  pueden  darlo  tam- 
bién los  numerosos  Ministros  de  Estado  que  se  ajitan  en  la  coali- 
ción i  que  compartieron  conmigo  las  honradas  tareas  del  gobierno 
de  la  República. 

Todas  las  industrias  prosperan,  hai  bienestar  jeneral,  i  los  obre- 
ros, en  cuyos  brazos  he  encontrado  mis  mas  fútiles  cooperadores 
para  las  importantes  i  numerosas  obras  en  actividad,  tienen  traba- 
jo constante  i  bien  remunerado. 

Por  esto  es  que  el  pueblo  no  se  ha  r^.ociado  ni  se  asociará  a  una 
obra  que  no  es  su  obra,  de  meros  int:'r3ses  de  círculo  i  de  pre- 
dominio del  Congreso  sobre  el  Poder  Ejecutivo.  Por  esto  es  que 
las  provincias  i  departamentos  están  tranquilos,  i  que  son  pocas  las 
localidades  en  donde  penetra  el  espíritu  absorbente  i  avasallador 
de  los  círculos  parlamentarios  con  asiento  en  la  capital. 

No  se  trata,  pues,  de  un  conflicto  nacional,  ni  de  una  lucha  del 
Poder  Ejecutivo  con  el  pueblo,  sino  del  Congreso,  o  sea  de  la  coa- 
lición parlamentaria  de  la  capital  en  contradicción  con  el  Poder 
Ejecutivo. 


Estos  antecedentes  nos  conducen  a  esta  conclusión  inevitable: 
¿Nos  gobernamos  por  el  réjimen  po/'M/íir  represcnlatipo  que  esta- 
blece el  artículo  i.°  de  la  Constitución  Política,  nombro  o  remuevo 
a  mi  voluntad  a  los  Ministros  del  Despacho  a  virtud  de  la  espresa 
autorización  que  me  confiere  el  número  6.**  del  artículo  73  de  la 
Constitución  vijente,  i  conservo  la  libertad  e  independencia  que 
en  la  estructura  constitucional  me  corresponde  como  Jefe  res- 
ponsable del  Poder  Ejecutivo,  i  con  Ministros  igualmente  respon- 
sables, en  la  forma  que  prescriben  los  artículos  74  i  desde  el  83 
hasta  el  9a  de  la  misma  Constitución? 
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namos  por  el  réjimen  parlamentario  que  no  autorí- 
a  Constitución,  incompatible  con  la  República  i  la 
de  los  poderes  públicos,  I  me  someto  a  los  designios 
orno  a  poder  superior  i  soberano,  solo  nombro  Mi- 
nñanza  del  Parlamento,  i  acepto  que  pueda  éste  pa- 
ta de  la  administración  pública  i  frustrar  las  leyes 
s,  i  declino  con  los  Ministros  la  resposabilidad  que 
ibertad  para  el  ejercicio  de  nuestras  funciones  en  el 
iretende  el  Poder  Ejecutivo,  i  subordino  mis  actos 
ius  propósitos? 

is  ideas  que  consagran  el  gobierno  parlamentario  se 
lo  las  ambiciones  de  la  coalición;  i  en  cumplimiento 
i  en  uso  de  mis  prerrogativas  constitucionales  opon- 
cía  indeclinable. 

RESEHTATIVO,  O  GOBIERNO  PARLAMENTARIO. 

ema. 

[oblerno  representativo  que  ordena  la  Constitución, 
or  mi  parte,  i  lo  haré  practicar,  en  obedecimiento 
ue  me  manda  hacer  guardar  a  todos  la  Constitución 

iado  las  causas  que  me  obligaron  a  clausurar  el 
de  Octubre  último.  Esas  causas  se  agravaron  des- 
iducta  precipitada  de  la  Comisión  Conservadora  i 
s  de;;laraciones  que  se  han  hecho  de  que  no  se 
eyes  de  presupuestos  i  que  fijan  las  fuerzas  de  mar  i 
cambiaba  Ministerio,  si  no  se  reconocía  en  la  prác- 
)arlamentarío  i  si  no  se  aceptaba  el  derecho  del 
mponer  su  política  al  Jefe  del  Estado  por  el  dere- 
uye  de  frustrar  las  leyes  constitucionales  i  paralizar 
iociedad  i  la  administración  pública, 
¡ambiado  la  situación,  habiéndose  hecho  mas  seria 
.  la  convocatoria  habria  sido  estéril,  i  en  el  instan- 
cado  el  Congreso  hubiera  pretendido  éste  ejecutar 
nidad  a  sus  ideas  de  gobiern»  -parlamentario,  ha- 
clausurarlo  de  nuevo,  ¡quién  sabe  en  qué  condicio- 
msecuencias! 

iembros  de!  Congreso  i  de  la  Comisión  Conserva- 
la  desobediencia  a  las  autoridades  i  la  revolución, 
lefe  de  Estado  que  debe  preveer  i  precaver  los  su- 
lor  acto  propio,  teatros  i  actorc:,  para  que  se  com- 
iente los  respetos  sociales  i  políticos,  la  seriedad 
jue  constituyen  nuestras  mas  honrosas  tradiciones. 
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La  leí  que  fija  las  fuerzas  de  mar  i  tierra  fué  aprobada  por  el  Se- 
do i  retenida  por  la  Cámara  de  Diputados.  Ni  durante  la  sesión 
diñaría,  ni  en  la  prorrogada  en  Setienubre,  ni  en  el  receso,  ni  en 
sesión  estraordinaria  de  Octubre,  ni  después  de  clausurado  el 
ingreso,  se  ha  despachado  el  informe  de  la  Comisión  mista  de 
esupuestos.  Este  se  ha  concluido  ¡hecho  que  no  se  habia  realiza- 
jamas!  hace  cuatro  dias. 

Esta  actitud  corresponde  al  propósito  deliberado  de  no  aprobar 
leves  constitucionales  sino  cuando  la  coalición  hubiere  triunfa- 
sobre  el  Poder  Ejecutivo. 

Preciso  es  decirlo  a  la  faz  de  la  República  entera:  no  triunfará 
n  mi  concurso. 

No  reconozco  las  pretenciones  del  Congreso,  i  por  eso  no  disuel- 
el  Ejército  i  la  Armada,  porque  eso  seria  concluir  con  el  orden  pú- 
:o  en  el  Inlerior  i  con  Id  seguridad  eslerior  de  la  República;  ni  dejaré 
,  remuneración  a  los  servidores  de  Chile,  porque  eso  seria  con- 
ir  con  la  administración  i  el  gobierno  del  Estado. 
^o  soi  desconocido  de  los  chilenos,  i  se  me  llama,  sin  embargo, 
:tador. 

Para  que  se  me  llamara  dictador  con  justicia,  seria  menester 
que  hubiera  usurpado  el  poder  por  medios lilicitos,  que  hubiera 
llegado  al  mando  supremo  en  brazos  del  motin  o  de  la  revuelta, 
que  me  hubiera  mantenido  en  la  presidencia  por  mas  tiempo  del 
fijado  a  mi  período  constitucional,  que  hubiera  atropellado  en  pro- 
vecho propio  o  de  los  míos  las  leyes  i  el  orden  establecido,  que 
hubiera  aprisionado  ¡legalmente  a  los  ciudadanos  o  que  hubiera  difundi- 
do el  terror. 

Pero  no  puede  ser  dictador  el  mandatario  que  defiende  las  atri- 
buciones i  el  poder  que  el  pueblo  le  confió,  que  observa  i  hace  ob- 
servar la  Constitución,  que  entrega  sus  actos  a  sus  jueces  constitu- 
cionales i  en  la  forma  amplia  que  la  Constitución  lo  autoriza,  que 
se  libra  sereno  i  sin  vacilaciones  al  veredicto  que  el  [pueblo  habrá 
de  pronunciar  en  primero  de  marzo  próximo,  i  que  si  resiste  las 
invasiones  del  Congreso  i  las  exitaciones  a  la  revuelta,  no  hace  mas 
que  cumplir  con  obligaciones  que  emanan  de  la  Carta  i  del  honor 
inseparable  de  los  elejidos  por  Chile  para  dirijirlo  ¡  preservarlo  en 
]as  horas  de  tormenta  i  de  prueba. 

Se  ha  incitado  al  Ejército  i  a  la  Armada  a  la  desobediencia  i  a  la 
revuelta. 

Empeño  vanol 

El  Ejercito  i  la  Armada  tienen  glorias  imperecederas  conquista- 
das en  la  guerra  i  en  la  paz.  Saben  que  soi   su  Jefe  constitucional, 
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ulo  148  de  la  Constitución  son  fuerzas  esencial- 
es, que  no  pueden  deliberar,  i  que  han  sido  i  con 

para  honra  de  Cliilc  i  reposo  de  nuestra  sociedad, 
iiental  sobre  la  caal  descansa  la  paz  pública, 
es  mas  habré  dejado  el  mando  de  la  República, 
jcaso  de  la  vida  política,  ni  en  la  hora  postrera  del 
hombre  de  bien,  las  ambiciones,  ni  las  exaltacio- 

conducir  a  la  dictadura, 
jrender  la  dictadura  para  subir  al  poder,  pero  no 

de  la  política,  ni  en  la  naturaleza  de  las  cosas,  que 

ha  vivido  un  cuarto  de  siglo  en  las  contienda 
la  pública,  emprenda  la  dictadura  para  dejar  el 

lonores  que  esperar,  ni  ambiciones  que  satisfacer, 
cumplir  compromisos  sagrados  para  con  mi  patria: 
rtido  liberal  que  me  elevó  al  mando  i  que  hace  el 

iformidad  a  la  doctrina  liberal,  sin  alianzas  n 

afectación  i  sin  desfallecimientos. 

ilemne. 

iliremos  nuestro  deber. 

•  J.  M.   Balmaceda.» 


MINISTI^KIO   DEL    INTERIOR 

i.intiago,  7  de  Enero  d¿  iS<)i. — Considerando:  que 
le  una  parte  importante  de  la  Escuadra  a  nombre 
;1  Congi'iiio,  ha  destrozüdo  l,i  Constitución,  el  ór- 

paz  publica; 

10  no  se  ha  producido  por  la   voluntad  del  pueblo 

tranquilo,  sino  por  la  insurrección  en  armas  de 
ros  del  Congreso  contra  el  Presidente  de  la  Repú- 
) efe  del  Ejército  i  Marínn,  i  que  por  esta  causa  es- 
1:1  producido  lina  silnacion  anormal  que  requiere  el 
o  el  poder  pjblico  para  asegurar  la  tranquilidad 
nar  la  revuelta  armada, 

lo  i  decreto: 


ha  asume  IcJc  i'/  •.■¡,rcicio  del  poJcr  pi'bUco  necesario 
.ración  í  gobierno  del    Estado  i  el  mantenimiento 
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del  Orden  interior;  i  en  consecuencia,  quedan  suspefididas  por  ahúra 
¡as  kyes  que  embarjccn  el  uso  de  Lis  fciculladcs  que  fuesen  menester  para 
asegurar  el  orden  i  la  tranquilidad  interna  del  Estado  i  su  seguridad  es- 
terior. 

Anótese  i  publíquese  por  bando  i  en'  el  Diario  Oficial. — Balmacb- 
DA. — Por  el  señor  Ministro  del  Interior,  ausente  en  Valparaíso,  con 
su  espresa  autorización  i  como  Ministro  de  Relaciones  Esteriores, 
Domingo  Godoi. — Ismael  P¿rc:{  M. — J.  M.  Valdds  Carrera. — Josi  F. 
Gana. — G.  Mackenna.» 

VII 

«,4  bordo  del  Shvh-o  Encatuda,  Enero  8  de  1891. 


AL      EJÉRCITO 

Oficiales  i  soldados  del  Ejército  de  Chile! 

Al  llamamiento  que  el  Congreso  ha  hecho  a  los  defensores  del 
pais  por  el  órgano  de  sus  delegados  para  que  acuden  a  amparar  la 
Constitución  i  las  leyes  conculcadas  por  el  Gobierno  dictatorial,  la 
noble,  la  gloriosa  Marina  de  Chile  ha  contestado  con  un  movi- 
miento unánime  i  enérjico  i  a  estas  horas  todas  las  naves  de  la  Es- 
cuadra i  el  personal  en  masa  de  jefes,  oficíales  í  marinería  se  hallan 
en  armas  bajo  la  bandera  de  la  Constitución  i  decididos  3  rendir  la 
vida  antes  que  consentir  que  una  tiranía  inmoral  se  afiance  en 
nuestro  suelo. 

Gracias  sean  dadas  en  nombre  de  la  Representación  Nacional  i 
en  nombre  de  la  Patria  ultrajada,  a  la  Marina  Nacional  por  esta  ac- 
titud digna  de  los  mas  grandes  dias  de  la  República  i  de  la  inma- 
culada tradición  marítima  de  Chile. 

Nos  dirijimos  ahora  a  vosotros,  soldados  valientes  i  pundonoro- 
sos del  Ejército  de  Chile,  a  vosotros  que  bajo  las  órdenes  de  Ra- 
quedano,  de  Lagos,  de  Gorostiaga,  de  del  Canto,  de  Arriagada,  de 
Novoa  i  de  tantos  otros  distinguidos  jefes  recorristeis  de  victoria 
en  victoria  el  centro  de  la  América  del  Sur,  atravesando  desiertos 
inclementes  i  escalando  alturas  casi  infranqueables;  a  vosotros  nos 
diiijimos  pidiéndoos  que  sigáis  el  sendero  que  os  marcan  vuestras 
inmortales  tradiciones  i  que  os  apresuréis  a  unir  vuestra  acción  a 
la  de  vuestros  hermanos  de  la  Escuadra,  a  fin  de  que  Chile  vuelva 
cuanto  antes  i  sin  efusión  de  sangre  de  chilenos  a  la  vida  de  la  le* 
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rabajo,  de  honor  i  de  seguridad,  interrumpida  i  per- 
i  acción  de  un  solo  hombre. 

■a,  en  su  agonía,  no  contenta  con  afrentar  al  pais  con 
'  huelguistas  i  asesinos,  no  contenta  con  pisotear  la 
que  es  la  base  i. la  honra  de!  Estado,  pretende  ahora 
monismo  i  rivalidad  entre  vosotros  soldados  chilenos 
e  Tacna  i  de  Chorrillos  i  los  marinos  de  Iquique  i 
no  si  unos  i  otros  no  fueran  hijos  de  la  misma  patria, 
dos  i  marinos  no  hubiesen  peleado  juntos  en  cien 
no  si  en  tierra  no  se  amara  al  pais  i  a  sus  institucio- 
smo  ardor  i  la  misma  abnegación  que  en  el  mar. 
si  Ejército  de  Chile!  No  toleréis  por  mas  tiempo  que 
al  papel  de  servidores  de  un  dictador,  declarado  fue- 
ir  la  opinión  i  por  el  Congreso;  protestad  enérjica- 
el  empeño  de  exijir  de  vosotros  un  servicio  que  hoi 
propio  de  siervos,  i  agrupaos,  cuanto  antes,  en  torno 
ntiguos  capitanes  para  devolverá  Chile  sus  leyes,  su 
i  tranquilidad, 
HA. — R«MON  Barros  Luco. — E.  Valdis  Vergara,  secre- 


Huneeus  recuerda  también  a  propósito  del 
65)  los  dos  casos  en  que,  después  de  la 
n  de  1833,  ha  tenido  subrogación  el  cargo 
ite  de  la  República:  el  primero  por  don  Joa- 
tial  a  don  Joaquín  Prieto,  desde  Febrero  29 
I  II  de  1840,  i  el  segundo  por  don  Ramón 
;aval,  al  Presidente  Búlnes,  desde  11  de  Se- 
1844  hasta  Marzo  5  de  1845,  i  en  unión  de 
adores  Lastarria  i  Carrasco  Albano,  censura 
D  cargo  sea  desempeñado  a  veces  por  Minis- 
ajeros  de  Estado  que  no  han  recibido  ioves- 
ilar  ni   designación    del  pueblo   para    dicho 


al  acuerdo  del  Congreso,  necesario  para  que 
te  de  la  República  pueda  salir  del  territorio 
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itado,  él  sujiere  al  señor  HuDeeus  estas  dos  justas 
orlantes  observaciones; 

-La  palabra  lerrilorio,  está  tomada  en  sentido  natural  ;  i 
I  el  acuerdo  del  Congreso  no  puede  ser  reemplazado  por  la 
ion  Conservadora.» 


seguida,  i  a  propósito  de  la  duración  del  cargo  pre- 
;ial,  el  señor  Huneeus  se  pregunta,  si  un  Presidente 
República  elejido  estraordinariamente  funcionará 
años,  o  solo  durante  el  tiempo  que  faltare  para 
letar  a  su  antecesor  su  período  legal,  i  termina  op- 
por  la  primera  solución. 

elección  de  don  Jorje  Montt  verificada  en  1892, 
ifica  en  el  hecho  la  opinión  del  señor  Huneeus, 
s,  sin  embargo,  la  que  mas  se  ajusta  a  los  precep- 
critos,  i  al  espíritu  de  la  Constitución. 


CAPITULO  XXII 


Cr-lbuoloxies  especiales  del  F*r*esldexiLe 
de   lu  Repiiblioa 

:e  la  Constitución: 

.  73.  Al  Presidente  de  la  Repiiblica  está  confiada  la  adminis- 
I  i  gobierao  del  Estado;  i  su  autoridad    se    estiende  n  todo 

tiene  por  objeto  la  conservación  del  orden  público  en  el 
r,.  i  la  seguridad  esterior  de  la  República,   guardando  i  ha- 

guardar  la  Constitución  i  las  leyes, 

incurrirá  a  la  formación  de  las  leyes  con  arreglo  a  la  Cons- 

n;  sancionarlas  i  promulgarlas. 

Espedir  los  decretos,  reglamentos  e  instrucciones  que  crea 

tieotes  para  la  ejecución  de  las  leyes. 
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lar  por  la  conducta  ministerial  de  los  jueces  i  demás  em- 
del  orden  judicial,  padieiido,  al  efecto,  requerir  al  minis- 
)lico  para  que  reajame  medidas  disciplinarias  del  tribunal 
nte,  o  para  que,  si  hubiere  mérito  bastante,  entable  la 
mdiente  acusación, 
orrogar  las  sesiones  ordinarias  del  Congreso  hasta  cin- 

mvocarlo  a  sesiones  estraordinarias,  con  acuerdo  del  Con- 
Bstado. 

imbrar  i  remover  a  su  voluntad  a  los  Ministros  del  Despa- 
ciales  de  sus  secretarías,  a  los  Consejeros  de  Estado  de  su 
,  a  los  Ministros  diplomáticos,  a  los  Cónsules  i  demás 
isteriores,  a  los  Intendentes  de  provincia  i  a  los  Goberna- 
!  plaza. 

ubramiento  de  los  Ministros  diplomáticos  deberá  some- 
1  aprobación  del  Senado,  i  en  su  receso  al  de  la  Comisión 
adora. 

imbrar  los  majistrados  de  los  tribunales  superiores  de  jus- 
>s  jueces  letrados  de  primera  instancia  a  propuesta  del 
de  Estado,  conforme  a  la  parte  a.*  del  artículo  95. 
esenlar  para  los  Arzobispados,  Obispados,  dignidades  i 
as  de  las  iglesias  catedrales,  a  propuesta  en  terna  del  Con- 
Istado.  La  persona  en  quien  recayere  la  elección  del  Pre- 
gara Arzobispo  u  Obispo,  debe  ademas  obtener  la  aproba- 
Senado, 

oveer  los  demas'empleos  civiles  ijmilitares,  procediendo 
¡rdo  del  Senado,  i  en  el  receso  de  éste,  con  el  de  la  Comi- 
iservadora,  para  conferir  los  empleos  o  grados  de  corone- 
tanes  de  navios,  í  demás  oficiales  superiores  del  ejército  i 
En  el  campo  de  batalla,  podrá  conferir  estos  empleos  mi- 
iperiores  por  si  solo, 

lestituir  a  los  empleados  por  ineptitud  u  otro  motivo  que 
til  o  perjudicial  su  servicio;  pero  con  acuerdo  del  Senado, 
eceso,  con  el  de  la  Comisión  Conservadora,  si  son  jefes 
as  o  empleados  superiores;  i  con  informe  del  respectivo 
on  empleados  subalternos. 

onceder  jubilaciones,  retiros.  Ucencias  i  goce  de  montepío 
glo  a  las  leyes, 

uidar  de  la  recaudación  de  las  rentas  publicas,  i  decretar 
sion  con  arreglo  a  la  lei. 

¡ercer  las  atribuciones  del  patronato  respecto  de  las  iglc- 
eficios  i  personas  eclesiásticas,  con  arreglo  a  las  leyes. 
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14.*  Conceder  el  pase,  o  retener  los  decretos  conciliares,  bulas 
pontificias,  breves  i  rescriptos  con  acuerdo  del  Consejo  de  Esta- 
do; pero  si  contuviesen  disposiciones  jenerales  solo  podrá  conce- 
derse el  pase  o  retenerse  por  medio  de  una  lei. 

15.*  Conceder  indultos  particulares  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado. — Los  Ministros,  Consejeros  de  Estado,  miembros  de  la 
Comisión  Conservadora,  Jenerales  en  jefe,  e  Intendentes  de¡  pro- 
vincia, acusados  por  la  Cámara  de  Diputados,  i  juzgados  por  el 
Senado,  no  pueden  ser  indultados  sino  por  el  Congreso. 

16.*  Disponer  de  la  fuerza  de  mar  i  tierra,  organizaría  i  distri- 
buirla, según  lo  hallare  por  conveniente. 

17.»  Mandar  personalmente  las  fuerzas  de  mar  i  tierra,  con  acuer- 
do del  Senado,  i  en  su  receso  con  el  de  la  Comisión  Conservado- 
ra. En  este  caso,  el  Presidente  de  la  República  podrá  residir  en 
cualquiera  parte  del  territorio  ocupado  por  las  armas  chilenas. 

1 8."  Declarar  la  guerra  con  previa  aprobación  del  Congreso,  i 
conceder  patentes  de  corso  i  letras  de  represalia. 

19.'  Mantener  las  relaciones  políticas  con  las  potencias  estran- 
jeras,  recibir  sus  ministros,  admitir  sus  cónsules,  conducir  las  ne- 
gociaciones, hacer  las  estipulaciones  preliminares,  concluir  i 
firmar  todos  los  tratados  de  paz,  de  alianza,  de  tregua,  de  neutrali- 
dad, de  comercio,  concordatos  i  otras  convenciones. — Los  trata- 
dos, antes  de  su  ratificación,  se  presentarán  a  la  aprobación  del 
Congreso.  Las  discusiones  i  deliberaciones  sobre  estos  objetos 
serán  secretas,  si  así  lo  exije  el  Presidente  de  la  República. 

20.*  Declarar  en  estado  de  sitio  uno  o  varios  puntos  de  la  Repú- 
blica en  caso  de  ataque  esterior,  con  acuerdo  del  Consejo  de  Esta- 
do, i  por  un  determinado  tiempo. 

En  caso  de  conmoción  interior,  la  declaración  de  hallarse  uno 
o  varios  puntos  en  estado  de  sitio,  corresponde  al  Congreso;  pero 
si  éste  no  se  hallare  reunido,  puede  el  Presidente  hacerla  con 
acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  por  un  determinado  tiempo.  Si  a 
la  reunión  del  Congreso  no  hubiere  espirado  el  término  señalado, 
la  declaración  que  ha  hecho  el  Presidente  de  la  República  se  ten- 
drá por  una  proposición  de  Ici. 

21."  Todos  los  objetos  de  policía  i  todos  los  establecimientos 
públicos  están  bajo  la  suprema  inspección  del  Presidente  de  la 
República  conforme  a  las  particulares  ordenanzas  que  nos  rijan. 

Art.  74  (83).  El  Presidente  de  la  República  puede  ser  acusado 

;olo  en  el  año  inmediato  después  de  concluido  el  término  de  su 

presidencia,  por  todos  los  actos  de  su  administración  en  que  haya 

comprometido  gravemente  el  honor  o  la  seguridad  del  Estado,  o 
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infrinjido  abiertamente  la  Constitución. — Las   fórmulas   para   la 
acusación  del  Presidente  de  la  República  serán  las  de  los  artículos 

84  hasta  el  91  inclusive.» 


ATRIBUCIONES    LEJISLATIVAS 

Art.  73.  Son  atribuciones  especiales  del  Presidente: 
I.'  Concurrir  a  la  formación  de  las  leyes,  coa  arreglo  a  la  Cons- 
titución, sancionarlas  i  promulgarlas. 


El  Presidente  de  la  Repáblica,  puede   concurrir  a  la 
formación  de  las  leyes  bajo  cuatro  formas: 

i.°  Proponiéndolas; 

2.'  Aprobándolas; 

3.°  Modificándolas,  i 

4.'  Vetándolas  o  prohibiéndolas. 


Estas  cuatro  formas  están  contempladas  detallada- 
mente en  la  Constitución. 

«Art.  31  (40).  Las  leyes  pueden  tener  principio  en  el  Senado  o 
en  la  Cámara  de  Diputados  a  proposición  de  uno  de  sus  miem- 
bros, o  por  mensaje  que  dirija  el  Presidente  de  la  República. — Las 
leyes  sobre  contribuciones  de  cualquier  naturaleza  que  sean,  i 
sobre  reclutamientos,  solo  pueden  tener  principio  en  la  Cámara 
de  Diputados.  Las  leyes  sobre  amnistía  solo  pueden  tener  principio 
en  el  Senado. 

Art.  35  (44).  Si  el  Presidente  de  la  República  desaprueba  el 
proyecto  de  lei,  lo  devolverá  a  la  Cámara  de  su  oríjen,  haciendo 
las  observaciones  convenientes  dentro  del  término  de  quince  dias, 

Art.  jd  (45).  Si  el  Presidente  de  la  República  devolviere  el  pro- 
yecto de  lei  desechándolo  en  el  todo,  se  tendrá  por  no  propuesto, 
ni  se  podrá  proponer  en  la  sesión  de  aquel  año. 

Art.  37  (46).  Si  el  Presidente  de  la  República  devolviere  el 
proyecto  de  lei,  corrijiéndolo  o  modificándolo,  se  considerará  en 
una  i  otra  Cámara,  i  si  por  ambas  resultare  aprobado,  según  ha 
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do  por  el  Presidente  de  la  República,  tendrá  fuerza  de 

volverá  para  su  promulgación. 

:ren  aprobadas  en  ambas  Cámaras  las  modificactones  i 

es,  se  tendrá  como  no  propuesto,  ni  se  podrá  proponer 

n  de  aquel  año. 

(47).  Si  en  alguna  de  las  sesiones  de  los  dos  años  si- 

;  propusiere  nuevamente,  i  aprobare  por  ambas  Cáina-  • 

no  proyecto  de  lei,  i  pasado  al  Presidente  de  la  Repú- 

jvolviere  desechándolo  en  el  todo,   las  Cámaras  volve- 

irlo  en  consideración,  ¡  tendrá  fuerza  de  lei,  si  cada  una 

aprobare  por  una  mayoría  de  las  dos  terceras  parles  de 
ros  presentes.  Lo   mismo  sucederá  si  el  Presidente  lo 

modificándolo  o   corrijténdolo,  i   si  cada  Cámara  lo 
in  estas  modificaciones  o  correcciones  por  las  mismas 
is  partes  de  sus  miembros  presentes. 
{48).  Si  el  proyecto  de  lei,  una  vez  devuelto  por  el  Pre- 

la  Repiiblica,  no  se  propusiere  i  aprobare  por  las  Cáma- 
dos  años  inmediatos  siguientes,  cuando  quiera  que  se 
después,  se  tendrá  como  nuevo  proyecto  en  cuanto  a 
,  del  artículo  anterior. 

(49).  Si  el  Presidente  de  la  República  no  devolviere  el 
le  lei  dentro  de  quince  dias  contados  desde  la  fecha  de 
<n,  se  entenderá  que  lo  aprueba  i  se  promulgará  como 
Zámaras  cerrasen  sus  sesiones  antes  de  cumplirse  los 
s  en  que  Ha  de  verificarse  la  devolución,  el  Presidente 
ibiica  la  hará  dentro  de  los  seis  primeros  dias  de  la 
inaria  del  año  siguiente. 

(-ío).  El  proyecto  de  lei  que  aprobado  por  una  Cámara 
chado  en  su  totalidad  por  la  otra,  volverá  a  la  de  su  orí- 
;  se  tomará  nuevamente  en  consideración,  i  si  fuere  en 
ido  por  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  sus 
presentes,  pasará  segunda  vez  a  la  Cámara  que  lo  dese- 
¡e  entenderá  que  ésta  lo  reprueba,  si  no  concurre  para 
o  de  las  dos  terceras  partes  de  sus  miembros  presentes. 
(51).  El  proyecto  de  lei  que  fuere  adicionado  o  correji- 
[Zámara  revisora,  volverá  a  la  de  su  oríjen;  i  si  en  ésta 
obadas  las  adiciones  o  correcciones  por  la  mayoría  abso- 
.  miembros  presentes,  pasará  al  Presidente  de  la  Repd- 


as  adiciones  o  correcciones  fuesen  reprobadas,  volverá 
o  segunda  vez  a  la  Cámara  revisora;  donde,  si  fuesen 
te  aprobadas  las  adiciones  o  correcciones  por  una  mayo- 
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terceras  partes  de  sus  miembros  presentes,  volverá 
la  otra  Cámara,  i  no  se  entenderá  que  ésta  reprueba 
O  correcciones,  si  no  concurre  para  ello  el  voto  de 
as  partes  de  los  miembros  presentes.» 

ente  puede  mandar  proyectos  de  lei  al  Con- 

3os  de  su  inicativa,  pero  sometidos  al  acuer- 

onsejo  de  Estado  (artículos  31  ¡  96I. 

sechar  en  el  todo  el  proyecto  de  lei,  remitido 

naras  (art.  36). 

aso,   se    tendrá  por  no  propuesto,    i    no  se 

oner  en  la  sesión  de  aquel  año. 

'servarlo  (art.  35), 

;aso,  debe  remitirlo  con  las  observaciones  a 

ie  oríjen  en  el  término  de  quince  dias. 

ese  término,  se  presume  aprobada  por  dicho 

,  i  debe  promulgarse  como  lei. 

trreso  estuviere  cerrado   en  dicha  fecha,  el 

rá  a  abrirse  en  los  primeros  seis  dias  de  la 

iente. 

ademas,  de  que  el  proyecto  de  lei,  modifi- 
ejido  por  el  Presidente,  pasare  a  las  Cáma- 
leben  reconsiderarlo,  i  si  ambas  aprobaran 
caciones,  tendrá  fuerza  de  lei,  i  será  promul- 

alteraciones  no  obtuvieran  la  aprobación  de 
s,  se  tendrá  como  no  propuesto,  i  no  podrá 
i  la  sesión  de  ese  año  (art.  37). 


una  de  las  sesiones  de  los  dos  añqs  síguien- 
mo  proyecto  fuere  propuesto  nuevamente,  i 
la  aprobación  respectiva  al  Presidente  de  la 
éste  lo  devolviere  desechándolo  en  el  todo, 
5  volverá  a  debatirlo,  i  si  cada  Cámara  lo 
or  mayoría  de  dos  terceras  partes  de  los 
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miembros  presentes,  tendrá  fuerza  de  lei.  Lo  mismo 
sucederá  si  el  Presidente  lo  devolviere,  modificado  o 
correjido.  i  si  estas  correcciones  o  modificaciones  fueren 
rechazadas  por  las  dos  terceras  partes  de  los  miembros 
presentes  en  cada  Cámara  (art.  38). 

Si  el  proyecto  de  lei,  una  vez  devuelto  por  el  Presi- 
dente de  la  República,  no  se  propusiere  i  aprobare  por 
las  Cámaras  en  los  dos  años  inmediatos  siguientes,  cuan- 
do quiera  que  se  proponga  después,  se  tendrá  como  nue- 
vo proyecto  en  cuanto  a  los  efectos  del  articulo  anterior 
(art.  39).  • 

Si  el  Presidente  no  devolviere  el  proyecto  dentro  de 
quince  dias  contados  desde  la  fecha  de  su  remisión,  se 
entenderá  que  lo  aprueba,  i  se  promulgará  como  lei.  Si 
las  Cámaras  cerraran  sus  sesiones  antes  de  cumplirse  los 
quince  dias  en  que  ha  de  verificarse  la  devolución,  el 
Presidente  de  la  República  la  hará  dentro  de  los  seis  pri- 
meros dias  de  la  sesión  ordinaria  del  año  siguiente  (ar- 
tículo 4.°). 


Respecto  a  la  promulgación,  corresponden  al  Presi- 
dente de  la  República  los  preceptos  siguientes  del  Có- 
digo Civil: 

«Art.  6.**  La  lei  no  obliga  sino  en  virtud  de  su  promulgación 
por  el  Presidente  de  la  República,  i  después  de  trascurrido  el 
tiempo  necesario  para  que  se  tenga  noticia  de  ella. 

La  promulgación  deberá  hacerse  en  el  periódico  oficial;  i  la  fecha 
de  la  promulgación  será,  para  los  efectos  legales  de  ella,  la  fecha 
de  dicho  periódico. 

Art.  7.°  En  el  departamento  en  que  se  promulgue  la  lei,  se  en- 
tenderá que  es  conocida  de  todos  i  se  mirará  como  obligatoria  des- 
pués de  seis  dias  contados  desde  la  fecha  de  la  promulgación;  i  en 
cualquier  otro  departamento,  después  de  estos  seis  dias  i  uno  mas 
por  cada  veinte  quilómetros  de  distancia  entre  las  cabeceras  de 
ambos  departamentos. 

Podrá  sin  embargo  ampliarse  o  restrinjirse  este  plazo  en  la  lei 
misma,  designándose  otro  especial. 
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nbien  ordenarse  en  ella,  en  casos  especiales,  otra  for- 
nulgacion. 

No  podrá  alegarse  ignorancia  de  la  leí  por  ninguna  por- 
tes del  plazo  común  o  especial,  sino  cuando  por  algún 
ayan  estado  iaterrumpidas  durante  dicho  plazo  las  ce- 
es ordinarias  entre  los  dos  referidos  departamentos. 
aso,  dejará  de  correr  el  plazo  por  todo  el  tiempo  que 
icomunícacion.» 


ATRIBUCIONES  ;g>MINlSTRATIVAS 

íl  artículo  que  precede,  corresponde  al  Presi- 
la  República  «espedir  los  decretos,  reglamen- 
rucciones  que  crea  convenientes  para  la  ejecu- 
is  leyes.» 

ai  a  este  particular  mas  claro,  lójico  i  preciso, 
)Iicacion  que  da  el  señor  Huneeus  a  este  pre- 


i  sus  palabras: 

atribución  mas  sencilla  que  la  presente.  La  lei,  como 
t.  I ."  del  Código  Civil,  es  una  declaración  de  la  volun- 
1  que,  manifestada  en  la  forma  prescrita  por  la  Cons- 
inda,  prohibe  o  permite.  Luego,  la  lei  crea  derechos,  e 
aciones.  Tal  es  su  carácter  esencial,  siendo  ademas 
objeto,  e  igual  para  todos.  El  Poder  Ejecutivo,  como  lo 
■  mbre,  dicta  medidas,  para  hacer  ejecutar  la  lei;  pero 
terar  en  ningún  sentido  ni  los  derechos,  n¡  las  obltga- 
lla  creadas,  debiendo  limitarse  a  determinar  la  mane- 
de  cumplirlas.  Se  dicta,  por  ejemplo,  una  lei  creando 
de  un  cinco  por  ciento  sobre  la  renta  pagadero  en 
.a  año.  El  Presidente  deberá  dictar  los  decretos,  regla- 
¡trucciones  que  fuere  menester  para  la  planteacion  i 
del  impuesto;  pero  no  podria  aumentar  ni  disminuir 
podría  ampliar  el  plazo  señalado  por  la  iei  para  su  pago; 
cluir  en  el  pago  bienes  exentos  de  él  conforme  a  la 
tuar  los  que  ésta  eximiere.  En  suma,  debe  guardar  U 


rar^ 
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lei,  haciéndola  ejecutar,  i  no  sobreponerse  a  ella  ni  violarla,   so 
pretesto  de  hacerla  cumplir. 

Cuando  el  decreto  es  una  colección  ordenada  de  reglas  o  pre- 
ceptos que  el  Presidente  de  la  República  dicta  para  la  ejecución 
de  una  íei,  o  para  el  réjimen  interior  de  establecimientos  u  ofici- 
nas, o  para  el  arreglo  de  servicios  o  empleados  públicos  toma  el 
nombre  específico  de  Reglamento.:» 

Las  instrucciones  no  son  otra  cosa  que  comunicacio- 
nes dirijidas  por  el  Presidente  de  la  República,  por  me- 
dio de  los  Ministros  de  Estado,  a  los  Intendentes,  i 
demás  subalternos  de  la  jerarquía  administrativa,  indi- 
cándoles la  manera  cómo  deben  hacer  ejecutar  las  leyes, 
i  en  consecuencia,  fijando  la  intelijencia  que  aquel  les 
dá,  a  fin  de  que  sirva  a  todos  de  norma  idéntica.  De 
ordinario  i  por  este  último  propósito,  las  instrucciones 
se  imparten  por  medio  de  circulares. 


ATRIBUCIONES   JUDICIALES 

3.°  Velar  por  la  conducta  ministerial  de  los  jueces  i  demás  em- 
pleados del  orden  judicial,  pudiendo,  al  efecto,  requerir  al  Minis- 
terio público  para  que  reclame  medidas  disciplinarias  del  tribunal 
competente,  o  para  que,  si  hubiere  mérito  bastante,  entable  la 
correspondiente  acusación.;^ 

El  señor  Huneeus  hace  notar,  a  propósito  de  este  ar- 
tículo, que  después  de  su  cambio  de  redacción  por  la  lei 
de  1874,  «hoi  no  puede  el  Presidente  de  la  República, 
injerirse  a  título  de  vijilancia  en  la  pronta  i  cumplida 
administración  de  justicia,  i  por  consiguiente  menos  aun 
sus  subalternos  quedando  así  derogadas  las  disposicio- 
nes de  la  lei  del  Réjimen  Interior  a  este  respecto. 

Observa,  ademas,  que  según  los  términos  de  este  ar- 
tículo, no  sería  posible  sostener   que  ni  el  Presidente, 
i  menos  sus  ajentes,    pudieran  decretar  la  suspensión 
e  un  juez  en  el  ejercicio  desús  funciones,  como  habia 

ucedido  por  decreto  de  4  de  Octubre  de  1833,  i  24  de 

Z9-A0 
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re  de  i83<í,  i  Mayo  de  1873,  con  la  protesta  de 
.nales  Superiores  de  Justicia.  Por  lo  demás, 
perfecta  razón,  el  autor  citado,  en  el  estado 

nuestra  Icjislacion,  las  funciones  del  juez  no 
den  sino  en  alguno  de  los  cuatro  casos  espre- 
;>revistos  en  el  art.    171  de  la  Lei  Orgánica  de 


culo  dice  así: 

:¡ones  de  juez  se  suspenden: 

í  aceptacio:i  de  un  cargo  del   orden  administrativo,  si 

liento  para  este  cargo  se  hiciere  con  la  calidad  de  rcte- 

su  deslino  de  tal. 

ibraniiento  no  llevare  esta  calidad  i  el  juez  lo  aceptare, 

á  que  renuncia  su  destino  de  tal; 

aliarse  el  juez  procesado  por  crimen   o  simple   delito 

1  el  ejercicio  de  sus  funciones,  o  al  que  se  aplique  pena 

is  para  el  efecto  de  este  artículo,  procesado  el  juez, 
s  ejecutorio  el  auto  en  que  se  declara  admisible  la 
que  ha  lugar  a  ella,  si  fuuro  menester,  o  desde  que  ie 
■eto  de  prisión,  si  aquella  declaración  no  fuere  nece- 

¡ntencia  judicial  que  imponga  al  juez  la  pena  de  sus- 

pcrmiio  temporal  concedido  al  juez  para  dejar  de 
'unciones  con  arreglo  a  la  lei  de  licencias.» 

,  según  el  art.  169  de  la  misma  leí,  se  declara 
te: 

de  juez  espira: 

currir  el  juez  en  alguna  de  las  incapacidades  establc- 
lei  para  ejercerlo, 
ie  los  jueces  procesados  se  estará  a  lo  dispuesto   por 

respecto  de  los  condenados  por  delito  a  lo  estableci- 
nero  }.*  del  presente  artículo; 

recepción  de  órdenes  eclesi.-isticas  mayores; 
currir  el  juez,  en  virtud  de  un  proceso  criminal  segui- 
,  en  la  pena  dej  inhabilitación  absoluta  o  especial  per- 
al cargo; 
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4.°  Por  la  renuncia  del  cargo  hecha  por  el  juez,  i  aceptada  por 
la  autoridad  competente; 

5.°  Por  la  jubilación  concedida  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica; 

6."  Por  la  promocion^del  juez  a  otro  empleo  delj«irden  judicial, 
aceptada  por  éÜ 

7."  Por  la  aceptación  de  todo  cargo  o  empleo  administrativo 
conferido  por  el  Presidente  de  la  República,  con  escepcion  de  ios 
creados  por  la  lei  de  instrucción  secundaria  i  superior,  del  cargo 
de  Consejero  de  Kstado,  i  de  los  empleos  diplomáticos; 

8."  Por  aceptar  o  continuar  desempeñando  el  cargo  de  Senador 
o  Diputado  al  Congreso  Nacional,  o  el  de  Municipal,  ya  sea  en 
calidad  de  propietario  o  de  suplente; 

9.'  Por  la  aceptación  del  cargo  de  Presidente  de  la  República.> 

• 

La  lei  de  31  de  Agosto  de  1870,  ademas  de  los  ante- 
riores incisos  agregados  al  art.  169,  derogó  el  núm.  i.° 
del  art.  171,  i  dispuso  en  el  art.  2.°: 

«Los  que  hubieren  desempeñado  los  cargos  deJPresidente  de  la 
República,  Ministros  de  Estado,  intendentes  de  provincia,  gober- 
nadores de  departamentos  o  secretarios  de  Intendencia,  no  podrán 
ser  nombrados  miembros  de  los  Tribunales  Superiores  de  Justicia, 
jueces  letrados,  fiscales,  promotores  fiscales,  ni  relatores,  ya  sea 
en  propiedad,  ya  interinamente,  o  como  suplentes,  sino  tres  años 
después  de  haber  cesado  en  el  desempeño  de  sus  funciones  admi- 
nistrativas.» 


Se  ve,  pues,  por  el  estracto  que  antecede,  que  las  fa- 
cultades del  Presidente  de  la  República  en  materia  de 
corrección  judicial,  son  bien  limitadas,  puesto  que  la  lei, 
consagrando  la  separación  de  poderes,  ha  colocado  aqué- 
llas en  las  manos  de  los  Tribunales  Superiores. 


La  7/  atribución  conferida  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica es  la  de: 


M» 
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mbrar  los  majistrados  de  los  Tribunales  Superiores  de  ]usti- 
os  jueces  letrados  de  primera  instancia  a  propuesta  del  Con- 
;  Estado,  conforme  a  la  parte  s.*deí  art.  95. 


.  lei  dice  lo  siguiente: 

•icuLO  tínico. — Todo  empleo,  función  o  comisión  pública  es 
latible  con  el  cargo  de  Diputado  o  Senador. 
disposición  no  es  aplicable  a  los   miembros  del  Congreso 
as  dure  su  actual  mandato. — Balmaceda, — Barros  Luco.» 


OTRAS    ATRIBUCIONES    LEJISLATIVAS 

rorogar    las    sesiones  ordinarias  del  Congreso   hasta  cin- 

dias, 

onvocarlo  a  sesiones  estraordinarias,  con  acuerdo  del  Con- 

Estado. 


s  atribuciones  han  merecido  del  seíior  Huneeus, 
idadüs  i  benéficos  comentarios  que  se  insertan  a 
nación; 

omprendemos,  dice,  cómo  podria  el  Consejo  prestar  o 
I  acuerdo  para  dicha  convocatoria,  sí  no  ^califica  la  natura- 
importancia  i  la  urjencin  de  los  proyectos  de  lei  que  el  eje- 
retende  remitir  al  Congrego.  Si  el  acuerdo  del  Consejo  de 
e  requiriera  solo  para  conuocjr  al  Congreso  a  estraordinarias, 
■|e  para  qué,  ni  con  qué  objeto,    nos  parece    que  el   papel 

Cuerpo  seria  bien  insignificante  i  desairado. 

quiere  que  el  Consejo  conozca  los  proyectos  de  lei  que 
er  incluidos  en  la  convocatoria,  es  de  todo  punto  evidente 
ndo  una  vez  convocado  el  Congreso  para  ocuparse  de 
oyectos  de  lei,  por  ejemplo,  se  le  quiere  remitir  en  segui- 
into  proyecto  u  otros  mas,  es  menester  recabar  también  el 
del  Consejo  de  Estado,  respecto  de  este  quinto  proyecto 
3S  los  demás. 
ir  de  que  esto  es  perfectamente  obvio,   no  han  faltado  en 
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Táctica  casos  de  proyectos  de  lei  incluidos  en  la  convocatoria 
traordinarias,  sin  haber  precedido  para  ;olio  el  acuerdo  del 
isejo  de  Estado.  Así  sucedió  en  las  sesiones  estraordinarias  de 
(  con  el  proyecto  de  lei  que  tenia  por  objeto  conceder  ciertas 
iciones  a  don  Ramón  Salazar,  para  la  construcción  de  un  taja- 

en  Valparaíso. 
an  jeneralizada  está  esta  opiníoii,  para  nosotros  poco  correcta, 

nada  es  mas  frecuente  que  el  que  los  Diputados  se  consideren 

facultad  para  pedir,  i  que  pidan  diariamente,  a  los  Ministros 
istado,  soliciten  del  Presidente  de  la  República  la  Inclusión  de 
t'ectos  de  lei  en  la  convocatoria  como  si  este  funcionario  tuvie- 
icultad  para  hacerlo  por  sí  solo. 

a  verdad  es  que,  atendida  la  manera  como  se  discuten  en  el 
sejo  de  Estado  los  proyectos  de  lei  que  han  de  ser  pasados  a 
támaras,  i  la  ninguna  influencia  que  tal  discusión,  aun  deteni- 

meditada  ejercerla  en  la  formación  de  la  lei,  valdría  mas  su- 
air  un  trámite  inútil  i  que  ningún  resultado  práctico  produce, 
linando  la  parte  ^."  del  art.  8í  de  la  Constitución,  la  frase  final, 
a  acuerdo  del  Consejo  de  Estado.» 


la.  todo  caso,  si,  para  convocar  al  Congreso  a  sesio- 
estraordiuarias  quisiera  ponerse  alguna  traba  al  Pre- 
sóte de  la  República,  parece  qae  seria  mas  natural, 
s  conveniente,  i  mas  conforme  con  la  disposición 
!  hoi  contiene  el  inciso  4."  del  art.  58,  exijir  el  acuer- 
previo,  no  del  Consejo  de  Estado,  sino  de  la  Comi- 
n  Conservadora. 

Ln  cuanto  a  nosotros  ninguno  exijiríamos;  pues  es 
n  seguro  que  jamas  ha  de  abusar  el  Ejecutivo  de  la 
bucion  de  convocar  al  Congreso  a  sesiones  estraor- 
arias,  i  que  no  la  pondrá  en  ejercicio  sino  cuando  no 
;da  prescindir  de  hacerlo. 
Tal  es  la  tendencia  de  los  hombres! 
Prescindir,  cuando  pueden,  de  encontrarse  en  presen- 
de  sus  fiscales! 

es  de  tal  manera  cierto  lo  que  decimos,  que  es  ya 
etica  establecida  en  nuestras  Cámaras  la  de  no  des- 
;liar  jamas  durante  sus  sesiones  ordinarias  el  presu- 
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al  de  los  gastos  públicos,  a  fin  de  obligar  al 
de  la  República  a  convocarlas  a  estraordina- 

;ho,  las  Cámaras  funcionan  así  cuanto  tiempo 

ultad  de  citai'  al  Congreso  a  sesiones  estraor- 
deduce  naturalmente  las  de  ponerles  término 
;,  que  el  Presidente  de  la  República  ha  ejer- 
jntemente    desde    que    rije  la    Constitución 

siones  del  ilustrado 'profesor  se  realizaron  al 
tra  en  1890,  como  es  notorio,  dando  lugar 
e  a  la  reforma  que  autoriza  al  Senado  para 
;ion  estraordinaria  del  Congreso,  por  lei  de 
mbre  de  1891. 


tIBUCIONES  políticas  I  ADMINISTRATIVAS 

ar  i  remover  a  su  voluntad  a  los  Ministros  del  Despa- 

1  de  sus  secretarías,  a  los  Consejeros  de  Estado  de  su 
s  Ministros  diplomáticos,  a  los  cónsules  i  demás  ajen- 
a  los  intendentes   de  provincia  i  a  los  gobernadores 

niento  de  los  Ministros  diplomáticos  deberá  someter- 
icion  del  Senado,  i  en  su  receso  al  de  la  Comisión 
I.» — (Lei  de  la  de  Diciembre  de  1889), 


[  señor  Huneeus: 

a  verificada  en  1874  consiste  simplemente  en  la  agre- 
palabras  tJc  su  ekecion^»,  a  la  frase  referente  a  los 
!  Estado,  a  fin  deponer  en  armonía  este  inciso  con  el 
nado,  según  el  cual  el  Presidente  de  la  República  no 
;omo  antes  lo  liacia,  a  tojos  los  (^niisejeros  sino  so- 
co de  ellos,  que  son  siempre  amovibles  a  su  volun- 
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tad.  Nosotros,  como  lo  indicaremos  a  su  tiempo,  habríamos  deseado 
la  completa  supresión  del  Consejo  de  Estado,  pues  consideramos 
que  este  Cuerpo  es  una  rueda  del  todo  inútil  en  nuestro  mecanis- 
mo constitucional. 

Las  demás  disposiciones  del  inciso  que  examinamos  son  conse- 
cuencia necesaria  de  nuestro  sistema  de  gobierno,  que  es  i  debe 
ser  unitario,  i  de  la  responsabilidad  que  pesa  sobre  el  Presidente 
de  la  República  como  encargado  de  la  conservación  del  orden  pú- 
blico en  el  interior  i  de  la  seguridad  esterior  de  la  Nación.  Tan 
enorme  responsabilidad  no  podría  hacerse  pesar  sobre  los  hom- 
bros de  aquel  funcionario,  si  no  se  le  hubiera  conferido  la  facultad 
de  nombrar  i  remover  a  su  voluntad  a  los  Ministros  de  Estado,  a 
los  oficiales  de  sus  secretarías,  a  todos  los  aj entes  esteriores,  sean 
o  no  diplomáticos,  a  los  intendentes  de  provincia  í  a  los  goberna- 
dores de  pla:[aj  que  son  distintos,  como  luego  S3  verá  de  los  go- 
bernadores de  departamenlo,  a  cuyo  nombramiento  i  remoción  se 
refiere  el  art.  ii8  de  la  Constitución.» 

Estas  doctrinas  tan  absolutas  fueron  en  gran  parte  el 
punto  de  apoyo  de  la  Dictadura,  como  se  ha  visto  en  el 
Manifiesto  del  i.°  de  Enero,  que  se  inserta  en  estas  pa- 
jinas. 

Nadie,  por  menos  versado  que  esté  en  derecho  cons- 
titucional, podrá  negar  al  Presidente  de  la  República 
la  facultad  de  elejir  sus  compañeros  i  cooperadores  de 
administración  i  de  política,  pero  no  como  un  César  ab- 
soluto i  caprichoso,  sino  como  un  mandatario  del  pais, 
i  oyendo  a  la  opinión  del  pais. 

No  porque  el  Presidente  tenga  la  atribución  de  nom- 
brar personas  de  su  agrado  para  los  cargos  públicos 
puede  comprenderse,  ni  menos  justificarse,  el  nombra- 
miento de  personas  indignas  de  tales  cargos  por  circuns- 
tancias personales  o  políticas. 


Para  contrarrestar  a  la  opinión  del  señor  Huneeus, 
existen  infinitas  opiniones  de  esclarecidos  hombres  pú- 
blicos, de  las  que  me  prometo  estractar  algunas. 

Pero  siendo  esta  cuestión  chilena  i  de  palpitante  ac-i 
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omenzaré  por  la  del  procer  mismo  de  la  dicta- 

,  el  señor  Julio  Bañados  Espinosa. 

)ra,  Gobierno  Parlamentario,  pajina  38,  dice 

ecto: 

lo  la  situación  actual  de  los  pueblos  libres,  sean  ino- 
stitucionalesorepiíblicas  unitarias  o  federales,  encon- 
lominan  en  ellos  dos  sistemas  de  gobierno:  el  Parta- 
Representalivo. 

0  al  pasar  el  papel  que  en  diversas  épocas  ha  cabido 
s  Ejecutivo  iLejislativo,  llega  la  hora   de  analizar  los 

hoi  están  en  boga  i  que  hoi  acepta  la  ciencia  consti- 
ípues  de  ensayos  de  siglos  i  después  de  tan  largo  pró- 

mos: 

ama  Parlamentario;  i 

;ma  Representativo. 

)  ha  tenido  por  cunaj^i  tendrá  por  lumba  a  la  Inglaterra 

ba  tenido  por  cuna  i  no  tendrá  por  tumba  a  los  Esta- 

1  cuentan  un  siglo  de  existencia, 
onsisten? 

;ntarismo  se  caracteriza  por  tres  factores; 
Lciade  un  Jefe  de  Estado,  sea  presidente  o  monarca 
e  i  que  reina  pero  no  gobierna,  es  decir,  que  solo  tiene 
minal; 

cia  de  un  Gabinete  responsable  que,  poseyendo  la 
leí  Gobierno  arranca  su  existencia  de  la  mayoría  par- 
la que  a  su  vez  vive  lo  que  desea  la  mayoría  de  los  elec- 

cia  de  un  Parlamento  omnipotente,  es  decir,' sin  lími- 

representalivo  se  caracteriza  por  dos  factores: 

icia  de  un  Jefe  de  Estado,  responsable ,   independiente 

gobierna; 

,cia  de  un  Parlamento  con  poderes  limitados  i  circuns- 

labra,  en  el  pcirlamcntarismo  el  Congreso  es  lodo  i  el  Je/e 

niJiia;  i  en  el  sistema  representativo,  tanto  el  parlamen- 

efe  del  Ejecutivo  tienen  facultades  i  funciones  perfec- 

líndadas. 

imbos  sistemas  es  mejor? 


1 

I 
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La  proposición  puede  analizarse  por  dos  faces  distintas:  su  faz 
científica  i  su  faz  práctica. 

En  verdad  todo  problema  que  afecte  la  organización  de  un  Esta- 
do debe  ser  sometido  a  esa  doble  comprobación. 

Es  un  axioma  en  derecho  público  que  la  soberanía  reside  en  el 
pueblo,  quien  la  ejerce  por  medio  de  delegaciones  que  se  llaman 
poderes  públicos. 

Es  también  un  axix)ma  la  necesidad  que  tiene  un  pueblo  civilizado 
de  poseer  un  poder  que  lejisle  i  otro  que  ejecute  las  leyes. 

¿Cómo  deben  ser  elejidas  estas  delegaciones? 

Deben  emanar,  como  el  agua  de  la  fuente  i  como  la  luz  del  foco 
que  la  produce,  del  Poder  Electoral,  que  es  el  primario  de  un  pue- 
blo libre  i  el  cimiento  sobre  que  descansa  la  soberanía  nacional. 

De  aquí  por  qué  en  ideal  i  en  buena  doctrina,  los  poderes  públi- 
cos, es  decir,  tanto  el  Ejecutivo  como  el  Lejislativo,  el  Judicial  i  el 
Municipal,  deben  nacer  de  elección  popular. 

En  las  repúblicas  se  ha  aplicado  esta  regla  jeneral  produciendo 
excelentes  resultados  en  todos  los  casos,  con  la  única  escepcion 
del  poder  Judicial,  cuya  elección  popular  es  peligrosa. 

Sentadas  estas  premisas,  que  no  admiten  discusión  en  ciencia 
constitucional,  es  fácil  determinar  la  situación  doctrinaria  que  co- 
rresponden al  Parlamentarismo  i  al  sistema  Representativo. 

El  Jefe  del  poder  Ejecutivo  en  las  monarquías  es  un  rei  o  empe- 
rador que  debe  su  corona  al  nacimiento. 

El  Jefe  del  poder  Ejecutivo  en  una  república,  es  un  Presidente 
que  debe  su  existencia  a  la  elección  popular. 

La  simple  diferencia  de  oríjen  que  tienen  ambos  jefes  resuelve 
por  sí  sola  la  cuestión. 

¿Pueden  tener  iguales  derechos,  prerogativas  i  facultades  un 
soberano  que  gobierna  en  razón  de  su  nacimiento  i  otro  que  go- 
bierna en  razón  de  un  mandato  popular? 

Hai  mas  todavía:  ¿debe  tener  acción  en  el  gobierno  de  un  país 
soberano  en  cuyo  poder  no  ha  tenido  arte  ni  parte  el  pueblo?  ¿Debe 
tener  acción  gubernativa  i  debe  ejercer  parte  de  la  soberanía  na- 
cional un  Jefe  de  Estado  en  cuya  elección  esa  misma  soberanía  no 
ha  tenido  participación  directa  ni  indirecta? 

Es  indiscutible  que  no  puede  ejercer  ningún  poder  público  una 
autoridad  que  no  posee  mandato  popular  obtenido  de  un  modo 
directo  o  indirecto. 

De  aquí  fluye  la  lójica  consecuencia  que  ante  la  ciencia  constitu- 
cional los  monarcas  no  tienen  ni  ra:{on  de  ser  ni  personería  política;  po- 
lítica; i  de  aquí  ñuye  también  la  consecuencia  de  que  todo  jefe  de 
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io,  elejtdo  por  el  pueblo,  debe  tener  personería  poHtica,  ac- 
,  fuaciooes  propias  i  responsabilidad. 

1  Inglaterra  los  eminentes  hombres  públicos  que  han  echado 
ases  constitucionales  de  ese  gran  pueblo  conocían  profúnda- 
le la  verdad  i  justicia  de  las  anteriores  premisas. 
>inprendieroQ  que  para  fundar  el  Sel/  Goi'Crnmenl  o  sea  el  go- 
lo  del  pueblo  por  el  pueblo  no  tenian  mas  que  dos  caminos:  o 
stitucion  de  la  monarquía  por  la  república,  o  la  creación  de 
¡stema  de  gobierno  que  armonizara  la  existencia  del  monarca 
la  soberanía  popular, 

)  se  atrevieron  a  hacer  lo  primero  porque  el  gobierno  monár- 
a  estaba  en  la  sangre,  en  las  tradiciones  i  en  el  espíritu  nacio- 
s. 

i  esta  emerjencia,  optando  por  el  segundo   camino,  idearon  el 
amentarismo. 
:sde  ese  momento  establecieron  los  siguientes  factores  para 

no  hubiera  entorpecimiento  en  la  marcha  regular  de  la  admi. 

ación  publica: 

'  Irresponsabilidad  del  monarca; 

'  Invalidez  de  todos  los  actos  de  él  cuando  no  estén  refrenda- 

por  un  Ministro; 

'  Responsabilidad  esclusíva  i  solidaria   de   los   miembros  del 

inete; 

'  Subordinación  del  Gabinete  a  la  mayoría  parlamentaria; 

'  Transformación  de  hecho  del  Gabinete  en  poder  Ejecutivo; 

'  Formación  de  dos  poderosos  partidos  políticos  disciplinados 

n  pac  tos; 

'  Conversión  de  la  Corona  en  fuente  de  honores,  pero  sin  nin- 

I  acccion  directa  en  el  gobierno  i  en  la  marcha  política  de  los 

idos. 

ta  serie  de  ficciones  legales  debe  su  oríjen  i  razón   de  ser  a  la 

sidad  imperiosa  en  que  se  encontraron  los  estadistas  ingleses 

anciliar  la  existencia  del  rei  con  la  soberanía  popular. 

Parlamentarismo,  científicamente  hablando,  es,  pues,  solo  un 
ma  convencional,  de  carácter  transitorio,  ya  que  dejará  de 
ir  el  dia  que  en  Inglaterra  brille  el  sol  de  la  República. 

una  palabra,  es  una  planta  que  no  puede  nivir  sino  en  los  conser- 
¡os  de  la  monarquía. 

lalizando  las  bases  de  este  sistema,  nos  encontramos  con  una 
na  interminable  de  absurdos  que  necesariamente  tienen  que 
:ar  con  una  sana  doctrina  constitucional. 
'  Es  un  absurdo  hacer  irresponsable  al  Jefe  del  poder  Ejecuti- 
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vo,  por  cuanto  en  derecho  público  no  puede  ni  debe  existir  funcio- 
nario alguno  que  no  responda  de  la  acción  directa  o  indirecta  que 
tenga  en  la  administración  pública. 

2.°  Es  un  absurdo  dar  a  un  hombre  las  apariencias  i  la  majestad 
del  poder  sin  la  acción  correspondiente,  porque  éste  condenado  al 
suplicio  de  Tántalo  luchará  eternamente  por  hacer  efectivo  lo  apa- 
rente, por  convertir  la  ilusión  en  realidad  i  por  resolver  de  una 
manera  racional  el  gran  problema  del  ser  o  del  no  ser,  por  cuyas 
causas  habrá  en  dicho  sistema  de  gobierno  amenazas  de  conflicto 
entre  el  que  tiene  la  máscara  del  poder  i  el  que  lo  posee  de  hecho. 

y°  Es  un  absurdo  que   el  Gabinete  que  posee  la  plenitud  de  la 
responsabilidad  no  pueda  ejecutar  muchos  actos  por  contempori 
zacion  con  el  soberano. 

4.°  Es  un  absurdo  subordinar  al  parlamento,  que  es  irresponsa- 
ble, la  existencia  del  poder  Ejecutivo,  que  es  responsable  por  na- 
turaleza, i  que  debe  tener  el  suficiente  prestijio  i  la  suficiente 
autoridad,  lo  que  no  puede  obtenerse  sin  independencia  i  autono- 
mía, para  mantener  el  orden  interior  i  la  seguridad  esterior. 

5.**  Es  un  absurdo  en  derecho  público  que  el  poder  Ejecutivo 
sea  elejido  por  el  parlamento,  por  cuanto  todos  los  poderes  del 
Estado  deben  ser  elejidos  por  el  pueblo. 

6.^  Es  un  absurdo  subordinar  la  marcha  regular  de  una  adminíslra" 
clon  a  la  exislenda  esclusiva  de  dos  partidos;  por  cuanto  es  mui  difícil 
conseguir  en  asambleas  numerosas  de  un  modo  permanente  que 
todos  sus  miembros  se  afilien  solo  a  dos  partidos;  i 

7.®  Es  también  un  absurdo  que  los  honores  i  la  majestad  nacio- 
nal converjan  sobre  un  soberano  que  vale  tanto  como  el  rei  viga 
de  la  fábula. 

Esta  complicada  máquina  política  i  este  confuso  laberinto,  no 
tiene  razón  de  ser  en  el  sistema  representativo. 

En  una  república  no  existe  ningún  poder  que  saque  su  oríjen  del 
nacimiento,  ni  los  estadistas  que  en  ella  lejislan,  al  redactar  o  re- 
formar la  Carta  fundamental,  no  tienen  en  su  presencia  ninguna 
entidad  política  que  no  pueda  ser  elejida  por  el  pueblo,  ni  tienen 
que  contemplar  las  prerogativas  i  majestad  de  un  monarca  que  es 
un  pleonasmo  en  ciencia  constitucional. 

De  aquí  por  qué  en  el  sistema  Representativo,  que  solo  puede  ser 
aplicado  sin  graves  peligros  en  una  república,  las  bases  sobre  que 
descansa  el  gobierno  son  contrarias  a  las  que  sirven  de  fundamen- 
to al  Parlamentarismo. 

Los  distintivos  principales  del  sistema  Representativo  son: 

i.*"  Independencia  de  los  poderes  Ejecutivo  i  Lejislativo; 
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:ioii  de  las  atribuciones  de  dichos  poderes; 
te  irresponsable  en  los  consejoi  que  dé  al  Presidente 
ente  consultivo  i  separado  de  la  acción  de   las  luchas 
as;  i 

:nte  responsable  de  todos  sus  actos  i  procesable  en 
>mento  i  con  plena  libertad  en  el  ejercicio  de  la  parte 
i  de  ¡unciones  que  le  da  la  Constitución, 
■o  caracteres  guardan  perfecta  armonía  con  las  doctri- 
5  i  reconocidas  por  el  derecho  público, 
arlamentarisnio  es  rechazado  por  la  ciencia  constitu- 
stema  Representativo  refleja  los  caracteres  que  ella 
;obierno  popular. 

íntarismo  es,  como  se  acaba  de  ver,  nna  planta  exóti- 
ede  crecer  a  la  sombra  de  la  República,  es  una  ficción 
r  objeto  armonizar  la  existencia  de  la  monarquía  con 
iel  pueblo  por  el  pueblo  i  es  un  fantasma  que  vivirá 
n  que  las  democradis  arrojen  las  inslilucioncs  monirquicas 
de  yacen  las  creaciones  de  un  pasado  muerto  que  no 
j  de  existencia  a  la  luz  de  la  lójica  i  de  la  ciencia, 
lentarismo,  es  aquel  artificio  en  cuya  virtud  se  supone 
ido  Poder  Lejislativo  es  la  mas  directa  espresion  de  la 
imado  el  mejor  oríjen  como  fuente  de  facultades  i 
.educe  que  el  Cuerpo  Lejislativo  tiene  derecho  natu- 
lir  en  la  marcha  política  del  Estado,  sirviendo  de  fre- 
D  Ejecutivo,  cuyo  poder  contrapesa  con  frecuencia, 
i  a  veces  puede  anular. 

■ina,  eminentemente  absurda,  es  todavía  mas  eminen- 
^rosa  porque  tiende  a  confundir  funciones  de  poder 
incia  son  distintas,  a  embarazar  el  funcionar  de  la  lei 
istracipn,  a  convertir  al  lejisiador  en  aspirante  de  po- 
sr  de  relaciones   armónicas,    como  complementarias 

de  otras,  las  funciones  lejislativas  i  ejecutivas,  en  re- 
ontradlcclon,  de  oposición  i  de  discordia, 
lor  su  oríjen  i  en  su  cuna,  Inglaterra,    el    Parlamenta- 
consecuencia  histórica;  es  decir,  que  resulta  de  los 

históricos  de  la  sociedad  inglesa  i  de!  Estado  britá- 
.0  queda  dicho  que,  aunque  vicioso  en  si  mismo,  pue- 
<  i  efectivamente  ha  sido  en  Inglaterra  un  elemento 
a  o  de  organización,  tanto  social  como  jurídica? 
■a  de  su  medio  histórico,  fuera  de  Inglaterra,  en  nin- 
iio  político  o  histórico  puede  dar  el  relativamente  fe- 
ido  que  ha  dado  en  Inglaterra.  La  razón  es  obvia. 
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«Allí,  como  ya  dimos  a  entender  al  mencionar  el  oríjen  histórico 
de  los  poderes,  el  parlamento  es  una  tradición  de  la  sociedad.  De 
este  modo  nacido  el  parlamento,  no  como  una  función  del  poder 
ausiliar  i  complementario  de  otras  funciones,  sino  como  un  poder 
defensivo  contra  otro  poder  ofensivo  i  sacramentándose  en  él  así 
el  derecho  de  soberanía  nacional,  como  el  de  las  clases  que  habian 
conquistado  su  representación  política,  todos  tenian  un  interés 
jeneral  i  particular  a  un  mismo  tiempo,  en  conservar,  en  desarro- 
llar i  hacer  tradicional  la  fuerza  política  que  habian  obtenido. 

^Esa  fuerza  adquirió  todavía  mas  importancia,  cuando  el  Parla- 
mento Largo  se  presentó  como  una  fuerza  organizada  i  como  tal 
incontrastable,  i  estableció  antecedentes,  prácticas,  costumbres  e 
influencias  parlamentarias  que  delimitaron  el  poder  i  actividades 
del  parlamento,  haciendo  de  él  la  base  de  un  sistema  de  gobierno. 

«He  aquí  el  artificio  del  sistema,  según  prácticamente  quedó 
establecido  en  el  momento  mismo  en  que  se  definieron  i  clasifica- 
ron en  dos  partidos  políticos  opuestos,  las  dos  tendencias  de  la  opi- 
nión inglesa:  un  monarca,  representante  pasivo  de  la  soberanía 
junto  a  un  parlamento  que  representa  la  soberanía  activa;  al  lado 
del  monarca  un  gabinete  o  consejo  de  ministros  responsables  ante 
el  parlamento;  al  lado  de  éste,  influyendo  sobre  él  por  medio  de 
la  elección,  de  la  prensa  i  de  la  opinión,  dos  partidos  aproximada- 
mente iguales  en  fuerzas  numéricas,  sociales  i  políticas.  La  acción 
de  estos  partidos,  órganos  vivientes  de  la  opinión  pública,  llega 
hasta  los  últimos  límites  de  la  influencia,  puesto  que,  ya  por  me- 
dio de  las  mayorías  parlamentarias,  ya  por  medio  de  sus  represen- 
tantes en  el  parlamento  pueden  obtener  el  cambio  de  gabinetes 
i  las  sustitución  de  liberales  con  gobernantes  conservadores  o  de 
gobernantes  conservadores  con  liberales. 

«Si  el  parlamentarismo  es  una  de  las  esterioridades  que  puede 
adoptar  el  principio  administrativo  organizado,  hai  que  empezar 
por  conuevenir  en  un  absurdo.  Es  un  absurdo  suponer  coexisten  tes 
una  soberanía  natural,  la  del  pueblo,  i  una  soberanía  personal  i 
convencional,  la  del  monarca.  Siendo  incompatibles  esas  dos  so- 
beranías, porque  una  de  las  dos  está  demás,  la  coexistencia  de  am- 
bas es  absurda. 

«No  obstante  estos  funestos  resultados,  el  absurdo  que  ha  dado 

oríjen  al  parlamentarismo  no  resulta  con  tanta  evidencia   en  las 

"monarquías  como  en  las  repúblicas.   En  éstas,  con  efecto,  no  hai 

tiedio  de  suponer  dos  oríjenes  distintos  al  poder  Ejecutivo  i  al  Le- 

slativo,  puesto  que  en  ellas  cesa  el  artificio  de  las  dos  soberanías, 

o  reconociéndose  otra  que  la  natural,  la  positiva,  la  única,  que  es 
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de  la  sociedad  entera.  En  segundo  lugar,  gobierno  de  opinión, 
como  han  de  ser  los  fundados  en  el  principio  de  la  soberanía 
social,  tienen  que  reconocer  a  la  opinión  pública  una  tal  fuerza  i 
tanta  suma  de  actividades  que  hagan  innecesaria  la  mediación  del 
parlamento,  como  esponente  de  opinión.  En  tercer  lugar,  el  ejecu- 
tivo de  las  repúblicas  es  esencialmente  responsable,  i  si  se  atribuye 
al  parlamento  la  facultad  o  la  fuerza  de  intervenir  en  la  función 
ejecutiva,  imponiendo  al  primer  responsable  de  ella,  el  presidente, 
consejeros  o  ministros  indicados,  propuestos  o  impuestos  por  el 
parlamento,  cesa  virtualmentc  en  aquél  la  responsabilidad.  En 
cuarto  lugar,  el  carácter  transitorio  con  que  un  presidente  de  re- 
pública ejerce  la  dirección  de  la  función  ejecutiva,  da  a  las  frac- 
ciones de  opinión  o  partidos  políticos,  una  intervención  directa  en 
la  elección  del  primer  majistrado,  i  no  ésta  sino  el  partido  que  lo 
ha  elejido,  es  quien  efectivamente  gobierna  por  modio  de  él.  Por 
lo  tanto,  seria  minar  por  su  base  el  principio  de  las  mayorías, 
i  ademas,  seria  anular  la  función  electoral,  el  imponer  a  un  presi- 
dente, electo  de  un  partido,  consejeros  o  asesores  del  partido  que 
él  no  representa  en  el  poder.  I  si  la  influencia  del  parlamento  se 
quiere  limitar  al  derecho  de  imponer  un  simple  cambio  de  perso- 
nas al  representante  del  Estado,  éste  es  entonces  un  instrumento 
del  parlamento,  i  no  es  el  libre  i  responsable  ejercitante  de  una  fun- 
ción distinta  e  independiente  de  la  lejislativa.  Por  todas  estas  razo- 
nes consecuentes,  se  ve  que  si  el  pLirlamcnlo  es  un  absurdo  en  la 
anarquía,  en  la  república  es  un  anionlonamicnto  de  absurdos, 

«I  sin  embargo,  dos  de  las  repúblicas,  una  en  Europa,  In  fran- 
cesa ^  otra  en  la  América  latina,  la  chilena,  que  mas  interesan  al 
porvenir  de  la  evolución  política  de  nuestro  siglo  i  a  la  evolución 
del  réjimen  político,  se  [obstinan  ciegamenlet  la  de  Europa  en  se- 
guir, i  la  8e  la  América  latina  en  implantar  esa  verdadera  escrecen- 
cia  del  sistema  representativo. 

«Felizmente  la  esperiencia  las  asesorará  en  sus  funestas  realida- 
des. En  la  actualidad,  el  enemigo  mas  formidable  de  la  República 
francesa,  es  el  parlamentarismo,  i  probablemente  no  tardará  en 
conocerlo.  La  prudente  Chile  no  tardará  tampoco  en  reconocer 
que  la  causa  de  las  perturbaciones  que  sufre  su  obra  de  previsora 
democratización,  es  su  mal  empeño  de  incluir  entre  las  reformas 
de  su  réjimen  político  la  intervención  del  parlamento  en  el  cam- 
bio del  ejecutivo.»  (i) 


(i)  Lecciones  de  Derecho  Conslitucionalj  por  Eujenio  María  Hostos, 
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La  filosófica  i  bien  fundada  crítica  de  Hostos,  nos  ahorra  mucho 
trabajo. 

En  verdad  el  parlamentarismo  tiene,  como  hemos  dicho,  por 
fundamento  la  existencia  de  un  poder  desconocido  i  rechazado  por 
la  ciencia  constitucional,  cual  es,  el  monarca. 

Ante  la  ciencia,  los  poderes  que  tienen  razón  de  existencia  son 
los  que  emanan  del  pueblo  por  medio  de  las  elecciones.  La  jenera- 
cion  de  los  poderes  de  un  Estado,  científicamente  hablando,  no 
puede  producirse  por  medio  de  nacimientos  sino  por  medio  del 
sufrajio. 

De  aquí  por  qué  las  monarquías,  que  se  ven  en  la  obligación  de 
mantener  un  rei  o  emperador  i  que  a  la  vez  reconocen  el  derecho 
popular,  tienen  que  entregarse  en  bracos  del  parlamentarismo, 

¿Puede  pasar  lo  mismo  en  una  república,  cuyo  jefe  del  poder 
Ejecutivo  es  elejido  por  el  pueblo  i  tiene,  en  consecuencia,  un 
oríjen  igual  al  Lejislalivo? 

¿Puede  establecerse  comparación  lójica  entre  un  soberano  que 
saca  el  poder  de  un  parto  i  un  presidente  de  república  que  debe 
su  poder  a  un  mandato  popular? 

Querer  igualar  los  derechos,  obligaciones  i  poderes  del  presi- 
dente de  una  república  con  un  monarca,  es  pretender  la  semejanza 
entre  un  parlamento  elejido  por  el  sufrajio  universal  i  el  consejo 
que  tiene  el  czar  de  Rusia  para  consultar  sus  ükases  i  que  es  elejido 
a  su  antojo;  i  es  pretender  la  semejanza  entre  la  soberanía  nacio- 
nal i  la  voluntad  de  un  solo  hombre. 

Siendo  diverso,  a  la  luz  de  la  ciencia  i  de  los  derechos,  el  orí- 
jen  del  parlamentarismo  i  del  sistema  representativo,  es  evidente 
que  no  se  pueden  aplicar  indistintamente  en  cualquier  pais  ni  con 
cualquiera  forma  de  gobierno,  i  es  evidente  que  no  se  pueden 
hacer  confusiones  entre  los  dos  so  pena  de  chocar  violentamente 
con  los  principios  que  sirven  de  cimiento  al  derecho  constitucio- 
nal i  a  la  filosofía  política. 

Estas  razones  son  las  que  nos  mueven  a  presentar  el  sistema  re- 
presentativo como  et  ideal  para  Chile. 

Uno  de  los  mayores  peligros  del  parlamentarismo,  es  la  incon- 
sistencia i  movilidad  que  imprime  a  todos  los  poderes  públicos. 

«En  Inglaterra,  dice  Caleb  Cushing  en  su  Traite  de  Washington, 
el  gobierno  está  a  la  merced  de  toda  borrasca  de  pasión  popular, 
de  toda  tempestad  de  la  opinión  pública  estraviada,  de  toda  ajita- 
cion  demagójica  lanzada  fuera  de  camino.  Nada  de  parecido  existe 
en  Estados  Unidos.  El  Presidente,  es  decir,  el  primer  ministro  del 
pueblo  soberano,  está  en  el  poder  por  un  tiempo  limitado  durante 
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el  cual  es  políticamente  independiente  de  las  funciones  i  puede 
contemplar  las  pasiones  estrañas  del  momento  con  la  calma  nece- 
saria para  avaluarlas  exactamente  i  acojerlas  o  rechazarlas  en  con- 
formidad con  las  exijencias  del  deber  público  o  de  las  prescrip- 
ciones de  su  conciencia.  Ni  él,  ni  ninguno  de  sus  ministros  corren 
el  riesgo  de  ser  inquietados  por  interpelaciones  facciosas  o  por  per- 
sonalidades inconducentes  en  ninguno  de  los  brazos  del  Con- 
greso.}» 

Hablando  en  el  mismo  sentido  el  duque  de  Noailles  en  su  con- 
cienzuda obra,  Cien  anos  de  república  en  los  Estados  Unidos^  dice: 

«Teóricamente  (en  los  Estados  Unidos)  el  poder  lejislativo  es 
limitado....  Los  constituyentes  americanos  trabajaron  por  res- 
trinjir  el  poder  de  sus  diversas  cámaras  representativas  en  previ- 
sión de  excesos  i  flaquezas  inevitables.  Comprendieron  que  en  las 
democracias,  fundadas  en  la  fuerza  irresistible  del  número  cam- 
biante i  ciego,  el  despotismo  colectivo  e  irresponsable  de  un  par- 
lamento puede  convertirse  en  la  mas  peligrosa  amenaza  a  las  liber- 
tades individuales  i  en  el  réjimen  menos  apto  para  vijilar  los 
intereses  permanentes  de  la  nación.» 

Los  resultados  que  el  parlamentarismo  ha  producido  en  Ingla- 
terra, han  tentado  a  las  repúblicas  europeas  i  americanas  a  entrar 
por  el  espinoso  sendero  de  las  imitaciones  a  ciegas  i  de  las  heren- 
cias recibidas  sin  beneficio  de  inventario. 

Hemos  dicho  que  en  el  parlamentarismo  el  gobierno  se  hace 
por  medio  del  gabinete,  i  que  en  el  sistema  representativo  se  hace 
por  medio  del  presidente. 

En  Chile  no  domina  en  absoluto  ninguno  de  los  dos  sistemas,  i 
los  constituyentes  del  ))  idearon  uno  Mixto,  tomando  a  la  Ingla- 
terra el  gabinete  responsable  que  debe  su  existencia  al  parlamento, 
i  a  los  Estados  Unidos  el  presidente  también  responsable,  armado 
de  veto  i  que  trae  su  oríjen  de  elección  popular. 

En  una  palabra,  contemplando  la  obra  de  los  constituyentes  del 
))j  los  gobiernos  se  dividirian  en  tres  clases: 

1.°  El  de  Gadinele  o  parlamentarismo; 
2.°  El  de  Presidente  o  representativo;  i 

3.*  El  mixto  o  gobierno  por  medio  del  presidente  i  del  gabinete, 
ambos  responsables. 

Dentro  del  sistema  Af/x/o'cor responden  al  Presidente  de  la  Re- 
pública la  mayor  parte  de  los  derechos  que  tiene  el  de  los  Estados 
Unidos,  pero  con  el  freno  de  ponerse  de  acuerdo  con  el  ministe- 
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rio,  sin  cuya  aceptación  no  puede  constituciojialmente  llevarse  a 
efecto  ninguno  de  sus  actos  (i). 

Si  entre  nosotros  el  presidente  no  terciara  en  los  negofíps  pú- 
blicos, i  si  debiera  limitar  su  acción  a  reinar  sin  ^obcraan,  en  tal 
emerjencia  seria  mejor  suprimir  por  inútil  este  rodaje  en  la  admi- 
nistracion,  pública,  i  bastaría  con  iin  Gabinete  que,  elejido  por  ^1 
Parlamento,  ejerciera  las  funciones  propias  del  Poder  Ejecutiva. 

Pero  nuestra  Constilucion  no  ha  querido  eslo,  i  la  pi;ueba  principal 
está  en  que!  lo  ha  hecho  responsable  de  sus  actos. 

Como  parte  del  Poder  Lejislativo  esU  obligado  a  estud[iar  i  a 
aconsejar  leyes;  i  como  funcionario  responsable  de  sus  actps,  df.be 
tomar  parte  en  los  negocios  que  presente  e^  Gabinete. 

Para  proceder  con  lójica,  nuestra  Carta  Fundamexital,  en  lugar 
de  establecer  en  el  artículo  83  que  el  Presidente  de  ía,  República 
puede  ser  acusado  hasta  un  año  después  de  concluido  eí  término 
de  9u  Presidencia,  «pof  todo^  lo»  actos  de  su  adminÍ9tracio.n,  «n 
que  haya  compíonlctido  gravemente  el  honor  o  la  seguridad  del 
Estado,  o  infrinjido  abiertamente  la  Constitución»;  debió  haber 
puerto  un  artículo  igual  al  sesto  de  la  Lei  Constitucional  francesa  de 
35  de  Febrero  de  1875,  relativa  a  los  poderes  públicos,  que  di^e: 

«Los  ministros  son  responsables  solidariamente  ante  las  camainas, 
de  la  política  ieneral  del  gobierno,  e  individualn\eate  de  sus  actos 
personales. 

«El  Prkside>íte  dk  la  Rkpública  es  *rr¡:sponsable,  menos  en  eil  caso 
de  alta  traición.» 

Científicamente  hablando  ¿es  bueno  el  sistema  Mixto  ideado  por 
los  escrupulosos  constituyentes  del  33? 

El  sistema  Mixto  jes  distinto  de  los  otros  dos? 

No  entra  en  nuestro  propósito  estudiar  el  mecanismo  constitu- 
cional  de  Chile,  sino  bosquejar  en  su  conjunto  la  marcha  i  razón 
de  ser  del  parlamentarismo  i  del  sistema  representativo;  pero,  con- 
fesamos paladinamente  que  el  eclecticismo  que  existe  entre  noso- 
tros no  tiene  ninguna  base  científica  i  ha  sido  la  única  causa  de  la 
poca  independencia  del  Congreso  i  de  la  omnipotencia,  real  ya  que 
na  kgaU  del  Presidente  de  la  República. 

En  el  sistema  representativo  cada  uno  de  los  Poderes  del  Estadp 
tiene  trazada  con  rigurosa  exactitud  su  esfera  de  acción  i  sus  fron- 
teras*  Ppr  medio  de  una  serie  de  frenos  i  de  esti^mulantes,  jiraa  en 
sus  órbitas  respectivas  con  la  rfigula,r¡,dad  i  equil,i,bri<)  cp.n  que  Usi 
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i  de  atracción  i  de  repulsión  sostienen  los  astros  en  el  espa- 
nenso. 

il  Parlamentarismo  hai  también  su  lójica  i  su,  regularidad. 
tidad  de  verdad,  en  este  sistema  no  existe  el  Poder  Ejecu- 
sl  como  se  concibe  vulgarmente.  No  exislc  mas  que  un  poder 
o,  que  es  el  Lejislativo.  El  Ejecutií'O  es  sin^pk  radio  de  esc  ^ran 
,  i  e!  Poder  Judicial,  por  lo  mismo  que  en  Inglaterra  se  cons- 
casi  esclusivamente  por  nombramientos  de  la  Corona,  es 
!n  otro  radio  de  ese  círculo.  En  una  palabra,  en  el  Parhmen- 
bai  im  solo  poder  del  Eslado:  el  Lejislalivo. 
itra  Constitución  no  ha  optado  por  ninguno  de  los  sistemas 
■  i  ha  salido  por  la  tanjente. 

pariencias,  el  Presidente  de  la  República  está  revestido  de 
:s  casi  dictatoriales;  pero,  conslUucioitalmenle  hablando,  es  un 
'j  iiquicrda. 
3  puede  hacer,  ni  nombrar  un  portero,  sin  la  firma  del  ministro 

\é  es  un  ministro  en  Chile,  tal  como  la  misma  Carta  Fúnda- 
lo ha  establecido? 
imple  rodaje  del  Parlamento. 

puede  hacer  i  deshacer  de  ¿I;  puede  censurarlo  i  acusarlo,   desli- 
irrebciiT-Ie  hasla  sus  dcreeh^^s  civiles  í  poHliccs.  {Artículos  92  a 
nuestra  Constitución  1. 
ere  resistir? 

abí  está  el  parlamento  revestido  de  sus  derechos  de  acusa- 
r  una  parte  i  de   neg;ar  subsidios  por  la  otra.  (Artículos  36 

ere  el  Presidente  usar  del  veto,  en  conformidad  a  los  artí- 
(,  45,  46,  47  i  48  de  nuestra  Constitución? 
trarlamento  no  lo  quiere,  puede  llegar  al  resultado  de  anularlo  o 
■arlo  por  un  camino  indirecto.  Amena^^a  al  Ministerio  que  lo 
o  derriba  i  lodanía  puede  llevar  su  represalia  hasla  dejar  sin  ej¿r~ 
contribuciones  al  Presidente  de  la  República. 
odo  que  nuestra  Constitución  ha  convertido  'al  Jefe  del 
/o  en  una  cariátide  responsable,  en  un  ser  que  nada  puede 
que  a  la  vez  responde  de  los  actos  de  otros. 
:e  que  en  la  práctica  sucede  otra  cosa  distinta:  pero,   si  la 
tencia  presidencial  existe,  no  es  porque  la  Constitución  asi 
lezca,  sino  porque  las  mayorías   parlamentarías  han  queri- 
renderse  de  sus  prerogativas  i  de  su  soberanía. 
Hucionalmente  hablando,  en  Chile  el  Presidente  es  nada  i  el  par- 
es lodo. 
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El  Congreso  es  un  dictador,  un  fac  iolum. 

En  el  hecho,  no  negamos  que  el  jefe  del  Poder  Ejecutivo  ha 
sabido,  con  el  beneplácito  espreso  o  tácito  de  la  mayoría  parla- 
mentaria, adueñarse  del  cetro  i  gobernar  con  facultades  casi  omni- 
cientes;  pero,  de  esto  son  responsables,  en  primer  lugar  los  mis- 
mos Congresos,  i  en  segundo  lugar  los  Constituyentes  que  no 
supieron  distribuir  con  equidad  el  poder  entre  las  diversas  ramas 
de  la  soberanía,  que  obligan  a  los  Presidentes  a  tomar  por  bien  o 
por  mal  la  parte  de  poder,  mucha  o  poca,  que  naturalmente  debe 
corresponderles,  i  que  dieron  al  Presidente  responsabilidad  sih 
acción,  lo  que  los  estimula  por  instinto  de  propia  conservación  a 
proceder  en  la  forma  i  modo  que  crean  necesarios  para  poner  a 
salvo  su  persona,  su  conciencia,  sus  ideas  i  su  posición  histórica. 

Por  estas  razones,  que  insinuamos  a  la  lijera,  el  sistema  Mixto 
es  un  absurdo  mayor  que  el  mismo  parlamentarismo  implantado 
en  una  República. 

I  ya  que  no  es  reconocido  ni  puede  ser  aceptado  por  ningún  tra- 
tadista que  conozca  algo  la  ciencia  constitucional,  no  nos  ocupa- 
remos mas  de  él  en  el  presente  libro;  pero'abrigamos  la  esperanza 
de  poder  algún  dia  estudiar  por  separado  i  con  detenimiento  el 
mecanismo  parlamentario  de  Chile,  tal  como  existe  en  la  teoría  i 
en  la  práctica.;^ 


Precost  Paradol,  el  brillante  publicista  francés,  en  su 
obra  Ensayos  Políticos,  se  espresa  asi: 

« Examinemos  si   el  gobierno  parlamentario  puede,   sin 

romperse,  prestarse  a  los  esfuefrzos  de  esa  ambición  lejitima  que 
no  puede  penetrar  en  el  réjimen  consultativo,  sin  envilecerse  a  sí 
misma  i  sin  hacerlo  saltar. 

Basta  un  instante   de   atención   para  reconocer  que  la  esencia 

misma  del  gobierno  parlamentario  está  en  abrir  a  la   ambición, 

ausiliada  por  el  talento,  i  aspirando  al  poder  una  vía  tan  ancha  i 
tan  recta,  que  se  puede  penetraren  ella  sin  abandonar  su  concien-. 

cia,  i  seguirla  hasta  el  fin  sin  perder  nada  de  lo  que  asegura  a  los 

hombres  públicos  la  estimación  jeneral  i  la  propia. 

En  efecto  ¿qué  se  necesita  para  llegar  a  la  cumbre  de  ese  gobier- 
no, i  para  gozar  dentro  de  los  límites  de  las  leyes,  i  con  provecho 
de  sus  ideas,  no  de  la  sombra,  sino  en  la  realidad  del  poder? 

Basta  ser,  con  perseverancia,  i  con  éxito,  el  representante  de 
una  idea  justa,  que  en  ciertos  momentos,  el  curso  de  los  acontecí- 


míentos,  i  el  favor  de  la  opinioa  coaviertea  en  preponderante. 
Entonces  sois,  el  amo;  no  porque  hayáis  sorprendido  el  pensa- 
miento o  halagado  el  capricho  de  alguno,  porque  a  la  faz  del  dia  i 
ppr  la  fuerza  de  la  razón  habéis  convencido  a  todo  el  mundo.  Este 
poder  ha,  costa<^o  ordinariamente  grandes  esfuerzos,  pero  no  lo 
habéis  pagado  con  sacriücio  algunp  de  que  tengáis  que  avergon-? 
zarps.  Vos  lo  debéis,  la  mitad  a  vuestro  talento,  i  la  otra  mitad  a^ 
las  cirpunstancias  que  os  han  hecho  ese  dia  mas  necesario  quei 
otro  cualquiera  para  los  negocios  del  pais,  que  os  haa  hecho  apa- 
recer ese  dia  mas  capaz  que  otros  de  servirlo  bien. 

Lo  que  la  persuasión  os  ha  dado,  os  lo  cojaserva  la  persuasio.Qj  i 
t^n,eis  ei  derecho  de  esperimentar  un  lejítimo  orgullo  cuando,  ata- 
Cadp,  po^  vuestros  adversarios,  habéis  obtenido  contra  ellos  la. 
a,probacion  de  una  asamblea  libre.  Richelieu  pddia  sentirse  orgu- 
lloso i  feliz  cuando  salia  Vencedor  del  gabin.ete  de  Luis  XIII»  al 
fin  de  la  jornada  de  ¡osdescngarlcldos^  i  habia  puesto  la  mano  sobre 
el  débil  espíritu  de  Su  amo,  sublevado  por  un  momento.  Distinta 
cosa  esi  sin  embargo^  la  alegría  i  el  orgullo  del  jefe  de  ungobier- 
il^o  responsable  que  acaba  de  obtener  en  una  asamblea  libre,  des- 
pués de  una  discusión  digna  del  poder,  del  cual  es  la  apuesta,  i  de 
ios  grandes  intereses  de  la  nación  que  os  escucha.  Os  seria  ma^ 
cómodo,  seguramente,  el  persuadir  a  un  solo  hombre,  en  un  diá- 
logo privado,  que  tener  razón  contra  vuestros  adversarios  en  pre- 
sencia de  centenares  de  iguales,  que,  en  ese  dia,  se  convierten  en 
iguales  vuestros.  Entre  esas  dos  clases  de  placeres,  entre  esos  dos 
jéneros  de  gloria,  todo  hombre  puede  elejir,  según  la  jenerosidad 
de  su  alma,  i  es,  declarando  lo  que  prefiere,  como  muestra  lo  que 
vale. 

Este  poder,  una  vez  conquistado,  es,  como  se  pretende,  dema- 
siado débil  para  defender  la  sociedad,  demasiado  precario  para 
que  se  pueda  gozar  un  dia  con  seguridad,  i  servirse  de  él,  con  pro- 
vecho para  la  nación. 

Si  el  poder  de  un  ministro  responsable  delante  de  una  asamblea, 
i  delante  de  la  opinión  es  mui  débil  i  mui  precario  ¿qué  podria 
decirle  del  poder  de  un  Ministro  sometido  esclusivamente  a  la 
voluntad  de  un  hoijxbre? 

Pero  no  se  necesita  un  gran  esfuerzo  para  comprender  que  ua 
miaisterio  responsable,  investido  de  la  confianza  del  Parlamento  i 
del  pais,  goza  del  poder  mas  completo  i  ejerce  la  autoridad  mas 
amplia  que  puedan  conciliarse  en  los  tiempos  modernos  con  el 
respeto  d^  los  derechos  jenerales  de  una  sociedad  libre.  Si  ese 
^ijiist^rio  UQ^  se  sostiene  sino  a  condición  de  tener  de  su  la^do  la 
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layorta  del  Parlamento,  i  el  asentimiento  del  pais,  una  ver  lit- 
ada esa  coadicioñ  de  su  existencia,  no  hai  nada  qtie  sé  eficuentre 
aera  áé  sü  acción  i  mas  alto  qUe  sus  íuerzas.  No  Solamente  ios 
egocios  interiores  i  esíeríores  del  pais  están  en  sus  manos;  no  «o^ 
imente  posee  la  autoridad  necesaria  para  ejecutar  las  leyes,  sino 
smbíen  el  ascendiente  que  permite  hacerlas;  puesto  qae  el  dia^en 
\ie  se  le  rehuse  el  derecho  de  tomar  una  medida  impoTtante,  de- 
iparece  para  ceder  su  lugar  a  rivales  mejor  escuchados,  j,  poí 
onsiguiente,  mas  poderosos  que  él. 

El  admirable  carácter  de  la  autoridad  ministerial  en  el  gobierno 
arlamentario  está  en  que  se  muda  sin  sacudimiento  para  ir  del 
ido  donde  se  encuentra  el  poder  real  como  la  sombra  sigue  al 
uerpó;  está  en  que,  pasando  de  una  manera  regular  de  los  vend- 
os a  los  vencedores,  no  se  encuentra  jamas  espuesla  a  encontrarse 
aparada  de  la  Tuerza  que  la  hace  eficaz  i  respetada.  Privada  acci- 
entalmente  de  esta  fuerza  que  se  halla  en  otras  manos  que  lá  tna> 
ejao,  se  escapa  de  nuevo  para  la  misma  en  las  manos  dofide  se 
ncuentra,  i  para  darle  la  consideración  como  también  los  ¡nstru- 
lentos  del  poder.  Restablecida  en  sus  condiciones  naturales,  ten- 
ida áe  nuevo  a  la  fuerza  de  la  que  se  había  separado  nn  instante, 
fl  la  cual  se  ha  apresurado  a  reunirse,  la  autoridad  ministerial  !A 
ncuentra  en  otras  manos,  tan  eficaz  como  estaba  14  víspera,  í 
mpliamente  suficiente  para  el  manejo  de  los  negocios '(jfi'Hicai. 

Lejos,  pues,  de  pretender  que  esa  autoridad  es  neée  sari  a  mente 
ébil,  porque  es  Wióvil,  es  pteciso  colocar  en  el  m5mefO  de  •sns 
randes  Ventajas  esa  misma  movilidad  que  Te  impide  langtridecet 

ella  misma  entre  manos  mas  debilitadas,  e  impide  qne  la  apaTitfn^ 
¡a  i  la  realidad  del  poder_estén  separadas  nn  momento. 

Si  la  autoridad  ministerial  es  suficiente  para  asegurar  el  góbieT- 
o  del  pais,  ella  no  puede,  en  caso  alguno,  llegar  a  ser  tiránica 
ueslo  que  se  encuentra  vijilada  atenta  i  severamente  contenida 
or  una  rivalidad  incesante  entre  los  que  la  poseen  i  los  que  Is 

I  el  Ministerio  debe  obrar  i  hablar  bajo  las  miradas  de  una  opi- 
ion  celosa  cuyo  interés  está  en  refrenarlo  en  una  falta  a  fin  de 
semjplazarlo. 

De  aquí  esas  frecuentes  interpelaciones,  de  aquí  esas  discusio- 
es  que  se  renuevan;  de  aquí,  por  fm,  esa  fiscalización  pei;petua 
ue  constituye  la  vida  Í  el  movimiento  de  los  pueblos  libres. 

Tocamos  aquí  al  resorte  mas  importante  del  gobierno  parlamen- 
irio,  i,  si  se  cree  a  sus  detractores,  a  su  mas  ¿cave  incoovfioieole. 

Pero,  antes  de  declarar  ese  inconveniente,  intolerable,  se  nece- 
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ber  si  no  es  necesario,  es  decir,  si  se  puede  suprimirlo  sin 
n  inconvenientes,  mayores  aun. 

;-ucrra  a  ¡a$  carteras,  como  vosotros  la  llamáis,  os  importu- 
ro  ¿qué  pensariais  de  la  falta  de  fiscalización? 
3,  se  puede,  decís,  suprimir  esa  guerra  sin  abolir  esa  fiscaU- 
,  i  hacer  criticar  los  actos  de  los  Ministros  por  jentes  hónra- 
le no  tuvieran  la  ambición  de  reemplazarlos,  sea  que  su  vir- 
s  impidiera  sentir  ese  deseo,  sea  que  la  Constitución  les 
jiera  concebir  tal  esperanza. 

razón  sola,  a  falta  de  esperiencia,  bastarla  para  poner  en 
arencia  la  falsedad  de  esa  teoría  política  que  supone  la  exis- 

i  exije  el  concurso  de  la  ambición  desinteresada.  Q.uerer 

autoridad  sea  eficazmente  fiscalizada,  i  por  lo  mismo,  guia- 
:  hombres  que  fueran  incapaces  de  ejercerla,  i  a  los  cuales 
irohibido  dessmpeñarla,  es  buscar  una  transacción  quiméri- 
re  el  réjimen  absoluto  i  el  réjimen  parlamentario.  Todo  se 
1,  a  una  transacción  de  este  jénero,  í  la  naturaleza  de  las  cosas 
sta  tan  poco  como  la  naturaleza  humana. 
:andad  cristiana  obra  maravillas  en  el  mundo;  pero,  la  roas 
irosa  quizás  de  esas  maravillas  seria  ver  a  los  miembros  mas 
ntes  de  una  gran   asamblea  fiscalizar  por  sus  críticas,  sos- 

con  sus  consejos  i  guiar  por  sus  opiniones,  a  hombres 
:aida,  no  pueden  apresurar,  ni  cuya  herencia  pueden  recojer. 
aliento  i  la  falta  de  fiscalización  serian  las  consecuencias  de 
luacion  tan  poco  ajustada  a  la  razón,  si  pudiera  durar;  pero, 
lando  las  asambleas  contaran  un  cierto  número  de  miembros 
leran  esos  consejeros  capaces,  desinteresados  i  consagrados 
ivamente  al  triunfo  de  otros,  la  nación  no  podría  soportar 
ui  largo  tiempo  un  espectáculo  tan  completamente  ridiculo; 
dria  ver  con  paciencia,  de  una  parte  el  poder,  i  de  la  otra  la 
íncia  i  la  razón;  no  podria,  sobre  todo,  comprender  el  por 
1  aconsejan  mejor,  no  son  los  llamados  a  servirla,  i  no  se 
aria  de  ninguna  manera  la  incomprensible  ventaja  de  man- 
ía minoría  en  la  oposición  i  la  inferioridad  en  el  poder. 

fin,  nos  es  imposible  comprender  cómo  se  podria  hacer  la 
ncia  del  Ministerio,  independiente  de  la  situación  de  la  ma- 

sin  anonadar  la  autoridad  del  Parlamento,  i  sin  destruir  el 
e  principal  del  gobierno  libre  entre  las  naciones  modernas. 
■  otra  parte,  sí  conquistar  la  mayoría  es  conquistar  el  Minis- 
jquiéu  puede,  en  esta  materia,  poner  un  límite  a  los  esfuer- 
;  la  ambición  mas  lejftima;  quién  puede  impedir  a  todos  los 
enen  la  fuerza  para  intentarlo,  i  la  esperanza  de  alcanzarlo. 
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que  busquen  como  hacer  cambiar  la  mayoría  para  poder  llegar  al 
poder? 

Se  necesita,  pues,  i  con  toda  eficacia,  que  las  naciones  elijan 
entre  la  caza  de  las  carteras,  con  todos  sus  inconvenientes^  i  el  ré- 
jimen  consultivo,  con  todas  sus  consecuencias.  Pero,  sucede  que 
mientras  que  ningún  poder  humano  puede  impedir  que  el  réji- 
men  consultivo,  o  absoluto,  produzca  todas  sus  consecuencias,  la 
guerra  de  las  carteras  puede  ser  encerrada  en  tales  límites  que 
preste  grandes  servicios  a  la  nación  sin  llegar  a  ser  peligrosa  para 
su  reposo,  o  funesta  para  sus  intereses. 

Es  inútil  demostrar  que,  asegurando  un  acceso  regular  hacia  el 
poder,  a  la  ambición  de  los  hombres  i  a  los  movimientos  de  la 
opinión,  la  guerra  de  las  carteras  tiene  la  doble  ventaja  de  em- 
plear i  reprimir,  tarde  o  temprano,  i,  tarde  o  temprano  fatales  a 
todo  gobierno  que  no  les  ha  concedido  su  lugar  ni  les  ha  arregla- 
do el  juego. 

A  pesar  de  todo,  esa  lucha  constante  en  torno  del  Ministerio  se 
halla  necesariamente  acompañada  de  intrigas,  de  coaliciones,  de 
estratajemas  de  todas  clases  que  pueden,  algunas  veces,  trastornar 
en  el  seno  del  Parlamento  la  mayoría  i  el  poder,  sin  que  ese  cam- 
bio sea  conforme  al  interés  i  al  deseo  del  público.  ¿Cómo  resta- 
blecer entonces  entre  el  Parlamento  i  el  país  un  acuerdo  tan  nece- 
sario, cuando  hai  algunas  razones  para  creer  que  ese  acuerdo  ha 
sido  roto?  Si  se  puede  dudar  lejítimamente  de  que  el  Parlamento 
haya  sido  el  órgano  de  la  nación  cuando  ha  querido  hacer  preva- 
lecer tal  o  cual  opinión,  o  hacer  pasar  la  autoridad  de  tal  mano  a 
otra,  pero  ¿cómo  resolver  una  cuestión  tan  importante  en  un  go- 
bierno libre,  puesto  que  la'  esencia  misma  de  este  gobierno  es  la 
de  llevar  i  mantener  en  el  poder  a  los  hombres  que  el  público  sos- 
tiene i  las  opiniones  que  el  mismo  público  aprueba? 

Para  esto  es  necesario  dos  jueces:  el  uno  que  resuelve  el  fondo 
de  la  cuestión  i  que  decide  en  última  instancia;  el  otro  que  sola- 
mente decide  que  la  cuestión  existe  i  que  hai  lugar  de  plantearla. 
En  cuanto  al  juez  que  soluciona  el  fondo  de  la  cuestión,  no  puede 
ser  otro  que  la  misma  nación  obligada  a  pronunciarse  por  medio 
de  nuevas  elecciones  sobre  la  conducta  de  sus  representantes. 

¿Cuál  será  el  otro  juez? 

¿Dónde  se  encontrará  el  imparcial  espectador  que,  teniendo 
dudas  sobre  el  acuerdo  del  Parlamento  con  el  público,  tendrá  el 
derecho  de  enviar  al  uno  a  la  presencia  del  otro  para  restablecer 
el  acuerdo,  o  para  constatarlo? 

Grave  cuestión  a  la  cual  la   república  no  ha  dado  hasta  ahora 


68  t^RBCftO   PARLAMENTARIO    CHILENO 

{Una  respuesta  i  qu3  toca  ala  monarquía  como  atribución  prin- 
il  solucionar. 

I  derecho  de  disolución  es  a  la  vez  la  mas  alta  prerogativa  del 
er  real  ¡  el  temperamento  mas  indispensable  de  los  inconve- 
ites  inseparables  del  réjimen  parlamentario.  El  ejercicio  de 
derecho  pae¡)e  ser  soberanamente  útil  a  la  Nación,  puesto  que 
sí  solo  puede  evitar  o  abreviar  entre  el  í'arlamento  i  el  públi- 
in  disentimiento  que  haría  correr  los  mas  graves  peligros;  el 
■cicio  de  ese  derecho  no  puede  llegar  a  convertirse  jamas  en 
notivo  de  alarma  para  naáíe  puesto  que  no  produce  otro  efec- 
[ué  próvócá'r  un  fallo  qué  d'fibe  srráslrar  coH  él  i  en  él  acto  la 
lísioh  de  Vódo  el  mundo. 

s,  pues,  a  la  vez,  1  ante  tóaó,  ún  irtstrütnen'to  de  orden  i  dé  'paz 
icégueááá,n6  puede  mí'rS'ráele  cómo  'nn  peligro  o  una  áftie- 
ii  para  tá  nbe'rlad.i 


**%  ttifl's  elocuente  -que  tédü  esto  son  los  casoí  p*;ác- 
A  ciVadbs  p'ór  Mr.  Frthqtievillé  éh  s\i  me'íno'raWe 
úória  del  Gotterño  i  PárVameiíto  b'ntanico.  V 

■•ido  escusas  de  nuevo  al  lector,    pero  la  materia   es  \ 

iftteresatite  en  abstracto,  como  que  es  la  base  del  s 
ñerto  parlamentario  reconstituido  en  1891,  mediante  \ 
tíícioS  tan  "éfiormes,  i  tan  dé  actualidad,  en  los  mis-  j 
^'tíioifteíitoS'fe'aqtie  escribo,  qué  creería  dejar  trunco  1 
s  trabajó,  si  'abandonara  lá  tarea  de  dar  el  trozó  á  que 

reáwo . 
Dice  ese  Sulon 

En  qué  circunstancias  el  Monarca  está  llamado  a  nombrar  el 
«nete?  En  tres  hipóteiis:  si  ha  destituido  a  sus  ministros;  si 
is  se  separan  voltintariamsnté;  si  el  Parlamento  derriba  al 
)inete  por  un  voto  directo  o  indirecto  de  desconfianza.  El  pri- 
■  ca»o  se.presentó  en  otro  tiempo,  pero  no  se  citaria  un  solo 
>  después  Ai  medio  siglo,  i  se  mirarla  hoÍ  como  un  acto  mui 
ir&,  sino  inconstitucional, -un  cambio  de  Ministerio  provocado 
'la  sola  voluntad  del  Jefe  del  Estado.  Q.aedan,  .pues,  los  otros 
casos  que  en  realidad  puede:)  reducirse  a  uno  solo,  porque  no 
incian  casi  nunca  sus  funcíoa^s  sino  en  previsión  de  un  voto 
¿1  dál  PartamsQto,  por  ejemplo,  cua:ido  nuevas  elecciones 
;uran  al  partid:)  de  oposición  una  mayoría  en  la  Cámara  de  los 
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Comurtes.  Que  el  Gabinete  se  retire  en  esas  condiciones,  o  qu'e 
sea  directaihente  derribado,  la  situación  es  la  misma,  i  el  sobera- 
no no  tiene  mas  alternativa  que  rehusar  la  dimisión  que  se  le  ofre- 
ce, u  ofrecer  el  poder  a  los  hombres  del  partido  opuesto. 

Cuando  la  situación  es  neta  i  franca,  como  sucede  cuando  un  ga- 
binete"es  derrotado  en  una  Cámara  recientemente  elejida  cuya 
mayoría  le  es  hostil,  no  hai  dificultad,  i  los  Ministros  hacen  su 
renuncia.  Cuando,  por  el  contrario,  el  Ministerio  es  combatido  por 
una  asamblea  en  la  que  su  partido  es  mas  numeroso,  la  situación 
se  complica.  La  cuestión  que  hai  que  examinar  en  este  caso  tíí 
doble;  desde  luego,  la  Cámara  de  los  Comunes  está  nombrada  des- 
de largo  tiempo,  o  desde  poco;  en  seguida  el  Gabinete  que  ha 
sufrido  el  rechazo  tiene  alguna  esperanza  seria  de  ver  a  la  opinión 
pronunciarse  en  su  favor  i  tener  mayoría  de  votos,  después  de  una 
apelación  fniifediata  al  p'ais.  Si  ía<]ámara  está  recientemente  ele- 
jida, i  si  no  hai  lugar  a  creer  que  ftn  hecho  grave  ha  podido  modi- 
ficar las  ideas  de  los  electores,  es  difícil  pensar  en  una  disolución. 
El  hombre  de  Estado  cuyo  concurso  es  pedido  por  el  Soberano, 
declina  jeneral mente  el  cargo  que  se  le  ofrece,  i  el  Monarca  pide 
al  primer  Ministro  que  conserve  el  poder.  En  el  caso  opuesto, 
se  faculta  al  jefe  de  la  nueva  administración  para  que  disuelva  el 
Parlamento. 

I  Algunas  veces  el  personaje  a  quien  el  Soberano  confia  el  encar* 

go  de  formar  un  Ministerio  en  esas  condiciones,  pide  a  sus  adver- 
sarios que  se  retiran,  el  compromiso  de  facilitarle  esa  tarea.  Fué 
lo  que  hizo  el  marques  de  Salisbury,  cuando  reemplazó  a  Mr, 
Gladstone  en  1885. 

I  El  Gabinete,  después  de  haber  hecho  votar  las  medidas  esencia- 

i  les,  evitando  en  lo  posible  las  cuestiones  que  pueden  dar  lugar  a 

largos  debates  hace  proceder  a  las  elaciones,  i,  se  retira,  o  per- 
manece en  el  poder,  según  el  resultado  del  escrutinio:  algunas 
veces  aun,  ministros  han  tomado  el  poder,  sin  hallarse  en  mayoría 
en  la  Cámara  de  los  Comunes,  i  no  se  han  retirado  sino  después 
de  un  voto  netamente  hostil;  tales  fueron  los  casos  de  Pitt  en 
^  l^Sy,  de  Addingthon  en  1801;  del  duque  de  Porland  en   1807;   de 

\,  sir  Roberto  Peel  en  1834;  de  lord  Derby  en  1853,  en  1858  i  en  1866. 

Pero  sea  lo  que  sea,  la  caida  de  un  Ministerio,  i  la  necesidad  de 
nombrar  otro  nuevo,  son  el  resultado  siempre  en  el  fondo  de  una 
misma  i  única  causa:  la  desconfianza  del  Parlamento.  Siendo  im- 
posible el  gobierno  en  esas  condiciones,  es  inevitable  el  cambio, 
pero  es  igualmente  indispensable  que  los  hombres  llamados  al 
poder  pertenezcan  al  partido  que  cuenta  con  la  mayoría  parla- 
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mentaiia.  El  Soberano  tiene  la  facultad  de  designar  la  persona  que 
le  agrade,  pero  este  último  no  puede  aceptar  el  poder,  si  no  cuenta 
con  un  partido» 


Esta  doctrina,  puede  decirse,  está  viitualmente  en  la 
Constitución  como  lo  está  realmente  en  la  lójica. 

Asi,  porque  el  Presidente  de  la  República  puede  nom- 
brar empleados  civiles  i  militares  (inciso  9.°!  ¿podria 
nombrar  capitán  o  intendente  a  un  etílesiástico? 

¿Puede  nombrar  sin  terna  a  un  empleado  superior  de 
cuentas? 

¿Puede  nombrar  sin  acuerdo  del  Senado,  a  un  simple 
coronel  o  capitán  de  navio? 

Hoi  mismo,  mediante  la  reforma  operada  por  la  lei 
constitucional  de  1891,  ¿puedenombrar  un  Ministro  di- 
plomático, sin  el  acuerdo  del  Senado  o  de  la  Comisión 
Conservadora? 

I,  esta  tutela  para  el  nombramiento  de  empleados 
que  pueden  llamarse  subalternos,  no  puede  ejercerla  el 
Poder  Lejislativo.  respecto  de  los  altos  empleados  que 
van  a  ser,  puede  decirse,  los  jestores  o  jerentes  .de  los 
mas  altos  negocios  públicos? 


£1  señor  Huoeeus  plantea,  ademas,  otra  interesante 
cuestión. 

¿Puede  el  Presidente  de  la  República,  dice,  destituir 
a  un  intendente,  cuando  se  encuentra  pendiente  una 
acusación  contra  éste  en  las  Cámai'as? 

1  la  soluciona  así: 

*Si  la  destitución  la  decreta  el  Ejecutivo  ánlcs  de  que  la  Cámara 
de  Diputados  hubiese  declarado  Je  que  liai  lugar  a  formación  de 
causa  contra  el  Intendente,  es  claro  que  ninguna  prerogativa  de  la 
Cámara  se  vulneraria  con  dicha  medida.  El  efecto  de  ésta,  con 
relación  a  la  Cámara,  quedarla  limitada  a  poner   término  a  una 


r 
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discusión  que  careceria  ya  de  objeto,  desde  que  el  Intendente  hu- 
biera dejado  ya  de  serlo.  Si  la  Cámara  de  Diputados  hubiese  de- 
clarado haber  lugar  a  formación  de  causa  antes  de  la  destitución, 
el  Senado  conocerla  de  la  acusación  conforme  a  lo  dispuesto  en  el 
artículo  98,  i  si  declaraba  culpable  al  ex-Intendente,  esa  declara- 
ción produciria  el  efecto  previsto  en  el  inciso  3.**  de  dicho  artículo, 
o  sea  el  de  poner  al  condenado  a  disposición  del  tribunal  ordina- 
rio competente  para  la  aplicación  de  la  lei  a  la  pena  señalada  al 
delito  cometido,  i  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  civil  por 
los  daños  i  perjuicios  causados  al  Estado  o  a  particulares.;^ 


«10. — Destituir  a  los  empleados  por  ineptitud  u  otro  motivo 
que  haga  inútil  o  perjudicial  su  servicio,  pero  con  acuerdo  del 
Senado,  i  en  su  receso,  con  el  de  la  Comisión  Conservadora,  si 
son  jefes  de  oficina  o  empleados  superiores;  i  con  informe  del 
respectivo  jefe,  si  son  empleados  subalternos.» 

¿Quiénes  son  empleados  superiores?  ¿Quiénes  Jefes 
de  oficina? 

Sobre  éste  i  muchos  otros  puntos,  íntimamente  rela- 
cionados con  él,  da  mucha  luz  el  interesante  i  detallado 
decreto  del  señor  Sotomayor  que  insertamos  a  conti- 
nuación: 

Valparaíso,  22  de  Febrero  de  1889. 

Considerando: 

I.**  Que  es  necesario  para  el  buen  servicio  de  las  tesorerías  i 
otras  oficinas  fiscales  reunir  en  un  solo  cuerpo  las  diversas  dispo- 
siciones dictadas  respecto  a  los  pagos  que  se  hacen  con  arreglo  al 
presupuesto  i  leyes  especiales  i  a  los  nombramientos,  licencias, 
interinatos,  reemplazos,  suplencias,  anticipos  i  gastos  de  viaje  de 
los  empleados  públicos; 

2."  Q.ue  conviene  poner  en  armonía  dichas  disposiciones  i  dictar 
í>1gunas  otras  tendentes  a  completarlas  i  a  procurar  una  mayor  fis- 
üizacion  en  la  inversión  de  los  fondos  públicos; 

3.**  Qjue  es  indispensable  hacer  una  declaración  que  sirva  de  re- 
:1a  jeneral   respecto  a  la  definición  de  empleados  propietarios, 
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interinos,  suplentes,  accidentales,  ausiliares  ¡  supernumerarios,  he 
acordado  i  decreto  las  siguientes  instrucciones: 

I 

I.'  La  vijencía  déla  Lei  de  Presupuestos  principia  el  i,°  de  Enero 
i  termina  el  }i  de  Diciembre  de  cada  año. 

Las  partidas  de  gastos  fijos  del  presupuesto  deben  pagarse  por 
las  respectivas  oficinas,  sin  necesidad  de  decreto  ni  otra  lei  que  el 
mismo  presupuesto. 

a.'  Los  gastos  no  comprendidos  en  el  número  anterior  se  cubren 
en  virtud  de  decreto  firmado  por  el  Presidente  de  la  República  i 
el  ministro  del  ramo,  refrendado,  rejistrado  i  tomado  razón  en  la 
forma  establecida  al  respecto. 

3.'  Las  tesorerías  no  procederán  a  verificar  pagos  sin  que  la  Di- 
rección del  Tesoro  les  trascriba  el  respectivo  decreto. 

4."  No  es  permitido  imputar  gastos  a  leyes  anteriores  a  la  fecha 
del  presupuesto  vijente,  salvo  el  caso  en  que  la  lei  haya  sido  pro- 
mulgada después  de  la  presentación  al  Congreso  del  presupuesto 
correspondiente  al  año  en  que  se  decreta  el  pago. 

Tampoco  es  permitido  imputar  a  las  partidas  fijgs  o  variables  del 
presupuesto  de  un  año  gastos  hechos  en  años  anteriores,  ni  alterar 
los  sueldos  de  los  empleados  públicos  fijados  por  la  íei,  bajóla  for- 
ma de  comisiones  o  gratificaciones,  ni,  por  último,  aplicar  los  ítem 
del  presupuesto  a  distintos  objetos  de  aquel  a  que  hau  sido  desti- 
nados. 

^.'  No  se  podrá  exceder  la  suma  fijada  en  cada  ítem  o  partida 
de  los  presupuestos  de  gastos,  salvo  en  los  casos  siguientes: 

i.°  De  leyes  posteriores  a  la  promulgación  de  los  presupuestos; 

3."  De  sentencias  ejecutorias  dictadas  por  autoridad  compe- 
tente; 

)."  De  comisiones  que  hubiere  de  pagar  por  los  operaciones  de 
empresas  industriales  o  comerciales  pertenecientes  a  la  nación; 

4.°  De  exijencias  impostergables  de  provisión  o  de  servicio  que 
sean  condición  de  la  empresa  misma  i  que  no  se  hubiesen  podido 
prever; 

5.°  De  aplicación  a  empleados  que  recibieren  gratificaciones, 
mayores  sueldos  o  pasaren  a  hospitales,  en  conformidad  a  los  pre- 
ceptos de  las  leyes  correspondientes.   (Lei  de  16  de  Setiembre  de 
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II 


6.*^  Todo  decreto  supremo  que  ordene  un  pago  deberá  ser  remi- 
tido por  el  Ministerio  que  lo  espida  a  la  Dirección  de  Contabilidad 
con  todos  sus  antecedentes  para  los  efectos  de  la  refrendación. 

Entre  los  antecedentes  de  cada  decreto  se  acompañará  la  corres- 
pondiente trascripción  para  la  Dirección  del  Tesoro. 

El  Director  de  Contabilidad,  o  en  su  defecto  el  subdirector, 
tíomprobaráj  antes  de  darle  curso,  si  hai  fondos  suficientes  en  el 
ítem  del  presupuesto  a  que  deba  imputarse  el  gasto  i  si  la  imputa- 
ción corresponde  a  la  glosa  del  ítem  i  partida  del  presupuesto. 

Si  a  juicio  de  esa  oficina  resultare  que  la  imputación  no  es 
correcta  o  que  el  gasto  excediere  los  fondos  consultados,  devol- 
verá el  decreto  al  Ministerio  de  oríjen  con  las  observaciones  del 
caso.  Si  el  Minisrio  insistiera,  le  dará  curso. 

7/  La  oficina  de  Contabilidad  remitirá  los  decretos  con  su3  res- 
pectivos antecedentes  al  Tribunal  de  Cuentas  para  los  efectos  d^ 
la  toma  de  ra:{Ofi  i  el  cumplimiento  de  las  disposiciones  de  los  n^i- 
meros  X  i  XI  del  artículo  5.**  de  la  lei  ^e  20  de  Enero  de  1888. 

8.*  Una  vez  practicada  por  el  Tribunal  de  Cuentas  la  toma  d^ 
razón,  remitirá  el  decreto  al  Director  del  Tespro,  el  cual,  si  no  lo 
encuentra  observable,  desglosará  la  trascripción  correspondiente  \ 
le  dará  curso  después  de  efectuar  el  rejistro  que  establece  el  artí- 
culo ^5  de  la  lei  de  16  de  Setiembre  de  1884. 

9..*  La  Dirección  del  Tesoro  remitirá  los  decretos  a  la  Dirección 
de  Contabilidad  para  que  esta  oficina  los  devuelva,  ya  definitiva- 
mente dilijenciados,  al  Ministerio  que  los  ha  espedido,  cancelán- 
dose los  recibos  que  hubiere  dado  al  efecto. 

10.  Todo  decreto  que  ordene  un  pago  deberá  publicarse  íntegro 
ejpL  el  Diario  Oficial,  a  lo  menos  en  su  parte  dispositiva,  salvo  que 
el  mismo  decreto  se  ordene  su  reserva,  en  cuyo  caso  se  observará 
lo  prescrito  en  el  artículo  36  de  la  lei  de  20  de  Enero  de  1883. 

11.  Para  facilitar  el  cumplimiento  del  presente  decreto,  las  ór- 
denes d.e  pago  que  se  dicten  con  cargo  a  variables  del  presupuesto 
o  a  leyes  especiales,  llevará  al  final  la  siguiente  disposición: 

«Refréndese,  tómese  razón,  rejístrese  i  comuniqúese.» 

12.  Los  datos  que  necesiten  los  diversos  Ministerios  sobre  inver- 
sión de  fondos  con  cargo  a  partidas  variables  del  presupuesto  o  a 
'  ¡yes  especiales  serán  suministrados  por  la  Dirección  de  Contabi- 

dad. 

i^.  Los  intendentes  o  gobernadores,  cuando  jiíen  contra  la^ 
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tesorerías  fiscales,  en  uso  de  la  facultad  que  les  confiere  el  número 
14  del  artículo  31  de  la  lei  del  Rcjimen  Interior,  deberán  dar  cuen- 
ta inmediata  al  Ministerio  correspondiente  i  a  la  Dirección  de 
Contabilidad,  acompañando  copia  de  la  orden  que  haya  librado 
contra  la  tesorería. 

Igual  aviso  dará  el  tesorero  respectivo  a  la  Dirección  del  Teso- 
ro para  que  recabe  la  aprobación  suprema  i  se  designe  en  ella  el 
ítem  i  partida  del  presupuesto  a  que  deba  aplicarse  el  gasto. 

Mientras  no  se  dicte  el  decreto  de  aprobación  de  estos  gastos, 
serán  de  cargo  i  responsabilidad  de  los  intendentes  o  gobernado- 
res que  los  hubieren  dictado.  (Decreto  de  30  de  Noviembre  de 
1888.} 

III 

14.  Los  funcionarios,  establecimientos  o  personas  que  fueren 
autorizados  para  la  construcción  de  obras  fiscales  o  para  cualquier 
otro  gasto  del  servicio  público,  jirarán  contra  los  tesoreros  del 
respectivo  departamento  por  las  sumas  que  sean  necesarias  para  el 
pago  de  los  trabajos  totales  o  parciales  de  las  obras  en  ejecución 
o  terminadas. 

15.  Los  jiros  o  decretos  de  pago  se  harán  necesariamente  a  la 
orden  del  acreedor,  del  contratista  o  de  la  persona  encargada  de 
la  ejecución  de  la  obra,  i  en  ellos  se  espresará  el  oríjen  del  pago. 

En  ningún  caso  se  estraerán  de  tesorería  los  londos  autorizados 
para  una  obra  dada  sin  que  se  designe  la  persona  a  quien  se  adeu- 
den i  otorgue  el  correspondiente  recibo  en  la  respectiva  oficina. 

16.  Las  tesorerías  fiscales  solo  cubrirán  los  jiros  o  decretos  que 
reúnan  los  requisitos  enunciados  en  los  artículos  precedentes. 

17,  Los  tesoreros  abrirSn  un  libro  ausiliarpara  llevar  una  cuenta 
por  separado  a  cada  autorización,  i  no  darán  cumplimiento  a  las 
órdenes  o  jiros  que  excedan  del  monto  de  la  suma  acordada. 

18,  Los  funcionarios,  establecimientos  o  personas  a  cuyo  favor 
se  espidan  la  autorizaciones  supremas  quedan  obligados  a  presen- 
tar sus  cuentas  documentadas  al  Tribunal  de  Cuentas,  conforme  a 
la  lei  de  20  de  Enero  de  1883  i  demás  disposiciones  actualmente  en 
vijencia. ' 

19,  Los  inspectores  fiscales  que  visiten  las  tesorer/as  cuidarán  de 
examinar  las  cuentas  parciales  a  que  se  refiere  el  artículo  17,  com- 
probando los  jiros  u  órdenes  correspondientes,  i  darán  cuenta  a  la 
Dirección  de  Contabilidad  de  cualquiera  irregularidad  que  nota- 
ren. (Decreto  de  14  de  Julio  de  1887.) 
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20.  Los  funcionarios,  establecimientos  o  personas  a  quienes  se 
hubiere  mandado  entregar  fondos  para  invertirlos  en  un  objeto 
del  servicio  público,  a  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  17  de 
de  la  lei  de  20  de  Enero  de  1883,  pasarán  a  la  Dirección  de  Conta- 
bilidad mes  a  mes,  en  estracto,  una  nómina  de  las  cantidades  par- 
ciales a  que  hubieren  dado  inversión. 

Dicha  oficina  se  encargará  de  hacer  un  resumen  jeneral,  q.ue  se 
elevará  al  Ministerio  de  Hacienda. 

23.  Los  sueldos,  jubilaciones,  pensiones,  retiros  i  asignaciones 
serán  pagados  por  mensualidades  vencidas. 

22.  A  ningún  empleado,  cualquiera  que  sea  el  ramo  del  servicio 
de  que  dependa,  se  concederá  anticipo  de  sueldos,  a  menos  que 
por  causa  del  mismo  servicio  tenga  que  mudar  de  residencia.  En 
este  caso,  el  anticipo  deberá  garantirse  con  fianza  de  supervivencia 
i  será  reintegrado  con  la  cuarta  parte  del  haber  mensual.  (Decreto 
de  29  de  Enero  de  1856.) 

23.  Todo  empleado  tiene  derecho  a  sueldo  desde  el  dia  que 
principie  a  prestar  servicios,  después  de  la  fecha  de  su  nombra- 
miento, o  desde  el  dia  que  se  indique  en  el  decreto  respectivo. 

Si  para  desempeñar  su  empleo  necesita  trasladarse  de  un  punto 
a  otro  de  la  República,  gozará  de  sueldo  desde  el  dia  que  empren- 
da su  viaje.  Ese  tiempo  será  comprobado  con  un  certificado  del 
Gobernador  del  departamento  o  jefe  administrativo  de  la  locali- 
dad. (Decreto  supremo  de  21  de  Junio  de  1881.) 

24.  La  traslación  de  un  empleado  de  un  punto  a  otro  de  la  Re- 
pública para  tomar  posesión  de  su  empleo  será  de  cuenta  fiscal, 
no  comprendiéndose  en  estos  gastos  el  trasporte  de  la  familia. 

25.  No  se  pagará  de  cuenta  fiscal  la  traslación  de  empleados  que 
permutan  sus  destinos.  (Decreto  supremo  de  14  de  Octubre  de 
1882.) 

26.  En  los  lugares  donde  no  hai  empresas  de  trasporte,  se  les 
paga  a  los  empleados  militares  un  bagaje  de  dos  pesos  por  cada 
cinco  kilómetros  a  los  jefes  i  un  peso  por  igual  distancia  a  los  su- 
balternos. (Decreto  supremo  de  18  de  Junio  de  1872.) 

27.  A  ningún  empleado  se  le  podrá  abonar  sueldo,  conceder 
licencias  o  vacaciones,  ni  mandarlo  agregar  a  otra  oficina  mientras 
no  haya  tomado  posesión  de  su  empleo,  comprobado  en  la  forma 
que  determina  el  artículo  r.**  del  decreto  supremo  de  16  de  Octu- 
bre de  1858. 

^28.  No  tiene  derecho  a  sueldo  el  empleado  que  no  hubiere  ren- 
dido la  fianza  a  que  está  obligado  por  la  lei.  (Art.  216  del  Código 
Penal.) 
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39.  Ningún  empleado  civil  puede  gozar  de  dos  o  mas  sueldos. 
(Lei  de  19  de  Noviembre  de  1818.) 

Esceptúanse  de  esta  regla  jeneral  los  empleados  de  instrucción 
secundaria  i  superior  que,  según  el  artículo  43  de  la  lei  de  9  de  Ene- 
ro de  1879,  pueden  percibir  en  un  mismo  establecimiento  de  ins- 
trucción pública  un  sueldo  íntegro  i  dos  tercios  del  otro  o  de  los 
otros,  i  los  profesores  de  instrucción  secundaria,  que  pueden  gozar 
de  dos  sueldos  íntegros*  . 

30.  A  los  empleados  promovidos  de  un  empleo  a  otro  se  les  debe 
asistir  con  el  sueldo  del  empleo  que  dejan  hasta  el  dia  que  tomen 
posesión  del  nuevo,  empleo,  lo  cual  se  atestiguará  ante  la  respecti- 
va oficina  pagadora  por  medio  de  un  certificado  del  jefe  del  em- 
pleado promovido.  Este  certificado  se  debe  acompañar  a  los  docu- 
mentos de  pago  que  se  remiten  al  Tribunal  de  Cuentas.  (R.  O.  de 
4  de  Mayo  de  1792.) 

Si  la  promoción  recayese  en  empleados  de  la  misma  oficina,  se 
pagará  en  nuevo  sueldo  desde  la  fecha  del  decreto  en  que  se  hace 
el  nuevo  nombramiento. 

31.  A  los  empleados  militares  que  sean  promovidos  a  un  nuevo 
empleo  se  les  pagará  el  sueldo  correspondiente  al  ascenso  desde 
la  fecha  en  que  se  hubiere  puesto  el  cúmplase  a  los  despachos. 
(Artículo  i.°,  título  )6  de  la  Ordenanza  del  Ejército.)  Si  solo  se 
tratare  de  una  comisión  militar  i  no  de  un  empleo  que  confiera  as- 
censo, se  pagará  el  nuevo  sueldo  conforme  a  lo  dispuesto  en  la  leí. 
de  25  de  Setiembre  de  1882. 

32.  El  oficial  retirado  que  saliere  temporalmente  de  la  Repúbli- 
ca con  licencia  competente,  gozará  del  sueldo  íntegro  que  disfruta- 
re por  el  retiro  durante  un  año.  Si  obtuviere  próroga,  gozará  de  la 
mitad  del  sueldo;  i  en  caso  de  excederse  del  término  de  la  próroga, 
no  tendrá  derecho  a  sueldo  alguno  hasta  que  regrese  al  territorio 
de  la  República.  (Título  84,  artículo  31  de  la  Ordenanza  del  Ejér- 
cito.) 

33.  Los  oficiales  del  Ejército  i  Armada  que  desempeñen  el  cargo 
de  Intendente  o  Gobernador  o  algún  empleo  de  secretaría,  podrán 
optar  por  el  sueldo  que  les  corresponde  por  el  empleo  civil  o  por 
el  de  su  grado.  Si  optan  por  este  último,  tendrán,  ademas,  la  mi- 
tad del  sueldo  asignado  al  puesto  civil.  (Artículo  8.**  de  la  lei  de  19 
de  Enero  de  1889.) 

34.  No  tiene  derecho  a  sueldo  el  empleado  que  no  se  ha  presen- 
tado a  servir  el  empleo.  (Lei  de  16  de  Abril  de  1823). 

35.  Se  suspende  el  pago  de  sueldo  a  todo  empleado  que  no  se 
presente  al  servicio  en  el  dia  siguiente  de  cumplida  la  licencia  o 
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vacaciones  que  se  le  habia  concedido.  (Ordenanza   del  Ejército, 
título  84. — Véanse  artículos  113,  114,  115,  116,  117,  118  i  119.) 

36.  El  jefe  de  la  oficina  es  responsable  por  los  sueldos  que  reci- 
bieren indebidamente  los  empleados  que  se  excedieren  de  la  licen- 
cia o  vacación.  (Decretos  supremos  de  16  de  Octubre  de  1858  i  de 
j^  de  Abril  de  1882.) 

37.  A  los  empleados  suspendidos  de  orden  judicial  se  les  paga- 
rá solo  la  mitad  del  sueldo,  durante  el  juicio. 

En  caso  de  pronunciarse  sentencia  absolutoria,  se  les  devolverá 
la  totalidad  de  los  medios  sueldos  retenidos. 

Si  la  suspensión  fuere  decretada  por  la  autoridad  judicial,  por 
vía  de  pena,  no  se  paga  sueldo  alguno  al  empleado  suspenso.  (Ar- 
tículo 40  del  Código  Penal.) 

38.  A  los  empleados  militares  suspendidos  por  vía  de  pena  co- 
rrectiva o  encausados,  se  les  paga  en  unos  casos  la  mitad  i  en  otros 
el  tercio  del  sueldo.  (Artículos  113  i  117  de  la  Ordenanza  Militar.) 

El  inválido  que  sin  licencia  del  comandante  de  armas  se  ausen- 
tare del  lugar  de  la  residencia  que  le  está  señalado,  se  le  dará  de 
baja  en  la  primera  revista  i  perderá  el  derecho  a  la  gracia  de  invá- 
lido. (Título  80,  art.  100  de  la  Ordenanza  del  Ejército.) 

39.  A  los  empleados  que  muerfen  en  el  servicio  se  les  paga  suel- 
do hasta  el  dia  de  su  muerte.  (Lei  5.*,  título  2.**,  libro  5.**  de  la  Re- 
copilación de  Indias.) 

40.  Para  que  los  padres,  viudas,  hijos  u  otros  herederos  puedan 
recibir  el  sueldo  insoluto  del  empleado  fallecido,  es  necesario  una 
orden  judicial  o  decreto  supremo  que  lo  ordene. 


IV 

41.  Son  empleados  ficales  los  que  se  pagan  con  fondos  naciona- 
les i  tienen  nombramiento  del  Presidente  de  la  República. 

Deben  distinguirse  los  que  sean  propietarios,  interinos,  suplen- 
tes, accidentales,  ausiliares  i  supernumerarios. 

Propietario  es  el  nombrado  para  ocupar  permanente  o  por  un 
período  legal  una  plaza  vacante. 

Interino,  el  nombrado  para  desempeñar  una  plaza  vacante  mien- 
tra se  provee  en  propiedad. 

Suplente,  el  nombrado  para  desempeñar  una  plaza  que  está  ocu- 
pada, pero  que  se  encuentra  impedido  para  desempeñarla  el  quo 
la  sirve. 

'  A^Qii^uUlf  el  que  reempl^zs  ^  otro  por  el  minUterio  del»  leit 

ai-14 
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Ausiliar,  el  que  no  está  consultado  en  la  planta  legal  de  la  ofi- 
cina, pero  cuyo  sueldo  se  consulta  en  la  Lei  de  Presupuestos. 
.  Supernumerario  es  el  nombrado  por  tiempo  determinado. 

43.  Los  ausiliares  pueden  ser  propietarios  o  interinos  i  tienen 
derecho  a  licencia  i  vacaciones.  (Circular  del  Ministerio  de  Ha- 
cienda de  20  de  Febrero  de  1871.) 

43.  Los  supernumerarios  cesan  en  sus  funciones  el  31  de  Di- 
ciembre del  año  en  que  han  sido  nombrados  i  no  tienen  derecho  a 
licencia  ni  vacaciones.  (Art.  3.®  de  la  lei  de  10  de  Setiembre  de 
1869.) 

44.  Todo  nombramiento  para  ocupar  un  puesto  vacante  se  supo- 
ne en  propiedad  si  el  decreto  respectivo  no  espresa  el  carácter  de 
interino. 

.  45.  Los  empleados  propietarios  a  quienes  se  les  confiriese  una 
nueva  comisión,  retienen  el  puesto  que  desempeñan  sin  que  sea 
necesario  una  declaración  especial. 

46.  Los  reemplazantes  de  empleados  propietarios  o  interinos 
tienen  el  carácter  de  suplentes,  sin  necesidad  de  declaración  es- 
pecial. 

47.  El  empleado  interino  tiene  derecho  al  sueldo  asignado  al 
propietario. 

48.  El  suplente  goza  el  sueldo  íntegro  del  propietario  si  no  tie- 
ne otro  empleo  público;  si  es  empleado,  ganará  su  sueldo  i  a  mas 
la  diferencia  con  el  del  puesto  que  pasa  a  desempeñar. 

49.  Los  empleados  de  aduana  suplentes  o  interinos,  se  rijen  por 
las  disposiciones  de  los  artículos  3.''  i  4.°  de  la  lei  de  ao  de  Enero 
de  1883. 

50.  Los  empleados  suplentes  de  instrucción  secundaria  i  los  in- 
terinos o  suplentes  en  el  orden  judicial,  tienen  derecho  al  sueldo 
íntegro  del  empleo.  (Decreto  supremo  de  12  de  Enero  de  1847  i  30 
de  Abril  de  1879,  i  lei  de  4  de  Octubre  de  1858.) 

No  tienen  derecho  a  mayor  sueldo  ni  a  gratificación  los  emplea- 
dos que  por  leyes  o  decretos  especiales  estén  obligados  a  sustituir- 
se unos  a  otros  en  los  casos  de  enfermedad  o  ausencia  imprevista. 

51.  Los  reemplazos  durante  el  mes  de  vacaciones  de  cada  em- 
pleado, deben  hacerse  sin  retribución  alguna  por  los  empleados  de 
la  misma  oficina.  (Circular  del  Ministerio  de  Hacienda  de  20  de 
Enero  de  1871  i  decreto  supremo  de  15  de  Julio  de  i88f.) 

52.  Las  gratificaciones  concedidas  a  los  empleados  por  el  desem- 
peño de  comisiones  especiales  o  trabajos  estraordinarios  se  sus- 
penden mientras  el  empleado  use  de  licencia  o  de  vacaciones. 
(Circular  del  Ministerio  de  Hacienda  de  20  de  Febrero  de   1871.) 
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53.  Se  suspende  el  pago  de  toda  pensión  de  jubilación  desde  el 
mismo  dia  que  el  jubilado  acepte  algún  puesto  fiscal  con  sueldo 
pagado  por  el  Estado. 

^4.  Los  ajustes  de  sueldos  de  empleados  públicos  se  harán  divi- 
diendo en  doce  partes  iguales  la  renta  anual  i  computando  todos 
los  meses  a  razón  de  treinta  dias. 

Tómese  razón  i  publíquese. 

Balmaceda. 

J,   Soiomayor  G.» 


Comienza  el  señor  Huneeus  comentando  este  inciso, 
por  establecer  con  la  autoridad  de  Littré,  i  el  Diccionario 
de  la  Academia  Española^  que  todo  funcionario  es  em- 
pleado publico,  como  lo  dispone  a  la  vez  el  art.  260  del 
Código  Penal. 

Mucho  se  ha  discutido,  según  mis  recuerdos,  este 
punto  en  el  Congreso  chileno,  a  propósito  de  los  Obis- 
pos, sin  llegar  a  solución  satisfactoria.  Recuerdo  que  en 
alguna  ocasión  han  privado  de  su  sueldo  o  renta  a  algu- 
no de  esos  funcionarios  culpables  del  crimen  de  poca 
docilidad. 

Pero  ¿podría  el  Presidente  de  la  República  destituir- 
los por  algunos  de  los  motivos  consignados  en  el  inciso 
en  examen? 

El  Derecho  Canónico  i  la  lójica  responden  a  la  vtó 
negativamente. 

En  su  condición  de  empleados  públicos  están  proteji- 
dos por  la  garantía  constitucional,  que  no  permite  la 
destitución  sino  en  los  casos  que  ella  misma  determina. 


Las  frases  ^por  ineptitud  u  otro  motivo  que  haga 
inútil  o  perjudicial  su  servicio^"»  a  juicio  del  señor 
Huneeus  nada  significan  ni  pueden  significar  en  la  prác- 


Mca. 


En  esta  vez,  siento  creer  lo  contrario.  A  mi  humilde 
licio  significan  al  revés,  mucho.   Significan  una   arma 
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puesta  siempre  al  pecho  en  la  independencia  de  los  em- 
pleados. 

Durante  el  año  1890,  sin  ir  mas  allá,  se  vio  emplearla 
con  excesiva  frecuencia  por  el  Ejecutivo.  Es  un  passe 
partutt  de  toda  venganza  política  o  particular  de  jefe  a 
subalterno.  Es  la  fórmula  de  la  irresponsabilidad. 

Desde  luego,  ¿quién  califica  la  ineptitud^  i  lo  inútil  o 
perjudicial  del  servicio? 

El  Ejecutivo,  que  nombró  al  empleado  i  creó  el  em- 
pleo i  que  hoi,  por  motivos  personales  o  políticos,  cree 
o  dice  lo  contrario. 

Se  necesita,  pues,  que  una  lei  declare  los  casos  de 
ineptitud^  i  que  ordene  la  comprobación  de  aquellos 
motivos  i  casos  por  los  que  el  empleado  perjudica  al 
servicio. 

I  esta  lei,  debiera  ser  la  que  exijiera  el  acuerdo  de  la 
Cámara  de  Diputados  para  la  destitución  de  empleados 
subalternos,  así  como  exije  el  del  Senado  para  la  de  su- 
periores. Mi  ya  larga  esperiencia  me  ha  hecho  ver  que 
no  es  exacto  en  la  práctica  la  afirmación  del  señor  Hu- 
neeus:  el  peligro  de  la  destitución  de  un  empleado  su- 
balterno, cuando  se  conduce  bien,  es  mui  remoto,  aten- 
dida la  modestia  misma  de  su  posición. 

Es  necesario  i  conveniente  evitar  los  peligros  de  la 
tentación 


«II. — Conceder  jubilaciones,  retiros  i  licencias,  i  goce  de  mon- 
tepío con  arreglo  a  las  leyes.)^ 

Las  leyes  vijentes  sobre  jubilaciones  son  la  de  Agosto 
20  de  1857  i  Setiembre  3  de  1863  i  reglamento  de  Junio 
6  de  1878. 

La  de  retiros,  la  de  Febrero  4  de  1893  i  título  84  de 
la  Ordenanza  Jeneral  del  Ejército. 

La  de  licencias,  de  Diciembre  10  de  1869, 

La  de  montepíos,  de  Agosto  6  de  1865  i  Diciembre  i6 
do  1870^ 
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Después  de  una  interesantísima  digresión,  el  señor 
Huneeus  emite  la  opinión  que  se  transcribe  íntegra  en 
seguida: 

«Es  cierto  que  en  tesis  jeneral,  es  atribución  especial  del  Presi- 
dente de  la  República  ¿;o/ií;iJcí¿r;aí'í7aí:/oní?s,  pero  es  condición  es- 
presa de  su  ejercicio  que  la  concesión  se  haga  con  arreglo  a  las  leyes. 
Esto  último  lo  dice  terminantemente  la  Constitución  en  la  parte 
II  del  art.  82,  cosa  que  no  dice  en  el  art.  108  cuando  espresa  que 
la  facultad  de  juzgar  las  causas  civiles  o  criminales  pertenece  es- 
clusivamente  a  los  tribunales  establecidos  por  la  lei;  pues  no  agre- 
ga, después  de  la  palabra  juagar,  la  espresion  con  arreglo  a  las 
leyes.  Por  eso,  una  sentencia  de  término,  aunque  falle  contra  la 
lei,  es  sentencia.  El  juez  o  jueces  que  fallaren  contra  la  lei  a 
sabiendas,  o  por  ignorancia,  serán  responsables,  sin  duda,  pero  la 
sentencia  subsiste  en  virtud  del  axioma  que  reputa  verdad  la  cosa 
juzgada;^ 

¿Dónde,  preguntamos  nosotros,  existe  igual  prohibición  respec- 
to de  los  decretos  del  Ejecutivo?  • 

Es  cierto  que  la  Constitución  enumera  en  su  art.  83  las  atribu- 
ciones especiales  del  Presidente  de  la  República;  pero  cuando  suje- 
ta el  ejercicio  de  una  o  de  varias  a  determinadas  condiciones  i 
esas  condiciones  no  se  cumplen,  es  claro  que  el  acto  es  nulo  en  sí 
mismo,  i  que  esa  nulidad  se  declara  implícitamente  negándose  a 
reconocerle  efecto  alguno. 

Supóngase  que  el  Presidente  de  la  República  nombrara  ma- 
ñana juez  de  letras  a  un  individuo  que  no  fuera  abogado,  ni  tuvie- 
ra las  condiciones  fijadas  para  ese  cargo  por  la  lei  de  15  de  Octu- 
bre de  1875  ¿sostendría  alguien  qiie  el  Tribunal  superior  llamado 
a  tomar  el  juramento  de  ese  pretendido  juez  estaría  obligado  a 
recibirlo?  La  negativa  de  una  Corte  a  reconecer  como  juez  a  quien 
ha  sido  nombrado,  violando  la  lei,  implica  una  declaración  de  nu- 
lidad de  ese  acto  ejecutado  por  el  Presidente  de  la  República.  Nos 
parece,  sin  embargo,  que  nadie  sostendrá  que  una  negativa  seme- 
jante somete  el  Poder  Ejecutivo  al  Poder  Judicial. 

Ahora  bien,  si  el  decreto  de  jubilación  está  arreglado  a  la  lei,  en- 
tóncesdcclara  el  derecho  del  empleado,  pues  éste  lo  deriva  de  la  let 
misma,  i  no  del  decreto.  Luego,  si  el  decreto  que  concede  la  jubi- 
lación es  contrario  a  la  lei,  no  existe  derecho  alguno  en  favor  del 
empleado,  porque,  lo  repetimos,  el  decieto  no  crea  el  derecho, 
>ino  que  declara  su  existencia.  I  como  las  jubilaciones;  de  la  mis^» 
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Qia  manera  que  las  licencias^  los  retiros  i  los  montepíos  imponen 
gastos,  i  el  Gobierno  debe  invertir  las  rentas  públicas  con  arreglo 
a  la  lei,  i  debe  ademas  rendir  cuenta  de  su  inversión  al  Congreso, 
es  claro  que  cuando  las  Cámaras  discuten  la  autorización  del  gasto 
que  va  a  ocasionar  una  jubilación  decretada,  tiene  la  indisputable 
facultad  de  imponerse  de  sus  antecedentes,  i  de  pedir  acerca  de 
ella  cuantas  esplicaciones  quisieren.  Si  llegan  a  formarse  juicio  de 
que  la  jubilación  está  arreglada  a  la  lei,  entonces  si  que  deben  asig- 
nar fondos  para  pagar  la  pensión,  de  la  misma  manera  que  deberán 
asignar  fondos  para  que  el  Fisco  pudiera  pagar  íina  cantidad  de 
pesos  a  que  hubiere  sido  condenado  por  sentencia  de  término.  En- 
tonces el  decreto  declaratorio  del  derecho  debe  respetarse,  porque 
debe  respetarse  la  lei  a  la  cual  está  arreglado. 

Pero  cuando  el  decreto  que  concede  una  jubilación,  lejos  de 
estar  arreglado  a  la  lei,  se  encuentra  en  pugna  con  ella  ¿de  dónde 
puede  deducirse  la  obligación  de  las  Cámaras  de  respetarlo,  como 
si  fuera  sentencia  de  término?  La  Constitución  no  lo  dice  en  parte 
alguna,  ni  podria  decirlo;  porque  ello  implicaría  el  absurdo  de  que 
si  se  otorgase  jubilación  a  un  empleado  que  ha  servido  solo,  un 
año  i  no  diez;  que  se  encuentra  bueno  i  sano,  i  no  imposibilitado, 
a  quien  se  jubila  con  una  pensión  de  cinco  mil  pesos,  el  Congreso 
tendría  el  deber  de  respetar  todas  estas  abiertas  infracciones  de  la 
lei.  Esto  es  inaceptable  de  todo  punto^  i  ningún  precepto  constitu- 
cional esceptuaria  semejante  acto  de  la  administración  déla  super- 
vijilancia  del  Congreso  que  la  ejerce  negándose  a  reconocerle 
efecto  alguno. 

Pirase,  sin  embargo,  que  el  Congreso  debe  respetar  aun  aquellas 
infracciones  i  hacer  efectiva  desde  luego  la  responsabilidad  de  los 
funcionarios  que  hubieran  concedido  una  jubilación  tan  contraria 
a  la  lei.  Pero  eso  importarla  lo  mismo  que  negar  al  Congre30  la  fa- 
cultad que  tiene  de  intervenir  en  la  fijación  délos  gastos  públicos^ 
obligándolo  a  votar  aun  aquellos  que  estuvieren  basados  en  decre- 
tos abiertamente  ilegales.  I  bien  puede  suceder  que  las  Cámaras 
no  tengan  voluntad  de  acusar  a  un  Ministro  que  ha  autorizado  un 
decreto  semejante,  o  que  no  puedan  acusar  a  un  Ministro  que  ha 
dejado  ya  de  serlo;  pero  que  tengan  voluntad,  i  mui  firme,  de  no 
consentir  en  que  se  derrochen  los  caudales  públicos  concediendo 
pensiones  de  jubilación  notoriamente  indebidas.  ¿Seria  posible 
desconocer  la  facultad  de  las  Cámaras  para  negarse  a  votar  los  fon- 
dos que  les  fueren¿pedidos  con  tal  objeto?  ¿En  qué  se  fundaría 
semejante  desconocimiento? 

£n  el  derecho  del  empleado,  se  dice,  olvidando  que  el  empUa^^ 


f 
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do  debe  saber  que  el  decreto  del  Ejecutivo  que  le  otorga  la  jubila- 
ción es  nulo^  si  no  está  conforme  con  lalei.  1,  como  por  una  parte, 
en  las  relaciones  de  los  diferentes  poderes  públicos,  ninguno  tiene 
facultad  de  declarar  nulos  los  actos  de  los  otros;  i  por  la  otra 
debe  reconocerse  que  si  el  Ejecutivo  es  un  poder,  dentro  de  cier-» 
tos  límites  independientes  del  Lejislativo,  éste  lo  es  también,  i  con 
mayor  razón  /especto  de  aquél,  llegamos  a  la  consecuencia  de  que 
el  decreto  de  jubilación  no  puede  ser  revocado,  ni  derogado,  ni 
declarado  nulo  por  el  Congreso;  pero  que  si  éste  encontrare  que  no 
está  arreglado  a  la  lei,  podria  dejarlo  sin  efecto,  negándose  a  votar 
el  gasto  que  tal  decreto  demandara 

La  verdad  es  que  las  Cámaras  deben  obrar  con  prudencia  en 
éste  como  en  todos  los  asuntos  en  que  sus  resoluciones  pueden 
implicar  verdaderas  censuras  contra  el  Ejecutii'o. 

El  sistema  de  acusar  a  ios  Ministros  no  es  aceptable  sino  en  casos 
verdaderamente  estraordinarios  i  escepcionales,  hasta  tal  punto 
que  bien  puedQ  decirse  que  jamas  llega  la  ocasión  de  emplearlo. 
Para  obtener  que.  un  decreto  ilegal  deje  de  producir  efectos,  basta 
que  el  Congreso  niegue  los  fondos  que  con  arreglo  a  él  habrian 
de  invertirse;  i  así  se  corrije  el  mal  sin  que  sea  necesario  echar 
niano  de  acusaciones  que,  aparte  de  ser  peligrosas  e  inusitadas,  no 
producirían  el  remedio  deseado.  Los  actos  del  Ejecutivo,  sin  es- 
cepcion  alguna,  están  sujetos  a  la  supervijilancia  del  Congreso, 
conforme  al  art.  38  de  la  Constitución  reformada,  i  en  consecuen- 
cia, el  mejor  i  mas  eficaz  medio  de  fiscalizarlos  i  de  correjirlos, 
cuando  son  contrarios  a  las  leyes,  que  aquel  debe  guardar  i  hacer 
guardar,  es  desconocerles  sus  efectos,  sin  que  sirva  de  argumento 
equipararlos  en  ciertos  casos  con  las  sentencias  de  término  de  los 
tribunales,  respecto  de  los  cuales  las  leyes  mismas  han  organizado 
un  sistema  que  es  completamente  diverso,  al  disponer  que  esas 
sentencias  aunque  fueren  injustas  se  reputen  como  la  espresion  de 
la  verdad. 

En  resumen,  creemos  que  el  Congreso  tiene  la  facultad,  que 
puso  en  ejercicio  en  1863,  pero  que  no  debe  ponerla  en  ejercicio, 
sino  cuando  los  decretos  de  jubilación  fueren  manifiestamente 
contrarios  a  la  lei.  En  caso  de  duda,  es  preferible  abstenerse, 
obrando  con  prudencia,  i  procurando  mantener  la  armonía  que 
debe  siempre  reinar  en  las  relaciones  del  Ejecutivo  con  el  Con- 
greso.;^ 

(13. — Cuidar  de  la  recaudación  de  las  rentas  públicas,  i  decretar 
.  inversión  con  arreglo  a  la  lei.» 
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Continuo  con  el  señor  Huneeus  en  sus  comentarios. 
Dice: 

«Esta  doble  atribución  es  de  un  carácter  esencialmente  adminis- 
trativo  i  debe  corresponder  al  Presidente  de  la  República,  como 
encargado  de  la  administración  del  Estado,  conforme  a  los  artícu- 
los ^9  i  81  de  la  Constitución. 

En  virtud  de  su  primera  parte  se  dictan  diariamente  decretos  i 
se  espiden  órdenes  i  circulares  por  el  Ministerio  de  Hacienda  ten- 
dentes a  asegurar  la  recta  i  fiel  recaudación  de  las  rentas  públicas. 
Todas  las  medidas  que  el  Ejecutivo  dicta  con  tal  objeto,  descansan 
en  la  primera  parte  de  este  inciso,  i  deben  ser  obedecidas;  salvo  si 
fueren  contrarias  a  las  leyes;  lo  que  ha  sucedido  no  pocas  veces, 
dando  así  lugar  a  que  los  tribunales  de  justicia  declaren  implíci- 
tamente sin  efecto  decretos  gubernativos  espedidos  con  aquel 
objeto. 

Asi  ha  sucedido  con  los  decretos  que  han  prohibido  a  las  admi- 
nistraciones de  estanco  vender  especies  estancadas  en  el  territorio 
de  otra  administración;  con  el  que  prohibió  el  empaquetamiento 
de  tabaco  picado  a  los  particulares,  i  con  el  de  16  de  Febrero  de 
■  1878,  que  prohibió  desde  el  i."  de  Abril  del  año  siguiente  el  uso 
de  las  estampillas  de  franqueo  para  el  pago  del  impuesto  estable- 
cido por  lei  de  i."  de  Setiembre  1874,  que  debía  pagarse  por  medio 
de  estampillas  especiales 

En  cuanto  a  la  inversión  de  las  rentas  públicas,  ella  debe  hacer- 
se conforme  al  presupuesto  i  a  las  leyes  especiales  a  que  se  refiere 
el  art.  155  de  la  Constitución.» 


«21. — Todos  los  objetos  de  policía  i  todos  los  establecimientos 
públicos  están  bajo  la  suprema  inspección  del  Presidente  de  la 
República,  conforme  a  las  particulares  ordenanzas  que  nos  rijan.» 

Las  facultades  que  el  párrafo  copiado  confiere  al  Pre- 
sidente de  la  República  son  de  mera  inspección,  dice 
el  señor  Huneeus,  Se  le  encarga  hacer  ejecutar  las  or- 
denanzas que  rijan  en  materia  de  policía,  i  en  todos  los 
establecimientos  públicos,  sin  que  de  allí  pueda  dedu- 
cirse que  a  él  corresponda  la  atribución  de  dictarlas. 
Esto  no  seria  compatible  con  el  precepto  contenido  en 


jj. 
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los  incisos  I."*  i  10  del  artículo  128  que  confiere  a  las 
Municipalidades  la  atribución  de  «formar  las  ordenanzas 
locales  de  policía  de  salubridad,  comodidad,  ornato  i 
recreo.  :b 


Conforme  a  este  precepto  constitucional,  la  lei  vijea-  ' 
te,  en  estos  momentos,  establece  en  su  art.  28,   lo  si- 
guiente: 

«Como  encargadas  de  promover  el  bien  jeneral  del  Estado,  i  el 
particular  del  departamento,  o  terrtorio  municipal,  corresponde  a 
las  Municipalidades: 

....  a.**  Formar  las  ordenanzas  municipales  i  presentarlas  por  el 
►  conducto  del  Intendente  al  Presidente  de  la  República  para  su 
aprobación  con  audiencia  del  Consejo  de  Estado.» 

I  en  el  art.  23: 

«La  administración  de  los  intereses  locales  corresponde  a  las 
municipalida'des  dentro  de  sus  respectivos  territorios. 

En  cuanto  a  la  policía  de  seguridad  la  misma  lei  dispone  en  el 
art.  30  lo  que  sigue: 

Corresponde  a  la  Municipalidad  la'organizacion  i  sostenimiento 
de  la  policía  de  seguridad. 

El  comandante  o  prefecto  de  la  policía  de  seguridad,  será  nom- 
brado anualmente  por  el  Presidente  de  la  República  a  propuesta 
en  terna  de  la  respectiva  Municipalidad,  pudiendo  ser  reelejido  en 
la  misma  forma  indefinidamente.  Los  comisarios,  sub-comisarios, 
inspectores  u  oficiales  serán  nombrados  por  la  Municipalidad,  a 
propuesta  en  terna,  para  cada  nombramiento,  por  el  comandante. 

El  comandante  de  policía  podrá  ser  destituido  por  el  Presidente 
de  la  República,  o  por  las  dos  terceras  partes  de  los  municipales 
presentes  a  la  sesión  o  que  se  haya  citado  públicamente  con  cuatro 
dias  de  anterioridad  espresando  el  objeto.  Los  subalternos  serán 
removidos  por  el  comandante,  o  por  acuerdo  de  las  dos  terceras 
partes  de  los  municipales,  tomado  en  la  misma  forma. 

Los  guardianes  serán  nombrados  i  removidos  en  la  forma  deter- 
minada por  los  reglamentos  municipales. 

La  policía  no  podrá  exceder  de  veinticinco  hombres  en  cada  te- 
rritorio municipal  que  no  exceda  de  diez  mil  habitantes,  i  dos  mas 
por  cada  mil  habitantes. 
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Para  aumentar  este  número  se  necesita  autorización  especial  del 
Presidente  de  la  República. 

La  policía  de  Santiago  podrá  ser  sometida  por  tiempo  indeter- 
minado al  Ministerio  del  Interior  en  virtud  de  decreto  del  Presi- 
dente de  la  República,  cuando  por  motivos  de  orden  publico,  u 
otra  causa  grave,  a  juicio  del  Presidente,  lo  creyere  éste  necesario. 
Igual  determinación  podrá  tomarse  respecto  de  la  policía  del  resto 
de  la  República  en  caso  de  conmoción  interior  o  guerra  esterior.» 


La  duda  que  asiste  al  señor  Huneeus,  sobre  la  dife- 
rencia entre   las   diversas  especies  de   ordenanzas,  ha  I 
quedado  resuelta  por  la  parte  final  del  mismo  art.  28, 
el  cual  establece  que:  «se  entiende  por  ordenanzas  úni- 
camente las  reglas  de  jeneral  aplicación  que  impongan  * 
la  pena  de  cuarenta  i  uno  a  sesenta  pesos  de  multa.» 

«15. — Conceder  indultos  particulares  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado.  Los  ministros,  consejeros  de  Estado,  miembros  de.  la  Comi- 
sión Conservadora,  jeneral^s  en  jefe  e  intendentes  de  provincia,, 
acusados  por  la  Cámara  de  Diputados,   i  juzgados  pQr  el  Senado,  1 

no  pueden  ser  indultados  sino  por  el  Congreso.» 


Las  reflexiones  i  comentarios  siguientes,  obra  del  se- 
ñor Huneeus,  aclaran  completamente  el  oríjen  i  alcance 
de  la  precedente  disposición. 

Dice  asi: 


K 


El  fundamento  de  la  acusación  interpuesta  por  la  Cámara  de  Di- 
putados con  cualquiera  de  los  funcionarios  a  que  alude  la  a.'  parte  1 
del  inciso  5.**,  art.  82  de  la  Constitución,  está  o  puede  estar  com- 
prometido, de  una  manera  mas  o  menos  directa,  mas  o  menos  in- 
mediata, el  mismo  Presidente  i  quizás  el  mismo  Consejo  de  Estado 
que  habria  de  otorgar  el  indulto  conforme  a  la  i.*  parte.  La  tenta- 
ción de  indultarse  a  sí  mismo  seria  poderosa.  Ha  obrado  bien  la  ] 
Carta  Fundamental  al  hacerla  imposible.}^ j 

En  seguida  el  señor  Hueneeus  plantea  la  cuestión  de 
si  el  indulto  de  la  pena  personal  arrastra  el  de  la  pena 


DBRECHO   PAlULAMENTAiaO    CHILENO  1S7 

pecuniaria,  i  la  soluciona  brillantemente  en  estos  tér- 
minos: 

«La  cuestioa  no  nos  sujiere  dudas  cuando  se  trata  de  multas  a 
benefício  del  Fisco  o  de  las  municipalidades,  i  ella  está  resuelta  en 
sentido  afirmativo  i  rigorosamente  conforme  con  el  precepto  cons- 
titucional. Difícil  será  que  se  presente  el  caso  de  una  multa  o  pena 
pecuniaria,  impuesta  por  sentencia  en  favor  del  ofendido,  porque 
el  artículo  6o  del  Código  Penal  determina,  en  jeneral,  que  el  pro- 
ducto de  las  multas  se  aplicará  a  fondos  municipales  del  departa- 
mento o  territorio  municipal  donde  se  cometió  el  delito  que  se  cas- 
tiga. Sin  embargo^  si  tal  caso  ocurriere,  es  decir,  si  se  tratare  de 
una  multa  impuesta  en  favor  de  un  individuo  paticular,  pensamos 
que,  aun  cuando  el  precepto  constitucional  es  absoluto  en  sus  tér- 
minos, el  indulto  no  debia  referirse  a  esa  multa  conforme  a  los  bue- 
nos principios,  porque  como  lo  dice  mui  bien  Blackstone,  el  rei 
(el  poder  público)  no  puede  hacer  gracia,  cuando  la  persecución 
del  ofensor  interesa  principalmente  a  un  particular:  non  poUstr  ^- 
grcUiam  faceré  cum  injuria  et  diccm  na  aliourum. 

Conveniente  sería  que  alguna  lei  consagrara  entre  nosotros  una 
interpretación  tan  natural  del  precepto  referente  a  indultos  parti- 
culares  » 


A  estas  doctrinas  del  autor  citado  solo  hai  que  agre- 
gar que,  según  el  art.  128  de  la  lei  de  Agosto  20  de 
1890,  las  penas  establecidas  por  los  delitos  electorales 
que  esa  lei  enumera,  no  son  indultables. 


ATRIBUCIONES  POLÍTICAS 

«18. — Declararla  guerra  con  previa  aprobación  del  Congreso,  i 
conceder  patentes  de  corso,  i  letras  de  represalias.» 

El  señor  Hueneus,  comenta  este  inciso  en  los  siguien- 
'    ^  términos: 

La  primera  parte  de  la  disposición  que   queda   copiada  no  su* 
re  observación.  £$  evidente  que,  confQf  o^e  a  loa  piineipio^  del 
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terecho  Internacional,  i  a  los  dictados  de  la  razón,  la  facultad  de 
eclararla  guerra  no  puede  residir  sino  en  el  jefe  del  Ejecutivo, 
ue  está  investido  de  la  soberanía  transeúnte,  i  de  la  consiguiente 
ípresentacioo  del  país  ante  las  naciones  estraojeras.  I  lo  es  tam- 
ien  que  ha  obrado  cuerdamente  la  Constitución  al  exijir  que,  para 
oner  en  ejercicio  tan  trascendental  atribución,  el  Presidente  de  la 
República  haya  obtenido  previamente  del  Congreso  la  respectiva 
probación  de  una  medida  tan  grave. 
I  esa  aprobación  privij  del  Congreso  significa  que  no  seria  consti- 
icional  que  el  Presidente  de  la  República  declarara  la  guerra  a  una 
ación  estranjera,  i  sijmelicra  dcspacs  al  Congreso  la  declaración 
a  verificada.  En  este  sentido  han  impugnado  algunos  la  ocupación 
e  Antofagasta,  verificada  por  orden  del  Ejecutivo  simplemente  el 

4  de  febrero  de  1871J.  Para  los  que  así  piensan  ese  acto  importaría 
n  duda  una  declaración  de  guerra  de  hecho,  i  todavía  pudo  censu- 
irse  como  contrario  a  la  Constitución  por  otro  capítulo,  puesto 
ue  el  Presidente  habría  autorizado  !a  salida  de  tropas  nacionales 
llera  del  ierritorio  chileno  sin  el  permiso  de  la  lei. 

Nosotros  creemos,  sin  embargo,  que  si  aquella  medida  pudo  pres- 
irse  a  observaciones  de  otro  carácter,  su  constitucionalidad  era 
erfectamente  sostenible  en  el  terreno  en  que  la  cuestión  estaba  si- 
lada.  Ella  no  importaba  declarar  la  guerra  a  Bolivia  sino  simple- 
lente  aolrcr  a  ocupar  un  Urrilorio  aucslro,  pues  volvió  a  serlo  el  que 
I  habíamos  cedido  jenerosamente  en  1866,  por  el  hecho  de  haber 
>3  nación  violado  las  condiciones  a  que  la  sesión  se  sujetó.  Bolivia 
itaba  notificada  de  que  sus  reiteradas  infracciones  a  los  tratados 

5  1866  i  1874  eran  consideradas  por  Chile,  i  debían  serlo,  como 
na  resolución  de  esos  pactos,  que  reponía  las  cosas  al  estado  que 
■nian  en  la  primera  de  aquellas  fechas.  Luego,  pues,  si  en  1866  po- 
:famos  a  titulo  de  señores  i  dueilos,  el  territorio  recuperado  el  14 
s  Febrero  de  18715,  no  existe  la  doble  infracción  constitucional 
Lie  se  imputó  por  algunos  al  acto  de  la  ocupación.  Quien  vuel- 
5  a  ocupar  aquello  que  es  suyo,  o  que  ha  poseído,  como  suyo, 
o  declara  por  eso  la  guerra  al  tenedor  indebido;  i  no  hubo  viola- 
on  constitucional  en  enviar  fuerzas  a  Antofagasta,  desde  que  ese 
¡rritorio  nunca  habia  dejado  de  ser  legalmente  nuestro,  i  forma, 
or  consiguiente,  parte  del  territorio  chileno.» 


Para  definir  las  letras  de  represalias,  copiamos  el  si- 
uiente  párrafo  del  tratado  de  Derecho  Internacional,  del 
oiinente  sabio  americano  sdQor  don  Andrés  Bello: 
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cCuando  se  trata,  dice,*  ocupándose  de  los  medios  en  que  se 
emplea  la  fuerza  sin  llegar  a  un  rompimiento,  de  una  deuda  reco- 
nocida,  o  cuyo  reconocimiento  se  demora  con^pretestos  frivolos, 
o  se  niega  a  virtud  de  una  sentencia  manifiestamente  parcial  e  in 
justa;  o  cuando  se  trata  de  una  injuria  o  daño  que  puede  avaluarse 
en  dinero  i  resarcirse  por  el  apresamiento  de  propiedades  de  igual 
valor,  se  acostumbra  hacer  uso  de  represalias,  apoderándose  la 
nación  agraviada  de  lo  que  pertenece  a  la  nación  ofensora,  i  apro- 
piándoselo hasta  concurrencia  de  la  deuda  o  de  la  estimación  del 
daño  recibido,  con  los  intereses  correspondientes. 

Si  la  ofensa  ha  sido  cometida  por  particulares,  no  es  lícito  orde- 
nar o  conceder  represalias,  sino  a  consecuencia  de  la  denegación 
de  justicia  del  soberano  de  la  parte  ofensora,  el  cual  hace  de  este 
modo  suya  la  culpa. 


La  patcnlcs  de  corso  son  las  autorizaciones  que  el  soberano  de 
uno  de  los  belijerantes  concede  a  armadores  particulares  o  corsa- 
rios, para  apresar  las  embarcaciones  o  propiedades  enemigas, 
cediéndoles,  en  recompensa  de  este  servicio,  una  parte  o  todo  el 
valor  de  la  presa. 

De  lo  dicho  se  infiere  que  las  letras  de  represalias  preceden  al  esta- 
do de  guerra  i  figuran  entre  los  medios  de  evitarlo,  por  mas  que 
en  la  jeneralidad  de  los  casos  hayan  de  precipitarlo.  Las  paléales 
de  corsOy  por  el  contrario,  presuponen  el  estado  de  guerra  i  figuran 
entre  los  medios  de  hacerla  prácticamente. 

De  represalias  hizo  uso  el  gobierno  de  Chile  el  13  de  Agosto  de 
1836, — tres  meses  antes  de  la  lei  de  10  de  Octubre  siguiente  que  le 
autorizó  para  declarar  la  guerra  al  Perú, — al  hacer  salir  de  Valpa- 
raiso  la  espedicion  compuesta  del  bergantin  Aquiles  i  de  la  goleta 
CoíO'Colo  que,  mandada  por  el  señor  Victorino  Garrido,  tenia  por 
objeto  apresar,  como  apresó,  en  efecto,  los  buques  de  guerra  pe- 
ruanos, donde  quiera  que  los  encontrara,  i  que  fué  considerada, 
por  una  parte,  como  una  represalia  del  golpe  inferido  con  la  espe- 
dicion de  Freiré,  i  por  otra  como  un  espediente  que,  quitando  al 
gobierno  ofensor  una  parte  de  sus  recursos  bélicos,  debía  docili- 
tarlo a  las  satisfacciones  i  seguridades  que  el  de  Chile,  creía  tener 
derecho  de  exijír. 

Se  ve  que  en  aquel  caso  el  uso  de  las  represalias,  que  precedieron 
a  la  declaración  de  guerra  í  que  el  Ejecutivo  decretó  por  sí  solo, 
no  evitó  esta  ultima,  contribuyendo  tal  vez  a  precipitarla;  lo  que 
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prueba  una  vez  mas  que  es  aquel  un  arbitrio  de  que  no  debe  echar- 
se mano  sino  con  suma  cautela  i  excesiva  prudencia. 


En  lo  relativo  a  patentes  de  corso  debe  tenerse  presente  que  el 
gobierno  de  Chile  adhirió  a  las  declaraciones  contenidas  en  el  Tra- 
tado de  Paris  de  30  de  Marzo  de  1836,  la  primera  de  las  cuales  dice 
que  €el  corso  es  i  queda  abolido. :k 

I,  aunque  es  verdad  que  esa  adhesión  fué  prestada  solo  por  me- 
dio de  una  nota  que  nuestro  Ministro  de  Relaciones  Esteriores,  en- 
tonces, don  Francisco  Javier  Ovalle  Bezanilla,  dirijióal  señor  Dro- 
huain  de  Lhuys,  Ministro  del  ramo  en  Francia,  nota  que  no  tiene 
evidentemente  la  fuerza  ni  el  alcance  legal  de  un  pacto  aprobado 
por  el  Congreso;  no  es  menos  cierto  que  esa  adhesión  ha  interpre- 
tado fielmente  los  deseos  de  la  República,  i  consultado  debida 
mente  los  intereses  de  su  comercio.  Por  eso  ha  sido  respetada 
constantemente  por  nuestra  cancillería,  no  habiendo  el  gobierno 
de  Chile  otorgado  una  sola  patente  de  corso  en  la  guerra  actual 
con  el  Perú  i  Bolivia,  pues  la  primera  de  las  dos  indicadas  Repú- 
blicas adhirió  también  a  las  precitadas  declaraciones. 

La  nota  del  señor  Ovalle  debe  considerarse  simplemente  como 
una  regla  de  conducta  que  el  gobierno  de  Chile  se  trazó  entonces 
de  no  ejercitar  su  atribución  constitucional  de  conceder  patentes 
de  corso,  cuando  se  hallare  en  guerra  con  naciones  cuyos  gobier- 
nos tampoco  las  otorguen.  No  es  otro  su  alcance;  i  así  determina- 
do, ella  no  es  acreedora,  bajo  ningún  concepto,  a  las  censuras  de 
inconstitucional  que  algunos  han  querido  tan  infundadamente  pro- 
digarle. Si  los  gobiernos  posteriores  al  de  185^  la  han  respetado, 
no  es  porque  ella  los  ligue  constitucionalmente,  sino  porque  han 
pensado  de  la  misma  manera  que  su  autor.  I  no  dudamos,  por  un 
momento,  que  igual  cosa  sucederá  en  lo  futuro.» 


Respecto  a  tan  interesante  materia  es  útil  i  convenien- 
te recorrer  lo  que  sucede  en  otras  naciones. 


En  Francia,  según  lalei  de  1875,  el  Presidente  de  la 
República  no  puede  declarar  la  guerra  sin  el  consenti- 
miento previo  de  ambas  Cámaras. 
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En  SüiZA^  es  la  Asamblea  Federal,  compuesta  de  am- 
bas Cámaras,  la  que  declara  la  guerra  i  hace  la  paz. 


En  Estados  Unidos,  solo  el  Congreso  puede  «declarar 
la  guerra,  acordar  letras  de  marcas  i  represalias  i  dictar 
reglamentos  respecto  a  las  presas  en  mar  i  tierra.» 


En  Inglaterra,  el  derecho  de  paz  i  de  guerra,  es  una 
prerrogativa  de  la  corona.  Pero,  el  poder  del  Parlamen- 
to está  tan  sólidamente  establecido,  que  no  puede  ocu- 
rrírsele  a  un  Ministerio  ingles  comprometer  una  atcion 
ofensiva  cualquiera  sin  estar  cubierto  por  un  voto  de  las 
Cámaras.  Ya,  bajo  Eduardo  III,  bajo  Enrique  VII,  bajo 
Jacobo  I.**,  bajo  la  reina  Ana,  el  Parlamento  fué  muchas 
veces  consultado,  i  ha  dado  libremente  su  opinión  en 
cuestiones  de  paz  o  de  guerra.  Bajo  Jorje  III,  la  Cámara 
de  los  Comunes  ]^obtuvo  la  cesasion  de  la  guerra  de 
América  en  contra  de  la  voluntad  del  Rei.  El  4  de  Mar- 
zo de  1878,  la  Cámara  votaba  una  orden  del  dia  motiva- 
da i  concebida  en  estos  términos:  «La  Cámara  declara 
que  mirará  como  enemigos  del  Rei  i  del  pais  a  todos 
aquellos  que  aconsejaran,  o  que  traten  por  cualquier 
medio,  la  prosecución  de  medidas  ofensivas  destinadas  a 
reducir  por  la  fuerza  a  las  colonias  insurrectas.» 


El  art.  13  de  la  Constitución  de  Suecia  da  al  Rei  el 
derecho  de  tomar  i  de  ejecutar  la  decisión  que  juzgue 
mas  útil  al  Estado,  en  lo  que  concierne  a  la  guerra  i  a  la 
paz.  Pero  debe  previamente  convocara  todos  los  miem- 
bros del  Consejo  de  Estado  (Consejo  de  Ministros)  e  in- 
dagar su  opinión;  cada  miembro  del  Consejo  está   obli- 

ado  a  ádiV  personalmente  su  opinión,  i  hacerla  insertar 

n  el  acta,  bajo  pena  de  destitución. 


i. 
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Un  proceder  análogo  se  encuentra  establecido  en  No- 
ruega por  el  art.  26  de  la  Constitución  de  1844. 


ATRIBUCIONES    DIPLOMÁTICAS 

Dice  el  inciso  19  de  la  Constitución  que  corresponde 
al  Presidente  de  la  República: 

«Mantener  las  relaciones  políticas  con  las  potencias  estranjeras, 
recibir  sus  ministros,  admitir  sus  cónsules,  concluir  las  negociacio- 
nes, hacer  las  capitulaciones  preliminares,  concluir  i  firmar  todos 
los  tratados  de  paz,  de  alianza,  de  tregua,  de  neutralidad,  de  co- 
mercio, concordatos  i  otras  convenciones.  Los  tratados,  antes  de  su 
ratificación,  se  presentarán  a  la  aprobación  del  Congreso.  Las  dis- 
cuciones  i  deliberaciones  sobre  estos  objetos  serán  secretas,  si  así  lo 
exije  el  Presidente  de  la  República.» 


Se  ha  hablado  latamente  de  este  punto  al  tratarse  de 
las  atribuciones  correlativas  del  Congreso  en  materia  de 
Relaciones  Esteriores. 

I  no  obstante,  es  imposible  resistir  a  la  tentación  de 
reproducir  en  seguida  los  comentarios  del  autor  de  la 
Constitución  ante  el  Congreso. 
Dicen  asi: 

«Debiendo  residir  en  el  jefe  del  Poder  Ejecutivo  el  ejercicio  de 
la  soberanía  transeúnte,  o  sea  la  facultal  de  representar  a  Chile  en 
sus  relaciones  con  las  potencias  estranjeras,  es  claro  que  la  Cons- 
titución ha  debido  conferirle  el  conjunto  de  atribuciones  que  abra- 
za la  parte  19  del  art.  82,  puesto  que  todas  ellas  se  refieren  a  la  di- 
rección de  la  política  esterior,  i  ésta  corresponde  en  todas  partes 
al  Ejecutivo.  La  limitación  de  que  antes  de  ratificar  un  tratado 
recaiga  sobre  el  la  aprobación  del  Congreso,  se  esplica  fácilmente 
tomando  en  cuenta  que»  según  nuestro  sistema  de  gobierno,  no 
debe  residir  solo  en  el  Presidente  la  facultad  de  ligar  al  pais  por 
medio  de  pactos  internacionales,  que  surten  los  efectos  de  verda- 
deras leyes,  aun  cuando  no  se  formen  de  una  manera  del  todo 

id^ntiQf)  a  lo  establecido  para  éstas, 


r 
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I  decimos  que,  en  cuanto  a  su  formación,  la  de  los  tratados  no 
es  idéntica  en  todo  a  la  de  las  demás  leyes,  por  que  respecto  de 
aquellos  no  tienen  los  miembros  de  las  Cámaras  el  derecho  de  mo- 
ción que  les  confiere  respecto  de  éstas  el  art.  40;  puesto  que  la  fa- 
cultad de  concluirlos  i  firmarlos  es  especial  del  Presidente  de  la 
República;  de  manera  que  jamas  podria  llegar  a  ocurrir  constitu- 
cionalmente  el  caso  previsto  en  el  art.  47,  i  nunca  ha  acontecido 
todavía  de  que  en  un  conflicto  de  opiniones  entre  el  Ejecutivo  i  el 
Congreso  respecto  a  un  proyecto  de  lei  dos  veces  desechado  en  el 
todo  por  aquél,  hubiera  de  prevalecer  la  voluntad  de  éste;  i  por 
que,  en  materia  de  tratados,  las  Cámaras  no  pueden  ejercer  con 
ventaja,  la  facultad  de  adicionar  o  correjir,  que  les  corresponde  en 
todo  proyecto  de  lei;  pues  si  la  ponen  en  práctica,  ella  importa  lo 
mismo  que  negar  su  aprobación  al  proyecto  de  tratado  que  le  hu- 
biera sido  sometido.  Sin  desconocer,  por  supuesto,  la  facultad  de 
las  Cámaras  para  proponer  en  tales  discusiones  las  modificaciones 
que  tuvieren  a  bien,  nos  parece  que  el  ejercicio  de  ella  no  produ- 
cirá, en  la  jeneralidad  de  los  casos,  sino  pérdida  de  tiempo,  i  que, 
atendida  la  naturaleza  de  tales  asuntos  i  la  circunstancia  de  que  un 
proyecto  de  tratado  es  el  resultado  de  acuerdo  previo  con  otro 
Gobierno,  o  con  su  representante,  resultado  que  no  puede  modifi- 
carse por  la  voluntad  de  una  sola  de  las  partes,  convendrá  mas  so- 
meterlos a  una  sola  discusión  jeneral  i  particular  a  la  vez,  interro- 
gando a  los  miembros  del  Congreso,  acerca  de  si  prestan  o  no  al 
proyecto  de  tratado  la  aprobación  requerida  por  la  parte  19,  art.  82 
de  la  Constitución. 

Tampoco  son  aplicables  a  los  tratados  las  reglas  que  la  Consti- 
tución establece  para  la  promulgación  de  las  leyes.  Para  ésta  hai 
plazos  fijos  que  no  rijen  ni  pueden  rejir  en  materia  de  tratados. 
Un  proyecto  de  lei  aprobado  por  las  Cámaras  se  entiende  aproba- 
do i  debe  promulgarse  como  lei,  si  no  fuere  devuelto  dentro  de 
quince  dias  contados  desde  la  fecha  de  su  remisión.  Tal  cosa  no 
acontece  ni  puede  acontecer  respecto  del  mismo  autor.  ^Aprobado 
por  nuestro  Congreso  el  que  le  fuere  presentado  por  el  Presidente 
de  la  República,  es^menester  aguardar  que  lo  esté  igualmente  por 
las  autoridades  competentes  de  la  otra  parte  contratante,  que  haya 
sido  ratificado  por  ambos  gobiernos,  i  que  se  haya  verificado  el 
canje  de  las  ratificaciones.  Solo  después  de  este  trámite,  podria  el 
Presidente  promulgar  el  tratado,  a  fin  de  que  fuera  obligatorio 
-   ra  la  República,  de  manera  que  entre  la  promulgación  i  la  apro- 

xion  del  Congreso,'  puede   suceder   que   medien   meses,    i   aun 

kos. 
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Es  posible  todavía  otro  caso.  El  Congreso  aprueba  un  proyecto 
de  tratado,  i  se  encuentra  éste  en  condiciones  hábiles  para  ser  ra- 
tificado por  el  Ejecutivo.  Pero  sobreviene  un  cambio  repentino  i 
grave  en  las  relaciones  de  Chile  con  la  otra  parte  contratante,  i, 
cambio  de  tal  naturaleza  que,  a  juicio  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica, aconseja  i  prescribe  no  llevar  a  efecto  un  proyecto  de  trata- 
do que  pocos  dias  antes  se  habia  creído  conveniente  celebrar.  Es 
indudable  que  el  Presidente  no  estaría  en  el  caso  de  poner  su  veto 
al  proyecto  devolviéndolo  al  Congreso;  sino  que  en  uso  de  sus 
atribuciones  constitucionales,  se  negaría  simplemente  por  sí  i 
ante  sí,  a  concluirlo  i  firmarlo.» 


Otra  cuestión  interesante  que  se  relaciona  también 
con  la  naturaleza  de  las  atribuciones  que  al  Presidente 
de  la  República  corresponden  en  materia  de  tratados 
internacionales  es  la  siguiente: 

«Cuando  un  tratado  tiene  plazo  fijo  asignado  a  su  duración,  i  se 
ha  estipulado  en  él  que  continuará  en  vigor  hasta  que  una  de  las 
partes  dé  a  la  otra  aviso  oficial,  con  un  año  de  anticipación,  de  su 
intención  de  hacerlo  cesar,  ¿puede  el  Presidente  de  la  República 
dar  ese  aviso  o  desahucio  por  si  solo  o  necesitará  para  ello  del 
acuerdo  del  Congreso?// 

Esta  cuestión  fué  planteada  en  la  Cámara  de  Diputa- 
dos en  Junio  i  Julio  de  1868. 

El  Presidente  de  la  República,  en  Abril  de  1867,  habia 
desahuciado  una  parte  del  tratado  de  comercio  que  liga- 
ba a  Chile  con  la  República  Arjcntina,  sin  acuerdo  del 
Congreso. 

El  señor  Huneeus  hace  un  interesante  análisis  del 
debate  que  parece  tomó  las  proporciones  de  una  cues- 
tión política  i  aun  de  gabinete,  atacando  la  medida  los 
señores  Antonio  Varas.  M.  A.  Matta,  Domingo  Arteaga 
Alemparte  i  Marcial  Martínez,  i  defendiéndola  los  Minis- 
tros Vargas  Fontecilla,  J.  Blest  Gana  i  Alejandro  Reyes, 
i  el  diputado  López. 
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El  Ministerio  triunfó. 

En  cuanto  a  la  opinión  del  señor  Huneeus,  hela  aquí: 

«Nosotros  creemos  que  cuando  un  tratado  contiene  una  estipu- 
lación como  la  del  art.  40  del  celebrado  con  la  República  Arjenti- 
na,  es  claro  que  él  debe  rejir  por  todo  el  tiempo  fijo  designado  a 
su  duración;  pues  un  tratado  es  un  contrato  entre  dos  paises  que 
obliga  a  ambos  i  del  cual  no  puede  decorosamente  desligarse  uno 
de  ellos  por  su  sola  voluntad.  Pero,  cuando  el  mismo  tratado  pre- 
viene que,  terminado  el  plazo  yí/o  asignado  a  su  duración,  conti- 
nuará rijiendo  hasta  después  de  vencido  un  año,  contado  desde  la 
fecha  en  que  una  de  las  partes  haga  saber  a  la  otra  su  voluntad  de 
hacerla  cesar,  es  evidente  que  esta  prolongación  del  plazo  no  es 
sino  una  próroga  voluntaria  del  mismo,  i  nos  parece  obvio  que  si 
la  facultad  de  ligar  a  Chile  por  medio  de  un  tratado,  durante  un 
término  fijo  de  die:{  años  o  de  doce  requiere  la  voluntad  del  Con- 
greso i  la  del  Presidente,   copulativamenley  la  de  prorogar  ese  plazo 
por  un  año  mas,  por  dos  o  por  tres,  debe  requerir  también  el  con- 
curso de  ambas  voluntades,  i  sobre  todo  la  del  presidente  en  quien 
reside  la  atribución  de  concluir  i  dé  firmar  los  tratados.   Ahora 
bien,  cuando  se  guarda  silencio  en  el  ejemplo  propuesto,  ello  sig- 
nifica que  Presidente  i  Congreso  están  tácitamente  de  acuerdo  en 
rorogar  la^  duración  del  tratado  cuyo  plazo  obligatorio  ya  espiró. 
Pero,  cuando  el  Presidente  no  está  de  acuerdo  con  tal  próroga  ¿qué 
onsultaria  al  Congreso?  ¿Podria  éste  obligarle  acaso  a  prorogar 
la  duración  de  un  pacto  que  él  no  considera  ya  conveniente? 

I,  si  es  evidente  que  no  podria  el  voto  de  las  Cámaras  imponerle 
tal  obligación,  puesto  que  ellas  no  tienen  ni  siquiera  iniciativa  para 
la  celebración  de  tratados,  es  claro  entonces  que  cuando  el  Presi- 
dente, por  motivos  buenos  o  malos,  está  decidido  a  no  prorogar 
el  plazo  asignado  a  la  duración  de  un  tratado,  no  tiene  para  qué 
consultar  a  las  Cámaras,  i  manifiesta  su  determinación  a  la  otra 
parte  contratante,  desahuciándolo  por  sí  solo  como  director  res- 
ponsable, tal  como  se  hizo  muí  correctamente  en  1848  i  1867. 

Es  un  error  discutir  atribuyendo  a  las  palabras  una  significa- 
ción impropia.  Los  tratados  surten  los  efectos  de  una  lei;  pero  de 
allí  no  se  deduce  que^se  formen  i  se  deroguen  como  todas  las  leyes. 
Nó;  pues  ellos  son  pactos  que  ligan  a  dos  naciones  por  lo  menos,  i 
de  allí  resulta  que  deben  formarse  como  los  contraíoSy  i  que  se  rom- 
pen como  ellos,  pudiendo  cesar  en  sus  efectos  por  los  medios  que 
establece  el  Derecho  Internacional.  No  es,  por  consiguiente,  acep« 
table  el  argumento  capital  en  que  se  fundaban  los  impugnadores 
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del  procedimiento  observado  por  el  Gobierno  en  1867;  porque 
como  lo  hemos  notado  ya  mas  arriba,  no  es  exacto  que  los  trata- 
dos sean  en  todo  idénticos  a  las  demás  leyes,  i  faltando  la  base  de 
la  argumentación,  toda  ella  cae  por  tierra.» 


Otras  de  las  cuestiones  dilucidadas  por  el  mismo  autor,  es  la  de 
si  cuando  el  Presidente  pide  fondos  para  acreditar  una  legación  en 
un  pais,  puede  el  Congreso  concederlos  para  acreditarla  cerca  de 
otra  nación. 

Esta  cuestión,  planteada  en  el  Sanado  de  Chile  en  1847,  fué  re- 
suelta negativamente  por  diez  votos  contra  tres. 

La  opinión  del  autor  citado  apoya  esta  resolución. 

Supóngase,  dice,  creada  en  en  el  presupuesto  una  legación  no 
pedida  por  el  Ejecutivo  ¿podría  alguien  obligar  al  Presidente  de  la 
República  a  proveerla,  si  fuere  en  su  concepto  perjudicial  o  inútil? 
Nos  parece  evidente  que  nó,  i  esto  solo  basta  para  probar  que  el 
Congreso  no  debe  proponer  la  creación  de  legaciones,  sino  a  peti- 
ción del  Ejecutivo,  o  de  acuerdo  con  éste.  Podrá  negarse  a  autori- 
zar la  creación  de  una  legación  solicitada  por  el  Ejecutivo;  pero  no 
debe  iniciar  proyectos  referentes  a  asuntos  en  los  cuales  la  inicia- 
tiva corresponde  al  Presidente  de  la  República  como  consecuencia 
natural  de  los  deberes  i  graves  responsabilidades  que  le  impone  la 
parte  ly  del  art.  82. 


Otra  cuestión  mas  del  mismo   autor: 

La  lei  ¿puede  fijar  los  principios  o  reglas  a  que  el  Presidente  de 
la  República  debe  sujetar  las  relaciones  de  Chile  con  las  potencias 
estran  jeras? 

A  consecuencia  del  establecimiento  del  Imperio,  en  Méjico,  se 
presentó  a  la  Cámara  de  Diputados,  en  Junio  de  1864,  un  proyecto 
de  acuerdo,  suscrito  por  don  Manuel  A.  Matta,  i  quince  Diputados 
mas,  el  que,  después  de  pasar  a  la  Comisión  respectiva  fué  modifi- 
cado por  ésta,  compuesta  de  los  señores  Antonio  Varas,  Pedro  F. 
Vicuña  i  Manuel  Recabárren,  en  esta  forma: 

«La  Cámara  de  Diputados  de  Chile  es  de  opinión  que  no  debe  re- 
€  conocerse  el  Imperio  Mejicano,  ni  otra  forma  de  Gobierno,  cual- 
«  quiera  que  ella  sea,  que  se  sustituya  a  la  de  alguna  República 
«  americana,  bajo  la  presión  de  fuerzas  estranjeras.» 
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A  SU  turno,  esta  proposición  fué  alterada  por  el  señor  Lastarria 
J.  Victorino,  en  la  siguiente  forma: 

«La  República  de  Chile  no  reconoce  como  conformes  al  derecho 
«  internacional  americano  los  actos  de  intervención  europea  en 
4C  América  ni  los  gobiernos  que  se  constituyan  en  virtud  de  tal  in- 
«  tervencion,  aunque  ésta  sea  solicitada;  ni  pacto  alguno  de  protec- 
«  torado,  cesión  o  venta,  o  de  cualquiera  otra  especie,  que  amen- 
«  güe  la  soberanía  o  la  independencia  de  un  Estado  americano,  a 
«  favor  de  potencias  europeas,  o  que  tenga  por  objeto  establecer 
«una  forma  de  gobierno  contraria  a  la  republicana  representativa 
«  adoptada  en  la  América  española.)^ 

Este  proyecto  de  lei,  aprobado  con  solo  dos  votos  contrarios, 
fué,  no  obstante,  postergado  indefinidamente  por  el  Senado.» 


4 

El  señor  Huneeus,  combatiendo  el  proyecto,  dice  lo 
siguiente,  entre  otros  razonamientos: 

«I,  aun  cuando  fuera  constitucional  dictar  leyes  que  reglamen- 
taran el  ejercicio  de  las  atribuciones  que  confiere  al  Ejecutivo  el 
inciso  19  del  art.  S2,  nosotros  pensaríamos  siempre  que  no  seria 
conveniente  hacerlo,  porque  en  tales  materias  no  es  posible  esta- 
blecer reglas  jenerales  i  absolutas,  i  porque,  lo  que  en  un  caso  es 
ventajoso  puede  no  serlo  en  cien  otros.  Ayer  pudimos  interesar- 
nos por  la  suerte  de  ciertas  repúblicas  hermanas;  pudimos  apasio- 
narnos por  la  idea  de  la  unión  americana;  pudimos  creer  aun  en 
la  existencia  de  un  derecho  internacional  americano;  pudimos,  en 
fin,  hacer  política  esterior  americana.  Hoi  podemos,  sin  embargo, 
pensar  de  otro  modo,  i  creer,  como  hemos  creido  siempre  noso- 
tros, que  la  verdadera  i  única  política  esterior  de  Chile  debe  ser 
la  política  chilena,  que  consiste,  según  nuestra  manera  de  entender 
las  cosas,  en  respetar  la  lei  internacional  respecto  de  todas  las  na- 
ciones;  de  todas  absoliilamenle ,  de  una  manera  idéntica;  i  en  inspi- 
rarse siempre  en  las  nociones  del  derecho  ¡  los  dictados  de  la 
prudencia. 

Las  Cámaras,  sin  incurrir  en  el  cargo  de  violar  la  Constitución  i 
de  desatender  la  verdadera  conveniencia  del  pais,  que  es  el  doble 
peligro  que  entrañaria  el  sistema  de  leyes,  como  la  que  se  procuró 
dictar  en  1864,  pueden  influir  benéficamente  en  la  dirección  de  las 
relaciones  esteriores,  ilustrando  al  Ejecutivo  i  prestándole  su  im- 
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portante  cooperación,  por  medio  de  proyectos  de  acuerdo  que  hagan 
conocer  a  éste  la  opinión  de  aquéllas  en  casos  especiales  i  concre- 
toS;  i  que  no  ofrezcan  ninguno  de  esos  dos  graves  inconvenientes.» 


¿Puede  el  Presidente  de  la  República  por  sí  solo  i  no 
precediendo  lei  que  para  ello  lo  autorice,  someterá  ar- 
bitraje o  transijir  las  cuestiones  internacionales? 

Dicha  cuestión,  tratada  en  sesiones  de  1866,  por  la 
Cámara  de  Diputados,  fué  resuelta  en  sentido  afirma- 
tivo. 

No  es  esta  la  opinión  del  señor  Huneeus,  quien,  en  su 
apoyo,  emite  los  razonamientos  que  siguen: 

'  «Nosotros  creemos  que,  aunque  el  Presidente  de  la  República 
puede  decidir  por  si  i  anlc  si  las  reclamaciones  vcrdaderammle  diplo- 
n:á:icas,  o  sea  aquellas  que,  según  los  principios  del  Derecho  In- 
ternacional, no  se  encuentran  en  el  caso  de  ser  sometidas  al  fallo 
de  nies-ros  irihunaks,  no  puede,  sin  embargo,  someterlas  a  la  deci- 
sión de  comisiones  de  ninguna  especie,  sino  por  medio  de  con- 
venciones aprobadas  por  el  Congreso.  Menos  aceptables  nos  pare- 
ce sostener  que  comisiones  nombradas  sin  sujeción  a  las  fórmulas 
constitucionales  puedan  librar  sentencias  irrevocables,  que  liguen  al 
Congreso  de  tal  manera  que  no  debiera  hacer  otra  cosa  que  con- 
ceder los  fondos  que,  en  virtud  de  ellas,  debiera  pagar  la  Nación. 
Para  que  invistieran  semejante  facultad,  seria  menester  reconocer 
en  los  comisionados  el  carácter  de  arbitros,  de  verdaderos  jueces; 
i  es  evidente  que  él  no  puede  serles  concedido  por  simple  decreto 
del  Ejecutivo.  La  constitución  de  un  arbitraje  en  asuntos  interna- 
cionales, es  materia  de  una  convención  que  debe  ser  aprobada 
por  el  Congreso;  así,  la  constitución  de  un  arbitraje  en  asuntos  in- 
ternos no  puede  verificarla  el  Presidente  de  la  República,  si  para 
ello  no  le  facultare  alguna  lei. 

Cuando  el  Ejecutivo  considera  que  una  reclamación  diplomática 
es  realmente  tal,  que  no  implica  un  asunto  cuyo  conocimiento 
debe  llevarse  a  los  tribunales  ordinarios  de  justicia,  i  cuando  lle- 
gare el  caso  de  decidirla,  para  el  efecto  de  admitirla  o  rechazarla, 
debe  resolverla  por  si  i  anlc  si,  como  encargado  de  mantener  las 
relaciones  políticas  con  las  naciones  estranjeras,  asumiendo  de 
lleno  la  responsabilidad  de  su  fallo  ante  el  Congreso.  Para  espe- 
dirlo, i  como  medio  de  estudio  i  de  ilustración,  podrá  nombrar 
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comisiones  in/ormanUSf  si  lo  juzga  conveniente  i  si  cuenta  con  la 
voluntad  de  personas  competentes  que  se  presten  a  servirlo. 

Si  el  Presidente  de  la  República  decidiendo  una  controversia 
crdadcramenlc  diplomática^  aceptare  una  reclamación  en  contra  de 
Chile,  nos  parece  que  el  Congreso,  aun  cuando  pensara  de  distinto 
modo,  estaría  en  el  deber  de  votar  los  fondos  que  se  le  pidieran  pa- 
ra hacer  frente  al  compromiso  que  el  fallo  del  Ejecutivo  impusiera 
en  tal  caso  a  la  República.  En  este  sentido  pensamos  que  las  reso- 
luciones del  Presidente  surten  los  mismos  efectos  que  las  senten- 
cias pasadas  en  autoridad  de  cosa  juzgada.  El  Congreso  no  revisa 
las  sentencias  contrarias  al  Fisco  para  conceder  los  fondos  que  re- 
quiere su  cumplimiento, 

Pero  esas  facultades  que  la  Constitución  le  confiere  no  puede  el 
Presidente  delegarlas  en  una  comisión  que,  aun  cuando  no  recibie- 
ra tal  nombre,  seria  un  verdadero  tribunal  de  arbitros,  desde  que 
fuera  a  decidir.  I  ya  hemos  dicho  que  el  arbitraje  no  puede  consti-^ 
tuirse  en  asunto  alguno  que  afecte  el  interés  nacional,  sin  autori- 
zación del  Congreso;  como  no  podria  tampoco  sin  la  misma,  ajus- 
tarse ninguna  especie  de  transacción. 

En  comprobación  de  la  verdad  de  nuestra  precedente  afirmación, 
citaremos  el  caso  de  la  transacción,  referente  al  reclamo  del  Fran* 
klin  que  llevó  a  efecto  por  medio  de  una  convención  promulgada 
el  21  de  Junio  de  1859,  i  el  de  arbitraje  a  que  fué  sometido  el  caso 
del  Maccdonian,  que  se  llevó  a  efecto  por  medio  de  la  convención 
promulgada  el  rS  de  Octubre  del  mismo  año.  Ambas  convencio- 
nes fueron  aprobadas  por  el  Congreso  Nacional,  como  deben  serlo 
todas  las  de  su  clase,  i  todas  las  que  envuelvan  una  transacción  o  un 
arbitraje  aunque  estas  palabras  no  suenen  en  el  arreglo  respectivo 

Si  el  Ejecutivo  obrara  sin  esa  autorización,  ejecutada  un 

acto  nulo  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  160  de  la  Constitu- 
ción. I,  como  no  existe  lei  alguna  jeneral  que  le  confiera  semejan- 
te atribución,  es  necesario  que  en  cada  caso  particular  que  ocurrie- 
re, relacionado  con  asuntos  internacionales,  la  convención,  arreglos, 
acuerdo  o  protocolo  c[UQ  envolvlere  el  ajuste  de  una  transacción  o 
arbitraje,  sea  sometido  alaa  probación  de  las  Cámaras,  En  asuntos 
de  otro  carácter,  se  requiere  una  lei  que  faculte  al  Presidente  de 
a  República  para  transijirlos  o  someterlos  a  arbitraje.  Ejemplo  de 
esto  último  es  la  lei  de  22  de  Noviembre  de  1877,  que  autorizó  el 
sometimiento  a  arbitros  de  las  cuestiones  que  surjieron  entre  el 
Fisco  i  el  constructor  del  ferrocarril  de  Curicó  a  Angol.» 

En  este  mismo  sentido  está  la  cpnstitucion  de  los  Tri- 
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banales  arbitrales  para  resolver  las  reclamaciones  naci- 
das de  la  guerra  con  el  Perú,  i  recientemente  de  la  gue- 
rra civil. 


La  parte  19  del  art.  812  de  la  Constitución  termina  di- 
ciendo que  las  «discusiones  i  deliberaciones  íí?¿r^  estos 
objetoSy  es  decir,  sobre  todos  los  que  ella  menciona,  i 
no  simplemente  sobre  los  tratados^  serán  secretas,  si  así 
lo  exije  el  Presidente  de  la  República.:^  Ni  podría  ser  de 
otro  modo,  atendida  la  delicada  naturaleza  de  los  asun- 
tos internacionales.  Al  Ejecutivo,  como  responsable  de 
la  dirección  de  las  relaciones  políticas  con  las  poten- 
cias estranjeras,  incumbe  calificar  la  conveniencia  de  la 
reserva  o  de  la  publicidad  de  discusiones  referentes  a 
todos  los  objetos  que  abraza  tan  vasta  i  estensa  atribu- 
ción. Esto  es  tan  claro,  que  nunca  hemos  comprendido 
cómo  el  ejercicio  de  esta  facultad  del  Presidente  de  la 
República  ha  podido  servir  de  tópico  a  mas  de  una  inú- 
til discusión  en  nuestra  Cámaras. 


ATRIBUCIONES  POLÍTICAS 

Dice  el  inciso  20  de  la  Constitución: 

«Declararen  estado  de  sitio  uno  o  varios  puntos  de  la  República 
en  caso  de  ataque  esterior,  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  i 
por  un  determinado  tiempo. 

En  caso  de  conmoción  interior,  la  declaración  de  hallarse  uno  o 
varios  puntos  en  estado  de  sitio,  corresponde  al  Congreso;  pero  si 
éste  no  se  hallare  reunido,  puede  el  Presidente  hacerla  con  acuer- 
do del  Consejo  de  Estado  por  un  determinado  tiempo.  Si  a  la  reu- 
nión del  Congreso  no  hubiere  espirado  el  término  señalado,  la  de- 
claración que  ha  hecho  el  Presidente  de  la  República  se  tendrá  por 
una  proposición  de  lei.i^ 

La  disposición  que  precede,  parece  en  parte  tomada 
de  la  nación  francesa. 
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En  efecto,  puede  verse  que  en  ese  pais  el  derecho  de 
declarar  la  medida  suprema  del  estado  de  sitio  ha  esta- 
do casi  siempre  en  manos  del  Poder  Lejislativo. 

En  efecto,  en  la  Constitución  de  14  de  Setiembre  de 
1 79 1,  se  lee  ya  esta  disposición: 

«Si  algunos  motines  ajitan  un  departamento,  el  Rei  dará,  bajo 
la  responsabilidad  de  sus  Ministros,  las  órdenes  necesarias  para  la 
ejecución  de  las  leyes  i  el  restablecimiento  del  orden,  pero  a  con- 
dición de  dar  cuenta  al  Cuerpo  Lejislativo,  si  está  en  funciones,  o 
convocarlo  si  no  está.» 

La  lei  de  16  de  Fructidor  del  año  X,  confirmó  estas 
disposiciones: 

«El  Directorio  ejecutivo  no  podrá  declarar  en  estado  de  guerra 
las  comunas  del  interior  de  la  República,  sino  después  de  estar 
autorizado  por  el  Cuerpo  Lejislativo,  Las  comunas  del  interior  se 
consideran  en  estado  de  sitio,  inmediatamente  que  por  el  efecto 
de  su  investidura  por  tropas  enemigas  o  rebeldes,  las  comunica- 
ciones se  encuentren  interceptadas,  tanto  interior  como  esterior- 
mente  hasta  la  distancia  de  3,502  metros  de  los  fosos  o  murallas: 
en  este  caso  el  Directorio  ejecutivo  dará  parte  al  Cuerpo  Lejis- 
lativo.» 

La  Constitución  del  año  VIII  conservó  a  los  ciudada- 
nos las  garantías  que  les  aseguraban  las  leyes  anteriores. 

Decia: 

«En  el  caso  de  revuelta  a  mano  armada  o  turbaciones  que  ame- 
nacen la  seguridad  del  Estado,  la  fci  puede  suspender  en  los  luga- 
res i  por  el  tiempo  que  determine  el  imperio  de  la  Constitución. 
Esta  suspensión  puede  ser  declarada  provisoriamenle,  en  los  mismos 
casos  por  un  decreto  del  gobierno,  estando  el  Congreso  en  receso, 
siempre  que  ese  cuerpo  sea  convocado  en  el  mas  corto  plazo  por 
un  artículo  del  mismo  decreto.» 

El  art.  55  del  Senado  Consulto  de  16  de  Termidor,  en 
el  año  X  (Agosto  4  de  1802)  parece  haber  querido  hacer 
pasar  al  Senado  el  derecho  de  declarar  el  estado  de  sitio, 
porque  dice:  <c£l  Senado  declara  cuando  las  circunstan- 
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cias  lo  exijen,  a  algunos  departamentos  fuera  de  la  Cons- 
titución.» 

Bajo  el  primer  imperio  el  art.  52  del  decreto  de  24  de 
Setiembre  de  181 1,  decidió  que  el  Emperador  podria 
declarar  el  estado  de  guerra  en  una  plaza  cuando  las  cir- 
cunstancias exijieran  mas  vida  i'accion  en  la  policía  mi- 
litar, sin  que  fuera  necesario  poner  la  plaza  en  estado 
de  sitio.  El  art.  53  del  mismo  decreto  atribuyó  al  Empe- 
rador el  derecho  de  determinar  por  decreto  el  estado  de 
sitio. 

El  acta  adicional  a  la  Carta  de  1814,  espedida  en  22 
de  Abril  de  181 5,  decia: 

^Ninguna  plaza,  ninguna  parte  del  territorio  puede  ser  declara- 
do en  estado  de  sitio  sino  en  el  caso  de  invasión  de  parte  de  una 
fuerza  estranjera  o  de  motines  civiles.  En  este  caso,  esa  declara- 
ción se  hace  por  un  decreto  del  Gobierno. 

En  el  segundo,  no  puede  serlo  sino  por  la  leí.  Sin  embargo,  si 
llegado  el  caso,  las  Cámaras  no  se  hallaran  reunidas,  el  decreto  del 
Gobierno  que  declara  el  estado  de  sitio  del''C  convertirse  en  una  pro- 
posición de  ¡ei  en  los  primeros  quino:  días  de  la  reunión  de  las  Cámaras.y^ 

El  art.  106  de  la  Constitución  de  1848  reservaba  a  una 
lei  la  tarea  de  determinar  los  casos  en  los  que  podria  de- 
clararse el  estado  de  sitio,  i  arreglar  la  forma  i  efectos  de 
tal  medida.  En  ejecución  de  este  artículo,  el  Poder  Le- 
jislativo  dio  la  lei  de  Agosto  9  de  1849,  ¿^  1^  ^^^^  ciertas 
disposiciones  fueron  reemplazadas  por  la  de  Abril  3  de 
1878,  pero  que  en  muchos  puntos  está  vijente,  sobre 
todo  en  lo  que  concierne  a  los  efectos  del  estado  de 
sitio,  los  poderes  de  los  gobernadores,  de  las  colonias  i 
de  los  comandantes  de  plazas  de  guerra.  El  art.  12  de  la 
Constitución  de  Enero  14  de  1852,  derogó  una  parte  de 
las  disposiciones  de  la  lei  de  1849,  decidiendo  que  el 
Emperador  tendría  el  derecho  de  declarar  el  estado  de 
sitio  en  uno  o  muchos  departamentos,  con  la  condición 
de  dar  cuenta  al  Senado  en  el  mas  breve  pla^o. 

La  última  asamblea,  devolvió  al  Poder  Lejislativo  el 
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derecho  de  declarar  el  estado  dé  sitio;  por  una  leí  de 
Abril  28  de  187 1,  la  Asamblea  delegó  sus  derechos,  pero 
por  tres  meses  solamente,  en  el  jefe  del  Poder  Ejecutivo. 
Habiendo  las  leyes  de  1875  omitido  arreglar  la  cues- 
tión del  estado  de  sitio,  i  habiendo  surjido  graves  difi- 
cultades durante  dos  años  en  el  punto  de  saber  si  las 
Cámaras  se  encontraban  en  posesión  de  derechos  igua- 
les a  los  de  la  Asamblea  Nacional,  en  1877,  Mr.  Bar- 
doux,  presentó  un  proyecto  que  se  convirtió  en  la  lei  de 
Abril  3  de  1878  i  que  termina  toda  duda  sobre  el  parti- 
cular. 

Dice  así: 

«El  estado  de  sitio  no  puede  ser  declarado  sino  en  caso  de  peli- 
gro inminente,  resultado  de  una  guerra  estranjera  o  de  una  insu- 
rrección a  mano  armada.  Solo  una  lei  puede  declarar  el  estado  de 
sitio;  esta  lei  debe  designar  las  comunas,  los  barrios,  o  los  depar- 
tamentos a  los  que  se  aplica.  Ademas,  debe  fijar  el  tiempo  de  su 
duración.  Al  espirar  dicho  término,  el  estado  de  sitio  cesa  de  pleno 
derecho,  a  menos  que  una  lei  nueva  prolongue  sus  efectos.» 

El  art.  2.**  de  la  lei  de  Abril  3  de  1878  decide  que,  en 
caso  de  no  funcionar  las  Cámaras,  el  Presidente  de  la 
República  puede  declarar  el  estado  de  sitio,  con  el  acuer- 
do del  Consejo  de  Ministros;  pero  entonces  las  Cáma- 
ras se  reúnen  de  pleno  derecho  dos  días  después.  El 
lejislador  ha  dicho,  ^se  reúnen»^  i  no  <(son  convocadasi^^ 
a  fin  de  dejar  a  un  lado  cualquiera  falsa  interpretación. 
Resulta  del  texto,  que  la  reunión  tendria  lugar  según  el 
mismo  procedimiento  que  el  seguido  para  la  apertura 
de  la  sesión  ordinaria;  cada  asamblea  seria  convocada 
por  su  presidente,  i  la  reunión  tendria  lugar  de  pleno 
derecho,  sin  decreto  del  Presidente  de  la  República. 

Las  condiciones  en  que  se  levanta  el  estado  de  sitio 
se  encuentran  determinadas  por  el  art.  5.°  de  la  lei  de 
1878.  Cuando  el  estado  de  sitio  ha  sido  declarado  por 
una  leí\   cesa  de  derecho  en  el  dia  fijado  por  dicha  lei. 


i 
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Cuando  ha  sido  por  un  decreto  del  Presidente  de  la  P 
pública,  en  ausencia  de  las  Cámaras,  éstas,  desde  q 
se  reúnen,  mantienen  o  levantan  el  estado  de  sitio; 
caso  de  disentimiento  entre  ellas,  el  estado  de  sitio 
levanta  de  derecho. 

Resulta  de  las  declaraciones  hechas  el  5  de  Febre 
de  1878,  por  el  relator  de  la  Cámara  de  Diputados,  ^ 
Franck-Chauveau,  que  el  primer  deber  de  las  Cámarí 
una  vez  reunidas,  es  tratar  sobre  el  decreto  que  estab 
ce  el  estado  de  sitio:  «ellas  no  deben  aguardar  para  és 
la  iniciativa  del  gobierno;  antes  de  toda  proposicio 
ante  todo  otro  debate,  se  apoderan  de  oficio  de  .la  cuí 
tion,  i  la  resuelven  sin  demora.» 

El  informante  anadia;  «El  Senado  i  la  Cámara  de  E 
putados,  tienen  en  esta  materia  un  derecho  ieual,  i, 
la  misma  menera  que  el  acuerdo  de  las  dos  asamble 
es  necesario  para  establecer  el  estado  de  sitio,  asimisr 
el  consentimiento  de  ambas  es  indispensable  para  ma 
tenerlo.íí 

Las  consecuencias  del  estado  de    sitio  se  encuentr. 
determinadas  por  los   artículos  7  a  11  de  la  lei  de  9 
Agosto  de  1849. 

He  aquí  el  texto; 

«Art.  7."  Inmediatamente  de  declarado  el  estado  de  sitio,  '. 
poderes  de  que  la  autoridad  civil  se  hallaba  revestida  para  el  m; 
tenimiento  del  orden  i  de  la  policía,  pasan  par  completo  a  la  aui 
ridad  militar.  La  autoridad  civil  continúa,  sin  embargo,  ejercie 
do  aquellos  de  los  poderes  de  que  la  autoridad  militar  no  se 
desprendido, 

Arl,  8."  Los  tribunales  militares  pueden  apoderarse  del  coi 
cimiento  de  los  crímenes  o  delitos  contra  la  seguridad  de  la  Rep 
blica,  contra  la  Constitución,  contra  el  orden  i  la  paz  públii 
cualquiera  que  sea  la  calidad  de  los  autores  principales  i  de  I 
cómplices. 

Arf.  9."  La  autoridad  militar  tiene  el  derecho: — i.',  de  hacer  pi 
quisiciones  de  día  i  de  noche  ea  el  domicilio  de  los  ciudadanos;  a 
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de  separar  los  reos  sujetos  a  la  vijilancia  de  la  policía»  i  los  indivi- 
duos que  no  tienen  su  domicilio  en  los  lugares  sometidos  al  estado 
de  sitio;  3/,  de  ordenar  la  entrega  de  armas  i  municiones  i  proceder 
a  buscarlas  i  apoderarse  de  ellas;  4.°,  de  prohibir  las  publicacio- 
nes i  las  reuniones  que  ella  juzgue  de  naturaleza  tal  que  exiten  o 
mantengan  el  desorden. 

Art.  10.  En  los  lugares  enunciados  en  el  art.  3.°,  los  efectos  del 
estado  de  sitio  continúan,  ademas,  en  caso  de  guerra  estranjera, 
siendo  determinados  por  las  disposiciones  de  10  de  Julio  de  1791 
i  decreto  de  Diciembre  24  de  181 1. 

Art.  n.  Los  ciudadanos  continúan,  a  pesar  del  estado  de  sitio, 
ejerciendo  todos  los  derechos  garantidos  por  la  Constitución,  i 
cuyo  goce  no  se  halle  suspendido  a  virtud  de  los  artículos  prece- 
dentes.» 

El  estado  de  guerra  es  distinto  del  estado  de  sitio;  se 
aplica  a  las  plazas  militares  i  resulta  déla  publicación  del 
bando  que  lo  comunica.  Este  estado  no  despoja  a  la 
autoridad  civil,  pero  produce  ciertas  restricciones  en  su 
funcionamiento. 


Pasando  ahora  a  otros  países,  léese  en  la  Constitución 
de  la  República  Arjentina,  lo  siguiente: 

«Art.  23.  En  caso  de  conmoción  'interior  o  de  ataque  esterior 
que  ponga  en  peligro  el  ejercicio  de  esta  Constitución  i  de  las 
autoridades  creadas  por  ella,  se  declara  en  estado  de  sitio  la  prO' 
vincia  O  territorio  en  donde  exista  la  perturbación  del  orden,  que- 
dando suspensas  allí  las  garantías  constitucionales.  Pero,  durante 
esta  suspensión,  no  podrá  el  Presidente  de  la  República  condenar 
por  sí,  ni  aplicar  penas.  Su  poder  se  limitará,  en  tal  caso,  respecto 
de  las  personas,  a  arrestarlas  o  trasladarlas  de  un  puuto  a  otro  de 
la  Nación,  si  ellas  no  prefieren  salir  fuera  del  territorio  arjentino.á> 


En  Suiza,  no  se  conoce  el  estado  de  sitio,  pero  el  Con- 
-^jo  Federal,  tiene  por  el  art.  loi,  inciso  11  de  su  Cons- 
.tucion,  la  facultad  de  «en  caso  de  urjencia,  i  cuando 
o  está  reunida  la  Asamblea,  levantar  las  tropas  nece- 
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Pensamos,  pues,  que  debiera  suprimirse  de  nuestra  Constitcion 
te  parte  20  del  art.  82,  i  el  art.  161,  por  contener  disposiciones 
que  no  solamente  son  incompatibles  con  los  buenos  principios, 
sino  que  ademas  son  completamente  innecesarias,  sino  que  en 
otros  preceptos  de  la  misma  puede  encontrarse  el  correctivo  con- 
tra el  único  mal  que  podría  servir  de  pretesto  al  estado  de  sitio. 
Los  derechos  que  la  Constitución  de  un  pais  civilizado  asegura  a 
sus  habitantes,  no  deben  jamas  suspenderse  á  virtud  simplemente 
de  decretos  del  Ejecutivo,  contra  cuyos  abusos  posibles  no  es  una 
garantía  suficiente  la  intervención  del  Consejo  de  Estado. 

Si  la  Constitución  creyó  que  las  amplias  facultades  de  que  ella 
misma  ha  revestido  al  Presidente  de  la  República,  en  sus  artículos 
81  i  82,  DO  bastarían  en  algunos  casos,  i  que  podría  ser  necesario 
confiarle  otras;  no  vemos  motivo  para  que  en  ninguno  le  atribuye- 
ra a  él  mismo  la  facultad  de  arrogárselas,  salvando  las  apariencias 
de  la  legalidad.  Debió,  entonces,  ya  que  supuso  que  podría  haber 
casos  de  tanta  urjencia  que  hicieran  imposible  la  inmediata  reu- 
nión del  Congreso,  haber  requerido  que,  durante  su  receso,  bien 
fuera  en  caso  de  ataque  esterior  o  en  el  de  conmoción  interior,  el 
Presidente  procediera  con  acuerdo  de  la  Comisión  Conservadora, 
dando  cuenta  inmediata  al  Congreso.  Debió  agregar  que  éste  que- 
daba convocado  por  el  ministerio  de  la  lei  a  sesiones  estraordina- 
rias,  por  el  solo  hecho  de  la  declaración  de  estado  de  sitio  dictada 
durante  su  receso,  i  que  el  Congreso  debia  en  el  acto  de  reunirse, 
aprobar  o  dejar  sin  efecto  la  declaración  librada  por  el  Presidente 
de  acuerdo  con  dicha  Comisión.  , 

En  caso  de  conmoción  interior,  la  declaración  del  estado  de  sitio 
corresponde  al  Congreso,  por  regla  jeneral;  pero  si  éste  no  se  ha- 
llare reunido,  puede  el  Presidente  hacerla  escepcionalmente  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  por  un  determinado  tiempo. 
La  frase,  «si  éste  no  se  hallare  reunido»,  no  establece  distinciones; 
luego,  es  claro  que  si  el  Congreso  estuviere  reunido,  sea  en  sesio- 
nes ordinarias  o  en  sesiones  estraordinarias,  a  él  solo  corresponde- 
ría hacer  la  declaración. 

La  famosísima  dada  por  lei  de  31  de  Enero  de  1837,  ^^  ^^^  du- 
rante las  sesiones  estraordinarias,  i  lo  fué  por  el  Congreso,  a  pesar 
de  tratarse  de  un  caso  de  guerra  estranjera,  sin  duda  porque  dicha 
lei  no  fué  simplemente  de  sitio,  sino  porque  envolvió  una  delega- 
íion  de  facultades  omnímodas  al  Presidente  de  la  República,  que 
^a  hemos  calificado  de  inconstitucional 
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savias  i  disponer  de  ellas,  bajo  la  reserva  de  convocar 
inmediatamente  las  Cámaras,  si  el  número  de  los  solda- 
dos llamados  pasa  de  dos  mil  hombres,  o  si  permanecen 
sobre  las  armas  mas  de  tres  semanas.» 


Estos  preceptos  están  en  armonía  con  lo  dispuesto 
por  la  Constitución  de  Estados  Unidos,  art.  152,  núm.  2, 
Seo.  9,  art.  179. 

República  Arjentina,  núm.  35,  art.  179. 

EspaSa,  art.  17. 

Suiza,  art.  16,  núm.  7  i  8  del  art.  84. 


Ahora  bien,  ¿qué  dicen  de  él  los  publicistas  chilenos? 
Óigase  al  señor  Huneeus: 

«No  creemos  necesario  detenernos  en  el  examen  teórico  de  esta 
atribución  constitucional  del  Ejecutivo.  La  opinión  ilustrada  del 
pais  se  ha  pronunciado  de  una  manera  tan  enérjica  en  su  contra, 
que  ha  obtenido  dos  resultados.  Es  el  primero  la  importante  serie 
de  reformas  introducidas  en  1874  en  el  artículo  161,  que  determi- 
na los  efectos  que  produce  la  declaración  del  estado  de  sitio.  Es 
la  segunda  haber  logrado  el  interesante  resultado  práctico  de  que 
a  pesar  de  las  guerras  en  que  el  pais  se  ha  visto  envuelto  en  186^ 
i  1869,  no  se  haya  echado  mano  del  arbitrio  de  declarar  en  estado 
de  sitio  punto  alguno  de  la  República,  i  que  ésta  haya  podido  de- 
fender con  entereza  sus  derechos  en  medio  del  juego  libre  de  su 
mecanismo  regular  i  constitucional. 

Nosotros  no  vacilamos  en  condenar  en  absoluto  la  creación  de 
esa  institución  que  se  llama  eslado  de  sitio.  Pensamos  que  si  lle- 
gara a  haber  circunstancias  tan  escepcionales  i  estiaordinarias, 
que  requieran  medidas  también  de  este  carácter,  aquellas  no  pue- 
den ser  otras  que  las  que  ha  previsto  la  parte  6.'  reformada  del 
art.  36,  i  éstas  no  podrían  tampoco  ser  otras  que  las  que  esa  misma 
disposición  indica.  Ocúrrase  en  tal  caso  al  Congreso,  i  pídasele 
dicte  la  leí  o  leyes  escepcionales  a  que  la  citada  disposición  cons- 
titucional se  refiere. 

uon  ellas  el  mal  quedaría  remediado. 
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Pensamos,  pues,  que  debiera  suprimirse  de  nuestra  Constitcion 
la  parte  20  del  art.  83,  i  el  art.  161,  por  contener  disposiciones 
que  no  solamente  son  incompatibles  con  los  buenos  principios, 
sino  que  ademas  son  completamente  innecesarias,  sino  que  en 
otros  preceptos  de  la  misma  puede  encontrarse  el  correctivo  con- 
tra el  único  mal  que  podría  servir  de  pretesto  al  estado  de  sitio. 
Los  derechos  que  la  Constitución  de  un  pais  civilizado  asegura  a 
sus  habitantes,  no  deben  jamas  suspenderse  á  virtud  simplemente 
de  decretos  del  Ejecutivo,  contra  cuyos  abusos  posibles  no  es  una 
garantía  suficiente  la  intervención  del  Consejo  de  Estado. 

Si  la  Constitución  creyó  que  las  amplias  facultades  de  que  ella 
misma  ha  revestido  al  Presidente  de  la  República,  en  sus  artículos 
81  i  82,  no  bastarían  en  algunos  casos,  i  que  podría  ser  necesario 
confiarle  otras;  no  vemos  motivo  para  que  en  ninguno  le  atribuye- 
ra a  él  mismo  la  facultad  de  arrogárselas,  salvando  las  apariencias 
de  la  legalidad.  Debió,  entonces,  ya  que  supuso  que  podría  haber 
casos  de  tanta  urjencia  que  hicieran  imposible  la  inmediata  reu- 
nión del  Congreso,  haber  requerido  que,  durante  su  receso,  bien 
fuera  en  caso  de  ataque  esterior  o  en  el  de  conmoción  interior,  el 
Presidente  procediera  con  acuerdo  de  la  Comisión  Conservadora, 
dando  cuenta  inmediata  al  Congreso.  Debió  agregar  que  éste  que- 
daba convocado  por  el  ministerio  de  la  lei  a  sesiones  estraordina- 
rias,  por  el  solo  hecho  de  la  declaración  de  estado  de  sitio  dictada 
durante  su  receso,  i  que  el  Congreso  debía  en  el  acto  de  reunirse, 
aprobar  o  dejar  sin  efecto  la  declaración  librada  por  el  Presidente 
de  acuerdo  con  dicha  Comisión.  , 

En  caso  de  conmoción  interior,  la  declaración  del  estado  de  sitio 
corresponde  al  Congreso,  por  regla  jeneral;  pero  si  éste  no  se  ha- 
llare reunido,  puede  el  Presidente  hacerla  escepcionalmente  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  por  un  determinado  tiempo. 
La  frase,  «si  éste  no  se  hallare  reunido»,  no  establece  distinciones* 
luego,  es  claro  que  si  el  Congreso  estuviere  reunido,  sea  en  sesio- 
nes ordinarias  o  en  sesiones  estraordinarias,  a  él  solo  corresponde- 
ría hacer  la  declaración. 

La  famosísima  dada  por  lei  de  31  de  Enero  de  1837,  lo  fué  du- 
rante las  sesiones  estraordinarias,  i  lo  fué  por  el  Congreso,  sl  pesar 
de  tratarse  de  un  caso  de  guerra  estranjera,  sin  duda  porque  dicha 
lei  no  fué  simplemente  de  sitio,  sino  porque  envolvió  una  delega- 
ción de  facultades  omnímodas  al  Presidente  de  la  República,  que 
ya  hemos  calificado  de  inconstitucional 
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Cuando  el  Congreso  se  reuniere,  sea  ordinaria  o  estraordinaria 
mente,  no  habiendo  espirado  el  término  señalado  a  la  declaracioi 
de  estado  de  sitio  hecha  en  su  receso  i  en  caso  de  conmoción  inte 
rior,  por  el  Presidente  de  la  República,  de  acuerdo  con  el  Consej* 
de  Estado,  dispone  la  Constitución  que  dicha  declaración  se  tendri 
por  uns  proposición  de  íei.  Pero,  mientras  el  Congreso  delibera  acer 
ca  de  ella,  ¿cesan  o  nó  los  efectos  de  la  declaración  presidenciali 
o,  en  otros  términos,  ¿cesa  o  nó  el  estado  de  sitio? 

Esta  cuestión,  aunque  jamas  se  ha  debatido  en  las  Cámaras,  hi 
sido  prácticamente  resuelta  por  el  Ejecutivo  en  el  sentido  de  qu( 
cesa  la  declaración  hecha  por  él,  tan  luego  como  aquéllas  se  reu 
nan.  En  cuatro  de  las  declaraciones  hechas  por  el  Presidente  con^ 
forme  al  a.°  párrafo  de  la  parte  s.*,  art.  8a  de  la  Constitución,  s( 
ha  partido  de  este  antecedente.  En  tres  de  ellas,  hechas  antes  d( 
abrirse  las  sesiones  ordinarias  del  Congreso,  se  ha  cuidado  siempn 
de  señalarles  como  término  final  el  1."  de  Junio  siguiente.  Así,  e! 
decreto  de  lo  de  Febrero  de  1840,  declaró  en  estado  de  sitio  Ií 
provincia  de  Santiago  hasta  el  1 ."  de  Junio  del  mismo  año.  El  8  d< 
Marzo  de  1846  hizo  igual  declaración,  respecto  de  la  misma  pro- 
vincia por  el  término  de. 8^  dias,  que  espiraban  también  el  i."  df 
Junio  siguiente.  El  de  90  de  Abril  de  1851  declaró  en  estado  de  si- 
tio las  provincias  de  Santiago  i  Valparaíso  por  el  término  de  cuaren- 
ta i  dos  dias,  que  concluían  el  i.°  de  Junio  del  mismo  año.  I  la  res- 
tante de  las  cuatro  recordadas  tuvo  algo  de  mas  significativo 
todavía. 

Ella  tuvo  lugar  el  7  de  Noviembre  de  1850.  Por  decreto  de  esa 
fecha  fueron  declaradas  en  estado  de  sitio  las  provincias  de  San- 
tiago i  Aconcagua,  por  el  término  de  ¡denla  dias.  Pero  como  ape- 
nas trascurrida  la  mitad  de  ese  término,  el  Ejecutivo  convocara  al 
Congreso  a  s¿slO■^^S  estraordinirijs  para  el  16  de  Diciembre  del  mis- 
mo año,  cuidó,  por  decreio  de  esta  última  fecha,  de  declarar  que 
desde  ella  cesaban  los  efectos  de  la  declaración  de  estado  de  sitio 
de  7  del  mes  anterior.  Podría  talvez  decirse  que  si  el  estado  de  si- 
tio debía  cesar  por  el  solo  hecho  de  reunirse  el  Congreso  no  era 
menester  que  el  Ejecutivo  lo  declarase  así;  pero  U  verdad  es  que 
pudiendo  dícidirse  el  punto,  era  mas  prudente  discutirlo  de  un 
modo  claro  i  que  evitara  dudas  i  dificultades. 

Una  misma  idea  es,  por  consiguiente,  la  que  ha  dominado  en  los 
cuatro  casos  recordados,  que  con  el  de  la  declaración  de  la  de  Di- 
ciembre de  1858  forman  las  cinco  declaraciones  de  estados  de  sitio 
decretados  por  el  Ejecutivo  durante  la  vijencía  de  la  Conítitacion 
de  i8«. 
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Observaremos,  para  concluir  con  el  estudio  de  la  parte  ao  del 
art.  83,  que  la  Constitución  de  1838  no  reconocía  el  estado  de  silio. 

En  los  casos  de  ataque  esterior  o  de  conmoción  interior,  graves 
e  imprevistos,  facultaba  al  Poder  Ejecutivo  en  la  parte  la  de  su  art. 
S),  para  tomar  medidas  prontas  de  seguridad,  dando  cuenta  inme- 
diatamente al  Congreso,  o  en  su  receso  a  la  Comisión  permanente, 
de  lo  ejecutado  i  sus  motivos,  estando  a  su  resolución.» 


Estrechamente  ligado  con  este  punto  se  encuentra  el 
art.  52  (antes  161)  de  la  Constitución,  que  dice: 

«Cuando  uno  o  varios  puntos  de  la  República  fueren  declarados 
en  estado  de  sitio,  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  la  parte  20 
del  art.  73,  por  semejante  declaración  solo  se  conceden  al  Presi- 
dente de  la  República  las  siguientes  facultades: 

I."  La  de  arrestar  a  las  personas  en  sus  propias  casas  o  en  luga- 
res que  no  sean  cárceles  ni  otros  que  estén  destinados  a  la  deten- 
ción o  prisión  de  reos  comunes; 

2,"  La  de  trasladar  a  las  personas  de  un  departamento  a  otro  de  la 
República,  dentro  del  continente  i  en  una  área  comprendida  entre 
el  puerto  de  Caldera  al  norte  i  la  provincia  de  Llanquihue  al  sur. 

Las  medidas  que  tome  el  Presidente  de  la  República  en  virtud 
del  sitio  no  tendrán  mas  duración  que  la  de  éste,  sin  que  por  ellas 
se  puedan  violar  las  garantías  constitucionales  concedidas  a  los 
Senadores  i  Diputados.» 


El  artículo  orijinal  de  la  Constitución  se  limitaba  a 
decir  lo  siguiente: 

«Art.  161.  Declarado  algún  punto  de  la  República  en  estado  de 
sitio,  se  suspende  el  imperio  de  la  Constitución  en  el  territorio 
comprendido  en  la  declaración;  pero  durante  esta  suspensión,  i  en 
el  caso  que  usase  el  Presidente  de  la  República  de  facultades  es- 
traordinarias  especiales,  concedidas  por  el  Congreso,  no  podrá  la 
auloridad  pública  condenar  por  sí,  ni  aplicar  penas.  Las  medidas- 
nue  tomare  en  estos  casos  contra  las  personas,  no  pueden  exceder 

e  un  arresto  o  traslación  a  cualquier  punto  de  la  República.;^ 
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«El  artículo  precedente,  dice  el  señor  Huneeus,  envuelve  la  mas 
importante,  talvez,  de  las  reformas  que  introdujo  en  nuestro  Có- 
digo Fundamental  la  lei  de  24  de  Octubre  de   1874 Sin 

volver  a  ocuparnos  de  la  institución  misma  llamada  eslado  de  sitio, 
pues  no  hemos  vacilado  en  condenarla,  basta  comparar  las  dos 
disposiciones  precedentemente  copiadas  para  comprender  que  la 
nueva  aventaja  notablemente  a  la  antigua.  Ya  que  no  fué  posible 
al  Congreso  reformador  de  1874  suprimir  el  estado  de  sitio  por 
completo,  como  lo  pidió  en  el  Senado  el  señor  don  Pedro  Félix 
Vicuña,  por  no  haberse  comprendido  entre  los  artículos  declara- 
dos reformables  por  lei  de  28  de  Agosto  de  1867,  redujo,  en  cuan- 
to pudo,  los  efectos  Je  la  declaración,  i  resolvió  acertadamente 
las  cuestiones  que  acerca  de  ellos  se  habían  suscitado  en  la  prác- 
tica. 

Así,  el  nuevo  art.  161  decide:  i.*,  que  el  estado  de  sitio  faculta 
al  Presidente  de  la  República  tan  solo  para  arrestar  personas  en  sus 
propias  casas  o  en  lugares  que  no  sean  cárceles  ni  oíros  que  estumeren  des* 
tinados  a  la  detención  o  prisión  de  reos  comunes^  i  para  trasladarlas  de 
un  departamento  a  otro  de  la  República  dentro  del  continente  i  en  una 
área  comprendida  entre  el  puerto  de  Caldera  al  norte  i  la  provin- 
cia de  Llanquihue  al  sur;  2.**,  que  las  medidas  dictadas  en  virtud 
del  sitio,  no  tendrán  mas  duración  que  la  de  éste;  i  3.",  que  por 
ellas  no  se  pueden  violar  las  garantías  constitucionales  concedidas 
a  los  Senadores  i  Diputados,  según  hemos  tenido  ya  ocasión  de  de- 
cirlo al  ocuparnos  de  los  artículos  14  a  17. 

Se  ha  decidido,  pues,  la  tan  debatida  e  interesante  cuestión 
acerca  de  los  efectos  del  estado  de  sitio,  en  un  sentido  tan  liberal 
como  fué  posible,  cuidando  de  poner  límites  aun  a  las  facultades 
de  arrestar  i  de  trasladar  personas.  Así,  el  arresto  decretado  en  es- 
tado de  sitio  no  puede  ya  verificarse  en  calabozos  inmundos  o  en 
lujares  destinados  a  reos  comunes;  así,  la  traslación  no  puede  efec- 
tuarse sino  de  un  departamento  a  otro,  i  dentro  del  área  que  el 
nuevo  artículo  i6i  señala,  evitándose  de  esta  manera  que  se  de- 
crete la  traslación  a  Magallanes  o  a  Juan  Fernández,  para  obligar 
en  realidad  al  trasladado  a  tales  puntos  a  salir  del  pais,  firmando 
escritura  con  fianza,  a  trueque  de  saldarse  de  una  residencia  forzada 
en  ellos,  como  mas  de  una  vez  ha  sucedido. 


La  redacción  del  antiguo  artículo  161  era  tan  ambigua  que  se 
prestó  a  tres  interpretaciones  diversas.  A  juicio  de  algunos,  «la 
declaración  de  estado  de  sitio  importaba  la  suspensión  de  las  lejres. 
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la  de  iodos  las  garantías,  la  existencia,  en  ñn,   de  una  dictadura,^ 
Así  lo  dijo  el  señor  don  Bruno  Larrain,  en  sesión  de  la  Cámara 
de  Diputados  de  33  de  Julio  de   1849.  Igual  idea  espresó  el  señor 
don  José  Victorino  Lastarria  al   decir,   en  la  misma  sesión,  que 
«el  estado  de  sitio  no  se  habia  hecho  sino  para  mantener  a  un 
hombre,  a  un  círculo  de  hombres  o  a  un  partido  en  el  poder, 
para  salvar  intereses  de  partido  i  no  para  salvar  al  pais,  i  que  en 
él  peligran  todas  las  leyes,  todas  las  garantías  del  sistema  represen- 
tativo.}» De  la  misma  manera  pensaba  el  señor  don  Manuel  Ramón 
Infante  que  dijo,  en  sesión  de  la  misma  Cámara  de  2^  del   mes  i 
año  citados,  que  el  estado  de  sitio  hacia  pasar  a  la  República  «de 
lalei  a  la  dicladura,  de  la  libertad  al  despotismo;:!^  i  en  idéntico  sen« 
tido  pensaban  otros  señores  Diputados,  como  don  Salvador  San* 
fuentes,  don  Fernando  Urízar  Garfias  i  don  Francisco  de  Borja 
Solar,  que,  en  el  debate  promovido  entonces  por  el  proyecto  de 
lei  referente  a  la  reglamentación  del  estado  de  sitio  i  a  las  faculta- 
des estraordinarias  a  que  hemos  aludido  en  otra  parte  (1),  discu- 
rrían en  el  sentido  de  que  el  estado  de  sitio  creaba  una  verdadera 
dictadura  i  ponia  en  manos  del  Ejecutivo  toda  la  suma  del  poder 
publico. 

Otros,  como  el  señor  don  Manuel  Antonio  Tocornal  Grez,  en 
sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  5  de  Julio  de  1846,  sostenían 
que  el  estado  de  sitio  producía  solamente  efectos  idénticos  a  los 
que  produce  en  Inglaterra  la  suspensión  del  bilí  delfcHabeas  Cor- 
pus;», no  importando  sino  la  suspensión  de  la  libertad  individual; 
pero  que  él  no  facultaba  al  Ejecutivo  para  que  por  sí  solo  aumen- 
tara la  fuerza  del  ejército,  para  gastar  fuera  de  presupuesto,  para 
ejercer,  en  suma,  un  poder  omnímodo^  que  seria  monstruoso  i  no  existe 
en  pais  alguno. 

Finalmente,  otros — sin  sostener  que  el  estado  de  sitio  impli« 
cara  una  dictadura  que  facultara  al  Ejecutivo  para  dictar  i  suspen- 
der leyes  de  toda  especie,  i  sin  admitir  la  opinión  verdaderamente 
liberal  del  señor  Tocornal  Grez — manteniéndose  en  un  término 
medio,  sostenían,  como  lo  hizo  el  señor  don  Manuel  Montt,  Minis- 
tro entonces  del  Interior,  en  la  sesión  citada  de  la  támara  de 
Diputados  de  ^  de  Julio  de  1846,  que  durante  el  estado  de  sitio 
«puede  el  Gobierno  dictar  todas  aquellas  medidas  que  hagan  pre* 
cisas  la  conveniencia  publica  i  la  necesidad  de  salvar  al  pais  de  los  maUs 
que  han  dado  lugar  a  la  declaración  del  sitio;  con  tal  que,  refiriéndose 
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a  personas,  ni  les  imponga  pena,  ni  haga  otra  cosa  que  arrestarlas 
o  trasladarlas  de  un  punto  a  otro.  Si  el  artículo  constitucional — 
agregaba  el  señor  Montt— no  confiere  en  estos  casos  un  poder  dis- 
crecional solo  con  las  limitaciones  espresadaSy  es  preciso  confesar  que 
nada  significa^  que  no  tiene  sentido  alguno.»  De  la  misma  manera 
que  el  señor  Montt,  habia  discurrido  pocos  dias  ántes^  en  sesión 
del  Senado,  de  17  de  Junio  de  1846,  el  señor  jeneral  don  José  San- 
tiago Aldunate,  Ministro  de  la  Guerra,  sosteniendo  que,  a  virtud 
de  la  declaración  de  estado  de  sitio  de  la  provincia  de  Santiago, 
espedida  por  decreto  de  8  de  Marzo  anterior^  con  acuerdo  del 
Consejo  de  Estado  i  por  el  término  de  8;  dias,  que  hablan  espirado 
el  I.""  de  Junio  siguiente,  el  Presidente  de  la  República  habia  po- 
dido constitucionalmente  elevar  por  sí  solo  la  fuerza  del  ejército 
mas  allá  del  número  designado  por  la  lei  respectiva. 

La  primera  de  las  tres  indicadas  opiniones  se  apoyaba  en  la  pri- 
mera parte  del  antiguo  art.  161  de  la  Constitución,  desentendién- 
dose de  las  limitaciones  qué  él  mismo  consignaba  a  renglón  segui- 
do; i  probablemente  partia  del  antecedente  de  que,  durante   los 
años  1837  a  1840,  el  Ejecutivo  habia  dictado  multitud  de  decrelos-- 
leyes  sobre  materias  que  ninguna  relación  tenían  con  la  seguridad 
esterior  o  con  el  orden  interior  de  la  República.  El  hecho  es  cierto, 
como  lo  hemos  notado  al  comentar  la  parte  6.'  del  art.  36;  pero 
esas  leyes  fueron  dictadas,  aunque  inconstitucionalmente  a  nues- 
tro juicio,  por  efecto,  no  del  estado  de  silio,  sino  de  las  abominables 
i  omnímodas  facultades  que  la  lei  de  31  de  Enero  de  1837  confirió 
al  Ejecutivo.  Esa  opinión  era  insostenible,  aun  dentro  de  la  letra 
del  antiguo  art.  161.  No  creemos  nosotros  que  el  estado  de  sitio, 
sin  estar  acompañado  de  facultades  estraordinarias,  haya  conferido 
jamas,  por  sisólo,  al  Presidente  de  la  República  la  facultad  de  lejis*- 
lar.  No  queremos  creerlo  por  honor  del  pais  i  por  respeto  a  los 
Convencionales  de  1833. 

En  cuanto  a  la  opinión  del  señor  Tocornal  Grez — la  segunda  de 
las  tres  indicadas — ella  era  la  de  un  espíritu  ilustrado  i  tranquilo, 
que  en  aquellos  momentos  regresaba  de  Europa,  donde  supo  es« 
tudiar  i  admirar  las  instituciones  políticas  de  la  vieja  Albion.  Esa 
opinión  simpática,  i  defendida  con  calor  por  el  joven  Diputado, 
que  se  estrenaba  en  aquella  ocasión  en  nuestra  tribuna  parlamenta- 
ria, que  tantas  veces  ilustró  después  en  su  brillante  i  notable  carre- 
ra de  estadista,  descansaba  en  la  fuerza  de  los  buenos  principios  i 
se  apoyaba  solo  en  la  parte  final  del  antiguo  art.  161.  Si  se  desen- 
tendía de  los  períodos  .anteriores — motivo  que  daba  lugar  para 
combatirla  en  el  terreno  del  derecho  meramente  posiiiuQ-^^lU  ha 
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tenido  la  fortuna  de  adquirir  tantos  prosélitos  que  es  ahora  el  pre- 
cepto consignado  en  el  nuevo  art.  i6i,  hoi  vijente. 

La  opinión  del  señor  Montt — ^la  tercera  i  última  de  las  tres  men- 
cionadas— buscaba  la  intelijencia  que  debia  darse  al  antiguo  art. 
i6i  en  la  relación  que  necesariamente  debia  existir  entre  sus  diver- 
sas disposiciones.  Era  la  opinión  del  hombre  de  estado,  severo  i 
frío,  que  entendía  la  lei  con  arreglo  a  su  letra.  Según  ella,  el  esta- 
do de  sitio  no  autorizaba  al  Ejecutivo  para  lejislar  sobre  ioda  mate- 
ria; pero  sí  le  investía  de  todas  las  facultades  necesarias  para  salvar 
al  pais  de  los  males  que  la  declaración  de  estado  de  sitio  trataba 
de^evitar,  aun  cuando  para  ello  fuera  menester  ejecutar  actos  que, 
en  circunstancias  normales,  fueran  materia  de  lei;  tales  como 
aumentar  la  fuerza  del  ejército,  gastar  fuera  de  presupuesto,  sus- 
pender las  elecciones  populares  i  todos  aquéllos  que  requirieran 
la  seguridad  esierior  o  el  orden  interior  de  la  República. 

En  los  varios  casos  de  estados  de  sitio,  sin  concesión  coetánea  de 
facultades  estraordinarias,  decretados  por  el  Ejecutivo  i  que  hemoÁ 
recordado  al  estudiar  la  parte  20.^  del  art.  83,  fué  la  opinión  del 
señor  Montt  la  que  prevaleció  en  la  práctica.  I  como  ella,  aunque 
sin  llegar  al  estremo  inaceptable  de  una  verdadera  dictadura^  inves* 
tia  al  Presidente  de  la  República  de  facultades  realmente  enormes 
i,  a  juicio  nuestro,  innecesarias;  se  marcó  cada  dia  con  mayor 
fuerza  el  sentimiento  público  que  reclamaba  desde  1849  la  regla* 
mentación  de  aquel  estado,  hasta  el  punto  de  que  ésta  se  consideró 
insuficiente,  i  de  que  fuera  menester  llegar,  como  se  ha  llegado  sin 
dificultad,  a  una  reforma  completa  del  antiguo  art.  ¡61,  arreglada, 
ya  que  no  supo  suprimirse,  a  las  ideas  avanzadas  que  el  señor  To- 
cornal  había  manifestado  en  1846. 

Al  felicitarnos  de  que  esa  reforma  se  haya  efectuado  en  un  sen* 
tido  tan  satisfactorio^  nos  congratulamos  también  de  que,  a  pesar 
del  estado  de  guerra  esterior  en  que  hoi  nos  encontramos,  el  Presi- 
dente de  la  República  i  el  Consejo  de  Estado  no  hayan  tenido  si- 
quiera la  tentación  de  hacer  uso  de  la  atribución  que  les  confiere 
el  inciso  primero  de  la  parte  30*  del  art.  83  de  la  Constitución.  Me- 
nester es  convenir  que  en  el  terreno  de  los  hechos,  la  institución 
misma  del  estado  de  sitio,  aun  en  la  forma  limitada  que  hoi  tiene 
en  sus  efectos,  está  irremisiblemente  condenada  entre  nosotros. 

Es  seguro  que  ella  desaparecerá  por  completo  de  nuestro  Código 
Fundamental  cuando  llegue  el  momento  de  discutir  tranquilamen- 
te su  reforma,  hoi  aplazada  momentáneamente  por  causa  de  la 
guerra  en  que  nos  encontramos  empeñados. 
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Hemos  dicho  mas  arriba  que  el  art.  i6i  reformado  no  da  a  las 
medidas  que  el  Presidente  de  la  República  dictare  por  efecto  del 
estado  de  sitio,  mas  duración  que  la  de  éste.  Cesan  con  la  declara- 
ción de  estado  de  sitio  que  las  produce. 

Acerca  de  este  punto  debemos  advertir  que  la  cuestión  a  que 
aludimos  no  lo  ha  sido  jamas  sino  para  los  que,  sin  razón  alguna, 
han  sostenido  que  el  estado  de  sitio  por  sí  solo  investia  al  Ejecutivo 
de  toda  la  suma  del  poder  público  i,  por  consiguiente,  de  la  facul- 
tad de  lejislar.  Es  claro  que,  una  vez  dictada  una  lei  por  el  Ejecutivo 
bajo  el  amparo  de  semejante  estado  i  de  esa  opinión,  esa  lei  no 
habría  cesado  sino  cuando  hubiera  sido  derogada  por  otra.  Pero  ya 
hemos  dicho  que  jamas  ha  ocurrido  el  caso  que  el  Ejecutivo  haya 
dictado  decretos  con /ízer^a  de  leit  solo  por  efecto  del  estado  de 
sitio. 

Dentro  de  las  opiniones  de  los  señores  Montt  i  Tocornal,  era 
evidente  que  los  efectos  del  estado  de  sitio  cesaban  con  él.  Así  lo 
prueba  el  hecho  de  que  el  mismo  señor  Montt,  en  su  calidad  de 
Ministro  i  a  nombre  del  Ejecutivo^  creyera  necesario  pedir  a  las 
Cámaras,  en  1846,  que  autorizaran  jt^or  lei  la  conservación  en  pié 
del  nuevo  batallón  que  aquél  habia  creado  en  virtud  de  la  declara- 
ción de  estado  de  sitio,  decretada  el  8  de  Marzo  de  ese  año.  Pen- 
saba el  Gobierno  que,  habiendo  espirado  la  referida  declaración  el 
I."*  de  Junio,  ese  batallón  no  podía  subsistir  desde  esa  fecha  sin 
una  lei  que  sancionara  su  existencia. 

En  un  sentido  idéntico  discurrió  el  señor  don  Antonio  Varas, 
Ministro  del  Interior,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  23 
de  Diciembre  de  i8so.  Interpelado  por  el  señor  don  Manuel  Eyza- 
«guirre  acerca  de  si,  suspendido  el  estado  de  sitio  que  habia  sido 
declarado  el  7  de  Noviembre  anterior,  habría  inconveniente  para 
cancelar  las  fianzas  de  los  individuos  que  habían  salido  para  el 
Perú,  el  señor  Varas  contestó:  que  «la  cesación  del  sitio  importa- 
ba la  renuncia  de  las  facultades  que  él  confiere,  i  la  suspensión  de 
las  providencias  tomadas  a  virtud  de  él;  que,  suspendido  el  estado 
de  sitio,  las  provindencias  tomadas  en  virtud  de  él  habían  debido 
cesar;  que  el  Gobierno  no  tenía  inconveniente  para  que  se  cance- 
laran las  fianzas  a  que  se  aludía,  í  que  había  hecho  cesar  el  sitiO; 
porque  no  juzgaba  ya  necesarias  las  medidas  tomadas.» 

Como  quiera  que  sea,  el  art.  161  reformado  ha  decidido  el  caso 
de  una  manera  categórica  i  perfectamente  satisfactoria.  En  tales 
materias,  la  claridad  es  indispensable.» 
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Permítase  ahora  al  autor  de  este  trabajo,  sin  otra  auto- 
ridad que  la  esperiencia,  la  observación  i  el  estudio, 
añadir  un  razonamiento  mas  a  la  tesis  sostenida  tan  bri- 
llantemente en  las  pajinas  que  preceden  por  el  autor  de 
la  Constitución  ante  el  Congreso. 

El  estado  de  sitio,  i  aun  las  facultades  estraordina- 
rias,  como  ya  se  ha  visto,  nacieron  en  Francia,  en  la 
época  revolucionaria,  en  una  asamblea  tumultuosa  i 
voluble,  aficionada  a  lo  trájico  i  pomposo. 

El  estado  de  sitio  tenia  entonces  un  doble  propósito: 
atemorizara  la  nobleza  que  queria  recuperar  su  influencia 
apoyada  por  las  bayonetas  estranjeras;  afirmar  la  domi- 
nación de  la  Asamblea  en  el  interior.  Era,  pues,  una 
medida  ad  terrorem.  De  ahí  que  los  gobiernos  háj^anla 
ampliado  o  restrinjido,  según  el  grado  de  su  firmeza  i 
popularidad  en  el  pais. 

Pero,  cuando  un  gobierno  posee  una  solidez  natural, 
cuando  para  triunfar  de  las  oposiciones,  armadas  o  no, 
no  necesita  sino  de  la  fuerza  moral  i  del  arsenal  de  las 
leyes  i  recursos  ordinarios,  ese  gobierno  deja  a  un  lado 
esa  armadura  de  la  edad  media,  lucha  i...  .  vence. 

Tal  pasa  en  los  tiempos  modernos. 

Como  lo  recuerda  mui  oportunamente  el  señor  Hu- 
neeus,  en  las  dos  últimas  jigantescas  luchas  esteriores 
que  Chile  ha  sostenido,  Chile  no  ha  necesitado  recurrir 
a  esa  arma  mohosa  para  obtener  soldados  i  victorias. 

Pero  llégala  Dictadura,  e  inmediatamente  el  estado  de 
sitio  aparece  en  la  escena  con  su  séquito  de  injusticias  i 
de  horrores. 

Yo  no  hago  aquí  política,  pero  sí  hago  historia. 

I  en  los  documentos  públicos,  i  de  una  manera  noto- 
ria, incontrovertida  e  incontrovertible,  consta  que,  dan- 
do un  puntapié  al  artículo  constitucional  en  examen,  la 
Dictadura  aprisionó,  aun  sin  estado  de  sitio,  a  senadores 
I  diputados,  no  solo  en  las  cárceles,  sino  en  la  peniten- 
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ciaría;  azotó,  desterró  fuera  del  pais;  se  apoderó  de  la 
correspondencia  privada  i  aun  fusiló  a  ciudadanos. 

¿De  qué  sirvieron  las  garantías  constitucionales,  con- 
signadas, que  se  examinan?  Simplemente  de  nada. 

I  esto  forma  un  contraste  mayor  cuanto  que  los  suce- 
sos ocurrían  en  1891,  mientras  que  45  años  atrás,  dicta- 
da una  declaración  de  sitio,  el  Ejecutivo,  por  decreto  de 
13  de  Febrero  de  1840,  ordenaba  que  «a  pesar  del  esta- 
do de  sitio  en  que  se  hallaba  la  provincia  de  Santiago, 
permanecieran  en  pleno  vigor  i  observancia  todas  las 
disposiciones  constitucionales  i  todas  las  leyes  i'elativas 
a  elecciones,  como  igualmente  todos  los  decretos  i  re- 
glamentos, prácticas  i  actos  electorales)^,  decre:oque  se 
repitió  en  8  de  Marzo  de  1848. 


Mas,  pasando  del  punto  de  vista  histórico  al  punto  de 
vista  legal,  cabe  preguntar  ¿qué  necesidad  existe  del 
estado  de  sitio  en  Chile,  desde  que  existen  en  toda  su 
fuerza  i  vigor  las  disposiciones  del  Código  Penal? 

Allí,  en  ese  Código  (Libro  II,  tít.  i.*  a  3.°)  áe  encuen- 
tran previstos  i  penados  todos  i  cada  uno  de  los  casos 
en  que  puede  afectarse  la  seguridad  estertor  i  soberanía 
del  Estado j  su  seguridad  interior  i  las  violaciones  de  la 
Constitución. 

A  la  vista  de  esos  textos  esplícitos  i  claros,  i  con  las 
armas  que  proporcionan  las  leyes  de  procedimientos  cri- 
minales, i  la  de  garantías  individuales,  la  justicia  ordi- 
naria, sin  estrépito,  sin  aparato,  puede  castigar  todo 
atentado  contra  el  orden  público,  dejando  a  la  policía 
su  misión  de  prevenirlos,  i  de  reprimirlos  por  la  fuerza, 
si  ello  fuere  necesario. 

Bien  sensible  es,  por  cierto,  que  en  estos  últimos  dias, 
sea  por  desconfianza  de  sí  mismo,  sea  por  espíritu  de 
rutina  política  i  administrativa,  el  Ejecutivo  haya  acu- 
dido a  este  recurso. 
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Pero mejor 

El  estado  de  sitio  declarado  hoi,  para  ser  alzado  antes 
del  término,  fijado  sin  producir  resaltado  alguno,  ha  ve- 
nido, puede  decirse,  a  pronunciar  su  propia  sentencia, 
demostrando  que  si  en  manos  de  los  gobiernos  honra- 
dos es  una  espada  sin  filo,  en  manos  de  gobiernos  sin 
escrúpulo,  es  una  arma  terrible  i  envenenada. 

Ojalá  la  lejislatura  actual,  realizando  el  deseo  patrió- 
tico del  señor  Huneeus,  i  tantos  distinguidos  sei'vidores 
de  la  nación,  borre  de  nuestro  Código  Fundamental 
hasta  el  nombre  del  estado  de  sitio  {facultades  estraor- 
diñarías,  demostrando  así  que  el  gobierno  no  las  nece- 
sita, porque  cuenta  en  su  defensa  con  armas  mas  pode- 
rosas: la  opinión  i  la  justicia! 


ATRIBUCIONES    MILITARES 

Dice  el  inciso  i6,  art.  72  (81)  de  la  Constitución: 

^Dispone  de  la  fuerza  de  mar  i  tierra,  organizaría  i  distribuirla, 
según  lo  hallare  por  conveniente. 

Inciso  17.  Mandar  personalmente  las  fuerzas  de  mar  i  tierra^ 
con  acuerdo  del  Senado,  i  en  su  receso  con  el  de  la  Comisión 
Conservadora.  En  este  caso,  el  Presidente  podrá  residir  ^n  cual- 
quier parte  del  territorio  ocupado  por  las  armas  chilenas. 

Inciso  9.**  Proveer  los  demás  empleos  civiles  i  militares,  con 
acuerdo  del  Senado,  i  en  el  receso  de  éste,  con  el  de  la  Comisión 
Conservadora,  para  conferir  los  empleos  o  grados  de  coroneles, 
capitanes  de  navio  i  demás  oficiales  superiores  del  Ejército  i  Arma- 
da. En  el  campo  de  batalla  podrá  conferir  estos  empleos  militares 
superiores  por  sí  solo.» 


Esta  atribución,  peculiar  al  jefe  del  Estado  en  todos 
s  paises,  monárquicos  o  republicanos,  sujiere  al  señor 
uneeus  las  siguientes  observaciones: 


3l8 


DERECHO  PARLAMENTARIO    CHILENO 


«Es  indispensable  se  le  confiera,  dice^  atendida  la  obligación 
que  se  le  impone  de  velar  por  la  conservación  del  orden  en  el  in- 
terior, i  por  la  seguridad  esterior  de  la  República,  intereses  ambos 
tan  altos  i  tan  sagrados,  que  uno  de  los  dos  únicos  casos  en  que  el 
artículo  83  autoriza  la  acusación  contra  [el  ex-Presidente,  es  con 
motivo  de  los  actos  de  su  administración  que  hubieren  comprome- 
tido gravemente  el  honor  o  la  seguridad  del  Estado. 

Las  facultades  que  este  precepto  constitucional  confiere  al  Pre- 
sidente, constituyéndolo,  como  es  natural,  en  jefe  superior  de  las 
fuerzas  de  mar  i  tierra  de  la  República,  en  un  verdadero  jeneralí- 
simo  de  las  fuerzas  terrestres,  i  almirante  de  las  marítimas,  tienen 
la  limitación  señalada  sn  el  inciso  3.°  del  art.37,  según  el  cual  cada 

año  debe  fijarse  por  la  lei  el  máximum  de  dichas  fuerzas El 

objeto  de  esta  disposición  es  el  de  evitar  que  el  Presidente  se 
exceda  del  límite  que  la  lei  le  traza.  Por  consiguiente,  puede  este 
funcionario  reducir  la  fuerza  fijada  por  la  lei,  mas  no  aumentarla. 
Así  se  ha  procedido  constantemente  en  la  práctica. ;^ 


Aunque  la  atribucioa  de  mandar  personalmente  las 
fuerzas  de  mar  i  tierra,  es  natural  que  corresponda  al 
Presidente  de  la  República,  i  ello  es  una  consecuencia 
lójica  del  precepto  contenido  en  la  parte  16  del  art.  82, 
ha  querido  la  Constitución,  en  la  parte  17  del  mismo, 
que  para  encargarse  de  ese  mando,  el  Presidente  proce- 
da de  acuerdo  con  el  Senado  o,  en  receso  de  este  Cuer- 
po, con  el  de  la  Comisión  Conservadora.  Suponiendo 
que  el  Presidente  fuera  a  la  vez  jefe  superior  en  el  Ejér- 
cito o  en  la  Armada,  lo  que  era  corriente  cuando  se  dictó 
la  Constitución,  sus  servicios  como  primer  majistrado 
de  la  nación  pueden  ser  mas  necesarios  que  los  que  pu- 
diera prestar  como  Jeneral  o  como  Almirante.  Para  la 
calificación  de  esta  necesidad,  la  Constitución  no  ha 
querido  fiar  únicamente  en  el  juicio  del  mismo  Presi- 
dente, i  por  eso  le  ha  impuesto  la  traba  de  proceder  con 
el  acuerdo  del  Senado  o  de  la  Comisión  Conservadora. 

Agrega  el  inciso  17  del  art.  82,  que  en  el  caso  de  man- 
dar personalmente  el  Presidente  de  la  República  las 
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fuerzas  de  mar  i  tierra,  podrá  residir  en  cualquiera 
parte  del  territorio  ocupado  por  las  armas  chilenas^ 
sin  distinguir  si  ese  territorio  es  el  chileno  o  es  estran^* 
jaro.  Luego,  este  caso  importa  una  escepcion  a  la  regla 
establecida  en  el  art.  76,  según  la  cual  el  Presidente  de 
la  República  no  puede  salir  del  territorio  del  Estado 
durante  el  tiempo  de  su  gobierno,  o  un  año  después  de 
haber  concluido,  sin  acuerdo  del  Congreso.  Si  tal  fuero 
el  alcance  de  la  segunda  parte  del  artículo  que  examina- 
mos, como  lo  .cree  el  comentario  del  señor  Carrasco 
Albano,  es  evidente  que  carecería  de  objeto,  ya  que, 
aun  en  el  caso  por  ella  previsto,  habia  de  aplicarse  la 
regla  del  art.  76.  ¿A  qué  resultado  conducirían  entonces 
las  palabras  tan  jenerales  i  absolutas  con  que  termina 
el  indicado  inciso? 


El  inciso  9.%  en  la  parte  que  exije  el  acuerdo  del  Con- 
greso para  que  el  Presidente  de  la  República  pueda  con- 
ferir, «desde  los  grados  de  coronel  en  el  Ejército  o  Ar- 
mada, pero  pueda  darlos  personalmente  en  el  campo  de 
batalla»,  no  ha  sujerido  jamas  dificultades  en  la  práctica, 
ni  exije  comentario  alguno. 

Es  una  facultad  casi  inherente  en  todos  los  países  al 
jefe  del  Poder  Ejecutivo,  jeneralisimo  de  las  tropas  de 
mar  i  tierra. 

Véase  respecto  de  Francu,  artículos  3.",  4.°  i  5.°  de  la 
lei  de  Febrero  25  de  1875. 

Estados  Unidos,  Sec.  2.*  i  3/  del  art.  2.*. 

República  Arjentina,  art.  86. 

Constitución  del  Brasil,  artículos  65  a  69,  71,  72,  79 
a  76. 

España,  artículos  50  a  56. 

Inglaterra,  artículos  65  a  76. 

Suiza,  art.  loi. 
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ATRIBUCIONES    PATRONAl  ISTAS 

Son  atribuciones  especiales  del  Presidente  de  la  Re- 
pública: 

«Inciso  13.  Ejercer  las  atribuciones  del  patronato,  respecto  de 
Igs  iglesias,  beneficios  i  personas  eclesiásticas^  con  arreglo  a  las 
leyes. 

Núm.  14.  Conceder  el  pase  o  retener  los  decretos  conciliares, 
bulas  pontificias,  breves  i  rescriptos,  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado;  pero  si  contuviesen  disposiciones  jenerales  solo  podrá 
concederse  el  pase  o  retenerse,  por  medio  de  una  leí. 

Núm.  8.  Presentar  para  los  arzobispados,  obispados  i  prebendas 
de  las  iglesias  catedrales,  a  propuesta  en  terna  del  Consejo  de  Es- 
tado. La  persona  en  quien  recayere  la  elección  del  Presidente  para 
Arzobispo  u  Obispo,  debe,  ademas,  obtener  la  aprobación  del 
Senado.» 


Perdónese  a  un  viejo  i  convencido  separatista,  al  que 
en  los  tiempos  modernos  abordó  el  primero,  desde  la 
tribuna  del  Club  de  la  ReformUy  esta  ardua  i  candente 
cuestión  i  la  ha  sostenido  siempre  con  igual  decisión  i 
entusiasmo,  asombrarse  de  que  al  despuntar  casi  el  siglo 
XX,  haya  de  encontrarse  en  la  Constitución  de  la  Re- 
pública con  preceptos  i  tesis  dignas  de  los  escolares 
del  siglo  XV,  i  que  están  en  su  lugar  solo  en  la  Sur-^ 
mona  de  Santo  Tomas,  o  en  los  anales  de  las  cortes  es- 
pañolas bajo  el  reinado  de  los  Felipes. 

Pero  al  emprender  este  trabajo  práctico  i  de  consulta, 
no  debo  omitir  este  punto,  por  mis  creencias  i  criterio 
personal,  i,  por  este  motivo,  a  mas  del  de  autor,  cedo 
la  palabra  a  los  ilustrados  comentarios  i  estudios  minu- 
ciosos del  señor  Huneeus. 

Dicen  así: 

«Conforme  a  la  parte  8.*  del  art.  82,  es  atribución  especial  del 
Presidente  de  la  República:   «Presentar  para  los  Arzobispados, 


'.'«. 


t 


La  primera  de  las  atribuciones  que,  en  virtud  del  palronalo^  co- 
rresponden al  Presidente  de  la  República,  es  la  que  menciona  la 
parte  8.^  del  art.  83,  que  ya  se  ha  trascrito  literalmente. 
Cuando  vaca  un  Arzobispado  u  Obispado,  el  Consejo  de  Estado 
^cede  a  formar  una  terna  compuesta  de   tres  eclesiásticos  que 
man  las  condiciones  que  se  requieren  para  el  ejercicio  del  car- 

conforme  a  las  disposiciones  del  Concilio  de  Tr^ntO;  que  tiene 
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€  Obispados,  dignidades  i  prebendas  de  las  Iglesias  catedrales,  a 
c  propuesta  en  terna  del  Consejo  de  Estado. — La  persona  en  quien 
c  recayere  la  elección  del  Presidente  para  Arzobispo  u  Obispo, 
€  debe  ademas  obtener  la  aprobación  del  Senado.» 

Esta  atribución,  de  la  misma  manera  que  la  13.*  i  la  14.' que  este 
artículo  confiere  al  Presidente  de  la  República,  es  una  consecuen- 
cia necesaria  del  sistema  de  relaciones  entre  el  Estado  i  la  Iglesia 
Católica  Apostólica  Romana,  establecido  por  el  art.  ;.^de  la  Cons- 
titución, i  acerca  del  cual  hemos  manifestado  nuestra  opinión  bien 
claramente  al  ocuparnos  del  estudio  de  este  último.  La  protección 
esclusiva  que  el  Estado  dispensa  a  un  culto  especial,  i  que  importa 
para  aquél  un  conjunto  de  obligaciones,  que  él  se  impone  porque 
quiere  i  en  uso  de  su  soberanía,  supone  necesariamente  la  reserva 
de  un  conjunto  de  derechos  correlativos,  que  el  mismo  Estado  se- 
ñala también  en  uso  de  su  soberanía  i  que  constituyen  el  patronato 
nacional. 

Según  esto,  el  patronato,  como  mui  bien  lo  definió  el  señor  don 
Francisco  Javier  Ovalle  Bezanilla,  en  sesión  del  Senado,  de  13  de  I 

Julio  de  1863,  es  «el  conjunto  de  todas  aquellas  regalías  i  derechos 
que  tiene  el  Soberano  o  el  Estado,  para  intervenir  en  las  disposi- 
ciones de  la  Iglesia,  que  deben  rejir  entre  los  subditos  o  ciudada-  ij 
nos»,  i  no  consiste,  como  lo  dijo  en  la  misma  sesión  el  señor  don 
Miguel  María  Güemes,  Ministro  del  Culto,  simplemente  en  la 
presé/t/ac/on  para  los  beneficios  eclesiásticos.  Esta  última  definición  ^^ 
es  conforme  con  los  cánones;  pero  no  lo  es  con  la  Constitución,  la 
cual,  después  de  hablar  de  la  presentación  en  la  parte  8.*  de  su  art. 
8a,  dice,  sin  embargo,  en  la  parte  13.%  que  corresponde  al  Presi- 
dente de  la  República  ejercer  las  atribuciones  del  patronato  respec- 
to de  lasjglesias,  beneficios  i  personas  eclesiásticas,  con  arreglo  a 
las  leyes,  lo  que  pone  en  evidencia  que  el  patronato  comprende, 
para  la  Carta  Fundamental,  algo  mas  que  la  simple  facultad  de 
presentar  para  los  beneficios  eclesiásticos. 


ii. 
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en  Chile  fuerza  de  lei,  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  la  13.*  del  tít. 
!.•,  libro  I.**  de  la  Novísima  Recopilación.  Pasada  la  terna  al  Pre- 
sidente de  la  República,  elije  éste  uno  de  los  tres  candidatos,  i  so- 
mete su  elección  a  la  aprobación  de  la  Cámara  de  Senadores.  Si 
ella  se  consigue,  se  elevan  a  la  Santa  Sede  las  respectivas  preces 
respetuosas,  a  fin  de  obtener  la  preconización  del  presentado. 

En  el  caso  de  dignidades  i  prebendas,  el  Consejo  de  Estado  for- 
ma también  la  terna  con  eclesiásticos  hábiles  para  el  cargo  confor- 
me a  las  prescripciones  del  Tridentino.  El  Presidente  elije  uno  de 
los  tres  propuestos  i  lo  presenta  al  Diocesano  para  su  nombramien- 
to. Sin  embargo,  cuando  vacaren  las  canonjías  teologal,  de  peni- 
tenciaria, majistral  i  doctoral,  debe  preceder  concurso  u  oposición 
a  la  formación  de  la  terna  por  el  Consejo  de  Estado,  conforme  a  lo 
prescrito  por  los  cánones  i  por  la  lei  7.»,  título  6.**,  libro  i."  de 
la  Recopilación  de  Indias.  De  entre  los  opositores  formará  en 
estos  casos  Ja  terna  el  Consejo  de  Estado,  prefiriendo  a  los  mas 
dignos. 

Tal  es  el  procedimiento  que  se  observa  para  la  provisión  de  Ar- 
zobispados, Obispados,  dignidades  i  prebendas  de  las  Iglesias  cate- 
drales, el  cual  no  ha  sujerido  hasta  ahora  dificultades  en  la  prácti- 
ca; porque,  aunque  la  Santa  Sede  en  las  bulas  de  preconización  de 
Arzobispos  u  Obispos,  espresa  siempre  que  procede  de  moiu  propio^ 
sin  hacer  mérito  déla  presentación  del  Presidente  de  la  República, 
el  hecho  es  que  constantemente  ha  nombrado  al  presentado,  i  que, 
al  concederse  el  pase  a  las  bulas  respectivas,  se  cuida  siempre  de  re- 
tenerlo  respecto  de  todas  aquellas  palabras  o  cláusulas  que  envuel- 
ven un  desconocimiento  de  la  atribución  8.*  del  art.  83  de  la  Cons- 
titución. 

El  ejercicio  de  esa  atribución  podria,  sin  embargo,  sujerir  cues- 
tiones tales  como  las  siguientes:  i.*  ¿Puede  el  Presidente  de  la 
República  devolver  al  Consejo  de  Estado  las  ternas  que  éste  le 
propusiere,  o  debe  necesariamente  elejir  a  uno  de  los  tres  pro- 
puestos? 3.' ¿Puede  el  Senado  negarse  a  aprobar  la  persona  en 
quien  recayere  la  elección  del  Presidente  para  Arzobispo  u  Obis- 
po? 3.*  ¿Puede  el  Diocesano  respectivo  negarse  a  conferir  la  digni- 
dad o  prebenda  vacante,  al  candidato  presentado  por  el  Presiden- 
te? 4.*  ¿Qué  solución  tendría  el  conflicto  que  surjiera  en  caso  que 
la  Santa  Sede  se  negara  a  preconizar  al  candidato  presentado  por 
el  Presidente  para  Arzobispo  u  Obispo? 

Nos  ocuparemos  de  estas  cuestiones  en  el  orden  indicado,  recor- 
dando que,  al  tratar  de  la  parte  3.*  del  art.  39,  dijimos  que  tanto 
aquella  disposición  como  la  que  en  este  momento  examinamoS| 
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no  se  refieren  a  los  Obispos  in-parlibus  in/idelium,  quienes  no  son, 
en  ese  carácter^  sino  funcionarios  del  orden  meramente  espiritual. 


1/  cuestión.  ¿Puede  el  Presidente  de  la  República  devolver  al 
Consejo  de  Estado  la  terna  que  éste  hubiera  formado  con  arreglo 
a  la  parte  8/  del  art.  82,  o  debe  necesariamente  elejir,  para  pre- 
sentarlo ante  la  autoridad  competente,  a  algunos  de  los  tres  pro- 
puestos? 

Contestamos  lo  primero:  si  el  Consejo  de  Estado  incluyere  en  la 
terna  una  o  mas  personas  que  no  reunieren  los  requisitos  necesa- 
rios para  el  desempeño  del  cargo  que  se  trata  de  proveer,  porque 
aquel  cuerpo  debe  proceder  conforme  a  las  leyes,  i,  si  las  violara^ 
el  Presidente  de  la  República  tiene  el  deber  imperioso  de  guardar- 
las 1  hacerlas  guardar.  Pero,  si  el  Consejo  de  Estado  formare  la 
terna  con  personas  hábiles,  según  las  disposiciones  del  Tridentino, 
para  el  cargo  vacante,  entonces  el  Presidente  de  la  República  debe 
elejir  a  alguno  de  los  tres  propuestos,  i  careceria,  a  juicio  nuestro, 
de  facultad  para  devolver  la  terna  i  exijir  una  nueva:  1.®  porque 
ninguna  lei  le  confiere  semejante  atribución,  como  se  la  confiére- 
la de  15  de  Octubre  de  1875,  en  su  art.  122,  para  devolver,  poruña 
sola  vez,  las  ternas  que  el  Consejo  de  Estado  forma  para  el  nom- 
bramiento de  majistrados  de  los  Tribunales  Superiores  i  de  jueces 
de  letras;  i  s.""  por  que  si,  a  pesar  de  no  conferírsela  la  lei,  quisiera 
recocerse  en  el  Presidente  de  la  República  la  facultad  de  devolver 
ternas  compuestas  de  candidatos  idóneos,  esa  devolución  podria 
repetirse  dos,  tres  i  cien  veces,  i  as/  la  atribución  que  corresponde 
al  Consejo  de  Estado  vendria  a  quedar  sin  importancia  alguna. 

Es  verdad  que,  en  caso  de  vacante  de  un  obispado,  el  Real  Su- 
premo Consejo  proponia  al  Rei,  durante  la  época  del  coloniaje,  tres 
eclesiásticos  dignos,  i  que  el  Reí  presentaba  de  ordinario  uno  de 
ellos  para  la  iglesia  vacante,  pudiendo  presentar  cualquier  otro  ( i);  pero 
como,  dentro  de  nuestro  sistema  constitucional,  ninguna  autoridad 
puede  arrogarse  atribuciones  que  no  le  sean  confer¡das"por  la 
Constitución  misma  o  por  una  lei  espresa,  i  ya  hemos  observado 
que  falta  la  disposición  en  que  pudiera  apoyarse  el  Presidente  de 
la  República  para  ejercer  la  facultad  de  devolver  al  Consejo  de 
Estado  las  ternas  que  éste  formare,  para  los  efectos  prevenidos  en 


(i)  Justo  Donoso.— Derecho  Canónico,  tomo  s.®,  páj.  ^03, 
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la  parte  8/  del  art.  83,  debe  deducirse  que  carece  de  ella  cuando 
las  referidas  ternas  estuvieren  arregladas  a  las  leyes  vijentes  en  la 
República^  o  sea  cuando  figuraren  en  ellas  eclesiásticos  idóneos. 

Esto  nos  parece  claro  en  el  terreno  del  derecho  positivo,  por 
mas  que,  a  juicio  nuestro,  la  intervención  que  la  Carta  Fundamen- 
tal concede  al  Consejo  de  Estado  en  esta  clase  de  asuntos,  sea  mas 
bien  perjudicial  que  provechosa.  Nosotros  no  somos  partidarios 
del  sistema  que  crea  cuerpos  consultivos  o  deliberantes  como  parte 
del  Poder  Ejecutivo,  porque  conducen  simplemente  al  resultado 
de  que  sobre  nadie  recaiga  directamente  la  responsabilidad  de  una 
mala  medida.  En  materia  de  nombramientos,  la  intervención  de 
tales  cuerpos  puede  dar  ocasión  a  capítulos  que  no  siempre  se  for- 
man en  favor  de  los  mas  dignos. 

Si  hubiera  de  reformarse  la  Constitución,  conservándose  siempre 
el  sistema  patronatista,  nosotros  estaríamos  por  la  supresión  de  las 
ternas  que  hoi  corresponde  al  Consejo  de  Estado  formar  en  la  pro» 
visión  de  Arzobispados,  cíe  Obispados,  dignidades  i  prebendas;  i 
conferiríamos  la  facultad  de  presentar  lisa  i  llanamente  al  Presiden- 
te de  la  República,  conservando  solo  la  aprobación  del  Senado  en 
el  caso  de  Arzobispados  i  Obispados,  como  garantías  que  se  ofrece 
4il  Sumo  Pontífice  de  que  la  persona  ante  él  presentada  es  realmen- 
te digna  e  idónea. 

No  necesitamos  espresar  que,  si  la  reforma  constitucional  se  ve- 
rificara en  el  sentido  de  separar  la  Iglesia  i  el  Estado,  el  sistema 
patronatista  desaparecería  por  completo,  i  con  él  las  atribuciones 
8.',  13/  i  14*  que  el  art.  83  de  la  Constitución  confiere  a  las  auto- 
ridades políticas  de  la  República,  según  lo  hemos  dicho  en  nues- 
tros comentarios  al  art.  ^,° 


3.*  cuestión.  ¿Puede  el  Senado  negarse  a  aprobarla  persona  que 
el  Presidente  de  la  República  elijiere  para  Arzobispo  u  Obispo? — 
Nos  parece  incuestionable  que  sí,  porque  de  otro  modo  a  nada 
conducirla  la  intervención  que,  en  tales  asuntos,  debe  tener  cons- 
titucionalmente  la  Cámara  de  Senadores,  i  porque  quien  tiene  la 
facultad  de  aprobar  tiene  necesariamente  la  de  desaprobar. 

Insinuamos  la  cuestión,  no  porque  nos  parezca  dudosa,  sino 
solo  para  hacer  notar  que  las  ternas  qus  forma  el  Consejo  de  Esta- 
do cuando  vaca  un  Arzobispado  u  Obispado,  no  invisten  un  carác- 
ter definitivo;  puesto  que  es  posible  que  el  Senado  se  niegue  a 
aprobar  una  i  nías  veces,  pajina  73,  línea  9. 1  si  esto  puede  aconte- 
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cer  con  motivo  de  la  falta  de  aceptación  del  Senado  a  los  candida- 
tos elejidos  por  el  Consejo  de  Estado,  lo  que  sería  siempre  duro 
para  aquel  Cuerpo  i  mirado  por  éste  como  un  grave  desaire,  nos 
parece  que  hemos  tenido  razón  para  manifestar  el  desQO  de  que  el 
Consejo  de  Estado  carezca  de  la  intervención  que  hoi  tiene  en  la 
materia.  Insistimos  en  este  punto  porque,  como  lo  hemos  insi- 
nuado ya  mas  de  una  vez,  nosotros  suprimiríamos  el  Consejo  de 
Estado  de  nuestro  mecanismo  constitucional. 


3.*  cuestión.  ¿Puede  el  Diocesano  respectivo  negarse  a  conferir 
la  dignidad  o  prebenda  vacante  al  candidato  que  le  presentare  el 
Presidente  de  la  República?  Si  ese  candidato  fuere  un  eclesiástico 
hábil  para  el  cargo  conforme  a  las  leyes  vijentes,  que  son  en  Chile 
las  canónicas,  nos  parece  evidente  que  el  Diocesano  no  podría  ne- 
garse a  darle  colación  en  forma  del  beneficio  vacante.  Ese  Dioce- 
sano estaría  obligado  a  respetar  la  atribución  8.*  del  art.  83  de  la 
Constitución,  no  solo  en  virtud  del  juramento  que,  al  recibirse  de 
su  Obispado,  prestó  de  guardarla  (i  que  para  nosotros  no  puede 
tener  sino  una  importancia  moral  i  de  mera  conciencia),  sino  en  su 
calidad  de  chileno  i  de  habitante  de  la  República  i  en  la  de  fun- 
cionario público  de  ésta  para  ciertos  efectos.  Si  desconociere  los 
efectos  que  el  ejercicio  de  esa  atribución  constitucional  del  Presi- 
dente de  la  República,  debe  producir,  cuando  éste  la  ejerce  con- 
forme a  las  leyes,  violaría  la  Constitución  del  Estado  i  se  haría  reo 
de  un  verdadero  delito. 

Aunque  este  delito  no  tiene  pena  señalada  espresamente  en  el 
Código  Penal,  sucediendo  igual  cosa  con  el  caso  del  pase  o  exequá- 
tur a  que  se  refiérela  parte  14.'  del  artículo  que  estudiamos,  la  tie- 
ne en  la  lei  i.%  tít.  ó."*,  lib.  i.®  de  la  Recopilación  de  Indias  i  de- 
mas  a  que  ella  se  refiere  (i),  pues  debe  tenerse  presente  que,  no 
habiendo  aquel  Código  tratado  de  esta  materia,  no  han  sido  dero- 
gadas por  él,  conforme  a  su  artículo  final,  las  leyes  españolas  que 
la  rejian  antes  del  i.''  de  Marzo  de  1876,  i  que  han  continuado  vi- 
jentes. 


4.'  cuestión.  ¿Qué  solución  tendría  el  conflicto  que  surjiera,  en 
caso  que  la  Santa  Sede  se  negara  a  preconizar  al  candidato  que  el 


(i)  Tal  eomo  la  lei  6.*^,  tit.  17,  lib.  x.°  de  la  Novísima  Recopilación. 
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Presidente  de  la  República  le  hubiere  presentado  para  arzobispo 
u  Obispo?  Si  tal  dificultad  ocurriera^  ella  no  podría  salvarse  dentro 
del  derecho  positivo,  porque  el  Papa  no  es  chileno,  no  habita  en 
Chile,  no  está  ligado  por  nuestra  Constitución  i  no  ha  celebrado 
con  la  República  concordato  alguno  que  fije  reglas  para  un  caso 
como  el  que  suponemos.  En  el  ejercicio  de  sus  funciones  es  una 
autoridad  completamente  independiente  de  las  chilenas,  que  no 
está  sometida  a  éstas  ni  puede  ser  juzgada  por  ellas^  cosa  que  no 
sucede  con  los  Diocesanos  chilenos. 

La  verdad  es  que  las  dificultades  que  sujiere  el  sistema  patrona- 
tista,  no  pueden  tener  solución  satisfactoria  para  la  autoridad  po- 
lítica i  para  la  eclesiástica,  si  ella  no  se  busca  en  las  inspiraciones 
del  espíritu  de  concordia  i  de  armonía  entre  ambas,  que  aconseja 
a  una  i  a  otra  ser  prudente  i  conciliadora.  Llevando  las  cosas  al 
último  estremo^  i  dominadas  ambas  autoridades  de  un  espíritu  ti* 
rante  e  intransijente,  jamás  se  llegará  a  soluciones  verdaderas  que 
pongan  término  tranquilo  i  equitativo  a  conflictos  que  son  siempre 
graves,  por  el  solo  hecho  de  afectar  la  conciencia  relijiosa  de  la 
mayoría  de  los  habitantes  de  la  República. 

En  paises  que  no  tienen  concordato  con  la  Santa  Sede,  ese  espí- 
ritu de  conciliación  es  lo  único  que  puede  suplirle,  i  él  es  absoluta- 
mente indispensable,  si  se  quiere  conservar  el  sistema  de  relaciones 
entre  ambas  autoridades,  que  ha  establecido  nuestra  Constitu- 
ción. 

Por  lo  demás,  aun  cuando  la  solución  pacífica  i  amigable  de  difi- 
cultades como  la  que  motiva  estas  observaciones,  no  fuera  para  los 
gobernantes  cuestión  de  creencias,  siempre  seria  atendible  como 
cuestión  social  i  política  mientras  rija  el  sistema  patronatista. 


't  Entre  las  atribuciones  especiales  del  Presidente  de  la  República 
se  cuenta,  conforme  a  la  parte  14.*  del  art.  83,  la  de  «conceder  el 
pase  o  retener  los  decretos  conciliares,  bulas  pontificias,  breves  i 
rescriptos  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado;  pero  si  contuviesen 
disposiciones  jenerales,  solo  podrá  concederse  el  pase  o  retenerse 
por  medio  de  una  le\.» 

¿A  qué  clase  de  disposiciones  se  refiere  este  inciso? 

La  redacción  jeneral  i  absoluta  del  anterior  precepto  constitu* 
cional  podría  hacer  creer  que  él  se  refiere  a  toda  clase  de  disposi- 
ciones pontificias  o  conciliares.  Nos  parece  evidente,  sin  embargo, 
^tendido  el  fundamento  en  que  dicho  precepto  descansa,  qu«  clno 
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puede  referirse  a  asuntos  meramente  espirituales.  Tratándose  de 
asuntos  que  tengan  este  carácter  esclusivamente,  ¿a  qué  conduciría 
la  concesión  o  retención  del  pase  por  las  autoridades  políticas  de 
la  Nación,  que  están  llamadas  a  ocuparse  de  asuntos  temporales) 

Las  decisiones  dogmáticas  del  Concilio  del  Vaticano  no  han  ob- 
tenido el  pase  o  exequíXlur  de  nuestras  autoridades  políticas.  I,  sin 
embargo,  suponemos  que  los  católicos  no  habrán  creido  que  de- 
bían aguardar  la  concesión  de  ese  pase  para  aceptar  como  verda- 
deras esas  declaraciones  i  respetarlas  como  tales.  En  1873,  espidió 
Pío  IX  la  famosa  bula  «Romanus  Pontifex»,  en  la  cual  prohibe,  de 
una  manera  terminante,  a  los  eclesiásticos  católicos  presentados 
para  Obispos  o  Arzobispos,  encargarse  del  gobierno  de  las  dióce- 
sis antes  de  haber  sido  preconizados  i  consagrados  en  forma.  Esta 
disposición  pontiticia,  que  ha  dejado  sin  efecto  el  sistema  que  au- 
torizaban las  leyes  españolas  de  los  Arzobispos  i  Obispos  electos 
ejerciendo  jurisdicción,  no  ha  obtenido  el  pase  en  Chile,  i  es,  sin 
embargo,  perfectamente  seguro  que  ningún  sacerdote,  presentado 
o  postulado  para  esos  cargos,  aceptará  en  lo  futuro  el  gobierno  de 
las  diócesis  respectivas,  antes  de  haber  sido  preconizado  i  consa- 
grado, o  de  haber  obtenido  autorización  especial  de  Su  Santidad, 
por  mas  que  las  autoridades  políticas  le  inviten  a  hacerlo. 

La  exajeracion  en  esta  materia  produce  resultados  diametralmen- 
te  opuestos  a  los  que  con  ella  ss  buscan.  Ejemplo  de  ella  es  el  de- 
creto de  7  d3  Diciembre  de  1838,  firmado  por  el  Jeneral  Prieto  i 
por  don  Ramón  Luis  Irarrázaval,  en  que  se  establece  la  necesidad 
del  previo  permiso  del  Gobierno  para  conceder  pases  a  los  decretos, 
bulas,  breves  o  rescriptos  que,  a  solicitud  particular,  se  hubieren 
obtenido  de  la  Santa  Sede  o  de  cualquiera  otra  autoridad  o  esta- 
blecimiento eclesiástico  que  existiere  fuera  del  pais.  I  ese  decreto, 
que  fué  dictado  cuando  el  Ejecutivo  estaba  investido  de  toda  la  suma 
del  poder  público,  por  la  famosa  lei  de  Enero  de  1837,  esceptúa  de  lo 
que  en  él  se  dispone  solo  las  solicitudes  que  deben  despacharse  por 
pendenciar ia.  Parece  que  los  autores  de  tal  medida,  a  pesar  de  ser 
católicos,  creyeron  que,  ademas  del  pase  necesario  para  introducir 
en  Chile  disposiciones  pontificias,  se  necesitaba  de  otro  pase  o  per- 
miso  previo  para  qu3  pudieran  ir  a  Roma  las  solicitudes  de  los  chi- 
lenos, aun  cuando  se  refirieran  a  asuntos  tan  inocentes  como,  por 
ejemplo,  el  permiso  para  establecer  un  oratorio  u  otros  semejantes. 

I  agrega  el  decreto-lei  que  solo  se  esceptüan  de  lo  que  él  dispo- 
ne las  solicitudes  qne  se  despachan  por  penitenciaria.  Por  manera 
que  si  él  no  hubiera  tenido  a  bien  hacer  mérito  de  tal  escepcion, 
pensaba  el  Gobierno  que,  a  juicio  de  la  Constitución,  probable- 
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mente,  era  necesario  que  un  chileno  que  deseaba  obtener  del  Papa 
absolución  de  algún  pecado  reservado,  principiara  por  comunicar- 
lo al  Presidente  de  I9  República  i  al  Consejo  de  Estado. 

La  verdad  es  que  no  es  posible  aceptar  interpretaciones  seme- 
jantes^ i  que  es  mai  fácil  fijar  el  alcance  verdadero  i  racional  de  la 
atribución  que  examinamos.  Por  exajerarlo,  los  Gobiernos  han 
llegado  al  resultado  de  que  cada  dia  van  siendo  mas  i  mas  raros 
los  casos  en  que  dicha  atribución  se  pone  en  ejercicio. 

Para  nosotros  es  evidente  que  su  alcance  no  puede  referirse 
sino  a  aquellas  disposiciones  pontificias  o  conciliares,  que  se  refie- 
ran a  asuntos  que  se  rocen  con  el  orden  temporal,  o  sea  a  aquellas 
que  en  algún  sentido  deben  producir  efectos  civiles.  Como  la  facul- 
tad de  dictar  disposiciones  de  este  carácter  no  puede  ni  debe 
residir  sino  en  las  autoridades  políticas  del  pais,  i  de  ninguna  ma- 
nera en  lasestranjeras^  sean  éstas  cuales  fueren,  es  claro  que,  para 
que  dichas  disposiciones  puedan  surtir  tales  efectos,  deben  ser 
aprobadas,  o^  lo  que  es  lo  mismo,  debe  concedérseles  el  pase  por  la 
autoridad  nacional  correspondiente.  Si  esa  aprobación  les  falta,  es 
evidente  que  no  producirán  dichos  efectos,  como  sucede,  con 
arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  art.  255  de  la  Lei  Orgánica  de  Tribu- 
nales, cuando  se  suscita  competencia  entre  un  tribunal  civil  i  uno 
eclesiástico,  i  la  Corte  Suprema  resuelve  que  el  conocimiento  del 
negocio  corresponde  al  primero.  En  tal  caso  las  resoluciones  del 
tribunal  eclesiástico  no  producen  efectos  civiles. 

Nos  parece  que  una  sanción  semejante  bastada  para  que  fuese 
respetado  el  precepto  que  contiene  la  parte  14/  del  art.  82  de  la 
Constitución.  Se  trata,  por  ejemplo^  de  un  matrimonio  misto,  i  se 
obtiene  de  Su  Santidad  el  permiso  correspondiente  para  celebrarlo. 
Si  ese  permiso  no  obtiene  el  pase,  es  claro  que  el  matrimonio  no 
lo  seria  para  las  leyes  del  Estado  i  que  no  producida  efectos  civi- 
les de  ninguna  especie.  Nos  imajinamos  que  esta  pena  seria  mas 
que  suficiente  castigo  para  los  que  omitieran  pedir  el  pase  a  ese 
breve,  en  la  forma  prescrita  por  la  Constitución. 


¿Qué  se  entiende  por  disposiciones  ;e/iera/es  para  los  efectos  de 
la  parte  i4.*  del  art.  82  de  la  Constitución?  Importa  decidir  este 
punto  para  saber  cuándo  el  pase  debe  ser  concedido  o  retenido 
por  decreto  del  Presidente  de  la  República,  librado  con  acuerdo 
del  Consejo  de  Estado,  i  cuándo  debe  serlo  por  lei. 

En  nuestro  concepto  interesa  mui  poco,  para  ilustrar  esta  cues* 
tion,  saber  si  la  disposición  pontificia  o  conciliar  va  a  producir 
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efectos  sobre  pocas  o  sobre  muchas  personas.  Lo  que  interesa  averi- 
guar es  si  el  asunto  a  que  ella  se  reñere  es  materia  de  Ui  o  de  decré- 
lo.  Si  lo  primero,  el  pase  debe  concederse  o  retenerse  por  Ui:  si  le 
segundo,  por  un  simple  decreto,  espedido  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo de  Estado,  ya  que  la  Constitución  ha  introducido  en  el  meca 
nismo  creado  por  ella  esa  rueda  que  consideramos  teóricamente 
inútil. 

Así,  por  ejemplo,  las  bulas  de  cruzada  i  de  carne,  aunque  obli- 
gan en  conciencia  a  todos  los  católicos  residentes  en  Chile,  han 
obtenido  el  pase  por  decreto  i  no  por  lei;  porque,  según  lo  hemos 
dicho  al  ocuparnos  del  inciso  i.""  del  art.  37,  ellas  no  importan 
una  contribución  en  el  sentido  constitucional,  i  no  son,  por  consi- 
guiente, materia  de  lei. 

Por  el  contrario,  puede  suceder  que  una  disposición  que  se  refie» 
ra  a  un  caso  concreto  i  especial  debiera  obtener  el  pase  por  medio 
de  una  lei.  Antes  de  dictarse  la  Lei  Orgánica  de  Tribunales,  se  sus- 
citó pleito  entre  el  Arzobispado  de  Santiago  i  el  Cabildo  Eclesiás- 
tico del  mismo,  acerca  de  si  pertenecía  a  aquél  o  a  éste  la  propiedad 
del  terreno  ubicado  en  la  esquina  de  la  Pla^a  de  Armas  de  esta 
capital,  donde  está  actualmente  edificado  el  Palacio  Arzobispal. 
Nuestras  leyes  no  resolvían  cuál  debia  ser  el  juez  competente  para 
conocer  en  el  asunto,  o,  mas  bien  dicho,  se  referían  en  la  materia 
a  las  disposiciones  canónicas,  conforme  a  las  cuales  corresponde 
al  Sumo  Pontífice  la  decisión  de  las  cuestiones  que  se  suscitaren 
entre  un  Metropolitano  i  su  Cabildo. 

Consultado  el  caso  a  Su  Santidad,  que  no  es  evidentemente  juez 
competente  a  los  ojos  de  la  lei  chilena,  para  resolver /ataos  cimles, 
como  lo  es  el  que  versa  sobre  propiedad  de  una  cosa;  decidió  que 
él  debia  ser  fallado  por  los  tres  Obispos  sufragáneos  de  la  Serena, 
Concepción  i  Ancud.  El  Metropolitano  i  el  Cabildo,  comprendien- 
do que  el  breve  respectivo  no  podria  obtener  el  pase  del  Ejecuti- 
vo, porque  la  creación  de  tribunales  es  en  Chile  materia  de  lei,  i 
comprendiendo  talvez  que  en  el  Congreso  el  asunto  daría  lugar  a 
dificultades,  porque  la  Constitución  no  autoriza  la  creación  de  un 
tribunal  especial  para  un  caso  también  especial,  i,  lejos  de  eso,  la 
prohibe  en  su  art.  134;  tomaron  el  partido  de  someter  el  asunto 
a  arbitraje,  nombrando  arbitros  a  los  tres  indicado  Obispos,  quie- 
nes quedaron  así  investidos  de  la  facultad  de  fallar  el  pleito,  como 
lo  fallaron  en  efecto,  de  manera  que  la  sentencia  fuera  tal  para 
nuestras  leyes,  i  dando  así  cumplimiento  a  la  disposición  pontificia 
a  que  hemos  aludido. 

Es  evidente  que  si  se  hubiera  otorgado  pase  a  aquel  breve,  ha- 
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bria  debido  concederse  por  una  leí,  porque,  lo  repetímos,  la  crea- 
ción de  tribunales  es  materia  de  lei,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el 
art.  108  de  la  Constitución. 

Obedeciendo  a  esta  teoría,  el  Ejecutivo  pasó  al  Senado,  en  sesión 
de  7  de  junio  de  1853,  una  bula  pontificia  relativa  a  reforma  de  las 
comunidades  regulares  i  al  eslablccimicnto  de  un  Tribunal  Eclesiástico 
que  resolviera  en  tercera  instancia  las  causas  eclesiásticas,  I  a  pesar  de 
que  el  Presidente  de  la  República  procedió  así,  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Estado,  el  Senado  resolvió,  en  sesión  de  31  de  Agosto 
del  año  siguiente,  con  solo  un  voto  en  contra,  que  debiñ  devolver  se 
la  indicada  bula,  aprobando  un  proyecto  que  pasó  a  la  otra  Cáma- 
ra, redactado  en  los  términos  siguientes:  «Devuélvanse  al  Presi- 
dente de  la  República  el  breve  de  36  de  Junio  i  la  bula  de  33  del 
mismo,  de  1850,  para  que,  conforme  a  la  parte  14  del  art.  83  de  la 
Constitución,  pueda  otorgarle  el  respectivo  pase,:¡^ 

El  Senado  se  manifestó  así  menos  celoso  de  las  prerogativas  del 
Congreso  que  el  Presidente  de  la  República,  pues  le  declaraba 
competente  para  decidir  un  caso  en  que  este  mismo  se  habia 
reconocido  incompetente.  La  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  6 
de  Setiembre  de  1853,  pasó  a  su  Comisión  Eclesiástica  el  proyecto 
de  lei  que  acaba  de  copiarse.  No  hemos  encontrado  el  informe  de 
dicha  Comisión  en  el  Boletín  de  Sesiones,  i  parece  que  la  Cámara 
de  Diputados  no  despachó  el  proyecto  del  Senado,  pues  tampoco 
hemos  encontrado  en  el  Boletín  de  las  Leves  la  que  deberia  haberse 
promulgado  en  el  caso  contrario.  Si  la  Cámara  de  Diputados  se 
abstuvo  en  el  asunto,  fué,  sin  duda,  porque,  no  participando  de 
la  opinión  del  Senado,  i  sí  de  la  del  Presidente  de  la  República, 
quiso  evitar  un  conflicto  desagradable,  en  que  toda  la  razón  habria 
estado  de  parte  de  ella  i  del  Ejecutivo,  ya  que  no  es  posible  des- 
conocer que  en  Chile  se  requiere  lei  para  crear  tribunales,  i  en 
aquella  bula  se  trataba  de  esto  precisamente. 

En  consecuencia,  no  nos  parece  aceptable,  bajo  el  punto  de  vista 
constitucional,  la  definición  que  el  señor  Miguel  María  Güemes, 
Ministro  del  Culto,  dio  en  el  Senado  de  las  palabras  disposiciones 
jenerales  empleadas  por  nuestra  Carta  Fundamental,  con  motivo  de 
la  discusión  que,  acerca  del  patronato,  tuvo  lugar  entre  él  i  los  se- 
ñores don  Francisco  Javier  Ovalle  Bezanilla  i  don  Máximo  Mujica, 
en  las  sesiones  de  13  i  15  de  Julio  de  1863. 

A  juicio  del  señor  Güemes,  disposiciones  jenerales  son  las  que  se 
refieren  a  todo  el  orbe  católico.  Los  señores  Ovalle  i  Mujica  entendían 
por  tales  las  que  eran  obligatorias  para  lodos  los  católicos  de  Chile; 
i  nos  parece  que  estaban  en  la  verdad,  pues  la  Constitución  no 
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puede  racionalmente  haber  tomado  como  base  para  establecer  la 
distinción  de  pase  concedido  por  lei  o  por  decreto,  una  circunstan- 
cia que  en  nada  se  relacione  con  los  habitantes  de  Chile.  Confor- 
me a  la  teoría  del  señor  Güemes,  una  bula  que  estableciera  tribu- 
nales de  tercera  instancia  para  fallar  las  causas  eclesiásticas  en  lodo 
el  orbe  calóUco,  debería  obtener  el  pase  por  medio  de  una  lei,  I  si 
esa  bula  estableciera  idéntica  cosa  para  el  fallo  de  todas  las  causas 
eclesiásticas  que  se  siguieran  en  Chile,  el  pase  no  seria  materia  de 
lei  sino  de  decreto,  a  pesar  de  que,  respecto  de  toda  la  República, 
seria  idéntico,  de  todo  punto  idéntico^  el  efecto  de  ambas  bulas.  ¿Es 
esto  admisible? 

Nos  parece  que  de  lo  dicho  se  infiere  que  los  decretos  concilia- 
res, bulas,  breves  i  rescriptos  pontificios  que  contuviesen  disposi- 
ciones que;  según  nuestro  derecho  público,  fuere  materia  de  lei, 
deben  obtener  el  pase  también  por  una  lei.  En  el  caso  contrario, 
el  pase  se  concederá  o  retendrá  por  decreto  del  Presidente  de  la 
República,  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado. 

Aun  cuando  seria  posible  citar  casos  en  que  esta  regla  no  haya 
sido  respetada,  pensamos,  sin  embargo,  que  ella  es  la  única  acep- 
table con  arreglo  a  la  Constitución  i  a  la  sana  lójica. 

En  la  larga  discusión  a  que  dio  lugar  en  la  Cámara  de  Diputados  ( i ) 
el  proyecto  de  lei,  que  tuvo  por  objeto  conceder  al  Arzobispo  i  a 
los  Obispos  de  Chile  cinco  mil  pesos  a  cada  uno,  para  atender  a 
los  gastos  que  les  demandara  el  viaje  que  debian  hacer  a  Roma, 
con  la  mira  de  asistir  al  Concilio  del  Vaticano,  que  debia  abrirse 
el  8  de  Diciembre  de  1869,  i  para  el  cual  habian  sido  convocados; 
proyecto  que  combatieron  los  señores  don  Manuel  Antonio  Matta, 
don  José  Victorino  Lastarria,  don  Benjamin  Vicuña  Mackenna  i 
don  Domingo  Arteaga  Alemparte,  i  que  defendieron  los  señores 
don  Joaquín  Blest  Gana,  Ministro  del  Culto,  don] Alejandro  Reyes, 
don  Abdon  Cifuentes  i  don  Enrique  Tocornal;  él  fué  objetado, 
entre  otras  razones,  como  inconstitucional,  por  cuanto  la  bula  de 
convocación  al  Concilio  no  habla  sido  comunicada  al  Ejecutivo  ni 
obtenido  el  pase  correspondiente.  En  favor  del  proyecto  se  dijo, 
entre  otras  cosas,  que  el  Estado  tenia  obligación  de  conceder  los 
fondos  a  que  él  se  referia,  ya  como  consecuencia  de  la  obligación 
de  protejer  la  relijion  católica,  que  le  impone  el  art.  5.%  ya  como 
resultado  del  deber  de  facilitar  a  los  Obispos  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones   que   su  cargo   les   impone  igualmente  i  que  han 
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irado  cumplir,  una  de  las  cuales  es  la  de  asistir  a  los  Concilios 
;nerales  para  que  fueren  convocados;  i  se  sostuvo  que  la  bula  de 
invocación  del  Papa  no  necesitaba  del  pase  a  que  se  aludía. 
Nosotros  pensamos  entonces  i  pensamos  todavía  que  el  Estado 
3  estaba  obligado  a  conceder  los  fondos  pedidos,  siendo  de  ello  la 
lejor  prueba  el  hecbo  de  tener  que  solicitarlos  del  Congreso  por 
ledio  de  un  proyecto  que  pudo  ser  despachado  en  contra,  así 
>mo  fué  despachado  en  favor.  Pensamos  que  el  proyecto  nada 
inia  de  inconstitucional,  tanto  porque  la  hi  puede  asignar  o  no 
iignar  fondos  para  lo  que  quiera,  cuanto  porque  una  bula  convo- 
indo  a  todos  los  Obispos  católicos  en  un  Concilio  Jenerat,  es  algo 
ue  no  podría  ser  en  Chile  materia  ni  de  Ui  ni  de  decrelo,  i  algo, 
or  consiguiente,  que,  no  produciendo  efectos  civiles,  oada  tiene 
ue  ver  con  el  pase  a  que  alude  la  parte  14.'  del  art,  Sa  de  la  Coos- 
itucion,  desde  que  el  Concilio   iba   reunirse   en  Roma  i  no   en 

:hiie. 

En  la  discusión  de  aquel  asunto  no  encontramos  comprometido 
ingun  principio  constitucional.  Aquello  era  simplemente  una 
uestion  de  decoro;  i  desde  que  no  se  desconocía  el  deber  en  que 
>s  Obispos  se  encontraban  de  concurrir  al  Concilio,  parecía  natu- 
il  acordarles  algún  suplemento  de  renta,  que  les  permitiera  soste- 
er  en  Roma  con  decencia  su  dignidad  propia  i  la  de  un  país  que, 
;gun  su  Constitución  política,  debe  protección  especial  a  la  reli- 
OR  católica.  Por  lo  demás,  nos  parece  que,  si  la  bula  de  convoca- 
ion  hubiera  de  haber  requerido  pase,  bien  podía  considerarse 
omo  tal  la  leí  misma  que  se  trataba  de  dictar,  í  que  se  dictó  en 
Fecto.  Ella  importaba,  en  verdad,  en  cuanto  a  la  concesión  de 
)ndos  para  el  viaje  de  los  Obispos  a  Roma,  un  verdadero  i  solem< 
e  pase  implícitamente  otorgado  a  la  bula  en  que  se  les  citaba  parj 
1  Concilio,  í  un  pase  que  debía  ser  materia  de  le¡,  desde  que  se 
alicítaban /onios  para  tal  objeto.» 


SUBROGACIÓN  DEL  PRESIDENTE  DE  LA  REPÚBLICA 

Dice  el  art.  65  de  la  Constitución: 

cCuando  el  Presidente  de  la  República  mandare  personalmente 
1  fuerza  armada,  o  cuando  por  enfermedad,  ausencia  del  territo- 
¡o  de  la  República  u  otro  grave  motivo  no  pudiere  ejercer  su  car- 
o,  le  subrogará  el  Ministro  del  despacho  del  Interior,  con  el  tftu- 
j  de  vice-Presidente  de  la  República.  Si  el    impedimento   del 
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Presidente  de  la  República  fuese  t3mporal  continuará  subrogán- 
dole el  Ministro  hasta  que  el  Presidente  se  halle  en  estado  de  de- 
sempeñar sus  funciones.  En  los  casos  de  muerte,  declaración  de 
haber  lugar  a  su  renuncia  u  otra  clase  de  imposibilidad  absoluta, 
o  que  no  pudiese  cesar  antes  de  cumplirse  el  tiempo  que  falta  a 
los  cinco  años  de  su  duración  constitucional,  el  Ministro  vice-Pre- 
sidente  en  los  primeros  diez  dias  de  su  gobierno  espedirá  las  órde- 
nes convenientes  para  que  se  proceda  a  nueva  elección  de  Presi- 
dente en  la  forma  prevenida  por  la  Constitución. 

Art.  66.  A  falta  del  Ministro  del  Interior,  subrogará  al  Presi- 
dente el  Ministro  del  Despacho  mas  antiguo,  i  a  falta  de  los  Minis- 
tros del  Despacho,  el  Consejero  de  Estado  mas  antiguo  que  no 
fuere  eclesiástico.» 


El  señor  Huneeus  observa  respecto  de  este  artículo 
que  solo  en  dos  ocasiones,  después  de  1833,  ha  sido  su- 
brogado  en  sus  funciones  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca; en  1840,  el  Jeneral  Prieto  por  don  Joaquín  Tocornal; 
i  en  1844,  el  Jeneral  Búlnes  por  don  Ramón  L.  Irarrá- 
zaval. 

Ambas  subrogaciones  fueron  por  corto  período. 


Pero  el  señor  Huneeus  escribía  en  1880.  En  1891,  el 
Pi"esidente  Balmaceda  era  depuesto  de  su  cargo  por 
una  declaración  del  Congreso,  que  se  insertó  oportuna- 
mente; el  Congreso  Nacional  por  medio  de  sus  delega- 
dos se  constituía  a  bordo  de  la  Armada  Nacional  alzada 
contra  el  Dictador,  i  después  de  varias  campañas  alter- 
nativas, constituía  en  Iquique  una  Junta  de  Gobierno, 
formada  de  los  delegados  i  otros  ciudadanos  mas,  bajo 
el  título  de  secretarios,  en  los  distintos  departamentos 
del  servicio  público. 

La  capital  permanecía  sujeta  a  la  autoridad  del  Dicta- 
dor. Los  Ministros  anteriores  al  período  dictatorial, 
acompañaban  al  Dictador  en  su  empresa.  Era,  pues,  im- 
posible recurrir  a  ellos  a  pesai;  de  haber  sobrevenido  el 
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caso  de  imposibilidad  absoluta  del  Presidente  de  la  Re- 
pública, para  gobernar,  de  que  habla  el  artículo  consti- 
tucional. 

Parecía,  pues,  que  para  un  partido  que  se  alzara  por 
sostener  el  Pacto  Fundamental  i  sus  mandatos,  habia  lle- 
gado el  caso  de  poner  en  ejercicio  el  precepto  del  artí- 
culo 66  (antes  75)  de  la  Carta,  elijiendo  Presidente  inte- 
rino al  Consejero  de  Estado  mas  antiguo,  que  lo  era  ala 
sazón  el  Senador  don  José  Besa. 

Este  ínclito  ciudadano,  escapando  a  la  zana  de  sus  per- 
seguidores, hubo  de  emigrar  al  norte,  pasando  por 
Iquique. 

Pero  la  Junta  Ejecutiva  hizo  caso  omiso  del  precepto 
constitucional,  i  siguió  funcionando  en  ese  carácter,  en- 
viando al  señor  Besa  al  Perü. 

I,  sin  embargo,  la  Constitución  no  habla  en  parte  al- 
guna áe  Juntas  Ejecuticas^  ni  áo  Juntas  de  Gobierno, 

Pero  por  haberlo  consignado  asi  en  un  diaiio,  un  es- 
critor que  después  de  haber  trabajado  por  el  triunfo  de 
las  ideas  constitucionales  desde  la  aurora  de  la  resisten- 
cia a  Balmaceda,  habia  sido  perseguido  él,  su  esposa  i 
familia,  i  tras  de  enviar  sus  hijos  al  ejército  revolucio- 
nario, habia  partido  él  mismo  a  ofrecer  a  la  causa  de 
sus  convicciones,  su  persona  i  su  vida....  fué....  pros- 
crito i  encarcelado. 

Ese  escritor  que  hoi  sostiene  los  mismos  principios 
que  antes  i  durante  la  revolución  del  91  i  se  mantiene 
firme  en  ellos  es....  el  autor  de  este  trabajo. 

I  si  doi  hoi  por  primera  vez  después  de  ocurridos  es- 
tos sucesos,  la  narración  que  antecede,  es,  no  por  va- 
nidad, ni  jactancia  personal,  sino  como  una  muestra  del 
espíritu  de  imparcialidad  absoluta  que  guia  mi  criterio 
i  mi  pluma  al  interpretar  i  comentar  los  testos  constitu- 
cionales, i  los  hechos  contemporáneos  que  con  ellos  se 
relacionan. 
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El  señor  Huneeus  impugna,  i  con  razón,  la  disposición 
constitucional,  que  incompatibiliza  al  eclesiástico  Conse- 
jero de  Estado  con  el  subrogante  del  Presidente  4e  la 
República.  Evidentemente  tiene  razón  desde  que  el  mis- 
mo eclesiástico,  como  ya  se  ha  visto,  puede  ser  Minis- 
tro de  Estado. 

I,  si  en  este  puesto,  i  siendo  Ministro  del  Interior, 
o  Ministro  del  Despacho  mas  antiguo,  llegara  el  caso 
de  la  vacancia  de  la  Presidencia,  ¿seguiria  siendo  siem- 
pre incapaz? 

Es  de  creer  que  nó,  porque  la  prohibición  constitucio- 
nal se  refiere  solo  al  Consejero  de  Estado  taxativamente, 
i  ni  lo  favorable,  ni  lo  odioso  de  una  disposición  puede 
ampliarse  o  restrinjirse  en  su  espíritu. 


ACUSACIÓN   AL  PRESIDENTE  DE  LA  REPÚBLICA 

Dice  el  art.  74: 

«El  Presidente  de  la  República  puede  ser  acusado  solo  en  el  año 
inmediato  después  de  concluido  el  término  de  su  presidencia,  por 
todos  los  actos  de  su  administración  en  que  haya  comprometido 
gravemente  el  honor  o  la  seguridad  del  Estado,  o  infrinjido  abier- 
tamente la  Constitución.  Las  fórmulas  para  la  acusación  del  Pre- 
sidente de  la  República  serán  las  de  los  artículos  84  hasta  el  91 
inclusive.» 


Esta  importantísima  cuestión,   tan  debatida  dos  años 

ha,  tiene  siempre  un  carácter  de  oportunidad  palpitante. 

Ojalá  no  lo  tenga  jamas  de  aplicación. 

Los  partidarios  del  réjimen  dominante  hasta  el  28  de 

Agosto  de  1891,  i  del  réjimen  representativo  sostenían 

lo  sostendrán   siempre?)  que  según  la   letra  del  Pacto 

undamental,   el   Presidente  ^de  la  República  de  Chile, 

ñas  que  el  Presidente  de  lá  República  francesa,  de  la 


I 
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Confederación  Arjentina,  de  la  Confederación  Suiza,  de 
Estados  Unidos  i  otros  paisas,  era  absolutamente  inmu- 
ne e  irresponsable,  durante  cinco  años,  i  que  los  pre- 
ceptos de  las  leyes  no  podian  sino  ser  vanos  para  él 
durante  ese  período. 

Esos  imitadores  de  Estados  Unidos  olvidaban  o  prefe- 
rían olvidar  que  allí  (Sección  líl,  art.  1.°)  la  Constitu- 
ción declara: 

«Art.  6.**  Solo  el  Senado  podrá  conocer  de  las  acusaciones  for- 
muladas por  las  Cámaras  de  los  Representantes.  Cuando  al  efecto 
se  constituya  en  tribunal,  prestarán  los  Senadores  juramento  i  pro- 
meterán solemnemente  llenar  fielmente  su  cometido.  Si  el  acusa- 
do FUERE  EL  Presidente  de  los  Estados  Unidos,  presidirá  el  jefe  de 
la  justicia  (the  chief  justice).  Nadie  podrá  ser  condenado  sino  por 
los  votos  de  las  dos  terceras  partes  de  los  miembros  presentes. 

Art.  7.**  El  Senado,  en  estos  casos,  no  podrá  por  su  sentencia 
imponer  otras  penas  que  las  de  destitución  i  la  de  inhabilitación  para 
todos  los  cargos,  ya  retribuidos,  ya  de  honor  o  confianza  de  los 
Estados  Unidos.  No  concluirá  aquí,  sin  embargo,  la  responsabili- 
dad de  la  persona  condenada;  podrá  ser,  ademas,  objeto  de  quere- 
lla, juicio  i  sentencia,  con  arreglo  a  las  leyes.» 


La  Suiza  (art.  loi  i  núm.    8,    art.   84)  da  al  Consejo 
Federal  iguales  atribuciones  i  derechos. 


La  Francia  (art.  6.°  de  la  lei  de  Febrero  de  1875),  de- 
clara al  Presidente  responsable  en  caso  de  alta  traición. 


La  República   Arjentina  dice   en  su  Constitución  lo 
siguiente: 

«Art.  45.  Solo  ella  (la  Cámara  de  Diputados)  ejerce  el  derecho 
de  acusar  ante  el  Senado  al  Presidente,  vice-Presidente,  sus  Mi- 
nistros i  a  los  miembros  de  la  Corte  Suprema  i  demás  tribunales 
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inferiores  de  la  Nación,  en  las  causas  de  responsabilidad  que  se 
inicien  contra  ellos,  por  mal  desempeño,  o  por  delito  en  el  ejerci- 
cio desús  funciones,  o  por  crímenes  comunes,  después  de  haber 
conocido  de  ellos,  i  declarado  haber  lugar  a  formación  de  causa 
por  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  sus  miembros  presentes. 

Art.  51.  Al  Senado  corresponde  juzgar  en  juicio  público  a  los 
acusados  por  la  Cámara  de  Diputados,  debiendo  sus  miembros 
prestar  juramento  para  ese  acto.  Cuando  el  acusado  sea  el  Presiden- 
le  de  la  Nación,  el  Senado  será  presidido  por  el  Presidente  de  la 
Corte  Suprema.  Ninguno  será  declarado  culpable  sino  a  mayoría 
de  los  dos  tercios  de  los  miembros  presentes. 

Art.  52.  Su  fallo  no  tendrá  mas  efecto  que  destituir  al  acusado 
i  aun  declararle  incapaz  de  ocupar  ningún  empleo  de  honor,  de 
confianza  o  a  sueldo  en  la  Nación.  Pero  la  parte  condenada  que- 
dará no  obstante  sujeta  a  acusación^  juicio  i  castigo  conforme  a 
las  leyes,  ante  los  tribunales  ordinarios.» 


A  este  respecto  el  señor  Huneeus  dice: 

«Art.  83.  El  Presidenle  de  la  República  puede  ser  acusado  solo  en  el 
año  inmedialo  después  de  concluido  el  término  de  su  presidencia^  por  todos 
los  actos  de  su  administración,  en  que  haya  comprometido  gravemente  el 
honor  o  la  seguridad  del  Estado,  o  injrinjido  abiertamente  la  Constitu- 
ción.— Las  fórmulas  para  la  acusación  del  Presidente  deja  República  se- 
rán las  de  los  artículos  93  hasta  el  100  inclusive.:^ 

La  disposición  fundamental  contenida  en  este  artículo  asegura 
al  Presidente  de  la  República  completa  irresponsabilidad  durante 
el  ejercicio  de  la  presidencia,  puesto  que  permite  se  le  acuse  solo 
en  el  año  inmediato  a  su  espiración.  Esto  constituye  una  anomalía 
que  no  encontramos  en  la  Constitución  de  ningún  otro  pais  repu- 
blicano. Así,  en  los  Estados  Unidos  de  Norte  América,  en  la  Con- 
federación Arjentina,  por  ejemplo,  el  Presidente  puede  ser  acusa- 
do durante  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  ciertos  actos  de  su 
administración.  Si  lo  fuere,  i  fuere  condenado,  le  subrogada  en  el 
mando  el  vice-Presidente  elejido  de  antemano  por  la  Nación,  como 
habria  sucedido  entre  nosotros  bajo  el  imperio  de  la  Constitución 
de  1828. 

Se  comprende  que  en  una  monarquía,  donde  se  llama  aun  indivi- 
duo a  ejercer  el  poder  ejecutivo  durante  toda  su  vida,  la  permanencia 
en  el  ejercicio  de  tales  funciones  exija  necesariamente  como  conse- 
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cuencia  la  ficción  de  que  élrei  o  soberano  es  inviolable,  impecable 
e  irresponsable.  Pero  esa  ficción  es  inaceptable  en  una  República 
pura,  que  supone  que  las  funciones  ejecutivas  son  IcmporaleSy  i  en  la 
cual,  por  consiguiente,  no  se  concibe  la  necesidad  de  asegurar  a 
un  mal  jefe  del  Estado  la  permanencia  en  un  puesto  que  ejerce  vio- 
lando talvez  los  mas  sagrados  deberes  que  él  le  impone. 

Por  esto  dijimos,  al  ocuparnos  de  los  artículos  3.**  i  3.°  de  la 
Constitución,  que  nuestro  sistema  de  gobierno  no  es  puramente 
republicano  i  que  tiene  mucho  de  la  monarquía  constitucional, 
como  lo  habíamos  dicho  ya  mucho  antes  en  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, en  sesión  de  7  de  Setiembre  de  1875,  analizando  el  significado 
de  algo  que  entonces  se  llamó  política  presidencial. 

I  esta  curiosa  manera  de  organizar  la  Presidencia  de  la  Repúbli- 
ca es  la  causa  de  que  la  Constitución  de  1833,  que  la  introdujo  en 
Chile,  suprimiera  el  A'ice-Presidente  elejido  por  el  pais  i  lo  reem- 
plazara con  el  singular  sistema  que  idearon  los  artículos  74  i  78, 
que  confían  el  ejercicio  de  la  primera  majistratura  del  Estado  a  un 
individuo  que  ha  sido  elejido  por  otro  solamente,  sin  intervención 
alguna  del  pueblo. 

Como  no  es  nuestro  propósito,  al  escribir  este  libro,  detenernos 
en  el  estudio  crítico  de  las  disposiciones  de  nuestro  Código  Fun- 
damental, no  nos  estendemos  acerca  de  este  punto  que  indudable- 
mente autoriza  una  severa  censura  contra  las  que  organizan  el  Po- 
der Ejecutivo.  Pero  queremos,  sí,  dejar  constancia  a  lo  menos  de 
que,  en  nuestro  concepto,  la  Constitución  debería  reformarse  en 
el  sentido  de  que,  conjuntamente  con  el  Presidente,  se  elijiera  un 
Vice-Presidente;  i  en  el  de  que  uno  i  otro  pudieran  ser  acusados 
durante  el  ejercicio  de  sus  funciones  i  en  el  año  inmediato,  por  la  Cá- 
mara de  Diputados  ante  el  Senado,  en  los  casos  i  con  sujeción  a  las 
reglas  que  establecía  la  Constitución  de  1828  en  sus  arts.  47,  partes 
2.*  i  )^j  81  i  82. 

Establézcanse  las  garantías  que  se  quiera  para  evitar  acusaciones 
nfundadas  contra  el  Presidente;  pero  organícense  las  cosas  de  ma- 
nera que  la  República  de  Chile  sea  gobernada  por  un  funcionario 
verdaderamente  responsable  ante  el  Congreso,  i  no  por  un  Presiden- 
te que  se  asemeja  mucho  a  un  nionarca  sin  el  nombre  de  tal.  Este 
sistema  misto  adoptado  por  nuei»tra  (Constitución,  tiene  todos  los 
inconvenientes  de  la  monarquía,  especialmente  cuando  la  presi- 
dencia cae  en  manos  de  hombres  de  personalidad  vigorosa,  que 
pretenden  de  ordinario  dirijirlo  todo,  i  que  no  quieren  compren- 
der que  es  mucho  mas  difícil  que  eso  desempeñar  el  papel  de  mo- 
derador, que  tan  pocos  monarcas  saben  llenar  cumplidamente.  La 
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máxima  de  que  el  reí  reina  pero  no  gobierna^  parece  que  solo  en  In- 
glaterra ha  podido  implantarse  con  alguna  permanencia,  i  es  de 
tan  difícil  aplicación,  que,  cuando  algún  soberano  la  ha  practicado 
o  la  practica  con  relijiosidad,  su  nombre  es  citado  con  escepcional 
veneración.  Lo  que  hizo  en  Béljica  Leopoldo  I,  bautizado  con  el 
honroso  título  de  Néstor  dé  la  Europa  moderna;  lo  que  hoi  hace 
en  el  Brasil  su  Emperador  don  Pedro  II,  es  algo  a  que  no  habrian 
de  resignarse  nuestros  Presidentes  en  la  jcneralidad  de  los  casos. 
Nosotros  desearíamos  que  nuestro  pais  fuese  una  república  com- 
pleta i  verdadera.  Por  eso  queremos  un  Presidente  responsable  ante 
el  Congreso,  sin  perjuicio  de  que,  en  ciertos  casos  i  ante  quien  co- 
rresponda, lo  sean  solo  los  Ministros  de  Estado,  cuando  se  trata  de 
aquellas  medidas  de  detalle,  que  no  es  posible  domine  el  funcio- 
nario a  quien  debe  encargarse  principalmente  la  custodia  del  Pacto 
Fundamental,  la  de  orden  público,  la  de  la  seguridad  de  la  nación, 
la  de  la  buena  inversión  de  los  fondos  fiscales  i  la  de  las  garantías 
individuales. 


Entrando  de  lleno  en  el  terreno  positirOy  que  es  el  principal  i  verdadero 
objeto  de  esle  trabajo ^  cabe  preguntar  si  el  Presidente  de  la  República  pue 
de  o  no  ser  acusado  criminalmente  durante  su  periodo^  por  los  delitos  co- 
munes que  cometiere  fuera  del  ejercicio  de  sus  funciones  i  no  como  funcio- 
nario público. 

Nosotros  respondemos  resueltamente  que  si,  i  nos  parece  tan  clara  la 
cuestión,  que  no  daríamos  a  nuestros  lectores  la  molestia  de  ocuparles  de 
ctlaji  no  fuera  porque  hemos  oido  con  mucha  frecuencia  sostener  la  opi- 
nion  contraria,  sin  que  acertemos  a  darnos  cuenta  de  los  argumentos  de 
derecho  positivo  en  que  ella  pudiera  apoyarse. 

El  art.  83  de  la  Constitución  establece  que  el  Presidente  de  la 
República  solo  puede  ser  acusado  en  el  año  inmediato  a  la  espira- 
ción de  su  presidencia,  por  aquellos  actos  de  su  administración  en 
que  hubiere  comprometido  gravemente  el  honor  o  la  seguridad  del  Es- 
tado,  o  infrinjido  abiertamente  la  Constitución,  Ese  artículo  se  refiere ^ 
pues,  única  i  esclusivamente  a  los  actos  del  funcionario  público,  i  asegura 
a  éste  una  inmunidad  temporal  en  ra:{on  de  tales  actos,  Pero  no  se  refiere, 
ni  hace  alusión  siquiera  a  los  delitos  comunes  que  pudiere  cometer  el  indi- 
viduo que  ejerce  la  presidencia  i  que  ninguna  relación  tuviere  con  las  fun- 
ciones públicas  que  ella  envuelve. 

Si  esto  es  evidente,  sería  menester,  para  probar  que  la  persona  que  ejerce 

s  fundones  de  Presidente  no  puede  ser  acusada,  por  los  delitos  comunes 
w  QQm-tiere  fuera  del  ejercicio  de  sus  funciones,  sino  después  de  terml- 


340  DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILENO 

nado  el  período  presidencial,  cilar  algún  precepto  conslilucional  que  así  lo 
dtipusiera.  f,  como  tal  precepto  no  exisle,  es  forzoso  deducir  que  el 
principio  conslilucional  de  la  ¡gualiii  ante  la  leí  tiene  que  aplicarse  al 
caso  que  examinamos,  i  que  el  individuo  que,  ejerciendo  ta  presidencia, 
cometiere  delitos  comunes  que  ninguna  relación  tengan  con  sus  funciones 
públicas,  puede  ser  acuiado  desde  iiego  como  todo  bahilante  del  Estado, 
i  juagado  por  el  Iribunal  que  eslui'iere  designado  de  antemano  porlaki. 

Es  esto  tan  cierto,  que  el  art.  67  de  la  lei  orgánica  de  tribunales  de  1 5 
de  Octubre  de  187S,  dispone  que  corresponde  a  las  Cortes  de  Apelaciones 
conocer  en  primer  instancia  de  ¡as  causas  cii'iles  o  criminales  en  que  sean 
parte  o  tengan  ínteres  el  Presidente  de  la  República,  los  Ministros  de 
Estado  i  otros  funcionarios  que  en  él  se  enumeran,  debiendo  conocer  de 
ellas  en  segunda  instancia  la  Corte  Suprema,  conforme  al  art.  107  de  ta 
misma  leí. 

I  nótese  bien  que  esas  disposiciones  legales  no  establecen  distinción  al- 
guna entre  las  causas  criminales  en  que  el  Presidente  fuere  parle  acusa- 
dora o  acusada.  La  lei  es  ¡encral  i  absoluta,  i  no  le  habría  sido  lícito  dis- 
tinguir donde  la  Constitución  no  distingue. 

No  parece  que  el  error  de  los  que  pudieron  haber  sostenido,  an- 
tes de  la  vijencia  de  la  lei  de  i^  de  Octubre  de  1875,  una  opinión 
distinta  de  la  nuestra,  ha  podido  provenir  de  dos  causas.  En  la  pri- 
mera la  de  encontrarse  chocante  que  la  parte  6.'  del  art.  104  de  la 
Constitución  haya  establecido  en  favor  de  los  Intendentes  de  pro- 
vincia, de  los  Gobernadores  de  plaza  i  departamento,  la  garantía 
de  no  poder  ser  acusados  en  materia  criminal,  sin  que  previamente 
declare  el  Consejo  de  Estado  si  ha  o  no  lugar  a  formarles  causa. 

¿Cómo  es  posible,  se  dice,  que  un  simple  Gobernador  departa- 
mental eíté  mas  garantido  contra  acusaciones  falsas,  injustas  i 
calumniosas  que  el  Presidente  de  la  República?  Nosotros,  que  no 
somos  partidarios  de  la  disposición  que  crea  esa  llamada  garantía, 
i  que  reconocemos  que  las  palabras  en  m.iteria  criminal,  que  en  ella 
emplea  la  Constitución,  tienen  un  alcance  tan  vasto,  que  compren- 
de aun  los  delitos  comunes  cometidos  por  el  individuo  que  sirve  una 
intendencia  o  gubernatura  fuera  del  ejercicio  de  sus  funciones,  no 
nos  sentimos  embarazados  para  contestar  aquella  pregunta. 

Desde  luego,  i  atin  colocándonos  en  el  terreno  de  los  que  son 
partidarios  del  sistema  de  trabar  la  responsabilidad  de  los  funcio- 
narios  de  la  administración,  el  argumento  que  se  pretende  deducir 
de  esa  pregunta  seria  un  simple  argumento  de  lójica,  de  los  que  se 
llaman  a-pari  o  a-forliori]  pero  él  no  podria  jamás  probar  que  la 
Constitución  ha  establecido  para  dos  cisos  lo  que  ha  establecido 
solo  para  uno.  Lejos  de  eso,  si  estableció  la  restricción  en  un  caso, 
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i  no  la  hizo  esteasíva  al  otro,  es  cliro  que  no  paede  aplicarse  a  este 
último. 

En  seguida,  es  mui  probable  que,  al  crear  la  Constitución  la  ga- 
rantía que  tomó  de  las  Constituciones  mas  despóticas  que  han  re- 
jido  en  Francia,  en  favor  de  los  intendentes  i  gobernadores,  ha- 
ciéndola estensiva  a  todos  los  delitos  que  pudieren  cometer,  sin 
distinción  alguna  i  sin  otra  escepcion  que  la  del  caso  en  que  los 
intendentes  fueren  acusados  por  la  Cámara  de  Diputados  ante  el 
Senado;  quiso  precaver  a  aquellos  funcionados  de  las  acusaciones 
frecuentes,  que  calumniosamente  pudieran  entablar  contra  ellos 
sus  adversarios  políticos.  Esta  razón,  aun  cuando  lo  fuera  para  no- 
sotros^ no  es  en  manera  alguna  aplicable  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica, quien  no  mantiene  con  los  gobernados  ese  roce  diario,  in- 
mediato i  constante  que  existe  entre  éstos  i  los  ajentes  subalternos 
del  Ejecutivo.  La  misma  posición  elevada  i  escepcional  del  Presi- 
dente le  pone  a  salvo  de  acusaciones  falsas  por  delitos  comunes, 
que  podrían  inspirar  malas  tentaciones,  sobre  todo  en  ciertos  mo 
mentos,  a  los  adversarios  de  un  Intendente  o  Gobernador. 

No  aceptamos,  pues,  el  argumento  a  pari  o  aforliori  que  se  pre- 
tende deducir  de  la  prerogativa  creada  en  favor  de  los  intendentes 
o  gobernadores  por  la  parte  6.*  del  art.  104.  A  ese  argumento 
contraponemos  la  letra  espresa  de  nuestra  Constitución,  i  el  prin- 
cipio jeneral  de  lójica  i  de  sentido  común,  que  no  permite  estender 
los  privilejios  a  otros  casos  que  a  aquellos  para  los  cuales  se  hubie- 
ren establecido  espresamente. 

La  segunda  causa  de  que  proviene  el  error  de  los  que  han  creido 
que  el  Presidente  de  la  República  no  puede  ser  acusado  por  los 
delitos  comunes  que  cometiese  fuera  del  ejercicio  de  sus  funciones, 
durante  su  Presidencia,  era  la  de  no  haber  incluido  el  art.  96  de 
la  Constitución  de  1828,  entre  las  atribuciones  de  la  Corte  Supre*. 
ma,  el  conocimiento  de  las  causas  criminales  en  que  fuere  parte 
aquel  funcionario,  a  pesar  de  que  en  su  inciso  14^  le  atribuia  el  de 
las  causas  civiles  del  mismo. 

Pero  este  argumento  nada  prueba,  porque  debe  recordarse  que,  confor- 
me a  lo  dispuesto  en  el  art.  Si  de  la  Constitución  de  1828,  el  Presidente 
de  la  República  podia  ser  acusado  por  la  Cámara  de  Diputados  ante  el 
Senado ,  aun  durante  el  ejercicio  de  sus  funciones ^  por  los  delitos  de  trai- 
ción, malversación  de  fondos  públicos,  infracción  de  la  Constitución  i  vio- 
lación de  los  derechos  individuales,  (i)  Luego,  pues,  no  es  posible  su- 


(i)  Coostitacion  de  z8a8,  art.  47,  parte  3.*. 
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poner  que  aquel  Código  político  asegurara  inmurúdad  temporal  al 
delincuente  comuna  cuando,  obrando  perfectamente,  no  la  asegura- 
ba 2Íl  funcionario  público. 

Todo  lo  que  podría  deducirse  del  hecho  de  no  hablar  el  art.  96 
de  la  Constitución  de  1828  de  las  causas  criminales  por  delitos  comu- 
nes  del  Presidente  i  Ministros  del  despacho, es  simplemente  que  no 
creyó  menester  preverlí»,  ateudiJa  la  poca  probabilidad  de  que 
ocurriera.  1  si  no  previo  el  caso,  L[uedó  en  vigor,  como  lo  estuvo 
hasta  el  i.°  de  Marzo  de  1876,  el  art.  54  del  reglamento  de  Admi- 
nistración de  Justicia  de  2  de  Junio  de  1824,  conforme  al  cual  co- 
rrespondía a  la  Corte  de  Apelaciones  (solo  existia  entonces  la  de 
Santiago)  conocer  en  primera  instancia  de  las  causas  criminales  en 
que  fueran  parte  o  tuvieran  interés  el  Director  Supremo  (hoi  el 
Presidente  de  la  República)  i  los  Ministros  de  Estado,  correspon- 
diendo en  segunda  el  conocimiento  de  dichas  causas,  como  hoi  su- 
cede i  también  con  las  civiles  de  los  mismos,  a  la  Corte  Suprema. 

JJaslante  defecto  es  en  nuestra  Constitución  asegurar  impunidad  a  un 
Presidente  que  delinque  como  tal  durante  un  tiempo  mis  o  menos  largo. 

¡No  pretendamos  hacerla  todavía  peor,  suponiendo  que  quiso  también 
asegurarla  al  criminal  común,  al  dclicuenle  ordinario,  tan  solo  porque  in- 
viste una  función  temporal  que,  por  lo  mismo  que  es  altamente  elevada^  le 
obliga  a  conducirse  mejor  i  le  harta  acreedor  a  un  castigo  inmediato ^  en 
ca>o  de  ohidar  los  deberes  que  ella  impone! 

Como  las  fórmulas  a  que  habria  de  sujetarse  la  acusación  del 
Presidente  de  la  República  (del  ex-Presidente,  seria  mas  propio 
decir),  son  las  que  establecen  los  arts.  93  hasta  el  100  inclusive, 
que  reglamentan  principalmente  las  acusaciones  contra  los  Minis 
tros  del  despacho,  nos  referimos  a  ellos,  i  ponemos  término  a 
nuestras  observaciones  relativas  al  art.  83,  haciendo  votos  por  que 
jamas  llegue  el  caso,  que  todavía  no  ha  llegado,  de  tener  que  apli- 
carlo prácticamente. 


Comentando  el  punto,  el  autor  de  este  trabajo  emitía 
en  1892  las  opiniones  siguientes,  que  reproduce,  sin 
variar  una  sola  coma: 
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NO    TOOUJSIB    A.Ij    MOIVAEVOA 

Señor  Don 

Agustín   Edwar&s 

Pte. 
Estimado  amigo: 

En  tu  terlulia,  a  la  <\\\e  concurro  desde 
tantos  a&oi,  atriMo  por  la  abtaluU  inde- 
pendeacU  que  ahí  leioa,  te  ha  tratado  i 
discutido  el  p,aLta  que  sirve  de  tema  a  este 

El  llamó  mi  atención,  lo  he  estudiado 
con  todo  entusiasmo,   i  te  dedico  ese  es- 
Recíbelo  junto  con  el  afecta  de  tu  viejo 
amigo. — J.  JOAQUiM  Ljlrsaih  Z. 

al  parece  ser  la  íntelijencia  que  se  viene  dando  por  muchas  per- 
as al  art.  83  (hoi  74)  de  la  Constitución  vijente,  cuyo  tenor  lite- 
es  el  siguiente: 
El  Presidente  de  la  República  puede   ser  acusado   solo   en  el 

>  inmediato  después  de  concluido  e1  término  de  su  Presidencia, 
'  todos  los  actos  de  su  administración  en  que  haya  compróme- 
1  gravemente  el  honor  o  la  seguridad  del  Estado,  o  tntrinjido 
ertamente  la  Constitución.  Las  fórmulas  para  la  acusación  del 
¡sidente  de  la  República  serán  las  de   los  artículos  93  hasta  el 

>  inclusive.» 

iste  precepto. ...  no  hai  que  olvidarlo!  se  escribía  en  18^3 


!)e  él,  uo  obstante,  se  deriva  la  irresponsabilidad  absoluta  que 
ere  establecerse  a  favor  del  Presidente  de  la  República. 
Es  incompatible  esta  inmunidad,  con  la  misma  Constitución,  i 
1  las  leyes  dictadas  después,  i  que  se  han  incorporado  al  Pacto 
adamental,  a  punto  de  formar  un  cuerpo  de  doctrina  con  él? 
^to  es  lo  que  va  a  verse  en  los  textos  legales  i  constitucionales 
e  van  a  continuación. 


HA 
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Según  la  Constitución  de  1B33,  pueden  ser  acusados  el  Presi- 
dente de  la  República,  los  Ministros  del  Despacho,  los  Jenerales, 
los  Jueces,  los  miembros  de  la  Comisión  Conservadora,  los  In- 
tendentes de  provincia  i  Consejeros  de  Estado. 

El  primero  «por  todos  los  actos  de  su  administración  en  que 
haya  comprometido  gravemente  el  honor  o  la  seguridad  del  Esta- 
do o  infrinjido  abiertamente  la  Constitución»  (art.  83). 

Los  segundos  «por  traición^  concusión,  malversación  de  fondos 
públicos,  infracción  de  la  Constitución,  atropellamiento  de  las 
leyes,  haber  dejado  éstas  sin  ejecución  i  haber  comprometido  gra- 
vemente la  seguridad  o  el  honor  de  la  Nación»  (artículo  38  a  93). 

3.''  Los  Consejeros  de  Estado  por  los  dictámenes  que  presten  al 
Presidente  de  la  República,  contrario  a  las  leyes  i  manifíestamente 
mal  intencionados  (artículos  107  i  38,  inciso  9.^). 

4.**  Jenerales  de  Ejército  o  Armada  por  haber  comprometido 
gravemente  la  seguridad  i  el  honor  de  la  Nación.  - 

5.**  Miembros  de  la  Comisión  Conservadora  por  omisión  en  el 
cumplimiento  de  sus  deberes  (artículos  ^8,  inciso  final,  i  39,  in- 
ciso 3.*). 

6."  Majistrados  de  los  tribunales  superiores  de  justicia  por  no- 
table abandono  de  sus  deberes  (art.  29,  inciso  a.""). 

7.*  Jueces  i  demás  empleados  del  orden  judicial  (art.  81,  nú-* 
mero  3.*). 

Previendo  o  conociendo  bien  la  vaguedad  estudiada  de  esas  fra- 
ses, i  fundamentos  de  acusación,  los  Constituyentes  agregan  en  el 
art.  114  este  precepto: 

«Una  lei  especial  determinará  la  organización  i  atribuciones  de 
lodos  los  Tribunales  i  Juzgados  que  fueren  necesarios  para  la 
pronta  i  cumplida  administración  de  justicia  en  todo  el  pais.» 


Ahora  bien,  dictado  en  1874  el  Código  Penal  que  nos  rije  aun, 
se  ve  que  él  define,  comprende  i  abarca  en  sus  disposiciones,  todos 
los  delitos  por  los  que  la  Constitución  de  1833  l^^^ia  aceptado  la 
acusación  de  los  altos  funcionarios  del  Estado. 

El  libro  3.**,  título  I,  trata  de  «los  crímenes  i  simples  delitos  con- 
tra la  seguridad  esterior  i  soberanía  del  Estado.» 

En  él  se  prevé  i  castiga:  la  inducción  a  guerra  de  una  potencia  es- 
tranjera;  el  servir  contra  su  patria;  la  comunicación  con  el  enemi- 
go; la  violación  de  tregua  o  neutralidad;  la  obediencia  a  órdenes 
^stranjeras,  etc. 


tA.  -i- 


^r 
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Todo  esto  ¿qué  es,  a  qué  se  reduce,  sino  a  ^comprometer  ¿ravemenf» 
te  el  honor  i  la  seguridad  del  Esiado?:i> 
El  título  III  se  rubrica  así: 

^De  los  crímenes  i  simples  delitos  que  afectan  los  derechos  garantidos 
por  la  Constitución::^;  i  comprende: 

A.-— El  ataque  a  la  libertad  de  imprenta  i  libertad  electoral; 

B. — El  ataque  a  la  libertad  de  cultos; 

C. — Los  ataques  a  la  libertad  i  garantías  individuales; 

El  §  4.''  menciona  estos  mismos  delitos,  pero  su  rótulo  i  su  pena- 
lidad son  distintos. 

Se  rubrica  así: 

«Db  los  agravios  inferidos  por  funcionarios  públicos  a  los  derc* 
chos  garantidos  por  la  constitución.» 

El  tículo  V.  del  mismo  libro^  trata  €de  los  crímenes  i  simples  delito§ 
cometidos  por  empleados  públicos  en  el  desempeño  de  sus  cargos.:]^ 

Se  mencionan  ahí: 

La  anticipación  i  prolongación  indebida  de  funciones  públicas; 

Los  nombramientos  ilegales; 

La  usurpación  de  atribuciones; 

La  prevaricación;  * 

La  malversación  de  caudales  públicos; 

Los  fraudes  i  exacciones  ilegales; 

La  infidelidad  en  la  custodia  de  documentos; 

La  violación  de  secretos; 

El  cohecho; 

La  resistencia  i  desobediencia; 

La  denegación  de  ausilio  i  abandono  de  destino; 

I,  los  abusos  contra  particulares. 

Lince  seria  ciertamente  el  que  descubriera  que  en  esta  larga  enu- 
meración no  se  encontraran  comprendidos  bajo  distinto  título,  es 
verdad,  los  delitos  llamados  por  la  Constitución,  compromisos  gratas 
del  honor  o  seguridad  del  Estado,-  {es  decir ^  traición)  infracción  abierta  de 
la  Constitución  {atropello  de  derechos  constitucionales)  concusión  (literal) 
maii^ersacíon (literal,)  desobedecimienlo  a  las  leyes,  prevaricatOj  elc.^eic. 

Luego,  pues,  lo  que  el  Código  Penal  ha  verificado,  no  es  otra 
cosa  que, — si  se  permite  la  palabra — democratizar  esos  delitos,  re- 
bajándolos de  la  alta  categoría  de  políticos  a  la  humilde  fila  de  los 
delitos  comunes,  i  sujetos  por  consiguiente  a  una  acción  igualmente 
común. 

I  nótese  que  para  dar  mayor  estension  a  ese  precepto,  el  artículo 
360  establece  como  disposición  jeneral  lo  siguiente: 

«Para  los  efectos  de  este  título  i  del  párrafo  4.°,  del  título  III|  se 
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reputa  empleado  todo  el  que  desempeña  un  cargo  público,  aunque 
no  sea  del  nombramiento  del  Jefe  de  la  República,  n¡  reciba  suel- 
do del.Estado.» 

Merece,  ademas,  llamar  la  atención  el  lenguaje  en  que  están  es- 
critos tales  preceptos. 

En  él  no  se  establece  escepcion  alguna. 

El  que. . .  iodo  el  que. .  •  el  chileno  que,  • .  el  individuo  que, . .  hé  ahí 
as  espresiones  de  que  en  ellos  se  hace  uso. 

— ^¿Cómo,  pues,  se  pretende,  deducir  después  una  escepcion  o  pri- 
vilejio?... 


Viene  en  seguida  la  Lei  de  Garantías  Individuales;  otra  lei  incor- 
porada en  la  Constitución;  otra  lei  adjetiva,  dictada  en  Setiembre 
2j  de  1884. 

Ella  tampoco  contiene  escepcion  ni  privilejio  alguno. 

Su  fraseolojía  es  la  misma  del  Código  Penal;  su  espíritu  también 
el  mismo. 

Establece  un  nivel  común  para  los  delicuentes. 

Así,  por  ejemplo,  ordena  que  lodo  reo  infraganti,  pueda  ser 
aprehendido  por  cualquiera  persona;  i  solo  esceptúa  a  las  personas 
conocidas^  cuando  éstas  dan  fianzas,  i  la  naturaleza  del  delito  lo 
permite. 

No  hai,  pues,  en  esta  lei,  ni  privilejios  ni  escepciones. 

I,  ¿cómo  es  que  se  pretende  que  existen  aun  después  de  ella? 

El  único  privilejio  respecto  de  los  funcionarios,  consignado  en 
las  leyes,  es  el  de  la  jurisdicción,  establecido  por  el  art.  67  de  la 
Lei  Orgánica  de  Tribunales  de  1875. 


Ese  artículo  dice  a  la  letra  lo  siguiente: 

«Las  Cortes  de  Apelaciones  conocerán. . , 

«3.°  En  I.'  instancia,  de  las  causas  civiles  o  criminales  en  que  sean 
parte^  o  tengan  interés  el  Presidente  de  la  Repüblicay  los  Ministros  de 
Estado,  los  Intendentes  de  provincia  i  Gobernadores  de  departa- 
mento, los  Ajentes  diplomáticos  chilenos,  los  Ajentes  diplomáti- 
cos acreditados  con  el  Gobierno  de  la  República  o  en  tránsito  por 
su  territorio;  el  Arzobispo,  los  Obispos,  los  Vicarios  Jenerales,  los 
Provisores  i  los  Vicarios  particulares;  i  de  las  acusaciones  que  se 
entablaren  contra  los  Jueces  de  Letras  para  hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad resultante  del  ejercicio  de  sus  funciones  ministeria- 
les.» 
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Ahora  ¿quiere  el  lector  conocer  la  opinión  sobre  este  particular 
del  mas  ortodojo,  teórico  i  práctico  de  los  comentadores  de  nues- 
tras leyes? 

Hela  aquí: 

El  Señor  M.  E.  Ballesteros,  en  su  erudito  estudio  sobre  la  Lei 
Orgánica  de  Tribunales,  examinando  el  artículo...  (pajina  378, 
número  724)  dice  lo  que  sigue: 

«El  Presidente  de  la  República  puede  hacerse  reo  de  delitos  po- 
líticos, es  decir,  concernientes  al  ejercicio  de  sus  funciones  i  por 
actos  que  hayan  comprometido  gravemente  el  honor  o  la  seguridad 
del  Estado  o  infrinjiendo  abiertamente  la  Constitución;  i  puede 
también  hacerse  reo  de  delitos  comunes  previstos  i  castigados  en 
el  Código  Penal.  Por  los  primeros  no  puede  ser  juzgado  sino  en  el 
año  inmediato,  concluido  el  término  de  su  Presidencia,  según  lo 
prescribe  el  art.  74  (antigUD  83)  de  la  Constitución. 

No  nos  toca  examinar  si  esta  disposición  es  conveniente  i  ajustada  a  los 
principios  republicanos^  bastándonos  decir  que  ha  sido  combatida  enérji- 
camenie  por  hombres  eminentes,  Pero  cuando  se  trata  de  delitos  comunes^ 
parece  indudable  que  el  Presidente  puede  ser  ju:{gado  como  cualquier 
ciudadano,  sin  otra  ventaja,  ademas  del  fuero  que  le  otorga  el 
art,  67  de  la  Lei  Orgánica  para  sus  causas  civiles  i  criminales,  que 
la  de  exijirse  una  declaración  previa  que  debe  hacer  el  Senado 
sobre  si  ha  lugar  o  no  a  k  admisión  de  la  acusación.» 

De  la  opinión  que  antecede,  el  lector  puede  deducir  serias  con- 
secuencias. 

i.°  Que  son  delitos  comunes  aquellos  que  están  previstos  i  cas- 
tigados por  el  Código  Penal; 

3.®  Que  el  fuero  acordado  al  Presidente  de  la  República,  para 
el  juzgamiento  de  los  delitos  políticos,  no  se  ajusta  a  los  princi- 
pios republicanos  i  ha  sido  combatido  enérjicamente  por  hombres 
eminentes  (Carrasco  Albano  i  Huneeus,  en  sus  Comentarios  de  la 
Constitución), 


Pero,  sin  dejar  de  la  mano  estos  puntos,  cabe  preguntar  por  la 
centésima  vez,  durante  esta  época:  ¿qué  es?  ¿en  qué  consiste? 
¿cuáles  son  los  delitos  que  la  ciencia  denomina  pullticos)  ¿i  en 
qué  se  diferencian  los  delitos  llamados  comunes^^ 

I,  no  existiendo  en  nuestra  lejislacion  patria  esta  definición, 
fuerza  será  buscarla  en  los  tratadistas  i  preceptos  de  la  ciencia 
penal. 

Mr.  Ortolan  {^'/t^m^/i/s  rf¿  Dr 0/7 /•j/itf/,  números   699   i  siguientes] 


2^$  DERECHO   PAiaANENTARIO    CHILENO 


afirma  que  hai  delito  político  siempre  que  se  comete  un  acto  coa 
el  propósito  de  derribar  o  de  modificar  por  actos  contrarios  a  la 
lei,  la  organización  de  los  grandes  poderes  del  Estado,  de  destruir 
o  debilitar  uno  de  estos  poderes,  de  ampliar  o  restrinjir  la  parte 
que  sus  diversos  miembros  están  llamados  a  tomar,  de  ejercer  en 
un  sentido  o  en  otro  una  acción  ilejítima  sobre  el  juego  de  su  me- 
canismo, o  sobre  la  dirección  jeneral  i  suprema  que  de  ella  resul- 
ta para  los  negocios  del  Estado.» 

En  su  excelente  tratado  sobre  los  ^Principios  JeneraUs  del  Derecho 
Pmcd:^^  M.  Hauss  se  espresa  en  estos  términos: 

Por  infracciones  políticas  debe  entenderse  los  crímenes  i  delitos 
que  atacan  únicamente  el  orden  público. 

Así,  para  que  esta  calificación  sea  aplicable  al  hecho  criminal 
que  se  trata  de  apreciar,  no  basta  que  el  interés  de  su  represión 
toque  al  orden  político;  que  el  hecho  turbe  este  orden  o  lo  ponga 
en  peligro;  se  necesita  que  su  criminalidad  dependa  esclusivamen- 
te  de  su  carácter  político. 

El  orden  político  tiene  por  objeto,  en  el  esterior,  la  independen- 
cia de  la  Nación,  la  integridad  del  territorio  i  las  relaciones  del 
Estado  con  los  otro$  Estados,  o  las  relaciones  internacionales. 

En  el  interior,  ese  orden  comprende  la  forma  del  Gobierno,  los 
Poderes  Políticos,  es  decir  las  Cámaras  Lejislativas,  el  Rei  i  sus  Mi- 
nistros, en  una  palabra,  los  derechos  políticos  de  los  ciudadanos.» 

A  estas  definiciones  i  opiniones  adhieren  los  reputados  tratadis- 
tas, M.  Rossel  (Tratados  de  estradicion  de  Suiza.  Tesis  inaugural; 
Gooz  I  c.  133-126  Mittermaier^  en  su  edición  del  libro  clásico  de 
Fbnerbach,  páj.  280-281.) 

Fiore,  al  que  tantas  calumnias  se  levantan  hoi,  define  los  delitos 
políticos,  diciendo  que  son  aquellos  que  perturban  el  orden  deter- 
minado por  las  leyes  fundamentales  del  pais;  la  distribución  de  los 
poderes,  los  límites  de  la  autoridad  de  cada  uno  de  estos  poderes 
i  los  deberes  que  de  ellos  nacen.» 

«Parece  justo,  dice  por  su  parte  M.  de  Baer,  no  mirar  como  de- 
litos políticos  sino  los  actos  culpables  que  nacen  manifiestamente 
de  una  tendencia  a  derribar  ilegalmente  el  Estado  o  sus  institucio- 
nes, aunque  sobrepasara  los  límites  formales  de  la  legalidad,  con- 
tra los  actos  del  Gobierno,  formalmente  ilegales  o  contrarios  a  los 
principios  fundamentales  de  la  justicia  i  la  equidad  » 

M.  Frcebel  System  der  socialen  Politick  (11.  p.  284)  pretende  que 
no  existen  en  absoluto  delitos  políticos. 

M.  Billot,  citado  por  Fiore,  se  limita  a  decir  (p.  102)  que,  bajo 
la  calificación  de  crímenes  i  delitos  políticos  se  comprenden  ctó- 
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dos  los  actos  que  persiguen  el  propósito  de  atacar,  por  medios 
contrarios  a  la  leí,  el  orden  político  o  el  orden  social  establecido 
en  un  pais.» 

Al  lado  de  todas  estas  definiciones  se  encuentra  otra  dada  por 
Stuart  Mili,  en  su  discurso  de  Agosto  3  de  1886.  «A  political  óffencé 
is  anis  Ojffence  in  ihe  course  0/  or  furthering  of  civil  war^  insurrecUon^  ór 
polUical  conmolióm.'k 

En  su  discurso  ante  la  Cámara  de  Diputados  el  Ministro  de  Aus- 
tria, Mr.  Glaser  ,  dio  por  su  parte  la  siguiente: 
■^  «No  puede  ser  crimen  político  sino  el  que,  por  su  naturaleza 
misma,  se  halla  constituido  en  tal  forma  que  se  apoye,  por  regla  jí^ 
ncral,  sobre  motivos  polUicos,^ 


Pero  si  hai,  como  se  ve,  diversidad  de  forma,  mas  que  de  fondo, 
para  apreciar  i  definir  el  carácter  del  delito  político,  ningún  autor 
ni  nadie  trepida,  cuando  junto  con  el  delito  político,  o  al  través  de 
él,  se  une  el  delito  común,  es  decir  la  violación  de  un  precepto,  no 
ya  de  la  lei  política,  elástica  i  variable,  sino  de  la  lei  moral,  abso- 
luta e  intransijente. 


El  derecho  internacional  ha  trazado  ya  con  caracteres  bien  defi- 
nidos la  línea  de  separación. 

Ningún  tratado  de  estradicion  enumera,  ningún  tratadista  acon«> 
seja  ni  insinúa  siquiera  que  pueda  negarse  la  estradicion  a  los  reos 
de  delitos  políticos. 

I  con  sobrado  fundamento. 

Pero,  el  hombre  o  el  partido,  que  se  aprovecha  para  dar  rienda 
suelta  a  sus  pasiones  personales,  satisfacer  sus  venganzas  privadas, 
o  atacar  con  miras  de  lucro  la  propiedad  de  sus  conciudadanos,  es 
no  solo  un  criminal  sino  un  cobarde. 

Puede,  según  muchos  autores,  i  la  naturaleza,  reputarse  delitos 
políticos  el  desempedrar  las  calles,  el  de  echar  abajo  los  árboles, 
el  destruir  puentes  o  caminos;  el  pillaje  de  un  almacén  de  armas, 
la  invasión  de  una  casa,  el  despojo  de  un  carruaje  con  el  propósito 
de  formar  una  barricada,  etc. 

Pero  el  despojo  sistemático  de  las  propiedades,  el  vejamen  per- 
manente a  la  persona  de  los  adversarios,  revela,  no  ya  un  plan  po- 
lítico sino  un  ataque  personal. 

Por  estos  motivos  es  que  M.  Ortolau  ha  dicho,  con  solemne 
Justicia,  estas  palabras: 
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«Si  se  supone,  actos  reprobados  aun  por  los  usos  de  la  guerra, 
lejos  de  la  observancia  de  sus  prácticas,  i  que  los  que  toman  parte 
en  la  lucha  política  deben  ser  los  primeros  en  reprobar;  muerte 
de  parlamentarios,  homicidios  i  asesinatos  por  odio  o  por  vengan- 
za, incendios,  saqueos  i  pillajes  con  el  propósito  de  satisfacer  sus 
pasiones  personales  o  de  apropiarse  el  botin  que  se  recoje;  robos  en 
medio  de  la  perturbación  i  la  falta  de  vijilancia  que  producen  los 
acontecimientos,  esos  actos  no  pertenecen  a  la  lucha  política;  han 
hallado  la  ocasión  de  producirse  durante  ella;  pero  son  distintos; 
los  vicios  i  las  pasiones  que  juegan  su  rol,  aun  cuando  fueran  chis- 
pas emanadas  de  la  hoguera  política,  no  podrían  cambiar  su  carác- 
ter i  no  figurarán  en  la  medida  de  la  culpabilidad  sino  con  la 
tasa  ordinaria  que  le  señala  la  justicia  penal.  £"505  actos  son  delitos 
afearte,  i  delitos  de  derecho  común,  i  todos  los  partidos  deben  repu- 
diarlos bajo  pena  de  deshonrarse.* 

Por  esto  es  M.  que  Coninck  Liepting  propone  que  se  inserte  en 
todos  los  tratados  de  estradicion  una  cláusula  concebida  mas  o 
menos  en  estos  términos: 

«Sin  embargo,  la  estradicion  tendrá  lugar  por  los  atentados  con- 
tra las  personas,  contra  las  propiedades,  o  contra  la  cosa  pública, 
si  han  sido  cometidos  en  una  lucha  política  interior,  o  una  guerra 
civil,  i  si  fueran  ilejítimos  (criminales)  aun  cuando  el  partido  que 
los  ha  cometido  estuviera  en  su  derecho.» 

I  nadie  podrá  negar  la  completa  justicia  de  las  opiniones  que 
anteceden. 

La  pasión  política  podrá  tener,  ha  tenido  i  tendrá  frecuente- 
mente exajeracioncs  i  dolorosos  estravíos. 

Pero  su  oríjen  es  grande  i  noble,  como  el  amor  a  la  patria  que 
la  inspira. 

Pero  ¿cómo  confundir  ese  sentimiento,  aun  estraviado  con  la 
rapiña,  la  codicia,  el  robo  i  la  venganza? 

Como  lo  dice  uno  de  los  mas  grandes  criminalistas  (Elie,  ThcO" 
rie  du  Code  Penal,  ii  p."*  410):  ¿qué  importa  que  sea  la  venganza, 
a  codicia  o  el  fanatismo  político  quienes  hayan  colocado  el  puñal 
en  la  mano  del  asesino?  Su  acción  no  deja  por  ello  de  ser  un  ase- 
sinato. Si  el  delito  político  refleja  una  inmoralidad  especial,  no  es 
sino  en  tanto  que  queda  puro,  por  decirlo  así,  de  toda  mezcla  con 
los^elitos  comunes;  pero  si  el  delincuente  no  ha  reculado  en  pre- 
sencia del  asesinato  o  del  saqueo  para  realizar  sus  planes  políticos, 
es  evidente  que  la  criminalidad  relativa  de  su  intención  no  podría 
protejerlo,  i  que  el  derecho  común  reivindica  un  culpable  que  se 
ha  manchíido  con  un  crimen  común.» 


r 
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Tal  es,  por  otra  parte,  lo  opinión  i  el  sentimiento  óe\  orbe  civi- 
lizado sin  escepcion. 

¿Qué  pais,  qué  nación  ha  amparado  a  los  comunistas,  a  los  nihi- 
listas, que  por  medio  del  asesinato  i  del  incendio,  aspiran,  no  al 
cambio  de  una  forma  de  gobierno  por  otra,  sino  a  la  anarquía  i 
al  triunfo  de  los  instintos  bestiales  del  hombre? 


Queda  de  manifiesto,  pues,  que  no  todo  delito  cometido  por  un 
funcionario,  durante  el  período  de  sus  funciones,  es  delito  políti- 
co, para  cuyo  juzgamiento  se  goza  de  fuero  i  de  privilejios  i  tri- 
bunales especiales. 

Esta  doctrina  no  admite  discusión,  sobre  todo  desde  que,  el  Có- 
digo Penal  común,  como  se  ha  visto,  i  se  sabe,  contiene  innumera- 
bles disposiciones  contra  los  funcionarios  delincuentes. 

Es  verdad  que  la  Constitución  dice  «que  el  Presidente  de  la  Re- 
pública puede  ser  acusado  solo  en  el  año  inmediato  después  de 
concluido  el  término  de  su  Presidencia.» 

Pero  añade  a  la  vez  «por  todos  los  actos  de  su  administración  en 
que  haya  comprometido  gravemente  el  honor  o  la  seguridad  del 
Estado,  o  infrinjido  abiertamente  la  Constitución.» 

A  pesar,  repito,  de  la  estudiada  vaguedad  de  estas  frases,  el  mas 
vulgar  criterio  reconoce  que  ellas  se  refieren  solo  a  delitos  esclu- 
sivamente  administrativos  o  políticos. 

Pero  de  ninguna  manera  a  delitos  ordinarios  o  comunes. 

Supóngase  que  mañana  un  Presidente  de  la  República  cometiese 
un  asesinato,  un  robo,  una  falsificación,  un  atentado  contra  el  ho- 
nor de  una  familia,  ¿podria  permanecer  un  momento  mas  en  su 
puesto? 

I  si  este  crimen  hubiera  sido  ejecutado  durante  los  primeros  días, 
o  el  primer  año  de  la  Presidencia,  ¿el  pais  habría  de  tolerar,  ver  cu- 
bierto con  las  insignias  de  Jefe.del  Estado,  Jeneral,  Almirante,  Jus- 
ticia Mayor,  Lejislador,  etc.,  al  que  se  habia  hecho  acreedor  a  la 
Penitenciaria,  o  quizas  al  cadalso? 

I  el  padre,  o  esposo  ultrajado,  el  individuo  escarnecido  o  sa- 
queado, habrían  de  aguardar  cruzados  de  brazos,  el  vencimiento 
de  esa  impunidad  de  cinco  años? 

Oh!  eso  es  monstruoso  a  fuer  de  inmoral  i  de  absurdo!. . . 

Con  razón  Huneeus  dice,  al  comentar  este  artículo: 

«Esto  constituye  una  anomalía  que  no  encontramos  en  la  Cons- 
titución de  ningún  otro  pais  republicano.  Así,  en  los  Estados  Uni- 
dos, en  la  Confederación  Arjentina»  por  ejemplo,  el  Presi4eíitq 


• 
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puede  ser  acusado  durante  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  ciertos 
actos  de  su  administración.» 

Pero  ya  que  he  citado  al  ilustrado  profesor,  completaré  esa  cita. 

Las  opiniones  de  mi  lamentado  amigo  tienen,  en  esta  parte,  un 
vigor  i  brillo  estraordinarios;  casi  podria  llamarse  un  vigor  de  in-» 
tuición. 

Dice  así  (t.  II,  páj.  i66.) 

. .  .Pero  queremos,  sí,  dejar  constancia  a  lo  menos  de  que,  en 
nuestro  concepto,  la  Constitución  debería  reformarse  en  el  sentido 
de  que,  conjuntamente  con  el  Presidente  se  elijiera  un  vice-Presi- 
dente;  i  en  el  de  que  uno  i  otro  pudieran  ser  acusados  durante  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  i  en  el  año  inmediato. .  • 

«Establézcanse  las  garantías  que  se  quieran  para  evitar  acusacio- 
nes infundadas  al  Presidente;  pero  organícense  las  cosas  de  manera 
que  la  República  de  Chile  sea  gobernada  por  un  funcionario  verda- 
deramente responsable  ante  el  Congreso,  i  no  por  un  Presidente  que 
se  asemeja  mucho  a  un  Monarca,  sin  el  nombre  de  tal.  Este  sistema 
misto  adoptado  por  nuestra  Constitución,  tiene  todos  los  inconve- 
nientes  de  la  Monarquía,  especialmente  cuando  la  Presidencia  cae  en 
manos  de  hombres  de  personalidad  vigorosa  que  pretenden  de  or- 
dinario dirijirlo  todo,  i  que  no  quieren  comprender  que  es  mucho 
mas  di&cil  que  éso  desempeñar  el  papel  de  moderador,  que  tan 
pocos  Monarcas  saben  llenar  cumplidamente.» 


Entrando  de  lleno  en  el  terreno  positivo  que  es  el  principal,  i 
verdadero  objeto  de  este  trabajo,  cabe  preguntar  si  el  Presidente 
de  la  República  puede  o  no  ser  acusado  criminalmente  por  los  de- 
litos comunes  que  cometiere  fuera  del  ejercicio  de  sus  funciones  ^ 
no  como  funcionario  público. 

Nosotros  respondemos  resueltamente  que  5/,  i  nos  parece  tan  cla- 
ra la  cuestión  que  no  daríamos  a  nuestros  lectores  la  molestia  de 
ocuparse  de  ella  si  no  fuera  porque  hemos  oido  con  frecuencia 
sostener  la  opinión  contraria,  sin  que  acertemos  a  darnos  cuenta  de 
los  argumentos  de  derecho  positivo  en  que  ella  pudiere  apoyarse. 

«El  artículo  83  de  la  Constitución  establece  que  el  Presidente 
de  la  República  solo  puede  ser  acusado  en  el  año  inmediato  a  la  es- 
piración de  su  Presidencia^  por  aquellos  aclos  de  su  administración 
en  que  hubiere  comprometido  gravemente  el  honor  i  la  seguridad 
del  Estado^  o  infrinjido  abiertamente  la  Constitución.  Ese  artículo 
se  reñere,  pues,  única  i  esclusi  va  mente  a  los  actos  del  funcionario 
público  i  «segura  a  éste  una  inmunidad  temporal  en  razón  dentales 
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actos.  Pero  no  se  refiere  ni  hace  alusión  siquiera  a  los  delitos  co- 
munes, que  pudiere  cometer  el  indwiduo  que  ejerce  la  Presidencia^ 
i  que  ninguna  relación  tuvieren  con  las  funciones  públicas  que  ella 
envuelve. 

Si  esto  es  evidente,  seria  menester, — para  probar  que  la  persona 
que  ejerce  las  funciones  de  Presidente  no  puede  ser  acusada  por 
los  delitos  comunes  que  cometiere  fuera  del  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, sino  después  de  terminado  el  período  presidencial, — citar 
algún  precepto  constitucional  que  así  lo  dispusiera.  I  como  tal  pre- 
cepto no  existe,  es  forzoso  deducir  que  el  principio  constitucional 
de  la  igualdad  ante  la  lei,  tiene  que  aplicarse  al  caso  que  examina- 
mos, i  que  el  individuo  que,  ejerciendo  la  Presidencia,  cometiere 
delitos  comunes  que  ninguna  relación  tengan  con  sus  funciones  pú- 
blicas, puede  ser  acusado  desde  luego  como  todo  habitante  del  Es- 
tado i  juzgado  por  el  Tribunal  que  estuviere  designado  de  antemano 
por  la  lei. 

Es  ésto  tan  cierto  que  el  artículo  67  de  la  Lei  Orgánica  de  Tribu- 
nales de  15  de  Octubre  de  1875,  dispone  que  corresponde  a  las  Cor- 
tes de  Apelaciones  conocer  en  primera  instancia  de  las  causas 
civiles  o  criminales  en  que  sean  parte  o  tengan  interés  el  Presidente 
de  la  República,  los  Ministros  de  Estado  i  otros  funcionarios  que 
en  él  se  enumeran,  debiendo  conocer  de  ellas  en  segunda  instancia 
la  Corte  Suprema,   conforme  al  artículo  107  de  la  misma  lei.:^ 

I  nótese  bien  que  esas  disposiciones  legales  no  establecen  distin- 
ción alguna  entre  las  causas  criminales  en  que  el  Presidente  fuere 
parte  acusadora,  o  acusada.  La  lei  es  jeneral  i  absoluta,  i  no  le  habría 

sido  posible  distinguir  donde  la  Constitución  no  distingue. « 

««••••••••••••••••••.•••••.•••••••••.•••.••.•..•.•••••■...*•• 

•  •••••.  .Ademas  debe  recordarse  que,  conforme  a  lo  dispuesto  en 

el  art.  81  de  la  Constitución  de  1828,  podia  ser  acusado  por  la  Cá- 
mara de  Diputados  ante  el  Senado,  aun  durante  el  ejercicio  desús  fun- 
ciones, por  los  delitos  de  traición  i  de  malversación  de  fondos  pú- 
blicos, infracción  de  la  Constitución  i  violación  de  los  derechos 
individuales.» 

I  el  gran  publicista  terminaba  su  comentario  con  estas  notables 
palabras  que  sucesos  recientes  hacen  dignas  de  eterna  memoria: 

«Bastante  defecto  es  en  nuestra  Constitución  asegurar  impuni- 
dad a  un  Presidente  que  delinque  como  tal  durante  un  período 
mas  o  menos  largo.  |No  pretendemos  hacerla  todavía  peor,  supo- 
niendo que  quiso  asegurarla  también  al  criminal  comun^  al  delin- 
cuente ordinario,  tan  solo  porque  inviste  una  función  temporal 
que,  por  lo  mismo  que  es  altamente  elevada,  le  obliga  a  condu** 
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se  mejor,  i  le  hacea  acreedor  a  un  castigo  iamedíato,  ea  c 
olvidar  los  deberes  que  ella  impone!.  ,.> 


Creo  haber  dejado  demostrado: 

i,°  Q.ue  los  allanamientos,  saqueos,  prÍMones,  tormentos  ¡ 
mas  crímenes  comprendidos  en  esta  categoría,  i  previstos  i  cas- 
ados por  el  Código  Penal,  no  se  desnaturalizan  ni  cambian  de 
rácter  por  el  hecho  de  ser  concebidos  i  ejecutados  por  un  par- 
o  o  poder  político,  o  durante  el  período  de  una  guerra  civil  o 
:ha  política; 

1.°  Que  siendo  comunes  los  delitos  i  crímenes  enumerados  en  el 
:iso  anterior,  puédese  acusar  a  sus  autores,  Intendentes,  Minis- 
>s  i  al  mismo  Presidente  de  la  República  ante  los  Tribunales 
linarios,  es  decir,  ante  las  Cortes  de  Apelaciones^  en  i.*  instaa- 
i,  i  Corte  Suprema  en  seguida. 


CAPITULO    XXIII 

Oe   los   Ministraos 

Antes  de  enttai"  al  comentario  de  las  disposiciones 
tnstitucionales  referentes  a  esta  clase  de  funcionarios 
ministrativos,  he  creído  conducente  reproducir  una 
iblicacion  contemporánea  que  examina  el  rol  que  de- 
mpeñan,  i  el  oríjen  de  esas  funciones,  en  los  países 
vilizados  del  orbe. 
Hela  aquí: 

I 

El  oríjen  de  los  puestos  ministeriales  remonta,   puede  decirse, 

os  favoritos. 

Ya   los  emperadores  de  Occidente  los  poseían,  aunque  sin  título 

atribuciones  legales  ni  determinadas. 

Soecio  i  Belisario  fueron,  por  decirlo  así,  los  Ministros  del  Intt- 

•r  i  de  Guerra  de  sus  respectivos  emperadores. 
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Mas  tarde  los  poseyeron  también  los  reyes  del  feudalismo,  i  la 
historia  recuerda  aun  las  crueldades  del  barbero  de  Luis  XI  en 
Francia,  i  el  infortunio  de  don  Alvaro  de  Luna  en  España. 

Mas  los  honores  i  la  fortuna  de  los  favoritos,  ni  reposaba  sobre 
ninguna  base  sólida,  ni  conferia  tampoco  derecho  alguno  al  agra- 
ciado. 

El  verdadero  cargo  de  Ministro  no  vino  a  existir  en  Europa  sino 
desde  el  dia  en  que  la  unidad  delxeino,  sólidamente  constituida, 
trajo  como  consecuencia  natural  i  lójica  una  poderosa  i  sistemática 
centralización. 

Antes  de  esa  época  existían  pero  como  simples  cargos  el  de  ma- 
riscal {de  mariscales^  o  palafrenero)  i  en  Francia  el  condesiabli-  {de 
corne  stabuli)  que  vijilaban  los  caballos  i  la  caballería;  el  senescal 
primeramente  mayordomo  de  la  cocina  real  i  cuya  misión  era  pre- 
sentar los  guisos  al  rei;  el  chambelán  que  velaba  sobre  las  habita- 
ciones, el  copero  real  sobre  las  bebidas. 

Poco  a  poco  el  mariscal  habia  pasado  a  ser  el  jefe  de  la  guardia, 
i  después  del  ejército;  el  senescal  juzgaba  en  nombre  del  rei;  el 
chambelán  administraba  la  fortuna  real,  i  el  copero  cobraba  los 
diezmos  i  los  censos. 

Sully,  el  compañero  de  glorias  de  Enrique  IV;  el  cardenal  Wol- 
sey,  el  complaciente  servidor  de  Enrique  VIII;  Leicester  el  privado 
de  Isabel;  el  valiente  Lord  StafTord  bajo  Carlos  I;  el  príncipe  Kau- 
nitz  el  leal  amigo  de  María  Teresa,  Struensée  en  Suecia,  Cisneros 
en  España,  si  bien  repartian  dones  i  favores,  i  hasta  dirijian  el  Esta- 
do, en  realidad,  lo  hacian  bajo  las  órdenes  i  con  el  asentimiento 
soberano. 

El  título  de  Secretario  de  Estado,  con  qne  ahora  se  les  denomina 
universalmente,  tiene  su  oríjen  en  Francia  bajo  las  monarquías  de 
Francisco  I  i  Enrique  II. 

Se  les  llamaba  entonces  notarios  del  rei,  o  notarios  secretarios  de  Es- 
iadOf  i  se  turnaban  para  el  despacho  de  los  decretos  i  ordenanzas 
reales,  que  refrendaban;  se  repartian  la  dirección  administrativa  i 
la  de  los  asuntos  esteriores,  pero  lesera  prohibido  intervenir,  ni  en, 
la  justicia,  ni  en  las  finanzas,  ni  en  la  guerra,  materias  reservadas 
al  soberano. 

En  1619,  creada  la  casa  del  Rei,  se  coloca  a  su  cabeza  al  primero 
de  dichos  secretarios;  en  1626,  Richelieu,  ya  primer  Ministro,  reú- 
ne en  una  misma  mano  los  negocios  esteriores,  i  aboliendo  el  destino 
de  condestable  i  entrega  (1627)  la  dirección  de  los  asuntos  de  la 
guerra  a  un  tercer  secretario  (1636-1643). 

El  sucesor  de  Richelieu^  MazarinO;  no  altera  esta  situación,  que 
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se  proroga  hasta  el  momento  (1661)  en  que  Luis  XIV  manifiesta 
solemaemente  su  voluntad  de  gobernar  por  sí  mismo  i  empuñar 
las  riendas  del  Estado. 


Luis  XIV  no  hizo,  con  todo,  grandes  innovaciones  en  esta  ma- 
teria. 

El  canciller  de  la  Justicia  que,  desde  el  siglo  XIII  tenia  asien- 
to entre  los  Pares,  i  representaba  al  Rei  ante  los  Tribunales  i 
Parlamentos,  fué  mantenido  en  su  rango,  i  después  del  descala- 
bro de  Fouquet  las  funciones  de  superintendente  de  Finanzas  fue* 
ron  suprimidas,  pero  no  tardó  mucho  tiempo  sin  que  renacieran  de 
nuevo  para  ser  confiadas  a  Colbert. 

Después  de  este  gran  jénio,  el  brillo  del  cargo  parece  sufrir 
algún  eclipse. 

Este  es  al  menos  el  juicio  de  Saint  Simón. 

Esos  secretarios,  dice,  eran  por  lo  jeneral  €JenUs  de^nada  que  el 
poder  reducía  también  a  nada.i^ 

En  esa  época,  cambiaron  su  título  de  Secretarios  por  el  de  Mi- 
nistros. 


Luis  XV  modificó  esa  situación  gradualmente  por  la  creación 
de  Consejos  Especiales^  en  número  de  siete. 

El  motivo  de  este  cambio  está  esplicado  también  por  el  mismo 
Saint  Simón. 

cLa  nobleza,  dice,  acostumbrada  a  no  ser  buena  para  nada  sino 
para  hacerse  matar  i  vejetar  en  el  intervalo  en  una  mortal  inutili- 
dad, procuró  derribar  al  monstruo  que  le  habia  devorado,  es  decir, 
al  contralor  jeneral,  i  los  Secretarios  de  Estado,  ordinariamente 
desunidos  entre  sí,  pero  siempre  i  perfectamente  reunidos  en 
contra  de  ella.» 


El  ensayo  de  los  Consejos,  en  sustitución  de  los  Ministros,  no 
fué  absolutamente  feliz. 

D  Arjenson  da  en  sus  Memorias  la  razón  de  su  descrédito  en 
estos  razonados  i  elocuentes  conceptos: 

«Así  como  los  Consejos  pueden  ser  útiles  cuando  son  dirijidoa 
i  cuando  las  cuestiones  que  les  son  sometidas  han  sido  de  ante* 
mano  preparadas  por  la  autoridad,  i  ésta  ha  decidido  soberana- 
mente después  de  haberlos  consultado,  así  son  igualmente  pelí- 
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grosos  cuando,  en  lugar  de  encargarles  h  tarea  de  ilustrar  al 
poder, éste  se  les  abandona  por  completo...  I  mas  adelante...  Ningu- 
na colección  de  hombres,  a  monos  que  no  tenga  una  organización 
o  jerarquía,  es  apta  para  la  acción  en  el  sentido  propio  de  esta  pa- 
labra. Aun  un  Consejo  superior,  compuesto  de  un  pequeño  núme- 
ro  de  miembros  familiarizados  con  la  tarea  que  tiene  que  realizar, 
es  siempre  un  instrumento  inferior  a  cualquier  individuo  que  pu- 
diera encontrarse  entre  sus  miembros^  i  ese  Consejo  ganaria  enor- 
memente obteniendo  que  tal  individuo  fuera  el  Jefe  i  los  demás 
le  estuvieran  subordinados.» 


No  obstante  el  imperio  de  estos  argumentos  apoyados  calorosa- 
mente por  la  opinión  pública,  los  Consejos  prolongaron  su  exis- 
tencia hasta  el  año  1718. 

Durante  ese  término  se  creó,  sin  embargo,  un  quinto  Secretario 
de  Estado,  a  quien  se  encargó  esclusívamente  de  los  negocios  in- 
dustriales i  comerciales. 

Luis  XV^  a  su  turno,  renovando  las  tradiciones  de  Gobierno 
personal  de  Luis  XIV,  resucitó  el  título,  ya  olvidado,  de  principal 
ministro,  que  desempeñaron  alternativamente,  el  duque  de  Bor- 
bon  i  el  cardenal  de  Fleury. 

Luis  XVI  mantuvo  igual  situación,  i  fué  bajo  ella  cuando  tuvo 
lugar  la  reunión  de  los  Estados  Jenerales. 


La  Asamblea  francesa  no  podía  acatar  tal  organización. 

Principiando  por  decretar  la  responsabilidad  ministerial,  esta- 
bleció por  sus  leyes  de  Abril  27  i  Mayo  25  de  1791,  que  los  minis- 
tros no  podian  ser  elejidos  en  el  seno  de  la  Asamblea. 

Era  ella,  no  obstante,  quien  debia  determinar  el  numero  i  la  di- 
visión de  los  departamentos  ministeriales  i  el  manejo  de  fondos 
fiscales,  atribución  que,  arrancada  de  manos  del  Rei  i  de  los  Minis- 
tros, confió  esclusivamente  a  una  administración  particular  some- 
tida a  la  misma  Asamblea,  í  a  su  comité  de  finanzas. 

Este  sistema  de  aniquilamiento  o  amputación,  produjo,  como  era 
natural,  la  impotencia  absoluta  i  la  inhabilidad  política  de  los  mi- 
nistros del  infortunado  Luis  XVI,  que  de  servidores  de  un  rei  pa- 
saron a  ser  instrumentos  de  una  asamblea. 

En  esta  situación,  vijilados  eficaz  e  incesantemente  por  la  Asam- 
blea; viéndose  reducir  dia  a  dia  sus  facultades  por  decretos  espe- 
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cíales  i  repetidos;  temiendo  a  cada  momento  ser  tildados  o  sospe- 
chosos de  debilidad  o  de  tendencias  a  la  reacción,  los  ministros 
jirondinos  no  obstante  sus  esfuerzos  de  intelijencia  i  su  patriótica 
actividad,  escoliaron,  como  se  sabe,  en  todas  sus  empresas. 

Desde  el  momento  en  que,  como  lo  decia  Mme.  de  Stael,  «se 
combina  una  constitución  como  un  plan  de  ataque^  i  se  considera 
el  poder  Ejecutivo  como  un  enemigo  en  vez  de  una  salvaguardia 
de  la  libertad}^,  toda  independencia  desaparece,  toda  iniciativa  se 
pierde,  i  todos  los  propósitos  por  mas  noble  que  sea  su  oríjen,  es- 
tán fatalmente  condenados  a  perecer  en  el  vacío. .  • 


Una  vez  en  la  pendiente,  el  descenso  era  lójico  e  inevitable. 

Por  eso,  el  poder  ministerial,  rio  obstante  su  trasformacion  al 
día  siguiente  del  lo  de  Agosto,  en  Consejo  ejecutivo  provisorio 
i  de  ser  nombrados  directamente  por  la  Asamblea,  marchó  rápida- 
mente a  su  disolución. 

•  En  Abril  de    1794  el  Consejo  Ejecutivo  recibía  su  sentencia  de 
muerte. 

Los  Ministros,  decia  la  Convención,  eran  poderes  que  conserva- 
ban aun  demasiada  importancia  i...  o  bien  dejando  obrar  con 
toda  independencia  al  Comité,  eran  un  rodaje  inútil,  o  bien,  que- 
iendo  hacerlo  todo  por  sí  mismos,  eran  unos  importunos  compe- 
tidores. En  consecuencia  de  estas  premisas,  se  abolió  el  cargo  de 
ministro,  i  en  vez  de  esos  empleos  se  crearon  doce  comisiones 
que  dependían  del  comité  de  salvación  pública,  i  que  según  la  fra- 
se de  M.  Thiers,  no  fueron  otra  cosa  que  doce  oficinas  entre  las 
que  se  repartió  el  material  de  la  administración. 


Los  inconvenientes  de  este  sistema  no  tardaron  en  hacerse  pre- 
sente, i  en   1795  la  Francia  volvió  a  reorganizar  los  ministerios. 

Pero  a  la  vez  los  mantuvo  en  la  misma  anémica  i  subyugada 
posición. 

Su  número  i  funciones;  su  nombramiento  i  destitución  dependían 
del  Poder  Lejislativo;  no  podían  ser  miembros  de  ese  cuerpo,  pero 
respondían  ante  él  de  todos  sus  actos. 


La  Constitución  del  año  VIII  no  cambió  este  orden  de  cosas 
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sino  en  cuanto  reemplazó  el  Poder  Lejislativo  por  la  persona  del 
primer  cónsul. 

El  primer  imperio  hizo,  puede  aseverarse,  del  poder  ministerial 
un  cargo  de  lujo  i  de  brillo. 

La  absorbente  voluntad  de  Napoleón  I  no  consentía  ni  toleraba 
consejeros  sino  ejecutores  de  sus  designios. 

Hubo  durante  él,  i  a  virtud  del  Senado-Consulto  de  a8  floreal 
(18  de  Mayo)  de  1804: 

I.*"  Un  gran  elector^  cuya  misión  consistia  en  convocar  el  cuerpo 
lejislativo  i  colejios  electorales,  promulgar  los  senados -consultos 
de  disolución  de  esas  asambleas  i  presenciar  el  juramento  los 
miembros  de  los  grandes  cuerpos  del  Estado; 

3.*^  Un  archicanciller  del  imperio  encargado  de  la  promulgación 
de  los  senados-consultos  orgánicos  i  de  las  leyes;  de  presidir  la  alta 
Corte  Imperial;  de  firmar  las  actas  de  matrimonio  i  de  muerte  en 
la  familia  imperial;  de  recibir  el  juramento  de  los  majistrados^  i  de 
presentar  a  él  los  titulares  de  las  grandes  dignidades,  i  los  grandes 
oficiales  civiles  de  la  corona; 

}.''  Un  archicanciller  de  Estado  encargado  de  la  promulgación 
de  los  tratados  i  de  presentar  a  los  enviados  estranjeros  i  recibir  el 
juramento  de  los  ajentes  diplomáticos; 

4.''  Un  archicanciller  encargado  de  la  revisión  de  las  cuentas  de 
entradas  i  gastos  anuales,  del  arreglo  del  gran  libro  de  la  deuda 
pública^  de  firmar  los  diplomas  de  las  pensiones  civiles  i  recibir  el 
juramento  de  los  principales  ajentes  del  tesoro; 

^.'^  Un  condestable  con  iguales  funciones  en  el  departamento  de 
Guerra; 

6."*  Un  gran  almirante  encargado  de  las  mismas  atribuciones  en 
la  marina. 

La  Carta  de  18 14  fué  la  que  vino  a  constituir  de  una  manera 
eficaz  el  poder  ministerial. 

Dándole  independencia^  iniciativa  i  garantías  para  la  realización 
de  sus  ideas  i  propósitos,  le  impuso  asimismo  una  seria  i  lójica 
responsabilidad  por  sus  actos,  ante  el  congreso,  fiscal,  vijilantei 
juez  de  todos  ellos. 

El  vínculo  de  unión  entre  ambos  poderes  vino  a  ser  una  nece- 
sidad del  orden  político. 

La  célebre  i  conocida  máxima:  el  rei  reina,  pero  no  gobierna,  pasó 
a  ser  un  sistema  de  gobierno,  i  los  diversos  cambios  en  el  personal 
^-^l  gabinete  la  afianzaban  incesantemente  ante  el  congreso,  el 
lacio  i  el  país. 
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La  República  de  1848,  retrocediendo  al  tiempo  de  la  Convención, 
en  parte,  mantuvo  el  ministerio  al  lado  del  presidente  pero  casi 
dominando  i  superior  a  éste. 

El  Cuerpo  Lejislativo  ante  el  cual  era  responsable,  fijaba  su  nú- 
mero i  atribuciones. 

Esos  funcionarios  tenían  asiento  en  la  Asamblea  i  voz,  pero  no 
voto  en  ella. 

El  presidente,  responsable  también  personalmente  ante  la  Asam- 
blea, necesitaba  de  la  firma  ministerial  para  dar  fuerza  a  sus  dispo- 
siciones. 


Establecido  el  imperio,  la  situación  anterior  se   modificó. 

En  las  bases  de  la  Constitución  de  1852,  el  artículo  2.°  estable- 
cía, en  su  inciso  2.%  que  los  ministros  dependerían  únicamente  del 
Poder  Ejecutivo. 

El  Senado-Consulto  de  Noviembre  7  de  1852,  los  plebiscitos  de 
21  i  22  de  Noviembre  siguientes,  conservaron  la  disposición  ante- 
rior. 


Actualmente  existen  en  Francia  once  ministerios,  cuyo  sueldo 
fijado  por  lei  de  Junio  16  de  187 1,  es  de  12,000  pesos  o  60,000 
francos. 

Solo  algunos  de  ellos  tienen  Subsecretarios  para  ayudar  a  los 
Ministros  en  la  dirección  administrativa.  El  sueldo  de  los  Subse- 
cretarios^ fijado  por  los  Presupuestos,  es  de  30,000  francos  o  6;000 
pesos. 

No  puede  hacerse  variación  alguna  en  la  organización  de  ningún 
Ministerio  sino  por  medio  de  un  decreto.  (Leí  de  Diciembre  30  de 

1882.) 

Los  Ministerios  poseen  a  su  servicio  ajentes  interiores  o  esterio- 
res. 

Los  primeros  preparan  i  facilitan  el  trabajo  de  los  ministros;  los 
segundos  vijilan  su  ejecución  en  los  puntos  del  pais  a  que  son  en- 
viados. 

Los  que  ocupan  grados  superiores^  como  directores  jenerales^ 
directores  o  subdirectores,  necesitan  para  su  nombramiento  del 
jefe  del  Estado:  en  cuanto  a  los  otros,  reciben  su  nombramiento 
directamente  de  los  ministros. 

Existe  ademas  en  torno  del  gabinete  una  institución  compuesta 
de  hombres  especiales  nombrados,  ya  por  el  jefe  del  Estado,  ya 
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por  los  mismos  Ministros,  para  ilustrarlos  respecto  de  cuestiones 
técnicas  i  profesionales. 

Se  denominan  Consejos  Especiales. 

Entra,  ademas,  en  las  atribuciones  ministeriales,   el  formar  co« 
misiones  temporales,  para  un  objeto  i  por  tiempo  determinado. 


En  cuanto  al  establecimiento  o  creación  de  los  Ministros  sin  car- 
tera, su  oríjen  se  encuentra  en  el  segundo  imperio. 

En  efecto,  determinado  por  el  artículo  44  de  la  Constitución  dé 
1852  que  los  ministros  no  podian  formar  parte  del  Cuerpo  Lejisla- 
tivo,  i  por  el  artículo  51  que  solo  al  Consejo  de  Estado  incumbía 
sostener  la  discusión  de  los  proyectos  de  lei  ante  la  Cámara,  se 
vio  el  gobierno  en  la  necesidad  de  dictar  el  decreto  de  24  de  No- 
viembre de  1860  creando  como  ausiliares  del  Consejo  de  Estado 
en  la  tarea  de  defender  i  discutir  las  leyes  ante  el  Parlamento,  a 
dos  ministros  oradores,  sin  atribuciones  administrativas  a  quienes 
se  denominó  por  ese  motivo  <cininislros  sin  cartera.:^ 

Por  idénticos  motivos  hubo  de  dictarse  en  Junio  23  de  1863  un 
nuevo  decreto;  que  en  vez  de  esos  ministros  creó  un  «ministerio 
de  Estado,  separado  de  toda  atribución  administrativa,  con  el  ob- 
jeto de  organizar  mas  sólidamente  la  representación  gubernativa 
ante  las  Cámaras,  sin  apartarse  del  espíritu  de  la  Constitución.» 

II 

INGLATERRA 

Se  ha  visto  ya  la  larga  lucha  sostenida  en  Francia  para  sostener 
i  llevar  a  cabo  lo  que  podría  decirse,  la  autonomía  del  gabinete,  i 
las  diversas  modificaciones  sufridas  en  su  carrera  por  esta  entidad 
política. 

En  Inglaterra  sucede  todo  lo  contrario. 

En  ese  pais  en  el  cual  el  elemento  feudal  representando  las  tra- 
diciones i  derechos  del  pueblo  logró  poner  atajo  a  la  omnipoten- 
cia real,  imponiendo  en  1213  al  rei  Juan  el  otorgamiento  de  la 
Gran  Carta  i  la  Carta  de  los  Bosques,  la  autoridad  ministerial  casi 
no  existió  con  autoridad  legal,  propiamente  hablando. 

La  Carta  de  1213  al  prohibir  a  los  Ministros  del  rei  imponer 
multas  arbitrarias,  i  a  sus  oficiales  exijir  provisiones  para  sus  via- 
jeS;  no  se  refiere  sino  a  los  servidores,  ya  civiles,  ya  militares  del 
poder  real. 
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En  esa  época  en  Inglaterra  no  existían  sino  dos  entidades  frente 
a  frente:  el  Parlamento  i  el  Monarca. 

Las  tentativas  absorbentes  i  usurpadoras,  ya  de  Simón  de  Mon- 
fort»  ya  de  Eduardo  I  en  su  estatuto  de  iallagio  non  concedendo^  no 
modificaron  absolutamente  la  condición  del  Parlamento. 

Pero  a  pesar  de  ello,  la  autoridad  real  mantenia  fuera  de  la  viji- 
lancia  parlamentaria  muchas  importantes  atribuciones. 

Las  grandes  cuestiones  de  Estado,  sucesión  de  la  Corona,  insti- 
tución de  la  Rejencia,  matrimonio  de  los  príncipes,  arreglo  de  tra* 
tados,  eran  estrañas  al  Parlamento. 

Mas,  en  1401  éste  logró  aumentar  su  influencia. 

Obtuvo  bajo  la  dominación  de  Enrique  IV,  que  en  cada  solici- 
tud de  crédito  o  empréstito  presentada  al  Congreso,  debiera  de- 
terminarse la  naturaleza  de  los  gastosa  que  dicho  crédito  iba 
afecto. 

En  la  lucha  sostenida  bajo  el  gobierno  de  Jacobo  I  entre  el  Par- 
lamento, sostenido  por  la  opinión  pública,  i  la  Corona,  sostenida 
por  los  barones,  la  Iglesia  i  la  Majistratura  vino  a  terminar  por  el 
establecimiento  definitivo  de  una  libre  Constitución. 

Esta  lucha  acentuada  i  agravada  bajo  el  gobierno  de  Carlos  I 
tuvo  para  este  monarca,  i  su  leal  favorito,  el  conde  Staíford,  una 
trájica  solución. 

La  restauración  de  la  monarquía  bajo  Carlos  II,  si  relajó  duran- 
te algún  tiempo  la  tirantez  de  relaciones,  no  disminuyó  en  mucho 
las  prerogativas  de  la  Corona,  ni  ensanchó  en  cambio  la  de  los 
Parlamentos. 

La  revolución  que  volvió  a  sacudir  a  Inglaterra,  i  que  hizo  pasar 
el  cetro  de  manos  de  Jacobo  II  a  las  de  Guillermo  d'Orange,  a  la 
princesa  María  su  esposa,  i  en  seguida  a  las  de  la  princesa  Ana  i 
sus  herederos^  no  hizo  sufrir  esenciales  alteraciones  a  la  Constitu* 
cion  inglesa. 


La  existencia  del  gabinete  en  Inglaterra  emana,  pues,  del  tiempo 
de  Guillermo  III,  a  fines  del  siglo  XVII. 

La  monarquía  vio  entonces,  mejor  pudiera  decirse,  palpó,  la 
necesidad  de  poner  al  frente  del  Parlamento  invasor  cierto  nu- 
mero de  personajes,  ligados  entre  sí  por  intereses  u  opiniones, 
con  la  suficiente  influencia  sobre  el  pais  para  obtener  de  él  reso- 
luciones favorables  a  la  Corona,  i  en  caso  necesario  amparar  a 
ésta  cubriendo>su  responsabilidad  bajo  el  prestijioso  manto  de  su 
popularidad. 
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dinistros,  según  el  sistema  constitucional  de  Inglaterra,  son 
bones  de  la  cadena  que  liga  al  Parlamento  con  el  monarca; 
ayas  i  emisarios  de  la  opinión  del  Reí  ante  el  Congreso;  de 
ion  del  pais  i  del  Parlamento  ante  el  Reí. 
ícho  según  el  sistema  constitucional,  i  no  según  la  Consti- 
porque  por  un  estrailo  fenómeno  que  solo  puede  ocurrir 
aterra,  el  poder  ministerial  que  tan  alta  influencia  o  mas 
inipotencia,  ejerce  en  los  destinos  del  pais,  no  tiene,  sin 
o,  cimiento  alguno  ni  en  la  Constitución  ni  en  lei  alguna. 
ecto,  como  lo  hace  notar  un  distinguido  publicista,  ningu- 
a  reconocido  jamas  la  existencia  del  gabinete;  no  posee 
1  atribución  que  le  haya  sido  conferida  oficialmente,  i  aun 
redacta  sus  decretos  i  las  proclamas  que  dirije  a  la  Nación 
el  nombre  de  la  Reina. 

•síumbre  solamente,  i  los  precedentes  designan  a  losmiem- 
[  consejo  privado  i  a  los  ministros  o  Jefes  de  las  grandes 
traciones  que  de  él  forman  parte;  i  por  eSo  dicho  número 
icuentra  rigorosamente  determinado,  i  varia  según  las  ocu- 
i  i  las  personas. 

obstante,  ese  ministerio,  sin  otro  fundamento  sólido,  derri- 
nio  del  siglo  de  su  mas  alto  trono,  i  mantiene  hot  en  sus 
el  cetro  de!  mundol 


límente  el  Gabinete  inglés  se  compone  de  15  miembros, 

forma: 

Ipiimer  Lord  de   la  Tesorería,  jefe   del  Gabinete  i  primer 

í; 

i  canciller  de  l'EchiqtiiCf,  encargado  de  la  administración  del 

lesto  i  de  la  formación  del  Presupuesto; 

i  Lord  Canciller,  gran  juez  que  preside  los  cuerpos  judicia- 

pais,  asi  como  la  Corte  de  la  cancillería, 

I  Lord  Presidente  del  Consejo; 

I  Lord  del  sello  privado; 

I  Secretario  del  Interipr; 

I  de  Relaciones  Esteriores; 

I  de  las  Colonias;  (creado  en  1855); 

I  de  la  Guerra; 

'I  de  Indias; 

7  primar  lord  del  Almirantazgo; 

't  director  ¡eneral  de  postas; 

'I  canciller  del  ducade  de  Lancáster; 
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14.  El  Presidente  de  la  oficina  de  comercio; 

15.  Eí  Presidente  de  la  oficina  de  la  lei  de  los  pobres; 
De  estos  puestos,  los  de  Lord  Presidente  del  Consejo,  Lord  del 

sello  privado,  i  canciller  del  ducado  de  Lancáster,  son,  puede  de- 
cirse, de  ministros  sin  cartera. 

La  oficina  de  comercio,  i  la  de  la  lei  de  pobres,  cuyos  presiden- 
tes son  miembros  del  Gabinete,  constituyen  un  nuevo  ministerio 
dentro  del  Ministerio,  gozando  de  una  independencia  casi  com- 
pleta. 

El  Almirantazgo  tiene  bajo  sus  órdenes  siete  lords  comisarios, 
á  cuyo  cargo  corren  los  negocios  especiales  de  la  marina. 

El  Lord  de  la  Tesorería  asume  la  mas  elevada  posición  política; 
la  importancia  financiera  la  disfruta  el  canciller  de  TEchiquier, 
que  concentra  en  sus  manos  la  administración  de  las  entradas  i 
gastas  nacionales. 

Como  se  ve,  en  la  Gran  Bretaña  la  Instrucción  Pública  i  la  Jus- 
ticia no  tienen  cartera  especial,  puesto  que  la  enseñanza  no  depen- 
de en  manera  alguna  del  Estado. 

El  resto  de  los  ministros  i  altos  funcionarios  que  sin  ser  propia-, 
mente  ministros,  comparten  la  responsabilidad  ministerial,  son: 

El  lord  Chambelán. 

El  abogado  jeneral.  \ 

El  procurador  jeneral. 

El  lord  teniente  de  Irlanda. 

El  secretario  de  Irlanda. 

El  primer  comisario  de  los  bosques  de  la  corona. 

El  lord  gran  maestre  de  la  corte. 

El  lord  gran  mariscal  de  las  caballerizas. 

El  director  de  la  Moneda. 

Hasta  1855  el  departamento  de  la  Guerra  estaba  anexo  en  In- 
glaterra al  departamento  de  las  Colonias. 

Se  ha  visto  ya  que  en  Inglaterra,  el  Lord  jefe  de  la  Tesorería,  es 
el  verdadero  jefe  del  Gabinete. 

Ello  podria  parecer  estraño  a  muchos,  pero  Bluntschild,  lo  eS- 
plica  naturalmente. 

«El  sentido  práctico  de  los  ingleses,  dice,  llama  preferentemente 
a  tales  funciones  a  un  personaje  que  se  distinga  sobre  todo  por  su 
alta  situación  social.. .  La  costumbre  inglesa  tiene  la  ventaja  de 
provocar  menos  lasjsusceptibilidades  del  príncipe,  i  esponer  me- 
nos al  ministro  director  de  la  política  a  los  golpes  de  sus  adversa- 
rios.» 


I 
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III 


ALEMANIA 


En  esta  gran  nación,  existen  igualmente  ministros  con  iniciativa 
propia,  i  responsabilidad  ante  el  parlamento. 

El  oríjen  del  poder  ministerial  es  como  en  Francia  el  poder 
feudal. 

Creados  primitivamente  como  cargos  hereditarios  i  elejidos  en- 
tre la  nobleza,  fueron  los  siguientes  cargos: 

I.**  El  canciller  {cancellarius)  encargado  de  la  correspondencia 
real  con  las  naciones  estranjeras. 

a.**  Los  cargos  militares,  jenerales,  almirantes,  etc. 

3.'  Los  jueces  de  corte  i  los  majistrados  judiciales  [Hofrichier,) 

4.*'  Los  tesoreros  e  intendentes  personales. 

5."  Los  maestros  de  ceremonias.  (Oberho/omeiter,) 

Estas  diversas  funciones  vinieron  a  ser  condensadas  después  del 
siglo  XV  en  los  consejos  áulicos  o  privados.  {Ofráte), 


La  organización  ministerial  es  hoi  en  Alemania  la  siguiente: 

i.°  Ministerio  de  Relaciones  Esteriores  {dos  Aciescre),  teniendo  a 
su  cargo  los  negocios  diplomáticos  i  toda  clase  de  relaciones  con 
el  estranjero. 

a.°  Interior. 

3.'  Guerra. 

4.°  Policía. 

5.°  Justicia. 

6/  Finanzas. 

7.''  Cultos,  que  abarca  también  la  instrucción  pública. 

S.**  Trabajos  públicos,  agricultura  i  comercio. 

Existen  también  en  ocasiones  los  ministros  sin  cartera,  oradores 
del  gobierno  para  defender  sus  actos  i  política  ante  el  Congreso. 

En  Prusia  los  ministros  son  responsables  ante  el  Congreso  en  el 
cual  tienen  voz,  pero  no  voto,  si  no  pertenecen  a  él. 


i?^l^^ 
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IV 


AUSTRIA 


En  este  imperio  el  Poder  Ejecutivo  se  encuentra  ausiliado  por 
ministros  responsables  que  deliberan  entre  sí  bajo  la  presidencia 
de  uno  de  ellos. 

Los  Ministerios  son: 

i.°  El  de  la  casa  del  Emperador  i  Relaciones  Esteriores. 

2."*  El  de  Policía,  creado  por  lei  de  Mayo  25  de  1852. 

3.°  El  de  Hacienda. 

4.°  El  de  Guerra. 

5."  El  de  Marina. 

6."  El  de  Comercio  i  Economía  Política,  que  comprende  los 
ramos  de  comercio,  correo,  telégrafos,  ferrocarriles,  agricultura, 
minas,  etc. 

7.**  Ministerio  de  Estado  que  abarca  los  departamentos  del  Inte- 
rior, Instrucción  pública,  Cultos  i  en  parte  los  trabajos  públicos. 

Existen  ademas  cancillerías  especiales  para  Hungría,  Croacia, 
Transilvania,  con  iguales  atribuciones  al  Ministerio  del  Interior, 

La  de  Croacia  tiene  ademas  a  su  cargo  el  ramo  de  Justicia. 

El  presidente  del  Consejo  de  Estado,  tiene  el  rango  de  ministro 
i  toma  parte  en  las  deliberaciones. 

Cada  ministerio  posee  su  sub-secretaría  con  los  empleados  nece- 
sarios al  desempeño  del  cargo. 


ITALIA 

Tiene  igualmente  ministerios  que  comparten  con  el  rei  las  tareas 
de  la  administración,  i  responden  de  sus  actos  ante  el  Congreso. 

Estos  son: 

1.°  El  Presidente  del  Consejo  de  Ministros. 

2.°  Ministro  de  Relaciones  Esteriores. 

3.°  Del  Interior. 

4.**  De  Hacienda. 

5.°  De  Justicia,  Gracia  i  Cultos. 

6.**  De  Instrucción  Pública. 

7.**  De  Guerra. 
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8.**  De  Marina. 

9."  De  Trabajos  públicos. 

ío.  Agricultura,  industria  i  comercio. 

Las  atribuciones  ministeriales  son  señaladas  por  la  lei. 

El  Consejo  de  Estado  tiene  en  ese  pais  voz  consultiva  en  los 
asuntos  que  el  ministerio  somete  a  su  deliberación. 

Como  en  todos  los  demás  países  constitucionales,  ningún  acto  o 
decreto  emanado  de  la  Corona,  es  válido,  si  no  lleva  la  refrenda- 
ción i  la  firma  del  ministro  respectivo. 

VI 

BEL JICA 

Esa  nación,  república  verdadera  bajo  el  velo  de  monarquía,  ta- 
1er  i  escuela  de  la  Europa,  tiene  al  frente  de  su  administración, 
como  órganos  ausiliares  del  Poder  Ejecutivo,  o  del  rei,  i  responsa* 
bles  de  sus  disposiciones  i  actos  ante  el  congreso,  seis  ministros: 

I."  De  Relaciones  Esteriores. 

fl."*  Interior. 

3.**  Justicia. 

4.**  Hacienda. 

5.**  Trabajos  públicos. 

6.**  Guerra. 

Tiene  también  ministros  sin  cartera,  con  el  título  de  tales,  pero 
con  entrada  o  sin  ella  al  consejo. 

VII 

SUECIA 

El  golpe  de  Estado  del  19  de  Agosto  de  1772,  que  vino  a  derrocar 
el  sistema  constitucional  dominante  en  ese  pais  desde  la  cons« 
titucion  senatorial  de  1719,  llegó  a  establecer  en  él  un  gobierno 
casi  absoluto. 

La  revolución  de  1809  puso  término  a  esta  situación  con  la  pri- 
sión de  Gustavo  IV. 

El  gobierno  de  Bernadotte,  sucesor  del  de  Carlos  XIII,  i  reco- 
ocido  por  tal  por  todas  las  principales  naciones  de  Europa,  vino 

adoptar  la  constitución  de  1809,  que  en  el  fondo  establece  la  oli- 

irqu^a  del  clero  i  la  aristocracia. 

Según  ella,  el  rei,  único  representante  de  la  Nación,  gobierna 


abtS  DESECHO   PARLAMENTARIO    CHIUMO 

asistido  de  un  Consejo  de  Estado  compuesto  de  diez  miembros: 
dos  Ministros  de  Estado:  uno  que  tiene  la  dirección  de  la  Guerra 
i  otro  de  la  Justicia  i  otros  cinco  ministros  en  los  ramos  de  finan- 
zas, marina,  interior,  negocios  esclesiástjcos  j  guerra.  Los  otros 
tres  son  simples  consejeros. 

Como  se  ve,  pues,  allí  no  existe  propiamente  Ministerio,  puesto 
que  domina  sin  contrapeso  formal  i  legal,  la  voluntad  i  la  persona 
del  monarca. 

VIH 


La  creación  de  un  Ministerio,  no  data  en  Rusia  sino  deí  año 
i8os. 

La  importancia  de  sus  funciones  es  menos  que  la  del  Consejo 
del  Imperio,  que  junto  con  la  del  emperador,  lleva,  puede  decirse, 
el  timón  de  los  negocios. 

Las  reuniones  de  los  ministros  bajo  la  presidencia  del  empera- 
dor son  semanales. 

Hai  en  Rusia  trece  ministerios,  a  saber; 

I."  El  de  Hacienda. 

a."  Del  Interior. 

3,°  De  Instrucción  Piíbüca. 

4,°  De  Justicia. 

5.°  De  la  Casa  Imperial. 

6."  De  Relaciones  Esteriores. 

7."  De  Guerra. 

8."  De  Marina. 

9.°  De  los  Departamentos. 

10.  De  Correos. 

11.  De  las  Ordenes  Imperiales, 
la.  De  Trabajos  Públicos. 

ij.  De  los  Dominios  del  Estado. 

IX 


La  Constitución  española  determina: 
I."  Son  responsables  los  ministros  (art.  49]. 
a."  Corresponde  al  rei:  nombrar!  separar  libremente  a   los  mi- 
nutros  (art.  ;4,  nüm,  9]. 
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3.**  Los  ministros  pueden  ser  senadores  o  diputados,  i  tomar 
parte  en  las  discusiones  de  ambos  cuerpos  colejisladores;  pero  solo 
tendrán  voto  en  aquel  a  que  pertenezcan. 

Hai  en  España  ocho  departamentos  ministeriales: 

I."*  Ministerio  de  Estado  i  Culto. 

a.**  De  Gracia  i  Justicia. 

3.°  De  Gobernación  de  la  Península. 

4.°  De  Hacienda. 

5.°  De  Comercio,  Instrucción  i  Obras  Públicas. 

6.**  De  Guerra. 

7.°  De  Marina. 

8.°  De  Fomento  i  de  las  Colonias. 

Aparte  de  las  tareas  administrativas,  los  ministros  españoles  tie- 
nen una  especie  de  poder,  que  podria  llamarse  reglamentario  pu- 
diendo,  en  ciertos  casos  de  urjencia,  tomar  disposiciones  jenerales 
para  completar  las  leyes  o  hacerlas  ejecutar. 

Pueden  asimismo  hacer  nombrar  por  si  los  empleados  subalter- 
nos de  su  ramo,  cuyos  emolumentos  no  lleguen  o  suban  a  20,000 
reales. 

Las  órdenes  espedidas  por  los  ministros  sin  la  intervención  del 
jefe  del  Estado,  ni  la  opinión  del  Consejo,  ya  decidiendo  puntos 
jenerales,  ya  resolviendo  reclamos  de  particulares,  ya  por  último 
contratando  en  los  ramos  de  su  dominio  especial,  llevan  siempre 
esta  cláusula  obligatoria:  de  real  orden. 

Ella  significa  la  delegación  que  para  esos  actos  les  ha  otorgado 
el  poder  real. 

El  real  Consejo  puede  no  obstante  revocar  i  anular  algunas  de 
esas  resoluciones.  En  él  son  miembros  los  secretarios  de  Estado  i 
Presidente  el  del  Consejo  de  Ministros. 


H  OL AND  A 

La  Constitución  de  esta  monarquía  establece  el  poder  ministerial 

nombrado  i  amovible  a  voluntad  del  jefe  del  Estado. 

La  tarea  de  los  ministros  consiste  en  velar  por  la  ejecución  de 

la  Constitución  i  las  leyes,  mientras  esa  ejecución  depende  de  la 

corona. 

Por  disposición  de  la  lei,  los  ministros  son  responsables  de  sus 
actos  ante  el  Congreso. 

Todo  decreto  real  necesita  ser  refrendado  por  un  ministro. 
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Desde  Junio  a  de  1863  en  que  se  abrogó  la  lei  que  mantenía  dos 
ministros  de  cultos,  existen  siete  departamentos  ministeriales: 

i.^  De  negocios  estranjeros  encargado  de  la  administración  de 
las  iglesias  católicas  i  episcopal  antigua. 
3.°  De  Justicia  i  los  demás  cultos. 
3.°  Interior. 
4.**  Marina. 
">.**  Hacienda. 
6.**  Guerra. 
7.°  Colonias. 

Por  disposición  de  14  i  39  de  Noviembre  de  186 1,  el  rei  puede 
acordar  a  los  altos  funcionarios  el  título  de  ministro  de  Estado,  o 
el  de  consejero  en  servicio  estraordinario. 

Los  ministros  tienen  una  renta  de  diez  mil  ñorines. 

XI 

SUIZA 

La  autoridad  suprema  de  la  Confederación^  reside  en  la  Asant" 
blea  Federal  compuesta  del  Consejo  Nacional  i  Consejo  de  los  Esta- 
dos, lo  que,  ya  en  conjunto,  ya  aisladamente,  deliberan  según  su 
naturaleza  respectiva,  sobre  todos  los  asuntos  de  Estado. 

El  poder  ejecutivo  i  directivo,  es  ejercido  por  un  Consejo  Fede- 
ral compuesto  de  siete  miembros  nombrados  por  tres  años,  i  eleji- 
dos  entre  todos  los  ciudadanos  suizos  elejibles  ante  el  Consejo 
Nacional. 

Durante  su  período  no  pueden  aceptar  cargo  alguno,  ni  al  ser- 
vicio de  la  Confederación  ni  al  de  cantón  alguno,  ni  seguir  ninguna 
carrera  ni  profesión. 

El  consejo  Federal  tiene  en  su  mano  todo  el  conjunto  de  atribu- 
ciones que  constituye  un  gobierno. 

Todos  esos  funcionarios  son  responsables  por  su  jestion. 

La  constitución  de  los  cantones,  aisladamente,  modiñca  en  parte 
esos  preceptos,  pero  conserva  el  fondo  de  ellos. 

XII 

TU  R  o  U  i  A 

Aun  cuando  la  forma  del  gobierno  turco  sea  la  de  una  monar- 
quía absoluta,  en  la  superficie,  no  obstante  dominan  en  él  tenden- 
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cias  democráticas.  Se  engañaría  notablemente  quien  comparara  al 
Sultán  con  el  Czar  de  Rusia. 

Desde  luego  no  es  dueño  de  todos  los  destinos.  Los  judiciales 
son  conferidos  por  los  dos  presidentes  de  las  Cortes  de  Apelaciones 
de  Rumelia  (Europa),  i  Anatolia  (Asia),  bajo  la  aprobación  del 
cheick-ul  islam,  encargado  de  la  interpretación  de  la  lei,  i  que 
ejerce  una  jurisdicción  algo  semejante,  i  mas  eficaz  que  la  Corte 
Suprema  de  Chile. 

Existe  en  seguida  el  Gran  Visir,  que  resume  el  poder  del  Sultán, 
1  dirije  los  ministerios  i  las  administraciones. 

Vienen  en  seguida  once  ministerios:  relaciones  esteriores,  guerra, 
marina,  hacienda,  comercio   i  agricultura,  instrucción  i  trabajos 
públicos,  minas  i  bosques,  justicia,  interior,  dirección  jeneral  de 
artillería,  el  ministerio  de  vahonfs  (propiedades  relijiosas)  i  poli- 
cía. También  hai  ministros  sin  cartera. 

Domina  también  el  Consejo  privado  o  Diván  que  se  forma  con  el 
Gran  Visir,  el  cheick-ul  islam,  los  ministros  i  el  presidente  del 
Consejo  de  Justicia. 

Este  cuenta  en  su  seno  tres  secciones:  a  la  i.""  se  ha  encargado 
la  jestion  de  los  negocios  esteriores;  la  2.'  tiene  la  elaboración  de 
las  leyes  i  reglamentos;  la  3.*  los  negocios  judiciales  que  le  some- 
ten las  cortes  con  jurisdicción  en  los  negocios  criminales. 

El  Consejo  Jeneral  del  Imperio  reúne  en  sí  a  los  miembros  del 
Consejo  privado,  del  Consejo  de  Justicia,  los  jetes  de  diversos  de- 
partamentos, i  a  casi  todos  los  altos  funcionarios  del  Estado. 

XIII 

WUTTENBERO 

En  esta  nación,  existe  a  la  vez  un  Consejo  privado,  i  un  Minis- 
terio responsable  i  a  la  vez  amovible  a  la  voluntad  del  monarca. 

XIV 

DINAMARCA 

La  Constitución  danesa,  establece  la  dirección  de  los  negocios 

públicos  por  medio  de  un  Ministerio,  que  forma  el  Consejo  intimo 

del  monarca,  i  se  reúne  bajo  la  dirección  i  presidencia  de  éste. 

E«  el  seno  de  esta  .corporación,  es  donde  se  redactan  las  instruc^ 

enes  i  decretos,  i  se  discuten  los  proyecto?  de  lei  que  deben  pre- 

sntarse  al  Congreso. 
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Los  ministros  pueden  formar  parte  del  Congreso,  tienen  libre 
entrada  en  sus  sesiones  i  son  oidos  cuando  lo  piden,  presentando 
i  defendiendo  por  sí  mismos  los  proyectos  que  son  de  su  resorte. 

Hai  en  Dinamarca  nueve  ministerios,  a  saber: 

Relaciones  Esteriores 

Hacienda. 

Guerra  i  Marina. 

Justicia. 

Interior. 

Culto  e  Intruccion  i  uno  por  cada  ducado. 

Todos  ellos  son  responsables  de  sus  actos. 


Pasando  en  seguida  a  América,   toca  contemplar  el  sistema  mi^ 
nisterial  de.  .•. 


XV 


ESTADOS    UNIDOS 


En  esta  gran  nación,  como  es  notorio,  el  poder  Ejecutivo  se 
encuentra  confiado  a  un  majistrado  único,  llamado  el  presidente. 
La  Constituccion  no  le  impone  consejeros,  pero  debe  oir  la  opi- 
nión de  los  jefes  de  departamentos  ministeriales.  Los  oficiales  que 
componen  el  gabinete  son  nombrados  por  el  presidente  con  acuer- 
do del  Senado;  la  lei  fija  su  numero  i  funciones. 

Su  número  es  de  siete;  secretaría  de  relaciones  esteriores,  mari- 
na, guerra,  tesorería  i  hacienda,  interior,  director  jeneral  de  co- 
rreos i  attorney  jeneral.  El  vice-Presidente  de  Estados  Unidos 
no  es  miembro  del  gabinete. 

Esos  ministros,  dice  un  eminente  publicista,  reciben  una  renta 
de  8,000  pesos  pero  no  son  ministros,  ni  en  el  sentido  que  se  da  a 
este  término  en  Inglaterra;  no  se  presentan  al  Congreso,  ni  tienen 
ninguna  responsabilidad  política;  no  son  sino  los  ajentes  del  Pre- 
sidente de  la  República,  quien  puede  separarlos  a  su  capricho. 

En  cuanto  al  presidente  no  es  responsable  sino  como  cualquier 
otro  empleado,  en  los  casos  de  traición,  concusión  o  crimen.  Ese 
sistema,  agrega  el  publicista,  que  deja  pleno  poder  al  presidente 
para  obrar  a  su  antojo,  durante  cuatro  añoSj^  sin  estar  obligado  a 
escuchar  ni  a  sus  ministros,  ni  al  Congreso,  ni  a  la  opinión,  parece 
mui  inferior  a  la  responsabilidad  ministerial  de  los  paises  consti- 
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tucionales,  responsabilidad  que  permite  siempre  a  la  opinión  ha- 
cerse oir  i  al  pais  tomar  en  la  mano  las  riendas  de  sus  negocios  i 
arreglar  su  propio  destino — (M.  Block). 

Según  Pradier  Foderé  «la  elección  que  el  presidente  hace  de  sus 
ministros,  lo  mismo  que  de  los  embajadores,  debe  ser  aprobada 
por  el  Senado;  i  esos  funcionarios  i  ajenies  no  pueden  ser  destitui- 
dos sino  con  el  asentimiento  del  Senado. 

«Este  es  un  vicio  que  se  reprocha  con  justicia  a  la  constitución 
americana.  El  presidente  puede  tener  cargos  serios  contra  uno  de 
sus  ministros  que  traiciona  su  confianza,  i  no  puede  deshacerse 
si  no  agrada  a  la  mayoría  del  Senado.» 

Entrando  al  texto  de  la  Constitución,  se  ve  que  efectivamente  por 
el  artículo  6,  sección  III,  el  Senado  tiene  esclusivamente  el  dere- 
cho de  juagar  a  los  funcionarios  públicos;  i  también  por  el  número 
5,  artículo  II,  sección  II,  el  presidente  puede  requerir  por  escrito  la 
opinión  del  principal  funcionario  de  cada  uno  de  los  departamentos  del 
Ejecutivo,  sobre  todo  lo  que  tenga  relación  con  los  deberes  de  sus 
respectivos  empleos.» 

Por  el  artículo  2  de  la  misma  sección  se  determina  que  el  pre- 
sidente «por  icón  consulta  i  consentimiento  del  Senado,  nombrará 
embajadores,  otros  ministros  públicos  i  cónsules. . .  i  todos  los  de- 
mas  empleados  de  los  Estados  Unidos,  cuyos  nombramientos  no 
estén  por  esta  Constitución  especificados,  i  los  cuales  serán  esta- 
blecidos por  esta  lei.» 

Según  Laboulaye  el  poder  del  Presidente  de  Estados  Unidos  es 
mayor  que  el  de  los  jefes  de  Estado  europeos,  i  su  libertad  de  ac- 
ción mas  vasta,  porque  es  mayor  su  responsabilidad. 

La  Constitución  americana  no  ha  pensado  que  el  Presidente  tu- 
viese un  Ministerio;  ha  querido,  sí,  que  el  Presidente  [se  rodease 
de  las  personas  de  mayor  capacidad,  i  el  primero  de  todos^  Was- 
hington, constituyó,  como  nosotros  decimos,  un  Gabinete;  nom- 
bró directores  de  la  tesorería,  de  relaciones  esteriores,  de  guerra 
i  marina,  pero  mas  bien  como  consejeros  que  como  ministros, 
Washington  se  ponia  en  comunicación  directa  con  el  Congreso  i 
seguía  solo  su  política,  sin  la  complicación  que  existe  en  el  dia. 

Hoi  han  llegado  los  americanos  a  tocar  los  inconvenientes  que 
ofrece  este  sistema,  a  punto  de  envidiar  la  responsabilidad  minis- 
terial. Se  aperciben  de  que  en  las  monarquías  la  opinión  puede 
derribar  de  un  momento  a  otro  a  los  ministros  responsables  reem- 
-^azándolos  con  hombres  que  representen  mejor  al  pais,  circuns- 

ncia  que  aumenta  la   libertad  en  la  democracia;  mientras  en 

jdérica,  desde  que  se  nombra  un  presidente,  éste  representa  la 
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administración  por  cuatro  años  sin  haber  recurso  contra  el  poder 
que  ejerce.  Verdad  es  que  ha  sido  nombrado  por  cierta  corriente 
política,  pero  bien  sabéis  cuan  movible  es  la  opinión;  de  donde 
nace  que  un  presidente  durante  cuatro  años  puede  gobernar  solo, 
obedeciendo  a  tendencias  que  talvez  difieren  de  la  opinión  pú- 
blica. 

Así  es  que  en  la  Constitución  reformada  de  la  Confederación 
del  Sur,  se  ha  sancionado  que  los  ministros  del  Presidente  ten* 
drán  asiento  en  el  Senado  i  en  la  Cámara  de  representantes,  para 
que  puedan  dar  esplicaciones  sobre  el  estado  de  los  negocios  pú- 
blicos. Actualmente,  en  el  Congreso  de  los  Estados  Unidos,  los 
ministros  no  conocen  las  cámaras  ni  éstas  a  ellos.  El  único  vínculo 
entre  ambos  es  el  Presidente.  El  Congreso  puede  dictar  leyes  que 
crucen  la  marcha  del  Presidente,  sin  que  éste  pueda  intervenir  sino 
por  su  voto;  el  Presidente  puede  a  su  turno  estrechar  al  Congreso. 
Situación  vic^enta  que  puede  hacerse  peligrosa,  mientras  que  la 
responsabilidad  ministerial  procura  la  ventaja  de  que  los  ministros 
representan  a  la  Cámara  en  el  Gabinete,  i  a  éste  en  aquéllas,  lo 
cual  facilita  el  movimiento  de  los  resortes  del  poder,  cosa  que  no 
puede  conseguirse  de  otra  manera. 

¿Cuál  es  en  el  día  la  organización  del  gabinete  del  Presidente? 
Washington  creó  en  un  principio  cuatros  secretarios:  el  de  rela- 
ciones esteriores,  que  hoÍ  se  denomina  departamento  del  Estado; 
el  de  marina,  el  de  la  guerra  i  el  de  hacienda.  Ha  poco  se  creiS  un 
ministerio  del  Interior,  un  directorio  de  correos  i  un  fiscal  jene- 
ral  o  asesor  del  gobierno  con  carácter  consultivo  en  todos  los  asun- 
tos interiores  i  esteriores.  Este  último  empleo  equivale  al  de  con- 
sejero de  la  corona  de  Inglaterra,  institución  excelente,  i  de  la  cual 
carecemos  nosotros.  Toda  vez  que  se  presenta  alguna  dificultad 
con  los  poderes  estranjeros,  ésta  puede  ocasionar  un  rompimiento, 
una  guerra;  antes  de  llegar  a  tal  estremo,  es  menester  saber  si  se 
tiene  o  no  razón.  Los  ministros  encuentran  siempre  razones  para 
sostener  sus  actos;  pero  los  americanos  í  los  ingleses  no  piensan  de 
esta  manera.  Si  existe  una  cuestión  jurídica,  ciertos  individuos  in- 
visten el  carácter  de  jueces,  i  sobreponiéndose  imparcialmente  a  las 
cuestiones  de  actualidad  una  vez  que  se  les  pide  su  opinión,  la  dan, 
i  ésta  es  sometida  a  la  Cámara  de  representantes,  que  por  lo  jene- 
ral  la  acepta. 

En  las  cuestiones  que  han  surjido  entre  la  América  e  Ingla- 
terra, hemos  visto  que  estos  consejeros  del  gobierno  han  fallado 
valientemente  contra  las  opiniones  de  su  país,  sofocando  en  su 
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orijen  cuestiones  que  podrían  producir  una  guerra  entre  ambos 
pueblos. 

Tal  es  la  composición  del  Gabinete  del  Presidente;  observad,  sin 
embargo^  que  el  ministro  solo  ejerce  acción  en  el  esterior,  sin  te- 
nerla sobre  el  gobierno  americano.  La  guerra  i  la  marina  nada  son 
durante  la  paz;  en  cuanto  al  Ministerio  del  Interior  nada  adminis. 
tra,  se  halla  encargado  solamente  de  las  patentes^  de  los  derechos 
de  autor,  de  los  relativos  a  los  indios,  de  la  venta  de  tierras,  de  la 
publicación  de  documentos  oficiales:  todo  con  prescindencia  de  lo 
que  en  Francia  se  llama  administración. 

Esto  esplica  cómo  la  América  ha  podido  soportar  esa  especie  de 
gobierno  personal  del  Presidente,  puesto  que  el  país  vive  fuera  de 
la  presidencia,  i  que  este  gobierno  no  tiene  en  realidad  importancia 
sino  para  el  esterior  i  para  su  defensa. 


XVI 


BRASIL 

En  esta  tan  poderosa  como  sabia  i  progresista  nación,  existe  tam- 
bién un  ministerio  responsable  que  comprende  ocho  secciones  dis* 
tintas:  Interior,  Justicia,  Relaciones  Esteriores,  Marina,  Guerra, 
Hacienda,  Agricultura,  Comercio  i  Trabajos  Públicos. 

La  Constitución  divide  el  poder  público,  no  solo  en  las  ramas 
hasta  hoi  conocidas:  lejislativa^  ejecutiva  i  judicial,  sino  que  agre- 
ga un  cuarto:  el  poder  moderador ^  que  reside  esclusivamente  en  el 
jefe  del  Estado. 

El  Pacto  fundamental  (art.  98}  espresa  en  qué  consiste  este  cuar- 
to poder: 

«El  poder  moderador,  dice,  es  la  llave  maestra  de  toda  la  orga- 
nización política:  está  encargado  espresamente  al  emperador^  como 
jefe  supremo  de  la  nación  i  su  primer  representante^  para  que  vele 
incesantemente  sobre  el  mantenimiento  de  la  independencia  i  so- 
bre el  equilibrio  i  armonía  de  los  otros  poderes.^ 

Ese  poder,  aunque  ejercido  fuera,  i  sin  contacto  alguno  con  el 
ministerial,  reconoce  límites  precisos. 

Se  ejerce  únicamente  en  los  casos  siguientes,  enumerados  en  el 
artículo  101  de  la  Constitución: 

i°  Nombramiento  de  senadores  en  la  forma  constitucional; 
a.*"  Convocación  estraordinaria  de  la  asamblea  jeneral; 
3.*"  Sanción  de  los  decretos  de  la  misma; 
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4.*  Aprobación  o  suspensión  de  decretos  de  la  misma; 
S.**  Prorogacion  de  la  asamblea  jeneral; 
6.^  Disolución  de  la  Cámara  de  Diputados; 
7.**  Nombramiento  o  separación  de  los  ministros; 
8.**  Suspensión  de  los  majistrados  en  los  casos  previstos  por  la 
Constitución; 
9,°  Ejercicio  del  derecho  de  gracia  i  de  moderación  de  las  penas; 
10.  Ejercicio  del  derecho  de  amnistía. 

Estas  atribuciones  del  poder  moderador,  dice  un  tratadista,  si 
bien  se  mira,  se  ligan  al  ejercicio  mismo  de  la  prerogativa  del 
monarca  al  que  separan  de  toda  presión  ministerial.  Cuando,  por 
ejemplo,  el  jefe  de  Estado  quiere  cambiar  su  Ministerio,  es  me- 
nester que  goce  de  toda  libertad  para  el  ejercicio  de  su  voluntad, 
sin  que  necesite  solicitar  la  refrendación  de  uno  de  los  ministros 
a  quienes  despide. 

Pero  el  poder  moderador,  aunque  se  ejerza  fuera  de  la  acción 
ministerial,  no  está  sin  fiscalización.  El  Consejo  de  Estado,  insti- 
tuido por  el  Pacto  fundamental,  está  llamado  a  emitir  su  opinión 
en  todos  los  casos  en  que  el  emperador  usa  de  sus  prerogativas  de 
moderador,  i  la  Constitución  declara  a  los  miembros  responsables 
de  sus  fallos  i  opiniones,  a  la  vez  que  los  hace  inamovibles. 

La  Cámara  de  Diputados  es  la  que  declara  si  ha  lugar  o  no  a  la 
acusación  de  los  ministros;  i  el  Senado,  llenando  las  funciones  de 
alto  tribunal  de  justicia,  es  el  que  falla  sobre  esas  acusaciones. 


XVÍI 
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La  Constitución  de  1840,  que  sucedió  en  este  pais  al  acia  de  Que^ 
bec,  confirió  el  poder  ejecutivo  sobre  las  provincias  reunidas  del 
alto  i  bajo  Canadá  a  un  gobernador  i  un  ministerio  responsable, 
cuyo  número  no  ha  fijado  la  lei.  En  1855  existían  diez,  cinco  por 
cada  provincia,  i  todos  miembros  del  parlamento.  Su  tarea,  aparte 
de  la  administración,  consiste  en  preparar,  en  reuniones  privadas, 
los  negocios  que  deben  decidirse  en  otras  reuniones  presididas  por 
el  gobernador,  adelante  del  cual,  no  e$ld  en]  el  orden  que  se  defiera  de 
su  opinión.:!^ 

El  poder  lejislativo  tiene  la  facultad  de  ordenar  investigaciones, 
i  el  ministerio  el  deber  de  obedecerle  o  retirarse,  convocando  a 
una  nueva  elección  del  Congreso. 
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XVIII 


REPÚBLICA     ARJENTINA 


Cinco  niiuíslros  secretarios,  dice  el  art.  87  de  la  Constitución, 
promulgada  en  Santa  Fé  a  25  de  Setiembre  de  1870,— a  saber:  del 
Interior,  de  Relaciones  Esteriores,  de  Hacienda,  de  Justicia,  Culto  e 
Instrucción  Pública,  i  de  Guerra  i  Marina,  tendrán  a  su  cargo  el 
despacho  de  los  negocios  de  la  Nación  i  refrendarán  i  legalizarán 
los  actos  del  Presidente,  por  medio  de  su  firma,  sin  cuyo  requisi- 
to carecen  de  eficacia.  Una  lei  deslindará  los  ramos  del  respectivo 
despacho  de  cada  ministro. 

Art.  88.  Cada  ministro  es  responsable  de  los  actos  que  legaliza; 
i  solidariamente  de  los  que  acuerda  con  sus  colegas. 

Art.  89.  Los  ministros  no  pueden  por  sí  solos,  en  ningún  caso, 
tomar  resoluciones  a  escepcion  de  lo  concerniente  al  réjimen  eco- 
nómico i  administrativo  de  sus  respectivos  departamentos. 

Art.  90.  No  pueden  ser  senadores  ni  diputados  sin  hacer  dimi- 
sión de  su  empleo  de  ministro. 

Art.  91.  Pueden  los  ministros  concurrir  a  las  sesiones  del  Con- 
greso i  tomar  parte  en  sus  debates,  pero  no  votar. 

Art.  92.  Gozarán  por  sus  servicios  de  un  sueldo  establecido  por 
la  lei,  que  no  podrá  ser  aumentado  ni  disminuido  en  favor  o  per- 
juicio de  los  que  se  hallan  en  ejercicio. 


XIX 


COLOMBIA 

Según  la  Constitución  dada  en  Rio  Negro  a  8  de  Mayo  de  1863, 
es  atribución  del  Presidente  de  los  Estados  Unidos  de  Colombia 
{artículo  64,  número,  14)  «nombrar,  con  aprobación  del  Senado, 
los  Secretarios  de  Estado». . . 

Según  el  mismo  Pacto: 

«Art.  81.  No  podrán  ser  elejidos  senadores  ni  representantes  el 
Presidente  de  la  Union,  sus  Secretarios  de  Estado,  el  Procurador 
Jeneral  i  los  majistrados  de  la  Corte  Suprema  Federal»,  i  según  el 
rtículo  83: 

«Los  empleados  amovibles  por  el  Presidente  de  la  Union  cesan 
m  sus  destinos  si  admiten  el  cargo  de  senador  o  representante.» 


I. 
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XX 

BO  LIV  J[  A 

La  primera  Constitucioa  de  Bolivia,  al  constituir  el  poder  ejecu- 
tivo en  la  persona  de  un  Presidente,  estableció  igualmente  tres  se- 
cretarías de  Estado,  responsables  ante  el  Congreso  i  con  atribu- 
ciones simplemente  administrativas. 

Ese  número  ha  sido  posteriormente  aumentado,  según  creo. 

XXI 

PERÚ 

En  este  pías,  el  poder  ejecutivo  reside  en  el  Presidente  de  la 
República  asistido  por  un  consejo  de  Ministros,  que  tienen  voz^ 
voto  i  responsabilidad  ante  el  Congreso. 


Los  datos  históricos  que  he  podido  recojer  sobre  el  estableci- 
miento del  poder  ministerial  en  Chile  son  algo  desencuadernados. 

El  primero  de  ellos,  que  encuentro  en  el  Boleliriy  es  un  decreto 
de  la  Junta  Gubernativa  de  6  de  Febrero  de  1823,  firmado:  Ey^a- 
guirre» — Infante. — Errá:{urí:{. — Ega/la^  abriendo  juicio  de  residencia 
a  los  ministros  de  estado  que  lo  hubieran  sido  desde  el  i.""  de 
Marzo  de  1817. 

El  acta  del  Congreso  de  Plenipotenciarios  de  Marzo  30  de  1823, 
declara  lo  siguiente: 

Art.  5.**  El  Jefe  del  Estado  es  inviolable  en  todo  el  tiempo  que 
debe  ejercer  sus  funciones. — Los  Ministros  son  responsables  i 
pueden  ser  acusados  o  denunciados  en  cualquiera  época. 

Art.  6.**  Ninguna  orden  del  Poder  Ejecutivo  podrá  cumplirse  si 
no  corre  autorizada  del  Ministro  de  Estado  del  respectivo  depar- 
tamento, i  el  que  la  cumpliere  es  responsable. 

Un  decreto  de  Estado  de  Abril  10  de  1833,  rirmado  por  Freiré  i 
Egaña,  dividió  la  secretaría  de  Relaciones  Esteriores  i  Gobierno  en 
dos  secciones. 

La  primera  comprendía  las  relaciones  esteriores,  policía,  bene- 
ficencia pública,  comercio,  minería,  industria  i  artips. 
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La  segunda  tenia  a  su  cargo  el  gobierno  interior,  administración 
de  justicia  en  jeneral,  educación,  i  culto. 

Los  oficiales  mayores  de  estas  secciones  tenían  una  renta  de 
1,^00  pesos  anuales. 

Por  disposición  de  Julio  39  del  mismo  año  se  nombró  una  co- 
misión para  el  arreglo  de  la  planta  jeneral  en  todas  las  oficinas  del 
Estado. 

En  Agosto  14  de  1834  se  cambió  por  el  título  de  xMinisleño  del 
Interior»  el  de  xMinUterio  de  Gobierno.» 

En  Octubre  3  de  1834  se  anexó  provisoriamente  el  Ministerio  de 
la  Guerra  al  del  Interior,  i  el  de  Marina  al  de  Hacienda. 

La  lei  de  14  de  Febrero  de  1837,  firmada  por  Freiré  i  Gandarí- 
Uas,  determinó: 

A.  Que  los  secretarios  del  despacho  serian  nombrados  por  el 
Poder  Ejecutivo,  con  acuerdo  de  la  lejislatura,  í  que  podia  remo- 
verlos a  su  voluntad;  (art.  i.%  núm.  !.°). 

B.  Todos  los  decretos  i  órdenes  del  Poder  Ejecutivo  serán  firma- 
dos por  el  secretario  del  despacho  a  que  corresponde  el  asunto,  i 
sin  este  requisito  no  serán  obedecidos;  (art.  3.°). 

C.  Los  secretarios  del  despacho  pueden  ser  acusados  durante  el 
tiempo  de  su  ejercicio  por  infracción  de  las  leyes;  (art.  4.°). 

En  Enero  19  de  1838  se  dictan  algunas  disposiciones  de  réjimen 
interno  para  los  Ministerios. 


La  Constitución  de  1833  estableció  con  respecto  a  Ministros  de 
Estado  los  preceptos  siguientes: 

A.  Los  Ministros  del  Despacho  son  acusables  ante  el  Senado 
(art.  38,  núm.  a). 

B.  Estos  son  también  responsables  ante  la  Comisión  Conserva- 
dora si  no  castigan  a  las  autoridades  que  de  ellos  dependan  (art.  ;8, 
núm.  3). 

C.  El  Ministro  del  Interior,  con  el  título  de  vice-Presidenle  de  la 
Repáfflica,  subroga  al  Presidente  en  ciertos  casos  (art.  74}. 

D.  Los  Ministros  se  subrogan  unos  a  otros  (art.  75). 

E.  Son  nombrados  i  removidos  a  voluntad  del  Presidente  de  la 
República  (art.  83,  nüm.  6). 

F.  Su  número  i  departamentos  son  determinados  por  la  lei 
(art.  84). 

G.  Deben  haber  nacido  en  la  República  i  poder  ser  Diputados 
(»rt.  85). 
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H.  Sin  SU  refrendacioQ  no  valen  las  órdenes  del  Prí 
(art.  86). 

1.  Son  responsables  personalmente,  c  in  soUdum  de  s 
(an.  87). 

J.  Deben  dar  cuenta  de  sus  jestiones  al  Congreso  (art.  81 
sentarle  el  presupuesto  i  cuentas  de  inversión  (art.  89). 

K.  Pueden  ser  Senadores  o  Diputados  (art.  90). 

1.,  No  siéndolo,  pueden  tomar  parte  en  las  discusiones  d 
greso,  pero  sin  voto  (art.  91). 

M.  Pueden  ser  acusados  ante  la  Cámara  de  Diputados  (a 

N.  Esta,  después  de  tramitar,  resuelve  sobre  la  acusac 
Ifculos  9)  a  96). 

O.  Mientras,  el  ministro  acusado,  está  suspenso  (art.  97] 

P.  Su  culpabilidad  será  declarada  por  el  Senado  obrando 
jurado  i  por  los  dos  tercios  de  los  Senadores  presentes.  La 
ordinaria  aplicará  el  castigo  (art.  98]. 

Q_.  El  Senado  conoce  en  las  quejas  de  los  particulares  (ai 
el  Tribunal  ordinario  falla  (art.  100). 

R.  La  Cámara  de  Diputados  puede  acusar  a  un  Ministro 
te  sus  funciones  i  seis  meses  después.  No  puede  ausentarse 
miso  antes  de  ese  término  (art,  101). 

S.  Los  Ministros  no  tienen  voto  en  el  Consejo  de  Esta 
tículo  lOl). 

T.  Esta  corporación  puede  pedir  la  destitución  de  los  M 
(art.  104,  núm.  8). 

Hoi,  por  disposición  de  la  lei  Orgánica  de  Tribunales: 

La  Corte  de  Apelaciones  conoce  en  1.*  instancia  de  las 
civiles  o  criminales  de  los  Ministros  de  Estado  (art.  67,  ni 
en  3.',  art.  107,  nüra.  a)  la  Corle  Suprema, 


Posteriormente  a  1833,  i  a  virtud  de  la  lei  de  31  de  Er 
i8j7,  i  en  Febrero  i.°del  mismo  año,  se  dictó  un  supremo  < 
reglamentando  i  detallando  las  funciones  ministeriales. 

la  15  del  mismo  mes  i  año,  otro  decreto  determinaba  las 
clones  de  ilustración  que  debian  poseer  los  empleados  suba 
de  los  ministerios. 

En  Julio  19  de  1853  el  Congreso  dictó  una  lei  mejorando 
creto  anterior  i  fijando  los  sueldos  i  atribuciones  de  los  emp 
de  los  ministerios,  i  también  la  de  los  ministros. 

En  Diciembre  a  de  1871  se  creó  por  lei  un  *,."  Ministro  d 
pacbo,  denominado  de  Relaciones  Esteriores,  según,  por  ón 
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ncia,  i  que  ademaü  de  las  Relaciones  Esteriores,  teadria  a 
>  lo  ie|alivo  a  la  Colonización. 


eva  leí,  dictada  en  1SJ7,  reorganizó,  los  ministerios,  diví- 

os  en  seis,  en  esla  forma: 

si  Interior. 

elaciones  Esteriores, 

s  Justicia  e  Instrucción  Pública. 

s  Hacienda. 

e  Guerra  i  Marina. 

i  Industria  i  Obras  Públicas.  Estableciendo,  ademas,  bajo 

recisas  i  sólidas  i  límites  fijos,   el  cargo  de  subsecretario  de 

distinto  del  oficial  mayor.  Esa  lei  es  la  que  sigue: 

MINISTERIO    DEL    INTERIOR 

Santiago,  21  de  Junio  de  1887. 

uanto  et  Congreso  Nacional  ha  prestado  su  aprobación  al 
e 

PROYECTO  DE  LEi: 


DE    LOS    DEPARTAMENTOS   DE   ESTADO 

j."  Habrá  siete  Departamentos  de  Estado,  a  cargo  de  seis 

>s  del  despacho,  a  saben 

el  Interior; 

e  Relaciones  Esteriores  i  Culto; 

e  Justicia  e  Instrucción  Pública; 

e  Hacienda; 

e  Guerra; 

B  Marina; 

s  Industria  i  Obras  Públicas. 

lepartamentos  de  Guerra  1  Marina  serán  desempeñados  por 

Ministro. 

9.0  Corresponde  al  despacho  del  Departamento  del  In- 


dSa  DERECHO  PARLAMENTARIO    CHILENO 


I."  Todo  lo  concerniente  al  gobierno  político  de  la  Repüblicay 
a  la  conservación  del  réjimen  constitucional  i  mantenimiento  del 
orden  público; 

a.*  La  ejecución  de  las  leyes  electorales  relativas  a  los  poderes 
públicos  o  corporaciones  elejidas  por  votación  popular; 

3.**  La  prorogacion  de  las  sesiones  ordinarias  del  Congreso  i  la 
convocación  a  estraordinarias; 

4.**  Los  decretos  de  rehabilitación  que,  conforme  a  lo  dispuesto 
en  el  artículo  1 1  de  la  Constitución,  acordare  el  Senado; 

5.®  La  ejecución  de  las  leyes  relativas  a  la  policía  jeneral  i  demás 
medidas  concernientes  a  esta  materia; 

6.^  La  demarcación  de  las  provincias  i  la  subdivisión  territorial 
de  ellas  conforme  a  la  Constitución;  la  creación  de  ciudades,  villas 
i  cualquiera  otra  clase  de  poblaciones,  la  designación  o  variación 
de  las  capitales  de  departamentos;  la  creación  de  territorios  muni- 
cipales; 

7.**  Los  asuntos  municipales  que,  según  las  disposiciones  vijen- 
tes,  requieran  la  intervención  gubernativa; 

8.**  El  censo  i  estadística  de  la  población; 

9.^  Lo  relativo  a  la  beneficencia  pública  i  a  los  cementerios; 

10.  El  establecimiento,  dirección  i  conservación  de  los  correos  i 
telégrafos  del  Estado  i  la  vijilancia  conforme  a  las  leyes  i  decretos 
del  gobierno,  en  el  establecimiento  i  esplotacion  de  telégrafos  per- 
tenecientes a  particulares; 

11.  La  subvención  que  el  Estado  conceda  a  las  empresas  de  na- 
vegación, de  ferrocarriles  i  de  telégrafos; 

12.  El  nombramiento  i  remoción  de  los  consejeros  de  Estado 
que  la  Constitución  atribuye  al  Presidente  déla  República; 

13.  El  nombramiento  i  remoción  de  los  empleados  de  la  oficina 
del  despacho  del  Presidente  de  la  República; 

14.  La  fijación  de  los  límites  territoriales  de  la  República; 
i^.  La  custodia  del  gran  sello  del  Estado; 

16.  La  publicación  del  Diario  Oficial. 

Art.  3.°  Corresponde  al  despacho  del  Departamento  de  Relacio- 
nes Esteriores  i  Culto: 

I.®  Las  disposiciones  relativas  al  mantenimiento  de  las  relacio- 
nes con  las  potencias  estranjeras,  al  recibimiento  de  sus  ministros 
diplomáticos  i  a  la  admisión  de  sus  cónsules  i  otros  ajentes  comer- 
ciales; 

2,"*  La  formación,  observancia  i  ejecución  de  todos  los  tratados 
i  convenciones  internacionales; 
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'3."*  Publicar  i  comunicar  a  quienes  corresponda,  dentro  i  fuera 
del  país,  la  declaración  de  guerra; 

4.''  Nombrar  todos  los  empleados  diplomáticos^  cónsules  i  de* 
mas  ajentes  públicos'del  pais  en  el  estranjero; 

5.°  Legalizar  todos  los  documentos  que  deben  producir  efecto 
en  el  esterior  i  los  que,  otorgados  en  el  estranjero,  deban  producir 
efecto  en  Chile; 

6.**  Todo  lo  relativo  al  ceremonial  i  etiqueta  en  las  asistencias 
oficiales  a  que  concurran  el  Presidente  de  la  República  i  cuerpo 
diplomático; 

7.°  Todo  lo  concerniente  a  las  relaciones  del  Estado  con  la  Igle- 
sia i  al  servicio  del  Culto. 

Art.  4.°  Corresponde  al  despacho  del  Departamento  de  Justicia 
e  Instrucción  Pública: 

I."*  Todo  lo  que  se  refiere  a  la  organización  i  réjimen  de  los  juz- 
gados o  tribunales; 

2,°  Lo  concerniente  al  ejercicio  de  la  atribución  constitucional 
del  Presidente  de  la  República  de  velar  por  la  conducta  ministerial 
de  los  jueces  i  de  los  demás  empleados  del  orden  judicial; 

3/  Los  indultos  i  conmutaciones  de  penas; 

4.^  La  policía  i  la  conservación  de  las  cárceles,  presidios,  casas 
de  reclusión  i  corrección  i  demás  establecimientos  penales; 

^.*  La  organización  i  dirección  de  las  guardias  especiales  de 
cárceles  u  otros  establecimientos  penales  que  sean  pagados  con 
fondos  de  este  departamento; 

6.*  La  espedicion  de  títulos  de  notarios,  conservadores  i  archi- 
veros i  lo  relativo  al  réjimen  i  buen  desempeño  de  estos  oficios  i  a 
la  guarda  i  arreglo  de  los  archivos  judiciales; 

7.**  La  creación  de  las  circunscripciones  del  rejistro  civil  i  todo 
lo  relativo  a  su  servicio; 

8.°  La  publicación  del  Boletín  de  las  Leyes  i  decretos  del  Gobierno  i 
de  la  Gaceta  de  los  Tribunales; 

9.''  La  estadística  judicial; 

10.  El  desarrollo  i  fomento  de  la  instrucción  i  educación  pública; 

11.  Lo  relativo  a  la  dirección  i  economía,  policía  i  fomento  de 
los  establecimientos  de  educación  costeados  con  fondos  nacionales 
o  municipales  que  no  han  sido  atribuidos  especialmente  a  otro 
Departamento,  i  la  supervijilancia  sobre  todos  los  demás; 

13.  La  creación  i  conservación  de  los  museos,  bibliotecas  públi- 
cas, observatorios  astronómicos  i  meteorolójicos,  i  de  los  depósi- 
tos literarios  i  de  Bellas  Artes; 
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13.  La  organización  i  custodia  del  archivo  jeneral  del  go- 
bierno. 

Art,  5.**  CoFresponde  al  despacho  del  Departamento  de  Ha- 
cienda: 

I.""  La  administración  de  las  rentas  públicas  i  el  cuidado  de  su 
recaudación  e  inversión  con  arreglo  a  la  lei; 

fl.**  La  vijilancia  e  inspección  superior  sobre  todas  las  oficinas 
encargadas  de  la  recaudación,  inversión,  administración^  contabi- 
lidad i  fiscalización  de  las  rentas  del  Estado; 

3.*"  Lo  relativo  a  las  casas  de  Moneda. 

5.°  Lo  concerniente  a  los  terrenos  baldíos  i  demás  propiedades 
nacionales  cuya  administración  i  conservación  no  estén  especial- 
mente encomendadas  a  otro  departamento,  i  al  inventario  de  todos 
los  bienes  nacionales,  de  cualquier  naturaleza  que  sean; 

;.°  Lo  relativo  a  la  deuda  pública; 

6.°  Todo  lo  concerniente  al  comercio  interior  i  esterior; 

7.®  La  habilitación  de  puertos  i  caletas; 

8.°  La  formación  de  la  estadística  de  rentas  i  de  la  comefcial; 

9."*  Lo  concerniente  a  las  instituciones  de  créditos  i  sociedades 
anónimas; 

10.  La  presentación  anual  al  Congreso  de  los  presupuestos  de 
gastos  jenerales  i  cuentas  de  inversión. 

Art.  6.°  Corresponde  al  despacho  del  Departamento  de  Guerra: 

I.**  El  reclutamiento,  organización  i  disciplina  del  ejército  de  í 

línea  i  la  distribución  de  la  fuerza  que  lo  componen; 

a.°  El  alistamiento,  organización  i  disciplina  de  la  Guardia  Na- 
cional i  su  movilización; 

3.**  Todo  lo  relativo  al  armamento  i  conservación  de  las  plazas» 
fuertes  i  fortalezas,  i  la  administración  de  los  parques  i  almacenes 
de  guerra,  de  las  fábricas  de  armas,  de  municiones  i  de  pólvora  i 
maestranzas  militares  de  propiedad  fiscal; 

4.**  El  abastecimiento  de  víveres  i  forrajes,  de  vestuario  i  equipo 
i  la  remonta  del  ejército  i  de  la  Guardia  Nacional; 

;.°  El  servicio  de  Hacienda,  de  sanidad  i  relijiosos  de  las  fuerzas 
de  su  dependencia; 

6.°  Los  hospitales  militares  i  los  asilos  de  inválidos; 

7.**  La  conservación  i  reparación  de  los  cuarteles  i  demás  edifi- 
cios que  dependen  de  él; 

8.°  Las  escuelas  militares  i  la  instrucción  primaria  en  los  ^uer* 
pos  de  ejército; 
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.a  manutencioD,  depósito,  guarda  i  canje  de  los  prisioneros 
rra. 
7.°  Corresponde  al  despacho  del   Deparfamento  de  Ma- 

Bl  servicio,  conservación,  reparación  i  abastecimiento  de  las 
de  guerra  i  demás  embarcaciones  del  Estado; 
La  instrucción,   disciplina  i  distribución  del  personal  de  la 
la  i  del  cuerpo  destinado  a  las  guarniciones  de  los  buques; 
La  dirección  de  los  servicios  de  Hacienda  i  de  sanidad  de  la 

Lo  conceroteiite  a  los  arsenales  i  almacenes  de  la  Marina 
dirección  i  conservación  de  los  diques  i  astilleros  del  Es- 
La  organización  i-mantenimiento  de  los  establecimientos  de 
inza  correspondiente  a  estérame; 

La  división  del  territorio  marítimo  i  la  dirección  de  las  ofici- 
stinadas  a  su  servicio; 
Lo  relativo  a  la  hidrografía  de  la  costa; 
El  alumbrado  marítimo  i  la  conservación  i  administración  de 
os  i  telégrafos  marítimos; 

El  avalizamiento  de  la  costa  i  la  construcción  i  conservación 
boyas  i  valizas; 

La  protección  ¡desarrollo  de  la  marina  mercante  nacional  i 
lancia  sobre  la  ejecución  de  las  leyes  que  la  rijen; 
Lo   relativo   al   enganche   de  marineros  i  demás  jente  de 

La  policía  de  las  aguas  territoriales  i  lo  concerniente  a  ave- 
laufrajios  i  salvamentos  en  la  parte  que  toca  a  la  autoridad 
jstrativa; 

La  espedicion  de  las  patentes  de  corso. 
,  S."  Corresponde  al  despacho  del  Departamento  de  Indus* 
Obras  Públicas: 

La  protección  i  desarrollo  de  las  industrias  agrícolas,  mine- 
bril  i  de  las  sociedades  relativas  a  ellas;  la  dirección  de  los 
ecimientos  públicos  pertenecientes  al  Estado,  que  se  refieran 
mismos  ramos  i  la  supervijilancia  de  los  establecimientos 
ulares;  la  organización  i  sostenimiento  de  las  escuelas  de  ar- 
)ficÍos,  agricultura,  minería  i  demás  escuelas  de  aplicación  no 
idas  a  otros  departamentos; 
La  concesión  de  privilejios  esclusivos; 
Lo  relativo  ala  caza  i  a  la  pesca  sin  perjuicio  de  las  atribu- 
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Clones  que  corresponden  al  Departamento  de  Marina  en  la  policía 
de  las  aguas  territoriales; 

4.°  La  regla  mentación  de  los  bosques,  plantfos¿i  la  distribución 
de  las  aguas; 

5.'  La  construcción  i  dirección  de  los  ferrocarriles  del  Estado; 
la  vijilancia  conforme  a  las  leyes  o  decretos  del  gobierno,  eir  la 
construcción  o  esplotacion  de  los  ferrocarriles  particulares; 

6."  La  apertura,  conservación  i  reparación  de  los  caminos,  puen- 
tes, calzadas  i  vfas  fluviales; 

7.°  La  construcción  de  todos  los  edificios  nacionales,  de  los 
diques,  malecones,  muelles,  faros  i  de  los  monumentos  públicos, 
conforme  a  las  indicaciones  i  con  los  fondos  que  señalen  los  de- 
partamentos respectivos.  La  conservación  i  reparación  de  los  mis- 
mos, en  cuanto  uo  esté  especialmente  encomendada  a  otros  De- 
partamentos; 

S,"  La  construcción  de  las  Hneas  telegráficas  i  telefónicas  perte- 
necientes al  Estado; 

9.°  La  apertura  de  canales  o  acequias  i  la  disecación  de  lagunas, 
hechas  por  cuenta  del  Estado; 

10.  La  formación  de  la  carta  catastral  i  demás  planos  del  terri- 
torio de  la  República; 

11.  Todo  lo  concerniente  al  ramo  de  colonización. 

Art  9.'  Incumbe  a  cada  Departamento  el  despacho  de  las  co- 
municaciones, decretos,  reglamentos,  proyectos  de  lei  i  mensajes, 
leyes,  decretos  i  antecedentes  relativos  a  los  asuntos  comprendi- 
dos en  sus  respectivas  secciones,  como  asimismo  de  los  estableci- 
mientos o  instituciones,  trabajos  i  funcionarios  que  dependan  del 
Departamento  en  el  ramo  correspondiente. 

Art.  30.  Los  jefes  de  sección  prepararán  anualmente  el  presu- 
puesto de  gastos  del  Departamento  en  sus  secciones  respectivas  i 
cuidarán  de  que  se  lleven  en  orden  los  libros  que  requiera  el  ser- 
vicio. 

Art.  31.  Corresponde  al  oficial  de  partes: 

Sellar  i  remitir  la  correspondencia  oficial  i  enviar  a  las  oficinas 
i  funcionarios  respectivos  las  demás  piezas  que  se  tramiten  en  el 
Departamento. 

Llevar  los  libros  que  el  reglamento  de  la  oficina  le  encargue. 

Suministrar  a  los  interesados  los  datos  que  soliciten  sobre  los 
asuntos  en  que  tengan  interés,  en  conformidad  a  las  instrucciones 
que  le  imparta  el  su b -secretario. 

Remitir  a  su  destino  las  copias  de  las  piezas  que  hayan   de  pu- 
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iarse  ea  el  Diario  OJiciat  i  en  el  Boletin  de  las  Le/es  i  decretos  del 
'fiemo,  previo  el  visto-bueno  del  jefe  de  U  oficina. 
Lrt.  33.  Corresponde  al  archivero: 

,a  recepción  i  guarda  de  los  documentos  i  libros  que  compongan 

irchivo  de  la  secretaría,  de  cuya  conservación  será  directamen- 

responsable. 

,a  custodia  del  sello  o  sellos  del  Departamento. 

.a  conservación  i  cuidado  de  los  objetos  i  útiles  del  servicio  de 

oficina. 

)ar  copia  de  los  documentos  que  corran  a  su  cargo  cuando  asi 

ordenare  el  sub-secretario. 

Jevar  los  libros  que  el  reglamento  respectivo  le  encomiende. 

^^t.  3^.  Los  oficiales  de  número  desempeñarán  las  funciones 

B  exija  el  despacho  de  los  asuntos  que  corrieren   por  la  sección 

[ue  estén  asignados  i  las  que  exija  el  curso  1  despacho  de  todos 

asuntos  de  la  secretaría. 

-os  oficiales  supernumerarios  prestarán  los  mismos  servicios. 
\rt.  34.  Los  porteros  i  mensajeros  que  el  artículo  17  asigna  a 
la  Departamento,  desempeñarán  sus  oficios  en  la  forma  que  de- 
minen  los  reglamentos  t  los  jefes  de  las  respectivas  oficinas. 
\rt.  35.  No  podrá  ser  nombrado  oficial  de  número  de  cuales- 
iera  de  los  Departamentos  de  Estado  ningún  individuo  que  no 
^a  obtenido  el  titulo  de  bachiller  en  humanidades  i  que  no  haya 
mplido  dieiiocho  años  de  edad. 

Para  ser  nombrado  oficial  de  número  de  primera  clase,  en  pro- 
ídad,  se  requerirá,  ademas,  conocimiento  de  derecho  público 
ministrativo  i  del  ramo  especial  que  corresponda  al  Departa- 
:nto  a  que  el  individuo  pretenda  ingresar. 

Para  ser  nombrado  jefe  de  sección,  se  necesitará  haber  rendido 
examen  de  derecho  público  i  administrativo  i,  ademas,  en  el  De- 
rtamento  de  lo  Interior,  el  Código  Civil  en  el  Departamento  de 
laciones  Esteriores  i  Culto,  los  de  derecho  internacional,  Códi- 

Civil  i  derecho  canónico;  en  el  Departamento  de  Justicia  e  Ins- 
iccion  Pública,  los  de  Código  Civil  i  Código  Penal;  en  el  Depar- 
nento  de  Hacienda,  los  de  contabilidad,   de  Economía  Política, 

Código  Civil  i  de  Comercio;  en  los  Departamentos  de  Guerra  i 
irina,  el  de  derecho  internacional,  i  en  el  Departamento  de  In- 
stria,  el  Código  de  Minería  o  los  de  Topografía  1  Arquitectura. 
Art.  36.  Los  empleados  de  planta  de  cada  Departamento  serán: 
I."  En  el  del  Interior:   un  sub-secretario;  dos  jetes  de  sección; 
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un  oficial  de  partes;  un  archivero;  dos  oficiales  de  número  de  pri- 
mera clase;  tres  oficiales  de  número  de  segunda  clase; 

a."*  En  el  de  Relaciones  Esteriores  i  Culto:  un  sub-secretario, 
dos  jefes  de  sección,  de  los  cuales  uno  desempeñará  las  funciones 
de  traductor  e  intérprete,  debiendo  poseer,  a  lo  menos,  los  idio- 
mas francés  e  inglés;  un  oficial  de  partes;  un  archivero;  dos  oficia* 
les  de  número  de  primera  clase;  tres  oficiales  de  número  de  segun- 
da clase; 

3.®  En  el  de  Justicia  e  Instrucción  Pública:  un  sub-secretario,  dos 
jefes  de  sección;  un  oficial  de  partes;  un  archivero;  dos  oficiales 
de  número  de  primera  clase,  dos  oficiales  de  número  de  segunda 
clase; 

4.''  En  el  de  Hacienda:  un  sub-secretario;  dos  jefes  de  sección; 
un  oficial  de  partes;  un  archivero;  dos  oficiales  de  número  de  pri- 
mera clase;  tres  oficiales  de  número  de  segunda  clase; 

5.°  En  el  de  Guerra:  un  sub-secretario;  dos  jefes  de  sección;  un 
oficial  de  partes;  un  archivero;  dos  oficiales  de  número  de  primera 
clase;  tres  oficiales  de  número  de  segunda  clase; 

6.°  En  el  de  Marina:  un  sub-secretario;  un  jefe  de  ¡sección;  un 
oficial  de  partes  i  archivero;  un  oficial  de  número  de  primera  cla- 
se; dos  oficiales  de  número  de  segunda  clase; 

7.°  En  el  de  Industria:  un  sub-secretario;  tres  jefes  de  sección; 
un  oficial  de  partes;  un  archivero;  tres  oficiales  de  número  de 
primera  clase;  tres  oficiales  de  número  de  segunda  clase. 

Art.  37.  Cada  una  de  las  Secretarías  tendrá  un  primer  i  un  se- 
gundo portero  i  los  mensajeros  que  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca determine. 

IV 

DEL    DESPACHO    DEL    PRESIDENTE    DE    LA    REPÚBLICA 

Art,  a8.  Habrá  un  oficial  del  Presidente  de  la  República,  encar- 
gado de  su  correspondencia  i  ausiliado,  si  fuere  necesario,  por  un 
oficial  de  segunda  clase. 

Las  funciones  de  estos  empleados  terminarán  con  las  del  Presi- 
dente que  los  hubiera  nombrado. 


DE    L\    SECRETARIA     DEL    CONSEJO    DE    tSTADO 

Art.  39,  La  Secretaría  del  Consejo  de  Estado  será  servida    por 
los  empleados  que  fija  la  lei  de  17  de  Julio  de   1873,  debiendo 
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■  el  secretario  una  renta  anual  de  dos  mil  quinientos  pesos,  i 

cial  de  pluma  la  de  ochi>cientos, 

secretario  recibirá  ademas  cien  posos  anuales  para  gastos   de 


DEL   ARCHIVO   JENliRAL   DE   GOBIERNO 

t.  30.  i!n  un  arcliivo  JtMior.il  que  oslará  bajo  la  dependencia 
Jiata  del  Dcpartamcnlo  de  Justicia  e  instrucción  Pública,  se 
sitarán  en  el  mes  de  Abril  de  cada  año.  todos  los  documentos 
;ntes  en  los  archivos  particiihres  de  los  diversos  Departamcn- 
ue  tengan  mas  de  cinco  años  da  fecha,  i  los  libros  copiadores 
s  mismos  que  tengan  mas  de  diez, 

t.  31.  Esta  oficina  constará  de  tantas  secciones  cuantos  sean 
)epartamenlos  de  Estado,  i  estará  a  cargo  de  un  archivero  i 
yudantes,  cuyas  funciones  determinará  un  reglamento  espe- 
lictado  por  el  Presidente  de  la  República. 
(.  32.  Los  encargadosdcl  .Vrchivo  Jeneralnopodrán  manifes- 
enfregar  orijinales  o  en  copia,  los  documentos  existentes  en 
n  orden  escrita  de!  Ministro  o  Sub-secretario  de  Estado  del 
rtamenlo  respectivo. 

que  contraviniere  a  esta  diíposÍcÍoii,  incurrirá  respectivamente 
13  penas  sefialadas   por   los  artículos  342  a  349  inclusive  del 
go  Penal, 
t.  5J.  El  Archivo  Jeneral  tendrá  para  su  servicio  un  portero. 

Vil 

Dr   LA    nOTAClON    DE   SUELDOS 

t,  54,  Los  empleados  quecstableco  la  presente  Jei,  gozarur  de 

guientes  sueldos  anuales. 

nistro  de   Estado:  diez  niilpj.-^^,  '.j  10,000}. 

b-secrctario  de  Estado:  cinco  mil  pesos  (§  5.00c). 

es  de  sección:  tres  mil  pesos  (g  3,000). 

iciales  de  partes:  mil  cuatrocientos  pesos  ($  1,400). 

chiveros:  mil  doscientos  pesos  (s  1,200). 

iciales  de  número  de  primera  cla^e:  mil  pesos  ($  1,000), 

iciales  de  número  de  segunda  clase;  ochocientos  pesos  ($  800). 

iciales  supernumerarios:  seiscientos  pesos  ($  600). 


'^'-, 
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Oficiales  del  despacho  del  Presidente  de  la  República:  mil  ocho- 
cientos pesos  ($  1,800). 

Archivero  jeneral:  dos  mil  cuatrocientos  pesos  ($  2,400). 

Ayudante  del  archivero  jeneral:  seiscientos  pesos  ($  600). 

Porteros  primeros:  trescientos  sesenta  pesos  ($  360). 

Porteros  segundos:  trescientos  pesos  \^$  300). 

Mensajeros  a  caballo:  quinientos  pesos  (í>  sooi. 

Mensajeros  a  pié:  doscientos  cuarenta  pesos  {¿*  240). 

Art.  33.  Queda  derogada  la  Ici  de  9  de  Agosto  de  iS^)  i  ios  de- 
cretos anteriores  a  la  presente  fecha,  relativos  a  esta  materia. 

ARTÍCULOS   TRANSITORIOS 

I."  Un  Reglamento  dictado  por  el  el  Presidente  de  la  República, 
determinará  en  cada  Departamenlu  los  deberes  especiales  de  cada 
uno  de  los  empleados  establecidos  por  la  presente  lei,  i  señalará 
las  r^fglas  de  orden  interno  de  la  oficina. 

3."  Los  actuales  empleados  que  quedaren  sin  colocación,  tendrán 
derecho  a  una  gratificación  correspondiente  a  seis  meses  del  suel- 
do que  disfrutaban,  si  tuvieren  menos  de  diez  años  de  servicios. 

Si  el  empleado  hubiera  servido  diez,  años  o  m:is  i  no  tuviere  de- 
recho a  jubilarse,  la  gratificación  se  aumentará  en  un  cinco  por 
ciento  del  sueldo  anual  por  cada  año  cumplido  que  exceda  de  diez. 

3."  El  Presidente  de  la  República  pondrá  en  vijencia  las  dispo- 
siciones d:  la  presente  lei  dentro  de  los  noventa  dias  siguientes  a 
S'J  promulgación. 

I  por  cuanto,  oido  el  Consejo  de  Estado,  he  tenido  a  bien  apro- 
barlo i  sancionarlo; 

Por  tanto,  promulgúese  i  llévese  a  efecto  como  lei  de  la  Repú- 
blica,— José  Manuel  Balmaceda. — Carlos  Anlünei.// 


Ahora,  i  después  de  esa  larga  csciirsion  sobre  el  oríjen  del  poder 
ministerial  en  todo  el  orbe,  cabe  examinar,  en  la  parte  que  se  re- 
fiere a  Chile,  el  carácter  de  la  jurisdicción  ministerial,  su  estén- 
sion  i  la  naturaleza  de  sus  atribuciones. 

El  examen  que  hace  el  señor  Huneeus  del  artículo  86  de  la 
Constitución, ]que  dice:  ^^loJas  Lu  órdenes  del  ¡'residente  de  la  República 
deberán  firmarse  por  el  Ministro  del  d .'parlamento  respeclivo,  i  no  podrán 
ser  obedecidas  sin  este  esencial  requisilo//,  el  comentador  espone: 

«Este  artículo  dice  algo  que  es  de  la  esencia  del  gobierno  repre- 
sentativo, Los  Ministros  no  serian  tales,  i  de  verdaderos  jefes  de 
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la  administración,  como  son  i  deben  serlo,  descenderían  a  la  cater 
goria  de  simples  amanuenses  del  Presidente,  si  éste  pudiera  dar 
órdenes  por  sí  solo. 

El  Presidente  nada  puede  sin  la  concurrencia  del  Ministro  direc- 
tamente responsable  de  la  medida  que  se  dictare.  I  así  es  forzoso 
que  sea  donde  quiera  que  haya  Parlamento  i  Ministerio. 

El  Ministro  nada  puede  d(?c/ifír  tampoco  sin  la  concurrencia  del 
Presidente.  Feliz  combinación  que  obliga  a  buscar  así  el  acuerdo 
entre  el  Ejecutivo  i  el  Congreso  cuando  el  Ministro  es  verdadera- 
mente parlamentario. 

I,  decimos  que  los  Ministros  nada  pueden  decidir  o  resolver  por 
sí  solos,  porque  pueden  impartir  órdenes  a  losajentes  de  la  adminis- 
tración por  medio  de  circulares;  espedir  providencias  de  mera  tra- 
mitación; pedir  informes,  i  comunicarse  con  todas  las  autoridades 
constituidas.  Con  escepcion  de  los  mensajes  dirijidos  al  Congreso 
todas  las  circulares,  oficios,  notas  i  demás  comunicaciones  son  fir- 
madas solo  por  el  Ministro  del  ramo.  Pero  en  todos  estos  casos  se 
presume  que  el  Ministro  que  habla  lo  hace  de  acuerdo  con  el  Pre- 
sidente de  la  República,  La  falta  de  la  firma  o  rúbrica  de  éste,  que 
antes  se  usaba  al  márjen  de  los  oficios  o  circulares  ministeriales, 
es  una  cuestión  de  mera  fórmula  que  no  destruye  la  verdad  del 
principio  constitucional. 

Cuando  habla  un  Ministro,  habla  siempre  a  nombre  del  gobier- 
no, i  el  gobierno  lo  forma  el  Presidente  conjuntamente  con  los 
Ministros. 

Tratándose  de  medidas  que  surten  efectos  jenerales  o  que  con- 
fieren algún  derecho  i  especialmente  de  todas  aquellas  que  salen 
del  círculo  de  meras  comunicaciones  o  de  simples  trámites,  es  in- 
dispensable la  firma  del  Presidente  i  la  del  Ministro.  I  como  no 
puede  firmarse  aquello  que  no  está  escrito,  debe  deducirse  que  no 
seria  constitucional  que  el  Ejecutivo  espidiera  órdenes  o  dictara 
resoluciones  verbales.» 


A  la  verdad,  i  repetuosamente  hablando,  yo  encuentro  cierta 
vaguedad  en  la  esposicion  de  mi  distinguido  maestro  i  amigo. 

Casi  estoi  por  decir  contradicción,  porque  después  de  decir  en  la 

primera  parte,  como  se  ha  visto,  que  los  ministros  pueden  por  sí 

solos  impartir  órdenes,  al  final  declara  que  todo  lo  que  no  sea  una  mera 

omunicacion  o  simple  trámite,  exije  la  firma  mancomunada  del  P reside n- 

e  i  del  Ministro. 

«En   Prusia,   según  Blunchli,  la  dirección  individual  del  Ministro 
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se  encuentra  unida  a  la  deliberación  colcjiída  i  colcolha  del  Consejo 
de  Ministros.» 

«Todos  los  ministros,  continúa  diciendo  el  mismo  autor,  tienen 
su  centro  común  en  el  jefe  de  estado  que  se  encuentra,  en  rela- 
ción directa  con  cada  uno  de  ellos,  i  es  de  desear  que  se  encuen- 
tren de  acuerdo  sobre  la  dirección  que  debe  imprimirse  a  la  polí- 
tica jeneral,  porque  las  diversas  actividades  del  Estado  reaccionan 
naturalmente  una  sobre  otras. 

AcPor  eso  el  sistema  de  un  Ministerio  homojcMVjo  que  los  una  i 
haga  deliberar  en  común  en  los  casos  iin portantes,  presenta  gran- 
des ventajas.  Sin  embargo,  es  menester  precaverse  de  marchar  en 
esta  vía  hasta  reemplazar  o  suprimir  la  unidad  mas  alta  i  la  potencia 
del  príncipe.  No  hai  que  impedir  las  relaciones  directas  del  prín- 
cipe con  cada  uno  de  sus  Ministros:  no  hai  que  obligarlo  a  no.  po- 
der despedir  a  uno  de  ellos  sin  despedirlos  a  todos. 

«E/  Presidente  del  Consejo  de  Ministros  preside  el  Ministerio  ho- 
mojéneo.  El  sentido  práctico  de  los  ¡np^leses,  por  razones  de  forma 
sobre  todo,  llama  de  preferencia  a  estas  funciones  a  un  personaje 
que  se  distinga  sobre  todo  por  su  alta  situación  social.  En  otras 
partes,  al  contrari  >,  esa  presidencia  se  atribuye  jeneralmente  al 
jefe  real  de  la  política  gubernativa.  La  costumbre  inglesa  tiene  la 
doble  ventaja  de  provocar  menos  las  susceptibilidades  del  prínci- 
pe, i  esponer  menos  al  Ministro  director  a  los  golpes  de  los  adver- 
sarios. Por  el  segundo  sistema  asegura  mejor  la  unidad  del  Minis- 
terio i  parece  mas  conforme  a  la  naturaleza  de  las  cosas. 

^E\  Ministro  presenta  sus  pro  recios  a  \a  sanción  del  rei,  i  refrenda 
la  orden  firmada  por  él.  El  jete  del  estado  tiene  amplio  derecho 
de  libre  examen  i  puede  libremente  rechazar  el  proyecto.  Un  re- 
chazo aislado  no  es  por  sí  mismo  un  acto  de  desconfianza  respecto 
al  Ministro  i  no  produce  necesariamente  su  retiro.  Este  no  se  im- 
pone sino  en  presencia  de  una  di\  erjencia  permanente  sobre  el 
gobier.io  político  en  sí  mismo. 

'^El  monarca  puede,  a  su  turno,  tomar  la  iniciativa  de  una  medida, 
exijir  un  informe,  un  estudio,  uy  proyecto.  Por  su  parte  el  Minis- 
tro debe  espresar  valientemente  su  pensamiento,  advertir  respe- 
petuosameite,  i  llegado  el  caso  negar  su  concurso. 

"El  príncipe  tendrá  confianza  en  sus  Ministros  hasta  para  los  mas 
ínfimos  asintos.  Pero  la  mr»iiarquía  no  es  una  verdad  sino  cuando 
la  po  í  ex  icn:ra\  el  conjunt  >  de  la  (  irecc'on  i  el  bien  público  son 
su  consta  ite  preocupación,  i  sabe  hacer  i^entir  su  valor  personal. 

«El  Ministro  competente  refrenda,  tomando  así  la  responsabilidad 
del  acto  sin  poder  alegar  que  nojia  hecho  sino  someterse  a  la  vo- 
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luatad  real.  No  obstante,  el  acto  emana  del  rei  en  cuanto  a  la  auto- 
ridad formal  de  que  está  revestido,  i  a  los  efectos  benéficos  que 
puede  producir. 2^ 

Es  este  sistema,  que  amalgam  la  independencia  del  pensamien- 
to con  la  disciplina  en  la  acción  común  el  que  domina,  en  los  paí- 
ses donde  se  practica  el  réjimen   parlamentario. 

Hs  ése  el  sistema  inglés. 

«En  la  administración  ordinaria  del  gobierno,  dice  Gladstone, 
en  su  «Cííesí/o/ií?s  cofisliliicic¡ialcs>^,  el  soberano  está  personalmente, 
por  decirlo  así,  detras  de  bastidores;  ejecuta,  en  verdad,  sea  al  dar 
su  firma,  sea  de  otra  manera,  muchos  actos  personales,  pero  para 
cada  uno  de  ellos,  así  como  para  todos,  está  cubierto  por  la  refren- 
dación i  el  consejo  de  sus  ministros,  que  se  encuentran  colocados 
entre  su  persona  i  el  pueblo. . . , , ,  Esta  concentración  de  poder, 
de  trabajos  i  de  responsabilidad  han  abierto  campo  a  realidades  me- 
nos penosas,  i  la  resposabilidad  ministerial  ha  venido  a  interponerse 
entre  el  monarca  i  las  exijencias  del  publico,  como  la  coraza  entre 
el  cuerpo  i  el  arma  que  quiere  herir,  pero  es  una  coraza  de  carne, 
a  la  vez  viva  e  invulnerable.  Una  crítica  ^hostil  puede  decir  que  el 
monarca  constitucional  no  es  el  depositario  del  poder,  sino  en  el 
mismo  sentido  que  un  arsenal  es  un  depósito  de  armas,  pero  que 
únicamente  los  que  se  sirven  de  las  armas  i  ellos  no  mas,  consti- 
tuyen la  verdadera  autoridad  gubernativa.  Esto  es  inconstestable- 
mente  cierto  en  el  sentido  que  ese  sistema  tiende  a  asociar  al  jefe 
de  Estado,  para  el  funcionamiento  del  gobierno,  las  personas  que 
pueden  conocer  mejor  las  necesidades  i  los  deseos  del  pueblo, 
pero  a  condición  de  que  los  diversos  aspectos  del  poder  supremo 
estén  cuidadosamente  repartidos,  correspondiendo  al  que  lleva  la 
corona,  la  dignidad  i  la  autoridad  visible,  i  el  trabajo  con  la  respon- 
sabilidad a  sus  servidores.  De  aquí  resulta  lójicamente  que,  si  lle- 
gan a  haber  disentimientos,  es  la  voluntad  de  aquellos  a  quienes  se 
ha  confiado  la  tarea  gubernativa  la  que  debe  prevalecer. 

Se  puede  separar  el  poder  del  trabajo,  pero  no  del  trabajo  unido 
a  la  responsabilidad.  Esta  consecuencia  capital  i  esencial  fluye  del 
principio  que  la  acción  política  del  monarca  debe  ser  siempre  me- 
diata i  subordinada  al  acuerdo  de  sus  consejeros  confidenciales. 

Es  imposiple  conciliar  la  menor  atenuación  de  esta  doctrina  con 
la  inmunidad  perfecta  i  absoluta  que  proteje  al  soberano  contra  las 
consecuencias  de  sus  actos.  No  puede  haber  en  íiiglaterra  nada  mas 
contrario  en  sus  efectos  a  la  fidelidad  debida  al  soberano  que  la 
Superstición  que  afecta  asignarle  una  esfera  de  acción  política  i  en 
ese  sentido  superior. 
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El  servilismo  de  un  escritor  anónimo  ha  descubierto,  es  verdad, 
tan  estraña  doctrina,  pero  es  tan  imposible  que  se  aclimate  en  In- 
glaterra, como  trasportar  los  juncos  de  Bengala  a  los  llanos  de  Sa- 
lisbuy 

En  un  Estado  libre  es  necesario  que  haya,  para  todo  acto  pú- 
blico, un  ser  responsable.  La  cuestión  está  en  saber  quién  es  éste. 
Ahora  bien,  la  Constitución  inglesa  responde:  el  Ministro  i  solo  el 
Ministro.  Para  que  sea  responsable  es  preciso  que  participe  plena- 
mente en  todos  los  actos  del  Gobierno.  Una  acción  separada  de 
parte  del  soberano  equivaldria  para  este  último  a  una  acción  para 
la  cual  no  se  encontrarla  ni  defendido  ni  protejido. 

La  coraza  de  la  responsabilidad  no  lo  cubriría  por  completo.  Su 
cabeza  sobrepasaría  la  tienda  elevada  para  abrigarlo,  i  lo  espondria 
a  los  ardores  del  sol. 

A  los  ojos  del  pais,  el  soberano  i  sus  Ministros  forman  una  uni- 
dad absoluta.  Pueden  hacerse  recíprocas  concesiones;  pero  el  lími- 
te de  esas  concesiones  del  soberano  se  encuentra  en  el  punto  en 
que  le  conviene  tentar  un  cambio  de  Ministerio,  i  el  de  las  conce- 
siones de  los  Ministros  en  el  momento  en  que  no  puedan  soportar 
mas  lo  que  tienen  el  deber  de  soportar  los  que  están  en  los  nego- 
cios; es  decir,  la  responsabilidad  indivisible  de  todo  lo  que  se  ha 
hecho  en  nombre  de  la  corona 


Al  lado  de  esta  elocuente  pajina  del  Néstor  político  de  Ingla- 
terra, merece  colocarse  otra  de  M.  Masseras,  describiendo  con 
mano  maestra  el  poder  ministerial  en  el  Gobierno  i  ante  el  Con- 
greso de  Estados  Unidos. 

Dice  así: 

« En  virtud  de  esta  prescripción  jeneral  i  de  este  princi- 
pio absoluto  i  no  por  medio  de  una  combinación  política,  se  en- 
cuentran escluidos  de  ambas  Cámaras  los  secretarios  de  Estado.  Su 
acceso  les  ha  sido  prohibido  por  el  solo  hecho  de  la  elección  pre- 
sidencial que  les  confiere  un  puesto  en  el  Gobierno.  Si  uno  de  ellos 
ocupa  un  asiento  parlamentario,  en  el  momento  de  ser  llamado  a 
entrar  en  el  Gabinete  queda  desposeído  de  él  inmediatamente;  en 
adelante,  cuando  tenga  necesidad  de  apoyar  una  medida,  deicom- 
batirla,  de  terciar  en  un  debate,  sus  amigos  del  Parlamento  debe- 
rán servir  de  intérprete  a  su  pensamiento  político  o  administrati- 
vo. Queda  reducido  a  la  calidad  de  empleado  del  Poder  Ejecutivo 
i  nada  mas.  La  Constitución  le  asigna  a  su  vez  su  rango,   su   papel 
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i  SU  título  cuando  autoriza  al  Presidente  para  ^pedir  por  escrito  la 
Opinión  del  primer  funcionario  en  cada  ramo  de  la  administración 
sobre  todo  lo  relativo  a  los  deberes  de  su  cargo. ;^ 

Esta  es  la  única  alusión  a  los  colaboradores  del  Presidente  que 
se  encuentra  en  el  Pacto  Federal.  El  término:  «Gabinete  de 
Washington-^,  usado  por  asimilación  con  las  costumbres  euro- 
peas, representa  simplemente  un  t^rupo  de  hombres  que  se  divi- 
den la  dirección  de  los  asuntos  del  pais  i  se  ocupa  cada  cual  de  su 
departamento  sin  injerencia  recíproca  ni  solidaridad  colectiva.  Si 
alguno  de  ellos  llega  a  dejar  sus  funciones — incidente"  bastante 
raro — su  retirada  produce  sencillamente  un  cambio  de  personas, 
que  no  causa  ni  perturbación  ni  emoción. 

Un  movimiento  entre  los  directores  o  los  jefes  de  sección  de 
nuestros  Ministerios  tiene  a  veces  mas  eco.  En  una  palabra,  a  dife- 
rencia de  los  nuestros,  los  departamentos  ministeriales  americanos 
son,  como  otras  tantas  oficinas,  creadas  a  medida  de  las  necesida- 
des i  desarrollo  de  la  Union,  esclu>ivamente  destinados  a  proveer 
los  intereses  públicos.  Las  tres  primeras  de  esas  oficinas  fueron  es- 
tablecidas por  el  Congreso  en  17H9  i  recibieron  por  atribuciones 
respectivas  las  relaciones  esteriores,  la  hacienda,  la  guerra  i  la  ma- 
rina. Divisiones  sucesivas  i  creaciones  nuevas,  desde  entonces  han 
elevado  su  número  a  siete;  pero  la  situación  creada  a  los  titulares 
no  ha  variado. 


La  comparación  entre  ambos  sistemas  da,  pues,  a  los  ojos  de  todo 
espíritu  amante  de  la  independencia  i  del  decoro  administrativo, 
un  privilejio  i  superioridad  indiscutible  al  sistema  inglés  sobre  el 
sistema  americano. 

Es  verdad  que  bajo  el  primero  de  ellos  se  necesita  de  un  poder 
moderador,  lleno  de  cordura,  de  sagacidad,  de  previsión  i  de 
enerjía. 

¿Pero  es  esto  imposible?  No  ha  ejercido  esa  dominación  desde 
cerca  de  medio  siglo,  éntrelos  aplausos  del  mundo  entero,  una 
mujer,  la  reina  Vict<)ria? 

Como  dice  mui  bien  Prevost  Paradol,  ;cüál  es  el  espíritu  tan  po- 
deroso, cuál  el  alma  tan  soberbia  que  tenga  el  derecho  de  declarar 
inferior  a  su  dignidad  ese  rol  admirable  i  bienhechor  de  modera 
dor  supremo  de  un  pueblo  libre? 

Ciertamente  hai  una  verdadera  grandeza  en  llagar  a  ser  por  me- 
dio del  talento  i  la  voluntad,  el  jele  de  un  partido,  en  apoderarse 
í  guardar  la  autoridad  en  medio   de  hábiles  rivales,  en  ejercerla 
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con  brillo  i  ligar  su  nombre  a  alguna  bella  pajina  do  la  historia  de 
su  pais.  Sin  embargo^'¿no  es  mas  glorioso  aun  asistir  a  esas  ardientes 
luchas,  no  como  rival  interesado,  ni  como  espectador  inditerenie, 
sino  como  el  protector  ilustrado  i  vijihinte  de  la  paz  pública,  co- 
mo el  representante  imparcial  i  respetado  del  interés  nacional? 

No  es  nada  para  una  alma  jenerosa  tener  el  derecho  de  decirse: 
'<Soi  el  guardián  del  orden  i  de  hi  libertad  en  mi  patria.  Al  abrir  el 
circo  a  los  partidos  permitiéndoles  disputarse  el  poder,  él  ha  que- 
rido poner  al  abrigo  de  su  ofuscamiento  o  de  su  obstinación  su  se- 
guridad i  su  grandeza;  me  ha  encargado,  pues,  que  impida  que  ese 
poder  pueda  volverse  en  contra  de  él  mismo,  detenido  o  empleado 
contra  sus  propósitos.  Me  ha  colocado  por  encima  de  la  arena  i 
me  ha  dicho: — Vijílala,  pero  cuidado  con  descender  a  ella,  no 
mezcles  tu  autoridad  en  las  luchas  de  los  partidos*  no  la  compro- 
metas en  sus  faltas;  necesito  que  permanezca  intacta,  i  que  tú  ha- 
gas, llegado  el  caso,  un  uso  mas  noble  i  saludable  de  ella. 

Quiero  que  los  partidos  me  gobiernen,  pero  no  que  me  opri- 
man. 

En  consecuencia,  tú  cuidarás  de  que  los  depositarios  de  tu  poder 
no  lo  retengan  contra  la  voluntad  de  mis  representantes,  i  que  el 
voto  de  estos  últimos  no  sea  corrompido  por  el  oro  o  por  la  intri- 
ga. Si  tú  crees  que  el  curso  del  tiempo  o  la  fuerza  de  los  aconte- 
cimientos o  el  ardor  de  la  lucha  ha  hecho  perder  a  mis  represen- 
tantes el  espíritu  con  que  los  nombré,  o  ha  cambiado  el  mió  propio, 
hazme  juez  en  mi  propia  cuisa:  i  yo  no  sufriré  que  se  te  obligue 
en  mi  nombre  a  desconocer  mis  des  jos  o  traicionar  mis  volun- 
tades. 

Yo  he  aceptado  ese  gran  deber,  i  pongo  toda  mi  conciencia  en 
desempeñarlo. 

Entre  los  elejidos  de  la  nación,  ni  llamo  ni  rechazo  a  nadie; 
siendo  una  mano  leal  a  los  que  elevé  hasta  mí.  Pero  no  ceso  de  es- 
cuchar su  voz,  de  tender  el  oido  a  sus  mas  débiles  murmullos,  i 
aun  cuando  se  calla,  observo  su  actitud  i  busco  cómo  penetrar  en 
su  pensamiento,  a  íin  de  que  no  pueda  formarse  nube  alguna  entre 
la  voluntad  que  se  le  presta  i  su  verdadera  voluntad. 

Segura  del  mantenimiento  de  sus  derechos,  i  del  cumplimiento 
de  sus  deseos,  obedece  a  las  leyes,  respeta  los  poderes  públicos, 
goza  en  reposo  de  todos  los  bienes  que  le  ha  otorgado  el  cielo  o 
que  debe  a  su  valoi,  i  me  recompensa  de  sus  esfuerzos  por  el  con- 
solador espectáculo  de  la  paz  que  le  aseguro  i  de  la  libertad  que 
e  conservo.» 

Feliz  et  qué  puede  rendirse  a  sí  mismo  igual  testimonio,  s¡  la 
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posteridad  lo  confirma;  feliz  la  nación  que  ha  encontrado  un  Jefe, 
hombre  honrado,  capaz  de  sentir  i  comprender  la  grandeza  de  tal 
papel,  celoso  i  ambicioso  de  conquistar  esa  gloria,  pura  i  bien- 
hechora. 


Descendiendo  ahora  del  terreno  de  la  filosofía  i  las  ideas  al  te- 
rreno práctico  de  la  política  i  de  la  administración,  es  fácil  ver 
que  aun  sin  precepto  terminante  alguno,  los  Ministros  tienen,  aun 
en  Chile  mismo,  variadas  i  positivas  atribuciones,  i  que  obran  por 
sí  mismos  para  asegurar  la  marcha  de  algunos  servicios  públicos. 

En  efecto,  aunque  prÍ\>ados  del  derecho  de  nombrar  por  sí  solos, 
el  mas  ínfimo  empleado  público,  a  los  ojos  de  los  ciudadanos  son 
los  representantes  del  Estado  en  lo  que  respecta  a  la  jestion  de  los 
negocios  públicos,  i  gozan  del  derecho  de  fiscalizar  los  actos  de 
los  subalternos. 

Los  Ministros  ejercen  ademas  la  facultad  de  señalar  la  verda- 
dera significación  de  los  decretos  i  órdenes  emanados  del  Poder 
Ejecutivo,  i  de  dirijir  instruccione  a  los  ajentes  encargados  de  apli- 
carlas. 

Estas  instrucciones  son,  ya  individuales  i  relativas  a  un  funciona- 
rio  determinado;  ya  colectivas  para  el  grupo  de  funcionarios  de- 
pendientes de  su  autoridad. 

En  este  último  caso  se  denominan  circulares. 

Las  instrucciones  i  circulares  ministeriales  son  obligatorias  para 
los  funcionarios  que  las  reciben  pero  no  tienen  sino  una  autoridad 
doctrinal,  tanto  respecto  de  los  demás  ciudadanos  que  pueden  acu- 
dir a  los  tribunales  reclamando  de  su  aplicación,  como  respecto 
de  los  mismos  tribunales,  que  quedan  libres  de  aplicar  la  lei  según 
su  intelijencia. 


Resta>  por  último,  una  cuestión  que  tratar:  la  de  las  preroga- 
tivas  de  los  ministros  i  su  actitud  ante  el  Congreso  i  ante  el  Ejecu- 
tivo. 

Con  relación  a  esta  última,  creo  conveniente  i  oportuno  invo- 
car de  nuevo  la  autoridad  de  Giadstone: 

«A  los  Ministros  corresponde,  dice,  velar  para  que  el  parlamento 
aconseje  i  sirva  con  fidelidad  a  la  Corona,  i  para  que  la  Corona 
obre  de  una  manera  -absolutamente  conforme  a  las  obligaciones 
que  ha  contraído  para  con  la  Nación. 

Yo  no  querría  atreverme  a  decir  sí  en  América  la  adopción  de 


29B  DERECHO    PARLAMENTARIO     CHILENO 

este  sistema  arrastraría  o  no  un  gran  cambio  en  la  constitución  fe- 
deral, pero  estoi  cierto  de  que  su  ubrogacion  en  Inglaterra  altera- 
raria  la  forma  de  gobierno  o  produciría  una  crisis. 

Yo  no  pretendo  que  haya  sido  establecido  para  la  mayor  como- 
didad de  los  Ministros. 

Las  diferentes  corrientes  de  influencias  políticas  entran  en  lucha 
en  torno  de  ellos,  como  las  corrientes  contrarias  en  el  canal  de  San 
Jorje  i  en  el  estrecho  de  Douvres;  porque,  estando  en  último  aná- 
lisis encargados  de  regular  las  relaciones  entre  la  Corona  por  una 
parte  i  el  pueblo  por  :a  Cámara  Baja  de  la  otra,  no  poseen  ni  por 
una  ni  por  otra  parte  una  autoridad  que  les  permita  obrar  por  vía 
de  coerción  o  de  censura. 

Su  acíilui  frciVc  iX  /.i  Cam.7/\i  debe  sjr  Li  de  la  deferencia;  su  lenguaje 
el  del  respeto f  si  no  el  de  la  sumisión. 

En  presencia  de  la  (borona  su  actitud  i  su  lenguaje  deben  en 
principio  tener  el  mismo  carácter  pero  bajo  una  forma  mas  respe- 
tuosa aun,  por  mas  que  tengan  la  responsabilidad  suprema  de  de- 
cidir lo  que  se  haga  en  nombre  de  la  Corona  en  cada  ramo  de  la 
administración,  en  cada  departamento  de  la  política,  sin  otra  al- 
ternativa que  la  de  cesar  de  ser  Ministros,  si  ven  que  se  les  rehusa 
el  poder  que  consideran  como  indispensable  al  cumplimiento  de 
su  misión.» 


No  obstante  el  desarrollo  de  la  anterior  tésis^  estimo 
conveniente,  sobre  todo  para  Chile,  insertar  aqui  la  opi- 
nión del  señor  Huneeus. 

Dice  así: 

A'La  necesidad  de  los  Ministros,  en  t«)d(^  pais  sujeto  al  réjimen 
representativo,  donde  liai  Cámaras,  que  no  solo  lej islán,  sino  que 
fiscalizan  los  actos  de  la  administración,  es  algo  tan  e\idente  que 
no  requiere  comentario.  Bien  sea  monárquico  o  republicano  el 
sistema  de  gobierno,  bien  sea  unitario  o  federal,  desde  que  es 
representativo,  se  requiere  la  existencia  de  un  Ministerio  responsa- 
ble, sea  el  único  que  cnn  tal  responsabilidad  cargue,  como  sucede 
en  his  monarquías  constitucionales,  sea  que  la  sobrelleve  en  co- 
mún con  el  Presidente,  como  sucede,  o  debería  suceder  en  laS 
repúblicas  representativas. 

Esta  necesidad  es,  tratándose  de  repúblicas  como  la  nuestra, 
mayor  que  en  aquellas  en  que  el  Presidente  puede  ser  acusado 
durante  el  ejercicio  de  sus  funciones.  1  aun  en    éstas   la   necesidad 
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de  los  Ministros  es  tan  indispensable  que,  a  pesar  de  no  hacer  mé- 
rito de  ellos  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  de  Norte  Amé- 
rica, han  sido  creados  por  l'ei,  i  cada  dia  van  adquiriendo  una  im- 
portancia mayor,  pues  es  imposible  desconocer  que  su  existencia 
es  el  único  medio  de  mantener  las  relaciones  constantes  que  for- 
zosamente deben  existir  entre  el  Congreso  i  el  Ejecutivo. 

Bueno  es  advertir  que  la  Constitución  citada  es  la  única  que 
conocemos  de  entre  las  que  rijen  en  todos  los  paises  sujetos  al  sis- 
tema representativo  que  no  haga  mérito  de  los  Ministros  o  Secre- 
tarios de  Estado.  En  todas  las  demás  se  les  da  existencia  constitu- 
cional dejando  algunas  a  la  leí  la  fijación  de  su  número,  i  fijándolo 
otras;  en  todas  se  requiere  la  firma  del  Ministro  para  que  puedan 
ejecutarse  las  órdenes  del  Presidente  o  las  del  Rei,  i  en  todas  tam- 
bién se  les  hace  responsable  de  sus  actos. 

Todas  las  Constituciones  que  nos  han  rejido  desde  1817,  a  saber: 
la  de  i8i8,  la  de  1822;  la  de  1823,  la  de  1828  i  la  actual,  han  con- 
sagrado también,  como  no  podian  menos  de  hacerlo,  la  existencia 
constitucional  de  los  Ministros.  Podemos,  pues,  dar  por  sentado 
que  su  necesidad  es  incuestionable  ante  la  teoría  i  el  derecho  posi- 
tivo.» 

A  propósito  de  este  mismo  punto,  i  con  la  mira  de 
jeneralizar  ciertas  ideas  fundamentales,  séanos  permi- 
tido copiar  aquí  unos  cuantos  bellísimos  trozos  de  la 
monumental  historia  de  Guillermo  III,  escrita  por  la 
incomparable  pluma  de  Macaulay: 

«Es  esencial  para  nuestras  libertades,  dice,  que  la  Cámara  de  los 
Comunes  ejerza  un  control  sobre  todas  las  ramas  del  Poder  Ejecu- 
tivo. I,  sin  embargo,  es  evidente  que  una  asamblea  compuesta  de 
quinientos  a  seiscientos  individuos,  por  mucho  que  su  intelijencia 
sobrepujara  a  la  intelijencia  media  de  los  miembros  del  mejor  par- 
lamento, i  aun  cuando  cada  uno  de  ellos  fuera  un  Burleigh,  o  un 
SuUy,  seria  impropia  para  las  funciones  del  Poder  Ejecutivo.  Se 
ha  dicho,  con  razón,  que  toda  colección  de  hombres  algo  nume- 
rosa, por  excelente  que  sea  su  educación,  tiene  una  fuerte  tenden- 
cia a  convertirse  en  populacho,  i  un  pais  cuyo  consejo  ejecutivo 
es  un  populacho,  se  encuentra  en  una  situación  peligrosa. 

Felizmente  se  ha  descubierto  un  medio  que  permite  a  la  Cámara 
le  los  Comunes  que  pueda  ejercer  sobre  el  Ejecutivo  una  influencia 
oberana,  sin  encargarse  ella  misma  de  funciones  que  no  puede 
lesempeñar  convenientemente  un  cuerpo  tan  numeroso  i  de  coin- 
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posición  tan  variada.  Este  medio  es  una  institución  que  no  existia 
en  tiempo  de  los  Plantagenets,  de  los  Tudores  o  de  los  Stuardos, 
una  institución  desconocida  para  la  lei,  una  institución  de  la  cual 
no  se  ocupan  absolutamente  publicistas  tales  como  De-Lolme  i 
Bladestone,  i  que  nació  poco  después  de  la  revolución,  que  creció 
rápidamente  en  importancia,  se  implantó  con  fuerza  en  nuestro 
suelo,  i  que  constituye  hoi  una  rueda  tan  esencial  de  nuestro  me- 
canismo político  como  el  Parlamento  mismo.  Esa  institución  es  el 
Ministerio. 

El  Ministerio,  como  es  bien  sabido,  es  un  comité  de  los  princi- 
pales miembros  de  las  dos  Cámaras.  Es  nombrado  por  la  Corona, 
pero  se  compone  esclusivamente  de  aquellos  hombres  de  Estado 
cuyas  opiniones  acerca  de  las  cuestiones  interesantes  del  dia  están 
de  acuerdo  en  jeneral  con  las  opiniones  de  la  mayoría  de  la  Cáma- 
ra de  los  Comunes.  Los  miembros  de  ese  comité  se  reparten  entre 
sí  los  ramos  principales  de  la  administración.  Cada  Ministro  dirija 
los  negocios  ordinarios  de  su  departamento,  sin  consultar  acerca 
de  ellos  a  sus  colegas.  Pero  los  negocios  mas  importantes  de  cada 
departamento,  i  especialmente  los  que  parece  que  han  de  ser  obje- 
to de  discusión  en  el  Parlamento,  se  someten  al  examen  de  todo  el 
Ministerio.  En  el  Parlamento  los  Ministros  deben  obrar  como  un 
solo  hombre  en  todas  las  cuestiones  que  se  relacionan  con  el  ejer- 
cicio del  Poder  Ejecutivo.  Si  alguno  de  ellos  disiente  de  sus  demás 
colegas  en  alguna  cuestión  demasiado  importante  para  que  admita 
ser  transijida,  su  deber  es  retirarse.  Mientras  los  Ministros  conser- 
van la  confianza  de  la  mayoría  parlamentaria,  ésta  los  sostiene 
contra  los  ataques  de  la  opinión,  i  rechaza  toda  moción  tendente 
a  censurar  sus  actos  o  a  embarazar  su  marcha.  Si  traicionan  esa 
confianza,  si  la  mayoría  parlamentaria  se  siente  descontenta  del 
modo  cómo  se  ejerce  el  patronato,  de  la  manera  cómo  se  hace  uso 
del  derecho  de  gracia,  de  la  dirección  de  los  negocios  estranjeros 
o  de  la  de  una  guerra,  el  remedio  es  sencillo.  No  es  menester  que 
la  Cámara  de  los  Comunes  tome  sobre  sí  el  peso  de  la  administra- 
ción ni  que  proponga  a  la  Corona  que  se  nombre  Obispo  a  tal 
individuo,  ni  juez  a  cual  otro,  ni  que  se  perdone  a  tal  criminal,  ni 
que  se  ejecute  a  cual  otro,  ni  que  se  negocie  un  tratado  sobre  ésta 
o  aquella  base,  ni  que  se  envíe  una  espedicion  a  tal  o  cual  paraje. 
Le  basta  declarar  que  ha  dejado  de  tener  confianza  en  el  Ministe- 
rio i  pedir  un  Ministerio  en  el  cual  pueda  tenerla. 

Es  por  medio  de  ministerios  así  constituidos  i  cambiados,  como 
el  gobierno  inglés  se  espide  desde  hace  ya  tan  largo  tiempo,  en  la 
esperanza  de  estar  jeneralmente  conforme  con  la  voluntad  reíle^u- 
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va  de  la  Cámara  de  los  Comunes,  i  como  se  mantiene  tan  mara- 
villosamente exento  de  los  vicios  que  caracterizan  a  los  gobiernos 
dirijidos  por  asambleas  considerables,  tumultuosas  i  divididas. 
Unos  pocos  personajes  distinguidos,  cuyas  opiniones  jenerales  es- 
tán de  acuerdo,  son  a  la  vez  los  consejeros  del  soberano,  i  de  los 
Estados  del  Reino,  cuya  confianza  poseen.  En  el  Gabinete  hablan 
con  la  autoridad  de  hombres  altamente  colocados  en  la  estimación 
de  los  representantes  del  pueblo:  en  el  Parlamento  hablan  con  la 
autoridad  de  hombres  versados  en  los  grandes  negocios  i  poseedo- 
res de  todos  los  secretos  del  Estado.  De  esta  manera,  el  Gabinete 
tiene  algo  del  carácter  popular  de  una  Asamblea  representativa,  i 
esta  Asamblea  representativa  tiene  algo  de  la  gravedad  de  un  Ga- 
binete. 

A  veces  el  estado  de  los  partidos  es  tal,  que  ninguna  asociación 
de  personajes  políticos  posee  la  plena  confianza  de  la  Cámara  de 
los  Comunes,  ni  puede  contar  en  ella  con  el  firme  apoyo  de  una 
mayoría.  Cuando  tal  caso  ocurre,  no  se  tiene  sino  un  Ministerio 
débil,  ¡  se  ve  a  los  Ministerios  débiles  sucederse  los  unos  a  los  otros. 
En  tales  ocasiones,  la  Cámara  de  los  Comunes  cae  inevitablemen- 
te en  un  estado  que  los  amigos  del  sistema  representativo  no  pue- 
den contemplar  sino  con  tristeza;  en  un  estado  que  nos  permite 
formarnos  una  débil  idea  de  esa  Cámara  durante  los  primeros  años 
del  reinado  de  Guillermo.  I  decimos  una  débil  idea,  porque  un 
Ministerio,  por  poco  fuerte  que  sea,  tiene,  sin  embargo,  un  gran 
poder  como  regulador  de  las  operaciones  parlamentarias,  i  en  los 
primeros  años  de  Guillermo  no  habia  absolutamente  Ministerio!» 

I  en  seguida  el  honrado  publicista  (que  escribía  en 
1880),  esclama: 

«Mediten  nuestros  hombres  de  Estado  las  precedentes  observa- 
ciones del  eminente  i  sensato  escritor  inglés;  aplíquenlas,  en  cuan- 
to sean  aplicables  a  nuestro  pais,  i  plegué  al  cielo  que  ellas  l-leguen 
alguna  vez  a  convertirse  en  realidades  entre  nosotros,  de  manera 
que  tengamos  mas  Ministerios  parlamentarios  i  menos  Ministros 
presidenciales.» 


Pregunta  en  seguida  el  señor  Huneeus:  ^se  viola  el 
art.  84  de  la  Constitución  cuando  no  se  provee  alguno 
de  los  Ministerios  creados  por  la  lei  en  persona  distinta 
de   aquellas  que  desempeñan  los  otros,   o,  mas  claro. 


^OI  DERECHO   PARLAMEITTARIO    CHILEKO 

pueden  confiarse  a  un  mismo  individuo,  dos  o  mas  mi- 
nisterios creados  por  la  lei? 

1  después  de  relatan"  un  interesante  debate  habido  a 
este  respecto  en  la  Cámara  de  Diputados  en  Julio  de 
1848,  espone  su  conecta  doctrina  en  la  forma  siguiente: 

«Estamos  de  acuerdo  en  que  los  Ministros  pueden  i  deben  subro- 
garse los  unos  a  los  otros  accidantalmeiüe  como  lo  dispone  el  art.  7.° 
del  decreto-Iei  de  1.°  de  Febrero  de  1837,  pues  no  seria  conveniente 
introducir  en  los  consejos  de  gobierno  a  personas  que  tomaran  par- 
te en  ellos  a  título  de  interinos.  Pero  esa  subrogación  accidental, 
que  es  natural,  i  aun  necesaria,  se  efectúe  por  un  Ministro  cuando 
un  colega  se  ausenta  temporalmente,  cuando  se  enferma  o  se  im- 
posibilita para  el  ejercicio  de  su  cargu  por  un  tiempo,  mas  o  menos 
corto,  no  puede  invocarse  cuando  se  trata  de  un  Ministerio  que  se 
ha  dejado  meante,  i  que  lo  estuvo,  en  el  caso  recordado,  durante  . 
cerca  de  tres  años.  La  lei  no  se  ha  pucslo  ni  debe  ponerse  en  se- 
mejante caso.  Se  suple  a  un  colega,  pero  no  es  posible  suplir  a 
quien  no  ha  sido  nombrado  para  un  cargo  todavía  vadinle. 

Dejar  vacante  un  Ministerio  por  quince  dias,  por  un  mes,  es  algo 
que  se  comprüude,  pues  no  es  siempre  fácil  encontrar  desde  luego 
persona  apta  que  se  sienta  dispuesta  a  admitirlo.  Pero,  cuando  no  se 
encuentra  durante  dos  años  o  tres  quien  admita  esa  vacante,  lo  que 
se  deduce  es  que  el  Ministerio  no  puede  integrarse,  i  cuando  un 
Ministerio  no  puede  integrarse  debe  inmediatamente  disolverse. 
La  Constitución  ordena  que  la  lei  fije  el  número  de  ícts  Ministros 
{no  de  los  Ministerios)  la  leí  fijaba  entonces  cuatro,  como  hoi  fija 
CÍHCO,- luego  cuando  el  Ministerio  no  constare  sino  de  tres,  es  claro 
que  se  viola  la  lei  i  que  se  viola  la  Constitución  que  a  ella  se  re- 
fiere. 

I  si  fuera  licito  dejar  una  mcanle  en  el  Ministerio  ¿por  qué  no 
habria  de  serlo  también,  dejar  dos,  tres  o  cuatro  vacantes,  i  proveer 
en  propiedad  un  solo  Ministerio  para  que  así  los  cuatro  restantes 
fueran  servidos  por  ese  solo  Ministro  propietario,  aun  que  inlerina- 
mente; 

Es  fácil  darse  cuenta  de  las  funestas  consecuencias  que  produci- 
ria  semejante  sistema.  Lo  que  la  Constitución  i  la  lei  quieren,  i 
lo  que  con  ambas  quieren  la  conveniencia  pública  i  el  simple  sen- 
tido común,  es  que  no  haya  Ministerios  acéfalos  o  incompletos. 
Los  que  asi  nacieren,  o  los  que  en  tales  condiciones  llegan  a  en- 
contrarse, son  Ministerios  muertos.  Completado  el  personal  del  Mi- 
nisterio nada  de  singular  ni  de  perjudicial  tiene  el  sistema  de  que 
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de  SUS  miembros  reemplace  JCcUcnlitlmcnlc  a  otro  que  es  tar 
istro  como  quien  le  suple.  Esto  ocurre  lodos  los  días  i  en  todoí 
valses  sujetos  ni  sistema  representativo 


rt.    76.  Para  ser  Ministro  se  requiere: 

"  Haber  nacido  ^-n  el  territorio  de  la  República; 

°  Tener  las  calidades  que  se  exijen   para   ser  miembro  de  la 

larade  Diputados.» 

a  primera  de  estas  condiciones  dio  tema  reciente- 
ite  a  un  proloíigado  dolíate  ante  la  Cámara  de  Dipu- 

DS. 

1  señor  Manuel  V'illamü  Blanco,  Ministro  de  la  Gue- 
habiH  visto  la  lu/,  en  París,  en  casa  del  Embaja''.or 
Chile,  según  se  afirmó  en  la  discusión. 
n  virtud  de  este  hecho,  se  afirmó,  también,  que  no 
:eneciendo  a  la  embajada,  el  señor  Villamil  no  goza- 
del  beneficio  de  la  cstraterritorialidad,  i  siendo  así, 
iebia  reputarse  como  chileno. 

a  Cámara  rechazó  por  mayoría  la  proposición,  dejan- 
sin  embargo,  sin  resolver,  en  doctrina,  el  punto  cons- 
cional. 

I  señor  Huneeus,  comentando  este  articulo,  dice  que 
dos  condiciones  que  él  fija  son  de  incontestable  con  ■ 
ier.cia;  la  primera  porque  no  es  posible  confiar  la 
iccion  de  negocios  públicos  a  un  estranjero,  sobre 
3  en  caso  de  contlicto  esterior,  i  la  segunda,  porque 
latural  que  los  Ministrtjs  sean  elejidos  de  entre  los 
mbros  de  las  Cámaras, 

)bserva,  ademas,  que  no  existiendo  fóimula  precisa 
uramento  para  los  Ministros  ni  prohibición  alguna 
stitucional  podriu  ser  Ministro  un  no  católico  i  un 
isiástico,  como  lo  fué  el  Obispo  Donoso,  desde  i8ói 
Í62. 
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En  cuanto  a  los  requisitos  para  ser  Diputado,  el  artt- 
;ulo  19  de  la  Constitución  dice  que  para  ello  se  nece- 
sita: 

«i.°  Estar  en  posesiou  de  los  derechos  de  ciudadano  elector; 
3,°  Una  renta  de  quinientos  pesos  a  lo  menos.» 

La  primera  de  estas  conclusiones  ha  sido  objeto  de 
/arios  debates  i  unn  notable  sentencia  de  la  Corte  Su- 
prema, fijando  el  sentido  de  lo  que  se  llama  cs/ar  en  posc- 
•.ion  de  los  dcrcc'iios  de  ciudadano  elector. 

La  Cániaríf  ha  creído  que  no  se  necesitaba  la  inscrip- 
:ion,  sino  el  poder  ser  inscrito. 

Se  tratará  mas  latamente  este  punto  al  examinar,  en 
3u  lugar,  las  condiciones  del  Diputado. 


liicc  el  art.  yy 

«Todas  las  órdenes  del  Presidente  de  la  República  deberán  io 
narse  por  el  Ministro  del  Departa  mentó  respectivo  i  no  podr;: 
ier  obedecida?  sin  este  esencia!  requisito.» 


Dice  el  sei'ior  Iluneeus: 

«Este  artículo  dice  algo  que  es  de  la  esencia  del  gobierno  repre 
ientativo-  Los  Ministros  no  serian  tales,  i  de  verdaderos  jefes  de  la 
\dniinislracion,  como  son  i  deben  serlo,  descenderían  a  la  catego- 
■ía  de  simples  amanuenses  del  Presidente,  si  éste  pudiera  dar  ór- 
lenes  por  si  solo.  El  Presidente  nada  puede,  sin  la  concurrencia 
leí  Ministro  directamente  rcspcnsMc  de  la  medida  que  se  dictare. 
I  así  es  forüoso  que  sea  donde  quiera  que  haya  Parlamento  i  Minis- 
lerio. 

El  Ministro  nada  puede  JcciJIr  tampoco  sin  la  concurrencia  del 
Presidente.  Feliz  combinación  que  obliga  asi  al  acuerdo  entre  el 
Ejecutivo  i  el  Congreso,  cuando  el  Ministerio  es  verdaderamente 
parlamentario. 

1  decimos  que  los  Ministros  nada  pueden  decidir,  o  resolver  por  sí 
iolos,   porque  pueden  impartir  órdenes  a  los  ajentes  de  la  adminis- 
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tracion  por  medio  de  circulares:  espedir  providencias  de  mera  tra- 
mitación; pedir  informes;  comunicarse  con  todas  las  autoridades 
constituidas.  Con  escepcion  de  los  mensajes  dirijidos  al  Congreso 
todas  las  circulares,  oficios,  notas  i  demás  comunicaciones  son  fir- 
madas solo  por  el  Ministro  del  ramo.  Pero  en  todos  estos  casos  se 
presume  que  el  Ministro  que  habla  lo  hace  de  acuerdo  con  el  Pre- 
sidente d,e  la  República.  La  falta  de  la  firma,  o  rúbrica  de  éste, 
que  antes  se  usaba  al  márjen  de  los  oficios  o  circulares  ministeria- 
les, es  una  cuestión  de  mera  fórmula  que  no  destruye  la  verdad 
del  principio  constitucional. 

Cuando  habla  un  Ministro  habla  siempre  a  nombre  del  Gobierno, 
i  el  Gobierno  lo  forma  el  Presidente  de  la  República  conjunta- 
mente con  los  Ministros. 

Tratándose  de  medidas  que  surten  efectos  jenerales,  o  que  con- 
fieren algún  derecho,  i  especialmente  de  todas  aquellas  que  salen 
del  círculo  de  meras  comunicaciones,  o  de  simples  trámites,  es  in- 
dispensable la  firma  del  Presidente  i  la  del  Ministro.  I  como  no 
puede  firmarse  aquello  que  no  está  escrito,  debe  deducirse  que  no 
seria  constitucional  que  el  Ejecutivo  espidiera  órdenes  o  dictara 
resoluciones  verbales, 

A  ello  se  opone  la  letra  de  la  Constitución,  i  se  opone  ademas 
la  conveniencia  pública,  porque  si  no  se  escribieran  las  órdenes 
del  Ejecutivo,  seria  difícil  hacer  efectiva  la  responsabilidad  de  sus 
autores.3^ 


Las  correctas  i  sanas  doctrinas  espuestas  por  el  señor 
Huneeus  no  han  sido  siempre  observadas  fielmente  en 
Chile. 

En  1884,  un  Ministro  del  Interior,  en  vísperas  de  elec- 
ciones, dirijió  bajo  su  sola  i  única  autoridad  un  tele- 
grama desde  la  Moneda  a  los  gobernadores  e  inten- 
dentes, ordenándoles  le  dieran  conocimiento  de  los 
mayores  contribuyentes  de  cada  departamento  e  inci- 
tándoles a  que  trabajaran  el  ánimo  de  éstos  en  favor 
de  su  propia  candidatura. 

Interpelado  en  el  Senado,  hubo  de  declarar,  después 
de  infinitas  evasivas,  que  él  era  el  autor  del  telegrama, 
yegibieudo  por  ello  la  censura  univprsgL 


^  éG 
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RESPONSABILIDAD   MINISTERIAL 

Dice  el  art.  87: 

«Cada  Ministro  es  responsable  personalmente  de  .03  actos  que 
lirmarc,  e  insólidum  de  lo  que  suscribiere  o  acordare  con  los  otros 
Ministros  » 


Casi  no  habrá  Constitución  alguna  en  que  no  se  rejis- 
tre  un  precepto  igual. 

Lo  tiene  Francia,  Brasil,  España,  Inglaterra,  Repú- 
blica Arjentina,  Suiza  i  muchas  otras  naciones. 

Pero  entre  los  autores  de  diversas  nacionalidades,  que 
de  ese  punto  tratan,  pocos  han  dilucidado  esa  cuestión 
con  mas  erudición  i  lójica  que  Mr.  Franqueville,  en  su 
ya  citada  obra:  El  Gobierno  i  el  Parlamento  británico. 

Hé  aquí  como  se  espresa; 

«Que  el  primer  Ministro  haya  sometido  al  soberano  las  resolu- 
ciones del  Gabinete,  por  escrito  o  verba  I  mente;  que  la  voluntad  de 
los  Ministros  domine  a  la  de  \:\  Corona,  o  que  el  Monarca  haga 
prevalecer  su  juicio,  es  un  secrcfo  de  Estado  que  nadie  puede  pre- 
tender conocerlo.  Una  sola  cosa  importa,  i  sobre  este  punto  no 
puede  caber  duda  alguna;  todo  acto  gubernamental  es  considerado 
iegalmente  como  una  decisión  del  soberano  tomada  en  conformi- 
dad a  la  opinión  de  sus  consejeros,  que  asumen  la  entera  respon- 
sabilidad de  ella. 

En  Inglaterra,  escribía  en  otro  tiempo  el  príncipe  Alberto,  no 
existe  lei  alguna  sobre  la  responsabilidad  ministerial  por  la  sencilla 
razón  de  que  no  existe  Constitución  escrita;  pero  esa  responsabili- 
dad resulta,  como  una  lójica  necesidad  de  la  dignidad  de  la  Coro- 
na i  del  soberano.  El  R¿¡  no  puede  hacer  naia  malo,  dice  el  axioma 
legal,  i  de  aqu(  resulta  que  alguien  debe  ser  responsable  de  las  me- 
didas que  se  toman,  si  ellas  son  contrarias  a  la  lei,  o  dañosas  al 
bien  público.  Los  Ministros  no  son  responsables  por  el  hecho  de 
ser  Ministres,  es  decir,  eu  cuanto  a  su  titulo  oficial  (en  esta  condi- 
ción no  son  responsables  sino  respecto  a  la  Corona),  pero  son  res- 
ponsables respecto  al  Parlamento,  i  respecto  al  pueblo,  o  por  me- 
jor decir,   respecto   al   pais,   eu   sq   carácter   de   consejeros  del 
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soberano.  Cada  uno  ds  ellos  puede  dar  su  opinión  al  soberano,  i 
todo  el  que  lo  hace  es  responsabb  p.n  pres-jncia  del  pais,  de  la  opi- 
nión qu2  ha  dado.  La  oblijfacion  de  dar  cuanta  ul  Parlamento,  lo 
que  se  llama  la  JCCOuntabilHy  de  los  Ministros,  no  nace  de  un  prin- 
cipio abstracto  de  responsabilidad  sino  de  la  necesidad  práctica  en 
que  se  encuentran  de  obtener  e!  consentimiento  del  Parlamento 
para  el  voto  de  las  leyes  i  de  los  impuestos,  i,  por  consiguiente, 
i\e  obtener  su  confianza,  que  les  es  necesaria  para  llegar  a  ese  fin.» 

«Es,  pues,  una  consecuencia  de  la  teoría  legal  de  la  irresponsabi- 
lidad del  soberano,  que  la  responsabilidad  de  cada. uno  de  sus  actos 
pese  sobre  s;is  consejeros.  Esta  teoría  es  antigua  en  Inglaterra,  i  se 
encuentran  sus  huellas  en  documentos  del  siglo  XIV.   {El  si  nvl  hs 

face  ministre  le  Roi  du  auirc  psoutie   d:i  i-icí^nc  ccutre  mil  poÍn!  de 

la  ¿■.mí  Ch.irlre  atstrcs  cslatul  du  Uis  lis  Je  ¡a  Iré,  respdigne  en  plcment 
Parlítnenl  íjnt  jjMfif  du  Íl  le  /aH  por  comíssion  d:¡  connLiiidemení  du 
Roi,  com¿  de  sa  aulírita  daneism)  (15,  Ed:nrdj  !lf,  Sla!  ¡,  ch^ansio, 
134  0;  pero  entonces  no  tenia  el  alcance  i  el  sentido  que  so  le  atri- 
buye en  nuestros  dias.  Se  sabe,  igualm;nte,  que  en  el  siglo  XVII 
lord  Damby  fué  acusado  por  haber  enviado  una  carta,  a  la  cual 
Carlos  II  habla  añadido  de  su  mano  una  postdata  declarando  que 
habla  sido  escrita  por  su  orden.  La  e.thibicion  de  tal  orden  fué  mi- 
rada aun  como  una  agravación  do  la  ofeuia.  {Ha.is.ir.l Parlarmn'.ary 
dcbaki,  1  serie,  IX,  405).  Pero  ha  sido  solainenta  en  el  último  siglo. 
Lord  Grey  cree,  como  Haltarn,  que  la  primera  hu;lla  de  esta  idea, 
32  encuentra  en  un  discurso  pronunciado  en  1739  por  el  duque  de 
Arjel  {Parlam:ntary  Goi':rnm¿  ü),  i  de  que  nació  esc  axioma  consti- 
tucional, que  no  existe  un  acto  respecto  del  cual  no  Iiaya  una  per- 
sona responsable  ^respecto  del  Parlamento,  i  que  no  puede  haber 
ningún  ejercicio  de  la  autDridad  de  la  Corona  para  el  cual  no  deba 
haber  un  Ministro  pronto  a  aceptar  la  responsabilidad.  [Discursos  de 
Lord  Erskina  ide  Lord  Hollctnd,  H^nsard,  vol.  IX,  páj. 3  63  i  414,  Grey 
Parlameiúary  Goecrnment]. 

Tales  son  los  principios  formalmente  enunciados  en  el  seno  del 
Parlamento  desde  principios  del  último  siglo  [Hausard,  vol.  VI, 
páj.  972)  i  constantemente  mantenidos  desde  ese  tiempo.  Cuando 
en  1807  Jorje  III  despidió  al  ,^linisterio  Grenville,  con  el  que  se  en- 
contraba en  disentimiento  sobre  la  cuestión  católica,  el  nuevo  Ga- 
binete procuró  eludir  la  responsabilidad  de  ese  acto,  pero,  las  mas 
altas  ;iutor¡dades  en  materia  constitucional,  declararon  quenoha¡ 
nn  solo  momento  en  la  vida  ds  un  reí,  desde  su  coronación  hasta  su 
muerte,  en  que  no  exista  una  persona  que  no  sea  políticamente  res- 
ponsable de  su»  actos,  i  que,  u  pesar  de  que  pareciera  qu«  el  Rei 
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había  obrado  sin  Consejo,  usando  del  derecho  incontestable  de  des- 
pedir a  sus  ministros,  el  nuevo  Gabinete  era  responsable  de  esa  es- 
pulsión  [Commons  débales,  9  de  Abril  de  1807). 

¿Cuál  es,  en  resumen,  el  alcance  de  ese  principio  de  la  respon- 
sabilidad ministerial?  Siendo  un  secreto  lo  que  pasa  entre  el  Mo- 
narca i  sus  consejeros,  el  público  no  vé  sino  lo  que  se  le  muestra, 
es  decir,  los  actos,  i  sobre  esta  base  es  como  juzga  al  Gabinete.  Que 
el  soberano  obre  en  conformidad  o  en  contrariedad  a  los  deseos 
de  sus  Ministros,  poco  importa;  desde  el  momento  que  éstos  per- 
manecen Ministros,  son  responsables.  (Discurso  dcsirjoha  Bernard, 
en  la  Cámara  de  los  Comunes,  el  13  de  Febrero  de  1741). 

I  es  ésto  precisamente  lo  que  constituye  la  fuerza  del  Gabinete 
con  relación  al  soberano.  Los  Ministros  pueden  siempre  oponerse 
a  una  medida  declarando  que  rehusan  aceptar  su  responsabilidad. 
Esta  es  seguramente  una  traba  para  el  Monarca,  pero  es  también 
una  garantía:  nadie  se  apoya  sino  sobre  lo  que  resiste. 

El  Gabinete  no  es  solamente  responsable  de  los  actos  del  Sobe- 
rano; con  mayor  razón  responde  de  sus  actos  propios.  Todo  acto 
colectivo  del  Gabinete  compromete,  naturalmente,  a  cada  uno  do 
sus  miembros,  que  acepta  implícitamente  la  responsabilidad  al  no 
retirarse  inmediatamente  para  protestar  contra  la  decisión  acep- 
tada. 

En  cuanto  a  los  actos  ejecutados  por  cada  uno  de  los  Ministros 
en  la  esfera  de  sus  atribuciones,  la  cuestión  es  mas  delicada.  En 
ciertos  casos,  el  Gabinete  considera  que  sus  intenciones  han  sido 
desconocidas,  i  el  primer  Ministro  se  ve  obligado  a  reclamar  la 
dimisión  de  su  colega  imprudente.  Tal  ocurrió  en  i8s2,  cuando 
Lord  Palmerston,  al  dia  siguiente  al  golpe  de  Estado  de  Napoleón 
III,  aseguró  al  Embajador  de  Francia  que  el  gobierno  inglés  daba 
su  aprobación  a  ese  acto.  Este  hecho  produjo  un  incidente  en  el 
Parlamento.  Lord  John  Rusell,  primer  Ministro  entonces,  se  quejó 
de  no  haber  sido  consultado  por  el  Secretario  de  Estado  de  Rela- 
ciones Esteriores,  i,  en  consecuencia,  aconsejó  a  la  Reina  reem- 
plazara a  Lord  Palmerston. 

En  otras  circunstancias,  al  contrario,  el  Gabinete  ha  hecho  suya 
la  causa  de  uno  de  sus  miembros,  i  la  proposición  de  censura  se 
ha  convertido  en  una  cuestión  de  Gabinete.  Así  sucedió  en  1835  i 
1838,  cuando  la  presentación  de  un  voto  de  censura.  M.  Spring 
Rice,  canciller  de  TRchiquier  {Mirior  of  f-^arlamenl,  i83«),  paj.  2946) 
i  contra-Lord  Glenelg,  Ministro  de  las  Colonias  [Hausan,  vol.  CL, 
páj.  8a).  Así  también  ocurrió  aun  en  1844  i  1845.  El  Gabinete  tomó 
p^rt^  e  hizo  isuy^  la  cau.sa  del  Ministro  del  Interior,  señor  Jame^ 
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Grahaní  a  quien  la  oposición  pretendia  censurar  por  haber  violado 
la  correspondencia  epistolar  {Id.,  vol.  LXXXV,  páj.  892). 

En  fin,  cuando  Lord  Stanley  presentó  el  [7  de  Junio  de  1850  un 
voto  de  censura  contra  Lord  Palnierston,  a  propósito  de  los  asun- 
tos de  Grecia  {lá.,  vol.  Ili,  p;ij.  1532  i  CXII,  pájs.  107  i  739  i 
vol.  CXIX,  páj,  13)  el  Gabinete  asumió  la  responsabilidad  de  los 
actos  incriminados,  lo  mismo  que  cuando  el  19  de  Febrero  de 
i8^a,  se  presentó  a  la  Cámara  un  voto  de  censura  contra  Lord 
Clarendon,  vice-Rel  de   Holanda  {Hjnsard,  vol,  CXIX,  páj.  764). 

No  ha  habido  desde  el  principio  del  siglo  un  solo  caso  de  acusa- 
ción contra  un  Ministro,  cscepto  el  de  lord  Melville,  primer  lord 
del  Almirantazgo,  que.  por  otra  parte,  fué  absuelto  de  los  cargos 
aducidos  contra  él.  Hoi  día  se  recurre  a  un  medio  menos  rigoroso 
aunque  de  la  misma  eficacia;  el  de  los  votos  de  censura.  En  1806 
lord  Saint  Vicent  fué  acusado  de  ncglljencía,  pero  la  Cámara  re- 
chazó la  proposición,  i  aun  le  otorgó  un  voto  de  gracias.  En  1809 
el  duque  de  York  fué  obligado  a  retirarse,  i  en  1810  el  conde  de 
Chatham  fué  acusado  por  la  Cámara.  El  canciller  lord  Eldon  fué 
igualmente  atacado  en  1825  en  la  Cámara  de  los  Comunes,  i  dos 
veces  mas,  en  1844  i  1845,  sir  James  Graham.  Ministro  del  Interior 
{¡d.,  vol.  LXXXIV,  páj.  349)  i  lord  Stanley,  Ministro  de  las  Colo- 
nias, tuvieron  que  defender  sus  actos  delante  de  la  misma  Asam- 
blea. Mas  recientemente,  uno  de  los  Lores  del  Almirantazgo,  M. 
Stansfeld,  comprometido  en  1858,  en  una  tentativa  de  asesinato 
contra  el  Emperador  Napoleón  III,  habiendo  sido  criticado  viva- 
mente por  este  motivo,  fué  obligado  a  dar  su  dimisión  aunque  la 
proposición  de  censura  hubiera  sido  rechazada  por  mayoría  de 
nueve  votos.  [Id.,  vol.  CLXXXIV,  páj.  396). 

En  cuanto  al  término  de  la  responsabilidad  de  los  Ministros,  en 
185^  se  adoptaron  las  conclusiones  siguientes  por  la  Cámara  de  los 
Comunes,  oido  el  informe  presentado  en  nombre  de  la  Comisión 
de  investigación  sobre  la  guerra  de  Oriente: 

«Un  nuevo  Ministro  no  puede  ser  considerado  responsable  de  los 
actos  ejecutados  por  uno  de  sus  miembros  bajo  una  precedente 
administración;  los  únicos  medios  de  atacar  un  Ministro  culpable 
son  la  proposición  de  una  acusación  parlamentaria,  el  voto  de  una 
peticion'dirijida  a  la  Corona  para  obtener  que  su  nombre  sea  bo- 
rrado de  la  lista  de  consejeros  privados,  en  tin,  la  persecución  ju- 
dicial. {Tolhe  ParlamcnUir/  Government,  vol.  11,  páj,  383).» 

En  realidad,  la  opinión  pública  considera  hoi  que  fuera  de  los 
casos  de  una  gravedad  escepcioiial,  la  censura,  i  la  caída  del  poder 
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son  castigos  suficientes  para  los  Ministros  culpables  de  error  o  ne- 
glijencia.  (Macaulay  Essays,  vol.  1,  páj.  214). 

Los  consejeros  de  la  Corona  son  responsables  de  sus  actos  ante 
el  Parlamento,  pero  la  jurisprudencia  admite  que  no  puedan  ser 
condenados  por  los  Tribunales  por  las  opiniones  dadas  al  Sobera- 
no. Ademas  que  esas  opiniones  deben  legalraente  permanecer  se- 
cretas, es  evidente  que  razones  de  orden  público  no  permiten  a  la 
justicia  entrar  en  el  examen  de  los  actos  legalmente  ejecutados 
por  un  Ministro  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  «Seguramente, 
decia  el  Lord  Piesidente,  cuando  comentaba  esta  jurisprudencia, 
en  la  causa  intentada  por  Mr.  Gidley  a  Lord  Palmerston»,  se  puede 
presumir  que  las  causas  en  las  que  el  demandante  no  tuviera  la 
razón,  serian  perdidas  para  él,  mientras  que  aquellas  en  las  que 
tuviera  la  razón  serian  juzgadas  a  su  favor;  sin  embargo,  el  hecho 
de  estar  indefinidamente  espuesto  a  una  cantidad  ilimitada  de  jui- 
cios, impediría  a  toda  persona  capaz  i  prudente  aceptar  funciones 
públicas  que  lo  espusieran  a  semejante  peligro.  {Fosler  and  Findla- 
son,  vol.  III,  páj.  S35).  Pero  los  Ministros  pueden  siempre  ser  ata- 
cados en  razón  de  los  actos  personales  ejecutados  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones. 

Esto,  por  lo  demás,  es  una  cuestión  de  medida  i  de  jurispruden- 
cia. Todo  ciudadano  puede  atacar  al  primer  Lord  de  la  Tesorería, 
o  a  cualquiera  de  los  Ministros  delante  de  los  Tribunales,  eñ  mate- 
ria civil  cono  en  materia  cri:n¡nil.  N3  exista  e:i  Inglaterra  un 
tribunal  de  conflictos,  pronto  a  otorgar  en  forma  de  fallos,  servi- 
cios al  poder.  No  se  requiere  ninguna  autorización  previa  i  la  jus- 
ticia, |en  s'.i  soberana  indepeiiJencia,  mantiene  la  balanza  igual 
entre  el  mas  poderoso  i  el  mas  humilde  de  los  subditos.  Reciente- 
mente el  presidente  del  board  of  Iradc,  ha  sido  llevado  a  los  tri- 
bunales por  algunos  armadores,  cuyas  naves  se  habia  retenido  en 
condiciones  q'ie  ellos  reputaban  contrarias  a  la  lei.  La  justicia 
sabe  protejer  al  Ministro  contra  ataques  apasionados  o  temerarios, 
pero  también  s.ibe  reprimir  todo  abuso  del  poder. 

Se  ha  dicho  con  mucha  frecuencia  que  el  Soberano  reina  i  no 
gobierna  i  que  el  primer  Ministro  gobierna  sin  reinar;  se  podria 
añadir  que  en  Inglaterra  la  lei  reina  i  gobierna  a  la  vez;  ella  sola 
posee  la  realidad  de  ess  algo  que  se  llama  el  poder  absoluto,  i  todo 
inglés  repite:  omncs  Icgi  serví  sumas  uí  liben  csse  possimus. 

Esa  servidumbre  es,  a  la  vez,  la  consecuencia  i  la  condición  in- 
dispensable de  la  verdadera  libertad,  i  es  porque  se  somete  a  ella 
que  la  Inglaterra  realiz  i  las  bailas  palabras  de  Platón:  ^Donde  quiera 
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a  ¡eies  soberana,  neo  coa  la  salniicicn  pública,  et  conjunto  de  lodos  los 
!S  que  los  dioses  han  podido  esparcir  en  los  Estados.'» 


estas  palabras  del  célebre   autor  francés,    hai  que 
dir  las  oportunas  observaciones  del  señor  Huaeeus. 


■eria  de  desear  que,  para  los  oL'clos  de  la  responsabilidad  soU- 
1  que  en  ciertos  casos  les  afecta,  se  levantara  siempre  acta  en 
la  de  los  acuerdos  que  celebraren  los  Ministros  cuando  se  reli- 
en Consejo,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  6,"  del  decre- 
to-lei  de   i."  de  Febrero  de  1837,  lil  único  caso  que  nosotros  co- 
nocemos en  que  haya  llevado  un  libro  de  actas  de  las  sesiones  del 
Consejo  de  Ministros,  fué  el  del  Ministerio  de  Abril   de    1879,  que 
terminó  en  20  de  Agosto  del  nilsmo  año  por   la  aceptación  de  la 
renuncia    de    su   digno  jefe,    el   señor   don  Antonio  Varas,  la  del 
señor  Jeneral  don  Basilio  Urrutia  i  de  la  nuestra.  El  señor  Varas, 
al  iniciar  nuestros  trabajos,  indicó  se  llevara  ese  libro,  que  nos  cupo 
la  honra  de   redactar,  dia  por  día,  durante  la  corta  vida  de  aquel 
Gabinete.:» 


OBLIGACIONES  ANEXAS  Ai.  CARGO   DE  MINISTRO 

Dice  el  art.  79: 

«Luego  que  el  Congreso  abra  sus  st-siones,  deberán  los  Ministros 
del  despacho  darle  cuenta  del  estado  de  la  Nación,  en  lo  relativo 
3  los  negocios  del  departamento  de  cada  uno. 

Art.  80,  Deberán  igualmente  presentarle  el  presupuesto  ^nual 
de  los  gastos  que  deban  hacerse  en  sus  respectivos  deparlamentos; 
i  dar  cuenta  de  la  inversión  de  las  sumas  decretadas  para  llenar  los 
gastos  del  año  anterior.» 


Estos  preceptos  constitucionales  han  sido  (Reparados 
de  la  vaguedad  que  los  caracteriza  en  su  redacción  por 
la  lei  de  2b  de  Setiembre  de  1884. 

Dejando  paríi  sección  aparte  el  detalle  de  dicha  lei» 


DERECHO    PARr.AMl-NTARIO     CHILENO 


solo  se  consignarán  aquí  los  artículos  referentes  al  plazo 
que  para  la  presentación  de  esas  cuentas  se  fija  en  la 
mencionada  lei. 

Dice  asi: 

«Art.  3.°  Los  gastos  de  la  Administración  pública  serán  pagados 
anualmente  por  la  Lei  de  Presupuestos. 

Art.  5."  Anualmente  se  presentará  al  Congreso,  en  los  primeros 
quince  dias  de  las  sesiones  ordinarias,  los  presupuestos  para  el  año 
siguiente.  Se  acompañarán  también  cuadros  en  que  se  demuestren 
las  alteraciones  introducidas  con  respecto  a  la  lei  vijente,  un  cálcu- 
lo de  las  entradas  ordinarias  i  estraordinarias  para  el  mismo  año,  i 
la  existencia  probable  que  pasará  del  año  en  ejercicio. 

Art.  17.  En  los  primeros  quince  dias  de  las  sesiones  ordinarias 
del  Congreso,  se  presentará  impresa  la  cuenta  jeneral  de  las  entra- 
das i  gastos  fiscales  del  año  anterior. 

Art.  18.  Dicha  cuenta,  que  será  firmada  por  la  Dirección  de 
Contabilidad,  i  certificada  por  la  Dirección  del  Tesoro,  contendrá: 

L  El  balance  de  la  Hacienda  pública  en  el  último  dia  del  año  a 
que  se  refiere; 
II.  En  el  Debe  de  este  balance  figurarán: 

I.  El  valor  calculado  de  las  propiedades  fiscales,  raices  o  mue- 
bles, según  inventario; 

II.  Los  créditos  a  favor  del  Fisco,  mencionando  separadamente 
los  constituidos  en  mora; 

III.  El  valor  en  pastas  metálicas  i  otras  existencias; 

IV.  El  dinero  de  propiedades  fiscales  existente  en  caja  en  las 
diversas  oficinas  el  dia  del  balance. 

En  el  Haber  se  espresarán: 

I.  El  monto  nominal  de  la  deuda  pública,  incluyendo  los  censos 
i  especificándose  el  tipo  de  intereses  i  las  condiciones  de  amorti- 
zación; i 

II.'^Los  acreedores  del  Estado  por  cualquier  motivo; 

a.*  Una  cuenta  jeneral  de  las  entradas  i  gastos  fiscales  en  el  año 
a  que  se  refiere. 

En  el  Debe  de  esa  cuenta  figurarán: 

I.  La  existencia  en  dinero  de  propiedad  fiscal  que  habia  en  las 
cajas  de  la  Nación  el  31  de  Diciembre  del  año  anterior; 

II.  Las  entradas  provenientes  de  cada  una  de  las  rentas  públí^ 
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íi,  especificándose,  i  con  distinción  de  las  ordinarias  i  estraordi- 
arias;  i 

111,  Los  créditos  contra  el  Fisco  el  31  de  Diciembre  del  año  a 
ue  se  refiere  el  balance. 

En  el  Haber  se  espresarán: 

I.  Los  gastos  hechos  en  el  año,  según  los  presupuestos  !  leyes 
speciales.  En  los  ítems  de  tas  partidas  de  gastos  variables  o  auto- 
izados  por  las  leyes  especiales,  se  citará  la  fecha  de  los  contratos 
a  virtud  de  los  cuales  se  hubiere  hecho  el  gasto; 

II.  Los  créditos  existentes  contra  el  Fisco  el  31  de  Diciembre 
el  año  anterior; 

III.  Estados  que  manifiesten  el  movimiento  en  el  año  de  los 
epósitos,  las  existencias  en  pastas  metálicas,  bonos,  materiales  de 

guerra,  ferrocarriles  i  demás  existencias  en  almacenes  pertene- 
cientes al  Estado; 

IV.  Cuenta  detallada  de  los  reintegros  i  devoluciones  del  año; 

V.  Operaciones  electuadas  en  el  año  por  las  oficinas  que  admi- 
nistran fondos  fiscales; 

VI.  Cuadros  que  manifiesten  las  entradas  i  gastos  de  las  empre- 
sas industriales,  monopolios  i  servicios  administrados  por  el  Esta- 
do, como  ferrocarriles,  telégrafos,  correos,  etc. 

VII.  Un  estado  sumario  de  los  contratos  fiscales  que  se  hubieren 
celebrado,  en  el  cual  se  espresará  el  nombre  de  los  contratantes  i 
SU9  fiadores,  la  duración  o  principales  condiciones  del  contrato.» 


Nada  mas  en  el  orden,  dice  el  señor  Huneeus  a  este 
respecto,  que  lo  dispuesto  por  el  art.  79.  Según  él,  las 
Memorias  ministeriales  deben  presentarse  al  Congreso 
tan  luego  como  éste  abre  sus  sesiones,  es  dech,  pronta- 
mente, sin  dilación.  A  pesar  de  que  esto  es  lo  que 
significa  la  palabra  luego,  según  el  Diccionario  de  la 
Academia  Española,  i  a  pesar  de  que,  aun  cuando  la 
Constitución  no  lo  ordenara,  seria  natural  que  los  Mi- 
nistros presentaran  sus  Memorias  a  las  Cámaras  tan  pronto 
como  éstas  abren  sus  sesiones  ordinarias;  se  observa,  sin 
embargo,  que  esa  presentación  es,  las  mas  veces,  tardia, 
i  que  se  deja  trascurrir,  para  hiacerla,  todo  el  período  de 
las  sesiones  ordinarias,  siendo  frecuentes  los  casos  en 
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que  los  Ministros  cumplen  con  ese  sencillo  deber  coqs- 
tttucional,  cuando  las  Cémaias  funcionan  en  sesiones 
estraordinarias. 

Es  una  desgracia  que  entre  nosotros  sea  menester  que 
las  leyes  espliquen  lo  que  no  necesita  esplicacion.  Como 
si  la  palabra  luego  no  fuese  bastante  clara  i  significativa, 
se  dice  por  muchos  que  ella  no  implica  la  fijación  de 
un  número  de  dias  determinados,  i  que  no  se  ha  dictado 
leí  alguna  que  haya  señalado  su  verdadero  alcance. 

Es  cieito  que  el  decreto  de  28  de  Diciembre  de  i84r, 
declarado  lei  del  Estado  porla  de  1 2  de  Setiembre  de  1846, 
no  se  refiere  a  las  Memorias  ministeriales  sino  única- 
mente a  la  cuenta  de  inversión  i  a  los  piesupuestos  para 
cuya  presentacio.i  fija  los  primeros  quince  dias  de  las 
sesiones  ordinarias  del  Congreso.  Pero  ello  proviene 
simplemente  de  que  el  art.  89  de  la  Constitución  no  fija 
plazo  alguno  para  esa  preseiitacion,  ni  emplea  la  pala- 
bra luego  con  que  principia,  en  nuestro  concepto,  mui 
significativamente  el  art.  83.  Si  conforme  a  éste,  las  Me- 
morias deben  presentarse  inmediatamente  i  tan  pronto 
como  el  Congreso  abre  sus  sesiones  ¿qué  necesidad  ha- 
bría para  la  lei  de  fijar  un  plazo  que  está  fijado  por  la 
Contitucion? 


Las  disposiciones  de  los  dos  artículos  precedentes,  con- 
cuerdan  en  el  fondo  i  siistancialmente  con  la  Constitu- 
ción francesa  ('¿c/ rf»; /«//(?  ¡6  de  i8y8,  art.  12);  Repúbli- 
ca Arjentina  (artículos  43,  ()í  192;  Brasil  (artículos  ^8, 
¡V  '  ^34)!  Béljica  (artículos  88,  90  /  <)i);  EspaHa  (ar- 
tículos 45  i  $8);  lnGlAT&R^\  (artículos  77,  84  a  8y). 
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COMPATIBILIDADES    MINISTERIALES 

lice  el  art.  82: 

fo  son  incompatibles  las  funciones  de  Ministro   del  despacho 
las  de  Senador  o  Dipulado.» 


ara  disipar  cualquier  duda  que  sobre  este  particular 
¡era  suscitarse,  i  a  pesar  de  lo  dicho  sobre  las  in- 
ipatibilidades  en  jeneral,  basta  el  ilustrado  comenta- 
del  señor  Huneeus. 


i  los  Ministros  eslán  llamados  a  ser  los  mediadores  entre  el 
greso  i  el  Presidente  déla  República,  i  los  encargados  de  man- 
r  la  armonía  que  debe  siempre  buscarse  entre  el  Poder  Lejis- 
o  i  el  Ejecutivo,  es  conveniente,  no  solo  que  puedan  ser  Di 
dos  i  Senadores^  sino  que  en  la  jeneralidad  de  los  casos  el 
bramiento  de  los  miembros  del  Gabinete  recaiga  en  los  m' 

mas  notables  i  mas  influyentes  de  las  Cámaras, 
izo,  pues,  niui  bien  la  Constitución  al  establecer  en  el  art.  90 
escepcion  al  principio  de  las  incompatibilidades  que  en  él  está 
nocido,  al  servirse  de  las  espreciones  no  son  imcompaíiblcs.  Por 
emas,  aun  cuando  esa  escepcion  haya  merecido  la  crítica  de 
eñores  Lastarria  i  Carrasco*  Albano,  ella  está  aceptada  en   la 

mayoría  de  los  países  sujetos  al  síslema  constitucional  repre- 
itivo.  1  decimos  en  la  gran  mayoría,  no  en  todas,  por  que  no 
n  Constituciones  que,  cumo  la  de  la  Repiíblica  Arjentina,  en 
rt,  91  establecen  un  sistema  distinto  del  nuestro.  En  la  Gran 
aña  los  Ministros  deben  pertenecer  necesariamente  a  una  1: 
de  las  Cámaras.» 
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CAPITULO   XXIV 

r^elaoloxres   del  F»od.or  Lejlslatlvo 
con  el  I^oder*  Ejecutivo 

DE  LOS  MENSAJES 

Jeneralmente  se  confunden,  dice  un  célebre  tratadis- 
ta, los  mensajes  con  las  comunicaciones  del  Gobierno, 
i  sin  embargo  hai  entre  ambos  actos  una  diferencia  pro- 
funda. 

Las  simples  comunicaciones  del  Gobierno  no  llevan 
sino  la  firma  del  Ministro,  o  aun  son  hechas  verbalmen- 
te  desde  su  asiento  ante  la  Cámara  por  un  Ministro;  los 
mensajes  deben  ir  revestidos  con  la  firma  del  Jefe  del 
Poder  Ejecutivo  i  las  comunicaciones  emanan  del  solo 
Gabinete;  en  los  mensajes  es  el  Jefe  del  Ejecutivo  quien 
tiene  la  palabra;  se  dirije  directamente  a  la  Asamblea,  i 
si  no  compromete  constitucionalmente  su  responsabili- 
dad, compromete,  por  lo  memos,  su  palabra  para  con  el 
Parlamento  i  la  historia.  Esta  es  la  razón,  porque  la  Cá- 
mara toma  nota  i  acusa  recibo  de  los  mensajes,  mien- 
tras no  lo  hace  con  las  simples  comunicaciones. 

En  Francia,  i  bajo  la  última  Asamblea  Nacional,  Mr. 
Thiers  fué  admitido,  tanto  como  Jefe  del  Poder  Ejecuti- 
vo cuanto  como  Presidente  de  la  República,  a  poder 
leer  por  si  mismo  sus  mensajes,  i  tomar  la  palabra  en 
los  debates  parlamentarios.  En  1873,  la  Asamblea  deci- 
dió que  el  Presidente  de  la  República  se  comunicara  con 
ella  por  medio  de  mensajes  que,  esceptuado  el  de  aper- 
tura de  las  sesiones  serian  leidos  en  la  tribuna  por  el 
Ministro:  no  obstante,  reservó  a  Mr.  Thiers  el  derecho 
de  tomar  parte  en  la  discusión  de  las  leyes,  i  aun  de  las 
interpelaciones. 
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Hé  aquí  el  texto  de  los  dos  últimos  párrafos  de  los 
artículos  i.**  i  4  de  la  lei  dé  Marzo  13  de  1873: 

^El  Presidente  de  la  República  será  oido  por  la  Asamblea  en  la 
discusión  de  las  leyes,  cuando  aquél  lo  crea  necesario  i  después  de 
haber  informado  de  su  intención  por  medio  de  un  mensaje.  La 
discusión  con  motivo  de  la  cual  el  Presidente  de  la  República 
quiere  tomar  la  palabra,  queda  suspendida,  después  de  la  recep- 
ción del  mensaje,  i  el  Presidente  será  oido  al  día  siguiente,  a 
menos  que  un  voto  especial  no  decida  que  lo  sea  el  mismo  dia. 
La  sesión  será  suspendida  después  de  oirse  al  Presidente,  i  la  dis- 
cusión no  continuará  sino  en  una  sesión  ulterior.  La  deliberación 
tiene  lugar  en  ausencia  del  Presidente  de  la   República. 

Cuando  las  interpelaciones  dirijidas  a  los  Ministros,  o  las  peti- 
ciones dirijidas  a  la  Asamblea,  se  relacionen  con  los  negocios  este- 
riores,  el  Presidente  tiene  el  derecho  de  ser  oido.  Cuando  esas 
peticiones  o  interpelaciones  se  relacionen  con  la  política  interior, 
los  Ministros  únicamente  responderán  de  los  actos  que  les  con- 
ciernan. Sin  embargo,  si  por  una  deliberación  especial  comunica- 
da a  la  A.samblea,  antes  de  la  apertura  de  la  discusión  por  el  vice- 
F  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  el  Consejo  declara   que   las 

cuestiones  de  que  se  trata  están  ligadas  a  la  política  jeneral  del 
Gobierno,  i  comprometen  así  la  responsabilidad  del  Presidente  de 
la  República,  el  Presidente  tendrá  el  derecho  de  ser  oido  en  la 
forma  determinada  por  el  art.  i.".» 

Desde  la  vijencia  de  la  lei  constitucional  de  1875,  el 
Presidente  de  la  República  se  comunica  con  las  Cáma- 
ras por  medio  de  mensajes  que  se  leen  en  la  tribuna  por 
un  Ministro  (Lei  de  Julio  de  i8j^,  art.  ój").  Los  mensajes 
por  los  que  el  Presidente  de  la  República  pide  nueva 
deliberación  sobre  una  lei,  deben  hallarse  motivados. 

Los  mensajes  dirijidos  a  las  Cámaras  por  el  Presiden- 
te de  la  República  no  podrían  ser  examinados,  ni  cen- 
surados por  ellas,  pero  pueden  ser  objeto  de  una  con- 
testación deliberada  por  una  i  otra  Cámara. 
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DE   LAS    COMUNICACIONES    DEL   GOBIERNO 

Las  comunicaciones  del  Gobierno  pueden  ser  hechas 
por  escrito  o  verbalmente,  como  se  ha  visto.  Las  comu- 
nicaciones escritas  son  leidas  i  colocadas  en  la  Mesa  por 
uno  de  los  Ministros  i  son  dirijidas  al  Presidente,  quien 
da  conocimiento  a  la  Asamblea,  la  cual  ordena  su  impre- 
sión, si  lo  cree  útil. 

En  Chile,  según  el  artículo  56  del  Reglamento  de  la 
Cámara  de  Diputados,  los  mensajes  del  Presidente  de  la 
República  deben  leerse  i  en  seguida  imprimirse  en  el 
Diario  Oficial^  lo  que  reemplaza  la  segunda  lectura,  se- 
gún acuerdo  de  Junio  6  de  18S2,  que  continúa  rijiendo. 

El  Gobierno  goza  de  un  poder  discrecional  en  lo  que 
concierne  a  la  divulgación  de  los  hechos,  a  la  comuni- 
cación de  los  documentos  que  conciernan  a  negociacio- 
nes aun  pendientes.  Pero,  cuando  no  lleva  a  la  Cámara 
las  comunicaciones  o  documentos  que  las  circunstancias 
exijen,  se  puede  exijirlas,  i  la  Cámara  tiene  derecho  de 
espresar  el  deseo  de  que  los  Ministros  le  presenten  cier- 
tos datos  diplomáticos  i  de  otra  naturaleza. 

Es  poco  conveniente  que  el  Gobierno  comunique  a 
una  de  las  Cámaras,  en  sesión  pública,  documentos  que 
pueden  comprometer  el  éxito  de  una  negociación.  Por  eso 
esta  clase  de  asuntos  se  trata  ordinariamente  en  sesiones 
secretas,  estando  autorizado  el  Presidente  de  la  República 
para  pedirla.  Habiéndose  suscitado  sobre  este  particular 
incidente  en  las  Cámaras  Francesas  el  12  de  Enero  de 
1830,  Mr.  Thiers  emitió  la  doctrina  siguiente: 

«Cuando  un  asunto  está  terminado,  i  se  puede  comunicar  todo, 
el  acta  se  levanta  sobre  la  totalidad  de  los  documentos.  No  habría 
juüi:ix  en  dejar  al  Gobierno  la  facullad  d:  buscxr  en  los  documentos  los 
que  le  conviene  exhibir  e  impedir  a  sus  adversarios  rejislrar  a  su  turno,  para 
encontrar  los  qu^  les  sean  útiles. . .  En  principio  no  se  deberla  jamas 
entregar  las  piezas  relativas  a  un  asunto  cuando  no  se  puede  exhi- 
birlas to(l9$  sobr^  la  Me$a.  Asi  es  pomo  s^  practica  en  Inglaterra; 
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entonces  cada  uno  hace  el  examen  i  busca  lo  que  necesita;  el  par- 
tido es  igual,  Pero,  cuando  se  viene  delante  de  vosotros  i  se  revis- 
te del  poder  del  Gobierno  para  encubrir  tal  despacho  que  no  se 
querría  exhibir»  i  que  al  mismo  tiempo  se  rejistra  en  los  cartones 
de  la  administración  para  sacar  las  piezas  que  conviene  mostrar, 
yo  digo  que  no  hai  en  esto  justicia,  i  que  el  partido  es  desigual.» 


El  señor  Huneeus  dice  por  su  parte: 

«Este  artículo  consigna  algo  que  es  absolutamente  indispensable 
en  el  gobieno  representativo,  desde  que  los  Ministros  tienen  que 
ser  el  órgano  de  comunicación  del  Ejecutivo  con  las  Cámaras,  i 
deben  hacer  oir  ante  éstas  las  palabras  de  aquél  defendiendo  los 
actos  de  la  administración,  de  los  cuales  son  autores  i  directamen- 
te responsables.» 

Cita  ese  autor,  ademas,  varios  casos  resueltos  por  el 
Congreso,  en  el  sentido  de  conceder  participación  a  los 
Ministros  en  los  debates  de  las  Cámaras,  aun  no  perte- 
neciendo a  ellas,  i  resume  comentarios  en  esta  forma: 

«De  las  resoluciones  adoptadas  por  las  Cámaras  en  los  casos  pre- 
cedentes, que  son  algunos  de  los  ocurridos,  resulta  que  se  ha  dado 
siempre  al  art.  91  de  la  Constitución  la  única  intelijencia  compati- 
ble con  su  tenor  literal.  El  contiere  a  los  Ministros  la  facultad  de 
concurrir  a  las  sesiones,  aun  cuando  no  fueren  miembros  de  ellas  i 
de  tomar  parte  en  sus  debates,  sin  distinguir  si  son  de  éste  o  de 
aquel  carácter. 

Por  de  contado  que,  tratándose  de  proyectos  de  lei  que  el  Eje- 
cutivo puede  iniciar,  que  puede  devolver  modificados,  i  que  puede 
desechar  en  el  todo,  nadie  desconocerá  que  es  en  alto  grado  con- 
veniente que  los  Ministros  hagan  oir  en  las  Cámaras  la  palabra  de 
aquél,  i  manifiesten  sus  opiniones  con  la  mira  de  buscar  la  armo- 
nía de  éstas  con  las  del  Congreso,  i  de  facilitar  su  acuerdo.  Ni  en 
teoría  debe  desconocerse  a  los  Ministros  la  facultad  de  hacer  indi- 
caciones referentes,  a  los  proyectos  de  lei  que  se  discutan  en  las 
Cámaras  con  la  misma  estension,  i  en  la  misma  forma  que  los 
miembros  de  éstas. 

Es  cierto  que,  tratándose  de  aquellos  asuntos  que  se  relacionan 
con  la  organización  (le  las  Cámaras,  como  sucede  Qoa  las  cuestio^ 
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nes  referentes  a  la  elección  de  sus  miembros  i  con  otras  análogas, 
no  existe  la  misma  razón  que  cuando  se  trata  de  asuntos  le^islalhjos 
para  conceder  a  los  Ministros  la  facultad  que  les  otorga  el  art.  91. 
En  este  sentido  eran  fundadas  las  observaciones  que  el  señor  Ova- 
lle  Bezanilla,  hacia  el  ii^  de  Mayo  de  1864,  negando  a  los  Ministros 
que  no  eran  Senadores  la  facultad  de  inmiscuirse  en  una  discusión 
que  se  relacionaba  con  el  escrutinio  de  las  elecciones  senatoriales 
verificada  pocos  dias  antes.  Pero,  si  esto  es  cierto,  colocándose  en 
el  terreno  de  la  lójica,  no  lo  es  en  el  de  nuestro  derecho  positivo; 
porque  lo  repetimos,  la  Constitución  no  establece  distinción  algu- 
na entre  debates,  i  debates  de  las  Cámaras.  Habla  de  todos  sin  dis- 
tinción, 1  es  claro  que  en  todas  pueden  tomar  parte  los  Ministros, 
cuando  de  allí  no  se  deduzcan  que  deban  hacerlo  en  gran  número 
de  casos. 

Esto  último  es  cuestión  de  prudencia  i  de  buena  táctica;  es   algo 
difícil  de  sujetar  a  reglas  fijas. }^ 


En  Francia,  como  en  Inglaterra,  ningún  estraño  puede 
ser  admitido  a  tomar  la  palabra  ante  una  Asamblea.  Sin 
embargo,  siempre  se  ha  hecho  una  escepcion  en  favor 
de  los  Ministros. 

Desde  1791,  los  Ministi'os  tenian  su  asiento  aun  no 
siendo  miembros  de  la  Asamblea  i  debían  ser  oidos  sobre 
asuntos  de  su  administración  cada  vez  que  lo  solicitaban 
i  sobre  temas  estraños,  cuando  la  Asamblea  lo  exijia. 

Desde  1799  a  181 4  fueron  reemplazados  por  los  ora- 
dores de  Gobierno. 

En  1852  lo  fueron,  a  su  turno,  por  comisarios  del  Go- 
bierno. 

En  1869  se  les  concedió  el  uso  de  la  palabra  cada  vez 
que  lo  solicitaren. 

La  lei  de  Julio  de  1875,  en  su  art.  6.%  decide  que  los 
Ministros  tienen  entrada  al  Congreso  i  deben  ser  oidos 
cuando  lo  pidan;  los  artículos  36  del  Reglamento  del  Se- 
nado i  183  de  la  Cámara  de  Diputados,  espresan  que  los 
Ministros  están  dispensados  del  turno  de  inscripción  i 
debe  concedérmeles  la  palabra  cuando  la  pid^n, 
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lede  un  Presidente,  sin  herir  los  derechos  que  la 
titucíon  concede  a  los  Ministros,  invitarlos  paTa 
ir  en  el  momento  que  sea  conveniente  a  las  operá- 
is de  la  Cámara? 

afirmativa  ha  sido  sostenida  con  enerjía  por  Mr. 
n  en  la  sesión  de  Febrero  19  de  1834.  El  Presíden- 
ba  cuenta  a  la  Cámara  en  qué  orden  debían  discu- 
las  enmiendas  presentadas  a  un  artículo  cuando 
rhiers,  Ministro  de  Comercio,  pidió  la  palabra, 
i  a  la  tribuna  i  comenzó  a  desarrollar  diversos  pro- 
ís de  lei  de  interés  local.  El  Pi'esidente  interrumpió 
.nistro  i  le  hizo  observar  que,  puesto  que  no  pedia 
labra  sobre  las  enmiendas,  habria  sido  de  desear 
no  se  hubiera  suspendido  el  debate  por  la  deposi- 
ción de  proyectos  de  lei. 

El  Ministro  contestó  que  hacia  uso  de  su  derecho. 
El  Presidente  replicó  que  no  discutia  ese  derecho, 
pero  que  la  Cámara  podría  quizas  examinar  si  era  con- 
veniente interrumpir  un  debate  comenzado.  Mr,  Bartbe, 
guarda-sellos,  intervino,  i  señaló  como  un  error  grave 
la  interpretación  del  Presidente,  i  aiíadió  que  el  Gobier- 
no no  podría  aceptarla  i  que  la  Constitución  era  espresa 
sobre  este  punto. 

El  Presidente  replicó  en  estos  términos: 

«He  dicho  al  señor  Ministro  que,  en  jeneral,  era  mas  convenien- 
te hacer  las  proposiciones  del  Gobierno  al  principio  de  la'  sesión, 
o  después  de  terminada  una  discusión,  que  venir  a  presentarlas  en 
medio  de  ésta.  Cuando  el  señor  Ministro  me  ha  dicho  que  usaba 
de  su  derecho,  yo  le  contesté  que  no  discutía  ese  derecho,  pero  he 
debido  recordar  los  usos  de  la  Cámara,  i  le  he  dicho  que  la  Cáma- 
ra seria  juez  en  la  cuestión  de  saber,  si  no  convendría  mas  aguar- 
dar que  se  votara  el  artículo.» 

Habiendo  en  seguida  invitado  el  Presidente  al  Minis- 
tro a  esponer  sus  proyectos,  aquél  quiso  antes  establecer 
5US  prerogativas; 
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«Como  Ministro  del  Rei,  dijo,  tengo  el  derecho  de  ser  oído,  cada 
vez  que  pida  la  palabra*  La  disposición  constitucional  es  espresaé 
Ruego  a  la  Cámara  crea,  que  si  no  se  tratara  sino  de  una  cuestión 
de  amor  propio,  me  apresuraría  a  inmolarlo,  i  renunciada  de  bue- 
na gana  a  toda  discusión;  pero  se  trata  de  la  prerogativa  real  que 
aóaba  de  recibir  un  ataque  que,  me  complazco  en  conocer,  ha 
sido  involuntario*  La  prerogativa  real  se  ejerce  según  las  formas 
establecida^  por  la  Constitución;  ella  puede,  por  el  órgano  de  los 
Ministros,  traer  a  cada  instante  proyectos  a  la  Cámara,  por  ejemplo, 
un  decreto  de  disolución  que  debería  ser  leido  inmediatamente,  i 
en  cualquier  estado  del  debate.  Lo  que  yo  reclamo  es  el  derecho 
que  no  podría  permitir  se  vulnere  en  este  momento,  sin  olvidar 
mis  deberes. 

El  Presidente  contestó  diciendo: 

«fil  derecho  de  prerogativa  es,  sin  duda,  absoluto,  pero  sin  em- 
bargo, ejerciéndose  en  la  tribuna  i  ante  la  Cámara,  los  Ministro^ 
mismos  están  obligados  a  observar  el  orden  trazado  por  la  Asam- 
blea, i  someterse  a  su  Reglamento..  • . . . .» 

Después  de  una  corta  réplica  de  Mr.  Thiers,  terminó 
el  incidente  i  tuvo  lugar  la  entrega  de  los  proyectos. 

«Las  Cámaras,  dice  otro  célebre  tratadista  francés,  a  este  res^ 
pecto,  no  tienen  el  derecho  de  rehusar  a  los  Ministros,  la  entrada 
a  la  sala  de  sus  sesiones,  no  podrían  prohibirles  presentar  proyec» 
tos  de  leí  o  usar  de  la  palabra;  pero,  si  un  Gabinete  se  presenta 
ante  ellas,  sin  tener  su  confianza,  pueden  adoptar  una  orden  del  dia 
motivada,  declarando  que  no  entrarán  en  relaciones  con  él.» 

En  la  sesión  de  24  de  Noviembre  de  1877,  la  Cámara 
de  Diputados  francesa,  a  consecuencia  da  una  interpela- 
ción, votó  una  orden  del  dia  concebida  en  estos  tér- 
minos: 

«La  Cámara  de  Diputados,  considerando  que  por  su  composición 
1  su  oríjen,  el  Ministerio  de  53  de  Noviembre  es  la  negación  de  los 
derechos  de  la  Nación,  i  los  derechos  parlamentarios;  que  por  con- 
siguiente, i  desde  entonces,  no  pueJe  sino  agravar  la  crisis  que, 
desde  Mayo  16,  pesa  tan  cruelmente  sobre  los  negocios,  declara 
que  no  puede  entrar  en  relaciones  con  el  Ministerio,  i  pasa  a  la  or- 
den del  día.)^  

El  Congreso  de  Chile,  en  Junio  de  1890,  emitió  igual- 
mente un  voto  de  censura  contra  el  Ministerio,  concebi- 
do en  estos  términos: 
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cordando  los  antecedentes  que  dieron  por  resultado  la  des- 

izacion  del  Ministerio  de  Octubre  ¡  la  formación  del   actual, 

fidente  desconocimiento  de  los  fueros  del  Conj;re50,   deseo- 

tentó  mas  acentuado  lioí  dia  con  la  ultima  modificación  ml- 

ial; 

iendo  muí  especiamente  en  cuenta  que  la  Honorable  Comi- 

!onservadora,  ejercitando  una  atribución  constitucional,    pi- 

convocatoria  del  Congreso  para  ocuparse  del  examen  de  le- 
le esta  Cámara  considera  muí  importantes  i  de  mui  urjente 
:ho,  i  que  el  Ministerio  no  solo  autorizó  el   retiro    de    la   so. 

promesa  que  Sobre  la  materia  se  había  hecho  al  Senado, 
uc  ha  fundado  su  negativa  en  razones  que  Importan  un  pe- 
ie  ilegalidad  insubsanable  para  la  futura  elección.» 


votación  nominal,  a  peti 

aerdo  del  señor  Mac-Iv 

contra   i. 

Volaron  f'Or  ¡a 
Aguirre  Vargas,  Vicente 
Alamos,  Fernando 
Alcalde,  Juan  Ignacio 
Aninat,  Jorje 
Aguirre,  Tristan 
Bannen,  Pedro 
Barriga,  Juan  Agustín 
Barros  Luco,  Ramón 
Besa,  Carlos 
Blanco,  Ventura 
Can-alio  Elizalde,   Francisco 
Cienfuegos,  Máximo 
Concha,  Francisco  A. 
Campo  del,  Máximo 
Campo  del,  Valentín 
Carvallo  Elizalde,  Ventura 
Dávila  Larrain,  Vicente 
Díaz  G.,  José  María 
Edwards,  Alberto 
Edwards,  Antonio 
ErrázurizE.,  Luis 
Errázuriz,  Isidoro 
Eirázuríz,  Ladislao 


ion  del^señor  Campo,    el   proyecto 
;r,   resaltó  aprobado  por  6o  votos 

afirmaliua  los  scWríS: 

Mac-Clure,  Eduardo 
Mac-lver,  David 
Mac-Iver,  Enrique 
Malte,  Eduardo 
Montiel  Rodríguez,  A. 
Montt,  Pedro 
Orrego  Luco,  Augusto 
Pinochet,  Gregorio 
Prado,  Uldaricio 
Puga  Borne.  Federico 
Paredes,  Bernardo  i." 
Parga,  JuanN. 
Puelma,  Luís 
Riesco,  Jorje 
Rodríguez,  Luis  M. 
Rodríguez,  ZorobabeL 
Reyes,  Nolasco 
Rodríguez,  Anjel  C. 
Saavedra  R.,  Cornelio 
Sanhueza  Lizardi,  R, 
Sania  María.  Ignacio 
Silva  Vergara,  José  A, 
Tagle  Arrate,  José  M. 
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curíz  U.,  Rafael  Toro,  Gaspar 

na,  Pacífico  Trumbull,  Ricardo 

andez  AJbano,  Ellas  Urrutía,  Gregorio 

andez,  Pedro  Javier  Valdes  Cuevas,  Florencio 

,  Vicente  Valdes  Valdes,  Ismael 

irra,  Nicolás  Valenzuela.  Manuel  F. 

ite,  José  Manuel  Vergara,  Benjamín 

g,  Abraham  Walker  Martinei,  Carlos 

rria,  Demetrio  Walker  Martínez,  Joaquín 

ier,  Emeterio  Zañartu,  Darfo 

ier,  Valentín  Zañartu,  Ignacio 

Máximo  R.  Zergers,  Julio. 

tó  por  la  negativa  el  señor  Larraín  Plaza  Ramón, 

abstuvieron  de  votar  los  señores  Bañados  Espinosa  E.  Ramón, 
laríllas,  Leteiier  Patricio  i  Vicuña  A.  C, 


)mo  se  vé,  el  procedimiento  del   Congreso  chileno 
[fuella  época  se  encuentra  en  perfecto  acuerdo  i  con- 
ncia  con  las  mejores  prácticas  parlamentarias, 
iro  hai  mas  aun. 

se  toma  en  cuenta  i  se  compara  la  forma  del  voto 
snsura  francés  con  el  chileno,  se  verá  que  este  úl- 

llega,  puede  decirse,  a  los  mas  estremos  limites 
atriotismo  i  de  la  moderación. 

1  efecto,  las  Cámaras  francesas  no  oyeron  jamas 
■ — no  lo  habrían  tolerado  tampoco — al  jefe  del  Ga- 
e,  que  la  censura  del  Congreso  de  su  pais  era  ud 
r  para  él  «i  que  no  daba  la  menor  importancia  al 
IZO  que  de  su  poder  hacia  ese  mismo  Congreso.» 
li,  transcurridos  ya  algunos  años,  i  apagada  la  fie- 
[ue  produjeron  esos  sucesos,  no  se  esplica,  ni  se 
trende  aun,  ese  eclipse  total  de  la  cordura,  i  hasta 
Itura  en  alguien  que  hablaba  al  Poder  Lejislativo, 
Dmbre  i  representación    del    Poder  Ejecutivo  de  su 

:e  voto  venia  precedido  del  siguiente,  pronunciado 
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Senado,  después  de  prolongado  debate  sobre  la 
ñon  política: 


enado,  por  las  consideraciones  espuestas,  censura  a  los  seño- 
ínistros  como  responsables  de  la  presente  lamentable  situa- 
olftica,  i  pasa  a  ocuparse  del  proyecto  de  elecciones,  con 
encía  a  todo  otro  negocio . 

Votaron  por  ía  afirmai'wa  los  señores: 

¡rano,  Eulojio  Pereira,  Luis 

ategui,  Manuel  Recabárren,  Manuel 

ceda,  Vicente  Reyes,  Vicente 

losé  Rodríguez,  Juan  E. 

la  i  Toro,  Melchor  Rozas  Mendíbuní,  Ramón 

ds,  Agustin  Rodríguez  Rozas,  Joaquín 

:,  José  Clemente  Saavedra,  Cornelto 

az,  Eleodoro  Silva,  Waldo 

io,  Rodolfo  Valdes,  Carlos 

Eaval,  Manuel  J.  Valledor,  Joaquín 

leta,  Pedro  N.  Varas,  Miguel  A. 

Albano,  Rafael  Zañartu,'Aníbal 

,  Jovino 

Votaron  por  la  negativa  ¡os  señores; 
:r,  José  Donoso  Vergara,  R. 

o,  Miguel  Encina,  José  Manuel 

3,  Pedro  Lucio  Sánchez  Fontecilla,  E. 

ova,  Rafael  Toro  Herrera,  Domingo. > 

:e  proyecto,  como  queda  dicho,  fué  aprobado  por 
mayoría  en  el  Senado,  i  mayor  aun  en  la  Cámara 
iputados.  Aun  algunos  Senadores   que  intentaron 

;r  su  voto,  lo  hicieron  espresando  que  condenaban 
iorías  ministeriales. 

rúltimo,  queda  por  rectificar  una  inexactitud  mons- 

a, 

s  partidarios  del  Ministerio   dijeron   entonces,   i 

eguido  repitiendo,  que  el  Ministerio  no  fué  oído 

e  debate. 
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arme  falsedad! 

que  esto  escribe,  junto  con  dos  millares  de  perso- 

ístaba  en  la  sala  del  Senado  en  ese  dia,  i   oyó,  no 

el  discurso  del  Ministro  del  Interior,   sino  también 

e  Industria  i  el  de  Justicia, 

smienten,  también,  esa  aserción,    los    diarios  i  el 

m  Oficial  de  sesiones. 

)or  último,  la  desmiente,  a  la   vez,    un  folleto  del 

itro   de  Justicia,, titulado  asi:    Conflicto    entre   el 

dente  de  la  República   i  el  Congreso,  impreso    en 

prenta  de  Los  Debates. 

historia  tiene  sus  fueros  que  deben  siempre  respe- 


.\  PRESENTACIÓN  I  DEL  RETIRO  DE  LOS  PROYECTOS   DE  LEÍ 

ha  visto  ya  mas  arriba,  que  el   Presidente  de  la 

bÜca   goza   d^l  privilojio.   en    comunidad    con    el 

roso,  de  presentar  proyectos  de  lei. 

;o5  proyectos  tienen  la  tramitación  común. 

s,  tratándose  de  comunicaciones,  éstas  tienen  trá- 

;  especiales. 

art.  24  del  Reglamento  del  Senado  dice: 

correípoiidenciii  del  Senailo  con  el  Supremo  Gobierno,    se 
i  al  Presidente  de  la  República » 

art.  5Ó  del  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados, 
tumo,  espresa  que  los  mensajes  del  Presidente  de 
pública  S3  leerán  por  dos  veces  (Trámite  suspen- 
por  acuerdos  de  Junio  7  de  1879  i  Junio  6  do  1S83, 
^lazándolo  por  la  publicación  en  el  Diario  Oficial). 
ro  hai,  puede  decirse,  otra  clase  de  comunicaciones, 
lodria  llamarse  verbal;  tales  son  las  que  hacen  los 
;tros,  ya  en  respuesta  a  preguntas  aisladas,  ya  a 
ftelaciones  formales  ante  el  Congreso. 
estos  casos,    el  Ministro  habla  i  la  Cámara  acepta 
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SUS  palabras  como  un  eco  del  gobierno  mismo,  a  quien 
ellas  comprometen  i  obligan  en  toda  forma. 

El  Reglamento  del  Senado,  aprobado  en  Enero  31  de 
1888,  contiene  en  su  art.  33  lo  que  sigue: 

«No  obstante  lo  prevenido  en  el  art.  21  (que  la  correspondencia 
del  Senado  se  dirija  directamente  al  Presidente  de  la  República) 
la  contestación  del  Senado  al  discurso  en  que  el  Presidente  de  la 
República  abre  anualmente  el  Congreso,  será  dada  por  el  Senado 
en  cuerpo,  aunque  solo  suscrita  por  el  Presidente  i  secretario  del 
Senado.» 

I  el  art.  24  agrega: 

«El  Senado,  en  la  contestación  al  discurso  de  la  apertura,  dó  al 
Presidente  de  la  Repúbíica  el  título  de  conciudadano  i  el  trata- 
miento de  Vos.:» 

Tal  prescripción  no  existe  en  el  Reglamento  de  la  Cá- 
mara de  Diputados. 

Por  mi  parte,  no  recuerdo  otro  proyecto  de  contenta- 
ción al  mensaje  presidencial  que  el  del  año  J864. 

Aun  mas,  el  mensaje  mismo  no  es  un  precepto  cons- 
titucional sino  una  mera  importación  de  Estados  Uni- 
dos i  las  monarquías  europeas.  Lo  único  que  la  Consti- 
tución preceptúa  es  el  envío  de  las  memorias  ministe- 
riales, la  que,  cada  una  enjsu  ramo,  ilustra  al  Congreso 
sobre  lo  ocurrido  en  su  vacancia. 

Nada  se  perderia,  pues,  con  suprimir  esa  fórmula  ruti- 
naria. 


Las  leyes  de  presupuestos  i  la  cuenta  de  inversión, 
comunicaciones  oficiales,  tienen  también,  como  se  verá, 
un  término  fatal  fijado  para  su  presentación,  así  como 
para  su  aprobación  por  el  Congreso. 


Pero  aquí  surje  una  cuestión  que  ignoro  si  se  ha  pre- 
guntado en  la  práctica. 


^ 


1 

i 
\ 
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El  derecho  de  presentación  implica  el  derecho  de  reti- 
rar las  mociones  o  proyectos  que  se  han  exhibido  o 
enviado  ante  la  Cámara? 

En  Francia,  ese  derecho  está  reconocido  i  establecido 
por  numerosos  casos  prácticos. 

En  Chile  no  existe,  a  este  respecto,  mas  que  una  sola 
disposición. 

El  art.  74  del  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados 
dice:  «Ningún  proyecto  una  vez  sometido  a  la  Cámara, 
podrá  ser  retirado  sin  su  permiso. 2^ 

Esta  disposición,  concebida  en  términos  tan  jenerales 
i  absolutos,  ¿comprenderá  también  al  Ejecutivo-lejis- 
lador? 

Me  parece  que  sí. 


Aparte  de  éstas,  existen  varias  comunicaciones  que 
podrían  llamarse  de  cortesía  entre  el  Poder  Ejecutivo  i 
el  Lejislativo,  tales  son  las  referentes  a  cambios  minis- 
teriales, respecto  del  primero;  invitación  a  fiestas  oficia- 
les, etc.,  i  por  parte  del  segundo,  el  anuncio  de  elec- 
ciones o  remociones  de  la  Mesa  directiva  o  solicitudes 
para  gastos,  etc. 

Por  último,  es  costumbre  adoptada  universalmente 
que  el  Presidente  de  cada  Cámara  ponga  en  conoci- 
miento del  de  la  República  las  resoluciones  que  orde- 
nan una  investigación  parlamentaria,  una  visita  de  ins- 
pección i  otras  de  este  carácter  que  allanan  el  servicio 
de  las  funciones  del  Congreso. 


CAPITULO   XXV 
De  las  Éitrlbizolones  juaiolales  dle  las  Odmar^as 

En  Chile,  un  artículo  constitucional,  el  99  (108),   de- 
clara que  «la  facultad  de  juzgar  las  causas  civiles  i  cri- 
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linales,  pertenece  esclusivamente  a  los  tribunales  es- 
iblecidos  por  la  leí.  Ni  el  Congreso,  ni  el  Presidente 
e  la  República  pueden,  en  ningún  caso,  ejercer  funcio- 
es  judiciales,  o  avocarse  causas  pendientes,  o  hacer 
ívivir  procesos  fenecidos.» 

Posteriormente  este  precepto  fué  ratificado,  solemne  i 
bsolutamente  por  la  lei  de  Octubre  15  de  1875,  la  cual, 
n  su  art.  i.°,  dispone  que:  «la  facultad  de  conocer  de 
is  causas  civiles  i  criminales,  de  juzgarlas,  i  de  hacer 
jecutar  lo  juzgado,  pertenece,  esclusivamente,  a  los  tri- 
unales  que  establece  la  lei,» 

En  seguida,  el  art.  5.',  enumerando  dichas  causas, 
idica  las  acusaciones  en  materia  criminal  contra  los 
itendentes,    gobernadores  de  plaza  i  de  departamento. 

Los  Consejeros  de  Estado  son,  como  severa,  justi- 
iables,  a  su  turno,  ante  el  Congreso. 


Para  todos  estos  ciudadanos  se  estienden,  como  manto 
itelar,  las  prescripciones  constitucionales  siguientes: 

fArt.  1S4.  Ninguno  puede  ser  condenado,  si  no  es  juzgado  legal- 

ente,  i  en  virtud  de  una  lei  promulgada  antes   del  hecho   sobrs 

ue  recae  el  juicio. 

Art.  135.  Ninguno  puede  ser  juzgado   por  comisiones  especia- 

s  sino  por  el  tribunal  que  le  señale  la  lei,  i  que  se  halle  estable- 

do  con  anterioridad  por  ésta. 

Art.  136.  Para  que  una  orden  de  arresto  pueda   ejecutarse,   se 

iquiere  que  emane  de  una  autoridad  que  tenga  facultad  de  arres- 

r,  i  que  se  intime  al  arrestado  al  tiempo  de  la  aprehensión. 

Art.  138.  Ninguno  puede  ser  preso  o  detenido  sino  en  su  casa, 

en  los  lugares  públicos  destinados  a  este  objeto.:» 


Tratando  esta  teoría,   el  señor  Huneeus  dice  lo  si- 
uiente: 

«La  atribución  de  acusar  a  ciertos  altos  funcionarios  públicos, 
tie  la  parte  a."  del  artículo  38  (39)  confiere  a  la  Cámara  de  Dipu- 
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tados,  es  esclusiva  solo  en  cuanto  a  acusarlos  ante  el  Senado,  Así, 
algunos  de  esos  funcionarios  pueden  ser  acusados  ante  la  justicia 
ordinaria  por  el  Ministerio  Público  o  por  un  particular,  i  en  razón 
de  los  mismos  delitos  que  autorizarian  a  la  Cámara  de  Diputados 
para  llevarlos  a  la  barra  del  Senado. 

Siendo  la  Cámara  de  Diputados  la  única  autoridad  que  puede 
acusar  ante  el  Senado  a  ciertos  funcionarios  públicos,  es  evidente 
entonces  que,  si  algún  individuo  que  no  fuere  miembro  de  aquélla, 
solicitare  que  ponga  en  ejercicio  esa  facultad,  la  solicitud  no  ten- 
dria  consecuencia  ni  importancia  alguna,  si  no  fuera  patrocinada 
por  algún  Diputado  que  la  acojiera  como  suya,  según  se  resolvió 
en  el  caso  que  recordamos  al  ocuparnos  en  el  inciso  6.°  del  art.  12 
(10),  en  la  parte  referente  al  derecho  de  petición.  I  en  idéntico 
sentido  fueron  resueltas  peticiones  análogas  en  sesiones  de  la  Cá- 
mara de  Diputados  de  18  de  Agosto  de  1852  i  de  37  de  Julio  de 
1853,  en  que  se  devolvieron  al  señor  don  Ignacio  de  la  Carrera,  por 
no  haber  sido  patrocinadas  por  ningún  Diputado,  las  solicitudes  en 
que  pedia  a  la  Cámara  encargara  a  alguno  de  sus  miembros  que 
acusasen  ante  el  Senado  a  los  majistrados  de  una  de  las  Cortes  Su- 
periores, que  le  habian  inferido  perjuicio  en  una  sentencia  confir- 
matoria por  ellos  pronunciada. 

En  el  caso  de  poder  ser  acusado  ante  la  justicia  ordinaria  por  el 
Ministerio  Público  o  por  un  particular,  se  encuentran  los  Jenera- 
les,  los  intendentes  de  provincia  i  los  majistrados  de  los  Tribuna- 
les Superiores  de  Justicia.  Así,  se  ha  dado  ejemplo  de  intendente, 
no  solamente  acusado  ante  los  Tribunales  ordinarios  por  el  crimen 
de  infracción  de  la  Constitución,  sino  también  condenado  por 
éstos. 

De  acusaciones  contra  Jenerales  de  Ejército  o  Armada  iniciadas 
por  la  Cámara  de  Diputados  ante  el  Senado,  no  se  ha  presentado 
en  Chile  caso  alguno.  Si  llegara  a  ocurrir,  lo  que  no.  esperamos,  se 
sujetarían  a  las  mismas  reglas  que  las  de  los  Ministros  del  Despa- 
cho i  de  los  Consejeros  de  Estado,  en  las  cuales  nos  ocuparemos 
al  estudiar  los  artículos  92  a  97  i  107  (83  a  88  i  108)  de  la  Consti- 
tución. 

El  art.  83  (74)  nos  proporcionará  ocasión  para  ocuparnos  tam- 
bién en  las  acusaciones  que  es  lícito  entablar  contra  el  ex-Presiden- 
te  de  la  República,  dentro  del  término,  en  la  forma  i  por  los  crí- 
menes que  dicho  artículo  determina.» 


«Por  el  momento  nos  corresponde  recordar  las  cuestiones  a  que 
han  d^do  lugar  las  acusaciones  contra  los  intendentes  i  majistra- 
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de  los  Tribunales  Superiores,  las  cuales,  del  mismo  modo  que 
[ue  la  Cámara  de  Diputados  iniciare  contra  tos  miembros  de 
omisión  Conservadora  por  grave  omisión  en  el  cumplimiento 
ieber  que  les  impone  la  parle  a.'  del  art.  s8  (49),  se  sujetan  a 
ormalidades  especiales  que  establece  el  último  párrafo  del  ar- 
lo  ,8  (=9). 

ataremos  desde  luego,  i  por  punto  jeneral,  que  la  Cámara  de 
itados  ejerce  la  facultad  de  acusar,  bien  sea  que  se  encuentre 
ionando  en  sesiones  ordinarias  o  cstraorJinaruis,  sin  necesidad 
ue  el  Ejecutivo  incluya  la  acusación  en  la  convocatoria.  Así 
íduce  de  las  palabras  cu.vido  hjll.irc  por  conpenicnle,  que  emplea 
onstitucion  en  el  primer  párrafo  de  la  atribución,  que  es  ma- 
,  de  nuestras  observaciones,  i  así  lo  ha  resuelto  la  práctica 
liante  de  nuestras  Cámaras,  práctica  que  es  perfectamente 
■ecta  ¡constitucional s. 


«No  ha  ocurrido  caso  alguno  de  acasacion  contra  miembros  de  la 
Comisión  Conservadora.  Atendida  la  naturaleza  de  las  funciones 
que  a  ésta  encomienda  el  articulo  "íS  (49),  i  tomando  en  cuenta  que 
solo  son  acusables  sus  miembros  cuando  omiten  dirijiral  Presi- 
dente de  la  República  representaciones  conducentes  a  velar  por  la 
observancia  de  la  Constitución  i  de  las  leyes,  1  a  prestar  protección 
a  las  garantías  individuales,  nos  parece  poco  menos  que  imposible 
que  ocurra  el  caso  de  tal  acusación,  pues  que  para  que  ella  tuviera 
¿y*  j  algún  fundamento,  seria  menester  probar,   no  solo  que  hubo  una 

^^"  infracción  de  la  Consliliicion  o  de  la  lei,  o  un  atropello  de  las  ga- 

,'  ^  ,  rantías  individuales,  sino  que   los  miembros  de  la  Comisión  Con- 

.'«.S^  servadora  tuvieron    noticia  del  hecho,  que  lo  calificaron  como  de 

IM^  tal  infracción  o  atropello,  i  que.  a  pesar  de  esto,  incurrieron  en  la 

grave  omisión  de  no  representarlo  al  Presidente  de  la  República.» 


Y. 


«La  Constitución,  después  del  párrafo  destinado  a  la  acusación 
contra  los  miembros  de  la  Comisión  Conservadora,  establece  que 
los  intendentes  de  provincias  pueden  ser  acusados  ante  el  Senado 
por  la  Cámara  de  Diputados  por  los  crímenes  de  traición,  sedición, 
infracción  de  la  Constitución,  malversación  de  fondos  públicos  i 
concusión. 

De  estas  acusaciones  ha  habido  mas  de  un  caso,  i  ellas  han  suje- 
rido  las  siguientes  cuestiones;  i."  ¿Dentro  de  qué  término  puede 
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autorizaba  la  acusación  contra  intendentes  por  infracción  áimple  de 
ésta,  i  no  por  infracción  abierta  de  la  misma,  como  sucede  tratan* 
dose  del  Presidente  déla  República. 

Los  ministros  del  Interior  i  Hacienda,  señores  Tocornal  i  Santa 
María,  sostuvieron  la  opinión  contraria,  a  pesar  de  que  la  Cámara, 
por  el  hecho  de  haber  adniilido  a  eximen  las  proposiciones  de  acu- 
sación contra  aquellos  intendentes,  se  habia  pronunciado  implíci- 
tamente en  un  sentido  conforme  a  nuestra  manera  de  Ver.» 


El  señor  Huneeus,  después  de  decir  en  seguida  que  la 
facultad  del  Congreso  para  votar  proposiciones  de  cen- 
sura contra  los  Ministros  de  Estado,  es  incuestionable, 
proposición  negada  en  sesiones  de  1865  por  el  señor 
Santa  María  añade  que  «ella  es  de  la  esencia  del  sistema 
representativo,  como  lo  es  la  facultad  de  los  Senadores 
i  Diputados  para  formular  interpelaciones,  porque  quien 
puede  inspeccionar  la  conducta  de  los  funcionarios  pú- 
blicos puede  pedir  esplicaciones  para  formarse  juicio 
cabal  de  los  hechos  sobre  que  recae  la  inspección,  i 
puede  manifestar  también  la  conciencia  que  se  ha  for- 
mado acerca  de  la  conducta  del  funcionario  cuyos  actos 
se  fiscalizan. )> 

Añade  también  que  por  sus  respectivas  condiciones 
de  acusador  i  juez,  la  facultad  de  interpelar  i  censurar 
cuadra  mejor  a  la  Cámara  de  Diputados  que  al  Senado. 


Por  mi  parte,  dejando  aparte  la  cuestión  de  conve- 
niencia respectiva,  yo  sostendría  una  opinión  distinta. 

Creó  que  es  lejítima  la  censura  que  imponga  el  Con- 
greso a  cualquier  funcionario  público,  por  estas  razones: 

I.*  Porque  puede  acusarlos,  i  quien  puede  lo  mas,  con 
mayor  razón  puede  lo  menos; 

2.'  Porque  la  Constitución  no  lo  prohibe; 

3.*  Porque  esto  es  lo  que  sucede  i  tiene  que  suceder 
en  la  práctica. 
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En  efecto,  en  el  examen  de  la  lei  de  presupuestos, 
todo  congresal  hace  uso  de  ese  derecho,  ya  negando,  yá 
acordando  el  sueldo  i  hasta  gratificaciones  a  funciona- 
rios públicos. 

Ademas,  todo  diputado  o  senador  tiene  el  derecho  de 
delatar  los  abusos  cometidos  por  un  funcionario. 

¿Qué  sucede  entonces? 

¿El  Ministro  defiende  al  funcionario,  i  pasa  a  la  orden 
del  dia? 

El  funcionario  i  el  Ministro  quedan  absueltos  respec- 
tivamente. 

¿El  ministro  o  la  Cámara  condenan  el  acto,  o  formu- 
lan una  orden  del  dia  motivada? 

Ministro  i  funcionario  quedan  censurados. 

Cuestión  de  forma  i  nada  mas! 


¿Son  acusables  ante  el  Senado  los  gobernadores,  jue- 
ces de  letras  o  cualquier  otro  funcionario  que  no  esté 
espresamente  mencionado  en  los  artículos  38  i  83  (29 
i  74)  de  la  Constitución?  pregunta  el  distinguido 
maestro. 

I  en  seguida  soluciona  la  cuestión  en  estos  términos: 

«Nos  parece  que  basta  plantear  la  cuestión  para  decidirla  negá» 
tivamente.  La  facultad  de  acusar  que  la  Constitución  confiere  a  la 
Cámara  de  Diputados,  i  la  de  juzgar  que  atribuye  al  Senado,  cort* 
forme  a  !os  artículos  38  i  39  (29  i  30)  es  una  verdadera  escepciorl 
al  principio  jeneral,  consignado  en  el  artículo  108  (99)  de  que  soló 
corresponde  a  los  tribunales  establecidos  por  la  lei  el  juzgamiento 
de  todas  las  causas  civiles  i  criminales,  no  pudiendo  el  Congreso, 
ni  por  consiguiente  las  Cámaras  que  lo  forman,  ejercer  tales  fun- 
ciones sino  en  los  casos  que  la  misma  Constitución  señale  espre* 
sámente.  Luego,  no  estando  incluidos  espresamente  los  goberna- 
dores, jueces,  etc.,  entre  los  funcionarios  que  mencionan  los  ya 
citados  artículos  38  i  83  (29  i  74),  es  claro  que  respecto  de  todas  las 
causas  en  que  ellos  tuvieren  parte,  rije  el  precepto  jeneral  del  artí- 
culo 108  (99). 
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Así  lo  ha  decidido  también,  i  no  podia  decirlo  de  otra  manera, 
el  artículo  5.°  de  la  leí  de  15  de  octubre  de  1875,  refiriéndose  en 
la  primera  de  sus  escepciones  solamente  a  los  espresados  artículos 
38  i  83  (29  i  74)  de  la  Constitución.» 


«El  penúltimo  párrafo  de  la  parte  3.*,  artículo  38  (29)  dispone 
que  es  atribución  esclusiva  de  la  Cámara  de  Diputados  acusar  ante 
el  Senado  a  los  majistrados  de  los  Tribunales  Superiores  por  nota- 
ble abandono  de  sus  deberes, 

¿Qué  significa  esta  espresion:  notable  abandono  de  sus  deberes} 

Cuestión  es  ésta  que  se  debatió  largamente  en  la  Cámara  de  Di- 
putados en  sus  sesiones  de  agosto  a  noviembre  de  1868,  a  propósito 
de  la  acusación  entablada  por  el  señor  Vicente  Sanfuentes,  di- 
putado por  la  Union,  contra  los  señores  Manuel  Montt,  J.  G.  Pal- 
ma, J.  Alejo  Valenzuela  i  don  J.  Miguel  Barriga,  majistrados  de  la 
Corte  Suprema,  i  que,  mal  resuelta  por  la  Cámara  de  Diputados, 
que  admitió  a  examen  aquella  acusación  i  declaró  en  seguida  haber 
lugar  a  ella,  vino  a  ser  decidida  definitivamente,  en  su  sentido  co- 
rrecto i  constitucional,  por  la  sentencia  que  en  aquel  ruidoso  asun- 
to libró  el  Senado  el  19  de  Mayo  de  1869. 

Los  amparadores  de  aquella  celebérrima  acusación  sostenían, 
de  acuerdo  con  la  mayoría  de  la  comisión  informante,  compuesta 
de  los  señores  don  Marcos  Mena,  don  Ramón  E.  Errázuriz,  don 
Pedro  P.  Olea  i  don  Manuel  J.  Irarrázaval,  que  «todo  acto  que 
imponga  respansabilidad  personal  a  los  majistrados  de  los  Tribu- 
nales Superiores  implica  necesariamente  la  falta  de  cumplimiento  notable 
de  deberes.:!^  De  manera,  agregaba  la  mayoría  de  la  comisión,  que 
toda  vez  que  esta  falta  exista,  toda  vez  que  alguna  responsabilidad 
pese  a  virtud  de  ella  sobre  la  alta  majistratura  judicial,  debe  exis- 
tir también  la  fiscalización  de  la  Cámara  acusadora  i  la  jurisdicción 
del  Senado,  encargado  de  hacerla  efectiva  dentro  de  la  órbita  de 
las  facultades  que  le  ha  trazado  la  lei  Fundamental. 

Como  se  ve,  no  era  posible  dar  a  la  frase  notable  abandono  de  de- 
beres una  significación  mas  amplia,  mas  lata  i  mas  comprensiva  que 
la  que  le  atribuia  la  mayoría  de  la  comisión  informante. 

El  señor  Domingo  Arteaga  Alemparte,  que  informó  por  separa- 
do, pues  él  solo  formó  la  minoría  de  la  comisión,  no  aceptaba  aque- 
lla amplia  significación  atribuida  a  la  frase  notable  abandono  de  de- 
beres, «Me  parece  dudoso  por  lo  menos,  decia  en  su  luminoso 
informe,  que  en  la  espresion  notable  abandono  de  los  deberes  de  un 
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majislrado,  puedan  comprenderse  todos  los  delitos  i  crímenes  de 
que  el  mismo  majistrado  pueda  hacerse  reo.  De  un  juez  que  infrin- 
je  maliciosamente  la  lei,  i  que  estampa  a  sabiendas  falsos  conside- 
randos  eh  sus  sentencias,  se  dice  en  nuestro  idioma  que  ha  come- 
tido el  delito  de  prevaricación,  o  de  torcida  administración  de 
justicia,  al  paso  que  puede  decirse  con  razón  de  otro  juez  que  ha 
incurrido  en  notable  abandono  de  sus  deberes  aunque  no  haya 
llegado  a  hacerse  prevaricador.  Creo,  pues,  muí  cuestionable  que 
el  artículo  38  (39)  de  nuestra  Carta  Fundamental  haya  querido 
someter  a  la  jurisdicción  del  Senado  a  todos  los  majistrados 
superiores  del  orden  judicial  por  todos  los  delitos  i  crímenes  que 
puedan  cometer.  Si  tal  hubiera  sido  la  mente  del  lejislador,  no  se 
concibe  por  qué  no  la  habría  espresado  claramente,  como  podía 
hacerlo.  Ademas,  es  imposible  desconocer  la  gran  suma  de  peli- 
gros e  inconvenientes  que  afecta  a  esa  ilimitada  jurisdicción  ejer- 
cida por  un  cuerpo  político  irresponsable,  cuyos  miembros  no  tie* 
nen  que  sujetarse  a  ninguna  regla  fija  de  procedimientos^  ni  es 
seguro  posean  siempre  la  competencia  bastante  para  juzgar  ciertos 
delitos.» 

En  el  mismo  sentido  que  él  señor  Arteaga  trataron  la  cuestión 
de  Derecho  los  señores  don  Antonio  Varas  i  don  Do.ningo  Santa 
María.  En  el  brillante,  erudito  i  concienzudo  discurso  que  este 
último  pronunció  en  sesiones  de  6  i  7  de  Noviembre  de  1868,  ma- 
nifestó, hasta  no  dejar  la  mas  mínima  duda,  que  era  exacta  la  inte- 
lijencia  que  él  mismo  había  dado  al  precepto  constitucional  en  la 
sesión  de  28  de  Agosto  anterior. 

En  esta  última  dijo  el  señor  Santa  María  lo  siguiente: 

«Las  leyes  han  trazado  a  los  tribunales  uíi  procedimiento  diatib, 
cotistante  i  uniforme  para  el  ejercicio  de  ciertas  funciones.  Eii  esta 
esfera,  los  tribunales  tienen  deberes  que  cumplir,  cuyo  abandono, 
cuando  se  hace  notable,  constituye  un  delito  a  los  ojos  de  la  Cons- 
titución, que  puede  denunciarse  ante  esta  Cámara  i  perseguirse 
ante  el  Senado.  Así,  un  tribunal  debe  comenzar  su  audiencia  a 
tal  hora,  debe  inspeccionar  i  vijilar  la  conducta  de  sus  subalter- 
nos, debe  visitar  los  lugares  de  detención,  etc.;  i  si  violara  estos 
deberes  de  una  manera  notable,  si  hiciera  un  punible  abandono  de 
ellos,  se  haria  reo  de  un  delito  que  podría  denunciarse  ante  esta 
Cámara. 

«Pero,  juntamente  con  estas  funciones,  los  tribunales  tienen 
otra  tarea  mas  grave  i  delicada,  cual  es  aplicar  la  lei  i  dirimir,  me- 
diante esta  aplicación,  las  contiendas  judiciales  que  ante  ellos  se 
ventilan.   En  esta  aplicación  de  la  lei,  un  tribunal  puede  también 
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delinquir,  siempre  que  haga  una  una  falsa  aplicación,  no  por  error 
de  concepto  sino  a  sabiendas,  con  dañada  i  torcida  intención.  En 
una  palabra,  un  tribunal  puede  prevaricar. 

«Pues  bien,  estas  diversas  funciones  encomendadas  a  los  Tribu- 
nales, como  de  su  esclusivo  resorte  i  competencia,  han  sido  toma- 
das en  cuenta  separadamente  por  la  Constitución  en  cuanto  a  la 
responsabilidad  que  el  abandono  u  olvido  de  ellas  puede  imponer 
a  los  jueces.  En  un  caso  ha  querido  la  Constitución  que  el  juez  sea 
el  Senado,  puesto  que,  tratándose  de  hechos  comunes/  de  fácil 
calificación,  basta  el  sentido  común  para  apreciarlos.  En  el  otro,  la 
Constitución  se  ha  alejado  de  este  terreno,  porque,  tratándose  de 
averiguar,  de  estimar  la  buena  o  mala  aplicación  que  haya  podido 
hacerse  de  una  lei,  hasta  descubrir  la  dañada  i  punible  intención, 
no  ha  querido  ni  creido  que  tal  investigación  pudiera  hacerse  por 
personas  legas,  desnudas  de  conocimientos  jurídicos  e  incapaces, 
por  consiguiente,  de  establecer  la  falsa  o  recta  aplicación  de  esa 
lei.» 

A  pesar  de  la  fuerza  incontestable  de  las  consideraciones  prece- 
dentes, la  Cámara  de  Diputados,  aprobó,  en  sesión  de  9  de  No- 
viembre de  1868,  el  informe  de  la  mayoría  de  la  Comisión,  acep- 
tando varios  de  los  cargos  en  que  se  fundaba  la  acusación,  i  entre 
ellos  algunos  que  evidentemente,  aun  siendo  ciertos  los  hechos  en 
que  descansaban,  no  importaban  notable  abandono  de  deberes^  según  la 
intelijencia  que  los  señores  Varas  i  Santa  María  dieron  a  esa  frase 
en  el  curso  del  debate;  se¿,un  la  que  también  le  dieron  los  señores 
Diputados  don  José  Victorino  Lastarria,  don  José  Manuel  Pizarro, 
don  Enrique  Cood,  don  Manuel  Renjifo  i  don  Marcial  Martínez  en 
la  consulta  que,  sobre  el  particular,  dirijieron  el  18  de  aquel  mes, 
en  unión  con  el  señor  Varas,  al  Cuerpo  de  Abogados  de  Santiago 
i  según  la  que  dieron  igualmente  los]  miembros  Je  nuestro  foro, 
que  suscriben  la  respuesta  a  dicha  consulta  de  24  del    mismo  mes. 

Los  términos  en  que  está  redactada  esa  respuesta,  que  tuvimos 
la  honra  de  meditar  i  de  suscribir,  nos  ahorran  el  trabajo  de  es- 
tendernos aquí  en  mayores  digresiones  para  manifestar  que  la 
frase  notable  abandono  de  deberes  no  comprende  los  crímenes  a  que 
se  refiere  el  art.  in  (102)  de  la  Constitución. 

Por  lo  demás,  si  la  Cámara  de  Diputados  echó  en  olvido  la  ver- 
dadera intelijencia  de  la  frase   notable  abandono  de  deberes  que  em- 
plea el  precepto  constitucional  que  examinamos,  el  Senado,  en  su  \ 
sentencia   de    10   de   Mayo  de  1869  (i),  dio  el  triunfo  a  la  opinión 

(i)  Boletín  de  Sesiones^  de  1869.  páj.  62. 
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que  sostenemos,  estableciendo  en  uno  de  los  considerandos  en  que 
ella  descansa:  «que  no  compete  al  Senado  juzgar  acerca  de  la  ver- 
dadera i  jenuina  aplicación  de  las  leyes  que  hagan  los  tribunales;^, 
i  en  otro:  «que  en  ninguno  de  los  capítulos  de  la  acusación  hai 
culpabilidad  ni  notable  abandono  de  sus  deberes»;  i  concluyendo 
por  declarar  sin  lugar  la  acusación,  conforme  a  lo  preceptuado  por 
el  art.  98  (89)  de  la  Constitución. 

Este  precedente  importante,  único  ocurrido  entre  nosotros,  ha 
reconocido  el  principio  de  que  el  crimen  de  notable  abandono  de 
deberes^  es  distinto  de  los  crímenes  a  que  se  refiere  el  art.  1 1 1  (loa) 
de  la  Constitución.  Si  se  considerara  a  éstos  como  comprendidos 
en  aquél,  la  independencia  del  Poder  Judicial  seria  de  todo  punto 
ilusoria,  porque  el  Congreso  revisaría  los  fallos  de  los  tribunales, 
se  avocaria  el  conocimiento  de  causas  pendientes  o  de  procesos 
fenecidos,  i  ejercería  funciones  judiciales  de  aquellas  que  prohiben 
í  ejercer  los  buenos  principios  i,  con]eUos,   el   art.    loS   (99)  de  la 

Constitución. 


Procedimientos  que  han  de  observarse  en  las  acusaciones  que  ¡a  Cáma- 
ra de  Diputados  entabla  ante  el  Senado  contra  miembros  de  la  Comisión 
Conservadora f  intendentes  de  provincia  i  majistrados  de  los  Tribunales 
Superiores  de  Justicia. — A  esta  importante  materia  está  destinado  el 
último  párrafo  del  art.  38  (29),  según  el  cual  la  Cámara  de  Dipu- 
tados declara  primeramente,  en  los  tres  indicados  casos,  si  ha  lugar 
o  nó  a  admitir  la  proposición  de  acusación,  i  después,  con  intervalo  de 
seis  dias,  si  ha  lugar  a  la  acusación,  oyendo  previamente  el  informe 
de  una  comisión  de  cinco  individuos  de  su  seno,  elejida  a  la  suerte, 
i  nombrándose  en  seguida,  si  resultare  la  afirmativa,  dos  Diputa- 
dos que  formalicen  i  prosigan  la  acusación  ante  el  Senado. 

En  las  diferentes  ocasiones  en  que  ha  llegado  el  caso  de  aplicar 
esta  disposición,  esto  es,  en  1850,  cuando  el  señor  Diputado  don 
Fernando  Drizar  Garfias  acusó  al  Intendente  de  Aconcagua,  señor 
don  José  Manuel  Novoa;  en  i8»)8,  cuando  el  señor  Diputado  don 
Alejandro  Reyes  acusó  al  Intendente  de  Concepción,  señor  don 
Adolfo  Larenas;  en  1864,  cuando  los  señores  Diputados  don  José 
Eujenio  Vergara  i  don  Francisco  Puelma  acusaron,  aquél,  al  Inten- 
tende  de  Aconcagua,  señor  don  José  Antonio  Pérez,  i  éste,  al  In- 
tendente de  Colchagua,  señor  don  Ánjel  Prieto  i  Cruz;  en  1868, 
cuando  el  señor  Diputado  don  Vicente  Sanfuentes  inició  la  acusa- 
ción contra  cuatro  majistrados  de  la  Corte  Suprema,  en  que  mas 
arriba  nos  hemos  ocupado,  i  en  1876,  cuando  el  señor  Diputado 
don  Isidoro  Errázuriz  acusó  al  Intendente  de  Valparaíso,  señor  don 
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Francisco  Echáurren  Huidobro,  surjió,  con  mas  o  menos  precisión 
la  duda  de  si,  por  el  solo  hecho  de  entablar  un  Diputado  acusación 
conforme  al  último  párrafo  del  art.  38  (29),  debe  o  no  ser  admitida 
la  proposición. 

En  la  primera  de  aquellas  acusaciones,  el  señor  don  Antonio 
Varas,  Ministro  del  Interior,  dijo,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados  de  31  de  Julio  de  1850,  que,  acusado  el  Intendente  de  Acon- 
cagua por  infracción  de  varios  artículos  de  la  Constitución,  corres- 
pondía a  la  Cámara,  para  pronunciarse  acerca  de  su  admisibilidad, 
resolver  solo  si  la  acusación  se  fundaba  en  delito  por  el  cual  dicha 
Cámara  pudiera  acusar,  o,  en  otros  términos,  si  ella  era  o  nO  com- 
pelenlet  tocándole  resolver  ünicamenU  si  los  hechos  o  delitos  que 
se  imputan  son  de  aquellos  que  por  la  Constitución  pueden  ser 
acusados  por  la  Cámara. 

Esta  admitió  la  proposición  de  acusación,  por  unanimidad,  en  la 
misma  sesión. 

En  sesión  de  la  Camarade  Diputados  de  11  de  Noviembre  de 
iS^B,  al  discutirse  la  segunda  de  las  acusaciones  que  hemos  recor- 
dado, el  señor  don  Manuel  Antonio  Matta  sostuvo  que:  «una  pro- 
posición de  acusación  se  asemeja  a  cualquier  otro  proyecto  de  leí 
que  tenga  su  oríjen  en  la  Cámara,  no  estando,  por  consiguiente, 
en  el  arbitrio  de  ésta  rechazarla,  una  ve\qu^  uno  de  los  Diputados  la 
haya  iniciado,  i  a  la  Cámara  no  le  queda  otro  medio  que  admitir  la  pro- 
posición de  acusación,  i  nombrar  las  personas  que  la  lei  prescribe 
para  que  declaren  en  el  término  señalado  si  hay  o  no  lugar  a  la 
acusación».  I  mas  adelante  agregaba  todavía:  «que  no  se  puede  por 
menos  que  admitir  la  acusacion.j^ 

El  señor  don  Antonio  Varas,  refutando  la  opinión  del  señor 
Matta,  dijo,  en  resumen:  que  le  parecía  hasta  inconciliable  con  el 
buen  sentido  sostener  que  la  Cámara  debe  admitir  a  examen  una 
proposición  de  acusación,  por  el  solo  hecho  de  haber  sido  emitida; 
que  para  enjuiciar,  es  necesario,  ante  todo,  probar  la  existencia 
del  delito,  que  solo  después  dé  esto  puede  procederse  a  formar  el 
sumario  del  cual  debe  resultar  la  semi-plena  prueba  capaz  de  in- 
ducir a  la  Cámara  a  declarar  que  hai  lugar  a  la  acusación;  que  para 
el  caso  de  las  acusaciones  contra  los  Ministros  del  Despacho,  los 
artículos  93  i  94  (84  i  8^,  hoi  reformados),  a  los  cuales  se  refiere  el 
38  (29),  ordenan  que,  para  admitir  a  examen  la  proposición  de  acu- 
sación, se  oiga  previamente  el  informe  de  una  comisión  de  nueve 
Diputados,  lo  que  revela  bien  claramente  que  la  resolución  de  ese 
punto  no  implica  un  mero  trámite,  sino  que  envuelve  algo  de  gra- 
ve i  que  requiere  anlecedenles  bastantes. 
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El  señor  don  Alejandro  Reyes,  autor  de  la  proposición  de  acu- 
sación que  se  discutió,  sostuvo  que:  «la  Cámara,  según  la  interpre* 
taclon  natural  i  jenuina  de  la  lei,  no  tiene  mas  que  averigqar  si  el 
delito  de  que  se  acusa  al  Inlendente  esU  o  no  comprendido  en  la  Consti^ 
i^ion^  i  solo  después  es  cuando  debe  ver  si  hai  o  no  semi-plena 
prueba  o  prueba  para  iniciar  la  acusación  ante  el  Senado.» 

El  ssñor  don  José  Victorino  Lastarria  decia  en  la  misma  sesión: 
«Admítase  la  proposición,  que  en  seguida  veremos  sí  hai  justicia 
o  no  para  llevar  adelante  la  acusación.» 

En  la  sesión  siguiente,  de  1 3  de  Noviembre  del  mismo  año^  el 
señor  secretario  don  Francisco  Puelma  apoyó  las  opiniones  del 
s^ñor  Varas.  El  señor  don  Domingo  Santa  María  sostuvo  en  ella 
que  mientras  no  llegara  el  momento  de  resolver  si  se  acusaba  o  no 
ante  el  Senado,  «la  Cámara  de  Diputados  no  puede  exijir  anteceden- 
tes para  admitir  la  proposición  de  acusación;  porque  esto  $ería 
atropellar  los  trámites  que  la  Constitución  ha  asignado  a  cada  ope- 
ración de  la  Cámara.  Lo  que  debemos  ver  nosotros  ahora,  es, 
agregaba  el  señor  Santa  María,  si  los  niolift;os  que  se  aducen  en  contra 
del  Intendente  enselven  o  no  una  infracción  consiiiucignah, , . ,  «Aquí 
no  se  trata  sino  de  admitir  un  simple  denuncio. ...  le  basta  al  juez 

oir  que  ha  habido  tal  crimen La  Cámara  no  tiene  otra  cosa 

que  hacer  sino  ver  si  el  hecho  es  de  aquellos  que  envuelven  infrac- 
ción de  la  Constitución,  i  admitir  la  proposición  sin  necesidad  de  que 
haya  mas  datos  que  comprueben  el  hccho,i^ 

El  señor  don  Ambrosio  Rodríguez,  contestando  al  señor  Santa 
María»  principió  por  negar  que  la  acusación  entablada  en  1850  por 
q1  señor  Diputado  don  Francisco  Urízar  Gárñas  contra  el  Inten- 
dente de  Aconcagua,  señor  don  José  Manuel  Novoa,  hubiera  sido 
admitida,  como  se  aseveraba^  por  el  solo  hecho  de  ^er  presenta- 
da por  un  señor  Diputado,  sin  mas  fundamento  que  su  simple  es- 
posicion.  Afirmó  que  se  habia  presentado  a  la  Cámara  en  aquella 
ocasión  un  espediente  revestido  de  todos  los  documentos  que 
podían  dar  mérito  para  aceptarla.  El  señor  don  Santiago  Prado 
combatió  también  la  proposición  de  acusación. 

El  señor  don  Alvaro  Covarrúbias,  ocupándose  en  el  punto  deba- 
tido, dijo  que:  «lo  único  que  debe  hacer  (la  Cámara)  es  ver  si  se 
presenta  la  acusación  en  forma,  quiero  decir,  si  se  nombra  quién 
es  el  acusado,  si  está  indicado  de  qué  se  le  acusa,  i  si  la  acusación 
versa  sobre  uno  de  los  delitos  consignados  en  el  art.  38  (29)  de  la 
Constitución  o  no. 2^ 

En  esa  misma  sesión  la  Cámara  resolvió,  por  veintiocho  votos 
cputra  catorce»  no  admitir  la  proposición  de  acusación» 
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En  las  acusaciones  pron^vidas  en  sesión  de  12  de  Abril  de  1864, 
ante  la  Cámara  de  Diputado;,  por  los  miembros  de  ésta,  señores 
Vergara  i  Puelma,  contra  los  «tendentes  de  Aconcagua  1  de  Col- 
chagua,  a  que  mas  arriba  hemos  iludido,  dicha  Cámara  acordó, 
por  treinta  i  cinco  votos  contra  dos,  haber  lugar  a  la  admisión  de 
la  primera  e  igual  cosa  respecto  de  la"s^giinda,  por  tremta  1  cuatro 
votos  contra  tres,  sin  debate  alguno  previo^f^^^*^  ^®  '^  cuestión 
que  nos  ocupa.  Se  discutió  solo  si  podia  o  no  ^ijus^*"  ^^  sesiones 
estraordinarias,  sin  estar  las  acusaciones  incluidas  etl*^  convocato- 
ria, resolviendo  de  hecho  que  s/,  i  resolviendo  bien,  oíJJP^ 
remos  al  ocuparnos  en  el  art.  53  (44). 

En  la  referida  sesión  de  12  de  Abril  de  1864,  admitidas  1^^^^^ 
citadas  proposiciones  de  acusación,  se  nombraron  también  aW^ 
suerte,  i  sin  debate,  las  dos  comisiones  de  cinco  Diputados  qm 
debian  informar  acerca  de  si  habia  o  no  lugar  a  dichas  acusaciones. 

En  los  debates  a  que  dio  lugar,  en  1868,  la  admisibilidad  de  la  pro- 
posición de  acusación  entablada  por  el  señor  Diputado  don  Vicen- 
te Sanfuentes  contra  los  majistrados  de  la  Corte  Suprema  señores 
Montt,  Palma,  Barriga  i  Valenzuela,  espresaron  la  opinión  de  que 
la  referida  acusación  debia  ser  admitida  a  examen,  sin  otros  ante- 
cedentes que  los  que  esponia  el  señor  Sanfuentes,  considerando 
esta  primera  resolución  de  la  Cámara  como  un  mero  irámite,  los  se- 
ñores don  José  Victorino  Lastarria,  en  sesión  de  30  de  Julio;  don 
Ramón  Barros  Luco,  en  la  de  25  de  Agosto;  don  Manuel  Antonio 
Matta,  en  la  de  29  de  Agosto,  i  don  Pedro  León  Gallo,  en  la  mis- 
ma. Todos  estos  caballeros  consideraban  que  la  admisión  de  la 
acusación  nada  prejuzgaba,  i  que  tenia  por  objeto  solo  abrir  la 
puerta  para  la  investigación  de  los  hechos. 

El  señor  don  Domingo  Santa  María,  fundando  su  voto  negativo 
a  la  admisión  de  la  proposición,  dijo,  en  sesión  de  28  de  Agosto, 
que  la  Cámara  debia  «examinar  no  solo  la  importancia  de  los  he- 
chos denunciados,  sino  la  competencia  que  la  Constitución  le 
reconozca  para  deliberar  sobre  ellos,  porque  no  todas  las  faltas  que 
los  tribunales  pueden  cometer  son  justiciables  ante  el  Senado.»  I 
agregaba  todavía  que:  ^^rPor  lo  que  toca  al  abandono  de  deberes, 
la  Cámara  no  debe  olvidar  que  no  basta  el  simple  abandono,  pues- 
to que  la  Constitución  ha  querido  que  sea  notable,  es  decir,  conti- 
nuado, persistente  e  incorrejible.  El  simple  abandono  no  da  méri- 
to para  una  proposición  de  acusación,  porque  la  Constitución  ha 
puesto  en  manos  de  otro  Poder  la  facultad  necesaria  para  corre- 
jirlo.» 

Pero  fué  el  señor  don  Antonio  Varas  quien  planteó  la  cuestión 
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que  estudiamos  en  su  verdadero  terreno,  con  toda  claridad  i  pre- 
cisión, en  la  sesión  del  2')  del  citado  mes  de  Agosto,  al  pronunciar 
las  siguientes  palabras:  «Es  verdad  que  algunos  señores  Diputados 
sostienen  que  a  toda  proposición  de  acusación,  cualesquiera  que 
sean  sus  fundamentos,  debe  dársele  curso,  porque  es  necesario, 
dicen,  dejar  la  puerta  abierta  a  la  denuncia  de  los  delitos.  Respeto 
esa  opinión;  pero,  para  mi',  toda  proposición  de  acusación  está 
sujeta  a  dos  trámites:  el  de  su  admisibilidad  i  el  de  su  examen  i 
aceptación;  i  al  establecerlos,  la  Constitución  ha  tenido  un  objeto 
serio.  Si  por  el  solo  hecho  de  introducirse  a  la  Cámara  una  propo- 
sición de  acusación  debiera  ser  admitida  i  tramitada,  ¿para  qué  la 
Constitución  habria  puesto  a  la  Cámara  en  el  caso  de  pronunciarse 
sobre  la  admisibilidad  de  la  proposición?  Es  menester,  pues,  apre- 
ciar primeramente  si  la  proposición  es  admisible,  si  los  hechos  en 
que  se  apoya  dan  materia  de  acusación,  para  darle  curso  i  trami- 
tarla    Toda   acusación  exi/c  uit  delito;  si  falla  el  delito,  la 

acusación  no  es  posible.  ¿Hai  delito  en  los  hechos  enunciados?  Para 
contestar  a  esta  pregunta  bueno  es  recordar  lo  que  todos  los  Có- 
digos i  tratadistas  entienden  por  delito.  Puede  decirse  que  lodos 
silos  convienen  en  que  «delito  es  la  acción  u  omisión  de  un  hecho 
a  que  la  lei  se&ala  una  pena.»  No  basta,  pues,  que  haya  infracción 
de  lei  para  constituir  delito;  se  requiere  ademas  que  esa  infracción 
tenga  señalada  una  pena.:» 

La  Cámara  admilió,  sin  embargo,  la  proposición  de  acusación,  el 
referido  dia  39  de  Agosto  de  1868,  por  cuarenta  votos  contra 
qumce. 

En  el  curso  del  largo  debate  que  también  provocó  la  quinta  i 
última  de  las  acusaciones  que  mas  arriba  hemos  mencionado, — la 
promovida  por  el  señor  Diputado  don  Isidoro  Errázuriz  contra  el 
Intendente  de  Valparaiso  señor  don  Francisco  Echáurren  Huido- 
bro,— debate  que  principió  en  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos de  so  de  Junio  de  1876  i  terminó  en  la  sesión  nocturna  de  ir 
de  Julio  siguiente,  el  espresado  señor  Errázuriz,  i  los  señores  don 
Justo  Arteaga  Alemparte,  don  Aníbal  Las  Casas,  don  Jovino  Novoa 
i  don  José  Manuel  Balmaceda,  sostuvieron  que  la  admisión  a  exá~ 
men  de  una  proposición  de  acusación  importa  solo  un  trámite,  que 
no  requiere  estudio  previo  de  antecedentes  ni  recepción  de  prue- 
bas, que  serian  oportunas  solo  cuando  llegara  el  momento  de 
resolver  sí  há  o  no  lu^ar  a  la  acusación  o  a  formación  de  causa. 

El  señor  don  Enrique  Cood  i  don  Ezequias  Alliende  Caro  sostu- 
vieron la  opinión  contraria,  la  misma  que  el  señor  don  Antonio 
Varas  habia  defendido  en  la  sesión  de  39  de  Agosto  de  i36d,  i  ésta 
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fué  en  realidad  la  que  prevaleció,  puesto  que  se  discutieron  i  exa- 
minaron minuciosamente  todos  i  cada  uno  de  los  capítulos  en  que 
se  apoyaba  la  acusación,  a  fin  de  determinar  si  constituiaa  o  no 
delito,  i  delito  de  aquellos  que  establecen  la  competencia  de  la 
Cámara  de  Diputados  para  acusar  a  un  intendente  ante  el  Senado» 

Así,  los  señores  don  Enrique  Mac-Iver,  don  Carlos  Castellón  i 
don  Manuel  Antonio  Matta  fundaron  su  voto  negativo  a  la  admi- 
sión de  la  proposición  de  acusación  en  que  las  faltas  o  delitos  impu- 
tados al  señor  Echáurren  no  implicaban  infracción  de  la  Constitu- 
ción; en  que  no  eran  de  aquellas  que  autorizan  a  la  Cámara  de 
Diputados  para  arrastrar  a  un  Intendente  a  la  barra  del  Senado,  i 
en  que,  como  lo  dijo  el  señor  Matta  en  la '^sesión  de  ii  de  Julio, 
ajamas  se  ha  podido^  probar  que  las  faltas  de  que  se  acusa  al  Inten- 
dente de  Valparaíso  caigan  en  la  terminante  prescripción  del  ar- 
tículo 38  {99)  de  la  Constitución,  único  por  el  cual  puede  la  Cámara  I 
acusar  a  este  funcionario)^.  La  Cámara  resolvió,  en  dich^  sesión,  i 
na  admitir  la  proposición  de  acusación,  rechazándola  así  de  plano^ 
per  cuarenta  i  nueve  votos  contra  veintidós. 

Los  casos  prácticos  que  hemos  recordado  manifiestan  que  aun 
muchos  de  aquellos  que  han  sostenido  alguna  vez  que  la  admisión 
a  examen  de  una  proposición  de  acusación  importa  un  mero  trámite^ 
han  modificado  mas  tarde,  i  con  justicia,  tal  opinión.  Las  discusio- 
nes mismas  habidas  en  los  casos  de  1838,  1868  i  1876,  estensas  i 
concienzudas,  dan  a  conocer  bien  claramente  que  la  [[admisibilidad  \ 

de  una  acusación  importa  algo  mas  que  un  simple  trámite,   algo 
que  envuelve  una  significación  grave. 

£n  efecto,  no  se  concibe  que  una  Constitución  se  ocupe  en  dic- 
tar reglas  de  mera  tramitación.'  Atendida  la  naturaleza  de  un  Códi«  ( 
go  fundamental,  si  las  determina,  es  forzoso  reconocer  que  deben  \ 
tener  algún  alcance,  i  éste  no  puede  ser  otro  que  crear  garantías 
efix;aces  en  favor  del  funcionario  a  quien  se  trata  de  acusar,  a  fin 
de  que  no  se  atropelle  todo  miramiento  i  se  haga  fácilmente  de 
una  alta  atribución  judicial  un  instrumento  destinado  a  satisfacer 
mezquinas  pasiones  políticas.  Nosotros  pensamos  que  la  Constitu- 
ción no  ha  podido  establecer  trámites  i  fórmulas  que  nada  signifi- 
que, i  pensamos,  por  lo  tanto»  que  la  admisión  a  examen  de  una 
proposición  de  acusación  es  algo  que  presupone  cierto  estudio  i 
que  implica  la  resolución  de  algunos  puntos  graves. 

En  nuestro  concepto,  admitirla  a  examen  una  proposición  de  acusa^ 
ciono  simplemente  admitirla^  importa  resolver:  i .",  que  la  acusación 
ha  sido  entablada  en  tiempo  i  forma;  a."*,  que  el  crimen  o  delito  que 
la  motiva  existe  o  que  hai  por  lo  menos  semi-plena  prueba  de  tu 
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existencia,  o  que  el  hecho  denunciado. se  presenta  con  el  carácter 
de  tal  crimen  o  delito;  i  3.°,  que  el  crimen  o  delito,  o  el  hecho  que 
se  presenta  con  el  carácter  de  tal  i  que  se  imputa  al  funcionario  a 
quien  se  trata  de  acusar,  es  de  aquellos  que,  conforme  a  la  Cons- 
titución, constituyen  a  la  Cámara  de  Diputados  en  autoridad  coav- 
pélente  para  acusar  ante  el  Senado. 

El  examen  detenido  de  estos  tres  puntos,  i  mui  particularmente 
del  segundo  i  del  tercero,  nos  parece  que  importa  algo  mas  serio 
i  grave  que  un  simple  trámile»  Si  la  Cámara  resuelve  los  tres  puntos 
indicados  en  sentido  afirmativo,  debe  admitir  la  proposición  de 
acusación.  En  el  caso  contrario,  si  las  tres  mencionadas  proposi- 
ciones, si  dos  de  ellas  o  una  sola  fueren  resueltas  en  sentidp  nega- 
tivo, debe  rechazar  de  plano  la  proposición  de  acusación. 

Una  vez  admitida  a  examen  la  proposición  de  acusación,  llega  el 
caso,  previo  el  informe  de  la  comisión  respectiva  compuesta  de 
cinco  Diputados  (o  de  nueve  en  los  casos  en  que  fuere  aplicable 
el  art.  94  (85),  de  resolver  si  ha  o  no  lugar  a  la  acusación  o  a  forma* 
cíon  de  causa,  según  el  art.  97)  (88). 

Para  espedir  esta  segunda  resolución,  la  Cámara  debe  proceder 
como  juez  sumariante,  exijiendo  que  haya  por  lo  menos  semi-ple- 
na  prueba  de  que  el  funcionario  a  quien  se  pretende  acusar,  es  el 
autor  responsable,  cómplice  o  encubridor  del  crimen  o  delito  que 
se  le  imputa.  De  aquí  se  infiere  que  la  comisión  puede  recibir 
declaraciones  de  testigos  e  ilustrarse  por  todos  los  medios  que  con- 
ceptúe necesarios  para  formarse  conciencia  del  asunto  i  presentar 
a  la  Cámara  un  informe  motivado,  que  pueda  servir  de  base  a  la 
declaración  de  haber  o  no  lugar  a  formación  de  causa,  como 
se  procedió  por  las  comisipnes  nombradas  para  informaran  las 
acusaciones  entabladas  en  1864  i  1868,  a  que  mas  arriba  hemos 
aludido. 

La  existencia  de  un  detito,  o  de  un  hecho  que  se  presente  con  el 
carácter  de  tal,  es- la  base  de  todo  procedimiento  criminal,  i  es, 
por  consiguiente  algo  que  debe  esclarecerse  cuando  se  delibera 
acerca  de  la  admisibilidad  de  la  acusación.  Para  pronunciarse  acerca 
del  segundo  punto,  la  declaración  de  haber  lugar  a  formación  de 
causa,  se  debe  averiguar  si  el  funcionario  a  quien  se  trata  de  acu* 
sar  aparece,  prima-/a¿:/e,  en  virtud  de  semi-plena  prueba,  como  res- 
ponsable del  delito. 

Aplicamos,  pues,  a  este  caso,  las  mismas  consideraciones  que 
hicimos  valer  en  el  informe  que,  en  unión  de  varios  colegas,  pre- 
sentamos a  la  Cámara  de  Diputados  en  sesión  de  37  de  Noviembre 
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de  1875,  con  motivo  del  desafuero  pedido   contra  el  señor  Dipu- 
tado don  Francisco  de  Paula  Figueroa. 


El  plazo  de  seis  dias  a  que  se  refiere  el  último'  párrafo  del  artí- 
culo 38  (29)  para  que  informe  la  comisión  de  cinco  Diputados  de 
^ue  en  él  se  hace  mérito,  no  es  fatal.  Debe  entenderse  que  el  in- 
forme no  puede  presentarse  antes  de  vencido  ese  término,  pero  sí 
después.  Así  lo  resolvió  la  Cámara  de  Diputados  en  sesión  de  i.°  de 
Setiembre  de  1868,  por  cuarenta  i  seis  votos  contra  tres,  i  lo  resol- 
vio  bien,  porque  ese  plazo  se  fija  como  garantííi  para  evitar  la  pre- 
cipitación en  materia  tan  grave,  i  porque  nadie  puede  ser  obligado 
a  lo  imposible. 


Por  lo  que  hace  a  las  relaciones  de  la  Comisión  acusadora  que  la 
Cámara  nombra  conforme  a  la  parte  final  del  último  inciso  del 
art.  38  (29)  (o  conforme  al  art.  q6)  (87),  con  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia, la  Cámara  de  Diputados  resolvió,  en  sesión  de  15  de  Diciem- 
bre de  1868,  por  cuarenta  votos  contra  diez,  que  debia  presentarse 
ante  ellos  por  medio  de  escritos,  i,  por  cuarenta  i  cinco  votos  con- 
tra cinco,  que  en  estos  debia  i^sar  papel  sellado.  Lo  primero  nos 
parece  aceptable,  pero  no  alcanzamos  a  comprei;^der  el  fqndamento 
délo  segundo,  desde  que  el  costo  del  papel  sellado  no  es  erogado 
por  los  Diputados,  personalmente  considerados. 


Todavía,  a  propósito  de  la  acusación  de  1868,  se  suscitó  la  duda 
de  si  los  Tribunales  ordinarios  de  Justicia  podian  compeler  a  la 
Comisión  nombrada  por  la  Cámara  de  Diputados  para  proseguir  i 
formalizar  una  acusación  ante  el  Senado,  a  usar  firma  de  letrado  en 
los  escritos  que  ante  ellos  tuviera  que  presentar,  la  Cámara,  en 
sesión  de  i,°  de  Mayo  de  1869,  resolvió  que  nó,  por  cuarenta  i  tres 
votos  contra  seis,  después  de  haber  oido  sobre  el  particular  a  su 
Comisión  de  Constitución,  Lejislacion  i  Justicia,  la  cual  presentó 
dos  informes,  el  uno  suscrito  en  mayoría  por  los  señores  don  Ma- 
nuel Amunátegui  i  don  Luis  [Pereira,  i  el  otro  en  minoría  por  el 
señor  don  AntonioVaras. 

Nosotros  creemos,  con  los  señores  Amunátegui  i  Pereira,  que  las 
leyes  que  facultan  a  los  Tribunales  para  exijir  en  ciertos  casos  fir- 
ma de  letrado  a  las  partes  litigantes,  no  son  aplicables  a  la  comi- 
sión acusadora  nombrada  por  la  Cámara  de  Diputados,  porque^ 
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aparte  de  no  ser  la  comisión  ni  la  Cámara  un  litigante  común, 
debe  conservar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  todos  los  fueros 
propios  de  la  Cámara  misma;  porque  la  comisión  ejerce  las  fun- 
ciones del  Ministerio  Público  en  su  mas  alto  grado;  i  porque  no 
puede  ser  trabada  en  sus  procedimientos  por  una  voluntad  estraña, 
cual  seria  la  del  abogado  cuya  firma  fuera  necesaria. 

Si  los  miembros  de  una  comisión  acusadora  cometen  abusos  o 
se  conducen  de  una  manera  poco  decorosa,  es  a  la  Cámara  misma 
a  quien  debe  pedirse  la  aplicación  del  correctivo  necesario  para 
reprimir  aquéllos  i  enmendar  ésta. 


Hemos  dicho  mas  arriba  que  la  comisión  de  cinco  Diputados  (o 
de  nueve  según  el  art,  95)  (86)  que  se  nombra  para  informar  a  la 
Cámara  sobre  si  debe  o  no  haber  lugar  a  la  acusación,  tiene  facultad 
para  hacer  declarar  testigos  i  para  proporcionarse  cuantos  escla- 
recimientos necesite  para  desempeñar  acertadamente  su  cargo. 

Esta  facultad  de  las  comisiones  que  informan  en  las  acusaciones 
que  la  Cámara  de  Diputados  puede  entablar  ante  el  Senado,  es 
aplicable  a  las  comisiones  que,  conforme  alalei  de  12  de  Noviem- 
bre de  1874,  pueden  nombrar  para  esclarecer  los  hechos  i  adelan- 
tar la  prueba  en  las  reclamaciones  de  nulidad  de  las  elecciones  de 
sus  miembros. 

Mas  aun,  esa  facultad  es  propia  de  todas  las  comisiones  que  las 
Cámaras  nombran  para  el  ejercicio  correcto  de  las  atribuciones 
que  les  competen,  cuando  éste  requiere  investigaciones  ó  datos 
previos,  que  la  Cámara  misma,  obrando  en  cuerpo,  no  podria  pro- 
porcionarse. 

En  cuanto  a  la  facultad  que  las  Cámaras  tienen  de  nombrar 
comisiones  para  los  efectos  que  les  pluguiere,  aun  para  sostener  la 
una  ante  la  otra  un  proyecto  cualquiera,  ella  no  puede  ponerse  en 
discusión;  i  se  ejerce  constantemente  sin  embarazo  alguno.  Pero 
sí  se  ha  puesto  en  duda  la  facultad  que  esas  comisiones  pudieran 
tener  para  practicar  ante  sí  actor  de  investigación  judicial,  com- 
peliendo testigos  a  prestar  ante  ellas  declaraciones,  exijendo  la 
exhibición  de  documentos,  ordenando  el  rejistro  de  los  archivos 
públicos,  etc.,  etc. 

Para  ilustrarla  acerca  de  este  punto,  la  Cámara  de  Diputados 
nombró,  en  sesión  de  21  de  Noviembre  de  1863,  "^^  comisión  es- 
pecial compuesta  de  los  señores  don  José  Eujenio  Vergara,  don 
Santiago  Prado  i  don  Ambrosio  Montt,  aceptando  por  unanimidad 
la  indicación  formulada  por  el  señor  don  Francisco  Puelma,   con 
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motivo  de  las  dificultades  con  que  había  tropezado  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  la  comisión  compuesta  de  los  señores  don  Eva-* 
risto  del  Campo  i  don  Ambrosio  Olivos,  que  la  misma  Cámara 
habia  nombrado  el  36  de  Setiembre  anterior,  «para  practicar  una 
investigación  de  los  hechos  ocurridos  en  el  Departamento  de  Pe- 
torca,  i  especialmente  sobre  la  formación  de  un  nuevo  rejistro 
electoral,  emisión  de  nuevas  calificaciones,  i  procedimientos  em- 
pleados por  el  Gobernador  en  la  ejecución  de  esos  actos.» 

Como  el  señor  del  Campo  hiciera  presente  a  la  Cámara,  en  se- 
sión de  7  de  Noviembre  de  aquel  año,  que  la  comisión  investiga- 
dora de  que  él  formaba  parte,  habia  tropezado  con  dificultades 
opuestas  por  el  Intendente  de  Aconcagua,  quien  pretendía  restrin- 
jirla  en  sus  investigaciones,  amenguando  las  atribuciones  de  la 
Cámara,  el  señor  Puelma  formuló  la  indicación  que  trajo  por  re- 
sultado el  nombramiento  de  una  comisión  especial  a  que  acabamos 
de  aludir,  compuesta  de  los  señores  Vergara.  Prado  i  Montt. 

Esta  comisión  presentó  su  informe  en  sesión  de  5  de  Diciembre 
del  mismo  año,  i  de  esa  pieza,  notable  por  su  precisión,  claridad  i 
elegancia,  nos  permitimos  transcribir  los  párrafos  siguientes: 

«¿Tiene  la  Cámara,  o,  mas  propiamente  hablando,  el  Congreso 
la  facultad  de  nombrar  comisiones  investigadoras  que  puedan,  por 
derecho  propio  i  sinausilio  de  una  autoridad  estraña,  poner  manos 
en  los  archivos  i  rejistros  electorales,  penetrar  en  las  oficinas  ad- 
ministrativas i  tomar,  en  suma,  todas  las  medidas  conducentes  al 
esclarecimiento  de  los  hechos  que  se  procura  conocer? 

«La  comisión  entra,  no  sin  repugnancia,  en  el  examen  de  estas 
diversas  proposiciones.  La  sola  duda,  aun  leve,  supone  el  desco- 
nocimiento de  nuestro  sistema  de  gobierno,  i  el  error  verdadera- 
mente grave,  de  que  el  Ejecutivo  pueda  tener  una  posición  cons- 
titucional inviolable  i  a  cubierto  de  toda  tentativa  de  pesquisa.  No 
es  ésto  lo  que  ha  querido  la  Constitución  vijente,  ni  otra  alguna 
de  las  que  han  rejido  la  República.  El  Poder  Ejecutivo,  que  por  su 
naturaleza  concentra  en  su  mano  la  enerjía  material  de  la  socie- 
dad, disponiendo  de  los  favores^  de  los  empleos,  de  la  fuerza,  de 
todos  los  medios  de  premio  i  de  conminación, ^necesariamente  ha 
de  estar  equilibrado,  a  menos  de  crearse  un  despotismo  monstruo- 
so, por  el  poder  del  Congreso  o  Asamblea  del  pueblo,  que  por  su 
naturaleza  representa  la  enerjía  moral,   la  opinión,  la  conciencia  \ 

públicas. 

«Limitar  las  facultades  de  una  Asamblea  a  la  sola  formación  de 
las  leyes,  es  lo  mismo  que  limitar  la  accign  ejecutiva  a  la  sola  fir- 
ma de  títulos  i  diplomas.  Nada  mas  absurdo.  El  Congreso  es  el 
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atalaya  perpetuo  del  pueblo,  encargado  de  vijilar,  no  con  el  arma 
al  brazo,  sino  con  la  Constitución  en  la  mano,  la  conducta  del  Eje- 
cutivo, que,  por  la  condición  de  los  Poderes  activos,  tiende  al  en- 
sanche ilimitado  de  su  influencia,  a  la  absorción  i  al  dominio  de 
todo.  Un  Congreso  meramente  lejislador  seria  idéntico  al  Cuerpo 
Lejislativo  del  primer  Imperio  francés:  asamblea  nula,  sin  vitali- 
dad ni  movimiento  sin  la  enerjía  de  la  palabra,  del  pensamiento  i 
de  la  conciencia,  triple  poder  que  crea  la  lei,  verdadera  espresion 
de  la  voluntad  nacional.  ¿Es  ésta,  por  ventura,  la  situación  que  en 
Chile,  República  Popular  Representativa,  se  ha  dejado  a  los  man- 
datarios de  la  Nación,  constituidos  en  Congreso?  En  verdad  qué 
mas  valdria  cerrar  la  Sala  de  sesiones  i  poner  a  la  puerta  el  sarcas- 
mo que  Cromwell  hizo  escribir  en  el  pórtico  de  Westminster,  el 
palacio  del  Parlamento:  Esta  casa  se  alquila,  ¡Era  ya  inútil  para  un 
destino  mas  noble  I .... 

«Hai  una  serie  de  actos  del  Congreso,  emanados  de  la  Constitu> 
cion,  sin  embargo,  que  suponen  el  examen  i  conocimiento  de  he- 
chos dados  i  que,  por  consiguiente,  se  hallan  fuera  del  dominio  de 
la  Lejislacion, .. . 

«No  será  necesario  torturar  nuestra  Carta  Fundamental  para 

llegar  a  la  conclusión  de  que  ha  encargado  al  Congreso  en  conjun- 
to i  a  cada  una  de  las  Cámaras  funciones  judigiales  i  administrati- 
vas, al  frente  de  las  cuales  se  hallan  las  facultades  de  investigación 
i  de  pesquisa.  Desde  el  Reglamento  Constitucional  de  1812,  punto 
de  partida  de  nuestro  Derecho  Público,  hasta  la  Constitución  de 
1833,  todas  nuestras  Cartas  Fundamentales,  sin  escepcion  de  una 
sola,  han  reservado  al  Congreso  un  poder  enérjico  de  tuición,  i 
vijilancia  en  la  administración  ejecutiva  del  Estado. . . .  Los  pre- 
cedentes i  prácticas  parlamentarias  deben  guiarnos  en  la  intelijen. 
cia  i  ejercicio  de  la  facultad  de  investigar. . . . 

•  •  •  -«En  la  sesión  35  ordinaria  de  1858,  la  Cámara  de  Diputados 
acordó  nombrar,  a  propuesta  del  señor  don  Antonio  Varas,  una 
comisión  de  cinco  miembros  para  que  «investigase  la  administra- 
«  cion  del  ferrocarril  entre  Santiago  i  Valparaiso.» 

«El  Presidente  de  la  República  no  observó  ni  contradijo  el 

nombramiento  i  objeto  de  la  comisión,  i  por  el  contrario,  dio  or- 
den de  facilitar  a  los  Diputados  el  conocimientos  de  los  datos,  li- 
bros, cuentas  i  demás  piezas  conducentes  al  esclarecimiento  de  los 
hechos  denunciados. 

. . .  .«Este  caso  es  único,  i  la  comisión  conviene  sin  dificultad  en 
que  no  basta  a  constituir  un  derecho  de  precedentes,  un  derecho 
constjettjdinario. 
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motivo  de  las  diñcultades  con  que  había  tropezado  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  la  comisión  compuesta  de  los  señores  don  Eva- 
risto del  Campo  i  don  Ambrosio  Olivos,  que  la  misma  Cámara 
habia  nombrado  el  a6  de  Setiembre  anterior,  «para  practicar  una 
investigación  de  los  hechos  ocurridos  en  el  Departamento  de  Pe- 
torca,  i  especialmente  sobre  la  formación  de  un  nuevo  rejistro 
electoral,  emisión  de  nuevas  calificaciones,  i  procedimientos  em- 
pleados por  el  Gobernador  en  la  ejecución  de  esos  actos.» 

Como  el  señor  del  Campo  hiciera  presente  a  la  Cámara,  en  se- 
sión de  7  de  Noviembre  de  aquel  año,  que  la  comisión  investiga- 
dora de  que  él  formaba  parte,  habia  tropezado  con  diñcultades 
opuestas  por  el  Intendente  de  Aconcagua,  quien  pretendía  restrin- 
jirla  en  sus  investigaciones,  amenguando  las  atribuciones  de  la 
Cámara,  el  señor  Puelma  formuló  la  indicación  que  trajo  por  re- 
sultado el  nombramiento  de  una  comisión  especial  a  que  acabamos 
de  aludir,  compuesta  de  los  señores  Vergara,  Prado  i  Montt. 

Esta  comisión  presentó  su  informe  en  sesión  de  5  de  Diciembre 
del  mismo  año,  i  de  esa  pieza,  notable  por  su  precisión,  claridad  i 
elegancia,  nos  permitimos  transcribir  los  párrafos  siguientes: 

«¿Tiene  la  Cámara,  o,  mas  propiamente  hablando,  el  Congreso 
la  facultad  de  nombrar  comisiones  investigadoras  que  puedan,  por 
derecho  propio  i  sin  ausilío  de  una  autoridad  estraña,  poner  manos 
en  los  archivos  i  rejistrós  electorales,  penetrar  en  las  oficinas  ad- 
ministrativas i  tomar,  en  suma,  todas  las  medidas  conducentes  al 
esclarecimiento  de  los  hechos  que  se  procura  conocer? 

«La  comisión  entra,  no  sin  repugnancia,  en  el  examen  de  estas 
diversas  proposiciones.  La  sola  duda,  aun  leve,  supone  el  desco- 
nocimiento de  nuestro  sistema  de  gobierno,  i  el  error  verdadera- 
mente grave,  de  que  el  Ejecutivo  pueda  tener  una  posición  cons- 
titucional inviolable  i  a  cubierto  de  toda  tentativa  de  pesquisa.  No 
es  ésto  lo  que  ha  querido  la  Constitución  vijente,  ni  otra  alguna 
de  las  que  han  rejido  la  República.  El  Poder  Ejecutivo,  que  por  su 
naturaleza  concentra  en  su  mano  la  enerjía  material  de  la  socie- 
dad, disponiendo  de  los  favores^  de  los  empleos,  de  la  fuerza,  de 
todos  los  medios  de  premio  i  de  conminación, "necesariamente  ha 
de  estar  equilibrado,  a  menos  de  crearse  un  despotismo  monstruo- 
so, por  el  poder  del  Congreso  o  Asamblea  del  pueblo,  que  por  su 
naturaleza  representa  la  enerjía  moral,  la  opinión,  la  conciencia 
públicas. 

«Limitar  las  facultades  de  una  Asamblea  a  la  sola  formación  de 
las  leyes,  es  lo  mismo  que  limitar  la  accign  ejecutiva  a  la  sola  fir- 
ma de  títulos  i  diplomas.  Nada  mas  absurdo.  El  Congreso  es  e} 
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atalaya  perpetuo  del  pueblo,  encargado  de  vijílar,  no  con  el  arma 
al  brazo,  sino  con  la  Constitución  en  la  mano,  la  conducta  del  Eje- 
cutivo, que,  por  la  condición  de  los  Poderes  activos,  tiende  al  en- 
sanche ilimitado  de  su  influencia,  a  la  absorción  i  al  dominio  de 
todo.  Un  Congreso  meramente  lejislador  seria  idéntico  al  Cuerpo 
Lejislativo  del  primer  Imperio  francés:  asamblea  nula,  sin  vitali- 
dad ni  movimiento  sin  la  enerjía  de  la  palabra,  del  pensamiento  i 
de  la  conciencia,  triple  poder  que  crea  la  lei,  verdadera  espresion 
de  la  voluntad  nacional.  ¿Es  ésta,  por  ventura,  la  situación  que  en 
Chile,  República  Popular  Representativa,  se  ha  dejado  a  los  man- 
datarios de  la  Nación,  constituidos  en  Congreso?  En  verdad  qué 
mas  valdria  cerrar  la  Sala  de  sesiones  i  poner  a  la  puerta  el  sarcas- 
mo que  Cromwell  hizo  escribir  en  el  pórtico  de  Westminster,  el 
palacio  del  Parlamento:  Esta  casa  se  alquila,  ¡Era  ya  inútil  para  un 
destino  mas  noble! .... 

«Haí  una  serie  de  actos  del  Congreso,  emanados  de  la  Constitu- 
ción, sin  embargo,  que  suponen  el  examen  i  conocimiento  de  he- 
chos dados  i  que,  por  consiguiente,  se  hallan  fuera  del  dominio  de 
la  Lejislacion. .. . 

«No  será  necesario  torturar  nuestra  Carta  Fundamental  para 

llegar  a  la  conclusión  de  que  ha  encargado  al  Congreso  en  conjun- 
to i  a  cada  una  de  las  Cámaras  funciones  judiciales  i  administrati- 
vas, al  frente  de  las  cuales  se  hallan  las  facultades  de  investigación 
i  de  pesquisa.  Desde  el  Reglamento  Constitucional  de  1812,  punto 
de  partida  de  nuestro  Derecho  Público,  hasta  la  Constitución  de 
1833,  todas  nuestras  Cartas  Fundamentales,  sin  escepcion  de  una 
sola,  han  reservado  al  Congreso  un  poder  enérjico  de  tuición,  i 
vijilancia  en  la  administración  ejecutiva  del  Estado....  Los  pre- 
cedentes i  prácticas  parlamentarias  deben  guiarnos  en  la  intelijen. 
cia  i  ejercicio  de  la  facultad  de  investigar. . . . 

•  •  •  '«En  la  sesión  3^  ordinaria  de  18^8,  la  Cámara  de  Diputados 
acordó  nombrar,  a  propuesta  del  señor  don  Antonio  Varas,  una 
comisión  de  cinco  miembros  para  que  «investigase  la  administra- 
«  cion  del  ferrocarril  entre  Santiago  i  Valparaíso. 3^ 

«El  Presidente  de  la  República  no  observó  ni  contradijo  el 

nombramiento  i  objeto  de  la  comisión,  i  por  el  contrario,  dio  or- 
den de  facilitar  a  los  Diputados  el  conocimientos  de  los  datos,  li- 
bros, cuentas  i  demás  piezas  conducentes  al  esclarecimiento  de  los 
hechos  denunciados. 

. . .  .«Este  caso  es  único,  i  la  comisión  conviene  sin  dificultad  en 
que  no  basta  a  constituir  un  derecho  de  precedentes,  un  derecho 
consbetudinario. 
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. . .  .«No  cuento,  dice  un  publicista  francés  (Helio),  entre  las  in- 
«  vasiones  al  Poder  Ejecutivo  la  investigación  que  puede  ordenar 
«  una  Cámara  con  el  objeto  de  esclarecer  un  asunto  de  su  delibe- 
«  ración.  El  derecho  de  investigar  es  inherente  a  todo  poder  que 
«  delibera,  vota,  decide,  i  al  cual  importa  conocer  la  verdad». . . . 

«Como  ejemplo,  da  el  publicista  la  investigación  ordenada 

por  la  Cámara  de  Diputados  de  Francia,  durante  el  reinado  de  Luis 
Felipe,  con  motivo  de  la  lei  sobre  tabacos  i  de  la  verificación  de 
los  poderes  de  sus  miembros. 

«El  poder  de  acusar  e  investigar,  dice  el  Juez  Story,  comenta- 
«  dor  de  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  de  Norte  América, 
«  debe  entenderse  como  una  manera  de  pesquisar  la  conducta  de 
«  los  funcionarios  públicos.». 

La  comisión  cita  en  seguida  algunos  i  importantes  casos  prácticos 
de  investigaciones  decretadas  por  la  Cámara  de  los  Comunes  en 
Inglaterra  i  por  la  de  Representantes  en  Estados  Unidos;  i  fundán- 
dose, entre  otras  consideraciones,  en  «que  es  un  principio  funda- 
mental de  la  Constitución  el  derecho  del  Congreso  i  de  cada  una 
de  las  Cámaras  a  vijilar  la  observancia  de  la  lei,  investigar  la  con- 
ducta de  los  funcionarios  públicos  i  tomar  las  providencias  condu- 
centes al  esclarecimiento  de  los  asuntos  sometidos  a  su  delibe- 
ración;   principio  consagrado  i  establecido  espresamente  en   las 
Constituciones  de  1812  i  de  1818,  de  Octubre  i  Diciembre  de  1823, 
de  1838  i  de  1833»  i  en  «que  el  derecho  de  investigar,  establecido 
por  la  Constitución,  hace  necesario  i  lejítimo  el  empleo  de  los  pro- 
cedimientos que  hagan  efectivo  i  posible  su  ejercicio»,  terminó 
proponiendo  a  la  Cámara  que  la  comisión  nombrada  anteriormen- 
te se  trasladara  de  nuevo  a  Petorca  con  el  objeto  de  indagar  los 
abusos  cometidos  por  el  Gobernador  o  cualquiera  otra  persona 
con  la  mira  de  coartar,  violentar  o  restrinjir  el  derecho  de  sufra- 
jio,  debiendo  proceder  dicha  comisión,  en  nombre  i  como  delega- 
do de  los  Poderes  Constitucionales  de  la  Cámara,  a  la  investigación 
de  los  hechos  denunciados,  tomando  al  efecto  todas  las  providen- 
cias i  medios  de  investigación  que  juzgare  conveniente.»  El  infor- 
me que  dejamos  estractado  fué  aprobado  por  la  Cámara,  en  la 
misma  sesión  de  5  de  Diciembre  de  1863,  en  que  de  él  se  dio  cuen- 
ta, i  sin  discusión  alguna,  por  treinta  i  cinco  votos  contra  dos. 

La  comisión,  renovada  con  los  señores  don  Francisco  Puelma  i 
don  Ignacio  Zenteno,  para  dar  cumplimiento  al  acuerdo  de  la  Cá-» 
mará,  desempeñó  su  cargo,  ejerciendo  toda  especie  de  facultades 
de  investigación  en  Petorca,  hasta  el  punto  de  hacer  que  compare- 
cieran ante  ella  a  prestar  declaraciones  el  gobernador  mismo  del 
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departamentOi  el  párroco  i  toda  clase  de  personas,  sin  distinción  de 
fuero.  El  Ejecutivo  ordenó  se  le  facilitaran  todos  los  medios  ne- 
cesarios para  el  buen  desempeño  de  su  cargo,  «tributando  de  este 
modo  un  homenaje  elocuente  al  principio  innegable  de  los  dere- 
chos que  en  este  orden  de  cosas  corresponden  a  los  Cuerpos  Le- 
jislativos»,  como  lo  decian  los  referidos  señores  Pudma  i  Zenteno 
en  el  informe  que,  dando  cuenta  de  su  misión,  presentaron  a  la 
Cámara  el  29  de  Diciembre  de  1863. 

Poco  después,  en  sesión  de  22  de  Marzo  de  1864,  la  Cámara  de 
Diputados  nombró  por  unanimidad  una  comisión  compuesta  de 
los  señores  don  Rafael  Sotomayor,  don  José  Miguel  Barriga  i  don 
Vicente  Reyes  para  que,  «trasladándose  a  la  mayor  brevedad  al  de- 
partamento de  San  Fernando,  practique  las  investigaciones  nece- 
sarias a  fin  de  comprobar  las  falsificaciones  ejecutadas  en  Setiem- 
bre último  en  el  Rejistro  Electoral  de  dicho  departamento,  como 
también  los  demás  abusos  que  hayan  cometido  i  cometieren  allí 
con  relación  a  las  próximas  elecciones.:«> 

Esta  comisión  presentó  su  informe  a  la  Cámara  en  sesión  de  12 
de  Abril  siguiente,  dando  cuenta  del  desempeño  de  su  cargo.  De 
ese  informe  resulta  que  recojíó  treinta  declaraciones  de  testigos, 
entre  otros  medios  de  investigación. 

En  las  sesiones  diurna  i  nocturna  de  20  de  Diciembre  de  1866,  a 
consecuencia  de  una  interpelación  dirijida  por  el  señor  don  Ri- 
cardo Claro  al  Ministro  del  Interior,  con  motivo  de  ciertos  ^^^^C" 
tos  en  que  se  habia  incurrido  en  la  formación  del  Rejistro  Elec- 
toral de  Lontué,  dicho  señor  i  el  señor  don  Jovino  Novoa  repro- 
dujeron las  ideas  sostenidas  en  el  informe  de  los  señores  Vergara, 
Prado  i  Montt,  que  mas  arriba  hemos  estractado,  refutando  la 
opinión  emitida  por  el  señor  don  Federico  Errázuriz,  Ministro  ac- 
cidental del  Interior,  de  que^  el  nombramiento  de  una  comisión 
investigadora  propuesta  por  el  señor  Claro  seria  inconstitucional, 
porque  ello  implicaria  una  violación  del  artículo  108  .(99),  que 
prohibe  al  Congreso  ejercer  funciones  judiciales. 

Aunque  la  Cámara  rechazó  la  indicación  del  señor  Claro  en  la 
segunda  de  dichas  sesiones,  por  veintiocho  votos  contra  nueve, 
pensamos  que  seria  en  virtud  de  las  otras  razones  aducidas  contra 
la  indicación  durante  el  debate;  pues  nos  parece  evidentemente 
erróneo  suponer  que  la  facultad  de  juzgar  causas  civiles  i  criminales 
i  que  las  (unciones  judiciales  a  que  se  refiere  el  artículo  108  (99)  de 
la  Constitución,  sea  algo  idéntico  (cuando  son  en  realidad  algo 
perfectamente  distinto)  a  las  facultades  de  mera  investigación  que  in- 
dispensablemente corresponden  a  las  Cámaras  para  el  acertado 
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desempeño  de  SUS  atribacíones  constitucionales,  i  mui  especial* 
mente  para  el  ejercicio  áelásupemjitancia  que  les  pertenece  sobre  todos 
ios  ramos  de  la  adminisiraMn  pública^  conforme  al  párrafo  i.""  del  ar- 
tículo 58  (49). 


En  Francia,  una  leí  reciente  (Abril  ro  de  1889)  ha 
establecido  el  procedimiento  que  debe  seguirse  ante  el 
Senado  para  juzgar  a  toda  persona  acusada  de  atentado 
contra  la  seguridad  del  Estado. 

Las  disposiciones  del  Código  de  Procedimiento  Cri- 
minal, asi  como  todas  las  demás  leyes  análogas  que  no 
se  opongan  a  la  lei  de  1889,  se  aplican  al  procedimiento 
ante  la  Iltma.  Corte  de  Justicia,  «si  no  se  ordenare  otra 
cosa  por  el  Senado.»  El  artículo  32  de  la  lei  de  1889 
estipula  en  términos  formales  el  derecho  del  Senado,  i 
ese  artículo  traduce  con  exactitud  el  pensamiento  de  la 
comisión  del  Senado,  que  no  ha  querido  hacer  un  có- 
digo completo  de  procedimientos  sino  al  contrario,  se- 
gún la  espresion  del  informante,  «dejar  a  la  Alta  Corte 
el  cuidado  de  adaptar  a  cada  paso  los  principios  jene- 
rales  de  derecho. 3^ 

El  procedimiento,  decía  Mr.  Morellet,  informante, 
relativamente  a  la  majistratura  ejercida  por  las  Cáma- 
ras, se  aplica  a  dos  órdenes  de  acusados:  i.°,  el  Presi- 
dente de  la  República  o  los  Ministros  acusados  por  la 
Cámara  i  juzgados  por  el  Senado;  a,"*,  todo  otro  jénero 
de  personas  juzgadas  por  el  Senado.  Hai  para  estos  dos 
órdenes  de  acusados,  que  establecer  dos  procedimien- 
tos, que  serán  diferentes  en  su  método  i  diferentes  tam- 
bién por  la  naturaleza  i  la  importancia  de  las  dificulta- 
des que  en  ellos  se  encuentra.  El  primero,  el  que  es 
especial  a  los  Ministros  i  al  Presidente  de  la  República, 
se  desarrolla  sucesivamente  ante  las  dos  Cámaras.  El 
segundo,  el  que  es  relativo  a  los  acusados  de  atentar  a 
la  seguridad  del  Estado^  no  se  sigue  sino  delante  de  una 
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sola  de  las  dos  fracciones  de  la  representación  nacio- 
nal: el  Senado.  El  primero  hace  nacer  delicados  proble- 
mas de  derecho  público,  con  relación,  tanto  a  la  cali- 
dad de  los  acusados  cuanto  a  la  situación  del  acusador; 
el  segundo  no  da  lugar  a  esos  problemas,  porque  el 
procedimiento  no  se  del>ate  ya  como  cuando  se  trata 
del  Presidente  de  la  República  o  de  los  Ministros  acu- 
sados por  la  Cámara,  entre  una  rama  de  la  lejislatura 
que  acusa  i  los  detentadores  recientes  o  actuales  del 
Poder  Ejecutivo  que  se  defienden.  Vuestra  comisión  ha 
conocido  claramente  la  independencia  de  los  dos  pro- 
cedimientos, con  relación  del  uno  al  otro,  de  las  dife- 
rencias que  existen  entre  las  grandes  divisiones  de  cada 
una  de  ellas,  de  la  desigualdad  i  de  las  dificultades  que 
se  tiene  que  resolver,  i  ha  pensado,  por  lo  mismo,  que 
en  el  cumplimiento  del  mandato  que  ha  recibido,  habia 
lugar  para  elaborar  dos  proyectos  de  lei  distintos:  el 
uno  para  los  atentados  i  el  otro  ligado  a  la  responsabi- 
lidad penal  de  los  Ministros  i  del  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

En  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  Abril  9  de 
1889,  M.  Lefevre-Pontalis  habia  pedido  la  supresión  de 
las  palabras:  «si  no  se  dispusiera  otra  cosa  por  el  Sena- 
do», observando  que  se  parecía  permitir  de  esa  manera 
a  la  alta  Corte  de  Justicia,  arrebatar  a  los  acusados  las 
garantías  del  derecho  común.  El  relator  de  la  Cámara, 
M.  Camescase,  respondió:  «La  disposición  no  tiene  otro 
alcance  que  la  de  permitir  al  Senado  modificar  puntos 
de  detalle  que  no  cuadrarían  con  el  conjunto.  Los  prin- 
cipios jenerales  del  Código  de  Instrucción  Criminal  sub- 
sisten, i  yo  no  puedo  admitir  que  la  Alta  Asamblea, 
después  de  las  discusiones  que  han  tenido  lugar  en  su 
seno,  pueda  aprovecharse*  de  la  disposición  criticada 
para  dañar  en  lo  que  fuere  los  derechos  de  la  defensa.> 

Según  los  términos  de  la  lei  de  Abril  de  18B9,  el  de- 
creto  que  constituye  el  Senado  en  Corte  de  Justicia, 
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fija  el  dia  i  la  hora  de  su  primera  reunión.  La  Corte 
tiene  siempre  el  derecho  de  designar  otro  lugar  para 
celebrar  sus  sesiones. 

El  artículo  i.**  de  la  lei  de  i o  de  Abril  de  1889  fué 
aplicado  antes  que  la  lei  fuera  promulgada.  El  8  de 
Abril  de  1889  un  decreto  del  Presidente  de  la  República 
constituía  el  Senado  en  Alta  Corte  de  Justicia  para  re- 
solver sobre  los  hechos  de  atentado  contra  la  seguridad 
del  Estado,  imputados  a  Mr.  de  Boulanger;  nombraba 
al  procurador  jeneral  i  señalaba  el  palacio  del  Luxem- 
burgo  como  lugar  de  las  sesiones. 

El  artículo  2.**  de  la  lei,  decide  que  todos  los  senado- 
res ©lejidos  con  anterioridad  al  decreto  están  obligados 
a  asistir  a  la  convocación,  a  menos  que  no  tengan  mo- 
tivos de  escusa  que  serán  apreciados  por  el  Senado,  pero 
no  impone  penas  a  los  inasistentes.  El  relator  del  Se- 
nado, Mr.  Morellet,  ha  justificado  en  los  términos  si- 
guientes el  silencio  de  la  lei: 

«La  obligación  de  venir  a  participar  en  los  trabajos  judiciales 
del  Senado,  encuentra  una  primera  sanción  moral  en  la  conciencia 
de  cada  senador;  una  segunda  en  el  examen  hecho  por  la  Asam- 
blea entera  de  los  impedi^mentos  ale^ados^  ;  ¿;  fuera  necesario  otra 
sanción,  debería  te--  ^^  ^^^ácter  puramente  disciplinario,  i  estar 
Inscrita,  no  en  la  lei,  sino  en  un  reglamento  interior  que  el  Senado 
podrá  dictar  cuando  lo  quiera.» 

El  último  párrafo  del  artículo  2.**  declara  que  «los  se- 
nadores elejidos  posteriormente  al  decreto  de  convoca- 
ción, no  podrán  conocer  de  la  acusación.» 

El  1 5  decide  que  la  Alta  Corte  será  presidida  por  el 
píésideiífe  del  Senado,  o*  en  su  defecto,  por  uno  de  los 
více  qué  el  Senado  designe. 

Eí  artícTtlo  6/  establece  la  publicidad  áe  las  audiencias. 

Después  del  llamamiento  nominal  el  presidente  orde- 
na itifíoducir  á  los  miembros  del  Ministerio  Público.  El 
procurador  jeneraí  da  lectura  a  su  acusación  i  terminada 
ésta;  él  presidente  pone  el  proceso  coíno  depósito,  ea 
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maaús  de  aquél,  hace  conducir  a  los  miembros  del  Tri- 
bunal de  Justicia  e  invita  al  Senado  a  convertirse  en 
Cámara  de  Consejo  para  «resolver  sobre  las  escusas  i 
tomar  la  resolución  que  convenga  con  relación  al  asua- 
to  de  que  se  ocupa.» 

El  Senado  delibera  libremente  sobre  su  competoDcia 
en  comité,  i  establecida  ésta,  se  levanta  la  audiencia.  Si 
el  Senado  retiene  el  asunto,  la  instrucción  se  confía  a 
una  comisión  de  nueve  miembros  (art.  7.°).  Esa  comi- 
sión nombrada  por  escrutinio  de  lista,  en  sesión  públi- 
ca, sin  debate,  al  principio  de  la  sesión  ordinaria,  i  com 
cinco  suplentes,  elíje  ella  misma  su  presidente  i  es  la 
que  declara  si  ha  lugar  o  no  a  la  acusación. 

Los  poderes  de  la  comisión  se  encuentran  determina- 
dos por  los  artículos  8  a  14  de  la  leí,  como  sigue: 

Alt.  8.°  Desde  que  el  Senado  ha  ordenado  se  instruya  el  proce- 
so, el  presidente  de  la  comisión,  procede  a  ello.  Será  acompañado 
i  suplido,  si  hai  necesidad,  por  miembros  de  la  comisión,  designa- 
dos por  ella  misma.  Está  inve«'tido  con  los  poderes  conferidos  por 
el  Código  de  Instrucción  Criminal  al  juez  de  instrucción,  bajo  las 
reservas  i  con  las  modificaciones  indicadas  en  la  presente  lei.  Puede 
lanzar  decretos  de  prisión,  sin  necesidad  de  las  conclusiones  del 
Ministerio  Publico.  No  dicta  ordenanzas.  Las  peticiones  sobre  li- 
bertad provisoria,  se  resuelven  sin  apelación  por  la  comisión,  con 
vista  del  procurador  jeneral. 

Art.  9.°  Inmediatamente  de  concluido  el  sumario,  el  presideQte 
de  la  comisión  entrega  el  espediente  al  procurador  jeneral,  e  in- 
vita a  cada  acusado  a  que  nombre  defensor.  Si  el  acusado  no  lo 
hiciere,  se  le  nombra  de  oficio.  Después  que  el  procurador  jene- 
ral haya  vuelto  el  espediente  con  sus  observaciones  escritas,  se  le 
comunica  a  los  abogados  de  los  reos  por  medio  de  un  Ministro  de 
fé,  i  el  espediente  queda  depositado,  por  lo  menos,  tres  días. 

Art.  10.  Terminado  este  plazo,  i  en  el  día  fijado  por  su  presi- 
dente, la  comisión  se  reúne  bajo  el  nombre  de  Cámara  de  Acusa- 
ción, i  oye  en  presencia  del  procurador  jeneral  la  lectura:  i.",  del 
informe  sobre  el  sumario  presentado  por  el  presidente  o  uno  de 
sus  asesores,  designado  en  el  articulo  8.°;  3.°,  de  U  acusación  del 
procurador  jeneral;  3.°,  de  los  escritos  que  loí  acutadoi  hayan  pre- 
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sentado.  Los  documentos  del  proceso  se  hallarán  sobre  la  mesa. 
El  procurador  jeneral  se  retirará  con  su  secretario  (greftier). 

Art.  II.  La  Cámara  de  Acusación  resuelve,  sobre  la  acusación, 
por  voto  especial,  para  cada  inculpado  sobre  cada  punto  de  la  acu- 
sación. La  sentencia  de  haber  lugar  a  la  acusación,  contiene  un 
decreto  de  prisión. 

Art.  12.  La  sentencia  será  dada  en  comité,  mencionándose  i  fir- 
mándose por  los  miembros  asistentes. 

Art.  13.  El  procurador  jeneral  redactará  el  acta  de  acusación. 
En  ella  se  espresará:  i.**,  la  naturaleza  del  hecho  que  forma  la  base 
de  la  acusación;  2.**,  las  circunstancias  de  ese  hecho. 

Art.  14.  La  sentencia  que  ordena  la  acusación  i  el  acta  de  la 
acusación,  se  notificarán  a  los  acusados  tres  dias  por  lo  menos  antes 
del  designado  para  la  audiencia,  dejándoseles  copia  a  cada  uno  de 
ellos  con  orden  de  comparecer  ante  la  Corte  el  dia  fijado  por  el 
presidente  del  Senado. 

El  procedimiento  para  las  deliberaciones  está  prescrito 
por  el 

Art.  30.  Terminadas  las  audiencias  públicas,  se  abre  la  discu- 
sión en  comité,  después  de  lo  cual  se  procede  al  voto.  Sobre  cada 
cuestión  relativa  a  la  culpabilidad,  i  sobre  la  cuestión  de  saber  si 
hai  circunstancias  atenuantes,  el  voto  tiene  lugar  para  cada  acusa- 
do en  la  forma  siguiente: 

Se  vota  separadamente  para  cada  inculpado  i  sobre  cada  punto 
de  acusación,  por  llamamiento  nominal,  siguiendo  el  orden  alfabé- 
tico i  designando  a  la  suerte  la  letra  por  la  cual  debe  comenzarse. 

La  decisión  sobre  la  aplicación  de  la  pena  tiene  lugar,  según  el 
art.  22,  en  la  misma  forma  que  la  declaración  de  culpabilidad.  Sin 
embargo,  si  después  de  dos  turnos  de  voto,  ninguna  pena  ha  reu- 
nido mayoría,  se  procede  a  un  tercero  en  el  cual  la  pena  mas  fuer- 
te propuesta  en  el  turno  predente  queda  eliminada.  Si  en  este  ter- 
cer turno,  ninguna  pena  reúne  la  mayoría  absoluta  de  votos,  se 
procede  a  un  cuarto  turno,  i  así  en  seguida,  se  continúa  eliminan- 
do la  pena  mas  fuerte,  hasta  que  una  pena  sea  pronunciada  por  la 
mayoría  absoluta  de  los  votantes. 

El  art.  23  de  la  lei  de  procedimientos  determina: 

Las  disposiciones  penales,  relativas  a  los  hechos,  de  que  el  acu- 
sado es  declarado  reo,  combinadas,  si  hai  lugar  con  el  art.  433  del 
Código  Penal,  serán  aplicadas,  sin  que  pueda  el  Senado  sostitui^ 
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penas  menores.  Esas  disposiciones  serán  insertadas  textualmente 
en  la  sentencia. 

Según  los  términos  d«l  art.  i6,  se  determina  que  los  Senadores 
que  no  se  encontraron  presentes  en  todas  las  audiencias,  no  pue- 
dan concurrir  al  fallo. 

El  2^  dispone  que  las  decisiones  o  sentencias  del  Senado  no 
pueden  ser  dadas  sino  con  el  concurso  de  la  mitad,  mas  uno,  a  lo 
menos,  de  la  totalidad  de  los  miembros  que  deben  tomar  parte  en 
ellas.  Contra  esos  fallos  no  hai  recursos. 

El  art.  30  añade  que  los  Senadores  miembros  del  gobierno  no 
pueden  tomar  parte,  ni  en' Ja  deliberación,  ni  en  el  voto  sobre  la 
culpabilidad. 


He  citado  in  estensum  la  leí  que  precede,  porque  creo 
que  ella  es  mucho  mas  completa  que  el  Reglamento  que 
rije  en  Chile  i  que  fué  aprobado  por  acuerdo  del  Sena- 
do en  sesión  de  ii  de  Enero  de  1892. 

Helo  aquí; 

«Artículo  primero. — Dirijida  qus  sea  por  escrito  al  Senado  la 
minuta  de  acusación  formada  por  la  Honorable  Comisión  de  la  Cá- 
mara de  Diputados  nombrada  al  intento,  el  Senado,  como  punto 
previo,  debe  establecer  su  competencia,  decidiendo  si  los  hechos 
de  que  se  acusa,  son  de  aquellos  de  que  puede  acusar  la  Cámara 
de  Diputados  i  conocer  el  Senado,  según  la  parte  3."  del  art.  39  do 
la  Constitución, 

Decidido  este  punto  afirmativamente,  se  comunicará  esta  reso- 
lución al  Supremo  Gobierno  para  los  efectos  a  que  haya  lugar. 

Art,  3,°  Debiendo  el  Senado,  según  el  art.  89  de  la  Constitución, 
proceder  como  jurado,  podrá  ajusfar  sus  procedimientos  a  las  si- 
guientes reglas: 

1.'  Señalará  dia  para  tratar  de  la  acusación,  i  hará  comunicar 
por  Secretaría  este  acuerdo  a  la  Comisión  Acusadora  i  al  acusado 
que  residiere  en  el  lugar  de  las  sesiones  del  Congreso. 

Por  medio  de  avisos  publicados  en  el  Diario  Oficial  i  demás  dia- 
rios que  designe  el  Presidente  de  la  Cámara,  se  hará  saber  el  mis- 
mo acuerdo  a  los  que  no  residieren  en  el  lugar  de  las  sesiones  o  no 
hubieren  recibido  la  citación  por  Secretaria, 

3,'  Reunido  el  Senado  en  el  dia  señalado,  se  leerán  los  antece- 
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dentes  pw  el  Secretario  i  se  oirá  vefbalmente  a  los  niieflibrós  de 
la  Comisión  Acusadora  i  al  acusado  que  ocurriere  a  defenderse. 
Este  podrá  hacer  su  defensa  por  sí  o  por  apoderado  autorizado  al 
efecto.  Por  los  ausentes  podrá  conferir  esta  autorización  cualquiera 
de  sus  parientes  hasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad. 

3.^  La  Comisión  Acusadora  i  el  acusado  podrán  hablar  una  vez 
cada  uno;  i  no  se  dará  lugar  a  réplicas,  pudiendo  solamente  hacer- 
se reetiitcaeioiies  -de  hechos. 

4.»  El  Senado,  terminada  ia  defensa,  procederá  a  resolver  sobre 
la  acusación,  absolviendo,  o  bien  declarando  la  culpabilidad  del 
acusado  si  estimare  j-ustifícados  los  hechos  capitales  de  acusación 
o  dispondrá  que  se  reciban  pruebas  orales  sobre  los  hechos  con- 
cretos que  considere  conveniente  esclarecer. 

En  cuanto  a  la  prueba  documental,  la  Comisión  Acusadora  i  el 
acusado  podrán  presentar  todas  las  que  creyeren  convenientes,  sin 
perjuicio  de  que  el  Senado  resuelva  que  no  s^  admitan  los  docu- 
mentos que  fueren  manifiestamente  inconducentes. 

5.'  Para  recibir  la  prueba  oral,  se  señalará  una  audiencia,  en  la 
cual  se  interrogará  a  los  testigos  acerca  de  los  hedios  qme  la  Cá- 
mara hubiese  acordado. 

La  Comisión  Acusadora  i  el  acusado  podrán  pedir  que  se  interro- 
gue a  los  testigos  sobre  los  hechos  pertinentes  que  se  hubieren 
discutido. 

Los  Senadores  podrán  también  dirijir  interrogaciones  a  las  par- 
tes sobre  los  hechos  de  la  acusación. 

El  Senado  podrá  comisionar  a  alguno  o  algunos  de  sus  miembros 
para  recibir  las  declaraciones,  con  asistencia  del  secretario,  i  en 
este  caso  se  Consignarán  por  escrito,  en  la  forma  ordinaria,  i  se 
leerán  en  la  misma  u  otra  sesión  del  Senado. 

6.*  Concluidas  las  declaraciones,  la  Comisión  Acusadora  i  el 
acusado  o  su  defeírsor,  podrán  hablar  sobre  la  prueba,  haciéndolo 
una  veí:  cada  uno. 

'7."  Concluida  la  defensa,  se  constituirá  el  Senado  en  acuerdo» 
secreto  i  deliberará  sobre  la  acusación  hasta  declarar,  en  conformi- 
dad a  lo  dispuesto  en  el  art.  89  de  la  Constitución,  si  el  acusado  es 
o  nó  culpable  del  delito  o  abuso  de  poder  que  se  le  imputa.  La  vo- 
tación se  hará  separadamente  sobre  cada  capítulo  de  acusación  i 
él  voto  será  secretó. 

8.*  Si  el  Senado  declarase  la  culpabilidad  del  acusado,  remitirá 
ala  Corte  Suprema  de  Justicia  una  copia  de  la  resolución,  autori- 
zada por  el  secretario,  para  los  efectos  de  lo  dispuesto  en  los  inci- 
sos 3.°  i  4.°  del  citiado  árt.  89  de  la  Constitución. 
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Se  comunicará  iguatmenle  dicha  resolución  al  Supremo  Gobier- 
no, a  la  honorable  Comisión  Acusadora  i  al  acusado,  en  la  forma 
prescrita  en  este  Reglamento. 

Art.  j.°  Solo  los  Senadores  que  se  hallen  inhabilitados  según  el 
art.  104  del  Reglamento  de  esta  Cámara,  no  podrán  tomar  parte 
en  los  acuerdos  relativos  a  las  acusaciones.  Esta  inhabilidad  (á  de- 
clarará el  Senado  en  cada  caso  particular. 

Art.  4."  Los  Senadores  que  no  hayan  concurrido  a  las  audien- 
cias en  que  se  hubiere  oido  la  acusación  i  defensa  i  a  las  en  que  se 
hubieren  leido  u  oido  las  pruebas,  no  podrán  tomar  parte  en  la  de- 
claración de  culpabilidad  o  inculpabilidad  del  acusado. 

Art.  ',."  La  declaración  del  Senado  sobre  la  acusación  será  dic- 
tada a  la  mayor  brevedad,  una  vez  terminado  el  acuerdo,  e  irá 
precedida  de  una  esposicion  suscinta  de  los  hechos  en  que  se  funda 
i  de  la  calificación  respecto  de  ellos  para  establecer  la  culpabilidad 
o  inculpabilidad  del  acusado. 

Art.  6."  Las  reglas  precedentes  se  comunicarán  a  la  Comisión 
Acusadora  i  al  acusado.:» 


También  juzgo  de  gran  interés  histórico  la  reproduc- 
ción íntegra  de  los  dos  grandes  fallos,  dados  por  el 
Senado  chileno,  en  las  dos  grandes  acusaciones  que  se 
ha  llevado  a  esa  Corporación  por  la  Cámara  de  Diputa- 
dos: la  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  en  1868  i  la  de 
los  Ministros  de  la  Dictadura  en  189 1 . 

Son  éstas: 

ACUSACIÓN  A  LA  CORTE  SUPREMA 

SENTENCIA 

«Sala  del  Senado. — Santiago,  Mayo  10  de  18ÍI9. — Reunido  el 
Senado  en  cumplimiento  de  lr>  prevenido  en  los  artículos  39  i  98 
de  la  Constitución,  para  conocer  de  la  acusación  interpuesta  por 
la  Honorable  Cámara  de  Diputados  contra  el  Presidente  i  Minis- 
tros de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  don  Manuel  Montt,  don  José 
Gabriel  Palma,  don  José  Miguel  Barriga  i  don  José  Alejo  Valen- 
zuela;  i  habiendo  resuelto,  en  acuerdo  de  7  del  presente  mes,  las 
cuestiones  previas  sometidas  a  su  juzgamiento  por  la  Comisión 
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cede  a  pronunciarse  acerca  de  los  seis  capítulos 

acusación,  a  saber: . 

de  la  lei  de  12  de  Setiembre  de  1851  en  la  quere- 
tniciada  contra  don  Salvador  Cabrera,  en  que  la 

cerró  la  puerta  a  toda  investigación  judicial  sobre 

n  proceso  criníiaal  levantado  en  Melipüla  por  un 
sumaria  se  ordenó  rehacer  por  e!  Presidente  de  la 
que  se  trasladó  en  persona  a  aquel  lugar,  hacién- 
procesar  por  autoridades  civiles  al  reo  que  tenia 

umplimiento  del  art.  ^.°  del  Código  Civil; 
le  las  visitas  de  cárceles,  haciéndolas  practicar  por 
;ciales; 

s  secretas  en  las  audiencias  del  tribunal; 
5  inasistencias  del  tribunal  a  las  audiencias  que 
)s  dias  jueves, 
respecto  del  primer  capítulo,  ^jue  los  majistrados 
amenté  su  deber  cuando  en  las  causas  sometidas  a 
)  i  decisión  aplican  las  leyes  según  su  leal  saber  i 

I  que  no  se  ha  justificado  en  manera  alguna  que,  al 
I  a  de  Setiembre  de  1851,  los  Ministros  de  la  Corte 
violentado  la  letra  o  espíritu  de  la  citada  lei  para 
de  la  acusación  contra  el  juez  letrado  de  Talca 

abrern: 

I  idemas  que  no  compete  al  Senado  juzgar  acerca 
jcnuina  aplicación   de  las  leyes  que  hagan  los 

do  acerca  del  segundo  capítulo: 

proceso  seguido  por  la  muerte  de  Martin  Ayala 
iecedente  alguno  de  que  se  haya  rehecho  el  todo  o 
proceso; 

itinionio  del  juez  que  lo  formó,  del  escribano  que 
I  amanuense  qne  escribió  las  dilijencias  demuestran 

no  ha  habido  la  mas  i  11  significante  alteración  i  que 
imonios  están  corroborados  por  las  mismas  inves- 

comision  de  la  Honorable  Cámara  de  Diputados;  i 
iroceso  debió  ser  tramitado  i  fallado  por  la  justicia 
ue  se  juzgaba  un  individuo  que,  aunque  tenia  fuero 
brado  en  desempeño  de  un  cargo  civil  qne  le  priva 
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de  este  fuero,  según  el  art.  3.°,  tít.  72  de  la  Ordenanza  del  Ejército; 
Considerando  en  cuanto  al  capítulo  3."  que  la  omisión  del  infor- 
me anual  a  que  se  refiere  el  art.  5.*'  del  Código  Civil,  sin  ninguna 
otra  circunstancia  agravante  que  dé  a  esta  omisión  el  carácter  de 
punible,  no  es  suficiente  fundamento  para  una  acusación; 

Considerando  que  de  los  antecedentes  que  se  han  tenido  a  la 
vista,  resulta  que  no  ha  habido  la  culpable  omisión  que  se  imputa, 
porque,  con  escepcion  de  uno  solo,  esos  informes  se  han  pasado 
con  regularidad; 

Considerando  que  destinado  el  informe  a  representar  las  dudas 
o  dificultades  serias  i  graves  que  la  aplicación  de  las  leyes  hubiere 
ofrecido  a  los  tribunales,  ellos  han  debido  estimar  si  las  dudas  o 
dificultades  que  les  hayan  ocurrido  son  o  nó  de  ese  carácter  i  si  el 
representarlas  era  conducente  al  fin  que  tuvo  en  mira  la  leí  al 
disponer  que  se  pasase  ese  informe; 

Considerando,  en  orden  al  4.°  capítulo,  que  según  los  antece- 
dentes que  se  han  hecho  valer  en  el  curso  del  juicio  i  las  esposicio- 
nes  que  han  tenido  lugar  en  los  debates,  no  se  ha  faltado  al  deber 
de  visitar  las  cárceles,  sino  que,  tomando  en  cuenta  en  una  visita 
circunstancias  especiales  i  at-indibles,  se  modificó  la  manera  de 
practicarla,  denotándose  así  que  mui  lejos  de  haber  ánimo  o  pro- 
pósito de  no  cumplir  con  un  deber,  se  le  daba  cumplimiento  en  el 
modo  i  forma  que  esas  circunstancias  lo  permitian; 

Considerando  que  celebrado  por  la  junta  de  majistrados  el  acuer- 
do que  modificó  en  esa  única  ocasión  el  modo  de  practicar  la  vi- 
sita, no  tendrían  los  majistrados  acusados,  aun  en  la  hipótesis  de 
que  en  tal  acto  hubiere  alguna  falta,  responsabilidad  por  haberse 
conformado  a  la  determinación  de  la  junta,  cuyas  resoluciones 
deben  ser  observadas  aun  por  los  que  disientan  de  ellas; 

Considerando  respecto  del  5.°  capítulo  que  la  Corte  Suprema 
jamas  ha  prohibido  que  las  partes  i  sus  abogados  concurran  s^  la 
vista  de  las  causas  i  aun  admiten  a  personas  estrañas; 

Considerando  que  el  cerrar  la  puerta  de  la  sala  del  tribunal,  al 
hacerse  la  relación  de  las  causas  de  que  conoce,  no  tiene  otro  ob- 
jeto que  procurar  a  sus  miembros  la  facilidad  de  recorrer  con  es- 
crupulosa atención  todas  las  piezas  del  proceso  que  va  a  discutirse 
en  público  inmediatamente; 

Considerando  que  las  medidas  de  esta  clase  son  relativas  al  ser- 
vicio económico  del  tribunal  i  no  embarazan  la  entrada  a  la  sala 
del  despacho  a  quien  quiera  asistir  a  las  relaciones; 

Considerando  acerca  del  capítulo  6.**  que  la  lei  confiere  a  los 
presidentes  de  los  tribunales  la  facultad  de  distribuir  los  trabajos 


jél  DERECHO    PARLAMeNTARIO     CHILENO 

de  que  éstos  han  de  ocuparse  en  cada  audiencia,  según  lo  eslimen 
mas  conveniente  al  servicio  que  les  está  encomendado; 

Considerando  que  de  los  datos  suministrados  en  el  curso  del 
juicio  aparece  que  la  distribución  del  despacho  de  la  Suprema 
Corle  siempre  ha  tenido  en  mira  este  objeto; 

Considerando  que  la  práctica  observada  por  los  majistrados  acu- 
sados ha  sido  también  observada  de  muchos  años  atrás  no  solo  en 
éste  sino  en  otros  tribunales  en  circunstancias  análogas,  sin  que 
jamas  haya  sido  motivo  de  reparo  ni  para  el  Ministerio  Publico 
ni  para  los  interesados  en  los  juicios  de  que  conoce  la  Corte  Su  ■ 
prema; 

Considerando  finalmente  que  ninguno  de  los  capítulos  de  la 
acusación  que  se  han  enunciado  hai  culpabilidad  ni  abandono  no- 
table de  deberes,  ni  nada  que  empane  la  honorabilidad  i  rectitud 
que  deben  distinguir  a  los  majistrados  del  primer  tribunal  de  la 
República; 

El  Senado,  juzgando  conforme  a  lo  preceptuado  en  el  art.  98 
de  la  Constitución,  declara  sin  lugar  la  acusación  entablada  por  la 
Honorable  Cámara  de  Diputados  contra  el  Presidente  i  Ministros 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  don  Manuel  Montt,  don  José  Ga- 
briel Palma,  don  José  Miguel  Barriga  i  don  José  Alejo  Valenzuela, 

Trascríbase  este  fallo  al  Presidente  de  la  República,  a  la  Comi- 
sión Acusadora  de  la  Honorable  Cámara  de  Diputados  i  al  repre- 
sentante de  los  jueces  acusados. 

Rafael  Larraih. — Borja  G.  Huedobro. — Francisco  Marín. — Fran- 
cisco Javier  Ov  allí. —  R.  SiMTSOM. — Fernando  ErrAzl'«ií. — Domisgo 
Matte. — E.  Campino. — José  Manuhl  GuZ>f an. — Mírcos  Maturana. — 
M.  ElIas  Sánchez.» 


Ahora,  hé  aqní  la  mas  reciente: 

OFICIO  DE  LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS  DIRIJIIX) 
AL   SENADO 

«Santiago,  a  16  de  Diciembre  de  iRijr. — A  virtud  do  lodií^puesto 
en  el  arf.  29  de  la  Constitución,  esta  Honorable  Cámara  ha  tenido  o 
bien  declarar  haber  lugar  a  la  acusación  interpuesta  por  los  seño- 
res Diputados  don  Carlos  Besa,  don  Ventura  Blanco,  don  Leoncio 
Echeverría,  don  Federico  Errázuriz,  don  Enriqus  Mac-Iver,  don 
Edtfardo  Mafte,  don  Carlos  WalTcer  Martínez   i  don  Julio  Zegers 
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cotitra  los  ex^Ministros  del  despacho  don  Claudio  Vicuña,  don 
Domingo 'Godoi,  don  Ismael  Pérez  Montt,  don  José  Miguel  Valdés 
Carrera,  don  José  Francisco  Gana  i  don  Guillermo  Mackenna  por 
los  delitos  de  traición,  infracción  de  la  Constitución,  atropella- 
miento  de  las  leyes,  haber  dejado  éstas  sin  ejecución,  malversación 
de  los  fondos  públicos  i  soborno. 

Los  hechos  que  constituyen  estos  delitos  son  los  siguientes: 

I.**  Haberse  alzado  contra  el  orden  constituido,  creando  una  dic- 
tadura arbitraria  i  tiránica,  intentando  cambiar  la  Constitución  * 
forma  de  Gobierno  de  la  República,  i  promovido  i  mantenido  la 
guerra  civil. 

3.®  Haber  privado  del  ejercicio  de  sus  funciones  a  los  miembros 
del  Congreso  Nacional  i  de  los  Tribunales  de  Justicia  e  impedido 
que  entren  o  continúen  en  ellas. 

3.**  Harber  impedido  el  funcionamiento  del  Congreso  Nacional, 
cuando  era  necesario  para  que  se  ocupase  de  las  leyes  sobre  gas- 
tos de  la  administración  pública  i  sobre  fijación  de  las  fuerzas  de 
mar  i  tierra,  o  no  haberlo  convocado  con  este  objeto. 

4  .*"  Haber  hecho  gastos  i  haber  mantenido  fuerzas  de  mar  i 
tierra  sin  leyes  que  autorizacen  para  ello. 

5.**  Haberse  atribuido  i  ejercido  facultades  no  conferidas  por 
la  Constitución  i  las  leyes,  o  conferidas  a  otros  funcionarios  i  au- 
toridades. 

6.°  Haber  hecho  elejir,  contra  la  Constitución  i  las  leyes,  sena" 
dores  i  diputados,  i  haberlos  hecho  funcionar  como  Congreso  Na- 
cional, i  haber  impedido  la  elección  de  senadores,  diputados  i  mu- 
nicipales en  el  tiempo  i  forma  prescritos  por  la  lei. 

'],''  Haber  nombrado  jueces  sin  las  formalidades  constitucionales 
i  legales  para  puestos  que  no  estaban  vacantes  i  haberlos  hecho 
í^uncionar  como  tales. 

S,"*  Haber  violado  las  inmunidades  de  los  Senadores  i  Diputados. 

9.°  Haber  creado  tribunales  especiales  i  hecho  aplicar  indebida- 
mente las  leyes  penales,  privando  por  este  medio  de  la  libertad  i 
de  la  vida  a  varias  personas. 

10.  Haber  aplicado  tormentos  i  haber  detenido,  arrestado  i  des* 
terrado  indebidamente  a  muchos  ciudadanos. 

1 1 .  Haber  privado  a  muchas  personas  del  libre  goce  i  completa 
posesión  de  sus  bienes,  haberles  impedido  o  entrabado  el  ejercicio 
de  su  industria  i  h^aber  efectuado  exacciones,  en  especies  i  dañado 
o  destruido  propiedades  particulares. 

12.  Haber  violado  el  domicilio,  la  correspondencia  epistolar  i 
ios  papeles  privados. 
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atentado  contra  la  libertad  de  la  prensa  i  la  de  reunión, 
pagado  a  militares  sueldo  i  gratificaciones  superiores 
por  las  leyes  i  entregado  fondos  públicos  con  el  pro- 
)ver  a  aquéllos  a  faltar  a  sus  deberes. 

■  Invertido  fondos  públicos  sin  discreción,   utilidad  ni 

■  establecido  el  reclutamiento  forzoso  i  violento  i  obli- 
nerables  habitantes  del  pais  a  servir  en  el  ejército  de 

esta  Honorable  Cámara  ha  designado,  conforme  a  lo 
.  el  art.  87  de  la  Constitución,  a  los  señores  Diputados 
mo  Cox  Méndez,  don  Beltran  Mafhieu  i  don  Julio 
que  formalicen  i  prosigan  la  mencionada  acusación 
arable  Cámara  que  V.  E.  preside, 
ie  a  V.  E. — R.  Barros  Luco. — M.  R.  Lira,  secretario.» 


PROPOSICIÓN  DE  ACUSACIÓN 

able  Cámara: 

IOS  que  se  acuse  por  la  Honorable  Cámara  de  Diputa^ 
lonorable  Senado  a  Tos  ex-Ministros  del  Despacho  don 
uña,  don  Domingo  Godoi,  don  Ismael  Pérez  Montt, 
iguel  Valdés  Carrera,  don  José  Francisco  Gana  i  don 
Mackenna  por  los  delitos  de  traición,  infracción  de  la 
1,  atropellamiento  de  las  leyes,  haber  dejado  éstas  sin 
lalversacion  de  los  fondos  públicos  i  soborno. 
)s  que  constituyen  estos  delitos  son  los  siguientes: 
■se  alzado  contra  el  orden  constituido,  creado  una  Dic- 
traria  i  tiránica,  intentado  cambiar  !a  Constitución  i 
obierno  de  la  República,  i  promovido  i  mantenido  la 

■  privado  del  ejercicio  de  sus  funciones  a  los  miembros 
:o  Nacional  i  de  los  Tribunales  de  Justicia  e  impedido 
o  continúen  ellos. 

:  impedido  el  funcionamiento  del  Congreso  Nacional 
necesario  para  que  se  ocupase  en  las  leyes  sobre  gastos 
istracion  publica  i  sobre  fijación  de  las  fuerzas  de  mar 
□  haberlo  convocado  con  este  objeto. 

■  hecho  gastos  i  haber  mantenido  fuerzas  de  mar  i  tie- 
i  que  autorizasen  para  ello. 

rse  atribuido  i  ejercido  facultades  no  conferidas  por  la 
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Constitución  i  las  leyes,  o  conferidas  a  otros  funcionarios  i  autori- 
dades. 

6."*  Haber  hecho  elejir,  contra  la  Constitución  i  las  leyes,  sena- 
dores i  diputados  i  haberlos  hecho  funcionar  como  Congreso  Na- 
cional, i  haber  impedido  la  elección  de  senadores,  diputados  i  mu- 
nicipales en  el  tiempo  i  forma  prescritos  por  la  lei. 

7.°  Haber  nombrado  jueces  sin  las  formalidades  constituciona- 
les i  legales,  para  puestos  que  no  estaban  vacantes  i  haberlos  hecho 
funcionar  como  tales. 

8.°  Haber  violado  las  inmunidades  de  los  senadores  i  diputados. 

9.*'  Haber  creado  tribunales  especiales  i  hecho  aplicar  indebida- 
mente leyes  penales,  privando  por  este  medio  de  la  libertad  i  de 
la  vida  a  varias  personas.     , 

10.  Haber  aplicado  tormentos  i  haber  detenido,  arrestado  i  des- 
errado indebidamente  a  muchos  ciudadanos. 

11.  Haber  privado  a  muchas  personas  del  libre  goce  i  completa 
posesión  de  sus  bienes,  haberles  impedido  o  entrabado  el  ejerci- 
cio de  su  industria  i  haber  efectuado  exacciones  en  especies  i  da- 
ñado o  destruido  propiedades  particulares. 

13.  Haber  violado  el  domicilio,  la  correspondencia  epistolar  i 
ios  papebs  privados. 

13.  Haber  atentado  contra  la  libertad  de  la  prensa  i  la  de  reu- 
nión. 

14.  Haber  pagado  a  militares  sueldos  i  gratificaciones  superiores 
a  los  fijados  por  las  leyes,  i  entregado  fondos  públicos  con  el  pro- 
pósito de  mover  a  aquéllos  a  faltar  a  sus  deberes. 

15.  Haber  invertido  fondos  públicos  sin  discreción,  utilidad  ni 
necesidad. 

16.  Haber  establecido  el  reclutamiento  forzoso  i  violento,  i  obli- 
gado a  innumerables  habitantes  del  pais  a  servir  en  el  ejército  de 
la  Dictadura. 

Santiago,  Diciembre  3  de  1891. — (Firmados). — Enrique  Mac-lvcr, 
Carlos  Besa. — Cirios  Walker  Maríinei. — Federico  Errd:{uri:[. — Ven- 
tura Blanco, — Eduardo  Malte, — Leoncio  Echeverría, — Julio  Zegers,:^ 


INFORME  DE  LA  COMISIÓN  DE  LA  CÁMARA 

DE  DIPUTADOS 

«Honorable  Cámara: 

La  Comisión  especial  elejida  en  sesión  del  10  del  corriente  mes, 
en  conformidad  al  artículo  85  de  la  Constitución,  para  informar 
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13Í  O  no  mérito  para  acusar  ante  el  Seuado  a  los  ex-Muii&- 
Estado  don  Claudio  Vicuña,  don  Domingo  Godoi,  doa 
érez  Montt,  don  José  Migoel  Valdés  Carrera,  doa  ío«é 
>  Gana  i  don  Guillermo  Maclcenna,  cuya  acusación  se  ba 
3  a  la  Honorable  Cámara  por  varios  diputados,  ha  acor- 
:  el  voio  unánime  de  sus  miembros,  manifestar  a  la  C¿- 
i,  a  su  juicio,  haí  mérito  suTiciente  para  acusar  a  los  rafe- 
Ministros. 

Utos  que  se  imputan  a  los  acusados  soa  los  de  traictOD, 
9  de  la  Constitución,  atrepella  miento  de  las  leye«,  fcaber 
tas  sin  ejecución,  malversación  de  los  fondos  públicos  i 
cada  uno  de  los  cuales,  según  el  artículo  83  de  la  Coas- 
es  causal  suficiente  de  acusación, 

e  plazo  que  la  Constitución  nos  ñja  para  evacuar  el  infor- 
imposibte  entrar  a  examinar  detenidamente  el  mérito  que 
ada  uno  de  los  actos  de  toa  ex-Ministros  que  han  dado 
ito  a  la  proposición  de  acusación. 

roes  oportuno  tampoco  entrar  en  ese  minucioso  examen 
sponderá  a  la  Comisión  que  ha  de  nombrar  la  Honorable 
ara  que  en  su  nombre  entable  i  prosiga  la  acusación  ante 

creído,  pues,  que  nuestra  tarea  se  reduce  a  demostrar 
ible  Cámara  que,  en  nuestro  concepto,  los  ex  Ministros 
ación  se  propone  han  cometido  en  el  ejercicio  de  su  car- 
que,  según  la  Constitución,  dan  fundamento  para  acusar- 
luestras  leyes  castigan  con  severas  penas. 
3res  don  Claudio  Vicuña,  don  Domingo  Godoi  i  don  José 
Gana,  entraron  a  desempeñar  las  carteras  del  Interior, 
ones  Esteriores  i  Culto  i  de  Guerra  i  Marina  el  15  de 
le  1890.  Los  señores  Rafael  Casanova,  Lauro  Barros  1 
llendes,  que  formaron  parle  del  mismo  Gabinete  i  tuvie- 
cargo  respectivamente  los  Departamentos  de  Justicia  e 
n  Publica,  Hacienda  e  Industria  i  Obras  Públicas,  hicie- 
cia  de  sus  respectivas  carteras  antes  del  7  de  Enero  de 
on  reemplazados  por  don  Ismael  Pérez  Montt,  que  fué 
Ministro  de  Justicia  e  Instrucción  Pública  el  6  de 
:  de  1890;  por  don  Guillermo  Mackenna,  que  en  la  misma 
lombrado  Ministro  de  Industria  i  Obras  Públicas,  i  por 
4Íguel  Valdés  Carrera,  que  se  hizo  cargo  de  la  cartera  de 
el  5  de  Enero  de  1891.  Todos  los  ex-Ministros  cuyaacu- 
propone,  permanecieron  en  sus  puestos  hasta  el  ao  de 
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Mayo  de  1891,  a  escepcion  de  don  Claudio  Vicuña  que  renunció  la 
cartera  del  Interior  el  12  de  Marzo  del  mismo  año. 

Pero  estas  circunstancias  no  alcanzan,  a  juicio  de  la  Comisión, 
a  establecer  diferencias  que  le  corresponda  tomar  en  cuenta.  Todos 
los  ex-Ministros  acusados  entraron  a  ejercer  sus  funciones  a  sabien- 
das de  que  sa  presencia  en  el  gobierno  importaba  la  renovación 
del  conflicto  entre  el  Congreso  i  el  Ejecutivo,  que  solo  habia  cesa- 
do temporalmente  mientras  se  allanó  el  Presidente  a  gobernar  con 
un  Ministerio  que  contaba  cotí  el  apoyo  de  la  mayoría  de  ambas 
Cámaras.  Todos  ellos  sabían  que  sin  ese  apoyo  les  era  absoluta- 
mente imposible  desempeñar  sus  cargos  sin  verse  a  cada  paso 
reducidos  a  violar  clara  i  abiertamente  la  Constitución  i  las  leyes^ 
i  a  sostituir  al  imperio  de  las  instituciones  el  de  la  violencia  i  de  la 
fuerza. 

El  artículo  98  de  la  Constitución  atribuye  al  Congreso  la  facultad 
esclusiva  de  autorizare!  cobro  de  las  contribuciones,  de  fijar  anual- 
mente los  gastos  de  la  administración  pública,  fijar  en  cada  año  las 
fuerzas  de  mar  i  tierra  que  han  de  mantenerse  en  tiempo  de  paz  o 
de  guerra,  i  permitir  que  residan  cuerpos  del  ejército  permanente 
en  el  lugar  de  las  sesiones  del  Congreso  i  diez  leguas  a  su  circun-> 
ferencia. 

Son  estos  los  medios  que  la  Constitución  ha  dado  al  Poder  Le- 
gislativo para  defender  su  independencia  de  los  posibles  atentados 
del  Ejecutivo,  que  dispone  por  la  misma  Constitución  de  la  fuerza 
pública.  I  son  estos  mismos  los  recursos  de  que  la  Constitución 
chilena  ha  echado  mano  para  obligar  siempre  al  Presidente  i  sus 
Ministros  a  gobernar  i  administrar  el  £s¿ado  en  conformidad  a  la 
voluntad  soberana  del  pueblo,  manifestada  por  sus  lejítimoa  re- 
presentantes. 

En  Agosto  de  1890  el  Presidente  obtuvo  del  Congreso  Nacional, 
medíante  la  organización  de  un  gabinete  parlamentario  i  de  una 
finjida  sumisión  a  la  voluntad  popular,  la  autorización  necesaria 
para  cobrar  las  contribuciones  i  para  mantener  cuerpos  de  ejército 
en  la  capital  de  la  República.  Apenas  conseguido  esto,  el  Presi- 
dente despidió  a  sus  Ministros,  i  poniéndose  de  nuevo  en  pugna 
con  el  Congreso,  llamó  al  poder  a  los  ex-Ministros  cuya  acusación 
se  ha  propuesto  a  la  Cámara. 

Ellos  subieron  al  poder  sabiendo  que  no  podian  contar  con  la 
confianza  i  apoyo  del  Congreso;  sabian  que  para  gobernar  nece- 
sitaban de  presupuestos  aprobados  por  ambas  Cámaras  i  de  una  lei 
que  les  autorizara  a  mantener  cierto  número  de  soldados  ¡naves  de 

guerra  para  la  seguridad  interior  i  ^sterior  del  Estado^ 
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bargo,  aceptaron  en  estas  condiciones  el  gobierno,  mane- 
dministracion  pública  durante  largo  tiempo  prescindien- 
bsoluto  del  Congreso,  desoyendo  las  amonestaciones 
de  la  Oomision  Conservadora  i  resistiéndose  con  tenaci- 
ivocar  al  Congreso  a  sesiones  para  que  éste  dictara  esas 
cuya  existencia  debía  encontrarse  necesariamente  el 
I,  desde  el  i."  de  Enero  de  J891,  en  abierta  pugna  con  el 
tablecido  por  la  Constitución  i  conñrmado  por  todas 
leyes  i  por  la  práctica  invariable  de  cincuenta  i  ocho 

ente,  pues,  que  los  Ministros  cuya  acusación  se  solicita 
1  poder  con  el  propósito  decidido  de  cometer  un  atenta- 
ecedentes  en  nuestra  historia;  que  tenian  la  intención 
a  de  violar  la  Constitución  gastando  los  dineros  públicos 
on  a  otra  leí  que  su  voluntad,  i  de  abusar  de  la  fuerza 
amentándola  i  disminuyéndola  a  su  antojo  para  defender 
olcncia  esa  usurpación  cuyas  consecuencias  i  cuyo  fin 
le  ser  la  ruina  de  nuestras  instituciones  fundamentales. 
;  negaron  siempre  a  convocar  a  sesiones  al  Congreso  i  a 
n  condición  de  ejercitar   sus  atribuciones  constitucio- 

terminación  de  los  Ministros  acusados  manifestada  en  sus 
ñores  al  i."  de  Enero,  fué  confirmada  ese  día  por  el 
>  dirijido  por  el  Presidente  Balmaceda  a  la  nación,  en  el 
iró  que  era  su  intención  gobernar  al  pais  durante  un 
determinado  sin  leí  de  presupuestos  i  sin  leí  que  autori- 
istencia  de  las  fuerzas  de  mar  i  tierra.  Debemos  presumir 
jolemne  declaración  fue  aconsejada  o  aceptada  por  los 
acusados,  que  permanecieron  en  sus  puestos  i  ajustaron 
ella  sus  actos  posteriores. 

ito  de  5  de  Enero  de  1891  publicado  en  el  Diario  Oficial 
el  mismo  mes  i  firmado  por  todos  los  ex-Ministros  acu- 
el  que  se  manda  rejir  para  1891  los  presupuestos  del  año 
I  primer  atentado  que  siguió  como  consecuencia  necesa- 
eclaracion. 

entramos,  por  consiguiente,  ante  funcionarios  públicos 
mdo  del  poder  que  la  nación  les  había  confiado,  i  de  la 
:  ella  misma  había  puesto  a  sus  órdenes,  intentaron  cam- 
nstitucion  del  Estado  i  privar  al  Congreso  Nacional  de 
s  mas  claros  i  trascendentales  derechos.  Este  delito  se 
I  lenguaje  del  derecho  universal  traición,  i  jamás  se  habia 
}  ni  vuelva  talvez  a  presentarse  ocasión  tan  calificada  de 
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hacer  efectiva  la  responsabilidad  que  imponen  a  los  que  la  come- 
ten los  artículos  121,  122  i  133  del  Código  Penal. 

Esta  traición,  consumada  en  circunstancias  que  la  hacen  señala- 
damente grave  i  odiosa,  i  precedida  de  una  larga  serie  de  atentados 
contra  la  Constitución,  contra  los  derechos  del  Congreso,  contra  la 
libertad  electoral  i  contra  el  derecho  de  reunión,  perpetrados  por 
el  Presidente  Balmaceda  i  sus  Ministros,  pusieron  al  Congreso 
Nacional  en  una  difícil  alternativa.  O  toleraba  aquel  atropello  de 
la  Constitución  que  tenia  que  ir  necesariamente  seguido  por  una 
serie  de  abusos  que  hubieran  traído  la  ruina  total  de  nuestras  ins- 
tituciones, o  usaba  de  las  atribuciones  que  le  conñeren  los  artículos 
27  (núm.  4.**)  i  65  de  la  Constitución  del  Estado. 

El  Congreso  no  vaciló  en  aceptarlo  segundo,  i  en  nombre  de  la 
salvación  pública  i  de  la  Constitución  violada,  declaró  al  Presiden- 
te Balmaceda  absolutamente  imposibilitado  para  continuar  en  el 
ejercicio  de  su  cargo. 

La  imposibilidad  no  podía  ser  mas  evidente  i  calificada:  en  la 
condición  en  que  el  Presidenta  se  había  colocado  por  su  propia 
voluntad  i  la  de  sus  Ministros,  era  ya  absolutamente  imposible  que 
desempeñara  el  cargo  de  Presidente  en  la  forma  i  dentro  de  las 
atribuciones  que  la  Constitución  prescribe.  Llegado  el  i."*  de  Ene- 
ro, Balmaceda  dejó  necesariamente  de  ser  lo  que  la  Constitución 
llama  Presidente  de  la  República,  para  convertirse  en  un  Dictador 
que  desconocía  los  derechos]  del  Congreso  i  usurpaba  sus  atribu- 
ciones. 

En  este  camino  le  acompañaron  también  sus  Ministros  i  le  ayu- 
daron a  resistirá  todo  trance,  i  por  medio  de  la  fuerza,  a  las  deci* 
siones  del  Congreso. 

Desde  el  i.**de  Enero  de  1891  ^el  Ejército  i  la  Marina  de  Chile 
fueron  dos  instituciones  sin  existencia  legal,  como  lo  declaró  poco 
después  la  Corte  Suprema;  los  individuos  que  la  formaban  no  eran 
sino  simples  ciudadanos  con  los  mismos  derechos  i  los  mismos 
deberes  que  cualquier  otro  chileno. 

El  Congreso  Nacional  creyó  necesario  aprovechar  esta  situación 
i  al  mismo  tiempo  que  declaraba  al  Presidente  moralmente  impo« 
sibilitado  para  ejercer  su  cargo,  invitó  a  la  Marina  nacional  a  que 
demostrara  con  su  actitud  que  la  imposibilidad  material  tenia  que 
ser  consecuencia  necesaria  de  la  imposibilidad  moral  que  el  mismo 
Presidente  se  había  creado. 

La  Escuadra,  poniéndose,  como  era  de  su  deber,  a  las  órdenes 
de  los  Presidentes  del  Congreso  i  de  un  prestijioso  marino,  hizo 
una  demostración  pacífica  de  que  no  reconocía  ya  la  autoridad  del 
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IX- Presidente,  quiso  demostrarle  con  hechos  que  ya  no  le  era  po- 
ible  seguir  gobernando  i  que  debia  abandonar  el  cargo  que  no 
labia  sabido  ejercitar. 

El  señor  Balmaceda  i  sus  Ministros  contestaron  a  esta  pacifica 
temostracion  déla  Escuadra,  recibiéndola  donde  quiera  que  se 
iresentó  con  actos  de  hostilidad  i  violencia  que  ensangrentaron  la 
;ontienda. 

Este  uso  de  la  fuerza  i  la  resistencia  violenta  opuesta  a  las  lejí- 
imas  decisiones  del  Congreso  Nacional,  i  a  las  tuerzas  que  por 
nedios  pacíficos  procuraban  el  restablecimiento  del  orden  consti- 
ucional,  provocaron  e  hicieron  necesaria  la  guerra  civil,  cuya 
listona  i  desenlace  conoce  la  Honorable  Cimara. 

Aparece  de  este  lijero  examen  que  la  traición  consumada  con 
nanifiesta  violación  de  la  Constitución  i  atropeílamiento  de  las 
eyes,  fué  defendida  por  la  fuerza  de  las  armas,  mediante  el  apoyo 
le  un  ejército  cuya  sola  existencia  era  un  atentado  contra  la  Cons- 
itucion,  i  cuyo  pago  se  hacia  sin  sujeción  a  lei  alguna  i  en  térmi- 
los  que  importaban  malversación  de  los  fondos  públicos  i  soborno 
e  los  que  estaban  obligados  por  razón  de  su  oficio  a  ser  defenso- 
es  del  orden  constitucional  i  legal. 

Son,  pues,  directamente  responsables  de  la  guerra  civil  los  Mi- 
istros  acusados  que  deliberadamente  la  provocaron  i  sostuvieron, 
icurriendo  así  en  el  crimen  previsto  en  el  artículo  na  del  Código 
'enal. 

El  decreto  de  7  de  Enero  con  que  respondieron  el  señor  Batma- 
eda  i  los  Ministros  acusados,  a  las  intimaciones  del  Congreso  i  de 
i  Armada  que,  obedecia  a  sus  órdenes,  importa  no  solo  una  trai- 
ion  sino  la  usurpación  completa  de  todos  los  poderes  públicos,  i 
I  atropeílamiento  de  la  Constitución  entera  i  de  toda  nuestra  lejis- 
icion. 

Ese  decreto  cuyo  igual  no  sabemos  que  se  haya  dictado  en 
inguna  nación  civilizada,  i  que  pretendió  autorizar  un  réji- 
Len  de  violenta  tiranía,  cuyo  recuerdo  será  siempre  una  ver- 
ienza  para  nuestro  pais,  fué  dictado  invocando  el  artículo  73  de 

Constitución,  bse  articulo  establece  que  la  autoridad  del  Presi- 
inte  se  estionde  a  todo  cuanto  tiene  por  objeto  la  conservación 
íl  orden  público  en  el  interior  i  la  seguridad  esterior  de  la  Repú- 
ica,  guardando  i  haciendo  guardar  la  Constitución  i  las  leyes. 
I  señor  Balmaceda  i«us  Ministros  hicieron  caso  omiso  del  artículo 
,  de  la  Constitución  que,  en  sus  ndmeros  16,  17,  ao  i  ai,  así  como 

artículo  1 5a,  señala  los  medios  de  que  pudo  echar  mano  el  Pré- 
ñente par?  conservar  el  orden  público,  i  se  desentendieron  tam- 
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bien  del  i^i,  que  prohibe  a  toda  majistratura,  persona  o  reunión 
de  personas,  atribuirse,  ni  aun  a  pretesto  de  circunstancias  es- 
Iraordinarias,  otra  autoridad  i  derechos  que  los  que  espresamente 
se  les  haya  conferido  por  las  leyes. 

Los  medios  de  represión  que  a  la  autoridad  se  conceden  no 
pueden  ser  ilimitados,  porque  de  otra  suerte  la  represión  puede 
llegar  a  hacerse  mas  perjudicial,  mas  dura  i  mas  odiosa  que  el 
desorden  que  está  destinada  a  remediar. 

La  Constitución  ha  dado  al  Presidente  ciertas  armas  de  defensa, 
bastante  poderosas  i  eficaces:  cuando  ellas  no  bastan  para  conser- 
var o  restablecer  el  orden,  es  cuando  la  causa  que  el  Presidente 
defiende  no  es  la  del  orden. 

Todas  estas  consideraciones  fueron  atropelladas  por  el  decreto 
de  7  de  Enero,  el  cual  declaró  que  para  que  el  Presidente  Balma- 
ceda  conservara  el  poder,  todo  le  era  lícito,  colocando  así  al  ex- 
Presidente  i  a  sus  Ministros  en  abierta  rebelión  contra  la  Constitu- 
ción i  las  leyes. 

Colocados  en  esta  situación  el  señor  Balmaceda  i  sus  Ministros, 
ejecutaron  la  serie  de  actos  que  se  detallan  en  la  proposición  en 
informe  i  que  se  pueden  acreditar  en  la  forma  siguiente: 

El  Congreso  Nacional  clausurado  ya  en  el  año  1890  i  puesto  en  la 
imposibilidad  de  ejercer  sus  funciones  por  la  persecución,  aprisio- 
namiento o  destierro  de  la  mayor  parte  de  sus  miembros,  fué  defi- 
nitivamente disuelto  o  anulado  por  el  decreto  de  1 1  de  Febrero  de 
1891,  por  el  que  se  mandaba  hacer  en  toda  la  República  elecciones 
de  senadores,  diputados  i  municipales,  fijando  el  29  de  Marzo  para 
la  emisión  de  los  sufrajios  i  el  20  de  Abril  para  la  instalación  del 
nuevo  Congreso.  Sabido  es  que  según  la  Constitución,  la  Cámara 
de  Diputados  elejida  en  1888  debía  durar  en  sus  funciones  hasta  el 
31  de  Mayo  del  presente  año,  i  la  de  Senadores  debia  renovarse 
en  igual  fecha  solo  en  poco  mas  de  una  quinta  parte,  según  acuer- 
do del  Senado,  de  íj  de  setiembre  de  1890. 

Es  evidente,  por  lo  tanto,  que  el  espresado  decreto  de  1 1  de  Fe- 
brero «privó  a  los  miembros  lejítímos  del  Congreso  Nacional  del 
ejercicio  de  sus  funciones»,  a  la  vez  que  ordenó  la  elección  de  un 
nuevo  Congreso  i  de  nuevas  Municipalidades  con  infracción  abier- 
ta i  violación  espresa  de  la  Constitución  i  de  las  leyes,  especial- 
mente de  las  de  n  Diciembre  de  1888  sobre  incompatibilidades  i 
de  las  de  30  i  28  de  Agosto  de  1S90  sobre  elecciones. 

No  es  menos  fundado  el  cargo  de  haber  impedido  ejercer  sus 
funciones  a  los  tribunales  superiores  de  justicia. 

Ya  en  los  cortos  dias  trascurridos  desde  el  i."  de  Enero  hasta  el 


37^  DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILENO 


15  del  mismo  mes,  dia  en  que  por  la  lei  debieron  entrar  en  receso 
por  ei  feriado  de  vacaciones,  se  ejecutaron  ciertos  actos  por  el  se- 
ñor Balmaceda  que  importaban  el  desconocimiento  de  las  lejítimas 
atribuciones  de  esos  tribunales,  como  ser  la  resistencia  de  parte  de 
los  ajentes  del  Ejecutivo  para  acatar  las  órdenes  judiciales  que  dis- 
ponían la  comparecencia  o  la  libertad  de  ciertos  reos  detenidos 
con  desconocimiento  de  las  leyes  i  de  los  fueros  constitucionales, 
siendo  de  notar  principalmente  a  este  respecto  el  caso  del  Senador 
don  Jovino  Novoa  i  el  de  los  señores  Alamos,  de  la  Cruz  i  Lare- 
nas,  resuelto  en  favor  de  los  detenidos  por  la  importante  resolu- 
ción de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  fecha  10  de  Enero.  I  poco 
después,  al  acercarse  el  dia  en  que  terminado  el  feriado  debían 
esos  tribunales  reasumir  sus  funciones,  el  señor  Balmaceda  por  su 
decreto  de  fecha  27  de  Febrero,  «suspendia  hasta  nueva  resolución 
las  funciones  de  la  Corte  Suprema  i  de  las  Cortes  de  Apelaciones,» 
i  como,  apesar  de  esta  disposición,  algunos  de  los  miembros  de 
esas  Cortes  intentaran,  sin  embargo,  funcionar,  la  fuerza  pública 
enviada  de  antemano  al  Palacio  de  los  Tribunales,  se  lo  impidió  a 
nombre  de  la  autoridad.  Después  de  esa  fecha  continuaron  los  tri- 
bunales superiores  clausurados,  sin  que  se  alterara  dicho  estado 
de  cosas  hasta  la  promulgación  de  la  lei  del  titulado  <3:Congreso 
Constituyente»,  de  30  de  Junio,  por  la  que  se  autorizaba  la  reor- 
ganización jeneral  del  Poder  Judicial. 

En  cuanto  al  sétimo  de  los  cargos  de  haber  los  acusados  «nom- 
brado jueces  sin  las  formalidades  constitucionales  i  legales,  para 
puertos  que  no  estaban  vacantes  i  haberlos  hecho  funcionar  como 
tales;^,  la  Comisión  no  lo  estima  fundado,  por  cuanto,  aun  cuando 
el  hecho  fué  efectivo,  él  no  ocurrió  durante  el  tiempo  que  los 
acusados  permanecieron  en  el  Ministerio,  o  sea  con  posterioridad 
al  20  de  Mayo,  dia  en  que  dejaron  de  ser  Ministros  del  señor  Bal- 
maceda. 

Es  asimismo  fundado,  a  juicio  déla  Comisión,  el  cargo  de  haber 
violado  los  acusados  las  disposiciones  de  los  artículos  12,  13,  14  i 
1 5  de  la  Constitución  que  consagran  la  inmunidad  de  los  miembros 
del  Congreso.  Es  un  hecho  notorio  que  el  gobierno  del  señor 
Balmaceda  se  ensañó  particularmente  contra  los  diputados  i  sena- 
dores, persiguiéndolos  tenazmente  i  llevando  a  la  prisión  a  muchos 
de  ellos,  entre  los  que  recordamos  a  los  señores  don  Jovino  No- 
voa, don  Teodosio  Cuadros,  don  Juan  Castellón,  don  Zorobabel 
Rodríguez,  don  Ramón  Larrain  Plaza,  don  Bernardo  2.**  Paredes, 
don  Pedro  Nolasco  PrénJez,  don  Vicente  Grez,  don  Enrique 
Cazotte,  dpn  Jorje  Aninat,   don  Alejo  Barrios  i  don  Valentín 
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Leteüer.  Aparte  de  la  notoriedad  del  hecho  de  la  prisión  de  los 
nombrados,  en  número  4,166  del  Diario  Oficial  (del  señor  Balma- 
ceda)  de  24  de  Abril,  aparece  constatado  ese  hecho  con  documen- 
tos públicos  cuya  autenticidad  no  puede  ser  puesta  en  duda  por 
los  acusados. 

La  creación  de  tribunales  especiales  es  otro  de  los  cargos  que 
se  hacen  a  los  ex-Ministros  i,  a  juicio  de  la  Comisión,  también 
con  fundamento.  Sabido  es  que  el  señor  Balmaceda,  apesar  de  no 
haber  leí  que  autorizara  la  existencia  del  ejército,  i  apesar  de  la 
resolución  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  10  de  Enero,  que  des- 
conocía el  fuero  o  jurisdicción  militar,  por  la  misma  razón  de 
carecer  el  ejército  de  existencia  legal,  no  solo  mantuvo  i  creó 
nuevos  tribunales  militares,  sino  que  les  dio  jurisdicción  sobre 
todas  las  personas,  tanto  civiles  como  militares. 

Tribunales  de  esta  especie  fueron  los  que  juzgaron  i  condenaron 
entre  otros,  a  los  señores  don  Alejandro  Frederik,  don  Salvador 
Donoso,  don  Francisco  A.  Pinto,  don  Tomas  E.  Núñez  i  don  José 
Luis  Vergara  i  los  que  ordenaron  la  ejecución  de  los  tripulantes 
de  la  torpedera  Guale  Juan  Crammer,  José  Gregorio  Vera,  Juan 
de  Dios  Ovalle  i  Ramón  Santibáñez,  i  la  de  los  sarjentos  Benigno 
Peña  i  Pedro  Pablo  Meza.  No  hacemos  mención  del  fusilamiento 
de  don  Ricardo  Cumming,  porque  aunque  se  llevó  a  cabo  en  vir- 
tud de  las  disposiciones  dictadas  por  los  Ministros  acusados^  solo 
se  efectuó  después  de  haber  dejado  ellos  el  Ministerio.  En  el 
Diario  Oficial  (del  señor  Balmaceda)  número  4,105,  se  rejistran  el 
decreto  de  10  de  Enero  por  el  cual  se  constituyó  en  estado  de 
Asamblea  todo  el  territorio  de  la  República,  i  el  de  17  del  mismo 
mes  por  el  cual  don  José  Francisco  Gana,  fundado  en  el  anterior 
decreto  i  en  la  Ordenanza  Jeneral  del  Ejército,  «sometía  al  cono- 
cimiento de  los  tribunales  militares  los  delitos  comunes,  cualquie- 
ra que  sea  su  naturaleza,  que  se  cometieran  por  personas  civiles  o 
militares  dentro  de  los  territorios  que  comprenden  las  provincias 
de  Malleco  i  Cautín.» 

Ya  anteriormente,  en'9  de  Enero,  se  habia  dispuesto  el  juzga- 
miento, según  la  Ordenanza  Jeneral  del  Ejército,  de  los  infractores 
de  un  decreto  sobre  venta  de  armas  i  municiones. 

Con  los  antecedentes  recordados  aparece,  pues,  comprobada  «la 
creación  de  tribunales  especiales  i  la  aplicación  indebida  de  leyes 
penales»,  para  privar  por  este  medio  de  la  libertad  i  la  vida  a  varias 
personas,  i  en  consecuencia,  queda  evidenciada  la  violación,  entre 
otros,  de  los  artículos  124  i  125  de  la  Constitución  i  de  diversas 
disposiciones  del  Código  Penal.' 
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igraciadamente  no  menos  exacto  es  el  cargo  de  haber  aplica- 
rmentos  i  haber  detenido,  arrestado  i  desterrado  indebida- 
;  a  muchos  ciudadanos.  En  cuanto  a  io  primero  bai  constancia 
iente  de  haberse  aplicado  el  tormento  a  muchas  personas 
te  la  permanencia  de  los  acusados  en  el  Ministerio  del  señor 
iceda;  para  no  recordar  sino  los  hechos  mas  notorios,  citare- 
si  caso  del  ex-Intendente  de  la  provincia  de  Malleco,  el  de 
e  los  actuales  edecanes  de  la  Honorable  Cámara  i  por  último 
o  de  uno  de  los  diputados  que  suscriben  este  informe. 
orto  también  es  el  hecho  del  arresto  i  detención  de  sinnü- 
de  ciudadanos  arrancados  violentamente  de  sus  hogares,  que 
mantenidos  en  las  prisiones  durante  largos  meses  sin  que  se 
ruiera  juicio  í  sin  que  se  les  hiciera  saber  siquiera  la  causa  de 
sion.  Solamente  en  la  cárcel  de  Santiago,  según  la  estadística 
t  establecimiento,  hubo  durante  los  cinco  primeros  meses  del 
loscientos  setenta  i  nueve  presos  políticos.  1  finalmente,  el 
)  Oficial  del  señor  Balmaceda,  en  sus  números  4,166  i  4,i8t, 
i  3i>  de  Abril,  da  constancia  de  haberse  desterrado  dentro  í 
del  territorio  de  la  Repdblica  a  varias  personas.  Por  esta 
,  pues,  queda  justificada  la  violación  por  los  acusados,  tanto 
Constitución  (arts.  laó  i  138)  como  del  Código  Penal  i  de  la 
;  Garantías  Individuales. 

lecho  de  haber  privado  a  muchas  personas  del  libre  goce  i 
leta  posesión  de  sus  bienes,  que  también  se  imputa  a  ios  acu- 
,  aparece  constatado  por  los  decretos  de  30  de  Enero  i  5  de 
ro,  por  los  que  sb  prohibe  a  los  conservadores  de  bienes  raí- 
inscripcion  de  cualquiera  enajenación  o  gravamen  que  se 
de  imponer  en  tos  bienes  de  sesenta  i  siete  personas  que  se 
eran  en  dichos  decretos. 

trabas  al  ejercicio  de  la  industria,  a  que  también  se  hace  re- 
:ia  en  la  proposición  en  informe,  se  dictaron  principalmente 
:1  señor  Balmaceda  contra  los  establecimientos  bancaríos, 
>rándoseles  primero  (por  decretos  de  s-j  i  30  de  Enero  i  de  3 
:brero)  «inspectores  que  inspeccionaran  la  cartera,  libros  i 
ciones  de  los  Bancos  de  Santiago  i  Valparaíso,  debiendo  dar 
a  diaria  de  su  cometido»,  ordenando  después  la  clausura  o 
lacion  forzada  del  Banco  Edwards  i  de  la  casa  comercial  de 
i  C  i  promulgando,  fmalmente,  una  leí  del  pretendido  Con- 
Constituyente  que  ordenaba  ei  retiro  forzoso  de  la  emisión 
iria.  E)eben  también  recordarse  aquí  el  decreto  de  9  de  Ene- 
e  prohibía  en  absoluto  en  toda  la  República  la  venta  de  armas 
;go  i  municiones  i  ordenaba  la  entrega  inmediatir^esas  es- 
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pecies  qae  hubiera,  tanto  en  poder  de  comerciantes  como  de  par- 
ticulares, sin  que  mas  tarde  se  abonara  a  la  mayor  parte  de  ellas  la 
indemnización  a  que  tenian  derecho  i  que  en  el  mismo  decreto  se 
les  prometía;  las  distintas  disposiciones  por  las  cuales  se  prohibía 
o  restrinjia  el  comercio  de  esportacion  o  importación  por  los  dis- 
tintos puertos  de  la  República;  i,  por  último,  las  órdenes  de  clau- 
sura de  las  empresas  particulares  de  telégrafos  i  teléfonos. 

El  hecho  de  «haberse  efectuado  exacciones  en  especies  i  dañado 
o  destruido  propiedades  particulares;^,  está  en  la  conciencia  de  to- 
dos, por  ser  tan  jenerales  los  actos  de  esta  especie  ejecutados  du- 
rante el  período  en  que  el  señor  Balmaceda  gobernó  con  los  Mi- 
nistros acusados.  Se  puede  añrmar,  sin  exajeracion,  que  casi  no 
hubo  propiedad  rústica  de  personas  desafectas  a  ese  Gobierno, 
que  no  sufriera  exacciones  en  especies,  principalmente  de  animales, 
o  que  no  sufriera  daños  de  mas  o  menos  consideración,  existiendo 
también  no  pocos  casos  de  grandes  pérdidas  ocasionadas  en  algu- 
nos fundos  por  la  destrucción  completa  de  sementeras  en  punto  de 
cosecharse  o  de  frutos  ya  cosechados.  Los  perjuicios  causados  de 
este  modo  a  la  agricultura,  sin  tomar  en  cuenta  otros  de  diversos 
jéneros,  se  pueden  estimar  en  algunos  millones  de  pesos;  i  para 
no  pecar  de  prolijos,  haremos  referencia  solamente  a  los  hechos 
mas  culminantes  de  este  jénero,  como  ser  las  depredaciones  co- 
metidas en  las  propiedades  de  la  sucesión  de  don  Maxímiarno  Erra- 
zuriz  i  las  de  los  señores  don  Juan  Castellón,  don  Daniel  Ortúzar  i 
don  Agustín  Edwards. 

Con  la  ejecución  de  los  hechos  considerados  en  esta  parte  de  la 
proposición  de  acusación,  es  evidente  que  se  ha  violado  la  Consti- 
tución en  varias  de  sus  disposiciones  (entre  otras,  la  de  los  arts. 
10,  139,  140,  141  i  143). 

La  violación  de  domicilio,  de  la  correspondencia  epistolar  i  de 
los  papeles  privados  que  también  se  imputa  a  los  acusados,  existió 
durante  el  período  de  gobierno  del  señor  Balmaceda  comprendido 
entre  el  i."  de  Enero  i  el  20  de  mayo  como  un  hecho  normal  i 
perfectamente  lícito.  Así  era  que  en  las  ciudades  principales  no 
pasaba  dia  sin  que  no  se  allanara  alguna  casa  sin  motivo  legal  al- 
guno i  a  virtud  solo  de  órdenes  verbales,  a  la  vez  que  en  casi  todas 
las  oficinas  de  correos  se  abrian  todas  las  Cvirtas  sospechosas  a  jui- 
cio de  la  autoridad,  las  que,  en  seguida,  según  los  casos,  o  se  des- 
truían en  la  misma  oficina  o  se  enviaban  abiertas  a  sus  destinos.  I 
por  lo  que  hace  a  la  violación  de  papeles  privados,  ella  tenia  lugar 
en  casi  todos  los  casos  de  allanamiento  de  domicilio.  Innecesario 
es  dejar  constancia  de  que  todos  esos  actos  eran  ejecutados  por 
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autoridades  subalternas  en  obedicimiento  a  instrucciones  superio- 
res. Estima,  de  consiguiente,  la  Comisión  que  es  fundado  el  cargo 
que  en  esta  parte  de  la  proposición  se  hace  a  los  acusados,  de  haber 
violado  las  disposiciones  constitucionales  (de  los  arts.  137  i  138), 
que  consagran  la  inviolabilidad  del  domicilio  i  de  la  correspon- 
dencia epistolar. 

Después  de  la  usurpación  de  todos  los  poderes  públicos,  el  mas 
odioso  atentado  contra  las  garantías  constitucionales  fué  la  prohi- 
bición (decretada  por  la  autoridad)  de  imprimir  la  casi  totalidad 
de  las  publicaciones  diarias  que  aparecian  en  Santiago^  Valparaíso 
i  otras  ciudades.  Por  un  simple  decreto  de  las  intendencias,  en  el 
cumplimiento  de  órdenes  ministeriales,  se  clausuraron  las  impren- 
tas el  7  de  Enero  en  Santiago  i  Valparaiso  i  en  algunas  otras  capi- 
tales de  provincia,  quedando  de  esta  manera  completamente  pro- 
hibida, sin  lei  alguna,  ni  aun  decreto  ministerial,  la  manifestación 
de  las  opiniones  por  la  prensa.  Fueron  los  Ministros  acusados  res- 
ponsables de  esos  actos,  como  consta  por  documento  público,  i 
fueron  ejecutados  por  su  orden,  trasmitida  a  los  ínfimos  ajentesde 
la  autoridad. 

La  libertad  que  asegura  el  inciso  7.**  del  art.  10  de  la  Constitu- 
ción, de  publicar  sus  opiniones  por  la  prensa,  no  fué  simplemente 
desconocida  en  uno  o  varios  casos  aislados,  sino  que  se  suprimía 
en  absoluto  el  ejercicio  de  ese  derecho  espresamente  garantido 
por  la  Constitución. 

Se  suprimieron  las  publicaciones  existentes  impidiéndose  su  im- 
presión por  la  policía,  que  cerrando  las  imprentas  estableció  una 
vijilancia  continua  para  hacer  efectiva  la  orden  ilegal. 

Mas  aun,  la  prohibición  no  solo  comprendía  a  las  publicaciones 
anteriores,  gino  a  las  que  pudieran  aparecer  por  el  ínteres  comer- 
cial o  la  iniciativa  de  cualquiera. 

Prueba  de  ello  fué  la  persecución  tenaz  que  se  siguió  contra  to- 
dos los  que  fueron  sorprendidos  con  ejemplares  impresos,  por  los 
ajentes  de  la  autoridad   i   principalmente  contra  los  que  se  creian 

autores  de  escritos  o  en  cuyas  casas  existía  alguna  pequeña  im- 
prenta. 

Los  ciudadanos  quedaban  en  la  dura  necesidad  de  oir  solamente 
la  voz  de  una  autoridad  que  pretendía  estender  i  propagar  ideas  i 
apreciar  los  hechos  que  se  desarrollaban  en  toda  la  República  con 
su  criterio  i  según  sus  intereses. 

La  libertad  de  reunión  garantida  por  el  inciso  6."*  del  art.  10  de 
la  Constitución  habia  sido  desconocida  anteriormente  al  i.""  de 
pnero,  por  los  ajentes  secundarios  de  ese  Ministerio,  que  impe- 
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dian  con  el  apoyo  de  la  fuerza  pública  toda  reunión  cuyo  ob]eto 
fuera  la  manifestación  de  las  ideas  políticas  de  los  asociados.  Des- 
de el  19  de  Diciembre  de  1890  ya  no  quedó  a  los  ciudadanos  el 
derecho  de  reunión.  Los  grupos  que  se  formaban  en  las  calles  1 
casas,  eran  disueltos  por  la  policía,  i  ni  se  respetó  los  recintos 
particulares,  cerrándose  los  clubs  i  los  cafées  al  arbitrio  de  esa  au- 
toridad omnipotente.  Toda  reunión  estaba  amenazada  por  los 
ajentes  del  poder,  que  buscaban  en  el  pais  entero  la  estirpacion 
completa  del  espíritu  público  de  los  habitantes,  desconociendo  las 
disposiciones  precisas  de  la  Constitución. 

En  ciudad  alguna  hubo  reunión  de  ciudadanos  por  la  prohibi- 
ción de  la  autoridad,  prohibición  que  se  manifestó  en  todas  par- 
tes, no  ya  por  decretos  gubernativos,  sino  por  actos  violentos  i 
prisiones  indebidas  en  gran  número,  que  hicieron  imposible  toda 
agrupación  de  personas,  por  corto  que  fuera  su  número  i  pacífico 
el  propósito  que  los  movia  a  reunirse. 

Estos  hechos,  Honorable  Cámara,  están  en  la  memoria  del  pais 
entero;  no  hai  persona  alguna  que  niegue  su  veracidad  i  desconoz- 
ca su  alcance  i  el  vejamen  que  envolvia  para  la  República. 

El  hecho  de  haber  pagado  a  militares  sueldos  i  gratificaciones 
superiores  a  los  fijados  por  las  leyes  i  haber  entregado  fondos  pú- 
blicos con  el  propósito  de  mover  a  aquéllos  a  faltar  a  sus  deberes 
se  comprueba  principalmente  por  el  decreto  número  30,  de  7  de 
Enero  de  1891,  por  el  cual  se  aumentó  en  50  por  ciento  el  sueldo 
de  que  gozaban  todos  los  individuos  del  Ejército,  en  contraven- 
ción a  lo  dispuesto  en  el  núm.  10  del  art.  38  de  la  Constitución. 
La  misma  disposición  fué  violada  por  el  decreto  núm.  74,  de  10  de 
Enero  del  mismo  año,  que  asignó  crecidas  pensiones  a  las  familias 
de  los  militares  que  fueron  muertos  o  heridos  en  defensa  de  la 
Dictadura.  Con  la  misma  fecha  se  dictó  por  el  Ministerio  de  Ma- 
rina un  decreto  en  que  se  ofrece  una  cuantiosa  gratificación  a  los 
marineros  de  la  Armada  que  consiguieron  que  los  buques  en  que 
estaban  embarcados  abandonaran  la  causa  constitucional  para  po- 
nerse a  las  órdenes  de  la  Dictadura,  lo  que  importa  una  escanda- 
losa tentativa  de  soborno. 

El  decreto  número  708,  de  3  de  Febrero,  asignó  a  los  oficiales 
jenerales,  jefes  i  oficiales  del  Ejército  i  a  las  clases  i  soldados  que 
operaban  en  la  provincia  de  Tarapacá  i  Antofagasta,  subidas  grati- 
ficaciones i  viáticos,  que  agregados  al  sueldo  de  campaña  i  al  au- 
mento de  50  por  ciento,  decretados  el  mismo  7  de  Enero,  impor- 
taban  corromper  el  Ejército  entregándoles  sin  tasa   los  fondos 
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públicos,  para  incitarles  a  ayudar  a  la  traición  de  que  el  ex-Presi- 
dente  i  sus  Ministros  se  hacían  reos. 

Estos  mismos  decretos  i  muchos  otros  análogos  que  seria  fácil 
citar,  están  probando  que  los  Ministros  acusados  desbarataron  los 
fondos  públicos  no  solo  sin  discreción,  utilidad,  ni  necesidad,  sino 
que  los  gastaron  sin  tasa  ni  medida  en  daño  i  perjuicio  de  la  na- 
ción. 

Prueba  de  ello  son  los  injentes  gastos  hechos  en  aumentar  el 
Ejército  por  medio  del  reclutamiento  forzoso;  en  hacer  en  las  cos- 
tas obras  de  defensa  absurdas  e  ineficaces;  en  gratificaciones  paga- 
das a  los  tripulantes  de  los  buques  que  servían  a  la  Dictadura, 
después  del  hundimiento  del  Blanco  Encalada,  para  excitarles  a 
continuar  en  su  funesta  obra;  los  gastos  hechos  en  aumentar  los 
cuerpos  de  policía  i  en  mantener  ajentes  secretos  que  ejercitaban 
sobre  amigos  i  enemigos  su  odioso  espionaje. 

Basta  con  echar  una  ojeada  sobre  fos  decretos  i  órdenes  de  pago 
que  llevan  la  firma  de  los  Ministros  acusados  para  cerciorarse  de 
que  el  derroche  de  los  fondos  públicos,  efectuado  por  ellos,  fué 
inmenso  i  escandaloso. 

El  reclutamiento  forzoso  i  violento  que  el  señor  Balmaceda  i  sus 
Ministros  creyeron  necesario  establecer  para  obligar  a  los  ciuda- 
danos a  hacer  armas  contra  las  instituciones  patrias,  no  consta  de 
decreto  alguno,  pero  no  dudamos  de  que  aparte  del  testimonio 
universal  de  los  que  lo  presenciaron,  ha  de  justificarse  por  las  no- 
tas i  telegramas  que  deben  encontrarse  en  los  archivos  de  las  in- 
tendencias i  gobernaciones.  El  reclutamiento  efectuado  en  esas 
circunstancias  i  en  esa  forma,  importa  la  mas  odiosa  violación  de 
los  artículos  lo  i  140  de  la  Constitución,  i  por  consiguiente  daria, 
por  sí  solo,  fundamento  bastante  a  la  acusación. 

Antes  de  terminar,  cree  oportuno  la  Comisión  informante  hacer 
una  observación  de  carácter  jeneral,  referente  a  la  responsabilidad 
que  afecta  a  los  acusados  por  su  participación  en  el  gobierno  del 
señor  Balmaceda  i  en  su  calidad  de  Ministros  de  éste. 

La  Honorable  Cámara  notará  que  la  Comisión,  en  el  curso  de 
este  informe,  ha  estimado  como  actos  de  los  acusados  todos  los 
ejecutados  durante  el  gobierno  del  señor  Balmaceda  mientras  ellos 
fueron  sus  Ministros. 

Al  proceder  de  este  modo,  la  Comisión  ha  tenido  presente  la 
disposición  del  artículo  77  de  la  Constitución,  según  la  cual  «no 
podrán  ser  obedecidas  las  órdenes  del  Presidente  de  la  República 
que  no  sean  firmadas  por  el  Ministro  del  Departamento  respecti- 
vo>,  i  la  del  artículo  78  del  mismo  Código,  q[ue  estatuye  que  «cada 
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Ministro  es  responsable  personalmente  de  los  actos  que  firmare, 
e  in  solidum  de  lo  que  suscribiere  o  acordare  con  los  otros  Minis- 
tros;^. I  aun  cuando  solo  aparecen  suscritos  por  todos  los  Minis- 
tros los  actos  principales  de  que  se  hace  mérito  en  la  proposición 
de  acusación,  como  ser  los  decretos  de  5  de  Enero  (que  mandó 
rejir  para  el  91  los  presupuestos  del  90),  de  7  de  Enero  (en  que  el 
señor  Balmaceda  asumió  todo  el  poder  público),  de  11  de  Febrero 
(que  ordenó  la  elección  de  Senadores,  Diputados  i  Municipales  del 
29  de  marzo)  i  el  de  27  del  mismo  mes  (que  suspendió  las  funcio- 
nes de  la  Corte  Suprema  i  las  de  Apelaciones)  la  Comisión,  sin 
embargo,  ha  considerado  responsables  a  todos  los  ex-Ministros 
acusados  de  todos  los  hechos  enumerados  en  la  proposición  e  in- 
forme, teniendo  en  consideración,  aparte  de  los  preceptos  consti- 
tucionales recordados,  las  disposiciones  del  Código  Penal  (tít.  3.°) 
que  tratan  de  «las  personas  responsables  de  los  delitos». 

La  Comisión  admite,  sin  embargo,  que  no  todos  los  Ministros 
son  igualmente  responsables  de  los  distintos  delitos  de  que  se  les 
acusa;  pero  ha  creído  que  cumplia  con  su  cometido  dictaminando 
sobre  si  son  o  no  responsables,  sin  entrar  a  precisar  la  mayor,  o 
menor  responsabilidad  de  cada  uno  de  ellos,  como  quiera  que 
solo  se  trata  por  ahora  de  establecer  la  culpabilidad  de  los  acusa- 
dos, i  no  de  aplicarles  las  penas  que  han  de  corresponderles  en 
difinitiva. 

La  Comisión,  por  fin,  pone  a  la  disposición  déla  Honorable  Cá- 
mara, por  si  tiene  a  bien  ordenar  su  publicación,  un  legajo  de  do- 
cumentos orijinales  que  le  han  servido,  en  parte,  para  fundar  el 
presente  informe. 

En  vista  de  las  consideraciones  precedentes,  esta  Comisión  opi- 
na que  hai  mérito  bastante  para  acusar  ante  el  Senado  a  los  ex- 
Ministros  de  Estado  don  Claudio  Vicuña,  don  Domingo  Godoi, 
don  Ismael  Pérez  Montt,  don  José  Miguel  Valdés  Carrera,  don 
José  Francisco  Gana,  don  Guillermo  Mackenna,  en  conformidad  a 
lo  dispuesto  en  los  artículos  85,  86  i  87  de  la  Constitución. 

Sala  de  la  Comisión,  15  de  Diciembre  de  1891. — Alvaro  Lamas. 
^Ricardo  Mallc  Pére:{.--Guillcrmo  Cox  i  Ménde:{. — Daniel  Oriüiar. 
— Juan  de  Dios  Correa  S. — Ricardo  O.  Rodrigue^, — Ramón  R,  Ro:{as. 
— R,  E.  Santelices.^  Enrique  Richard  F.» 
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«Santiago,   30   de  Junio  de  1892. — Esta  Honorable  Cámara  ha 
tenido  a  bien  nombrar  miembros  de  la  Comisión  encargada  de  for- 


lo  DERECHO   PARLAMtNrAXIO    CHILENO 


izar  i  proseguir  ante  el  Senado  la  acusación  al  Ministerio  pre- 
io  por  don  Claudio  Vicuña,  a  don  Luis  Barros  Méndez;  i  míem- 
de  la  Comisión  encargada  de  formalizar  i  proseguir  ante  el 
]do  la  acusación  al  Minislerio  presidido  por  don  Julio  Bañados 
nosa,  a  don  Enrique  Monlt,  en  reemplazo  de  don  Máximo  del 
ipo. 
¡os  guarde  a  V.  E. — Peobo  Banneh. — M.  H.  Lira,  secretario,* 


MINUTA  DE  ACUSACIÓN 

«Honorable  Senado: 
jis  Barros  Méndez,  Beltran  Mathieu  i  Julio  Zegers,  en  repre- 
acion  de  la  Cámara  de  Diputados  nos  presentamos  ante  V.  E. 
miando  acusación  contra  los  CK-Ministros  del  Despacho  don 
ídio  Vicuña,  don  Domingo  Godoi,  don  Ismael  Pérez  Montt, 

José  Miguel  Valdés  Carrera,  don  José  Francisco  Gana  i  don 
llermo  Mackenna,  por  haberse  hecho  reos  de  los  delitos  de 
;ion,  infracción  de  la  Constitución,   atropellamiento  de  las  le" 

por  haber  dejado  éstas  sin  ejecución,  haber  malversado  los 
los  públicos,  i  cometido  soborno;  i  pedimos  a  V.  E.  que  admita 

acusación,  i  que  oportunamente  declare  que  los  acusados  son 
lables  de  todos  estos  delitos. 

)  Cámara  de  Diputados  ha  acordado,  por  unanimidad  devotos, 
proceso,  ejercitando  la  atribución  especial  que  le  confiere  el 
a9.de  la  Constitución  Política  de  la  República. 
o  la  han  movido  sentimientos  de  animadversión  personal,  sino 
sideraciones  emanadas  del  deber  que  tiene  de  reprimir  cuales* 
¡ra  atentados  contra  la  soberanía  de  la  Nación.  Lo  prueba  así 
echo  de  hsber  contribuido  con  su  acuerdo  a  que  se  dictara  la 
le  35  de  Diciembre  de  1891,  que  amnistió  a  gran  número  de 
plices  o  colaboradores  de  la  Dictadura.  La  Cámara  de  Dípu- 
is  aceptó  esa  lei,  porque  creyó  equitativo  que  la  Nación  se  mos- 
i  clemente  al  entrar  de  nuevo  en  la  senda  legal.  La  Dictadura, 
ochando  el  dinero  i  exajerando  el  terror,  tuvo  ausiliares  codi- 
os  o  débiles;  i  siendo  una  dejeneracion  de  la  autoridad  lejíti- 

pudo  arrastrar  en  su  séquito  a  muchos  que  la  sirvieron  ere  ■ 
lo  servir  a  la  Nación  o  cumplir  un  deber.  En  todos  ellos  la 
lencia  de  los  errores  o  flaquezas  pudo  ser  superior  a  la  de  los 
lósitos  criminales,  i  la  equidad  i  el  interés  social  aconsejaban 
lejerlos  con  la  clemencia, 
ero  la  Cámara  ha  creído  también  que  la  amnistía  debida  a  los 
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errores  i  ñaquezas  no  podia  favorecer  a  los  autores  principales  de 
una  revolución  contra  las  instituciones  de  la  República,  revolución 
largo  tiempo  premeditada  por  ellos  en  su  carácter  de  funcionarios 
públicos,  realizada  con  las  fuerzas  i  recursos  que  la  sociedad  crea 
para  su  propia  defensa,  i  sustentada,  durante  ocho  meses,  con  toda 
clase  de  crímenes,  violencias  i  horrores.  La  impunidad,  en  tales 
casos,  debilitaría  la  autoridad  de  la  lei,  base  del  orden  público,  i 
por  eso  es  prudente  contener  en  parte  los  impulsos  de  la  clemen- 
cia, a  fin  de  que,  siquiera  los  grandes  crímenes,  tengan  la  sanción 
que  reclama  la  justicia. 

Nada  hai  que  justifique  la  Dictadura  de  1891,  obra  de  los  acu- 
sados. 

La  República  habia  sido  gobernada  legalmente  por  mas  de  cin- 
cuenta años,  i  ni  en  tiempo  de  guerra  esterior  se  había  suspendido 
el  réjimen  legal.  A  su  amparo,  los  poderes  públicos  habian  funcio- 
nado regularmente^  se  habian  ensanchado  i  robustecido  los  dere- 
chos del  ciudadano,  venian  ^gorizándose  las  influencias  de  la  opi- 
nión pública;  la  autoridad  era  prestijiosa,  el  pueblo  era  feliz  i  el 
nombre  de  Chile  habia  adquirido  consideración  i  respeto. 

La  historia  de  la  República  no  recordaba  ningún  despotismo 
premeditado  i  consumado  por  la  autoridad.  Antes  de  1833,  algu- 
nos Presidentes  habian  dimitido,  O'Higgins  habia  abdicado:  des- 
pués de  1833,  lo  opinión  de  los  Congresos  venia  marcando  el  rum- 
bo de  la  administración. 

La  legalidad,  largo  tiempo  practicada  por  los  Gobiernos,  robus- 
tecíase cada  vez  mas,  i  nada  se  veia  que  pudiera  interrumpirla.  No 
tenia  Chile  cuestiones  sociales  que  dividieran  a  los  ciudadanos,  i 
las  luchas  políticas,  propias  del  gobierno  libre,  se  desarrollaban 
en  el  terreno  legal  sin  producir  ajitaciones  profundas. 

Una  sola  nube,  precursora  de  tempestades,  aparecia  periódica- 
mente en  el  horizonte:  la  intervención  electoral,  que  perjudicaba 
a  la  buena  administración,  a  la  vez  que  irritaba  a  los  partidos  de 
oposición  i  desmoralizaba  a  los  partidos  de  Gobierno. 

La  Constitución  basaba  la  soberanía  del  pueblo  en  el  derecho 
electoral,  i  las  leyes  habian  seguido  diversos  caminos  para  dar  efi- 
cacia a  ese  principio;  pero  los  partidos  de  gobie/no^  sea  por  des- 
confianza en  el  criterio  popular^  por  codicia  de  poder  o  por  fana- 
tismo de  ideaS;  habian  sido  poco  escrupulosos,  a  veces  inmorales, 
en  materia  de  elecciones.  Salvo  casos  escepcionalesde  Presidentes 
i  Ministros  que  reaccionaban  contra  los  abusos,  en  jeneral,  al  peso 
de  los  elementos  de  la  autoridad,  se  habian  ido  agregando  cohe- 
chos, fraudes  i  violencias. 
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Por  mas  que  la  espiacion  siguiera  de  cerca  a  las  investigaciones, 
la  nube  de  tempestad,  creciendo  i  creciendo,  descendia  a  veces  i 
cubría  todos  los  campos. 

En  1886,  la  intervención  agravó  sus  desmanes  para  vencer  las 
resistencias  del  partido  conservador,  del  partido  radical  i  de  los 
mejores  tercios  del  partido  liberal.  Pero  el  señor  Balmaceda,  pro- 
clamado Presidente,  quedó  sin  elementos  suficientes  de  gobierno. 

Se  jeneralizó  entonces  el  convencimiento  de  que  era  necesario 
reaccionar  contra  los  a  busos,  respetando  el  derecho  de  los  electores. 

En  esas  circunstancias,  i  hallándose  robustecida  la  fuerza  del 
Gobierno  con  la  prosperidad  fiscal,  se  inauguró  la  administración 
Balmaceda.  Sus  primeros  actos  parecieron  respetuosos  de  la  opi- 
nión pública.  Las  elecciones  parciales  de  Noviembre  de  1886  se 
hicieron  correctas  durante  el  Ministerio  Lillo.  El  Presidente,  mo- 
vido por  inspiración  propia  o  por  sujestiones  discretas,  trató  de 
borrar  las  divisiones  producidas  por  su  candidatura  oficial,  i  de 
tranquilizar  a  los  partidos,  a  fin  de  l^^cer  fácil  su  gobierno.  Coad- 
yuvó a  las  reformas  reglamentarias  de  1887,  que  pusieron  coto  a  la 
obstrucción  de  las  minorías,  reconociendo  solo  a  la  mayoría  la  fa- 
cultad de  aplazar  las  contribuciones  i  de  negar  presupuestos  i  fuer- 
za armada.  En  sus  mensajes  de  1887  i  88,  reconoció  la  necesidad 
de  perfeccionar  el  réjimen  parlamentario,  i  poco  después  inició 
reformas  en  ese  sentido. 

Esos  actos  produjeron  una  situación  espectante:  los  que  recor- 
daban los  fervores  del  Diputado  por  Carelmapu  en  favor  de  la  li- 
bertad de  elecciones,  concibieron  esperanzas;  no  así  los  que  tenían 
presente  la  intervención  del  Ministro  Balmaceda  en  favor  de  su 
propia  candidatura  a  la  presidencia  de  la  República. 

La  incertidumbre  duró  poco. 

Desde  principios  de  1888,  el  Presidente  ajustó  pacto  sijiloso  de 
candidatura  presidencial  con  un  ciudadano  sin  notoriedad  ni  méri- 
tos políticos.  Creia  contar  con  la  sumisión  incondicional  de  la  ma- 
yoría parlamentaria,  con  el  aliciente  del  éxito  i  con  la  indiferencia 
del  mayor  número. 

Pero  a  medida  que  se  divulgaba  el  pacto,  se  jeneralizaba  el  pro- 
pósito de  oponerle  resistencia.  Hubo  discordias  en  los  partidos  i 
crisis  ministeriales  hasta  definirse  un  sentimiento  manifiesto  entre 
el  Presidente,  que  persistía  en  la  candidatura  oficial,  i  la  mayoría 
parlamentaria,  que  quería  libertad  de  elecciones. 

Nadie  ignoraba  los   hechos  que  fueron  acentuando  ese  disenti- 
miento. 
El  Ministerio  Lastarria-Matte,  organizado  en  Junio  de   1889,  tra- 
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tó  de  satisfacer  a  la  opinión  con  actos  que  afianzaran  la  libertad 
electoral.  El  Presidente,  creyéndose  fuerte,  resistió  i  pidió  la  di- 
misión de  los  Ministros.  Pero,  producida  ta  crisis,  las  agrupaciones 
liberales  aparecieron  asociadas  en  mayoría  i  exijieron  un  Ministe- 
rio parlamentario  que  diera  garantías  contra  la  intervención. 

El  Presidente,  vencido  por  ese  movimiento,  cedió,  organizando 
el  Ministerio  de  Octubre.  Aunque  éste  fué  parcialmente  modifi- 
cado en  Noviembre,  el  programa  de  esos  Ministros  hizo  renacer  la 
tranquilidad. 

Durante  el  Ministerio  de  Noviembre,  el  Presidente  se  compro- 
metió a  convocar  el  Congreso  en  Abril  de  1890,  para  que  discu- 
tiera la  lei  do  elecciones,  deseada  por  todo  el  mundo,  i  la  lei  mu- 
nicipal, reclamada  por  el  partido  conservador  como  medio  de 
atenuar  los  excesos  de  la  centralización  administrativa  i  de  debi- 
litar la  intervención  oílcial. 

Oida  esa  promesa,  el  Congreso,  considerando  salvado  el  conflicto 
aprobó  las  leyes  de  presupuestos,  de  fuerza  armada  i  otras  necesa- 
rias para  la  marcha  regular  del  Gobierno.  Pero  luego  que  eso  su- 
cedió, Congreso  i  Ministerio  fueron  burlados;  el  Congreso  fué 
clausurado  i  el  Ministerio  despedido.  Así,  las  evoluciones  de  Oc- 
tubre i  Noviembre,  miradas  como  un  tratado  de  paz,  no  habian 
sido  sino  una  tregua  engañosa. 

El  Ministerio  organizado  en  Enero  de  1890,  con  elementos  pre- 
sidenciales, se  negó  a  convocar  al  Congreso,  violando  el  compro- 
miso contraído  por  el  Presidente,  i  desatendió  las  reclamaciones 
de  la  Comisión  Conservadora. 

Empleó  halagos  i  amenazas  para  debilitar  la  mayoría  parlamen- 
taria i  jestionó  para  atraerse  al  partido  conservador;  pero,  conven- 
cido de  su  impopularidad  i  de  su  Impotencia,  dimitió  el  37  de 
Mayo,  en  vísperas  de  la  apertura  del  Congreso. 

Esa  crisis  de  palacio  se  solucionó  en  pocas  horas,  organizando 
nuevo  Gabinete  el  candidato  oficial  a  la  Presidencia.  Este  Gabinete 
creyó  adormecer  a  la  opinión  pública  con  la  declaración  de  que  su 
jefe  renunciaba  a  esa  candidatura,  i  presentó  un  proyecto  de  re- 
forma constitucional  que  sustraía  al  Presidente  de  la  vijilancia  efi- 
caz del  Congreso  i  desnaturalizaba  el  réjímen  parlamentario. 

Era  tan  manitlesta  la  reacción  presidencial  acentuada  en  la 
composición  de  los  dos  últimos  Ministerios,  que  al  presentarse  el 
de  Mayo  en  el  Congreso,  la  mayoría  liberal  propuso  votos  de  cen- 
sura i  el  partido  conservador  le  exijió  declaraciones  esplícitas  en 
favor  del  derecho  electoral  i  de  la  independencia  municipal. 
Negadas  o  escusadas  esas  declaraciones,  la  censura   fuó  votada 
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en  ambas  Cañaras  por  grandes  mayorías,  formadas  con  los  jefes 
i  notorisdades  de  todos  los  partidos.  El  Gabinete,  calificándose  él 
mismo  de  presidencial,  se  declaró  honrado  con  la  censura  i  con- 
servó las  carteras. 

Así  se  rebelaba  el  Presidente  contra  las  instituciones  que  dan  al 
Congreso  influencia  mesurada  pero  eficaz  en  la  dirección  de  los 
negocios  públicos. 

Olvidaba  que  el  Congreso  podia  fiscalizar  los  actos  del  Poder 
Ejecutivo  acusar  i  declarar  culpables  a  los  Ministros  del  Despacho, 
autorizar  o  nó  contribuciones,  gastos  i  fuerza  armada  i  aun  decla- 
rar vacante  la  Presidencia  en  algunos  casos. 

Se  reaccionaba,  ademas,  contra  prácticas  saludables  que,  basadas 
en  la  írmonía  de  los  poderes  públicos  i  en  sentimientos  de  honor, 
hablan  co  isagrado  la  dimisión  necesaria  de  los  Gabinetes  censura- 
dos, alejando  así  i  haciendo  innecesario  el  estrépito  1  daños  de  las 

acusaciones  políticas. 

\nte  esos  actos  de  manifiesta  rebelión,  los  partidos  plegaron  sus 
banderas  i  se  unieron  de  hecho  para  mantener  las  instituciones 
amagadas  por  un  Ministerio  presidencial. 

Desde  aquel  día,  no  hubo  sino  dos  partidos:  el  presidencial,  em- 
peñado en  sustrarerse  a  las  prácticas  constitucionales.  1  el  parla- 
mentario, consagrado  a  defenderlas. 

Desatendida  la  censura,  la  Cámara  de  Diputados  no  tema  otro 
medio  eficaz  de  contener  al  Poder  Ejecutivo  que  el  de  aplazar  la 
lei  de  contribuciones  hasta  que  hubiera  un  Ministerio   parlamen- 

• 

^^  Así  lo  hizo  el  14  de  Junio,  i  el  cobro  de  las  contribuciones  que- 
dó suspendido  desde  el  1.°  de  Julio. 

El  Senado,  por  su  parte,  aplazó  la  <i-;"^'°"f '^^P/^^J""  °" 
Desatendidas  también  esas  graves  medidas,  1  habiendo  declarado 
el  Presidente  que  lUgariu  hasta  el  fin,  la  acusación  al  Ministerio  se 
imponía  como  un  deber,  i  la  Cámara  comenzó  a  prepararla 

En  esas  circunstancias,   el  Presidente  no  pensó  sino  en  dar  un 

ffoloe  de  Estado.  j    i    r     ^ 

Su  primera  preocupación  fué  asegurarse  el  concurso  de  la  fuerza 
armada  Para  ello  hizo  correr  circulares  en  toda  la  República,  a 
fin  de  oue  los  jefes  i  oficiales  firmaran  actas  de  adhesión  a  su  per- 
sona eít^do  eUnto.  En  el  Ejército  el  resultado  le  fué  favorable; 
pero  reveló  también  que  en  él  habia  jefes  ilustrados  1  dignos.  En 
la  Armada  se  guardó  silencio  previsor. 

A  bvez  sus  ajentes  inmediatos  solicitaban  firmas  en  las  pro- 
vincias  para  desautorizar  los  actos  del  Congreso. 


DERECHO  PAKLAMBHTAKIO    CHILENO  )S^ 

iilio  se  produjeron  huelgas  en  Iquique,  sin  que  las  esplicara 

de  trabajo  ni  la  reducción  de  los  salarios. 
bien  las  hubo  en  Valparaíso,  i,  durante  tres  dias,  se  cometie- 
if  numerosos  saqueos  í   asesinatos,   quedando  presunciones 

hablan  sido  estimulados  por  ajentes  ocultos  del  Ministerio, 
)s  mismos  dias  se  manifestaban  conatos  de  intimidar  al  Con- 
masas turbulentas  rodeaban  su  recinto  en  actitud  amena- 

tados  esos  procedimientos  por  la  actitud  decidida  de  los 
anos,  i  siendo  ya  indudable  que  si  no  habia  cambio  polfticot 
acusación,  el  Presidente  creyó  llegado  el  momento  de  dar 
e  de  Estado.  Reunió  en  la  Moneda,  entre  los  dias  a8  de  Julio 
Agosto,  a  los  senadores  i  diputados  presidenciales  t  a  los 
e  la  guarnición,  i,  asegurado  su  concurso,  quedó  fijado  para 
i  lacrar  las  puertas  del  Congreso  i  arrestar  a  sus  miembros, 
:s  4  de  Agosto,  a  las  ocho  de  la  mañana, 
e  conocen  las  causas  que  determinaron  el  abandono  del  cri- 
proyecto,  pero  es  lícito  presumir  que  la  actitud  enérjica  del 
!S0  i  el  apoyo  decidido  que  le  prestaba  la  opinión  publica, 
iaran  al  Presidente. 

bien  es  posible  que  lo  contuviera  la  magnitud  del  crimen  | 
esponsabilidad,  la  fuerza  moral  del  derecho  o  el  sentimien- 
deber. 

lo  quiera  que  sea,  el  Presidente  cedió  o  aplazó  la  ejecución 
planes  en  aquel  momento,  resolviendo  organizar  un  Mints- 
arlamentario.  Llamó  con  este  objeto  al  señor  Covarrubias, 
udiendo  acordarse  con  él,  llamó  al  señor  Prats,  quien  orga- 
[inisterio  el  ii  de  Agostode  1890. 

que  el  Gabinete  Prats-Tocornal  no  salía  del  Congreso  ni  se 
mía  de  personas  ligadas  con  él,  el  Congreso,  fiando  en  los 
ios  antecedentes  de  los  Ministros  i  prestando  fé  a  su  progra- 
le  fué  parlamentario,  aprobó  inmediatamente  la  leí  de  con- 
iones,  normalizando  así  la  marcha  del  Gobierno.  El  Miníste- 
[itribuyó  a  que  se  promulgara  la  nueva  lei  de  elecciones,  que 
isidente  quería  vetar,  i  llegó  a  ponerse  de  acuerdo  con  el 
eso  sobre  las  bases  capitales  de  la  reforma  municipal, 
onfiicto  entre  los  poderes  ptiblicos  parecía  salvado;  pero,  en 
ad,  no  lo  estaba:  solo  se  habia  producido  otra  tregua  engaño- 
dos  meses  de  gobierno,  los  Ministros  habían  adquirido  el 
ncimiento  de  que  el  Presidente  de  la  República  persistía  en  in- 
lir  en  las  futuras  elecciones  i  de  que  ellos  no  podían  impedir. 
1  incidente  de  pequeña  importancia,  por  ello  m?s  revelador, 
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¡videncia  ese  diseati miento;  i  el  Gabinete  dimitid  en  Oc- 
clarando  que  dimitia  porque  no  contaba  con  la  confianza 
dente  de  la  República  eo  la  medida  indispensable  para  el 
sempeSo  de  sus  funciones.  De  la  esposicion  ministerial 
con  perfecta  claridad  que  el  Presidente  resistía  a  las  me- 
cesarias  para  asegurar  la  libertad  en  las  próximas  elec- 

de  escusar  el  Honorable  Senado  el  recuerdo  de  estos  he- 

0  i  palpitante  todavía:  él  era  necesario  para  definir  la 
en  que  se  organizó  el  Ministerio  Vicuña. 

ñas  notorio  en  Octubre  de  1890  que  la  naturaleza  i  grave- 
lisentimiento  entre  el  Poder  Lejíslativo  i  el  Presidente  de 
3lica. 

mas  de  un  año  que  el  Presidente  persistía  en  una  candi* 
Scial  i  preparaba  los  medios  de  imponerla  con  gabinete 
laño;  e  igual  tiempo  que  el  Congreso  pedia  libertad  elec- 
rantias  para  esa  libertad  i  Ministros  dignos  de  confianza, 
nieto  revelado  en  las  crisis  ministeriales  de  Octubre  de 
Enero,  Mayo  i  Agosto  de  1890,  acababa  de  evidenciarse 
■nuncia  del  Ministerio  Prats. 

inísteríos  parlamentarios  de  Junio  i  de  Noviembre  de  1889 
do  despedidos  por  el  Presidente;  i  algunos  de  sus  miem- 
ian  dado  testimonio  de  las  apariciones  de  la  candidatura 

1  la  Moneda.  Hl  Gabinete  presidencial  de  Enero  no  habia 
¡sentarse  al  Congreso;  el  de  Mayo,  sordo  a  las  censuras, 
ligado  al  Congreso  a  suspender  las  contribuciones.  El  Mi- 
'rats,  que  habia  dado  solución  al  conflicto,  acababa  de 
contrariado  en  su  política  por  el  Presidente, 

dicto  habia  provocado  larga,  i  a  veces  violenta  discusión 
1  Presidente  atribuía  su  oríjen  a  ambiciones  del  Congreso 
tarios  antagonismos  entre  las  clases  sociales,  i  añrmaba 
lendria  su  actitud  hostil  hasta  el,  fin.  El  Congreso  babiz 
[do  que  su  deber  era  resistir  a  la  intervención  oñcial,  i 
srecho  era  lejislar  en  ese  sentido;  i  habia  puesto  en  6vi- 
I  derecho  i  su  enerjia. 

ha,  ademas,  se  habia  hecho  popular.  Los  ciudadanos 
ipuesto  respeto  a  las  turbas  i  fuerzas  armadas  que  preten- 
nidar  a  sus  representantes;  meeting  numerosos  t  respeta- 
an  llevado  peticiones  conciliadoras  a  la  Moneda;  la  prensa 
uido,  severa  e  imparcial,  el  desarrollo  de  los  aconteci- 
dívulgado  las  causas  del  conflicto  i  su  gravedad. 
ubre  de  1890,  era  ya  evidente  para  todo  el  mundo  que  el 
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PresideDte  Batmaceda,  atolondrado  con  el  título  de  Jefe  Supremo 
de  la  Naciod  i  creyendo  contar  con  la  complicidad  de  la  fuerza 
armada,  con  el  cortejo  del  ¿xito  i  con  la  indolencia  de  la  multitud, 
había  resuelto  violar  las  instituciones.  Su  plan  parecía  claro:  pres- 
cindir del  Congreso  existente,  nombrar  a  su  amaño  el  Congreso  1 
el  Presidente  de  1891  1  obtener  de  ellos  la  absolución. 

Pero  no  era  menos  evidente  en  Octubre  de  1890  que  el  Congreso 
cumpliría  sus  deberes  i  que,  sin  salir  de  la  órbita  constitucional, 
obligaría  al  Presidente  a  respetar  las  instituciones,  o  a  lanzarse 
abiertamente  en  rebelión  contra  ellas.  Bastaba,  considerar  qui  sin 
la  voluntad  del  Congreso,  no  habría  en  1391  ni  presupuestos,  ni 
fuerza  armada,  í  que  sin  ello  el  Gobierno    regular  era  imposible. 

Nunca  la  República  se  había  visto  mas  cerca  del  abismo.  Estaba 
amagado  el  derecho  electoral,  único  derecho  que  los  pueblos  ejer- 
cen  directamente;  ¡  la  lucha,  provocada  por  ese  peligro,  había 
producido  entre  los  poderes  públicos  un  conflicto  que  minaba 
hondamente  las  bases  de  gobierno. 

Habia,  por  otra  parte,  poderosos  motivos  para  temer  que  el  Jefa 
del  Estado  traicionara  sus  deberes.  Parecía  faltarle  en  aquellos 
días  el  instinto  del  bien,  el  respeto  al  derecho  ajeno  i  la  solidez  da 
criterio  que  dan  serenidad  i  rectitud  al  ejercicio  del  poder. 

Entregado  a  sus  propias  inspiraciones,  desordenadas  i  borrasco- 
sas, i  a  las  inñuencias  de  un  séquito  ávido  i  egoísta,  era  difícil  que 
prevalecieran  en  él  los  buenos  instintos  o  los  dictados  de  la  razón. 

Calmar  i  contener  las  pasiones  presidenciales  avivadas  por  la 
lucha,  era  en  aquellos  días  un  deber.  Excitarlas,  era  una  insensatez 
o  un  crimen. 

Los  acusados  hicieron,  sin  embargo,  esto  último. 

Don  Claudio  Vicuña  aceptó  el  cargo  de  Ministro  del  Despacho 
en  el  Departamento  del  Interior  i  organizó  Gabinete.  Entró  desde 
luego  al  Ministerio  de  Relaciones  Estertores  i  Colonización  don 
Domingo  Godoi,  i  al  de  Guerra  i  Marina  don  José  Francisco 
Gana.  Antes  del  1.°  de  Enero  de  1S91  aceptó  la  cartera  de  Justicia 
e  Instrucción  Pública  don  Ismael  Pérez  Montt,  i  la  de  Industria  i 
Obras  Públicas  don  Guillermo  Mackenna,  i  el  ;  de  Enero  de  1891 
fué  nombrado  Ministro  de  Hacienda  don  José  Miguel  Valdós 
Carrera. 

Don  Claudio  Vicuña,  junto  con  la  cartera  de  Ministro,  había 
aceptado  la  candidatura  oficial  a  la  Presidencia  de  la  República;  i 
ni  él,  ni  ninguno  de  sus  colegas  estaban  preparados  para  llevar  a  la 
Moneda  la  tranquilidad  i  elevacioD  de  criterio  que  allí  faltaban. 
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Vióse,  pues,  en  ese  Ministerio,  desde  su  aparición,  un  presajío 
de  tempestades,  i  los  hechos  lo  confirmaron. 

El  nombramiento  de  don  Claudio  Vicuña,  firmado  el  15  de  Oc- 
tubre, se  publicó  en  el  Diario  Oficial  de  esta  fecha,  i  en  el  diario 
del  mismo  dia  apareció  el  decreto  que  clausuraba  las  sesiones  es- 
traordinarias  a  que  había  sido  convocado  el  Congreso. 

La  clausura  a  fines  del  año,  sin  que  hubiera  leí  de  presupuestos 
ni  de  fuerza  armada  para  1891,  es  testimonio  irrecusable  de  que  el 
Ministerio  Vicuña  tuvo,  al  organizarse,  el  propósito  deliberado  de 

alzarse  contra  las  instituciones. 

■ 

La  Comisión  Conservadora,  cumpliendo  sus  deberes,  pidió  la 
convocación  del  Congreso,  tanto  para  que  sancionara  esas  leyes, 
como  por  exijirlo  circunstancias  estraordinarias .  El  Ministerio  se 
limitó  a  acusar  recibo  de  las  notas  i  desatendió  su  reiteración. 

En  Diciembre,  ¡fuerzas  de  policía  impidieron  la  celebración  de 
meetings  de  los  partidos  en  locales  de  propiedad  particular.  Hubo 
violación  de  domicilio,  injurias  de  hecho  a  numerosos  ciudada- 
nos, i  tumultos. 

En  uno  de  éstos,  el  joven  don  Isidro  Ossa  fué  asesinado  alevosa- 
mente. Las  representaciones  de  la  Comisión  Conservadora  contra 
ésos  i  otros  actos  fueron  desatendidas,  i  la  imponente  manifesta- 
ción que  el  pueblo  de  Santiago  hizo  a  la  víctima,  fué  también 
estéril. 

El  i.^  de  Enero  de  1891,  el  Presidente  Balmaceda  declaró  en  un 
manifiesto  dirijido  a  la  Nación,  que  había  resuelto  seguir  gober- 
nando sin  leyes  de  presupuestos  i  de  fuerza  armada;  i  ante  esa  pro- 
clamación de  Dictadura,  los  Ministros  Vicuña,  Godoi,  Pérez 
Montt,  Gana  i  Mackenna  guardaron  silencio  i  conservaron  sus 
carteras. 

Cinco  dias  después,  un  decreto  mandaba  rejir  para  el  año  1891 
los  presupuestos  aprobados  para  1890;  1  ese  decreto,  que  violaba 
un  precepto  espreso  de  la  Constitución,  aparecía  firmado  por  los 
seis  Ministros  espresados. 

El  dia  7  del  mismo  Enero,  esos  Ministros  firmaron  con  don  José 
Manuel  Balmaceda  el  decreto  en  que  éste  asumía  todo  el  poder 
público,  arrogándose  facultades  lejislativas  i  arbitrarias  que,  en 
ningún  caso,  ni  aun  con  acuerdo  de  otros  poderes  públicos,  le  era 
permitido  asumir. 

Así  se  implantó,  con  audacia  desembozada,  un  Gobierno  despó- 
tico, estraño  en  absoluto  a  la  Constitución  i  odioso  en  su  oríjen, 
pof  ser  obra  de  los  depositarios  de  la  leí,  de  la  autoridad  i  de 
todos  los  elementos  destinados  a  mantener  la  vida  social. 
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La  responsabilidad  de  sus  autores  excede  en  alto  grado  las  pre- 
visiones de  la  lejislacion  penal,  por  el  número  i  naturaleza  de  los 
crímenes,  por  el  número  i  condición  de  las  víctimas  i  por  la  pre- 
meditación,  que  fué  larga  i  sijilosa. 

No  atenúa  esa  responsabilidad  b  sed  d«  gloris^  p  poder^  ni  I» 
violencia  de  las  pasiones,  ni  el  fanatismo  de  ideas  jenerosaa.  Los 
acusados  eran  estraños  a  la  lucha  precursora  de  la  Dictadura,  o 
hablan  tenido  en  ella  papel  subalterno.  Ninguno  habia  sido  caudi- 
llo o  campeón;  ninguno  habia  empeñado  la  gratitud  nacional  con 
servicios  distinguidos  i  su  condición  política  habia  sido  siempre 
subalterna  o  vulgar. 

No  pueden  los  dictadores  escusar  sus  actos  con  el  hecho  de  que 
el  pueblo  se  levantara  a  oponerles  resistencia  a  mano  armada. 

El  golpe  de  Estado,  doctrinalmente  declarado  el  dia  i.*  de  Ene- 
ro i  los  actos  que  le  precedieron  i  le  siguieron,  constituían  una 
rebelión  del  Presidente  de  la  República  i  sus  Ministros  contra  las 
instituciones.  Esos  funcionarios,  excediendo  un  mandato  restrinjido 
i  usando,  en  daño  del  pueblo,  el  poder  creado  para  su  defensa,  se 
hablan  hecho  revolucionarios:  faltando  a  sus  deberes,  renuncia- 
ban sus  facultades. 

El  pueblo,  despojado  de  sus  derechos,  ejecutaba  actos  de  lejíti- 
ma  defensa,  armándose  para  resistir  a  la  Dictadura.  Repelía  una 
agresión  ilejítima,  que  él  no  habia  provocado,  i  empleaba  el  único 
medio  posible  de  resistirla. 

Abrogada  la  lei  fundamental  de  la  República,  atropellado  el 
Congreso  i  desobedecido  el  Poder  Judicial,  por  un  despotismo  ar- 
mado, no  hubo  poderes  constitucionales  en  acción.  Hubo  solo  un 
poder  de  oríjen  constitucional  rebelado  contra  las  instituciones; 
i  en  el  caos  que  ello  producía,  no  quedaba  en  pié  sino  la  soberanía 
nacional. 

Los  mandatarios  perjuros  i  rebeldes  que  usurpan  la  soberanía  na- 
cional no  pueden  invocar  derecho  alguno.  Las  leyes  ligan  a  los 
mandatarios  i  a  los  ciudadanos;  pero  ni  Constitución  ni  lei  alguna 
prevée  el  caso  de  que  el  despotismo  se  sustituya  a  la  lei. 

Tampoco  hai  preceptos  escritos  que  definan  los  deberes  de  los 
pueblos  en  tales  casos.  Rota  la  organización  social,  reviven  los  de- 
rechos naturales:  el  pueblo  ejerce  directamente  su  soberanía  i 
puede  armarse,  defenderse  i  organizarse  en  la  forma  que  le  plazca* 
Sus  actos  tienen  los  caracteres  d«  la  soberanía  i  son  lejí timos  por- 
que son  actos  del  soberano. 

En  presencia  de  la  Dictadura,  proclamada  el   i.**  de  Enero,  el 
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)  ejercitó  esos  derechos,  organizando  poderes  provisorios;  i 
oderes  fueron  lejitimos  porque  fueron  su  obra. 
i  poderes  no  pudieron  ni  pretendieron  obrar  dentro  de  la 
tucion:  ello  era  imposible  bajo  el  réjimen  del  despotismo', 
on  como  poderes  de  hecho,  desligados  de  todo  precepto  es- 
■■  inspirándose  solo  en  el  interés  público. 
aayoría  de  los  miembros  del  Congreso,  declarando,  como  lo 
1  dta  I."  de  Enero,  que  el  Presidente  Balmaceda  habia  cesado 
funciones,  ejercitó  el  derecho  soberano  de  resistir  al  despo- 
1  la  Escuadra  i  los  jefes  militares  que  pocos  dias  después 
jn  esa  declaración,  ejercitaron  igual  derecho.  La  Escuadra  i 
■cito  estaban  desligados  de  todo  deber  militar  por  haber  es- 
la  lei  que  autorizaba  su  existencia,  i  no  haberse  dictado  otra, 
habia  declarado  el  Poder  Lejislativo  i  lo  declaró  posterior- 
el  Poder  Judicial. 

clamada  la  Dictadura  el  dia  i.°  de  Enero  e  iniciada  la  resis- 
armada  siete  dias  después,  la  guerra  civil  de  1S91  quedó 
erizada.  No  fué  una  rebelión  del  pueblo  contra  los  poderes 
luidos,  que  facullara  a  éstos 'para  reprimirla;  fué  obra  del 
Ejecutivo  alzado  contra  las  instituciones.  Por  ello,  la  resis- 
armada  que  opuso  e!  pueblo,  lejos  de  constituir  delito  de 
on  o  de  motin,  fué  ejercicio  del  derecho  que  la  lei  natural 
I  a  todos  los  pueblos  de  la  tierra  i  que  una  lei  escrita  otorga 
:Íudadanos  chilenos. 

dignos  representantes  de  las  naciones  estranjeras,  residentes 
ile,  hicieron  piíblico  en  el  mundo  el  oríjen  oficial  de  la  Dic- 
;,  reconociendo  el  derecho  con  que  el  pueblo  se  arnió  contra 

:onciencia  i  el  corazón  de  las  naciones  manifeslaron  sus  sim- 
al pueblo  chileno;  i  sus  gobiernos,  a  pesar  de  las  ficciones 
trecho  Internacional,  que  solo  atiende  a  las  condiciones  apa- 
.  de  la  soberanía,  le  dieron  análogos  testimonios  i  cooperaron 
mente  a  su  triunfo. 

ejitimidad  de  la  resistencia  está  ademas  escrita  en  las  pajinas 
■evolución  i  en  los  prodijios  de  su  éxito, 
dictadura,  que  habia  estado  armándose  sijilosamente  para 
;ar  a  la  Nación,  ejerció  desde  el  primer  momento  un  poder 
ido  i  estraordioario.  Dispuso  de  cuantiosos  recursos,  tut'odiez 
Idados  veteranos  que  aumentó  luego  hasta  cuarenta  mil,  i 
para  sostenerse  todos  los  resortes  de  un  terror  implacable, 
embargo,  ese  inmenso  poder  cayó  aniquilado  en  una  cam- 
le  ocho  meses. 
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La  Delegación  del  Congreso,  que  inició  la  resistencia,  no  tuvo 
en  el  primer  momento  sino  la  cooperación  de  la  Escuadra  i  de  re- 
ducido número  de  jefes  del  Ejército:  los  ciudadanos  estaban  ¿•isr- 
mados  i  desorganizados,  i  los  soldados  de  la  Dictadura,  con  facili- 
dades de  concentración,  ahogaban  o  impedian  pronunciamientos- 
populares. 

Pronunciase,  sin  embargo,  una  pequeña  población  del  norte,  i, 
apoyada  por  escasa  guarnición,  se  pone  a  las  órdenes  del  Congreso. 
El  patriotismo  procura  soldados,  i  las  victorias  les  dan  armas  i 
municiones.  En  cuarenta  i  cinco  dias  se  libran  siete  batallas,  se  ar- 
man mil  quinientos  ciudadanos  i  se  destruye  en  Pozo  Almonte  un 
ejército  de  la  Dictadura. 

Dueño  de  la  provincia  de  Tarapacá,  el  Ejército  del  Congreso 
ocupa  sin  resistencia  las  de  Antofagasta,  Tacna  i  Atacama.  Los  cua- 
tro mil  soldados  dictatoriales  que  allí  quedan,  huyen  sin  combatir, 
i  van  a  deponer  las  armasen  territorio  estranjero. 

Esas  campañas  costaron  al  Dictador  diez  mil  soldados. 

El  19  de  Abril  se  organizó  en  Iquique  una  Junta  de  Gobierno. 

Esa  junta  recibe  armamentos  a  principios  de  Julio,  levanta  un 
Ejército  de  ocho  mil  quinientos  soldados  i  viene  a  atacar  a  la  Dic* 
tadura  en  el  centro  de  sus  recursos. 

Con  intervalo  de  siete  dias,  libra  las  batallas  de  Concón  i  de  Pla- 
cilla,  vence  o  reduce  a  la  impotencia  a  los  cuarenta  mil  soldados 
de  la  Dictadura  i  salva  de  la  tiranía  a  la  República  entera. 

Un  estallido  de  cólera  impulsó  el  39  de  Agosto  olas  de  multitud, 
e  hizo  sentir  que  el  despotismo  sin  freno  es  peligroso  para  sus  au- 
tores. Pero,  desde  el  dia  siguiente,  la  paz  i  el  orden  renacieron  en 
toda  la  República  i  comenzó  a  restablecerse  el  imperio  de  las  ins- 
tituciones. 

Así  se  produjo,  se  desarrolló  i  triunfó  la  resistencia  del  pueblo; 
i  todos  estos  hechos  estraordinarios  dan  testimonio  irrecusable  de 
que  ello  fué  obra  del  patriotismo.  Solo  una  causa  justa  i  santa,  solo 
un  interés  grande  i  nacional  pudieron  fortalecer  el  corazón  de  los 
ciudadanos  i  hacerlos  comprometer  fortunas,  vida  i  familia. 

El  Honorable  Senado,  aceptando  estos  caracteres  de  la  Revolu- 
ción de  1891^  ya  reconocidos  por  los  pueblos  civilizados,  no  hará 
sino  acto  de  verdad  i  de  justicia. 

La  enumeración  de  los  delitos  de  que  es  responsable  el  Ministe- 
rio Vicuña-Godoi  es  casi  imposible. 

Ese  Ministerio  impidió  la  manifestación  del  pensamiento  i  toda 
clase  de  reunión;  allanó  los  domicilios;  prodigó  las  estorciones; 
ordenó  la  destrucción  de  valiosos  elementos  industriales;  violó  el 
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dencia  privada  i  la  secuestró;  organizó  el 
arrestó,  mantuvo  en  prisión  o  destierro  a 
ñajeló  i  torturó  a  muchos;   se   apoderó  de 

nalgastó  setenta  millones,  i  armó  con  vio- 

slicia  fueron  suprimidos;  el  Congreso  atro- 
los  perecieron  en  la  lucha,  i  muchos  fueron 

juicio  o  por  sentencia  de  tribunales  sin  au  - 
.  No  se  respetó  ni  a  las  matronas  ni  a  los 
,  avivado  por  odio  salvaje,  se  prolongó  du- 
rando terror  i  espanto, 
amidades  se  habrían  agravado  todavía  coa 
lio,  con  el  despretijio  de  la  Nación  1  con  la 
len  triunfante,  si  para  conjurarlos  no  hubie- 

con  las  virtudes  i  el  esfuerzo  heroico  de  sus 

>  que  sea  ese  cúmulo  odioso  e  irritante  de 
a  la  dignidad  del  hombre,  el  respeto  a  los 
procedimientos  que  los  amparan,  nos  impo- 
ar  que  los  acusados  se  han  hecho  reos  de 
;  este  proceso  i  que  la  Constitución  ha  so- 
I  del  Honorable  Senado, 
sde  traición. 

ni  las  secundarias  han  definido  el  delito  de 
alabra  traición  et  sentido  natural  i  obvio 
leral,  ella  significa  el  delito  que  quebranta 
ber  de  guardar,  i  alta  traición,  la  que  se 
mfa  o  persona  del  soberano,  o  contra  el 
i  independencia  del  Estado.  Como  garantía 
154  de  la  Constitución  exij'e  que  todo  fun- 
lar  posesión  de  su  destino,  preste  juramento 


n  constitucional  los  poderes  públicos  tie- 
s,  que  no  pueden  exceder  en  caso  alguno; 
rvan,  juntamente  con  su  soberanía,  todos 
10  han  delegado  ni  permitido  espresamente 

ndo  un  poder  público  usurpa  las  facultades 
:cesos  de  poder,  que  el  pueblo  no  ha  auto- 
ra la  fuerza  o  la  violencia,  atenta  contra  la 
ontra  el  honor  i  la  seguridad  del  Estado, 
descansa  su  autoridad  i  viola  la  relijion  de 
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SUS  juramentos.  Desde  que  ua  poder  público  se  hace  así  reo  de 
traición,  el  pueblo  recobra,  para  restablecer  el  imperio  de  las  leyes 
i  hacer  efectivas  sus  sanciones,  el  ejercicio  amplio  de  la  soberanía 
delegada  condicionalmente  i  usurpada  por  actos  de  fuerza. 

Los  Ministros  acusados  firmaron  con  el  Presidente  Balmaceda^ 
el  7  de  Enero  de  1891,  un  decreto  en  que  se  declaraba  que  desde 
esa  fecha  el  Presidente  asumia  el  ejercicio  de  todo  el  poder  público 
necesario  para  la  administración  i  gobierno  del  Estado  i  el  mante- 
nimiento de  orden  interior,  i  que  quedaban  suspendidas  todas  las 
leyes  que  embarazan  esa  suma  de  facultades.  {Diario  Oficial^  nú- 
mero 4»o79). 

Este  decreto  violó  abiertamente  el  art.  3.®  de  la  Constitución, 
que  declara  que  la  soberanía  reside  esencialmente  en  la  Nación;  i 
no  pueden  justificarlo  los  hechos  estraordinarios  que  invoca  el 
decreto,  porque  la  lei  fundamental  ha  enumerado  taxativamente 
las  facultades  de  los  poderes  públicos  en  caso  de  conmoción  inte- 
rior i  ha  prohibido  a  la  vez  que  en  esos  u  otros  casos,  por  estraor- 
dinarios que  sean,  las  autoridades  asuman  o  ejerzan  otras  faculta* 
des  que  las  que  ella  les  asigna.  (Art.  151  de  la  Constitución). 

El  decreto  de  7  de  Enero  rompió,  en  consecuencia^  la  base  de 
nuestra  organización  política,  sustituyendo  a  la  soberanía  del  pue- 
blo la  del  Presidente  de  la  República  e  invistiendo  a  éste  de  un 
poder  absoluto,  desligado  de  los  preceptos  constitucionales  i  suje- 
to solo  a  su  capricho. 

Los  Ministros  acusados  aceptaron  la  declaración  de  i.''  de  Enero, 
en  que  se  anunció  solemnemente  a  la  Nación  que  el  Gobierno 
haria  gastos  públicos  i  mantendría  el  Ejército  i  la  Armada,  aunque 
no  hubiera  leyes  que  lo  autorizaran  para  ello.  Hicieron  efectivo 
ese  anuncio,  mandando  rejír  para  1891  los  presupuestos  de  1890,  i 
manteniendo  i  aumentando  caprichosamente  la  fuerza  armada. 
Con  el  ausiliodela  fuerza,  consumaron  las  violaciones  del  réjimen 
legal  e  intentaron  cambiar  la  Constitución  del  Estado,  impidiendo 
sus  funciones  al  Congreso  Nacional  i  a  los  Tribunales  Superiores 
de  Justicia. 

Hicieron,  pues,  traición  a  sus  deberes  i  a  las  instituciones  fun- 
damentales de  la  República,  que  habían  jurado  i  debian  respetar. 

Los  Ministros  acusados  son  reos  de  violación  de  la  Constitución. 

Infrinjieron  abiertamente  los  siguientes  artículos:  números  4.'', 
5,*,  6.®  i  7.®  del  art.  10;  arts.  la,  13,  14,  15,  18,  23  i  34;  números  a.«, 
3.%  4.®,  6.**  i  10  del  art.  28;  números  10,  la  i  20  del  art.  73;  artículos 
99,  100,  loi,  115,  125,  126,  134,  136,  137,  138,  140,  141  i  142. 

Infrinjieron  el  número  4  ^  del  art.  10,  que  asegura  la  libertad  de 
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sidencia,  de  traslación  i  la  libertad  personal  contra  detenciones 
bitrarias.  Son  ¡numerables  i  notorios  los  casos  de  piision,  deten- 
}n  o  destierros  de  ciudadanos  sin  sujeción  a  formalidad  legal 
juna.  Como  ejemplo,  citamos  al  Senador  de  la  República,  señor 
<a  Jovino  Novoa,  el  de  varios  otros  miembros  del  Congreso  i  de 
[ichos  ciudadanos,  verificado  el  dia  7  de  Enero. 
El  número  ^.''  del  mismo  articulo  garantiza  la  inviolabilidad  de 
das  las  propiedades. 

Por  decretos  de  }o  de  Enero  í  ¡j  de  Febrero  de  1891,  se  impuso 
iesenta  i  siete  ciudadanos  la  prohibición  de  enajenar  i  gravar  sus 
;nes.  (Diarlo  Oficial,  números  4,098  i  4,103),  Gran  número  de 
rsonas,  entre  las  cuales  puede  citarse  a  los  señores  Agustín 
Iwards,  don  Juan  Castellón,  don  Eduardo  Matte,  Besa  i  Oompa- 
1,  don  Daniel  Ortdzar  i  don  Jorje  Riesco,  fueron  despojados  de 
i  propiedades  por  actos  depredatorios  e  innecesarios,  ejecutados 
r  ajenies  de  la  Dictadura. 

Existen  testimonios  fehacientes  de  la  orden  espedida  por  don 
sé  Manuel  Balmaceda  a¡  comandante  en  jefe  de  sus  fuerzas  en 
rapacá  para  destruir  las  oficinas  salitreras  de  aquella  provincia; . 
;sta  medida  se  habría  llevado  a  efecto,  aun  contra  las  protestas 
los  representantes  de  naciones  amigas,  si  la  victoria  no  hubiese 
roñado  los  esfuerzos  de  los  que  allí  luchaban  por  restablecer  el 
perio  de  las  leyes. 

La  libertad  de  reunión  i  la  de  imprenta,  amparadas  por  los  nú- 
iros  6."  i  7.°  del  mismo  art.  10,  fueron,  como  es  notorio,  supri- 
das  en  toda  la  República,  impidiéndose  la  formación  de  grupos 
mas  de  tres  personas  en  las  calles  i  demás  lugares  públicos, 
lausurándose  las  principales  imprentas  del  pais. 
[nfrinjieronlos  arts.  la,  13,  14,  15,  18,  33,  i  24,  que  consagran  la 
'iolabilidad  de  los  miembros  del  Congreso  i  fijan  la  duración  de 
I  funciones.  Al  caso  citado  de  la  prisión  del  Senador  don  Jovi- 
Novoa,  podemos  agregar  la  de  los  señores  Diputados  don  Juan 
stellon,  don  Zorobabel  Rodríguez,  don  Vicente  Grez,  don  Ra- 
m  Larrain  Plaza,  don  Valentín  Letelier,  don  Alejo  Barrios,  don 
'je  Anínat,  don  Pedro  Nolasco  Préndez  i  don  Bernardo  Paredes. 
Un  decreto  fecha  u  de  Febrero  declaró  que  et  Congreso  Ka- 
<nal  i  las  Municipalidades  quedaban,  desde  aquella  fecha,  disuel- 
,  i  mandó  hacer  nuevas  elecciones.  (Diario  Oficial,  número 
09).  Este  decreto  infrinje  también  el  art.  115,  que  fija  el  período 
duración  de  las  funciones  de  municipal. 

Piolaron  el  art.  38  en  sus  números  a,',  j.",  4.*,  6.*  i  10,  que 
;e  materia  de  leí  fijar  los  gastos  de  la  administración  pública, 
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las  fuerzas  de  mar  i  tierra,  el  peso  i  valor  de  las  monedas,  contraer 
deudas  i  crear  o  suprimir  empleos  públicos,  dar  pensiones  i  aumen^ 
tar  los  sueldos.  El  decreto  de  5  de  Enero  mandó  rejir  para  el  año^ 
de  189 1  los  presupuestos  aprobados  para  el  ejercicio  del  año 
anterior.  La  fuerza  pública  fué  aumentada  sin  tasa  ni  medida, 
como  lo  acredita  la  serie  de  decretos  publicados  desde  Enero  en 
adelante.  El  decreto  de  i.**  de  Febrero  dispuso  la  acuñación  de 
un  millón  de  pesos  en  moneda  de  plata  de  un  valor  equivalente  a 
quince  peniques  por  peso,  i  la  emisión  de  doce  millones  en  billetes. 
Los  decretos  de  7,  10  ¡  12  de  Enero  i  de  3  de  Febrero  acordaron 
aumentos  de  sueldos,  pensiones,  viáticos  i  gratificaciones  especia- 
les a  los  individuos  que  componian  el  ejército  i  armada  de  la  Dic- 
tadura. {Diario  Oficial,  números  4,078,  4,081,  4,08a,  4,086,  4,100  i 
4.103). 

El  art.  73,  que  enumera  las  atribucione*-  del  Presidente  de  la 
República,  determina  en  los  números  10,  li  i  20  las  condiciones  en 
que  aquel  funcionario  puede  destituir  a  los  empleados  públicos, 
recaudar  e  invertir  las  rentas  nacionales  i  declarar  el  estado  de 
sitio.  Los  Ministros  acusados  destituyeron  a  gran  número  de  em- 
pleados superiores  de  la  administración,  sin  acuerdo  previo  del 
Senado  i  de  la  Comisión  Conservadora.  Los  fondos  del  Estado 
fueron  invertidos  sin  sujeción  a  la  leí,  desde  que  no  existia  la  de 
presupuesto.  I  por  decreto  de  10  de  Enero,  sin  acuerdo  del  Con- 
greso o  del  Consejo  de  Estado,  se  declaró  en  estado  de  sitio  todo 
el  territorio  de  la  República.  {Diario  Oficial,  número  4,105). 

Los  artículos,  99,  loo  i  loi  consagran  la  independencia  del 
Poder  Judicial.  Los  Ministros  acusados  atentaron  contra  ella,  dic- 
tando el  decreto  de  27  de  Febrero,  que  mandó  suspender  las  funr 
ciones  de  la  Corte  Suprema  i  de  las  Cortes  de  Apelaciones,  i  em- 
pleando la  fuerzi  para  clausurar  esos  tribunales.  Otra  disposición 
detírió  a  la  jurisdicción  militar  el  conocimiento  de  las  causas  por 
delitos  comunes  cometidos  en  las  provincias  de  Malleco  i  Cautin, 
disposición  que  se  hizo  estensiva  para  el  juzgamiento  de  ciertos 
delitos  también  comunes,  3  todo  el  territorio  de  la  República.  Tri- 
bunales militares  fueron  los  que  juzgaron  i  condenaron,  entre 
otros,  a  los  ciudadanos  don  Salvador  Donoso,  don  Francisco  A. 
Pinto  i  don  José  Luis  Vergara.  El  juez  letrado  de  Ancud,  don  José 
Alejo  Fernández,  fué,  por  orden  ministerial,  destituido  de  su  car- 
go i  reducido  a  prisión,  por  haber  declarado  que  se  abstendría  de 
desempeñar  las  funciones  de  su  puesto,  hasta  tanto  que,  restable- 
cido el  orden  constitucional,  pudiese  hacerlo  bajo  las  garantías  le- 
gales. {Diario  Oficial,  números  4,105,  4,122  i  4,123). 
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Los  hechos  señálalos,  como  otros  relacionados  anteriormente, 
son  asimismo  violatorios  de  los  artículos  la^  i  136,  destinados  a 
asegurar  la  libertad  individual  de  los  ciudadanos. 

La  aplicación  de  tormentos  para  arrancar  confesiones,  contra  lo 
prevenido  en  el  art.  136  de  la  Constitución,  fué  un  recurso  usual 
del  Gobierno  de  la  Dictadura,  durante  la  época  en  que  ejercieron 
sus  funciones  los  Ministros  acusados. 

De  entre  los  casos  mas  notorios,  podemos  citar  las  torturas  im- 
puestas a  los  ciudadanos  don  José  Luis  Vergara,  ex-intendente  de 
MaUeco,  don  José  María  Barahona,  edecán  del  Congreso  Nacional, 
i  don  Pedro  Naranjo. 

Los  artículos  137  i  138  garantizan  la  inviolabilidad  del  domici- 
lio i  de  la  correspondencia  epistolar,  i  los  artículos  140  i  141  pro- 
hiben la  exacción  de  toda  clase  de  servicio  personal,  o  de  contri- 
bución, i  las  requisiciones  de  la  fuerza  armada.  Los  allanamientos, 
la  violación  de  la  correspondencia,  el  reclutamiento  forzado  i  las 
exacciones  de  todo  jénero  en  la  propiedad  privada,  fueron  actos 
comunes  ejecutados  por  los  ajentes  inmediatos  de  la  Dictadura, 
en  toda  la  República. 

Nos  parece  escusado,  por  la  notoriedad  de  los  hechos,  aducir 
casos  particulares  que  confirmen  esta  aserción,  que  no  habría  tam- 
poco de  ser  negada  por  los  Ministros  acusados. 

Debemos  repetir  aquí  una  observación  jeneral  aplicable  a  la  res- 
ponsabilidad que  afecta  a  dichos  Ministros  en  los  actos  ejecutados 
por  sus  ajentes  inmediatos.  Si  las  órdenes  o  instrucciones  escritas 
o  verbales,  no  emanaron  directamente  de  don  José  Manuel  Bal- 
macede  i  de  los  miembros  del  Gabinete,  como  no  es  posible  supo- 
ner que  las  hayan  ignorado,  i  como  esos  ajentes  fueron  manteni- 
dos en  sus  puestos,  algunos  promovidos  hasta  la  categoría  misma 
de  Ministros  de  Estado,  la  responsabilidad  por  aquellos  hechos 
les  afecta  directamente,  conforme  a  los  principios  de  nuestra  lejis- 
lacion.  (Artículo  139  del  Código  Penal).  Fueron  actos  criminales, 
vejatorios  i  en  muchos  casos  innecesarios  para  los  propósitos  mis- 
mos de  la  Dictadura,  destinados  a  satisfacer  odios  o  venganzas 
personales,  i  que  sirvieron  principalmente  para  demostrar  hasta 
qué  estremos  puede  llegar  la  arbitrariedad  erijida  en  sistema  de 
gobierno. 

Los  Ministros  son  reos  de  atropellamiento  i  de  inejecución  de 
las  leyes: 

Todos  o  casi  todos  los  actos  enumerados  como  violatorios  de  la 
lei  fundamental,  podrían  ser  incluidos  también  en  estos  dos  capí- 
tulos de  la  acusación. 
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Infrinjida  la  Constitución  del  Estado  en  la  mayor  parte  de  sus 
disposiciones,  desde  las  que  determinan  la  forma  del  gobierno 
la  organización  de  los  poderes  públicos,  hasta  las  que  consagran 
las  garantías  de  la  seguridad  i  propiedad  de  los  ciudadanos,  es 
fácil  suponer  que  no  hayan  sido  observadas  con  mayor  respeto  las 
leyes  secundarias  que  derivan  de  aquélla  i  que  la  completan  i  re« 
glamentan. 

Suprimida  la  libertad  de  imprenta,  fué  atropellada  i  dejada  sin 
efecto  la  lei  de  Agosto  de  1873  sobre  abusos  de  esa  libertad. 

Desconocidos  los  derechos  relativos  a  la  libertad  i  seguridad 
personal  que  establece  la  Constitución,  fué  desconocida  i  atrope- 
llada la  lei  de  garantías  individuales  de  Octubre  de  1884. 

Violada  la  independencia  del  Poder  Judicial,  creados  tribunales 
de  escepcion,  i  usurpadas  las  atribuciones  de  los  existentes,  fué 
atropellada  la  lei  de  13  de  Octubre  de  1873  que  organiza  la  admi- 
nistración de  justicia  i  fija  la  competencia  i  jurisdicción  de  cada 
tribunal. 

Por  no  haberse  dictado  la  lei  anual  de  presupuestos,  fué  atrope* 
Hada  la  de  Setiembre  de  1884  sobre  recaudación  e  inversión  de  los 
fondos  públicos. 

El  decreto  de  1 1  de  Febrero  de  189 1,  ñrmado  por  todos  los  Minis- 
tros, mandó  proceder  a  elecciones  de  Senadores,  Diputados  i 
Municipalidades  en  toda  la  República,  atropellando  i  derogando, 
del  todo  o  en  parte  sustancial,  las  leyes  sobre  elecciones  de  20  de 
Agosto  de  1890;  sobre  incompatibilidades,  de  12  de  Diciembre  de 
1888,  i  sobre  agregación  de  provincias  i  departamentos,  para  dar 
eficacia  al  voto  acumulativo,  de  28  de  Agosto  de  1890. 

El  decreto  de  i.**  de  Febrero  de  1891,  destinado  a  crear  recursos 
especiales  al  gobierno  de  la  Dictadura,  mediante  a  un  arreglo  con 
los  Bancos,  declaró  derogado  i  dejó  sin  ejecución  la  lei  de  14  de 
Marzo  de  1887,  en  virtud  de  la  cual  se  hacia  mensualmente  la  inci- 
neración de  cien  mil  pesos  de  billetes  fiscales  i  se  acumulaba  una 
reserva  metálica  en  la  Casa  de  Moneda. 

Son  responsables  de  malversación  de  los  fondos  públicos  i  de 
soborno: 

Según  la  esposicion  hecha  por  el  señor  Ministro  de  Hacienda 
de  la  Junta  de  Gobierno,  ante  la  Cámara  de  Diputados^  en  sesión 
de  21  de  Noviembre  del  año  último,  el  Gobierno  de  la  Dictadura 
invirtió  en  los  ocho  meses  trascurridos  entre  el  I.**  de  Enero  i  el 
29  de  Agosto  del  mismo  año,  la  cantidad  de  73  millones  446,104 
pesos  ^6  centavos. 

No  se  llegará  probablemente  a  obtener  cuenta  de  la  aplicación 
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)  destino  de  mucha  parte  de  esta  suma;  pero  de  estos  fondos,  pro- 
cedentes de  tas  entradas  ordinarias,  del  sobrante  acumulado  en 
ircas  ñscales,  de  empréstitos  autorizados  para  una  inversión  espe- 
;íal,  de  deudas  contraidas  ilegalmente  i  de  estorciones  a  los  esta- 
blecimientos de  crédito;  de  estos  fondos  se  sirvió  la  Dictadura 
}ara  mantener  la  guerra  civil,  para  recompensar  el  espionaje  i 
itros  servicios  ilejftitnos,  para  corromper  i  sobornar  a  los  miem- 
}ro3  del  Ejército  i  Marina,  mediante  el  aumento  de  sueldos,  otor- 
¡amiento  de  gratificaciones,  primas  i  beneñcios  ilegales. 

Los  Ministros  acusados  son  responsables  de  malversación  de 
oda  la  parte  de  estos  73  millones  invertida  durante  su  periodo  do 
unciones,  por  cuanto  no  estaban  autorizados  para  hacerla  i  por 
manto  no  se  ajustaron  a  la  leí. 

Ninguna  circunstancia  atenüa  la  responsabilidad  de  los  autores 
le  tantos  crímenes. 

El  Ministerio  de  Octubre  no  tuvo  en  Enero,  ni  mas  tarde,  siquie- 
ra las  facultades  estraordinarias  que  la  Constitución  permite  ej'er- 
:er  eo  casos  estraordinarios;  pues  le  faltó  el  acuerdo  del  Congreso 

aun  el  del  Consejo  de  Estado. 

Todavía  con  ese  acuerdo,  sus  actos  habrían  sido  criminales  por- 
[ue  violaron  las  bases  fundamentales  de  la  Constitución  e  implan- 
aron  el  despotismo. 

Solo  circunstancias  agravantes  rodean  esos  grandes  crímenes. 

Hubo  alevosía  porque  la  Dictadura  se  preparó  sijilosamente 
¡ontra  un  pueblo  inerme,  empleando  la  fuerza  destinada  a  su 
lefensa. 

La  Dictadura  causó  los  mayores  estragos  en  la  fortuna,  en  la 
rida  i  en  la  dignidad  de  los  ciudadanos;  iué  aleve,  porque  ae  pro- 
lujo con  sorpresa,  i  pérfida  porque  se  preparó  con  engaño. 

Se  aumentaron  deliberadamente  los  efectos  de  los  delitos  con 
nales  innecesarios,  como  injurias,  flajelaciones  i  ejecuciones  capi- 
ales. 

Se  declaró  traidores  a  la  patria  a  dignos  ciudadanos,  con  el  pro- 
lósito  de  añadir  la  ignominia  al  sufrimiento. 

Hubo  abuso  de  fuerza,  porque  se  armó  i  empleó,  sin  derecho, 
.  mas  de  cuarenta  mil  hombres  para  subyugar  al  pueblo. 

Hubo  abuso  de  confianza  i  del  carácter  público,  porque  el  cri- 
nen fué  obra  de  funcionarios  ligados  por  la  )ei  i  por  la  relijion  del 
ura  mentó. 

Hubo  premeditación  larga,  consciente  e  incuestionable,  porque 
os  acusados,  antes  de  aceptar  el  Ministerio,  conocían  la  naturaleza 
gravedad  del  conflicto;  i,  al  hacerlo,  tuvieron  el  propósito  de  dar 


el  golpe  de  Estado.  Don  Claudio  Vicuña,  don  Ismael  Pérez  Montt, 
don  José  Miguel  Valdés  Carrera  i  don  Guillermo  Mackenna  habian 
asistido  a  las  reuniones  de  Julio  i  Agosto  de  1890,  en  que  se  acor- 
dó la  clausura  violenta  del  Congreso. 

Finalmente,  los  autores  de  la  Dictadura  eran  chilenos  i  la  ím« 
plantaron  contra  chilenos. 

Ningún  estímulo  jeneroso,  capaz  de  producir  arrebato  u  obceca* 
cion,  podrán  alegar  los  acusados.  Casi  todos  ellos  habian  perma* 
necido  estraños  a  las  luchas,  i  ninguno  tenia  afecciones,  doctrinas 

0  creencias  comprometidas  en  ella. — Su  condición  política,  siem* 
pre  subalterna,  hoi  mismo  no  tiene  sino  el  relieve  que  le  da  el 
reflejo  siniestro  de  la  Dictadura. 

Se  ha  alegado  en  favor  de  los  acusados,  por  algunos  de  sus  deu- 
dos, la  escepcion  de  prescripción.  Según  ellos,  V.  E.  debe  declarar 
sin  lugar  la  acusación  por  haberse  presentado  mas  de  seis  meses 
después  de  haber  cesado  en  sus  cargos  los  acusados. 

Es  efectivo  que  don  Claudio  Vicuña  dejó  de  ser  Ministro  el  dia 

1  a  de  Marzo  de  1891,  i  que  sus  colegas  Godoi,  Pérez  Montt,  Val- 
dés Carrera,  Gana  i  Mackenna  cesaron  en  sus  cargos  el  dia  ao  de 
Mayo  del  mismo  año.  También  lo  es  que  la  acusación  se  presentó 
a  la  Cámara  de  Diputados  el  dia  3  de  Diciembre  de  1891. 

Habrá  sin  embargo,  V.  E.,  de  tener  presente  consideraciones 
que  obstan  en  este  caso,  a  aquella  escepcion. 

En  primer  término  surje  una  observación  de  forma:  la  prescrip- 
ción no  ha  sido  alegada  por  los  reos  que  están  ausentes,  i  en  tal 
caso  el  juez  no  puede  declararla  de  oñcio.  Como  la  prescripción 
no  estingue  siempre  las  obligaciones,  sino  la  acción  para  perseguir 
su  cumplimiento,  no  puede  alegarse  en  el  foro  de  la  conciencia  en 
favor  de  obligaciones  no  cumplidas;  en  tales  casos,  es  improborum 
proesidiurriy  i  la  lei,  presumiendo  que  no  será  invocada  por  personas 
escrupulosas,  no  la  acepta  de  oficio. 

Adelantaremos,  sin  embargo,  otras  observaciones  para  el  caso  en 
que  la  escepcion  fuera  alegada  en  forma. 

La  prescripción  debe  su  oríjen  al  interés  que  tiene  la  sociedad 
en  consolidar  los  derechos  i  alejar  la  incertidumbre  que  los  debi^ 
litarla  si  estuvieran  perdurablemente  sujetos  a  contenciones.  Pero 
como  ella  estingue  derechos  i  obligaciones  igualmente  necesarios 
al  interés  social,  la  estincion  no  es  incondicional. 

Desde  su  oríjen,  la  prescripción  se  estableció  o  como  presunción 
de  que  la  obligación  habia  sido  cumplida,  o  como  pena  de  la  ne- 
glijencia  en  hacerla  cumplir,  i  por  eso  estuvo  sujeta  a  la  suspensión 
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siempre  que  el  acreedor  se  encontraba  en  la  imposibilidad  de 
obrar:  contra  non  valenlem  agere  prescriptio  non  currit. 

Este  principio  fué  consignado  en  las  leyes  romanas  i  españolas 
en  términos  que  dejaban  amplia  libertad  al  criterio  judicial,  i  rejía 
'  en  Chile  al  dictarse  la  Constitución  de  1833. 

?  El  Código  Civil,  vijente  cuando  se  reformó  la  Constitución  en 

V  18749  mantuvo  el  mismo  principio,  i  basta  para  comprobarlo  el 

i^  hecho  de  que  siendo  el  Código  Napoleón  análogo  al  nuestro  en  la 

:  materia,  los  jurisconsultos  de  mayor  autoridad  i  la  jurisprudencia 

de  los  tribunales  franceses  reconocen  que  la  prescripción  no  corre 

cuando  ha  habido  imposibilidad  de  obrar. 

'  Aceptando,  pues,  en  hipótesis,  que  por  analojía  pudieran  apli- 

carse las  leyes  comunes  en  los  juicios  políticos  de  que  conoce  el 
Senado  con  carácter  de  jurado,  la  prescripción  deberia  rechazarse 
por  haberse  suspendido  durante  el  tiempo  en  que  fuerza  mayor 
impidió  funcionar  al  Congreso,  o  no  hubo  Congreso. 

Considerando  la  escepcion  de  prescripción  a  la  luz  de  los  pre- 
ceptos constitucionales  que  con  ella  se  relacionan,  hai  también 
motivos  para  sostener  que  debe  ser  rechazada. 

La  Constitución  establece  que  los  Ministros  del  Despacho  pueden 
ser  acusados  por  la  Cámara  de  Diputados  por  los  delitos  de  trai- 
ción, concucion  i  otros  análogos;  que  la  acusación  puede  producirse 
mientras  funcionan  los  Ministros  i  en  los  seis  meses  siguientes  a 
su  separación  del  cargo;  que  durante  estos  seis  meses  los  Ministros 
no  podrán  ausentarse  de  la  República  sin  permiso  del  Congreso; 
i  que  el  Senado  juzgará  al  Ministro  acusado,  como  jurado,  i  se 
limitará  a  declarar  si  es  o  no  culpable  del  delito  o  abuso  de  poder 
que  se  le  imputa. 

Hai  en  ese  precepto  dos  ideas  capitales,  a  saber:  que  la  Cámara 
de  Diputados  puede  ejercer  durante  seis  meses  la  facultad  de 
acusar,  i  que  no  puede  ejercerla  después  de  este  término. 

Aplicando  esa  disposición  en  su  sentido  literal  i  en  su  espíritu, 

no  puede  sostenerse  que,  cuando   no   ha  existido  la  Cámara   que 

^  pudiera  ejercitar  esa  facultad,  la  responsabilidad  de  los  Ministros 

queda  prescrita.  Eu  tal  caso  la  imposibilidad  absoluta  de  obrar 
habrá  de  suspender  la  prescripción,  con  arreglo  al  principio  que 
constantemente  ha  dominado  en  la  lejislacion  universal  i  que  hoi 
mismo  prevalece  en  la  jurisprudencia  ilustrada. 

Así  como  no  seria  admisible  que  la  Cámara,  que  durante  seis 
meses  guardó  silencio»  pudiera  entablar  acusación,  así  tampoco  lo 
es  que,  cuando  no  ha  habido  Cámara,  el  delito  quede  amparado 
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por  la  presunción  de  que  el  ofendido  ha  sido  negiijente  o  de  que 
ha  perdonado. 

En  caso  de  imposibilidad  absoluta,  tales  ^presunciones  no  pueden 
tener  lugar. 

Si  estos  principios  tendrían  justa  aplicación  siempre  que  hubiere 
imposibilidad,  con  mayor  razón  habrán  de  tenerla  en  los  casos  que 
los  mismos  delincuentes,  con  actos  de  fuerza  i  violencia,  hayan 
dejado  acéfalo  el  poder  público  encargado!de  acusar,  o  le  hayan 
impedido  ejercer  sus  facultades. 

Aceptar  en  casos  semejantes  la  prescripción,  importaria  tanto 
como  dejar  establecido  qua  los  grandes  delitos  pueden  purgarse 
con  mayores  delitos  i  que  la  lei  puede  abrogarse  por  la  fuerza  i  la 
violencia. 

En  el  caso  actual,  debe  también  tenerse  presente  que  los  Mi- 
nistros acusados  violaron  el  precepto  que  se  invoca  en  su  favor, 
porque  se  ausentaron  de  la  República,  sin  permiso  competente, 
antes  de  que  espirara  el  término  de  seis  meses,  o  realmente,  como 
lo  hicieron  don  Claudio  Vicuña  i  don  Ismael  Pérez  Montt,  o  en  la 
forma  ficta  establecida  por  el  Derecho  Internacional,  asilándose 
en  el  domicilio,  de  legaciones  que  el  Derecho  considera  territorio 
estranjero. 

Por  otra  parte,  no  habiendo  rejido  la  Constitución  ni  existido 
poderes  constitucionales  en  el  período  subsiguiente  a  la  dimisión 
de  los  acusados  ¿seria  justo,  seria  equitativo  que  los  delincuentes, 
que  atrepellaron  todos  los  derechos  i  garantías,  quedaran  impunes 
amparándose  en  las  mismas  leyes  por  ellos  anuladas? 

Ello  seria  funesto,  porque  importaría  dejar  establecido  que  la 
fuerza  que  viola  el  derecho  aniquila  el  derecho  i  que  el  pueblo  que 
derroca  el  despotismo  no  tiene  facultad  para  castigar  a  los  déspo- 
tas que  lo  establecieron  durante  largo  tiempo. 

Tales  ¡deas  desquiciarian  la  moral  i  el  orden. 

Ademas,  durante  los  seis  meses  subsiguientes  a  la  espiración  de 
los  cargos  ministeriales,  no  hubo  Congreso  que  pudiera  obrar 
eonstitucionalraenle  ni  Constitución  en  vigor.  Los  "poderes  provi- 
sorios creados  por  el  pueblo  fueron  poderes  de  hecho,  si  bien 
lejítimos.  Solo  después  de  derrocada  la  Dictadura,  pudo  restable- 
cerse el  réjimen  constitucional;  i  seria  absurdo  pretender  que 
mientras  no  fué  observada  la  Constitución  corrieran  los  términos 
que  solo  ella  establece. 

Después  de  restablecida,  tampoco  puede  sostenerse  que  ella  lo 
haya  sido  con  efecto  retroactivo. 

La  doctrina  i  los  preceptos  legales  prohiben  espresamente  dar 

ii-)» 
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efecto  retroactivo  a  las  leyes,  i  la  Constitución  restablecida  en 
viembre  a  Diciembre  de  1S91,  tendría  efecto  retroactivo  sí  se 
cieran  correr,  durante  el  tiempo  aaterior  al  restablecimiento, 
términos  que  ella  consulta. 

El  réjimen  del  despotismo  no  ha  sido  contemplado  en  ning 
I  ejislacion,  pero  tiene  sus  canciones. 

Los  crímenes  contra  la  patria,  cualquiera  que  sea  el  réjimen 
impsre,  no  deben  quedar  impunes.  El  poder  popular  que  den 
la  Dictadura  habría  podido,  en  rigor  de  derecho,  castigar  a  sus  a 
res  discrecionalmente.  El  poder  constitucional,  hoi  restablec 
puede  también  hacerlo,  sin  que  obsten  términos  o  plazos  qu 
pudieron  correr. 

Las  facultades  de  jurado  que  V,  E.  inviste,  envuelven  el  d 
de  juzgar  en  conciencia;  i  juzgar  en  conciencia  es,  tanto  absc 
a  los  inocentes  como  castigar  a  los  culpables. 

Ha  trascurrido  ya  tiempo  bastante  para  que  las  pasiones  se 
men  i  solo  se  oiga  la  voz  de  la  razón.  Los  crímenes  de  la  Díct 
'a  aparecen,  sin  embargo,  enormes,  porque  son  enormes. 

Los  acusados  violaron  la  lei  fundamental  de  la  República,  di 
ración  de  la  voluntad  del  pueblo,  testimonio  de  su  soberanía,  es- 
presion  del  derecho  i  prenda  de  paz  i  honor  nacional. 

Don  Claudio  Vicuña,  don  Domingo  Godoi,  don  Ismael  Pérez 
Montt,  don  José  Miguel  Valdes  Carrera,  don  José  Francisco  Gana 
i  don  Guillermo  Mackenna  invistieron  los  cargos  de  Ministros  del 
Despacho  con  propósito  deliberado  de  romper  las  bases  del  go- 
bierno de  la  Reptjblica,  Como  Ministros  consumaron  el  crimen, 
sustituyendo  la  voluntad  desordenada  i  borrascosa  de  un  hombre 
al  réjimen  sereno  de  la  lei,  alzándose  con  lasfuerzas  organizadas  i 
los  tesoros  públicos,  llevaron  el  luto  i  el  terror  a  los  hogares  de  la 
tierra  en  que  nacieron.  I  así,  rompieron  la  paz,  comprometieron 
el  honor  nacional,  legado  venerando  de  otras  jeneracíones,  i  trai- 
cionaron a  la  Patria. 

Por  estos  crímenes,  los  acusamos  en  representación  de  la  Cá- 
mara de  Diputados  i  en  nombre  de  la  Nación  Chilena. 

Como  jurado,  el  Honorable  Senado  habrá  de  juzgarlos  sobera- 
namente, inspirándose  en  los  dictados  eternos  de  la  justicia. 

Como  corporación  política,  tendrá  presente  que  nada  hai  en  la 
República  mas  sagrado  que  sus  leyes.  -^Jalh  Zcgers. — Bellran  Ma- 
thieií. — Luis  Barros  Ménde^.» 
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CÁMARA  DE  SENADORES 
cslon  especial  del  36  de  Setleml>re  de  18&3 

PRKSIDKMCIA      DEL    StSol     EDWARDS 


Asistieron  los  seflores: 

Besa,  ]osé  Matli,  Guillermo 

Castellón,  Juan  Pereira,  Luis 

Cifueotes,  Abdon  Recabárren,  Manuel 

Covsrriibias,  Alvaro  Rodríguez,  Juan  E, 

Cuadra,  Pedro  Lucio  Tora  Herrera,  Domingo 

LiormB2,  Eliodoro  Ugarte  Zenteno,  F. 
Hurt:tdo,  Rodolfo 

aprobada  el  acia  de  la  sesión  del  is  de   corriente,  se  couitituyó  el   Senado   en 
lerdo  secreto,  e\  conformidad  a  la  parle  7.»    del  articulo  1.°  del  Reglamento  de 
de  Enero  de  1891,  para  continuar  deliberando  sobre  la  acusación  entablada  por 
Cimara  de  Diputados  contra  el  Ministerio  presidido  por  don  Claudio  Vicuüa. 
ie  levantó  la  sesión  a  las  seis  de  la  tarde  despnes  de  acordar   la   siguiente  resQ- 

Resolucion  pronunciada  por  el  Senado 

I 

«Inicióse  acusación  en  la  Honorable  Cámara  de  Diputados  por 
junos  de  sus  miembros  contra  los  ex-Ministros  de  Estado  don 

audio  Vicuña,  del  Interior;  don  Domingo  Godoy,  de  Relaciones 
teriores,  Culto  i  Colonización;  don  Ismael  Pérez  Montt,  de  Jus- 
:ia  e  Instrucción  Pública;  don  José  Miguel  Valdes  Carrera,  de 
acienda;  don  José  Francisco  Gana,  de  Guerra  i  Marina,  i  don 
tiillermo  Mackenna,  de  Industria  i  Obras  Públicas,  por  los  delitos 
!  traición,  infracción  de  la  Constitución,  atropellamiento  de  las 
yes,  haber  dejado  éstas  sin  ejecución,  malversación  de  fondos 
[blicos  i  soborno,  delitos  perpetrados  durante  la  presidencia  de 
m  José  Manuel  Balmaceda  desde  el  i."  de  Enero  de  1891  hasta 
le  los  acusados  renunciaron  sus  cargos. 

Tramitada  conforme  a  los  preceptos  constitucionales  i  aceptada 
ir  aquella  Honorable  Cámara  la  proposición  de  acusación,  fué 
producida  ante  el  Senado  por  la  Comisión  designada  al  efecto 
ra  formalizarla  í  proseguirla,  comisión  que  fué  compuesta  de  los 
ñores  diputados  don  Julio  Zegers,  don  Beltran  Mathieu  i  don 
lis  Barros  Méndez. 


■1 
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Los  fundamentos  en  que  apoya  la  Honorable  Comisión  Acusa- 
dora los  capítulos  de  acusación,  son  los  siguientes: 

PRIMERO. — ^TRAICIÓN 

Dice  respecto  de  este  capítulo  la  Minuta  de  acusación: 
«Según  nuestro  réjimen  constitucional,  los  poderes  públicos  tie- 
nen facultades  limitadas,  que  no  pueden  exceder  en  caso  alguno,  i 
los  ciudadanos  se  reservan,  juntamente  con  su  soberanía,  todos 
aquellos  derechos  que  no  han  delegado  ni  permitido  espresamente 
que  se  deleguen. 

«En  consecuencia,  cuando  un  poder  público  usurpa  las  facultades 
de  otro  o  incurre  en  excesos  de  poder  que  el  pueblo  no  ha  autori- 
zado i  para  ello  emplea  la  fuerza  o  la  violencia,  atenta  contra  la 
soberanía  nacional  i  contra  el  honor  i  la  seguridad  del  Estado, 
rompe  las  bases  en  que  descansa  su  autoridad  i  viola  la  relijion  de 
sus  juramentos.  Desde  que  un  poder  público  se  hace  así  reo  de 
traición,  el  pueblo  recobra,  para  restablecer  el  imperio  de  las  leyes 
i  hacer  efectivas  sus  sanciones,  el  ejercicio  amplio  de  la  soberanía 
delegada  condicionalmente  i  usurpada  por  actos  de  fuerza. 

Los  Ministros  acusados  firmaron  con  el  Presidente  Balmaceda» 
el  dia  7  de  Enero  de  1891,  un  decreto  en  que  se  declaraba  que 
desde  esa  fecha  el  Presidente  asumía  el  ejercicio  de  todo  el  poder 
público  necesario  para  la  administración  i  gobierno  del  Estado  i  el 
mantenimiento  del  orden  interior,  i  que  quedaban  suspendidas  to- 
das las  leyes  que  embarazaban  esa  suma  de  facultades.  {Diario  Ofi- 
cial, núm.  4,079). 

«Ese  decreto  violó  abiertamente  el  art.  3.°  de  la  Constitución 
que  declara  que  la  soberanía  reside  esencialmente  en  la  Nación,  i 
no  pueden  justificarlo  los  hechos  estraordinarios  que  invoca  el  de- 
creto, porque  la  lei  fundamental  ha  enumerado  taxativamente  las 
facultades  de  los  poderes  públicos  en  caso  de  conmoción  interior  i 
ha  prohibido  a  la  vez  que  en  ese  u  otros  casos,  por  estraordinarios 
que  sean,  las  autoridades  asuman  o  ejerzan  otras  facultades  que  las 
que  ella  les  asigna.  (Art.  151  de  la  Constitución). 

«El  decreto  de  7  de  Enero  rompió,  en  consecuencia,  la  base  de 
nuestra  organización  política,  sustituyendo  a  la  soberanía  del  pue- 
blo la  del  Presidente  de  la  República  o  invistiendo  a  éste  de  un 
poder  absoluto  desligado  de  los  preceptos  constitucionales  i  sujeto 
solo  a  su  capricho. 

«Los  Ministros  acusados  aceptaron  la  declaración  de  i.^  de  Ene- 
ro, en  que  se  anunció  solemnemente  a  la  Nación  que  el  Gobierne 
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haría  gastos  públicos  i  mantendría  el  Ejército  i  la  Armada,  aunque 
no  hubiera  leyes  que  lo  autorizaran  para  ello.  Hicieron  efectivo 
ese  anuncio,  mandando  rejir  para  1891  los  presupuestos  de  1890,  I 
manteniendo  i  aumentando  caprichosamente  la  fuerza  armada.  Con 
el  ausilio  de  la  fuerza  consumaron  las  violaciones  del  réjimen  le- 
gal e  intentaron  cambiar  la  Constitución  del  Estado,  impidiendo 
sus  funciones  al  Congreso  Nacional  i  a  los  Tribunales  Superiores 
de  Justicia.}^ 

SEGUNDO.— VIOLACIÓN  DE  LA  CONSTITUCIÓN 

Dice  en  orden  a  este  capítulo  la  ya  espresada  Minuta: 

«Infrinjieron  abiertamente  los  siguientes  artículos:  números  4.*, 
5.°,  ó.**  i  7.°  del  art.  10;  artículos  12,  13,  14,  15,  18,  23  i  24,  números 
3>,  3.°,  4.%  6.°,  i  .10  del  art.  28;  números  lo,  12  i  20  del  art.  73;  ar- 
tículos 99,  100,  loi,  lis  12^,  126,  134,  136,  137,  138,  140,  141,1 
142. 

«Infrinjieron  el  número  4.°  del  art.  10,  que  asegura  la  libertad  de 
residencia;  de  traslación  i  la  libertad  personal  contra  detenciones 
arbitrarías.  Son  innumerables  i  notorios  los  casos  de  prisión,  de- 
tención o  destierro  de  ciudadanos  sin  sujeción  a  formalidad  legal 
alguna.  Como  ejemplo,  citamos  el  arresto  del  Senador  de  la  Repú- 
blica señor  don  Jovino  Novoa,  el  de  varios  otros  miembros  del 
Congreso  i  de  muchos  ciudadanos,  verificado  el  dia  7  de  Enero. 

«El  número  5.°  del  mismo  artículo  garantiza  la  inviolabilidad  de 
todas  las  propiedades. 

«Por  decretos  de  30  de  Enero  i  5  de  Febrero  de  1891,  se  impuso 
a  sesenta  i  siete  ciudadanos  la  prohibición  de  enajenar  i  gravar  sus 
bienes.  [Diario  Oficial^  números  4,098  i  4,103). 

«Existen  testimonios  fehacientes  de  la  orden  espedida  por  don 
José  Manuel  Balmaceda  al  comandante  en  jefe  de  sus  fuerzas  en 
Tarapacá,  para  destruir  las  oficinas  salitreras  de  aquella  provincia; 
i  esta  medida  se  habria  llevado  a  efecto,  aun  contra  las  protestas 
de  los  representantes  de  naciones  amigas,  si  la  victoria  no  hubiese 
coronado  los  esfuerzos  de  los  que  allí  luchaban  por  restablecer  el 
imperio  de  las  leyes. 

«La  libertad  de  reunión  i  la  de  imprenta,  amparadas  por  los  nú- 
meros 6."  i  7/*  del  mismo  art.  10,  fueron,  como  es  notorio,  supri- 
midas en  toda  la  República,  impidiéndose  la  formación  de  grupos 
de  mas  de  tres  personas  en  las  calles  i  demás  lugares  públicos,  i 
clausurándose  las  principales  imprentas  del  pais. 

«Infrinjieron  los  artículos  12,  13,  14,  15,  18,  23  i  24,  que  consagra 
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la  inviolabilidad  de  los  miembros  del  Congreso  i  fijan  la  duración 
de  sus  funciones. 

«Uo  decreto  de  fecha  1 1  de  Febrero  declaró  que  el  Congreso 
Nacional  i  las  municipalidades  quedaban,  desde  aquella  fecha,  di- 
sueltos, i  mandó  hacer  nuevas  elecciones.  {Diario  Oficial,  número 
4,109).  Este  decreto  infrinje  también  el  art.  í  15,  que  fija  el  período 
de  duración  de  las  funciones  de  municipal. 

«Violaron  el  art.  a8  en  sus  números  a.®,  3.®.  4.°,  6.°  i  10,  que 
hace  materia  de  lei  fijar  los  gastos  de  la  administración  pública; 
las  fuerzas  de  mar  i  tierra;  el  peso  i  valor  de  las  monedas;  contraer 
deudas  i  crear  o  suprimir  empleos  públicos,  dar  pensiones  i  aumen- 
tar los  sueldos.  El  decreto  de  5  de  Enero  mandó  rejir  para  el  año 
de  1891  los  presupuestos  aprobados  para  el  ejercicio  del  año  ante- 
rior. La  fuerza  pública  fué  aumentada  sin  tasa  ni  medida,  como  lo 
acredita  la  serie  de  decretos  publicados  desde  Enero  en  adelante. 
El  decreto  de  i.**  de  Febrero  dispuso  la  acuñación  de  un  millón  de 
pesos  en  moneda  de  plata  de  un  valor  equivalente  a  quince  peni- 
ques por  peso,  i  la  emisión  de  doce  millones  en  billetes.  Los 
decretos  de  7,  10  i  la  de  Enero  i  3  de  Febrero  acordaron  aumentos 
de  sueldos,  pensiones,  viáticos  i  gratificaciones  especiales  a  los 
individuos  que  componian  el  Ejército  i  Armada  de  la  Dictadura. 
{Diario  Oficial,  números  4,078,  4,081,  4,083,  4,086,  4,100  i  4,103). 

«El  art.  73,  que  enumera  las  atribuciones  del  Presidente  de  la 
República,  determina  en  los  números  10,  la  i  20  las  condióiones 
en  que  aquel  funcionario  puede  destituir  a  los  empleados  públicos, 
recaudar  e  invertir  las  rentas  nacionales  i  declarar  el  estado  de 
sitio.  Los  Ministros  acusados  destituyeron  a  gran  número  de  em- 
pleados superiores  de  la  administración,  sin  acuerdo  previo  del 
Senado  o  de  la  Comisión  Conservadora.  Los  fondos  del  Estado 
fueron  invertidos  sin  sujeción  a  la  lei,  desde  que  no  existia  la 
de  presupuestos.  I  por  decreto  de  10  de  Enero,  sin  acuerdo  del 
Congreso  o  del  Consejo  de  Estado,  se  declaró  en  estado  de  sitio 
todo  el  territorio  de  la  República.  {Diario  O/icía/,  número  4,105). 

«Los  arts.  99,  160  i  16 1  consagran  la  independencia  del  Poder 
Judicial.  Los  Ministros  acusados  atentaron  contra  ella,  dictando  el 
decreto  de  27  de  Febrero,  que  manió  suspender  las  funciones  de 
la  Corte  Suprema  i  de  las  Cortes  de  Apelaciones,  i  empleando  la 
fuerza  para  clausurar  esos  tribunales.  Otra  disposición  defirió  a  la 
jurisdicción  militar  el  conocimiento  de  las  causas  por  delitos  co- 
munes, cometidos  en  las  provincias  del  Malleco  i  Cautin,  disposi- 
ción que  se  hizo  estensiva  para  el  juzí^amiento  de  ciertos  delitos, 
también  comunes,  a  todo  el  territorio  de  la  República.  Tribunales 
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militares  fueron  los  que  juzgaron  i  condenaron,  entre  otros,  a  los 
ciudadanos  don  Salvador  Donoso,  don  Francisco  A.  Pinto  i  don 
José  Luis  Vergara.  El  juez  letrado  de  Ancud,  don  José  Alejo  Fer- 
nández, fué,  por  orden  ministerial,  destituido  de  su  cargo  i  redu- 
cido a  prisión,  por  haber  declarado  que  se  abstendría  de  desempeñar 
las  funciones  de  su  puesto  hasta  tanto  que,  restablecido  el  orden 
constitucional,  pudiese  hacerlo  bajo  las  garantías  legales.  {Diario 
Oficialy  números  4,io«),  4,123  i  4.123). 

«Los  hechos  señalados,  como  otros  relacionados  anteriormente, 
son  asimismo  violatorios  de  los  arts.  123  i  (26,  destinados  a  ase  • 
gurar  la  libertad  individual  de  los  ciudadanos. 

^La  aplicación  de  tormentos  para  arrancar  confesiones,  contra 
lo  prevenido  en  el  art.  1 36  de  la  Constitución,  fué  un  recurso  usual 
del  Gobierno  de  la  Dictadura,  durante  la  época  en  que  ejercieron 
sus  funciones  los  Ministros  acusados. 

<cLos  arts.  137  i  138  garantizan  la  inviolabilidad  del  domicilio  i 
de  la  correspondencia  epistolar,  i  los  arts.  140  i  141  prohiben  la 
exacción  de  toda  clase  de  servicio  personal,  o  de  contribución,  i 
las  requisiciones  de  la  fuerza  armada.  Los  allanamientos,  la  viola-» 
cion  de  la  correspondencia,  el  reclutamiento  forzado  i  las  exac- 
ciones de  todo  jénero  en  la  propiedad  privada,  fueron  actos 
comunes  ejecutados  por  los  ajentes  inmediatos  de  la  Dictadura^  en 
toda  la  República.» 

ItRCERO. —  VTROPELLAMIENTO    B    WEjfiCUCION   DE    LAS   LEYES 

Respecto  de  este  capítulo  dice  la  Minuta: 

«Todos,  O  casi  todos  los  actos  enumerados  como  violatorios  de 
la  lei  fundamental,  podrían  ser  incluidos  también  en  estos  dos 
capítulos  de  la  acusación. 

«Infrinjida  la  Constitución  del  Estado  en  la  mayor  parte  de  sus 
disposiciones,  desde  las  que  determinan  la  forma  del  Gobierno  i 
la  organización  de  los  poderes  públicos,  hasta  las  que  consagran 
las  garantías  de  la  seguridad  i  propiedad  de  los  ciudadanos,  es 
fácil  suponer  que  no  hayan  sido  observadas  con  mayor  respeto  las 
leyes  secundarias  que  derivan  de  aquélla  i  que  la  completan  i  re- 
glamentan. 

«Suprimida  la  libertad  de  imprenta,  fué  atropellada  i  dejada  sin 
efecto  la  lei  de  Agosto  de  1872  sobre  abusos  de  esa  libertad. 

«Desconocidos  los  derechos  relativos  a  la  libertad  i  seguridad 
personal,  que  establece  la  Constitución,  fué  desconocida  i  atrope- 
llada la  lei  de  garantías  individuales  de  Octubre  de  1884. 
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«Violada  la  independencia  del  Poder  Judicial,  creados  tribunales 
de  escepcion,  i  usurpadas  las  atribuciones  de  los  existentes,  fué 
atro{Sellada  la  lei  de  15  de  Octubre  de  1875,  qué  organiza  la  admi- 
nistración de  justicia  i  fija  la  competencia  i  jurisdicción  de  cada 
tribunal. 

«Por  no  haberse  dictado  la  lei  anual  de  presupuestos,  fué  atro- 
pellada la  de  Setiembre  de  1884  sobre  recaudación  e  inversión  de 
los  fondos  públicos. 

«En  decreto  de  1 1  de  Febrero  de  1891,  firmado  por  todos  los 
Ministros,  mandó  proceder  a  elecciones  de  Senadores,  Diputados 
i  Municipales  de  toda  la  República,  atropellando  i  derogando,  del 
todo,  o  en  parte  sustancial,  Jas  leyes  sobre  elecciones  de  20  de 
Agosto  de  1890  sobre  incompatibilidades,  de  12  de  Diciembre  de 
1888;  i  sobre  agregación  de  provincias  i  departamentos,  para  dar 
eficacia  al  voto  acumulativo  de  28  de  Agosto  de  1890. 

«El  decreto  de  r.**  de  Febrero  de  1891,  destinado  a  crear  recursos 
especiales  al  Gobierno  de  la  Dictadura  mediante  a  un  arreglo  con 
los  bancos,  declaró  derogada  i  dejó  sin  ejecución  las  leyes  de  14 
de  Marzo  del  año  1887,  en  virtud  de  la  cual  se  hacia  mensualmen- 
te  la  incineración  de  cien  mil  pesos  de  billetes  fiscales  i  se  acumu- 
laba una  reserva  metálica  en  la  Casa  de  Moneda.» 

m 

CUARTO. — MALVERSACIÓN    DE   FONDOS    PÚBLICOS    I    SOBORNO 

Respecto  de  este  capítulo  dice  la  Minuta: 

«Según  la  esposicion  hecha  por  el  señor  Ministro  de  Hacienda 
de  la  Junta  de  Gobierno  ante  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión 
de  21  de  Noviembre  del  año  último,  el  Gobierno  de  la  Dictadura 
invirtió,  en  los  ocho  meses  trascurridos  entre  el  i.**  de  Enero  i  el 
29  de  Agosto  del  mismo  año,  la  cantidad  de  73.446,104  pesos  56 
centavos. 

<No  se  llegará,  probablemente,  a  obtener  cuenta  de  la  aplicación 
o  destino  de  mucha  parte  de  esa  suma^pero,  de  estos  fondos  pro- 
cedentes de  las  entradas  ordinarias,  del  sobrante  acumulado  en 
arcas  fiscales,  de  empréstitos  autorizados  por  una  inversión  espe- 
cial, de  deudas  contraidas  ilegalmente  i  de  estorsiones  a  los  esta- 
blecimientos de  crédito;  de  estos  fondos,  se  sirvió  la  Dictadura 
para  mantener  la  guerra  civil,  para  recompensar  el  espionaje  i 
otros  serviciosilejítimos,  para  corromper  i  sobornar  a  los  miem- 
bros del  Ejército  i  Marina  mediante  el  aumento  de  sueldos,  otor- 
gailiieíito  de  gratificaciones,  primas  i  beneficios  ilegales. 

«Los  Ministros  acusados  son  responsables  de  malversación  de 
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toda  la  parte  de  estos  73.000,000  invertidos  durante  su  período  de 
funciones,  por  cuanto  no  estaban  autorizados  para  hacerlo  i  por 
cuanto  no  se  ajustaron  a  la  lei.» 

II 

Anunciáronse  por  los  diarios,  con  la  debida  anticipación,  las 
sesiones  en  que  el  Senado  oiria  los  discursos  de  la  Honorable  Co- 
misión Acusadora,  dírijídos  a  fundar  los  referidos  cargos.  Dióse 
también  publicidad  a  los  acuerdos  del  Senado  que  abrieron  un 
término  común  de  prueba  i  que  lo  prorogaron,  así  como  al  acuer- 
do en  que  se  designó  la  sesión  destinada  a  oír  la  relación  de  este 
proceso,  i  las  alegaciones  que  la  Honorable  Comisión  Acusadora  i 
los  acusados  mismos  quisieron  hacer. 

A  pesar  de  estos  avisos,  ninguno  de  los  ex-Ministros  acusados 
ha  comparecido  ni  se  ha  hecho  en  nombre  de  ellos,  ante  esta  Cá- 
mara, defensa  alguna. 

III 

El  Senado,  no  obstante  la  ausencia  de  los  acusados,  acordó  ocu- 
parse previamente  de  la  escepcion  de  prescripción,  por  haber  tras- 
currido mas  de  seis  meses  entre  la  renuncia  que  algunos  de  los  ex- 
Ministros  acusados  hicieron  de  sus  cargos  i  la  fecha  en  que  se  inició 
la  acusación,  que  fué  el  3  de  Diciembre  de  1 891.  En  este  caso  se 
encuentran  don  Claudio  Vicuña,  que  renunció  el  la  de  Marzo  de 
ese  año;  don  Domingo  Godoy,  don  Ismael  Pérez  Montt,  don  José 
Miguel  Valdes  Carrera,  don  José  Francisco  Gana  i  don  Guillermo 
Mackenna,  que  renunciaron  el  20  de  Mayo  del  mismo  año. 

El  Senado,  después  de  oidas  las  varias  observaciones  que  se  hi- 
cieron sobre  la  aceptación  o  repulsa  de  la  escepcion  de  prescripción, 
acordó,  con  un  voto  en  contra,  desecharla,  teniendo  para  ello  en 
vista  los  siguientes  fundamentos: 

El  art.  92  de  la  Constitución  dice: 

«La  Cámara  de  Diputados  puede  acusar  a  un  Ministro  mientras 
fungione,  i  en  los  seis  meses  siguientes  a  su  separación  del  cargo. 
Durante  estos  seis  meses  no  podrán  ausentarse  de  la  República  sin 
permiso  del  Congreso,  o,  en  receso  de  éste,  de  la  Comisión  Con- 
servadora.» 

El  tenor  literal  de  esta  disposición  revela  que  ella  se  refiere  a 
casos  comunes,  en  q[ue  el  pais  se  mantiene  en  su  orden  normsl;  i 
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por  eso  supone  que  el  Ministro  acusado  pLiede  estar  funcionando 
o  haber  dimitido  el  cargo;  prohibiéndole  en  este  último  caso,  au- 
sentarse del  pais  sin  permiso  de  la  Cámara  de  Diputados,  que  ha 
de  acusarlo,  i  de  la  de  Senadores  que  ha  de  juzgarlo,  esto  es,  de' 
Congreso  Nacional. 

Al  paso  que  ta  situación  en  que  ss  encontró  la  República  en  ese 
período  de  seis  meses  fué,  por  el  contrario,  de  las  mas  estraordina- 
rias  e  imprevistas  que  es  posible  esperiinentar;  puesto  que  el  réji" 
men  legal  se  perturbó  por  completo,  suspendiendo  el  Presidente, 
convertido  de  propia  autoridad  en  Dictador,  el  imperio  de, la  Cons- 
titución i  de  las  leyes,  siendo  por  este  motivo  absolutamente  im- 
posible que  pudiera  entablarse  acusación  i  que  fuera  fallada  de 
conformidad  con  los  preceptos  constitucionales. 

Ni  aun  podría  contarse  el  término  de  seis  meses  desde  el  39  de 
Agosto  del  mismo  año  1891,  en  que,  por  et  triunfo  de  las  armas 
constitucionales,  volvió  la  Reptiblica  a  la  vía  legal,  puesto  que  los 
miembros  de  la  Cámara  de  Diputados,  por  completo,  i  los  de  la  de 
Senadores,  en  parte,  habian  cebado  en  sus  funciones  lejislativas  en 
31  de  Mayo,  sin  que  se  hubiera  realizado,  conforme  a  las  leyes,  la 
elección  de  sus  reemplazantes,  sucediendo,  en  esta  ocasión,  io  que 
jamas  había  ocurrido:  encontrarse  el  pais  sin  Congreso  i  sin  Comi" 
sion  Conservadora. 

Es,  por  lo  tanto,  de  perfecta  aplicación,  al  presente  caso,  el  prin- 
cipio de  derecho  de  que  los  accidentes  de  fuerza  mayor  suspenden 
los  plazos;  principio  esparcido  en  nuestros  cuerpos  de  leyes  sus- 
tantivas i  de  procedimientos,  siendo  de  notar  que  aun  los  plazos 
que  las  leyes  mismas  prefijan  para  que  su  observancia  empiece  a 
ser  obligaloria  en  los  diversos  departamentos  de  la  República,  se 
suspenden  también  por  el  advjnimiento  de  algún  accidente  for- 
tuito o  de  fuerza  mayor  que  interrumpa  las  comunicaciones.  «En 
este  caso,  dice  el  inciso  final  del  art.  K.°  del  Código  Civil,  dejará 
de  correr  el  plazo  por  todo  el  tiempo  que  durare  la  incomunica- 
clon.;» 

IV 

El  Senado  procedió  en  seguida  a  considerar  los  capítulos  de  acu- 
sación. 

Cada  uno  de  ellos  fué  examinado,  discutido  ¡  acordado  separa- 
damente, teniéndose  presente  la  prueba  testimonial  i  documental 
rendida  por  la  Honorable  Comisión  .\cusadora: 

Visto  el  art.  7a  de  la  Constitución,  quo  hace  personalmente  res- 
ponsable a  cada  .Ministro  por  los  actos  que  firmare  i  solidariamen- 
te por  los  que  suscribiere  o  acordare  con  los  otros  Ministros; 
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Visto  el  art.  89  del  mismo  Código,  que  dice:  «El  Senado  juzgará 
al  Ministro  procediendo  como  jurado  i  se  limitará  a  declarar  si  es 
o  no  culpable  del  delito  o  abuso  de  poder  que  se  le  imputa.)^ 

En  consecuencia,  el  Senado  declara  que  los  ex-Ministros  de  Es- 
tado don  Claudio  Vicuña,  don  Domingo  Godoy,  don  Ismael  Pérez 
Montt,  don  José  Miguel  Valdes  Carrera,  don  José  Francisco  Gana 
i  don  Guillermo  Mackenna  son  culpables  de  los  delitos  de  trai- 
ción, infracción  de  la  Constitución,  atropellamientos  dé  las  leyes, 
haber  dejado  éstas  sin  ejecución,  malversación  de  fondos  públicos 
i  soborno,  de  que  han  sido  acusados. 

Este  fallo  ha  sido  acordado  por  los  votos  siguientes: 

El  capítulo  de  traición,  por  once  votos  contra  tres. 

El  de  infracción  de  la  Constitución,  por  unanimidad  de  votos,  en 
lo  referente  a  los  números  4.**,  5.*,  ó.**  i  7.**,  del  art.  10;  a  los  artícu- 
los 13,  33,  34,  números  3.",  3.**,  4.**  i  6.°  del  art.  38;  a  los  números 
lo  i  12  del  art.  73;  a  los  artículos  100,  io(,  115,  125,  J36,  134,  136, 
137,  140,  i  141.  Por  trece  votos  contra  uno  en  lo  relativo  al  art.  i8, 
al  número  10  del  art.  38,  i  al  art.  138.  Por  doce  votos  contra  dos 
én  lo  relativo  al  art.  12,  al  número  120  del  art.  73  i  a  los  artículos 
99  i  442.  I  por  diez  votos  contra  cuatro  en  lo  relativo  a  los  artícu- 
los 14  i  i^. 

El  capítulo  de  atropellamiento  de  las  leves  fué  aceptado  poi; 
trece  votos  contra  uno. 

El  capítulo  de  haber  dejado  las  leyes  sin  ejecución  lo  fué  por 
doce  votos  contra  dos. 

El  de  malversación  de  fondos  públicos,  por  trece  votos  contra 
uno. 

I  el  de  soborno,  por  nueve  votos  contra  cinco. 

Dése  cumplimiento  a  lo  dispuesto  en  la  parte  8.*  del  artículo. 2.® 
del  Reglamento  especial  de  íi  de  Enero  de  1892  » 

Está  conforme  con  la  resolución  pronunciada  por  el  Senado, 
inserta  en  el  acta  de  la  sesión  de  esta  fecha. 

Santiago,  Setiembre  36  de  1893. — F.  Caruallo  Eli:{alde,  Secreta- 
rio del  Senado.» 


Pero  por  mas  autoridad  que  impongan  las  citas  que 
preceden,  la  acusación  de  los  funcionarios  públicos 
ante  los  cuerpos  lejislativos  no  pasa  de  ser  un  anacronis- 
mo i  una  contradicción  en  una  Carta  Fundamental, 
que  ha  escrito  en  su  pórtico   este  principio  absoluto: 
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:Art.  lo  (la).  La  Constitución  asegura  a  todos  los  habitantes  de 

República: 

."  La  igualdad  ante  la  leí.  En  Chile  no  hai  clase  privUejiada.» 

Que  eo  1835,  cuando  no  existia  un  Código  Penal  co- 
:n,  que  marcha  mas  o  meaos  paralelo  al  de  las  mas 
elantadas  lejislaciones  del  Orbe,  existieran  procedi- 
entos  especiales,  para  crímenes  especiales  cometidos 
r  personajes  también  especiales,  se  esplica  i  se  com- 
ande fácilmente. 

Pero  que  al  espirar  el  siglo  XIX,  después  de  veinte 
os  de  existencia  i  vijencia  del  Código  Penal;  después 
haber  derogado  el  fuero  eclesiástico,  con  el  mismo 
Idigo,  i  el  de  Tribunales,  i  casi  el  militar,  con  diver- 
í  pero  sustanciales  disposiciones,  se  sostengan  aun  el 
funcionarios  administrativos,  i  se  establezcan  trámi- 
í  especiales  para  su  juzgamiento,  es  algo  que  no  pue- 
esplicarse  ni  comprenderse. 

¿Qué  delito  de  los  enunciados  por  la  Constitución 
specto  de  esos  funcionarios  no  se  encuentra  compren- 
do dentro  del  Código  Penal? 
Ninguno. 

¿Se  trata  de  traición? 

Búsquese  los  arts.  108  a  112  de  dicho  Código. 
¿De  sedición? 
Ahí  están  los  121  a  137. 
¿De  malversación? 
Los  233  a  238. 
¿De  concusión? 
Los  239  a  241. 

De  violación  de  la  Constitución? 
Los  148  a  171. 
¿De  prevaricación? 
Los  223  a  232. 

¿De  haber  comprometido  gravemente  el  honor  i  la 
guridad  de  la  nación? 
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Ahí  están  de  nuevo  los  artículos  referentes  a  la  trai- 
ción. 

Nada,  pues,  de  los  crímenes  de  que  trata  la  Constitu- 
ción existe  que  no  se  encuentre  comprendido,  previsto 
i  castigadb  por  el  Código  Penal  común. 

I,  al  tratar  este  punto,  séame  permitido  tratar  otro 
conexo. 

En  estos  últimos  tiempos,  hombres,  discursos,  folle- 
tos, prensa  i  leyes^  han  hablado  mucho  de  delitos  poli-- 
ticos. 

¿Qué  es  delito  político? 

¿Qué  lo  constituye? 

¿Qué  Código  los  enumera  como  tales? 

¿Qué  tratadista  los  define? 

¿Qué  caracteres  lo  separan  del  delito  común? 

He  estudiado  estos  diversos  puntos  en  testos  infinitos 
sin  encontrar  una  solución  que  afirme  esos  privilejios 
de  detalle  que  contrarian  aunque  en  la  Constitución,  a 
las  bases  mismas  de  la  Constitución  misma. 

Las  leyes  mismas  manifiestan  ya  una  tendencia  radi- 
calmente opuesta  a  ellos. 

Asi,  la  de  elecciones,  dictada,  como  se  sabe,  en  Agos- 
to 20  de  1890,  contiene  en  su  titulo  X  estos  preceptos: 

Art.  120.  Todas  las  faltas,  delitos  i  crímenes  electorales  produ- 
cen acción  popular,  sin  que  el  querellante  esté  obligado  a  rendir 
fianza,  ni  caución  alguna  aun  cuando  la  querella  sea  contra  un 
juez  o  tribunal. 

Art.  130.  En  materia  electoral  no  se  reconocen  otros  fueros  que 
los  establecidos  por  la  Constitución. 

En  el  caso  del  núm.  6.°  del  art.  9^  de  la  Constitución  (moción 
del  Consejo  de  Estado  para  la  destitución  de  Ministros  del  Despa- 
cho, Intendentes,  Gobernadores  i  otros  empleados  delincuentes, 
ineptos  o  neglijentes)  el  Consejo  de  Estado  necesitará  del  voto  de 
las  dos  terceras  partes  del  número  total  de  sus  miembros  para  de^ 
clarar  que  ha  lugar  a  formación  de  causa  contra  los  Intendentes  o 
Gobernadores  por  cualquier  delito  electoral.    Esta  resolución  se 
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dictará  dentro  de  un  mes  contado  desde  la  presentación  de  la  soli- 
citud de  desafuero.» 


Esta  tendencia,  acentuándose,  hará  desaparecer  de  la 
Constitución  todos  los  fueros,  i  por  consiguiente,  los 
engorrosos  procedimientos  puestos  a  la  fiscalización  par- 
lamentaria i  a  la  separación  i  castigo  de  los  funcionarios 
culpables. 

Hará  desaparecer  también  esa  clasificación  absurda  i 
desconocida  de  la  lójica  i  de  la  ciencia,  entre  criminales 
políticos  i  criminales  comunes,  impidiendo  así  que  se 
observe,  como  hoi,  que  donde  la  justicia  vé  un  reo,  la 
pasión  política  vé  un  hombre  digno  de  ocupar  los  mas 
altos  puestos  del  Estado. 

¿Emprenderá  alguien  esta  tarea? 


CAPITULO    XXVI 

Oe  las  Implicancias    de  Diputados 
I    Senadoi'os 

Sobre  este  punto,  objeto  recientemente  de  tan  ardien- 
te debate  en  la  Cámara  de  Diputados,  he  querido,  por 
la  novedad  de  la  cuestión  entre  nosotros,  insertar,  aun- 
que sea  en  estracto,  las  opiniones  de  los  señores  Mac- 
Iver  i  Montt,  sostenedores  de  las  distintas  proposi- 
ciones. 

Helas  aquí: 

El  señor  Mac-Iver  decia,  entre  otras  cosas: 

La  Constitución  establece  dos  Cámaras  Lejislatívas,  habla  de 
Senadores  i  Diputados  o  implícitamente  prescribe  que  éstos  han 
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de  tener  el  derecho  o  la  facultad  de  hablar  para  deliberar  i  de 
votar  para  decidir  o  resolver.  Pero,  la  Constitución  no  podia  ni 
debía  entrar  a  fijar  reglas  para  el  ejercicio  de  la  deliberación  i  de 
la  votación.  Era  natural  que  esto  correspondiese  al  Reglamento 
interno  de  las  Cámaras. 

Cuando  se  dictó  la  Constitución  de  1835,  el  sistema  de  gobierno 
que  nos  rije,  el  representativo,  era  demasiado  conocido.  Los  cons- 
tituyentes de  esa  fecha  sabian  demasiado  bien  que,  si  constitucio- 
nalmente  la  facultad  de  hablar  i  de  votar  era  inherente  -j  los 
representantes  del  pueblo,  tal  facultad  no  era  absoluta,  i  se  encon- 
traba en  su  ejercicio  reglamentada  por  los  estatutos  internos  de  las 
Cámaras  deliberantes. 

No  es  solo,  señor  presidente,  la  facultad  de  votar  la  que  no  es 
absoluta,  sino  que  lo  mismo  pasa  con  la  de  usar  de  la  palabra  i  la 
mas  importante  i  fundamental  de  iniciar  proyectos  de  lei  o  de  otro 
jénero. 

No  podemos  hacer  uso  de  la  palabra  sino  dos  veces  sobre  la 
cuestión  en  debate.  La  Constitución  no  pone  límites  a  la  facultad 
de  deliberar.  Luego,  nuestro  Reglamento  es  también  inconstitu- 
cional en  este  punto.  ¿Hai  alguno  de  mis  honorables  colegas  que 
se  atreva  a  sostener  esta  enormidad? 

La  iniciativa  de  los  Diputados  no  está  limitada  por  regla  alguna 
constitucional.  Luego,  las  disposiciones  del  Reglamento  que  pres- 
criben las  dos  lecturas  de  la  discusión  jeneral  i  particular,  los  trá- 
mites de  comisión  i  las  innumerables  barreras  a  que  está  sujeto  un 
proyecto  o  una  indicación  cual -quiera,  son  inconstitucionales? 

Nó,  señor  Presidente,  no  se  puede  discutir  en  este  terreno,  que 
francamente  es  mas  que  absurdo,  poco  digno  de  hombres  que  sa- 
ben lo  que  es  un  Parlamento  i  que  conocen  las  prescripciones  uni- 
versales que  reglamentan  el  ejercicio  de  la  iniciativa  de  la  palabra 
i  del  voto  en  los  miembros  de  los  Cuerpos  Representativos. 

Puede  decirse  que  al  dia  siguiente  de  la  promulgación  de  la  Car- 
ta de  1833  se  dictaba  el  decreto  de  lei  de  2  de  Febrero  de  1835  so- 
bre implicancias  i  recusaciones.  Este  decreto  o  lei  lleva  las  firmas 
de  don  Joaquín  Prieto  i  de  don  Diego  Portales,  i  las  ampliaciones 
¡  modificaciones  que  se  le  hicieron  en  seguida  están  firmados  por 
aquel  Presidente  i  por  don  Mariano  Egaña.  La  Cámara  sabe  que 
si  alguien  es  autor  individualmente  de  la  Constitución  de  1833, 
este  alguien  es  la  persona  que  acabo  de  nombrar,  don  Mariano 
Egaña. 

Pues  bien,  estos  autores,  promulgadores  o  lo  que  se  quiera  de 
nuestro  Código  Político,   ponian  su  firma  en  la  lei  a  que  me  refie- 
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ro,  cuyo  art.  a.'  o  4.*,  no  recuerdo  en  este  momento,  dice  a  la  letra 
lo  que  sigue:  «Los  individuos  de  arabas  Cámaras,  los  miembros 
del  Consejo  de  Estado,  los  jueces,  militares  o  cualesquiera  otros 
que  ejerzan  jurisdicción  en  sus  respectivos  casos,  son  comprendi- 
dos en  las  causas  de  implicancia  espresadas  en  el  artículo  ante- 
rior.» 

He  aquí,  señor  Presidente,  cómo  por  medio  de  una  leí  los  mis- 
mos autores  de  la  Constitución  de  1833  limitaban  en  razón  de  im- 
plicancias la  facultad  de  votar  que  confiere  la  Constitución  a  los 
Senadores,  a  los  Diputados  i  a  los  Consejeros  de  Estado. 

I  seguramente,  estos  gobernantes  no  creian  con  ello  vulnerar, 
como  no  vulneraban,  las  facultades  de  los  representantes  del  pueblo 
o  de  los  Congresos  de  S.  E.  el  Presidente  de  la  República. 

Nuestra  Constitución  creó  el  Gobierno  Municipal  basado  en 
cuerpos  deliberantes  compuesto  de  rejidores  i  alcaldes  con  facul- 
tad implícitamente  reconocida  en  la  Carta  Fundamental  en  la  mis- 
ma forma  que  acontece  para  los  Senadores  i  Diputados  de  delibe- 
rar i  de  votar;  de  modo  que  podemos  decir  que  tal  facultad,  en  lo 
que  a  los  municipales  respecta,  tiene  su  oríjen  también  en  la  Cons- 
titución Política  del  Estado. 

Sin  embargo,  puede  recordar  la  Cámara  que  todas  nuestras  leyes 
municipales  contienen  una  disposición  semejante  a  la  del  art.  127 
de  nuestro  reglamento,  sin  que  a  nadie  le  haya  venido 'en  mientes 
todavía  tachar  de  inconstitucional  la  reglamentación  o  limitación 
del  voto  de  nuestros  ediles. 

La  lei  vijente  de  22  de  Diciembre  de  1891  contiene  en  su  art.  20 
la  regla  que  sigue:  Ningún  miembro  de  la  Municipalidad  podrá 
tomar  parte  en  la  discusión,  votación  de  asuntos  en  él  o  sus  pa- 
rientes, hasta  el  cuarto  grado  de  consanguinidad  o  segundo  de 
afinidad  que  estén  interesados. 

Como  ve  la  Cámara,  es  la  misma  regla  de  nuestro  Reglamento, 
la  del  Reglamento  del  Senado  i  la  que  predomina  en  todos  los 
cuerpos  políticos  o  administrativos  de  la  República. 

Dentro  de  este  recinto  tenemos  una  lei  suprema  i  ella  es  nues- 
tro Reglamento,  superior  a  toda  otra  prescripción,  a  toda  otra  lei, 
a  la  Constitución  misma,  porque  esa  lei  suprema,  que  no  es  con- 
traria a  la  lejislacion  común  ni  a  la  fundamental,  es  la  base  de  toda 
la  obra  fructífera,  inspectiva  o  lejislativa,  que  podemos  realizar  en 
bien  del  pais  i  de  nuestros  conciudadanos. 

Se  ha  impugnado  también  por  el  honorable  Diputado  por  Na- 
cimiento el  acuerdo  de  la  Cámara  en  que  me  ocupo  como  contra- 
rio a  la  prescripción  misma  del  art.  127  de  nuestro  Reglamento, 
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Se  ha  dicho  que  lo  modifica,  que  lo  altera,  que  lo  reforma.  Na- 
turalmente, para  decir  esto  ha  tenido  que  sostenerse  que  esa  pres- 
cripción prohibe  el  voto  únicamente  en  los  negocios  de  carácter 
pecuniario. 

No  es  posible,  señor  Presidente,  volver  sobre  este  punto.  Hace 
pocas  sesiones  manifesté  en  mi  sentir,  me  atrevo  a  decirlo  de  una 
manera  concluyente,  que  los  negocios  a  que  se  refiere  el  artículo 
citado  de  nuestro  Reglamento  no  son  meramente  los  de  carácter 
pecuniario.  La  Cámara  ha  aceptado  esta  manera  de  ver  las  cosas, 
que  tiene  precedentes  innumerables  en  nuestra  vida  parlamentaria. 
Nóí  la  prohibición  reglamentaria  se  refiere  a  todo  asunto,  de  cual- 
quier carácter  que  sea,  en  que  esté  interesada  alguna  persona  que 
pueda  por  razón  de  parentesco  perturbar  la  imparcialidad  del  voto 
de  algún  honorable  miembro  de  esta  Cámara. 

Se  ha  sostenido  que  en  los  cuerpos  políticos  o  electorales,  según 
nuestra  lejislacion,  no  hai  implicancias. 

El  hecho  en  absoluto  no  es  exacto,  señor  Presidente,  i  de  poca 
significación  en  la  discusión  presente  puesto  que,  el  art.  127  del 
Reglamento,  así  como  el  art.  20  de  la  Lei  de  Municipalidades,  no 
constituye  una  implicancia  sino  lo  que  jurídicamente  se  llama  en 
nuestro  Derecho  i  en  el  Derecho  Francés,  por  no  citar  otros,  una 
prohibición. 

He  estrañado  por  esto  que  persona  tan  versada  en  estas  materias 
como  el  honorable  Diputado  por  Petorca  haya  tildado  el  acuerdo 
de  la  Cámara  de  creador  de  implicancias  no  establecidas  en  el  Re- 
glamento, cuando  ni  el  acuerdo  las  crea. 

Acabo  de  leer  a  la  Cámara,  i  contra  esta  lectura  no  cabe  argu- 
mento posible,  un  artículo  de  la  lei  de  2  de  Febrero  de  1837,  se- 
gún el  cual  todas  las  reglas  de  implicancia  establecidas  en  esa  lei 
son  aplicables  en  su  caso  a  las  dos  Cámaras  i  al  Consejo  de  Estado. 

¿Sostiene  alguien  que  no  se^  Cuerpo  Político  el  Senado,  que  no 
lo  sea  la  Cámara  de  Diputados,  que  no  lo  sea  el  Consejo  de  Es- 
tado? 

Supongo  que  nó,  señor  Presidente,  i  por  esto  me  parece  que  no 
soi  un  temerario  al  afirmar  en  contra  de  lo  dicho  por  alguno  de 
mis  honorables  colegas,  que  los  cuerpos  políticos  están  o  pueden 
estar  sujetos  en  sus  miembros  a  implicancias.  Por  cierto  que  lo 
están  a  prohibiciones,  como  lo  vemos  en  nuestro  Reglamento,  en 
la  Lei  de  Municipalidades  i  en  muchas  otras  partes  del  Derecho 
Político  i  Administrativo. 

Pero  se  iba  mas  allá;  en  los  cuerpos  electorales,  se  decia,  no  hai 
prohibiciones  de  votar,  i  se  citaba  al  efecto  lo  que  acontece  en  la 
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>n  de  Presidente  de  esta  Cámar:i,  en  ciertss  juntas  elec- 
n  las  mesas  receptoras  de  votos. 

to  es  exacto;  pero  de  esto  no  tratamos  ahora.  La  Cons- 
oÜtica  no  dice  que  el  Congreso  Nacional  se  reunirá  el  30 
para  elejir  Presidente  de  la  República.  Si  tal  dijera,  si 
so  de  Chile  ejerciera  la  función  qtie  la  Asamblea  Nacio- 
ancia,  yo  sostendria  que  el  art.  1:7  del  Reglamento  no 
ble  en  jeneral  porque  para  nombrar  Presidente,  cuando 
íscojer  entre  innumerables  ciudadanos,  no  está  en  cues- 
eres  personal  i  directo  de  nadie.  Sucedería  entonces  lo 
ece  cuando  esta  Cámara  designa  un  Presidente  que  es- 
1  todos  sus  miembros  sin  necesidad  de  sujetar  su  voto  a 
>  tres  personas  determinadas. 

ion  que  ha  de  desempeñar  el  Congreso  de  Chile  el  30  de 

óximo,  no  es  una  función  libremente  electiva,  como  la 
upeña  la  Asamblea  Nacional  Francesa,  i  entre  nosotros 
electoral,  una  mesa  receptora,  el  Colejio  de  Electores  «Je 
í,  la  Universidad  de  Chile,  tratándose  de  su  Rector,  una 
raláudose  de  su  Decano,  esta  Cámara  o  el  Senado,  tra- 
!  su  mesa  directiva,  la  función  del  Congreso  consiste  en 

diverso,  habrá  de  calificar  la  elección  presidencial,  es 
lonocer  i  resolver  e:i  las  reclamaciones  de  nulidad  reía- 
mbramiento  de  electores  de  Presidente  i  al  nombramien- 
idente,  i  en  caso  de  que  no  hubiera  mayoría  por  ninguno 
ididatos  habrá  de  escojer  entre  los  ünicos  dos  por  los 

votado  los  electores. 

ion  de  calificar  las  elecciones  incuestionablemente  no 
■nte  electiva  como  la  de  nombrar  un  Presidente  de  la 
,  o  de  esta  Cámara,  no  es  la  función  que  han  ejercido  el 
I  los  colejios  provinciales.  Es  función  de  otro  carácter, 
a  directa  i  personalmente  a  los  únicos  dos  candidatos 
1  para  la  Presidencia  de  la  República  en  el  período  que 
:l  líj  de  setiembre  próximo. 

ion  para  el  casa  de  qus  no  hubiese  mayoría  absoluta 
lO  de  los  dos  candidatos  que  debe  desempeñar  el  Con* 
poco  es  una  función  meramente  electiva.  El  Congreso 
in  Presidente  de  la  República  sino  que  escojerá  entre 
icas  personas  que  han  obtenido  los  votos  de  los  electo- 
t;  altísimo  cargo. 

permito  preguntar  a  mis  honorables  colegas:  ¿afectan 
rsonalmente  a  los  candidat:)s  presidenciales  las  resolu 
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cienes  sobre  nulidad?  ¿Afecta  directa  i  personalmente  a  esos  can- 
didatos O  a  alguno  de  ellos  el  que  se  mantenga  la  situación  electo- 
ral creada  por  los  colejios  provinciales,  o  el  que  se  altere  o  que 
entre  el  Congreso  a  escojer  entre  uno  i  otro  candidato?  1  final- 
mente, ¿afecta  a  los  candidatos  el  ser  o  no  ser  designados  por  el 
Congreso  para  el  cargo  de  Presidente  de  la  República? 

Sí,  señor  Presidente,  todo  esto  les  afecta  directa  i  personalmen- 
te i  por  esta  razón  ni  ellos  ni  sus  parientes,  dentro  del  grado  pres- 
crito por  los  reglamentos,  pueden  votar  en  esos  actos  de  influencia 
capital  en  la  designación  del  futuro  Presidente  de  la  República. 

Para  establecer  semejanza  entre  lo  que  ha  de  suceder  el  30  de 
Agosto  i  lo  que  ordinariamente  sucede  en  un  cuerpo  electivo  como 
esta  Cámara,  por  ejemplo,  no  se  ha  de  suponer  el  caso  simple  i 
llano  de  la  designación  de  nuestro  Presidente,  ha  de  suponerse 
olro.  El  dia  de  mañana  se  divide  la  Cámara  en  dos  partidos  cada 
uno  con  un  candidato  para  la  Presidencia  de  ella.  Se  hace  la 
elección  i  resulta  empate  o  se  objeta  por  mala  o  viciosa  la  desig- 
nación del  Presidente  elejido.  En  este  caso  ¿vota  el  Presidente  en 
la  cuestión  sobre  nulidad  de  su  elección?  ¿Votan  sus  parientes? 
Nó,  porque  en  este  caso  hai  el  interés  personal  i  directo  que  no 
existe  cuando  los  Diputados  escojen  su  presidente  entre  todos  sus 
colegas  sin  distinción. 

I  el  Congreso,  en  la  elección  de  Presidente,  no  tiene  mas  facul' 
tades  que  las  de  hacer  el  escrutinio  i  rectificar  la  elección. 

Seria  curioso  el  caso  de  que  este  Cuerpo  se  creyera  autorizado 
para  rever  i  renovar  resoluciones  de  esta  Cámara  fundadas  en  su 
Reglamento  i  relativas  a  sus  propios  miembros.  Esto  importarla 
sensiblemente  una  usurpacioa  de  atribuciones  sin  precedente  en 
nuestros  anales  políticos. 

Yo  he  sostenido  que  constitucionalmente  no  existe  entre  noso- 
tros una  corporación  especial,  única,  con  jurisdicción  superior  a 
las  dos  Cámaras  Lejislativas  que  se  llame  Congreso  Nacional.  I  he 
sostenido  que  no  hai  entre  nosotros  miembros  del  Congreso  suje- 
tos a  la  autoridad  del  Congreso  sino  Senadores  i  Diputados  bajo  la 
jurisdicción  esclusiva  de  cada  una  de  las  Cámaras  a  que  pertenece. 

A  las  dos  Cámaras,  ya  obren  separadamente,  ya  funcionen  en  el 
mismo  local  sino  en  el  caso  de  la  elección  presidencial  llama  Con- 
greso la  Constitución  i  entiendo  que  el  Congreso  está  compuesto 
no  por  los  Senadores  i  Diputados  sino  por  las  dos  Cámaras  consti- 
tuidas en  su  forma  legal. 

No  insistiré  mucho  W  este  punto,  no  repetiré  lo  (jue  dije  en  una 
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i^  de  las  sesiones  pasadas,  pero  sí  recordaré  una  disposición  de  nues- 

tro Reglamento  i  un  artículo  constitucional  del  que  no  he  hecho 
mérito  i  que  corroboran  lo  que  sostengo. 

La  disposición  reglamentaria  es  la  del  art,  ii,  que  dice  lo  que 
sigue: 

«Los  Diputados  no  formarán  cuerpo  fuera  de  la  Sala  de  sus  se- 
siones, a  menos  que  sea  para  reunirse  ambas  Cámaras  en  los  casos 
que  previene  la  Constitución.» 

I  el  artículo  de  ésta  a  que  me  refiero  es  el  48,  que  está  concebido 
en  estos  términos: 

«Antes  de  cerrar  el  Congreso  sus  sesiones  ordinarias  elejirá  to- 
dos los  años  cada  Cámara  siete  de  sus  miembros  que  compongan 
la  Comisión  Conservadora,  la  cual  formará  un  solo  cuerpo.» 

Hé  aquí,  señor  Presidente,  que  en  nuestro  mismo  Reglamento 
encontramos  confirmada  la  idea  de  la  autonomía  de  cada  Cámara 
dentro  del  Congreso  i  por  contraposición  en  esa  regla  constitucio- 
nal relativa  a  la  Comisión  Conservadora,  en  que  se  tiene  el  cuida- 
do de  establecer  en  ésta  que  los  Diputados  i  Senadores  formarán 
un  solo  cuerpo. 

Esta  idea  de  la  autonomía  de  las  Cámaras  dentro  del  Congreso, 
ora  funcionasen  ellas  por  separado,  ora  en  el  mismo  local  i  para 
actos  como  el  de  la  elección  de  Presidente,  no  es  orijinal  de  nues- 
tro derecho  político,  sino  que  ha  sido  tomada  del  de  los  Estados 
Unidos  de  norte  América. 

En  lo  que  respecta  a  la  elección  de  Presidente,  no  teníamos,  en 
realidad,  otro  guia  u  otro  ejemplo  que  imitar  i  por  esto  mis  hono- 
rables colegas  pueden  encontrar  vaciados  casi  literalmente  a  veces 
en  los  artículos  constitucionales  comprendidos  entre  el  54  i  el  60 
casi  todas  las  disposiciones  del  artículo  12  de  las  enmiendas  de  la 
Constitución  de  los  Estados  Unidos  relativas  a  la  elección  de  Pre- 
sidente. 

Como  se  hace  en  aquel  pais  el  escrutinio  de  esta  elección,  La 
enmienda  dice: 

«El  Presidente  del  Senado  abrirá  las  listas  en  presencia  del  Se- 
nado i  de  la  Cámara  de  Representantes  i  se  contarán  los  votos.» 

Exactamente  como  entre  nosotros. 

I  si  hai  reclamaciones  que  fallar  u  otras  cuestiones  que  resolver 
¿cómo  procede  el  Congreso?  Obrando  cada  Cámara  separada  i 
autonómicamente,  pronuncia  el  Senado  sobre  la  reclamación  o  la 
cuestión  i  se  pronuncia  la  Comisión  de  Representantes.  No  votan 
indistintamente  Senadores  i  Diputados.  Si  las  dos  Cámaras  están  de 
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acuerdo  habrá  solución,  si  no,  no  la  hai;  a  lo  menos,   no  la  habla 
antes  de  1887. 

Esto  esplica  el  caso  curioso  de  la  acción  en  que  fueron  candida- 
tos Hayes  i  Tylden:  faltóle  a  éste  un  voto  para  reunir  la  mayoría 
absoluta  de  los  sufrajios  que  estaban  fuera  de  cuestión  i  quedaron 
reclamados  los  correspondientes  a  cuatro  Estados  en  que  se  habían 
producido  válidos.  Naturalmente,  entre  esos  Estados  habian  de 
encontrarse  los  de  raza  latina,  como  Florida  i  Lusiana. 

Los  amigos  de  Hayes,  es  decir,  el  partido  republicano,  tenian  la 
mayoría  del  Senado;  los  de  Tylden,  es  decir,  el  partido  demócrata, 
la  mayoría  de  la  Cámara  de  Representantes.  La  lei  no  habia  pre- 
visto el  caso  de  que  una  Cámara  resolviese  en  un  sentido  una  re- 
clamación electoral  i  la  otra  en  un  sentido  opuesto.  La  situación 
era,  pues,  mui  grave  i  se  consideraba  que  aun  hacia  correr  peligro 
la  paz  pública. 

En  tan  delicada  emerjencia  se  hizo  allá  lo  que  probablemente, 
aun  pudiendo,  no  haríamos  nosotros  aquí.  Se  entregó  a  una  comi- 
sión compuesta  de  cinco  Senadores,  cinco  Diputados  i  cinco  jueces 
de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  la  resolución  de  las  reclamaciones 
electorales. 

En  esta  comisión  tuvieron  los  republicanos  ocho  miembros  i  siete 
los  demócratas.  Hayes,  republicano,  fué  Presidente,  i  no  lo  fué 
Tylden,  demócrata. 

He  recordado  a  la  Cámara  este  hecho,  no  para  darle  la  inco- 
modidad de  oírmelo  narrar,  sino  para  hacer  ver  gráficamente, 
cómo  en  las  funciones,  que  llamaremos  electorales,  que  desem- 
peña el  Congreso  de  los  Estados  Unidos,  orijinal  del  establecido 
en  nuestra  Carta  Fundamental,  las  Cámaras  obran  dentro  del  Con- 
greso autonómicamente,  tal  como  deben  obrar  entre  nosotros. 

No  quiero  decir  con  esto  que  en  Chile  deban  votarse  las  recla- 
maciones de  nulidad  separadamente  por  el  Senado  i  por  la  Cámara 
de  Diputados,  aunque  creo  que  esto  fué  lo  que  quisieron  los  cons- 
tituyentes de  1833;  ^^  V^^  quiero  decir  es  que  allá,  como  aquí, 
mantienen  las  Cámaras  su  personalidad,  no  la  pierden  dentro  de 
una  corporación  especial  que  se  llama  Congreso. 

I  de  aquí  deduzco  que  la  jurisdicción  para  tratar  de  las  habili- 
dades o  inhabilidades  de  sus  miembros,  de  las  prohibiciones  a  que 
están  sujetos  en  el  ejercicio  de  su  cargo  i  en  la  emisión  de  su  voto, 
permanece  en  cada  Cámara  i  no  pasa  a  esa  entidad  que  se  llama 
Congreso  Nacional,  que  no  tiene  miembros  propios,  sino  que  está 
formada  con  las  dos  ramas  parlamentarias  del   Poder  Lejislativo. 

Pueden  protestar  aquí,  en  la  forma  que  mejor  les  parezca,  algu- 
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s  miembros  de  esta  Cámara,  contra  el  acuerdo  por  ella  celebra- 
.  Su  propósito  de  no  acatarlo  puede  ser  verdadero  i  seguramente 
es.  El  ejemplo  de  obedecimiento  a  las  leyes  no  lo  da,  jeneral- 
mte,  cierta  parte  de  nuestras  clases  superiores.  Pero  que  el  Se- 
do de  la  República  tiene  sobre  sí  la  responsabilidad  de  reveri 
revocar  un  acuerdo  de  la  Cámara  de  Diputados,  relativo  a  sus 
embros,  ya  es  otra  cosa.  El  Senado  pensará  mucho,  mucho  eslo, 
tes  de  intentarlo  siquiera. 


Por  su  parte,  el  Diputado  don  Pedro  Monít  afirmaba 
siguiente; 

El  señor  MonTi-. — El  debate  político  que  desde  hace  tiempo  ha 
nido  ocupando  la  atención  de  esta  Honorable  Cámara,  háse 
¡uvenecido  bajo  el  encanto  de  la  palabra  elocuente  del  bonora- 
i  Diputado  por  Santiago.  Con  la  altura  de  miras,  con  el  sereno 
ilustrado  criterio,  con  el  lenguaje  que  lo  enaltece  i  que  contri- 
ye  a  aumentar  el  prestijio  de  la  Honorable  Cámara,  ha  examt- 
do  su  señoría  el  acuerdo  ültímamente  celebrado  relativo  al 
Ifculo  197  de  nuestro  Keglanjsatoí  a  ta  actual  situación  política 
[acionada  con  la  elección  presidencial. 

Por  mi  parte,  voi  a  permitirme  aprovechar  esta  ocasión  para 
rmular  algunas  observaciones  sobre  estos  dos  distintos  puntos 
1  debate  pendiente.  El  puntí  de  partida  respecto  al  acuerdo 
glamentado  es  que  la  proclamación  de  Presidente  de  la  Repü- 
ica  corresponde  por  la  Constitución  i  las  leyes  al  Congreso 
icional  i  no  a  cada  una  de  las  Cámaras  separadamente,  i  que  esta 
ncion  es  del  mas  alto  interés  público  i  no  puede  estimarse  en 
ngun  caso  como  un  negocio  personal  i  pecuniario  de  los  que 
ntempla  el  art.  133  de  nuestro  Reglamento. 
La  proclamación  de  Presidente  consta  de  dos  distintas  órdenes 
procedimientos,  relacionados  los  unos  con  las  recia  macíones 
nulidad  de  la  elección  de  electores,  i  relacionados  los  otros  con 
suma  de  los  votos  o  el  escrutinio  i  con  la  elección  que  el  Con- 
eso  Nacional  deba  hacer  porsí  misraocuando  a  consecuencia  de 
ber  sido  aceptadas  algunas  reclamaciones,  o  por  otra  causa,  no 
nga  ninguno  de  los  candidatos  la  mayoría  absoluta  exíjida  por  la 
institución. 
La  primera  de  estas  funciones  no  corresponde  al  Congreso  Na- 
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cional  por  disposición  de  nuestra  Constitución;  pero  no  ocurre  lo 
mismo  con  la  segunda  parte  de  las  funciones  relativas  a  la  elección 
presidencial. 

Ni  en  la  Constitución  ni  en  las  leyes  que  se  dictaron  inmediata- 
mente después  de  ella  se  dice  algo  en  orden  a  la  autoridad  que 
debia  fallar  las  reclamaciones  de  nulidad  que  se  interpusieran 
contra  la  elección  de  electores  de  Presidente  de  la  República. 

Solo  en  1842  se  estableció  la  primera  disposición  legal  relativa 
a  esta  materia.  Una  Ici  de  aquel  año  dispuso  que  estas  reclamacio- 
nes debían  ser  falladas  por  un  jurado  compuesto  del  juez  letrado 
de  la  provincia  asistido  de  cuatro  personas  tomadas  a  la  suerte  de 
entre  los  miembros  del  Cabildo  de  la  capital  de  la  misma  pro- 
vincia. 

No  tengo  conocimiento  de  que  llegara  alguna  vez  a  ponerse  en 
práctica  el  procedimiento  establecido  por  la  lei  del  43.  Ni  en  las 
elecciones  del  46,  que  siguieron  inmediatamente  a  esa  lei,  ni  en 
las  del  51,  ni  en  las  del  j6,  ni  en  las  del  año  61  hubo  reclamaciones 
de  nulidad  que  pudieran  dar  base  para  ejecutar  sus  disposiciones. 

Después  de  esta  última  fecha  se  dictó  una  nueva  lei  electoral 
mucho  mas  completa  que  la  anterior  i  en  la  cual  se  establecieron 
reglas  detalladas  relativas  a  la  forma  como  se  debia  proceder  a  la 
resolución  de  las  reclamaciones  de  nulidad  interpuestas  contra  la 
elección  de  electores  de  Presidente.  En  esta  lei  se  fijó  un  plazo, 
dentro  del  cual  debían  presentarse  las  reclamaciones,  i  se  concedió 
al  Congreso  la  facultad  de  conocer  en  estas  reclamaciones  de  nu- 
lidad. 

De  manera,  pues,  que  durante  los  sesenta  años  que  llevamos  de 
vida  constitucional,  nos  hemos  rejidopor  dos  sistemas  enteramen- 
te diversos:  treinta  años  por  un  sistema  i  treinta  años  por  un 
sistema  distinto;  i  la  Cámara  puede  ver  que  esta  materia  es  sim- 
plemente legal  i  TiO  constitucional. 

Después  de  dictada  la  leí  del  86,  no  surjieron  reclamaciones  en 
la  elección  que  se  siguió  inmediatamente  en  1886,  pero  llegó  el 
caso  de  aplicarla  en  la  elección  posterior  de  187 1.  Si  la  aplicación 
práctica  que  de  ella  se  hizo,  si  el  procedimiento  que  entonces 
se  observó  no  fué  objetado  por  nadie  como  ilegal  o  inconstitucio- 
nal, podremos  fácilmente  establecer  cuál  es  la  interpretación 
lejítima  i  única  que  se  le  debe  dar,  si  es  el  Congreso  pleno  el 
que  debe  resolver  sobre  las  reclamaciones  de  nulidad  i  los  demás 
incidentes  que  con  ella  se  relacionan,  o  si  debe  proceder  separada- 
mente cada  una  de  las  Cámaras. 

En  la  sesión  de  30  de  Agosto  de   187 1  se  hizo  el  escrutinio  de  la 
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elección  de  Presidente,  i  en  el  momento  en  que  el  Presidente  del 
Honorable  Senado,  señor  don  Alvaro  Covarrúbias,  hacia  la  pro- 
clamación del  ciudadano  que  habia  obtenido  mayoría,  levantó  su 
voz  el  honorable  Diputado  señor  don  Domingo  Arteaga  Alemparte 
diciendo  que  no  debia  hacerse  la  proclamación  porque  habia  mu- 
chas i  mui  graves  reclamaciones  contra  la  elección,  i  después  de 
un  largo  discurso  propuso  el  nombramiento  de  una  comisión 
especial  encargada  de  estudiar  las  reclamaciones  e  informar  al 
Congreso. 

Con  este  motivo  se  inició  un  estenso  debate  en  el  cual  tomaron 
parte  diversos  miembros  del  Congreso,  sosteniendo  unos  i  com- 
batiendo los  otros  las  proposiciones  del  señor  Arteaga.  Tomó 
también  parte  en  este  debate  el  señor  don  Alejandro  Reyes,  i  dijo 
que  si  las  reclamaciones  pendientes  afectasen  un  número  bastante 
de  electores  para  que  el  candidato  no  tuviese  la  mayoría  absoluta 
de  sufrajios  exijida  por  la  Constitución,  debería  ella,  la  indicación 
del  señor  Arteaga,  ser  aceptada;  pero  que,  como  ocurria  el  caso 
contrario,  no  debia  serlo. 

Sobre  este  tema  continuó  el  debate,  hasta  que  se  llegó  a  la  vota- 
ción de  la  indicación  formulada  por  el  señor  Arteaga,  sin  que 
ningún  Senador  o  Diputado  sostuviese  que  debia  cada  una  de  las 
Cámaras  reunirse  separadamente  para  resolver  la  dificultad  pen- 
diente. 

En  esa  misma  sesión  se  sentaron  precedentes  respecto  de  si  era  o 
no  aplicable  a  los  Diputados  o  a  los  Senadores  en  las  altas  funcio- 
nes que  el  Congreso  debe  llenar  con  motivo  de  la  elección  de 
Presidente  de  la  República,  las  prohibiciones  que  los  reglamentos 
de  ambas  Cámaras  establecen  para  los  casos  en  que  alguno  o  algu- 
nos de  sus  miembros  tengan  interés  personal  i  directo  en  los 
negocios  que  debe  resolver. 

Habiendo  querido  abstenerse  de  votar  un  miembro  del  Congre- 
so que  estaba  ligado  por  lazos  de  familia  con  uno  de  los  candida- 
tos, se  le  observó  que  no  debia  hacerlo  i  emitió  su  voto  afirma- 
tivamente a  instancia  de  los  presentes  en  aquel  acto.  Otros 
honorables  Diputados  se  encontraban  también  en  esta  misma 
situación,  i  votaron  sin  que  nadie  objetara  su  derecho  porque  en- 
tonces nadie  creia  que  la  alta  función  de  elejir  al  primer  mandatario 
de  la  República  fuera  un  negocio  de  carácter  pecuniario  o  perso- 
nal. Entonces  todos  creian  lo  mismo  que  hoi  sostengo,  esto  es, 
que,  tratándose  de  la  mas  alta  función  pública,  el  interés  particular 
no  se  alcanza  siquiera  a  divisar,  desaparece  en  absoluto  i  por  com- 
pleto ante  el  interés  público  de  la  elección. 
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La  indicación  del  señor  Arteaga  Alemparte  para  que  pasaran  a 
Comisión  las  reclamaciones  de  nulidad  presentadas  al  Congreso, 
fué  rechazada.  El  Honorable  Presidente  del  Senado  señor  Cova- 
rrúbias  quiso  por  segunda  vez  proclamar  Presidente  de  la  Repú- 
blica al  candidato  que  habia  obtenido  mayor  número  de  votos. 
Pidió  entonces  uno  de  los  Diputados  que  se  consultara  a  la  Sala 
sobre  si  debia  o  no  hacerse  esta  proclamación.  Resuelta  esta  pro* 
posición  en  sentido  afirmativo,  se  hizo,  por  fin,  la  proclamación  de  'i\ 

Presidente  de  la  República.  Debo  recordar  a  la  Cámara  que  en 
aquella  época  de  intensa  ajitacion  política  no  se  basaban  las  recia* 
maciones  de  nulidad  en  irregularidades  de  las  mesas  receptoras 
o  de  los  ajentes'  subalternos  de  la  administración,  sino  en  una 
intervención  mas  o  menos  efectiva  de  parte  del  Gobierno.  I,  aun 
cuando  estas  inculpaciones  no  carecían  de  verdad, — lo  digo  sin 
hacer  reproche  a  nadie, — ningún  miembro   del  Congreso  se  negó  í 

a  concurrir  al  desempeño  de  sus  funciones. 

La  esperiencia  recojida  en  esta  ocasión  hizo  ver  la  necesidad  de 
dar  facilidades  para  que  se  pudiera  discutir  con  mayor  latitud  las 
reclamaciones  de  nulidad  que  se  presentaron;  i  con  este  fin  la  lei 
de  1874,  que  reformó  la  de  1861,  dispuso  que  el  Congreso  debia 
reunirse  el  30  de  Julio  con  el  objeto  de  ocuparse  en  las  reclama- 
ciones de  nulidad  para  que  el  30  de  Agosto  no  hubiera  inconve- 
niente para  proclamar  Presidente  de  la  República  al  candidato 
que  obtuviera  la  mayoría  necesaria. 

Bajo  el  imperio  de  esa  lei  se  hizo  la  proclamación  de  Presidente 
de  la  República  en  1876;  i  como  no  hubo  reclamaciones  ni  protes- 
tas de  parte  de  ninguno  de  los  miembros  del  Congreso,  ni  de  los 
ciudadanos,  no  llegó  el  caso  de  aplicar  las  disposiciones  relativas  a 
nulidades. 

En  1881  las  circunstancias  eran  diversas. 

La  elección  de  Presidente  de  la  República  dio  lugar  a  numerosas 
reclamaciones,  que  en  su  totalidad  alcanzaban  a  dejar  sin  la  mayo- 
ría constitucional  al  candidato  que  tenia  mayor  número  de  votos. 

El  Presidente  del  Senado  dio  cuenta  a  esta  alta  corporación  que 
iba  a  citar  a  todos  los  miembros  del  Congreso  a  una  'reunión  que 
debia  verificarse  el  30  de  julio,  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en 
el  art.  82  de  la  lei  del  74.  El  Senado  prestó  su  asentimiento  i  el 
Presidente  hizo  la  citación. 

Al  dia  siguiente  celebró  el  Congreso  su  primera  sesión  con  asis- 
tencia de  numerorosos  miembros  del  Congreso,  tanto  partidarios 
del  candidato  favorecido,  como  adversarios,  porque  ha  sido  tradi- 
ción nunca  desmentida  en  nuestra  historia  parlamentaria  la  asis- 
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de  todos  Jos  miembros  del  Cotigreso  sin  distinción  de  par- 
l  acto  de  la  proclamación  del  Presidente  de  la  República, 
ertd  la  sesión  se  suscitó  una  cuestión  previa, 
honorable  Diputado  dijo  que  no  comprendía  por  (jué  se  ha- 
lado a  las  dos  Cámaras  para  que  funcionasen  coníuntamente 
sala  del  Senado.  Se  le  recordó  entonces  que  la  lei  de  1874 
lia  que  el  Congreso  Nacional  debia  reunirse  el  30  de  Julio 
onocer  de  las  reclamaciones  de  nulidad  que  se  presentaran 
,  la  elección  de  electores  de  Presidente  de  la  República.  Pe- 
eplicó  el  mismo  honorable  diputado — el  Congreso  lo  forman 
s  Cámaras  que  deliberan  separadamente  i  se  reúnen  en  un 
3  solo  en  un  caso  previsto  por  la  Constitución;  para  la  pro- 
cion  de  Presidente  de  la  República  el  30  de  Agosto,  el  Con- 
Nacional,  agregó,  debe  empezar  a  conocer  el  30  de  Julio  de 
:lamaciones  de  nulidad,  no  en  virtud  de  la  Constitución,  sino 
if^rmidad  a  la  lei  del  74. 

no  en  consecuencia  de  lo  espuesto,  consideraba  el  mismo 
able  diputado  que  si  se  trataba  de  cumplir  el  precepto  cons- 
mat  necesitaba  el  Congreso  para  funcionar  la  presencia  de 
s  cuartas  partes  de  sus  miembros  i  ese  quorum  establecido 
Constitución  no  se  habia  reunido. 

ibien  se  insinuó,  aunque  solo  por  vía  de  incidencia,  que  no 
razón  alguna  para  que  presidiera  el  Presidente  del  Senado 
on,  porque  nada  decia  acerca  de  este  puntóla  lei  del  74. 
re  esta  materia,  como  digo,  no  se  hizo  indicación  forniali 
se  hizo  respecto  de  las  otras  objeciones  formuladas, 
fin,  el  honorable  Diputado,  apoyándose  en  las  obser  vacíones 
ores,  dijo  que  estaba  tan  convencido  de  que  la  única  doctri- 
al  era  la  espuesta,  que  creia  que  aun  la  misma  cuestión  en 
>taba  empeñado  el  Congreso  debía  ser  resuelta  por  cada  una 
Cámaras  separadamente.  Todavía  otro  honorable  Diputado 
j(i  la  misma  opinión  sobre  este  punto. 

Presidente  del  Senado,  señor  Varas,  dio  esplicacíones  sobre 
ñera  de  proceder,  i  dijo  en  su  parte  principal  que  la  lei  de 
ra  análoga  a  la  lei  de  1861,  i  que  al  dictarse  esta  lei  la  inten- 
leí  lejislador  fué  que  las  dos  Cámaras  se  reunieran  conjunta- 
:  i,  por  fin,  que  cuando  la  lei  no  establecia  un  quorum  espe- 
ara  el  funcionamiento  de  las  Cár.iaras,  debia  entenderse  que 
la  aquel  con  que  funcionaban  ordinariamente, 
lo  demás  concluyó,  como  yo  no  deseo  imponer  mi  opinión 
ie,  consultaré  al  Congreso  para  que  resuelva  lo  que  estime 
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Se  observó  que  esta  cuestión  debía  también  consultarse  separa* 
damente  a  cada  una  de  las  Cámaras. 

Por  fin,  fué  sometido  a  votación  el  asunto,  sin  que  se  hubiera 
suscitado  cuestión  de  implicancias,  se  resolvió  por  6o  votos  contra 
II,  que  el  Congreso  estaba  bien  constituido  en  un  solo  cuerpo  i 
que  no  necesitaba  para  funcionar  el  quorum  exijido  por  la  Consti- 
tución para  la  sesión  del  30  de  Agosto. 

I  finalmente  continuó  la  reunión  bajo  la  presidencia  del  honora- 
ble Presidente  del  Senado. 

En  esa  votación  tomaron  parte  algunos  honorables  Diputados 
que  pertenecen  todavía  a  esta  Cámara,  como  el  honorable  Diputado 
por  Santiago,  señor  Mac -I  ver.  También  me  encontraba  yo  presente 
— si  no  me  equivoco— i  creíamos  ambos  que  la  lei  de  1874  pres- 
cribía que  las  dos  Cámaras  debían  funcionar  conjuntamente  con 
el  quorum  que  se  requiere  para  cada  una  de  ellas,  i  que  las  cues- 
tiones relativas  a  las  reclamaciones  de  nulidad  i  a  la  proclíimacion 
de  Presidente  como  todas  las  cuestiones  incidentales  que  con  elks 
se  relacionan,  debían  ser  resueltas  por  ambas  Cámaras  reunidas  en 
un  solo  cuerpo  o  sea  por  el  Congreso.  Las  cuestiones  relativas  a 
las  reclamaciones  de  nulidad  continuaron  por  cinco  dias,  hasta 
que  al  fin  a  indicación  del  señor  Allende  Padin,  fueron  rechaza- 
das todas  las  reclamaciones,  i  se  proclamó  al  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

El  año  1884,  se  dictó  nueva  lei  electoral  a  fin  de  salvar  las  difi 
cultades  que  se  orijinaban  en  la  reunión  del  Congreso,  en  1881  se 
dispuso  que  el  Congreso,  ?e  reuniría  por  citación  del  Presidente 
del  Senado,  en  sesión  preparatoria  el  22  de  Agosto  i  que  para  ese 
caso  el  quorum  seria  el  que  establece  en  jeneral  la  Constitución 
para  cada  Cámara  i  no  el  especial  establecido  para  la  proclamación 
del  Presidente  de  la  República  el  30  de  Agosto. 

A  diferencia  de  la  sesión  de  30  de  Julio  ordenada  por  la  lei  de 
1874,  la  sesión  de  22  de  Agosto  establecida  por  la  lei  de  1884  tie- 
ne por  único  objeto  nombrar  comisiones  informantes  de  las  recla- 
maciones de  nulidad,  así  como  antes  de  constituirse,  cada  Cámara 
se  reúne  el  15  de  Mayo  para  nombrar  las  diversas  comisiones  in- 
formantes sobre  las  reclamaciones  de  las  elecciones  dejando  la  re- 
resolucion  de  las  reclamaciones  mismas  para  la  sesión  del  30  de 
Agosto. 

Quedó,  pues,  establecido  por  segunda  vez  que  el  Congreso  al 
tomar  conocimiento  de  las  reclamaciones  de'  nulidad,   funcionaba 
como  un  solo  cuerpo,  bajo  la  presidencia  del  Presidente  del  Sena- 
do i  con  el  quorum  establecido  para  cada  una  de  las  Cámaras, 
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Dados  estos  antecedentes  ¿podría  sostenerse  que  el  Congreso 
Nacional,  al  desempeñar  las  funciones  que  le  confiere  la  lei  sobre 
las  reclamaciones  de  nulidad  i  proclamación  de  Presidente,  no 
funciona  como  una  sola  corporación  sino  como  dos  Cámaras? 

La  letra  de  la  lei,  la  aplicación  constante  que  han  tenido  las  dis- 
posiciones mas  claras  dictadas  en  1884  i  renovadas  en  la  lei  vijente 
de  1890  para  salvar  las  dudas  que  surjieran  respecto  de  las  sesio- 
nes preparatorias  i  la  circunstancia  de  que  nunca  ha  habido  dudas 
respecto  de  la  sesión  del  30  de  Agosto,  autorizaba  a  establecer  que 
el  Congreso  Nacional  al  desempeñar  Jas  atribuciones  a  que  me 
vengo  refiriendo,  funciona  como  un  solo  cuerpo. 

Casi  estol  por  pedir  escusas  a  la  Honorable  Cámara  por  haber 
ocupado  tiempo  en  esta  materia,  pues  en  realidad  nadie  ha  soste- 
nido que  cada  Cámara  debe  obrar  separadamente  en  las  cuestiones 
de  la  elección  presidencial. 

El  honorable  Diputado  por  Santiago  se  ha  limitado  a  insinuar  la 
idea  con  timidez  sin  sostenerla  francamente,  pero  como  ha  avan- 
zado que  no  existe  una  corporación  especial  que  se  llame  Congre- 
so Nacional,  creo  que  no  serian  estériles  las  observaciones  que  he 
formulado. 

Funcionando  el  Congreso  en  un  solo  cuerpo  ¿pueden  sus  miem- 
bros estar  rejidos  por  diversos  reglamentos  i  leyes? 

Si  se  da  por  establecido  que  el  Congreso  forma  una  sola  corpo- 
ración, me  parece  consecuencia  inevitable  que  debe  escluirse  la 
idea  que  ha  sostenido  el  honorable  Diputado  que  los  miembros 
del  Congreso  han  de  rejirse  por  disposiciones  diversas,  según  sean 
Senadores  o  Diputados. 

Toda  corporación  por  derecho  consuetudinario,  puede  decirse, 
tiene  ciertas  prerogativas  o  atribuciones  que,  aunque  no  estén  es- 
presadas en  las  leyes,  se  ejercitan  invariablemente,  porque  le  í?on 
necesarias  para  el  desempeño  de  sus  funciones. 

Así,  por  ejemplo,  la  Constitución   no  dice  que   la  Cámara   de  I 

Diputados,  ni  el  Senado,  ni  la  Comisión  Conservadora  nombren  1 

sus  respectivos  presidentes,  i  establece  que  ninguna  corporación, 
ninguna  persona  ni  reunión  de  personas  pueden  arrogarse  otros 
derechos  o  facultades  que  las  que  espresamente  les  conceden  las 
leyes.  ¿Podría  por  esto  sostenerse  que  no  tienen  derecho  esas  cor- 
poraciones para  nombrar  sus  presidentes? 

Nó,  ciertamente,  i  al  nombrar  sus  presidentes  proceden  en  vir- 
tud del  derecho  parlamentario,  que  está  incorporado  en  nuestra 
Constitución  como  en  todos  los  paises  rejidos  por  el  mismo  sistema 
de  Gobierno. 
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Ha¡  Constituciones,  como  lo  sabe  la  Cámara,  en  que  se  estable- 
ce que  cada  Cámara  tiene  el  derecho  de  nombrar  sus  presidentes, 
otras  en  que  se  dispone  que  ese  derecho  corresponde  al  Soberano; 
pero  cuando  nada  sq  dice,  como  en  la  nuestra,  se  regla  esa  atribu- 
ción por  el  derecho  parlamentario,  i  por  este  motivo  cada  Cámara 
i  la  Comisión  Conservadora  nombran  sus  presidentes. 

Otra  de  las  atribuciones  que  tiene  también  toda  corporación  es 
la  de  fijar  los  dias  de  sesión,  el  orden  de  la  tabla,  el  número  de 
veces  que  cada  miembro  puede  usar  de  la  palabra,  la  tramitación 
que  debe  darse  a  las  cuestiones  que  se  susciten,  el  nombramiento 
de  comisiones  para  el  estudio  de  los  diversos  asuntos,  etc,.  etc.  De 
todas  estas  prerogativas  de  que  goza  la  Cámara  por  derecho  parla- 
mentario, goza  también  el  Congreso  Nacional,  en  todo  aquello  que 
no  ha  sido  reglado  por  la  Constitución  o  por  las  leyes. 

Es  indudable  que  en  todo  lo  que  dice  la  lei  se  estará  a  ella,  pero 
en  lo  que  esté  nada  dice,  rije  esta  regla  jeneral,  i  así  el  Congreso 
reunido  el  30  de  Agosto  para  la  proclamación,  continuará  funcio- 
nando en  los  dias  i  horas  que  él  mismo  acuerde. 

Se  concederá,  pues,  la  palabra  a  sus  miembros  en  la  forma  ordi- 
naria^ sujetándose  a  las  reglas  establecidas  en  las  asambleas  deli- 
berantes. 

Si  en  el  Congreso  Nacional  fuera  a  rejir  una  disposición  respecto 
de  uno  de  sus  miembros,  de  los  Diputados,  i  otra  respecto  de  otros, 
de  los  Senadores,  se  llegaria  a  contradicciones  bien  estrañas. 

Seria  ésta  la  primera  i  única  corporación  en  que  los  derechos  i 
prerogativas  de  que  gozan  unos  de  sus  miembros,  no  serian  los 
de  otros,  no  serian  iguales,  no  dependerían  de  su  carácter  de 
miembros  de  la  corporación,  sino  de  su  oríjen  o  modo  de  nombra- 
miento, que  seria  diverso. 

Si  el  Reglamento  del  Senado,  por  ejemplo,  no  permitiera  a  sus 
miembros  sirio  usar  de  una  vez  de  la  palabra  i  el  de  esta  Cámara 
dos  veces,  ¿qué  sucederia  en  el  Congreso? 

¿Usarían  de  la  palabra  solo  una  vez  los  Senadores  i  dos  los  Di- 
putados? Me  parece  que  esto  seria  inaceptable,  i  basta  esponerlo 
para  comprender  que  no  puede  admitirse. 

El  principio  a  que  todos  han  de  estar  sometidos  es  el  de  la  igual- 
dad, todos  han  de  tener  las  mismas  prerogativas:  no  veo  por  qué 
en  caso  de  contradicción  entre  ambos  reglamentos,  hubiera  de 
prevalecer  el  uno  sobre  el  otro,  siendo  iguales  ambas  ramas  del 
Poder  Lejislalivo;  no  se  divisa  la  razón  por  qué  el  Peglamento  de 
la  una  hubiera  de  prevalecer  sobre  el  de  la  otra,  i  si  no  se  puede 
aplicar  un  reglamento  de  preferencia  al  otro  en  los  trámites,  en  el 
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USO  de  la  palabra,  aun  en  las  faltas  al  orden,  ¿por  qué  se  habrá  de 
aplicar  solo  el  art.  127  del  de  esfa  Cámara? 

¿Tiene  acaso  este  artículo  alguna  virtud  especial  para  que  rija 
en  el  Congreso  mientras  los  demás  artículos  no  le  rijen? 

Toda  corporación  independiente  se  sujeta  en  sus  procedimien- 
tos a  las  reglas  que  le  ha  fijado  la  lei  que  la  ha  establecido,  i,  en 
el  silencio,  a  las  reglas  que  ella  misma  se  da;  pero  no  se  sujetan  en 
manera  alguna  sus  miembros  a  las  reglas  que  otras  corporaciones 
independientes  tengan  establecidas,  aunque  el  ser  miembro  de  es- 
tas  últimas  sea  lo  que  les  da  asiento  en  aquélla. 

El  art.  127  del  Reglamento  interior  de  esta  Honorable  Cámara 
que  se  pretende  hacer  estensivo  al  Congreso  Nacional,  no  se  refie- 
re ni  puede  referirse  sino  a  los  miembros  de  esta  Corporación  i  no 
a  los  que  forman  'el  Congreso  Pleno,  que  es  independiente  en  el 
desempeño  de  sus  funciones.  Ningún  Diputado  debe  cuenta  a  la 
Cámara  de  sus  actos  en  el  Congreso. 

El  Congreso  Pleno  se  forma  por  la  reunión  de  las  dos  Cámaras 
i  sería  irregular,  absolutamente  inaceptable,  que  en  las  sesiones 
que  él  celebra  tuvieran  los  Senadores  mas  atribuciones  i  derechos 
que  los  Diputados  si  es  que  el  Reglamento  del  Senado  diera  a  sus 
miembros  mas  derechos  i  mas  atribuciones  que  las  que  el  Regla- 
mento de  esta  Cámara  da  a  los  Diputados  que  la  forman. 

Si  se  sostuviera  que  el  Reglamento  de  cada  una  de  las  Cámaras 
es  aplicable  en  las  sesiones  del  Congreso  Pleno  a  sus  respectivos 
miembros,  resultaría  un  absurdo  manifiesto  que  echa  por  tierra  tal 
doctrina.  Podría  acontecer,  por  ejemplo,  que  un  diputado  faltare 
al  orden  ejecutando  actos  que  el  Reglamento  de  esta  Cámara 
prohibe,  i  que  este  mismo  acto,  ejecutado  por  un  Senador,  no  se 
considerara  falta  al  orden  porque  así  no  lo  estableciera  el  Regla- 
mento de  la  otra  Cámara. 

¿S3  llamaría  al  orden  al  Diputado  i  no  al  Senador?  ¿Puede  acep- 
tarse esta  diferencia? 

Lo  mismo  que  al  Congreso  Nacional,  debiera  comprenderse  en 
la  doctrina  que  combato  a  otras  dos  corporaciones  independien- 
tes: la  Comisión  Conservadora  i  el  Consejo  de  Estado. 

La  primera  de  estas  corporaciones  está  formada  esclusívamente 
por  Senadores  i  Diputados  ¿rejirá  por  esto  respecto  de  los  Diputa- 
dos el  Reglamento  de  esta  Honorable  Cámara?  Es  evidente  que 
nó,  porque  es  aquélla  una  corporación  independiente  i  tiene  su 
Reglamento. 

El  Consejo  de  Estado  está  formado  por  miembros  elejidos  por 
el  Senado,  por  U  Cámara  de  Diputados  i  por  el  Presidente  de  la 
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República,  i  ¿se  hallan  acaso  sometidos  los  Senadores  que  lo  for-* 
man  al  Reglamento  del  Senado^  los  Diputados  al  de  esta  Cámara  i 
los  miembros  elejidos  por  el  Presidente  de  la  República  a  un  re* 
glamento  especial  que  este  majistrado  para  ellos  haya  establecido? 
— Nó,  señor  Presidente,  como  toda  corporación  independiente 
tiene  un  reglamento  propio,  especial  al  cual  se  sujetan  todos  sus 
miembros  sin  distinguir  el  carácter  por  el  cual  forman  parte  del 
Consejo;  cualesquiera  que  sea  el  oríjen  de  su  representación  todos 
tienen  los  mismos  derechos  i  prerogativas. 

Se  observará  que  si  en  el  Consejo  de  Estado  i  en  la  Comisión 
Conservadora  hai  Diputados  i  Senadores^  éstos  son  pocos  i  forman 
una  corporación  independiente.  Son  pocos  i  en  esta  misma  circuns- 
tancia hai  un  argumento.  Si  la  Cámara  no  puede  dar  reglas  de  in« 
habilidad  a  los  pocos  Diputados  que  nombra  para  el  Consejo  de 
Estado  o  la  Comisión  Conservadora  ¿cómo  podrá  darlas  para  los 
miembros  del  Congreso  Nacional  que  ella  no  nombra  i  que  son 
mas  numerosos? 

Hai  que  tener,  ademas,  presente  que  los  Senadores  i  Diputados 
que  forman  parte  de  la  Comisión  Conservadora  o  del  Consejo  de 
Estado  son  nombrados  para  estos  puestos  por  sus  respectivas  Cá- 
maras; mientras  que  los  miembros  de  la  Representación  Nacional 
concurren  a  las  sesiones  del  Congreso  Pleno  por  derecho  propio, 
en  mérito  de  la  investidura  popular  de  que  se  encuentran  reves- 
tidos, i  no  por  designación  o  consentimiento  de  la  Cámara  a  que 
pertenecen. 

Ahora  ¿a  quiénes  se  ha  de  aplicar  el  art.  137  de  nuestro  Regla- 
mento con  motivo  de  la  elección  presidencial?  El  proyecto  de 
acuerdo  del  señor  Aldunate  no  lo  dice.  ¿Quiénes  sonlos  que  tie- 
nen este  interés  en  la  elección  que  inhabilita  a  su.  pariente?  ¿Se- 
rán los  electores  de  Presidente?  ¿Serán  los  reclamantes  de  la  elec- 
ción de  estos  funcionarios?  Si  un  hermano  de  un  Diputado  ha 
deducido  reclamación  de  nulidad  contra  la  elección  de  uno  o  mas 
electores  ¿podrá  votar  en  el  Congreso  Pleno  este  Diputado  herma- 
no de  un  reclamante?  El  propósito  de  la  Cámara  al  aprobar  este 
proyecto  de  acuerdo  ¿fué  el  de  inhabilitar  solo  a  los  parientes  de 
los  candidatos  a  la  Presidencia  de  la  República  o  se  estiende  tam- 
bién a  todos  los  que  sean  parientes  de  los  electores  de  Presidente 
cuya  elección  se  reclama,  i  a  todos  los  que  sean  parientes  de  los 
que  han  deducido  las  reclamaciones  de  nulidad?  ¿Quién  diria  cuál 
es  el  alcance  del  acuerdo  tomado  por  esta  Cámara?  Cuando  se 
trata  de  una  corporación  que  toma  un  acuerdo  que  debe  ser  apli- 
cado dentro  de  ella  misma,  es  la  corporación  misma  quien  resuel* 


432  DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILENO 


ve  sobre  el  alcance  del  acuerdo;  pero  si  es  esta  Cámara  la  que  da 
reglas  sobre  actos  que  debe  ejecutar  otra  corporación  indepen- 
diente ¿quién  será  la  que  resuelva?  ¿Se  separará  cada  una  de  las 
Cámaras  para  resolver  por  sí  misma  i  separadamente  la  cuestión? 
¿Seria  admisible  que  el  Senado  resolviera  una  cosa  i  la  Cámara  de 
Diputados  otra  diversa  para  actos  que  debia  ejecutar  el  Congreso? 
Es  al  Congreso  Nacional  a  quien  corresponde  declare  la  inhabi- 
lidad para  votar  en  los  actos  que  debe  él  mismo  realizar,  i  quien 
determina  el  alcance  de  sus  acuerdos,  porque  teniendo  facultade 
para  lo  principal  las  tiene  también  para  resolver  todos  los  inciden- 
tes relacionados  con  el  desempeño  de  sus  funciones. 

Al  intervenir  el  Congreso  en  la  elección  de  Presidente  de  la 
República,  podria  surjir  la  duda  de  si  se  aplica  la  lei  de  implican- 
cias de  1837,  pues  creo  que  debemos  eliminar  este  punto  porque, 
como  lo  ha  dicho  el  honorable  Diputado  por  Santiago:  «Estos  ac- 
tos en  que  nos  ocupamos  no  son  negocios  judiciales  sujetos  a  dos 
instancias  i  a  la  resolución  de  una  autoridad  con  la  revisión  de  otra 
superior.  Se  trata  de  otra  cosa:  de  actos  i  funciones  públicas  que 
no  pueden  realizar  i  desempeñar  sino  las  corporaciones  o  personas 
a  quienes  esto  ha  encomendado  espresamente  la  lei.» 

Yo  me  encuentro  de  acuerdo  con  Su  Señoría;  creo  que  esta  doc- 
trina está  conforme  a  la  lei  i  no  me  esplicaria  que  en  el  ejercicio 
de  la  alta  facultad  política  que  la  Constitución  ha  conferido  al 
Congreso,  relativa  a  la  elección  de  Presidente  de  la  República, 
pudieran  aplicarse  las  inhabilidades  judiciales  establecidas  por  la 
lei  del  37,  cuyo  art.  3.°  dice  así: 

«Art.  3.°  Los  individuos  de  ambas  Cámaras,  los  miembros  del 
Consejo  de  Estado,  los  jueces  militares,  i  cualesquiera  otros  que 
ejerzan  jurisdicción  en  sus  respectivos  casos,  son  comprendidos 
en  las  causas  de  implicancia  espresadas  en  el  artículo  anterior.» 

Se  ve  que  esta  lei  se  refiere  solo  a  los  casos  en  que  el  Senado,  la 
Cámara  de  Diputados,  el  Consejo  de  Estado,  etc.,  ejerzan  funcio- 
nes judiciales  como  lo  comprueba  mas  su  art.  i.",  que  dice: 

«Art.  I.**  Los  jueces  se  inhiben  de  conocer  en  los  juicios  por 
implicancia  legalmente  declarada,  o  por  recusación  legalmente  ad- 
mitida; fuera  de  estos  casos,  ningún  juez  puede  escusarse  de  cono- 
cer en  la  instancia  o  recurso  judicial  deferido  por  la  lei  a  su  cono- 
cimiento.» 

Se  ve,  pues,  que  estas  disposiciones  solo  se  refieren  al  caso  en 
que  se  desempeña  funciones  judiciales  por  algunas  de  las  altas  cor- 
poraciones a  que  he  aludido,  i  yo  creo  que  con  las  observaciones 
que  he  formulado,  reforzadas  por  las  propias  palabras  del  honora- 
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b!e  Diputado  por  Santiago,  queda  demostrado  qué  no  se  trata, de 
asuntos  judiciales  sino  de  una  mui  alta  función  pública. 

Paso  ahora  a  examinar  las  funciones  del  Congreso  cuando  le 
corresponde  elejir  Presidente  de  la  República  en  el  ijaso  de  no 
tener  ningún  candidato  mayoría  absoluta,  por  haberse  declarado 
nulidades,  sea  por  dispersión  de  votos  u  otra  causa.  Acerca  de  este 
punto  no  hai  precedentes  entre  nosotros,  pero  los  hai  numerosos 
en  las  elecciones  que  las  Cámaras  hacen  de  diversos  funcionarios 
públicos,  como  ser  Presidentes,  Consejeros  de  Estado,  etc. 

El  honorable  Diputado  por  Santiago  ha  sostenido  que  los 
parientes  de  uno  de  los  candidatos  están  inhabilitados  para  tomar 
parte  en  esta  elección,  i  como  se  le  observara  que  esta  no  era  la 
práctica  por  cuanto  en  las  dos  Cámaras  los  candidatos  a  la  presi- 
dencia de  ella  votaban  cuando  se  trataba  de  su  propia  elección, 
hizo  su  señoría  una  distinción  mui  sutil  e  injeniosa  sin  duda  pero 
que  no  resiste  un  lijero  examen. 

Veamos  ahora  si  es  efectivo  que  en  nuestras  prácticas  parlamen- 
tarias se  encuentra  base  plausible  para  sostener  que  la  inhabilidad 
no  existe  tratándose  de  elejir  a  uno  de  entre  muchos,  i  que  existe 
cuando  se  va  a  escojer  entre  dos,  como  dice  el  honorable  Dipu- 
tado. 

En  los  actos  del  Congreso  Nacional  no  se  encuentran  preceden- 
tes; pero  nos  es  fácil  encontrarlos  en  los  actos  corrientes  de  cada 
una  de  las  Cámaras. 

En  las  elecciones  de  Presidente  que  hace  mensualmente  esta 
Cámara  no  existe  la  inhabilidad  de  los  interesados  en  la  elección, 
puesto  que  todos  los  Diputados  votan,  incluso  los  mismos  que  han 
sido  designados  para  desempeñar  el  alto  puesto  de  Presidente. 

Al  tratar  este  punto  no  doi  a  entender  que  los  miembros  de  la 
Honorable  Cámara  voten  por  sí  mismos,  sino  que  toman  parte  en 
la  votación  i  ejercen  el  derecho  de  votar,  de  modo  que  no  les  rije 
la  prohibición  del  Reglamento.  No  sé  que  jamás  los  miembros  de 
la  Cámara  hayan  votado  por  sí  mismos.  El  hecho  no  me  consta,  i 
si  alguna  vez  esto  se  hubiese  producido,  no  deseo  que  me  conste 
personalmente. 

En  estas  elecciones  mensuales  de  Presidente  que  hace  la  Cámara, 
varias  veces  ha  ocurrido  que  no  resulta  mayoría  para  ninguno  de 
los  candidatos,  i  entonces  nos  hemos  encontrado  en  presencia  del 
caso  de  que  la  elección  se  repita,  debiendo  concretarla  a  las  dos 
personas  que  han  obtenido  las  primeras  mayorías. 

Este  es  el  caso  de  la  elección  entre  dos  candidatos,  en  el  cual 
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1  Diputados  deben  no  elejir  sino  escojer  uno  de  ellos  para  emitir 
sufrajio. 

Pues  bien,  ¿votan  en  este  caso  los  parientes  de  los  candidatos? 
éneo  derecho  para  hacerlo  o  están  inhabilitados  para  tomar  parte 
la  votación?  No  tengo  para  qué  invocar  precedentes  que  for- 
:n  parte  de  nuestra  pasada  historia. 

Este  año,  en  el  actual  período  de  sesiones,  cuando  se  hacia  la 
juncia  elección  de  Mesa,  no  hubo  mayoría  para  ninguno  de  los 
s  candidatos  a  la  Presidencia  de  la  Cámara.  Fué  necesario  repe- 
la votación  i  en  ella  tomaron  parle  no  solo  los  parientes  sino 
nbien  los  mismos  honorables  Diputados  que  figuraban  como 
icos  candidatos  posibles  en  la  segunda  elección,  sin  que  nadie 
jetara  ni  desconociera  el  derecho  que  tenían  para  hacerlo. 
^Hicieron  mal  los  Diputados  que  así  procedieron?  Vo  creo  que 
;  creo  que  tuvieron  derecho  para  volar  i  que  debieron  hacerlo 
;sar  de  que  no  se  trataba  de  elejir  entre  muchos,  sino  de  escojer 
:re  dos,  segtm  la  frase  del  honorable  Diputado. 
El  mismo  caso  ha  ocurrido  en  el  Senado,  recientemente.  Se 
)dujo  dispersión  de  votos;  i  cuando  se  repitió  la  votación,  toma- 
1  parte  en  ella  los  dos  candidatos,  con  la  circunstancia  especial 
este  caso,  de  que  un  Senador  llamó  la  atención  a  ese  hecho, 
'O  fundando  su  observación  no  en  que  hubieran  votado  los  can- 
atos, sino  en  que,  según  creia,  uno  de  ellos  había  votado  por  sí 
jmo,  lo  que  obligó  a  otro  honorable  Senador  a  declarar  que  era 
:iuien  habia  decidido  con  su  voto  la  elección. 
^si,  pues,  la  práctica  constante  de  la  Cámara— sin  necesidad  de 
1  buscar  antecedentes  a  otra  parte — ha  sido  la  de  que  voten  los 
ididatos  i  los  parientes  de  los  candidatos, 
'ero  el  honorable  Diputado  por  Santiago  agregaba  todavía: 
l'ara  establecer  semejanza  entre  lo  que  ha  de  suceder  el  30  de 
osto  i  ¡oque  ordinariamente  sucede  en  un  cuerpo  electivo  como 
3  CAmava,  por  ejemplo,  no  se  ha  de  suponer  el  caso  simple  i 
10  de  la  designación  de  nuostro  Presidente,  ha  de  suponerse 
j.  Kn  el  día  de  mañana  s3  divide  la  Cámara  en  dos  partidos, 
a  uno  con  un  candidato  para  la  Presidencia  de  ella.  Se  hace 
deccion  i  resulta  empate  o  se  oí>jeta  por  mala  o  viciosa  la  de- 
lación del  Presidente  elejido.  En  este  caso  vota  el  Presidente 
la  cuestión  sobre  nulidad  Je  su  elección?  ¿Votan  sus  parientes? 
,  porqu;  i.-;i  este  caso  hai  el  Ínteres  persona!  i  directo  que  no 
ite  cuando  los  Diputados  escojcn  su  Presidente  entre  todos  sus 
egas  sin  distinción. íí 
u  Sei\oría  no  contemplaba  el  caso  de  que  se  repitiera  la  elecion 
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dos  candidatos,  i  se  ponía  solo  en  el  caso  de  una  eleccioA 
nula.  En  tales  casos,  cuando  se  consulta  a  la  Cámnra 
validez  de  la  elección,  ni  el  Presidente  ni  sus  deudos  vo- 
el  honorable  Diputado,  porque  el  Reglamento  se  lospro- 

irmito  estar  en  desacuerdo  con  Su  Señoría.  Cuando  se 
a  la  Cámara  sobre  la  validez  o  nulidad  de  la  elección  de 
te  no  vota  el  Presidente  por  delicadeza,  _  pero  votan  sus 
1,  bi  Presidente  de  la  Cámara,  colocado  en  tal  situación, 
;rdo  con  su  dignidad  i  su  delicadeza  personal,  se  abstiene 
,  pero  no  porque  se  lo  prohiba  el  Reglamento,  porque 
libicion,  si  existiera,  se  aplicada  también  a  sus  parientes, 
I  la  tienen.  Puedo  citar  precedentes  a  este  respecto. 

>  1850,  la  Cámara  estaba  mui  dividida,  i  en  3  de  Junio  se 
a  elejir  Presidenle.  Resultó  un  candidato  con  26  votos  i 

imbien  con  16  i  dos  votos  sueltoa.  Se  repitió  la  votación 
ismo  resultado.  En  ambas  habían  tomado  parte  el  herma- 
o  de  los  candidatos.  Se  decidió  el  caso  a  la  suerte  i  resul- 

>  Presidente  el  candidato  de  una  lista  í  vic; -Presiden te  el 
a  lista- 

i  siguiente  se  produjo  la  misma  situación. 

e  los  candidatos  obtuvo  36  votos,  aj  el  otro,  i  3  dispersos. 

ice-Presidente  resultaron  35  votos  por  uno  de  los  caní:- 

por  el  otro  i  3  dispersos. 

itió  la  elección  i  resultaron  aj  votos  por  un  candidato,  sj 
i  I  en  blanco,  que  íué  el  del  Presidente  en  funciones,  uno 

ndidatos.  Votaron  también  hermanos.  Habiendo  resul- 

vez  solo  ^1  votos  cuando  en  la  primera  votación  habían 
j  53,  se  consultó  a  la  Cámara  sobre  si  la  votación  estaba 
nal  hecha,  i  se  resolvió  que  estaba  bien  hecha,  votando 

el  hermano  de  uno  de  los  candidatos.  Otro  tanto  ocurrió 
ación  para  vice-Presidente.  Consultada  la  Cámara  sobre 
z,  tomó  parte  en  la  votación  un  hermano, 
pues,  que  en  la  práctica  se  encuentran  precedentes  de  que 
cciones  que  hace  la  Honorable  Cámara,  sei  entre  muchos 
os,  no  se  han  considerado  inhahilitadoí  los  parientes  de 
datos. 

:aso  que  he  citado  habia,  sin  embargo,  vivo  interés  poli- 
¡uramenle  que  nuestros  antecesores  en  estos  asientos  no  se 
san  en  hacer  uso  para  la  defensa  de  su  derecho,  de  lodos 
sos  lejílimos  que  podía  suministrarles  el  Reglamento, 
en  aquella  ocasión  levantó  la  voz  para  impugnar  el  dere- 
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con  que  tomaban  parte  en  las  votaciones  los  Diputados  que 
1  deudos  inmediatos  de  los  candidatos. 

n  materias  electorales  hai  variedad  de  precedentes.  En  unos 
is  han  votado  los  interesados,  en  otros  no,  según  el  criterio  de 
1  cual,  i  no  por  disposición  reglamentaria.  Se  recordará  hace 
o  que  el  honorable  Diputado  por  Ancud,  señor  Gacitüa,  habia 
ido  en  tina  cuestión  incidental  de  la  reclamación  de  nuUdnd  de 
iropia  elección,  i  he  leido  una  larga  comunicación  que  el  señor 
utado  lia  dirijido  a  la  Cámara  sobre  el  particular,  esplicando 
qnducta, 

0  no  necesitaba  haber  leido  esa  comunicación  para^saber  que  su 
iria  había  procedido  bien,  como  creo  que  procede  siempre  Í 
;eden  todos  los  señores  Diputados. 

1  honorable  señor  Gazitúa  votó  en  aquella  ocasión  porque  cre- 
jue  debia  votar,  lo  mismo  que  el  honor.ible  Diputado  por  Elqui, 
)r  Edwrds,  en  el  caso  de  la  elección  de  la  mesa  de  Renca,  en 
tenia  interés  uno  de  sus  deudos. 

mbos  señores  Diputados  no  estimaron  por  un  instante  que  el 

límenlo  les  prohibiera  votar. 

Íui¿n  resuelve  entonces  en  tales  casos?  ;Q.uién   debe   resolver 

1  caso  de  que  hoi  se  trata?  En  primer  lugar  el  Diputado  i  en 

lida  el  Congreso  Nacional,  si  se  trata  de  funciones  desempeña- 

en  el  Congreso. 

I  ha  traidü  también  como  precedente  lo  que  ocurre  en  otros 

es,   i  yo  deseo  seguir  la   discusión   en   este  terreno,   pidiendo 

sas  a  la  Cámara  por  verme  precisado  a  ocupar  algún  tiempo 

su  atención. 

e  leido  los  reglamentos  de  las  Cámaras  francesas  i  belgas,   i 

le  encontrado  disposiciones  acerca  de  inhabilidades  por  paren- 

D. 

1  los  diarios  he  visto  citado  últimamente  el  caso  del  distingui- 
epublicano  Láiaro  Carnot,  que  como  decano  por  edad  del  Se- 
)  presidió  varías  sesiones  anuales  de  apertura  de  este  cuerpo, 
1  asegura  que  en  la  reunión  de  b  Asamblea  Nacional  de  1887 
elejir  Presidente  de  la  República,  Lázaro  Carnot  votó  por  su 
i  fué  objeto,  con  tal  motivo,  de  una  ovación. 
>  he  encontrado,  como  decia,  nada  en  los  reglamentos  france- 
e  1876  a  este  respecto,  poro  he  hallado  algunos  precedentes 
puede  ser  títil  conocer. 

)mo  sabe  la  Cámara,  hai  en  Francia  una  corporación  llamada 
nblea  Nacional,  que  es  formada  por  las  dos  Cámaras,  i  cuyas 
uciones  consisten  en  elejir  at  Presidente  de  la  República  i  en 
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revisar  la  Constitución  cuando  cada  una  de  las  dos  Cámaras  ha 
acordado  separadamente  que  es  necesaria  la  revisión. 

El  19  de  Junio  de  1879  se  reunieron  las  dos  Cámaras  en  Asam- 
blea Nacional  para  proceder  a  revisar  la  Constitución.  Paul  de  Cas- 
sagnac,  miembro  de  la  Cámara  de  Diputados  que,  como  lo  saben 
mis  honorables  colegas,  se  hacia  notar  por  sus  intemperancias  de 
lenguaje,  se  encontraba  en  esosmomentes  bajo  la  pena  de  esclusion 
temporal,  que  le  habia  sido  impuesta  a  proposición  del  Presidente 
de  la  Cámara,  el  ilustre  Gambetta. 

Surjia  naturalmente  la  cuestión  de  saber  si  la  esclusion  podia 
estenderse  a  las  sesiones  de  la  Asamblea  Nacional  i  si  el  Diputado, 
temporalmente  privado  del  derecho  de  asistir  a  las  sesiones  de  la 
Cámara,  podia  ser  igualmente  privado  del  derecho  de  asistir  a  las 
sesiones  de  las  dos  Cámaras  reunidas  en  Congreso  de  revisión. 
La  cuestión  fué  resuelta  negativamente  en  la  reunión  de  la  presi- 
dencia de  18  de  Junio  de  1879.  El  señor  Presidente  Gambetta  espu- 
so en  esta  reunión,  que  el  derecho  del  Diputado  censurado  no  po- 
dia ser  discutido;  escluido  de  las  sesiones  de  la  Cámara  no  podia  ser 
considerado  como  escluido  de  las  sesiones  de  la  Asamblea  Nacio- 
nal: proceder  de  otra  manera  seria  estender,  por  vía  de  interpreta- 
ción, una  pena  pronunciada.  En  consecuencia,  la  presidencia  deci- 
dió que  el  miembro  temporalmante  escluido  de  las  sesiones  de  la 
Cámara  seria  citado  a  la  sesión  de  la  Asamblea  Nacional. — (Rey- 
naert,  tomo  2,  pajina  107).» 

Ya  vé  la  Honorable  Cámara  qué  diferencia  tan  esplícita  se  esta- 
blecia  entre  la  propia  Cámara  de  Diputados  de  Francia  i  los  miem- 
bros de  ella  que  funcionaban  en  Asamblea  Nacional;  esta  Asam- 
blea, que  es  igual  al  Congreso  pleno  de  Chile,  admitia  en  sus 
funciones  a  un  Diputado  que  estaba  suspendido  por  acuerdo  de  la 
Cámara  a  que  pertenecía,  i  a  aquella  resolución  concurrieron  los 
mismos  que  habian  propuesto  la  censura  i  esclusion  de  M.  de  Cas- 
sagnac. 

Quedó  establecido  que  la  suspensión  acordada  por  la  Cámara  de 
Diputados  no  lo  inhabilitaba  para  la  Asamblea  Nacional  porque 
iba  a  ejercer  funciones,  no  en  la  Cámara,  sino  en  otra  Corporación 
distinta  de  la  Cámara. 

Los  precedentes  de  Inglaterra  son  también  mui  importantes,  i 
especialmente  para  nosotros,  porque  no  debió  ignorarlo  el  autor 
de  la  Constitución  de  1833,  don  Mariano  Egaña,  que  residió  largo 
tiempo  en  aquel  pais  como  representante  de  Chile  i  que  estudió 
sus  instituciones  i  sus  prácticas  parlamentarias. 

He  encontrado  en  May  lo  siguiente: 
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'<En  los  Comunes  es  regla  establecida  que  ningún  miembro  pue- 
de votar  en  cuestiones  en  que  tenga  interés  pecuniario  directo,  ¡ 
para  que  la  prohibición  se  aplique,  es  menester  que  el  interés  sea 
inmediato  i  personal.» 

Esplicando  esta  regla,  dijo  el  Speaker  en  sesión  del  17  de  Julio 
de  1811: 

«Este  interés  debe  ser  pecuniario,  directo  i  que  pertenezca  sepa- 
radamente a  las  personas  cuyos  votos  so  cuestionan  i  no  en  común 
con  los  demás  subditos  de  su  majestad  <<or  on  mallcr  of  Stale  poUcy.» 

''No  se  encuentra  ejemplo  en  que  el  voto  de  un  miembro  haya 
sido  prohibido  en  cuestiones  of  piiblic  policy. 

Finalmente,  s'.  la  elección  de  Presidente  de  la  República  no  es 
de  alta  política,  yo  no  sé  cual  cuestión  podría  tener  ese  carácter. 

¿Merecerla  los  esfuerzos  de  talento  i  de  elocuencia  que  ha  gasta- 
do el  honorable  Diputado  por  Santiago,  si  solo  fuese  una  cuestión 
de  interés  personal? 

La  misma  actitud  del  honorable  Diputado  nos  está  manifestando 
que  S2  trata  de  una  cuestión  de  la  mas  alta  política,  que  afecta  a 
todo  el  país,  a  los  naas  caros  intereses  públicos  i  no  de  una  peque- 
iia  e  insignificante  cuestión  personal. 

El  señor  Jordán. — Permítame  el  honorable  Diputado  por  Petorca, 
mi  distinguido  amigo.  En  Inglaterra  votan  los  Ministros  de  Estado 
los  votos  de  censura  en  su  contra,  los  exije  el  partido  que  los  man- 
tiene en  el  poder. 

El  señor  Montt. — En  cuestiones  políticas  entre  nosotros,  los  Mi- 
nistros no  votan  pero  sí  votan  sus  parientes.  En  i8()2,  tratándose  de 
un  voto  de  apoyo  al  Ministerio  propuesto  por  nuestro  honorable 
presidente,  un  deudo  inmediato  de  uno  de  los  Ministros  votó  en 
contra  i  otros  deudos  declararon  que  no  votaban,  pero  se  reserva- 
ban su  derecho. 

Estos  recuerdos  son  recientos.  I  sj  c om^irciido,  sjfDr  Presidente, 
que  así  hayan  pasado  las  cosas,  pjrque  la  p^i'¡nin_Mc¡a  de  un  par- 
tido en  el  poder  o  su  alejamiento  o  que  prevalezcan  en  el  Gobierno 
estas  tendencias  o  aquellas  otraí?,  son  cuestiones  demasiado  graves, 
ante  las  cuales  cfden  i  desaparecen  las  pequeñas  consideraciones 
de  parentesco. 

También  el  honorable  Diputado  por  Santiago  ha  exhibido  algo 
de  lo  que  pasa  en  Estados  Unidos. 

Seguiré  a  Su  Señoría  en  este  terreno.  Me  halaga  la  esperanza  de 
que  la  esposicion  de  los  antecedentes  ha  de  llevar  a  la  Honorable 
Cámara  a  la  convicción  contraria  de  lo  que  se  ha  querido  produ- 
cirle. 
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La  Constitución  de  Estados  Unidos  dispone  que  el  Presidente  de 
la  Repiiblica  se  elija  por  electores  i  que  el  escrutinio  de  la  elec- 
ción se  haga  por  el  Presidente  del  Senado  en  presencia  de  las  dos 
Cámaras.  Hasta  aquí  sus  disposiciones  son  iguales  a  las  de  nuestra 
Carta  Fundamental;  i  principia  en  seguida  la  diferencia:  si  no  hai 
mayoría  absoluta  para  ninguno  de  los  candidatos  a  la  presidencia, 
la  elección  entre  los  tres  candidatos  de  mayor  número  de  votos 
corresponde  a  la  Cámara  de  Diputados  i  no  a  las  dos  Cámaras;  i 
si  falta  mayoría  para  elejir  vice-Presidente,  la  designación  corres- 
ponde al  Senado  i  no  al  Congreso. 

Si  en  Estados  Unidos  cada  Cámara  elije,  sea  al  Presidente,  sea 
al  vicC;  por  sí  sola,  i  no  en  unión  con  la  otra,  se  comprende  que 
resuelva  también  por  sí  sola  los  incidentes  relativos  a  la  elección. 
I  si  en  Chile  la  elección  de  Presidente  se  hace  no  por  una  sola  Cá- 
mara sino  por  las  dos  reunidas,  ¿cómo  se  resolverán  los  incidentes 
relativos  a  la  elección,  separándose  o  manteniéndose  unidas?  No 
parece  difícil  la  contestación. 

Las  disposiciones  primitivas  de  1787  establecían  que  los  electo- 
res de  Presidente  votasen  por  dos  personas  sin  designación  de 
Presidente  i  vice  separadamente.  Era  Presidente  el  que  tenia  la 
mayoría  mas  alta  i  vice  el  que  tenia  la  segunda  mayoría.  Así  re- 
sultaba a  veces,  como  ocurrió  en  1797,  que  era  elejido  Presidente 
el  candidato  de  un  partido  i  vice  el  candidato  del  otro  partido. 

En  la  elección  de  1801  se  verificó  el  caso  de  que  hiciera  la  desig- 
nación de  Presidente  la  Cámara  de  Representantes.  La  lista  repu- 
blicana de  Mr.  Jefferson  i  Mr.  Burr  salió  triunfante  sobre  la  lista 
federal  de  Mr.  Adams  i  Pinckney  en  los  colejios  electorales;  pero 
Mr.  JetTerson  i  Mr.  Burr  tenían  igual  número  de  votos,  i  como  se 
indicaba  candidato  especial  para  Presidente  i  para  vice,  habla  em- 
pate, correspondió  la  elección  a  la  (támara  de  Diputados. 
8  Mr.  Jefterson,  como  es  sabido,  era  uno  de  los  mas  ilustres  fun- 
dadores dé  la  República.  Habia  redactado  la  declaración  de  la  in- 
dependencia, recuerdo  que  él  mismo  elijió  para  su  sepulcro,  habia 
servido  a  su  pais  en  los  mas  altos  puestos  diplomáticos,  adminis-. 
trativos  i  parlamentarios  i  era  el  jefe  reconocido  del  partido  repu- 
blicano que  hoi  se  llama  demócrata. 

Los  títulos  de  Mr.  Burr  eran  mui  inferiores. 

Sin  embargo  de  esta  diferencia  entre  los  candidatos,  los  federa- 
les, derrotados  en  las  elecciones,  no  querían  elejir  a  Mr.  JeíTef- 
son,  a  quien  atribuían  su  derrota,  i  preferían  a  Mr.  Burr. 

Para  hacer  la  elección  se  necesita  la  mayoría  absoluta  de  los  E^ 
tados,  pues  los  Diputados  no  votan  en  este  caso  por  cabeza  sino 
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or  Estados,  i  asi  los  56  Diputados  de  Nueva  York  se  cuentan  por 
no,  i  por  uno  se  cuenta  el  único  Diputado  de  Nevada, 

La  votación  entre  los  dos  candidatos  se  repitió  j^  veces  sin  que 
i  pudiera  formar  la  mayoría  absoluta  necesaria  para  la  elección, 
itervino  entonces  la  acción  de  Alejandro  Hamilton,  jefe  recono- 
ido  de  los  federales  i  fundador  del  orden  financiero  de  la  Repú- 
lica  i  uno  de  los  mas  esforzados  campeones  de  la  Constitución. 

El  patriotismo  de  Hamilton  no  le  permitió  vacilaciones  i  se  in- 
.inó  decididamente  del  lado  del  interés  público,  no  dando  cabida 
1  su  grande  alma  a  antiguos  disentimientos  i  profundas  eneinis- 
:des  con  Jefferson,  Hamilton  arrastró  a  su  partido,  i  Jefferson  fué 
lejido  Presidente  en  la  votación  trijésima  sesta,  tomada  al  quinto 
ia  desde  que  la  Cámara  se  habia  convertido  en  colejio  electoral. 

Tres  años  después  Hamilton  rendia  la  vida  por  un  batazo  díspa- 
ido  por  Mr.  BulI  en  duelo. 

En  Estados  Unidos  la  proclamación  del  Presidente  se  verifica 
3r  el  vice-Presidente  en  ejercicio  en  su  carácter  de  Presidente  del 
;Dado,  i  cuando  el  vice-Presidente  es  elejído  Presidente,  lo  que 
1  ocurrido  varias  veces,  se  proclama  a  sí  mismo  sin  que  haya  lu- 
ir a  implicancia  o  inhabilidades. 

Mr.  John  Adams,  otro  de  los  padres  de  la  República,  que  sirvió 
su  país  desde  los  comienzos  del  movimiento  de  la  independen- 
a,  que  desempef^d  por  ocho  años  la  vice-presidencia,  i  ocupó  un 
■ninente  lugar  en  las  Asambleas  Lejislativas  i  en  la  diplomacia, 
lyo  hijo  fué  sesto  Presidente  de  los  Estados  Unidos,  i  cuyo  nieto 
:presentó  a  su  patria  en  Inglaterra  durante  la  guerra  de  sucesión 
I  encontró  en  este  caso. 

En  1797,  como  Presidente  del  Senado,  hacia  el  escrutinio  de  la 
eccion  presidenci.i',  en  presencia  de  las  dos  Cámaras  i  termina- 
I  esta  operación,  se  expresó  en  estos  términos; 

«^Caballeros  del  Senado  i  de  la  Cámara  de  Representantes:  Según 

informe  que  me  dan  los  escrutadores  nombrados  por  las  dos 
amaras  para  examinar  los  votos,  hai 

71  votos  por  John  Adams. 
6S      »       *    Tomas  Jefferson. 
59       »        »    T.  Pinckney,  etc. 

«El  número  total  de  votos  es  de  i  ^fí:  70  forman  por  tanto  la  ma- 
iría,  de  modo  que  la  persona  que  tiene  71  votos,  que  es  el  núme- 
mas  alto,  está  clejido  Presidente,  i   la  persona  qae  tiene  68  vo- 
s,  que  es  el  inmediato  inferior,  está  elejido  vice-Presidente.» 
El  Presidente  del  Senado,  conlinúa  el  acta,  se  sentó  entonces, 
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por  un  momento,  i  poniéndose  otra  vez  de  pié)  se  dirijió  así  a  las 
Cámaras: 

«En  obediencia  a  la  Constitución  i  a  las  leyes  de  Estados  Unidos 
i  a  las  resoluciones  de  las  dos  Cámaras  del  Congreso,  acordadas 
en  la  sesión  presente,  declaro  que  John  Adams  está  elejido  Presi- 
dente de  los  Estados  Unidos  por  cuatro  años,  a  contar  desde  el  4 
de  Marzo  próximo,  i  que  Tomas  Jefferson  está  elejido  vice-Presi- 
dente  de  los  Estados  Unidos  por  cuatro  años,  a  contar  desde  el 
mismo  4  de  marzo  próximo.}^ 

I  Mr.  Adams,  al  hacer  su  propia  proclamocion  i  la  de  su  ilustre 
rival,  terminó  con  estas  hermosas  i  sentidas  palabras: 

«I  quiera  el  Soberano  del  Universo,  el  Ordenador  del  Gobierno 
«  civil  en  la  tierra,  para  la  conservación  de  la  justicia,  la  libertad 
«  i  la  paz  entre  los  hombres,  habilitar  a  ambos  para  desempeñar 
«  los  deberes  de  estos  cargos,  en  conformidad  a  la  Constitución 
«  de  los  Estados  Unidos,  con  conciencia,  dilijencia,  puntualidad  i 
«  perseverancia.» 

(Aplausos  en  diversos  bancos  i  en  las  galerías). 


I  N  F  O  R  MfE 

DEL    SENADOR    DE    SANTIAGO,    DON    MARCIAL    MARTÍNEZ,    RECATIVO   A    LA 
INHABILIDAD  DE  LOS  PARIENTES  DE  DON  FEDERICO  £RR¿ZURIZ 

Honorable  Senado: 


El  primero  i  predominante  de  esos  puntos  es,  si  corresponde  a 
cada  Cámara  o  a  ambas  reunidas  en  Congreso,  pronunciarse  sobre 
la  objeción  de  inhabilidad  que  se  produzca  contra  ciertos  miem- 
bros de  cada  una  de  ellas.  Por  cierto  que  la  inhabilidad,  en  ningún 
caso,  ha  de  afectar  al  honor,  a  la  respetabilidad  i  probidad  del 
miembro  inhabilitado,  sino  que  se  trata  de  la  aplicación  de  una 
presunción  de  derecho,  que  la  lei  establece  en  materias  lejislati* 
vas,  mui  análoga  a  la  que  inhabilita  al  abogado  de  una  causa  para 
atestiguar  en  el  pleito  que  defiende.  No  hai,  pues,  motivo  pa»'a 
sentirse  herido  ni  vejado,  cuando  se  invoca  esa  presunción,  que, 
no  vacilo  en  decirlo,  me  parece  honrosa,  antes  que  depresiva. 

Opino,  sin  la  menor  vacilación,  que  es  a  cada  Cámara,  o  lo  que 
es  igual  a  cada  rama  del  Congreso,  a  quien  compete  declarar  la 
inhabilidad  de  sus  miembros,  para  concurrir  a  tomar  ciertos  acuer 
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dos  O  a  pronunciarse  sobre  determinados  actos.  La  presunción  a 
mile  naluralmenk  prueba  en  contrario;  pero,  cuando  se  ha  produci( 
la  plena  evidencia  de  que  los  deudos  apoyan  con  su  influencii 
con  sus  votos  la  causa  del  pariente,  eatóaccs  la  presunción 
aplica  de  pleno  derecho. 

¿Qué  corporación  es  la  que  tiene  facultad  de  pronunciar  la  inh 
bilidad  relativa  de  alguno  de  sus  miembros?  Indudablemente  aqu 
lia  a  que  el  miembro  pertenece. 

No  quiero  entrar,  i  por  lo  demás  me  falta  el  tiempo,  en  las  v 
riadas  i  complicadas  desquisiciones  a  que  se  han  entregado  los  ili 
trados  Diputados  que  han  tomado  parte  en  la  discusión  de  es 
interesante  materia.  Considero  que  muchas  de  las  observaclone 
presentadas  en  pro  o  en  contra  de  la  tesis,  han  sido  excesivas,  Íi 
procedentes,  i  en  ocasiones  contraproducentes. 

Las  invocaciones  de  ejemplos  i  de  casos  prácticos  no  han  si( 
siempre  felices;  i  los  precedentes  me  han  parecido  en  gran  par 
inoportunos,  porque  no  cuadraban  rigurosamente  a  las  circunsta 
cías  del  caso. 

Demostrar  estos  conceptos  seria  obra  muí  eslensa  i  quizá  Íno 
ciosa. 

Puedo  resumir  mi  manera  de  ver  la  cuestión,  que  dejo  form 
lada,  en  pocos  renglones. 

El  art.  27  de  la  Constitución  señala  las  atribuciones  esclusiv 
del  Congreso,  que  es,  según  el  art.  11,  el  que  constituye  el  Pod 
Lejislativo.  Entre  esas  atribuciones  figura  la  5.°,  que  es  «hacer 
escrutinio  i  rectificar  la  elección  de  Presidente  de  la  Rcpúblic 
conforme  a  los  artículos  58,  59,60,61,  6a,  63  i  64».  Parece  qi 
nadie  ha  sostenido  que  la  personalidad  de  cada  Cámara  desap 
rece  i  se  refunde  en  una  corporación  distinta,  en  ninguno  de  I 
otros  cinco  casos,  que  enumera  ese  art.  37,  sino  que  ese  feniimei 
de  metempsícosis  política  se  opera  solamente  en  el  núm.  5.",  i 
razón  de  que  ambas  Cámaras  se  reúnen  en  un  local,  el  del  Señad 
Creo  que  esa  es  una  paradoja,  que  ha  sido  brillantemente  soster 
da,  pero  que  no  puede  paralojizar  a  personas  preparadas  para  d 
bates  legales. 

La  circunstancia  de  reunirse  en  un  local,  cuando  se  trata  de  ej 
cutar  una  operación  en  común,  no  puede  hacer  dejenerar  los  cue 
pos,  porque  se  reúnen  en  otro  distinto,  ni  fundir  su  personalidí 
en  una  sola,  a  menos  que  la  Constitución  lo  dijera  espresament 
En  Estados  Unidos,  lo  propio  que  en  Chile,  las  dos  casas  o  Cám 
ras,  se  denominan  Congreso;  pero,  ni  la  lei,  ni  la  doctrina  pern 
ten  pensar  que,  cuando  ambas  casas  concurren  a  un  acto  se  levan 
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una  tercera  entidad,  llamada  Congreso.  El  Derecho  Constitucional 
teórico  no  admite  semejante  hipótesis. 

Es  una  tradición  corriente  que  los  constituyentes  de  1833  adop- 
taron como  modelos  la  Constitución  Americana,  en  lo  que  podia  ser 
adaptable  a  la  forma  republicana  unitaria,  i  la  Constitución  belga 
de  1831.  En  la  primera  no  se  encuentra  rasgo  alguno  de  esa  unifica- 
ción de  las  dos  cámaras  en  una,  aun  cuando^  con  arreglo  a  la  Cons- 
titución de  1787,  enmendada  en  esta  parte  en  1804,  el  Congreso  se 
reúne  en  un  solo  local,  a  efecto  de  que  el  Presidente  del  Senado 
abra  todas  las  listas,  en  presencia  del  Senado  i  de  la  Cámara  de 
Representantes,  a  fin  de  hacer  el  escrutinio  jeneral  de  los  votos, 
I  aquí  debo  observar  que,  aun  cuando  es  cierto  que  la  representa- 
ción de  cada  Estado  no  tiene  mas  que  un  voto,  esto  no  quiere  de- 
cir que  los  votos  se  cuenten  de  uno  por  cada  Estado,  sino  que  los 
votos  de  cada  Estado  representan  todos  el  color  político  del  can- 
didato que  allí  ha  triunfado,  1  por  esto  es  que  se  proclama  Presidente 
al  que  ha  obtenido  la  mayoría  absoluta  del  número  de  electores,  no  del 
número  de  Estados,  Hayes  fué  elejido,  en  1876,  por  185  votos  con- 
tra 184  qua  obtuvo  Tilden;  i  los  Estados  de  la  Union  eran  sola- 
mente 38. 

Pero,  dejando  este  incidente  a  un  lado,  ningún  americano  del 
Norte  sostendrá  que  porque  se  juntan  en  un  salón  las  dos  Cáma* 
ras,  su  identidad,  su  filiación,  su  personalidad  desaparezcan. 

Por  lo  que  a  mí  toca,  no  admito  esta  mistificación,  que  puede 
ser  hábilmente  sostenida,  pero  que  considero  hasta  ahora,  i  creo 
que  seguiré  considerando,  como  un  simple  recurso  de  circunstan- 
cias, una  creación  ad  usuní  Delphini, 

En  la  Constitución  belga,  que  dice  con  mas  verdad  i  propiedad 
que  la  nuestra,  que  el  Poder  Lejislativo  se  ejerce  colectivamente 
por  el  Rei,  la  Cámara  de  Representantes  i  el  Senado,  i  que  esas 
tres  entidades  son  otras  tantas  ramas  del  Poder,  no  se  encuentra 
la  espresion  colectiva  Congreso,  de  manera  que  allí  no  hai  ni  pro- 
testo para  suponer  que  ambas  Cámaras  puedan  refundirse  en  una. 

Otra  cosa  mui  diversa  acontece  en  Francia,  bajo  el  imperio  de  la 
lei  constitucional  de  25  de  Febrero  de  1875,  porque  ella  dice:  «El 
Presidente  de  la  República  francesa  es  elejido,  a  mayoría  absoluta 
de  sufrajios,  por  el  Senado  i  la  Cámara  de  Diputados  reunidos  en 
Asamblea  Nacional,»  Desaparecen  las  Cámaras  para  dar  cabida  a 
un  cuerpo  electoral,  a  un  colejio  de  electores,  que  se  denomina 
Asamblea  Nacional.  Basta  tomar  cualquier  libro,  que  esponga  la 
materia,  para  convencerse  de  que  ese  es  un  réjimen  escepcional, 
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que  hi  sido  fundadamente,  en  mi  concepto,  criticado  por  muchos 
i  entre  ellos  principalmente  por  el  duque  de  Broglie. 

En  Chile  no  hai  antecedente  alguno,  ni  se  divisan  razones  induc- 
tivas o  deductivas,  que  permitan  afirmar,  siquiera  presuntivamen- 
te, que  la  reunión  de  ambas  Cámaras  en  la  sala  del  Senado,  erija 
una  corporación  sui  jeneris^  una  entidad  política  especial,  un  cuer- 
po deliberante,  que  no  es  el  Poder  Lejislativo,  sino  una  especie  de 
Areópago,  destinado  a  vivir  tan  breve  tiempo  como  las  esperanzas 
del  candidato  vencido.  Esta  concepción  constitucional  me  parece 
tan  fantástica,  que  no  creo  que  haya  tenido  su  cuna  en  ningún  ce- 
rebro de  hombre  de  Estado,  aun  cuando  en  Chile  va  patrocinada 
ocasionalmente  por  personas  de  reconocido  talento. 

Si  la  filiación  i  personalidad  de  las  Cámaras  no  desaparece  en  la 
reunión  del  Congreso  que,  por  antonomasia,  se  ha  dado  en  llamar 
plenOy  para  acentuar  la  idea  de  su  virilidad  propia,  juzgo  que  cada 
Cámara  puede,  antes  de  ir  a  la  sesión  del  22  de  Agosto,  declarar 
cuál  o  cuáles  de  sus  miembros  están  inhabilitados  o  no  deben  ser 
citados  a  reunión. 

No  me  parece  seria  la  objeción  de  que  el  art.  127  del  Reglamen- 
to de  la  Cámara  de  Diputados  o  el  104  del  Senado  sean  inconstitu- 
cionales; i  estimo  tan  baladí  la  objeción  que  no  merece  ser  impug- 
nada detenidamente.  No  hai  quien  ignore  que,  en  la  mayor  parte 
de  los  reglamentos  de  las  naciones  rejidas  por  el  sistema  constitu- 
cional, el  Presidente  por  sí  solo  o  asistido  por  el  voto  de  la  respec- 
tiva Cámara,  puede  censurar  a  los  miembros,  privarlos  de  la  pala- 
bra temporalmente  i  aun  espulsarlos  del  recinto  de  las  sesiones.  En 
la  memoria  de  todas  está  el  lance  que  ocurrió  en  1881  en  la  Cáma- 
ra inglesa  de  los  Comunes,  con  motivo  de  la  discusión  del  bilí, 
llamado  Home  rule,  cuantío  los  miembros  irlandeses  se  abstuvieron 
voluntariamente  de  votar.  Fueron  llamados  a  la  mesa  del  secreta- 
rio (Clerk)  para  ponerlos  en  la  obligación  de  votar;  i  como  ellos 
resistiesen  al  llamado  i  se  quedasen  en  sus  asientos,  fueron  consi- 
derados en  estado  de  desobediencia  a  las  órdenes  del  Speaker  i  es- 
pulsados. Entonces  no  se  trataba  de  ningún  asunto  que  pudiera 
afectar  personalmente  a  esos  miembros,  sino  de  una  medida  de 
carácter  jeneral  i  de  la  mas  alta  política  nacional. 

Sentado  este  precedente,  pienso  que  cada  Cámara  está  en  su 
perfecto  derecho  para  declarar,  dentro  de  su  Reglamento,  qué 
miembros  no  deben  ser  citados  a  las  sesiones  del  22  i  del  30  de 
Agosto,  sin  que  las  dos  Cámaras  reunidas  puedan  inmiscuirse  en 
esas  resoluciones,  previamente  adoptadas.  Es  una  regla  de  todo 
Parlamento  o  Congreso  que  un  cuerpo  colejislador  no  puede  cen- 
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surar,  criticar,  ni  menos  condenar  los  procedimientos  del  otro, 
cuando  éste  ha  obrado  pro  domo,  en  negocios  de  su  competencia. 
Esta  máxima  ha  sido  proclamada  en  la  discusión  habida  en  la  Cá- 
mara de  Diputados,  i,  sin  que  sea  necesario,  porque  la  materia  es 
obvia,  recordaré  que,  en  la  sesión  del  5  de  Enero  de  1883,  que  se 
rejistra  en  la  pajina  3^2  del  Boletín  de  ese  año,  con  motivo  de  la 
formación  o  revisión  de  los  Reglamentos  de  las  Cámaras,  el  hono- 
rable Senador  señor  Varas  dijo:  «Rechazaré  toda  indicación  hecha 
para  variar  lo  relativo  al  servicio  de  la  Cámara  de  Diputados.  Nos 
debemos  mutuamente  miramiento  i  me  dolería,  francamente,  que 
aquella  Cámara  modificase  lo  que  el  Senado  hiciera  con  relación 
a  su  servicio  interno.  Cada  Cámara  responde  de  lo  que  le  perte- 
nece.» 

Creo,  pues,  que  la  Cámara  de  Diputados  ha  estado  en  su  dere- 
cho al  acordar  que  tales  o  cuales  de  sus  miembros  están  inhabili- 
tados para  tomar  parte  en  las  funciones  que  el  Congreso  Nacional 
va  a  desempeñar  con  arreglo  a  los  arts.  de  58  a  63  de  la  Constitu- 
ción i  a  los  118,  119  i  120  de  la  Lei  de  Elecciones,  sin  que  autori- 
dad alguna  pueda  rever  ese  acuerdo. 

El  precedente  estranjero  invocado  para  desautorizar  ese  acuer- 
do, es  improcedente,  por  dos  gravísimas  razones:  porque,  en 
Francia,  la  Asamblea  Nacional  es  corporación  diversa  de  las  dos 
Cámaras,  i  porque  del  mismo  testo  de  la  cita  hecha  se  desprende 
que  si  la  censura  pronunciada  contra  el  Diputado  se  hubiera  es- 
tendido hasta  prohibirle  concurrir  a  la  Asamblea,  no  habría  sido 
citado.  Varios  otros  ejemplos  de  censuras  i  prohibiciones  trae  M. 
Eugéne  Fierre,  en  su  Tratado  del  Derecho  político,  electoral  i 
parlamentario,  que  me  dejan  la  misma  impresión  como  doctrina. 

Considero,  por  tanto,  que  en  la  reunión  de  ambas  Cámaras  debe 
respetarse  lo  que  cada  cual  haya  hecho,  con  sujeción  a  su  Regla- 
mento, en  orden  a  la  habilidad  para  votar. 

Si  sucediese  que  los  dos  cuerpos  discrepasen  en  la  apreciación 
de  la  misma  materia,  eso  no  seria  inconveniente,  porque  la  dis- 
crepancia de  opiniones  no  produce  uno  de  esos  conflictos,  que  los 
ingleses  denominan  dead-lock.  El  procedimiento  puede  continuar, 
apesar  de  esa  anomalía;  correspondiendo  a  los  publicistas  i  a  los 
historiadores  dar  la  razón  a  quien  la  haya  tenido. 

Ahora,  si  se  hubiese  de  entrar  en  la  indagación,  ya  sea  teórica, 
ya  con  aplicación  al  Senado,  de  lo  que  sea  justo  hacer  en  la  emer- 
jencia  que  nos  ocupa,  no  tengo  embarazo  en  declarar  que  mi  opi- 
nión es  que  los  parientes,  que  se  han  declarado  partidarios  de  tal 
o  cual  candidatura,  no  deben  votar  en  favor  de  su  deudo. 
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Confieso  que  he  vacilado  mucho  antes  de  formarme  este  cont 
to,  i  que  ha  habido  dias  en  que  mi  espíritu  desinteresado  i  lib< 
me  ha  arrastrado  a  negar  la  inhabilidad  de  que  se  trata.  Perc 
estudio  mas  detenido  me  ha  radicado  en  la  opinión  de  que  la 
habilidad  existe  en  nuestro  derecho  público,  Estoi  mui  léjo; 
creer  que  la  materia  sea  tan  clara  i  sencilla  como  la  pintan  los  : 
tenedores  del  pro  i  del  contra,  sin  que  por  esto  considere  que 
opinión  deje  de  ser  la  verdadera. 

La  materia,  que  se  encuentra  mas  tratada  en  los  libros  doctri 
les,  es  la  de  la  abstención  voluntaria.  Por  motivos  de  honor  o 
delicadeza  o  de  otro  orden  que  sea  respetable,  pueden  los  mi 
bros  abstenerse,  dando  razón  de  su  procedimiento.  En  dondt 
abstención  es  mas  difícil  es  en  Inglaterra.  De  aquí  es  que  no 
pueda  ir  a  buscar  precedentes  en  países  que  obedecen  a  diveí 
reglas  que  las  nuestras. 

En  cuanto  a  prohibiciones,  no  hai  tampoco  mucho  que  aprc 
char  en  las  lejislaciones  políticas  estranjeras,  i  tenemos  que  : 
nernos  a  la  nuestra.  En  Chüe,  es  una  regla  común,  que  se  encu 
tra  en  diversos  estatutos,  la  de  inhabilidad  de  ciertos  pariei 
para  emitir  voto  consultivo  en  negocios  o  asuntos  que  interesa 
sus  deudos.  Se  ha  creído  que  una  de  las  manifestaciones  mas  [ 
judiciales  del  nepotismo  seria  el  dar  voto  a  los  parientes  para  fa 
recer  a  los  suyos. 

El  art,  138  del  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados,  dicc< 
«no  se  entenderán  inhábiles  para  votar  en  asuntos  que  infere 
al  gremio  o  profesión  a  que  pertenecieran»;  i  el  104  del  de 
Cámara  de  Senadores  dice  «que  no  estarán  inhabilitndos  p 
volar  en  una  i:(iesííon;cíii.Ya/ los  Senadores  que  tengan  interés 
ella,  como  miembros  de  clasís  afectadas  por  esta  cuestión.» 

Yo  entiendo  que  negocio,  asunto,  materia,  cosa,  son  espresío 
jenéricas,  que  abrazan  toda  clase  di  intereses,  qne  afecten  3 
fortuna,  a  la  posición,  a  la  reputación  de  un  hombre. 

El  interés  pecuniario  es  solamente  una  de  las  fases  que  prese 
la  afectación  personal  que  causa  un  negocio  dado;  i,  a  mi  jui< 
ese  no  es  el  aspecto  predominante.  Puede  ser  que  no  se  obre, 
ocasiones,  en  nuestras  prácticas  parlamentarias,  con  rigorosa  I 
ca,  pero  eso  no  se  opone  a  que,  llegado  el  caso  de  examinar 
correcta  aplicación  de  una  regla,  se  la  entienda  i  aplique  tal  c 
está  escrita  i  como  lo  aconseja  el  recto  criterio. 

Mi  parecer  es  que,  con  sujeción  al  Reglamento  del  Senado, 
tienen  voto  en  causa  propia,  es  decir,  en  asunto  que  les  afe 
directa  i  personalmente,  o  que  afecte  a  sus  ascendientes  o  desc 
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lientes,  a  sus  esposas,  a  sus  colaterales  hasta  el  cuarto  grado  civil 
le  consanguinidad  i  tercero  de  afinidad  inclusive.  Solo  les  será 
ícito  emitir  voto  en  cuestiones  jenerales,  esto  es,  que  miren  a 
nachas  personas,  aun  cuando  tengan  interés  como  miembros  de 
liases  comprometidas  en  la  cuestión. 

Soi  de  sentir  que  esto  es  lo  mismo  que  decir  que,  en  cuestiones 
lersonales,  no  puede  votar,  pero  sí  en  las  que  revistan  carácter 
eneral.  La  doctrina  inglesa  es  que  no  puede  escusarse  nadie  de 
■otar  ni  está  impedido  de  hacerlo  en  negocios  de  Estado,  sean 
líos  de  alta  o  de  subalterna  política. 

Ahora  bien,  la  Presidencia  de  la  República  es  un  asunto  graví- 
imo,  que  participa  áe  los  dos  caracteres  de  interés  público  í  pri- 
■ado,  i  que  afecta  en  un  grado  esc epcional mente  personal  al  can- 
lidato.  No  se  desplegarla  tan  afanoso  ahinco  en  alcanzar  ese 
lueito  si  no  estimulase  su  logro  el  interés  mas  vivo. 

El  gobernador  Robinson,  de  Nueva  York,  en  su  mensaje  inaugu- 
al  de  I, °  de  Enero  de  1877,  que  fué  escrito  por  Mr.  Tilden,  en 
odo  lo  relativo  a  los  negocios  nacionales,  dijo,  sobre  esta  materia, 
enriendóse  al  Presidente  del  Senado  i  a  la  manera  de  contar  los 
■otos,  lo  siguiente:  «que  raénos  podía  parmitirse  o  tolerarse  nin- 
una  usurpación  de  poderes  en  un  oficial  que  está  frecuentemente 
ileresado  como  candidato  en  el  resultado  del  escrutinio.» 

Emito  la  idea,  sin  desarrollarla. 

Por  consiguiente,  tratándose  de  la  Presidencia  de  la  República, 
IOS  encontramos  en  presencia  de  un  hecho  que  interesa  directa  i 
lersonalmente  al  candidato  pariente,  i  que  no  reviste  el  carácter 
le  jeneralidad,  que  sirve  de  escepcion  a  la  regla. 

No  sé  si  los  autores  del  Reglamento  contemplarían  el  evento  de 
is  funciones  encomendadas  a  ambas  Cámaras  por  los  recordados 
rtículos  de  la  Constitución;  pero,  sea  de  ello  lo  que  fuere,  mi 
pinion  es  que,  en  la  letra  i  en  cl  espíritu  del  art.  104  de  nuestro 
;eglament>  reside  la  intelijencia  que  yo  le  doi.  Es  para  todos  fue- 
a  de  duda  que,  en  materia  de  intereses  pecuniarios,  la  inhabilidad 
xiste;  de  modo  que  toda  la  duda  consiste  en  saber  si  ella  se  es- 
lende  a  esta  otra  clase  de  múltiples  intereses,  en  que  se  aunan  la 
enta  crecida  que  paga  la  nación,  mas  la  influencia,  el  prestijío  del 
uesto,  la  aptitud  para  repartir  favores  i  todos  los  demás  elemen- 
Qs  de  Ja  aspiración  humana. 

Sin  hacera  nadie  el  agravio  de  que  prefiera  la  rertta  a  los  demás 
licientes  del  puesto,  no  puede  caber  duda  de  que  hai  interés  di- 
ecto  i  personal  en  el  candidato  a  la  Presidencia,  i  que  ese  interés 
10  es  de  carácter  jeneral. 
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Considero  sumamente  peligroso  en  estos  países  pequeños  en  que, 
)or  añadidura,  hai  parentescos  mui  estendidos,  habilitar  a  los  deu- 
los  inmediatos,  para  resolver  contiendas  electorales,  cuando  se 
rata  de  proveer  la  primera  raajislralura;  i  si  la  resolución  del  caso 
lega  a  de[)ender  precisamente  de  los  votos  de  los  parientes,  de- 
ilaradamente  partidarios  de  su  candidato;  entonces  la  gravedad 
isume  caracteres  de  que  no  es  posible  prescindir  sin  sacrificar  la 
ejitima  voluntad  nacional,  i  sin  crear  funestos  precedentes  para  e 
lorvenir. 

Comprendo  demasiado  bien  que  la  calidad  de  partidario  crea 
'ínculos  tan  estrechos  como  la  de  pariente,  i  que  no  siempre  el 
lariente  es  partidario;  pero,  repito  que  la  presunción  de  derecho 
[ue  el  Reglamento  establece  respecto  del  pariente,  confirmada  por 
1  hecho  del  partídarísmo,  constituye  una  inhabilidad,  que  puede 
er  tan  sensible  como  se  quiera,  pero  que  es  una  salvaguardia  del 
¡istema  de  gobierno  electivo. 

No  me  ocupo  de  las  discusiones  de  detalle  a  que  da  lugar  mi 
nanera  de  pensar;  pero,  declaro  que  las  conozco  i  que  no  encuen- 
ro  fundada  ninguna  objeción. 

Así  por  ejemplo,  siendo  verdad  que  en  Estados  Unidos  es  Ha- 
nado  el  Senado  a  resolver  cierto  conflicto  electoral  i  la  Cámara 
ie  Representantes  otro,  ello  no  quita  la  similitud  de  situaciones 
ue  hai  en  el  momento  inicial  del  escrutinio,  entre  la  reunión  de 
mbas  Cámaras  que  se  opera  en  ese  pais  i  la  que  tiene  lugar  en 
Ihile,  en  un  mismo  local. 

Es  fácil  rejistrar  libros  de  consulta  sobre  esta  materia,  que  los 
ai  en  gran  número;  basta  tomar  el  popular  Dijesfo  de  Barclay, 
lara  saber  que,  cuando  se  reúne  el  Congreso  en  Estados  Unidos, 
ada  Cámara  obedece  a  su  Reglamento,  i  ademas  hai  algunas  re- 
las  comunes,  que  se  denominan  joinl  rules,  cuya  aplicación  no 
onvierte  a  ambas  Casas  en  una  como  se  quiere  que  suceda  en 
;hile.  En  la  sesión  de  1864-65  se  adoptó  una  regla  común,  a  virtud 
e  la  cual  ningún  voto  electoral,  objetado  por  cualquiera  de  las 
¡amaras,  podia  ser  computado,  excepto  por  los  votos  concurren- 
5s  de  ambas.  Esta  regla  fué  adoptada  con  el  número  sa.  En  1875 
1  Senado  admitió  una  moción  del  senador  Edmonds,  en  estos  tér- 
linos:  «que  debían  de  servir  de  norma  el  Reglamento  del  Senado 
las  reglas  comunes  de  las  dos  Casas,  escepto  la  núm.  22,  que 
abia  estado  hasta  entonces  en  uso».  Esta  innovación  fué  la  que 
rodujo  el  conflicto  en  la  elección  de  1877. 

Mi  opinión  es  que  nuestro  Congreso  no  tiene  Reglamento,  i  que 
ai  que  aplicar  a  su  funcionamiento  las  reglas  jenerales  de  prudeii- 
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cia^  de  orden,  de  decoro  i  de  economía  parlamentaria,  que  son 
comunes  a  todo  cuerpo  deliberante. 

Creo,  finalmente,  que  si  las  Cámaras  no  hubiesen  escluido^  antes 
del  32  de  Agosto,  a  los  miembros  que  no  pueden  emitir  voto,  no 
seria  regular  pretender  hacer  esclusiones  en  una  reunión  cuya 
misión  está  descrita  en  la  Constitución;  i  en  la  cual  hace  de  Presi- 
dente el  que  lo  sea  del  Senado. 

Cuando,  para  buscar  contradicciones  o  ambigüedades,  se  pre- 
gunta que  cuál  será  el  modas  operandi  en  tal  o  cual  emerjencia,  no 
se  hace  mas  que  demostrar  que  puede  haber  lances  imprevistos, 
no  definidos  en  la  Constitución  ni  en  las  leyes,  lo  cual  puede  real- 
mente acontecer. 

En  consecuencia,  propongo  el  siguiente  proyecto  de  acuerdo: 

Que  se  conteste  a  la  Honorable  Cámara  de  Diputados  que  el 
Senado  ha  acordado  por  su  parte  aplicar  a  sus  miembros  el  primer 
inciso  del  art.  104  de  su  Reglamento,  con  motivo  de  la  consulta 
que  hizo  el  honorable  Senador  don  Fernando  Lazcano,  primo 
hermano  i  hermano  por  afinidad  del  candidato  señor  don  Federico 
Errázuriz. 

Sala  de  la  Comisión,  Agosto  18  de  1896. 

Marcial  Martínez. 


CAPITULO  XXVÍI 
Slstexxias  d.e  eleooloxi  pjresldexxoial 

En  los  momentos  de  aparecer  estas  lineas,  la  cuestión 
de  la  elección  presidencial  absorbe  toda  la  atención  del 
pais.  No  parece,  de  consiguiente,  fuera  de  lugar  el  con- 
sagrar unas  cuantas  líneas  a  tan  interesante  asunto. 


Se  conoce  el  sistema  seguido  en  Francia  desde  la 
elección  de  M.  Thiers.  Esta  tuvo  lugar  en  Febrero  1 6 
de  187 1,  después  de  una  proposición  de  M.  Defaure, 
Jules  Grey  i  otro,  la  que  era  del  tenor  siguiente: 

«Se  nombra  Jefe  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República 
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lien  ejercerá  sus   funciones  bajo  la  autotidad 
jlea  Nacional,   con  la  cooperación  de  losMi- 
elija  i  a  quienes  presidirá.» 
ismas  condiciones,  se  ha  mantenido  i  ejercido 
el  Poder  Ejecutivo,  hasta  el  momento  actual. 


)s  Unidos  el  Poder  Ejecutivo  es  ejercido  por 
te  elejido  por  cuatro  años.  Al  mismo  tieni- 
in  vice-Presidente.  La  forma  de  su  elección 
errainada    por  la  Constitución    de  1787,  au- 

1804,  de  la  manera  siguiente- 
do  nombra,  según  la  forma  prescrita  por  su 
jn  número  de  electores  igual  a  la  totalidad 
dores  i  representantes  que  el  Estado  tiene  el 
enviar  al  Congreso;  pero  ningún  Senador  o 
te,  ni  ninguna  persona  que  ejerza  una  fun- 
fica  o  asalariada,  bajóla  autoridad  de  Estados 
ide  ser  designado  como  elector, 
iso  (compuesto  del  Senado  i  de  la  Cámara 
liantes)  puede  determinar  la  época  en  que  se 

electores  i  el  dia  en  que  éstos  votarán.  El 
itacion  debe  ser  el  mismo  en  toda  la  esten- 
ístados  Unidos. — Los  electores  se  reúnen  en 
TOS  Estados,  i  sufragan  por  medio  de  votos 
[ente  i  vice,  de  los  cuales  ni  uno  ni  otro  debe 
;  del  mismo  Estado  que  ellos.  Se  sufraga  en 
ados  por  el  Presidente  i  vice-Presidente. 
)  de  los  votos  se  practica  por  los  mismos  elec- 
es  firman  i  certifican  las  actas  del  escrutinio 

cerradas  i  selladas  al  Presidente  del  Senado. 
nte  del  Senado  abre  todas  las  listas  en  pre- 
;nado  i  de  la  Cámara  de  Representantes,  i 
intónces  a  una  cuenta  jeneral  de  los  votos. 
I  que  ha  obtenido  la  mayoría  absoluta  dej 
ilectores  es  proclamado  Presidente.  Si  nadie 


r 
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ha  obtenido  esta  mayoría,  la  Cámara  de  Representantes 
elije  inmediatamente  i  por  escrutinio,  al  Presidente, 
entre  los  tres  candidatos  que  han  obtenido  mayor  mi- 
mero  de  votos  para  Ja  Presidencia.  Pero  en  la  elección 
'  de  Presidente  los  votos  serán  tomados  por  Estado  i  no 

I  teniendo  la  representación  de  cada  Estado  mas  que  un 

solo  voto,  los  dos  tercios  de  los  Estados  representados, 
í  cada  uno  por  uno  o  muchos  miembros,  constituirán  el 

quorum  necesario  para  la  validez  del  voto,  pero  se  ne- 
cesitará la  mayoría  de  todos  los  Estados  para  que  la 
elección  sea  válida.  I  si,  cuando  le  incumba  el  derecho 
de  elejir,  la  Cámara  de  Representantes  no  elije  un  Pre- 
sidente antes  del  cuarto  dia  del  mes  de  Marzo  siguiente, 
el  vice-Presidente  desempeñará  las  funciones  del  Presi- 
dente como  en  el  caso  de  muerte  u  otra  incapacidad 
constitucional  del  Presidente.  El  candidato  que  haya 
reunido  el  mayor  número  de  votos  para  la  vice-Presi- 
.dencia  será  el  vice-Presideute,  si  este  número  da  la  ma- 
yoría del  conjunto  de  electores;  si  ninguno  de  los  can- 
didatos reúne  esta  mayoría,  el  Senado  ele  jira  el  vice- 
Presidente  entre  los  dos  candidatos  que  hayan  reunido 
mayor  número  de  votos;  los  dos  tercios  de  Ips  Senado- 
res constituirán  el  quorum  necesario  para  la  validez  del 
voto,  i  se  necesitará  la  mayoría  de  su  número  total  para 
que  la  elección  sea  válida. 


Para  ser  elejible  en  las  funciones  de  Presidente  de 
los  Estados  Unidos,  o  vice-Presidente,  se  necesita  po- 
seer la  calidad  de  ciudadano,  tener  35  años  por  lo 
menos  i  haber  residido  en  los  Estados  Unidos  14  años. 
El  Presidente  no  puede  entrar  en  funciones  sino  después 
de  haber  prestado  juramento;  para  dejar  toda  libertad 
a  las  diversas  opiniones  que  existen  en  el  pais,  la  Cons- 
titución permite   sostituir   la  afirmación    al   juramento 
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(Dareste,  Las  Constituciones  modernas ,  tomo  ii,  pajina 
396-405).  Una  leí  de  Febrero  3  de,  1887  ha  reglamentado 
los  detalles  del  procedimiento  relativo  a  la  elección  de 
vice-Presidente  de  los  Estados  Unidos.  El  rol  de  este 
funcionario  en  los  casos  de  vacancia  del  Poder  Ejecuti- 
vo está  definido  por  la  Constitución  en  estos  tér- 
minos: 

En  los  casos  que  el  Presidente  fuera  destituido,  o  mu- 
riera, o  renunciara,  o  quedara  incapaz  de  desempeñar 
las  funciones  de  su  cargo,  esas  funciones  serán  trans- 
mitidas al  vice-Presidente.  El  Congreso  puede,  por  me- 
dio de  una  lei,  proveer  en  los  casos  de  destitución,  muerte 
o  incapacidad,  tanto  del  Presidente,  como  del  vice-Pre- 
sidente, indicando  el  funcionario  llamado  en  estos  úl- 
timos casos  a  ejercer  la  Presidencia,  i  este  funcionario 
ejercerá  la  Presidencia  hasta  que  desaparezca  la  incapa- 
cidad, i  hasta  que  se  elija  un  nuevo  Presidente. 

En  cuanto  a  la  fórmula  del  juramento,  es  la  siguiente; 

«Yo  juro  (o  afirmo)  solemnemente  que  desempeñaré 
fielmente  las  funciones  de  Presidente  de  los  Estados  Uni- 
dos, i  que  haré  cuanto  pueda  para  mantener,  protejer  i 
defender  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos.» 


En  Sur7.A  la  autoridad  directorial  i  ejecutiva  superior 
de  la  Confederación  os  desempeñada  por  un  Consejo  Fe- 
deral compuesto  de  cinco  miembros,  nombrados  por  los 
dos  Consejos  reunidos,  es  decir,  por  los  representantes 
del  pais.  Después  de  cada  renovación  del  Consejo  Na- 
cional e\  Consejo  Federal  se  renueva  íntegramente.  En 
caso  de  vacancia  en  el  intervalo  de  tres  años,  se  provee 
en  la  primera  sesión  de  los  Consejos;  los  miembros  así 
nombrados,  no  reciben  mandato  sino  por  el  tiempo  que 
resta.  Todos  los  ciudadanos  suizos  elejibles  para  el  Con- 
greso Nacional  pueden  ser  nombrados  miembros  del 
Consejo  Federal;  sin  embargo,  no  se  puede  clejir  mas 
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de  uu  miembro  del  Consejo  Federal  en  el  mismo  Can- 
tón. Los  miembros  del  Consejo  Federal  no  pueden,  du- 
rante ,el  periodo  de  sus  funciones,  ejercer  profesión  al- 
guna. 

La  Asamblea  Federal  elije  entre  los  miembros  del 
Consejo  Federal  un  Presidente  cuyos  poderes  duran  un 
año,  quien,  como  el  vice-Presidente,  no  puede  ser  ree- 
lejido  sino  un  año  después. 


Hasta  en  los  países  en  que  el  Poder  Ejecutivo  se  trans- 
mite a  título  de  hereditario  se  encuentra  el  principio 
electivo  como  una  salvaguardia  en  los  casos  de  vacancia 
o  de  incapacidad. 


En  BÉLjiCA  la  Constitución  de  1834  decide  que  «los 
poderes  constitucionales  del  Reí  son  hereditarios  en  la 
descendencia  directa,  natural  i  lejitima  de  Leopoldo  de 
Saxe-Coubourg,  por  orden  de  primojenitura,  con  es^ 
clusion  perpetua  de  las  mujeres  i  de  su  descendencia.» 

Los  casos  de  vacancia  del  Poder  Ejecutivo  están  pre- 
vistos de  esta  manera,  en  los  arts.  75,  79,  81  i  82. 

En  caso  de  vacancia  del  trono,  las  Cámaras,  deliberan- 
do en  común,  proveen  provisoriamente  a  la  Rejencia, 
hasta  la  reunión  de  las  Cámaras,  Integramente  renovadas; 
esta  reunión  tiene  lugar  en  el  término  de  dos  meses,  a 
mas  tardar.  Las  nuevas  Cámaras,  deliberando  en  común, 
proveen  definitivamente  la  vacante. 

A  la  muerte  del  Rei,  las  Cámaras  se  reúnen  sin  con- 
vocación, a  mas  tardar  al  décimo  día  después  de  la 
muerte.  Si  han  sido  disueltas  anteriormente,  i  la  con- 
vocación se  ha  hecho  en  el  acta  misma  de  la  disolución 
para  una  época  posterior  al  décimo  día,  las  antiguas  Cá- 
maras vuelven  a  desempeñar  sus  funciones,  hasta  la 
reunión  délas  que  van  a  reemplazar.  Si  no  hai  mas  que 
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laCáinai'a  disuelta  se  sigue  la  misma  regla  respecto  de 
sa  Cámara,  Desde  ln  muerte  del  Rei  hasta  la  prestación 
el  juramento  de  su  sucesor  en  el  trono,  t  del  Rejente, 
)S  poderes  constitucionales  del  Rei  son  ejercidos  en 
ombre  del  pueblo  belga  por  los  Ministros  reunidos  en 
Consejo  i  bajo  su  responsabilidad.  Sí  el  Rei  se  encuen- 
"a  imposibilitado  para  reinar,  los  Ministros,  después  de 
aber  hecho  constatar  esa  imposibilidad,  convocan  in- 
lediatamente  a  las  Cámaras.  Se  provee  a  la  tutela  i  a  la 
Lejencia  por  ambas  Cámaras  reunidas. 


En  los  fAisES  Bajos  el  Poder  Ejecutivo  se  defiere  bajo 
\  denominación  de  corona  de  los  Países  Bajos,  a  los 
escondientes  lejitimos  del  príncipe  de  Orange  Nassau, 
.a  corona  se  transmite  por  orden  de  primojenítura  a  los 
lerederos  varones.  A  falta  de  éstos  la  corona  pasa  a  las 
.ijas  por  orden  de  primojenítura.  A  falta  de  sucesor  re- 
ular,  se  provee  el  Poder  Ejecutivo  por  tos  Estados  Je- 
'.erales  convocados  en  niimcro  doble.  En  caso  de  muerte 
el  Rei  o  abdicación  de  la  Corona,  si  los  Estados  Jene- 
ales  no  están  reunidos,  se  juntan  sin  convocación  pre- 
ia.  Esta  sesión  estraordinaria  se  abre  a  los  quince  dias 
lespues  de  la  muerte  o  la  abdicación.  Si  las  Cámaras 
istán  disueltiis,  el  plazo  corre  desde  el  dia  en  que  se  han 
erminado  las  nuevas  elecciones.  Los  afts.  ^o  a  52  de  la 
Zonstilucion  determinan  para  la  instalación  del  Jefe 
le!  Poder  Ejecutivo  un  procedimiento  que  -no  es  Otra 
:osa  que  la  proclamación  solemne  de  los  votos  dados 
)or  los  representantes  de!  país.  Después  de  la  prestación 
leí  juramento  hecha  en  presencia  de  las  dos  Cámaras 
le  los  Estados  Jenerales,  el  Presidente  de  los  Estados 
pronuncia  la  declaración  siguiente:  «.Bn  nombri:  del  pilC' 
ylo,  i  rn  virtud  de  la  Constitución,  os  ri-cibiinos  e  inath 
Turamos  como  Rei.^ 
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En  Prüsia  la  Constitución  de  187O  declara  que  la  Co- 
rona es,  en  conformidad  a  las  leyes  reales  de  familia,  he- 
reditaria en  la  descendencia  masculina,  por  orden  de 
primojenitura  según  la  sucesión  directa.  Si  el  Rei  es 
menor,  o  se  encuentra  impedido  por  largo  tiempo  para 
gobernar  él  mismo,  el  pariente  por  agnación  mas  próxi- 
mo ejerce  la  Rejencia,  debiendo  convocar  ai  Landsta^ 
que  en  sesión  plena  de  las  dos  Cámaras  decreta  la  ne- 
cesidad de  la  Rejencia.  Si  no  hai  pariente  mayor  por 
agnación  i  no  se  ha  previsto  legalmente  este  caso,  el  Mi- 
nisterio debe  convocar  las  Cámaras,  las  que  en  sesión 
plena  elijen  un  Reyente. 

Hasta  la  instalación  de  este  último,  el  Ministerio  se 
halla  encargado  del  gobierno.  El  Rejente  ejerce  el  po- 
der en  nombre  del  Rei,  Después  de  la  instalación  de  la 
Rejencia,  ésta  presta  juramento  en  presencia  de  las  Cáma- 
ras reunidas,  de  mantener  firme  e  inviolable  la  Constitu- 
ción del  Reino  i  gobernar  de  acuerdo  con  ella  i  con  las 
leyes.  Hasta  la  prestación  de  este  juramento,  el  Ministe- 
rio permanece  en  todos  los  casos  responsable  de  los  ac- 
tos del  Gobierno. 


La  Constitución  del  b  de  Junio  de  180Q  decide  que  el 
Estado  de  Suecia,  gobernado  por  un  Rei,  forma  un  reino 
hereditario  según  el  orden  de  sucesión  establecido  por 
la  lei  orgánica. 

^^En  caso  de  enfermedad  del  Rei  de  Suecia  el  Poder 
Ejecutivo  pasa  al  heredero  presuntivo,  i  en  su  defecto 
al  Consejo  de  Estado  (de  los  Ministros). 


Según  los  términos  de  la  Constitución  de  Noviembre 
4  de  1814,  el  Reino  de  Noruega  forma  un  Estado  libre^ 
independiente,  indivisible,  unido  con  la  Suecia  bajo  ua 
solo  Rei.    La   forma  del  gobierno  es  la  de  una  Monar- 
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quía  limitada  i  hereditaria.  El  acta  de  unión  de  Agosto 
6  de  1815  prevee  los  casos  de  vacancia  del  Poder  Eje- 
cutivo, decidiendo  que  el  nuevo  Jefe  sea  elejido  por  el 
Riksdag  de  Suecia  i  el  Storthing  de  Noruega.  Si  estas 
corporaciones  no  se  encuentran  de  acuerdo  en  la  perso- 
na, la  dificultad  se  zanja  por  dos  comisiones  nombradas 
por  el  Riksdag  i  el  Storthing,  i  votando  juntas;  cada 
una  de  estas  comisiones  nombra  separadamente  su  Pre- 
sidente; el  presidente  de  las  comisiones  reunidas  es  de- 
signado a  la  suerte. 


En  Dinamarca  el  Poder  Ejecutivo  pertenece  al  Rei.  El 
gobierno  es  el  de  una  Monarquía  hereditaria.  En  los  ca- 
sos de  minoridad,  enfermedad  o  ausencia  del  Rei,  el 
Consejo  de  Estado  convoca  inmediatamente  al  Riksdag, 
que,  en  una  asamblea  de  las  dos  Cámaras  reunidas,  toma 
todas  las  medidas  necesarias  para  constituir  el  gobierno 
hasta  el  momento  en  que  el  Rei  pueda  ocuparse  de  ello. 
Si  el  trono  está  vacante  i  en  el  Reino  no  existe  heredero, 
el  Riksdag  reunido  elije  un  Rei,  i  determina  el  nuevo 
orden  de  sucesión. 


En  Italia  el  Estatuto  dice:  «El  Estado  es  rejido  por  un 
Gobierno  monárquico  representativo.  El  trono  es  here- 
ditario en  las  condiciones  de  la  lei  sálica. j>  La  interven- 
ción del  Congreso  no  está  prevista  sino  para  el  nombra- 
miento del  Rejente. 


La  Constitución  Española  reconoce  un  Rei  lejítimo; 
pero  después  de  haber  establecido  un  orden  de  sucesión 
declara  que  «si  todas  las  líneas  se  encuentran  estingui- 
das,  las  Cortes  harán  las  nuevas  designaciones  que  agrá* 
den  mas  a  la  Nación.  Las  mismas  Cortes  son  las  llama-» 
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das  a  decidir  si  existe  de  hecho  o  de  derecho  alguna  duda 
en  la  interpretación  de  la  lei  de  sucesión,  como  también 
son  las  que  resuelven  sobre  la  esclusion  de  las  personas 
incapaces  de  gobernar  o  sobre  la  esclusion  de  aquellas 
que  han  merecido  por  sus  actos  perder  los  derechos  a 
la  Corona. 


La  Constitución  de  Portugal  atribuye  al  Rei  el  Poder 
Ejecutivo  en  nombre  ^Poder  Moderadora ^  decidiendo 
ademas  que  el  gobierno  de  la  Nación  es  monárquico^ 
hereditario^  representativo^  pero  dando  a  la  mayoría  de 
cada  una  de  las  Cámaras  el  derecho  de  declarar  que, 
«por  causa  física  o  moral»,  el  Rei  ha  llegado  a  ser  inca^ 
pa\  de  gobernar. 


CAPITULO  XXVIII 
I>o  la  i*osidoi\oia  do  los  Inodoros  nibllcos 

Dice  el  art.  28  de  la  Constitución: 
«Solo  en  virtud  de  una  lei  se  puede: 

12.  Señalar  el  lugar  en  que  debe  residir  la  Representación  Na- 
cional i  tener  sus  sesiones  el  Congreso.» 

A  este  respecto,  el  señor  Huneeus  declara  no  conocer 
la  lei  que  declara  a  Santiago  capital  de  la  República,  i 
que  en  dicha  capital  deba  tener  sus  sesiones  el  Con- 
greso, 

Solo  sí,  es  de  observar,  que  la  Constitución  de  1828 
está  fechada  en  Valparaíso, 


gi  .1 » »%  I 
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A  este  respecto,  solo  he  encontrado  las  disposiciones 
siguientes: 

REGLAMENTO  OE{.  SENADO,  APROBADO  KN  SESIÓN  DE  ENERO  31  DE  1 888 

«Art.  1  .^  El  local  de  las  sesiones,  cuando  no  hubiere  un  edificio 
destinado  al  intento,  será  el  que  se  designe  por  el  Suprento  Go- 
bierno, i  se  acepte  por  el  Senado.» 


REGLAMENTO  DE  LA  CÁMARA   DH  DIPUTADOS  ACORDADO  POR  LA  CÁMARA 
DE  DIPUTADOS  EN  SESIÓN  DE  JUNIO  20  DE  1 846 

«Art.  II.  Los  Diputados  no  formarán  cuerpo  fuera  de  la  sala  de 
sus  sesiones,  a  menos  que  sea  para  reunirse  ambas  Cámaras  en  los 
casos  que  previene  la  Constitución. 

Art.  13.  Si  en  algún  caso  se  les  impidiere  por  la  fuerza  reunirse 
en  el  lugar  designado  para  sus  sesiones,  la  mayoría  de  los  Diputa- 
dos podrá  hacerlo  en  cualquier  otro  lugar. >/ 


Con  la  disposición  que  precede,  queda  demostrada  la 
legalidad  de  la  reunión  de  Diputados  i  Senadores  que 
en  189 1  acordó  i  proclamó  la  deposición  de  Balmaceda. 


I  m  ■         ■  ■ 


CAPITULO   XXIX 


De  la  tr^asmision.  de  los  F>odex*es  Pil1>lloo$ 


En  Chile  no  existe  propiamente  sino  para  los  Presi- 
dentes de  la  República. 

Los  funcionarios  judiciales  reciben  su  investidura  de 
la  lei,  por  manos  de  un  Ministro  del  Tribunal;  los  ad- 
ministrativos de  manos  del  superior  jerárquico. 

El  período  presidencial  está  señalado  por  dos  artícu- 
los constitucionales,  a  la  vez. 


DERECHO  PARLAMENTARIO    CHILENO  459 

Dice  el  52  (61): 

«El  Presidente  de  la  República  durará  en  el  ejercicio  desús  fun- 
ciones por  el  término  de  cinco  años:  i  no  podrá  ser  reelejido  para 
el  período  siguiente.» 

Añade  el  art.  67  (76): 

«El  Presidente  de  la  República  cesará  el  mismo  dia  en  que  se 
completan  los  cinco  años  que  debe  durar  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, i  lo  sucederá  el  nuevamente  electo.» 


La  única  formalidad  constitucional  para  entrar  en  fun- 
ciones, es  la  que  determina  el  art.  71  (80),  que  dice: 

«El  Presidente  electo  al  tomar  posesión  del  cargo^  prestará  en 
manos  del  Presidente  del  Senado,  reunidas  ambas  Cámaras  en  la 
Sala  del  Senado,  el  juramento  siguiente: 

«Yoy  N.  N. y  juro  por  Dios  nuestro  Señor  i  estos  Santos  Emnjelios  que 
desempeñaré  fielmente  el  cargo  de  Presidente  de  la  República;  que  obser- 
vará i  protejeré  la  Relijién  Católica  ^  Apostólica  y  Romana/  que  conservaré 
la  integridad  e  independencia  de  la  República;  que  guardaré  i  haré  guar^ 
dar  la  Constitución  i  las  leyes  Asi  Dios  me  ayude ^  i  sea  en  mi  defensa; 
si  no  y  me  lo  demande, :í^ 


En  cuanto  al  mandato  de  los  Diputados  i  Senadores, 
cesa  por  el  ministerio  de  la  lei,  o  se  prolonga  en  virtud 
de  ella. 

Así  lo  espresan  los  artículos  constitucionales  si- 
guientes: 

«Art.  18  (20).  La  Cámara  de  Diputados  se  renovará  en  su  totali- 
dad cada  tres  años. 

Art.  20  (22).  Los  Diputados  son  reelejibles  indefinidamente. 

Art  23  (2^).  Los  Senadores  permanecerán  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  por  seis  años,  pudiendo  ser  reelejidos  indefinidamente. 

Art.  24  (26).  Los  Senadores  se  renovarán  cada  tres  años  en  la 
forma  siguiente: 


'^ 
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Las  Provincias  que  elijan  un  número  par  de  Senadores  harán  la 
renovación  por  mitad  en  la  elección  de  cada  trienio; 

Las  que  elijan  un  número  impar  lo  harán  en  el  primer  trienio, 
dejando  para  el  trienio  siguiente  la  del  Senador  impar  que  no  se 
renovó  en  el  anterior. 

Las  que  elijan  un  solo  Senador,  lo  renovarán  cada  seis  años.» 


Fin  del  tomo  I 
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LIBRO  II 


CAPITULO  I 
De  las  eleoclorLets  politloas 

El  sistema  electoral  de  Chile  ha  sido  el  mas  variado 
i  diverso,  casi  de  los  que  se  conocen.  Sus  leyes  electo- 
rales son  infinitas. 

¿Se  ha  mejorado? 

¿Se  ha  empeorado? 

Cuestiones  son  ésas  que  no  caben  en  el  presente  tra- 
bajo. 

Pero  no  es  inútil,  por  lo  menos,  hacer  la  historia 
breve  de  esas  disposiciones. 


Según  el  Reglamento  de  1812,  el  Senado, — única  cor- 
poración parlamentaria  entonces — era  elejidopor  suscri- 
cion,  así  como  los  vocales  de  gobierno. 

En  el  silencio  de  la  lei,  es  de  presumir  que  esa  sus- 
cricion  se  haría  entre  los  vocales  de  gobierno. 


En  1814  el  procedimiento  es  mas  franco:  el  Senado  es 
elejido  por  el  Director  Supremo,  a  propuesta  en  terna 
de  la  Junta  de  Corporaciones. 

Según  el  Proyecto  de  Constitución  de  1818,  la  terna 
desaparecía,  i  el  Senado  era  elejido  directamente  por  el 
Supremo  Director. 
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Según  la  Convención  de  1822,  la  elección  de  Congre- 
sales  se  debía  hacer  por  municipios. 

La  Constitución  de  ese  mismo  año,  ordenó  que  el 
Senado  estuviera  formado  de  individuos  venidos  de  la 
Cámara  de  Representantes,  ex-Directores,  Ministros  de 
Estado,  Obispos  con  jurisdicción;  Ministros  del  Tribu- 
nal Supremo,  nombrados  por  el  Tribunal,  tres  jefes  del 
Ejército  nombrados  por  el  Ejecutivo;  Delegado  Direc- 
torial  del  departamento  en  que  funcione  el  Congreso; 
un  Doctor  de  cada  Universidad;  dos  comerciantes  i  dos 
hacendados  nombrados  por  la  Cámara  de  Diputados. 

Ésta,  a  su  turno,  era  nombrada  por  ciudadanos  elec- 
tores, quienes,  espurgados  por  los  cabildos,  debían  ele- 
jir  al  sorteo  un  elector  por  mil  almas,  i  nombrar  por 
votos  secretos  los  Diputados. 

Según  el  Reglamento  Orgánico  de  Marzo  50  de  1823, 
el  Senado  era  permanente,  pero  la  Cámara  de  Represen- 
tantes duraba  ocho  años,  renovándose  por  terceras  par- 
tes i  siendo  elejida  por  asambleas  electorales  que  debían 
formarse  en  cada  distrito. 

Para  el  Congreso  Jeneral  se  elejia  un  representante 
por  cada  quince  mil  habitantes,  i  en  los  partidos  cuya 
fracción  pasa  de  nueve  mil,  uno  mas. 

Este  Congreso,  a  su  turno,  elejia  en  propiedad  al  Jefe 
Supremo  del  Estado. 

La  Constitución  promulgada  en  Diciembre  29  del  mis- 
mo año,  contenia  preceptos  que  convendría  no  olvidar. 

A  la  vez  que  requería  para  el  goce  de  la  ciudadanía 
activa,  la  posesión  de  una  propiedad  inmueble  valor  de 
200  pesos,  o  un  jiro,  o  comercio  propio,  de  500,  equi- 
par:iba  estas  condiciones  al  dominio  o  profesión  en  fábri- 
cas permanentes,  i  al  que  habla  ensañado  o  traído  al  país 
alguna  invención,  industria,. ciencia  o  arte,  cuya  utili- 
dad fuese  aprobada  por  el  Gobierno. 
En  cuanto  a  los  cuerpos  colejisladores,  se  disponía  quo 
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el  Senado  se  compusiera  de  nueve  individuos  elejidos 
constitucionalmente  por  seis  años,  i  que  podian  ser  ree- 
lejidos  indefinidamente. 

Las  Cámaras  Nacionales,  no  debían  bajar  de  cincuen- 
ta, ni  pasar  de  doscientos;  duraban  doce  años  i  en  los 
primeros  siete  años  debían  ser  sorteados  los  que  habían 
de  subrogarse.  No  se  formaba  Cámara  sin  la  reunión  de 
la  quinta  parte  de  los  sorteados;  i  en  cualquier  caso  que 
concurrieren  a  sufragar  los  ciudadanos,  después  de  sor- 
teados i  fijados,  formaban  lejitima  asamblea.  Concluida 
la  votación,  era  calificada  públicamente,  i  se  enviaba  nó- 
mina de  ella  a  la  Municipalidad,  al  Director  i  al  Senado, 

Constitución  de  1828 

Según  dicha  Carta,  los  Diputados  se  elejian  directa- 
mente; uñó  por  5,000  almas  i  por  una  fracción  que  no 
baje  de  7,000.  Sus  funciones  duraban  dos  años.  La  Cá- 
mara de  Senadores  era  elejida  por  miembros  de  las 
Asambleas  Provinciales,  a  pluralidad  absoluta  de  votos. 
Sus  funciones  dui'aban  cuatro  años,  debiendo  renovarse 
por  mitad  en  cada  bienio;  el  primero  a  la  suerte,  i  en  lo 
sucesivo  por  antigüedad. 

Constitución  de  1833 

Esta  Constitución  ordena  que  la  Cámara  de  Diputa- 
dos se  componga  de  miembros  elejidos  por  los  departa- 
mentos en  votación  directa,  en  la  forma  determinada 
por  la  leí,  elíjiendo  un  Diputado  por  cada  veinte  mil 
almas,  i  por  una  fracción  que  no  baje  de  diez  mil. 

El  Senado  era  compuesto  de  veinte  Senadores,  nom- 
brados por  departamentos  en  número  triple  del  de  Di- 
putados i  en  la  forma  prevenida  en  la  leí. 

Los  electores  debían  tener  las  condiciones  del  Dipu- 
tado. 

Del  resultado  de  la  elección  se  enviaban  actas  a  la  Co- 
misión Conservadora  quien  las  pasaba  al  Senado,  el  que 
debia  verificar  el  escrutinio,  Los  individuo^  que  obtu-» 
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vieren  mayoría  absoluta  eran  proclamados  Senadores; 
en  caso  de  no  resultar  número,  el  Senado  rectificaba  la 
elección. 


Por  el  Reglamento  de  Elecciones,  dictado  en  Noviem- 
bre 30  del  mismo  año,  se  acordó: 

A.  Que  el  procedimiento  electoral  tuviera  lugar  por 
medio  de  calificaciones,  verificadas  por  juntas  de  seis 
electores,  ciudadanos  activos,  quienes  deberían  organizar 
las  juntas  calificadoras,  las  que  deberían  practicar  por  re- 
jistros  la  calificación. 

Las  municipalidades  formaban  las  juntas  revisoras,  i 
terminadas  sus  funciones,  cerraban  los  rejistros. 

Las  elecciones  se  verificarían,  la  de  Diputados,  el  últi- 
mo domingo  de  Marzo;  la  de  municipales  el  tercer  do- 
mingo de  Abril,  i  la  de  Senadores  el  segundo  domingo 
de  Abril.  El  número  de  Diputados  variaria  con  la  pobla- 
ción de  la  República. 


En  noviembre  12  de  1842,  se  dictó  un  suplemento  a  la 
lei  jeneral  de  elecciones  que  contenia  la  autorización  de 
calificarse  por  poder;  ratificaba  las  calificaciones  ya  he- 
chas, i  derogaba  algunas  disposiciones  del  Reglamento 
de  1833. 

El  28  de  Agosto  de  185 1  se  declaró  que  el  dia  30  de 
Agosto,  no  era  término  fatal  para  hacer  el  escrutinio 
electoral  de  Presidente  de  la  República. 


En  Octubre  29  de  1854,  se  fijó  la  base  de  la  propiedad 
mueble  necesaria  para  ser  electo  Diputado  o  Senador,  se- 
gún las  provincias.  1  en  Octubre  26  se  determinó  el  nú- 
mero de  Diputados  i  Senadores, 
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En  1861  (Setiembre  13),  se  dictó  una  nueva  lei  elec- 
toral. 

Esta  contenia  los  siguientes  preceptos: 

1.°  Rejistro  parroquial  permanente,  i  por  orden  alfabético. 

2.°  Las  rentas  de  empleos  particulares  no  dan  derecho  a  inscrip- 
ción, 

3.°  Se  envían  a  las  mesas  listas  de  empleados  públicos. 

4.**  Se  crean  juntas  calificadoras  parroquiales. 

5.°  Presidentes  pueden  ser  municipales. 

6.°  Rejistros  deben  ser  rectificados. 

7.**  Boletos  de  calificación  emitidos  por  la  Comisión  Conserva- 
dora. 

8.**  Revisión  del  Rejistro. 

9."  Diputados  i  Senadores  son  elejidos  en  razón  de  la  población. 

Varias  de  estas  disposiciones  fueron  modificadas  i 
derogadas  por  leyes  posteriores. 


En  Diciembre  24  de  1864,  una  lei  fijó  el  valor  de  la 
propiedad,  capital  en  jiro  o  ejercicio  de  industria,  según 
la  importancia  de  las  poblaciones. 


En  Agosto  6  de  1869,  se  dictó  otra  nueva  lei  sobre 
rejistros  electorales,  que  entregaba  en  absoluto  la  for- 
mación de  los  rejistros  electorales,  al  poder  municipal 
de  la  República,  incluyendo  no  solo  a  las  municipalida- 
des en  funciones,  sino  también  a  las  pretéritas.  Se  admi- 
tia  como  justificativo  de  la  propiedad,  el  recibo  de  pago 
de  contribuciones  fiscales  o  municipales,  las  mercedes 
de  minas  i  títulos  profesionales.  Los  rejistros  formados 
por  el  alcalde  i  autorizados  por  notario  se  archivaban 
por  éstos,  i  por  el  primer  alcalde,  pudiendo  obtenerse 
copia  autorizada  de  ellos. 


La  lei  de  Noviembre  12  de  1874  cambió  este  orden  de 
cosas,  estableciendo,  entre  otras,  las  modificaciones  si- 
guientes: 


^ 
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«A  Q.ue  el  usufructo  pueda  considerarse  como  equivalente  de 
propiedad  o  renta; 

B.  Que  el  rejistro  se  forme  por  subdelegaciones  de  2,000  habi- 
tantes, subdividas  en  secciones,  cuyo  máximum  será  doscientos 
electores; 

C.  Que  el  rejistro  se  renueve  cada  tres  años; 

D.  Que  él  se  lleve  a  cabo  por  juntas  de  mayores  contribuyentes, 
con  esclusion  de  los  empleados  públicos; 

E.  Que  estas  juntas  obren  con  entera  independencia  de  toda  au- 
toridad; 

F.  Que  se  tome  como  equivalente  del  valor  de  una  propiedad 
el  arriendo; 

G.  Que  se  considere  también  en  el  mismo  carácter  de  propieta- 
rios a  los  empleados  públicos  o  municipales,  a  los  titulares  de 
profesiones,  i  presbíteros  del  clero  secular  i  a  los  que  sepan  leer  i 
escribir; 

H.  Que  la  calificación  sea  personal; 

I.  Que  el  rejistro  se  deposite  por  el  juez  letrado  en  poder  del 
notario; 

J.  Que  sea  la  Municipalidad  quien  distribuya  los  boletos  de  ca- 
lificación; 

K.  Que  no  se  puedan  dar  certificados  de  inscripción,  i  el  boleto 
solo  sirva  para  votar  en  la  subdelegacion  misma; 

L.  Que  en  las  elecciones  de  Diputados  propietarios  se  acepte  el 
voto  acumulativo,  i  en  las  de  suplentes  se  espresen  separadamente 
los  votos,  proclamándose  los  que  obtengan  mayorías  mas  altas 
hasta  completar  el  número  íntegro  que  corresponde  a  cada  depar- 
tamento; en  las  de  municipales  con  lista  incompleta,  debiendo  es- 
cluirse  de  cada  lista  uno  de  cada  tres  municipales  de  los  que  co- 
rresponden a  cada  departamento; 

M.  Que  en  cada  elección  directa,  cada  sección  del  rejistro,  sea 
presidida  por  cinco  electores  propietarios,  i  cinco  suplentes; 

N.  Que  las  elecciones  duren  un  solo  dia; 

O.  Que  el  voto  sea  personal; 

P.  Que  la  junta  receptora  no  pueda  objetar  la  identidad  de  nin- 
gún elector; 

Q  Que  el  escrutinio  sea  presidido  por  el  primer  alcalde,  quien 
remitirá  los  poderes  a  los  electos; 

R.  Que  en  las  elecciones  directas,  cada  provincia  elija  los  Sena- 
dores propietarios  i  suplentes  designados  por  la  lei,  con  designa- 
ción de  tales,  pero  en  la  misma  cédula,  haciéndose  lo  mismo  en  la 
elección  de  Presidente  de  la  República; 
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S.  Que  la  autoridad  que  entiende  en  las  nulidades  falle  como 
jurado; 

T,  Que  la  Cámara  puede  nombrar  comisiones  para  recibir  prue- 
ba en  caso  de  nulidad. 


Un  año  mas  tarde  (Agosto  12  de  1375)  ^^  dictaba  una 
lei  esplicativa  i  complementaria  de  la  anterior. 

Se  declaraba  por  ella: 

Que  los  mayores  contribuyentes  debían  ser  ciudada- 
nos activos; 

Que  los  justificativos  del  pago  de  contribuciones  de- 
bían ser  los  recibos  del  último  año; 

Que  la  lista  nominal  de  mayores  contribuyentes  debía 
indicar  las  cuotas  que  éstos  pagaban; 

Que  en  los  departamentos  que  elijen  un  Diputado,  la 
lista  debía  contener  los  nombres  de  los  contribuyentes; 

Que  días  antes  de  la  elección  de  Diputados  i  Senado- 
res debían  publicarse  las  listas  de  los  mayores  contribu- 
yentes; 

Que  en  las  elecciones  de  Senadores  i  Presidente  de  la 
República  se  proclamaran  los  candidatos  que  tuvieran 
mayorías  mas  altas,  decidiendo,  en  caso  de  empate,  la 
suerte. 


En  Octubre  13  del  mismo  año,  una  nueva  lei  declara- 
ba que  las  patentes  industriales,  de  que  trata  la  lei, 
comprenden  no  solo  las  fiscales,  sino  las  municipales  por 
diversiones  públicas,  i  que  el  año  último  a  que  se  refiere 
la  lei  se  entenderá  cerrado  el  i.°  de  Julio  del  año  en  que 
se  cierran  las  calificaciones. 

Por  último,  en  Octubre  20,  se  determina  por  una  lei, 
que  los  Senadores  sean  37,  i  los  Diputados  109. 
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En  9  de  Enero  de  1889,  vuelve  a  dictarse  otra  lei  elec- 
toral. Las  modificaciones  principales  que  ella  introduce 
en  el  mecanismo  electoral  son  las  siguientes: 

1/  La  lista  de  mayores  contribuyentes  será  compues- 
ta de  60  nombres  en  los  departamentos  que  elijen  un 
Diputado;  de  78  en  los  que  elijen  dos;  de  96  en  los  que 
elijen  tres,  i  de  14  en  los  que  elijen  mas. 

Entre  los  contribuyentes  debian  figurar,  ademas  de  los 
anteriores,  los  padres  o  maridos  que  administren  predios 
de  sus  hijos  o  esposas,  i  los  que  paguen  patente  fiscal 
por  su  industria  o  profesión  personal,  menos  las  patentes 
de  sociedades  o  personas  jurídicas. 

Reclamadas  las  inscripciones,  en  los  plazos  i  ante  las 
autoridades  señaladas  en  la  lei,  el  20  de  Noviembre,  se 
reúnan  los  electores,  i  procedan  a  nombrar  los  vocales 
de  la  Junta  Ejecutiva,  los  que  no  pueden  ser  empleados. 

El  26  de  Noviembre,  la  Junta  debería  proceder  a  desig 
nar  otra  nueva  junta  de  cinco  vocales,  para  cada  subde- 
legacion,  la  que  está  encargada  del  acto  de  la  califica 
cion 

El  rejistro  de  electores  debia  renovarse  trienalmente, 
i  formarse  por  subdelegaciones  cuya  población  no  baje 
de  dos  mil  habitantes,  subdividiéndose  en  secciones  que- 
nunca  deben  pasar  de  300  calificados. 

El  rejistro  debe  ser  firmado  por  todo  calificado. 

Los  boletos,  timbrados,  por  orden  de  los  Presidentes 
i  vices  de  ambas  Cámaras,  el  i.**  de  Julio  del  año  en 
que  deben  verificarse  las  calificaciones  serian  enviados  a 
los  gobernadores,  quienes  los  entregarian  al  presidente 
de  la  comisión,  la  que  reunida  el  30  de  Noviembre  los 
distribuiría  a  las  juntas  calificadoras,  el  4  i  6  de  Di- 
ciembre. 

El  8  de  Diciembre  es  fecha  fatal  para  iniciar  las  ins- 
cripciones por  las  respectivas  juntas,  las  que  deberán 
funcionar  cuatro  horas  continuas   diariamente  desde  las 
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diez  A.  M.  hasta  las  2  P,  M.,  desde  el  8  hasta  el  15  de 
Diciembre. 

En  caso  de  duda  sobre  la  condición  de  saber  leer  i  es- 
cribir, se  haria  que  el  ciudadano  leyera  i  escribiera,  a 
presencia  de  la  junta,  un  artículo  de  la  lei.  La  declara- 
ción de  un  vocal  bastaba  para  justificar  la  residencia.  No 
se  dan  certificados  de  inscripción. 

El  15  de  Diciembre  se  cierra  el  rejistro  i  se  remite  con 
los  antecedentes  al  presidente  de  la  junta  ejecutiva,  quien 
el  18  hace  entrega  de  ellos  al  notario  i  ordena  su  pu- 
blicación; todo  elector  puede  pedir  su  copia. 

El  25  de  Diciembre,  a  las  12  del  dia,  se  reúne  la  Co- 
misión Ejecutiva  para  formar  inventario  de  los  cuader- 
nos para  rejistros  i  boletos  de  calificación. 

El  10  de  Enero  hacen  otro  tanto  los  presidentes  i 
vices  de  ambas  Cámaras. 

En  las  épocas  designadas  para  las  elecciones  se  veri- 
fican éstas. 

Los  miembros  de  juntas  receptoras  no  pueden  objetar 
la  identidad  de  ningún  elector. 

Se  levantará  una  triple  acta  del  escrutinio,  que  será 
público,  i  presenciado  por  los  comisionados  de  los  par- 
tidos. 

Los  presidentes  de  juntas  receptoras  entregarán  los 
rejistros  al  presidente  de  la  junta  escrutadora. 

Cuando  dos  departamentos  hacen  reunidos  una  elec- 
ción, la  entrega  se  hace  al  del  departamento  mas  antiguo, 
i  las  subdelegaciones  mas  modernas  se  reputan  rurales. 

Ocho  dias  después  de  nombrada  la  junta  escrutadora, 
se  reúne  ésta  para  nombrar  presidente. 

Tres  dias  después  de  la  votación  hace  otro  tanto,  para 
hacer  i  proclamar  el  escrutinio.  La  junta  no  puede  fun- 
cionar sin  la  presencia  de  la  mayoría  absoluta  de  sus 
miembros. 

El  escrutinio  deberá  terminar  en  una  sesión;  estam- 


^T^ 
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parse  en  el  libro  de  actas  municipales  con  sus  reparos  i 
suscribirse  por  toáoslos  miembros  de  la  junta. 

Ocho  dias  después  de  la  elección,  los  presidentes  i 
secretarios  de  las  juntas  jenerales  esci'utadoras  se  reu- 
nirán a  las  10  A.  M.  para  hacer  el  escrutinio  de  Se- 
nadores, 


En  pos  de  ésta  viene  la  lei  vijente  dictada  el  20  de 
Agosto  de  1890. 

Sus  principales  disposiciones  consisten  en  las  si- 
guientes: 

I.»  Publicación  de  listas  con  los  nombres  de  los  50  propietarios 
que  paguen  mayor  contribución  agrícola,  o  de  alumbrado  i  sereno 
en  las  subdelegaciones; 

2/  Derecho  de  reclamar  en  los  siete  dias  siguientes; 

3/  Elección,  2^  dias  después  de  publicada  la  lista  anterior  de 
otra  difinitiva  de  18  contribuyentes,  por  orden  de  mayores  cuotas 
en  cada  subdelegacion.  No  se  acumulan  las  contribuciones.  Cada 
propietario  figura  una  sola  vez; 

No  pueden  figurar  en  la  lista,  arrendatarios,  socios  o  comune* 
ros,  ni  personas  jurídicas; 

4/  Remisión  de  dichas  listas  el  mismo  dia,  i  publicación  de  ellas 
en  el  término  de  24  horas; 

5.*  Observaciones  a  ellas  en  el  término  de  7  dias  después  de  la 
publicación,  ante  el  juez  de  letras,  sin  otra  prueba  que  el  certifica- 
do de  inscripción,  i  recibo  de  la  contribución.  Igual  término  para 
las  escusas; 

6.*  Publicación  por  el  juez,  de  los  reclamos  i  su  fallo,  escluyendo 
a  Senadores,  Diputados  i  empleados  públicos.  Esta  publicación  se 
hará  al  dia  siguiente  de  la  íecha  del  fallo,  i  es  apelable; 

7.*  Resolución  del  Tribunal  de  alzada  en  15  dias,  aun  sin  com- 
parecencia de  las  partes:  i  devolución  del  espediente  el  dia  mismo; 

8.*  Notificación  por  carteles;  privación  de  recurso  contra  autos 
interlocutorios  i  nulidad,  implicancia  o  recusación  del  juez; 

Actuaciones  en  papel  simple  i  sin  derechos.  Copias  gratis; 

9.»  Lista  definitiva  de  contribuyentes  de  cada  subdelegacion, 
formada  por  el  juez,  incluyendo  hasta  18  nombres.  Junta  electoral 
de  subdelegacion  formada  con  18  nombres.  Fijación  i  publicación 
de  esas  listas  al  dia  siguiente  de  su  fecha; 
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10.  Rejistro  electoral  por  subdelegaciones  de  150  calificados. 
Rejistros  por  triplicado; 

11.  Reunión  de  los  Presidentes  i  vices  de  las  Cámaras  para  fijar 
el  número  de  rejistros  i  su  timbre;  i  remisión  de  ellos  a  los  prime- 
ros alcaldes; 

13.  Reunión  de  los  mayores  contribuyentes  de  la  lista  definitiva 
a  las  12  M.  en  casa  del  contribuyente  que  pague  la  mayor  cuota, 
para  constituir  la  junta  electoral  de  la  subdelegacion.  La  junta 
no  podrá  constituirse  con  menos  de  cuatro  vocales.  Designación 
de  edificio  para  funcionar,  i  a  falta  de  fiscal  o  municipal,  cuatro 
edificios  particulares  para  funcionar.  Nombramiento  de  comi- 
sionados; 

13.  Funcionamiento  diario  del  primer  alcalde  desde  las  10  A.  M. 
hasta  las  5  P.  M.  para  la  entrega  de  edificios,  rejistros,  etc. 

14.  Inscripción  personal,  firmada  por  el  inscrito; 

15.  Comprobación  de  la  circunstancia  de  saber  leer  i  escribir 
por  la  copia  del  art.  7.°  de  la  Constitución;  de  la  residencia,  por 
la  declaración  de  dos  propietarios  de  la  subdelegacion  o  por  la 
vivienda  dentro  de  sus  límites  veinte  dias  antes  de  la  inscripción. 
Anotaciones  en  el  acta  de  las  negativas  de  inscripción  i  copia  al 
interesado; 

16.  Clausura  después  de  diez  dias  de  funcionamiento  de  las  jun- 
tas electorales,  i  entrega  por  el  comisario,  dentro  de  48  horas,  de 
uno  de  los  ejemplares  del  rejistro  al  conservador,  al  tesorero  fiscal 
i  otro  al  municipal; 

17.  Entrega,  dentro  de  las  48  horas  siguientes  a  lar  clausura  de 
las  inscripciones,  por  el  alcalde,  al  Presidente  del  Senado,  de  los 
rejistros  i  documentos  electorales; 

18.  Reunión  de  los  Presidentes  i  vices  de  las  Cámaras,  a  los  40 
dias  de  la  suspensión  de  las  inscripciones  para  hacer  el  inventario 
definitivo  de  los  rejistros; 

19.  Publicación  del  rejistro,  por  subdelegaciones  i  orden  alfabé- 
tico de  apellidos  de  los  ciudadanos  inscritos  en  ellos,  hecha  por  el 
Notario  conservador  de  bienes  i  raices,  dentro  de  los  20  dias  si- 
guientes a  la  entrega; 

20.  Apertura  de  un  plazo  de  15  dias  siguientes  a  la  publicación 
para  pedir  la  esclusion  de  inscritos; 

21.  Publicación  por  10  dias,  i  por  orden  de  los  tres  alcaldes,  el 
1."  de  Octubre,  de  las  listas  'por  orden  alfabético  de  inscritos  en  el 
departamento; 

Inscripciones  i  esclusiones  por  escrito  hechas  desde  el  13  de 
Octubre  por  los  alcaldes,  recibiendo,  o  no,  la  causa  a  prueba  por  dos 
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días.  El  tribunal  funciona  diez  dias  consecutivos  desde  las  ii  A.  M. 
hasta  las  2  P.  M.  i  el  décimo  dia  cierra  el  rejistro.  Los  alcaldes  re- 
suelven en  cuarenta  i  ocho  horas  las  esclusiones,  i  publican  lo 
obrado; 

Se  puede  pedir  ante  el  juez  inclusiones  i  esclusiones.  Resolucio- 
nes de  juez  i  alcaldes  apelables.  Resolución  de  la  Corte,  estén  o 
no  presentes  las  partes  antes  del  diez  de  Diciembre;  devolución  de 
antecedentes  el  once; 

23.  Reunión  de  alcaldes  a  las  once  del  18  de  Diciembre  para 
ejecutar  el  fallo  de  la  Corte; 

23.  Publicación  de  lista  definitiva  de  los  electores,  hasta  el  31 
de  Diciembre; 

24.  Comunicación  al  Presidente  del  Senado  de  dicha  lista; 

25.  Elecciones  ordinarias  de  Senadores,  para  llenar  las  vacantes 
que  hubiere  al  fin  de  cada  período,  según  acuerdo  del  mismo  Se- 
nado; 

26.  Reunión  de  juntas  electorales,  diez  dias  antes  de  las  elec- 
ciones para  preparar  los  actos  electorales,  señalar  local,  etc.,  i 
número  de  pupitres; 

27.  Entrega  por  el  alcalde  a  los  comisarios,  de  índices,  rejistros, 
etc.,  bajo  recibo,  en  paquete  cerrado  i  lacrado  con  un  sello; 

28.  Entrega  por  el  comisario  a  los  presidentes  de  juntas  elec- 
torales, bajo  recibo,  de  cierros,  libros,  etc.; 

29.  Reunión  de  las  juntas  electorales,  a  las  9  A.  M.  del  dia  de 
cada  elección  con  mayoría  absoluta,  i  comunicando  su  instalación 
al  alcalde  i  al  juez; 

30.  Forma  de  la  elección,  del  voto  i  de  los  pupitres; 

31.  Procedimiento  para  cuando  dos  individuos  respondan  a  un 
solo  nombre; 

32.  Orden  que  debe  seguirse  en  los  llamamientos; 

33.  Personalidad  del  voto.  Voto  acumulativo; 

34.  Lugar  i  forma  en  que  debe  hacerse  el  escrutinio.  Votos  dobles 
o  fraudulentos.  Remisión  del  resultado  i  votos  sobrantes  al  Presi- 
dente del  Senado.  Plazo  para  la  devolución  de  los  rejistros; 

35.  Reunión  de  los  presidentes  de  juntas  cuatro  dias  después  de 
la  votación,  a  las  doce  del  dia,  para  hacer  el  escrutinio  jeneral  en 
vista  de  las  actas  parciales; 

36.  Procedimiento  para  ese  escrutinio;  las  actas  parciales  se  su- 
plen por  las  del  alcalde; 

37.  Proclamación  del  resultado;  resolución  de  los  empates  por 
sorteo;  ejemplares  del  acta  de  escrutinio; 

38.  Reunión  en  sesión  pública,  a  las  10  A.  M.,  en  la  sala  muni- 
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cipal  de  la  cabecera  del  departamento^  en  mayoría  absoluta,  para 
hacer  el  escrutinio  jeneral  de  Senadores; 

39.  Forma  especial  para  la  proclamación  del  escrutinio  de  Di- 
putados. Representación  de  departamentos  agrupados; 

40.  Reunión  especial,  a  los  13  dias  de  la  elección,  de  la  junta 
jeneral  escrutadora,  alas  12  del  dia,  en  la  sala  municipal,  para  pro- 
clamar la  elección  de  Senadores  por  dos  o  mas  provincias  agru- 
padas; 

41.  Funcionamiento  de  los  alcaldes  en  todas  las  elecciones. 
Reemplazo  de  éstos  por  los  rejidores; 

42.  Reunión  de  electores  de  Presidente  de  la  República  el  25  de 
Julio,  a  las  10  A.  M.,  i  formalidades  para  la  votación  del  elector. 
Unidad  del  acto; 

43.  Formalidades,  en  caso  de  elección  estraordinaria  de  Presi- 
dente de  la  República.  Plazo  de  so  dias  para  dicha  elección; 

44.  Juramento  del  Presidente  electo; 

45.  Plazos  de  30  dias  para  elección  estraordinaria  de  Diputado, 
Senador  o  municipal. 

46.  Se  confieren  atribuciones  estraordinarias  a  los  Presidentes 
de  las  juntas  electorales  para  la  conservación  del  orden  i  libertad 
en  las  elecciones; 

47.  Se  da  derecho  a  los  candidatos  para  hacerse  representar  en 
las  mesas  electorales,  reclamar  contra  los  procedimientos  de  la 
mesa,  objetar  la  identidad  de  electores,  etc.; 

48.  Se  impone  a  los  Comandantes  Jenerales  de  Armas  la  obliga- 
ción de  prestar  ayuda  a  todo  colejio  electoral; 

49.  Se  ordena  a  la  fuerza  armada  no  se  estacione  en  el  recinto 
de  las  mesas  sin  acuerdo  de  la  juntas; 

50.  Se  declara  que  la  Guardia  Nacional  no  podrá  ser  citada  a 
asistir  a  sus  cuarteles  ni  hacer  servicio  desde  treinta  dias  antes  de 
toda  elección; 

51.  Se  da  acción  popular  para  reclamar  de  nulidad; 

52.  Se  declara  que  la  autoridad  que  entiende  en  los  reclamos  de 
nulidad  obra  como  jurado; 

53.  Se  determina  que  el  juez  de  letras  es  la  autoridad  para  co- 
nocer en  los  reclamos  de  nulidad  por  Senadores  i  Diputados; 

34,  Se  establece  que  el  reclamo  de  nulidad  no  impide  que  los 
electos  desempeñen  sus  funciones; 

53.  Los  reclamos  de  nulidad  serán  enviados  por  el  juez  a  la  res- 
pectiva Cámara  antes  del  13  de  Mayo  de  su  respectiva  instalación; 

36.  Reunión  de  las  Cámaras  el  13  de  Mayo  para  constituir  la  Co- 
misión de  elecciones; 
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57.  Facúltase  a  las  Cámaras  para  recibir  prueba  en  os  casos  de 
nulidad,  i  se  le  confiere  amplias  facultades  en  esta  investigación; 

58.  Casos  en  que  se  repite  la  elección  de  Senadores  i  Diputados 
i  por  qué  número  debe  hacerse; 

59.  Se  fija  el  plazo  de  veinte  dias,  contados  desde  que  la  Cáma- 
ra hace  saber  su  resolución  al  Presidente  déla  República,  para  que 
se  repita  una  elección  nula; 

60.  Nulidad  de  elecciones  del  Presidente  de  la  República.  Plazo 
de  seis  dias  para  aducirla  ante  el  juez.  Término  en  que  éste  debe 
enviarla  al  Senado; 

61.  Citación  por  el  Presidente  del  Senado,  al  Congreso,  para  el 
28  de  Agosto  para  resolver  nulidades.  Reunido  el  Congreso,  con  el 
quorum  requerido  para  celebrar  sesión  separadamente,  se  nombra- 
rá por  sorteo  de  entre  los  presentes  una  comisión  de  un  Senador  i 
dos  Diputados  para  informar  sobre  las  reclamaciones; 

62.  El  30  de  Agosto  reunión  del  Congreso  para  el  escrutinio.  La 
regla  es  la  mayoría  obsoluta.  En  caso  que  por  nulidades  aceptadas 
no  existiera  ésta  a  favor  de  ningún  candidato,  se  procede  a  nueva 
elección,  en  los  colejios  cuyos  actos  hubieren  sido  anulados,  a  los 
diez  dias  de  avisarlo  al  Presidente  de  la  República; 

63.  Las  nulidades  de  elección  municipal  se  tramitan  conforme  a 
la  lei  especial; 

64.  Las  penas  por  delitos  electorales  son: 

A.  Para  los  funcionarios  electorales,  300  i  500  pesos  de  multa; 

B.  Miembros  de  junta,  multa  de  1,000  pesos  o  prisión  de  loi 
dias,  por  delitos; 

C.  Por  faltas,  100  pesos  de  multa  o  prisión  de  20  dias; 

D.  Inasistencia  de   comisarios,  loi  dias  de  prisión,  o  500  pesos 

de  multa; 

E.  Electores  de  Presidente  de  la  República  inasistentes,  1,000 
pesos  de  multa  o  200  dias  de  prisión; 

F.  Miembros  de  junta  que  funcionen  en  minoría,  1,000  pesos  de 
multa  o  200  dias  de  prisión; 

G.  Doble  inscripción,  un  año  de  presidio; 

H.  Inscripciones  ilegales,  100  pesos  de  multa   o   prisión   de    60 

dias; 
I.  Falsificación,  robo,  ocultación  o  ruptura  de   rejistros,  335 

años  de  presidio,  o  500  a  1,0.0  pesos  de  multa; 

J.  Impedimentos  para  el  funcionamiento  de  colejios  electorales, 
60  dias  de  prisión  i  200  pesos  de  multa; 

K.  Intervención  de  autoridades  políticas,  inhabilitación  absolu^ 
ta  ¡  un  año  de  prisión; 
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L.  Desórdenes  ¡  atropellos,  prisión  de  uno  a  sesenta  dias,  o  mul- 
ta de  loo  a  200  pesos; 

M.  Presidentes  de  juntas  que  impidieren  o  violaren  el  secreto 
del  voto,  presidio  hasta  por  un  año,  o  2,000  pesos  de  multa  por 
cada  infracción; 

N.  Estas  penas  no  son  indultables. 

65.  Toda  falta  electoral  produce  acción  popular; 

66.  En  materia  electoral  no  hai  sino  los  fueros  constitucionales; 

67.  Para  que  se  declare  no  haber  lugar  a  formación  de  causa 
contra  un  funcionario,  el  Consejo  de  Estado  necesita  del  voto  de 
las  dos  terceras  partes  del  número  total  de  sus  miembros; 

68.  El  juez  de  letras  procede  de  oficio,  i  si  el  hecho  mereciere 
pena  de  prisión  hasta  60  dias  o  pena  pecuniaria,  cita  a  comparendo 
alas  partes  con  sus  testigos  en  los  ocho  dias,  oye  los  testimonios 
en  público  i  dicta  sentencia  dentro  de  ocho  dias; 

69.  Si  el  hecho  merece  pena  de  presidio  se  sigue  el  procedimien- 
to ordinario; 

70.  El  juicio  debe  seguirse  aunque  el  querellante  se  desista; 

71.  En  estos  juicios  se  usa  papel  común,  i  no  se  pagan  derechos; 

72.  Según  el  último  censo,  los  Diputados  son  105  i  los  Senado- 
res 32. 


CAPITULO  II 

I>e  la  oloJUbllldad  aTxte  la  Oónaar^a 

do   Diputados 

Como  se  ha  dicho  ya  en  otras  partes,  el  goce  del  de- 
recho electoral  es  distinto  de  su  ejercicio;  para  ser  elec- 
tor^  basta  no  encontrarse  en  ninguno  de  los  casos  de 
incapacidad  señalados  por  la  lei;  para  ejercer  los  dere^ 
chos  de  elector  es  menester,  ademas,  estar  inscrito  en 
los  rejistros  electorales. 

Acaba  de  verse  en  el  rápido  examen  histórico  de  la 
estructura  electoral  de  Chile,  las  modificaciones  que  la 
capacidad  electoral  ha  venido  esperimentando. 

La  Constitución  vijento  contiene  a  este  respecto  lo 
siguiente; 
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Art.  7.''  Son  ciudadanos  activos  con  derecho  de  sufrajio  los  chi- 
lenos que  hubieren  cumplido  veintiún  años  de  edad,  que  sepan 
leer  i  escribir,  i  bSTEN  inscritos  en  los  rejistros  electorales  del  de- 
partamento. 

f    Estos  rejistros  serán  públicos  i  durarán  por  el  tiempo  que  deter- 
mine la  leí. 

Las  inscripciones  serán  continuas,  i  no  se  suspenderán  sino  en 
el  plazo  que  fije  la  lei  de  elecciones. 

Art.  8.*"  Se  suspende  la  calidad  de  ciudadano  activo  con  derecho 
de  sufrajio: 

!.*•  Por  ineptitud  física  o  moral,  que  impida  obrar  libre  i  re- 
flexivamente; 

3.°  Por  la  condición  de  sirviente  doméstico; 

3.°  Por  hallarse  procesado  como  reos  de  delito  que  merezca 
pena  aflictiva  o  infamante; 

Art.  9.°  Se  pierde  la  ciudadanía: 

i.°  Por  condena  a  pena  aflictiva  o  infamante; 

a.**  Por  quiebra  fraudulenta; 

3.**  Por  naturalización  de  pais  estranjero; 

4.°  Por  admitir  empleos,  funciones  o  pensiones  de  un  gobierno 
estranjero,  sin  especial  permiso  del  Congreso. 

Los  que  por  una  de  las  causas  mencionadas,  en  este  artículo  hu- 
bieren perdido  la  calidad  de  ciudadanos,  podrán  impetrar  rehabili- 
tacion  del  Senado. 

Art.  19.  Para  ser  Diputado  se  necesita: 

I.**  Estar  en  posesión  de  los  derechos  de  ciudadano  elector; 
2.'  Una  renta  de  500  pesos  a  lo  menos. 
Art.  21.  No  pueden  ser  elejidos  Diputados: 

I."  Los  eclesiásticos  regulares,  los  párrocos  i  vice-parrocos; 

2.*^  Los  majistrados  de  los  Tribunales  Superiores  de  Justicia,  los 
jueces  de  letras,  i  los  funcionarios  que  ejercen  el  Ministerio  Pú- 
blico; 

3.°  Los  intendentes  de  provincia,  i  los  gobernadores  de  plaza,  o 

de  departamento; 

4.®  Las  personas  que  tienen  o  caucionan  contratos  con  el  Estado 
sobre  obras  públicas,  o  sobre  provisión  de  cualquiera  especie  de 

artículos; 

«i.°  Los  chilenos  a  que  se  refiere  el  inciso  3.°  del  art.  5.*"  si  no 
hubieren  estado  en  posesión  de  su  carta  de  naturalización  a  lo 
menos  cinco  años  antes  de  ser  elejidos. 
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Comentando  el  señor  Huneeus  estos  testos,  espone  con 
toda  exactitud  que  las  condiciones  necesarias  para  la 
posesión  del.derecho  de  sufrajio  son  las  de  capacidad, 
intelijencia  e  independencia  de  los  sufragantes. 

La  Constitución,  como  se  vé,  exije  algo  mas;  cierta 
fortuna,  que  puede  consistir,  ya  en  una  propiedad  raíz, 
ya  en  un  capital  industrial  o  monetario,  cuya  suma  debe 
fijarse  por  la  lei  decenalmente. 


:,  ¿Se  podria  escluir  del  derecho  de  sufrajio  a  aquellos 
que  no  escluye  espresamente  la  Constitución? 

La  opinión  de  los  señores  Antonio  Varas  i  Santiago 
Prado,  en  1857,  decia  que  nó. 

El  señor  Huneeus  no  encuentra  correcta  esa  opinión, 
apoyándose  en  la  práctica  desde  1833. 

Puede  decirse  que  esa  práctica  no  ha  sido  tampoco 
correcta,  puesto  que  ha  olvidado  que,  en  caso  de  duda, 
Javorabilia  iint  ampltanda;   odiosa  sunt  restrinjenda. 


¿Pueden  gozar  de  la  ciudadanía  activa  las  mujeres  i 
los  regulares? 

El  buen  sentido  lo  niega,  en  unión  de  la  práctica  legal. 

Como  dice  el  señor  Huneeus,  esta  esclusion,  aunque 
la  Carta  Fundamental  no  la  haya  escrito  en  tipo  visi- 
ble, proviene  de  razones  de  un  orden  superior;  del  que 
Dios  i  la  Naturaleza  han  establecido,  al  atribuir  a  la 
mujer  en  la  sociedad,  i  sobre  todo  en  la  familia,  una 
serie  de  deberes  verdaderamente  incompatibles  con  el 
ejercicio  de  la  ciudadanía   activa,  en  toda  su  estension. 

Por  otra  parte,  ya  la  lei  de  Enero  9  de  1S84.  consignó 
la  prohibición  en  su  art.  q,° 


y  4 
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Respecto  a  los  regulares,  parece  que  se  opone  a  ello 
el  voto  de  obediencia  que  observan,  incompatible  con 
la  independencia  de  que  debe  gozar  el  elector. 


Examina  a  su  turno,  i  mui  oportunamente  en  seguida 
el  señor  Huneeus,  las  condiciones  que  la  Constitución 
cxije  para  ser  Diputado,  i  que  son:  la  posesión  de  los 
derechos  de  ciudadano  elector  i  una  renta  de  500  pesos 
a  lo  menos,  i  dice: 

«Aunque,  según  lo  dispuesto  en  el  inciso  9.®  del  artículo  que 
examinamos,  es  menester  que  el  individuo  electo  para  Diputado 
(i  para  Senador,  según  el  art.  32  (26),  esté  calificado,  porque  si  no  lo 
estuviese  es  claro  que  no  podría  votar,  con  arreglo  a  lo  dispuesto 
en  el  art.  9.°  (suprimido)  se  ha  resuelto  constantemente  lo  contra- 
rio, prescindiendo  de  la  letra  de  la  Constitución.» 

En  apoyo  de  su  afirmación  cita  el  caso  ocurrido  en 
1843,  respecto  de  los  señores  Varas  i  García  Reyes;  en 
1870,  respecto  del  señor  Cifuentes;  en  1889,  respecto  de 
los  señores  Ibáñez  e  Irarrázaval. 

Vero..,,  facta  non  probant  jura.  Esos  casos,  i  otros 
mas,  no  son  la  obra  de  la  Constitución  sino  la  obra  de 
la  pasión  de  partido. 

En  1890  se  ajitó  de  nuevo  esta  cuestión  ante  la  justi- 
cia, con  ocasión  de  la  esclusion  de  un  municipal  de  Val- 
paraíso, i  produjo  una  crisis  política. 

Hoi  mismo  vuelve  esta  cuestión  al  tapete  de  la  discu- 
sión, i  ya  la  prensa  i  la  juventud  estudiosa  la  tratan  con 
pasión  i  con  entusiasmo. 

El  glorioso  marino  don  J.  José  Latorre,  elejido  Sena- 
dor por  Valparaíso,  no  está  inscrito  en  los  rejistros  elec- 
torales; pero  su  puesto  de  Senador  está  decretado  por  la 
gratitud  de  sus  conciudadanos. 

Gloriosa   escepcion,  sin    duda,   pero escepcion 

al  fin! 
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Respecto  a  las  incompatibilidades  que  el  artículo  en 
examen  establece,  están  ya  tratadas  en  capítulo  anterior. 
/  Mediante  la  reforma,  ellas  han  pasado  a  formar  parte 
del  organismo  constitucional  del  Estado, 


CAPITULO    III 

I>e  la  oleJil>illdacl  auto  ol  Sexuado 

Dice  la  Constitución: 

«Art.  36  (32)  Para  ser  Senador  se  necesita: 

I.**  Ciudadanía  en  ejercicio: 

2.°  Treinta  i  seis  años  cumplidos; 

3.**  No  haber  sido  condenado  jamas  por  delito; 

4.'  Una  renta  de  dos  mil  pesos,  a  lo  menos.  Lo  dispuesto  en  el 
art.  21,  respecto  a  los  Diputados,  comprende  también  a  los  Sena- 
dores.» 


Agrega  la  Constitución: 

«Art.  22  (21)  El  Senado  se  compone  de  miembros  elejidos  en 
votación  directa  por  provincias,  correspondiendo  a  cada  una  elejir 
un  Senador  por  cada  tres  Diputados  i  una  fracción  de  dos  Dipu- 
tados. 

Art.  23  (25)  Los  Senadores  permanecerán  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  por  seis  años,  pudiendo  ser  reelejidos  indefinidamente. 

Art.  24  (26)  Los  Senadores  se  renovarán  cada  tres  años  en  la  for- 
ma siguiente: 

Las  provincias  que  elijan  un  número  par  de  Senadores,  harán  la 
renovación  por  mitad  en  la  elección  de  cada  trienio. 

Las  que  elijan  un  número  impar  la  harán  en  el  primer  trienio, 
dejando  para  el  trienio  siguiente  la  del  Senador  impar  que  no  se 
renovó  en  el  anterior. 

Art.  25  (27).  Si  un  Senador  muere  o  deja  de  pertenecer  a  la  Cá- 
mara por  cualquiera  causa  antes  del  último  año  de  su  mandato,  se 
procederá  a  su  reemplazo,  por  nueva  elección,  por  el  tiempo  que 
le  falte;  en  la  forma  i  plazo  que  la  leí  prescriba* 
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El  Senador  que  perdiere  su  representación  por  desempeñar  o 
aceptar  un  empleo  incompatible,  no  podrá  ser  elejido  antes  del 
próximo  trienio.» 


CAPITULO  IV 

Forma  d.e  las  eloocloxies  el©   Olputados 

1  Sexiadoi^os 

Dice  la  lei  de  elecciones: 

«Art.  46.  Las  elecciones  ordinarias  directas  se  harán  en  las  épo- 
cas que  a  continuación  se  espresan: 

1.°  La  de  Senadores,  Diputados  i  municipales,  el  primer  domingo 
de  Marzo. 

La  elección  ordinaria  de  Senadores  para  llenar  las  vacantes  que 
hubieren  quedado  al  fin  de  cada  período  lejislativo,  se  hará  previo 
acuerdo  que  el  Senado  hubiere  celebrado  para  determinar  esas 
vacantes. 

Art.  47.  Diez  dias  antes  de  aquel  en  que  debiere  tener  lugar  la 
próxima  elección  de  Senadores,  Diputados  i  municipales,  se  reu- 
nirán las  mismas  juntas  electorales  que  hubiesen  funcionado  en  el 
acto  de  la  inscripción  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  15,  para 
nombrar  el  comisario  qu3  haya  de  representarlas. 

En  esta  reunión  tomarán  en  cuenta  el  numero  de  secciones  en 
que  estuviere  dividido  el  rejistro  de  la  subdelegacion  o  subdele- 
gaciones  que  tienen  a  su  cargo.  Para  cada  sección  constituirán  una 
junta  electoral  receptora. 

Si  hubiere  solo  dos  secciones,  la  primera  será  servida  por  los 
cuatro  contribuyentes  que  paguen  mayores  cuotas,  i  la  segunda 
por  los  tres  siguientes.  Si  hubiere  mas  de  dos  secciones,  la  primera 
será  servida  por  los  tres  contribuyentes  que  paguen  mayorescuotas; 
la  segunda  por  los  tres  siguientes,  i  la  tercera  por  el  sétimo  vocal 
de  la  junta  electoral,  unido  a  los  dos  contribuyentes  que  le  sigan 
por  orden  de  cuotas  en  la  lista  de  18  nombres  que  se  debe  formar 
según  el  art.  9.°;  la  cuarta  por  los  tres  contribuyentes  que  sigan  a 
aquéllos  en  la  misma  lista,  i  así  sucesivamente  hasta  completarlas 
todas. 

Si  el  número  de  contribuyentes  que  figuren  en  la   lista   de  que 
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habla  el  art.  9.*"  no  alcanzara  para  constituir  una  junta  electoral 
receptora  de  tres  vocales  para  cada  una,  se  encargará  cada  junta 
del  servicio  de  dos  secciones,  comenzando  por  la  i.* 

En  cada  junta  hará  de  presidente  el  contribuyente  que  pague 
mayor  cuota,  i  de  secretario  depositario  el  que  pague  la  segunda. 

Art.  53.  Las  juntas  electorales  se  reunirán  en  el  lugar  designado, 
a  las  9  de  la  mañana  del  dia  de  cada  elección,  para  proceder  a  la 
recepción  de  lossufrajios. 

No  podrán  funcionar  con  menos  de  la  mayoría  absoluta  de  los 
miembros  de  que  se  componen 

Art.  53.  Las  elecciones  se  harán  en  un  solo  dia,  i  las  juntas  elec- 
torales funcionarán  siete  horas  consecutivas,  contadas  desde  las 
nueve  de  la  mañana. 

Art.  54.  Solo  los  electores  inscritos  en  la  sección  del  rejistro  que 
deba  sufragar,  i  los  apoderados  de  los  candidatos,  tendrán  acceso 
a  la  sala  o  circuito  donde  funcione  la  junta,  i  una  vez  instalada,  el 
presidente  irá  llamándolos  de  una  manera  clara,  distinta  i  pausada, 
por  el  orden  alfabético  del  primer  apellido,  pero  con  todo  su 
nombre. 

Al  llamamiento,  el  sufragante  se  acercará  a  la  mesa  i  pondrá  su 
firma  en  el  cuaderno  en  blanco  que  habrá  recibido  de  la  junta,  al 
márjen  del  número  de  orden  que  le  corresponda. 

Si  no  hubiere  completa  disconformidad  entre  esa  firma  i  la  que 
existe  en  el  rejistro,  la  junta  aceptará  el  sufrajio  i  al  efecto  el  pre- 
sidente entregará  al  elector  uno  de  los  cierros  de  carta  de  que  ha- 
bla el  art.  68. 

El  elector  entrará  al  pupitre  aislado  de  que  habla  el  mismo  artí- 
culo i  pondrá  su  voto  dentro  del  sobre  que  hubiere  recibido,  el 
que  pegará  i  volverá  a  depositarlo  por  sí  mismo  en  la  urna. 

No  podrá  permanecer  en  el  pupitre  mas  de  un  minuto. 

El  secretario  escribirá  en  un  libro  especial  el  nombre  del  elector 
que' hubiere  sufragado. 

Si  no  se  admitiere  el  sufrajio  por  disconformidad  de  la  firma  i  la 
que  existe  en  el  rejistro,  se  tomará  nota  en  el  acta  del  dia  e  inme- 
diatamente se  remitirá  el  sufragante  a  disposición  del  juez  del  cri- 
men, sin  que  se  admita  ninguna  escusa  de  los  reos  ni  de  los  voca- 
les de  la  junta  para  ampararle. 

Terminado  el  primer  llamamiento,  se  hará  otro  en  la  misma  for- 
ma para  recibir  los  sufrajios  de  los  que  no  estuvieren  presentes  en 
el  primero. 
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Art.  60.  El  voto  es  acto  personal,  i  solo  podrá  emitirse  por  el 
mismo  elector.  Se  sufragará  en  la  misma  cédula  por  los  Senadores, 
Diputados  i  municipales  que  hayan  de  elejirse. 

En  las  elecciones  de  Senadores  i  Diputados  al  Congreso,  de  mu- 
nicipales i  electores  de  Presidente  de  la  República,  cada  elector 
podrá  dar  su  voto  a  diversas  personas,  o  a  una  sola  i  misma  perso- 
na para  los  cargos  de  Senadores,  Diputados  o  municipales  i  de 
electores  de  Presidente  de  la  República  que  la  leí   prescribe  elejir. 

En  el  escrutinio  se  aplicarán  a  cada  candidato  tantos  sufrajios 
cuantas  veces  aparezca  escrito  su  nombre  en  las  listas  de  votación, 
con  tal  que  éstas  no  contengan  exceso  de  nombres. 

Art.  63.  Hecho  el  escrutinio,  el  presidente  de  la  junta  electoral 
pondrá  las  cédulas  que  se  haya  votado  dentro  de  un  sobre  que  ce- 
rrara i  lacrará,  i  firmarán  por  el  lado  del  cierro  todos  los  vocales 
i  los  apoderados  de  los  candidatos  que  lo  pidan. 

El  presidente  dirijirá  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes, 
por  el  correo,  i  certificado,  este  sobre  al  Presidente  del  Senado,  en 
todas  las  elecciones  que  tengan  lugar. 

Estos  sobres  quedarán  depositados  en  la  Secretaría  del  Senado  a 
disposición  de  la  autoridad  encargada  de  calificar  la  elección  res- 
pectiva, i  deberán  ser  destruidos  cuando  se  hubiere  terminado  la 
respectiva  calificación. 

Art.  6S.  Cuando  dos  o  mas  departamentos  elijan  Diputados  en 
común,  la  junta  escrutadora  de  cada  uno  de  ellos  no  hará  la  pro- 
clamación de  los  Diputados,  i  los  presidentes  i  secretarios  de  ellas 
se  reunirán  ocho  dias  después  de  la  elección,  a  las  doce  del  dia,  en 
la  sala  municipal  de  la  ciudad  cabecera  del  departamento  de  mas 
antigua  creación,  haciendo  de  presidente  el  que  lo  fuera  del  depar- 
tamento cabecera,  i  por  su  falta  el  que  lo  sea  del  departamento 
mas  inmediato.  Constituida  la  junta  con  la  mayoría  absoluta  de  los 
miembros  de  que  deba  componerse,  procederá  a  hacer  el  escruti- 
nio jeneral  de  los  Diputados  de  los  departamentos. 

El  escrutinio  se  practicará  por  las  actas  de  los  escrutinios  parcia- 
les que  deban  presentar  los  presidentes  i  los  secretarios  de  las  jun- 
tas departamentales,  procediendo  en  conformidad  a  lo  dispuesto 
en  el  art.  65. 

Serán  proclamados  los  candidatos  que  obtengan  las  mayorías  mas 
altas  hasta  completar  el  número  de  Diputados  que  corresponda 
elejir  a  los  departamentos  agfrupados;  en  caso  de  empate  se  proce- 
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derá  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores,   i 
los  poderes  serán  dados  en  la  forma  establecida  en  los  mismos. 

En  la  Cámara  de  Diputados  asumirán  los  elejidos  la  representa- 
ción de  los  diversos  departamentos  agrupados,  tomando  el  que 
haya  obtenido  mayor  número  de  sufrajios  el  nombre  del  departa- 
mento qus  tenga  mayor  población,  siguiendo  los  restantes  el  mis- 
mo orden. 

Cuando  la  elección  de  Senadores  se  haga  por  dos  o  mas  provin- 
cias agrupadas,  la  junta  escrutadora  jeneral  se  compondrá  de  los 
presidentes  i  secretarios  de  todas  las  juntas  departa rnentales,  que 
se  reunirán  quince  días  después  de  la  elección,  a  las  doce  del  dia, 
en  la  sala  municipal  de  la  ciudad  capital  de  la  provincia  de  mas 
antigua  creación. 

En  lo  demás,  i  en  la  representación  de  los  Senadores,  se  proce- 
derá en  la  forma  establecida  en  este  artículo  para  los  Diputados. 

Cuando  las  provincias  o  departamentos  agrupados  hubieren 
sido  creados  al  mismo  tiempo,  se  entenderá  como  mas  antiguo  el 
departamento  cabecera  de  la  provincia;  i  entre  los  departamentos 
de  la  misma  provincia  el  de  la  ciudad  cabecera  de  la  misma,  i  si 
éste  no  figurare  en  la  agrupación,  al  que  le  corresponda  por  orden 
alfabético  del  nombre. 

Art.  70.  En  las  elecciones  de  Diputados,  Senadores  i  electores 
de  Presidente,  la  junta  escrutadora  jeneral  del  departamento  se 
compondrá  de  los  alcaldes  de  la  Municipalidad,  quienes  desempe- 
ñarán títmbien  las  comisiones  que  encarga  este  título  a  los  presi- 
dentes i  secretarios  de  las  juntas  escrutadoras. 


NULIDADES 

Art.  96.  Cualquier  ciudadano  podrá  interponer  reclamación  de 
nulidad  contra  las  elecciones  directas  o  indirectas  por  actos  que 
las  hayan  viciado,  sea  en  la  formación  del  rejistro,  sea  en  la  orga- 
nización i  procedimiento  de  las  juntas  electorales,  sea  en  el  escru- 
tinio parcial  de  cada  sección  o  en  el  jeneral  que  practicare  la  junta 
escrutadora,  sea  por  actos  de  personas  estrañas  a  la  elección  i  que 
puedan  influir  en  que  ésta  dé  un  resultado  diferente  del  que  debía 
ser  consecuencia  de  la  libre  i  regular  manifestación  del  voto  de 
los  electores.  ^ 

Art.  97.  La  autoridad  llamada  a  conocer  de  las  reclamaciones 
do  nulidad,  apreciará  lo$  hechos  como  jurado;  i  se^uo  la  influen* 
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cía  que,  a  su  juicio,  ellos  hayan  tenido  en  el  resultado  de  la  elec- 
ción, sea  por  impedir  la  libre  manifestación  de  la  voluntad  de  los 
ciudadanos,  o  adulterar  i  hacer  incierta  esta  manifestación,  decla- 
rará válida  o  nula  la  elección. 

Los  hechos,  defectos  o  irregularidades  que  no  influyan  en  el  re- 
sultado jeneral  de  la  elección,  sea  que  hayan  ocurrido  antes  o  du- 
rante la  votación,  i  durante  los  actos  que  se  ejecutan  hasta  procla- 
mar a  los  electores,  no  dan  mérito  para  declarar  nulidad. 

Sin  embargo,  se  declararán  siempre  nulos  los  actos  de  las  juntas 
que  hubieren  funcionado  sin  la  mayoría  absoluta  de  sus  miembros. 

Art.  98.  Las  reclamaciones  de  nulidad  no  impiden  que  los  indi- 
viduos electos  entren  desde  luego  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
en  las  cuales  permanecerán  hasta  que  la  nulidad  se  declare  por  la 
autoridad  competente. 

Art.  99.  Las  reclamaciones  de  nulidad  de  elecciones  de  Senado- 
res i  Diputados  deberán  presentarse  ante  el  juez  de  letras  del  de- 
partamento respectivo,  o  al  de  la  jurisdicción  correspondiente,  si 
no  lo  hubiere,  hasta  el  i^  de  Abril  inclusive,  i  se  rendirán  ante  él 
las  informaciones  i  contra-informaciones  que  se  produzcan.  Los 
vicios  o  defectos  que  pudieran  dar  mérito  para  la  nulidad  se  po- 
drán probar  ante  el  juez  letrado  desde  el  momento  que  se  eje- 
cuten, j 

El  juez  de  letras  remitirá  estas  declaraciones  con  la  anticipación  \ 

necesaria  para  que  llegue  a  la  Secretaría  de  la  respectiva  Cámara 
antes  del  15  de  Mayo  del  año  de  su  instalación. 

Si  el  juez  de  letras  no  cumpliere  con  esta  obligación,  cualquier 
ciudadano  podrá  representar  la  omisión  en  la  Secretaría  de  la  Cá- 
mara, i  el  Presidente  de  ella  tomará  las  medidas  necesarias  para 
obtener  la  pronta  remisión. 

Art.  100.  Las  Cámaras  se  reunirán  separadamente  el  15  de  Mayo 
para  proceder,  en  conformidad  a  sus  reglamentos,  a  constituir  la 
comisión  o  comisiones  que  deben  informar  sobre  las  elecciones. 

Art.  10 1.  Cada  Cámara,  al  calificar  la  elección  de  sus  miembros, 
se  pronunciará  sobre  las  reclamaciones  de  nulidad  que  se  hayan 
presentado  oportunamente. 

Art.  102.  Si,  calificando  la  Cámara  como  bastante  para  reclamar 
nulidad  los  motivos  en  que  ésta  se  funda,  no  los  hallare  justifica- 
dos, podrá  disponer  que  se  reciba  prueba  por  una  comisión  de  su 
seno,  en  el  lugar  de  las  sesiones,  o  trasladándose  al  de  la  elección, 
o  dar  el  encargo  de  recojerla  a  la  autoridad  judicial  del  lugar  o  de 
alguno  de  los  mas  inmediatos. 

La  Ccmision  nombrada  por  la  Cámara  ejercerá  todas  las  faoul- 


DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILENO  a^ 

tades  necesarias  para  desempeñar  su  cometido,  no  pudiendo  inter- 
ponerse recurso  contra  su  procedimiento  sino  ante  la'  misma  Cá- 
mara. 

Art.  103.  Cuando  el  Senado  declare  nula  la  elección  de  uno  o 
mas  departamentos,  no  mandará  proceder  a  nueva  elección  si  los 
candidatos  proclamados  quedan  con  la  mayoría  absoluta  de  los 
sufrajios  de  la  provincia.  Para  computar  esta  mayoría  se  sumará 
la  totalidad  de  los  votos  emitidos  válidamente  i  la  totalidad  de  los 
inscritos  en  el  departamento  o  departamentos  cuya  elección  se 
haya  anulado. 

La  misma  regla  se  aplicará  cuando  la  Cámara  de  Diputados  de- 
clare nula  la  elección  de  una  o  mas  subdelegaciones  o  secciones 
del  rejistro. 

En  uno  u  otro  caso  solo  se  repetirá  la  votación  en  el  departa- 
mento o  departamentos  cuya  elección  se  haya  declarado  nula  por 
la  Cámara  de  Diputados. 

La  nueva  elección  se  hará  solo  por  el  número  de  candidatos  res- 
pecto de  los  cuales  se  hubiere  declarado  la  nulidad. 


CAPITULO  V 
D©  los  iiiedios  do  pi^osentar*  vin.a  caii.d.ldatur*a 

En  Francia  la  presentación  de  una  candidatura  polí- 
tica está  sujeta  a  una  reglamentación  tan  prolija  i  deta- 
llada como  severa.  La  prensa  i  el  derecho  de  reunión 
tienen  en  este  propósito  numerosas  trabas  i  limites. 

En  Chile,  feliz — o  desgraciadamente  quizá — no  existe 
ninguna. 

Pero  como  la  producción  de  hombres  políticos 
aumenta  dia  a  dia  en  proporciones  fenomenales,  creo 
útil  poner  a  la  vista  del  lector  un  elocuente  capítulo  del 
ya  citado  Mr.  Franqueville,  que  lleva  por  titulo  el  si- 
guiente: 
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LA  FORMACIÓN  DE  LOS  HOMBRES  DE  ESTADO 

Después  de  hablar  del  mecanismo  ministerial  en  In- 
glaterra, dice  así: 

«Tales  son  los  ajentes  que,  colocados  a  la  cabeza  de  los  grandes 
servicios  públicos,  dirijen,  bajo  la  autoridad  del  soberano,  la  admi- 
nistración del  imperio  británico.  Yo  quería,  después  de  haberlos 
dado  a  conocer,  añadir  algunas  palabras  para  esplicar  cómo  se 
forman  la  mayor  parte  de  los  hombres  de  Estado,  ingleses. 

Recorriendo  la  lista  de  aquellos  que  en  diversas  épocas  han  ocu- 
pado los  puestos  ministeriales,  uno  nota  cuatro  cosas;  la  falta  de 
hombres  especiales:  la  estrema  juventud  i  la  estreñía  vejez  de  mu- 
chos hombres  de  Estado;  de  la  multiplicidad  de  los  cambios  de 
Ministros  en  cada  departamento,  i  en  fin,  de  la  diversidad  de  fun- 
ciones desempeñadas  sucesivamente  por  el  mismo  personaje. 

Así  es  como  Lord  Palmerston  ha  sido,  por  turno,  Ministro  de  la 
Guerra,  del  Interior,  "de  Negocios  Estranjeros  i  primer  Lord 
de  la  Tesorería;  Lord  Russell  ha  desempeñado,  sucesivamente,  las 
tres  últimas  funciones;  Lord  Granville  ha  sido  Presidente  del 
board  of  trade,  pagador  de  las  fuerzas,  tesorero  de  la  marina,  canci- 
ller del  ducado  de  Lancaster,  Presidente  del  Consejo,  Secretario 
de  Estado  en  las  Relaciones  Esteriores;  en  seguida  de  las  Colonias; 
Mr.  Childers  ha  sido  primer  Lord  del  Almirantazgo,  Canciller  de 
TEchiquier,  Ministro  de  la  Guerra  i  del  Interior;  Lord  Aberdeen 
ha  sido  primer  Lord  de  la  Tesorería,  Secretario  de  Estado  en  las 
Relaciones  Esteriores,  de  la  Guerra  i  de  las  Colonias;  Mr.  Glads- 
tone  ha  sido  presidente  del  board  of  Irade,  Ministro  de  la  Guerra  i 
de  Colonias,  Canciller  de  TEchiquier  i  primer  Lord  de  la  Teso- 
rería. 

En  lo  que  concierne  a  los  cambios  ya  constatados  que,  desde 
principios  del  siglo,  ha  habido  33  en  el  puesto  de  Canciller  de 
í'Echiquier;  35  para  el  de  Relaciones  Esteriores;  34  en  la  Secretaría 
del  Interior;  44  en  el  puesto  de  Ministro  de  las  Colonias. 

En  cuanto  a  la  edad  de  los  Ministros,  se  puede  constatar  que 
cada  Gabinete  contiene  viejos  i  hombres  mui  jóvenes. 

Pitt  era  primer  Ministro  a  los  23  años;  Fox  tenia  21  años  cuando 
fué  nombrado  Lord  del  Almirantazgo;  Lord  Castlereagh  desempe- 
ñaba a  los  27  años  las  funciones  de  secretario  en  jefe  de  Irlanda; 
Sir  Roberto  Peel  i  Lord  Palmerston  eran  Ministros  antes  de  los  35 
Biios;  el  marques  de  Landdowne  tiene  36  años;  Lord  Derby,  el 
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leader  del  partido  tory,  i  su  hijo,  vivo  actualmente,  Lord  Ripon, 
Mr.  Gladstone  tiene  82  años;  Cannig,  Lord  Jolin  Russell,  Lord 
Grandville,  de  82  a  88  años.  I,  se  ha  vist©  por  otra  parte,  en  casi 
todas  las  administraciones,  septuajenarios  i  octojenarios;  Lord 
Palmerston  i  Lord  Derby,  Lord  Clarendon  i  el  marques  de  Lans- 
downe,  Lord  Lynhurts  i  Lord  Saint  Leonard,  Lord  Eldon  i  el 
duque  de  Welligton,  Mr.  Disraeli  i  Mr.  Gladstone. 

En  cuanto  a  la  ausencia  de  hombres  especiales^  ella  es  igual- 
mente notable. 

Jamas  se  ve  un  oficial  a  la  cabeza  del  Ministerio  de  la  Guerra,  o 
un  marino  encargado  de  la  administración  de  la  Marina.  Tampoco 
se  encuentran  antiguos  gobernadores  jenerales  en  el  Ministerio  de 
las  Indias,  o  de  las  Colonias,  i  es  solo  escepcionalmente  el  que  un 
diplomático  tenga  la  cartera  de  las  Relaciones  Esteriores.  Las 
finanzas  no  son  dirijidas  por  un  banquero,  ni  el  comercio  o  un 
injeniero.  Si  un  coronel  forma  parte  de  un  Gabinete  se  le  encon- 
trará colocado  en  la  cancillería  del  ducado  de  Lancaster;  un 
librero  será  primer  Lord  del  Almirantazgo,  etc. 

Todo  esto  demuestra  que  la  situación  de  los  ministros  ingleses 
es  mui  diferente  de  la  de  sus  colegas  de  otros  paises.  Se  procura 
obtener  menos  hombres  de  negocios  que  hombres  de  Estado,  i 
esto  es,  por  otra  parte,  de  una  absoluta  necesidad,  dadas  las  con- 
diciones del  gobierno. 

Los  Ministros,  en  efecto,  están  obligados  a  asistir  a  las  sesiones 
del  Parlamento;  es  decir  que,  cada  semana,  tienen  cuatro  sesiones 
de  la  tarde  i  dé  la  noche,  cuya  duración  media  es  de  siete  a  ocho 
horas  ademas  de  una  sesión  de  dia,  sin  hablar  de  los  comités  de 
ambas  Cámaras,  que  muchas  veces  deben  presidir,  i  de  la  prepa- 
ración de  las  respuestas  que  deben  dar  a  las  preguntas  que  les  son 
diariamente  dirijidas.  Ademas  tienen  mui  frecuentemente  Conse- 
jos de  Gabinete.  Añadid  a  esto  que,  después  de  haber  pasado  una 
parte  de  la  noche  en  el  Parlamento,  no  pueden  evidentemente  tra- 
bajar mucho  por  la  mañana,  en  que  tienen  que  ocuparse  de  sus 
electores,  i  aparecer  alguna  vez  en  medio  de  ellos;  que  se  ven 
frecuentemente  obligados  a  asistir  a  banquetes  u  otras  reuniones, 
i  tomar  su  representación  i  la  palabra,  i  que  tienen  sin  cesar  que 
recibir  las  comunicaciones  de  sus  colegas.  En  realidad,  el  tiempo 
que  pueden  emplear  en  el  examen  de  los  asuntos  de  sus  departa- 
mentos es  bastante  corto;  ha  sido,  pues,  preciso  encontrar  un 
arreglo  para  esa  situación. 

He  aquí  los  medios  de  que  se  ha  hecho  uso; 

Se  economiza  a  los  Míni$tro9  la  pérdida  d^  tiempo  ocasionada 
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por  la  firma;  apenas  s¡  dan  algunas;  la  mayor  parte  de  los  docu- 
mentos están  firmados,  por  los  Subsecretarios  de  Estado,  o  por  un 
secretario.  No  son  absorbidos  por  numerosas  e  interminables  au- 
diencias; muí  escepcionalmente  reciben  una  iiputacion,  pero  nun- 
ca solicitantes,  ni  importunos.  Relativamente  a  lo  que  concierne 
a  los  negocios,  casi  todos  los  que  se  relacionan  con  intereses  par- 
ticulares, i  un  gran  número  de  cuestiones  locales,  son  resueltos 
por  comitées  parlamentarios,  i  arreglados  por  medio  de  actos  pri- 
vados, lo  que  disminuye  en  una  amplia  medida  la  responsabilidad 
i  las  atribuciones  de  los  Ministros. 

Por  fin,  los  Jefes  de  las  grandes  administraciones,  tienen  para 
secundarlos  un  colaborador  político,  jeneralmente  elejido  por 
ellos,  i  que  goza  de  su  confianza,  al  cual  pueden  abandonar  el  cui- 
dado de  tratar  ciertas  cuestiones,  i  principalmente  un  colaborador 
permanente.  Subsecretario  de  Estado,  o  secretario,  hombre  consi- 
siderable,  envejecido  bajo  el  arnés  pero  que  no  tiene  ningún  rol 
político,  guardián  vijilante  de  las  tradiciones,  repertorio  vivo  de 
los  precedentes,  conocedor  a  la  vez  del  personal  i  de  los  negocios. 

Por  encima  de  esos  funcionarios  se  encuentra,  en  cada  departa- 
mento bajo  el  modesto  título  de  clcrks,  una  serie  de  empleados 
habiendo  hecho  su  carrera  en  esa  misma  administración,  de  la  cual 
recorren  todos  los  tramos,  permaneciendo  absolutamente  ajenos  a 
la  política.  Todo  el  personal  del  servicio  civil,  reclutado  hoi,  por 
m^dio  de  un  examen  abierto  a  todos,  es,  en  jeneral,  excelente  i 
consagrado  a  sus  deberes. 

El  papel  del  Ministro  se  encuentra  de  esta  manera  escepcio- 
nalmente simplificado.  El  examina  solo  los  asuntos  escepcio- 
nalmente importantes,  las  cuestiones  de  principios,  las  medidas 
que  deben  ser  el  objeto  de  leyes,  i  sometidas  al  Parlamento,  pero 
no  entra  en  el  detalle  de  las  cuestiones  corrientes,  para  las  cuales 
se  refiere  en  absoluto  a  sus  subordinados.  Es,  mucho  menos  un 
Ministro  adniinistrat'wo  que  un  hombre  político,  vijilando  un  gran 
servicio  público,  cubriendo  con  su  responsabilidad  a  numerosos 
ajentes,  pero  no  tratando  quizá  personalmente  sino  las  cuestiones 
que  pueden  comprometer  esa  responsabilidad  en  presencia  del 
Congreso.  Esto  esplica  cómo  un  especialista  no  es  necesario  para 
dirijir,  en  esas  condiciones,  un  Ministerio;  i  ayuda  igualmente  a 
comprender  la  multiplicidad  de  los  cambios. 

Es  un  estudio  mui  interesante  el  de  la  formación  de  los  hombres 
de  Estado.  Por  lo  jeneral  entran  jóvenes  al  Parlamento:  si  son  lo- 
res, ocupan  un  lugar  en  la  Cámara  Alta  desde  la  edad  de  ai  años; 
si  están  destilados  a  serlo,  se  hacen  nombrar  en  vida  de  su  padre, 
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miembros  de  la  Cámara  de  los  Comunes;  es  allí  donde  se  estre- 
nan i  principian  su  educación  política.  Allí  es  también  donde  per- 
manecen los  que  no  tienen  la  perspectiva  de  suceder  a  un  título  de 
Par.  En  todos  los  casos,  entran  jóvenes  al  Parlamento.  Fox  estaba 
allí  a  los  20  ajfíos;  Sir  R.  PeeK  Lord  John  Russell  i  Lord  Derby,  su 
rival  a  los  21  años;  Pitt,  Canning,  Lord  Palmerston,  Lord  Derby 
(que  vive  aun)  el  anciano  marques  de  Landsdowne,  Lord  Greevi- 
lle  a  los  22  años;  M.  Gladstone,  a  los  23  años,  etc. 

Desde  que  un  joven  parece  tomar  a  lo  serio  su  rol,  que  da  prue- 
bas de  intelijencia,  que  muestra  cierta  facilidad  de  palabras,  el 
primer  Ministro  clava  los  ojos  en  él,  lo  observa,  i  bien  pronto  lo 
pone  a  la  prueba.  Se  le  confía  por  de  pronto  un  puesto  secunda- 
rio de  Lord  de  la  Tesorería,  de  Secretario  de  una  administración, 
de  Subsecretario  de  Estado,  i  se  le  contempla  en  la  obra.  Si  la  es- 
periencia  no  resulta  feliz,  el  joven  diputado  no  sube  mas  arriba,  i 
queda  en  segunda  fila;  se  le  elimina  discretamente,  por  preterición 
al  tiempo  de  formarse  un  nuevo  Ministerio.  Si  los  estrenos  pro- 
meten, se  aprovecha  la  primera  ocasión  de  un  movimiento  minis- 
terial  para  dar  un  nuevo  grado  al  principiante. 

Se  le  llama  jeneralmente  a  un  Ministerio  modesto;  el  comercio, 
el  gobierno  local,  los  trabajos  públicos,  correos,  etc.,  con  o  sin 
lugar,  en  el  Gobierno.  En  esta  nueva  etapa  el  hombre  da  su  me- 
dida. Si  está  destinado  a  pisar  la  tierra,  permanece  en  sus  funcio- 
nes, relativamente  modestas;  si  está  destinado  a  subir,  es  llamado 
a  la  cumbre  de  la  jerarquía  i  llega  a  ser,  en  seguida,  Secretario  de 
Estado,  primer  Lord  del  Almirantazgo  o  Canciller  de  TEchiquier. 
El  que  llegado  a  estas  cumbres  se  muestra  hombre  superior,  lle- 
ga hasta  gobernar  su  pais  como  primer  Ministro. 

He  aquí,  pues,  en  conjunto  una  de  las  causas  i  una  de  las  venta- 
jas de  esos  perpetuos  cambios  de  ministros  que  he  señalado  antes. 
Ese  sistema  de  ensayo,  i  si  puede  decirse,  de  iniciación  gradual, 
produce,  desde  luego,  otro  resultado  jeneralmente  feliz, 

Gracias  a  él,  todo  hombre  político  conoce,  si  no  de  una  manera 
muí  profunda,  por  lo  menos  suficiente,  los  asuntos  de  muchos  de- 
partamentos; sabe  mas  cosas,  i  es  mas  competente  para  discutir 
las  cuestiones  que  pueden  presentarse  al  Gabinete  i  para  ofrecer 
a  sus  colegas  informes  útiles.  Un  Ministro  que  se  estrena,  i  por 
consiguiente  sin  esperiencia,  se  encuentra  seguro  de  encontrar  en- 
tre sus  colegas,  uno  o  muchos  hombres  que  han  administrado, 
antes  de  él,  el  servicio  que  se  le  ha  encargado.  Su  presencia  es  una 
garantía  para  el  Gabinete,  porque  tiene  una  fiscalización  útil;  es 
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una  seguridad  para  el  novicio,  que  encuentra  a  su  la 
i  que  necesita  un  crítico  benévolo. 

Quédame  que  decir  que,  por  una  feliz  círcunstanc 
nisterio  los  estremos  se  tocan. 

Cuando  en  el  mes  de  Octubre  de  1809,  Lord  Pi 
edad  de  35  años  apenas,  entró  como  Ministro  de  la 
Gabinete  del  infortunado  Perceval,  se  er.contró  col 
Ministros  de  los  cuates  muchos  hablan  sido  colegas 
conocian  los  hombres  i  las  cosas  del  siglo  XVIII.  El 
do  Ministro,  56  años  mas  tarde,  moría  octojenario, 
1863,  rodeado  de  colegas  que  pertenecían  a  jenerat 
venes.  Cuando  M.  Gladstone,  habiendo  ya  ocupadi 
pieos  secundarios,  fué  a  los  ^a  años  Ministro  de  C( 
a  su  lado  a  Lord  Lyndhurswn,  de  edad  de  71  años; 
después  Ministro  de  Colonias,  ocupaba  un  asiento 
Palmerston  i  de  Lord  John  Russell,  dos  veteranos 
M.  Gladstone,  casi  octojenario,  era  Jefe  de  un  Gobie 
se  hallaban  hombres  que  no  teniau  la  mitad  de  su  ed; 
Lord  Roseberry,  etc. 

Asi  es  como  el  presente  se  une  al  pasado;  como  t 
rutina  i  el  espíritu  de  iniciativa  se  temperan  miitu 
las  tradiciones  se  conservan,  la  prudencia  modera  a 
la  esperíencia  instruye  a  la  inesperiencla,  í  como 
hombres  de  Estado,  al  principio  discípulos,  para  1! 
dia  maestros. 

Nada  se  entrega  al  azar,  i  Dios  solo  puede  dar  el ; 
ma  inglés  desarrolla,  por  lo  menos,  dos  cualidades 
len  mas  en  política:  la  esperiencía  i  el  sentido  prácti 


¡Quiera  í^ios  que  estas  lecciones  del  céleb 
no  caigan  en  el  terreno  de  la  indiferencia  eti 

Tales  son  los  antecedentes  de  los  hombí 
oficiales  en  ese  pais. 

En  Francia,  en  EspaSa,  Italia,  en  Estados 
grandes  servicios  al  Estado,  a  la  Nación,  C( 
son  a  la  vez  la  senda  por  donde  se  llega  a 
de  representante  de  su  pais,  i  la  recompensa 
cierne  a  esos  servicios. 


J 
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En  todas  partes  del  mundo,  puede  decirse,  las  candí- 
daturas  oficiales  merecen  la  pública  condenación,  i  los 
que  las  ejercen  i  aprovechan  ponen  sobre  sus  hombros 
una  marca  infamante,  un  sambenito  de  oprobio  que  en 
las  discusiones  parlamentarias,  los  partidos  i  los  hom- 
bres, se  arrojan  los  unos  a  los  otros  como  un  signo  infa- 
mante, como  una  marca  de  esclavitud  i  de  oprobio 

El  autor  de  estas  líneas  no  puede  olvidar,  i  desearía 
recordar,  aunque  fuera,  brevemente,  algunas  de  las  elo- 
cuentes condenaciones  que  pronunciadas  por  los  .labios 
de  los  Arteaga  Alemparte,  Vicente  Reyes,  Ambrosio 
Montt,  Lastarria,  i  tantos  otros  se  hicieron  oir  en  los  sa- 
lones del  Club  de  la  Reforma  en  1870,  i  que  pusieron 
de  pié  al  país  elevando  a  representantes  del  pueblo  a  la 
gran  mayoría  de  los  hombres  ilustrados. 

Pero  en  libros  como  éste  no  es  posible. 

Deja,  sin  embargo,  constancia  aquí  de  sus  opiniones, 
de  aquella  época,  de  hoi,  de  siempre,  constatando  el 
hecho  de  que  las  candidaturas  oficiales  son  hoi  un  opro- 
bio que  los  partidos  se  lanzan  mutuamente  al  rostro  en 
sus  horas  de  cólera  i  de  recriminaciones,  i  que  hoi  mas 
que  nunca  el  medio  mas  eficaz  de  proponer  i  hacer  el 
triunfo  de  una  candidatura,  es  presentar  al  país,  prácti- 
camente, la  independencia,  el  patriotismo,  la  honradez 
i  la  intelijencia  del  candidato. 


CAPITULO    VI 

Oe  las  clr'oixrxscr'lpcloiies   electorales 

Se  llama  circunscripción  electoral  la  estension  de  te- 
rritorio en  la  cual  todos  los  ciudadanos  inscritos  con- 
curren en  común  al  nombramiento  del  número  de  repre- 
sentantes determinado  por  la  leí* 
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Cuando  todos  los  sufrajios  emitidos  en  una 
;unscnpcion  son  sumados  hasta  la  concurrení 
nevo  total  de  representantes  que  hai  que  el' 
:ema  de  votación  se  llama  escrutinio  de  lista. 
guando  se  cuentan  separadamente  los  sufraj 
tema  de  votación  se  llama  escrutinio  indivit 
inominal. 

ín  Chile,  como  ya  se  ha  visto,  dominan  tres  si 
a  vez: 

Para  diputados,  voto  acumulativo; 

'ara  municipales,    lista  incompleta; 

'ara  senadores,  por  provincias,   podria  añadi 

irto; 

'ara  Presidente  de  la  República,  elección  indi 


>ice  la  Constitución  a  este  respecto  lo  siguien 

irt.   i6  {i8).  La  Cámara  de  Diputados  se  compone  de  m 

idos  por  los  departamentos  en  volacion  directa   i  en 

:  determinare  la  leí  de  elecciones. 

Lrt.  17  (19).  Se  elejirá  un  Diputado  por  cada  treinta  mil 

i  por  una  fracción  que  no  baje  de  quince  mil. 

i  un  Diputado  muere  o  deja  de  pertenecer  a  la  Cira 

Iquiera  causa,  dentro  de  los  dos  primeros  aflos  de  su  n 

jrocederá  a  su  reemplazo  por  nueva  elección  en  I3  form 

que  la  lei  prescriba. 

!1  Diputado   que  perdiere  su  representación  por  desen 

ptar  un  empleo  incompatible,  no  podrá  ser  reelejido 

)róxima  renovación  de  la  Cámara. 

irt.  sa  (24).  El  Senado  se  compone  de  miembros   ele 

ación  directa  por  provincias,  ccrrespondiendo  a  cada  u 

Senador  por  cada  tres  Diputados  i  por  una  fracción  de 

lados. 

i,rt,  3j  (25).  Los  Senadores  permanecerán  en  el  ejercic' 

ciones  por  seis  años,  pudiendo  ser  reelejidos  indeñnjc 

i.rt.  24  (26).  Los  Senadores  se  renovarán  cada  tres  año 

ma  siguiente: 
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Las  provincias  que  elijan  un  número  par  de  Senadores,  harán  la 
renovación  por  mitad  en  la  elección  de  cada  trienio; 

Las  que  elijan  un  Senador  impar,  lo  harán  en  el  primer  trienio, 
dejando  para  el  trienio  siguiente  la  del  Senador  impar  que  no  se 
renovó  en  el  anterior. 

Las  que  elijan  un  solo  Senador,  lo  renovarán  cada  seis  años. 

Art.  2S  (27).  Si  un  Senador  muere  o  deja  de  pertenecer  a  la  Cá- 
mara por  cualquiera  causa  antes  del  último  año  de  su  mandato,  se 
procederá  a  su  reemplazo  por  nueva  elección,  por  el  tiempo  que 
le  falte,  en  la   forma  i  plazo  que  la  lei  prescriba. 


Los  artículos  precedentes,  se  encuentran  en  íntima 
analojía  con  las  Constituciones  Francesa,  lei  de  1875, 
art.  i.° — Estados  Unidos,  sección  7.%  art.  i.%  núm.  i? 
— República  Arjentina,  art,  87. — Brasil,  art.  90. — Espa- 
ña, art.  27. — Inglaterra,  art.  144. — Suiza,  arts.  77  a  72. 
— Estados  Unidos,  sección  2,%  núm.  3.° — República  Ar- 
jentina, arts.  37  a  43. — Brasil,  art.  97. — Béljica,  art.  49. 
— España,  art.  30. — Suiza,  art.  75. 


Las  provincias  i  departamentos  que  tienen  derecho  a 
tener  su  representación  en  el  Congreso,  se  encuentran 
señaladas  por  la  lei  de  28  de  Agosto  de  1890,  que  dice 
como  sigue: 
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CAPITULO  VII 

I>e  los  medios  Ilícitos  dio  pi?oolannat* 

xiixa  oaxxcllclatut*a 

Se  ha  dicho  antes,  i  hoi  se  repite,  que  los  medios  líci- 
tos de  provocar  o  hacer  nacer  una  candidatura  son:  la 
prensa  i  el  comicio. 

La  lei  quiere  que  toda  candidatura  nazca  libremente^ 
por  eso  prevé  i  castiga  los  medios  de  influencia  ilícita  o 
culpable. 

El  art.  90  de  la  lei  electoral  de  Agosto  20  de  1890,  en 
su  inciso  2/,  autoriza  la  prisión  contra  todo  individuo 
que  «comprare  votos  o  ejerciere  cohecho  entre  los  elec- 
tores » 

Francia  ha  hecho  algo  mas.  El  art.  19  de  la  lei  orgá- 
nica de  1875  sobre  la  elección  de  Senadores,  aplicable  a 
la  de  Diputados  por  el  art.  3.**,  §  4.°  de  la  lei  de  Noviem- 
bre de  1875,  prevé  i  castiga  la  tentativa  de  coiTupcion, 
en  estos  términos: 

«Toda  tentativa  de  corrupción,  por  el  empleo  de  los  medios 
enunciados  en  los  arts.  177  i  siguientes  del  Código  Penal,  para  in- 
fluenciar el  voto  de  un  elector,  o  determinarlo  a  abstenerse  de 
votar,  será  castigada  con  prisión  de  tres  meses  a  dos  años,  i  multa 
de  10  a  100  pesos,  o  una  de  estas  penas  solamente.  El  art.  463  del 
Código  Penal  es  aplicable  a  las  penas  promulgadas  por  el  presente 
artículo.» 


En  Chile,  sin  embargo,  como  en  Francia,  el  fraude 
electoral,  nuevo  e  incógnito  sorteo,  abunda  i  se  repro- 
duce bajo  todas  las  formas,  siendo  obra  de  todos  los 
partidos  sin  escepcion, 

¿No  se  vé  hoi  mismo  enrostrarse  mutuamente  el  fr^iu- 
'e,  la  falsificación,  i  hasta  la  marca  de  los  votos? 

PerOf ...  en  fin,  no  es  ésta  mi  tarea. . . , 


i*.* 
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Se  ha  visto  ya  el  precepto  constitucional  que  dá  como 
base  de  la  elección  el  censo  de  la  población. 

Pasa  a  verse  el  funcionamiento  de  los  colejios  electo- 
rales. 

La  lei  últimamente  dictada  en  Agosto  20  de  1890,  or- 
dena a  este  respecto  lo  siguiente: 

Art.  10.  El  rejistro  de  electores  se  formará  por  subdelegaciones, 
subdividiéndose  cada  una  de  ellas  en  secciones  que  no  podrán  es- 
ceder de  ciento  cincuenta  calificados. 

Formada  la  lista  definitiva  de  contribuyentes  de  cada  subdelega- 
cion,  por  resolución  judicial,  al  sesto  dia  de  ejecutoriado  éste, 
deberán  los  nombrados  reunirse  a  las  12  del  dia,  en  casa  del  con- 
tribuyente que  pague  mayor  cuota. 

Ahí,  en  ese  acto  se  constituirá  la  junta  electoral,  elijiendo  Pre- 
sidente el  contribuyente  de  mayor  cuota,  i  Secretario  el  que  pague 
la  segunda.  En  caso  de  igualdad  de  cuotas,  es  Presidente  el  mas 
anciano,  i  Secretario  el  inferior  de  edad. 

No  pueden  constituirse  con  menos  de  cuatro  vocales,  i  si  los 
miembros  fueren  mas  de  siete,  el  quorum  necesario  será  el  de  uno 
sobre  la  mitad  del  total  que  la  compone 


Una  vez  instalada  la  Junta,  i  acordada  por  mayoría,  el  local  en 
que  debe  funcionar,  elijiendo  alguno  fiscal  o  municipal,  como  es- 
cuela, mercado,  estación,  etc.,  o  a  falta  de  estos  cuatro  edificios 
particulares  que  se  tomaría  en  arriendo,  acordará  también  el  nú- 
mero de  libros,  índices,  etc.,  útiles  i  mobiliario  que  necesite,  todo 
por  mayoría  de  votos,  prevaleciendo  en  caso  de  empate  la  opinión 
del  Presidente.  También  nombrará  un  comisario  que  deberá  llevar 
el  acta'  que  debe  levantarse  de  todo  lo  obrado,  i  entregarla  en 
las  34  horas  al  primer  alcalde  municipal,  i  publicarla  en  los  diarios. 

Verificada  la  inscripción  i  entregados  los  rejistrosal  alcalde,  no- 
tario i  al  Tesorero,  i  comunicado  el  número  de  inscritos  al  Presi- 
dente del  Senado,  devolviéndole  los  inutilizados,  ese  funcionario, 
en  unión  de  los  Presidentes  i  Vicos  de  las  Cámaras,  hará  el  inven- 
tario definitivo  de  ellos  desde  el  i.**  al  15  de  Enero. 

Art.  46  (45).  Para  todos  los  efectos  de  esta  lei  se  tendrá  como 
presidente  de  las  funciones  electorales  al  primer  alcalde  i  como 
secretario  al  tercero.  En  todos  los  actos  electorales,  sea  para  la  re- 
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visión  de  los  rejistros  o  cualesquierar  otros,  deberán  funcionar  los 
tres. 

"'  ^' ^— --^^^^  ínViaWlMíid.  el  inhabilitado  o  <nj4-^ 

fun  iona'r  no\t     "  ''"•  ''"  "'*°  '^'='^"'*-  inhabilitados  para 

Art.  47  (46)  Las  elecciones  ordinarias  directas  se  harán  en  1« 
épocas  que  a  continuación  se  espresan:  ^^' 

go'deMaÍo;'"'''*"''''  '''P"*^^^^  *  M"«-ipa'es.  el  primer  domin- 

deTnn^o  f/t'"'''''  ^'  P^^^'*^^"*^  de  la  República  el  veinticinco 
de  Jumo  del  ano  en  que  termine  el  período  señalado  en  la  Cons- 
titucon  para  el  ejercicio  del  cargo  de  Presidente. 

La  elección  ordinaria  de  Senadores  para  llenar  las  vacantes  aue 
hubieren  quedado  al  fin  de  cada  período  lejislativo.  se  hará  pre'vio 
el  acue^rdo  que  el  Senado  hubiese  celebrado  para  determinar  eli^ 

Art.  48  (47)  Para  la  recepción  i  escrutinio  de  los  sufrajios  se 
nombrarán  juntas  receptoras  compuestas  de  cinco  electores  desig- 
nados por  la  Municipalidad  respectiva,  quince  dias  antes  de  la  elec 
cion,  a  las  doce  del  dia.  Este  nombramiento  se  hará  en  voto  acu- 
mulativo, i  por  medio  de  cédulas  firmadas  por  cada  votante,  den- 
tro de  los  35  mayores  contribuyentes  de  la  respectiva  subdelegacion 
que  hayan  pagado  el  impuesto  de  haberes  en  el  año  que  inmedia- 
tamente preceda  a  aquel  en  que  tiene  lugar  la  elección. 

Para  este  fin  los  tesoreros  municipales  publicarán  en  la  forma 
que  espresa  el  art.  84  (69),  i  pasarán  al  gobernador  i  primer  alcalde 
municipal,  qumce  dias  antes  de  aquel  en  que  deba  hacerse  el  nom- 
bramiento de  juntas  receptoras,  una  lista  de  los  que  hubiesen  pa- 
gado las  veinticinco  mayores  cuotas  por  impuesto   de  haberes  en 

Ida  subdelegacion.  sujetándose  en  la  formación  de  esta  lista  a  lo 

ispuesto  en  elinciso  3.°  del  art-s."- 
Si  al  formar  la  lista  el  tesorero  encontrase  que  dos  o   mas  coa- 
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tribuyeiites  han  ¡-ngado  la  misma  cuota  de  impiieslo,  deberá  iii- 
cliiirlos  a  todos,  aunque  el  número  exceda  de  veinticinco. 

Art.  49  (47  A).  Si  e!  número  de  mayores  contribuyentes  hábiles 
a  que  se  refiere  el  artículo  anterior  no  bastare  para  hacer  la  desig- 
nación de  todas  las  juntas  que  corresponde  elejir  para  las  diversas 
secciones  del  rejistro,  la  designación  si  completará  por  cédulas 
firmadas  i  por  voto  acumulativo  entre  los  que  tengan  título  profe- 
sional de  abogado,  médico,  injeniero,  agrimensor,  arquitecto,  agró- 
nomo i  farmacéutico;  entre  los  que  sean  propietarios  de  un  bien  raíz 
en  la  subdelegacion,  inscrito  ántei  díl  1."  de  Diciembre  del  año 
que  preceda  al  de  la  elección,  i  entre  los  que  sean  arrendatarios  de 
un  bien  raíz  por  escritura  pública  anterior  al  espresado  mes. 

En  este  caso,  la  designación  no  podrá  recaer  sino  en  aquellas 
personas  cuyo  titulo  profesional,  de  propiedad  o  arriendo  o  el  cer- 
tificado que  los  acredite  se  hubiere  entregado  al  secretario  muni- 
cipalidad a  lo  mC-nos  con  cinco  dias  de  anticipación  a  aquel  en  que 
debe  hacerse  la  designación. 

El  secretario  municipal  harájpublicar  tres  dias  antas  de  la  elec- 
ción de  mesas  una  nómina  de  las  personas  a  quienes  se  refieren 
dichos  títulos,  copias  o  certificados. 

El  secretario  municipal  dará  recibo  de  estos  antecedentes,  los 
presentará  a  la  Municipalidad  i  no  serán  devueltos  a  los  interesa- 
dos hasta  después  de  la  t;leccÍon. 

Art.  so  (47  B;.  A  falla  de  lodos  los  anteriores,  la  designación  se 
hará  en  la  misma  forma  entre  los  electores  de  la  subdelegacion. 

Art.  51  (.(7  C).  La  municipalidad  nombrará  una  junta  para  cada 
sección  del  rejistro  en  que  los  inscritos  excedan  de  veinticinco. 

Si  el  número  de  inscritos  en  una  sección  del  rejistro  no  excediere 
de  as,  se  agregará  dicha  sección  a  la  mas  próxima  del  mismo  te- 
rritorio municipal. 

Si  el  número  de  contribuyentes  hábiles  no  fuere  suficiente  para 
integrar  algunas  de  las  juntas,  se  considerarán  elejidos  los  que  hu- 
biere i  se  completará  la  junta  con  los  que  se  enumeren  en  el  ar- 
ticulo 49  (47  A).  La  misma  regla  ^'s 3  observará  si  éstos  no  fueren 
suficientes. 

Art.  ",2(470).  En  caso  de  empate  en  la  designación,  los  vocales 
serán  preferidos  por  el  órdeit  alfabético  del  primar  apellido,  i  s' 
los  apellidos  fueren  iguales,  por  el  del  primer  nombre. 

Art.  ^3  (47  E;.  SÍ  en  el  dia  indicado  en  el  art.  48  (47)  la  Munici- 
palidad no  celebrase  sesión  por  falta  de  número,  el  juez  del  crí 
men  citará  a  los  municipales  inasistentes  en  el  término   de  veinti 
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cuatro  horas,  bajo  apercibimiento  de  prisión,  hasta  que  la  Munici- 
palidad integre  las  juntas  receptoras. 

Art.  54  (47  F).  La  designación  de  vocales  de  las  juntas  receptoras 
no  podrá  recaer  en  miembros  del  Congreso  o  de  las  Municipali- 
dades^ en  empleados  físcales  o  municipales,  en  subdelegados,  ins- 
pectores, jueces  de  subdelegacion  o  de  distrito  en  actual  ejercicio 
o  que  hubieren  desempeñado  estos  cargos  dentro  de  los  seis  meses 
que  preceden  al  dia  de  la  elección,  ni  en  personas  que  no  estén 
inscritas  en  el  rejistro  de  la  subdelegacion,  que  se  hallen  impedi- 
das para  funcionar  o  que  no  tengan  su  residencia  en  la  subdelega^ 
cion  respectiva,  según  lo  establecido  en  el  art.  29. 

Los  Intendentes  i  Gobernadores  pasarán  a  las  respectivas  muni- 
cipalidades, antes  del  dia  en  que  deban  nombrarse  las  juntas  re- 
ceptoras, una  nómina  de  los  subdelegados,  inspectores,  jueces  de 
subdelegacion  i  de  distrito  a  que  se  refiere  este  artículo. 

Art.  5«>  (47  G).  Ninguna  junta  podrá  funcionar  con  menos  de 
tres  miembros. 

Art.  56  (47  H).  La  Municipalidad,  al  hacer  la  elección  de  juntad 
receptoras,  designará  también  el  local  en  que  las  juntas  deben 
funcionar. 

Esta  designación  se  ajustará  a  lo  dispuesto  en  el  art.  16.  Los 
empates  que  ocurrieren  en  estas  designaciones  se  resolverán  a  la 
suerte. 

Si  en  una  misma  subdelegacion  hubiese  mas  de  una  junta,  los 
locales  que  se  les  designen  no  podrán  estar  a  menos  de  200  metros 
ni  a  mas  de  1,000  unos  de  otros. 

Se  publicará  el  acta  de  todo  lo  obrado  por  la  Municipalidad, 
i  el  secretario  municipal  comunicará  a  todos  los  vocales  su  nom- 
bramiento, indicando  el  lugar  en  que  las  juntas  deben  celebrar 
sus  sesiones  i  el  nombre  de  los  demás  vocales  de  la  misma  junta. 
Esta  comunicación  se  hará  el  mismo  dia. 

Cada  municipal  tendrá  derecho  a  pedir  copia  autorizada  de  uno 
o  mas  de  los  nombramientos,  pagando  el  trabajo  de  escritura. 

Art.  57  (47  I).  Las  juntas  receptoras  se  reunirán  ocho  dias  antes 
del  de  la  elección,  a  las  doce  del  dia,  en  el  local  designado  según 
el  artículo  anterior  i  nombrarán  de  su  seno  i  por  voto  acumulativo 
presidente  i  secretarlo,  quedando  elejidos  para  estos  cargos  los  que 
respectivamente  obtengan  la  primera  i  segunda  mayoría.  Se  nom- 
brará también  por  mayoría  de  votos  un  comisario. 

En  caso  de  empate  serán  preferidos  por  el  orden  alfabético  del 
primer  apellido;  i  si  los  apellidos  fuesen  iguales,  por  el  del  primer 
nombre. 


1 


40  DERECHO    PARLAMENTARIO    CHILENO 

Art.  58(47]).  El  juez  del  crimen  respectivo  conocerá  de  las 
escusas  e  inhabilidades  de  los  vocales  de  las  juntas  receptoras. 

Los  vocales  podrán  escusarse  en  los  casos  señalados  en  el  artí- 
culo 5.°  . 

Para  reclamar  la  inhabilidad  habrá  acción  popular. 

Aceptada  la  escusa  o  declarada  la  inhabilidad  por  el  juez,  este 
funcionario  dará  en  el  acto  aviso  a  la  Municipalidad  para  que  reem- 
place a  los  escusados  e  inhábiles  en  el  término  de  veinticuatro 
horas. 

Art.  59  (47  K).  Las  juntas  receptoras  darán  al  juez  del  crimen  i 
al  Gobernador  noticia  de  su  instalación  en  el  momento  de  verifi- 
carse ésta,  indicando  el  nombre  de  los  inasistentes,  si  los  hubiere. 

El  mismo  aviso  darán  los  asistentes  que  no  se  encontraren  en 
número  para  funcionar. 

Si  alguna  junta  receptora  no  se  instalase  el  dia  designado  por  la 
lei,  el  juez  someterá  a  juicio  a  los  inasistentes  i  dará  aviso  a  la 
Municipalidad  en  el  acto  para  que,  cualquiera  qué  sea  el  motivo  de 
la  inasistencia,  los  reemplace  en  el  término  de  veinticuatro  horas. 

Las  juntas  así  integradas  se  instalarán  a  la  mayor  brevedad  i  da- 
rán aviso  al  juez  i  al  Gobernador. 

Si  no  se  instalaren,  se  volverá  a  proceder  en  la  forma  prevenida 
en  el  inciso  anterior  hasta  que  se  verifique  la  instalación. 

Ninguna  junta  podrá  funcionar  después  del  dia  designado  por 
la  lei  para  efectuar  la  elección. 

Art.  60  (47  L).  De  las  resoluciones  que  dicte  el  juez  del  crimen 
habrá  apelación  solo  en  el  efecto  devolutivo,  i  el  recurso  se  tra- 
mitará en  la  forma  establecida  en  el  título  X. 

Art.  61  (47  LL).  Desde  la  fecha  [designada  en  el  art.  57  (47  I), 
las  municipalidades  funcionarán  diariamente  a  las  doce  del  dia, 
hasta  que  tengan  noticia  oficial  de  que  se  han  instalado  todas  las 
juntas  receptoras  del  Municipio,  i  publicarán  por  la  prensa  actas 
de  sus  sesiones. 

Art.  62  (47  M).  Los  miembros  de  las  juntas  receptoras  incurri- 
rán en  las  penas  que  esta  lei  establece  para  los  miembros  de  las 
juntas  electorales  que  falten  a  las  obligaciones  que  les  corresponde 
desempeñar. 

Los  jueces  de  letras,  los  tesoreros  i  secretarios  municipales  que 
no  cumplieren  con  las  obligaciones  que  se  les  imponen,  sufrirán 
las  penas  establecidas  en  el  art.  12^  (i^^)- 

Art,  63  (47  N).  Los  alcaldes  i  rejidores  que  no  concurriesen  a 
las  sesiones  que  en  ese  título  se  ordenan,  que  no  hicieren  designa- 
ción de  local  para  las  juntas  receptoras,  que  proclamaren  personas 
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inhábiles  o  impedidas  para  vocales  de  mesas  receptoras,  o  que  de 
cualquier  modo  sean  responsables  de  que  dichas  juntas  no  funcio- 
nen, incurrirán  en  una  multa  de  trescientos  pesos. 

Igual  pena  se  impondrá  a  las  personas  que  fueren  designadas 
para  vocales  de  las  juntas  receptoras  i  que  siendo  inhábiles  para 
el  desempeño  de  sus  cargos,  funcionasen  sin  dar  noticia  de  su  in- 
habilidad al  juez  del  crimen  respectivo. 

Estas  multas  se  aplicarán  por  el  juez  del  crimen  del  departa- 
mento, procediendo  de  oficio  o  a  petición  de  cualquiera  del  pue- 
blo; i  si  no  se  pagasen  en  el  plazo  de  seis  dias  se  impondrá  a  los 
multados  una  prisión  de  diez  días  por  cada  cien  pesos. 

Art.  64(48).  Instaladas  las  juntas,  solicitarán  del  alcalde  de  la 
Municipalidad  respectiva  por  conducto  del  comisario: 

.  i.°  Una  caja  con  cerraduras  para  recibir  I4  votación; 

a.**  El  ejemplar  del  rejistro  que  exista  en  poder  del  tesorero  mu- 
nicipal i  el  índice  correspondiente; 

3.**  Un  cuaderno  en  blanco  con  el  número  de  orden  de  todos 
los  inscritos  en  la  respectiva  sección  del  rejistro,  debiendo  mediar 
por  lo  menos  tres  centímetros  de  arriba  abajo  entre  uno  i  otro  nú- 
mero, a  fin  de  recibir  la  firma  de  los  sufragantes  frente  al  número 
que  corresponda; 

4.**  Cierros  de  carta  para  la  emisión,  del  sufrajio  en  número  igual 
al  de  los  electores  inscritos.  Estos  cierros  deberán  ser  blancos,  to- 
dos del  mismo  tamaño;  no  tendrán  ninguna  señal  esterna  que  los 
distinga  unos  de  otros,  i  estarán  timbrados  en  el  ángulo  superior 
derecho  con  el  sello  de  la  Alcaldía;  i 

3.**  Ejemplares  de  la  Constitución  i  de  esta  lei. 

Determinará  también  el  número  de  pupitres  aislados  que  debe 
preparar  el  comisario  en  la  forma  descrita  en  el  diseño  que  acom- 
paña esta  lei. 

^  De  todo  lo  obrado  se  levantará  acta  firmada  por  los  presentes, 
que  se  entregará  al  comisario  elejido. 

Art.  6)  (49).  Desde  el  dia  designado  para  la  instalación  de  las 
juntas  receptoras,  el  primer  alcalde  de  la  Municipalidad  despachará 
en  la  sala  municipal,  desde  las  doce  del  dia  hasta  las  seis  de  la  tar- 
^  de,  los  pedidos  dé  los  comisarios  respectivos,  haciendo  archivar 
en  la  secretaría  municipal  ks  actas  orijinalíes  que  le  fueren  entre- 
gadas. '   .      • 

Ademas,  les  dará  la  orden  prescrita  en  el  art.  17  para  ocupar  el 
edificio  o  edificios  en  que  han  de  desempeñar  sus  funciones  las 
juntas  electorales  receptoras. 
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Se  hará  constar  esta  dilijencia  al  pié  del  acta  orijinal  que  entre- 
gue el  comisario. 

El  tesorero  municipal  hará  la  entrega  del  rejistro  e  índice  co- 
rrespondiente, bajo  recibo,  poniendo  cada  sección  en  paquete  ce- 
rrado i  lacrado  con  un  sello. 

Si  el  rejistro  que  estuviere  a  cargo  del  tesorero  municipal  se  hu- 
biera  estraviado,  el  comisario  lo  hará  presente  al  juez  de  letras  de 
turno  en  lo  civil,  quien  dará  la  orden  de  entregarle  el  del  tesorero 
fiscal  o  del  notario  conservador.  Estos  funcionarios  procederán  a 
la  entrega  de  sus  rejistros  en  la  forma  prescrita  en  el  inciso  ante- 
rior. 

Art.  66  (51).  Corresponde  a  los  comisarios  cumplir,  respecto 
dé  las  juntas  electorales  que  funcionen  como  receptoras,  las  mis- 
mas obligaciones  establecidas  en  el  art.  19  de  esta  lei. 

Art.  67  (52).  Las  juntas  electorales  se  reunirán  en  el  lugar  de- 
signado^ a  las  nueve  de  la  mañana  del  dia  de  cada  elección,  para 
proceder  a  la  recepción  de  los  sufrajios. 

No  podrán  funcionar  con  menos  de  tres  de  los  miembros  de  que 
se  componen;  pero  los  que  no  hayan  concurrido  a  la  hora  de  la 
instalación,  deberán  incorporarse  i  tomar  parte  en  los  procedimien 
tos  desde  el  momento  en  que  se  presenten. 

Las  juntas  electorales  comunicarán  su  instalación  al  primer  al- 
calde de  la  Municipalidad  i  al  juez  del  crimen,  con  especificación 
de  los  vocales  que  no  hayan  asistido, 

Art.  68  (53).  Las  elecciones  se  harán  en  un  solo  dia  i  las  juntas 
electorales  funcionarán  siete  horas  consecutivas,  contadas  desde 
las  nueve  de  la  mañana. 

Art.  69  (54).  Solo  los  electores  inscritos  en  la  sección  del  rejis- 
tro que  deban  sufragar  i  los  apoderados  de  los  candidatos  tendrán 
acceso  a  la  sala  o  circuito  en  que  funcione  la  junta,  i  una  vez  ins- 
talada, el  presidente  irá  llamándolos  de  una  manera  clara,  distinta 
i  pausada  por  el  orden  alfabético  del  primer  apellido,  pero  con 
todo  su  nombre. 

Al  llamamiento,  el  sufragante  se  acercará  a  la  mesa  i  pondrá  su 
firma  en  el  cuaderno  en  blanco  que  habrá  recibido  la  junta,  al  már- 
jen  del  número  de  orden  que  le  corresponda. 

Si  no  hubiere  completa  disconformidad  entre  esta  firma  i  la  que 
existe  en  el  rejistro,  la  junta  aceptará  el  sufrajio  i  el  presidente 
entregará  al  elector  uno  de  los  cierros  de  carta  de  que  habla  el 
art.  64  (48),  firmándolo  previamente  en  ese  mismo  momento  dicho 
presidente  i  el  secretario  de  la  junta. 

El  elector  entrará  al  pupitre  aislado  de  que  habla  el  mismo  ar- 
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líenlo  i  pondrá  su  voto  dentro  del  sobre  que  hubiere  recibido,  el 
que  pegará  i  volverá  a  depositar  por  sí  mismo  en  la  urna. 

No  podrá  permanecer  en  el  pupitre  mas  de  un  minuto. 

El  secretario  escribirá  en  un  libro  especial  el  nombre  del  elector 
que  hubiese  sufragado. 

Sí  no  se  admitiere  el  sufrajio  por  disconformidad  de  la  firma,  se 
tomará  nota  en  el  acta  del  dia^  e  inmediatamente  se  remitirá  el  su- 
fragante a  disposición  del  juez  del  crimen,  sin  que  se  admita  nin- 
guna escusa  de  los  reos  ni  de  los  vocales  de  la  junta  para  ampa- 
rarlo. 

Terminado  el  primer  llamamiento,  se  hará  otro  en  la  misma  for- 
ma para  recibir  los  sufrajios  de  los  que  no  estuvieren  presentes  en 
el  primero. 

Art.  70  (55).  En  el  pupitre  o  pupitres  deberá  colocar  el  comisa- 
rio votos  con  los  nombres  de  los  diversos  candidatos. 

Los  votos  deben  ser  en  papel  blanco  común,  sin  señal  ni  marca 
alguna,  i  no  podrán  tener  sino  veinte  centímetros  de  largo  i  diez 
de  ancho.  Solo  se  colocarán  en  los  pupitres  los  votos  que  entre- 
guen los  apoderados  de  los  candidatos,  i  no  podrán  rechazarse  por 
otro  motivo  que  el  faltar  en  su  forma  a  lo  establecido  en  este  ar- 
tículo. 

El  elector,  sin  embargo,  puede  usar  el  voto  que  lleve  consigo, 
siendo  en  papel  blanco  común. 

Art.  71  (56).  Si  al  llamado  de  un  número  se  presentaren  dos  o 
mas  electores  pretendiendo  tener  el  mismo  nombre,  el  presidente 
de  la  junta  los  hará  firmar  n  todos  en  el  cuaderno  en  blanco  i,  en 
vista  de  la  firma,  la  junta  resolverá  a  quien  acepta,  remitiendo  in- 
mediatamente al  juez  del  crimen  a  los  demás,  sin  admitir  tampoco 
escusa  alguna,  ni  de  los  reos  ni  de  los  vocales  de  la  junta» 

Si  el  ciudadano  del  número  llamado  estuviese  ausente  de  la  sala, 
el  vocal  que  lleve  el  índice  especial  de  la  votación  anotará  separa» 
damente  esta  circunstancia. 

Art.  73  (^7).  Cuando  una  junta  tuviere  a  su  cargo  mas  de  una 
sección  del  rejistro,  comenzará  por  la  que  corresponda  en  orden 
numérico,  pero  no  se  hará  llamamiento  sino  una  vez. 

Concluida  la  votación  de  los  ciudadanos  inscritos  en  una  sección 
del  rejistro,  antes  de  pasar  a  la  otra,  el  presidente  de  la  junta  pre- 
guntará si  se  ha  presentado  algunos  de  los  electores  que  no  hubie- 
se concurrido  al  llamamiento  estando  inscrito  en  esa  sección,  i  se 
recibirán  los  sufrajios  de  los  que  se  presenten. 


■ 
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CAPITULO  Vllí 

De  la  ii\ayor*ía  reci\xei'ld.a  para  Icfs  dióxidos 

A  este  propósito,  la  lei  electoral  dice  en  su  artículo 
6b  lo  siguiente: 

Art.  66.  Hecho  el  escrutinio,  estando  conforme  la  operación 
practicada,  se  proclamará  el  resultado  de  la  elección.  Si  hubiere 
(disconformidad,  se  rectificará  leyendo  de  nuevo  las  actas  de  cada 
junta  receptora. 

Serán  proclamados  Diputados  loé  candidatos  que  obtengan  las 
mayorías  mas  altas,  hasta  completar  el  número  íntegro  de  que 
corresponde  elejir  a  cada  departamento. 

En  la  elección  de  electores  de  Presidente  serán  proclamados  los 
.candidatos  que  obtengan  las  mayorías  mas  altas,  hasta  completar 
el  número  íntegro  de  electores  que  corresponda  elejir  a  cada  de- 
partamento. 

En  la  próxima  elección  de  municipales  la  junta  escrutadora  hará 
separadamente  el  escrutinio  de  las  juntas  electorales  correspon- 
dientes a  cada  uno  de  los  territorios  municipales  que  crea  la  lei  de 
municipalidades.  Serán  proclamados  los  candidatos  que  obtengan 
las  mayorías  mas  altas  hasta  completar  el  número  de  municipali- 
dades que  debe  elejir  cada  nuevo  territorio. 

En  caso  de  empate,  se  consignará  el  hecho  en  el  acta  para  que 
la  corporación  a  que  hayan  de  pertenecer  los  ciudadanos  cuyos 
nombres  han  empatado,  haga  por  sorteo  la  designación  del  que 
deba  desempeñar  el  mandato. 

Art.  67.  Ocho  dias  después  de  la  elección,  se  reunirán  en  la  sala 
municipal  de  la  cabecera  de  la  provincia  los  presidentes  i  secreta- 
rios de  las  juntas  escrutadoras  jenerales  de  cada  uno  de  los  depar 
tamentos,  en  sesión  pública,  a  las  diez  de  la  mañana,  haciendo  de 
presidente  el  que  lo  fuere  de  la  junta  del  departamento  cabecera, 
i  por  falta  de  éste,  el  que  lo  sea  del  departamento  mas  inmediato, 
i  constituida  la  junta  con  la  mayoría  absoluta  de  sus  miembros 
procederá  a  hacer  el  escrutinio  jeneral  de  Senadores  de  la  pro- 
vincia. 

El  escrutinio  se  practicará  por  las  actas  de  los  escrutinios  parcia- 
les que  deben  presentar  los  presidentes  i  secretarios  de  las  juntas 
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departamentales,  procediendo  en  conformidad  a  lo  dispuesta  ea 
el  art.  85. 

Serán  proclamados  los  candidatos  que  obtengan  las  mayorías; 
mas  altas  hasta  completar  el  número  íntegro  de  Senadores  que  co- 
rresponda elejir  a  la  provincia.  En  caso  de  empate,  se  procederá 
en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior. 

Art.  68.  Cuando  dos  o  mas  departamentos  elijan  Diputados  en 
común,  la  junta  escrutadora  de  cada  uno  de  ellos  no  hará  la  pro* 
clamacion  de  los  Diputados,  i  ios  presidentes  i  los  secretarios  de 
ellas  se  reunirán  ocho  dias  después  de  la  elección,  a  las  doce  del 
dia,  en  la  sala  municipal  de  la  ciudad  cabecera  del  departamento 
de  mas  antigua  creación,  haciendo  de  presidente  el  que  lo  fuere 
de  la  junta  del  departamento  cabecera,  i  por  su  falta  el  que  lo  sea 
del  departamento  mas  inmediato. 

Constituida  la  junta  con  la  mayoría  absoluta  de  los  miembros 
de  que  deba  componerse,  procederá  a  hacer  el  escrutinio  jeneral 
de  los  Diputados  de  los  departamentos. 

El  escrutinio  se  practicará  por  las  actas  de  los  escrutinios  parcia- 
les que  deben  presentar  los  presidentes  i  secretarios  de  las  juntas 
departamentales,  procediendo  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en 
el  art.  65. 

Serán  proclamados  los  candidatos  que  obtengan  las  mayorías 
mas  altas  hasta  completar  el  número  de  Diputados  que  correspon- 
da elejir  a  los  departamentos  agrupados;  en  caso  de  empate,  se 
procederá  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores, 
i  los  poderes  serán  dados  en  la  forma  establecida  en  los  mismos. 


En  cuanto  a  la  elección  de  Presidente  de  la  República, 
la  Constitución  contiene  los  preceptos  siguientes: 

Art.  63.  El  Presidente  de  la  República  será  elejido  por  electores 
que  los  pueblos  nombrarán  en  votación  directa.  Su  número  será 
triple  del  total  de  Diputados  que  corresponda  a  cada  departemento. 

Art.  64.  El  nombramiento  de  electores  se  hará  por  departamen- 
tos el  dia  25  de  junio  del  año  en  que  espire  la  presidencia.  Las  ca- 
lidades de  los  electores  son  las  mismas  que  se  requieren  para  ser 
Diputado. 

Art.  65.  Los  electores  reunidos  el  dia  2^  de  Julio  del  año  en  que 
espire  la  presidencia,  procederán  a  la  elección  de  Presidente,  con- 
forme a  la  lei  jeneral  de  elecciones. 
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Art.  66.  Las  mesas  electorales  formarán  dos  listas  de  todos  los 
individuos  que  resultaren  elejidos,  i  después  de  firmadas  por  todos 
los  electores,  las  remitirán  cerradas  i  selladas,  una  al  Cabildo  de 
la  capital  de  la  provincia,  en  cuyo  archivo  quedará  depositada  i 
cerrada,  i  la  otra  al  Senado,  que  la  mantendrá  del  mismo  modo 
hasta  el  dia  )o  de  Agosto. 

Art.  67.  Llegado  este  dia  se  abrirán  i  leerán  dichas  listas  en  se- 
sión pública  de  las  dos  Cámaras  reunidas-en  la  sala  del  Senado, 
haciendo  de  Presidente  el  que  lo  sea  de  este  cuerpo,  i  se  procederá 
al  escrutinio,  i  en  caso  necesario  a  rectificar  la  elección. 

Art.  68.  El  que  hubiere  reunido  mayoría  absoluta  de  votos  será 
proclamado  Presidente  de  la  República. 

Art.  69.  En  el  caso  de  que  por  dividirse  la  votación  no  hubiere 
mayoría  absoluta,  etejirá  el  Congreso  entre  las  dos  personas  que 
hubieren  obtenido  mayor  número  de  sufrajios. 

Art.  70.  Si  la  primera  mayoría  que  resultare  hubiere  cabido  a 
mas  de  dos  personas,  elejirá  el  Congreso  entre  todas  éstas. 

Art.  71.  Sí  la  primera  mayoría  de  votos  hubiere  cabido  a  una 
sola  persona,  i  la  segunda  a  dos  o  mas,  elejirá  el  Congreso  entre 
todas  las  personáis  que  hayan  obtenido  la  primera  i  segunda  ma- 
yoría. 

Art.  79.  Esta  elección  se  hará  a  pluralidad  absoluta  de  sufrajios 
i  por  votación  secreta.  Si  verificada  la  primera  votación  no  resul- 
tare mayoría  absoluta,  se  hará  segunda  vez,  contrayéndose  la  vota- 
clon  a  las  dos  personas  que  en  la  primera  hubiesen  obtenido  ma- 
yor número  de  sufrajios.  Encaso  de  empale,  se  repetirá  la  votación, 
i  si  resultare  nuevo  empate,  decidirá  el  Presidente  del  Senado. 


CAPITULO  IX 

¡De  las  opoi'aolones  olootomilos 

El  secreto  del  voto  es  la  garantía  esencial,  dice  un 
tratadista,  de  la  conciencia  de  los  electores;  no  hai  pais 
libre,  ni  Asamblea  independiente  cuando  los  votos  de- 
positados en  la  urna  pueden  ser  conocidos,  sea  de  las 
autoridades  constituidas,  de  los  candidatos  o  de  los  co- 
jnitées. 
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Para  evitar  i  prevenir  abusos — que  por  desgracia  no 
se  han  evitado,  ni  se  evitan — la  lei  ha  ordenado: 

Art.  48.  La  Junta  pedirá  para  cada  una  de  las  secciones:  i.""  una 

caja  con  cerradura  para  recibir  la  votación: 4.""  cierros  de 

carta  para  la  emisión  del  sufrajio,  cuyo  número  no  podrá  bajar  del 
doble  del  de  los  electores  inscritos  en  cada  sección  del  rejistro. 
Estos  cierros  deberán  ser  blancos,  todos  del  mismo  tamaño,  i  no 
tendrán  ninguna  señal  esterna  que  los  distinga  uno  de  otro,  i  esta- 
rán timbrados  en  el  ángulo  superior  derecho  con  el  sello  de  la  Al- 
caldía  

Art.  ^4 El  elector  entrará  al  pupitre  aislado  i  pondrá  su 

voto  dentro  del  sobre  que  hubiere  recibido,  el  que  pegará  i  vol- 
verá a  depositar  por  sí  mismo  en  la  urna. 

No  podrá  permanecer  en  el  pupitre  mas  de  un  minuto. 

Art.  55.  En  el  pupitre  o  pupitres  deberá  colocar  el  comisario 
votos  con  los  nombres  de  los  diversos  candidatos. 

Los  votos  deben  ser  en  papel  blanco  común,  sin  señal  ni  marca 
alguna,  i  no  podrán  tener  sino  veinte  centímetros  de  largo  i  diez 
de  ancho.  Solo  se  colocarán  en  los  pupitres  los  votos  que  entre- 
guen los  apoderados  de  los  candidatos,  i  no  podrán  reclamar  por 
otro  motivo  que  el  de  faltar  en  su  forma  a  lo  establecido  en  este 
artículo. 

El  elector,  sin  embargo,  puede  usar  el  voto  que  lleve  consigo, 
siendo  en  papel  blanco  común. 

Art.  61 ••  Los  votos  serán  leídos  en  alta  voz  por  el  Presi- 

sidente  i  el  Secretario,  i  por  los  demás  vocales  que  quieran  hacer- 
lo, i  se  imputarán  a  las  personas  que  aparezcan  cLnramente  desig- 
nadas, aunque  se  noten  supresiones  o  agregaciones  en  los  nom- 
bres, si  siempre  se  conoce  la  valuntad  del  elector. 

Si  al  abrir  el  sufrajio  apareciere  que  contiene  varias  cédulas 
iguales  solo  se  escrutará  una  de  ellas;  pero  si  fueren  distintas,  no 
se  escrutará  ninguna.  Cuando  en  la  cédula  hubiere  mayor  número 
de  votos  que  el  de  candidatos  que  corresponde  elejir,  no  se  escru- 
tarán los  últimos  que  hubieren  de  exceso. 

Art.  88 Por  ningún  motivo,  ni  bajo  ningún  pretesto  el 

Presidente  u  otro  vocal  o  autoridad  podrá  hacer  salir  de  la  sala  a 
un  ciudadano  inscrito  en  la  sección  del  rejistro,  antes  de  haber 
votado,  ni  impedir  el  acceso  a  ella,  bajo  las  penas  establecidas  en 
esta  lei. 

Art.  89.  En  virtud  de  la  autoridad  que  confiere  esta  lei  al  Pre- 
sidente de  las  juntas  electorales,  podrá,  sin  perjuicio  de  lo  esta- 
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blecido  en  los  artículos  anteriores,  hacer  separar  del  recinto  en 
que  funcionan,  aprehender  i  reducir  preso  a  disposición  del  juez 

competente: 

)."*  Al  que  comprare  votos  o  ejercÍ3re  cohecho  entre  los  elec- 
tores  

Art.  127,  Los  Presidentes  de  las  juntas  electores  o  escrutadoras 
i  los  de  los  colejios  electorales  que  faltaren  a  cualquiera  de  las 
obligaciones  que  les  impone  esta  lei,  o  suspendieren  abusivamente 
las  funciones  de  la  Junta  que  preáldieren,  o  impidieren  el  acceso 
de  algún  ciudadano  a  la  Sala  o  a  la  Mesa  para  impedir  su  sufrajio, 
o  que  piolaren  el  secrelo  del  voló,  sufrirán  la  pena  de  presidio  hasta 
por  un  año  o  de  dos  mil  pesos  de  multa  por  cada  infracción  que 
cometieren. 


'  Como  en  Chile  no  existe  propiamente  una  jurispru- 
dencia  electoral,  es  bueno  hacer  notar  sobre  este  punto 
que  la  de  Francia  tiene  establecido  (decreto  reglamen- 
tario, 1852),  no  solo  que  el  papel  del  voto  sea  del  común, 
i  blanco,  sino  que  ordena  anular  los  votos  en  que  los 
votantes  se  hagan  conocer;  como  votos  marcados  con 
alfilerazos,  redactados  en  verso,  numerados,  etc. 

Aun  mas,  las  manchas  de  grasa;  las  dobladuras  espe- 
ciales en  el  cierro;  los  votos  transparentes  i  donde  las 
letras  tienen  dimensiones  i  un  relieve  escepcional;  los 
que  por  la  transparencia  del  papel  i  el  procedimiento  de 
la  impresión  pueden  ser  leidos  aun  dentro  del  sobre,  son 
reputados  nulos,  según  jurisprudencia  i  fallos  del  Con- 
greso i  del  Consejo  de  Estado. 

Los  votos  cuyos  ángulos  han  sido  cortados,  no  son 
considerados  nulos,  siempre  que  se  encuentren  otros  de 
la  misma  clase  con  nombres  diferentes. 

Los  signos  interiores  constatados  en  los  votos  no  son 
considerados  como  violación  del  secreto,  si  está  estable 
cido  que  por  la  manera  como  los  electores  habiari  dobla- 
do el  cierro,  que  esos  signos  no  podian  ser  reconocidos 
por  la  Mesa,  Así  un  voto  que  lleve  una  bandera  dibuja- 
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da  con  lápiz  al  lado  del  voto  del  candidato,  debe  ser  es- 
crutado, si  no  está  marcado  con  ningún  signo  esterior. 

La  existencia  de  algunos  votos  llevando  signos  inte* 
rio  res  de  tal  naturaleza  que  revelen  su  oríjen,  no  pro- 
duce su  nulidad,  si  su  admisión  o  separación  no, influye 
en  el  resultado  jeneral. 


CAPITULO  X 


r>er»eolio    de    votai* 

Dice  el  art.  25  de  la  leí  electoral  vijente: 

«La  junta  debe  inscribir  en  el  rejistro  de  electores  a  los  chilenos 
naturales  o  legales  que  lo  soliciten,  que  reúnan  los  siguientes  re- 
quisitos: 

I.**  Veintiún  año  de  edad; 

2.°  Saber  leer  i  escribir; 

3.**  Residir  en  la  subdelegacion  respectiva. 

Añade  el 

Art,  26.  No  serán  inscritos,  aun  cuando  reúnan  los  requisitos 
enumerados  en  el  artículo  anterior: 

I.**  Los  que  por  imposibilidad  física  o  moral,  no  gocen  del  libre 
uso  de  la  razón; 

2.°  Los  que  se  hallen  en  la  condición  de  sirvientes  domésticos; 

3.*"  Los  que  a  la  sazón  se  hallen  procesados  por  delito  que  merez- 
ca pena  aflictiva,  i  los  que  hayan  sido  condenados  a  penas  de  este 
jénero,  salvo  que  hayan  obtenido  rehabilitación; 

4.**  Los  que  hubieren  sido  condenados  per  quiebra  fraudulenta 
i  no  hubieren  sido  rehabilitados; 

5.**  Los  que  hubieren  aceptado  empleos  de  gobiernos  estranjeros 
sin  permiso  especial  del  Congreso,  salvo  que  hayan  obtenido  reha- 
bilitación del  Senado; 

6.''  Los  individuos  enrolados  en  las  policías  urbana  i  rural  O 
que  desempeñaren  en  ellas  cualquier  servicio  rentado; 

7-8 
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7.*  Las  clases  i  soldados  del  ejército  permanente  i  de  la  n 

8.°  Las  mujeres;  1 

9.°  Los  eclesiásticos  regulares. 


Las  dudas  sobre  la  edad  se  deciden  por  la  junta 

aspecto  del  individuo;  las  de  si  sabe  leer  i  escí 
aciéndole  copiar  el  art.  7.°  de  la  Constitución;  li 

residencia  por  la  declaración  de  dos  propietario 
;  subdelegacion.  Se  presume  residentes  a  los  proj 
os  de  un  fundo  rústico  o  urbano;  i  a  los  que  han  v 
sntro  de  los  límites  de  la  subdelegacion  veinte 
ites  de  la  ¡Dscripcion. 

Si  se  le  pide,  la  junta  debe  dar  al  rechazado  copi 
:ta  en  que  se  le  negó  la  inscripción. 

Todo  en  los  términos  consignados  en  los  artícuh 
31  de  la  lei  especial. 


En  Francia,  según  la  lei  de  1875,  «los  militares 
lilados  de  todos  grados,  i  de  todas  las  armas,  en  1 
en  mar,  no  toman  parte  en  ninguna  votación  cuan 
ncuentran  presentes  en  sus  cuerpos,  en  su  puesto 
I  ejercicio  de  sus  funciones.  Los  que,  en  el  mon 
e  la  elección  se  hallan  en  residencia  libre,  en  dis; 
llidad  o  en  posesión  de  una  licencia  regular,  pu 
otar  en  la  comuna  en  cuyas  listas  se  hallen  legalr 
)scrítos.> 

Añade  la  lei  (art.  121): 

«Bl  ciudadano  que  se  inscriba  en  el  rejistro  dos  o  mas  ve 
le  suplante  la  persona  de  un  elector  o  pretenda  llevar  su  n( 
ira  sustituirse  a  él  en  el  acto  de  la  votación,  sufrirá  la  pena 
ío  de  presidio. 

El  que  se  Inscribiere  en  distintas  subdelegaciones  de  la 
sidencia,  sufrirá  la  pena  de  sesenta  días  de  prisión  o  cien 
i  multa.» 
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CAPITULO  XI 
I>e  la  dux^aolozx  de  los  esox^utinios 

La  lei  electoral  contiene  a  este  respecto  las  prescrip- 
ciones siguientes: 

Art.  6i.  Concluida  la  votación,  la  Junta  procederá  a  practicar 
el  escrutinio  en  el  mismo  lugar  en  que  se  hubiere  recibido  la  vo* 
tacion,  a  presencia  de  los  apoderados  de  los  candidatos,  i  con  su 
intervención  en  la  fórmula  establecida  en  esta  leí. 

Art.  6),  Hecho  el  escrutinio,  el  Presidente  de  la  Junta  electoral 
pondrá  las  cédulas  con  que  se  haya  votado  dentro  de  un  sobre  que 
cerrará  i  lacrará,  i  firmarán  por  el  lado  del  cierro  todos  los  voca* 
les  i  los  apoderados  de  los  candidatos  que  lo  pidan. 

El  Presidente  dirijirá  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes, 
por  el  correo,  i  certificado,  este  sobre  al  Presidente  del  Senado» 
en  todas  las  elecciones  que  tengan  lugar. 

Art.  65.  Cuatro  dias  después  de  la  votación  se  reunirán  los  Pre- 
sidentes de  las  diversas  Juntas  electorales  que  hubieren  funciona- 
do en  las  subdelegaciones,  en  sesión  pública  a  las  doce  del  dia,  en 
la  Sala  Municipal,  bajo  la  presidencia  del  que  lo  era  de  la  primera 
subdelegacion  rural,  para  hacer  el  escrutinio  jeneral  de  la  elección 
del  departamento. 


Art.  66.  El  escrutinio  deberá  terminar  en  una  sola  sesión 


Art.  67.  Ocho  dias  después  de  la  elección  se  reunirán  en  la  Sala 
Municipal  de  la  cabecera  de  la  provincia  los  Presidentes  i  Secreta- 
rios de  las  Juntas  escrutadoras  jenerales  de  cada  uno  de  los  depar- 
tamentos, en  sesión  pública,  a  las  10  de  la  mañana,  haciendo  de 
Presidente  el  que  lo  fuere  de  la  Junta  del  departamento  cabecera, 
i  por  falta  de  éste,  el  que  lo  sea  del  departamento  mas  inmediato, 
i  constituida  la  Junta  con  la  mayoría  absoluta  de  sus  miembros, 
procederá  a  hacer  el  escrutinio  jeneral  de  Senadores  de  la  pro- 
vincia. 

Cuando  la  ¡elección  de  Senadores  se  haga  por  dos  o  mas  pro« 
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vincias  agrupadas,  la  Junta  escrutadora  jeneral  se  compondrá  de 
los  Presidentes  i  Secretarios  de  todas  las  juntas  departamentales 
que  se  reunirán  i^  días  después  de  la  elección  a  las  12  del  dia  en 
la  Sala  Municipal  de  la  provincia  de  mas  antigua  creación. 

Art.  73.  En  las  elecciones  de  Presidente  de  la  República  los  al- 
caldes de  cada  Municipalidad  procederán  en  la  elección  de  electo- 
res en  la  forma  pi escrita  en  el  título  anterior,  instalándose  a  las  9 
de  la  mañana  del  23  de  Junio  para  recibir  los  sufrajios. 

Art.  74.  Los  electores  de  Presidente  de  la  República  nombra- 
dos por  los  departamentos  se  reunirán  en  la  Sala  Municipal  de  la 
capital  de  la  provincia,  a  las  10  de  la  mañana  del  2^  de  Julio,  i 
procederán  a  nombrar  de  entre  ellos  mismos  un  Presidente  i  dos 
Secretarios,  votando  por  un  solo  nombre;  será  Presidente  el  que 
obtenga  la  primera  mayoría,  i  Secretarios  los  dos  siguientes. 

Art.  73.  Después  de  instalado  el  colejio  electoral,  se  procederá 
a  la  lectura  de  los  arts.  50  a  64  de  la  Constitución;  i  en  seguida, 
cada  elector  escribirá  en  una  cédula  el  nombre  del  candidato  que 
designa  para  Presidente  de  la  República  i  lo  depositará  en  una  ur- 
na que  estará  colocada  sobre  una  mesa.  Concluida  esta  operación, 
harán  el  escrutinio  los  secretarios  i  los  demás  miembros  que  qui- 
sieran presenciarlo,  leyendo  el  Presidente  en  alta  voz  el  contenido 
de  cada  cédula. 

Art.  78.  Los  la.ECTOREs  no  podrán  sf^arar^e  s  n  habfr  terminado 

SU«^   FUKCIONf  S ,..,,.. 


CAPITULO  XÍI 
liecopcloi^  1  coiAsiíitaoloi^  cío  votos 

La  lei  dispone  (art.  53)  que  las  elecciones  terminen 
en  un  dia,  funcionando  las  juntas,  siete  horas  consecu- 
tivas, contadas  desde  las  9  de  la  mañana. 

El  írwdiis  opcrandi  de  la  votación  está  descrito  por  los 
arts.  54  a  60  de  la  lei. 

Es  el  siguiente: 

Art.    54.  Solo  los  electores  inscritos  en  la  sección   del  rejistro 
que   deban  sufragar  i  los   apoderados   de   los  candidatos  tendrán 
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acceso  a  la  sala  o  circuito  en  que  funcione  la  junta,  i  una  vez  ins- 
talada, el  presidente  irá  ilamándolos  de  una  manera  clara,  distinta 
i  pausada  por  el  orden  alfabético  del  primer  apellido,  pero  con 
todo  su  nombre. 

Al  llamamiento,  el  sufragante  se  acercará  a  la  mesa  i  pondrá  su 
firma  en  el  cuaderno  en  blanco  que  habrá  recibido  la  junta,  al  már- 
jen  del  número  de  orden  que  le  corresponda. 

Si  n(^  hubiere  completa  disconformidad  entre  esta  firma  'J  la  que  existe 
en  el  rejistro,  la  junta  aceptará  el  sufrajio  i  el  presidente  entregará 
al  elector  uno  de  los  cierros  de  carta  de  que  habla  el  art.  48.  (Estos 
deben  ser  blancos,  todos  del  mismo  tamaño,  sin  ninguna  señal 
esterna,  i  timbrados  en  el  ángulo  superior  con  el  sello  de  la 
alcaldía). 

El  elector  entrará  al  pupitre  aislado  de  que  habla  el  mismo  ar- 
tículo i  pondrá  su  voto  dentro  del  sobre  que  hubiere  recibido,  el 
que  pegará  i  volverá  a  depositarlo  por  sí  mismo  en  la  urna. 

No  podrá  permanecer  en  el  pupitre  mas  de  un  minuto. 

El  secretario  escribirá  en  un  libro  especial  el  nombre  del  elector 
que  hubiese  sufragado. 

Si  no  se  admitiere  el  sufrajio  por  disconformidad  de  la  firma,  se 
tomará  nota  en  el  acta  del  dia,  e  inmediatamente  se  remitirá  el  su- 
fragante a  disposición  del  juez  del  crimen,  sin  que  se  admita  nin- 
guna escusa  de  los  reos  ni  de  los  vocales  de  la  junta  para  ampa- 
rarlo. 

Terminado  el  primer  llamamiento,  se  hará  otro  en  la  misma  for- 
ma para  recibir  los  sufrajios  de  los  que  no  estuvieren  presentes  en 
el  primero. 

Art.  55.  En  el  pupitre  o  pupitres  deberá  colocar  el  comisario 
votos  con  los  nombres  de  los  diversos  candidatos. 

Los  votos  deben  ser  en  papel  blanco  común,  sin  señal  ni  marca 
alguna,  i  no  podrán  tener  sino  veinte  centímetros  de  largo  i  diez 
de  ancho.  Solo  se  colocarán  en  los  pupitres  los  votos  que  entre- 
guen los  apoderados  de  los  candidatos,  i  no  podrán  rechazarse  por 
otro  motivo  que  el  faltar  en  su  forma  a  lo  establecido  en  este  ar- 
tículo. 

El  elector,  sin  embargo,  puede  usar  el  voto  que  lleve  consigo, 
siendo  en  papel  blanco  común. 

Art.  56.  Si  al  llamado  de  un  número  se  presentaren  dos  o  mas 
electores  pretendiendo  tener  el  mismo  nombre,  el  presidente 
de  la  junta  los  hará  firmar  a  todos  en  el  cuaderno  en  blanco  i,  en 
vista  de  la  firma,  la  junta  resolverá  a  quien  acepta,  remitiendo  in- 
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mediatamente  al  juez  del  crimen  a  los  demás,  sin  admitir  tampoco 
escusa  alguna,  ni  de  los  reos  ni  de  los  vocales  de  la  junta. 

Si  el  ciudadano  del  número  llamado  estuviese  ausente  de  la  sala, 
el  vocal  que  lleve  el  índice  especial  de  la  votación  anotará  separa- 
damente esta  circunstancia. 

Art.  37.  Cuando  una  junta  tuviere  a  su  cargo  mas  de  una  sec- 
ción del  rejistro,  comenzará  por  la  que  corresponda  en  orden 
numérico,  pero  no  se  hará  llamamiento  sino  una  vez. 

Concluida  la  votación  de  los  ciudadanos  inscritos  en  una  sección 
del  rejistro,  antes  de  pasar  a  la  otra,  el  presidente  de  la  junta  pre- 
guntará si  se  ha  presentado  alguno  de  los  electores  que  no  hubie- 
sen concurrido  al  llamamiento  estando  inscritos  en  esa  sección,  i  se 
recibirán  los  sufrajios  de  los  que  se  presenten. 

Art.  58.  Si  a  las  cuatro  de  la  tarde  no  hubiere  terminado  el  lla- 
mamiento de  las  secciones  del  rejistro  que  tuviere  la  junta  electo- 
ral a  su  cargo,  prolongará  sus  funciones  hasta  terminar,  sin  que 
pueda  separarse  por  ningún  motivo  antes  de  concluirlo. 

Art.  39.  Después  de  terminado  el  llamamiento  de  las  seccio- 
nes del  rejistro^  tendrán  acceso  a  la  sala  o  circuito  los  electores 
que  no  hubieren  estado  presentes  al  ser  llamados^  siempre  que 
concurran  antes  de  las  cuatro  de  la  tarde;  pero  si  el  llamamiento 
hubiere  terminado  después  de  esa  hora,  la  junta  electoral  prorro- 
gará sus  funciones  por  una  hora  mas  para  recibir  esos  sufrajios. 

Llegada  la  hora  en  que  la  junta  termine  sus  funciones,  el  presi- 
dente hará  cerrar  las  puertas  de  la  Sala. 


CAPITULO  XIII 
l>o   la  ouexrta  de  los  votos 

Dice  la  lei: 

Art.  61.  Concluida  la  votación,  la  junta  procederá  a  practicar 
el  escrutinio  en  el  mismo  lugar  en  que  se  hubiese  recibido  la  vota- 
ción, a  presencia  de  los  apoderados  de  los  candidatos  i  con  su  in- 
tervención, en  la  forma  establecida  en  esta  lei. 

Se  contarán  los  sufrajios  puestos  en  la  urna,  confrontando  ehnú- 
mero  de  ellos  con  el  de  nombres  que  aparezcan  en  el  índice  de 
votantes 
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Los  votos  serán  leídos  en  alta  voz  por  el  presidente  i  secretario 
i  por  los  demás  vocales  que  quieran  hacerlo,  i  se  imputarán  a  las 
personas  que  aparezcan  claramente  designadas,  aunque  se  noten 
suprewones  o  agregaciones  en  los  nombres,  si  siempre  se  conoee  ¡a 
voluntad  del  elector. 

Si  al  abrir  el  sufrajio  apareciere  que  contiene  varias  cédulas 
iguales,  solo  se  escrutará  una  de  ellas;  pero  sí  fueren  distintas  no 
se  escrutará  ninguna.  Cuando  en  la  cédula  hubiere  mayor  número 
de  votos  que  el  de  candidatos  que  corresponde  elejir,  no  se  escru- 
tarán los  últimos  que  hubieren  de  exceso. 


CAPITULO  XIV 
I>e  las  aotas  ele  las  operaciones  electorales 

Según  la  lei  deberá  firmarse  acta: 

A.  De  lo  acordado  por  la  junta  de  inscripción,  designando  el 
edificio  en  que  va  a  funcionar,  i  los  libros  i  útiles  que  necesita  i  el 
comisario  que  ha  nombrado  (art,  i6}; 

B.  Estas  mismas  actas  se  estamparán  acta  dia  a  dia  de  los  indivi- 
duos inscritos  o  rechazados,  i  los  nombres  de  los  vocales,  asisten- 
tes o  inasistentes  (art.  ^o); 

C.  Acta  del  término  de  las  iascripciones,  rejistros  inutilizados 
i  número  de  los  sobrantes  (art.  31); 

D.  Acta  de  la  reunión  de  la  junta  electoral  receptora  en  que 
pide  los  libros,  rejistros  i  útiles  para  la  votación  (art.  48); 

E.  Acta  diaria  de  las  votaciones  i  sus  incidentes  {art.  54); 

F.  Acta  triplicada  del  escrutinio  de  la  votación  por  las  juntas 
electorales  {art.  6a}; 

G.  Acta  igualmente  triplicada  del  escrutinio  por  la  junta  escru- 
todora  (art.  66); 

H  Acta  duplicada  del  resultado  del  colejio  electoral  en  la 
elección  de  Presidente  de  la  República  (art.  76}. 
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CAPITULO  XV 
r>e  los  ci?írixeii.©s  1  cielitos  ©lootorales 

INSCRIPCIONES   FRAUDULENTAS 

Dice  la  lei  (art.  121): 

«El  ciudadano  que  se  inscriba  en  el  rejistro,  dos  o  mas  veces,  o 
que  suplante  la  persona  de  un  elector  o  pretenda  llevar  su  nombre 
para  sustituirse  a  él  en  el  acto  de  la  votación,  sufrirá  la  pena  de 
un  año  de  presidio. 

El  que  se  inscribiese  en  distintas  subdelegaciones  de  las  de  su 
residencia,  sufrirá  la  pena  de  sesenta  dias  de  prisión  o  cien  pesos 
de  multa. 

El  que  diere  afirmación  falsa  de  residencia,  sufrirá  la  pena  de 
sesenta  dias  de  prisión  o  cien  pesos  de  multa.» 


SUSTRACCIONES   I   ALTERACIONES   DEL   ESCRUTINIO 

Añade  la  lei  (art.  122): 

'  «El  que  falsifique  sobre,  o  destruya  algún  rejistro,  o  acta  de  es- 
crutinio de  una  elección,  o  suplante  la  persona  de  uno  de  los  vo- 
cales, o  miembros  de  una  junta  o  colejio  electoral,  sufrirá  la  pena 
de  tres  a  cinco  años  de  presidio,  i  de  quinientos  a  mil  pesos  de 
multa. 

Los  funcionarios  encargados  de  la  custodia  de  los  rejistros  que 
no  hagan  en  ellos  las  anotaciones  ordenadas  por  sentencia  judi- 
cial, incurrirán  en  la  pena  de  uno  a  tres  años  de  presidio,  i  de 
cien  a  quinientos  pesos  de  multa.» 


La  sustracción  de  votos  está  prevista  i  castigada  por 
el  art.'  181  del  Código  Penal  húngaro,  en  términos  que 
merecen  citarse: 

«Será  castigado  con  cinco  aHos  de  reclusión  máximum  todo  miem- 
bro da  una  comisión  electoral  que,  en  los  momentos  de  la 
elección,  distraiga  de  su  destino,  un  voto  que  le  haya  sido  entrega- 
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do  en  el  lugar  de  la  elección  en  razón  de  sus  funciones,  o  lo  falsi- 
fique escribiendo  en  él,  sin  el  consentimiento  del  votante,  distintos 
nombres  del  que  tenia  cuando  lo  recibió;  2.**  cambie  los  instru- 
mentos del  voto,  o  añada  otros  semejantes  sin  derecho;  3.°  escriba 
un  nombre  en  vc^  de  otro  por  quien  el  elector  ha  votado,  inscriba 
como  votante  a  un  elector  que  no  ha  potado,  u  omita  el  voto  de  un 
elector  que  ha  votado;  4."*  sustraiga  o  destruya  la  lista  de  votos, 
o  la  urna  que  los  contiene,  o  por  cualquier  otro  medio  adicione 
falsamente  los  votos.» 


La  leí  inglesa  de  Julio   18  de   1872   ha   previsto,  coa 
gran  lujo  de  detalles,  los  delitos  de  alteración  del  voto. 

Dice: 

«Toda  persona  que:  i.°  fabrique,  altere  o  destruya  fraudulenta- 
mente un  voto,  o  lo  entregue,  sabiendo  que  es  falso;  2.**  que  fabri- 
que, falsifique,  altere  o  destruya  fraudulentamente  un  voto; 

6.**  que,  sin  autoridad,  arrebate,  destruya,  abra  los  votos  o  se  mezcle 
de  una  manera  cualquiera  en  las  operaciones  electoralcSy  será  condena- 
do, si  ejerce  funciones  en  la  sala  electoral,  a  una  prisión  que  no 
exceda  de  dos  años,  con  o  sin  trabajos  penosos,  i  si  es  simple 
ciudadano,  a  una  prisión  que  no  exceda  de  seis  meses,  con  o  sin 
trabajos  penosos.» 


Según  los  términos  de  la  misma  lei,  la  tentativa  de  in- 
fracción, está  sujeta  a  las  mismas  penas  que  la  misma 
infracción. 


CAPITULO  XVI 
Oox^x*upolon  1  px^osioix   elecloi^al 

La  corrupción  electoral  se  halla  también  prevista  i 
castigada  en  varios  textos  de  la  lei. 
Así,  el  presidente  de  toda  junta  puede  hacer  separar 
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del  recinto  i  mandar  preso  a  disposición  del  juez  com- 
petente: 

3.**  «Al  que  comprare  votos  o  ejerciere  cohecho  entre  los  elec- 
tores; 

4.°  Al  empleado  público,  cualquiera  que  sea  su  clase  o  jerarquía, 
que  se  estacionare  en  el  recinto  i  a  quien  se  le  imputare  que  ejerce 
presión  sobre  los  electores,  i  que,  requerido  de  orden  del  presi- 
dente para  que  se  retire,  no  obedeciere  (Art.  89). > 

La  misma  lei  dispone: 

«Ninguna  tropa  o  partida  de  fuerza  armada  puede  situarse  en  el 
recinto  que  señala  el  art.  86  sin  acuerdo  espreso  de  la  junta  o  cole- 
jio  electoral.  Si  esa  fuerza  llegara  a  situarse,  deberá  retirarse  a  la 
primera  intimación  que,  de  orden  del  presidente,  se  le  hiciere.  Si 
esta  orden  no  fuese  obedecida  inmediatamente,  el  presidente  sus- 
penderá las  funciones  de  la  junta  o  colejio.  Si  la  fuerza  hubiere  sido 
pedida  por  el  presidente  de  la  junta  o  colejio,  por  el  hecho  de 
entrar  al  recinto  quedará  esclusivamente  sujeta  al  presidente,  i 
el  jefe  de  ella  no  puede  obrar  sino  a  virtud  de  órdenes  impartidas 
por  él 

Art.  95.  Desde  treinta  dias  antes  del  señalado  para  una  elección, 
no  podrán  ser  citados  a  asistir  a  sus  cuarteles,  ni  a  ningún  acto  del 
servicio,  ni  retenidos  por  ningún  pretesto,  los  individuos  de  la 
guardia  nacional  inscritos  en  los  rejistros  electorales. 

Ninguna  autoridad  podrá  exijir  tampoco  a  los  ciudadanos  elec- 
tores servicio  alguno  que  les  impida  votar. 

Art  125.  El  gobernador  i  toda  autoridad  política,  o  militar,  o  de 
policía  del  departamento  que  negare  el  ausilio  o  la  fuerza  pública 
pedida  por  un  colejio  electoral,  o  interviniere,  de  cualquier  modo» 
para  dejar  sin  efecto  las  disposiciones  de  las  autoridades  electora- 
les, sufrirá  la  pena  de  inhabilitación  absoluta  para  cargos  i  oficios 
públicos  en  su  grado  mínimo,  i  de  un  año  de  prisión. 

A  la  misma  pena  queda  sometido  el  intendente  de  provincia,  g^ober^ 
nador  o  juei  de  letras  del  departamento,  i,  en  jeneral,  todo  funcionario 
páblieo  o  municipal,  comprendido  en  el  art.  360  del  Código  Penal, 
que  de  cualquiera  manera  ejerciere  presión  sobre  los  ciudadanos, 
o  cohartare  la  libertad  del  sufrajio. 

El  funcionario  que  faltare  a  lo  dispuesto  en  el  art.  95,  sufrirá  la 
pena  de  60  dias  de  prisión  i  300  pesos  de  multa.» 
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A  juicio  de  todos  los  hombres  públicos,  de  todos  los 
partidos,  de  todas  las  escuelas,  la  intervención,  el  abuso 
electoral,  unas  veces  mas  fino,  otras  mas  tosco  i  burdo, 
es  como  la  viruela  un  mal  endémico  en  Chile. 

Todos  lo  condenan....  abajo!  Todos  lo  esplotan  i 
absuelven ....  arriba! 

Poseido  de  esta  verdad,  creo  conveniente  poner  a  la 
vista  de  los  lectores,  un  estracto  de  las  disposiciones  con 
que  en  otros  paises  se  corta  i  se  trata  de  suprimir  o  ani- 
quilar ese  gusano  roedor  de  las  democracias:  el  cohecho, 
ya  de  arriba  o  de  abajo;  i  la  intervención! 


En  Francia  el  art.  38  del  decreto  orgánico  de  2  de  Fe- 
brero de  1852,  determina  que: 

«Cualquiera  que  haya  dado,  prometido  o  recibido  dinero,  efectos 
o  valores  de  cualquier  jénero,  bajo  condición  sea  de  dar  o  de  pro- 
curar un  voto,  sea  de  abstenerse  de  votar,  será  castigado  con  pri- 
sión de  tres  meses  a  dos  años  i  multa  de  500  a  5,000  francos.  Serán 
castigados  con  la  misma  pena  los  que,  en  las  mismas  condiciones, 
hubieren  hecho  o  aceptado  la  oferta  o  la  promesa  de  empleos  públicos  o 
privados.  Si  el  culpable  es  funcionario  público^  la  pena  será,  doble,» 

En  derecho  estricto,  dice  un  comentador,  las  largue- 
zas de  un  candidato  no  bastan  para  constituir  el  hecho 
de  corrupción;  es  necesario  que  exista  un  arreglo  reco- 
nocido o  subentendido;  pero  el  delito  previsto  en  el  art. 
38  existe  por  el  solo  hecho  de  la  oferta  o  promesa  diri- 
jida  con  un  propósito  de  corrupción  electoral.  La  Corte 
de  Casación  ha  dado  en  este  sentido,  el  18  de  Noviem- 
bre de  1882,  un  fallo  cuyo  principal  considerando  di- 
ce asi: 

«Considerando  que  la  lei  castiga  a  los  que  han  dado,  prometido 
o  recibido;  que  el  delito  existe  por  el  solo  hecho  de  la  oferta  o  de 
la  promesa;  fue  esa  promesa  txisU  kgálmentt^  aun  cuando  no  Yui^a 
sido  acepiaia\  que  se  trata  aquí  de  un  delito  especial;  castigado  a 
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causa  de  su  inmoralidad  propia  i  del  peligro  que  hace  correr  a  la  liber- 
tad i  a  la  sinceridad  del  volo\  que  desde  entonces  existe,  sin  necesi- 
dad de  tomar  en  cuenta,  ni  indagar,  si  la  oferta  o  la  promesa  ha 
sido  o  no  aceptada,  ni  si  el  que  la  ha  recibido  ha  volado  o  no  por  el 
candidalo  en  CLi/o  interés  fué  hecha;  que  esta  intención  de  la  lei  re- 
sulta manifiestamente  de  la  disposición  que,  en  el  mismo  art.  38, 
castiga  i  reprime  con  las  mismas  penas  a  los  que,  en  las  mismas  con- 
diciones, han  hecho  o  aceptado  la  oferta  o  la  promesa  de  empleos 
públicos  o  privados,  poniendo  así  la  lei  en  la  misma  línea  la  oferta 
i  la  promesa,  con  ocasión  de  un  delito  absolutamente  similar,  sin 
considerar  ni  la  aceptación,  ni  el  resultado;  de  donde  se  sigue  que 
la  sentencia  atacada,  absolviendo  a  los  acusados,  del  juicio,  en  las 
circunstancias  amba  espresadas,  ha  violado  espresamente  el  art. 
38  del  decreto  de  2  de  Febrero  de  1852;  anula,  etc. 


El  art.  10  de  la  lei  orgánica  de  Agosto  2  de  1875,  sobre  la  elec- 
ción de  Senadores,  aplicable  a  la  de  Diputados  por  el  art.  3.°,  pá- 
rrafo 4  de  la  lei  de  Noviembre  30  de  1875,  prevea  i  castiga  la  ten- 
taliua  de  corrupción,  i  decide  que  toda  tentativa  de  corrupción  por 
el  empleo  de  los  medios  enunciados  en  los  arts.  177  i  siguientes 
del  Código  Penal  para  influanciar  el  voto  de  un  elector,  o  deter- 
minarlo a  abstenerse  de  votar,  será  castigado  con  prisión  de  tres 
meses  a  dos  años,  i  una  multa  de  50  a  ^00  francos,  o  una  de  estas 
penas  solamente. 

De  una  validación  pronunciada  sin  debate  por  la  Cámara  el  15 
de  Noviembre  de  1889,  resulta  que  libaciones  ofrecidas  a  los  elec- 
tores no  constituyen  una  causal  de  nulidad,  si  queda  establecido 
que  i;o  han  sido  pagados  por  el  candidato  proclamado. 

De  una  sentencia  de  la  Corte  de  Tolosa,  de  2  de  Enero  de  1889, 
resulta  que  libaciones  gratuitas  ofrecidas  por  candidatos  a  electo- 
res, no  caen  bajo  la  aplicación  de  la  lei  penal,  si  no  queda  estable- 
cido con  precisión  que  tenían  por  objeto  el  obtener  votos. 

Resulta  igualmente  del  informe  presentado  al  Senado  por  M. 
Trarieux  en  la  sesión  de  Marzo  6  de  1890,  que  un  banquete  ofrecido 
por  el  partidario  de  un  candidato  proclamado,  cnlre  las  dos  sesiones  de 
escruiiniOf  no  constituye  una  causa  de  nulidad  de  elección  si  se 
prueba  por  otra  parte  que  los  votos  no  han  podido  ser  influen- 
ciados. 

La  declaración  espontánea  de  un  solo  elector  de  una  moralidad 
dudosa  i  que  afirma  haber  recibido  una  suma  de  dinero  en  cambio 
de  su  voto,  no  bastada  para  viciar  una  elección,  si  por  otra  parte 
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tal  declaración  fuera  formalmente   desmentida   por   el   candidato 
proclamado. 

Cuando  tentativas  de  corrupción  por  medio  de  donaciones  en 
dinero  son  alegadas  sin  sarias  pruebas  i  el  candidato  proclamado 
afirma  no  haber  tomado  parle  alguna  en  ellas,  i  por  otra  parte  esas 
tentativas,  aun  siendo  ciertas,  no  constituyen  sino  maniobras  suel- 
tas, individuales,  sin  plan  de  conjunto,  incapaces  de  cambiar  en 
nada  el  resultado  de  la  elección,  la  Mesa  deja  constancia,  sin  dete- 
nerse en  ellas. 

Si  se  estaclece  por  juicios  correccionales  que  la  corrupción  se  ha 
practicado  en  el  curso  de  un  período  electoral,  la  Cámara  pronuncia 
la  nulidad  de  las  operaciones,  aun  cuando  los  actos  de  corrupción 
fueran  imputables  a  los  adversarios  del  candidato  proclamado, 
tanto  como  a  sus  partidarios. 


Un  bilí  ingles,  de  Agosto  25  de  1883,  define  con  gran 
precisión  los  casos  de  libación  que  puedan  caer  bajo  la 
acción  de  los  tribunales: 

«Toda  persona  que,  con  un  propósito  de  corrupción,  por  sí  mis- 
ma, o  por  otro,  antes,  durante,  o  después  de  la  elección,  dé  o  procure, 
sea  directamente,  sea  ¡ndirecUvnenle,  de  beber  o  de  comer,  a  otra 
persona,  o  aun  procure  el  todo,  o  parte  de  los  fondos  necesarios 
para  ello,  sea  que  se  trate  de  conducir  a  votar,  o  de  abstenerse, 
será  culpable  de  trealing.» 


El  mismo  bilí  declara  «medio  ilegal»  i  castiga  con  inca- 
pacidad temporal,  los  contraventores  a  las  disposiciones 
siguientes: 

^Es  prohibido  efectuar  pago  alguno,  i  ningún  contrato  con  la  mira 
de  favorecer  la  elección  de  un  candidato  por  las  causas  siguientes: 
trasporte  de  electores  a  la  sala  del  escrutinio  por  medio  de  caba- 
llos, carruajes  o  ferrocarril,  alquiler  de  construcciones  en  terre- 
nos para  la  exhibición  de  carteles  o  profesiones  de  fé;  arrendamien* 
io  de  salas  de  comité  mas  numerosas  que  lo  que  la  lei  autoriza.» 
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Este  texto  se  completa  por  el  art.  5."*  de  la  lei  inglesa 
de  Agosto  14  de  1884,  la  cual  estipula  que,  en  principio, 
las  elecciones  parlamentarias  no  deben  importar  consigo 
ni  gastos  ni  pagos. 


Según  los  testimonios  del  bilí  de  1883,  los  actos  de  co- 
rrupción «cometidos  a  sabiendas,  i  con  el  consentimiento 
del  candidato»  arrastran  para  él  la  inejibilidad  durante 
siete  años  en  la  circunscripción  donde  han  sido  consta- 
tados; si  esos  actos  no  son  de  cargo  sino  de  sus  ajentes, 
aquél  no  sufre  la  pena  de  inelejibilidad,  sino  por  la  du- 
ración del  Parlamento  al  que  se  refiere  la  elección. 

Las  consecuencias  del  delito  de  corrupción  han  sido 
agravadas  en  Inglaterra  por  el  bilí  de  Agosto  14  de  1S84; 
el  art.  3.°  de  ese  bilí  decide  que  el  candidato  convicto 
de  haber  cometido  o  tolerado  un  acto  de  corrupción, 
queda  para  siempre  incapacitado  para  desempeñar  nin- 
guna función  pública  en  el  lugar  de  su  elección. 

En  Inglaterra,  la  corrupción  cuando  ha  sido  constata- 
da, puede  importar  aun  la  privación  temporal  del  dere- 
cho de  sufrajio  para  un  departamento  entero. 

El  bilí  de  1 88 1  declara: 

«Considerando  que,  a  consecueDcia  de  solicitudes  dirijidas  a 
S.  M.  por  las  dos  Cámaras  del  Parlamento,  i  relativas  a  las  elec- 
ciones de  representantes  en  el  Parlamento,  se  han  nombrado 
comisarios  por  decreto  de  fecha  9  de  Setiembre  de  1880  con  el 
propósito  de  proceder  a  una  investigación  sobre  la  existencia  de 
maniobras  de  corrupción  verificadas  i  dirijidas  contra  la  pureza  de 
la  elección; 

Considerando  que  los  dichos  comisarios  han  constatado  esas 
maniobras  de  corrupción,  no  se  procederá  a  elecciones,  en  las  ciu- 
dades o  bourgs  mencionados  en  el  presente  bilí,  hasta  la  espira- 
ción de  siete  dias  después  de  la  reunión  del  Parlamento  para  1882.» 


El  art.  186  del  Código  Penal  húngaro,  castiga  con  el 
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máximum  de  tres  meses  de  prisión  i  500  florines  de 
multa  al  que,  con  el  propósito  de  obtener  un  voto  o  una 
abstención,  distribuya  comidas  o  bebidas;  la  misma  pena 
se  aplica  al  que  acepta. 

Los  otros  delitos  de  corrupción  están  definidos  i  repri- 
midos por  los  artículos  siguientes: 

«Art.  185.  Todo  el  que  dé,  o  prometa  a  un  elector,  o  un  parien- 
te de  éste,  a  sabiendas  del  elector,  dinero,  valores  u  otras  ventajas 
para  que  vote  o  no  vote  por  un  candidato  determinado,  o  para 
que  se  abstenga  de  votar,  será  castigado,  en  el  máximum,  con  seis 
meses  de  prisión  i  mil  ñorines  de  multa.  La  misma  pena  es  aplica- 
ble al  elector  que  acepte  el  dinero  i  las  otras  ventajas  que  le  ha- 
bian  ofrecido,  o  que  habian  ofrecido  con  su  conocimiento  a  uno 
de  sus  parientes,  con  el  propósito  mencionado  en  este  artículo. 

Art.  187.  Todo  funcionario  público  que  por  un  acto  pertene- 
ciente al  círculo  de  sus  atribuciones,.©  por  promesas  que  se  ligan 
a  ellas,  procure  determinar  a  un  elector  a  que  vote,  por  o  contra 
un  candidato  designado,  o  se  abstenga  de  votar,  será  castigado  con 
el  máximum  de  dos  años  de  prisión. }> 


El  art.  39  del  decreto  orgánico  de  1852,  en  Francia, 
dicta  penas  contra  los  que  empleen  medios  de  intimi- 
dación contra  los  electores.  Son  estos  sus  términos: 

«Los  que,  por  v/as  de  hecho,  violencias  o  amenazas  contra  un 
elector,  sea  haciéndole  temer  la  pérdida  de  su  empleo^  o  un  perjuicio 
en  su  persona,  su  familia  o  su  fortuna,  lo  hubieran  determinado  a 
abstenerse  de  votar,  o  hubieran  influenciado  su  voto,  serán  castiga- 
dos con  prisión  de  un  mes  a  un  año,  i  una  multa  de  100  a  1,000 
francos;  la  pena  será  doble  si  el  culpable  es  funcionario  publico. 

«Toda  tentativa  de  violencia  por  vías  de  hecho,  o  amenazas  para 
influenciar  el  voto  de  un  elector,  o  determinarlo  a  abstenerse  de 
votar,  es  castigada  con  prisión  de  tres  meses  a  dos  años,  i  una  mul- 
ta de  50  a  500  francos,  o  una  de  ambas  penas  solamente.» 


El  delito  de  presión  electoral  ha  sido  definido  en  exce- 
lentes términos  por  el  art.  91  de  la  leí  española  de  26  de 
JUNIO  DE  1890,  sobre  la  elección  de  Diputados  a  Cortes: 
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«Cometen  el  delito  de  presión  electoral,  aunque  no  apare:{cala  in- 
tención de  obrar  sobre  hs  elccíores;  las  autoridades  civiles,  militares  o 
eclcsiáslicas  que  previenen  o  recomiendan  a  los  electores  que  den 
o  rehusen  su  vofo  a  una  persona  determinada;  o  los  que  usando 
medios  o  ajentes  oficiales^  o  slnñéndose  de  timbres,  cierros  o  sellos  que 
tengan  un  carácter  oficial,  recomiendan  o  reprueban  candidaturas 
determinadas;  2."  los  funcionarios  públicos  que  desempeñan  algu- 
nos  de  los  actos  de  sus  funciones  de  una  manera  anormal,  en  vista 
de  la  elección,  desde  el  dia  de  la  convocación  al  dia  del  voto;  3.** 
éstos,  i  comprendidos  los  ministros  que,  sin  causa  lejítima  publi- 
cada en  la  Gackta  de  Madrid  o  en  el  Boletín  de  la  Provincía  nom- 
bren,  destituyan,  cambien  o  suspendan  a  ajentes  i  empleados  de  la  ad- 
ministración, en  el  período  que  se  estiende  del  decreto  de  la 
convocatoria  hasta  el  dia  del  escrutinio.» 


El  art.  178  del  Código  Penal  húngaro  reprime  en  los 
términos  siguientes  los  actos  de  intimidación  de  que  el 
elector  puede  ser  víctima: 

«Los  que  por  violencias  o  amenazas  impidan  a  un  elector  que 
ejerza  libremente  su  derecho  electoral,  sea  que  el  voto  tenga  lugar 
para  la  elección  de  un  Diputado  para  la  Dieta  de  un  funcionario,  o 
majistrado  municipal,  o  comunal,  de  un  miembro  del  Consejo  Mu- 
nicipal, o  de  un  representante  comunal,  cometen  el  delito  de  vio- 
lación del  voto,  i  son  castigados  con  seis  meses  de  prisión  a  lo  mas 
o  una  multa  de  200  florines.» 


El  art.  112  de  la  Constitución  Sueca  pronuncia  la  des- 
titución contra  todo  funcionario  o  empleado  convicto 
de  haber  usado  de  su  autoridad  para  ejercer  una  influen- 
cia ilícita  en  las  elecciones  del  Kidsdag. 


FALSAS  NOTICIAS,  MANIOBRAS  I  DIFAxMAClON 

La  lejislacion  electoral  chilena,  nada  dice  de  especial 
a  este  respecto. 

En  Francia  sucede  lo  contrario,  pues  allí  el  hecho  solo 
de  esparcir  la  noticia  en  vísperas  de  la  elección  de  los 
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candidatos,  que  ha  perdido  la  capacidad  electoral,  es  con- 
siderado como  una  maniobra  fraudulenta  que  puede  pro- 
ducir la  nulidad  de  las  operaciones  electorales  (Noviem- 
bre 5  de  188 1,  Noviembre  19  de  1863  i  16  de  Marzo  de 
1860.) 


CAPITULO  XVIII 

liopi^eslon  do  los  dolltos  oleo!  óigales 

pl  poder  soberano  de  las  Cámaras  para  estatuir  sobre 
la  validez  de  las  operaciones  electorales,  no  embaraza 
en  manera  alguna  el  ejercicio  de  la  acción  pública  para 
la  represión  de  los  crímenes  i  delitos  del  mismo  jénero. 

Antes  del  examen  de  los  poderes  por  la  Cámara,  la 
justicia  tiene  el  derecho  de  proceder  a  las  investigacio- 
nes necesarias  para  establecer  las  pruebas,  i  aun  casti- 
gar a  los  autores  de  delitos  electorales. 

En  vano  se  objetarla  que  el  veredicto  de  la  justicia 
puede  influenciar  i  prejuzgar  el  de  la  Cámara;  que  el 
Gobierno  tiene  de  esta  manera  un  medio  de  reunir  mo- 
tivos de  invalidación;  que  las  indagaciones  ulteriores  de 
la  Cámara  se  encontrarían  paralizadas  por  las  indagacio- 
nes previas  de  la  justicia. 

Pero  los  precedentes,  i  tanto  la  Constitución  como  la 
lei,  establecen  que  entro  la  obra  del  poder  judicial  i  la 
del  poder  parlamentario,  no  hai  relación  alguna,  i  que 
así  como  el  Parlamento  no  puede  juzgar,  las  Cortes  no 
pueden  lejislar. 

Asi,  pues,  la  criminalidad  electoral  especial  tiene  su 
Código  de  Procedimientos,  especial  también. 

El  juez  debe  proceder  de  oficio  en  esos  delitos,  i  con- 
forme a  los  preceptos  siguientes; 

9-Z0 


^ 
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Art.  139  (129).  Todas  las  faltas,  delitos  i  crímenes  electorales 
producen  acción  popular,  sin  que  el  querellante  esté  obligado  a 
rendir  fianza  ni  caución  alguna  aun  cuando  la  querella  sea  contra 
un  juez  o  tribunal. 

Art.  140  (130).  En  materia  electoral  no  se  reconocen  otros  fueros 
qu;  los  establecidos  por  la  (Constitución. 

En  el  caso  del  número  6.°  del  art.  9^  de  la  Constitución,  el  Con- 
sejo de  Estado  necesitará  del  voto  de  las  dos  terceras  partes  del 
número  total  de  sus  miembros  para  declarar  que  no  ha  lugar  a  la 
íormacion  de  causa  contra  los  Intendentes  o  Gob-M*nadores,  por 
cualquier  delito  electoral.  Esta  resolución  se  dictará  dentro  de  un 
mes,  contado  desde  la  presentación  de  la  solicitud  de  d  .ísaíuero. 

Art.  141  (131).  El  juez  de  letras  procederá  de  oficio  contra  quien 
hubiere  lugar  con  todos  los  partes  i  comunicaciones  que  las  auto- 
ridades electorales  establecidas  por  esta  lei  le  trasmitan. 

Art.  142  (1321.  Si  el  hecho  que  se  imputa  mereciere  pena  pecu- 
niaria o  hasta  sesenta  dias  de  prisión,  o  ambas,  el  juez  de  letras 
citará  al  querellante  i  al  querellado  a  comparend.)  dentro  de  los 
ocho  dias  í-igLiienles  al  de  la  presentación,  i  espedirá  las  citaciones 
nece  a  ias  para  que  en  el  mismo  comparendo  se  presenten  los  tes- 
tigos de  un  i  i  ct'a  }  arte. 

Para  este  efecto,  querellante  i  querellado  presentarán  la  lista  de 
los  testigos,  el  primero  al  interponer  la  querella,  i  tres  dias  después 
de  notificado,  el  segundo. 

En  el  comparendo  se  oirá  la  acusación  i  la  defensa;  se  examinará 
a  los  testigos,  públicamente  |or  las  preguntas  que  formulen  las 
partes  o  el  juez;  i,  levantándose  de  todo  acta,  quedarán  las  partes 
citadas  para  s.*nlencia.  La  sentencia  se  dictará  dentro  de  los  ocho 
dias  siguientes    al  del  comparendo. 

Art.  143  (133).  Si  el  hecho  imputado  mereciere  pena  de  presidio 
o  cualquiera  otra  de  las  no  comprendidas  en  el  artículo  anterior, 
se  seguirá  el  procedimiento  ordinario. 

Art.  144  (1 34 ).  El  procedimiento  continuará  aunque  el  quere- 
llante se  desista,  i  la  sentencia  que  se  diere  producirá  ejecutoria 
aun  cuando  se  dicte  en  rebeldía  del  acusado. 

Avt.  14S  (  135).  En  todos  los  casos  que  en  la  [)resente  lei  se  esta- 
blece que  sj  pri:>cedcrá  en  primera  i  en  se^^anda  instancia  sin  espe- 
rar la  comparecencia  de  las  parles,  se  hará.i  las  notificaciones  por 
la  tablilla. 

Eu  todos  los  juicios  eljctorales  se  usará  el  papel  común  i  no  se 
pagarán  los  derechos  establecidos  por  los  ara. íceles  juJiciales. 
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CAPITULO    XIX 

I>e  l'X  disoliicloix  <lol  Ooii:*A'i'oso 

Se  ha  dicho  muchas  veces — eii  las  Cámaras  chilenas, 
que  han  oido  tantas  cosas! — que  en  todas  las  monarquías 
constitucionales  existe  para  el  Jefe  del  Estado  el  dere- 
cho de  disolver  el  Congreso, 

Tal  afirmación  es  inexacta.  En  algunas  ese  derecho 
existe,  pero  no  en  absoluto,  como  se  pretende,  sino 
bajo  condicione:-.,  i  mui  temporal  i  precariamente. 

Hoi  dia  no  se  comprende  un  poder  público  sin  Con- 
greso, como  no  se  comprende,  dentro  déla  i\aturaleza, 
un  dia  sin  sol. 

Va  a  verse. 

Según  los  términos  del  art.  5.°  de  la  !ei  constitucional 
de  25  de  Febrero  de  1S75,  el  Presidente  de  la  República 
francesa  puede,  con  el  acuerdo  unánime  del  Senado^  disol- 
ver la  Cámara  de  Diputados,  antes  de  la  espiración  legal 
de  su  mandato,  pero  no  tiene  derecho  para  disolver  el 
Senado. 

El  derecho  de  disolución  conferido  al  Presidente  de 
la  República,  no  prohibe  a  un  Diputado  presentar  a  la 
Mesa  de  la  Cámara  un  proyecto  de  resolución  invitando 
al  Gobierno  a  pedir  al  Presidente  de  la  República  que 
use  de  los  poderes  que  le  están  conferidos. 

Resulta  de  un  precedente  (27  de  Julio  de  1830)  consa- 
grado por  una  resolución  parlamentaria  que  el  Jefe  del 
Poder  Ejecutivo  no  tiene  el  derecho  de  disolver  una 
Cámara  antes  que  se  haya  reunido,  i  esté  legalmente 
constituida.  Elsto  seria  disolver,  no  solo  la  Cámara,  sino 
el  misino  cuerpo  electoral. 

La  cuestión,  por  otra  parte,  no  es  ni  discutible  en  Chi- 
le en  presencia  del  texto  constitucional  vijente,  puesto 
que  según  él,  se  necesita  del  acuerdo  previo  del  Senado, 
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t  el  Seaado  no  puede  reunirse,  ni  deliberar  en  ausencia 
de  la  Cámara  de  Diputados. 


Et  derecho  de  disolución  no  existe,  ni  en  Suiza,  ni 
en  los  EsiADOS  Unidos.  Se  le  encuentra  en  Inglaterra, 
donde  los  Gabinetes  usan  de  él,  de  una  manera  regular, 
no  para  dar  golpes  políticos  sino  para  hacer  coincidir  la 
consulta  electoral  con  la  hora  en  que  cada  partido  quiere 
medir  sus  fuerzas. 


En  Béljica,  en  los  Países  Bajos,  en  Dinamarca,  en  Pau- 
iiA,  el  Rei  puede  disolver  las  dos  Cámaras,  en  conjunto 
o  separadamente. 


En  EspaSa,  el  Rei  tiene  el  derecho  de  disolver,  sitnul- 
'dnea  o  separadamente,  la  parte  electiva  del  Senado,  i  la 
Cámara  de  Diputados  entera. 


En  Italia  i  en  EspaSa,   el  derecho  de  disolución   no 
ifecta  sino  a  la  Cámara  de  Diputados. 


El  art.  77  de  la  Constitución  alemana  de  1850,  aplica- 
>le  a  la  Prusia,  declara  espresamente  que  la  disolución 
le  la  Cámara  de  Diputados,  arrastra  la  prorogacion  de  la 
)tra  Asamblea. 

El  hecho  de  que  un  Ministro  deje  entrever  un  proyec- 
o  de  disolución,  no  autorizaría  a  la  Cámara  a  suspender 
lus  deliberaciones. 


Pero  ni   los  mismos  paises  en  cuyas  Constituciones 
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existe  el  derecho  de  disolución,  dejan  de  consignar  un 
límite  a  este  derecho. 

El  párrafo  2,  art.  5.*  de  la  lei  francesa  de  1875,  deter- 
minaba primitivamente  que  «en  caso  de  disolución,  los 
colejios  electorales  serian  convocados  para  nuevas  elec- 
ciones en  el  plazo  de  tres  meses. )s^ 

Habiendo  surjido  dudas,  las  Cámaras  revisaron  en 
1884  dicho  texto,  i  después  de  haber  reducido  a  dos  el 
término  de  tres  meses  establecido  primero,  señalaron 
una  fecha  firme  para  la  reunión  de  la  nueva  Asamblea. 
El  art.  5.°  quedó  redactado  en  los  términos  siguientes: 

«En  caso  de  disolución,  los  colejios  electorales  se  reunirán  den- 
tro del  plazo  de  dos  meses^  i  la  Cámara  dentro  del  de  diez  dias  que 
seguirán  a  la  clausura  de  las  operaciones  electorales.;^ 


La  garantía  que  resulta  de  los  plazos  señalados  para  la 
convocación  de  los  colejios  electorales  en  el  caso  de  di- 
solución, se  encuentra  en  muchas  Constituciones. 

Si  el  Reichstag  alemán  llega  a  ser  disuelto,  nuevas 
elecciones  deben  tener  lugar  en  el  término  de  sesenta 
dias,  i  la  nueva  Asamblea  debe  reunirse  en  el  término 
de  noventa  dias,  contados  desde  el  de  la  disolución. 


En  Béljica,  el  decreto  de  disolución  debe  contener  la 
convocación  de  los  electores,  para  dentro  de  dos  meses. 

Idénticas  disposiciones  se  encuentran  insertas  en  la 
Constitución  de  los  Países  Bajos. 


En  Italia,  el  plazo  para  la  convocación  de  una  Cáma- 
ra nueva  es  de  cuatro  meses;  en  España,  de  tres.  En  Gre- 
sia  el  plaza  es  de  dos  meses  para  la  convocación  de  los 
colejios,  i  de  tres  meses  para  la  reunión  de  las  Cáinaras. 
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Dinamarca,  la  reunión    del   nuevo  Riskdng  debe 
lugar  dentro  de  los  dos  meses  después  de  la  diso- 


il  Japón,  h  C;imara  elejída  después  de  la  disolución, 
ier  convocíida  en  el  término  de  cinco  meses  con- 
desde el  din  de  la  disolución. 


CAPITULO  XX 

l>o  la  Ooiikislon.  Ooiisoi-vatloi-a 

Fpakcia,  son  los  Consejos  Jenerales  los  que  en  la 
:ia  del    Congreso  desempeñan,   sujetos  a   ciertas 
,  la  vijÜancia  i  íiscaiizacion  del  Congreso. 
Chilh  lo  hace  la  Cornisicn  Conservadora, 
e  la  Constitución: 

.  48  (=17),  Antes  de  cerrar  el  (loiigi'eso  sus  sesiones  ordina- 
íjir.i  todo;  lósanos,  cadaC.iniar.ijSieti;  de  sus  miembros  que 
ngan  la  Comisión  ConservaJor;!,  la  cual  formará  un  solo 
,  i  cuyas  funiioncs  espiran  de  lieclio  el  dia  jr  de  Mayo  si- 

cleccion,  según  lei  de  Sfliciiihre  i  do  i^^4.  se  hace  por 
umulativo). 

49  (sí>).  La  Comisión  Conservadora,  en  representación  del 

so,    ejerce    la  snpervijilaneia    que    a  ésle  pertenece  sobre 

os  ramos  de  la  adminislracio]]  publiía, 

jrresponde  en  consecuencia.- 

'elar  por  la  observancia  de  la  Conslilncíon  i  de   las   leyes  1 

protección  a  las  garantías  individuales; 

lirijir  al  Presidente  de  la  República  las  representaciones 
entes  .1  los  objetos  indicados,  i  reiterarlas  por  segunda  vez, 
iibieren  bastado  las  primeras. 

idn  las  repiesifntjcioiies  IilvÍl'i aii  pi.r  fundamento  abuses  o 
os  cometidos  por  nuforidade';  que  dependan  del  Presidente 
cpi'iblica,  i  éste  no  lomare  Ins  medidas  que  cslén  en  sus  fa- 
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cultades  para  poner  término  al  abuso  i  para  el  casíiüjo  .leí  funciona- 
rio culpable,  se  entenderá  que  el  Presidente  de  la  República  i  el 
Ministro  del  ramo  respectivo  aceptan  los  actos  de  la  autoridad  su- 
balterna, como  si  se  hubiesen  ejecutado  por  su  orden,  o  con  su 
consentimiento. 

3.''  Prestar  o  rehusar  su  consentimiento  a  los  actos  del  Presiden- 
te de  la  República,  en  que,  según  lo  prevenido  en  esta  Constitución» 
debe  proceder  de  acuerdo  con  la  Comisión  Conservadora; 

4."  «Convocar  al  Congreso  a  sesiones  estraordinarias  cuando  lo 
estimare  conveniente;,  o  cuando  la  mayoría  de  ambas  (^imaras  lo 
pidiere  por  escrito; 

5.^  Dar  cuenta  al  Congreso  en  su  primera  reunión  de  las  medi- 
das que  hubiere  tomado  en  desempeño  de  su  cargo. 

La  comisión  es  responsable  al  Congres:)  de  su  omi<ion  en  el 
cumplimiento  de  los  deberes  qu^  los  incisos  precedentes  le  im- 
ponen.» 


De  la  copiosa  i  razonada  disertación  que  el  señor 
Iluneeus  hace  de  los  artículos  precedentes,  creo  mere- 
cen especial  atención  los  pcárrafos  que  van  en  seguida: 

«La  Comisión  Conservadora  dice  que  la  Constitución  de  1828, 
llamada  Comisión  Permanente,  como  la  llaman  las  (Constituciones 
del  Perú  i  del  Uruguai,  tiene  por  objeto  hacer  constante  la  acción 
inspectiva  que,  en  todo  pais  rejido  por  el  sistema  representativo, 
debe  corresponder  al  Congreso  sobre  todos  los  ramos  de  la  admi- 
nistración pública 

VA  art.  =^8  de  la  Constitución  difiere    notablemente  del 

antiguo. 

Principia  por  establecer  que  la  ('omisión  (^)nservadora  «en  ru- 
prcscnlacion  del  Co¡i^í;;i'cso,  ejerce  Li  sn¡:errijiLvi:ui  que  a  i'sle  perlenecc 
sobre  lodos  /os  reimos  de  la  adniinislracion  piiblici/y,  corrcspondicndole, 
en  consecuencia,  velar  por  la  observancia  de  la  Constitución  i  de 
las  leyes,  i  presletr  proleccioii  a  Lis  j^aranf'js  indipiduales. 

Las  espresiones  escritas  en  letra  cursiva  que  son  nuevas  en  el 
artículo  que  examinamos,  han  inducido,  en  mas  de  un  caso,  la 
creencia  errcSnea  de  que,  so  color  de  protejer  las  garantías  indivi- 
duales, la  (Comisión  Conservadora  o  el  (Congreso  podrian  correjir 
o  enmendar  resoluciones  judiciales,  sean  sentencias  definitivas,  o 
providencias  de  mera  tramitación» » 
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r  citado  recuerda  en  seguida  casos  en  que  la 
ha  fijado  claramente  la  verdadera  intelijeocia 

)to  constitucional,  i  en  los  que  la  Corte  Supre- 
la  autoridad    del    Congreso   para    rever    sus 

de  ellos,  el  Tribunal  se  espresa  en  estos  tér- 


Fundamental  confiere  a  V.  E.  el  cargo  de  velar  por  la 
de  la  Constitución  i  de  las  leyes,  prestar  protección  a 
i  individuales,  i  dirijir  al  Presidente  de  la  República 
taciones  conducentes  a  estos  objetos;  pero  esta  atribu- 
us  limites  claramente  deslindados;  nunca  llega  hasta 
atlos  de  los  Tribunales,  alterando  o  modificando  lo 
)s  hubiere  sido  juzgado.  Sin  esta  restricción  V.  E.  seria 
Supremo  en  todas  las  materias  judiciales;  o  mas  pro- 
seria  el  Congreso  en  cuya  representación  obra  V.  E.  i 
irle  cuenta  de  las  reclamaciones  que  hubiere  hecho. . . 
loNrr. — J.  Alejo  Vakn^iiela. — J.  Miguel  Barriga. — Alvaro 
— Alejandro  Re/es. ít 

ision  rechazó  el  reclamo. 


tro  caso,  tratándose  de  una  queja  elevada  por 
•T  de  un    reo,  la  Cámara,  en  sesión  de    i.°  de 
;  de  1877,  declaró  por  38  votos  contra  8,  su  in- 
cia  para  resolver  sobre  ella, 
e  el  autor  citado: 

sion  Conservadura  ito  es  un  Tribunal,  i  no  está  llamada 
acción  es  iiuranicnlc  Ínsp¿¿liihi  i  se  limita  a  dirijir  repre- 
al  Ejecutivo  en  los  casos  .ique  aluden  los  párrafos  i.° 
0.  Ln  (Comisión  JidMnina,  r¿pri:scnlj,  pero  no  resuelve 
;n  eslos  casos.  No  está,  por  consiguiente,  sujeta  a  las 
as  leyes  señalan  a  los  Tribunales  para  tramitar,  i  para 
Id  Comisión  un  cuerpo  político  iaspLdi"j,  que  procede 
orno  jurado,  se^un  el  leal  saber  i  entender  de  los  miem- 
lorman, 
ision  está  encargada  de   ejercer,   en  representación  del 
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Congreso  i  durante  su  receso,  la  supervijilancia  que  a  éste  compete 
sobre  todos  los  ramos  de  la  administración  pública,  es  claro  que 
no  seria  dable  atribuirle  facultades  de  que  careciera  el  Congreso 
mismo;  i,  como  éste  carece  de  la  facultad  de  ejercer  funciones  ju- 
diciales de  aquellas  que  el  art.  i68  atribuye  esclusivamente  a  los 
Tribunales  establecidos  por  la  lei,  es  evidente  que  la  Comisión  ca- 
rece a  forliori  de  la  de  injerirse  en  procesos  sometidos  al  conoci- 
miento i  decisión  de  la  justicia  ordinaria,  de  la  de  suspender  su 
curso,  de  la  de  avocárselos,  i  de  la  de  hacer  revivir  procesos  fene  • 
cidos. 

Mas  todavía. 

Para  mantener  la  separación  debida  entre  los  poderes  públicos, 
i  para  respetar  la  independencia  de  cada  uno  de  ellos,  dentro  de 
la  esfera  que  le  es  propia,  velando,  sin  embargo,  por  la  observan- 
cia de  la  Constitución  i  de  las  leyes,  i  prestando  protección  a  las 
garantías  individuales,  es  lójico  afirmar,  que  la  Comisión  no  debe 
interponer  su  acción  inspectiva,  sino  en  aquellos  casos  en  que,  tra- 
tándose de  infracciones  a  la  Constitución  o  a  las  leyes,  o  de  abusos, 
o  de  atentados  cometidos  contra  las  garantías  individuales,  no  bas- 
taren o  no  fueren  suficientemente  eficaces  o  espeditos,  para  hacer 
cesar  el  abuso,  si  éste  no  hubiere  cesado,  i  para  obtener,  en  todo 
caso,  el  castigo  del  culpable,  los  remedios  ordinarios  establecidos 
por  las  leyes;  en  aquellos  casos  en  que  se  tratare  de  hechos  cuya 
gravedad  fuera  tal,  atendida  su  naturaleza,  las  circunstancias  en 
que  tuvieron  lugar,  la  categoría  de  los  funcionarios  que  los  hubie- 
ren cometido,  o  las  trabas  establecidas  para  perseguir  la  respon- 
sabilidad de  éstos,  que  solo  podria  ser  eficaz  i  espedita  para  su 
represión,  la  intervención  directa  de  las  Cámaras  mismas  en  uso 
de  las  atribuciones  inspectivas  que  les  competen. 

Guiados  por  estas  consideraciones,  que  a  la  Comisión  misma  in- 
cumbe apreciar,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  que  pesa  sobre 
sus  miembros  ante  el  Congreso,  creimos,  en  1876,  que  tratándose 
del  decreto  espedido  por  el  Intendente  de  Valparaiso  el  17  de 
Abril  de  aquel  año — decreto  que  reputamos  inconstitucional  e 
ilegal — la  Comisión  debió  dirijir  una  representación  al  Presidente 
de  la  República,  ya  que  no  para  obtener  que  fuera  revocado,  pues- 
to que  sus  efectos  habrían  cesado,  a  lo  menos  para  evitar  la  repe- 
tición de  semejantes  atentados.  Las  circunstancias  en  que  ese  de- 
creto se  dictó;  la  gravedad  i  naturaleza  de  las  disposiciones  que 
contenia;  las  trabas  i  dificultades  con  que  los  directamente  ofendi- 
dos por  él  tenían  que  tropezar  para  perseguir  la  responsabilidad 
del  Intendente  autor  de  aquellas  medidas,  i  sujeto,  por  otra  parte, 
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la  acción  fiscaüzadorn  de  !:i  (primara  de  Diputados,  i  por  consi- 
lionte,  a  la  de  la  Cuinisiun,  im|iijrt,d'an  ra/.ones  que,  a  nuestro 
icio,  requerian  la  acción  direcla  de  la  Comisión. 
En  el  caso  de  abusos  de  inspectores  o  subdelegjdos,  consisten- 
s  en  el  servicio  compulsivo  de  patrullas,  impuesto  a  los  eiudada- 
js  no  concurrian  lales  circunstancias.  Aquellos  funcionarios, 
iterpretando  i  aplicando,  mal  sin  duda  alguna,  el  art.  166  de  la 
;i  de  Réjimen  Interior,  obedecían  a  una  práctica  contraria  a  la 
i,  pero  constantemente  observada  ontre  nosotros  durante  largos 
ios.  Las  leyes  no  los  rodean,  como  a  los  intendentes  i  goberna- 
jres,  de  garantías  que  traben  o  diliculten  la  acción  que  contra 
los  pudiera  interponerse  en  razón  de  tales  medidas.  Lejos  de 
io,  se  les  puede  acusaryjci/yiiu'/i;;  en  raüon  du  ellas,  ante  el  juez 
■trado  ordinario,  i  puede,  por  consiguiente,  obtener  pronta  repa- 
icion  del  abuso  por  el  mismo  ofendido  ante  los  tribunales  llama- 
os a  conocer  de  las  causas  criminales.  Por  estas  razones,  creemos 
ue  la  Comisión  obró  bien  al  no  a.lmilir  si¿¡u¡c^i^  .1  c.wínKn  los  cargos 
ue  con  este  motivo  se  formularon» 


Los  actos  en  que  ct  Presideule  do  I;i  llcpública  debe 
loccder,  de  acuertto  con  la  Comisión  Con  servidora, 
uando  el  Senado  so  hallare  en  receso,  son  los  siguientes: 

"A,  Provisión  de  los  empleos  o  ¡irados  de  Coroneles,  Capíta- 
es  de  navio  1  demás  oliciales  superiores  del  Ejército  i  .\rmada 
irt.  72,  núm.  9."}; 

B.  Destitución  de  jefes  de  oticinas  i  empk'ados  superiores  (ar- 
iculo  83,  núm.  in); 

C.  Permiso  para  que  el  Presidente  de  !a  República  pueda  man- 
iar  fuerzas  i  salir  dtl  pais  (artículo  S2,  núm.  i"})-// 


La  atribución  de  pedir  al  Presidente  de  la  República 
;onvoque  al  Congreso  a  sesiones  cstraordinarias,  cuan- 
lo  lo  exijieren,  a  juicio  de  la  Comisión  Conservadora, 
ircunstancias  estraordinarias  i  especiales,  no  nos  parc- 
e,  continúa  ti  señor  Iluneeus,  bastante  para  dar  a  dicha 
Comisión    toda  la  respetabilidad  i  prestijio    necesarios, 
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porque  el  Ejecutivo  podría  negarse  a  decretar  la  convo^ 
catoria.  i  porque,  aun  queriéndola,  el  Presidente  podria 
encontrarse  en  la  imposibilidad  de  llevarla  a  efecto,  si 
el  Consejo  de  Estado  le  negase  el  acuerdo  que,  para  tal 
medida,  exije  la  parte  5.'  del  art.  82. 

Creemos,  de  consiguiente,  que  el  inciso  4.*^  del  art.  58 
debe  ser  reemplazado  por  el  3.°  del  art.  92  de  la  Consti- 
tución de  1828,  que  confiere  a  la  Comisión  Permanente 
la  facultad  de  acordar  por  sí  sola,  en  caso  de  ser  insufi- 
cientes las  representaciones  que  hubiere  dirijido  al  Pre- 
sidente de  la  República,  la  convocación  del  Congreso  a 
sesiones  estraordinarias. 


Por  una  curiosa  i  estraña  coincidencia,  una  de  las  hi- 
pótesis sujeridns  por  el  señor  Huneeus,  i  el  deseo  patrió- 
tico emitido  por  él,  se  realizaban  en  el  año  1890. 

En  dicho  año,  el  Congreso  reformador  anadia  a  los 
incisos  del  art.  58,  bajo  el  número  4.%  la  disposici'on  si- 
guiente: 

^íConvocar  al  Congreso  n  sesiones  estraordinarias  cuando  lo  es- 
tmiare  convenieníe,  o  cuando  la  mayoría  de  ambas  Cámaras  lo  pi- 
diere por  escrito.» 

En  ese  mismo  año,  el  Presidente  Balmaceda  se  limi- 
taba a  dar  como  respuesta  a  Lns  notas  en  que  la  Comisión 
le  pedia  convocara  al  Congreso  para  dictar  las  leyes  de 
Presupuestos,  i  otras  de  carácter  constitucional,  estas 
lacónicas  frases: 

<(He  recibido  la  nota  de  V.  E.  de  tal  fecha./^ 

En  presencia  de  tal  conducta,  la  Comisión  Conserva- 
dora, i  vista  la  obstinación  del   Presidente  de  la  Repú- 
"  lica  i  su  Gabinete,  el  Diputado  don  Enrique  Mac-lver, 
espues   de  esponer  en  un   lato  i  elocuente  discurso  la 
ituacion  política,  pidió  que  la  misma  Comisión,  sin  mas 
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trámite,  decretara  la  convocatoria   del  Congreso  íntegro 
a  sesiones  estraordinarias. 

Esta  indicación  fué,  naturalmente,  combatida  por  los 
servidores  de  la  política  presidencial. 

El  Diputado  Bañados  Espinosa,  oponiéndose  a  que  la 
Comisión  diera  la  palabra  a  Diputados  i  Senadores  que 
no  fueran  miembros  de  ella,  sostuvo  que  «el  funciona- 
miento del  Congreso,  importarla,  en  esas  circunstancias, 
una  seria  inconstitucionalidad,  pu^s  arrebatarla  al  Presi 
dente  de  la  República  su  derecho  para  convocarlo.» 

Guando  la  Constitución,  decía,  «no  ha  querido  dar  al 
Congreso,  sino  solo  tres  meses  de  existencia  propia; 
cuando  fuera  de  ese  período  no  le  permite  reunirse  sino 
en  virtud  de  próroga  o  convocatoria  especial  decretada 
por  el  Presidente  de  la  República,  salvo  los  casos  de  es- 
cepcion  que  todos  conocen,  de  reforma  constitucional  i 
de  acusación  ¿con  qué  derecho  vendría  la  Comisión 
Conservadora  a  hacer  funcionar  de  hecho  al  Congreso, 
en  una  de  sus  funciones  principales,  como  es  la  delibe- 
rativa?» 

En  sesión  de  27  de  Octubre  de  1890,  el  Diputado  don 
Pedro  Montt,  refutando  las  observaciones  de  los  Dipu- 
tados ministeriales,  decia: 

«No  puede  decirse  que  en  la  facultad  de  convocar  está 

incluida  la  de  clausurar  las  sesiones.  Por  los  reglamentos  de  ambas 
Cámaras  se  confiere  a  cierto  número  de  sus  miembros  pedir  que  se 
convoque  a  la  Cámara  respectiva  a  celebrar  una  sesión  estraordi- 
naria.  Cinco  Senadores  pueden  pedir  sesión  del  Senado  i  veinti- 
trés Diputados  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados;  pero  una  vez 
reunido  el  Senado,  o  la  Cámara' de  Diputados,  ¿tendrían  derecho 
los  5  Senadores  o  los  23  Diputados  para  decir:  hasta  aquí  no  mas: 
damos  por  terminada  la  sesión;  el  derecho  con  que  hemos  pedido 
la  sesión  nos  dá  el  de  suspenderla  o  levantarla? 

Nadie  ^¡^^aria  caso  de  semejante  pretensión;  la  Cámara,  induda- 
blemente, seguiría  funcionando  hasta  que  diera  la  hora,  o  hasta 
que  adoptara  la  resolución  que  creyese  conveniente,  sin  tomar,  de 
ninguna  manera,  en  cuenta  la  voluntad  de  los  peticionarios. 
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Lo  mismo,  naturalmente,  pasa  con  la  facultad  del  Presidente  de 
la  República  para  convocar  a  sesiones  estraordinarias. 

En  jeneral,  los  actos  lejítimos  ejecutados  por  una  autoridad, 
cualquiera  que  ella  sea,  producen  efectos  legales  que  no  está  en 
manos  de  ella  destruir.  Por  ejemplo,  puede  el  Presidente  de  la  Re- 
pública nombrar  jueces  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  ¿podria 
decirse  por  eso  que  del  mismo  modo  puede  destruirlos? 

Es  claro  que  nó,  porque  es  cosa  mui  distinta. 

Otro  ejemplo:  el  Presidente  de  la  República  concede  un  indulto 
con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  ¿podria  por  otro  decreto  decir 
que  se  acabó  el  indulto? 

Si  después  de  indultada  la  pena  de  muerte  impuesta  a  un  indivi- 
duo, el  Presidente  de  la  República,  por  decreto  posterior  dijera 
que  revocaba  el  indulto  ¿habria  tribunal  que  mandara  fusilar  a  ese 
individual?  Evidentemente,  nó. 

El  indulto,  una  vez  concedido,  produce  efectos  legales  que  ya 

no  es  posible  borrar  o   destruir I,   no  existiendo   ninguna 

disposición  constitucional,  nada  que  lo  autorice  para  cerrar  el  Con- 
greso, es  claro  que  no  puede  hacerlo  legalmente. 

Se  preguntará  entonces  ¿quién  lo  clausura?  El  Congreso  mismo. 
Entra  en  ias  facultades  del  Congreso  cerrar  sus  sesiones,  lo  mismo 
que  la  de  nombrar  sus  empleados  internos,  etc.  Llega  Enero,  i  dice: 
no  celebro  sesiones  hasta  Junio,  a  menos  que  se  cite  espresamente 
por  el  Presidente  de  la  República,  o  por  el  número  de  Senadores 
o  de  Diputados  que  según  el  Reglamento  tiene  derecho  para  pedir 
sesión. 

La  clausura  podria  también  verificarse  por  ministerio  de  la  leí 
cuando  se  hubieran  despachado  todos  los  asuntos  que  habrían  mo- 
tivado la  convocatoria 

El  Congreso  tiene  dos  facultades  primordiales:  la  de  lejislar  i  la 
de  fiscalizar.  El  ejercicio  de  la  i.*  está  concretado  por  la  Constitu- 
ción a  un  plazo  temporal.  Pero  la  fiscalización  que  no  solo  se  le 
reconoce  como  derecho  sino  que  se  le  impone  como  deber,  puede 
i  debe  ser  ejercida  en  todo  tiempo  i  en  cualquier  momento.» 

El  orador  enumera  varios  casos  constitucionales  en 
que  el  Congreso  se  reúne  por  derecho  propio,  como  son 
para  recibir  el  juramento  del  Presidente  de  la  República- 
hacer  el  escrutinio  de  su  elección;  para  las  elecciones 
estraordinarias  de  este  último,   etc.,  i  agrega; 
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«La  Presidencia  de  la  República  no  pone  a  nadie  a  salvo  de  las 
debilidades  inherentes  a  la  naturaleza  humana.  El  Presidente  pue- 
de enfermarse  i  la  enfermedad  puede  privarle  el  uso  de  la  razón, 
de  modo  que  no  pueda  ejercer  ningún  acto  consciente,  hsto  ha 
sucedido  ea  In^^laterra  al  rei  Jorje  III,  i,  según  los  telegramas  que 
publican  los  diarios,  vuelve  a  acontecer  al  rei  de  Holanda.  No  es 
ésta  una  suposición  antojadiza  sino  un  hecho  que  puede  verificarse 
en  Chile,  i  que  ocurre  hoi  en  Holanda. 

La  Constitución  encarga  al  Congreso  el  resolver  si  el  impedi- 
mento que  priva  al  Presidente  del  ejercicio  de  sus  funciones  es 
temporal  o  indeíinido  i  absoluto,  para  que,  SL'gun  los  casos,  se  pro- 
ceda o  no  a  nueva  elección.  Hsta  función  del  Congreso  no  puede 
omitirse  cuando  llega  el  caso  desgraciado  a  que  ella  so  reíier;:*,  i  es 
que  se  paraliza  la  acción  administrativa  i  su  ejercicio  no  puede 
pender  del  Presidente  de  la  Kepiiblica,  porque  justamente  este 
funcionario  se  encuentra  en  la  imposibilidad  de  obrar  consciente- 
mente, i  esa  imposibilidad  es  la  que  ocasiona  la  intervención  del 
Congreso] 

Si  el  Presidente  de  la  República  se  imposibilita  para  gobernar,  a 
alguna  autoridad  ha  de  corresponder  declarar  el  heeho.  Ls  el  Con- 
greso quien  p  ira  ello  tiene  competencia,  según  el  núm.  ^.**  art.  27 
de  la  Constitución,  i.  como  he  dicho,  seria  imposii^tle  hubiera  en 
este  caso  convocatoria  del  Presidente  de  la  República 

No  puede,  pues,  sentarse  como  regla  absoluta  que  fuera  del  pe- 
ríodo de  sesiones  ordinarias  desde  el  i."  de  Junio  al  i."*  de  Setiem- 
bre, el  Congreso  no  puede  funcionar  sino  por  convocatoria  del 
Presidente  de  la  República.  De  las  tres  clases  de  funciones  que 
ejerce  el  Congreso,  a  saber,  lejislativas,  inspectivas  i  electorales  o 
administrativas,  solo  la  primera,  o  sean  las  lejislativas,  estíín  limi- 
tadas al  período  de  Junio  a  Setiembre;  i  para  que  se  ejerzan  en  otra 
época  debe  proceder  convocatoria  del  Presidente  de  la  República. 
El  ejercicio  de  las  facultades  inspectivas  es  permanente,  i  se  hace, 
o  por  el  C-ongreso  en  cuerpo,  cuando  está  reunido,  o  en  su  receso 
por  la  Comisión  Conservadora,  sin  necesidad  de  la  convocatoria 
del  Presidente  de  la  República,  i  con  independencia  absoluta  de 
este  funcionario.  I  para  el  desempeño  de  las  funciones  electorales 
o  administrativas,  el  Congreso  tampoco  necesita  convocatoria  del 
Presidente  de  la  República  i  se  reúne  cuando  es  necesario,  porque 
no  ha  menester  el  acuerdo  del  preiidente  p.ira  que  sus  resolucio- 
nes surtan  cumplido  efecto.» 
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Como  consecuencia  de  tales,  tan  autorizadas  i  respon- 
sables opiniones,  el  Senado  i  la  Cámara  de  Diputados 
reformaron,  por  lei  de  12  de  Diciembre  de  189 1,  el  nú- 
mero 4.''  del  art.  4^)  (53),  dejándolo  consignado  en  esta 
forma: 

'<Convoc'ir  al  Congreso  a  sesiones  estraordinarias  cuando  lo  es- 
timare conveniente,  o  cuando  Ja  mayoría  de  ambas  ("amaras  lo 
pidiere  por  escrito.» 

El  núm.  8.''  del  mismo  artículo  señala  el  deber  que 
pesa  sobre  la  Comisión  Conservadora  ^<dar  cuenta  al  Con- 
greso en  su  primera  reunión  de  las  medidas  que  hubiere 
tomado,  en  desempeño  de  su  cargo.» 

A  la  vez,  i  tratándose  de  su  responsabilidad,  declara 
que:  «la  Comisión  es  responsable  al  Congreso  de  su 
omisión  en  el  cumplimiento  de  los  deberes  que  los  inci- 
sos precedentes  le  imponen.// 


Para  hacer  efectiva  dicha  responsabilidad,  el  art.  29 
(38)  coloca  entre  his  atribuciones  esclusivns  de  la  Cámara 
de  Diputados,  la  de  acusar  «a  los  miembros  de  la  Comi- 
sión Conservadora  por  grave  omisión  en  el  cumplimien- 
to del  deber  que  les  impone  la  parte  2.*  del  art.  40.» 


CAPÍTULO  XXI 

r>o    la  vor-lílcacloii    clt*    pocli^i^o:^    1    diiiiisioix 
del  oai'íJ^o  ele  Jí>i!>uí atlos  1  Seiiacloi-os 

Determina  la  Constitución: 

«Art.  29  (38).  Son  atribuciones  esclusivas  de  la  Cama 
ra  de  Diputados:  i .'"  Calificar  las  elecciones  de  sus  miem- 
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bros:  conocer  sobre  los  reclamos  de  nulidad  que  ocurran 
•acerca  de  ellas,  i  admitir  su  dimisión^  si  los  motivos  en 
que  la  fundaren  fueren  de  tal  naturaleza  que  los  imposi- 
bilitaren física  o  moralmente  para  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. Para  caliQcar  los  motivos  deben  concurrir  las 
tres  cuartas  partes  de  los  Diputados  presentes. 

Art.  30  ^39).  Son  atribuciones  de  la  Cámara  de  Sena- 
dores: 

1/  Calificar  las  elecciones  de  sus  miembros;  conocer 
en  los  reclamos  de  nulidad  que  se  interpusieren  acerca 
de  ellas,  i  admitir  su  dimisión  si  los  motivos  en  que  la 
fundaren  fueren  de  tal  naturaleza  que  los  imposibilitaren 
física  o  moralmente  para  el  desempeño  de  esos  cargos. 
No  podrán  calificarse  los  motivos  sin  que  concurran  las 
tres  cuartas  partes  de  los  Senadores   presentes.» 


El  Reglamento  del  Senado  no  contiene  disposición 
alguna  especial  que  trate  de  la  manera  de  verificar  los 
poderes  de  sus  miembros. 


El  de  la  Cámara  de  Diputados,  modificando  en  su  tí- 
tulo i.°,  en  sesión  de  Enero  10  de  1885,  contiene  los 
preceptos  siguientes: 

«Art.  i.°  El  dia  15  de  Mayo  i  siguientes,  si  fuere  ne- 
cesario, del  año  en  que  deba  renovarse  la  Cámara,  se 
reunirán  en  la  Sala  de  las  sesiones  de  la  Cámara  de  Di- 
putados, a  la  una  de  la  tarde,  todos  los  ciudadanos  que 
hubieren  recibido  poderes  estendidos  en  la  forma  pres- 
crita en  el  art.  73  de  la  lei  de  elecciones,  que  acrediten 
su  representación  como  Diputados  propietarios  o  su- 
plentes. 


DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILENO  8 1 

Reunido  el  número  de  Diputados  propietarios  que  re- 
quiere el  art.  54  de  .la  Constitución,  se  leerá  por  el  Pro- 
Secretario  el  presente  título  del  Reglamento,  i  en  seguida 
se  procederá  a  nombrar,  a  pluralidad  de  votos  de  todos 
los  presentes,  sean  propietax'ios  o  suplentes,  un  Presi- 
dente i  un  Secretario. 

El  nombramiento  de  Presidente  deberá  recaer  en  un 
Diputado  presente  en  la  Sala. 

Art.  2.''  Luego  que  el  Presidente  electo  haya  tomado 
el  lugar  que  le  corresponde,  se  dará  cuenta  de  las  recla- 
maciones de  nulidad  que  hayan  sido  recibidas  en  la 
Secretaría  en  conformidad  a  lo  que  dispone  el  art.  96  de 
la  lei  de  elecciones. 

El  Presidente  distribuirá  las  reclamaciones  presentadas 
en  cuatro  grupos  iguales  en  número,  agregando  las  so- 
brantes al  último,  i  haciendo  las  agrupaciones  norte  a  sur 
en  el  orden  de  los  departamentos. 

Los  poderes  que  se  refieren  a  elecciones  no  objetadas 
constituirán  un  quinto  grupo. 

Art.  3.''  Formados  los  grupos,  el  Presidente  nombrará, 
de  entre  los  Diputados  propietarios  presentes,  un  número 
igual  de  comisiones,  compuestas  de  cinco  miembros 
cada  una. 

El  nombramiento  deberá  recaer,  si  fuere  posible,  en 
aquellos  cuyas  elecciones  no  estuvieren  objetadas,  i  si 
no  hubiere  número  suficiente  de  Diputados  propietarios, 
se  integrarán  las  comisiones  con  los  suplentes  de  aque- 
llos departamentos  cuyos  propietarios  no  estuvieren  pre- 
sentes. 

Se  dará  un  número  de  orden  a  las  comisiones  i  a  los 
grupos  de  poderes  i  se  designará  por  sorteo  el  grupo 
sobre  que  corresponda  informar  a  cada  Comisión. 

Art.  4.°  Las  comisiones  nombradas  deberán  oir  a  los 
interesados  que  lo  soliciten  i  despacharán  su  informe 
precisamente  para  la  primera  sesión  ordinaria,  compren- 

n-i3 
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él  todos  los  poderes  i  reclamaciones  que  les 
iido  remitidos. 

a  sesión  la  Cámara  se  pronunciará  en  primer 
ecto  de  ios  poderes  i  elecciones  que  no  hubie- 
bjetadas,  se  hará  el  sorteo  a  que  se  refiere  el 
del  art.  73  en  caso  de  empate,  i  se  procederá 
i  a  elejir  Presidente  i  demás  funcionarios  que 
3ste  Reglamento,  pudiendo  concurrir  en  la  vo- 
!  los  Diputados  cuya  elección  no  hubiere  sido 

tamente  se  procederá  en  la  misma  forma  al 
ento  de  los  Consejeros  de  Estado  que  corres- 
ignar. 

Los  poderes  que  se  presentaren  después  de  la 
paratoria  serán  examinados  por  la  Comisión 
si  no  hubiere  reclamación  de  nulidad  respecto 
ñon. 

ccion  estuviere  objetada,  serán  examinados 
nision  a  que  hubiere  correspondido  el  primer 
ilecciones  objetadas. 

Hasta  el  20  de  Junio  la  Cámara  celebrará  se- 
ias  en  los  dias  no  feriados,  de  dos  horas  por 
destinadas  a  la  calificación  de  las  elecciones 
i  las  cuales  hubiere  reclamación  de  nulidad 
de  las  que  hicieren  objeciones  por  cualquier 
antes  de  ser  aprobadas.  En  este  examen  se 
de  norte  a  sur  en  el  orden  de  los  departa- 
Si  el  20  de  Junio  no  se  hubiere  terminado  la 
1  de  todas  las  elecciones,  por  cualquier  motivo 
Presidente  citará  a  la  Cámara  a  sesión  dia- 
n  los  dias  no  feriados  desde  las  doce  del  dia 
3  termine  la  calificación  de  todas  las  elecciones, 
nes  se  destinarán  esclusivaraente  a  la  califica- 
elecciones, 
te  este  tiempo   fuere  necesario,   a  juicio    del 
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Presidente,  destinar  sesiones  para  el  despacho  de  otrc 
negocios,  éstas  tendrán  lugar  también  diariamente  d 
ocho  a  diez  de  la  noche,  con  escepcion  de  los  dias  ff 
riados. 

Art.  8."  Después  de  pronunciados  tres  discursos  soí 
teniendo  la  nulidad  de  una  elección  i  otros  tres  sostí 
niendo  su  legalidad,  deberá  declararse  cerrado  el  debal 
si  diez  o  mas  Diputados  lo  pidieren. 

Formulada  la  petición  para  cerrar  el  debate,  se  procí 
derá  a  votarla  sin  discusión  alguna.» 


ELECCIONES      REPETIDAS 

Dice  la  Leí  de  Elecciones; 

Art,  114  (104).  En  la  repetición  de  la  elección  funcionará  1 
misma  junta  electoral  que  hubiere  funcionado  en  la  elección  ani 
lada,  salvo  que  la  autoridad  que  hiciere  la  declaración  la  /undaí 
en  la  circunstancia  de  ser  nulo  el  nombramiento  de  la  misma  jui 
ta,  en  cuyo  caso  se  renovará  el  nombramiento  por  la  aulorid: 
que  corresponda  en  conformidad  a  esta  lei. 

El  escrutinio  se  repetirá  por  la  junta  correspondiente,  según  qi 
la  nulidad  sea  del  departamento,  o  una  o  varias  secciones  del  r 
jistro. 

Art.  115  (loj).  Cuando  se  declare  nula  una  elección,  se  proc 
derá  a  hacerla  de  nuevo  dentro  de  veinte  dias  contados  desde 
fecha  en  que  la  Cámara  participare  su  acuerdo  al  Presidente  de 
República,  si  la  nulidad  fuere  declarada  por  los  procedimicnti 
de  las  juntas  electorales  que  hubieren  funcionado  como  receptora 
^  Si  ía  nulidad  fuere  declarada  por  otras  circunstancias,  se  come 
zara  la  renovación  de  los  procedimientos  anulados  dentro  de  1 
diez  dias  siguientes  a  la  comunicación,  i  la  elección  se  practica 
en  la  fecha  que  señale  la  Cámara  respectiva  dentro  del  plazo  < 
cincuenta  dias. 

Art.  116  {106).  Si  se  reclamare  la  nulidad  de  la  elección  de  ele 
tores  de  Presidente  de  la  Repiiblica  o  de  la  que  hicieren  los  col 
jios  electorales  de  Presidente,  se  presentará  la  reclamación  al  ju 
letrado  del  departamento  respectivo  dentro  del  término  fatal 
seis  dias,  contados  desde  la  fecha  del  escrutinio  jeneral  del  depi 
lamento  o  de  la  reunión  del  colejio. 
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;  recibirá  la  información  que  se  le  ofreciere  para  i 
Ds  en  que  se  funde  la  reclamación.  También  recil 
iformacion  que  se  quisiere  rendir  para  impugnarlos, 
:  remitirá  las  reclamaciones  con  sus  antecedentes  al 
)  anticipación  necesaria  para  que  sea  recibida  ánt 
e  Agosto. 

17  (:07).  Habiendo  reclamaciones  recibidas  hasta  e 
id  de  algún  ciudadano  que  noticie  la  ctrcunstan 
le  no  haber  sido  remitidas  por  el  juez  respectivo,  e 
leí  Senado  citará  a  sesión  al  Congreso  jiara  el  ve' 
o,  a  las  doce  del  dia,  i  dictará  las  medidas  necesarii 
la  pronta  remisión  de  las  reclamaciones  que  no  hay^ 
s  por  el  juez  de  letras. 

las  las  Cámaras  con  el  quorum  requerido  para  celeb 
i  una  separadamente,  se  nombrará  por  sorteo,  de 
bros  presentes,  una  comisión  compuesta  de  un  S< 
utados  para  informar  sobre  las  reclamaciones  relal 
artamento,  o  a  cada  provincia,  cuando  la  nulidad  se 
eccion  practicada  por  los  colejios  electorales, 
omisiones  presentarán  su  informe  indefectiblemeot 
!  JO  de  Agosto. 

18  (io8).  En  la  sesión  del  30  de  Agosto  el  Congresí 
nio  i,  antes  de  verificar  la  proclamación,  proceder 
)cimiento  de  las  reclamaciones  de  nulidad, 
uyendo  los  votos  de  los  electores  o  colejios  obje 
iiempre  a  favor  de  algún  candidato,  en  votos  no  c 
ayoria  absoluta  del  total  de  los  que  hubieren  suft 
ública,  el  Congreso  procederá  a  hacer  la  proclamf 
nunciará  sobre  las  reclamaciones  de  nulidad. 

[9  (109).  Si,  escluidos  los  votos  objetados,  nohubie 
iluta  por  ningún  candidato,  el  Congreso  entrará  a 
clamaciones  de  nulidad. 

'irtud  de  las  resoluciones  que  pronunciare,  no  qi 
indidato  con  mayoría  absoluta  sobre  el  total  de  loí 
han  sufragado,  pero  quedare  válido  un  número  d( 
ñas  de  la  mitad  de!  total  de  los  que  deben  nombra 
spública,  el  Congreso  procederá,  conforme  al  art 
.  de  la  Constitución,  a  elejir  Presidente  entre  los  qi 
tenido  mayor  número  de    sufrajios  de  electores  hi 

0  (lio).  Pero,  si  en  virtud    de   las  nulidades  decía 

1  número  de  votos  válidos  reducido  o  menos  de  1{ 
iluta  sobre  el  total  de  los  electores  que  deben  elejii 
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procederá  a  la  nueva  elección  de  electores  en  los  departamentos 
en  que  hubiere  sido  anulada,  o  a  la  reunión  de  los  colejios  electo- 
rales que  hubieren  sido  anulados,  o  ambas  cosas,  en  conformidad 
a  lo  dispuesto  en  los  artículos  113,  114  i  115,  (103,  104  i  105). 

Art.  121  (i  I  i).  Ocho  dias  después  de  practicado  el  escrutinio  en 
la  elección  de  electores,  se  reunirán  los  colejios  electorales  de  las 
provincias  en  que  hubiere  habido  elecciones  anuladas  i  procederán 
a  la  elección  de  Presidente  de  la  República,  ajustando  sus  procedi- 
mientos a  lo  dispuesto  en  esta  lei  para  las  elecciones  jenerales  de 
Presidente. 

Cuando  solo  hubiere  sido  anulada  la   elección   de   electores   de 
uno  o  mas  departamentos,  pero  no  la  de  los  de  toda  una  provincia 
se  entenderán  convocados  para  la  nueva  elección  los  electores 
nuevamente  electos  i  los  que  pertenecian  a  los  otros  departamentos 
cuyas  elecciones  no  han  sido  anuladas. 

Art.  122  (na).  Si  las  declaraciones  de  nulidad  recayeren  sobre 
la  elección  hecha  por  los  colejios  electorales,  se  procederá  a  nuc 
vas  elecciones  por  los  colejios  cuyos  actos  hubieren  sido  anulados» 
a  los  diez  dias  siguientes  al  aviso  que  se  diere  al  Presidente  de  la 
República  de  la  declaración  de  nulidad. 

Art.  123  (113).  Q.uince  dias  después  del  de  la  reunión  de  los 
colejios  electorales  que  han  debido  proceder  a  nueva  elección,  se 
reunirá  el  Congreso  para  proceder  en  conformidad  a  lo  dispuesto 
en  el  artículo  ^8  i  siguientes  de  la  Constitución. 

Art.  124  (114).  Las  reclamaciones  de  nulidad  que  se  entablaren 
contra  la  elección  de  municipales  se  iniciarán  en  la  forma  prescri- 
ta en  la  Lei  de  Municipalidades. 

En  caso  de  declaración  de  nulidad,  la  nueva  elección  se  verificará 
en  el  plazo  i  forma  indicados  en  los  artículos  114  i  115  (104  i  105) 
de  esta  lei. 

Art.  135  i  (11^).  Los  funcionarios  encargados  de  la  formación  de 
la  lista  de  contribuyentes  que  omitieren  nombres  que  debieran 
figurar  en  las  listas,  que  no  hicieren  figurar  en  ellas  a  los  contribu- 
yentes con  las  cuotas  que  les  corresponden  i  en  el  orden  de  prece* 
dencia  debida,  o  que  no  hicieren  la  publicación  de  la  lista  de  con 
tribuyentes  en  los  plazos  fijados  por  la  lei,  perderán  el  puesto  que 
desempeñen  i  serán  penados  con  quinientos  pesos  de  multa. 

Si  de  cualquier  otro  modo  infrinjieren  alguna  de  las  disposicio- 
nes de  la  presente  lei,  sufrirán  la  pena  de  trescientos  pesos  de 
multa. 

En  la  pena  señalada  en  el  inciso  primero  incurrirá  el  juez  de  le-, 
tras  que  no  cumpliere  con  la  lei  en  lo  que  le  concierne. 
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Comentando  ei  señor  Huneeus  la  parte  referente  a  la 
calificación    de     poderes,    hace    las    observaciones    si- 


nciones  que  fluyen  de  la  lei,  de  la  necesidad,  de  la  ña- 
ma de  las  cosas.  Si  la  Cámara  no  hubiera  de  comenzar 
nes  por  la  calificación  de  los  poderes  de  sus  miembros, 
nstituiria?  I  obsérvese  que,  mientras  no  se  constituye, 
ede  llamarse  una  parte  de  la  Representación  Nacional, 
ien  lo  hacia  notar  don  Domingo  Arteaga  Alemparte  en 
Cámara  de  Diputados  de  8  de  Junio  de  1867.  Es  preci- 
1  lo  decia,  empezar  por  el  principio,  i  para  ello  no 
jramento  mas  adecuado  que  el  que  constantemente  se 
I,  de  hacer,  ante  todo,  la  calificación  de  tos  poderes  sin 
1  considerar  mas  tarde  el/omlo  mismo  de  la  elección,  si 
re  lugar. 

la  Cámara  por  elección  del  pueblo,  conforme  a  la  lei, 
le  los  presuntivamente  electos  reciben  una  copia  del 
ispectiva  junta  escrutadora  departamental,  copia  que 
credencial  o  poder  para  concurrir  a  las  sesiones  prepara- 
Cámara. 

te,  sin  embargo,  que  los  electos  no  pueden  ser  repula- 
•rdaderos  Diputados,  mientras  su  elección  no  haya  sido 
■>r  la  Cámara,  ya  que  es  posible  que  dicha  elección  haya 
viciosa.  I  como  todos  los  presuntos  miembros  de  la 
;ncuentran  en  idéntico  caso,  resultaría  que  no  habia 
)le  de  hacer  la  calificación  de  una  manera  seria  i  for- 
e  arbitrara  algún  espediente  para  consliluir  a  la  Cámara 
e  luego. 

itema  de  principiar  por  el  examen  de  los  poderes,  sin 
!  la  calificación  posterior  de  las  elecciones,  cuando  ésta 
a  objeciones,  se  salva  todo  inconveniente  i  se  llega  al 
e  constiliiir  la  Cámara  con  celeridad. 
on  preparatoria  que  la  Cámara  de  Diputados  celebra 
yo  (hoi  el  15)  con  posterioridad  a  la  elección  de  sus 
mbros,  se  designa  una  comisión  de  cinco  de  éstos  con 

objeto  de  «cxjmiitjr  los  poderes  de  los  electos,  i  de  pre- 
ecto  a  ellos,  los  correspondientes  informes  a  la  Cámara 
:ra  sesión  ordinaria.» 

ision  se  limita  solo  a  examinar  la  forma  esterna  de  los 
to  es,  si  están  realmente  conformes  con  el  resultado 
la  junta  escrutadora  jeneral,  i  con  él  los  escrutinios 
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parciales  de  cada  junta  receptora,  si  vienen  firmados  por  autori 
dad  competente;  i  en  suma,  si  del  mismo  poder  no  aparecen  vicio 
o  defectos  que  lo  hagan  insuficiente  para  que,  quien  lo  present 
sea  admitido  a  funcionar,  aunque  sea  provisionalmente,  comí 
miembro  electo  de  la  Cámara.  Esta,  al  aceptar  como  suficiente  ui 
poder,  no  hace  otra  cosa  que  pronunciarse  acerca  de  su  form; 
esterna  i  aparente,  i,  reservándose  la  facultad  de  decidir  acere: 
del  fondo  mismo  de  la  elección,  no  confiere  al  Diputado  cuyo  e 
el  poder,  sino  una  representación  condicional,  que  se  conviert 
en  definitiva  i  estable,  si  la  elección  misma,  como  sucede  en  V 
gran  mayoría  de  los  casos,  no  es  objetada  por  miembro  alguno  d' 
la  Cámara,  ni  impugnada  como  mala,  por  ningún  ciudadano  den 
tro  del  término  fijado  por  la  lei. 

Si  el  poder  no  estuviere  en  orden,  porque  no  emana  de  autori 
dad  competente;  porque  el  resultado  del  escrutinio  aparece  falsea 
do  en  él  mismo;  porque  contiene  borraduras  i  raspaduras,  ofalsi 
ficaciones,  o  por  otro  motivo  cualquiera  que,  resultando  de  s' 
misma  inspección  lo  haga  indigno  de  fe,  la  Cámara  no  lo  acepta 
i,  mientras  llega  el  momento  de  pronur.ciarse  acerca  delaeleccioi 
misma,  no  es  admitido  a  funcionar  como  Diputado  quien  lo  pre 
sentó. 

Aprobados  tantos  poderes  cuantos  fueren  menester  a  lo  méno 
para  que  haya  quorum,  en  la  forma  sumaria  i  espedita  que  acabamo 
de  indicar,  la  Cámara  queda  ya  en  aptitud  de  pronunciarse  acere 
de  los  poderes  que  no  consideró  admisibles  prima  facie,  resolviend 
las  cuestiones  de  fondo  que  se  relacionan  con  la  elección,  entrand 
a  la  cahficacion  de  ésta,  i  fallando  los  reclamos  de  nulidad  pendienles. 

Si  la  calificación  rfe/porfer  como  lo  hemos  dicho,  conforme  a  I 
práctica  invariablemente  observada  por  la  Cámara  de  Diputados,  e 
algo  que  en  nada  menoscaba  el  ejercicio  de  las  atribuciones  cons 
titucionales  de  ésta  para  calificar  la  elección,  es  claro  que,  cuand 
un  poder  es  calificado  de  suficiente  no  queda  resuelto  que  la  eUccio 
es  correcta  i  válida.  I,  al  revés,  cuando  se  califica  una  elección  com 
ilegal,  cuando  es  declarada  nula,  el  poder  cae  por  tierra  cesand 
la  representación  de  quien  lo  exhibió. 

Calificar  una  elección,  es  ejercer  cuantas  atribuciones  fueren  necí 
sarias  para  depurarla  de  los  vicios  de  que  adoleció  i  para  restabh 
cer  la  verdad  del  sufrajio,  alterada  por  cualquier  motivo.  Así,  : 
ejecutar  aquella  facultad,  puede  la  Cámara  rectificar  escrutinio; 
puede  ordenar  que  se  le  remitan  las  actas  parciales  para  verificarle 
cuando  se  hubiere  negado  a  hacerlo  la  autoridad  establecida  po 
'  la  lei;  puede  anular  de  oricio,  o  fin  petición  it  persona  estraHa  1 
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I  que  califica;  puede,  en  fin,  si  acepta  la  elección  como  vá- 
■rejírla  de  los  defectos  con  que  se  la  hubiere  falseado,  para 
le  su  resultado  favorezca  a  quien  fué  el  verdadero  elejido 
dIo,  i  para  evitar  que  usurpe  la  representación  de  éste  quien 
e  de  título  para  asumirla» 


ícritof  cita,  en  apoyo  de  su  doctrina,  varios  casos 
la  Cámara  en  1864  i  1867,  ha  declarado  de  por  sí  i 
to  una  elección  a  pesar  de  la  inexistencia  de  recla- 
irticulares  en  contra  de  ella.  En  1867  i  1870  obser- 
al  criterio, 
cluye  repitiendo: 

parece  que  lo  dicho  basta  manifestar  que,  cal¡fi:cir  poderes, 
distinta  cosa  de  caUjiCíir  elecciones.  Esto  último  lo  compren- 
;  es  el  jénero  respecto  de  la  especie,  si  nos  es  permitido 
■nos  asi.  Cuando  se  califica  una  elección,  la  Cámara  la  de- 
lida  o  nula  en  definitiva,  aunque  no  hubiera  habido  reclamo. 
éste  se  entablare  en  forma,  debe  precederse  coii(orme  a 
lesfo  en  la  lei  de  elecciones.  Por  lo  demás,  la  práctica  cons- 
;  nuestras  Cámaras  ha  resuelto  ya  uniformemente  la  cues- 
í  ha  motivado  las  observaciones  precedentes,  en  el  sentido 
amos  indicado,  único  conveniente,  razonable  i  posible, 
robacion  de  los  poderes,  lo  repelimos  para  concluir,  no  es  ■ 
)s  reclamos  de  nulidad  pendientes,  ni  los  que  pudieran  eu- 
dentro  del  término  señalado  por  la  lei,  ni  estorba  h  cali- 
posterior  de  la  elección  misma,  si  fuere  necesaria.  Aquella 
on,  meramente  provisional,  nada  prejuzga  acerca  del  fondo 
jccion,  i  por  eso  los  poderes  se  aprueban  siempre,  sin  per- 
reclamos  cíe  nulidad.  Así  lo  resolvió  la  Cámara  de  Diputados 
votos  contra  3  en  sesión  de  Junio  8  de  1849  i  así  lo  ha 
3  constantemente  en  todos  los  períodos  legislativos  en  que 
iscitado  la  cuestión.  Esta  puede,  por  lo  tanto,  considerarse 
ísuclla  definitivamete  por  nuestras  prácticas  parlamentarias, 
ilaiamente  establecidas  que  hacen  inútil  mayor  digresión.» 


^'rancia,  el  examen  de  los  poderes  de  Senadores  i 
,dos  está  sujeto  a  mui  semejantes  preceptos. 
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Es,  dice  un  tratadista,  regla  constante  que  antes  de  ser 
discutidos  en  sesión  pública,  los  poderes  lo  sean  en  las 
comisiones. 

Estas  deben  examinar  e  informar  desde  luego,  i  sepa- 
radamente, las  elecciones  no  objetadas.  Cuando  las  co- 
misiones abordan  el  examen  de  las  elecciones  objetadas, 
es  de  práctica  que  se  dé  aviso  al  candidato  proclamado, 
i  a  su  contrincante,  con  el  objeto  de  que  uno  i  otro  pue- 
dan aducir  sus  observaciones. 

La  comisión  que  necesita  ilustrarse  respecto  de  la 
legalidad  de  una  elección,  puede,  ademas,  pedir  a  la  jus- 
ticia los  documentos  i  piezas  necesarias. 


CAPITULO   XXII 

I>e  la  vei'lílcaolon.  do  podei'os  oix  sesión 

piil>lica 

La  Cámara  no  delibera  sobre  una  elección  sino  des- 
pués del  informe  de  la  comisión.  Este  informe  debe  ser 
por  escrito,  pero  en  la  Cámara  de  Diputados  los  infor- 
mes no  son,  por  lo  jeneral,  ni  impresos,  ni  distribuidos 
aparte,  como  los  proyectos  de  lei. 

En  materia  de  verificación  de  poderes,  la  Cámara  es 
un  jurado  soberano;  <'cuando  en  su  alma,  cree,  indepen- 
dientemente de  toda  especie  áe  prueba  Judicial^  que  una 
elección  ha  sido  alcanzada  por  medios  que  la  moral  re- 
prueba, pronuncia  la  nulidad,  sin  necesidad  de  someter 
su  fallo  a  una  investigación  previa  de  la  justicia. 

La  investigación,  cuando  es  reclamada  por  un  Diputa- 
do, goza  de  prioridad  sobre  las  conclusiones  de  la  co- 
misión. 

El  rechazo  del  fallo  de  la  comisión  que  admitia  la  vali- 
dez, importa  de  pleno  derecho  la  invalidación,  a  menos 
que  no  haya  reclamos;  en  este  caso  se  abre  de  nuevo  el 
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Cámara  puede  ser  llamada  a  pronunciarse 
e  sobre  la  cuestión  de  la  invalidación, 
ras  pueden,  i  se  ve  frecuentemente,  espresar 
mes  su  censura  sobre  todo  lo  que  afecte  a  la 
e  una  elección,  i  enviar  el  espediente  a  los 
!  Justicia  i  del  Interior  para  que  tomen  las 
.venientes. 


CAPITULO  XXIII 

inves tlsaoton.es  paT>laiineiitar>las 

i  investigaciones  parlamentarias  aquellas  a 
ede  una  asamblea  por  si  misma,  i  por  medio 
s  que  ha  designado  con  un  mandato  deter- 
as  investigaciones  pueden  ordenarse  respec- 
;  cuestiones  que  interesan  al  pais.  El  derecho 
da  Cámara  de  proceder  libremente  a  ellas, 
;ralmente  escrito  en  la  Constitución,  pero 
nente  de  los  poderes  jenerales  atribuidos  a 
tantes  de  la  Nación. 

e  de  actos  del  Poder  Ejecutivo,  el  derecho 
cion  encuentra  su  oríjen  en  los  testos  que 
a  responsabilidad  ministerial. 
)rme  presentado  el  lo  de  Abril  de  1832,  a 
francesas,  en  nombre  de  la  comisión  inves- 
re  el  déficit  Kesner,  Mr.  Martin,  resumía 
:a  siguiente  los  derechos  de  la  Cámara,  en 
nvestigaciones: 

;  el  derecho  de  contradecir  el  derecho  de  insvestiga- 
mara  ha  ejercido:  reconociendo  ese  derecho,  ella 
ni  en  la  administración,  ni  en  la  acción  de  los  tribu- 
ministerio  la  tarea  de  tomar  las  medidas  que  pueden 
ponsa  bilí  liad,  i  no  perturba  a  ¡a  justicia  en  el  cum- 
ieber  t^ue  la  leí  le  impone  de  castigar  3  los  culpables, 
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pero  ella  conduce  a  su  barra,  lleva  al  conocimiento  del  pais,  marca  con 
una  terrible  reprobación,  los  abusos,  los  desórdenes,  las  prevaricaciones, 
i  fuerte,  con  esa  autoridad  que  le  dá  el  mandato  que  la  ha  estable- 
cido, su  voz  debe  ser  escuchada;  el  futuro  no  puede  dejar  de  apro- 
vechar las  lecciones  del  pasado.  Ese  precedente  debemos  consta- 
tarlo, es  bueno  que  sea  recojido  con  cuidado  en  nuestros  fastos 
parlamentarios;  es  necesario  hacer  penetrar  bien  esta  verdad  que 
los  derechos  i  los  deberes  del  Congreso  no  se  limitan  a  estudiar  los  deseos 
i  las  necesidades  del  pais  i  a  darle  leyes  o  fijar  sus  impuestos;  es  preciso 
que  se  sepa  también  que  un  desorden  grave  no  puede  señalar  un  vicio  en 
la  administración,  sin  que  la  Representación  Nacional  se  inquiete,  adelante 
una  mirada  escrutadora  sobre  las  causas  del  mal,  i  revele  el  resultado  de 
sus  investigaciones,  fueren  como  fueren  sus  consecuencias.:!^ 


En  Francia,  desde  1832,  han  tenido  lugar  numerosas 
investigaciones,  sea  en  materias  administrativas,  sea 
sobre  los  actos  del  Gobierno,  sobre  la  situación  de  la 
agricultura,  del  comercio  o  de  la  industria.  Las  principa- 
les investigaciones  hechas  por  las  Cámaras  han  sido:  en 
1832,  sobre  el  déficit  Kesner;en  1835,  sobre  los  tabacos; 
en  1848,  sobre  los  acontecimientos  de  Junio;  en  1849, 
sobre  los  servicios  de  la  marina;  en  1850,  sobre  el  réji- 
men  de  los  vinos,  i  la  organización  de  los  carniceros; 
en  185 1,  sobre  Jas  sales;  en  1870,  sobre  el  réjimen  eco- 
nómico i  la  marina  mercante;  de  1874  a  1875,  sobre 
los  actos  del  Gobierno  de  la  Defensa  Nacional;  sobre  la 
insurrección  del  18  de  Marzo;  sobre  los  mercados;  sobre 
la  organización  del  ejército;  sobre  el  réjimen  délos  es- 
tablecimientos penitenciarios;  sobre  la  organización  de 
los  servicios  administrativos;  sobre  la  asistencia  pública; 
sobre  los  ferrocarriles  i  las  vías  de  navegación;  sóbrelos 
tabacos;  sobre  la  situación  de  las  clases  obreras;  sobre 
las  hulleras;  en  el  Senado,  desde  1876  a  1878,  sobre  los 
ferrocarriles  i  los  sufrimientos  del  comercio;  en  1886, 
sobi'e  el  consumo  del  alcohol;  de  1886  a  1888,  sobre  el 

oríjen,  calidad  i  precios  de  suministros  militares;  en 
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sobre  la  organización  de  los  servicios  de  la  Aljería; 

Cámara  de  Diputados,  en  1877,  sobre  el  réjimen  de 
rrocarriles;  en  1879,  sobre  el  de  los  establecimien- 
snitenciarios  de  la  Nueva  Caledonia;  en  1880  i  i88t , 

los  actos  del  jeneral  de  Cysey,  antiguo  Ministro 
Guana;  en  1884,  sobre  la  crisis  industrial;  de  1887 
9,  sobre  los  hechos  relativos  a  la  admisión  que 
n  ser  acreedores  a  censura  o  represión;  en  1890, 
las  causas  de  la  esplosion  del  fuego  grison;  en 

sobre  los  asuntos  de  Panamá. 

Chile  ha  sucedido  igual  cosa.  Importantísimas 
iones  se  han  estudiado  de  esa  manera,  siendo  el 
1  de  importantes  e  infinitas  leyes. 


ando  se  trata  de  actos  del  Poder  Ejecutivo,  el  dere- 
ie  investigación  encuentra  su  justificación  en  los 
i  que  establecen  la  responsabilidad  ministerial, 
ando  se  trata  de  operaciones  electorales,  fluye  natu- 
inte  de  la  autoridad  soberana  de  que  el  Congreso 
illa  investido  para  la  verificación  de  sus  poderes, 
o  que  él  es  el  único  juez  de  la  elejibilidad  de  sus 
ibros,  i  de  la  validez  de  su  elección,  es  indispensa- 
ue  tenga  los  medios  de  buscar  por  st  mismo  la  ver- 
le los  hechos  articulados  en  las  protestas  someti- 
su  examen. 


Constitución  belga  determina  en  su  art.  40  que 
Cámara  tiene  el  derecho  de  investigación,  i  la  lei 
ayo  3  de  1880  añade:  «cada  Cámara  ejerce  esedere- 
por  si  misma  o  por  una  comisión  formada  en  su 


art.  90  de  la  Conítitucion  de  los  Paises  Bajos 
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decide  que  la  segunda  Cámara,  es  decir,  la  que  represen- 
ta el  mayor  número  de  electores,  tendrá  solo  el  derecho 
de  investigación. 


La  Constitución  chilena  no  consigna  disposición  lite- 
ral alguna  a  este  respecto. 

Pero,  en  cambio,  los  anales  del  Parlamento  rejistran 
numerosos  casos  prácticos  en  que  ese  derecho  ha  tenido 
su  ejercicio,  i  algunas  veces  también  su  sanción. 

Sin  ir  mui  allá,  como]  lo  recuerda  el  señor  Hunecus, 
en  sesión  de  21  de  Noviembre  de  1863,  la  Cámara  de 
Diputados  nombró  una  comisión  especial,  formada  de 
los  Diputados  J.  E.  Vergara,  Ambrosio  Montti  Santiago 
Prado,  para  ilustrar  su  juicio,  relativamente  a  las  facul- 
tades de  investigación. 

Dicha  comisión,  informando  en  sesión  de  5  de  Diciem- 
bre del  mismo  año,  decia,  entre  otras  cosas,  lo  siguiente: 

«¿Tiene  la  Cámara,  o  mas  propiamente  hablando,  el  Congreso, 
la  facultad  de  nombrar  comisiones  investigadoras  que  puedan,  por 
derecho  propio  i  sin  ausilio  de  una  autoridad  estraña,  poner  manos 
en  los  archivos  i  rejistros  electorales,  penetrar  en  las  oficinas  ad- 
ministrativas, i  tomar,  en  suma,  todas  las  medidas  conducentes  al 
esclarecimiento  de  los  hechos  que  se  procura  conocer? 

La  comisión  entra,  no  sin  repugnancia,  en  el  examen  de  estas 
diversas  proposiciones.  La  sola  duda,  aun  leve,  supone  el  desco- 
nocimiento de  nuestro  sistema  de  gobierno,  i  el  error  verdadera- 
mente grave,  de  que  el  ejecutivo  pueda  tener  una  posición  consti- 
tucional inviolable,  i  a  cubierto  de  toda  tentativa  de  pesquisa.  No 
es  ésto  lo  que  ha  querido  la  Constitución  vijente,  ni  otra  alguna 
de  las  que  han  rejido  la  República.  El  Poder  Ejecutivo,  que  por 
su  naturaleza^'conceiitra  en  su  mano  la  enerjía  natural  de  la  sociedad 
disponiendo  de  los  favores,  de  los  empleos,  de  la  fuerza  de  todos 
los  medios  de  premio  i  de  conminación,  necesariamente  ha  de 
estar  equilibrado,  a  menos  de  crearse  un  despotismo  monstruoso, 
por  el  poder  del  Congreso  o  Asamblea  del  pueblo,  que  por  su  na- 
turaleza representa  la  enerjía  moral,  la  opinión,  la  conciencia  pú* 
blica. 
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mitar  las  facultades  de  una  Asamblea  a  la  sola  formación  de 
íyes,  es  lo  mismo  que  limitar  la  acción  ejecutiva  a  la  sola  íir- 
le  títulos  i  diplomas.  Nada  mas  absurdo.  El  Congreso  es  el 
ya  perpetuo  del  pueblo,  encargado  de  vijilar,  no  con  el  arma 
azo,  sino  con  la  Constitución  en  la  mano,  la  conducta  del 
utivo,  que,  por  la  condición  de  los  Poderes  activos,  tiende  al 
nche  ilimitado  de  su  inñuencia,  a  la  absorción  i  al  dominio  de 
.  Un  Congreso  meramente  lejislativo  seria  idéntico  al  Cuerpo 
;lativo  del  primer  Imperio  francés;  asamblea  nula,  sin  vitalidad 
ovimiento  en  la  enerjfa  de  la  palabra,  del  pensamiento  i  déla 
liencia,  triple  poder  que  crea  la  lei,  verdadera  espresion  de  la 
ntad  nacional.  ¿Es  ésta,  por  ventura,  la  situación  que  en  Chile, 
iblica  popular  representativa,  se  ha  dejado  a  los  mandatarios 
i  Nación,  constituidos  en  Congreso?  En  verdad  que  mas  val- 
cerrar  la  sala  de  sesiones  i  poner  a  la  puerta  el  sarcasmo  que 
Tiwell  hizo  escribir  en  el  pórtico  de  Westminster,  el  Palacio 
Parlamento:  ¡Esta  casase  alquila/  Era  ya  inütil   para  un  destino 

noble! 

ai  una  serie  de  actos  del  Congreso,  emanados  de  la  Constitu- 
,  sin  embargo,  que  suponen  el  examen  i  conocimiento  de 
tos  dados,  i  que,  por  consiguiente,  se  hallan  fuera  del  dominio 

i  Lejislacion 

....  No  será  necesario  torturar  nuestra  Carta  Fundamental 
llegar  a  la  conclusión  de  que  ha  encargado  al  Congreso  en 
unto,  i  a  cada  una  de  las  Cámaras,  funciones  judiciales  i  ad- 
strativas,  al  frente  de  las  cuales  se  hallan  las  facultades  de 
stigacion  i  de  pesquisa.  Desde  el  Reglamento  constitucional  de 
,  punto  de  partida  de  nuestro  Derecho  Público,  hasta  la  Cons- 
lion  de  1833,  todas  nuestras  Cartas  Fundamentales,  sin  escep- 
de  una  sola,  han  reservado  al  Congreso  un  poder  enérjico  de 

on  i  vijilancia  en  la  administración  ejecutiva  del  Estado 

precedentes  i  prácticas  parlamentarias  deben  guiarnos  en  la 

ijencia  i  ejercicio  de  la  facultad  de  investigar 

i  la  sesión  35  ordinaria  de  1858  la  Cámara  de  Diputados  acord<S 
brar,  a  propuesta  del  señor  don  Antonio  Varas,  una  comisión 
inco  miembros  para  que  «investigase  la  administración  del  fe- 
arril  entre  Santiago  i  Valparaiso.» 

....  El  Presidente  de  la  República  no  observó  ni  contradijo 
jmbraraiento  i  objeto  de  la  Comisión  i,  por  el  contrario,  dio 
:n  de  facilitar  a  los  Diputados  el  conocimiento  de  h)s  datos, 
19,  cuentas  i  demás  piezas  conducentes  al  esclarecimiento  de 
lechos  denunciados. 
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No  cuento,  dice  un  publicista   francés  (Helio),  entre 

las  invasiones  a]  Poder  Ejecutivo,  la  investigación  que  puede  or- 
denar una  Cámara  con  el  objeto  de  esclarecer  un  asunto  de  su  de- 
liberación. El  derecho  de  investigación  es  inherente  a  todo  poder 
que  delibera,  vota,  decide,  i  al  cual  importa  conocer  la  verdad. 

Como  ejemplo  dá  el  publicista  la  investigación  ordenada 

por  la  Cámara  de  Diputados  de  Francia,  durante  el  reinado  de  Luis 
Felipe,  con  motivo  de  la  lei  de  tabacos,  i  la  de  verificación  de  los 
poderes  de  sus  miembros, 

El  poder  de  acusar  e  investigar,  dice  el  juez  Story,  Comentador 
de  la  Constitución  de  Estados  Unidos,  «debe  entenderse  como 
.  una  manera  de  pesquisar  la  conducta  de  los  funcionarios  públicos.» 

La  comisión  cita  en  seguida  algunos  importantes  casos 
prácticos  de  investigaciones  decretadas  por  la  Cámara 
de  los  Comunes  en  Inglaterra,  i  por  la  de  representantes 
en  Estados  Unidos;  i  fúndase,  entre  otras  consideraciones, 
en  que  «es  un  principio  fundamental  de  la  Constitución, 
el  derecho  del  Congreso,  i  de  cada  una  de  las  Cámaras, 
de  vijüar  la  observancia  de  la  lei,  investigar  la  conducta 
de  los  funcionarios  públicos  i  tomar  todas  las  providen- 
cias conducentes  al  esclarecimiento  sometido  a  su  deli- 
beración, principio  consagrado  i  establecido  espresamen- 
te  en  las  Constituciones  de  i8i3  i  1818;  de  Octubre  i 
Diciembre  de  1823,  de  1828  i  1833»,  i  en  que  «el  derecho 
de  investigar,  establecido  por  la  Constitución,  hace  nece- 
sario i  lejítimo  el  empleo  de  los  procedimientos  que 
hagan  efectivo  i  posible  su  ejercicio»,  i  termina  propo- 
niendo a  la  Cámara  que  la  comisión  nombrada  anterior- 
mente se  trasladara  de  nuevo  a  Petorca  con  el  objeto  de 
indagar  los  abusos  cometidos  por  el  gobernador,  o  cual- 
quiera otra  persona  con  la  mira  de  cohartar,  violentar  o 
restrinjirel  derecho  de  sufrajio,  debiendo  proceder  dicha 
comisión,  en  nombre  i  como  delegado  de  los  poderes 
constitucionales  de  la  Cámara,  a  la  investigación  de  los 
hechos  denunciados,  tomando  al  efecto  todas  las  provi- 
dencias i  medios  de  investigación  que  juzgare  conve- 
niente.»   - 


DERECHO   PARLAMENTARIO     CMILSNO 


El  informe  que  dejamos  trascrito  fué  aprobado  por  la 
Cámara  en  la  misma  sesión  del  5  de  Diciembre,  en  que 
de  él  se  dio  cuenta,  i  sin  discusión  alguna  pof  35  votos 
contra  dos. 


En  1864  se  nombró  otra  comisión  para  investigar  los 
asuntos  electorales  de  la  provincia  de  San  Fernando,  i 
cumplió  su  cometido  sin  dificultad  alguna. 

En  1890  se  repitió  el  nombramiento  de  comisiones  in- 
vestigadoras por  la  Comisión  Conservadora,  en  sesión 
de  Noviembre  de  ese  año, . . .  pero  entonces  las  situa- 
ciones eran  distintas  de  la  de  1858  i,  en  el  informe  de  la 
comisión  investigadora,  pasado  a  la  Conservadora,  con 
fecha  de  Diciembre  5  de  1890,  los  miembros  de  dicha 
comisión  espresaban  al  final  lo  siguiente: 

«La  comisión  cree  oportuno  llamar  la  atención  tificia  el  hecho 
repetido  en  los  departamentos  que  ha  visitado,  de  que  todas  las 
autoridades  administrativas  se  han  esforzado  en  impedir  los  medios 
de  esclarecimiento,  faltando  a  los  deberes  de  cortesía  en  algunas 
ocasiones,  i  desconociendo  en  otras,  la  autoridad  de  que  la  comisión 
iba  investida,  circunstancia,  esta  última,  digna  de  tomarse  en  cuen- 
ta, desde  pue  el  encargo  que  iba  a  desempeñar,  emanaba  de  un 
mandato  del  Congreso  Nacional.» 


Tal  era  la  manera  como  el  Ejecutivo  de  aquella  época 
cumplía  con  el  juramento  solemne  de  respetar  la  Cans- 
titucion  i  las  leyes!  Pero  felizmente  eso  terminó,  i  es  de 
creer  que  ese  término  sea  absoluto  i  definitivo! 


CAPITULO  XXIV 

Do  los  metilo»  do  ordoiiai*  la  iiivostleaolon 

En  los  paises  en  que  el  derecho  de  investigación  sa 
encuentra  literalmente   inscrito  en  la  Constitución,  se 
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encuentran  también  determinadas  las  formalidades  para 
ponerlo  en  ejercicio. 

Se  ha  dicho  ya  que  en  Francia,  como  en  Chile,  no  su- 
cede otro  tanto. 

En  aquella  nación,  las  investigaciones  sobre  actos  gu- 
bernativos o  sobre  cuestiones  administrativas,  han  sido 
ordenadas  por  medio  de  simples  acuerdos  dispensados 
de  la  promulgación.  Otras  veces  por  la  simple  vía  de  una 
orden  del  dia  motivada,  i  con  considerandos. 

En  materia  electoral,  la  Cámara  no  está  obligada  a 
enviar  a  una  comisión  las  peticiones  de  investigación. 
Ese  punto  fué  decidido  en  la  primera  investigación, 
durante  las  Cámaras  de  1842  i  confirmado  en  las  de  1848, 
i  sucesivas. 

En  Chile,  la  práctica  establecida  es  que  la  Cámara  ia^ 
vestigadora,  después  de  su  resolución,  la  comunique  por 
oficio  a  la  otra  Cámara  i  al  Presidente  de  la  República. 
Es  un  punto  decidido  por  el  Reglamento  que  la  comí- 
sion,  como  la  Cámara,  |)uede  llamar  a  declarar  a  los  tes- 
tigos que  estime  necesarios,  incluso  los  funcionarios  de 
cualquiera  jerarquía. 

En  1877  i  durante  Ja  investigación  jeneral  sobre  las 
elecciones,  en  Francia,  se  dirijieron  por  el  Gabinete 
algunas  circulares  a  funcionarios  indicándoles  la  manera 
cómo  debían  responder  a  las  indagaciones  de  los  comi- 
sionados. En  esas  circulares  el  Gabinete  reconocía  que 
una  comisión  investigadora /'¿/^¿/^  dirijirse  a  funcionarios, 
colocados  bajo  las  órdenes  de  los  Procuradores  Jenera- 
les,  i  pedirles  la  revelación  de  hechos  que  conocen,  ola 
comunicación  de  los  documentos  judiciales  que  les  han 
sido  confiados;  que  los  funcionarios  están  autorizados 
de  una  manera  jeneral  a  ponerse  en  comunicación  con 
los  miembros  de  la  comisión,  i  a  suministrarles  princi- 
palmente los  medios  materiales  de  llenar  su  misión;  que 
las  piezas  i  documentos  oficiales  no  deberi  ser  entregados 
por  los  prefectos,  a  disposición  de  la  comisión,  sino  des* 
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pues  que  aquéllos  hayan  recibido  las  órdenes  del  Minis- 
tro del  Intei'ior  sobre  cada  caso  particular^  que  diera 
lugar  a  una  solicitud  de  comunicación.  La  circular  del 
Guarda-sellos,  Mr.  Dufaure,  anadia: 

«La  majistratiira  debe  estar  naturalmente  dispuesta  a  secundar 
investigaciones  que  no  tienen  ni  deben  tener  por  objeto  sino  ase- 
gurar la  libertadi  la  sinceridad  de  las  operaciones  electorales  i  de 
constatar  con  certidumbre  todos  los  actos  que  se   relacionan   con 
ella;  pero  el  majistrado  llamado  como  testigo  tiene,  por  su  profe- 
sión misma,  deberes  particulares  de  discreción  i  reserva  de  que  no 
puede  eximirse.  Antes  de  responder,  consultará   a   sus  superiores 
jerárquicos;  sus  escrúpulos  llegarán  ante  Vos.  En  los  consejos  que 
daréis,  no  dejareis  de  conciliar  el    respeto  que  se  debe  a  los  dele- 
gados de  un  gran  cuerpo  político,  que  cumplen  la  misión  que  han 
recibido,  con   las  prerogativas  de  que  la  justicia  necesita  para  de- 
sempeñar la  obra  social  que  la  lei  confía  a  sus  cuidados.  Lo  mismo 
sucederá  con  la  comisión  de  documentos  judiciales.  Es  a  Vos,  espe^ 
cialmente,  señor  Procurador  Jeneral,  a  quien  las  leyes  atribuyen 
el  derecho  de  darlos  a  la  publicidad,    o  mantenerlos  secretos.  Vos 
no  podéis  olvidar  las  precauciones  que  exije,  ya  el  interés  público, 
ya  el  honor  de  un  individuo  o  de  una  familia;   algunas  veces   las 
necesidades  de  un  proceso  que  está  pendiente.   Si    tenéis   algunas 
dudas,  procurad  informarme  de  ellas,  i  mediante  un  examen  minu- 
cioso i  de  buena  fé,  llegaremos  siempre,  asilo  espero,  a  evitar  con- 
flictos que  seríamos  los  primeros  en  lam'entar.» 

En  1892,  la  comisión  investigadora  sobre  los  asuntos 
de  Panamá  ha  escuchado,  bajo  la  relijion  del  juramento^ 
al  comisario  de  delegaciones  judiciales;  ha  oido  también 
la  de  un  Consejero  en  la  Corte  de  Apelaciones  de  París, 
con  motivo  de  hechos  que  habia  podido  conocer  durante 
una  información  judicial  de  la  que  habia  sido  encargada. 


En  Béljica,  los  artículos  4  a  1 1  de  la  lei  de  Mayo  3  de 
1880,  han  arreglado  de  la  manera  siguiente  los  poderes 
de  las  comisiones  investigadoras,  en  lo  que  concierne  a 
la  audiencia  de  testigos  i  las  visitas  a  domicilio: 
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«Art.  4.°  Los  poderes  atribuidos  al  Juez  de  Instrucción  por  el 
Código  de  Procedimiento  criminal,  corresponden  a  la  Cámara  o 
a  la  Comisión  investigadora,  así  como  a  su  Presidente.  No  obs- 
tante, la  Cámara  tiene  el  derecho  de  restrinjirlos  cada  vez  que 
ordena  una  investigación.  Esos  poderes  no  pueden  ser  delegados, 
salvo  el  derecho  de  la  Cámara,  o  de  la  Comisión,  de  hacer  en  caso 
necesario  proceder  por  vía  rogatoria  a  deberes  de  instrucción  es- 
pecialmente determinados.  Esta  misión  no  puede  ser  confiada  sino 
a  un  Ministro  de  Corte  de  Apelaciones,  o  a  un  juez  de  primera 
instancia  del  distrito  en  el  cual  el  deber  de  instrucción  debe  ser 
desempeñado. 

Art.  5,°  Las  citaciones  se  hacen  por  ministerio  de  receptor,  a 
virtud  de  orden,  según  los  casos  del  Presidente  de  la  Cámara,  del 
Presidente  de  la  Comisión,  o  del  majistrado  encargado  del  proce- 
dimiento. El  plazo  será  de  dos  días  por  lo  menos,  salvo  el  caso 
de  urjencia. 

Art.  6.''  El  Presidente  de  la  Cámara  o  el  Presidente  de  la  Comi 
sion,  tiene  a  su  cargo  la  policía  de  la  sesión. 

Art.  7.''  Los  ultrajes  i  las  violencias  hacia  los  miembros  de  la 
Cámara  que  proceden  o  asisten  a  la  investigación,  serán  castigados 
conforme  a  las  disposiciones  del  capítulo  II,  libro  II  del  Código 
Penal,  concerniente  a  los  ultrajes  i  violencias  hacia  los  miembros 
de  las  Cámaras  Lejislativas. 

Art.  S.**  Los  testigos,  intérpretes  i  peritos,  están  sometidos  de- 
lante de  la  Cámara,  la  Comisión  o  el  majistrado  encargado  a  las 
mismas  obligaciones  que  delante  del  juez  de  instrucción,  i  en  caso 
de  desobediencia,  son  acreedores  a  las  mismas  penas.  El  juramento 
se  presta  en  la  forma  acostumbrada  ante  la  Corte  de  Assises.» 


La  Constitución  de  los  Países  Bajos  i  la  lei  neerlan- 
desa de  1850  contienen  disposiciones  mas  o  menos  se- 
mejantes. 


En  Inglaterra,  estatutos  que  remontan  a  Jorje  III,  atri- 
buyen al  Parlamento  poderes  ilimitados  en  materia  de 
investigación.  Toda  persona  citada  por  una  Comisión 
es  obligada  a  comparecer  ante  ella,  a  exhibir  todos  loa 
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ratos  o  papeles  que  se  le  pidan;  la  Comi- 
erecho  de  hacer  arrestar  i  conducir  ante 
recalcitrante.  Con  la  orden  del  Presiden- 
<  de  armas  se  apodera  del  delincuente  i 
;arcelarlo.  La  Comisión  tiene  el  derecho 
ta  que  quiera  contra  el  testigo  que  rehuse 
luede  ordenar  que  su  sentencia  sea  oida 
ente,  de  rodillas,  en  la  barra  de  la  sala, 
rsonas  han  sido  de  esta  manera  arrestadas 
)r  orden  de  la  Cámara,  desde  tres  siglos. 


rresponde  el  gasto  de  las  investigaciones? 
i  Chile  se  pagan  por  el  Estado;  en  Francia 
upuesto  de  la  Cámara.  En  Béljica  consti- 
)s  preceptos  escritos  en  el  art.  1 3  de  la  lei 
de  1880, 


RACIÓN    DE  LAS   INVESTIGACIONES 

ifícil  limitar  la  duración  de  una  comisión 
electoral,  porque  no  puede  preverse  de 
hechos  va  a  descubrir,  ni  hasta  qué  punto 

¡nto  de  esos  hechos  obligue  a  la  comisión 

i  sus  indagaciones. 

>,  la  comisión  investigadora  tiene  un  do- 

í  conciliar;  el  de  la  verdad,  que  debe  según 

iscubrir,  i  el  de  la  elección,  que  no  puede 

nso. 

I  cumplimiento  de  ese  doble  mandato  el 
las  funciones  de  la  comisión. 
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CAPITULO  XXV 
X>e  la  oonstltuoloEi  inter-na  del  Ooxici?est> 

CONSTITUCIÓN    DE  LA   MESA    PROTTSOEIA 

Para  que  una  asamblea  pueda  deliberar  válidamente, 
dice  un  tratadista,  es  necesario  que  tenga  una  Mesa  i  un 
Reglamento;  por  la  instalación  de  la  Mesa  ella  se  orga- 
niza; por  la  formación  de  un  reglamento  deñae  los  debe- 
res de  su  Mesa  i  completa  su  constitución;  esa  consti- 
tución puede  ser  provisoria  o  definitiva;  según  que  la 
Mesa  sea,  a  su  turno,  provisoria  o  definitiva. 

En  Chile,  la  Mesa  provisoria  se  organiza,  según  el 
Reglamento  interior  de  la  Cámara  de  Diputados  de  ao 
de  Junio  de  1846,  modificado  en  su  título  i.°,  en  sesión 
de  Enero  10  de  1885,  en  la  forma  siguiente: 

«Art.  i.'Eldia  1^  de  Mayo  i  siguientes,  si  fuere  necesario  del 
año  en  que  deba  reservarse  la  Cámara,  se  reunirán  en  la  Sala  de 
sesiones  de  la  Cámara  de  Diputados,  a  la  una  de  la  tarde,  todos 
los  ciudadanos  que  hubieren  recibido  poderes  estendidos  en  la 
■forma  prescrita  en  el  art.  73  de  la  lei  de  eleciones,  que  acrediten 
su  representación  como  Diputados  propietarios  o  supleotes. 

Reunido  el  número  de  Diputados  propietarios  que  requiere  el 
art.  54  de  la  Constitución,  se  leerá  por  el  pro-Secretario  el  presen- 
te título  del  Reglamento  i  en  seguida  se  procederá  a  nombrar,  a 
pluralidad  de  votos  de  todos  los  presentes,  un  Presidente  i  un  Se- 
cretario. 

El  nombramiento  de  Presidenle  deberá  recaer  en  un  Diputado 
presente  en  la  Sala.» 

Aunque  el  Reglamento  del  Senado  no  contiene  igual 
precepto,  la  práctica  lo  tiene  establecido  para  cada  reno- 
vación trienal  de  dicha  corporación. 
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DE    LA  CONSTITUCIÓN    DE  LA   MESA  DEFINITIVA 

el  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados: 

93.  (Modificado  en  sesión  de  }0  de  Junio  de  1874).  La  Cámara 
■á  un  Presidente,  un   primer  vice-Presidente  i  un  segundo 
sidente,  a  pluralidad  absoluta  de  sufrajios,  i  la  duración 
cargos  será  de  un  mes. 
4.  El  Presidente   i   vice-Presidente  cesantes  podrán   ser 

35. 

37.  El  Secretario  será  nombrado  a  pluralidad  absoluta  de 
udiendo  recaer  este  cargo  en  una  persona  de  dentro  o  fuera 
mará. 

38.  El  cargo  de  Secretario  es  amovible  a  voluntad  de  la 
i  se  entenderá  cesar  terminado  el  período  lejislativo. 

[39.  Son  funciones  del  Secretario: 

er  todas  las  comunicaciones  i  documentos  presentados  a 

ra. 

tender  las  actas,  espresando  en  ellas,  por  orden  alfabético, 

itados  que  asistieren  a  la  sesión  a  que  cada  una  correspon- 

ezando,  sin  embargo,  por  el  Presidente;  enumerando   los 

ntos  leídos  en  la  misma   sesión  i  designando  los  asuntos 

illa  se  hubieren  discutido,  con  espresion  de  las  indicaciones 

tas  i  de  todos  los  acuerdos  de  la  Cámara  sobre  cada  uno 

iuntos  que  se  hayan  considerado;  i  comprendiendo,  en  je-  - 

na  fiel  relación  de  todo  lo  sustancial  que  haya  ocurrido  en 

lion. 

idaclar  la  correspondencia  en  todos  los  casos  en  que  no  se 

encargado  de  ella  a  una  comisión  especial. 

ifrendar  todos  los  actos  firmados  por  el  Presidente. 

evar  la  correspondencia  de  la  Cámara  con  las  autoridades 

as  ao  designadas  en  la  parte  9.'  del  art,  99. 

acer  copiar  las  actas  i  comunicaciones  de  la  Cámara  en  I08 

vos  libros,  llevando  libros  separados  para  las  actas  i  oficiot 

los. 

inservar  el  archivo  jeneral  í  tener  bajo  su  esclusiva  ins- 

i  la  del  pro-Secretario  i  Tesorero,  el  privado. 

iidar  de  la  biblioteca  de  la  Cámara. 

'oponer  i  separar,  con  acuerdo  de  la  Cámara,  a  los  oficiales 

la  i  de  Sala 

140,  Habrá  un  pro  Secretario  í  Tesorero  nombrados  a  plu- 
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ralídad  absoluta  de  votos  de  la  Cámara,  a  propuesta  del  Secretario. 
Sus  funciones  son:  reemplazar  al  Secretario  cuando  no  lo  hubiere 
o  se  hallare  impedido,  ejercer  el  cargo  de  archivero  i  trabajar  a  las 
órdenes  del  Secretario. 

Art.  141.  El  pro-Secretario  i  Tesorero  es  amovible  a  voluntad  de 
la  Cámara. 

Art.  143.  Habrá  tres  oficiales  de  pluma^  dos  oficiales  de  Sala  i 
ausiliares  de  pluma,  un  mayordomo,  un  portero  primero  i  dos 
porteros  segundos. 

Art.  143.  Los  oficiales  de  Sala  comunicarán  las  órdenes  i  cita- 
ciones verbales  del  Presidente;  conducirán  la  correspondencia  de 
la  Cámara  a  sus  destinos;  introducirán  i  pondrán  en  manos  del 
Presidente  las  comunicaciones  que  se  trajeren  a  la  Sala  en  actual 
sesión,  i  asistirán  a  todas  las  funciones  públicas,  para  el  servicio 
de  la  Cámara,  i  para  hacer  que  se  guarde  compostura  i  silencio  en 
la  barra. 

Art.  144.  El  portero  primero  tendrá  a  su  cargo  el  servicio  de  la 
policía  de  la  Sala.)^ 


En  cuanto  al  Senado,  hé  aquí  las  disposiciones  con- 
cernientes: 

«Art.  7.**  El  Senado  nombrará  un  Presidente  i  un  vice-Presiden(e 
9  pluralidad  absoluta  de  sufrajios,  i  la  duración  de  estos  cargos 
será  de  un  mes. 

Art,  8,°  El  Presidente  i  vice-Presidente  cesantes  podrán  ser  ree- 
lejido^;  i  en  todo  caso  continuarán  ejerciendo  sus  cargos  hasta  el 
fin  de  h  lejiglatura,  mientras  la  Cámara  no  elijiere  quien  les  su- 
ceda. 

Art.  9.^  El  nombramiento  de  Presidente  i  vice-Presidente  se  avi* 
sará  al  Supremo  Gobierno  i  a  la  Cámara  de  Diputados  por  el  Pre^ 
gidente  cesante. 

Art.  14.  Por  ausencia  o  enfermedad  del  Presidente,  ejercerá  sua 
funciones  el  vice*Presidente,  i  en  defecto  de  ambos,  el  último  de 
los  que  hubieren  desempeñado  el  cargo  de  Presidente  o  vice-Pre- 
sidente i  se  hallaren  presentes. 

Art.  118.  El  Secretario  será  nombrado  a  pluralidad  absoluta  de 
votos  de  la  Sala,  dentro  o  fuera  de  su  seno. 

Art.  119.  El  cargo  de  secretario  es  amovible  a  voluntad  del  Se- 
nado; i  se  entenderá  cesar  cuando  el  senador-Secretario  dejare  de 
ser  senador. 
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Art.  130.  De  las  alteraciones,  modificaciones,  adiciones  o  esplí* 
caciones  que  en  el  Reglamento  hiciere  la  Cámara,  se  llevará  por 
el  Secretario  un  rejistro  particular  que  el  Presidente  de  la  Comi- 
sión Conservadora  mandará  imprimir  i  agregar  al  Reglamento 
yijente,  durante  el  receso  de  la  Cámara. 

Art.  131.  Las  alteraciones,  modificaciones,  adiciones  o  esplica- 
ciones  de  que  habla  el  artículo  precedente,  se  comunicarán  también 
al  Supremo  Gobierno  i  a  la  Cámara  de  Diputados,  luego  que  se 
hayan  dado  a  la  prensa.» 


Ea  Francia  la  distribución  de  votos  bajo  de  cierro 
hecha  por  Diputados  a  sus  colegas,  en  el  recinto  de  la 
sala  de  sesiones,  durante  la  operación  del  escrutinio, 
constituye  una  irregularidad  que  el  Presidente  debe 
hacer  cesar,  pero  que  no  produce  de  plano  la  nulidad 
del  escrutinio. 

En  la  sesión  de  15  de  Diciembre  de  1875,  la  Asamblea 
Nacional  procedia  a  la  elección  de  Senadores  inamovi- 
bles; la  operación  habia  comenzado  hacía  una  hora, 
cuando  el  Presidente  d'Audiffret  Pasquier  la  hizo  inte- 
rrumpir, i  dijo: 

«Se  me  han  dirijido  numerosas  protestas  sobre  un  hecho  que 
pasa  aquí,  en  el  interior  de  la  Sala,  Se  me  dice  que  se  han  distri- 
buido votos  bajo  de  cierro,  i  aquellos  de  nuestros  colegas  que  han 
reclamado,  ven  en  est^  hecho  la  violación  del  secreto  del  voto  i 
un  ataque  a  su  libertad.  He  debido  consultar  el  reglamento,  i  éste 
dice  en  su  art.  ^8  que  todas  las  elecciones  se  harán  por  votación 
secreta. . ,  Ruego,  pues,  a  aquellos  de  mis  colegas  que  se  han  encar- 
gado de  la  distribución  de  votos,  que  por  respeto  a  los  escrúpulos 
que  deben  acatar,  como  el  Presidente  mismo  los  acata,  se  abstengan 
de  hacer  esa  distribución  en  el  recinto  de  nuestras  deliberaciones.;^ 

M.  Paris  pide  la  palabra;  el  Presidente  le  observa  que 
durante  la  votación  no  puede  abrirse  debate.  La  opera- 
ción del  escrutinio  continúa  i  la  distribución  de  votos 
.en  la  sala  de  sesiones  cesa.  Después  de  la  clausura  del 
■*  fescrutinio,  M.  Paris  sube  a  la  ti'ibuna,  i  en  nombre  suyo 
i  de  muchos  de  sus  colegas  eleva  la  protesta  siguiente; 
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«Desde  la  apertura  de  la  sesión  se  han  distribuido  votos  bajo 
cierro,  en  la  Sala  misma  de  Jas  deliberaciones,  por  Diputados  colo- 
cados al  pié  de  la  tribuna.  Cada  uno  de  los  que  entraban  por  la 
puerta  de  la  izquierda  recibía  así  su  voto,  bajo  la  mirada  de  los 
escrutadores.  Tal  procedimiento,  practicado  hasta  las  dos  i  media, 
es  contrario  a  la  dignidad  de  la  Asamblea,  al  secreto  del  voto  i  a 
la  dignidad  del  elector,  i  está  condenado  espresamente  por  el  de- 
creto reglamentario  de  a  de  Febrero  de  1852,  concebido  en  estos 
términos:  «Los  electores  traerán  su  voto  preparado  fuera  de  la 
Asamblea. }>  En  consecuencia,  los  infrascritos  piden  la  nulidad  de 
las  operaciones  electorales  de  Diciembre  13  de  187^.» 

Después  de  un  detenido  debate  la  Asamblea  rechazó, 
por  334  votos  contra  521,  la  proposición  de  nulidad. 

Sin  eml^argo,  en  sesión  de  la  misma  Asamblea  de  16 
de  Diciembre  de  1875,  ésta  decidió  que  los  votos  bajo 
cierro,  encontrados  por  un  portero  en  una  mesa  de  es- 
crutinio, cuando  los  escrutadores  han  terminado  sus 
funciones,  no  pueden  ser  escrutados. 


Se  entiende  en  esa  nación  por  votantes^  los  que  han 
realmente  dado  su  voto;  en  consecuencia,  la  mayoría 
absoluta  debe  ser  computada,  nó  sobre  de  miembros 
asistentes  a  la  sesión  de  escrutinio,  sino  sobre  el  número 
de  sufragantes,  por  débil  que  sea. 

Las  Cámaras  se  dan  parte  mutuamente  de  su  Mesa  defi- 
nitiva e  informan  también  al  Presidente  de  la  República 
de  su  constitución  definitiva. 


DURACIÓN  DE  LOS  PODERES  DE  LA  MESA   DEFINITIVA 

En  Chile,  como  acaba  de  verse,  el  periodo  presiden- 
cial de  las  Cámaras  está  limitado  en  su  duración  a  un 
mes. 

En  la  mayor  parte  de  las  naciones  que  viven  bajo  el 
réjimen  parlamentario,  ese  período  es  el  de  una  sesión. 
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Relativamente  a  las  atribuciones  de  la  Mesa  definitu 
vUj  será  materia  de  un  capitulo  aparte  i  detallado. 


CAPITULO  XXVI 
r>el    Xleg^laiTieTito 

Los  reglamentos  son  la  lei  interior  de  la  Cámara,  i 
no  obstante,  según  una  frase  mui  conocida  de  Fox, 
deben  ser  buscados  por  todos,  desconocidos  para  todos, 
i  conocidos  de  mui  pocos:  ab  obnibus  quccrenda;  amul- 
tis  ignota;  a  paucis  cognita. 

Blackstone  los  define  diciendo  que  «lo  mismo  que  los 
Tribunales  de  Justicia  tienen  sus  leyes  i  sus  costumbres, 
los  unos  la  lei  civil  o  canónica,  los  otros  la  lei  común, 
otros  aun  leyes  particulares,  de  la  misma  manera  la  Alta 
Corte  del  Parlamento  tiene  también  su  lei  propia  i  par- 
ticular, llamada  la  lexet  consuetudo  parliamenti. 

Según  lo  dice  con  mucha  exactitud  Homersham  Fox, 
«su  estricta  observancia  es  lo  único  que  puede  protejer 
eficazmente  las  minorías  contra  los  abusos  i  excesos  que 
la  embriaguez  del  poder  puede  mui  fácilmente  sujerir  a 
mayorías  poderosas  i  cegadas  por  la  fortuna.» 

En  el  pais  del  parlamentarismo,  Inglaterra,  la  coa» 
quista  de  esa  lei  fué  lenta  i  laboriosa. 

En  1593,  la  reina  Isabel  respondía  a  la  súplica  ordi- 
naria del  speaker:  «La  libertad  de  la  palabra  os  está  acor- 
dada, pero  importa  que  sepáis  en  qué  consiste  ese  pri- 
vilejio;  él  no  dá  el  derecho  a  cada  uno  de  decir  lo  que 
le  agrada,  o  le  pasa  por  la  cabeza,  sino  que  vuestro  pri- 
vilejio  es,  sí  o  nó»  {what  he  listeth^  or  what  cometh  in  his 
brain  to  utter;  butyour  privilege  iSj  aye  or  no). 

Jacobo  I  mandaba  a  la  Cámara  mensajes  en  estos  tér- 
minos: que  el  bilí  debia  ser  votado,  o  si  no  los  miembros 
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recalcitrantes  sentirían  los  efectos  de  su  cólera  [that 
the  bilí  must  be  passeed^  or  the  undutifulmembers  shall 
feel  ts  iré). 

I  la  cárcel  seguía  ordinariamente  a  la  amenaza. 

Solo  después  de  la  fuga  de  Jacobo  II,  el  Parlamento 
obtuvo  su  independencia,  que  es  la  de  la  tribuna,  esta- 
bleciendo en  el  art.  IX  del  Bill  of  RightSy  que  la  liber- 
tad de  la  palabra  en  los  debates  u  operaciones  en  el 
Parlamento,  son  sagrados^  i  que  los  que  la  disfrutan  no 
pueden  ser  perseguidos,  ni  puestos  en  duda  en  ningún 
sitio  o  lugar  que  sea,  fuera  del  Parlamento  {ihat  the  free- 
dom  of  speech^  and  debates  or  proceedings  in  Parlia* 
ment^  ought  not  to  be  impeached  or  questioned  in  any 
court  or  place  outfor  Parliament). 


Los  hábitos,  mas  que  el  Reglamento  mismo  del  Par- 
lamento inglés,  son  dignos  de  ser  estudiados. 

Si  dos  o  mas  miembros  piden  a  un  tiempo  la  palabra, 
el  speaker  la  concede  al  que  se  levanta  primero. 

El  orador  debe  hablar  de  pié,  en  su  asiento,  cabeza 
desnuda,  i  dirijirse  al  speaker. 

Nadie  puede  tener  la  palabra  durante  una  división,  ni 
después  que  la  Cámara  se  ha  pronunciado  por  la  afirma- 
tiva o  negativa  cuando  la  cuestión  se  ha  planteado  por 
el  speaker. 

Es  prohibido  al  orador  leer  su  discurso^  pero  puede 
refrescar  su  memoria  por  medio  de  apuntes. 

Tampoco  puede,  durante  su  discurso,  recordar  otros 
debates  de  la  misma  sesión^  o  hablar  de  un  bilí  que  no 
está  a  la  orden  del  dia^  ni  atacar  una  decisión  de  la  Cá- 
mara^  o  de  desacreditarla^  ni  hacer  alusión  a  las  discu- 
siones de  la  otra  Cámara;  ni  servirse  del  nombre  del 
Monarca  de  una  manera  irreverente,  o  con  el  propósito 
de  influenciar  el  debate;  ni  dirijir  píílabras  inconvenien- 
tes u  ofensivas  [umbe  coming  or  ofensive  words)  sea 
contra  una  u  otra  de  las  Cámaras^  sea  centra  sus  actos^ 
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sea  contra  ciertas  fracciones  o  ciertos  miembros  de  la 
Cámara  en  donde  habla  el  orador.  En  este  último  orden 
de  ideas,  se  ha  decidido  que  es  contrario  al  orden 
[out  fororder)  decir  que  un  miembro  ha  sido  lijero  {loóse) 
en  sus  alegaciones;  que,  por  su  conducta  se  ha  consti- 
tuido abogado  del  desorden,  i  que  ha  sido  descortés; 
citar  un  pasaje  de  un  diario  en  que  se  dice  que  la  leaU 
tad  de  un  miembro  no  merece  alguna  ve\  confianza;  poner 
en  duda  la  veracidad  de  una  afirmación  hecha  en  la  Cá- 
mara o  fuera  de  ella;  hacer  por  segunda  ve\  a.un  miem- 
bro una  pregunta  a  la  que  ya  ha  contestado.  (Charles 
Shan  Lefebre  Parlamentiary  Precedbnts). 


En  Francia,  el  reglamento,  copiado  en  gran  parte  del 
de  la  Cámara  de  los  Comunes,  i  dictado  por  la  Asamblea 
de  1789,  ha  cambiado  sucesivamente  con  todas  las  for- 
mas de  gobierno. 

La  Asamblea  republicana  de  187 1,  puso  en  vigor  en 
él,  las  medidas  disciplinarias- del  dictado  en  1849. 

La  de  1876  trató  de  atenuar  su  rigor,  pero  en  breve, 
la  misma  lejislatura  volvió  a  su  primitiva  severidad,  i 
en  1879  modificó  en  el  mismo  sentido  varios  artículos. 

Allí,  como  en  Inglaterra,  Isls  personalidades  las  ofen- 
sas al  Soberano^  a  las  instituciones^  i  a  las  personas^ 
tienen  por  castigo,  el  retiro  déla  palabra,  la  insci'ipcion 
en  el  acta,  la  censura,  la  espulsion  déla  Cámara,  i  hasta 
la  prisión,  como  sucedió  con  Mr.  Baudry  d'Arson. 

Las  interpelaciones  de  colega  a  colega  constituyen 
personalidades^  i  están  formalmente  prohibidas  por  el 
art.  83  del  Reglamento  del  Senado,  i  el  art.  39  del  Re- 
glamento de  la  Cámara  de  Diputados. 

Si  un  Diputado  espulsado  de  la  Cámara  se  presenta  en 
ella,  sin  autorización,  según  el  art.  126,  el  Presidente 
levanta  la  sesión,  i  el  Diputado  es  conducido  por  los 
quiestores,  i  mantenido  en  prisión  durante  tres  días. 

Las  penas  disciplinarias  no  son  aplicables  a  los  Mi- 
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nistros  de  Estado  que  no  forman  parte  de  la  Lejislatura. 

Según  los  términos  del  art.  82  del  Reglamento  de  la 
Cámara,'  no  puede  pedirse  voto  público  o  nominal,  en 
las  cuestiones  de  llamamiento  al  Reglamento .  Esto  quie- 
re decir  que  cada  vez  que  se  suscite  duda  sobre  la  inter- 
pretación de  un  artículo  del  Reglamento,  esta  duda  debe 
ser  sometida  a  un  voto  de  pié  o  sentado.  Una  petición 
de  escrutinio  público,  en  ese  caso,  debe  ser  negada  por  el 
Presidente.  Después  de  una  primera  votación  dudosa,  no 
puede  pedirse  escrutinio  público  por  un  miembro.  Pero, 
después  de  dos  votaciones  dudosas,  el  escrutinio  público 
es  de  derecho.  La  cuestión  de  saber  si  el  art.  97  del  Regla- 
mento de  la  Cámara  de  Diputados  según  el  cual  el  Presi- 
dente está  obligado  a  observar  el  mismo  Reglamento, 
obliga  a  éste  a  decidir  solo,  ex-cathedra,  un  punto  ambi- 
guo, como  el  valor  imperativo,  de  las  disposiciones  que 
conciernen  la  forma  material  de  los  votos  en  la  Cámara 
es  de  aquellas  que  no  pueden  ser  objeto  de  una  petición  de 
escrutinio  público;  i,  si  la  proposición  se  hace  en  la  forma 
de  volver  a  enviar  la  cuestión  al  examen  de  la  mesa,  debe 
ser  votada  por  un  voto  de  pié  o  sentado,  porque  im- 
plica una  cuestión  de  Reglamento;  con  mayor  razón  no 
puede  exijir  el  voto  nominal,  respecto  al  punto  de  saber 
si  la  prescripción  reglamentaria  concerniente  a  poner 
bajo  cierro  los  votos,  tiene  un  sentido,  de  tal  manera 
imperativo  que  su  inejecución  arrastre  de  plano  la  nuli- 
dad de  la  operación. 

.  El  Reglamento  del  Senado  no  hace  figurar  entre  las 
escepciones  al  derecho  de  reclamar  el  escrutinio  público- 
las  cuestiones  de  llamamiento  al  Reglamento,  i  hai  mo- 
tivo para  estrañarse,  porque  esas  cuestiones  son  de 
aquellas  que  ponen  directamente  en  tela  de  juicio  la 
persona  misma  del  Presidente.  Ahora  bien,  no  es  con- 
veniente que,  por  dificultades  de  detalle,  nacidas  ordi- 
nariamente sin  convicción  real,  i  por  interés  de  partido, 
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;oridad   suprema   de  una  Asamblea,  se  encuentre 
tida  a  la  prueba  del  escrutinio  público. 


Lejislatüra  Española  contiene,  mas  oménos,  pres- 
ones  idénticas. 

Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados,    de  Mayo 
[847,  fué  modificado  en  13  de  Diciembre  de  1878,  i 

Senado  fué  aprobado  en  Junio  21  de    1877. 

principales  prescripciones  son  las  siguientes: 
a  el  voto  definitivo  de  las  leyes  se  requiere,  en  cada 
blea,  la  presencia  de  la  mitad  de  sus  miembros. 
I  Diputados  i  Senadores  hablan  alternativamente, 
3  i  en  contra,  según  el  orden  de  la  inscripción. 

alusiones  personales,  i  las  espresiones  malsonan- 
itdn  prohibidas,  i  autorizan  el  llamamiento  al  ór- 
'or  el  Presidente,  lo  mismo  que  las  espresiones 
•osas  u  ofensivas,  o  las  que  hieran  la  dignidad  del 
),  o  de  la  Cámara, 
ipues   de   tres  llamamientos  al   orden,   el  orador 

ser  privado  de  la  palabra  por  toda  la  sesión  si  no 
isfaccion  a  la  Asamblea. 

a  desaforara  un  lejislador,  la  Asamblea  no  nece- 
r  previamente  el  dictamen  de  una  comisión. 


BÉLjiCA  el  Reglamento  existe  para  ambas  Cámaras 
1883,  i  sus  principales  prescripciones  [son  las  si- 
tes; 

palabra  se  acuerda  según  el  orden  numérico  de  las 
DOes,  o  por  haberla  obtenido  pidiéndola  desde  su 
o. 

in  prohibida!,  las  interrupciones  i  alusiones  per- 
•■s, 
Q  orador  usa  de  ellas,  hace  imputaciones  o  se  sale 
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de  la  cuestión,  es  llamado  al  orden  por  el  Presidente,  i 
si  insiste,  ese  llamamiento  se  inscribe  en  el  acta. 

Si  hai  tumultos,  el  Presidente  anuncia  que  se  suspen- 
derá la  sesión;  si  el  desorden  continúa,  la  levanta  por  una 
hora,  pasada  la  cual  la  sesión  continúa  de  derecho. 

Los  Ministros  asisten  a  los  debates,  i  el  Congreso 
tiene  el  derecho  de  requerir  su  presencia  (art.  88). 

Ninguna  de  ambas  Cámaras  puede  resolver  sino  cuan- 
do la  mayoría  de  sus  miembros  se  encuentre  reunida. 
El  quorum  legal,  sin  embargo,  no  se  exijo  sino  paralas 
resoluciones,  no  para  la  discusión. 


Casi  idénticas  disposiciones  se  encuentran  en  los  re- 
glamentos del  Parlamento  italiano. 

Allí,  las  sesiones  pueden  ser  secretas,  si  lo  solicitan 
diez  miembros. 

Si  la  Cámara  de  Diputados  no  se  halla  en  número 
legal,  el  Presidente  ordena  el  llamado  nominal,  inser- 
tándose en  el  Diario  Oficial  el  nombre  de  los  inasis- 
tentes. 

El  turno  de  la  palabra  se  arregla  por  el  de  la  inscrip- 
ción. Estas  deben  ser  clasificadas:  por  o  contra.  Los 
oradores  hablan  desde  su  asiento  i  de  pié. 

Toda  personalidad  o  imputación  de  mala  fe  se  con* 
sidera  como  una  violación  del  orden. 

Si  después  de  llamado  al  orden  por  dos  veces,  el  ora- 
dor insiste,  el  Presidente  puede  prohibirle  la  palabra,  i 
si  no  se  somete  al  fallo  del  Presidente,  la  Cámara  deci- 
de sin  debate. 

Nadie  puede  hablar  mas  de  una  ve^  en  la  misma  diS' 
cusion,  salvo  para  un  llamamiento  al  Reglamento,  o  a 
la  cuestión,  o  sobre  un  hecho  personal.  Es  considerado 
como  personal  el  hecho  de  haber  sido  atacado  en  su  con- 
ducta, o  de  habérsele  atribuido   opiniones  contrarias  a 
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las  que  ha  emitido.  En  este  caso,  el  que*  pide  la  palabra 
^  "be  indicar  en  qué  consiste  el  hecho  personal,  i  el  Fre- 
íante decide.  Si  el  Diputado  insiste,  es  la  Cámara  la 
e  decide  sin  debate. 

Si  un  Diputado  turba  el  orden  o  pronuncia  palabras 
convenientes,  el  Presidente  lo  llama  al  orden  nomina- 
'amente.  El  que  ha  sido  llamado  al  orden  puede  dar 
plicaciones.  Si  pretende  desechar  la  censura  dirijida 
<r  el  Presidente,  este  último  invita  a  la  Cámara  a  pro- 
inciarse  por  votación  de  pié  o  sentado,  sin  discusión. 
Cuando  surja  un  tumulto  en  la  Cámara,  el  Presidente 
cubre,  e  inmediatamente  debe  cesar  todo  debate.  Si 
tumulto  continúa,  el  Presidente  suspende  la  sesión 
»r  un  tiempo  determinado,  i  si  lo  cree  necesario,  la  le- 
mta.  En  este  último  caso,  la  Cámara  se  considera  con- 
icada,  sin  otro  trámite,  para  el  próximo  dia,  no  feriado, 
la  misma  hora. 


El  art.  6."  de  la  Constitución  de  Estados  Unjdos  de- 
ara: — «Los  Senadores  i  los  representantes,  asf  como 
s  miembros  de  la  Xejislatura  de  los  Estados  i  todos 
s  funcionarios  del  orden  ejecutivo  o  judicial,  sea  de 

Union,  o  de  los  Estados,  serán  obligados  por  jura- 
ento  o  afirmación  a  defender  esta  Constitución,  pero 
3  se  exijirá  jamás  una  projesion  de  fé  relij'iosa  como 
)odicion  para  un  servicio  público  o  un  empleo  en  los 
stados  Unidos.» 

En  virtud  de  esa  cláusula,  el  Acide  r.*  de  Julio  de 
Í79  ha  presento  a  los  miembros  del  Senado  {Senate)  i 
;  la  Cámara  (f/o«5Síí  of  Representation)  el  juramento 
guíente; 

«Víj juro  solemnemente  que  quiero  mantener  la 

'onstÍtucion.> 

A  este  juramento  sucede  un  segundo  que  los  Senado- 
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res  i  Diputados  están  obligados  a  prestar  en  virtud  del 
Act  de  Julio  2  de  1862,  i  que  está  concebido  como 
sigue: 

<¡íiYo juro  solemnemente  que  no  he  tomado  jamás 

voluntariamente  las  armas  contra  los  Estados  Unidos 
desde  que  formo  parte  de  ellos;  que  voluntariamente  no 
he  dado  jamás  ayuda ^  protección,  consejo  o  aliento  a 
personas  comprometidas  en  contra  de  ellos  en  hostilidad 
armada;  que  jamás  he  so'licitaJo,  aceptado ^  ni  intentado 
ejercer  funciones  o  empleos  cualquiera  bajo  una  autori- 
dad, cualquiera  que  estuviera  en  guerra  con  los  Estados 
Unidos;  que  no  he  acordado  socorro  voluntario  a  ningún 
pretendido  gobierno,  autoridad,  poder  o  constitución^ 
en  el  seno  mismo  de  los  Estados  Unidos,  pero  hostiles 
o  enemigos  al  Estado.  I  ademas,  juro  que  en  la  medida 
de  mis  fuerzas  i  mi  intelijencia,  quiero  mantener  i  de- 
fender la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  contra  todo 
jénero  de  enemigos,  estranjeros  o  indíjenas;  que  quiero 
serle  fiel  i  abnegado,  i  que  este  compromiso  lo  tomo 
voluntariamente,  sin  ninguna  restricción  mental,  ni  pen- 
samiento oculto,  i  que  quiero  conveniente  i  lealmente 
llenar  los  deberes  de  la  misión  que  voi  a  desempeñar. 
Asi  Dios  me  ayude!»  [Jurado  i  firmado  ante  mí  el \ 

Si  el  miembro  del  Congreso  se  encuentra  en  la  impo- 
sibilidad de  prestar  dicho  juramento  por  haber  tomado 
parte  en  la  guerra  de  secesión,  os  admitido  a  prestar  i 
firmar  una  nueva  fórmula  puesta  en  vijencia  por  el  Act 
de    fulio    II    de    1868,    i    cuyo   texto    es    como    sigue: 

«Ft). .  .  .  .  .  juro  solemnemente  que  quiero  mantener  i 

dejender  la  Constitución  contra  todos  sus  enemigos,  es- 
iranjeros  o  indijenas',  que  quiero  serle  fiel  i  abnegado; 
que  este  compromiso  lo  tomo  libremente,  sm  restricción 
mental  ni  pensamiento  oculto,  i  que  quiero  conveniente  i 
lealmente  llenar  los  deberes  del  destino  al  que  voi  a  entrar. 
Asi  me  ayude  DiosH 

Los  miembro?  de  ambas  Cámaras  pue4en  optar  entre 
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el  juramento  o  la  afirmación,  i  en  este  último  caso,  no 
tienen  que  dar  razón  alguna  de  su  preferencia.  El  jura- 
mento de  i.°  de  Junio  de'1789  es,  en  virtud  de  la  Cons- 
titución, obligatorio  para  todas  las  lejislaturas  particu- 
lares de  los  Estados  Confederados. 

En  el  Senado  todo  Senador  debe  votar,  a  menos  que 
decline  hacerlo  por  razones  particulares  que  el  Senado 
está  llamado  a  apreciar.  A  este  efecto  el  Presidente  le 
hace  la  interrogación  siguiente:  «¿VA  Senador  debe  ser 
escusado  de  votar  por  las  razones  que  ha  dado?»  El  Se- 
nado decide  sin  debate. 

No  se  admite  voto  alguno  después  de)  escrutinio. 
Pero  un  Senador  puede  ser  autorizado  por  motivos  ale- 
gados por  él,  i  aceptados  por  la  unanimidad  de  sus  cole- 
gas a  retirar  o  modificar  un  voto  dado.  Lo  mismo,  si 
una  cuestión  ha  sido  resuelta  por  votación,  sea  por  sim- 
ple mayoría,  sea  por  los  dos  tercios,  todo  Senador  per- 
teneciente a  la  mayoría  puede  pedir  que  se  ponga  en 
deliberación  el  punto  que  acaba  de  decidirse,  siempre 
que  la  moción  se  proponga  el  mismo  dia,  o  uno  de  los 
siguientes.  Esta  facultad  subsiste  aun  cuando  el  proyecto 
adoptado  haya  sido  trasmitido  ya  a  la  Cámara  de  repre- 
sentantes. 

Si  hai  empate  decide  el  vice-President3.  Una  cuestión 
ya  votada  puede,  como  en  el  Sanado,  ser  puesta  de  nue- 
vo en  discusión. 


El  ilustrado  publicista  del  cual  he  tomado  los  datos 
que  preceden,  dá  cuenta,  ademas,  de  una  curiosa  entre- 
vista entre  dos  notabilidades  políticas  del  nuevo  i  viejo 
continente,  la  cual  tuvo  lugar  en  la  forma  que  sigue: 

E, — ¿Podrá  Ud.  decir  al  comité,  si  las  reglas  de  pro- 
cedimiento de  la  Cámara  de  Representantes  del  Congre- 
so eran  en  sn  oríjen  las  misaias  que  las   de  la  Cámara 

de  los  Comunes? 
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A. — Las  'reglas  de  procedimiento  de  nuestra  Cámara 
en  la  fundación  del  Gobierno  en  1789,  eran  casi  idénticas 
a  la  de  la  Cámara  de  los  Comunes. 

E. — ¿Esas  reglas  han  sido  modificadas  en  el  curso  del 
tiempo,  i  cuáles  han  sido  las  principales  causas  de  esos 
cambios? 

A. — Han  sido  considerablemente  cambiadas,  princi- 
palmente a  causa  de  la  necesidad  de  facilitar  la  espedicion 
de  los  asuntos. 

E. — ¿Era  que  los  debates  se  prolongaban  estraordi na- 
namente? 

A. — Si;  tal  era  nuestra  opinión,  i  parecia  necesario 
encontrar  algún  medio  de  cerrar  el  debate,  porque  la  di- 
ficultad estaba  principalmente  en  la  falta  de  todo  medio 
de  poner  fin  a  una  discusión. 

Mr.  Curtis,  añadió  enseguida,  que  desde  1789  se  habia 
decidido  que  la  cuestión  de  aplastamiento  no  podia  ser 
discutida^  i  que  desde  esa  época  esta  regla  habia  sido 
respetada  en  la  práctica. 

E. — ¿Tendríais  la  bondad  de  decirnos  de  qué  manera 
se  clausura  un  debate? 

A. — Esto  se  verifica  por  el  medio  que*  llamamos  «\^ 
cuestión  previa»  [prcvioux  question).  La  cuestión  previa 
no  es  entre  nosotros  lo  que  es  en  el  Parlamento  inglés. 
En  virtud  de  la  Rule  L  de  la  Cámara  de  Representantes, 
la  cuestión  previa  se  formula  en  estos  términos:  <vLa 
cuestión  principal  será  planteada  ahora?  (  ¿Shall  the  main 
question  be  noü  puf?) 

La  moción  de  la  cuestión  previa  debe  ser  apoyada 
[seconded]  por  la  mayoría,  i  reconocido  este  hecho,  el 
speaker  dice:  La  cuestión  previa  es  pedida  por  la  Cámara. 
Si  votada  esta  proposición  la  Cámara  decide  en  segui- 
da  negativamente,  se  vuelve  al  debate  principal;  si,  al 
contrario,  la  decisión  es  afirmativa,  cesa  el  debate  i  ha- 
biéndose tomado  en  consideración  las  enmiendas,  se 
vota  sobre  la  cuestión  principal  3in  discusión, 
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Copiando  lo  dispuesto  sobre  la  cuestión  previa  en  la 
Cámara  de  los  Comunes,  cuando  su    primera  organiza^ 
cion  en  1789,  el  Senado  del  Congreso  le  habia  manteni- 
do su  oríjen  británico;   era   una  medida  que  tenia  poi 
objeto  separar  o  retirar  de  la  orden  del  dia  una  propo- 
sición  cuya  votación  aparecía  peligrosa  o  inoportuna; 
jamas  so  la  empleaba  como  medio  de  estrangular  el  de- 
bate. Sin  embargo,  parece  que  se  desvió  pronto  de  esa 
significación  orijinal,  porque  oimos  ya  a  JejQíerson  en  su 
^{Manuel  of  Parla mentary  Vrasticcb^  quejarse  del  abuso 
de  esa  medida;  Mr.    Hatscll   pretende,    escribía,   que  la 
cuestión   previa  liabia    sido   introducida  en  la  Cámara 
de  los  Comunes   en  1(104.    Fué  sir  Henry  Vane  quien 
la  inventó  cuando  la  cuestión  estaba  formulada  de  esta 
manera:   <rLa   cucsiion  previa    será   puesta    en   debate:^ 
(  ShaJl  the  main  question  be  put  ),   una  respuesta  nega- 
tiva traia  por  consecuencia  suprimir  la  cuestión  princi- 
pal durante  Ih  sesión,  o  por  lo  mcMios  durante  el  debate 
pendiente.  Pero,  después  que   la  palabra  «pronto»   [he 
now  put)  ha  sido  empleada,  el  efecto  se  ha  restrinjido, 
i  se  estiende  solamente  al  mismo  dia,  i  no  mas  allá.  La 
verdadera  ocasión  de  plantearla  cuestión  previa  se  pre- 
senta cuando   se  quiere  provocar    una   discusión  sobre 
una  materia  delicada,   concerniente,  por  ejemplo,  a  ele- 
vados personajes,  o  que  puede  producir  debates  injurio- 
sos.   Entonces  es   cuando  debe   plantearse  la   cuestión 
previa,  i  la  consecuencia  es,  según  el  método  de  nues- 
tros dias,  que  se  suspende  la  cuestión  principal  i  se  res- 
trinje  el  debate  a  la  cuestión  previa.  Pero  la  practicaba 
sido  estendida  abusivamente  a  otros  casos;  solamente  en 
estas  últimas  conjeturas  la  aplicación  ha  sido  embarazo  • 
sa  i  el  empleo  que  de  ella  se  ha  hecho  habria  podido  ser 
reemplazado  con   ventaja  por  otras  formalidades  parla- 
mentarias. Por  esto  es  que  creo  que  es  preciso  no  recu- 
rrir demasiado  a  ellas,  i  que  conviene  mas  bien  restrin- 
girla a  sus  mas  estrechos  límites  \Hcnry  Smith,  páj.  132), 
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Mr.  Curtís,  el  americano,  había  completado  su  decla- 
ración. La  Cámara  de  Representantes  del  Congreso  no 
pierde  su  tiempo  como  la  Cámara  de  los  comunes  en 
debatir  cuestiones  de  orden;  éstas  son  resueltas  por  el 
speaker^  i  si  se  apela  de  sus  fallos  ante  la  Cámara,  esta 
última  resuelve  sin  discutir.  De  suerte  que  estos  tres 
jéneros  de  cuestiones,  de  orden,  de  aplazamiento  i  la 
cuestión  previa,  son  resueltas  por  el  speaker,  i,  si  se 
apela  de  sus  fallos  ante  la  Cámara,  ésta  decide  sin  dis* 
cutir.  No  hai  escepcion  alguna,  escepto  para  la  cuestión 
previa  que  puede  ser  debatida  durante  treinta  minutos^ 
cuando  se  opone  a  una  proposición  que  no  ha  dado  aun 
lugar  a  debate;  se  dan  quince  minutos  para  apoyarla,  i 
quince  minutos  para  combatirla  (  Rule  XX VIII,  §  3.°). 

La  libertad  de  la  palabra  no  sufre  esas  solas  restric- 
ciones en  la  Cámara  de  Diputados.  Otra  regla  tiene  por 
objeto  limitar  hasta /¿mi  Aortz  la  duración  délos  discursos, 
i  es  el  one  hour  rule  decretado  en  1841.  Este  se  aplica  a 
todos  los  oradores,  i  en  toJo  jénero  de  cuestiones  en 
las  deliberaciones  de  la  Cámara  (in  the  House)  lo  mismo 
que  en  las  deliberaciones  del  comité  [ni  Courielhce  af  the 
whole  Howe).  Sin  embargo,  se  ha  consignado  una  escep- 
cion en  favor  de  los  relatores  de  las  comisiones.  Si  tiene 
lugar  un  debate  jeneral,  el  rehitor  tiene  el  derecho  de 
comenzar  i  terminar  la  discusión,  i  si  ésta  ha  durado  mas 
de  un  día,  puedo  hablar  una  hora  para  terminar,  a  pesar 
de  haber  hablado  una  hora  para  comenzar  (Rule  XIV, 
§3.°).  Lo  contrario  sucede  cuando  se  trata  de  enmiendas 
en  el  seno  del  Comité  de  la  Cámara;  entonces  el  oune 
hour  rule  desaparece  en  presencia  de  una  regla  mas  li- 
mitativa: elfive  minutes  debute.  Después  que  el  debate 
jeneral  ha  terminado  por  una  decisión  de  la  Cámara, 
todo  miembro  autor  de  una  modificación,  no  tendrá  mas 
de  cinco  minutos  para  motivarla;  se  concederán  otros 
cinco  minutos  para  combatirla  al  miembro  que  haya  to- 
mado priniMBro  la  palabra,  i  la  discusión  no  pasará  mas 
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alvo  4iie  un  tiempo  igual  de  íI¡¿:^  minutos  haya 
itorgndo  para  la  discusión  de  una  sub-enmienda, 
![!  este  caso,  i  cuando  eljivc  minutes  debate  ha  co- 
do, la  Cámara  puede,  cuando  lo  quiera,  pronunciar 
¡lyoría  de  sus  miembros  la  clausura  de  todo  debate 
tal  sección  o  tal  párrafo  de  un  bilí,  o  sobre  la  mo- 
lón que  a  él  se  refiere  [Rule  XXIII,  §  50  i  6.°. 

0  solamente  se  limitan  en  duración,  sino  en  nu- 
los discursos  en  la  Cámara  de  Representantes.  La 
;[V,  i;  6."  del  Reglamento,  dice:  «-Que  ningún  miem- 
iblará  mas  de  una  ve:;,  sin  la  autorización  de  la  Cá- 

a  menos  que  sea  autor,  promotor  o  introductor 
tiroposicion  en  debate,  en  cuyo  caso   le  será   per- 

1  replicar,  pero  solamente  cuando  ya  hubiera  tenido 
ibra  todo  miembro  que  hubiera  deseado  hablar, 
m  artículo  de  la  North  Aincriciin  fíevfeu)  del  mes 
nevo  de  1879,  un  senador  de  Estados  Unidos,  Mr. 
F.  Iloar,  miembro  del  Comité  de  privilejios  i  de 
anes  {Coinitec  of  Privileyes  mni  Elections),  como 
ín  del  Reglamento  [Coinitec  of  Rules)  ha  trazado 
la  libertad  de  la  tribuna  en  la  Cámara  de  Represen- 

i  el  Senado,  un  paralelo  de  lo  mas  interesante. 
e  73  años,  escribe,  es  decir,  desde  la  época  en  que 
lado  ha  suprimido  la  cuestión  previa,  no  ha  habi- 

ese  Cuerpo  restricción  'alguna  a  la  libertad  del 
;,  ni  al  derecho  de  enmienda  mientras  que,  añade, 

podría  ser  entendido  por  el  lector,  si  no  hubiera 
;uanto  la  Cámara  de  Representantes,  por  sus  pro- 
;glis,  se  ha  despojado  completamente  de  esa  liber- 
deliberación,  de  discurso  i  de  debate  Ithat  frcedoin 
iheration,  speech  andilcbale),  que  nuestras  primeras 
tucioncs  americanas  proclaman  como  «esenciales 
echo  del  pueblo.» 

no  causa  eficiente  de  este  estado  de  cosas  tendente 
liniiir  la  autoridad,  cl  prestijio  i  la  dignidad  de  la 
ra,  i  a  privar  a  esta  ilustre  Asamblea  de  la  igualdad 
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con  el  Senado  que  habían  tenido  en  vista  los  actores  de 
la  Constitución,  Mr.  Hoar  señala,  el  hone hour  rulc^  i 
sobre  todo  la  cuestión  previa,  que  denomina  una  guillo- 
tina perpetuamente  en  accion;*demuestra  en  seguida  otro 
espediente  al  cual  recurren  frecuentemente  los  repre- 
sentantes para  escamotear  el  debate,  i  con  cuya  ayuda, 
pretende,  el  voto  de  un  gran  número  de  bilis,  quizas 
de  la  mayor  parte,  es  arrebatado,  por  decirlo  así,  a  viva 
fuerza. 

Cada  primero,  i  cada  tercer  lunes  del  mes,  i  tam- 
bién en  cada  uno  do  los  seis  últimos  dias  de  la  sesión, 
todo  miembro,  sea  por  su  cuenta  personal,  sea  como 
órgano  de  una  comisión,  puede  proponer,  por  moción, 
el  suspender,  tales  o  cuales  reglas  de  procedimiento. 
Para  ser  aceptable,  la  moción  debe  ser  apoyada  [secon^ 
ded)  por  la  mayoría  de  la  Cámara,  pero  no  se  admite 
enmienda  alguna. 

El  debate  sobre  la  moción  no  puede  durar  mas  de 
treinta  minutos^  quince  minutos  en  pro  i  quince  en 
contra. 

Como  se  vé,  tenemos  el  modelo  del  <^réjimen  de 
urjencia»  opuesto  por  Mr.  Glandstone  a  la  táctica 
dilatoria  de  los  houte  riilers.  El  efecto  es  casi  el 
mismo.  Si  los  dos  tercios  de  la  Cámara  adhieren  a  la 
moción,  un  bilí  puede  recorrer  las  diversas  faces  de  su 
procedimiento,  sin  debate  ni  modificación,  i  adquirirá 
fuerza  de  lei  en  cuanto  dependa  de  la  Cámara.  ^Estc  es 
el  modo,  añade  Mr.  Iloar,  por  medio  del  cual  centenas 
de  medidas  de  una  importancia  vital  obtienen  a  la 
víspera  de  las  sesiones  premiosas,  el  consentimiento 
constitucional  de  los  representantes  del  pueblo  americano, 
sin  haber  sido  discutidas,  ni  modificadas,  ni  impresas^ 
ni  aun  comprendidas.^ 

Mr.  Hoar  ha  trazado,  en  algunas  pajinas  cáusticas,  la 
historia  de  los  asaltos  sostenidos  en  el  Senado  defen- 
diendo la  integridad  de  la  tribuna.  Habia  en   1841   un 
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cambio  de  mayoría  en  las  dos  Cámaras  del  Congreso. 
Los  wigs  habían  subido  al  poder,  después  de  12  años 
consecutivos  de  un  gobierno  democrático,  i  aspiraban  a 
fundar  una  nueva  política,  en  oposición  a  la  que,  salvo 
un  breve  intervalo,  habia  prevalecido  desde  el  adveni- 
miento de  Jefferson  en  1 801,  El  jefe  del  partido  wiiig 
en  el  Congreso  era  Mr.  Clay,  cuyo  carácter  ardiente  e 
imperioso  se  acomodaba  mal  con  la  resistencia  de  los 
demócratas,  que  denunciaban  cada  una  de  las  medidas 
propuestas  por  la  administración  como  violatorias  de  la 
Constitución,  o  sospechosas  de  parcialidad  en  favor  de 
los  ricos.  Era  una  oposición  formidable,  sobre  todo  en 
el  Senado,  en  el  que  un  puñado  de  adversarios  resuel- 
tos i  unidos,  hacian  al  Gobierno  una  guerra  implacable, 
poniendo  sobre  el  yunque  todos  sus  actos,  i  martillán- 
dolos sin  cesar,  clavándolos  contra  el  muro,  i  puñalean- 
do sin  tregua  a  todos  los  oradores,  i  de  lo  mas  notable, 
lanzando  un  dar  Jo  aguzado,  por  decirlo  asi,  en  cada  una 
délas  frases  de  sus  discursos,  i  llegando  ordinariamente 
a  la  mas  estrema  frontera  de  la  libertad  de  la  palabra. 

Por  lo  tanto,  Mr.  Clay  no  habia  tardado  en  elevar  con- 
tra la  oposición  del  Senado,  compuesta  apenas  de  22 
miembros,  el  reproche  de  borrar  sistemáticamente  los 
negocios  de  la  Nación.  «La  minoría  del  Senado,  dccia, 
tiene  en  su  mano  la  suerte  de  las  decisiones,  i  es  causa 
de  todos  los  retardos  en  los  negocios  públicos.  Ella  obs- 
truye a  la  mayoría  en  la  espedicion  de  todas  las  cuestio- 
nes cuya  solución  importa  al  pueblo,  principalmente 
aquellas  que  se  ha  comprometido  a  resolver  sin  demora. 
¿La  mayoría  no  se  encuentra  de  esta  manera  en  la  nece- 
sidad de  adoptar  alguna  medida  que  vuelva  a  su  poder 
la  dirección  i  la  fiscalización  de  la  orden  del  dia  de  la 
sesión?  Es  imposible  prescindir.  La  necesidad  nos  obliga 
recurrir  a  ello».  :  ,  .  .  . 

Ya  la  Cámara  habia  votado,  una  tras  otra,  notables 
restricciones  a  la  libertad  de  la  palabra.    El  6  de  Junio 
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de  1841  habia  decidido  que  la  Asamblea,  por  una  sim- 
ple mayoría,  tuviera  el  derecho  de  autorizar  al  Comité 
[of  the  wole)  de  desprenderse  de  todo  bilí  sometido  a  su 
deliberación,  después  de  haber  fallado  sin  debate  sobre 
las  enmiendas  pendientes  o  que  podrían  serle  presenta- 
das, i  al  dia  siguiente  habia  adoptado  el  one  hour  rule 
en  virtud  del  cual  no  es  permitido  hablar  mas  de  una 
hora.  Alentado  por  estos  triunfos,  M.  Gay  habia  tomar- 
do  inmediatamente  sus  disposiciones  para  imponer  al 
Senado  medidas  análogas,  especialmente  la  última.  Esta 
fué  la  señal  de  una  alzada  de  escudos.  La  falanje  demo- 
crática del  Senado,  ha  escrito  M.  Benton,  que  era  uno 
de  sus  miembros  mas  eminentes,  habiendo  tenido  cono- 
cimiento de  la  cosa,  se  reunió  i  resolvió  llevar  hasta 
el  desafío  la  resistencia  a  la  introducción  del  one  hour 
rule  y  i  si  llegaba  a  ser  votado,  pisotearlo  [trupc  human) 
aun  cuando  debiera  esto  provocar  escenas  de  desorden 
i  violencia.  No  se  agualdaron  las  medidas  de  M.  Gay; 
se  las  previno.  Este  último  en  un  debate  público,  ha- 
biendo acusado  de  obstruccionismo  a  la  oposición,  ^en 
un  momento  en  que  el  país  entero,  agonizando  de  an- 
gustia, reclamaba  a  grandes  gritos  su  libertad,  fué  inter- 
pelado por  Mr.  Calhoun  sobre  si  realmente  se  disponía 
a  aplicar  al  Senado  la  lei  de  la  mordaza  {the  gag  law) 
votada  por  la  otra  Cámara  del  Congreso,  i  añadió  que, 
si  tal  era  la  intención  del  jefe  de  los  wngs,  le  prevenía 
que  él  i  los  suyos  estaban  prontos  a  medirse  con  él  en 
ese  terreno.  Mr.  Gay,  a  la  verdad,  habia  contestado  afir- 
mativamente a  ese  apostrofe,  pero  habia  sido  tal  el 
efecto  producido  por  la  actitud  de  la  minoría,  que  hubo 
de  verse  obligado  a  renunciar  a  su  proyecto  bajo  la 
presión  de  sus  mismos  partidarios. 

Derrotado  sobre  el  one  hour  rule^  Mr.  Gay  habia  vuel- 
to sobre  la  cuestión  previa,  esperando  poder  hacerla 
aceptar,  a  título  de  transacción.  El  Senado  habia  supri- 
mido en  su  reglamento  la  cuestión  previa  desde   1806; 
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r.  Gay  quería  hacerla  revivir  después  de  treinta  i  cin- 
)  años.  Pero  inmediatamente  la  oposición,  mas  viva 
ae  nunca,  tomó  la  ofensiva,  en  la  cual  había  triunfado 
iteriormente.  Antes  de  ser  presentado  este  proyecto  de 
istriccion  parlamentaria,  fué  atacado  con  vehemencia. 
s.  King,  que  llegó  a  ser  mas  tarde  vice-Presidente  del 
inado,  decia:  «La  libertad  de  la  palabra,  no  ha  sido 
mas  trabada  en  este  recinto  ¿es  justo,  es  conveniente, 
le  después  de  cincuenta  años  de  una  libertad  ilimitada 
!  nos  amenaza  con  una  mordaza?  Todos  vosotros  me 
moceis  como  hombre  pacífico;  sin  embargo,  puedo 
icgurar  al  Senado  que,  sí  se  quiere  violar  este  recinto, 
3  me  opondré  a  esa  tentativa,    aun  hasta   la  muerte. 

No  menos  firme  era  el  lenguaje  de  Mr,  Benthon.  a  quien 

partido  democrático  había  encargado  en  esta  ocasión 
í  ilustrar  la  opinión  pública.  «Él  debia  castigar,  decía, 

deseo  de  imponer  al  Senado  el  despotismo  de  la  mor- 
íza,  con  el  mismo  derecho  que  si  se  hubiera  tratado 
í  hacer  invadir  su  recinto  por  una  banda  de  soldados 
icargados  de  dictar  la  leí,  arrojando  por  la  ventana  a 
is  Senadores  recalcitrantes.» 

En  seguida,  dirijiéndose  al  speaker,  terminó  por  esta 
sroracion  dramática: 

«Señor:  cuando  la  cuestión  previa  se  haya  instalado  en 
;te  recinto;  cuando  funcione  en  sus  deliboraciones,  yo 
)nsideraré  mí  carrera  lejislatíva  terminada.  Entonces  no 
ícesitaré  de  un  lugar  aquí.  Yo  trataré  mi  existencia  poH- 
ca,  como  los  romanos  trataban  su  existencia  física.  El 
imano  llevaba  su  vida  sobre  la  punta  de  su  espada,  i 
lando  esa  vida  había  dejado  de  ser  honorable  para  él 
ismo,  o  útil  a  su  patria,  se  dejaba  caer  encima  i  moría. 
so  es  lo  que  hizo  de  ese  pueblo,  el  mas  belicoso  i  el 
as  heroico.  Eso  que  ellos  hacían  con  su  vida  natural 
liero  hacerlo  con  mí  existencia  política  í  lejislativa; 
liero  terminarla  cuando  haya  cesado  de  ser  honorable 
ira  mi  mismo,  i  útil  a  mi  patria,  i  siento  que  llegará  el 
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caso  si  esta  Cámara,  despojada  de  su  libertad  constitu- 
cional, aceptara  la  mordaza  de  la  cuestión  previa.» 

Cediendo  de  nuevo  ante  los  ataques  de  la  minoría 
democrática,  Mr.  Gay  dejó  caer  igualmente  ese  proyecto 
i  Mr.  Benton  pudo  concluir  mas  tarde  la  narración  de 
las  victorias  obtenidas  por  el  Senado,  i  en  las  cuales 
habia  tomado  tanta  parte,  en  estas  frases:  «Así  fué  como 
esa  firmeza  de  la  minoría  del  Senado — seria  mejor  decir 
su  valor,  porque  su  resistencia  habia  calculado  las 
últimas  estremidades — ha  salvado  a  la  Asamblea  de  la 
degradación,  a  la  lejislacion  constitucional  de  la  supre- 
sión, a  la  libertad  del  pueblo  de  la  estincion,  i  al  honor 
del  gobierno  republicano  de  un  descrédito  al  que  en  nin- 
guna monarquía  de  Europa  se  encuentran  sometidos  los 
representantes  del  pueblo.  La  cuestión  previa  no  ha  sido 
desde  cien  años  pedida  jamas  en  la  Cámara  de  los  Comu- 
nes, no  lo  ha  sido  jamas  en  la  Cámara  de  los  Pares. 

La  libertad  de  la  tribuna  ha  permanecido,  pues,  ínte- 
gra en  el  Senado  de  Estados  Unidos.  Ninguna  de  las  res- 
tricciones inscritas  en  el  Reglamento  de  la  Cámara  de 
Diputados  se  encuentra  en  el  suyo.  La  única  limitación 
que  existe  es  relativa  al  número  de  discursos;  el  art.  38 
dice: — Ningún  Senador  podrá  hablar  mas  de  dos  veces 
sobre  ninguna  cuestión,  en  el  mismo  dia,  sin  el  permiso 
del  Senado,  el  que  decidirá  sin  debate.» 

Bien  diversos,  como  se  ha  visto,  habrían  sido  los  des- 
tinos de  la  cuestión  previa  en  las  asambleas  representa- 
tivas de  Estados  Unidos.  Mientras  que,  después  de  una 
corta  esperiencia,  quizas  bajo  la  influencia  de  JeíTerson, 
el  Senado  lo  habia  suprimido  aun  con  su  rol  restrinjido, 
en  la  Cámara  de  Representantes,  al  contrario,  le  hemos 
visto  arraigar,  desarrollarse,  ensancharse  i  llegar  a  ser 
lo  que  hoi  es:  una  rueda  destinada,  como  la  clausura,  a 
cerrar  el  debate  a  todo  instante,  i  a  traer,  incontinenti, 
el  voto,  o  para  servirme  de  la  pintoresca  espresion  de 
Mr.  Hoar,  «¿ma  guillotina  constantemente  en  acción,^ 
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En  el  Parlamento  británico,  la  cuestión  previa  ha  per- 
manecido idéntica  desde  su  principio.  Ella  tiene  por 
objeto,  no  estinguir  bruscamente  un  debate  sino  impe- 
dir que  se  cierre  sobre  la  cuestión  principal.  «La  cues- 
tión previa,  dice  Mr.  Tomas  Erskise  May,  es  una  ma- 
nera injeniosa  de  apartar  el  voto  sobre  cualquier  materia, 
pero  su  nombre  técnico  no  sirve  sino  mui  'poco  para 
dilucidar  su  operación.» 

Cuando  no  hai  debate,  o  éste  se  ha  cerrado,  el  speaker 
pide  naturalmente  a  la  Asamblea  que  se  pronuncie  i  lo 
hace  sin  necesidad  de  ser  provocado  a  ello,  sino  por 
efecto  de  una  moción  de  cuestión  previa;  puede  pedírsele 
no  lo  haga.  Los  términos  de  la  moción  son  éstos:  «que 
ésta  cuestión  sea  planteada  desde  luego  {that  quesüon 
be  not  pul);  los  que  desean  evitar  la  votación  de  la 
cuestión  principal,  votan  contra  la  moción,  i,  si  el  resul- 
tado jeneral  es  negativo,  el  speaker  se  encuentra  impe- 
dido para  plantear  la  cuestión.  Pero  puede  reproducirse 
en  otro  dia,  no  encontrándose  ligado  el  speaker  sino 
por  el  presento 

Como  se  ve,  el  método  es  distinto  del  de  la  Cámara 
americana.  En  esta  última  la  cuestión  previa  rueda  sobre 
él  debate,  el  cual  se  cierra  o  continúa  según  la  moción 
ísea  adoptada  o  rechazada,  pero  en  todo  caso  el  voto 
sobre  la  cuestión  principal  permanece  abierto.  En  el 
Parlamento  inglés,  al  contrario,  la  cuestión  previa  no 
tiene  en  vista  sino  el  voto  sobre  la  cuestión  principal, 
Voto  que  quedará  prohibido  o  posible,  según  que  la 
moción  haya  sido  acojida  o  rechazada.  Mr.  Erskine  May 
critica  la  forma  de  la  cuestión  previa,  que  se  halla  con- 
cebida afirmativamente,  i  que  obliga  de  consiguiente,  a 
los  mismos  que  la  han  propuesto  o  sostenido,  a  votar 
en  contra.  Añade  que,  en  1778,  el  Congreso  americano 
la  habia  formulado  en  una  fórmula  negativa:  ^Que  la 
cuestión  principal  no  se  vote  ahora  y> 

Pero  en  lo  que  conviene  insistir,  sobre  todo,  es  que 
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en  Inglaterra,  planteada  la  cuestión  previa,  el  debate  en 
curso  no  se  cierra  ni  se  interrumpe;  continúa  después 
como  antes  de  introducida  la  moción,  i  ésta  no  se  pone 
a  votación  antes  de  agotarse  el  debate.  Por  esto  sucede, 
dice  Cushing,  que  cuando  la  moción  ha  sido  propuesta  o 
secundada,  los  adversarios  de  la  cuestión  principal,  bien 
lejos  de  deber  limitarse  eii  el  debate  a  los  méritos  intrín- 
secos de  esta  última,  como  seria  éste  el  caso,  pueden 
sacar  ventaja  de  todas  las  objeciones  a  que  provoca  la 
cuestión  previa,  sea  en  cuanto  a  s  i  oportunidad  o  su 
forma;  i  estas  ventajas  no  pueden  serles  retiradas  en 
tanto  que  un  solo  hombre  so  oponga  al  retiro  de  la 
cuestión  previa.  Así,  en  lugar  de  circunscribir  i  restrín- 
jir  el  debate,  tiende  mas  bien  a  ensanchar  su  campo  de 
evolución,  i  es  en  este  sentido,  sin  duda,  que  en  una 
discusión  memorable,  Sheridan  ha  podido  hablar  del 
miserable  abrigo  [shabhy  sheller)  de  la  cuestión  previa. 

La  significación  de  la  cuestión  previa  en  las  asam- 
bleas francesas  es  ya  conocida;  ella  tiene  por  objeto  se- 
parar la  cuestión  principal  por  la  declaración  que:  «no 
ha  lugar  a  deliberar,  v  Es  bajo  esta  forma,  i  en  este  sen- 
tido que  la  cuestión  previa  ha  pasado  en  otras  Cámaras 
representativas.  Se  encuentra  en  esta  forma,  i  en  térmi- 
nos espresos  en  las  dos  Cámaras  belgas  [question  prea- 
lable);  en  las  dos  Cámaras  italianas  [qnestione  pregudi- 
ciale,  qnestione  preJiminare);  en  la  Cámara  de  Rumania 
[cestiunea  prealabila);  en  las  Cámaras  españolas  (la  pro- 
posición de  no  haber  lugar  a  deliberar  (donde  está  res- 
trinjida  a  las  proposiciones  que  no  son  proyectos  delei, 
i  en  la  segunda  Cámara  portuguesa,  donde  para  que  la 
cuestión  previa  [questáo  previa)  sea  admitida,  debe  ser 
apoyada  por  cinco  miembros. 

En  las  Cámaras  danesas  la  cuestión  previa  existe  en 
realidad  bajo  dos  formas  diferentes,  aun  cuando  estric- 
tamente hablando,  el  nombre  no  existe.  El  Reglamento 
de  la  prinj^ra  Cámara  dispone  lo  (^ue  sigue:  Cu^qdo  una 
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cuestión,  una  proposición  cuna  enmienda  ha  sido  foi 
mulada  i  motivada,  todo  miembro  tiene  el  derecho  d 
pedir  que  sea  separada  [afoihit'ngs).  La  Cámara  se  prc 
nuticia  sin  debate.  En  una  discusión  en  curso  puede  se 
producida  i  desarrollada  la  proposición  de  pasar  a  I 
orden  del  día  {overgaug  til  den  naeste  s<ig),  pero  esta  prc 
posición  debe  ser  remitida  por  escrito  al  Presidente.  Un 
disposición  casi  idéntica  se  encuentra  en  el  Reglament 
de  la  segunda  Cámara. 

Ni  en  las  Cámaras  holandesas,  ni  en  las  austríaca; 
ni  en  las  prusianas,  ni  en  el  Parlamento  alemán  se  er 
cuentra  en  práctica  la  cuestión  previa,  pero  en  esas  asaní 
bleas  se  suple  a  ella,  jeneralmente,  por  el  voto  de  un 
orden  del  dia  pura  i  simple  o  motivada,  separando,  de; 
pues  de  un  corto  debate,  las  cuestiones  inútiles,  inopoi 
tunas  o  inconstitucionales. 

Hé  aqui,  a  este  respecto,  la  disposición  del  Lamí  la 
prusiano: 

«La  proposición  de  pasar  a  la  orden  del  dia  puedo  se 
hecha  en  cualquier  momento  antes  de  la  clausura  di 
debate,  i  no  necesita  ser  apoyada.  Después  de  haber  cid 
a  un  orador  por,  i  otro  contra,  la  Cámara  se  pronunci; 
En  el  curso  de  la  misma  discusión,  una  proposición  d 
la  orden  del  dia,  una  vez  rechazada,  no  puede  ser  reprc 
ducida.  Las  proposiciones  de  orden  del  dia  motivada; 
deben  ponerse  a  votación  antes  que  las  modificacioncí 
No  puede  pasarse  a  la  orden  del  dia  en  las  proposicic 
nes  presentadas  por  el  Gobierno.» 

El  Reglamento  del  Senado  chileno,  en  su  art.  54,  di 
clara  que:  «los  incidentes  estraños  a  la  orden  del  dia  sol 
podrán  producirse  dentro  de  la  primera  hora  de  la  s< 
6Íon,  contado  desde  que  ella  se  abra. 

Tvíiscurrido  ese  tíempo  se  cerrará  el  debate  i  se  v* 
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taran  todas  las  indicaciones  de  orden  o  procedimiento, 
salvo  que  la  Cámara  acuerde  segunda  discusión,  en  cuyo 
caso  se  votarán  en  la  primera  hora  de  la  sesión  si- 
guiente   

Los  artículos  69  i  70  espresan  a  su  turno: 

«Si  nadie  hablara  sobre  la  proposición  pendiente  procederá  el 
Presidente  a  tomar  los  votos. 

Art.  70.  Sin  embargo,  si  al  procederse  a  tomar  los  votos  se  pi- 
diere que  se  discuta  de  nuevo  la  proposición  pendiente,  i  lo  orde- 
nare así  la  Sala,  se  abrirá  de  nuevo  la  discusión  sobre  dicha  propo- 
sición i  los  Senadores  podrán  ejercer  el  derecho  que  se  les  concede 
por  el  art.  66y  como  si  no  hubieren  tomado  antes  la  palabra.» 


Por  su  parte  el  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, en  sesión  de  Enero  10  de  1885,  consignó  la  siguien- 
te disposición: 

«Art.  8.**  Después  de  pronunciados  tres  discursos  sosteniendo  la 
nulidad  de  una  elección,  i  otros  tres  sosteniendo  su  legalidad,  de-  ^ 
berá  declararse  cerrado  el  debate  si  diez  o  mas  Diputados  lo  pi- 
dieren. 

Formulada  la  proposición  para  cerrar  el  debate,  se  procederá 
a  votarla  sin  discusión  alguna. 

Art.  89.  Sometido  un  proyecto  o  proposición  a  la  Cámara  se 
guardará  relijiosamente  la  unidad  del  debate,  i  no  podrán  admitirse 
indicaciones  sino  para  los  objetos  siguientes: 

I.''  Para  suspender  la  sesión,  o  reclamar  cualquiera  otra  provi- 
dencia de  orden; 

2°  Para  diferir  la  discusión,  indefinida  o  temporalmente; 

3.°  Para  proponer  una  cuestión  previa, 

4.°  Para  pasar  el  asunto  de  nuevo  a  Comisión; 

5.*  Para  dividir  un  asunto  complejo,  o  para  hacer  en  él  adicio- 
nes, supresiones  o  enmiendas. 

Art.  90.  Las  indicaciones  contenidas  en  los  cuatro  primeros  nú- 
meros del  artículo  precedente,  así  como  todo  incidente  estraño  a 
la  orden  del  dia,  se  discutirán  conjuntamente  dentro  de  la  primera 
mitad  de  la  sesión,  contada  desde  que  ella  se  abra.  Trascurrido  este 
tiempo,  se  cerrará  el  debate,  cualquiera  que  sea  su  estado,  i  se  vo^ 
t9pn  todas  las  indicaciones,  salvo  U%  que  hayan  quedado  parq 
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segunda  discusión,  que  se  discutirán  i  votarán  durante  la  primera 
mitad  de  la  sesión  siguiente. 

Esta  regla  no  se  aplicará  a  las  interpelaciones. 

Cuando  las  indicaciones  que  queden  para  segunda  discusión  sean 
para  pedir  sesiones  para  la  discusión  de  proyectos  determinados,  o 
sesiones  permanentes,  o  tengan  por  objeto  modificar  las  horas 
acordadas,  se  tratarán  en  la  orden  del  dia,  empezando  en  la  misma 
sesión. 

Las  indicaciones  que  espresa  el  núm.  ^."  del  artículo  precedente, 
i  las  previas  o  de  orden,  se  discutirán  conjuntamente,  salvo  que  su 
complicación  aconseje  proceder  por  partes. 

Trascurrida  la  primera  mitad  de  la  sesión  no  se  admitirá  indica- 
ción ni  discusión  alguna,  estrañas  a  la  orden  del  dia. 

Art.  96.  Estando  pendiente  la  aprobación  de  un  artículo  puede, 
no  obstante,  pasarse  a  otro  que  no  tenga  relación  con  él.» 


CAPITULO    XXVII 
r>o  la  o.jeciioloix  dol  fie jgl amento 

El  Reglamento  es  lalei  interior  de  la  Cámara,  i  obliga 
a  todos  los  miembros  de  ella.  Se  hace  obligatorio  desde 
que  ha  sido  votado  en  su  conjunto. 

El  Presidente  es  el  encargado  de  hacerlo  guardar. 

Todo  Senador,  dice  el  art.  12o  del  correspondiente  al 
Senado,  tendrá  derecho  para  reclamar  su  observancia,  i 
el  Presidente,  siendo  manifiesta  la  infracción,  la  hará 
cesar. 

Si  hubiere  dudas  sobre  su  interpretación,  se  consulta- 
rá a  la  Sala. 

Para  alterar  sus  disposiciones  se  necesitan  los  trámites 
de  un  proyecto  de  lei,  i  de  esas  alteraciones,  y^  impresas 
i  distribuidas  a  la  otra  Cámara  i  al  Gobierno,  se  llevará 
por  el  Secretario  un  rejistro  particular  que  el  Prrsidente 

de  \^  Comisión  Conservadora  mandará  imprimir  i  agr^^ 
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gar  al  Reglamento  vijente,  comunicándose  al  Gobierno 
i  a  la  Cámara  de  Diputados. 


El  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados  estableci- 
do en  Junio  20  de  1846,  i  modificado,  como  se  ha  visto, 
por  acuerdo  de  la  misma  Cámara,  en  sesión  de  Enero  10 
de  1885,  de  16  de  Julio  de  1887,  Junio  7  de  1879,  30  de 
Junio  de  1874,  16  de  Julio  de  1881,  Junio  6  de  1885, 
7  de  Mayo  de  1887,  Junio  6  de  1882,  Julio  19  de  1887, 
no  contiene  disposiciones  idénticas  al  del  Senado,  en  el 
punto  de  que  se  trata. 


DE  LA^^^INFRACCIONES  DEL  REGLAMENTO 

Sin  embargo  dispone  lo  siguiente: 

«Art.  145.  Todo  Diputado  tendrá  derecho  para  reclamar  la  ob- 
servancia del  Reglamento,  i  el  Presidente,  siendo  manifiesta  la  in- 
fracción, lo  hará  cumplir. 

Si  hubiere  dudas,  se  tomará  la  opinión  de  la  Cámara. 

No  podrá  alterarse  ningún  artículo  sino  con  las  formalidades  de 
un  proyecto  de  lei. 

Las  alteraciones  se  comunicarán  al  Gobierno  i  Senado.» 


Ahora  ¿en  qué  consisten  las  infracciones? 
Según  el  art.  11,  núm.   5.°  del  Reglamento  del  Sena- 
do, parece  que:    1/  en  salirse  el  orador  de  la  cuestión; 
2,"  faltar  al  orden  en  sus  espresiones. 

I,  según  el  art.  29,  es  contraria  al  orden  cualquiera 

espresion  en  que  se  impide  al  Senado^  a  la  Cámara  de 

Diputados^  o  a  cualquier  Senador  o  Diputado^  intencio- 

es  o  sentimientos  opuestos  a  los  deberes  de  estos  cuer^ 

os  o  a  los  deberes  de  sus  miembros  como  Senadores  o  Dipu-> 

idos. 

17-18 
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El  mismo  agrega: 

«Art.  30.  Pero  no  se  tendrán  por  contrarias  al  orden  las  imputa- 
ciones de  desacierto,  incapacidad  o  neglijencia  que  se  hagan  a  los 
otros  funcionarios  públicos  de  cualquier  naturaleza  que  sean;  ni 
las  imputaciones  de  infracción  de  la  Constitución  o  de  sus  respec- 
tivos deberes  oñciales,  que  se  hagan  a  dichos  funcionarios  públi- 
cos; ni  las  imputaciones  de  delito  alguno  sobre  el  cual  se  promo- 
viere acusación  ante  la  Cámara. 

Art.  31.  Es  contrario  al  orden  el  tomar  la  palabra  sin  haberla 
obtenido,  si  no  es  para  dirijir  alguna  breve  observación  o  petición 
al  Presidente. 

Art.  3a,  Es  contrario  al  orden  el  interrumpir  al  miembro  que 
habla,  a  no  ser  con  el  objeto  de  reclamar  el  orden  o  de  hacer  una 
brevísima  esplicacion  sobre  algún  hecho  en  que  el  miembro  que 
tiene  la  palabra  ha  padecido  error. 

Art.  }).  Todo  senador  puede  llamar  al  orden  cuando  crea  que 
se  contraviene  a  él,  i  para  hacerlo,  pronunciará  solamente  la  pala- 
bra: orden.  Sí  en  su  concepto  el  miembro  que  ha  faltado  al  orden, 
sigue  faltando  a  él.  podrá  interpelar  al  Presidente  para  que  lo  haga 
guardar.» 


£1  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados  coatiene, 
por  su  parte,  las  prescripciones  siguientes: 

«Art.  10^.  Corresponde  al  Presidente,  procediendo  de  oficio  o 
por  reclamo  de  cualquier  Diputado,  hacer  guardar  el  orden  en  las 
discusiones. 

Art.   106.  Son  fallas  al  orden: 

i.°  Tomar  la  palabra  sin  haberla  otorgado  el  Presidente,  o  to- 
marla mayor  número  de  veces  de  las  que  permite  este  Reglamento; 

a."  Salir  de  la  cuestión  sometida  a  examen; 

3.°  Interrumpir  al  Diputado  que  habla,  o  hacer  ruido  para  per- 
turbarlo en  su  discurso; 

4."  Dirijir  la  palabra  a  la  barra,  o  a  los  Diputados  directamente; 

5."  Faltar  al  respeto  a  la  Cámara  o  a  los  Diputados  con  acciones 
o  palabras  descomedidas;  por  imputaiíioues  a  cualquiera  persona 
o  funcionarios  de  dentro  o  de  fuera  de  la  Cámara,  atribuyéndoles 
intenciones'O  sentimientos  opuestos  a  sus  deberes. 
■  *Art.  107.  Pero  no  se  reputará  tal  h  inculpación  de  desacierto, 
neglijencia  o  incapacidad  a  los  funcionarios,  ni  la  'censura  de  sus 
acto^  oficiales  como  opuestos  a  las  leyes  o  al  bien  público.» 
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La  sanción  de  estos  preceptos  respecto  a  los  Senado- 
res, se  encuentra  en  el  núm.  5.°,  art.  11  del  Reglamento 
que  permite  i  faculta  al  Presidente  para  intimar  el  reti- 
ro  del  Senador  que,  reconvenido  tres  veces  por  faltar  al 
orden ^  no  obedeciere. 

Igual  atribución  concede  al  Presidente  de  la  Cámara 
de  Diputados  el  núm.  5.**,  art.  29  de  su  Reglamento. 

Estas  disposiciones  están  de  acuerdo,  como  ya  se  ha 
visto,  con  las  que  rijen  en  casi  todas  las  asambleas 
parlamentarias. 


En  Francia,  según  el  art.  128  del  Reglamento  de  la 
Cámara  de  Diputados,  la  censura  simple  i  la  censura  con 
eseltision  temporal,  traen  de  pleno  derecho:  1/  la  pri- 
vación durante  un  mes  de  la  indemnidad  o  renta  del 
Diputado;  2.°  la  impresión  i  la  colocación  a  espensas 
del  Diputado  de  doscientos  carteles  dei  estracto  del  acta 
que  dá  cuenta  de  la  censura.  Los  carteles  se  colocan  en 
todas  las  comunas  de  la  circunscripción  por  donde  salió 
elejido  el  Diputado. 


En  el  mismo  pais  existe  la  doctrina  de  que  no  perte- 
nece a  ningún  miembro  de  la  Cámara  pedir  una  pena 
cualquiera  contra  uno  de  sus  colegas.  El  Presidente  solo, 
tiene  la  iniciativa  en  semejante  materia,  pues  que  corre 
de  su  cargo  la  policía  de  la  Asamblea. 

No  puede  entablarse  debate  alguno  entre  el   Presi 
dente  i  un  miembro  de  la  Cámara  con  motivo  del  ejer- 
cicio del   poder  disciplinario  de  que  el  Presidente  está 
vestido  por  el  Reglamento. 

Las  penas  disciplinarias  pronunciadas  por  el  Regla- 

ento  de  una  Cámara  no  son  aplicables  a  los  Ministros 

'le  no  forman   parte  de  esa  Cámara,   pero,   cuando  un 
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Ministro  es  al  mismo  tiempo  Senador  o  Diputado  ¿se 
puede  indagar  si  está  sustraído  a  la  jurisdicción  discipli- 
naria de  la  Cámara  a  la  cual  pertenece? 

Esta  cuestión,  que  yn  se  ha  suscitado  sin  solucionarse 
en  Chile,  i  de  la  cual  se  ha  hablado  en  parte  al  tratarse 
de  los  Ministros,   se  ha  discutido  latamente  en  Francia. 

Kn  la  sesión  de  l;i  Cámara  de  Diputados  de  21  de 
Febrero  de  1821,  muchos  miembros  propusiéronse  lla- 
mara al  orden  al  señor  Guarda-Sellos,  que  era  entonces 
Mr.  de  Serré.  El  Presidente  Ravez  observó  que,  en  esos 
términos,  el  llamado  al  orden  no  podia  ser  puesto  en 
votación;  los  reclamantes  se  rectificaron  pidiendo  en- 
tonces se  llamara  al  orden  a  Mr.  de  Serré,  sencillamente. 
Mr.  de  Couwissier  suscitó  entonces  la  cuestión  de  si, 
aun  separando  la  persona  del  Ministro  de  la  del  Dipu- 
tado, la  Cámara  tenia  el  derecho  de  llamar  al  orden  a 
un  Ministro  del  Gobierno: 

«Sin  duda,  dijo,  h  C:tniara  debe  leiier  un  nieJio  de  obtener  jus- 
ticia, aun  contr.i  un  .Ministro  del  Rei,  si  sucede  que  provoque  el 
descoutciito  i  la  queja;  el  llaninniieiito  al  ói-den  no  es  un  medio. . 
Es  en  nombre  del  Rei  como  ese  Ministro  comparece  en  este  recin- 
to; es  en  nombre  del  Rei  como  habla;  no  se  puede  distinguir  en- 
tre ambos  títulos;  cuando  el  Ministro  pide  la  palabra  es  al  Ministro 
a  quien  el  Reglamento  se  la  dá;  no  es  Diputado  quien  la  obtiene. 
Si  abusa  de  ella,  sea  contra  la  Cámara,  sea  contra  uno  de  sus  miem- 
bros, no  es  por  medio  de  un  lUmamicnto  al  orden  como  la  Cá- 
mara debe  manifestar  su  desaprobación;  ella  debe  hacer  mas;  que- 
jarse al  Rei;  es  por  un  acto  mas  solenuie,  es  por  un  mensaje  como 
debe  espresarse;  la  medida  de  un  llamamiento  al  orden  no  puede 
alcanzar  sino  al  Diputado.*. 


Esta  tesis  fué  combatida    en   los  términos    siguientes 
por  Mr.  Manuel: 

«Yo  no  .se  bajo  que  fundamentos  se  querría  sustraer  un  Miníst 
Diputado  a  la  lei  común;  lo  concebiría  a  lo  mas  si  ese  Ministro  1 
fuera  Diputado;  pero  si  es  Dif'iili.iJo,  es  iin¡^osÍbl'  switraerlo  a  las  fQrm 
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ordinarias  del  Reglamento,,,  Ningún  razonamiento  puede  llegar  apro- 
bar que  pueda  servirse  de  su  condición  de  Ministro  para  evitar  el 
ser  llamado  al  orden  como  Diputado,  si  ha  incurrido  en  este  acto 
de  rigor  de  la  Cámara.  En  Inglaterra  tal  cuestión  no  ha  alcanzado 
jamas  a  serlo;  nadie  pondria  en  duda  que  un  Ministro  del  Rei 
pudiera  ser  llamado  al  orden  si  la  Cámara  creyera  que  lo  habia 
merecido» 

En  Ja  sesión  de  5  de  Julio  de  1849,  discutiéndose  el 
art.  119  del  Reglamento  de  la  Lejislativa,  Mr.  Emilio 
Vean  habia  propuesto  una  enmienda  por  la  cual  se  de- 
claraba que  las  penas  disciplinarias  eran  aplicables  a  los 
Ministros. 

La  enmienda  fué  separada  por  la  cuestión  previa  a  con- 
secuencia  de  las  esplicaciones  dadas  por  Mr.  Corne,  in- 
formante: 

«O  el  Ministro  es  representante,  decia  Mr.  Corne,  o  no  lo  es.  Si 
el  Ministro  es  representante,  ciertamente  comprendemos  bastante 
la  igualdad  para  no  reconocer  que  está  sometido  a  todas  las  medidas 
disciplinarias  que  a  la  Asamblea  se  imponen.  Si  el  Ministro  no  es  re- 
presentante, la  Asamblea  está  armada  con  un  poder  bastante  fuerte 
para  hacerse  respetar;  ella  obrará,  cuando  una  circunstancia  tan 
difícil  de  prever  se  presente.» 


Respecto  a  las  faltas  cometidas  por  los  asistentes  a  la 
barra,  o  en  el  recinto  mismo  del  Cuerpo  Lejislativo, 
estas  últimas  caen  bajo  el  peso  de  los  artículos  203  a  267 
del  Código  Penal,  que  dicen  como  sigue: 

«Art.  263.  El  que  de  hecho  o  de  palabra  injuriare  gravemente  al 
Presidente  de  la  República,  o  a  alguno  de  los  cuerpos  colejislado- 
res  o  a  las  comisiones  de  éstos,  sea  en  los  actos  públicos  en  que  los 
representan,  sea  en  el  desempeño  de  sus  atribuciones  particulares, 
o  a  los  tribunales  superiores  de  justicia,  será  castigado  con  reclu- 
sión menor  en  sus  grados  medio  a  máximo  i  multa  de  ciento  a  mil 
pesos. 

Cuando  las  injurias  fueren  leves,  las  penas  serán  reclusión  menor 
su  grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a  quinientos  pesos,  o  sim- 

ymfente  tísta  última. 
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Art.  »64.  Cometen  desacato  contra  la  autoridad: 

I."  Los  que  perturban  gravemente  el  orden  de  las  sesiones  de 
los  cuerpos  colejisladores  i  los  que  injurian  o  amenazan  en  los 
mismos  actos  a  algún  Diputado  o  Senador. 

3."  Los  que  perturban  gravemente  el  órdeu  en  las  audiencias  de 
los  tribunales  de  justicia  i  los  que  injurian  o  amenazan  en  los  mis- 
mos actos  a  un  miembro  de  dichos  tribunales. 

}.°  Los  que  injurian  o  amenazan. 

Primero. — A  un  Senador  o  Dipatado  por  las  opiniones  manifes- 
tadas en  el  Congreso. 

Segundo. — A  un  miembro  de  un  tribunal  de  justicia  por  los  fallos 
que  hubiere  dado. 

Tercero. — A  los  Ministros  de  Estado  u  otra  autoridad  en  el  ejer- 
cicio de  sus  cargos. 

Cuarto. — A  un  superior  suyo  con  ocasión  de  sus  funciones. 

En  todos  estos  casos  la  provocación  a  duelo,  aunque  sea  privada 
o  embozada,  se  reputará  amenaza  grave  para  los  efectos  del  pre- 
sente artículo. 

Art.  365.  Si  el  desacato  consiste  en  perturbar  el  orden,  o  la  in- 
juria o  amenaza  de  que  habla  el  artículo  precedente  fuere  grave, 
el  delincuente  sufrirá  las  penas  de  reclusión  menor  en  cualquiera 
de  sus  grados  i  multa  de  ciento  a  mil  pesos.  Cuando  fuere  leve, 
las  penas  rerán  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo  i  multa  de 
ciento  a  trescientos  pesos,  o  simplemente  esta  última. 

Art.  366.  Para  todos  los  efectos  de  las  disposiciones  penales  res- 
pecto de  los  que  cometen  atentado  o  desacato  contra  la  autoridad 
o  funcionarios  públicos,  se  entiende  que  ejercen  aquélla  constan- 
temente los  Ministros  de  Estado  i  las  autoridades  de  funciones  per- 
manentes  o  llamadas  a  ejercerlas  en  todo  caso  i  circunstancias. 

Entiéndese  también  ofendida  la  autoridad  en  ejercicio  de  sus 
fnnciones  cuando  tuviere  lugar  el  atentado  o  desacato  con  ocasión 
de  ellas  o  por  razón  de  su  cargo. 

Art.  367.  El  que  con  violencia  o  fraude  impidiere  ejercer  sus 
funciones  a  un  miembro  del  Congreso,  de  los  tribunales  superiores 
de  justicia  o  del  Consejo  de  Estado,  sufrirá  las  penas  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a  mil  pesos.» 

En  cuanto  a  las  faltas  al  orden,  se  encuentran  igual- 
mente penados  por  las  disposiciones  del  Reglamento 
de  Julio  de  1858,  que  va  a  continuación: 

cAktículo  PRiHBRO. — La  entrada  a  la  barra  de  la  Cámara  de  Dipu- 
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tados  se  concederá  al  arbitrio  de  los  miembros  déla  misma  Cámara, 
dándose  al  efecto  a  cada  Diputado  en  ejercicio  de  sus  funciones, 
dos  boletos  con  su  respectivo  nombre  impreso  i  con  el  sello  de  tinta 
o  lacre  que  se  estampare  en  la  Secretaría. 

Art.  2.**  Habrá  un  encargado  especial  establecido  en  el  lugar 
conveniente  para  que  reciba  los  boletos  i  permita  la  entrada. 

Art.  3.*'  Este  encargado  podrá  ser  uno  de  los  empleados  de  la 
Secretaría  de  la  Cámara  o  un  individuo  estraño  que  designará  la 
Comisión  de  Policía  Interior:  será  remunerado  con  diez  i  siete  pe- 
sos veinticinco  centavos  mensuales  durante  las  sesiones,  que  se 
pagarán  con  fondos  destinados  a  gastos  de  Secretaría,  mientras  di- 
cha remuneración  no  sea  considerada  en  el  respectivo  presupuesto. 

Art.  4.°  Es  obligación  del  encargado  devolver  a  los  Diputados 
en  mano  propia  o  por  pedido,  bajo  su  firma,  los  boletos  que  hu- 
bieren servido  en  la  sesión  pasada  para  que  puedan  servir  en  la 
siguiente. 

Art.  ^."^  Los  Diputados  que  no  asistan  a  una  sesión  no  tendrán 
boleto  de  entrada  a  la  barra  para  la  sesión  siguiente. 

Art.  6.°  Cuando  un  Diputado  quiere  ceder  su  boleto  permanen- 
te, dejará  en  la  Secretaría  el  nombre  del  individuo  a  quien  lo  dá, 
i  para  que  éste  entre  bastará  que  presente  su  boleto  al  encargado 
de  recibirlo. 

Art.  7.'  Se  dará  boletos  especiales  de  entrada  a  los  miembros 
del  Cuerpo  Diplomático,  Diputados  suplentes  que  no  funcionen, 
miembros  de  cualquiera  de  las  Municipalidades,  comisionados  de 
periódicos  i  empleados  de  la  Cámara.  Estos  boletos  servirán  para 
toda  una  lejislatur^. 

Art.  8.**  El  recinto  central  de  la  Sala  en  que  actualmente  celebra 
sus  sesiones  la  Cámara^  quedará  reservado  para  las  personas  indi- 
cadas en  el  artículo  anterior. 

Art.  9.**  Se  colocarán  bancas  en  todo  el  espacio  de  la  Sala  des- 
tinado para  los  individuos  que  asistan  a  las  sesiones. 

Art.  10.  Ningún  individuo  de  los  que  concurran  ala  barra  podrá 
estar  de  pié  durante  la  sesión. 

Art.  II.  Es  prohibido  a  los  individuos  que  concurran  a  la  Sala 
todo  signo  de  aprobación  durante  la  sesión. 

Art.  13.  En  el  caso  de  infracción  del  artículo  anterior,  el  Presi- 
dente de  la  Sala  mandará  despejar  la  barra,  i  si  no  fuere  obedecido 
en  el  acto,  levantará  la  sesión,  sea  cual  fuere  el  estado  en  que  se 

encuentre. 

Art.  13.  Cuando,  en  virtud  délo  dispuesto  en  el  artículo  anterior 
80  levaq^re  la  s^siop,  el  Presidente  prohibirá  por  tres  sefta^es 
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consecutivas  la  entrada  a  todo  individuo  a  la  Sala  de  sesiones,  que- 
dando solo  las  personas  a  que  se  refiere  el  art.  7.° 

Pero  si  la  falta  hubiere  sido  cometida  por  individuos  determina- 
dos que  puedan  designarse,  el  Presidente  se  limitará  a  escluir  a 
éstos  de  la  asistencia  de  la  barra  por  el  tiempo  que  juzgue  conve- 
niente, sin  perjuicio  de  mandarlos  a  disposición  del  juez  compe 
tente  para  que  los  juzgue,  si  a  su  juicio  los  actos  efectuados  diesen 
mérito  para  ello.  En  este  caso  no  tendrá  lugar  la  prohibición  de 
asistencia  al  resto  de  la  barra. 

Art.  14.  Si  ocurriere  agrupamiento  o  desorden  que  haga  ilusorios 
los  efectos  del  presente  acuerdo  i  tiendan  a  perturbar  la  regulari- 
dad de  las  sesiones!  faltar  al  respecto  debido  a  la  Cámara,  el  Pre- 
sidente está  autorizado  para  emplear  la  fuerza.» 


CAPITULO  XXVI 


I>e    las   liceii.olas 


Todo  el  que  acepta  un  mandato  contrae  la  obligación 
de  desempeñarlo;  el  primer  deber  de  un  representante 
es,  pues,  el  de  asistir  a  las  sesiones  de  la  Asamblea  a  la 
cual  pertenece. 

Para  ausentarse  se  necesita  permiso  de  dicha  Asam- 
blea. 

El  Reglamento  del  Senado  dice  literalmente: 

«Art.  43.  Si  un  Senador,  después  de  citado  tres  veces  por  oficio 
no  concurriere,  el  Presidente  del  Senado,  i  en  su  receso  el  de  la 
Comisión  Conservadora,  dará  cuenta  al  Senado  o  a  la  Comisión 
para  que  adopte  las  medidas  que  estime  convenientes. 

Art.  6a.  Siempre  que  la  presencia  de  algún  miembro  fuere  ne- 
cesaria para  las  discusiones  o  acuerdos  de  la  Sala,  el  Presidente 
podrá  prohibirle  que  no  se  retire,  a  menos  que  alguna  grave  causa, 
a  juicio  del  Presidente,  lo  exija.» 

Por  su  parte,  la  Cámara  de  Diputados  contiene,  a  este 
respecto,  en  su  Reglamento  Ins  disposiciones  siguientes: 

«Art:   13.  Los  Diputados  no  podrán  ausentarse  del  lugar  de  las' 
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sesiones  sin  dar  previo  aviso  al  Presidente  de  la  Cámara,  indicán- 
dole el  lugar  en  que  van  a  residir  i  el  tiempo  que  se  proponen  es- 
tar en  él. 

Art.  14.  Si  la  ausencia  pasare  de  quince  dias  o  fuere  per  tiempo 
indefinido,  el  aviso  lo  darán  a  la  Cámara  para  que  resuelva  lo  con- 
veniente. 

r  Art.  16.  La  Cámara,  i  en  su  defecto  la  minoría,  reunida  para 
sesión  ordinaria  o  en  virtud  de  lejítima  convocación  estraordinaria, 
tiene  facultad  para  compeler  a  los  Diputados  a  la  asistencia,  impo- 
niéndoles multas,  detención  personal  u  otro  apercibimiento  cual- 
quiera. 

Art.  18.  La  Cámara  en  ningún  caso  podrá  dar  licencia  a  tal  nú- 
mero de  Diputados,  que  queden  menos  de  las  tres  cuartas  partes 
de  los  electos. 

Art.  55.  Siempre  que  la  presencia  de  algún  Diputado  fuere  ne- 
cesaria para  las  discusiones  o  acuerdos  de  la  Cámara,  el  Presidente 
podrá  prohibirle  que  se  retire,  a  menos  que  alguna  grave  causa,  a 
juicio  del  Presidente,  lo  exija.» 


CAPITULO  XXIX 


I>e    la    o  oxi.tal>illdad. 


Para  conservar  su  independencia  las  Cámaras  han  te- 
nido siempre  un  presupuesto  separado  del  del  Estado, 
i,  aunque  incluido  en  el  presupuesto  jeneral,  exento  de 
la  fiscalización  de  las  Cortes  de  Cuentas. 

Los  artículos  4.**  i  5.**  del  Reglamento  del  Senado 
dicen: 

«Art.  4.°  Las  sumas  que  fueren  necesarias  para  los  gastos  ordina- 
rios del  Senado,  serán  acordadas  por  el  Senado,  ¡  en  su  receso  por 
la  Comisión  Conservadora.  El  Presidente  del  Senado,  i  en  su  re- 
ceso el  de  la  Comisión  Conservadora,  las  pedirá  al  Supremo  Go- 
bierno; i  las  cuentas  de  su  inversión  serán  examinadas  i  aprobadas 
por  el  Senado. 

Art.  5.°  El  Senado,  i  en  su  receso  la  Comisión  Conservadora, 
pedirá  al  Supremo  Gobierno  los  objetos  que  cstraordinariamente 
necesitare  para  su  servicio.S> 
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En  el  Reglamento  de  la  de  Diputados  no  existe  pre- 
cepto alguno  sobre  el  particular,  pero  una  práctica  inve- 
terada i  constante  ha  aplicado  los  procedimientos  del 
Senado,  dirijiéndose  al  Ejecutivo  en  demanda  de  fon- 
dos, lo  que  éste  ha  hecho  siempre  sin  dificultad. 

Tanto  en  el  Senado  como  en  la  Cámara  de  Diputados, 
las  cuentas  de  inversión  de  dichas  sumas  son  revisadas 
por  su  Comisión  de  Policía. 


CAPITULO  XXX 


JDe  la  dlzixisloii  del  carago  lejlslatlvo 

Dice  la  Constitución: 

«Art.  29  (38).  Son  atribuciones  esclusivas  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados: 

i.°  Calificar  las  elecciones  de  sus  miembros,  conocer  sobre  los 
reclamos  de  nulidad  que  ocurran  acerca  de  ellas,  i  admitir  su  dimi- 
sión, si  los  motivos  en  que  la  fundaren  fueren  de  tal  naturaleza  que  los 
imposibilitaren  física  o  moralmente  para  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes.— Para  calificar  los  motivos  deben  concurrir  las  tres  cuartas 
partes  de  los  Diputados  presentes.;» 

'   Dice  el  art.  30  {39): 

«Son  atribuciones  de  la  Cámara  de  Senadores: 

i.'*  Calificar  las  elecciones  de  sus  miembros;  conocer  en  los  re- 
clamos de  nulidad  que  se  interpusieren  acerca  de  ellas,  i  admitir 
su  dimisión  si  los  motivos  en  que  la  fundaren  fueren  de  tal  natura- 
leza que  los  imposibilitaren  física  o  moralmente  para  el  desempeño 
de  estos  cargos. — No  podrán  calificarse  los  motivos  sin  que  concu- 
rran las  tres  cuartas  partes  de  los  Senadores  presentes. 

2.**  Juzgar  a  los  funcionarios  que  acusare  la  Cámara  de  Diputados 
con  arreglo  a  lo  prevenido  en  los  art.  3H  i  98. 

3.**  Aprobar  las  personas  que  el  Presidente  de  la  República  pre- 
sentare para  los  Arzobispos  i  Obispados. 

4'*  Prestar  o  negar  su  consentimiento  a  los  actos  del  Gobierno 
en  los  casos  en  que  la  Constitución  lo  r^qui^re.» 


DBRECHO   PARLAMENTARIO    CHILENO  1 39 

Solo  una  vez  ha  ocurrido  este  caso  en  Chile,  con  mo- 
tivo de  haber  dimitido  el  señor  don  Manuel  A.  Matta 
sus  funciones  de  Senador  por  Atacama,  i  no  mereció  ob- 
servación alguna  por  el  Parlamento  el  ejercicio  de  ese 
derecho. 


CAPITULO  XXXI 


De  las  oonxisloxxes  pi*ovlsoi:*ias  i  per^maxiexxtes 

Dice  el  Reglamento  del  Senado: 

«Art.  3^.  Para  facilitar  el  curso  de  los  negocios,  habrá  comisiones 
permanentes,  compuesta  cada  una  de  dos  o  tres  individuos  elejido9 
por  el  Senado,  a  propuesta  del  Presidente. 

La  primera  comisión  se  denominará  de  conslitucion,  kjislacion  i 
justicia. 

La  segunda,  de  Gobierno  i  Relauones  Estertores, 

La  tercera,  de  Hacienda  e  Industria. 

La  cuarta,  de  Guerra  i  Marina, 

La  quinta,  de  Educación  i  Beneficencia. 

La  sesta,  de  Negocios  Eclesiásticos. 

La  sétima,  de  Policía  Interior. 

Esta  última  se  compondrá  siempre  del  Presidente,  vice-Presiden- 
te  i  Secretario,  pero  el  Secretario  no  tendrá  voto  en  ella  sino 
cuando  fuere  miembro  del  Senado. 

Art.  56.  El  Senado  entero  podrá  constituirse  en  comisión,  i  para 
los  acuerdos  de  ella  bastará  la  presencia  constante  de  siete  Sena- 
dores al  menos. 

Art.  37.  El  Senado  podrá  ademas  encargar  el  examen  de  un 
asunto  a  dos  o  mas  comisiones  reunidas,  o  nombrar  comisiones 
especiales  para  los  trabajos  que  en  su  concepto  lo  exijieren. 

Art.  38.  Las  comisiones  podrán  llamar  a  su  presencia  a  cuales- 
quiera individuos,  i  pedirles  informes,  cuando  les  pareciere  conve- 
niente, con  tal  que  sea  sobre  materias  que  no  pertenezcan  esclusi- 
vamente  a  los  Tribunales  i  Juzgados.  Estas  asistencias  e  informes 
serán  siempre  voluntarios. 

Art.  39.  Los  informes  de  cada  cooúsion  se  darán  a  la  Cámara 
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por  escrito,  i  firmados  por  todos  los  miembros  de  ella;  pero  los 
de  la  comisión  de  que  habla  el  art.  36  serán  autorizados  como  las 
sesiones  ordinarias  de  la  Cámara.  Los  individuos  que  no  se  confor- 
mep  con  la  opinión  de  la  mayoría,  deberán  esponer,  fundar  i  fir- 
mar la  suya  por  separado. 

Art,  40.  Los  Senadores  que  no  fueren  miembros  de  una  comi- 
sión podrán,  sin  embargo,  asistir  a  ella  i  tomar  parte  en  sus  discu- 
siones, pero  sin  voto.» 


El  titulo  I."*  del  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, modificado  en  sesión  de  lo  de  Enero  de  1885,  dice: 

'<Art.  2,""  Luego  que  el  Presidente  electo  haya  tomado  el  lugar 
que  le  corresponde,  se  dará  cuenta  de  las  reclamaciones  de  nulidad 
que  hayan  sido  recibidas  en  la  Secretaría  en  conformidad  a  lo  que 
dispone  el  art.  96  de  la  lei  de  elecciones. 

El  Presidente  distribuirá  las  reclamaciones  presentadas  en  cuatro 
grupos  iguales  en  número,  agregando  las  sobrantes  al  ultimo  i  ha- 
ciendo las  agrupaciones  de  norte  a  sur  en  el  orden  de  los  departa- 
mentos. 

Los  poderes  que  se  refieren  a  elecciones  no  objetadas  constitui- 
rán un  quinto  grupo. 

Art.  3.''  Formados  los  grupos,  el  Presidente  nombrará,  de  entre 
los  Diputados  propietarios  presentes,  un  número  igual  de  Comisio- 
nes, compuestas  de  cinco  miembros  cada  una. 

El  nombramiento  deberá  recaer,  si  fuere  posible,  en  aquellos 
cuyas  elecciones  no  estuvieren  objetadas,  i  si  no  hubiere  número 
suficiente  de  Diputados  propietarios,  se  integrarán  las  Comisiones 
con  los  suplentes  de  aquellos  departamentos  cuyos  propietarios  no 
estuvieren  presentes. 

Se  dará  un  número  de  orden  a  las  Comisiones  i  a  los  grupos  de 
poderes  i  se  designará  por  sorteo  el  grupo  sobre  que  corresponda 
informar  a  cada  Comisión. 

Art.  4.**  Las  Comisiones  nombradas  deberán  oir  a  los  interesa- 
dos que  lo  soliciten  i  despacharán  su  informe  precisamente  para  la 
primera  sesión  ordinaria,  comprendiendo  en  él  todos  los  poderes  i 
reclamaciones  que  les  hubieren  sido  remitidos. 

En  dicha  sesión  la  Cámara  se  pronunciará  en  primer  lugar  res- 
pecto de  los  poderes  i  elecciones  que  no  hubieren  sido  objetados, 
se  hará  el  sorteo  á  que  se  refiere  el  inciso  2.''  deí  art.  7)  en  caso  de 
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empate,  i  se  procederá  en  seguida  a  elejir  Presidente  i  demás  fun* 
cionarios  que  prescribe  este  Reglamento,  pudiendo  concurrir  en 
la  votación  aun  los  Diputados  cuya  elección  no  hubiere  sido  cali- 
ficada. 

Inmediatamente  se  procederá  en  la   misma  forma  al  nombra- 
miento de  los  Consejeros  de  Estado  que  corresponde  designar.» 


Según  el  título  4/  del  mismo  Reglamento,  las  comi- 
siones permanentes  estarán  sujetas  a  las  prescripciones 
siguientes: 

«Art.  34.  Para  facilitar  el  curso  i  despacho  de  los  negocios,  ha- 
brá ocho  comisiones  permanentes,  compuesta  cada  una  de  cinco  o 
siete  Diputados  elejidos  por  la  Cámara  a  propuesta  del  Presidente. 
— La  primera  Comisión  se  denominará  de  Elecciones,  calificadora 
de  Peticiones. 

La  segunda,  de  Consiilucion,  Lejisiacion  i  Justicia, 

La  tercera,  de  Gobierno  i  Relaciones  Esteriores, 

La  cuarta,  de  Hacienda  e  Industria. 

La  quinta,  de  Guerra  i  Marina. 

La  sesta,  de  Educación  i  Beneficencia. 

La  sétima,  dcNe^í^ocios  Eclesiásticos. 

La  octava,  de  Policía  Interior. 

Esta  última  se  compondrá  siempre  del  Presidente,  vice-Presiden- 
te%  i  Secretario,  pero  el  Secretario  no  tendrá  voto  en  ella  sino  cuan- 
do fuere  miembro  de  la  Cámara. 

Art.  35.  El  Presidente,  con  acuerdo  de  la  Cámara,  podrá  encar- 
gar el  examen  de  un  asunto  a  dos  o  mas  Comisiones  reunidas,  o 
nombrar  Comisiones  especiales  para  los  trabajos  que  en  su  con- 
cepto lo  exijieren. 

Art.  36.  Cada  Comisión  nombrará  de  entre  sus  miembros  un 
Presidente  i  un  Secretario,  quienes  responderán  de  los  documentos 
que  se  le  presentaren. 

Art.  37.  Corresponde  a  las  Comisiones  preparar  todos  los  datos 
o  comprobar  los  hechos  que  necesite  la  Cámara  para  su  delibera- 
ción, e  informar  sobre  los  proyectos  que  se  les  pasen,  haciéndolas 
ilustraciones  que  crean  convenientes.— Para  obtener  los  datos  que 
hayan  de  solicitar  fuera  de  la  Cámara,  se  valdrán  del  conducto  del 

Secretario  de  ella. 

Art.  38.  Nombrarán  de  entre  sus  miembros  uno  que  se  encargue 
de  sostener  sus  proyectos  en  la  discusión. 
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rt,  39,  Los  Diputados  que  no  se  conformaren  con  el  voto  de 
layoría  de  su  respectiva  Comisión,  podrán  presentar  a  la  Cá- 
3  por  separado  su  voto  particular. 

rt.  40.  Ningún  Diputado  podrá  ser  obligado  a  pertenecer  a 
de  dos  Comisiones  permanentes. 

rt.  41.  La  Cámara  hará  por  conducto  del  Presidente  los  reque- 
entos  que  juzgue  necesarios  a  la  Comisión  que  retardare  el 
pacho  de  los  negocios. 

rt.  42.  Los  Diputados  que  no  fueren  miembros  de  una  Comi- 
:,  podrán,  sin  embargo,  asistir  a  ella  i  tomar  parte  en  sus  dis- 
ones, perosin  voto.» 


3omo  se  vé,  desde  que  se  nombra  una  Comisión,  el 

isidente  de  la  Cámara  da  la  orden  de  convocarla  i  de 

litirle  todos  los  documentos  relativos  a  los  asuntos 

;  deben  ser  discutidos  en  ella. 

,as  Comisiones  deben  empezar  por  constituirse,  es 

;ir,  por  nombrar  un  presidente  i  un  secretario,  en  la 

ma  ordenada  por  el  Reglamento. 

!^as  funciones  del  presidente  de  la  Comisión  consisten 

mantener  el  orden  i  dirijir  los  debates.  El  presidente 

;de  tomar  parte  en  éstos, 

,as  Comisiones  deben  llevar  actas  de  sus  debates,  es- 

ipando  en  ellas  el  número  i  nombre  de  los  miembros 

stentes. 

Vdemas  se  establece  que: 

Art.  61,  Los  informes  de  las  Comisiones  se  leerán  el  día  de  su 
seotacion  a  la  Cámara,  i  por  el  mismo  hecho,  quedará  en  tabla 
sunto  sobre  que  versan,  para  que  sea  considerado  a  su  turno.» 


CAPITULO  XXXIl 

Do  las  OomlMlorLes  <\e  F>i>e supuestos 

\ntes  de  examinar  en  detalle  las  prescripciones  regia- 
ntarias  chilenas  sobre  este  punto,  parece  interesante 
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arrojar,  aunque  sea  una  rápida  mirada,  sobre  las  de  otros 
países  eu  que  existe  el  réjimen  parlamentario. 


Francia. — La  lei  de  entradas  i  gastos  es  allí  examinada 
por  una  comisión  de  33  miembros,  nombrada  por  la 
Mesa. 

Aunque  el  Reglamento  prescribe  solamente  un  plazo 
de  24  horas  entre  la  distribución  del  Proyecto  i  su 
envió,  es  de  práctica  dejar  un  intervalo  de  lo  menos 
de  ocho  dias  entre  la  distribución  del  proyecto  de  presu- 
puestos i  el  nombramiento  de  la  Comisión.  Es  también 
de  práctica  el  fijar  con  muchos  dias  de  antemano  la 
fecha  en  la  cual  deberá  reunirse  la  Mesa  para  designar 
los  miembros  de  la  Comisión  del  Presupuesto. 

En  razón  de  las  prerogativas  especiales  de  la  Cámara 
de  Diputados  en  materia  de  finanzas,  la  Comisión  de 
Presupuestos  de  esta  Cámara  ha  sido  en  todos  tiempos, 
i  aun  durante  el  Imperio,  la  mas  importante  de  las  co- 
misiones; sus  trabajos  son  ordinariamente  mui  largos; 
la  necesidad  de  fiscalizar  hasta  en  sus  menores  detalles 
las  entradas  i  los  gastos  del  Estado;  la  obligación  de 
investigar  los  abusos  en  el  punto  donde  se  deslicen,  no 
permiten  casi  a  la  Comisión  del  Presupuesto  terminar  su 
examen  en  menos  de  tres  meses.  Para  hacer  el  examen 
mas  serio,  i  el  trabajo  mas  rápido,  la  Comisión  se  divide 
en  otras  sub-comisiones,  i  ademas  desde  1871  designa 
informantes  especiales  que  están  encargados  de  defender 
ante  la  Cámara,  en  cada  departamento  ministerial,  las 
conclusiones  de  la  Comisión;  un  relator  jeneral  tiene  la 
obligación  de  centralizar  las  decisiones  tomadas,  sea  por 
la  Comisión,  sea  por  la  Cámara,  i  establecer  según  esas 
decisiones,  la  situación  jeneral  del  Presupuesto  i  soste- 
ner la  discusión  de  la  lei  de  entradas. 

La  Comisión  del  Presupuesto  no  está  únicamente  en- 
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:argada  de  examinar  la  l^ei  de  entradas  i  di  gastos,  sino 
lue  tiene  una  competencia  jeneral  en  materia  de  finan- 
:as;  todos  los  proyectos  de  lei  pidiendo  créditos  suple- 
nentarios  o  estraordinarios  referentes  al  ejercicio  có- 
rlente, cerrado  o  postergado;  todos  los  proyectos  de 
ei  o  proposiciones  que  pueden  tener  por  efecto  modifi- 
:ar  las  entradas  o  los  gastos  del  Estado,  están  sometidas 
i  su  examen. 

En  el  momento  de  la  presentación  de  proyectos  de  lei 
le  créditos  suplementarios  o  estraordinarios,  esos  pro- 
rectos  se  devuelven  a  la  comisión,  que  ha  informado  la 
iltinia  lei  votada  de  entradas  i  gastos.  En  la  sesión 
le  39  de  enero  de  1877  se  reconoció  que  esa  disposición 
!S  imperativa;  en  el  momento  en  que  un  proyecto  de 
;rédito  se  presenta,  es  enviado  de  derecho  a  la  Comi- 
ion  sobre  cuyo  informe  se  ha  votado  el  último  pro- 
■ecto  de  presupuesto;  no  se  lo  podria  enviar  a  la  co- 
nision  encargada  de  preparar  el  Presupuesto  del  futuro 
jercicio;  es  natural,  en  efecto,  que  la  Comisión  que  ha 
stablecido  el  balance  de  un  futuro  ejercicio  conozca  las 
lodiíicaciones  propuestas  cn]el  conjunto  de  ese  ejercicio. 
'ero,  cuando  se  ha  operado  ese  envió,  una  Comisión 
el  Presupuesto  que  se  encuentra  desorganizada  a  con- 
ecuenciade  la  creación  de  otra  nueva  Comisión,  puede 
edir  a  la  Cámara  la  exonere  en  provecho  de  la  nueva 
Comisión,  i  la  Cámara  puede  ordenarlo. 

La  competencia  de  la  Comisión  del  Presupuesto  no 
uita  a  la  Cámara  el  derecho  de  enviar  a  una  Comisión 
speciai  los  proyectos  de  lei  pidiendo  suplementos  es- 
-aordinarios,  así  como  los  proyectos  de  lei  modificando 
)s  gastos,  o  las  entradas  del  Estado.  Pero,  salvo  el  caso 
e  declarada  urjencia,  toda  comisión  especial  encargada 
el  examen  de  un  proyecto  de  lei,  o  de  una  proposición 
ue  afecte  los  gastoso  las  entradas  del  Estado,  informa 
3bre  el  conjunto  del  proyecto,  sin  poder  proponer  im- 
utacionesde  crédito.  Si  las  conclusiones  de  la  Comisión 
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son  favorables  al  proyecto,  la  Comisión  está   obligada 
a  comunicarlas  a  la  Comisión  de  Presupuestos. 

Cuando  un  proyecto  de  lei,  afectando  las  entradas  o 
gastos  del  Estado,  ha  sido  comunicado  a  la  Comisión 
de  Presupuesto,  ésta,  dentro  de  diez  dias  debe  dar  su 
opinión  sobre  la  imputación  de  los  créditos.  Esa  opinión 
motivada  debe  ser  impresa  i  anexada  al  informe  prin- 
cipal. 

Cuando  el  Presupuesto  jeneral  del  Estado,  o  los  pro- 
yectos de  créditos  especiales  han  sido  votados  por  la 
Cámara  de  Diputados,  en  conformidad  al  art.  8.*  de  la 
lei  constitucional  de  24  do  Febrero  de  1875,  se  trasmiten 
al  Senado,  que  los  examina  a  su  turno.  El  Senado  ha 
querido  que  tal  examen  fuese  serio,  i  por  esto  ha  deci- 
dido que  los  diversos  proyectos  de  finanzas  que  le  fueren 
enviados,  no  fueran  diseminados,  a  medida  de  su  pre- 
sentación, en  el  seno  de  comisiones  especiales. 

El  estudio  de  esos  proyectos  es  centralizado  por  una 
comisión  de  18  miembros,  nombrada  por  la  Mesa  al 
principio  de  cada  sesión  ordinaria  i  por  todo  el  tiempo 
de  la  sesión;  según  los  términos  del  art.  20  del  Regla- 
mento del  Senado,  esa  Comisión  está  encargada  de 
examinar: 

«I.**  Todos  los  proyectos  de  lei  que  soliciten  créditos  suplemen- 
tarios referentes  al  ejercicio  corriente,  cerrado  o  retardado; 

2."  Todos  los  proyectos  de  lei  o  proposiciones  que  pueden  tener 
por  efecto  el  modificar  la  situación  del  Tesoro; 

3."*  La  lei  de  gastos  i  entradas.»  1 


En  Chile,  el  examen  de  los  gastos  i  entradas  naciona- 
les por  el  Congreso,  fluye  de  un  precepto  espreso  i  repe- 
tido de  la  Constitución. 

Está  en  su  art.  27,  i  dice  asi: 

«Son  atribuciones  esclusivas  del  Congreso. . , 
I."*  Aprobar  o  reprobar  anualmente  la  cuenta  de  la  inversión  de 
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los  fondos  destinados  para  los  gastos  de  la  administración  pública 
q^ue  debe  presentar  el  Gobierno. 

Art.  79.  Luego  que  el  Congreso  abra  sus  sesiones  deberán  los 
Ministros  del  Despacho  darle  cuenta  del  estado  de  la  Nación  en  lo 
relativo  a  los  negocios  del  departamento  de  cada  uno. 

Art.  80.  Deberán  igualmente  presentarle  el  Presupuesto  anual 
de  los  gastos  que  deban  hacerle  en  sus  respectivos  departamentos; 
i  dar  cuenta  de  la  inversión  de  las  sumas  decretadas  para  llenarlos 
gastos  del  año  anterior. 

Art.  96.  El  Presidente  de  la  República  propondrá  a  la  delibera- 
ción del  Consejo  de  Estado 

Núm.  4.°  Los  presupuestos  anuales  de  gastos  que  han  de  pasarse 
al  Congreso.» 


'  Mas  o  menos  idénticas  disposiciones  se  encuentran  en 
la  Constitución  francesa  de  16  de  Julio  de  1875;  Repú- 
blica Arjentina,  artículos  45,  91  i  92;  Brasil,  artículos 
38,  133  i  134;  Béljica,  artículos  88,  90  i  91;  España,  ar- 
tículos 45  i  58;  Inglaterra,  artículos  77,  84  a  87. 


A  propósito  de  estas  disposiciones,  el  señor  Huneeus 
dice: 

«La  primera  de  las  atribuciones  esclushas  del  Congreso  es  la  de 
aprobar  o  reprobar  anualmente  la  cuenta  de  inversión  de  los  fon- 
dos destinados  para  los  gastos  de  la  administración  pública  que 
debe  presentar  el  Gobierno. 

Nos  parece  que  no  se  necesita  de  mucho  esfuerzo  para  compren- 
der que  cuando  el  Gobierno  ejerce  esta  atribución,  funciona,  no 
comb  Poder  Lejislativo,  sino  como  autoridad  llamada  a  inspeccio- 
nar i  juzgar  los  actos  del  Ejecutivo.  Sus  acuerdos  son,  en  tales  ma- 
terias, verdaderas  sentencias  que  aprueban  o  reprueban  esos  actos, 
i  de  una  manera  definitiva.  Absurdo  seria  que  el  Ejecutivo,  que 
en  estos  casos  es  la  parte  a  quien  afecta  la  resolución  espedida  por 
las  Cámaras,  pudiera  suspenderla  o  vetarla» '. 


Por  su  parte,  el  Reglamento  del  Senado  (art.  90)  con- 
tiene a  este  respecto  lo  siguiente: 
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«Una  sola  discusión  podrá  continuarse  en  diferentes  sesiones. 

Pero  la  discusión  de  la  Ici  que  autoriza  el  cobro  de  las  contribuciones, 
de  la  lei  que  íija  la  fuerza  de  mar  i  tierra,  i  de  la  que  autoriza  su 
permanencia  dentro  del  lugar  de  las  sesiones  del  Congreso,  que- 
dará cerrada  a  lo  menos  diez  dias  antes  de  aquel  en  que  esas  leyes 
hayan  de  comenzar  a  rejir,  salvo  que  la  Cámara,  en  sesión  ante- 
rior, acuerde  continuar  o  aplazar  la  discusión. 

La  lei  de  contribuciones,  una  vez  llegada  al  Senado, 

será  puesta  en  primer  lugar  en  la  tabla  con  preferencia  a  cualquie- 
ra otro  proyecto. 

En  cuanto  al  proyecto  de  lei  de  presupuestos,  si  éste  hubiere 
sido  presentado  al  Senado  antes  del  i«j  de  Junio,  i  hubiese  estado 
en  tabla  a  lo  menos  durante  treintas  dias,  o  discutido  en  quince 
sesiones  a  lo  menos,  i  adamas  convocado  el  Congreso  a  funcionar 
en  sesiones  estraordinarias  antes  del  quince  de  Octubre,  el  debate 
sobre  él  quedará  cerrado  el  quince  de  Noviembre,  salvo  que  haya 
acuerdo  contrario  celebrado  en  sesión  anterior. 

Pero  si  este  proyecto  hubiese  tenido  oríjen  en  la  Cámara  de  Di- 
putados, el  Senado  deberá  pronunciarse  sobre  él,  a  mas  tardar 
treinta  dias  después  de  haberlo  recibido,  debiendo  ponerse  en  ta- 
bla con  preferencia.» 


Por  su  parte  ía  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de 
Mayo  7  de  1887,  dispuso  lo  siguiente: 

«Art.  72.  Una  discusión  puede  prolongarse  por  dos  o  mas  se- 
siones. 

Pero  la  discusión  de  la  lei  de  presupuestos,  de  la  que  autoriza 
el  cobro  de  las  contribuciones  i  la  que  fija  las  fuerzas  de  mar  i  tie- 
rra, quedará  cerrada  a  lo  menos  diez  dias  antes  de  aquel  en  que 
estas  leyes  hayan  de  comenzar  a  rejir,  salvo  que  la  Cámara,  en  se- 
sión anterior,  acuerde  continuar  o  aplazar  la  discusión. 

Lo  dispuesto  en  el  inciso  precedente  no  se  aplicará  respecto  de 
la  lei  que  autoriza  el  cobro  de  las  contribuciones,  si  el  respectivo 
proyecto  no  hubiere  sido  discutido  durante  cinco  sesiones;  ni  se 
aplicará  respecto  de  la  lei  de  presupuestos,  si  nó  se  hubiere  dado 
cuenta  a  la  Cámara  del  respectivo  proyecto  con  un  mes  de  anterio- 
ridad a  la  fecha  en  que  esa  lei  haya  de  rejir,  o  si  no  se  hubiere  dis- 
cutido en  quince  sesiones  a  lo  menos.» 


14B  DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILENO 

Mas,  todas  estas  indicaciones  so  encuentran  sustan- 
cialmente  contenidas  en  la  leí  especial  promulgada  en 
Setiembre  26  de  1884  i  que  va  a  continuación: 

Lei  sobre  formación  de  los  presupuestos  i  cuenta 

de  inversión 

I 

CONTRIBUCIONES 

Artículo  primero. — La  recaudación  de  las  contribuciones  se  ve- 
rificará en  virtud  de  una  lei  que  la  autorice. 

La  autorización  será  por  el  término  de  dieziocho  meses. 

Art.  2.®  En  la  lei  se  especificarán  todas  las  contribuciones,  tanto 
fiscales  como  municipales  que  hayan  de  cobrarse. 

En  esa  especificación  se  designarán  las  fechas  de  las  leyes  a  que 
cada  contribución  deba  su  oríjen. 

II 

PRESUPUESTOS 

Art.  3.''  Los  gastos  de  la  Administración  pública  serán  fijados 
anualmente  por  la  Lei  de  Presupuestos. 

Art.  4.®  Los  gastos  se  clasificarán  según  su  naturaleza,  en  fijos, 
variables  i  autorizados  por  leyes  especiales. 

Cada  una  de  las  tres  secciones  se  dividirá  en  partidas  i  éstas  en 
números  o  ítems.  En  las  partidas  de  gastos  fijos  se  designará  la  lei, 
contrato,  o  decreto  que  autoriza  el  gasto. 

En  las  partidas  de  gastos  autorizados  por  leyes  especiales,  se  es- 
presarán  éstas,  el  monto  de  la  autorización  i  lo  que  queda  por  in- 
vertirse. 

Art.  5.**  Anualmente  se  pasarán  al  Congreso,  en  los  primeros 
quince  dias  de  las  sesiones  ordinarias,  los  presupuestos  para  el  año 
siguiente.  Se  acompañarán  también  cuadros  en  que  se  demuestren 
las  alteraciones  introducidas  con  respecto  a  la  lei  vijente,  un  cálcu- 
lo de  las  entradas  ordinarias  i  estraordinarias  para  el  mismo  año, 
i  la  existencia  probable  que  pasará  del  año  en  ejercicio. 

Art.  6."  Todos  los  presupuestos  serán  examinados  por  una  sola 
Comisión  de  Senadores  i  Diputados. 

Art.  7.°  La  Comisión,  al  informar  sobre  los  presupuestos  pre- 
sentados, informará  no  solamente  sobre  el  presupuesto  de  salida 
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sino  también  sobre  el  de  entradas  i  sobre  los  medios  estraordina- 
rios  que  se  propongan  para  cubrir  los  gastos,  si  no  bastaren  para 
ello  los  recursos  ordinarios. 

Art.  8.°  No  podrá  procederse  a  la  discusión  de  los  presupuestos 
sin  haberse  presentado  la  Cuenta  de  Inversión  del  año  anterior. 

Ar.  9."*  Las  modiñcaciones  que  se  introduzcan  en  las  partidas  de 
gastos  fijos  por  leyes  de  efectos  permanentes  i  las  que  alteren  los 
sueldos  o  los  gastos  establecidos  en  leyes  especiales,  se  considera- 
rán como  proyectos  de  lei  que  se  discutirán  i  tramitarán  como  una 
lei  independiente  de  la  de  Presupuestos. 

Cuando  las  exijencias  estraordinarias  del  servicio  público  de- 
manden un  aumento  en  la  planta  de  empleados  fijada  por  una  lei 
permanente,  se  consultará  el  gasto  entre  las  partidas  variables  del 
presupuesto. 

Cuando  la  Cámara  revisora  introdujere  nuevos  ítems  en  el  pre- 
supuesto, se  reputarán  éstos  como  proyectos  de  lei  para  los  efectos 
de  su  discusión  i  aprobación  en  la  Cámara  de  oríjen. 

El  desacuerdo  de  las  Cámaras  en  alguna  partida  o  ítem  de  los 
presupuestos  no  impide  la  sanción  i  promulgación  de  las  demás 
partidas  o  ítems  aprobados  por  ambas. 

Art.  10.  Toda  indicación  que  se  haga  en  la  discusión  de  los  pre- 
supuestos para  aumentar  los  gastos  propuestos  deberá  espresar 
también  los  recursos  con  que  deba  cubrirse. 

La  misma  asignación  de  recursos  deberá  contener  el  mensaje  o 
proyecto  en  que  se  soliciten  suplementos  a  las  partidas  del  presu- 
puesto ya  aprobado. 

Art.  II.  La  vijencia  de  la  Lei  de  Presupuestos  principiará  el 
I."  de  Enero  i  terminará  el  31  de  Diciembre  de  cada  año. 

Art.  13.  Las  partidas  de  gastos  fijos  del  presupuesto  se  pagarán 
por  las  respectivas  oficinas,  sin  necesidad  de  decreto  ni  otra  lei  que 
el  mismo  presupuesto. 

Los  gastos  no  comprendidos  en  el  inciso  anterior,  se  cubrirán 
en  virtud  de  decreto  firmado  por  el  Presidente  de  la  República  i 
el  Ministro  del  ramo,  refrendado  por  el  Ministerio   de  Hacienda. 

Art.  13.  No  es  permitido  imputar  gastos  a  leyes  anteriores  ala 
fecha  del  presupuesto  vijente,  salvo  el  caso  en  que  la  lei  haya  sido 
promulgada  después  de  la  presentación  al  Congreso  del  presupues- 
to correspondiente  al  año  en  que  se  decrete  el  gasto. 

Tampoco  es  permitido  imputar  a  las  partidas  fijas  o  variables  del 
presupuesto  de  un  año  gastos  hechos  en  años  anteriores,  ni  alterar 
los  sueldos  de  los  empleados  públicos  fijados  por  lei,  bajo  la  for- 
ma de  comisiones  o  gratificaciones,  ni,   por  último,   aplicar  los 
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ílems  del  presupuesto  a  distintos  objetos  de  aquel  a  que  han  sido 
destinados. 

Art,  14.  No  se  podrá  exceder  la  suma  fijada  en  cada  ítem  o  par- 
tida de  las  presupuestos  de  gastos,  salvo  en  los  casos  siguientes: 

1."  De  leyes  posteriores  a  la  promulgación  de  los  presupuestos; 

3.°  De  sentencias  ejecutorias,  dictadas  por  autoridad  compe- 
tente; 

3,°  De  comisiones  que  hubiere  que  pagar  por  las  operaciones  de 
empresas  industriales  o  comerciales  pertenecientes  a  la  Nación; 

4.°  De  exijencias  impostergables  de  provisión  o  de  servicios  que 
sean  condición  de  la  empresa  misma  i  que  no  se  hubiesen  podido 
prever; 

5.°  De  aplicación  a  empleados  que  recibieren  gratificaciones, 
mayores  sueldos  o  pasaren  a  hospitales,  en  conformidad  a  los  pre- 
ceptos de  las  leyes  correspondientes. 

Art.  15.  Todo  decreto  de  pago,  antes  de  cumplirse,  deberá  ser 
rejistr;ido  en  la  olicina  pública  destinada  para  este  efecto  por  la  le¡. 
Si  el  decreto  no  se  ha  dictado  en  conformidad  a  las  prescripciones 
de  la  presente,  la  Dirección  del  Tesoro  suspenderá  el  rejistro  i 
hará  observaciones  por  escrito  al  Presidente  de  la  República.  Si, 
no  obstante  esta  representación,  el  Presidente  de  la  República  or- 
dena, por  segunda  vez,  el  pago,  la  Dirección  del  Tesoro  deberá  dar 
cuenta  a  la  Cámara  de  Diputados  o  a  la  Comisión  Conservadora  si 
el  Congreso  estuviere  en  receso,  i  rejistrará  el  decreto. 

Si  el  Director  del  Tesoro  no  observare  o  suspendiere  el  rejistro 
de  decretos  ilegales  o  no  diere  cuer.ta  a  quien  corresponda  de  las 
observaciones  que  hubiere  hecho,  sufrirá  la  pena  de  suspensión 
del  empleo,  en  su  grado  mínimo,  sin  perjuicio  du  la  responsabili- 
dad civil. 

Art.  16.  Los  ordenadores  de  un  pago  ilegal  son  personalmente 
responsables. 

111 


Art.  17-  En  los  primeros  quince  dias  de  las  sesiones  ordinarias 
del  Congreso  se  presentará  impresa  la  cuenta  jeneral  de  las  entra- 
das i  gastos  fiscales  del  año  anterior. 

Art.  iS.  Dicha  cuenta,  que  será  firmada  por  la  Dirección  de  Con- 
tabilidad i  certificada  por  la  Dirección  del  Tesoro,  contendrá: 

I."  El  balance  de  la  Hacienda  pública  en  el  último  dia  del  año  a 
lue  se  refiere. 
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En  el  Debe  de  este  balance  figurarán: 

i.**  El  valor  calculado  de  las  propiedades  fiscales,  raíces  o  mue- 
bles, según  inventario; 

II.^Los  créditos  a  favor  del  Fisco,  mencionando  separadamente 
los  constituidos  en  mora; 

III.  El  valor  en  pastas  metálicas  i  otras  existencias;  i 

IV.  El  dinero  de  propiedad  fiscal  existente  en  caja  en  las  diver- 
sas oficinas  el  día  del  balance. 

En  el  Haber  se  espresarán: 

I.  El  monto  nominal  de  la  deuda  pública,  incluyendo  los  censos 
i  especificándose  el  tipo  de  intereses  i  las  condiciones  de  amortiza- 
ción; i 

II.  Los  acreedores  del  Estado  por  cualquier  motivo. 

a.""  Una  cuenta  jeneral  de  las  entradas  i  gastos  fiscales  en  el  año 
a  que  se  refiere. 

En  el  Debe  de  esta  cuenta  figurarán: 

I.  La  existencia  en  dinero  de  propiedad  fiscal  que  habia  en  las 
cajas  de  la  Nación  el  31  de  Diciembre  del  año  anterior; 

II.  Las  entradas  provenientes  de  cada  una  de  las  rentas  públicas, 
especificándose,  i  con  distinción  de  las  ordinarias  i  estraordina- 
rias;  i 

III.  Los  créditos  contra  el  Fisco  el  ji  de  Diciembre  del  año  a 
que  se  refiere  el  balance. 

En  el  Haber  se  espresarán: 

I.  Los  gastos  hechos  en  el  año,  según  los  presupuestos  i  leyes  es- 
peciales. En  los  ítems  de  las  partidas  de  gastos  variables  o  autori- 
zados por  las  leyes  especiales,  se  citará  la  fecha  de  los  contratos  en 
virtud  de  las  cuales  se  hubiere  hecho  el  gasto; 

II.  Los  créditos  existentes  contra  el  Fisco  el  31.de  Diciembre 
del  año  anterior;  i 

^  III.  La  existencia  en  metálico  que  quedó  el  31  de  Diciembre  del 
año  a  que  se  refiere  la  cuenta. 

3.**  Estados  que  manifiesten  el  movimiento  en  el  año  de  los  de- 
pósitos, las  existencias  en  pastas  metálicas,  bonos,  materiales  de 
guerra,  ferrocarriles  i  demás  existencias  en  almacenes  pertenecien- 
tes al  Estado. 

4.°  Cuenta  detallada  de  los  reintegros  i  de  las  devoluciones  en 
el  año. 

5.®  Operaciones  efectuadas  en  el  año  por  las  oficinas  que  admi- 
nistran fondos  fiscales. 

é.""  Cuadros  que  manifiesten  las  entradas  i  gastos  de  las  empresas 
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industriales,  monopolios  i  servicios  administrados  por  el  Estado, 
como  ferrocarriles,  telégrafos,  correos,  etc. 

7.°  Un  estado  sumario  de  los  contratos  fiscales  que  se  hubieren 
celebrado,  en  el  cual  se  espresará  el  nombre  de  los  contratantes  i 
sus  fiadores,  la  duración  o  principales  condiciones  del  contrato. 

Art.  19.  La  comisión  de  Senadores  i  Diputados  nombrada  para 
examinar  los  presupuestos,  examinará  también  la  Cuenta  de  Inver- 
sión, los  balances  de  la  Hacienda  Pública  i  la  conformidad  de  los 
saldos,  existencias  i  demás  anexos  que  prescribe  el  artículo  an- 
terior. 

Art.  20.  La  resolución  del  Congreso  aprobando  o  reprobando 
las  cuentas  de  inversión,  se  comunicará  al  Presidente  de  la  Repú- 
blica para  su  ejecución  i  publicación  en  el  periódico  oficial. 

I  por  cuanto,  oido  el  Consejo  de  Estado,  lo  he  aprobado  i  san- 
cionado; por  tanto,  ordeno  se  promulgue  i  ll«ve  a  efecto  como  lei 
de  la  República. 

Domingo  Santa  María. 

Ramón  Barros  Luco.n^ 


CAPITULO  XXXÍII 
De  las  Oon^lslones  especíalos 

Aparte  de  las  Comisiones  permanentes  que  son  nom- 
bradas perla  Mesa,  la  Cámara  puede  nombrar  Comisio- 
nes especiales  para  el  examen  de  tal  o  cual  asunto  deter- 
minado, o  de  carácter  urjente,  o  bien  agregar  uno  o  mas 
miembros  de  su  seno  a  las  Comisiones  ya  formadas,  i 
en  funciones. 

La  diferencia  que  existe  entre  unas  i  otras  Comisio- 
nes es  que  las  primeras  son  nombradas,  puede  decirse^ 
sin  debate  i  privadamente,  mientras  en  las  últimas  la 
proposición  se  hace  frecuentemente  por  el  Presidente  en 
sesión  pública,  i  pueden  ser  objeto  de  debate  i  de  vota- 
ción; en  aquéllas,  sus  funciones  duran  el  espacio  de  una 
sesión  mientras  a  las  últiipas  se  encarga  un  negocio  de- 
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terminado,  i  el  cargo  espira  con  la  terminación  de  su 
mandato. 

Pero  en  ambas  la  jurisdicción  i  el  modus  operandi  es 
el  mismo. 


CAPITULO  XXXIV 
£ix.ámexi.  de  los  p]?oyeotos  poi?  las  Oomlsloxxes 

El  Reglamento  del  Senado  no  contiene  a  este  respecto 
otra  prescripción  que  la  del  art.  39,  el  cual  establece  que 
los  informes  de  cada  Comisión  se  darán  a  la  Cámara  por 
escrito  i  firmados  por  todos  los  miembros  de  ella;  pero 
los  de  la  Comisión  de  que  habla  el  art.  36  (el  Senado 
entero,  o  siete  Senadores)  serán  autorizados  como  las 
sesiones  ordinarias  de  la  Cámara. 

La  Cámara  de  Diputados  en  sesión  de  1 5  de  Setiem- 
bre de  1870  acordó  agregar  a  las  Comisiones  permanen- 
tes de  que  habla  el  art.  34,  una  Comisión  especial,  para 
la  clasificación  de  los  asuntos  administrativos  que  se 
hallaren  en  estado  de  tabla.  Se  denomina  Comisión  de 
tabla. 

La  misma  Cámara,  en  sesión  de  Junio  5  de  1885,  acor- 
dó que  las  Comisiones  permanentes  se  compusieran  de 
II  Diputados  en  lugar  de  7,  i  que  el  quorum  legal  para 
informar  i  votar  fuera  no  menos  de  cinco  miembros. 

La  Comisión  de  tabla  se  forma  de  los  Presidentes  de 
las  Comisiones  permanentes,  i  los  vice-Presidentes  de 
la  Cámara, 


En  la  Cámara  francesa,  las  comisiones,  en  el  examen 
que  hacen  de  los  proyectos  o  proposiciones  que  le  son 
enviados,  no  son  absolutamente  independientes  de  la  fis- 
calización de  la  Cámara,  i  ésta  puede  tomar  resoluciones 
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especiales  indicando  a  las  Comisiones  el  orden  i  base 
de  sus  trabajos.  El  15  de  Junio  de  1874,  el  Presidente 
de  la  Francia,  M.  Casimir  Perier,  i  muchos  de  sus  cole- 
gas entregaban  a  la  Mesa  de  la  Cámara  una  moción  que 
decia: 

«Z¿z  Comisión  de  las  leyes  constitucionales  tomará  por 
base  desús  trabajos:  i.**  el  art.  1/  del  proyecto  de  19 
de  Mayo  de  1873  i  concebido  en  estos  términos:  El  Go- 
bierno de  la  República  francesa  se  compone  de  dos 
Cámaras,  i  de  un  Presidente,  etc.» 

Tratando  la  cuestión  de  forma  suscitada  por  esta  pro- 
posición, M.  Laboulaye  decia: 

«Es  absolutamente  necesario  dar  una  dirección  a  la 
Comisión  de  las  leyes  constitucionales.» 

La  moción  de  M.  Casimir  Perier  dio  por  resultado 
una  proposición  de  M.  Lambert  de  Sainte  Croix,  que 
comenzaba  de  esta  manera: 

«La  Asamblea  entera  invita  a  la  Comisión  de  las  leyes 
constitucionales  a  tomar /)c?r  base  de  sus  trabajos  las 
disposiciones  siguientes....» 

Se  encuentra,  ademas,  establecido  por  numerosos  pre- 
cedentes que  las  comisiones  encargadas  de  muchos 
proyectos  de  lei  pueden  refundirlos  en  uno  solo.  Esta 
fusión  puede  tener  lugar  aun  cuando  los  proyectos  a 
los  que  se  aplique,  emanen  de  dos  ministerios  diferentes. 

En  sentido  contrario,  una  Comisión  puede  separar  de 
un  proyecto  sometido  a  su  examen,  un  título  especial 
i  hacer  de  él  una  lei  distinta.  Pero,  para  dividir  una  lei 
que  ha  sido  presentada  en  conjunto,  es  necesario  una 
proposición  formal  de  la  Comisión, 

Una  Comisión  puede,  ademas,  sostituiral  proyecto  qae 
examina  un  proyecto  en  absoluto  diferente.  En  1843  i  en 
Francia  el  Gobierno  habia  presentado  a  la  Cámara  un 
proyecto  de  lei  tendente  a  suprimir  la  fabricación  de 
azúcar  indíjena,  indemnizando  a  los  fabricantes.  La  Co- 
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misión  rechazó  por  completo  ese  proyecto  i  le  sustituyó 
un  sistema  que  tendia  a  un  aumento  i  disminución  del 
derecho  sobre  el  azúcar  indíjena,  medido  sobre  una 
escala  móvil  i  proporcional  a  la  producción.  En  1844, 
la  Comisión  de  la  Cámara  de  Diputados,  informando  un 
proyecto  deM.  Chapuis  de  Montlaville  que  suprimia  el 
derecho  de  timbre  sobre  los  diarios,  lo  sustituyó  por 
una  nueva  reglamentación  del  derecho  de  timbre. 

Mientras  que  un  voto  definitivo  de  la  Cámara  no  haya 
intervenido  en  los  asuntos  sometidos  a  una  Comisión, 
ésta  tiene  el  derecho  de  modificar  el  texto  redactado 
primitivam-ente  por  ella.  Así,  pues,  en  el  intervalo  de 
dos  lecturas,  una  Comisión  puede  presentar  una  redac- 
ción enteramente  distinta  de  aquella  a  la  cual  se  había 
dado  primera  lectura.  En  la  última  Asamblea  Nacional, 
la  Comisión  encargada  de  examinar  la  pi"oposicion  de 
M.  Princeteau  relativa  a  elevar  el  arancel  de  los  secreta- 
rios de  los  Juzgados  de  paz,  habia  presentado  el  30  de 
Enero  de  1875  ^^  proyecto  tendente  a  la  revisión  de  los 
Aranceles  de  1867.  La  primera  deliberación  sobre  ese 
proyecto  tuvo  lugar  el  16  de  Febrero  de  1875;  ^1  ^  ^^ 
Junio  siguiente,  la  Comisión  presentó  un  proyecto  su- 
plementario, sostituyendo  al  sistema  de  revisión  una 
medida  del  presupuesto,  elevando  en  200  francos  la 
renta  de  los  secretarios  de  los  juzgados  de  paz,  i  prove- 
yendo a  este  aumento  de  gastos,  por  medio  de  un  dere- 
cho percibido  por  el  Tesoro,  sobre  la  inscripción  de 
cada  causa  tramitada  ante  el  Juzgado  de  paz.  Las  delibe- 
raciones de  la  Cámara  recayeron  sin  oposición  sobre  el 
último  texto  déla  Comisión,  el  que  fué  adoptado  en  las 
sesiones  de  Junio  22  i  Noviembre  ló  de  1875. 


Una  Comisión  no  puede  por  una  deliberación  adop- 
tada por  mayoría,  dar  su  dimisión.  En  efecto,  la  mayo- 
ría de  una  Comisión  no  tiene  el  derecho  de  despojar  a 
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los  miembros  de  un  mandato,  dado  por  la  Asamblea  o 
por  la  Mesa.  Para  que  una  Comisión  sea  considerada 
como  dimisionaria,  i  cese  realmente  de  existir,  se  nece- 
sita que  todos  sus  miembros  individualmente  hayan  pre- 
sentado su  renuncia. 

Una  Comisión  tiene  el  derecho  de  declarar  que  se 
retira  de  un  debate  porque  su  sistema  ha  sido  rechazado 
por  la  Cámara,  pero  no  queda  por  eso  disuelta  i  puede 
ser  llamada  a  dar  su  opinión  sobre  los  asuntos  que  la 
Cámara  le  remita.  Si  la  mayoría  de  la  Comisión  rehusa 
absolutamente  intervenir,  la  Comisión  puede  ser  repre- 
sentada por  la  minoría  i  tiene  atribuciones  no  solamente 
para  pedir  que  se  le  envíe  una  enmienda  sino  también 
para  presentar  un  nuevo  proyecto  i  sostener  su  discu- 
sión. 

Una  Comisión  que  ha  evacuado  todos  los  proyectos 
sometidos  a  su  examen,  no  cesa  por  eso  de  existir,  i  con- 
serva el  derecho  de  presentar  un  nuevo  proyecto  al 
debate. 


CAPITULO  XXXV 


Oirías  disposieloxxos  so1>i?e  el  ru.TiLCioixam.iozxto 
1  doreclios  de  las  Comisiones 


Dice  el  Reglamento  del  Senado: 

«Art.  38.  Las  comisiones  podrán  llamar  a  su  presencia  a  cuales- 
quiera individuos,  i  pedirles  informes,  cuando  les  pareciere  conve- 
niente, con  tal  que  sea  sobre  materias  que  no  pertenezcan  esclusi- 
vamente  a  los  Tribunales  i  Juzgados.  Estas  asistencias  e  informes 
serán  siempre  voluntarios. 

Art.  39.  Los  informes  de  cada  comisión  se  darán  a  la  Cámara 
por  escrito,  i  firmados  por  todos  los  miembros  de  ella;  pero  los 
de  la  comisión  de  que  habla  el  art.  36  serán  autorizados  como  las 
sesiones  ordinarias  de  la  Cámara.  Los  individuos  que  no  se  confor- 
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men  con  la  opinión  de  la  mayoría,  deberán  esponer,  fundar  i  fir- 
mar la  suya  por  separado. 

Art.  40.  Los  Senadores  que  no  fueren  miembros  de  una  comi- 
sión podrán,  sin  embargo,  asistir  a  ella  i  tomar  parte  en  sus  discu- 
siones, pero  sin  voto. 

Art.  53.  Los  informes  de  las  Comisiones  se  leerán  cuando  se 
proceda  a  la  discusión  de  los  asuntos  a  que  se  refieran. 

Art.  94.  No  podrá  retirarse  proyecto  alguno  que  haya  pasado  a 
comisión,  o  a  discusión  por  menor,  sin  previo  acuerdo  de  la  Cá- 
mara.» 


Por  su  parte,  la  Cámara  de  Diputados,  contiene  en  su 
Reglamento  las  disposiciones  siguientes: 

«Art.  37.  Corresponde  a  las  Comisiones  preparar  todos  los  datos 
o  comprobar  los  hechos  que  necesite  la  Cámara  para  su  delibera- 
ción, e  informar  sobre  los  proyectos  que  se  les  pasen,  haciendo  las 
ilustraciones  que  crean  convenientes. — Para  obtener  los  datos  que 
hayan  de  solicitar  fuera  de  la  Cámara,  se  valdrán  del  conducto  del 
Secretario  de  ella. 

Art.  42.  Los  Diputados  que  no  fueren  miembros  de  una  Comi- 
sión, podrán,  sin  embargo,  asistir  a  ella  i  tomar  parte  en  sus  dis» 
cusiones,  pero  sin  voto. 

Art.  61.  Los  informes  de  las  Comisiones  se  leerán  el  dia  de  su 
presentación  a  la  Cámara,  i  por  el  mismo  hecho,  quedará  en  tabla 
el  asunto  sobre  que  versan,  para  que  sea  considerado  a   su  turno. 

Art.  88.  Cuando  la  Comisión  informante  haya  refundido  un 
proyecto  en  otro  redactado  por  ella,  se  adoptará  éste  para  la  dis- 
cusión particular;  i  las  disposiciones  del  proyecto  referido  se  ten- 
drán por  indicaciones  hechas  al  que  se  prefiriese.» 


CAPITULO  XXXVI 
r>e   las   ]?elaoioxies  de  las  Oámar^as    eirtr^e    si 

Las  relaciones  de  la  Cámara  entre  sí,  se  encuentran 
establecidas  en  diversas  leyes  i  artículos  de  sus  propios 
Reglamentos. 
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Así,  por  ejemplo,  la  lei  de  presupuestos  dictada  en 
setiembre  26  de  1884  presciibe  que  el  examen  de  ellos  se 
haga  por  una  Comisión  de  Diputados  i  Senadores  (ar- 
tículos 8.°  i  9.°) 

El  Reglamento  del  Senado,   por  su  parte,  determina: 

A. — Que  los  nombramientos  de  la  Mesa  se  comuni- 
quen a  la  Cámara  de  Diputados  (art.  8.°,  tít.  ii); 

B. — Que  la  correspondencia  con  la  Cámara  de  Diputa- 
dos se  lleve  por  el  Presidente  del  Senado; 

C. — Que  se  tenga  como  falta  al  orden  cualquiera  es- 
presion  en  que  se  impute  a  la  Cámara  o  a  cualquier 
Diputado  intenciones  o  sentimientos  opuestos  a  los 
deberes  de  estos  cuerpos  (art.  29). 

D. — Que  se  dé  siempre  el  segundo  lugar  a  las  común  i  - 
caciones  dirijidas  por  la  Cámara  de  Diputados; 

E. — Que  el  proyecto  de  lei  que  hubiere  tenido  oríjen 
en  la  Cámara  de  Diputados,  puede  pronunciarse  sobre 
ellos  en  el  término  de  ocho  dias,  o  treinta  si  se  tratare 
de  presupuestos  (art.  90); 

F,— Que  los  proyectos  de  lei,  aprobados  o  modifica- 
dos por  el  Senado,  se  trasmitan  con  oficio  a  la  Cámara 
de  Diputados  (art.  96I; 

G. — Que  la  Cámara  de  Diputados  podrá  enviar  comi- 
siones al  Senado  para  ilustrar  i  apoyar  los  proyectos 
orijinados,  o  modificados  en  ella,  i  las  Comisiones  ten- 
drán asiento  entre  los  Senadores,  i  tomarán  parte  en  las 
discusiones,  de  la  misma  manera  que  los  Senadores,  pero 
sin  voto  (art.  65). 

Por  su  parte  el  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos contiene,  a  su  turno,  los  siguientes: 

i.°  Que  el  nombramiento  de  Mesa  sea  comunicado  al 
Senado  (art.  25); 

2.°  Que  ocupen  el  segundo  lugar  en  la  tabla  los  asun- 
tos iniciados  por  el  Senado; 

3.°  Que  las  Comisiones  del  Senado  que  asistieren  a  la 
Cámara  a  sostener  proyectos  de  lei,  tomen  asiento  entre 
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los  Diputados,  i  se  sometan  en    todo  a  las  formalidades 
del  Reglamento. 

Todas  estas  prescripciones  orgánicas  obedecen  al 
principio  del  respeto  mutuo  i  cortesía  recíproca  que  se 
deben  entre  sí  los  miembros  de  los  cuerpos  colejisladores 
del  Estado. 


CAPITULO  XXXVII 


I>e    las    sesloxxes 


Dice  la  Constitución  vijente: 

«Art.  43.  El  Congreso  abrirá  sus  sesiones  ordinarias  el  día  i.** 
de  Junio  de  cada  año,  i  las  cerrará  el  i.*'  de  Setiembre. 

Art,  44.  Convocado  estraordinariamente  el  Congreso,  se  ocu- 
pará en  los  acuerdos  que  hubieren  motivado  la  convocatoria,  con 
esclusion  de  todo  otro. 

Art.  46.  Si  el  día  señalado  por  la  Constitución,  para  abrir  las 
ses/ones  ordinarias,  se  hallase  el  Congreso  en  sesiones  estraordi- 
narias,  cesarán  éstas,  i  continuará  tratando  en  sesiones  ordinarias 
de  los  negocios  para  que  habia  sido  convocado. 

Art.  47.  El  Senado  i  la  Cámara  de  Diputados  abrirán  i  cerrarán 
sus  sesiones  ordinarias  i  estraordinarias  a  un  mismo  tiempo.  El 
Senado,  sin  embargo,  puede  reunirse  sin  presencia  de  la  Cámara 
de  Diputados  para  el  ejercicio  de  las  funciones  judiciales  que  dis- 
pone la  parte  2.*  del  art.  30. 

La  Cámara  de  Diputados  continuará  sus  sesiones  sin  presencia 
del  Senado,  si  concluido  el  período  ordinario  hubieren  quedado 
pendientes  algunas  acusaciones  contra  los  funcionarios  que  designa 
la  parte  2.°  del  art.  29,  con  el  esclusivo  objeto  de  declarar  si  ha 
lugar  o  no  a  la  acusación.» 


Iguales  prescripciones  a  las  que  preceden  se  encuen- 
tran en: 

Francia,  arts.  i/,  2.%  4.''  i  12.  Lei  de  16  de  Julio  de 
1875. 
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Estados  Unidos,  núms.  i/  i  4.%  Sección  5/;  art,  i.% 
Sección  2/,  Sfeccion  4/ 

República  Arjentina,  arts.  55  i  57. 
Brasil,  arts.  17,  18,  19,  20  i  23. 
BÉLjiCA,  art.  59. 
España,  arts.  32,  37  i  38. 
Inglaterra,  arts.  89  a  93,  96. 
Suiza,  arts.  85  a  87. 

Tiene  la  palabra  sobre  ellos  el  señor  Huneeus. 

Dice: 

«La  Constitución  de  i8a8,  al  enumerar  en  su  art.  28  ios  deberes 
del  Poder  Ejecutivo,  le  imponía  en  el  inciso  4."  de  dicho  artículo, 
el  de  «dar  anualmente  al  Congreso,  luego  que  abra  sus  sesiones, 
razón  del  estado  de  la  Nación  en  todos  los  ramos  del  Gobierno. 
Aparte  de  esta  obligación  impuesta  al  Jefe  del  Poder  Ejecutivo,  el 
art.  88  de  la  misma  disponia  que,  «luego  que  las  Cámaras  abran 
sus  sesiones  anuales,  darán  cuenta  los  Ministros,  en  particular  a 
cada  una  de  ellas,  del  estado  de  sus  ramos  respectivos.»  Este  se- 
gundo precepto  corresponde  al  que  contiene  el  artículo  también 
88  (79)  de  la  Constitución  de  1833.  Mas,  a  pesar  de  que  esta  última 
no  ha  reproducido  la  disposición  consignada  en  el  inciso  4.'' del 
art.  84,  el  Presidente  de  la  República,  que,  en  cumplimiento  de 
dicho  inciso,  leyó  su  discurso  de  apertura  el  i.°  de  Junio  de  iS^ja, 
ha  continuado  desde  1833  hasta  ahora,  con  escepcion  solo  del  año 
1838,  durante  el  cual  no  funcionaron  las  Cámaras,  llenando  la 
misma  formalidad,  que,  sin  tener  apoyo  en  ningún  precepto  de 
la  Constitución  vijente,  deriva  su  existencia  de  la  de  1828,  i  se  ha 
convertido  en  una  práctica  constante  i  saludable,  que  pone  en  co- 
municación directa  al  Jefe  del  Ejecutivo  con  el  Congreso  Nacional. 

Podemos  considerar  que  el  discurso  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica en  las  aperturas  de  las  sesiones  ordinarias  del  Congreso,  im- 
porta ya  una  obligación  que  pesa  sobre  aquel  funcionario,  fundada 
en  nuestro  Derecho  Constitucional  consuetudinario,  desde  que  se 
ha  cumplido  con  ella  durante  cuarenta  i  cinco  años,  sin  otra  escep- 
cion que  la  única  apuntada  mas  arriba. 


Si  el  Presidente  de  la  República  debe  dar  cuenta  sumaria  al  Con- 
greso en  su  discurso  anual,  del  estado  de  los  negocios  públicos. 
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haciendo  mérito  de  lo  hecho,  i  diseñando  la  tendencia  de  su  polí- 
tica, es  evidente  que  cada  una  de  las  Cámaras,  a  quienes  ese 
discurso  es  dirijido,  tiene  indisputablemente  la  facultad  de  contes- 
tarlo, consignando  en  su  respuesta  las  aprv^cianones  que  la  esposi- 
cion  del  Presidente  le  sujiera. 

I  en  efecto,  una  i  otra  lo  contestaron  desde  18^2  hasta  1847 
inclusive. 

El  Senado,  en  sesión  de  2  de  Junio  de  1848  acordó,  a  indicación 
del  señor  don  Andrés  Bello,  omitir  la  respuesta  al  discurso  presi- 
dencial, i  pasar  a  la  Cámara  de  Diputadoi^,  a  indicación  del  señor 
Juan  de  Dios  Vial  del  Rio,  un  oficio  ^para  ver  si  queria  secundar 
la  marcha  de  la  Cámara  de  Senadoics.* 

El  señor  Bello  íundó  su  indicación  en  la  inutilidad  de  la  res- 
puesta,  cuya  discusión  ocupaba  dias  consecutivos  ¿in  provecho 
alguno,  i  en  que  la  contestación  al  discurso  presidencial  es  una 
costumbre  puramente  monárquica,  i  nada  mas  que  una  arenga  en 
que  muchas  veces  luchan  i  se  encienden  los  partidos. 

La  Cámara  de  Diputados,  por  su  parte,  en  sesión  de  ^  del  mismo 
mes  i  a^io,  nombró  una  comisión  compuesta  de  los  señores  Anto- 
nio García  Keycs,  J.  G.  Palma  i  don  J.  Francisco  Gana,  para  que 
redactara  el  proyecto  de  contestación  al  discurso  presideucial. 

Con  este  motivo,  el  señor  M.  A.  Tocornal  i  Grez  reprodujo  la 
indicación  h^cha  por  el  señor  Bello  en  el  Senado,  sosteniéndola 
con  razones  análogas  a  las  que  habian  servido  a  su  autor  para  fun- 
darla. El  señor  Antonio  Varas  se  opuso  a  la  supresión  de  la  res- 
puesta, i  después  de  un  estenso  debate,  sostenido  en  sesión  de  7 
del  citado  mes  de  Junio  de  1848,  en  que  el  señor  Varas  impugnó 
la  indicación  del  señor  Tocornal  i  en  que  éste  la  defendió  estensa- 
mente,  la  Cámara  de  Diputados  resolvió,  por  21  votos  contra  11, 
4cno  conformarse  con  el  voto  del  Senado.» 

En  consecuencia,  la  Cámara  de  Diputados  contestó  en  1848  el 
discurso  presidencial,  i  es  digno  de  atención  el  oficio  que,  defen- 
diendo esa  práctica,  dirijió  ni  Senado,  con  fecha  10  de  Junio  de 
aquel  año,  suscrito  por  su  Presidente  i  Secretario,  señores  Manuel 
Montt  i  don  Ramón  Renjifo. 

El  Senado,  en  sesión  de  4  de  Junio  de  1849,  acordó  otra  ver  por 
unanimidad  no  contestar  el  discurso  presidencial,  e  insistió  en 
observar  idéntico  procedimiento  hasta  1862. 

La  Cámara  de  Diputados  continuó  nombrando  comisiones  para 
redactar  la  contentación  al  discurso  presidencial  hasta  el  año  18^3 
inclusive,  i  parece  quej  si.i  acuerdo  alguno,  abandonó  también 
esta  práctica  desde  1853  hasta  1862  inclusive. 
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de  1 1  de  Junio  de  186},  la  Cámara  de  Diputados,  a  in- 
1  señor  don  J.  E.  Vergara,  acordó  por  unanimidad 
la  comisión  para  que  redactara  un  proyecto  de  respues- 
10  presidencial.  Igual  cosa  acordó  el  Senado,  por  9 
a  3,  a  indicación  del  señor  don  Manuel  J.  Balmaceda. 
ictos  de  contestación  fueron  discutidos  esteosamente 
ectivas  Cámaras,  pronunciando  ei  señor  Manuel  A.  To- 
istro  del  Interior,  en  sesión  de  24  de  Junio  de  1863,  un 
curso  en  que,  reconociendo  que  tas  Cámaras  tenian 
denle  de  coiitestar  el  discurso  presidencial,  i  que  ese 
ivolvia  una  cuestión  constitucional,  ni  siquiera  de  alta 
ituvo  que  ese  trámite,  si  no  imporlaba  una  mera  fórmu- 
nia,  era,  por  lo  menos,  inútil,  i  aun  podía  ser  hasta 
■or  cuanto  el  medio  único  de  que  puede  i  debe  servirse 

para  desaprobar  los  actos,  o  la  política  del  Ejecutivo, 
se  directamente  con  los  Ministros  «sin  encararse  direc- 
1  el  Presidente  de  la  República*.,  cuyas  funciones  tienen 
n  fija,  i  cuya  responsabilidad  no  puede  hacerse  efecti- 
lues  de  terminadas  aquéllas,  no  sucediendo  lo  mismo 
istros,  que  pueden  retirarse  sin  inconveniente  en  cual- 
into,  i  que  pueden  ser  acusados  desde  luego. 
14  hasta  la  fecha,  las  Cámaras  no  han  vuelto  a  contes- 
so  presidencial,  a  pesarde  haber  formulado  indicación 
ara  de  Diputados,  para  que  ésta  lo  hiciera  el  señor  don 
'latta  casi  todos  los  años,  i  el  señor  don  José  Victorino 

1867  i  1868.  Esas  indicaciones  han  sido  siempre  recha- 
iLisiderables  mayorías. 

ra  de  un  discurso  por  el  Presidente  de  la  República, 
;  abrir  el  f  ongreso  sus  sesiones  ordinarias,  es  algo  que 
una  larga  i  excelente  práctica,  pero  no  algo  que  traiga 
la  Constitución,  como  lo  observó  el  señor  Tocornal 
>nada  sesión  del  24  de  Junio  de  1^63,  es  evidente  que 
on  a  ese  discurso  tampoco  importa  una  cuestión  cons- 
i  cosa  parecida.  Ella  implica  solamente  una  cuestión 
iad,  i  de  mera  táctica  parlamentaria,  que  cada  Cámara 

perfecta  libertad    en    cada    caso    concreto,    según    lo 

conveniente,   sin   que  la  solución  que  se  adopte,  sea 

negativa,  comprometa  principio  alguno. 

!n,  nosotros  llegamos  a  las  siguieii  les  conclusiones: 
Congreso  abre  sus  sesiones  jure  propio,  con,  o  sin  lee 
irso  presidencial,  el  r.'de  Junio  de  cada  año; 
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2.'  Q.ue  la  lectura  de  ese  discurso  importa  una  excelente  práctica 
que  conviene  conservar,  pero  que  no  es  exijida  por  ningún  precep- 
to de  la  Constitución  vijente,  como  la  exijia  la  de  1828; 

3.'  Que  la  contestación  a  dicho  discurso  depende  de  la  sola  vo- 
luntad de  cada  Cámara,  cuya  facultad,  para  darla  o  no,  puede  ne- 
garse; 

4.*  Que  ha  prevalecido  la  práctica  de  omitir  la  referida  contes- 
tación; 

5/  Que^  salvo  en  casos  muí  escepcionales,  creemos,  como  el 
señor  Tocornal  lo  creia  en  1848,  i  en  1863,  que  es  preferible  en 
jeneral  abstenerse  de  dar  una  contestación  cuyo  debate  implica 
pérdida  de  tiempo,  las  mas  de  las  veces,  i  puede  entrañar  peligros 
graves  en  no  pocas. 


Se  ha  dudado  alguna  vez  si  las  Cámaras  pueden  celebrar  sesión 
ordinaria,  no  prorogada  jure  propio,  el  dia  i.°  de  Setiembre.  Se  puso 
en  tela  de  juicio  esta  facultad  de  la  Cámara  de  Diputados,  por  la 
minoría  de  ésta  en  un  oficio  del  cual  se  dio  cuenta  en  sesión  de 
15  de  Setiembre  de  1858,  i  en  el  cual  espresaban  los  señores  Dipu- 
tados que  lo  firmaban,  que  no  concurrían  a  la  sesión  de  esa  fecha, 
porque,  prorogadas  las  sesiones  ordinarias  como  lo  habian  sido, 
solo  por  quince  dias,  la  próroga  habia  terminado  el  dia  anterior, 
15  de  Setiembre. 

El  señor  don  Manuel  Valenzuela  Castillo,  Presidente  de  la  Cá- 
mara de  Diputados,  observó  con  perfecta  exactitud,  que  la  próro- 
ga debia  contarse  solo  desde  el  2  de  Setiembre,  i  recordó  varios 
casos  en  que  las  Cámaras  habian  celebrado  sesión  el  dia  i.°  de 
Setiembre,  a  pesar  de  no  haber  sido  prorogadas  sus  sesiones  ordi- 
narias. 

Después  de  un  debate  en  que  los  señores  don  Antonio  Varas  i  don 
Juan  Herrera,  sostuvieron  que  la  sesión  del  16  era  constitucional, 
porque  la  del  dia  i .''  se  incluia  entre  las  ordinarias  no  prorogadas, 
i  los  señores  don  Manuel  A.  Matta  i  don  Anjel  C.  Gallo  afirmaron 
lo  contrario,  la  Cámara  resolvió  por  39  votos  contra  3,  que  era 
legal  dicha  sesión  del  16  de  Setiembre  de  1858  i  en  sesión  estraor- 
dinaria  de  5  de  Noviembre  siguiente  aprobó,  por  35  votos  contra  5, 
el  acta  de  aquella  fecha. 

Muchos  casos  de  sesión  ordinaria  no  prorogada  tenida  por  una 
u  otra  de  las  Cámaras,  habian  ocurrido  antes  del  deb/.'e  provoca- 
do por  primera  i  por  última  vez  en  1858,  i  muchos  han  tenido 
lugar  sin  protesta  ni  reclamación  alguna. 


1 
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I,  en  efecto,  no  es  fácil  darse  cuenta  de  cómo  ha  podido  abrí* 
garse  duda  acerca  del  sentido  claro  del  art.  ^3  (43)  de  la  Consti- 
tución. Este  dispone  que  el  Congreso  abra  sus  sesiones  ordinarias 
el  I ."  de  Junio  í  qu^  las  cierre  el  1  ."^  Je  Setienií're,  Luego,  si  el  artículo 
no  fija  la  hora  precisa  en  que  debe  verificarse  lo  uno  i  lo  otro 
¿cómo  seria  posible  sostener  queel  Congreso  no  cerraba  sus  sesio- 
nes ordinarias  el  i/*  de  Setiembre,  si  las  cerraba  a  las  once  de  la 
noche  del  dia  i.°  de  Setiembre? 

Nos  parece,  por  consiguiente,  que  no  puede  haber  cuestión 
sobre  el  particular,  i  que  la  práctica  establecida  de  celebrar  las 
Cámaras  sesión  ordinaria  no  prorogada  el  dia  i.''  de  Setiembre,  es 
rigurosamente  ajustada  a  la  Constitución,  no  debiendo,  por  consi- 
guiente, considerarse  escluido  ese  dia  en  las  sesiones  ordinarias, 
cuando  hubiere  lugar  a  aquellas  o  éstas. 


En  sesión  diurna  de  30  de  Diciembre  de  1883,  la  Cámara  de  Di- 
putados resolvió,  por  27  votos  contra  9,  que  los  proyectos  de  leí  o 
mociones  presentadas  por  los  Diputados  en  sesiones  estraordina- 
rias  sobre  negocios  no  incluidos  en  la  convocatoria,  no  pueden 
ni  aun  tramitarse  hasta  las  sesiones  ordinarias,  apoyando  así  el 
procedimiento  adoptado  por  nosotros,  como  Presidente  de  la  Cá- 
mara de  Diputados,  en  la  noche  anterior,  con  motivo  de  la  mo- 
ción del  señor  Irarrázaval  Vera,  que  eximia  de  la  contribución 
mobiliaria  los  sueldos  de  los  empleados  públicos. 


El  alcance  de  las  palabras  ^con  esclusion  de  lodo  otro:»  del  artículo 
53  (44),  ha  sido  materia  de  muchas  discusiones  tendentes  a  deter- 
minar cuáles  son  los  negocios  en  que  las  Cámaras  pueden  ocupar- 
se en  sesiones  estraordinarias. 

Han  creido  algunos  que  las  palabras  a  que  hemos  llamado  la 
atención,  se  refieren  a  lodos  los  asuntos  que  son  de  la  competencia 
de  la  Cámara,  sean  cuales  fueren  i  sin  escepcion  alguna.  Han  pen- 
sado otros  que  esas  espresiones  se  refieren  únicamente  a  aquellas 
atribuciones  que  corresponden  al  Conf^rcso,  como  son  las  lejíslaii- 
vas,  pero  de  ningún  modo  aquellas  que,  siendo  meramente  internas 
o  económicas,  inspcclivas  o  conservadoras  y  corresponden  a  cada  una  de 
las  Cámaras,  esclusivamente  i  con  prescindencia  de  la  otra. 

La  cuestión  está  hoi  ya  resuelta  en  este  último  sentido,  único 
que  consideramos  fundado  i  aceptable,  mas  no  sin  que  esta  resola- 
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cion  haya  dejado  de  encontrar  resistencia  en  muchas  ocasiones,  de 
las  cuales  nos  parece  conveniente  recordar  algunas». . , , , . 


El  señor  Huneeus  cita  una  resolución  tomada  en 
sesión  estraordinaria  de  la  Cámara  de  Diputados  en 
Noviembre  9  de  1858,  en  que,  a  propósito  de  la  acusa- 
ción de  un  Intendente,  se  hizo  igual  declaración. 

Idéntica  resolución  se  adoptó  por  la  misma  Cámara 
i  por  la  misma  causa  en  12  de  Abril  de  1864, 

En  Octubre  de  1867  volvió  a  surjir  el  mismo  caso, 
con  motivo  de  unas  reclamaciones  de  nulidad. 

Sosteniendo  la  competencia  de  la  Cámara,  el  señor 
Justo  Arteaga  Alempai'te  decia  lo  siguiente: 

«Según  nuestra  Constitución,  la  Cámara  de  Diputados  es  una 
rama  del  Poder  Lejislativo,  i  concurre  con  el  Senado  i  el  Presi- 
dente de  la  República  a  la  formación  de  las  leyes.  Pero  también, 
según  la  misma  i  según  los  principios  del  Derecho  Público,  es  un 
un  Cuerpo  político  que  necesita  i  posee  atribuciones  propias  para 
existir  i  funcionar. 

Este  doble  carácter  de  la  Cámara  de  Diputados  es  el  oríjen  de 
las  diversas  atribuciones  que  posee,  las  cuales  es  preciso  distinguir 
i  clasificar.  Estas  atribuciones  son  lejislalivas,  políticas  i  conservado- 
ras. La  Constitución,  ademas,  le  ha  encomendado  ciertas  atribucio- 
nes judiciales,  cuando  ha  sometido  a  su  iniciativa  la  acusación  de 
ciertos  funcionarios  públicos. 

Esta  clasificación  de  las  atribuciones  de  las  Cámaras  permite 
fijar  exactamente  el  alcance  de  la  acción  del  Ejecutivo  sobre  ella. 
La  acción  del  Ejecutivo  puede  influir  solo  en  las  atribuciones  lejis- 
lativas  de  la  Cámara,  circunscribiéndolas  durante  las  estraordinarias 
a  la  discusión  de  cierto  número  de  asuntos  dados. 

Pero  la  acción  del  Gobierno  no  alcanza  a  las  atribuciones  políti- 
cas de  la  Cámara.  Por  eso  conserva  ésta  la  facultad  de  ejercitarlas, 
sin  necesidad  de  que  se  le  otorgue  permiso  para  ello  en  la  convo- 
catoria a  sesiones  estraordinarias.  En  tales  sesiones  los  Diputados 
pueden  hacer,  como  en  la  Icjislatura  ordinaria,  el  uso  mas  amplio  del  de- 
recho de  interpelación,  que  es  el  medio  por  donde  la  Cámara  ejercita  sus 
atribuciones  políticas. 

Igual  cosa  p^sa  cop  sus  atribuciones  conservadoras,  6a  las  sesiq« 
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nes  estraordinarJas,  como  en  las  ordinarias,  ¡a  Cámara  elije  Prest- 
dente  i  Vice-Presidente,  acuerda  llamar  a  los  Diputados  suplentes, 
cuando  se  hallan  impedidos  los  propietarios,  i  adopta  todas  las 
moHidas  conducentes  a  su  orden  i  composición,  es  decir,  ejercita 
'  sus  atribuciones  conservadoras,  sin  necesidad  de  que  el 
itivo  le  haya  autorizado  para  hacerlo. 

.ora  bien,  ¿qué  atribución  mas  alta  hai  entre  esas  atribuciones 
írvadoras  que  la  que  incumbe  a  U  Cámara  de  calificar  las 
iones  de  sus  miembros?  ¿Q.ué  atribución  mas  indeclinable 
:sa?  La  Cámara  podria  elejír  a  los  que  han  de  componerla, 
ía  llamar  a  los  Diputados  suplentes  que  han  de  integrarla  en 
icia  de  los  propietarios,  podria  hacer  todo  esto  en  sesiones 
ordinarias  sin  la  venia  del  Ejecutivo,  i  no  podria  ejercer  una 
icion  análoga,  pero  mucho  mas  importante,  mucho  mas  in- 
usable a  su  existencia  lejítima  i  normal,  cual  es  la  de  saber 
las  las  personas  que  se  sientan  en  esta  Sala  tienen  derecho  de 
anecer  aquí?  La  Cámara  podria  ser  libre  para  ejercitar  en 
I  circunstancias  la  parte  menos  vital  de  sus  atribuciones  con- 
doras  i  estarla  forzada  a  abdicar  el  resto  de  ellas  en  el  período 
s  sesiones  estraordinarias?  Estarla  forzada  a  ejercer  sus  fun- 
is lejislativas  i  polílicas  sin  estar  segura  de  la  lejitimidad  de 
i  los  votos  que  concurren  a  sus  deliberaciones  sin  poseer  una 
)leta  certidumbre  respecto  a  la  validez  del  mandato  de  todos 
íiiembros? 

:as  nociones  son  tan  claras,  que  me  admira  puedan  ofrecer 
s  a  cualquiera  que  esté  familiarizado  con  las  cuestiones  mas 
ires  de  la  ciencia  política,  del  Gobierno  Constitucional  i  Re- 
mtativo,  cuanto  mas  a  un  Ministro  de  Estado  que  tiene  e' 
r  de  conocer  estas  cosas  mejor  que  otro  cualquiera. 
cree  oponer  un  argumento  decisivo,  citando  el  art.  ^j  (44)  de 
mstitucion,  en  virtud  del  cual  el  Congreso  convocado  estraor- 
iamente  solo  puede  ocuparse  en  los  negocios  que  hubieren 
vado  la  convocatoria,  con  esclusion  de  todo  otro.  B.ista  leer 
ilguna  atención  las  tres  primeras  palabras  de  ese  articulo  para 
encerse  de  que  está  mui  lejos  de  oponerse  i  de  que  antes  bien 
na  la  opinión  que  acabo  de  desarrollar.  Las  tres  primeras 
iras  dicen:  Coiwoccido  cslraordinarininenk  el  Congreso., . ,  En  la 
ion  que  se  debate  no  se  trata  del  Congreso  sino  de  la  Cámara 
)iputados.  Sin  duda  que  el  Congreso,  durante  las  sesiones  es- 
dinarias,  solo  puede  discutir  i  votar  aquellos  proyectos  de  lei 
:1  Ejecutivo  determine  en  la  convocatoria;  pero,  así  como  el 
dente  de  la  República   no   puede  prescribir   a   la  Cámara  de 
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Diputados  que  ejercite  tales  o  cuales  de  sus  atribuciones  conser- 
vadoras, tampoco  puede  estorbárselo.  La  calificación  de  las  elec- 
ciones de  sus  miembros  es  una  facultad  que  está  completamente 
fuera  del  alcance  del  Ejecutivo  i  es  una  facultad  sin  cuyo  ejercicio 
muchos  de  los  que  ocupamos  un  asiento  en  este  recinto  no  pode- 
mos saber  si  tenemos  o  no  derecho  a  considerarnos  miembros  de 
este  Congreso  que  acaba  de  convocarse  estraordinariamente.  La 
iniciativa  del  Ejecutivo  no  pasa,  ni  seria  posible  que  pasase  de  las 
atribuciones  lejislativas  de  cada  Cámara.  ¿Cómo  podria  el  Presi- 
dente de  la  República,  prever  ni  saber  las  atribuciones  políticas 
i  conservadoras  que  cada  Cámara  necesita  ejercitar?  ¿Con  qué 
derecho  podria  impedir  a  ninguna  de  ellas  que  se  lejitimara,  que 
se  constituyera  definitivamente  sin  que  adquiriera  la  conciencia  de 
su  representación  nacional? 


El  señor  Arteaga  Aleni parte  dilucidó  la  cuestión  en 
el  discurso  que  dejamoscopiado  en  la  parte  conducente 
de  una  manera  tan  sólida  como  incontestable  en  favor 
de  la  única  opinión  coriipatible  con  la  diferente  natura- 
leza de  las  atribuciones  de  las  Cámaras  que  él  clasificaba 
de  lejislativas,  políticas  i  consprvadoras. 

Nosotros  llamamos  atribuciones  inspectivas  o  conser- 
vadoras^ conformándonos  con  la  letra  de  los  arts.  S7  i 
58  (48  i  49)  de  la  Constitución,  las  que  el  señor  Arteaga 
llamaba  políticas,  i  damos  el  nombre  de  internas  o  eco- 
nómicas a  las  que  él  llamaba  conservadoras.  En  lo  de- 
mas  nos  hacemos  un  honor  en  adherirnos  por  completo 
a  cuanto  él  dijo  en  aquella  ocasión. 

La  Cámara  acordó,  sin  embargo,  por  44  votos  contra 
3,  en  la  citada  sesión  de  3  de  octubre  de  1867  no  ocu- 
parse en  las  reclamaciones  de  nulidad  que  motivaron  la 
discusión    a   que  acabamos  de  referirnos 

Poco  mas  tarde,  pero  siempre  en  sesiones  estraordi- 
narias  de  10  de  noviembre  de  1869,  la  Cámara  entendió 
en  la  acusación  contra  el  Intendente  de  Maule,  don  Ni- 
colás Figueroa. 


■ 
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También  en  sesión  estraordinaria  de  Octubre  4  de 
1873,  la  Cámara  conoció  de  una  reclamación  de  nulidad 
de  las  elecciones  de  lUapel,  en  sesión  del  7,  de  un 
proyecto    de  adiciones 


CAPITULO  xxxvin 

Oo  la^atr*lbixolon.o5ln.sx>ootlvas  do  la?  Oáiiiaras 

El  señor  Huneeus,  previendo  ya  la  reforma  constitu- 
cional que  actualmente  da  a  la  Comisión  Conservadora 
facultad  de  convocar  al  Congreso,  termina  su  comenza- 
da disertación  con  estas  palabras: 

« Pensamos  hoi,  como  entonces,   i  con  mayor  razón  que 

entonces,  porque  la  práctica  de  largos  años  nos  la  ha  dado,  i  por- 
que la  nueva  redacción  que  la  reforma  de  1874  dio  a  los  artículos 
57  i  s8  (48  i  49)  de  la  Constitución,  referentes  a  la  Comisión  Con- 
servadora, confirma  i  yigoriza  los  argumentos  recordados  en  el 
párrafo  que  antecede  Si  al  Congreso  corraspon  le  la  siipervijUancia 
sobre  todos  los  ramios  de  la  administración;  si  la  Comisión  Con- 
servadora obra  solo  c:i  rcprcscnLijion  del  Con^^reso;  i  si  esa  supervi- 
jilancia  debs  ser  permanente,  i  es  condición  indispensable  del  sis- 
tema representativo,  nos  parece  que  no  es  posible  desconocer  en 
las  Cámaras,  sja  que  funcionen  en  sesiones  estraordinarias  o  no,  la 
mas  amplia  facultad  para  ejercer  libremente  las  atribuciones  ins- 
pectivas  que  les  compstJii,  a  ün  de  que  esa  supervijilancia  supe- 
rior sea  efectiva.» 


El  señor  Huneeus  resuelve  siempre  majistralmente 
la  duda  en  cuanto  al  alcance  de  las  facultades  que  a  las 
Cámaras,  coiresponden  durante  las  sesiones  estraordina- 
rias, respecto  de  los  asuntos  o  negocios  lejislativos,  o 
sea  a  las  materias  de  lei  incluidas  por  el  Ejecutivo  ei> 
dichas  sesiones,  citando  varios  casos  prácticos, 
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Al  efecto  invoca,  i  se  adhiere  a  la  opinión  del  señor 
Antonio  Varas  i  Manuel  A,  Matta  en  sesión  de  1871,  con- 
tra la  del  señor  Altamirano,  restrictiva  de  las  facultades 
de  la  Cámara,  i  emite  la  suya  en  estos  términos: 

«Nos  parece  evidente  que  la  opinión  emitida  por  el  señor  Alta- 
mirano nos  conduciría  a  la  consecuencia,  verdaderamente  inad- 
misible de  que  funcionando  el  Congreso  en  sesiones  estraordina- 
rias,  su  papel  se  limitaria  a  aceptar  o  rechazar  los  proyectos  de  lei 
que  el  Ejecutivo  le  remitiera.  Carecería  entonces  el  Congreso  de 
la  facultad  de  correjírlos  i  adicionarlos,  i  caeríamos  así  en  eji  go- 
bierno que  llama  cormiltwo,  el  malogrado  publicista  Mr.  Prevost 
Pafadol. 

Si  debe  reconocerse  que  las  Cámaras  tienen  facultad  de  correjir 
o  modificar  los  proyectos  de  lei  que  discuten^  sea  en  sesiones  ordi- 
narias o  estiaordinarias,  porque  la  Constitución  no  se  las  ha  quita- 
do en  estas  ultimas,  es  forzoso  también  admitir  q!ie  dicha  facultad 
no  tiene  otro  límite  que  el  que  señalen  a  la  Cámara  la  prudencia  i 
cordura  de  sus  miembros,  quienes  naturalmente  conservarán  siem- 
pre en  el  proyecto  de  lei  que  discutieren,  su  idea  matriz  o  funda- 
mental.» 


En  apoyo  de  esta  tesis,  el  señor  Huneeus  cita  el  caso 
del  Senado  de  1871,  en  que  esta  Corporación  convirtió 
de  impuesto  en  empréstito^  un  proyecto  de  lei  pasado 
por  el  Ejecutivo. 

En  Diciembre  17  de  1S70,  i  por  31  votos  contra  22, 
decidió  también  la  Cámara  de  Diputados  pasar  a  Comi- 
sión otro  proyecto  de  lei  enviado  por  el  Ejecutivo  a  pesar 
de  la  oposición  del  Ministro  de  Hacienda. 


Respecto  al  art.  54  (45)  que  determina  que  el  Senado 
necesita  para  funcionar  de  la  tercera  parte  de  sus  miem- 
bros, i  la  Cámara  de  Diputados  de  la  cuarta  parte,  el 
señor  Huneeus  dice: 

«En  sesión  estraordinaria  de  15  de  Noviembre  de  1873,  se  pre- 
sentó al  Senado,  suscrita  por  pnce  dQ  sus  miembros,  Ja   moción 
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declaraba  reformable  el  antiguo  art.  ^4  de  la  Constitución,  i 
idió  que  se  incluyera  en  la  convocatoria.  Hecbo  esto,  la  mo- 
L  fué  aprobada  por  unanimidad,  e!  33  del  mismo  mes,  ¡  por  la 
lara  de  Diputados  en  30  de  Diciembre.» 


¡.especio  del  art.  55  (46)  que  determina  que  si  funcio- 
ido  en  estraordinarias  el  Congreso,  llegara  el  caso  de 
tar  en  sesiones  ordinarias,  cesarán  las  estraordina- 
j  i  continuará  el  Congreso  tratando  en  sesiones  ordi- 
ias  de  los  negocios  para  que  habia  sido  convocado, 
eñorHuneeus  se  espresa  asi: 

^ste  precepto,  en  su  primera  parte,  es  una  mera  consecuencia 
53  (45),  que  dispone  que  el  Congreso  abrirá  sus  sesiones  ordi 
ase!  i.°  de  Junio  de  cada  año,  sin  distinguir,  si  al  llegar  ese  dia, 
ncuentra  en  receso,  o  funcionando  en  sesiones  estraordinarias. 
1  segunda  parte  del  artículo  importa  una  mera  recomendación 
[ue  nadie  ni  nada  puede  obligar  a  las  Cámaras  a  tratar  e 
es  ordinarias,  i  ¿01  prij/íre/iaa  a  los  proyectos  de  lei  iniciados 
sus  propios  miembros,  de  los  incluidos  por  el  Ejecutivo  en 
}nes  estraordinarias  ya  concluidas. 

ínsamos,  por  consiguiente,  que  ese  articulo  que  jamas  ha  susci- 
<  discusión,  podría  suprimirse  de  la  Constitución  sin  inconve- 
te  alguno.» 

1  art.  56  (47),  como  queda  dicho,  determina  lo  si- 
ente: 

lí  Senado  i  la  Cámara  de  Diputados  abrirán  i  cerrarán  sus  sesio- 
1  un  mismo  tiempo.  El  Senado,  sin  embargo,  puede  reunirse 
>resencia  de  la  Cámara  de  Diputados  para  el  ejercicio  de  las 
iones  judiciales  que  dispone  los  artículos  39,  30  i  31  i  la  parte 
irt.  58  (39). 

i  Cámara  de  Diputados  continuará  sus  sesiones  sin  presencia 
>enado,  si  concluido  el  período  ordinario  hubieren  quedado 
tientes  algunas  acusaciones  contra  los  funcionarios  que  desig- 
i  parte  segunda  del  art.  18  (29),  con  el  esclusivo  objeto  de  de- 
ir  si  ha  lugar,  o  no,  a  la  acusación.» 
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Los  comentarios  del  señor  Huneeus,  en  esta  parte, 
son  de  una  autoridad  e  interés  tales  que  es  imposible 
no  insertarlos  íntegramente. 

Dicen  asi: 

«El  primero  de  los  tres  preceptos  que  este  artículo  establece,  tie- 
ne un  fundamento  tan  natur^  i  obvio  que  no  se  presta  a  dudas.  Si 
ambas  no  estuvieran  funcionando  siempre  constitucionalmente  a 
un  mismo  tiempo^  seria  imposible  obtener  el  pronto  despacho  de  los 
proyectos  de  lei,  i  lo  seria  también  poner  en  práctica  el  sistema  de 
reconsideraciones  e  insistencias  inni'^diatas  que  han  creado  los  ar- 
tículos 50  i  51  (40  i  41)  de  la  Consti'  jcion.  Ni  lo  uno  ni  lo  otro  se 
conseguirá  si  el  Senado  funcionara,  por  ejemplo,  desde  el  i.** de 
Junio  hasta  el  i^  de  Julio,  i  la  Cámara  de  Diputados  desde  el  1 6  de 
Julio  a  1/  de  Setiembre  de  cada  año. 


El  2."  precepto  del  art.  56  (47)  ha  tenido  aplicación  solo  una  vez, 
cuando  en  1869  el  Senado  funcionó,  jure  propio  por  sí  solo,  sin  ne- 
cesidad de  convocatoria  del  Ejecutivo,  para  conocer  de  la  acusa- 
ción entablada  en  Noviembre  de  1868  por  la  Cámara  de  Diputados 
contra  cuatro  Majistrados  de  la  Corte  Suprema. 

Debe  tenerse  presente  que  ese  segundo  precepto  se  refiere  sola- 
mente a  la  atribución  judicial  que  corresponde  al  Senado  conforme 
a  la  parte  2."  del  art.  39  (30);  porque,  a  consecuencia  de  ser  hoi 
directas  las  elecciones  de  Senadores,  se  han  suprimido  déla  Cons- 
titución los  artículos  29,  30  i  31,  que  conferian  a  ese  Cuerpo  la  fa- 
cultad de  hacer  el  escrutinio,  la  proclamación  i  la  rectiñcacion  de 
las  elecciones  de  sus  miembros.  Estas  facultades  cabian  dentro  del 
antiguo  sistema  de  elección  indirecta,  o  de  segundo  grado,  abolido, 
relativamente  al  Senado,  desde  1874. 

La  Comisión  encargada  por  el  Congreso  de  hacer  publicar  una 
nueva  edición  de  la  Carta  Fundamental  de  1833,  ajustada  a  las  re- 
formas en  ella  introducidas  hasta  que  principió  a  rejir  la  lei  de 
reforma  de  1874,  comisión  de  la  cual  tuvimos  el  honor  de  formar 
parte  en  unión  con  los  Senadores  don  Alejandro  Reyes  i  don  Ma- 
nuel J.  Irarrázaval,  i  el  señor  Diputado  don  Isidoro  Errázuriz,  no 
se  creyó  facultada  para  eliminar  del  art.  36,  la  referencia  inútil  a 
los  artículos  29,  30  i  31  ya  suprimidos,  porque  aquél  no  fué  decla- 
rado reformable,  ni  se  reformó  conforme  a  las  reglas  establecidas 
por  los  antiguos  artículos  16^  a  168. 


•í?: 
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La  disposición  que  contiene  el  párrafo  2.''  del  artículo  56  (47)  ha 
suministrado  un  argumento  a  los  que  han  pretendido  que  la  Cá- 
mara de  Diputados  no  puede  ejercer  la  facultad  de  acusar  que  le 
confiere  la  parte  2.*  del  art.  38  (29)  en  sesiones  estraordinarias,  si 
no  está  la  acusación  incluida  por  el  Ejecutivo  en  la  convocatoria, 
para  sostener  esta  opinión  que  parece  hoi  rechazada  ya  definitiva- 
mente. 

Puesto  que  ese  precepto  espresa  q»e  la  Cámara  de  Diputados 
continuará  sus  sesiones  sin  presencia  del  Senado,  si  concluido  el 
período  ordinario  hubiesen  quedado  pendientes  algunas  acusacio- 
nes, i  no  espresa  igual  cosa  tratándose  del  período  eslraor diñarlo,  es 
evidente,  se  ha  dicho,  que  no  puede  aplicarse  aquella  regla  a  este 
segundo  caso,  i  que  no  pudiendo  aplicarse  ello,  manifiesta  que  la 
Cámara  de  Diputados  no  puede  acusar,  jure  propio,  en  sesiones  es- 
traordinarias. 

Nosotros  negamos  por  completo  la  evidencia  de  semejante  con- 
clusión. Si  es  cierto,  como  lo  hacian  notar  en  185S  i  1864  los  seño- 
res don  Alejandro  Reyes  i  don  Francisco  Puelma,  que  la  parte  3." 
del  art.  38  confiere  a  la  Cámara  de  Diputados  la  facultad  de  acusar 
ante  el  Senado,  cuando  hallare  por  conveniente  hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad de  los  funcionarios  que  esa  disposición  menciona, 
nos  parece  claro  que  puede  ejercitarla  cwa/iáo /cp/a^¿:a,  sea  en  se- 
siones ordinarias  o  estraordinarias,  aparte  de  las  demás  poderosí- 
simas consideraciones  que  en  apoyo  de  esta  opinión  acaban  de 
emitirse. 

El  párrafo  2.°  del  art.  56  (47)  no  está  en  pugna  con  esta  manera 
de  ver.  Nó.  El  no  dice  lo  que  deberá  o  podrá  hacer  la  Cámara  de 
Diputados,  cuando,  iniciada  acusación  durante  el  período  estraor- 
dinario,  terminará  éste  sin  que  se  hubiera  declarado,  si  había  lugar, 
o  no,  a  la  acusación.  Silenciando  ese  punto,  el  precepto  que  nos 
ocupa,  pensamos  que  lo  evidente,  en  realidad,  es  aplicarlo,  por 
razones  de  identidad  completa  al  caso  de  las  acusaciones  indicadas 
en  sesiones  estraordinarias,  ya  que  ellas,  para  el  funcionario  acusa- 
do, en  nada  difieren  de  las  promovidas  durante  las  sesiones  ordi- 
narias. 

Cuando  una  lei  no  resuelve  todos  los  casos,  es  regla  de  lójica  i 
de  hermenéutica  resolverlos  a  priori  ¡  por  analojía  de  sus  disposi- 
ciones. 

Así  lo  entendió  la  Cámara  de  Diputados  en  el  oficio  que  pasó 
al  Presidente  de  la  República  el  29  de  Abril  de  1864  cuando  tuvo 
conocimiento  del  mensaje  de  clausura  de  las  sesiones  estraordina^ 
rías,  pasado  precisamente  ^n  I05  momentos  que  se  ocupaba  e« 
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discutir  si  habla  o  no  lugar  a  las  dos  proposiciones  de  acusación 
que  habia  ya  admitido  a  examen  i  que  estaban  informadas  por  las 
respectivas  Comisiones.  Ese  oficio,  aunque  firmado  solo  por  el 
Presidente  i  Secretario  de  la  Cámara,  en  la  forma  acostumbrada, 
atendida  la  singularidad  del  caso,  i  la  gravedad  de  la  situación, 
espresó  que  adherían  a  la  opinión  en  él  manifestada  cuarenta  Di- 
putados, entre  los  cuales  tuvimos  la  honra  de  contarnos. 

Mas  tarde,  cuando  en  sesión  de  i6  de  Junio  de  1864,  renovada  ya 
la  Cámara  de  Diputados,  el  señor  Tocornal,  Presidente  en  esos 
momentos  de  dicha  Cámara,  i  que  como  Ministro  del  Interior 
habia  formado  el  mensaje  de  clausura  de  28  de  Abril  anterior,  dijo, 
entre  otras  cosas,  las  palabras  siguientes:  ^Puedo  asegurar  a  la  Cá- 
mara que  el  Presidente  de  la  Re'fíibüca  jamas  habría  empleado  medio 
alguno  coerciliuo  contra  ella,  si  hubiera  continuado  conociendo  de  las 
acusaciones.:^ 


Estas  espresiones  en  boca  de  un  estadista  tan  notable 
i  digno  como  el  señor  Tocornal,  que  fué  siempre  celoso 
de  la  tesis  contraria  a  la  que  nosotros  hemos  defendido, 
i  defendemos,  prueban,  alo  menos,  que  no  puede  cali- 
ficarse de  evidente  la  deducción  que  se  ha  pretendido 
arrancar  del  2."  inciso  del  art.  56  (47)  i  que  nosotros  im- 
pugnamos. El  error  de  esa  deducción  consiste  en  dis- 
cutir a  contrario  sensu  en  un  caso  en  que  debe  discutir- 
se a  priori. 


CAPITULO  XXXIX 
r>e   las  potlcloixes 

Dice  la  Constitución  (art,  12,  núm.  6): 

«La  Constitución  asegura  a  todos  los  habitantes  de  la  República: 
El  derecho  de  presentar  peticiones  a  la  autoridad  cons- 
tituida sobre  cualquier  asunto   de   interés  público  o  privado,  no 
tiene  otra  limitación  que  la  de  proceder  en  su  ejercicio  en  términos 
respetuosos  i  convenientes.» 

El  derecho  de  petición  no  ha  encontrado  ningún  jé- 
nero  de  obstáculo,  i  goza  del  mismo  prestijio  i  respeto 
que  en  los  principales  paises  del  orbe. 
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bilí  inglés  de    1(189  coloca   el  derecho  de  petición 
primer  rango  de  los  privilejios  de  la  Nación. 

BÉLJICA   existe  el  mismo' principio  i  en  los  mismos 
nos  que  en  Chile. 

Constitución   de   Prusia  estipula  igualmente  que 
prusiano  goza  del  derecho  de  petición.» 

Austria,  la  lei  constitucional  del  21  de  Diciembre 
37  dice:  «el  derecho  de  petición  pertenece  a  todos.if 


España,  la  Constitución  de  1876  contiene  el  derecho 
"ijir  a  las  Cortes  «peticiones  individuales  o  colec- 


necesitaria  tener  ciudadanía  para  hacerlas? 
ece  que  nó.  desde  que  la  Constitución    habla  de 
zntes  i  no  de  ciudadanos. 
las  Cámaras  de  Francia,  como  en  las  de  Chile,  se 

establecido  el  principio  de  que  no  debe  ni  darse 
a,  siquiera,  a  una  solicitud  de  acusación,  a  Minis- 

funcionarios  públicos,  siempre  que  dicha  solicitud 
nga  revestida  de  firma  de  un  Diputado.  La  razón 
ite  en   que  ellos,  solos,  pueden    i    tienen  derecho 


RE  la  forma  i  deposito  de  las  peticiones 

no  en  Francia,  las  solicitudes  presentadas  a  la 
ra  no  necesitan  ir  en  papel  timbrado,  i  siendo  la 
tud  sobre  pensión  de  gracia,  se  le  consultará  si 
ichos  o  servicios  en  que  la  solicitud  se  funda,  han 
nado  o  no  la  gratitud  de  la  Nación  para  con  el 
onario. 


• 


T 
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<3rArt.  81.  Resueltas  ambas  cuestiones  por  la  afirmativa,  correrá 
el  memorial  los  trámilcs  de  un  proyecto  de  leí.  Si  se  resolviere  en  con- 
trario cualquiera  de  los  dos,  el  memorial  será  devuelto  a  su  dueño 
i  no  podrá  ser  presentado  de  nuevo  en  aquella  lejislatura. 

Art.  8a.  Cuando  algún  Diputado  acojiere  bajo  su  patrocinio  una 
solicitud  aun  no  desechada  por  la  Cámara^  se  le  darán  los  trámites 
de  una  moción.» 

En  sesión  de  6  de  Junio  de.  1883,  se  acordó  que  las 
solicitudes  particulares,  patrocinadus,  pasaran  a  Comí- 
sion,  teniéndose  como  segunda  lectura  la  publicación 
del  acta  en  que  se  haya  dado  cuenta  de  ellas.  Este 
acuerdo  ha  continuado  rijiendo  hasta  el  dia. 

La  solicitudes  son  previamente  examinadas,  en  cuanto 
a  la  forma  por  la  Comisión  respectiva,  i  según  el  infor- 
me de  ésta,  pasan  a  ocupar  su  lugar  en  la  Tabla. 


CAPITULO  XL 

i 

De  las  sesiones  i>ü.l>Hoas 

A  diferencia  de  la  Francia,  que  en  todas  sus  Constitu- 
ciones desde  1830  acá  ha  ordenado  la  publicidad  de  las 
sesiones,  la  chilena  no  contiene  sobre  este  punto  otra 
referencia  que  la  que  dimana  del  art.  73,  parte  final  del 
núm.  19,  en  el  cual,  tratándose  de  los  tratados  i  conven- 
ciones diplomáticas,  dice  que:  «Las  discusiones  i  deli- 
beraciones sobre  estos  objetos  serán  secretas^  si  así  lo 
exije  el  Presidente  de  la  República. 

Los  reglamentos  de  ambas  Cámaras  (Senado,  art.  11; 
Diputados,  art.  29)  se  limitan  a  colocar  entre  las  atribu- 
ciones de  sus  presidentes,  la  de  calificar  por  si  solos  los 
negocios  de  que  deban  dar  cuenta  en  sesión  secreta.^ 

Se  vé,  pues,  que  la  sesión  secreta  es  discrecional  en 
los  Presidentes  de  Cámara,  pero  no  un  derecho  de  los 
Ministros  de  Estado,  ni  de  los  congresales. 
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-DE  LOS   ESTRAÑOS  ADMITÍDOS  A   LAS  SESIONES 

Tampoco  reglamento  alguno  trata  de  este  punto. 

En  Chile,  como  en  todas  partes,  existen  hoÍ  tribunas 
especiales  destinadas  f  recibir  a  los  diplomáticos  estran- 
jeros,  empleados  públicos,  Senadores,  Diputados,  mu- 
nicipales í  hasta  señoras  qas  soliciten  asistir  a  las  se- 
siones. 

La  publicidad  misma  de  estas  está  reconocida,  otor- 
gándose una  tribuna  a  la  prensa.  No  existe,  pues,  como 
existió  por  largo  tiempo  en  Inglaterra,  la  ficción  de  que 
los  estraujeros  que  asisten  a  las  sesiones  no  son  perso- 
nas, ni  existen  como  tales. 

Tampoco  existe,  como  existió  en  Francia,  sitios  espe- 
ciales para  los  Diputados;  cada  uno  elije  el  que  le  agra- 
de. Lo  frecuente  es  que  los  partidarios  se  agrupan,  i  de 
ahí  la  fórmula  introducida  de  pocos  años  en  el  vocabu- 
lario congresal:  €los  que  nos  sentamos  en  estos  ban- 
cos   etc.-» 


DE  LA  APERTURA    I   CLAUSURA   DE  LAS   SESIONES 

En  las  monarquías  la  apertura  de  las  sesiones  se  veri- 
fica con  gran  pompa  i  aparato.  La  guardia  se  forma;  los 
tambores  baten  marcha;  los  niaceros  en  Inglaterra;  los 
questores  en  Francia  rodean  al  Presidente  i  lo  conducen 
hasta  su  dosel.  Colocado  en  su  sillón,  el  Presidente 
constata  el  número  de  miembros  presentes,  i  si  hai  el 
quorum  declara  abierta  la  sesión;  si  no,  da  orden  a  los 
porteros  que  llamen  a  los  miembros  de  la  Cámara  i 
aguarda  algunos  instantes.  Mientras  no  ha  declarado 
abierta  la  sesión,  nadie  tiene  derecho  a  tomar  la  palabra, 
ni  nada  de  lo  que  se  diga  puede  ser  tomado  en  cuenta 
por  el  Secretario  ni  por  los  taquígrafos. 

El  Presidente,  al  abrir  la  sesión ,  dá  la  palabra  al  Secre- 


DERECHO    PARLAMENTARIO     CHILENO  1 77 


tario  para  la  lectura  del  acta,  sin  que  antes  se  permita 
discusión  alguna.  Si  se  hacen  rectificaciones,  se  discuten 
i  ventilan  como  incidente  previo  a  la  orden  del  dia. 

Después  de  la  aprobación  del  acta,  el  Presidente  pone 
en  conocimiento  de  la  Cámara  las  comunicaciones  que 
la  conciernen;  llama  en  seguida  la  orden  del  dia  i  el 
debate  comienza. 

Cuando  ha  llegado  la.  hora  fijada  para  levantar  la 
sesión,  o  se  ha  agotado  el  debate,  o  la  Cámara  se  en- 
cuentra visiblemente  fatigada,  el  Presidente  declara  le- 
vantada la  sesión,  i  desde  entonces  nadie  puede  tomar 
la  palabra. 


lin  Chile,  las  formalidades  reglamentarias  para  la  aper- 
tura i  clausura  délas  sesiones,  constan  de  las  prescrip- 
ciones siguientes: 

En  el  Senado: 

«Art.  48.  Se  abrirá  cada  sesión,  tocando  el  Presidente  la  campa- 
nilla i  pronunciando  estas  palabras:  En  el  nombre  de  Dios  ToJopo- 
dcroso,  se  abre  la  sesión. 

Art.  ^7.  Concluida  la  sesión,  el  Presidente  anunciará  a  la  Sala 
los  asuntos  que  queden  en  tabla  para  la  siguiente. 

Art.  ^8.  El  Presidente  podrá  suspender  la  sesión  por  un  cuarto 
de  hora,  pronunciando  estas  palabras:  Se  suspende  la  sesión. 

Art.  59.  La  sesión  terminará  pronunciando  el  Presidente  estas 
palabras:  Se  levanta  la  sesión. 

Art.  60.  La  sesión  suspensa  sigue  su  curso  pronunciando  el  Pre- 
sidente estas  palabras:  Continúa  ¡a  sesión. 

Art.  61.  Siempre  que  al  suspenderse  o  cerrarse  la  sesión  recla- 
mare algún  Senador  contra  cualquiera  de  estas  disposiciones,  se  to- 
mará la  opinión  de  la  Sala;  i  si  ésta  acordare  que  continúe  la  sesión, 
lo  proclamará  así  el  Presidente  en  el  mismo  acto  con  la  fórmula 
del  art.  6o. 

Art.  62.  Siempre  que  la  presencia  de  algún  miembro  fuere  ne- 
cesaria para  las  discusiones  o  acuerdos  de  la  Sala,  el  Presidente 
podrájprohibirle  que  se  retire,  a  menos  que  alguna  grave  causa,  a 
juicio  del  Presidente,  lo  exija.» 

23-24 
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En  la  Cámara  de  Diputados: 

«Art.  44.  Las  sesiones  de  la  Cámara  en  cada  lejislatura  se  cele- 
brarán por  lo  menos  tres  veces  en  cada  semana,  designándose  por 
la  misma  Cámara  los  días  i  horas  conv^enientes. 

Cuando  a  la  hora  designada  para  abrir  cada  sesión,  no  se  hallare 
reunido  el  número  de  Diputados  que  se  requiere  para  celebrarla, 
podrán  retirarse  los  asistentes,  levantándose  un  acta  en  donde  se 
espresen  los  nombres  de  éstos  i  de  los  que  hayan  faltado  sin  avisar. 

Art.  45.  Acordados  los  dias  i  horas  fijas  para  las  sesiones,  ^e 
hará  saber  el  acuerdo  a  todos  los  Diputados  que  no  hubieren  con- 
currido a  él  i,  después  de  esto,  no  será  necesario  citar  a  ninguno 
para  las  sesiones  que  hubieren  de  celebrarse  en  tales  dias  i  horas 
fijas.  El  Presidente  de  la  Cámara,  sin  embargo,  podrá  ordenar  la 
citación  i  aun  hacerla  por  escrito  cuando  lo  crea  conveniente. 

Art.  46.  Siempre  que  se  acordare  alguna  variación  en  el  orden 
de  los  dias  i  horas  de  sesiones,  será  necesario  avisarlo  a  los  Dipu- 
tados que  no  hubieren  concurrido  al  acuerdo. 

Art.  47.  Cuando  el  Presidente  citare  para  sesión  estraordinaria, 
lo  hará  por  citación  especial. 

Art.  48.  Se  abriiá  cada  sesión  poniéndose  los  Diputados  de  pié 
al  toque  de  la  campanilla  i  pronunciando  el  Presidente  estas  pala- 
bras: En  C'  nombre  de  Dios.  íc  abre  la  sesión. 

Aví.  /.9.  En  ícguida  el  Secretario  leerá  el  acta  de  la  sesión  an- 
terior, i  el  Presidente  preguntará  si  etilá  exaela.  Las  dudas  que  sobre 
ello  ocurrieren  se  decidirán  por  la  (támara,  i  con  las  enmiendas 
que  se  acordaren,  se  rehará  el  acta  i,  si  fuere  posible,  se  aprobará 
i  firmará  antes  de  terminarla  sesión.  Dj  his  discusiones  i  acuerdos 
relativos  a  estas  enmiendas  no  se  hará  mención  en  las  fictas,  escep- 
to  cuando  así  lo  ordenare  la  Cámara.» 

Alt.  3 ).  Se  leerán  luego  las  comunicaciones  que  se  hubieren  di- 
rijido  a  la  Cámara  i  los  informes  de  las  Comisiones. 

Art.  51.  El  Presidente  podrá  suspender  la  sesión  por  un  cuarto 
de  hora,  pronunciando  estas  palabras:  Se  s::spende  la  sesión.  La  se- 
sión suspensa  sigue  su  curso,  pronunciando  el  Presidente  estas  pa- 
labras: Cuniinüa  la  sesión.  I  terminará  ésta  cuando  el  Presidente  pro- 
nuncie estas  palabras:  Se  levanta  la  sesión. 

Art.  52.  Al  concluir  la  sesión,  el  Presidente  anunciará  a  la  Cá- 
mara los  asuntos  que  quedan  designados  para  la  siguiente.» 


pQ  gyanto  ^  I^  fiesta  oficial  d?  j/  ^^  Junip,  tradigon 
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de  las  monarquías,  ella,  como  ya  se  ha  visto,  no  arranca 
de  disposición  constitucional  ni  reglamentaria  alguna. 


CAPITULO  L[ 
r>e  los  comités  seox»otos 

El  derecho  para  una  asamblea  de  reunirse  en  comité 
secreto,  cuando  las*  circunstancias  lo  exijen,  si  no  se 
halla  inscrito  en  los  testos  de  la  Constitución,  se  en- 
cuentra en  los  reglamentos  de  las  Cámaras  de  Chile. 

El  Reglamento  del  Senado  dice  así: 

«Art.  36.  El  Senado  entero  podrá  constituirse  en  comisión,  i  para 
los  acuerdos  de  ella  bastará  la  presencia  constante  de  siete  Sena- 
dores al  menos.» 

El  de  la  Cámara  de  Diputados  se  espresa  en  estos  tér- 
minos: 

«Art.  93.  Si  por  las  dificultades  que  ofrezca  la  materia  o  la  re- 
dacción del  proyecto  llegare  a  hacerse  embarazosa  la  discusión,  la 
Cámara  podrá  resolverse  en  Comisión  Jeneral,  i,  en  tal  estado,  ce- 
sarán las  formalidades  prevenidas  para  las  discusiones  por  este  tí- 
tulo, quedando  la  Cámara  bajo  las  prescripciones  de  la  prudencia 
o  del  buen  sentido  de  sus  miembros.» 


En  Francia,  la  lei  constitucional  de   1875  ha   regla- 
mentado el  caso  en  los  términos  siguientes: 

«Cada  Cámara  puede  reunirse  en  Comité  a  petición  de  cierto 
número  de  sus  miembros,  fijado  por  el  Reglamento.  Ella  decide 
en  seguida  por  mayoría  absoluta,  si  la  sesión  debe  continuar  eq 
publicO;  discutiendo  d  mismo  tema.;^ 
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secuencia,  los  reglamentos  de  ambas  Cámaras 
minado  el  procedimiento  relativo  a  la  formá- 
is comités.  La  petición  debe  ser  remitida  al 
e;  en  el  Senado,  apoyada  por  5  miembros;  en 
a  de  Diputados,  por  20.  ¿Se  requiere  la  firma? 
;ion  del  Cuerpo  Lejislativo  de  Agosto  25  de 
'residente  Schneider  admitió  como  válida  una 
verbal.  Pero  el  Reglamento  de  entonces  no 
I,  como  el  de  hoi,  la  inserción  en  el  acta  de  los 
de  los  peticionarios. 

ision  sobre  las  peticiones  de  Comité  secreto  se 
el  procedimiento  de  sentado  o  de  pié;  en  con- 
,  no  puede  pedirse  escrutinio  público, 
otivo  que  dio  lugar  al  comité  secreto  ha  cesa- 
sidente  consulta  a  la  Cámara  sobre  su  voluntad 
la  sesión  pública. 


e  la  sesión  en  comité  secreto,  los  Ministros,  el 
)  jeneral  de  la  Hresidencia,  los  secretarios  re- 
íos estenógrafos  i  los  porteros  son  los  únicos 
3n  estar  en  la  Sala. 


támara  puede  en  comité  secreto  recibir  pro- 
resolverlos?  Los  precedentes  están  en  favor 
nativa.  En  el  comité  secreto  de  12  de  Marzo 
el  Cuerpo  Lejislativo  autorizó  la  persecución 
3s  diarios.  En  el  comité  secreto  del  Cuerpo 
o,  el  26  de  Agosto  de  1870,  Mr.  Keratry  pre- 
a  proposición  de  investigación  parlamentaria 
)  después  para  presentarla  en  sesión  pública. 
1  el  comité  secreto  de  la  Asamblea  Nacional 
Marzo  de  1871,  la  Comisión  encargada  para 
le  acuerdo  con  el  Ejecutivo,    con    motivo  de 
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la  insurrección  del  i8  de  Marzo,  presentó  un  proyecto 
para  la  creación  de  batallones  de  voluntarios.  Esa  pro- 
posición fué  discutida,  i  Mr.  Víctor  Lefranc  hizo  notar 
que,  mientras  ninguna  lei  prohibia  a  la  Asamblea  espe- 
dir decretos  en  comité  secreto,  ella  era  dueño  de  hacer- 
lo, si  le  parecia  conveniente. 

Sin  embargo,  no  parece  que  en  la  Cámara  de  Diputa- 
dos los  informes  relativos  a  los  proyectos  de  lei  puedan 
ser  discutidos  en  comité  secreto. 


En  principio,  las  actas  de  los  comités  secretos  deben 
ser  leidas  i  adoptadas  en  coinité  secreto  también;  sin 
embargo,  las  actas  de  los  comités  secretos  de  8  de  Abril 
de  183^,  2C,  de  junio  de  1845,  15  de  Junio  de  1846  i  16 
de  Julio  de  1847,  ^^^  sido  leidas  i  aprobadas  en  sesión 
pública,  pero  las  actas  de  los  comités  secretos  de  la 
Asamblea  Nacional  de  10  i  14  de  Julio  de  1848  i  19  de 
Julio  de  1850,  no  fueron  leidas  en  sesión  pública. 


En  Chile  sé  que  se  han  leido  en  sesión  secreta  las 
deliberaciones  i  actas  de  sesiones  secretas,  pero  no  co- 
nozco ni  sé  que  se  hayan  entregado  a  la  publicidad. 


CAPITULO    LII 


Oe  las  actas 


Las  actas  de  las  Cámaras  constatan  las  operaciones  i 
los  votos  de  la  Asamblea  i  contienen  ademas  el  resumen 
suscinto  de  la  opinión  de  los  oradores.  Los  proyectos 
de  lei,  las  proposiciones  e  informes  entregados  a  la 
mesa  de  la  Cámara  se  inscriben   en  el  acta,  pero  no.  se 
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insertan  íntegros,  aun  cuando  se  lean  durante  la  sesión; 
se  imprimen  i  publican  separadamente. 


DE    LA    APROBACIÓN    DEL  ACTA 

El  acta  de  cada  sesión  es  leida  a  la  apertura  de  la  si- 
guiente por  el  Secretario. 

El  Reglamento  del  Senado  dice: 

«Art.  48.  Se  abrirá  cada  sesión,  tocando  el  Presidente  la  cam- 
panilla i  pronunciando  estas  palabras:  En  el  nombre  de  Dios  Todo- 
poderoso, se  abre  la  sesión. 

Art.  49.  En  seguida  el  Secretario  leerá  el  acta  de  la  sesión  an- 
terior, i  el  Presidente  preguntará  si  está  exacta.  Las  dudas  que  so- 
bre ello  ocurrieren  se  decidirán  por  la  Sala,  i  con  las  enmiendas 
que  se  acordaren,  se  rehará  el  acta,  i  si  fuere  posible,  se  aprobará 
i  firmará  antes  de  terminar  la  sesión.  De  las  discusiones  i  acuerdos 
relativos  a  estas  enmiendas  no  se  hará  mención  en  las  actas,  escep- 
to  cuando  así  lo  ordenare  el  Senado. 

Art.  100.  El  acta  de  cada  sesión  enumerará  los  documentos  leí- 
dos en  ellas  i  espresará  los  nombres  de  todos  los  Senadores  que  se 
hubieren  hallado  presentes,  principiando  por  el  del  Presidente, 
terminando  por  el  del  Senador  Secretario  i  siguiendo  en  los  demás 
el  orden  alfabético.  Si  en  alguna  de  las  votaciones  hubieren  dejado 
de  emitir  sus  votos  uno  o  mas  de  los  Senadores  mencionados  como 
asistentes,  se  mencionará  esta  circunstancia,  espresando  los  nom- 
bres i  la  causa.» 

El  de  la  Cámara  de  Diputados  se  espresa,  a  su  turno, 
como  sigue: 

«Art.  49.  En  seguida  el  Secretario  leerá  el  acta  de  la  sesión  an- 
terior, i  el  Presidente  preguntará  si  está  exacta.  Las  dudas  que  sobre 
ello  ocurrieren  se  decidirán  por  la  Cámara,  i  con  las  enmiendas 
que  se  acordaren,  se  rehará  el  acta,  i  si  fuere  posible,  se  aprobará 
i  firmará  antes  de  terminar  la  sesión.  De  las  discusiones. i  acuerdos 
relativos  a  estas  enmiendas  no  se  hará  mención  en  las  actas,  escep- 
to  cuando  así  lo  ordenare  la  Cámara  » 
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En  Fran'CIa  las  rectificaciones  al  acta  no  pueden  tener 
por  objeto  rectificar  una  interrupción  que  no  ha  debido 
insertarse  según  el  Reglamento. 

Tampoco  se  permite,  con  ocasión  del  acta,  entrar  en 
un  debate  cerrado  la  víspera,  ni  añadir  un  documento 
nuevo  a  una  discusión  agotada,  ni  criticar  una  decisión 
tomada  por  la  Cámara,  ni,  por  fin,  poner  en  duda  la  va- 
lidez de  una  votación.  Tampoco  es  permitido,  al  dia  si- 
guiente de  un  escrutinio  público,  esplicar  los  motivos  de 
su  abstención  o  de  su  voto. 

Las  solicitudes  de  rectificación  a  los  proyectos  votados 
por  la  Cámara  no  pueden  formularse  con  ocasión  del 
acta.  En  resumen,  no  se  concede  la  palabra  sobre  el  acta 
sino  para  una  rectificación  material  a  la  misma  acta. 

Tampoco  se  permite  poner  a  votación  la  aprobación 
del  acta;  cuando  no  hai  reclamaciones,  o  éstas  han  sido 
ya  hechas,  el  Presidente  la  declara  aprobada.  Sin  embar- 
go, si  ese  procedimiento  es  discutido,  o  hai  debate  sobre 
la  exactitud  de  la  redacción,  el  Presidente  consulta  a  la 
Cámara. 


DE     LOS     BOLETINES 

Es  de  práctica  que  una  Asamblea  dé,  bajo  la  autoridad 
de  su  Mesa,  un  Boletin  oficial  c\xj2^  autenticidad  garantiza, 
i  que  es  el  único  que  tiene  fe  oficial. 

La  Mesa  de  la  Cámara  de  Diputados  de  Francia,  el  12 
de  Agosto  de  1876,  establecia  a  ese  respecto  lo  siguiente: 

«Un  Boletin  analítico,  cuya  estension  será  en  el  máximum  de 
tres  columnas  del  formato  de  los  grandes  diarios,  será  puesto 
diaria  i  gratuitamente  a  la  disposición  de  los  diarios  de  Paris  i  los 
departamentos. 

El  límite  de  tres  columnas  no  podrá  ser  excedido  sino  en  las  se- 
siones de  una  duración  escepcional,  i  a  virtud  de  una  disposición 
especial  del  Presidente. 

Los  diarios  de  Paris  podrán  reclamar  dicho  Boletin,  sea  en  Paris 
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mismo,  antes  de  las  nueve  de  la  noche,  en  la  oficina  instituida  por 
el  artículo  precedente,  sea  en  Versalles,  donde  les  será  entregado 
por  pruebas  sucesivis  en  el  curso  de  la  sesión,  en  la  oficina  del 
Boletin. 

El  Boletin  analítico  será  enviado  por  los  correos  de  la  noclie  a 
los  diarios  de  departamento  que  lo  hayan  reclamado. 

Independientemente  del  Boletin  analítico,  el  Jefe  de  la  redac- 
ción de  sesiones  de  cada  Cámara  lleva  un  boletin  abreviado  que 
se  trasmite  ai  sindicato  de  la  prensa  de  París,  por  telégrafo,  en  el 
curso  de  cada  sesión.  Diez  minutos  después  de  levantarse  la  sesión, 
llega  a  París  el  estracto  de  las  últimas  palabras  pronunciadas.» 


En  Béljica  se  ha  adoptado  recientemente  igual  sis- 
tema. 

Cuando  se  insertan  en  el  Boletin  frases  que  no  han 
sido  oidas  en  la  Cámara,  ésta  puede  ordenar  se  supriman 
en  el  momento  de  la  aprobación  del  acta. 

Si  se  pronuncia  un  discurso  en  tono  demasiado  bajo, 
de  modo  que  no  pueda  ser  oido  por  el  Presidente,  i  éste 
no  pueda  ejercer  sus  derechos  de  policial,  no  se  inserta 
en  el  Boletin  in  extensuin  sino  después  de  revisado  por 
el  Presidente. 

En  una  sesión  de  la  Asamblea  Nacional  de  Marzo  17 
de  1873,  un  Diputado  habia  leido  su  discurso  en  medio 
del  ruido;  cuando  hubo  bajado  de  la  tribuna,  M.  Buffet, 
se  espresó  en  estos  términos: 

*s:Yo  no  he  podido  seguir  ni  fiscalizar  el  discurso  en  la  tribuna; 
lo  fiscalizaré  antes  que  aparezca  en  el  Diario  Oficial.  No  puedo  ser 
despojado  del  derecho  de  fiscalización ....  No  he  podido  ejercerlo 
en  la  tribuna;  i  sí  encuentro  algo  que  me  parezca  que  no  debe 
figurar  en  el  Diario  OficiaL  ro¿¿;aré  al  ora  lor  lo  suprima,  i,  si  no  lo 
hac-%  consultaré  a  la  asamblea.» 

La  revisión  tuvo  lugar. 

En  virtud  de  los  mismos  principios,  el  orador  que  per- 
cibe, en  medio  del  ruido,  una  interrupción  inconvenien- 
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te,  no  tiene  el  derecho  de  exijir  que  se  reproduzca  en  el 
Boletín. 

Cuando  un  discurso  ha  sido  oido  por  el  Presidente  i 
la  Asamblea,  puede  atraer  a  su  autor  penas  disciplina- 
rias, pero  no  parece  que  la  Cámara  tenga  el  derecho  de 
prohibir  su  inserción  en  el  Boletin. 

Los  oradores  no  pueden  correjir  las  pruebas  del  Bole- 
tin analítico  que  se  entrega  a  la  prensa  en  el  curso 
mismo  de  la  sesión,  pero  están  autorizados  para  correjir 
el  Boletin,  in  extensum,  sea  en  el  manuscrito  o  en  las 
pruebas. 

Cuando  por  una  casualidad  se  pronuncia  un  discurso 
incoherente  i  que  revela  en  el  autor  un  completo  desa- 
rreglo de  espíritu,  la  Mesa  de  la  Asamblea  puede  auto- 
rizar a  los  redactores  de  sesiones  a  modificar  ese  dis- 
curso de  manera  que  el  público  lector  no  se  aperciba 
del  accidente  ocurrido  a  uno  de  los  miembros  de  la 
Cámara. 

En  la  sesión  del  Cuerpo  Lejislativo  de  Marzo  15  de 
1861,  se  planteó  la  cuestión  de  saber  si  el  Presidente 
puede  suprimir  del  Boletin  una  frase  inconstitucional 
que  él  ha  oido,  pero  de  lo  que  no  ha  protestado,  para 
evitar  un  llamamiento  al  (3rden. 

En  la  sesión  precedente,  M.  Emilio  Ollivier  habia  de- 
clarado que  él  se  aliarla  al  Imperio  si  el  Gobierno  entrara 
francamente  en  las  vías  liberales,  i  para  darla  medida  de 
su  sacrificio  habia  hecho  notar  que  él  era  <rrepublicano» 
por  principios.  La  profesión  de  fé  republicana  desapa- 
reció del  Boletin  por  orden  del  Presidente  Morny;  pero 
en  la  precitada  sesión  de  Marzo  15  de  1861,  M.  Gelli- 
bert  de  Lcguins,  preguntó  si  habia  existido  alguna  re- 
tractación de  parte  de  M.  Ollivier,  o  bien  una  simple 
supresión   hecha  por  la  redacción  del  Boletin. 

El  Presidente  respondió: 
«Soi  yo  quien  hizo  suprimir  del  Monitor  las  palabras  pronuncia- 
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das  ayer  por  M.  Emilio  Ollivier:  «Yo,  que  soi  republicano. :>  No 
habia  querido  llamarlo  al  orden  a  propósito  de  una  frase  escapada 
sin  duda  en  la  improvisación  a  uno  de  nuestros  colegas  cuyo  dis- 
curso Jhabia  ¿presentado  un  carácter  de  moderación  i  de  honra- 
dez i  que  daba  al  Gobierno,  en  la  medida  de  sus  opiniones,  un  tri- 
buto de  justicia  tal  que  una  censura  parecia  inmotivada.  M.  Emilio 
Ollivier  queda  en  libertad  de  restablecer  hoi  su  espresion,  i  la 
Cámara  de  exíjirla.» 

Ni  el  orador  ni  la  Cámara  reclamaron  el  restableci- 
miento de  la  frase  suprimida. 


No  puede  hacerse  modificación  alguna  al  Boletín  sin 
la  autorización  de  los  Presidentes  de  las  Cámaras. 

Los  documentos  entregados  por  un  orador  para  que 
se  inserten  en  los  boletines  pertenecen  a  la  Cámara,  i 
a  todo  miembro  de  la  Cámara,  o  del  Gobierno,  en  vir- 
tud del  principio  de  la  publicidad  de  los  debates;  la  parte 
de  los  documentos  que  no  ha  sido  leida  i  que  se  quiere 
reservar  no  podria  ser  retenida  sino  a  condición  de 
entregarse  a  los  redactores  un  estracto,  o  depositar  el 
orijinal  en  manos  del  Presidente. 


En  Chilh  no  existen  escritas  tan  minuciosas  i  pruden- 
tes reglas. 

El  Reglamento  del  Senado  (art.  125)  se  ocupa  esclusi- 
vamente  del  nombramiento  de  los  redactores  de  sesio- 
nes, taquígrafos  i  oficial  de  la  redacción,  nombramiento 
que  dcbia  efectuarse,  previo  certamen  público,  por  la 
Comisión  de  Policía. 

Solo  en  Febrero  2  de  1892  se  vino  a  dictar  la  leí  que 
va  a  continuación: 

«Por  cuanto  el  Congreso  Nacional  ha  prestado  su  aprobación  al 
siguiente 
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PROYECTO  DE  LEi: 

Artículo  primero. — La  Secretaría  del  Senado  será  servida  por 
los  siguientes  empleados,  con  los  sueldos  que  se  indican: 

Un  Secretario,  jefe  de  la  oficina,  con  el  sueldo  anual  de  cinco 
mil  pesos; 

Un  pro-Secretario  i  tesorero,  con  el  de  tres  mil  seiscientos  pesos; 

Un  Secretario  de  Comisiones  i  empleado  de  la  Secretaría,  con 
el  de  tres  mil  pesos; 

Un  oficial  primero,  con  el  de  dos  mil  pesos; 

Un  oficial  segundo,  con  el  de  un  mil  setecientos  pesos; 

Un  oficial  tercero,  con  el  de  un  mil  doscientos  pesos; 

Un  oficial  de  sala  i  ausiliar  de  pluma,  con  el  de  un  mil  pesos; 

Un  portero  primero  i  mayordomo,  con  el  de  setecientos  veinte 
pesos; 

Dos  porteros  segundos,  cada  uno  con  el  de  cuatrocientos  ochen- 
ta pesos; 

Un  mayordomo  del  edificio  del  Congreso,  con  el  de  setecientos 
veinte  pesos. 

Art.  2.*  La  Redacción  de  Sesiones  del  Senado  será  servida  por 
los  siguientes  empleados,  con  los  sueldos  que  se  indican: 

Un  redactor  primero,  jefe  de  la  Redacción,  con  el  sueldo  anual 
de  tres  mil  seiscientos  pesos; 

Un  redactor  segundo,  con  el  de  tres  mil  pesos; 

Dos  taquígrafos  primeros,  cada  uno  con  el  de  dos  mil  quinien- 
tos pesos; 

Dos  taquígrafos  segundos,  cada  uno  con  el  de  dos  mil  trescien- 
tos pesos; 

Dos  taquígrafos  terceros,  cada  uno  con  el  de  dos  mil  pesos;  i 

Un  oficial,  con  el  de  un  mil  doscientos  pesos. 

Si  el  empleo  a  que  se  refiere  el  inciso  anterior  fuere  desempeña- 
do por  la  misma  persona  que  sirve  el  análogo  de  la  otra  Cámara, 
gozará  solo  de  uno  de  los  sueldos  i  de  las  dos  terceras  parte  del 
otro. 

Art.  3.**  La  Secretaría  de  la  Cámara  de  Diputados  será  servida 
por  los  siguientes  empleados,  con  los  sueldos  que  se  indican: 

Un  Secretario,  jefe  de  la  oficina,  con  el  sueldo  anual  íie  cinco 
mil  pesos; 

Un  pro-Secretario  i  tesorero,  con  el  de  cuatro  mil  pesos; 

Un  Secretario  de  Comisiones  i  empleado  de  la  Secretaría,  con 
el  de  tres  mil  pesos; 
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Un  oficial  primero,  con  el  de  dos  mil  pesos; 

Un  oficial  segundo,  con  el  de  un  mil  setecientos  pesos; 

Un  oficial  tercero,  con  el  de  un  mil  cuatrocientos  pesos; 

Dos  oficiales  cuartos,  cada  uno  con  el  de  un  mil  cien  pesos; 

Un  bibliotecario,  con  el  de  un  mil  doscientos  pesos; 

Un  mayordomo,  con  el  de  setecientos  veinte  pesos; 

Un  portero  primero,  con  el  de  quinientos  cuarenta  pesos;  i 

Dos  porteros  segundos,  cada  uno  con  el  de  cuatrocientos  ochen- 
ta pesos, 

Art.  4.®  La  Redacción  de  Sesiones  de  la  Cámara  de  Diputados 
será  servida  por  los  siguientes  empleados,  con  los  sueldos  que  se 
indican: 

Un  redactor  primero,  jefe  de  la  Redacción,  con  el  sueldo  anual 
de  tres  mil  seiscientos  pesos; 

Un  redactor  segundo,  con  el  de  tres  mil  pesos; 

Un  redactor  tercero,  con  el  de  dos  mil  quinientos  pesos; 

Dos  taquígrafos  primeros,  cada  uno  con  el  de  dos  mil  setecien- 
tos cincuenta  pesos; 

Tres  taquígrafos  segundos,  cada  uno  con  el  de  dos  mil  quinien- 
tos pesos; 

Tres  taquígrafos  terceros,  cada  uno  con  el  de  dos  mil  doscientos 
pesos; 

Un  oficial,  con  el  de  un  mil  doscientos  pesos; 

Un  portero,  con  el  de  cuatrocientos  ochenta  pesos. 

Art.  5."  Los  empleados  de  la  Secretaría  del  Senado  servirán 
también  a  la  Comisión  Conservadora  i  al  Congreso  Nacional,  cuan- 
do, respectivamente,  funcionen  dichos  cuerpos. 

Los  taquígrafos  de  ambas  Cámaras,  reunidas  al  efecto  bajo  la 
dirección  del  redactor  primero  de  sesiones  del  Senado,  servirán 
también  a  la  Comisión  Conservadora  i  al  Congreso  Nacional,  en 
los  casos  a  que  se  refiere  el  inciso  ^interior. 

Art.  6."  Los  Secretarios  serán  nombrados  i  removidos  en  con- 
formidad a  las  disposiciones  del  reglamento  respectivo  de  cada 
Cámara. 

Los  pro-Secretarios  serán  nombrados  a  perpetuidad  i  removidos 
respectivamente  en  cada  Cámara  por  votación  secreta  i  mayoría 
absoluta  de  los  miembros  presentes,   a  propuesta  del  Secretario. 

Los  Sefcretarios  de  comisiones  serán  nombrados  a  perpetuidad 
i  removidos  respectivamente  en  cada  Cámara  por  votación  secreta 
i  mayoría  absoluta  de  los  miembros  presentes,  a  propuesta  de  los 
Presidentes  de  las  comisiones  permanentes. 

Los  demás  empleados  de  la  Secretaría  serán  nombrados  i  remo- 
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vidos  por  la  respectiva  Comisión   de  Policía  Interior  de  cada  Cá- 
mara, a  propuesta  del  vSecretario. 

Los  redactores  de  sesiones,  los  taquígrafos,  el  oficial  i  el  portero 
de  la  Redacción  serán  también  nombrados  por  la  respectiva  Comi- 
sión de  Policía  Interior  de  cada  Cámara  i  podrán  ser  removidos 
por  la  misma  Comisión,  a  propuesta  del  Jefe  de  la  Redacción. 

Art.  7.°  La  Comisión  de  Policía  Interior  de  cada  Cámara  dictará 
respectivamente  los  reglamentos  necesarios  para  ordenar  el  servi- 
cio de  los  empleados  de  la  Secretaría  i  Redacción  de  Sesiones,  i 
podrá  tomar  las  medidas  disciplinarias  i  correccionales  que  estime 
conveniente,  a  fin  de  asegurar  el  buen  desempeño  de  dichos  em- 
pleados. 

Art.  S.*"  La  organización  de  la  planta  de  empleados  i  sueldos  de  » 
los  redactores  de  sesiones  podrá  ser  variada  por  acuerdo  de   cada 
Cámara,  respectivamente,  con  tal  que  el  gasto  total  no  exceda  del 
fijado  por  la  presente  lei  para  cada  una  de  aquéllas. 

Art.  9.**  Durante  las  sesiones  del  Congreso  la  Comisión  de  Po- 
licía Interior  de  cada  Cámara  podrá  nombrar  los  empleados  ausi- 
liares  que  estime  convenientes  i  fijarles  sus  sueldos. 

Art.  10.  Quedan  derogadas  en  todas  sus  partes  las  leyes  de  12 
de  Enero  de  1883  i  3  de  Agosto  de  1865. 

I  por  cuanto,  oido  el  Consejo  de  Estado,  he  tenido  a  bien  apro- 
barlo; por  tanto,  promulgúese  i  llévese  a  efecto  como  lei  de  la 
República. 

JORJE   MONTT. 

Ramón  Barros  Luco.h 

Pero  no  sé  que  se  hayan  dictado  los  reglamentos  a 
que  se  refiere  el  art.  7.° 


CAPITULO  LIII 
r>e    la    orden    del    día 

Asignar  un  rango  a  las  cuestiones  que  deben  ser  dis- 
cutidas en  la  Cámara^  dice  un  autor,  parece  ordinaria- 
mente una  operación  de  mediocre  importancia;  hai,  sin 
embargo,  pocos  actos  que  influyan  de   una  manera  tan 
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directa  sobre  la  vitalidad  interior  de  las  asambleas  i 
sobre  su  buena  reputación  esterior.  Muchas  veces  el 
éxito  o  la  derrota  de  un  proyecto  depende  del  lugar  en 
que  se  le  coloca.  Una  colocación  inoportuna,  prematura, 
puede  comprometer  la  suerte  de  una  reforma;  en  cambio, 
el  Diputado  que  deja  escapar  la  ocasión  de  reclamar 
una  colocación,  se  espone  a  ver  espirar  la  sesión  sin  que 
su  trabajo  haya  sido  examinado. 

El  deber  impuesto  al  Presidente  de  preparar  la  orden 
del  dia  le  dá  el  de  entenderse  previamente  con  los  pre- 
sidentes de  las  Comisiones  para  preparar  las  materias 
cuyo  examen  propondrá  a  la  Cámara. 

El  derecho  de  iniciativa  del  Presidente  en  materia  de 
orden  del  dia  no  impide  a  los  miembros  de  la  Cámara 
reclamar  se  pongan  a  la  orden  del  dia  los  proyectos  que 
les  parezcan  de  urjencia.  Es  de  práctica,  aun  para  ciertos 
proyectos,  que  el  Presidente  no  proponga  la  inscripción, 
antes  que  ella  le  sea  pedida,  sea  a  él  mismo,  sea  a  la 
Cámara. 

El  orador  que  tiene  la  palabra  sobre  la  orden  del  dia 
no  puede  aprovecharla  para  otra  cuestión  ni  provocar 
una  interpelación.  Si  habla  de  otra  cosa  que  de  la  orden 
del  dia,  el  Presidente  tiene  el  derecho  i  el  deber  de  de- 
tenerlo i  quitársela. 

La  Cámara  puede  fijar,  al  fin  de  una  sesión,  no  solo  la 
orden  del  dia  de  una  sesión  sino  de  mas.  Las  mociones 
que  tocan  a  la  orden  del  dia,  que  tienden,  por  ejemplo, 
a  suspender  durante  cierto  tiempo  las  sesiones,  no  se 
consideran  como  verdaderas  proposiciones,  ni  están  su- 
jetas a  las  formalidades  reglamentarias,  i  se  ponen  en 
discusión  en  el  momento  que  se  presentan.  La  Cámara 
no  necesita  hallarse  en  número  para  fijar  la  orden  del 
dia  de  una  sesión  publica. 
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proyecto,  debe  entenderse  que  es  en  el  todo  i  no  por 
partes. 

Cuando  se  hacen  muchas  proposiciones  concurrentes 
con  el  objeto  de  modificar  la  orden  del  dia  i,  por  otra 
parte,  se  reclama  la  misma  orden  del  dia,  el  Presidente 
puede  poner  en  votación,  primero,  el  mantenimiento 
como  que  se  halla  en  contradicción  con  todas  las  otras 
proposiciones;  este  modo  de  proceder  tiene  la  ventaja  de 
ahorrar  tiempo  a  la  Cámara. 

En  materia  de  fijación  de  orden  del  dia,  si  se  trata  de 
determinar  hora  i  dia,  es  de  regla  constante  poner  en 
votación  el  dia  i  hcra  mas  remotas. 

Hallándose  destinados  por  reglamento  o  acuerdo,  cier- 
tos dias,  a  asuntos  especiales,  no  puede  alterarse  esta 
medida  sin  acuerdo  espreso  de  la  Cámara. 

Una  Cámara  no  puede  poner  en  la  orden  del  dia  un 
proyecto  de  lei  que  se  ha  comenzado  ya  a  discutir  en 
la  otra  Cámara;  en  caso  de  disentimiento  entre  ambas 
Cámaras,  se  señala  un  plazo  para  ponerlo  a  la  orden  del 
dia. 

Las  solicitudes  sobre  orden  del  dia  tienen  la  preferen- 
cia sobre  la  cuestión  principal  i  suspenden  la  discusión, 
sin  que  el  orador  sea  interrumpido. 


Cuando  la  Cámara  no  tiene  mas  que  un  solo  asunto 
que  colocar  en  la  orden  del  dia,  i  ha  fijado  una  fecha 
para  su  próxima  sesión,  ningún  miembro  tiene  derecho 
para  pedir  que  ese  asunto  no  sea  puesto  a  la  orden  del 
dia  en  esa  sesión,  porque  suprimir  ese  asunto  seria 
como  decir  que  no  hai  sesión  i  volver  sobre  un  voto 
ya  dado.  Pero,  si  después  de  dos  o  tres  dias  la  Cámara 
reconoce  que  hai  un  negocio  en  estado,  i  urjente,  puede 
ordenar  una  sesión  especial  para  el  dia  siguiente. 

La  Cámara  puede,    en  el  intervalo  de  una  sesión,  mo- 
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nuevos  asuntos.  Este  procedimiento  ha  sido  discutido; 
tiene  inconvenientes,  pero  es  el  seguido  ordinariamente. 
En  la  sesión  de  la  Cámara  de  Representantes  de  Béljica 
de  24  de  Febrero  de  1881,  el  señor  Presidente  Guillery 
calificaba  con  exactitud  las  cuestiones  de  orden  del  dia, 
como  cuestiones  de  familia^  sobre  las  cuales  una  Asam- 
blea puede  volver  cuando  lo  quiera. 

Sin  embargo,  cuando  se  pone  una  cuestión  repenti- 
namente a  la  orden  del  dia,  los  miembros  que  tenian  la 
intención  de  hablar  sobre  ella,  pueden  lejítimamente 
protestar,  i  si  la  colocación  se  ha  hecho  en  la  creencia 
que  nadie  debia  intervenir  en  el  debate,  el  Presidente  es 
el  defensor  natural  de  los  derechos  del  orador,  i  puede 
tomar  la  iniciativa  para  proponer  a  la  Cámara  la  poster- 
gacion  del  asunto. 


El  principio  que  la  Cámara  es  dueña  de  su  orden  del 
dia  no  llega  hasta  permitir  se  reclame  la  inscripción 
inmediata  en  la  orden  del  dia  de  un  proyecto  cuyo 
aplazamiento  ha  sido  pronunciado  media  hora  antes.  En 
la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  Junio  13  de 
i88r,  el  señor  Presidente  Brisson  daba  sobre  el  derecho 
de  la  Cámara  en  semejante  materia  esplicaciones  que  es 
útil  recordar. 

«Es  entendido,  decia,  que  las  decisiones  concernientes 
a  la  orden  del  dia  son  tomadas  por  la  Cámara  por  sí 
misma,  i  que,  por  consiguiente,  ella  es  dueña  de  modi- 
ficarlas después  de  haberlas  tomado.  Pero  a  la  vez  es 
cierto  que,  creando  precedentes,  esas  decisiones  afirman 
un  sentimiento  i  una  dirección  de  espíritu  de  parte  de  la 
mayoría,  i  que  desde  entonces  la  Cámara  no  puede,  sin 
una  razón  de  urjencia,  sin  una  necesidad  flagrante,  volver 
sobre  la  decisión  adoptada.» 
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En  resumen,  la  Cámara  obra  prudentemente  al  usar 
de  su  derecho  con  sobriedad.  Salvo  en  las  circunstan- 
cias escepcionales,  importa,  i  mucho,  que  se  limite  a 
observar  su  orden  del  dia;  sin  ésto  la  sesión  quedaría  a 
merced  del  que  se  apoderara  de  la  tribuna,  i  los  negocios 
públicos  no  se  solucionarían  jamás. 

La  necesidad  de  no  modificar  mui  lijeramente  la  orden 
del  dia,  ha  sido  indicada  con  mucha  lojica  por  el  señor 
Presidente  Pasquier  en  la  sesión  de  la  Cámara  de  los 
Pares  de  Febrero  de  1831: 

«En  todas  las  asambleas  deliberantes,  decía,  el  Reglamento  es 
cosa  grave;  debe  ser  severamente  respetado,  i  es  preciso  decirlo, 
en  el  número  de  disposiciones  que  encierra,  no  se  encuentran  mas 
importantes,  i  cuya  infracción  puede  producir  mas  graves  conse- 
cuencias que  las  relativas  a  la  orden  del  dia.  Es  solo,  prohibiendo 
al  Poder  apartarse  de  la  orden  del  dia,  como  los  miembros  del 
Congreso  saben  siempre  de  que  tendrán  que  ocuparse,  lo  que  ten- 
drán que  decir  i  que  oir.  Es  por  efecto  del  rigoroso  cumplimiento 
de  la  orden  del  dia,  por  lo  que  sucede  que  no  tengan  jamas  que 
tratar,  sino  sobre  materias  respecto  de  las  cuales  han  preparado  su 
espíritu;  la  infracción  a  esta  regla  tiene,  lo  repito,  graves  conse- 
cuencias; i,  no  me  faltarían  los  ejemplos,  si  quisiera  probar  que, 
en  muchas  circunstancias,  se  ha  debido  lamentar  el  haberse  sepa* 
rado  de  la  orden  del  dia.:» 

Es  evidente  que  el  derecho  de  una  asamblea  para  mo 
dificar  su  orden  del  dia  no  llega  hasta  permitirle  dis- 
cutir, sin  declaración  deurjencia^  proyectos  cuyos  infor- 
mes no  se  conocen,  por  lo  menos  de  veinticuatro  horas 
antes,  /  que  no  se  encuentran  inscritos  en  la  orden  del 
dia. 

En  materia  de  elecciones,  es  aun  mas  necesario  respe- 
tar la  orden  del  dia.  En  la  sesión  de  la  Asamblea  Nacio- 
nal del  20  de  Diciembre  de  1875,  no  habiendo  dado 
resultado  un  escrutinio  para  la  elección  de  Senadores 
inamovibles,  conforme  a  los  usos  adoptados  para  esta 
larga  operación,  Mr.  Audiífret  Pasquier,  Presidente,  iba 
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a  dejar  la  votación  para  el  dia  siguiente  cuando  un 
miembro  reclamó  el  voto  inmediato.  El  Presidente  hizo 
notar  que  muchos  miembros  habian  partido  de  Versalles, 
convencidos  de  que  la  votación  seria  el  dia  siguiente; 
«sin  embargo,  añadió,  como  la  Asamblea  es  siempre 
dueña  de  su  orden  del  dia,  voi  a  consultarla.»  Mr.  An- 
dieu  de  Kerdrel  sostuvo  que  el  derecho  de  la  Asamblea 
para  modificar  su  orden  del  dia  no  era  tan  absoluto. 

«Es,  dijo,  una  especie  de  adajio  parlamentario,  que  la  Asamblea 
es  siempre  dueña  de  su  orden  del  dia,  esto  quiere  decir  que  todos 
los  dias  la  Asamblea  puede  fijar  la  orden  del  dia  para  el  siguiente 
o  la  sesión  ulterior.  Pero  no  es  posible  decir  que,  en  plena  sesión, 
durante  una  sesión,  se  puede  volver  sobre  la  fijación  de  la  orden 
del  día,  acordada  la  víspera.  Es  precisamente  esa  fijación,  hecha 
la  víspera,  que  es  para  el  dia  siguiente,  Ja  garantía,  la  única  ga- 
rantía de  los  ausentes.» 

El  Presidente  respondió  que  era  menester  distinguir 
de  conveniencia,  aun  la  de  lealtad  respecto  de  los  cole- 
gas ausentes,  de  la  cuestión  reglamentaria,  i  añadió: 

<E1  Reglamento  es  mudo  en  cuanto  a  la  observación  de  M.  Ker- 
drel; pero  los  precedentes  son  mui  numerosos  i  en  muchas  ocasio- 
nes la  Asamblea,  en  el  curso  de  la  sesión,  ha  modificado  su  orden 
del  dia,  ya  introduciendo  nuevas  cuestiones,  ya  eliminando  proyectos 
de  lei,  ya  pronunciando  la  urjencia  i  el  voto  inmediato  sobre  leyes 
que  se  hallaban  en  primera  discusión.  Por  consiguiente,  si  el  Pre- 
sidente pudiera  creer  que  hubiera  en  la  letra  del  Reglamento  algo 
que  lo  autorizara,  no  trepidaría  en  mantener  la  orden  del  dia  tal 
como  se  habia  fijado  precedentemente,  pero  se  ve  obligado  a  decir 
que  su  apreciación  del  Reglamento  se  opone  a  ello.» 

En  presencia  de  tales  objeciones  hechas  a  su  indica- 
ción, el  Diputado  la  retiró. 

Cuando  el  primer  asunto  colocado  en  la  orden  del 
dia  ha  sido  aplazado,  se  llama  a  los  otros  por  el  orden 
/de  inscripción,  i  el  Presidente  no  abusa  de  su  poder 
aconsejando  a  la  Cámara  que  agote  su  orden  del  dia. 
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El  derecho  de  la  Cámara  para  fijar  su  orden  del  dia 
al  fin  de  cada  sesión  no  perjudica  al  derecho  del  Pre- 
sidente para  adelantar  el  dia  i  la  hora  de  las  sesiones  en 
caso  de  peligro  público.  Asi,  la  sesión  de  7  de  Agosto  de 
1830,  en  la  cual  la  Cámara  de  Diputados  debia  discutir  la 
revisión  de  la  Carta,  estaba  acordada  para  las  10.  El 
Presidente  decidió  que  la  sesión  se  abriría  a  las  8  1/2  i 
esplicó  que  esa  alteración  a  las  prácticas  era  motivada 
por  una  razón  de  Estado.  Lo  mismo  pasó  el  24  de  Fe- 
brero de  1848.  La  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados,  acor- 
dada para  las  3,  se  abrió  a  las  12  1/2  por  orden  del  Pre- 
sidente Sauzet,  el  que,  después  de  la  lectura  del  acta,  dio 
a  la  Cámara  las  esplicaciones  siguientes: 

«Atendida  la  gravedad  de  las  circunstancias  que  pesan  sobre  el 
pais,  he  sido  invitado  de  todas  partes  a  abrir  la  sesión  pública,  i 
he  creido  necesario  hacer  una  convocación  pública  inmediata.  En 
conformidad  a  muchos  precedentes,  he  sostituido  la  sesión  públi- 
ca a  la  sesión  de  comisiones.»  ' 

El  3  de  Setiembre  de  1870  el  Cuerpo  Lejislativo  se 
habia  separado  a  las  4,  después  de  decidir  que  se  reuniria 
al  siguiente  dia  a  las  3.  Pero  habiendo  sabido  el  Presi- 
dente Scheneider,  algunas  horas  después  la  capitulación 
de  Sedan,  juzgó  necesario  convocar  escepcionalmente  a 
los  Diputados  para  la  media  noche.  La  convocación  tuvo 
lugar  i,  a  la  apertura  de  la  sesión,  el  Presidente  espuso 
en  los  términos  siguientes  las  razones  que  le  hablan 
inducido  a  modificar,  bajo  su  responsabilidad,  la  orden 
del  dia: 

«Señores  Diputados:  una  dolorosa  noticia  rae  ha  sido  Comunicada 
en  la  noche.  Presidente  de  esta  Cámara  tenia  que  llenar  un  deber 
para  con  ella,  como  respecto  de  la  nación;  he  debido,  pues,  convo- 
caros, correspondiendo  por  otra  parte  en  esto  al  deseo  que  me  han 
espresado  un  gran  número  de  Diputados  pertenecientes  a  todas  las 
fracciones  de  la  Cámara.  La  única  responsabilidad  que  no  hubiera 
querido  aceptar  era  la  que  hubiera   podido  arrastrar  para   mí  en 
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presencia  del  pais,  cualquier  retardo  en  esta  conyocacion  que  es 
conforme  a  los  compromisos  que  habia  tomado  respecto  a  voso- 
tros.>/ 


Los  precedentes  arriba  citados  establecen  que  la  orden 
del  dia  fijada  en  sesión  pública  no  puede  ser  ulterior- 
mente modificada  por  el  Presidente,  sin  graves  razones 
de  Estado.  No  bastaria,  pues,  para  justificar  una  convo- 
cación anticipada,  que  un  grupo  de  la  Cámara  manifes- 
tara el  deseo  de  apresurar  el  voto  de  un  proyecto  de  lei, 
o  de  dirijir  una  interpelación  al  Ministerio.  Está  igual- 
mente demostrado  por  los  precedentes  que  un  Presiden- 
te no  se  cree  autorizado  para  retardar  la  hora  fijada  para 
la  apertura  de  la  sesión,  en  razón  de  las  exequias  de  un 
Ministro. 


Cuando  la  orden  del  dia  está  agotada  i  no  hai  informes 
prontos  para  mantenerla,  la  Cámara  se  suspende  dejando 
a  su  Presidente  el  cuidado  de  convocarla;  en  este  caso 
los  pasos  individuales  de  los  miembros  pueden  ejercer 
inñuencia  sobre  la  determinación  del  Presidente. 

Después  de  haber  fijado  la  fecha  de  su  próxima  sesión, 
la  Cámara  puede  exijirde  su  Presidente  que  la  convoque 
anticipadamente,  si  debe  recibir  una  comunicación  del 
Gobierno.  Aun  cuando  no  hubiera  recibido  comunica- 
ción de  la  Cámara  está  autorizado  a  convocarla  escepció- 
nalmente,  si  se  le  pide  por  el  Gobierno,  pero  en  este 
caso  debe  darla  esplicaciones. 

Cuando  la  Cámara  se  proroga  en  virtud  del  derecho 
que  le  pertenece  durante  el  curso  de  las  sesiones,  los 
asuntos  no  agotados  en  la  última  sesión  antes  de  la  pro- 
roga, forman,  salvo  decisión  contraria  de  la  Asamblea, 
la  orden  del  dia  de  la  primera  sesión  de  entrada.  Pero, 
cuando  una  sesión  es  clausurada  por  decreto  del  Presi- 
dente de  la  República,  los  asuntos  no  agotados  en  la 
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Última  sesión  no  se  consideran  nuevamente  inscritos 
en  la  orden  del  dia  de  la  primera  reunión  de  la  sesión 
siguiente,  por  la  razón  que  la  Cámara  invadiría  las  pre- 
rogativas  del  Presidente  de  la  República,  i  sostituiria  al 
réjimen  de  sesiones  el  de  la  permanencia,  si  fijara  de 
antemano,  al  terminar  una  sesión,  la  orden  del  dia  de 
la  sesión  siguiente. 


En  Chile,  según  el  Reglamento  del  Senado  (art.  ii, 
núm.  3.°),  es  el  Presidente  quien  fija  las  proposiciones 
que  hayan  de  discutirse  por  el  Senado  (art.  57),  i  con- 
cluida la  sesión,  anuncia  a  la  Sala  los  asuntos  que  que- 
den en  tabla  para  la  siguiente. 

Hé  aquí  lo  que  dispone  el  Reglamento  al  respecto: 

«Alt.  54,  Los  incidentes  estraños  a  la  orden  del  dia,  solo  podrán 
producirse  dentro  de  la  primera  hora  de  la  sesión,  contada  desde 
que  ella  se  abra. 

Trascurrido  ese  tiempo  se  cerrará  el  debate  i  se  votarán  todas 
las  indicaciones  de  orden  o  procedimiento,  salvo  que  la  Cámara 
acuerde  segunda  discusión,  en  cuyo  caso  se  votarán  en  la  primera 
hora  de  la  sesión  siguiente. 

Votadas  las  indicaciones,  se  pasará  a  discutir  los  negocios  en 
tabla. 

Estas  reglas  no  se  aplicarán  a  las  interpelaciones. 

Los  asuntos  serán  considerados  por  la  Sala  en  el  orden  siguiente: 

i.°  Los  iniciados  por  el  Supremo  Gobierno. 

2.^  Los  iniciados  por  la  Cámara  de  Diputados. 

3.°  Las  materias  presentadas  a  la  deliberación  de  la  Cámara  por 
cualesquiera  de  las  otras  autoridades  i  corporaciones. 

4.°  Las  mociones  o  proyectos  de  los  Senadores. 

5.°  Los  memoriales  de  los  particulares. 

Si  hubiere  dos  o  mas  asuntos  pertenecientes  n  una  misma  clase, 
se  seguirá  en  ellos  el  orden  de  las  fechas,  i  se  discutirán  i  resolve- 
rán en  sesión  secreta  si  fueren  de  interés  esclusivamente  privado. 

Art.  5s.  Para  pasar  de  la  consideración  de  un  asunto  a  la  del 
inmediato,  no  será  necesaria  la  terminación  del  trámite  en  que 
actualmente  se  halle  el  primero.  El  Presidente  podrá  prorogar 
cualquiera  discusión  con  acuerdo  de  la  Sala. 
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Art.  61.  Siempre  que  al  suspenderse  O  cerrarse  la  sesión  recla- 
mare algún  Senador  contra  cualquiera  de  estas  disposiciones,  se 
tomará  la  opinión  de  la  Sala;  i  si  ésta  acordare  que  continúe  la  se- 
sión, lo  proclamará  así  el  Presidente  en  el  mismo  acto  con  la  fór- 
mula del  art. 60. 

Art.  (í8.  Sometida  una  proposición  a  la  Cámara  no  podrá  pre* 
sentársele  otra,  sino  para  los  objetos  siguientes: 

i."  Para  proponer  una  enmienda; 

3."  Para  proponer  una  prorogacion; 

j."  Para  reclamar  una  medida  de  orden  en  el  instante  mismo  de 
haber  sido  éste  violado. 

Art.  81,  Todo  proyecto  de  lei  se  leerá  dos  veces  en  la  Sala  an- 
tes de  someterse  a  discusión. 

Art.  8a.  Antes  o  después  de  la  primera  lectura,  el  autor  del  pro- 
yecto o  el  Diputado  o  Ministro  del  Despacho,  encargado  de  soste- 
nerlo, dará  a  la  Sala  las  esplicaciones  que  juzgare  oportunas, 

Art.  83.  Hecha  la  primera  lectura,  se  pondrá  el  proyecto  en  ta- 
bla para  la  segunda,  que  no  tendrá  lugar  sino  en  otra  sesión.  La 
Cámara,  después  de  la  primera  lectura,  podrá  ordenar  la  impresión 
del  proyecto  con  el  preámbulo,  o  del  proyecto  solo. 

Art.  84.  Hecha  la  segunda  lectura,  (que  podrá  omitirse,  cuando 
se  haya  verificado  la  impresión  del  proyecto),  preguntará  el  Presi- 
dente a  la  Cámara  si  el  proyecto  se  admite  o  no  a  discusión;  i  bas- 
tarán cuatro  votos  para  que  prevalezca  la  afirmativa.  Los  proyectos 
de  lei  que  hubieren  sido  iniciados  en  el  Supremo  Gobierno  o  en  la 
Cámara  de  Diputados,  serán  admitidos  a  discusión  sin  que  preceda 
este  trámite. 

Art.  85.  Admitido  el  proyecto  a  discusión,  se  procederá  en  el 
mismo  acto  a  discutirlo,  i  se  aprobará  o  desechará  en  jeneral. 

Art.  86.  Admitido  el  proyecto  en  jeneral,  se  pondrá  en  tabla 
para  la  discusión  por  menor,  a  menos  que  a  propuesta  de  algún 
miembro,  i  con  acuerdo  de  la  Sala,  haya  de  pasara  Comisión. 

Art.  87.  Kn  la  discusión  por  menor,  que  tendrá  lugar  en  distinta 
sesión,  se  deliberará  sobre  cada  una  de  las  cláusulas  separadamen- 
te, después  de  oido  el  informe  de  la  comisión,  si  lo  hubiere. 

Art.  90.  Una  sola  discusión  podra  continuarse  en  diferentes  se- 
siones. 

Pero  la  discusión  de  la  lei  que  autoriza  el  cobro  de  las  contribu- 
ciones, de  ja  que  fija  la  fuerza  de  mar  i  tierra  Í  de  la  que  autoriza 
su  permanencia  dentro  del  lugar  de  las  sesiones  del  Congreso, 
quedará  cerrada  a  lo  menos  díaz  días  antes  de  aquel  en  que  esas 
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leyes  hayan  de  comenzar  a  rejir,  salvo  que  la  Cámara,  en  sesión 
anterior,  acuerde  continuar  o  aplazar  la  discusión. 

Cuando  los  proyectos  indicados  hubieren  tenido  oríjen  en  la 
Cámara  de  Diputados,  el  Senado  no  será  obligado,  en  ningún  caso, 
a  pronunciarse  sobre  ellos  sino  ocho  dias  después  de  haberlos  re- 
cibido. 

La  lei  de  contribuciones,  una  vez  llegada  al  Senado,  será  puesta 
en  primer  lugar  en  la  tabla,  con  preferencia  a  cualquier  otro  pro- 
yecto. 

En  cuanto  al  proyecto  de  lei  de  presupuestos,  si  éste  hubiese 
sido  presentado  al  Senado  antes  del  15  de  Junio,  i  hubiese  estado 
en  tabla  a  lo  menos  durante  treinta  dias,  o  discutido  en  quince 
sesiones  a  lo  menos,  i  ademas  convocado  el  Congreso  a  funcionar 
en  sesiones  estraordinarias  antes  del  15  de  Octubre,  el  debate  sobre 
él  quedará  cerrado  el  15  de  Noviembre,  salvo  que  haya  acuerdo 
contrario  celebrado  en  sesión  anterior, 

Pero  si  este  proyecto  hubiese  tenido  oríjen  en  la  Cámara  de  Di- 
putados, el  Senado  deberá  pronunciarse  sobre  él  a  mas  tardar 
treinta  dias  después  de  haberlo  recibido,  debiendo  ponerse  en  tabla 
con  preferencia. 

Art.  91.  Las  diferentes  lecturas  i  discusiones  de  un  mismo  pro- 
yecto podrán  tener  lugar  en  una  sola  sesión,  cuando  la  Cámara  así 
lo  acordare,  atendida  la  urjencia  del  asunto.» 


Respecto  a  la  Cámara  de  Diputados,  fijen  los  siguien- 
tes preceptos: 

«Art.  39.  Las  funciones  del  Presidente  son: 

I.*  Abrir,  suspender  i  cerrar  la  sesión. 

3.»  Mantener  el  orden  en  la  Sala  i  hacer  que  se  observe  compos- 
tura i  silencio. 

3.'  Fijar  las  proposiciones  que  hayan  de  discutirse  por  la  Cáma- 
ra; ordenar  se  reciba  la  votación,  luego  que  no  haya  Diputado  que 
sobre  el  asunto  de  que  se  trata  quiera  tomar  la  palabra;  cuidar  de 
la  exactitud  en  el  cómputo  de  los  votos,  que  bajo  su  inspección 
hará  el  Secretario,  i  proclamar  las  decisiones  de  la  Cámara. 

4.*  Conceder  la  palabra  a  los  Diputados  en  el  orden  en  que  la 
pidieren  i,  pidiéndola  dos  a  un  tiempo,  concederla  a  su  arbitrio. 

5.'  Llamar  a  la  cuestión  al  Diputado  que  se  desvíe  de  ella,  llamar 
al  orden  al  que  ^  sus  espresiones  faltare  a  él;  i  $i  recoayonida 


aOO  DERECHO   PARLAMEflTARlO    CHILENO 

íiasta  por  tercera  vez  no  obedeciere,  intimarle,  con  acuerdo  de  la 
Cámara,  que  se  retire. 

6."  Pedir,  con  acuerdo  de  la  Cámara,  el  ausilio  de  la  fuerza  i  or- 
Jenar  el  uso  de  ella,  para  hacer  cumplir  las  providencias  de  orden 
que  la  Cámara  estimare  necesarias. 

7."  Dar  curso,  con  arreglo  a  la  Constitución  i  a  este  Reglamento, 
i  los  negocios  que  se  presenten  a  la  Sala. 

8/  Nombrar  las  comisiones  i  reintegrarlas  con  acuerdo  de  la  Cá- 
mara. 

9.'  Firmar  las  minutas  i  copias  de  actas  i  las  comunicaciones 
que  sea  necesario  dirijir  a!  Presidente  de  la  República  o  a  los  Mi- 
oistros-Secretarios  del  Despacho,  a  la  Cámara  de  Senadores,  a  los 
Tribunales  Superiores  de  Justicia,  a  los  Reverendos  Arzobispos  t 
Obispos,  a  los  Intendentes  de  provincias  i  Jefes  militares. 

10.  Citara  sesión  estraordinaria  cuando  lo  eslimare  necesario, 
cuando  el  Poder  Ejecutivo  lo  invite,  o  cuando  algún  Diputado  lo 
pida.  En  este  último  caso  no  podrá  hacerlo  sin  el  apoyo  de  la  quin- 
ta parte  de  los  Diputados. 

I  ( .  Cuidar  de  la  puntual  observancia  de  este  Reglamento. 

13.  Calificar  por  sí  solo  los  negocios  de  que  deba  darse  cuenta 
en  sesión  secreta. 

1^.  Velar  sobre  la  seguridad  i  arreglo  del  archivo  i  libros. 

Art.   53.  Los  asuntos  serán  designados  en  este  orden: 

í."  Los  iniciados  por  el  Poder  Ejecutivo; 

a,"  Los  iniciados  por  la  Cámara  de  Senadores; 

3.°  Las  mociones  o  proyectos  de  los  Diputados: 

4.°  Los  asuntos  presentados  a  la  consideración  de  la  Cámara  por 
jualquiera  de  las  otras  autoridades  o  corporaciones. 

La  Cámara,  sin  embargo,  podrá  acordar  la  preferencia  a  cualquier 
asunto,  según  su  importancia. 

Las  solicitudes  de  los  particulares  serán  consideradas  en  los  dias 
[ue  acordare  la  Cámara,  según  el  orden  de  las  fechas  en  que  le 
lubieren  sido  presentadas. 

Art.  ^4.  Para  pasar  de  la  consideración  de  un  asunto  a  la  del 
nmediato,  no  será  necesaria  la  terminación  del  trámite  en  que  ac- 
:ualmente  se  halle  el  primero. 

Art.  58.  En  ninguna  de   Ins  dos  lecturas  se  permitirá  debate, 
lero  el.autor  del  proyecto,  o  la  persona  encargada  de  sostenerlot 
lodrá  hacer  sobre  él  la;  esplicaciones  o   ilustraciones  que  tenga 
)or  conveniente. 
Art.  64.  La  discusión  particular  tiene  por  objeto  examinar  el 
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proyecto  en  sus  detalles,  i  aprobar,  modificar  o  reprobar  cada  uno 
de  sus  artículos. 

Art.  65.  Si  no  se  hiciere  oposición,  ni  se  propusiere  modifica- 
ción alguna,  el  artículo  sometido  a  examen  se  pondrá  desde  luego 
en  votación. 

Art.  69.  Terminada  la  segunda  discusión,  el  artículo  se  pondrá 
en  votación. 

Art.  70.  No  se  dará  tercera  discusión  particular  sino  cuando  la 
Cámara  lo  acuerde  por  mayoría. 

Art.  72.  Una  discusión  puede  prolongarse  por  dos  o  mas  se- 
siones. 

Pero  la  discusión' de  la  lei  de  presupuestos,  de  la  que  autoriza 
el  cobro  de  las  contribuciones  i  la  que  fija  las  fuerzas  de  mar  i  tie- 
rra, quedará  cerrada  a  lo  menos  diez  dias  antes  de  aquel  en  que 
estas  leyes  hayan  de  comenzar  a  rejir,  salvo  que  la  Cámara,  en  se- 
sión anterior,  acuerde  continuar  o  aplazar  la  discusión. 

Lo  dispuesto  en  el  inciso  precedente  no  se  aplicará  respecto  de 
la  lei  que  autoriza  el  cobro  de  las  contribuciones,  si  el  respectivo 
proyecto  no  hubiere  sido  discutido  durante  cinco  sesiones;  ni  se 
aplicará  respecto  de  la  lei  de  presupuestos,  si  no  se  hubiere  dado 
cuenta  a  la  Cámara  del  respectivo  proyecto  con  un  mes  de  anterio- 
ridad a  la  fecha  en  que  esa  lei  haya  de  rejir,  o  si  no  se  hubiere  dis- 
cutido en  quince  sesiones  a  lo  menos, 

Art.  87.  De  los  diversos  asuntos  pendientes  en  la  Cámara,  deben 
ser  puestos  en  discusión  los  que  estén  designados  en  la  orden  del 
dia  para  tratarse  en  sesión  determinada,  prefiriendo  unos  a  otros 
en  el  orden  en  que  hayan  sido  anunciados. 

Art.  89.  Sometido  un  proyecto  o  proposición  a  la  Cámara,  se 
guardará  rigorosamente  la  unidad  del  debate,  i  no  podrán  admitir- 
se indicaciones  sino  para  los  objetos  siguientes: 

i.°  Para  suspender  la  sesión  o  reclamar  cualquiera  otra  provi- 
dencia de  orden; 

3.**  Para  diferir  la  discusión  indefinida  o  temporalmente; 

3.°  Para  proponer  una  cuestión  previa; 

4.°  Para  pasar  el  asunto  de  nuevo  a  Comisión; 

5."  Para  dividir  un  artículo  complejo,  o  para  hacer  en  él  adicio- 
nes, supresiones  o  enmiendas. 

Art.  90.  Las  indicaciones  contenidas  en  los  cuatro  primeros  nú- 
meros del  artículo  precedente,  así  como  todo  incidente  estraño  a 
la  orden  del  dia,  se  discutirán  conjuntamente  dentro  de  la  primera 
mitad  de  la  sesión,  contada  desde  que  ella  se  abra.  Trascurrido 
este  tiem|)o,  se  cerrará  el  debate,  cualquiera  que  sea  su  estado,  i 
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se  votarán  todas  la?  indicaciones,  salvólas  que  hayan  quedado  para 
segunda  discusión,  que  se  discutirán  i  votarán  durante  la  primera 
mitad  de  la  sesión  siguiente. 

Esta  regla  no  se  aplicará  a  las  interpelaciones. 

Cuando  las  indicaciones  que  queden  para  segunda  discusión  sean 
para  pedir  sesiones  para  la  discusión  de  proyectos  determinados, 
o  sesiones  permanentes,  o  tengan  por  objeto  modificar  las  horas 
acordadas,  se  tratarán  en  la  orden  del  dia,  empezando  en  la  misma 
sesión. 

Las  indicaciones  que  espresa  el  núm.  j.^»  del  artículo  precedente 
i  las  previas  o  de  orden  se  discutirán  conjuntamente,  salvo  que  su 
complicación  aconseje  proceder  por  partes. 

Trascurrida  la  primera  mitad  de  la  sesión,  no  se  admitirá  indi- 
cación ni  discusión  alguna  estrañas  a  la  orden  del  dia. 

Art.  91.  En  el  caso  a  que  se  refiere  la  parte  final  del  inciso  pe- 
núltimo del  artículo  anterior,  toca  al  Presidente  resolver  sobre  el 
particular,  designando  el  orden  en  que  deben  considerarse  las  di- 
versas indicaciones. 

Art.  96.  Estando  pendiente  la  aprobación  de  un  artículo,  puede, 
no  obstante,  pasarse  a  otro  que  no  tenga  relación  con  él.» 


Respecto  a  lo  que  en  Chile  se  llama  sesiones  perma- 
nentes^ ellas  no  se  encuentran  autorizadas  espresamente 
en  ningún  artículo  constitucional  ni  reglamentario  del 
Congreso,  i  solo  se  ha  invocado  como  fuente  el  art.  90 
del  Reglamento  del  Senado,  cuyo  primer  acápite  dice: 
«Una  sola  discusión  podrá  continuarse  en  diferentes  se- 
siones», articulo  que  se  encuentra  reproducido  literal- 
mente en  el  72  déla  Cámara  de  Diputados. 


En 8  de  Enero  de  i88i,  la  Camarade  Diputados  de  Chile 
contaba  con  una  minoría  que  obstruía  el  voto  de  la  lei 
constitucional  de  contribuciones,  vencido  va  el  término 
en  que  debia  hallarse  despachada. 

Las  sesiones  tenían  un  carácter  de  violencia  i  ajitacion 
marcadísimo. 
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En  la  de  4  de  Enero,  se  presentó  al  Presidente,  don 
Pedro  Montt,  una  solicitud  firmada  por  46  Diputados, 
que  decía:  —«En  uso  del  derecho  que  nos  otorga  el  nú- 
mero 10  del  art.  28  del  Reglamento,  pedimos  a  V.  E.  se 
digne  citar  a  la  Honorable  Cámara  de  Diputados  a  una 
sesión  estraordinaria,  que  principiará  a  las  2  1/2  de  la 
tarde  deriúnes  4  del  presente  mes,  para  tratar  de  los 
asuntos  pendientes  i  de  los  demás  que  la  Honorable 
Cámara  tuviese  a  bien  acordar.» 

Esta  solicitud  fué  el  oríjen  de  un  borrascoso  i  largo 
debate. 

«El  señor  Puelma  Tupper  (don  Guillermo).  Encontraba 
anómala  tal  petición,  i  preguntaba  si  la  sesión  se  prolon- 
garla indefinidamente,  o  se  levantaría  a  la  hora  de  eos- 

« 

tumbre. 

El  señor  Bañados  Espinosa  (don  Ramón).  A  nombre  de 
los  firmantes,  contestó  que  las  sesiones  especiales  no 
tienen  en  su  duración  mas  limite  que  el  que  la  misma 
Cámara  les  fija. 

El  señor  Puelma  Tupper.  No  encuentra  en  los  artículos 
28,  núms.  3.**  i  10,  i  art.  43,  que  se  leen,  ninguno  que  se 
refiera  a  sesiones  indefinidas. 

El  señor  Bañados  Espinosa  (don  Ramón).  Ratifica  lo 
espuesto  por  el  señor  Puelma. 

El  señor  Montt  (Presidente).  Dice:  «El  Reglamento  no 
habla  de  sesiones  permanentes.» 

El  señor  Puelma  Tupper.  Cree  que  no  existiendo  en  el 
Reglamento  una  disposición  especial  no  es  lícito  arro- 
garse una  facultad  que  es  privativa  de  la  Cámara  i  no  de 
cierto  número  de  sus  miembros. 

El  señor  Parga  (don  Juan  N.)  Sostiene  que  la  próroga 
de  la  sesión,  fuera  de  las  horas  convenidas,  es  inconci- 
liable con  la  conveniencia  i  hasta  con  el  decoro  de  la 
Cámara. 

El  señor  Rodríguez  (don  Zorobabel),  Espresa  que,  a  8u 
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juicio, -hai  solo  una  iadicacion  depróroga  que  debe  dis- 
cutirse. 

El  señor  Mac-Iver.  Sostiene  que  toda  sesión  estraor- 
dinaria  está  sujeta  a  las  reglas  comunes  i  prácticas  co- 
rrientes. 

El  señor  Bañados  Espinosa  (don  Ramón).  Repite  que 
las  sesiones  especiales  no  tienen  mas  límite  que  la  vo- 
luntad de  la  Cámara. 

El  señor  Guerrero  (don  Adolfo),  Sostiene  que  la  teo- 
ría anterior  importa  una  modificación  del  Reglamento. 

El  señor  Matte  (don  Augusto).  Declara  que  una  sesión 
permanente  no  determinada,  sin  límite,  sin  que  se  sepa 
cuántos  son  los  asuntos  que  en  ella  deben  tratarse,  es 
sencillamente  un  absurdo.  ¿Cuál  seria  el  resultado  de 
una  sesión  en  esas  condiciones?  Que  tendríamos  que  es- 
tar constituidos  en  sesión  permanente  no  solo  durante 
horas  de  horas, 'sino  dias  de  dias.  ¿Cabe  esto  en  el  sen- 
tido común?  ¿Cuáles  serian  las  consecuencias  que  se  pro- 
ducirían si  la  sesión  se  prolongara  indefinidamente?  Que 
25  Diputados,  que  una  minoría  podría  tener  ala  Cámara 
en  sesión  permanente  por  20  o  mas  dias,  obligando  así 
a  la  mayoría  a  discutir  i  votar  proyectos  de  lei  contra 
su  voluntad. 

El  señor  Montt  (Presidente).  Toma  entonces  la  pala- 
bra para  declarar  que  las  horas  para  sesiones  estraordi- 
narias  no  estaban  fijadas  por  la  Cámara,  i  que  pueden 
ser,  en  muchos  casos,  distintas  en  las  sesiones  ordina- 
rias. El  Presidente  apoya  su  opinión  en  diversos  razo- 
namientos. Pi'egunta,  si  viendo  prisioneros  a  varios  Di- 
putados, no  se  podría  anticipar  la  hora  de  la  sesión.  Invo- 
ca el  proyecto  de  reforma  municipal  presentado  en  1875 
por  varios  Diputados,  en  que  se  decia  que  abierta  la 
sesión  no  podría  levantarse  sin  el  acuerdo  de  la  mayoría 
absoluta,  proyecto  aprobado;  declara  que  el  parlamento 
inglés:  no  tiene  hora  fija  para  terminar  sus  sesiones,  i  en 
conclusión  espresa  que,  convocada  la  Cámara  a  sesión 
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ordinaria,  a  ella  misma  corresponde  resolver  la  hora  en 
que  termine  la  sesión,  i  no  hai,  por  consiguiente,  nin- 
gún peligro  de  que  se  le  obligue  a  celebrar  sesión  contra 
su  voluntad. 

El  señor  AmunAtegui  (don  Miguel  Luis).  Espone  que, 
no  habiendo  artículo  del  Reglamento  que  determine  a 
qué  horas  debe  concluir  una  sesión  especial,  es  claro 
que  debe  predominar  la  práctica  constante  de  la  Cámara, 
que  es  la  que  hace  lei.  El  derecho  de  celebrar  sesión 
indefinida,  añade,  no  puede  quedar  sometido  a  la  volun- 
tad de  cierto  número  de  Diputados.» 

Suspendida  la  sesión  después  de  tempestuoso  debate, 
se  volvió  a  continuar  discutiendo  el  mismo  punto,  mez- 
clado con  numerosos  incidentes,  los  que,  complicándo- 
se, dieron  lugar  a  que  la  Cámara  se  siguiera  reuniendo  i 
ocupando  de  la  cuestión  principal  sin  resolver  el  inci- 
dente reglamentario. 

Durante  el  curso  de  ellas,  interrogado  el  señor  Montt 
(Presidente),  dijo  literalmente: 

«La  sesión  se  suspenderá  cada  vez  que  alguno  de  los  Diputados 
lo  desee,  i  aun  podrá  levantarse,  si  se  quiere;  eso  sí  que  en  este 
último  caso  rae  veré  en  el  deber  de  citar  a  sesión  para  media  hora 
después  de  levantada.» 

El  señor  Balbontin  i  el  señor  Guerrero  impugnaron 
de  nuevo  esta  resolución  presidencial. 

El  señor  Montt  replicó  con  estas  palabras: 

«Su  Señoría  comprenderá  que  estando  los  Diputados  reunidos 
ea  sesión,  no  tiene  nada  de  estraordinario  que  ésta  pueda  prolon- 
garse. Estamos,  señor,  en  una  situación  crítica  que  es  conveniente 
hacer  cesar.  Si  se  cree  que  el  Presidente  no  tiene  facultad  para 
prolongar  la  sesión,  la  Cámara  resolverá» 

I  la  suspendió,  diciendo: — «No  pido  el  acuerdo  de  la 
Cámara» 
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nsecuencia,  dejando  constancia  de  la  nulidad  de  todas  Uj 
laciones  que  se  hubiesen  podido  adoptar  en  esa  sesión  sin 
rso  de  la  minon'.i,  burlada  en  sus  derechos,  i  vejada  en  sus 
>r  el  señor  Presidente,  pedimos  se  inserte  esta  pr  otesla  en 
e  hoi,  haciendo  pesar  sobre  él  todas  las  consecuencias 
laudilo  atentado,  cuya  responsabilidad  él  mismo  asumió  de 
utoridad,  i  declaramos  haberse  incurrido  en  esa  nulidad 
1  de  lo  dispuesto  en  el  art.  i6o  de  la  Constitución  del  Es- 
e  dice: 

i6o  Ninguna  majistratura,  ninguna  persona,  ni  reunión  d 
.  pueden  atribuirse,  ni  aun  a  pretesto  de  circunstancias  es- 
irias,  otra  autoridad  o  derecho  que  los  que  espresamente 
yan  concedido  por  las  leyes.  Todo  acto  en  contravención 
tículo  es  nulo.» 

go  9  de  Enero  de  1886. — Ati_í;iislo  Mallc. — Juan  N.  Parga. — 
Kodrigiíc:{. — M.viuel  G.  Balboiitiii. — Adolfo  Guerrero. — Enri- 
riiil. — A.  Carrasco  Albiino. — Federico  Erráiuri^  Ecbáurren. — 
'iii  Tupper.— Patricio  LeíelierS. — Manuel  Echeverría. — Abra- 
ing. — Ismael  VaLü's  VahUs. — Enrique  Mac-Iver. — Juan  Cas- 
ManueiJ.  Vicuña. — Lauro  Barros. — Abel  Saavedra. — M.  Ole- 
■lo. — N.  Goif^ale:^  Julio. —  iVf.  A.  Prieto. — Z.  Rodrigue^. — 
^alker  Marline:{. — L.  Sanche^. — Cdrhs  Lira. — Francisco  de 
•errla. — Juan  A.  Barriga. — Juan  de  la  C.  Villaseca,— Diego 
ig, — David  Mac-Iecr. — Miguel  Luis  Amunálegui. — Francisco 
¡as. — Sin/oriano  Ossa. — Vicente   Aguirre  Vargas. — F.  Eche- 


)  anteriormente  espuesto,  resulta,  pues,  que  si  en 
lamento  de  las  Cámaras  existe  precepto  alguno 
i  espreso  que  autorice  la  próroga  indefinida  de 
;s,  o  sea  lo  que  en  Chile  se  denomina  '(.sesión per- 
te^.  Solo  existe  lo  que  dispone  el  art.  93  del  P.egla- 
de  la  Cámara  de  Diputados. 

9J.  Si  por  las  dificultades  que  ofrezca  la  materia  ola  rc- 
del  proyecto  llegare  a  hacerse  embarazosa  la  discusión,  la 
podrá  resolverse  en  Comisión  Jeneral,  i,  en  tal  estado, 
las  formalidades  prevenidas  para  las  discusiones  por  este 
uedando  la  Cámara  bajo  las  prescripciones  de  la  pruden- 
1  buen  sentido  de  sus  miembros.» 
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CAPITULO  LIV 
r>e    las    clollTbei^aclorLes 

DEL   NÚMERO  DE  DELIBERACIONES 

El  voto  de  üQ  acto  que  obliga  a  muchos  millares  de 
ciudadanos,  es  cosa  grave;  las  Constituciones  i  Regla- 
mentos han  querido  siempre  que  se  apele  de  la  Cámara 
mal  informada  a  la  Cámara  mejor  informada. 

Las  mas  sólidas  razones,  dice  Bentham,  no  pueden  ser 
juzgadas  en  su  justo  valor  la  primera  vez  que  se  las  oye. 
Ellas,  o  hacen  una  impresión  mui  poderosa,  o  mui  débil; 
mui  fuerte,  si  han  sido  desarrolladas  con  toda  la  seduc- 
ción de  la  autoridad  i  de  la  elocuencia;  mui  débil,  si 
atacan  las  pasiones,  los  intereses  i  las  preocupaciones.» 

En  Chile,  como  se  ha  visto  ya  en  otros  párrafos,  co- 
rresponde al  Presidente  del  Senado  (art.  29,  núm.  3/) 
«afijar  las  proposiciones  que  hayan  de  discutirse  por  la 
Cámara  » 

Otro  tanto  dice,  respecto  de  los  Diputados,  el  núm.  3/, 
art.  29  de  su  respectivo  reglamento. 

Sin  embargo,  en  esta  última  rama  del  Congreso,  hai 
cuestiones  que  la  lei  califica  de  urjentes,  i  a  las  que  con- 
cede prioridad  en  la  discusión  hasta  llegar  a  agotarla; 
tales  son  las  referentes  a  la  constitución  de  la  misma,  o 
sean  las  cuestiones  electorales. 

A  este  efecto  el  titulo  i.°  del  Reglamento,  modificado 
en  sesión  de  Enero  10  de  1885,  determina  en  el  art.  4.* 
lo  que  sigue: 

«Art.  4.°  Las  Comisiones  nombradas  deberán  oir  a  los  interesa- 
dos que  lo  soliciten  i  despacharán  su  informe  precisamente  para  la 
primera  sesión  ordinaria,  comprendiendo  en  él  todos  los  poderes  i 
reclamaciones  que  les  hubieren  sido  remitidos. 

En  dicha  sesión  la  Cámara  se  pronunciará  en  primer  lugar  res- 
pecto de  los  poderes  i  elecciones  que  no  hubieren  sido  objetados, 
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se  hará  el  sorteo  a  que  se  refiere  el  inciso  2.**  del  art.  73  en  caso  de 
empate,  i  se  procederá  en  seguida  a  elejir  Presidente  i  demás  fun- 
cionarios que  prescribe  este  Reglamento,  pudiendo  concurrir  en 
la  votación  aun  los  Diputados  cuya  elección  no  hubiere  sido  cali- 
ficada. 

Inmediatamente  se  procederá  en  la  misma  forma  al  nombra- 
miento de  los  Consejeros  de  Estado  que  corresponde  designar. 

Art.  5.**  Los  poderes  que  se  presentaren  después  de  la  sesión 
preparatoria  serán  examinados  por  la  Comisión  respectiva  si  no 
hubiere  reclamación  de  nulidad  respecto  de  la  elección. 

Si  la  elección  estuviere  objetada,  serán  examinados  por  la  Co- 
misión a  que  hubiere  correspondido  el  primer  grupo  de  elecciones 
objetadas. 

Art.  6."  Hasta  el  20  de  Junio  la  Cámara  celebrará  sesiones  dia- 
rias en  los  dias  no  feriados,  de  dos  horas  por  lo  menos,  destinadas 
a  la  calificación  de  las  elecciones  respecto  de  las  cuales  hubiere 
reclamación  de  nulidad  o  respecto  de  las  que  se  hicieren  objecio- 
nes por  cualquier  Diputado,  antes  de  ser  aprobadas.  En  este  exa- 
men se  comenzará  de  norte  a  sur  en  el  orden  de  los  departamentos. 

Art.  7.°  Si  el  20  de  junio  no  se  hubiere  terminado  la  calificación 
de  todas  las  elecciones,  por  cualquier  motivo  que  sea,  el  Presidente 
citará  a  la  Cámara  a  sesión  diariamente  en  los  dias  no  feriados, 
desde  las  doce  del  dia  hasta  las  cinco  de  la  tarde,  hasta  que  se  ter- 
mine la  calificación  de  todas  las  elecciones.  En  estas  sesiones  se 
destinarán  esclusivamente  a  la  calificación  de  las  elecciones. 

Si  durante  este  tiempo  fuere  necesario,  a  juicio  del  presidente, 
destinar  sesiones  para  el  despacho  de  otros  negocios,  éstas  tendrán 
lugar  también  diariamente  de  ocho  a  diez  de  la  noche,  con  escep- 
cion  de  los  dias  feriados. 

Art.  8.°  Después  de  pronunciados  tres  discursos  sosteniendo  la 
nulidad  de  una  elección  i  otros  tres  sosteniendo  su  legalidad,  de- 
berá declararse  cerrado  el  debate  si  diez  o  mas  Diputados  lo  pi- 
dieren. 

Formulada  la  petición  para  cerrar  el  debate,  se  procederá  a  vo- 
tarla sin  discusión  alguna.» 

Art.  9.°  Los  Diputados,  al  tiempo  de  recibirse  de  su  cargo,  pres- 
tarán juramento  ante  el  que  presidiere  la  sesión,  siendo  interroga- 
dos con  arreglo  a  la  siguiente  fórmula: — (Jarais  por  Dios  i  estos  San- 
ios Evanjelios  guardar  la  Conslitucion  del  Estado;  desempeñar  fiel  i 
legalmente  el  cargo  que  os  ha  confiado  la  Nación;  consultar  en  el  ejercicio 
de  vuestras  funciones  sus  verdaderos  intereses^  i  guxrdar  sijilo  acerca  de 
lo  que  se  tratare  en  sesiones  secretas} — Contesta  el  Diputado:  SI  ¡uro; 
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el  Presidente  agregará: — Si  así  no  lo  hiciéreiSf  que  DioSf  Usligo  de 
vuestras  promesas,  os  lo  demando 

El  orden  de  consideración  de  los  asuntos,  votadas  las 
indicaciones  de  orden,  i  los  incidentes  estraños  a  la  or- 
den del  dia  que  solo  podrán  producirse  dentro  déla  pri- 
mera horade  la  sesión,  i  votarse,  salvo  que  la  Cámara 
acuerde  segunda  discusión,  reservando  la  votación  para 
la  primera  hora  de  la  sesión  siguiente,  es  el  establecido 
para  el  Senado  por  el  art.  54,  i  para  la  Cámara  de  Dipu- 
tados por  el  52,  ya  citados,  estableciendo  esta  última  la 
facultad  de  acordar  la  preferencia  a  cualquier  asunto, 
según  su  importancia. 

Continúa  el  Reglamento  ordenando: 

«Art.  33.  Seguidamente  se  leerá  por  el  Secretario  la  lista  de  que 
se  trata  en  el  art.  ^6. 

«Art.  54.  Los  incidentes  estraños  a  la  orden  del  dia,  solo  podrán 
producirse  dentro  de  la  primera  hora  de  la  sesión,  contada  desde 
que  ella  se  abra. 

Trascurrido  ese  tiempo  se  cerrará  el  debate  i  se  votarán  todas 
las  indicaciones  de  orden  o  procedimiento,  salvo  que  la  Cámara 
acuerde  segunda  discusión,  en  cuyo  caso  se  votarán  en  la  primera 
hora  de  la  sesión  siguiente. 

Votadas  las  indicaciones,  se  pasará  a  discutir  los  negocios  en 
tabla. 

Estas  reglas  no  se  aplicarán  a  las  interpelaciones. 

Los  asuntos  serán  considerados  por  la  Sala  en  el  orden  siguiente: 

I.**  Los  iniciados  por  el  Supremo  Gobierno. 

1.°  Los  iniciados  por  la  Cámara  de  Diputados. 

3.''  Las  materias  presentadas  a  la  deliberación  de  la  Cámara  por 
cualesquiera  de  las  otras  autoridades  i  corporaciones. 

4.**  Las  mociones  o  proyectos  de  los  Senadores. 

5.**  Los  memoriales  de  los  particulares. 

Si  hubiere  dos  o  mas  asuntos  pertenecientes  a  una  misma  clase, 
se  seguirá  en  ellos  el  orden  de  las  fechas,  i  se  discutirán  i  resolve- 
rán en  sesión  secreta  si  fueren  de  interés  esclusivamente  privado.» 


La  Cámara  de  Diputados  dice,  ademas,  en  el  art.  54, 
lo  que  sigue:  «Para  pasar  de  la  consideración  de    un 
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uto  a  la  del  inmediato,  no  será  necesario  la  termina- 
n  del  trámite  en  que  actualmente  se  halle  el  primero.» 
íl  art.  55  del  Reglamento  del  Senado,  reproduciendo 
iletra  esta  disposición,  agrega:  -íEI  Presidente  podrá 
irogar  cualquiera  discusión  con  acuerdo  de  la  Sala.it 
íl  art.  68  del  mismo  Reglamenta  espresa  que,  «some- 
■\  una  proposición  a  la  Cámara,  no  podrá  presentárse- 
3tra  sino  páralos  objetos  siguientes: 
."  Para  proponer  una  enmienda; 
2."  Para  proponer  una  prorogacion; 
j.°  Para  reclamar  una  medida  de  orden  en  el  instante 
ímo  de  haber  sido  éste  violado. 

il  art.  89  del  Reglamento  de  la  de  Diputados,  dice  a 
turno  lo  siguiente: 

Art.  89.  Sometido  un  proyecto  o  proposición   a  la  Cámara,  se 

rdará  relijiosamente  la  unidad  del  debate,  i  no  podrán  admitirse 

icaciones  sino  para  los  objetos  siguientes: 

,"  Para  suspender  la  sesión,  o  reclamar  cualquiera  otra   provi- 

icia  de  orden; 

.'■  Para  diferir  la  discusión,  indefinida  o  temporalmente; 

.'  Para  proponer  una  cuestión  prcuia; 

."  Para  pasar  el  apunto  de  nuevo  a  Comisión; 

°  Para  dividir  un  artículo  complejo,  o  para  hacer  en  él  adicio- 

,  supresiones  o  enmiendas.» 


teforrnando  las  anteriores  disposiciones,  en  sesión  de 
yo  7  de  1887,  añade  el 

;\rt.  90.  Las  indicaciones  contenidas  en  los  cu,itro  primeros  nú- 
os  del  articulo  precedente,  así  como  todo  incidente  estraño  a 
rden  del  dia,  se  discutirán  conjuntamente  dentro  déla  primera 
ad  de  la  sesión,  contado  desde  que  ella  se  abra.  Trascurrido  ese 
ipo,  se  cerrará  el  debate,  cualquiera  que  sea  su  estado,  i  se  vo- 
n  todas  las  indicaciones,  salvo  las  que  hayan  quedado  para 
anda  discusión,  que  se  discutirán  i  votarán  durante  la  primera 
ad  de  ¡a  sesión  siguiente, 
sta  regla  no  se  aplicará  a  las  interpelaciones. 
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Cuando  las  indicaciones  que  queden  para  segunda  discusión  sean 
para  pedir  sesiones  para  la  discusión  de  proyectos  determinados,  o 
sesiones  permanentes,  o  tengan  por  objeto  modificar  las  horas 
acordadas,  se  tratarán  en  la  orden  del  dia,  empezando  en  la  misma 
sesión. 

Las  indicaciones  que  espresa  el  núm.  ^.'^  del  artículo  precedente, 
i  las  previas  o  de  orden,  se  discutirán  conjuntamente,  salvo  que  su 
complicación  aconseje  proceder  por  partes. 

Trascurrida  la  primera  mitad  de  la  sesión  no  se  admitirá  indica- 
ción ni  discusión  alguna,  estrañas  a  la  orden  del  dia. 

Art.  91.  En  el  caso  a  que  se  refiere  la  parte  final  del  inciso 
último  del  artículo  anterior,  toca  al  Presidente  resolver  sobre  el 
particular,  designando  el  orden  en  que  deben  considerarse  las  di- 
versas indicaciones. 

Art.  96.  Estando  pendiente  la  aprobación  de  un  artículo,  puede 
no  obstante  pasarse  a  otro  que  no  tenga  relación  con  él.» 


No  comprendo,  a  la  verdad,  tamañas  contradicciones 
como  las  que,  según  se  nota,  se  encuentran  en  los  ar- 
tículos reglamentarios  de  las  Cámaras  insertos  mas 
arriba. 

En  unas,  se  ha  visto  ya,  se  dá  un  poder  i  facultades 
discrecionales,  es  verdad,  pero  absolutas  a  la  Cámara; 
en  las  otras  estas  facultades  quedan  reservadas  al  Presi- 
dente. 

De  aquí,  el  oríjen  de  los  repetidos  conflictos — i  ¿por 
qué  no  decirlo? — de  los  repetidos  abusos  que  los  partí- 
dos  en  mayoría  cometen  los  unos  contra  los  otros. 


¿Por  qué  entonces  no  examinarlo  que  sucede  en  paí- 
ses mas  adelantados,  sujetos  al  réjimen  parlamentario? 
Este  ha  sido,  en  gran  parte,  el  propósito  de  este  trabajo. 


Hé  aquí  las  doctrinas  i  prácticas  de  Francia. 
Estando  el  Poder  Lejislativo,  desde  1876,  dividido  en 

dos  Cámaras,  la  formalidad  de  tres  discusiones  no  es  7^ 
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dispensable,  i  las  leyes  constituciooales  no  han  habla- 
)  de  ello. 

Pero  ambas  Cámaras  han  querido  asegurar  at  pais  el 
íneficiode  leyes  discutidas  con  madurez;  i  para  ello,  i 
gun  los  términos  del  art.  65  del  Reglamento  del  Sena- 
),  i  el  art.  70  del  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputa- 
)s,  ningún  proyecto  de  lei,  salvo  los  casos  de  urjencia, 
íga  a  ser  votado  definitivamente,  sino  después  de  dos 
scusiones,  con  un  intervalo  que  nó  puede  ser  menor 
!  cinco  días.  La  regla  que  impone  un  intervalo  entre 
s  dos  lecturas  deriva  del  principio  que  no  permite, 
Ivo  en  circunstancias  escepcionales,  votar  una  lei  de  un 
lio  golpe;  ella  impone  reflexiones,  i  permite  la  repara- 
on  de  los  eirores. 

Los  reglamentos  de  ambas  Cámaras  dicen  formalmen- 
que,  el  intervalo  entre  cada  deliberación  no  puede  ser 
enor  de  cinco  dias  francos;  el  dia  en  que  terminó  la 
imera  discusión  i  el  dia  en  que  comienza  la  segunda, 
)  pueden  contarse.  Un  proyecto  no  puede  tener  colo- 
cion  en  la  orden  del  dia  para  la  segunda  discusión, 
ites  de  la  espiración  del  plazo,  aun  cuando  la  coJoca- 
on  en  que  fuera  inscrito  diera  la  certidumbre  que  no 
ria  llamado  antes  del  término  reglamentario. 
La  segjnda  discusión  no  se  abre  de  derecbo,  i  no 
lede  tener  lugar,  si  la  Cámara  no  lo  ordena;  en  los 
sos  en  que  la  Asamblea  rehusa  pasara  la  segunda  dis- 
sion,  el  proyecto  se  considerará  rechazado. 
Ninguna  de  ambas  Cámaras  tiene  derecho  de  decidir 
le  se  proceda  a  una  segunda  discusión  antes  de  haber- 
pronunciado  sobre  todos  los  artículos  sometidos  a  su 
amen  o  antes  de  haberse  retirado  los  artículos  sobre 
s  que  no  ha  recaído  su  voto. 

Cuando  diversos  artículos  han  sido  aplazados,  la  Ca- 
ira no  puede  ordenar  que  se  pase  a  la  segunda  discu- 
)n,  a  menos  que  la  decisión  de  aplazamiento  no  se 
;e  por  un  voto  de  la  misma  Cámara. 
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El  retiro  de  la  urjencia^  después  de  la  adopción  de 
todos  los  artículos  de  un  proyepto,  no  implica,  de  dere- 
cho, que  se  pase  a  una  segunda  discusión;  es  necesario 
para  ello  una  segunda  votación. 

Cuando  en  el  intervalo  de  la  primera  i  segunda  dis- 
cusión, una  comisión  modifica  por  completo  el  proyecto 
examinado  en  la  primera  discusión,  ésta  puede  quedar 
válida,  pero  la  segunda  discusión  rueda  sobre  el  pi'oyec- 
to  de  la  comisión. 

Cuando  una  comisión  ha  desechado  un  proyecto  de 
lei,  ya  votado  en  discusión  jeneral,  i  una  nueva  comi- 
sión, ocupándose  del  mismo  proyecto,  ha  modificado 
el  texto,  la  primera  puede  quedar  válida. 

Pero  cuando  después  de  una  primera  discusión,  se 
presentan  por  el  Gobierno  nuevos  proyectos,  los  que 
son  enviados  a  comisión,  i  ésta  emite  un  nuevo  infor- 
me, modificando  el  primero,  la  Cámara  puede  decidir 
que  la  primera  discusión  se  tendrá  como  no  habida. 
Estos  precedentes  no  tienen  nada  de  contradictorio, 
porque  sé  ligan  a  especies  absolutamente  diferentes.  Es- 
tudiándolos se  observa  que  las  Asambleas  tienen  como 
hecha  la  primera  discusión  cuando  la  base  del  debate 
no  ha  sido  cambiada;  que  el  proyecto  sobre  el  que  ha 
rodado  la  primera  discusión,  haya  sufrido  graves  modi- 
ficaciones; que  haya  sido  enviado  a  una  comisión  o  a 
otra  poco  importa;  es  siempre  el  mismo  proyecto  mas  o 
menos  enmendado  el  que  vuelve  a  la  Cámara. 

•  Pero,  cuando  el  Gobierno,  usando  de  su  derecho  de  ini- 
ciativa, presenta  un  nuevo  proyecto  i  da  otro  rumbo  a 
la  base  del  debate,  entonces  la  Cámara,  que  no  quiere 
ser  sorprendida,  reproduce  todo  el  procedimiento,  i  abre 
el  debate  solamente  para  el  negocio  informado  por  la 
comisión  con  las  formalidades  ordinarias. 

Cuando  una  Cámara  que  se  ha  renovado  es  llamada  a 
deliberar  de  nuevo  sobre  un  proyecto  de  lei  adoptado  por 
ella  en  segunda  discusión,  i  enmendado   después  por 
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la  otra  Cámara,  ella  puede  votar  en  una  sola  discusión, 
sin  ser  obligado  a  declarar  la  urjencia. 

Cuando  una  Cámara  se  ha  renovado  en  su  totalidad 
después  de  haber  procedido  a  una  segunda  discusión  so- 
bre un  proyecto,  la  primera  discusión  se  considera  como 
inválida,  i  después  de  Ja  presentación  del  Gobierno,  se 
comienza  de  nuevo  todo  el  procedimiento. 

En  las  dos  Cámaras,  el  Reglamento  ha  establecido 
que  las  prescripciones  relativas  a  la  doble  discusión  no  se 
aplicarían  a  las  leyes  de  Presupuesto,  Contribuciones, 
aquellas  por  las  que  se  solicita  créditos  especiales,  ni  a 
las  leyes  de  interés  local;  para  el  voto  de  estas  leyes  basta 
una  sola  discusión.  Estas  escepciones,  consagradas  hoi 
por  el  art.  71  del  Re'glamento  del  Senado,  i  el  óo,  déla 
Cámara  de  Diputados,  se  hallaban  ya  inscritas  en  los 
reglamentos  de  la  Asamblea  de  1848,  de  1849  i  de  1871, 
La  jurisprudencia  ha  tenido,  pues,  el  tiempo  de  fun- 
darse sobre  este  punto,  i  ha  admitido  que  los  proyectos 
de  impuestos  serian  asimilados  en  cuanto  al  procedimien- 
to a  los  proyectos  de  créditos;  en  consecuencia,  los  pro- 
yectos de  lei  que  establecen  el  aumento  o  modificación 
de  impuestos,  son  votados  con  una  sola  discusión,  sin 
que  se  necesite  declarar  previamente  la  urjencia  de  ellos. 

Los  proyectos  de  lei  creando  empréstitos  nacionales 
pueden  igualmente  votarse  en  una  sola  discusión,  sin 
que  se  les  declare  de  urjencia.  En  la  sesión  de  Junio  20 
de  1871,  la  Asamblea  Nacional  votó  con  una  sola  lec- 
tura el  primer  empréstito  de  guerra.  Desde  entonces,  esa 
jurisprudencia  ha  sido  seguida  constantemente,  como 
conforme  tanto  al  espíritu  como  a  la  letra  del  Reglamento. 
Por  otra  parte,  un  empréstito  forma  siempre  cuerpo  con 
el  Presupuesto;  aun  cuando  no  sea  indispensable  al  equi- 
librio interesa  en  el  mas  alto  grado  al  mecanismo  del 
futuro  ejercicio.  Ademas,  si  cl  Reglamento  ha  querido 
dispensar  al  Presupuesto  de  muchas  lecturas,  es  porque 
Iñ  le¡  de  finanzas,  la  lei  que  asegura  los  servicios  púbíí- 
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eos,  lleva  en  su  misma  esencia  el  carácter  de  urjente; 
no  se  comprendería  una  Asamblea  discutiendo  dos  ve- 
ces las  mismas  cifras,  el  mismo  sistema  financiero.  Tales 
razones  se  encuentran  con  todo  su  vigor  en  las  leyes  de 
empréstito;  cuando  una  cuestión  de  esa  naturaleza  se  pre- 
senta, es  de  urjencia  para  la  Cámara  declarar  si  se  hará  o 
no  un  llamamiento  al  crédito  público.  No  se  comprende- 
ría una  Asamblea  declarando  en  la  primera  discusión 
que  un  empréstito  era  necesario,  para  decir  en  la  segunda 
que  era  inútil.  La  declaración  de  urjencia  en  materia  de 
empréstitos  nacioiíales  no  se  encuentra  justificada  sino 
cuando  se  trata  de  dispensar  el  informe  de  los  plazos  para 
la  distribución.  Fué  por  esto  que  en  l'a  sesión  de  Julio  8 
de  1872,  el  Gobierno,  apremiado  por  el  tiempo,  reclamó 
la  urjencia  en  favor  del  empréstito  de  tres  millares.  Pero, 
el  16  de  Marzo  de  1878,  un  proyecto  de  lei  que  creaba 
la  deuda  amortizable,  que  organizaba,  por  consiguiente, 
un  nuevo  tipo  de  rentas,  i  no  se  limitaba  ya  a  apelar 
a  los  recursos  de  la  nación,  fué  votado  en  una  sola  dis- 
cusión, i  sin  previa  declaración  de  urjencia.  A  virtud 
de  estos  principios,  el  proyecto  de  lei  concerniente  al 
empréstito  de  1885  fué  adoptado  después  de  una  sola 
discusión,  aunque  no  llevara  la  calificación  de  urjente. 


Los  proyectos  de  lei  concernientes  a  pensiones  nacio- 
nales contienen  una  cuestión  de  principios  demasiado 
importante  para  poderlos  dispensar  (Je  las  dos  discu- 
siones. 

Los  proyectos  de  lei  aprobando  la  permuta  de  inmue- 
bles entre  el  Estado  i  los  particulares,  o  las  ciudades,  se 
encuentran  asimilados  por  la  jurisprudencia  a  los  pro- 
yectos de  interés  local  ordinario.  Pero  los  proyectos  de 
lei  autorizando  al  Estado  para  aceptar  un  anticipo  hecho 
por  un  departamento  o  una  Cámara  de  Comercio,  no  so 
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consideran  como  simples  proyectos  de  interés  local,  i 
quedan  sometidos  a  muchas  discusiones  si  no  obtienen 
el  carácter  de  urjentes. 

Bajo  la  Lejislativa,  se  presentó  la  cuestión  de  saber 
si  los  proyectos  de  leí  que,  independientemente  de  una 
apertura  de  crédito,  contienen  cuestiones  de  principios, 
deben  o  no  eximirse  de  los  trámites  de  segunda  discusión. 
La  Cámara  ha  decidido  que  tales  proyectos  estaban  so- 
metidos a  tres  discusiones. 

Cuando  un  proyecto  está  sometido  a  dos- deliberacio- 
nes, no  se  requiere  la  segunda  sino  para  el  voto  de  con- 
junto que  la  termina,  i  que  arrastra  la  adopción  defini- 
tiva. 

Cuando  la  deliberación  de  las  dos  Cámaras  ha  llegado 
a  ser  definitiva  por  la  adopción  de  un  texto  común,  se 
abre  un  derecho  especial  para  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, el  que  puede,  según  los  términos  del  art.  7.'  de  la 
lei  de  Julio  de  1875,  pedir  por  un  mensaje  motivado,  al 
Senado  i  a  la  Cámara  de  Diputados,  una  nueva  delibera- 
ción,/líjué  «o  ^«íie  réAii,sá/'5eZ£,  En  este  caso,  el  men- 
saje motivado,  se  imprime  i  distribuye.  La  Cámara  se 
reúne  en  sus  salones  i  nombra  una  Comisión  sobre  cuyo 
informe  se  procede  a  la  nueva  deliberación. 


En  Inglaterra  hai  tres  deliberaciones;  pero  el  proce- 
dimiento de  cada  una  de  ellas  tiene  pocaanalojía  con  la 
francesa.  En  un  informe  presentado  a  la  Cámara  de  Di- 
putados de  Béljica  en  1887,  M,  Pirmez,  la  ha  resumido 
con  claridad: 

«La  primera  lectura  corresponde  a  nuestra  presentación 
de  los  proyectos  de  lei.  Es  raro  que  se  formule,  entonces, 
objeción  alguna;  toda  enmienda  o  debate  está  prohibido. 
El  bilí  se  imprime  i  distribuye,  i  se  fija  día  para  la  se- 
gunda lectura.  La  lectura  de  los  bilis  no  tiene  lugar  en 
realidad;  cuando  la  Cámara  ordena  que  un  bilí  será  lei- 
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do  una,  dos  i  tres  veces,  se  lee  simplemente  su  short 
litle^  tal  como  figura  en  la  orden  del  dia  i  está  escrito  en 
el  bilí. 

La  segunda  lectura  es  el  punto  mas  importante  en  la 
marcha  de  un  hill.  Sus  principios  son  entonces  discuti- 
dos, i  aceptados  o  rechazados  por  un  voto  de  la  Cámara. 

No  se  considera  regular  discutir  en  ese  momento  los 
detalles  de  un  bilí.  La  Cámara  se  pronuncia  sobre  el 
principio  por  el  envío  a  comisión,  la  cual  lo  examina, 
punto  por  punto,  cláusula  por  cláusula,  línea  por  línea. 
Muchas  veces  sucede  que  una  comisión  tome  una  reso- 
lución contraria  al  bilí  que  debe  examinar.  Por  ejemplo, 
si  se  propone  que  el  Chairman  deje  su  sillón,  la  adop- 
ción de  la  proposición  significa  que  la  comisión  estima 
que  el  bilí  no  debe  ser  examinado  por  mas  tiempo. 
Pero  como  la  Cámara  no  puede  estar  ligada  por  la  deci- 
sión de  una  comisión,  tiene  el  derecho  de  enviarlo  a  otra 
comisión. 

Si  la  discusión  sigue  su  curso,  i  el  bilí  vuelve  a  la 
Cámara  enmendado  o  no  por  la  comisión,  la  discusión 
continúa  i  se  pueden  presentar  nuevas  enmiendas.  El 
bilí  puede,  de  esta  manera,  ser  enviado  a  comisión  tan- 
tas veces  cuantas  la  Cámara  lo  juzgue  conveniente.  Su- 
cede también  frecuentemente  que  en  lugar  del  comité 
de  toda  la  Cámara  lo  estudie  previamente  una  Comisión 
especial  (select  commitee)  pero  el  bilí  es,  después  de 
su  informe  enviado  al  Comité  de  toda  la  Cámara,  la  que 
así  interviene  siempre  en  su  elaboración.» 


En  la  Cámara  de  Diputados  de  Austria  hai  también 
tres  deliberaciones;  la  primera  no  es  sino  una  discusión 
jeneral  en  la  cual  se  decide  si  el  proyecto  será  enviado 
a  una  comisión  especial  o  examinado  en   sesión  plena. 

La  Cámara  de  señores  de  Austria,  no  tiene,  en  realidad, 
sino  una  lectura  pública;  la  primera  se  hace  en  comité 


DERECHO   PARLAMENTARIO 


de  la  Asamblea;  la  tercera  no  es  sino  operación  de  voto 
que  no  produce  debate  alguno. 


El  Reíchstag  alemán  tiene  tres  lecturas  o  discusiones; 
la  primera  es  la  jeneral,  durante  la  cual  no  puede  intro- 
ducirse modificación  alguna.  La  segunda  puede  tener 
lugar,  sea  en  comité,  sea  en  plena  Asamblea,  pero  no 
se  abre  en  sesión  plena  sino  dosdias  válidos  después  de 
la  primera  discusión.  Hai  igualmente  un  intervalo  de 
dos  días  válidos  entre  la  segunda  i  la  tercera  lectura; 
ésta  viene  precedida  de  una  discusión  jeneral,  i  trae  el 
examen  de  todos  los  artículos.  Ella  puede  ser  seguida 
de  un  trabajo  de  coordinación  análogo  al  que  se  halla 
previsto  en  los  reglamentos  de  las  Cámaras  francesas. 
Este  trabajo,  cuando  está  ordenado  por  el  Reichstag  se 
confia  a  la  Mesa,  a  la  cual  incumbe  presentar  un  texto 
conforme  a  los  votos  emitidos  sucesivamente;  bien  en- 
tendido que  la  redacción  preparada  por  la  Mesn,  antes 
de  adoptarse  definitivamente,  debe  ser  sometida  a  la  san- 
ción de  la  Asamblea. 


En  la  Cámara  de  Representantes  de  Béljica,  como  en 
el  Senado,  no  liai  sino  una  sola  discusión  dividida  en 
despartes:  i,°,  discusión  jeneral;  2.°,  examen  de  los  jr- 

ticulos. 


El  FüLKETHiNG  de  DINAMARCA  procede  por  tres  discu- 
siones, pero  en  la  tercera  no  se  permite  presentar  mo- 
dificaciones sino  al  Gobierno,  a  la  Comisión  o  a  quince 
miembros. 

En  las  Cámaras  chilenas  las  prácticas  son  varias,  como 
ya  se  ha  visto, 
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Así,  en  el  Reglamento  del  Senado,  la  unidad  del  de- 
bate no  es  de  absoluto  rigor.  El  art.  55  declara  lo  que 
sigue: — «Para  pasar  de  la  consideración  de  un  asunto  a 
la  del  inmediato,  no  será  necesario  la  terminación  del 
trámite  en  que  actualmente  se  halle  el  primero.  El  Pre- 
sidente puede  prorogar  cualquiera  discusión  con  acuerdo 
de  la  Sala.^ 

Sin  embargo,  el  art.  68  espresa  que:  «Sometida  una 
proposición  a  la  Cámara  (¿en  discusión  o  votación?)  no 
podrá  presentársele  otra^  sino  para  los  objetos  siguientes: 

i.°  Para  proponei'  una  enmienda; 

2.°  Para  proponer  una  prorógacion; 

3.**  Para  reclamar  una  medida  de  orden  en  el  instante 
mismo  de  haber  sido  éste  votado.» 

I  el  art.  73  añade: 

«Las  enmiendas  se  discutirán  conjuntamente  con  el 
artículo  o  proposición  principal,  salvo  acuerdo  espreso 
para  discutirlas  separadamente.» 

I  en  este  caso  el  art.  75  declai*a  que:  «Si  se  acordare 
discutir  separadamente  las  enmiendas,  el  Presidente  de- 
signará  el  orden  de  su  discusión^  i,  si  se  reclamare  contra 
ese  orden,  decidirá  la  Cámara. 

Continúa  el  Reglamento: 

«Art.  76.  Admitida  o  desechada  una  enmienda,  el  Presidente 
someterá  de  nuevo  a  la  Cámara  la  proposición  orijinal  o  enmienda.» 

En  cuanto  al  número  de  dichas  discusiones,  el  mismo 
Reglamento  ordena  (art.  78)  que: 

«Para  los  acuerdos  del  Senado  que  no  recayeren  sobre 
proyectos  de  lei.  Pero  siempre  que  por  algún  miembro 
de  la  Sala  se  pidiere  que  el  asunto  siga  los  trámites  de 
un  proyecto  de  lei,  se  someterá  esta  proposición  a  la 
Sala.» 

El  art.  81,  a  su  turno,  dispone  que:  «todo  proyecto  de 
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ei  se  lea  dos  veces  en  la  Sala,  áotes  de  someterse  a  dis- 
lusion.» 

El  art.  83  dice:  «Hecha  la  primera  lectura  se  pondrá 
si  proyecto  en  tabla  para  la  segunda,  que  no  tendrá  lu- 
[ar  sino  en  otra  sesión.  La  Cámara,  después  de  la  prime- 
a  lectura,  podrá  ordenar  la  impresión  del  proyecto  con 
■\  preámbulo  o  del  proyecto  solo.» 

«Art.  84,  Hecha  la  segunda  lectura,  (que  podrá  omitirse,  cuando 
B  haya  verificado  la  impresión  del  proyecto),  preguntará  el  Presi- 
ente a  la  Cámara  si  el  proyecto  se  admite  o  tió  a  discusión;  i  bas- 
irán  cuatro  votos  para  que  prevalezca  la  afirmativa.  Los  proyectos 
e  lei  que  hubieren  sido  iniciados  en  el  Supremo  Gobierno  o  en  la 
lámara  de  Diputados,  serán  admitidos  a  discusión  sin  que  preceda 
ste  trámite. 

Art.  85.  Admitido  el  proyecto  a  discusión,  se  procederá  en  el 
iismo  acto  a  discutirlo,  í  se  aprobará  o  desechará  en  jeneral. 

Art.  86.  Admitido  el  proyecto  en  jeneral,  se  pondrá  en  tabla 
ara  la  discusión  por  menor,  a  menos  que  a  propuesta  de  algún 
liembro,  i  con  acuerdo  de  la  Sala,  haya  de  pasara  Comisión. 

Art.  87.  En  la  discusión  por  menor,  que  tendrá  lugar  en  distinta 
ision,  se  deliberará  sobre  cada  una  de  las  cláusulas  separadamen- 
:,  después  de  oido  el  informe  de  la  comisión,  si  lo  hubiere. 

Art.  88.  Admitido  o  enmendado  el  proyecto  en  la  discusión  por 
enor,  i  no  habiendo  quien  tome  la  palabra,  se  preguntará  por  el 
residente  en  el  mismo  acto  a  la  Cámara,  si  el  proyecto  es  o  nó 
Imitido  definitivamente  bajo  su  forma  actual.  En  caso  de  afirma- 
ba, se  le  dará  el  curso  constitucional  que  corresponda;  i  en  caso 
;  negativa  se  pondrá  el  proyecto  en  tabla  para  segunda  discusión 
)r  menor.  Reiterándose  la  negativa  después  de  la  segunda  discu- 
ín por  menor,  se  tendrá  por  desechado  el  proyecto. 
Art.  89.  Bastarán  dos  discusiones  sobre  cada  proyecto,  una  je- 
xal  i  otra  por  menor;  i  sobre  ninguno  podrá  haber  mas  de  tres 
scusiones,  una  jeneral  i  dos  por  menor. 

Art,  90,  Una  sola  discusión  podrá  continuarse  en  diferentes  se- 
ques. 

Pero  la  discusión  de  la  lei  que  autoriza  el  cobro  de  las  contribu- 
yes, de  la  que  fija  la  fuerza  de  mar  i  tierra  i  de  la  que  autoriza 

permanencia  dentro  del  lugar  de  las  sesiones  del  Congreso, 
edará  cerrada  a  to  menos  diez  dias  antes  de  aquel  en  que  esas 
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leyes  hayan  de  comenzar  a  rejir^  salvo  que  la  Cámara,  en  sesión 
anterior,  acuerde  continuar  o  aplazar  la  discusión. 

Cuando  los  proyectos  indicados  hubieren  tenido  oríjen  en  la 
Cámara  de  Diputados,  el  Senado  no  será  obligado,  en  ningún  caso, 
a  pronunciarse  sobre  ellos  sino  ocho  dias  después  de  haberlos  re- 
cibido. 

La  lei  de  contribuciones,  una  vez  llegada  al  Senado,  será  puesta 
en  primer  lugar  en  la  tabla,  con  preferencia  a  cualquier  otro  pro- 
yecto. 

En  cuanto  al  proyecto  de  lei  de  presupuestos,  si  éste  hubiese 
sido  presentado  al  Senado  antes  del  13  de  Junio,  i  hubiese  estado 
en  tabla  a  lo  menos  durante  treinta  dias,  o  discutido  en  quince 
sesiones  a  lo  menos,  i  ademas  convocado  el  Congreso  a  funcionar 
en  sesiones  estraordinarias  antes  del  15  de  Octubre,  el  debate  sobre 
él  quedará  cerrado  el  i^  de  Noviembre,  salvo  que  haya  acuerdo 
contrario  celebrado  en  sesión  anterior. 

Pero  si  este  proyecto  hubiese  tenido  oríjen  en  la  Cámara  de  Di- 
putados, el  Senado  deberá 'pronunciarse  sobre  él,  a  mas  tardar 
treinta  días  después  de  haberlo  recibido,  debiendo  ponerse  en  tabla 
con  preferencia. 

Art.  91.  Las  diferentes  lecturas  i  discusiones  de  un  mismo  pro- 
yecto podrán  tener  lugar  en  una  sola  sesión,  cuando  la  Cámara  asf 
lo  acordare,  atendida  la  urjencía  del  asunto.}^ 

Art.  99.  La  discusión  de  un  proyecto  no  terminada  en  una  lejis- 
latura,  podrá  continuar  en  la  siguiente.» 

ACUERDO  DE  12  DE   JULIO  DE    1847 

«Artículo  primero. — Cuando  un  proyecto  de  lei  es  desechado  en 
su  totalidad  por  el  Presidente  de  la  República  o  por  la  Cámara  de 
Diputados,  i  devuelto,  en  consecuencia,  al  Senado,  conforme  a  los 
artículos  47  i  50  de  la  Constitución,  el  Senado,  después  de  la  se- 
gunda lectura  de  las  observaciones  que  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica o  la  Cámara  de  Diputados  hubiere  acompañado  al  proyecto 
devuelto,  lo  tomará  de  nuevo  en  consideración;  i  luego  que  crea 
suficientemente  discutida  la  materia,  votará  sobre  la  cuestión  si- 
guiente: 

¿Insiste  o  nó  la  Cámara  en  el  proyecto? 

Art.  2.°  Cuando  en  un  proyecto  de  lei  se  han  hecho  modificacio- 
nes o  correcciones  por  el  Presidente  de  la  República  o  por  la  Cáma- 
ra de  Diputados,  i  fuere,  en  consecuencia,  devuelto  al  Senado  con. 
forme  a  los  arts.  46,  47  i  «71  de  la  Constitución;  el  Senado,  después 
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de  la  segunda  lectura  de  los  artículos  orijinales,  de  las  modifica- 
ciones o  correcciones  hechas  en  ellos  i  de  las  observaciones  que 
hubieren  sido  trasmitidas  por  el  Presidente  de  la  República  o  por 
la  Cámara  de  Diputados  junto  con  el  proyecto  devuelto,  tomará 
en  consideración  cada  una  de  dichas  modificaciones  o  correcciones 
por  su  orden,  i  suficientemente  discutida,  votará  sobre  la  cuestión 
siguiente: 

¿Se  admite  o  nó  la  alteración  propuesta? 

Art.  3.°  Para  espresar  el  juicio  del  Senado  sobre  un  proyecto 
de  lei  que  ha  sido  desechado  en  su  totalidad,  bastará  una  sola  vo- 
tación, contraída  a  si  o  nó,  sin  hacer  enmienda  alguna  en  el  pro- 
yecto; i  para  espresar  el  juicio  del  Senado  sobre  las  modificaciones 
o  correcciones  propuestas,  bastará  respecto  de  cada  una  de  ellas 
una  sola  votación  contraída  de  la  misma  manera,  a  sí  o  nií  sin  hacer 
enmienda  alguna.» 


Por  su  parte  la  Cámara  de  Diputados  contiene  a  este 
respecto  en  su  Reglamento  las  prescripciones  que  cons- 
tan de  los  artículos  siguientes: 

«Art.  56.  Los  mensajes  que  dirijiere  a  la  Cámra  el  Presidente 
de  la  República,  las  mociones  délos  Diputados  i,  en  jeneral,  todo 
proyecto  de  lei  o  decreto  que  se  iniciare  en  ella,  se  leerá  por  dos 
veces  consecutivas  en  diferentes  sesiones,  i  se  pasará  en  seguida  a 
la  Comisión  a  que  corresponda,  según  la  naturaleza  del  asunto. 

Art.  57.  Los  proyectos  de  lei  o  de  decreto  aprobados  por  la 
Cámara  de  Senadores,  se  remitirán  a  Comisión  con  una  sola  lec- 
tura. 

Art.  58.  En  ninguna  de  las  dos  lecturas  se  permitirá  debate; 
pero  el  autor  del  proyecto,  o  la  persona  encargada  de  sostenerlo, 
podrá  hacer  sobre  él  las  esplicaciones  o  ilustraciones  que  tenga 
por  conveniente. 

Art.  59.  Cuando  el  proyecto,  mensaje  o  moción  fuere  estenso, 
la  Cámara  puede  omitir  el  trámite  de  lectura,  ordenando  la  publi- 
cación de  la  pieza. 

En  este  caso  no  podrá  correr  ésta  sus  trámites,  mientras  no  se 
haya  repartido  impresa  a  los  Diputados. 

Art.  60.  En  los  casos  en  que  el  proyecto  sometido  a  la  Cámara 
sea  notoriamente  obvio  i  sencillo,  o  de  tan  perentoria  urjencia  que 
no  permita  demora,  podrá  omitirse  también  el  trámite  de  Comisión 
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no  permita  demora,  podrá  omitirse  también  el  trámite  de  Comisión 
si  la  Cámara  lo  acordare  así  por  mayoría  absoluta,  i  entonces  el 
asunto  se  pondrá  en  discusión  sobre  tabla. 

Art.  6i.  Los  informes  de  las  Comisiones  se  leerán  el  dia  de  sxi 
presentación  a  la  Cámara,  i  por  el  mismo  hecho  quedará  en  tabla 
el  asunto  sobre  que  versan,  para  que  sea  co-nskierado  a   su  turno. 

Art  62.  Todo  proyecto  de  lei  o  decreto  se  someterá  primero  a 
una  discusión  jeneral  con  el  objeto  de  admitirlo  o  desecharlo  en 
su  totalidad,  considerando  solo  el  pensamiento  fundamental  o  ma- 
triz que  contiene. 

Art.  63.  Si  fuere  desechado,  se  devolverá  al  autor  i  no  podrá  ser 
presentado  de  nuevo  en  aquella  lejislatura:  si  fuere  admitido,  se 
pondrá  en  discusión  particular  para  las  sesiones  siguientes. 

Art.  64.  La  discusión  particular  tiene  por  objeto  examinar  el 
proyecto  en  sus  detalles,  i  aprobar,  modificar  o  reprobar  cada  nno 
de  sus  artículos. 

Art.  65.  Si  no  se  hiciere  oposición,  ni  se  propusiere  modifica- 
ción alguna,  el  artículo  sometido  a  examen  se  pondrá  desde  luego 
en  votación. 

Art.  66.  Habiendo  oposición  o  modificaciones  propuestas,  que- 
dará para  segunda  discusión  en  la  sesión  inmediata. 

Art.  67.  Siempre  que  un  proyecto  o  artículo  sea  puesto  en  dis- 
cusión, no  se  entenderá  terminada  ésta  sino  cuando  todos  los  Di- 
putados que  quieran  tomar  la  palabra  hayan  hablado  las  veces  que 
permite  este  Reglamento. 

Art.  68.  Antes  de  dar  una  discusión  por  concluida,  debe  él  Pre- 
sidente invitar  por  dos  veces  a  los  Diputados  para  que  hagan  ubo 
de  la  palabra,  i  si  ninguno  respondiere  a  su  invitación,  declarará 
la  discusión  por  concluida  para  proceder  al  trámite  que  corres- 
ponda. 

Art.  69.  Terminada  la  segunda  discusión,  el  artículo  se  pondrá 
en  votación.  • 

Art.  70.  No  se  dará  tercera  discusión  particular  sino  cuando  la 
Cámara  lo  acuerdo  por  mayoría. 

Art.  71.  Cuando  el  proyecto  de  lei  o  decreto  conste  de  un  solo 
artículo,  podrá  omitirse  el  trámite  de  discusión  particular,  si  la 
Cámara  lo  acordare  así  por  unanimidad  de  votos. 

En  este  caso,  la  única  discusión  versará  sobre  el  fondo  i  la  redac- 
ción del  proyecto. 

Art.  72.  Una  discusión  puede  prolongarle  por  dos  o  mas  se- 
siones. 
Tero  la  discusión  de  la  lei  de  presupuestos,  de  la  que  autoriza 
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ibro  de  las  contribuciones  i  la  que  fija  las  fuerzas  de  mar  1  tie- 
quedará  cerrada  a  lo  menos  diez  días  antes  de  aquel  en  que 
.  leyes  hayan  de  comenzar  a  rejir,  salvo  que  la  Cámara,  en  se- 
anterior,  acuerde  continuar  o  aplazar  la  discusión. 
I  dispuesto  eu  el  inciso  precedente  no  se  aplicará  respecto  de 
i  que  autoriza  el  cobro  de  las  contribuciones,  si  el  respectivo 
ecto  no  hubiere  sido  discutido  durante  cinco  sesiones;  ni  se 
ara  respecto  de  la  lei  de  presupuestos,  si  no  se  hubiere  dado 
ta  a  la  Cámara  del  respectivo  proyecto  con  un  mes  de  anterio- 
1  a  la  fecha  en  que  esa  lei  haya  de  rejir,  o  si  no  se  hubiere  dis 
lo  en  quince  sesiones  a  lo  menos. 

t.  73.  La  discusión  de  un  proyecto  no  terminada  en  una  lejis- 
a,  podrá  continuarse  en  la  siguiente. 

t.  74.  Ningún  proyecto  una  vez  sometido  a  la  Cámara  podrá 
etirado  sin  su  permiso. 

t.  75,  Aprobado  o  desechado  un  proyecto  de  lei  o  un  articulo, 
odrá  abrirse  discusión  sobre  él. 

t.  76.  Ningún  acuerdo  de  la  Cámara  se  comunicará  al  Presí- 
i  de  la  República  o  al  Senado,  sino  después  de  aprobada  el 
de  la  sesión  en  que  se  celebró,  salvo  el  caso  en  que  la  Cámara 
inga  lo  contrario. 

1.  77.  El  proyecto  de  lei  o  de  acuerdo  que  ha  tenido  su  on'jen 
Cámara  de  Diputados,  pasará  al  Senado  con  los  documentos 
:cedentes  que  hayan  obrado  en  la  discusión;  i  devuelto  que 
esta  Cámara,  aprcbado  en  su  ultimo  trámite,  será  comunica- 
Presidente  de  la  República,  quedando   archivados  los  oriji- 

t.  84.  Todo  proyecto  de  lei  o  decreto  que  se  sometiere  a  la 
ira,  deberá  presentarse  por  escrito  en  los  mismos  términos  en 
e  quiere  sea  aprobado  por  ella. 

t.  85.  Si  el  proyecto  contuviere  varias  disposiciones,  se  re- 
rá  de  manera  que  cada  disposición  esté  consignada  en  artícu- 
jarado. 

:.  86.  Loa  artlculoí  deberán  contener  en  términos  precisos  el 
ato,  prohibición  o  regla  que  se  va  a  erijir  en  lei,  sin  mezclar- 
razones  o  motivos  en  que  se  funde, 

.  87.  De  los  diversos  asuntos  pendientes  en  la  Cámara,  deben 
lestos  en  discusión  los  que  estén  designados  en  la   orden  del 
ira  tratarse  en  sesión  determinada,  prefiriendo  unos  a  otros 
orden  en  que  hayan  sido  anunciados, 
a  alterar  esta  regla  será  preciso  nn  especial  acuerdo  de  la 
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Art.  88.  Cuando  la  Comisión  informante  haya  refundido  un 
proyecto  en  otro  redactado  por  ella,  se  adoptará  éste  para  la  dis- 
cusión particular;  i  las  disposiciones  del  proyecto  referido  se  ten- 
drán por  indicaciones  hechas  al  que  se  prefiriese. 

Art.  89.  Sometido  un  proyecto  o  proposición  a  la  Cámara^  se 
guardará  rigorosamente  la  unidad  del  debate,  i  no  podrán  admitir- 
se indicaciones  sino  para  los  objetos  siguientes: 

i.*"  Para  suspender  la  sesión  o  reclamar  cualquiera  otra  provi- 
dencia de  orden; 

2.°  Para  diferir  la  discusión  indefinida  o  temporalmente; 

3.°  Para  proponer  una  cuestión  previa; 

4.°  Para  pasar  el  asunto  de  nuevo  a  Comisión; 

5.°  Para  dividir  un  artículo  complejo,  o  para  hacer  en  él  adicio- 
nes, supresiones  o  enmiendas. 

Art.  90.  Las  indicaciones  contenidas  en  los  cuatro  primeros  nú- 
meros del  artículo  precedente,  así  como  todo  incidente  estraño  a 
la  orden  del  dia,  se  discutirán  conjuntamente  dentro  de  la  primera 
mitad  de  la  sesión,  contada  desde  que  ella  se  abra.  Trascurrido 
este  tiempo,  se  cerrará  el  debate,  cualquiera  que  sea  su  estado,  i 
se  votarán  todas  las  indicaciones,  salvo  las  que  hayan  quedado  para 
segunda  discusión,  que  se  discutirán  i  votarán  durante  la  primera 
mitad  de  la  sesión  siguiente. 

Esta  regla  no  se  aplicará  a  las  interpelaciones. 

Cuando  las  indicaciones  que  queden  para  segunda  discusión  sean 
para  pedir  sesiones  para  la  discusión  de  proyectos  determinados, 
o  sesiones  permanentes,  o  tengan  por  objeto  modificar  las  horas 
acordadas,  se  tratarán  en  la  orden  del  dia,  empezando  en  la  misma 
sesión. 

Las  indicaciones  que  espresa  el  núm.  5.®  del  artículo  precedente 
i  las  previas  o  de  orden,  se  discutirán  conjuntamente,  salvo  que  su 
complicación  aconseje  proceder  por  partes. 

Trascurrida  la  primera  mitad  de  la  sesión,  no  se  admitirá  indi- 
cación ni  discusión  alguna  estrafias  a  la  orden  del  dia. 

Art.  91.  En  el  caso  a  que  se  refiere  la  parte  final  del  inciso  pe- 
núltimo del  artículo  anterior,  toca  al  Presidente  resolver  sobre  el 
particular,  designando  el  orden  en  que  deben  considerarse  las  di- 
versas indicaciones. 

Art.  92.  Toda  enmienda  o  sub-enmienda  se  presentará  escrita 
por  su  autor  o  se  formulará  por  el  Secretario. 

Art.  93.  Si  por  las  dificultades  que  ofrezca  la  materia  o  la  re- 
dacción del  proyecto  llegare  a  hacers^s  embará¿bsa  la  d¡5cti3¡oi«i,  la 
Cámara  podrá  tesólverse  en  Comisión   lé'íleráí;  i;  éri  tal  e's^dói 
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Sn  las  formalidades  prevenidas  para  las  discusiones  por  este 
,  qnedando  la  Cámara  bajo  las  prescripciones  de  la  pruden- 
del  buen  sentido  de  sus  miembros. 

.  94.  El  Presidente,  siempre  lo  que  lo  crea  conveniente, 
rá  a  constituir  la  Cámara  en  sesión  para  aprobar  o  reprobar 
)yecto. 

.  95.  También  puede  la  Cámara  remitir  de  nuevo  el  proyecto 
nision  para  que  se  redacte  con  arreglo  a  las  indicaciones  que 
I  prevalecido  en  la  Sala. 

.  ^6.  Estando  pendiente  la  aprobación  de  un  artículo,  puede, 
stante,  pasarse  a  otro  que  no  tenga  relación  con  él. 
.  97.  Los  Diputados  que  quieran  tomar  parte  en  la  discusión 
án  pedir  la  palabra  al  Presidente,  i  no  podrán  hacer  uso  de 
liéntras  no  se  les  haya  concedido.  Terminarán  SU  discurso 
I  fórmula:  He  dicho. 

.  98.  Cuando  algún  Diputado  hubiere  de  combatir  un  pro 
en  sus  bases  fundamentales  o  en  alguna  de  sus  disposiciones 
pales,  deberá  inscribir  su  nombre  en  un  rejistro  que  con  este 
)  se  llevará  en  la  Secretaría,  a  lo  mas  tarde,  en  la  sesión  pre- 
te  a  aquella  en  que  el  asunto  debe  discutirse, 
dispuesto  en  este  articulo  no  quita  a  los  Diputados  la  libertad 
enen  de  discutir  u  oponerse,  en  el  acto  mismo  de  íadiscu- 
a  cualquier  proyecto  de  que  la  Cámara  se  ocupare. 
.  99.  Ningún  Diputado  podrá  hablar  mas  de  dos  veces  sobre 
5mo  proyecto  o  artículo  de  proyecto  en  cada  una  de  las  (lis- 
ies a  que  se  someta.  Pero  le  será  permitido  rectificar  hechos 
ectos,  o  proponer  una  enmienda  o  sub-enmienda  al  articulo 
cusion- 

.  luo.  El  autor  del  proyecto,  o  la  persona  encargada  de  sos- 
0,  podra  tomar  la  palabra  por  tercera  vez.* 


CAPITULO  LIV 

D<*    la    «Itsoiislor»  joJior-al 

examen  de   todo  proyecto  o  proposiciou  de  lei  se 
;n  ambas  Cámaras  por  una  discusión  de  conjunto, 
in  tratadista  francés.    En  la   Cámara  de  Diputados  ' 
ítaídn  jenerai  no  puede  tener  lugar  sino  24  horas 


y 
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después  de  la  distribución  del  informe,  escepto  en  los 
casos  de  urjeucia.  En  el  Senado,  no  hai  escepcion  ni 
para  los  casos  de  urjencia;  la  única  es  la  declaración  de 
inmediata  discusión.  La  inserción  del  informe  en  el  Dia- 
rio Oficial  reemplaza  a  la  distribución. 

Para  los  proyectos  sometidos  a  dos  discusiones,  el 
Reglamento  no  prevée  la  discusión  jeneral  sino  al  fin 
déla  primera.  Pero  resulta  de  muchos  precedentes  que 
la  discusión  jeneral  puede  quedar  reservada  para  la  se» 
gunda  discusión. 'La  reserva  puede  ser  espresa  o  tácita, 
i  basta  que  la  primera  discusión  haya  tenido  lugar  sin 
debate  para  que  el  derecho  de  abrir  una  discusión  jene- 
ral en  la  segunda  lectura  se  considere  como  reservada. 
Cuando  la  Cámara  pronuncia  la  reserva  de  la  discusión 
jeneral,  esto  equivale  en  realidad  a  la  supresión  de  la 
primera  lectura.  Por  consiguiente,  para  que  pueda  orde- 
narse la  reserva,  es  menester  que  haya  acuerdo;  cuando 
algunos  miembros  protestan  i  piden  que  la  primera  dis- 
cusión sea  completa  i  no  se  limite  a  una  simple  forma- 
lidad de  inscripción,  no  hai  lugai*  a^poner  en  votación  la 
reserva  de  la  discusión  jeneral. 

Ciertamente  se  abusaria  comenzando  la  discusión  je- 
neral, cuando  ya  ha  tenido  lugar  la  primera,  pero  si,  en 
el  intervalo  de  las  dos,  sucede  que  un  proyecto  sea  mo- 
dificado por  la  Comisión,  es  mui  lejitimo  abrir  una  dis- 
cusión jeneral  al  principio  de  la  segunda  discusión.  Así, 
el  8  de  Noviembre  de  1875,  la  segunda  discusión  de  la 
lei  electoral  fué  precedida  de  una  discusión  jeneral,  a 
pesar  de  que  ya  una  discusión  jeneral  habia  tenido  lugar 
durante  la  primera;  pero  en  el  intervalo  de  la  primera  a 
la  segunda  el  proyecto  habia  sido  enviado  a  una  nueva 
Comisión,  la  cual  habia  modificado  notablemente  el  tex- 
to.— Así  también  la  segunda  discusión  del  proyecto  de 
lei  sobre  la  dinamita  se  abrió  el  14  de  Noviembre  de 
1873,  i  en  la  misma  sesión  se  determinó  su  aplazamiento. 
El  14  de  Diciembre  siguiente  se  presentó  por  eí  Gobier- 
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no  un  nuevo  proyecto;  i  e)  4  de  Febrero  de  1875,  a  con- 
secuencia de  la  segunda  discusión,  el  Presidente  Baffet 
se  espresaba  en  los  términos  siguientes: 

«En  la  segunda  discusión  de  un  proyecto  de  lei  se  pasa 
inmediatamente  a  la  discusión  de  los  artículos  i  modifi- 
caciones que  se  relacionan  con  él.  Pero,  como  en  el  in- 
tervalo entre  la  primera  i  la  segunda  discusión  de  la  lei 
actual,  el  Gobierno  ha  presentado  un  nuevo  proyecto, 
me  ha  parecido  natural  dejar  comprometerse  una  discu- 
sión jeneral  en  la  segunda  discusión.» 


Cuando  un  proyecto  de  lei  ha  pasado  por  una  primera 
discusión,  i  al  abrirse  la  segunda  se  le  declara  de  urjen- 
cia,  ^.se  debe  considerar  la  primera  discusión  como  je- 
neral, o  se  puede  autorizar  una  nueva  discusión  jeneral? 
Esta  cuestión  ha  sido  resuelta  en  contra  de  la  discusión 
jeneral,  en  la  sesión  de  Julio  5  de  1875.  Pero  la  i'egla 
que  fluye  de  ese  precedente  no  puede  considerarse  como 
absoluta;  en  efecto,  la  costumbre  que  ha  permitido  abrir 
una  discusión  jeneral  en  la  segunda  discusión  puede 
estenderse  al  caso  en  que  esta  discusión  se  encuentra 
transformada  por  la  declaración  de  urjencia  en  discusión 
única.  Es  de  principio  en  efecto  que,  una  vez  cerrada  la 
discusión  jeneral,  no  puede  volverse  a  abrir  en  momento 
alguno  del  debate.  Sin  embargo,  cuando  la  discusión  de 
los  artículos  ha  sido  interrumpida  a  consecuencia  de  un 
nuevo  envío  por  causa  de  una  enmienda  a  la  Comisión, 
i  ha  intervenido  un  nuevo  informe  de  ésta,  puede  tener 
lugar  a  consecuencia  del  debate  una  discusión  jeneral 
sóbrelas  conclusiones  del  segundo  informe.  Por  razo- 
nes del  mismo  carácter,  cuando  una  lei  de  finanzas  com- 
prende diversos  impuestos,  sin  analojia  entre  ellos,  cada 
uno  de  los  artículos  que  establecen  esos  impuestos  puede 
ser  precedido  de  una  discusión  jeneral. 

Antes  del  voto  definitivo  de  un  proyecto,  todo  miem- 
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bro  tiene  el  derecho  de  hacer  observaciones  jenerales 
para  su  adopción  o  su  rechazo.  Esta  disposición  se  apli- 
ca tanto  al  fin  de  la  deliberación  única,  como  al  fin  de 
la  segunda  discusión.  Pero,  las  consideraciones  jenera- 
les presentadas  por  o  contra  la  aprobación  no  deben 
ser  una  refutación  de  los  discursos  anteriormente  presen- 
tados; de  otra  manera  el  debate  no  concluiría  jamas. 

Por  tolerancia,  los  presidentes  han  autorizado  algunas 
veces  a  un  miembro  a  presentar  consideraciones  jenera- 
les en  el  momento  de  votar  sobre  la  segunda  discusión; 
pero  el  derecho  de  tomar  así  la  palabra  no  está  consa- 
grada por  el  Reglamento  sino  en  el  momento  del  voto 
sobre  el  conjunto.  Por  consiguiente,  no  puede  dejarse 
para  el  dia  siguiente  el  voto,  para  oir  al  miembro  que 
ha  pedido  la  palabra  antes  de  pasar  a  la  segunda  discu- 
sión; pronunciar  la  postergación  seria  suponer  que  las 
observaciones  fueran  mui  estensas,  lo  que  es  menos  per- 
mitido al  fin  de  la  primera  lectura.  En  semejantes  casos 
el  orador  debe  ser  breve,  esplicarse  sumariamente,  i 
abstenerse  de  entrar  en  el  curso  de  la  discusión  jeneraU 


CAPITULO  LV 
l>e   la  dlsoiisloii  pai*i  loiilai^ 

En  la  Cámara  de  Diputados  de  Chile  (art.  64)  la  se- 
gunda discusión,  \\£(m£iáa  discusión  particular  yWeviQ  por 
objeto  examinar  el  proyecto  en  sus  detalles  i  aprobar, 
modificar  o  reprobar  cada  uno  de  sus  artículos. 

Las  reglas  para  esta  discusión  son  las  que  constan  de 
los  artículos  siguientes: 

»  «Art.  65.  Si  no  se  hiciere  oposición,  ni  se  propusiere  modifica- 
ción alguna,  el  artículo  sometido  a  examen  se  pondrá  desde  luego 
en  votación. 


1^3  DERECHO   PARLANeWTAlIO    CBILEHO 

Art,  66.  Habiendo  oposición  o  modiricaciones  propuestas,  que- 
dará para,  segunda  discusión  en  la  sesión  inmediata.» 

Habiéndose  pedido  en  sesión  de  b  de  Enero -de  1888 
segunda  discusión  para  una  modificacioíi  introducida 
r  el  Senado  en  un  proyecto  acordado  por  la  Cámara 
Diputados,  se  formuló  la  siguiente  proposición: 
(Tratándose  de  proyectos  que  la  Cámara  revisora  de- 
slve  modificados  ¿basta  que  un  solo  Diputado  pida 
¡unda  discusión  de  las  modificaciones  para  que  ella 
iga  lugarr* 

Puesta   en   votación    esta   proposición,  resultaron  14 
tos  por  la  afiimativa  i  22  por  la  negativa. 
ademas  existen  las  disposiciones  siguientes: 

.\rt.  6-j.  Siempre  que  un  proyecto  o  artículo  sea  puesto  en  dis- 
ioi,  no  se  entenderá  terminada  éí.ta  sino  cuando  todos  los  Di- 
ados que  quieran  lomar  la  palabra  hnyan  hablado  tas  veces  que 
mile  efts  Reglamento. 

iri.  68.  Aiitcí  de  dar  una  discusión  por  concluida,  debe  el  Pre- 
3nt;  invitar  por  dos  veces  a  los  Diputados  para  que  hagan  uso 
[a  palabra,  i  si  ninguno  respondiere  a  su  invitación,  declarará  la 
:usÍO)i  por  concluida  para  proceder  al  trámite  que  corresponda, 
irt.  69.  Terminada  la  segunda  discusión,  el  artículo  se  pondr;i 
votación. 

irt.  70.  No  se  dará  tercera  discusión  particular  sino  cuando  la 
nara  lo  acuerde  por  mayoría. 

krt.  7Í.  Cuando  el  proyecto  de  ll^i  o  decreto  conste  de  un  solo 
culo,  podrá  omitirse  el  trámite  de  discusión  particular,  si  la 
nara  io  acordare  a^í  por  unanimidad  de  votoj,» 


El  Reglamento  del  Semido  contiene  análogas  disposi- 
ines. 

Hé  aquí  cuales  son  éstas: 

Art.  79.  Todo  proyecto  de  lei  o  de  acuerdo  se  presentará  bajo 

brma  de  lei  o  de  acuerdo. 

irl    80.  Podrá  preceder  al  proyecto  de  lei  o  de   acuerdo  un 
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preámbulo  en  que  se  espongan  la»  razones  en  que  lo  funda  su 
autor. 

Art.  81.  Todo  proyecto  de  lei  se  leerá  dos  veces  en  la  Sala  an- 
tes de  someterse  a  discusión. 

Art  82  Antes  o  después  de  la  primera  lectura^  el  autor  del  pro- 
yecto o  el  Diputado  o  Ministro  del  Despacho  encargado  de  soste- 
nerlo, dará  a  la  Sala  las  esplicaciones  que  juzgare  oportunas. 

Art.  83.  Hecha  la  primera  lectura,  se  pondrá  el  proyecto  en  ta- 
bla para  la  segunda,  que  no  tendrá  lugar  sino  en  otra  sesión.  La 
Cámara,  después  de  la  primera  lectura,  podrá  ordenar  la  impresión 
del  proyecto  con  el  preámbulo,  o  del  proyecto  solo. 

Art.  84.  Hecha  la  segunda  lectura,  (que  podrá  omitirse,  cuando 
se  haya  verificado  la  impresión  del  proyecto),  preguntará  el  Presi- 
dente a  la  Cámara  si  el  proyecto  se  admite  o  nó  a  discusión;  i  bas- 
tarán cuatro  votos  para  que  prevalezca  la  afirmativa.  Los  proyectos 
de  lei  que  hubieren  sido  iniciados  en  el  Supremo  Gobierno  o  en  la 
Cámara  de  Diputados,  serán  admitidos  a  discusión  sin  que  preceda 
este  trámite. 

Art.  85.  Admitido  el  proyecto  a  discusión,  se  procederá  en  el 
mismo  acto  a  discutirlo,  i  se  aprobará  o  desechará  en  jeneral. 

Art.  S6.  Admitido  el  proyecto  en  jeneral,  se  pondrá  en  tabla 
para  la  discusión  por  menor,  a  menos  que  a  propuesta  de  algún 
miembro,  i  con  acuerdo  de  la  Sala,  haya  de  pasara  Comisión. 

Art  87.  Kn  la  discusión  por  menor,  que  tendrá  lugar  en  distinta 
sesión,  se  deliberará  sobre  cada  una  de  las  cláusulas  separadamen- 
te, después  de  oido  el  informe  de  la  comisión,  si  lo  hubiere. 

Art.  88.  Admitido  o  enmendado  el  proyecto  en  la  discusión  por 
menor,  i  no  habiendo  quien  tome  la  palabra,  se  preguntará  por  el 
Presidente  en  el  mismo  acto  a  la  Cámara,  si  el  proyecto  es  o  nó 
admitido  definitivamente  bajo  su  forma  actual.  En  caso  de  afirma- 
tiva, se  le  dará  el  curso  constitucional  que  corresponda;  i  en  caso 
de  negativa  se  pondrá  el  proyecto  en  tabla  para  segunda  discusión 
por  menor.  Reiterándose  la  negativa  después  de  la  segunda  discu- 
sión por  menor,  se  tendrá  por  desechado  el  proyecto. 

Art.  89.  Bastarán  dos  discusiones  sobre  cada  proyecto,  una  je- 
neral i  otra  por  menor;  i  sobre  ninguno  podrá  haber  mas  de  tres 
discusiones,  una  jeneral  i  dos  por  menor. 

Art.  90.  Una  sola  discusión  podrá  continuarse  en  diferentes  se- 
siones. 

Pero  la  discusión  de  la  lei  que  autoriza  el  cobro  de  las  contribu- 
ciones, de  la  que  fija  la  fuerza  de  mar  i  tierra  i  de  la  que  autoriza 
su  permanencia  dentro  del  lugar  de  las  sesiones  del  Congreso, 
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lará  cerrada,  a  lo  menos,  diez  dJas  antes  de  aquel  en  que  esas 

5  hayan  de  comenzar  a  rejir,  salvo  que  la    Cámara,   en    sesión 

rior,  acuerde  continuar  o  aplazar  la  discusión. 

lando  los  proyectos  indicados  hubieren   tenido  oríjen  en  la 

ara  de  Diputados,  el  Senado  no  será  obligado,  en  ningún  caso, 

anunciarse  sobre  ellos  sino  ocho  dias  después  de  haberlos  re- 

lo. 

.  leí  de  contribuciones,  una  vez  llegada  al  Senado,  será  puesta 

rimer  lugar  en  la  tabla,  con  preferencia  a  cualquier  otro   pro- 

0. 

i  cuanto  al  proyecto  de  lei  de  presupuestos,  si  éste  hubiese 

presentado  al  Senado  antes  del  i^  de  Junto,   i  hubiese  estado 

ibla  a  lo  menos  durante  treinta  dias,  o  discutido  en  quince 

mes  a  lo  menos,  i  ademas  convocado  el  Congreso  a  funcionar 

isiones  estraordinarias  antes  del  1 5  de  Octubre,  el  debate  sobre 

ledará  cerrado  el  15  de  Noviembre,   salvo  que  haya  acuerdo 

rario  celebrado  en  sesión  anterior. 

■ro  si  este  proyecto  hubiese  tenido  oríjen  en  la  Cámara  de  Di- 

ios,  el  Senado  deberá  pronunciarse  sobre  éi,   a  mas  tardar, 

la  dias  después  de  haberlo  recibido,  debiendo  ponerse  en  tabla 

preferencia. 

t,  91.  Las  diferentes  lecturas  i  discusiones  de  un  mismo  pro- 

)  podrán  tener  lugar  en  una  sola  sesión,  cuando  la  Cámara  asf 

ordare,  atendida  la  urjencia  del  asunto. 

t,  99.  La  discusión  de  un  proyecto  no  terminada  en  una  lejis- 

a,  podrá  continuar  en  la  siguiente.» 

hora  conviene  hacer  el  examen  de  las  lejislaturas 
injeras. 

n  Francia,  la  discusión  jeneral  de  un  proyecto  en  la 
lara  de  Diputados  es  seguida  inmediatamente  del 
)  a  la  discusión  particular;  esta  consulta  es  obliga- 
i  en  la  primera  deliberación  como  en  caso  de  discu- 

única,  con  o  sin  urjencia.  lilla  no  tiene  lugar  en  la 
inda  deliberación;  aun  cuando  la  discusión  jeneral 
viera  reservada  para  esa  segunda  deliberación, 
1  Senado  pasa  de  pleno  derecho   a  la  discusión  par- 
ar, pero  d'jbe  ser  consultado  en  los  casos  de  discu- 

única,  con  o  sin   urjencia. 
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Resulta  del  procedimiento  seguido  por  la  Cámara  de 
Diputados  en  la  sesión  de  Noviembre  7  de  1892  que,  si 
la  Comisión  de  presupuestos  propone  examinar  aparte 
diversos  artículos  de  la  lei  de  finanzas  que  tratan  de 
una  cuestión  especial,  como  la  reforma  del  impuesto 
sobre  las  bebidas,  hai  lugar  a  someter  a  la  formalidad 
de  un  voto  sobre  el  paso  a  la  discusión  particular,  esa 
parte  de  la  lei  de  finanzas. 

No  se  concede  la  palabra  sobre  el  paso  a  la  discusión 
particular,  por  la  razón  que,  la  discusión  jeneral,  trata 
precisamente  de  saber  si  la  Cámara  pasará  a  ella.  Acor- 
dar la  palabra  seria  abrir  de  nuevo  el  debate. 


Cuando  la  Cámara  ha  ordenado  la  urjencia  i  la  discu- 
sión inmediata  de  cuatro  proposiciones  que  tienen  el 
mismo  objeto,  la  amnistía,  por  ejemplo,  pero  redactadas 
en  -términos  diferentes,  el  Presidente  debe  hacer  votar 
en  conjunto  el  paso  a  la  discusión  particular  de  las  cua- 
tro proposiciones;  de  otro  modo  una  de  ellas  podria  en- 
contrarse separada  sin  haber  sido  examinada  en  sus  deta- 
lles. 

Este  caso  es  bien  distinto  de  aquel  en  que  diversas 
proposiciones,  que  tienen  el  mismo  objeto,  han  sido  exa- 
minadas por  una  sola  Comisión,  puesto  que  no  hai  en  la 
especie  conclusiones  que  puedan  formar  el  fondo  del 
debate. 

La  negativa  hecha  por  la  Asamblea  para  pasar  a  la 
discusión  particular,  envuelve  el  rechazo  definitivo  del 
proyecto;  después  de  ese  rechazo  todas  las  enmiendas 
que  se  relacionan  coa  el  proyecto  caen  con  el  proyecto 
mismo,  no  hai  lugar  para  ninguna  cuestión  subsidiaria, 
i  nadie  puede  tomar  la  palabra  sino  para  hacer  nuevas 
proposiciones.  Ninguna  enmienda,  aunque  tuviera  el 
carácter  de  contra-proyecto,  puede  ser  enviada  a  Comi- 
sión antes  de  votar  la  discusión  particular. 
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En  los  demás  Parlamentos,  los  procedimientos  sobre 
este  punto,  son  mas  o  menos  semejantes. 


CAPITULO   LVI 
Discxxsloix  do  los  ai^fíctilos  1  eiinileñdas 

Cuando  la  Asamblea,  dice  el  tratadista  francés,  ha  or- 
denado la  discusión  particular,  se  procede  a  la  discusión 
de  los  artículos  í  enmiendas  que  a  él  se  ligan.  En  cuanto 
a  tos  proyectos  sometidos  a  dos  discusiones,  ésta  tiene 
lugar  dos  veces;  para  los  proyectos  dispensados  de  dos 
lecturas  una  sola  vez. 

La  deliberación  se  abre  sobre  cada  articulo  después  de 
la  lectura  dada  por  el  Presidente;  no  podria  comenzar 
antes  bajo  pena  de  confusión;  es  necesario  que  el  Presi- 
dente, único  director  del  debate,  advierta  a  la  Cámara  el 
punto  preciso  sobre  que  van  a  rodar  los  discursos  i  los 
votos. 

En  la  segunda  deliberaciones  permitido  al  Presidente 
no  leer,  i  no  poner  en  votación  los  artículos  que  no  han 
sido  modificados  por  la  Comisión  que  no  han  sido  dis- 
;utidos,  i  sobre  los  que  no  hai  enmiendas;  pero,  desde 
que  un  articulo  ha  sido  combatido,  debe  ser  sometido 
2I  voto  de  la  Cámara  aun  cuando  no  se  hubiera  pro- 
puesto enmienda  alguna  a  su  texto.  El  Presidente  ti'jne 
iambien  el  derecho  de  no  dar  lectura  en  un  proyecto'  ya 
votado  por  ¡a  Cámara  i  modificado  por  el  Senado,  a  aq¡ue- 
llos  artículos  que  no  han  sido  modificados  por  el  Sen-ado 
.  respecto  de  los  cuales  no  hai  dificultad  alguna;  pero 
para  que  no  pueda  haber  en  adelante  dificultad  alguna 
íobre  la  concordancia  de  los  testos,  el  Secretario  Jene- 
:al  de  la  presidencia  hace  insertar  en  el  Boletín,  todos 
os  artículos,  aun  aquellos  que  no  han  sido  leidos. 
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El  Presidente  hace  seguiir  la  lectura  de  cada  artículo 
de  la  enmienda  que  va  a  ponerse  en  discusión;  tiene 
el  derecho  de  hacer  leer  en  í  eguida  las  otras  enmiendas, 
si  lo  cree  útil  a  la  claridad  del  debate;  es  de  costumbre 
proceder  así^  cuando  se  picle  por  un  gran  número  de 
miembros;  pero  el  íjmor  prc>pio  de  algunos  autoi'es  no 
bastaría  para  obligar  al  Presi^  lente  a  una  lectura  que  es 
siempre  fatigosa  i  que  hace  pt^rder  tiempo. 

Cuando  coexisten  a  la  vez  s<  )bre  un  articulo  muchas 
enmiendas  e  inscripciones,  se  ¿ha  planteado  la  cuestión 
de  saber  si  los  oradores  inscritos  para  hablar  sobre  el 
artículo  deben  ser  oidos  antes  que  los  autores  de  en- 
miendas. Esta  cuestión  que  no  ha  sido  resuelta  jamas  de 
derecho,  ha  sido  solucionada  en  el  hecho  de  diversas 
formas;  unas  veces  los  oradores  ins  critos,  otras  los  auto- 
res de  enmiendas  han  tenido  la  prioridad  de  la  palabra. 
Es  al  Presidente  a  quien  incumbe  aplicar  el  método  que 
le  parezca  mejor  para  apresur  ar  los  ti  abajos  de  la  Cáma- 
ra, sin  menoscabar  los  dereclios  de  nadie. 

En  principio,  parecería  que  la  prioridad  déla  palabra 
debería  corresponder  a  los  oradores  inscritos:  sin  em- 
bargo, los  autores  de  enmiendas  son  los  que  la  han  ob- 
tenido; se  necesita  que  las  enni.iendas  sean  desarrolladas 
i  examinadas  antes  de  ser  puesteas  a  votación. 

El  rechazo  del  primer  artículo  de  un  proyecto  puede 
arrastrar  el  rechazrj  del  proyecto  primitivo  i  de  todas 
las  enmiendas,  si  e.l  artículo  rechazado  contiene  un  prin- 
cipio común  a  todas  las  proposicioav'is  de  que  la  Cámara 
conoce.  En  tal  cr^so,  el  Presidente  declara  que  no  hai 
materia  de  discr  ,sion  i  pasa  a  la  orden  ^el  dia. 


Con  mayor  razón,  el  rechazo  del  primer  artículo  de 
un  proyecto  p-  aede  producir  para  la  Cámara  la  necesidad 
de  detener  sv  t  discusión  si  los  artícxüos  subsiguientes  no 
tienen  sentií^  io  sino  por  la  adopción  del  principiio   que 
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ba  de  sei-  rechazado;  pero  mientras  el  Presidente  no 
'■a  declarado  que  pasa  a  la  orden  del  dia  queda-el  de- 
bo abierto  para  la  Comisión,  para  el  Gobierno,  i  para 
o  miembro  de  reproducir  el  principio  rechazado,  bajo 
a  forma  i  con  otras  consecuencias.  Es  un  derecho  de 
!  no  se  puede  usar  sino  c  on  una  estrema  reserva,  por- 
¡,  en  el  mayor  número  de  los  casos,  el  rechazo  del 
icipio  indica  claramente  que  la  mayoría  rechaza  la 
propuesta;  forzándole  la  mano  i  obteniendo  nuevos 
03  se  arriesga  el  provocar  inútilmente  mucha  e  inú- 
ajitacion. 


¡1  Senado  i  laCáma/.a  no  deliberan  sobre  enmienda  al- 
ia que  no  se  halle  a'poyada.  La  firma  de  muchos  miem- 
os puesta  al  pié  de  una  enmienda  no  "basta  siempre  para 
isiderarla  como  a  poyada;  si  en  el  momento  en  que  el 
isideníe  la  llama  a  discusión,  ninguno  de  los  firman- 
se  presenta  a  defenderla,  la  Cámara  tiene  el  derecho 
pasar  adelante,  i  considerarla  como  abandonada. 


Jna  enmienda  puede  í;er  presentada  i  defendida  en 
nbre  de  un  miembro  ausente,  aun  cuando  el  que  la 
arrolle  no  la  haya  firroado. 


)i  sucede  que  u'aa  enmienda  se  encuentra  redactada 
manera  que  no  pueda  intercalarse  en  el  texto  de  la 
si  contiene,  por  ejemplo,  cálculos  que  el  autor  no 
tenido  tiempo  de  hacer  en  la  sesión,  el  Presidente  se 
tiene  de  ponerla  a  votación  de  una  ma.nera  definitiva, 
.  somete  de  oficio,  a  que  se  tome  de  nuevo  en  consi- 
acion. 
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En  el  Senado,  como  en  la  Cámara  de  Diputados,  to- 
das las  enmiendas  presentadas  en  el  curso  de  la  primera 
discusión^  son  discutidas  libremente,  siempre  que  lle- 
guen antes  de  votarse  el  articulo  al  que  se  refieren.  Aun- 
que la  formalidad  de  la  discusión  no  sea  obligatoria  sino 
en  la  segunda  discusión,  se  tiene  el  derecho  de  pedir  a  la 
Cámara  emita  sobre  una  enmienda  un  voto  prejudicial 
estableciendo  simplemente  su  juicio  sobre  si  se  debe  to- 
mar en  consideración  o  debe  ser  enviada  a  Comisión. 


Cuando  la  Cámara  llega  a  la  deliberación  definitiva  de 
una  lei  i  no  queda  recurso  alguno  contra  los  errores  o 
los  estravíos,  deben  tomarse  ciertas  precauciones  contra 
las  meras  enmiendas. 

Con  el  sistema  de  enmiendas,  improvisadas  mui  lije- 
ramente,  la  organización  entera  del  Estado  podria  que- 
dar entregada  al  azar;  i  esta  es  la  razón  por  la  cual  los 
reglamentos  de  ambas  Cámaras  han  establecido  un  pro- 
cedimiento especial,  a  partir  del  momento  en  que  el  voto 
o  dado  sobre  cada  artículo,  debe  quedar  definitivo. 

El  art.  68  del  Reglamento  del  Senado,  i  el  53  del  de  la 
Cámara  de  Diputados  deciden  que  las  nuevas  enmiendas, 
presentadas  después  de  la  clausura  de  la  primera  discu^ 
sion,  deben  ser  comunicadas  a  la  Comisión,  impresas, 
distribuidas,  e)i  el  mis/no  dia^  por  lo  inénos^  antes  de 
abrirse  la  segunda,  bajo  pena  de  no  poder  ser  exami- 
nadas inmediatamente  en  el  fondo.  La  jurisprudencia 
en  materia  de  distribución  de  enmiendas  no  es  mui 
rigurosa;  basta  que  una  enmienda  sea  distribuida,  por 
la  mañana  del  dia  en  que  comienza  la  discusión  defini- 
tiva, para  que]  esta  enmienda  quede  exenta  de  la  for- 
malidad de  ser  tomada  en  consideración,  i  aun  muchas 
veces  basta  que  sea  entregada  al  Presidente,  antes  de  la 
apertura  de  la  discusión. 
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En  las  dos  Cámaras,  las  enmiendas  presentadas  en  el 
curso  de  la  segunda  discusión,  están  sometidas  a  la  fórmula 
de  ser  tomadas  en  consideración.  Lo  que  los  reglamentos 
han  querido  evitar,  son  las  enmiendas  ignoradas  de  la 
Comisión,  que  se  imponen  tanto  mas  fácilmente  cuanto 
que  una  simple  lectura  no  permite  juzgar  sus  consecuen- 
cias. Cuando  una  Comisión  declara  que  ^ha  tenido  tiempo 
de  examinar»  una  enmienda  que  no  habia  sido  presenta- 
da en  el  debate,  la  formalidad  de  ser  tomada  en  consi- 
deración no  es  ya  indispensable.  Es  entendido  que  cuando 
la  Comisión  competente  dice  que  ella  ha  deliberado  so- 
bre una  enmienda,  i  la  ha  tomado  en  consideración;  cuan- 
do declara  que  adopta  tal  enmienda,  o  que  la  hace  suya,  la 
formalidad  reglamentaria  desaparece,  i  la  Cámara  vota 
sobre  el  fondo  del  asunto.  Con  mayor  razón  la  Cámara 
debe  votar  sobre  el  fondo,  cuando  el  Gobierno  i  la  Co- 
misión, de  común  acuerdo,  adoptan  esa  enmienda,  so- 
metida a  ser  tomada  en  consideración. 

Las  enmiendas  retiradas  en  el  curso  de  la  primera  dis- 
cusión, i  reproducidas  en  el  curso  de  Li  segunda,  no  que- 
dan obligadas  al  trámile  de  ser  tomadas  de  nuevo  en 
consideración,  ni  podrían  serconsideradas  como  nuevas 
enmiendas;  la  Asamblea  tiene  el  derecho  de  entregarlas 
inmediatamente  al  debate  i  juzgarlas  en  el  fondo. 

Esta  regla  es  aplicable  tanto  a  las  enmiendas  indivi- 
duales como  alas  de  la  Comisión;  es  decir  que  un  artículo 
sobre  el  cual  una  Comisión  ha  sido  derrotada  en  la  pri- 
mera discusión,  puede  ser  reproducido  por  un  miembro 
en  el  curso  de  la  segunda  sin  estar  sometido  a  formali- 
dades perjudiciales,  pues  que  es  ya  suficientemente  co- 
nocido de  la  Asamblea. 

La  enmienda  presentada  en  el  curso  del  debate,  pero 
reproduciendo  una  proposición  anteriormente  enviada  a 
Comisión,  sobre  cuyo  informe  delibera  la  Cámara,  no 
está  tampoco  sometida  al  trámite  de  ser  tomada  en  con- 
sideración. 
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Las  enmiendas  pueden  ser  modificadas  en  el  curso  del 
debate,  sin  ser  por  eso  consideradas  como  nuevas  en- 
miendas. Para  que  una  enmienda  nueva  necesite  some- 
terse al  trámite  de  ser  tomada  en  consideración,  es 
necesario  que  los  cambios  introducidos  en  ella  tengan 
una  importancia  real.  Cuando  la  modificación  es  lijera, 
o  solamente  tiene  por  objeto  el  hacer  desaparecer  cual- 
quiera dificultad  surjidaen  el  debate,  la  enmienda  puede 
ser  votada  en  el  fondo,  lo  que  importa  es  que  el  fondo 
déla  enmienda  no  sea  alterado,  i  que  solo  la  redacción 
sea  la  cambiada. 

Las  sub-enmiendas  que  se  ligan  a  enmiendas,  presen- 
tadas en  los  plazos  correspondientes,  pero  que  han  sido 
presentadas  ellas  mismas  fuera  de  los  plazos,  están  so- 
metidas al  trámite  de  ser  tomadas  en  consideración 
cuando  modifican  notablemente  la  enmienda  primitiva; 
en  caso  contrario  pueden  ser  votadas  en  el  fondo. 


En  principio  las  enmiendas  que  tiendea  ala  supresión 
de  un  artículo  o  parte  de  un  artículo  no  son  puestas 
directamente  a  votación,  pero  si  ocurre  que  por  la  sin- 
ceridad del  debate,  el  Presidente  se  vea  obligado  a  hacer 
votar  una  solicitud  de  supresión,  la  formalidad  no  es 
absolutamente  obligatoria,  i  el  Presidente  es  libre  para 
recurrir  a  ella  según  la  naturaleza  i  la  importancia  déla 
cuestión. 

Una  enmienda  tomada  en  consideración  en  el  curso 
de  un  debate,  i  reproducida  en  el  curso  de  los  debates 
sobre  otra  lei,  debe  ser  sometida  al  trámite  de  ser  admi- 
tida a  discusión,  porque  es  reglamentariamente  descono- 
cida parala  Comisión,  con  cuyo  concurso  la  Cámara  va 
a  deliberar. 

Las  enmiendas  sometidas  al  trámite  de  ser  admitidas  a 
discusión,  no  pueden   ser  inmediatamente  objeto  de  un 
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debate  contradictorio;  desde  luego  deben  ser  motivadas 
sumariamente  en  la  tribuna;  el  artículo  6o  del  Reglamen- 
to del  Senado  decide  que  el  relator  informante  debe  ser 
oído  después  del  desarrollo  sumario.  El  artículo  55  del 
Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados  ordena  que  los 
miembros  de  la  Comisión  sean  los  únicos  que  pueden  res- 
ponder al  autor  de  la  enmienda.  Habiendo  decidido  el 
Reglamento  que  las  enmiendas  improvisadas  deben  ser 
desarrolladas  sumariamente^  corresponde  al  Presidente 
detener  al  orador  que  viola  el  Reglamento  abusando  del 
tiempo  de  la  Cámara. 


Los  autores  de  enmiendas  sometidas  al  trámite  de  ser 
admitidas  a  discusión  no  tienen  el  derecho  de  replicar, 
porque  entonces  la  Asamblea  tendria  qué  oir  un  debate 
contradictorio  en  vez  de  un  debate  sumario. 


El  art.  54  del  Reglamento  déla  Cámara  de  Diputados 
dá  al  relator  la  facultad  de  pedir  que  vuelva  de  nuevo  a 
Comisión  un  proyecto,  tanto  antes,  como  después  del 
desarrollo  sumario;  en  este  caso  la  remisión  es  de  dere- 
cho. Este  privilejio  no  se  encuentra  en  el  Reglamento 
del  Senado;  la  condición  de  un  voto  previo  es  necesaria 
para  que  el  Senado,  admitiendo  el  proyecto  a  discusión, 
lo  envíe  de  nuevo  a  Comisión.  El  silencio  del  Reglamento 
del  Senado,  no  parece  de  naturaleza  tal  que  impida  al  re- 
lator el  ejercicio  de  una  prerrogativa  que  no  prejuzga  na- 
da, que  aprovecha  a  todo  el  mundo,  i  que  evita  discursos 
i  trámites  inútiles. 

En  su  oríjen  el  Senado  aplicaba  su  Reglamento  con 
vigor,  pero  hoi  admite  que  el  envío  a  Comisión  debe 
ser  declarado  sin  voto  previo  cuando  la  Comisión  entera 
lo  rocíame.  Esta  jurisprudencia  no  se  aparta  sensible^ 
mente  del  derecho  consagrado  por  la  Cámara  de  Diputa^ 
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dos,  por  que  el  relator  que  pidiera  a  la  Cámara  contra  la 
voluntad  de  sus  colegas  de  la  Comisión  el  envío  de  una 
enmienda,  seria  desautorizado  i  podria  ser  obligado  a 
dimitir  su  mandato. 


Cuando  el  envío  de  una  enmienda,  imt)rovisada  en  el 
curso  de  la  segunda  discusión,  no  tiene  lugar  de  oficio, 
como  acaba  de  decirse,  la  Asamblea  debe  pronunciarse 
sobre  si  se  toma  o  nó  en  consideración.  El  Senado  decide 
por  el  voto  de  pié  o  sentado,  si  toma  en  consideración 
las  enmiendas;  por  consiguiente,  no  puede  pedirse  voto 
público,  ni  aun  después  de  una  prueba  dudosa;  se  nece- 
sitan dos  para  que  el  escrutinio  sea  obligatorio.  La  Cá- 
mara de  Diputados  resuelve  sobre  si  se  toma  o  nó  en 
consideración;  pero  el  voto  de  pié  o  sentado  no  es  obli- 
gatorio, i  no  se  procede  en  dicha  forma  sino  en  el  caso 
que  no  se  pida  el  escrutinio  público.  En  ambas  Cámaras 
la  negativa  de  tomar  en  consideración  un  asunto,  importa 
el  rechazo  definitivo  de  él. 


Las  enmiendas  tomadas  en  consideración  en  el  curso 
de  la  segunda  deliberación  son  enviadas  al  examen  de  la 
Comisión,  i  se  distribuyen  impresas  i  no  pueden  votarse 
el  mismo  día  en  que  han  sido  presentadas;  esta  disposición 
que  existia  ya  en  los  antiguos  Reglamentos,  ha  sido  en- 
tendida en  el  sentido  que  las  enmiendas  no  pueden  vt)- 
tarse  el  dia  en  que  han  sido  desarrolladas  ante  la  Cámara, 
aun  cuando  hubieran  sido  presentadas  i  distribuidas  an- 
teriormente. 


El  envío  de  una  enmienda  a  la  Comisión,  implica  el 
envío  del  artículo  al  que  se  refiere  la  enmienda,  i  los 
oradores  inscritos  sobre  este  artículo  no  pueden  hablar 
sobre  él  en  tanto  no  haya  vuelto  de  U  Comisión;  en 
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efecto,  pronunciado  el  envío,  tiene  por  resultado  cam- 
biar momentáneamente  la  materia  del  debate;  hasta  que 
ese  informe  no  haya  vuelto  no  hai  nada  en  discusión;  ni 
artículo  ni  enmienda.  Él  envío  de  una  enmienda  a  dis- 
cusión no  arrastra  de  pleno  derecho  el  envío  del  proyecto 
entero,  pero  si  la  Comisión  lo  pide  como  consecuencia 
de  la  discusión  habida  en  la  Cámara,  es  difícil  que  ésta  lo 
rehuse. 


Cuando  un  proyecto  queda  dispensado  del  trámite  de 
doble  debate,  en  virtud  de  una  petición  de  urjencia^  toda 
enmienda,  todo  artículo  adicional,  propuesto  en  el  curso 
del  debate,  debe  ser  sumariamente  espuesto  en  la  tribuna. 
Si  un  Ministro  o  el  relator  lo  pide,  se  envía  de  derecho 
al  examen  de  la  Comisión.  Cuando  no  se  solicita  el  en- 
vío, consultada  la  Cámara,  decide,  después  de  haber  oido 
al  relator,  si  toma  en  consideración  el  artículo  adicional 
o  la  enmienda. 

En  el  Senado,  la  votación  tiene  lugar,  de  pié  o  senta- 
do; en  caso  de  afirmativa,  la  enmienda  o  artículo  adi- 
cional se  envía  al  examen  de  la  Comisión,  i  puede  ser 
informado  i  votado  el  mismo  dia  en  que  ha  sido  presen* 
tado. 

Las  enmiendas  presentadas  en  el  curso  del  debate  de 
los  proyectos  dispensados  por  su  propia  naturaleza  de  la 
dpble  discusión,  están  sometidas  a  las  formalidades  es- 
tablecidas para  las  enmiendas  presentadas  en  el  curso  de 
la  segunda  discusión.  La  principal  diferencia  entre  este 
procedimiento  i  el  precedente,  consiste  en  la  prohibi- 
ción de  votar  las  enmiendas  tomadas  en  consideración 
el  dia  mismo  en  que  han  sido  presentadas;  esta  es,  en 
efecto,  una  prudente  precaución  que  no  puede  omitirse 
sino  en  los  casos  escepcionales  de  una  urjencia  recono- 
cida. 

Cuando  las  diversas  partes  de  un  artículo  han  sido 
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votadas  separadamente,  se  permite  la  palabra  contra  el 
conjunto  del  artículo;  pero  esta  es  una  tolerancia  que 
no  puede  ejercerse  sin  la  autorización  de  la  Cámara;  el 
examen  de  un  artículo  no  se  considera  terminado  sino 
cuando  la  Cámara  se  ha  pronunciado  sobre  las  enmien- 
das destinadas  a  modificarlo,  sobre  los  diversos  párrafos 
de  que  él  se  compone,  i  sobre  las  disposiciones  comple- 
mentarias que  tienen  por  objeto fel  completarlo. 


Espuesta  ya  la  doctrina  del  Parlamento  francés,  el  mas 
reglamentario,  es  bien  sensible,  a  la  verdad,  no  trans- 
cribir aquí  en  seguida,  las  prácticas  establecidas  con 
autoridad  por  el  Parlamento  chileno. 

Pero  ellas  son  tan  distintas,  tan  variadas,  i  podria 
añadirse,  sin  exajei'acion,  tan  contradictorias,  que  seria 
imposible  estractar  una  regla  de  absoluta  i  jeneral  apli- 
cación. 

Por  ello  es  natural  i  lójico,  a  la  vez,  que  en  vez  de 
consignar  prácticas,  haya  necesidad  de  limitarse  a  con- 
signar estrictamente  preceptos. 

En  esta  materia  existen  los  que  van  a  continuación: 

^Art.  35  (44).  Si  el  Presidente  de  la  República  desaprueba  el 
proyecto  de  lei,  lo  devolverá  a  la  Cámara  de  su  oríjen,  haciendo 
las  observaciones  convenientes  dentro  del  término  de  quince  dias. 

Art.  36  (45).  Si  el  Presidente  de  la  República  devolviere  el  pro- 
yecto de  lei  desechándolo  en  el  todo,  se  tendrá  por  no  propuesto, 
ni  se  podrá  proponer  en  la  sesión  de  aquel  año. 

Art,  37  (46).  Si  el  Presidente  de  la  República  devolviere  el  pro- 
yecto de  lei,  corrijiéndolo  o  modificándolo,  se  considerará  en  una 
i  otra  Cámara,  i  si  por  ambas  resultare  aprobado,  según  ha  sido 
remitido  por  el  Presidente  de  la  República,  tendrá  fuerza  de  lei,  i 
se  devolverá  para  su  promulgación. 

Si  no  fueren  aprobadas  en  ambas  Cámaras  las  modificaciones  i 
correcciones,  se  tendrá  como  no  propuesto,  ni  se  podrá  proponer 
en  la  sesión  de  aquel  año. 

Art.  38  (47).  Si  en  alguna  de  las  sesiones  de  los  dos  años  siguien- 
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tes  se  propusiere  nuevamente,  i  aprobare  por  ambas  Cámaras  el 
mismo  proyecto  de  leí,  i  pasado  al  Presidente  de  la  República,  lo 
devolviere  desechándolo  en  el  todo,  las  Cámaras  volverán  a  tomar- 
lo en  consideración,  i  tendrá  fuerza  de  lei,  si  cada  una  de  ellas  lo 
aprobare  por  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  los  miem- 
bros presentes.  Lo  mismo  sucederá  si  el  Presidente  lo  devolviere 
modificándolo  o  corrijiéndolo  i  si  cada  Cámara  lo  aprobare  sin 
estas  modificaciones  o  correcciones  por  las  mismas  dos  terceras 
partes  de  sus  miembros  presentes. 

Art.  39  (48).  Si  el  proyecto  de  lei,  una  vez  devuelto  por  el  Pre- 
sidente de  la  República,  no  se  propusiere  i  aprobare  por  las  Cá- 
maras en  los  dos  años  inmediatos  siguientes,  cuando  quiera  que  se 
proponga  después,  se  tendrá  como  nuevo  proyecto  en  cuanto  a  los 
efectos  del  artículo  anterior. 

Art.  40  (49).  Si  el  Presidente  de  la  República  no  devolviere  el 
proyecto  de  lei,  dentro  de  quince  dias  contados  desde  la  fecha  de 
su  remisión,  se  entenderá  que  lo  aprueba  i  se  promulgará  como  lei. 
Si  las  Cámaras  cerrasen  sus  sesiones  antes  de  cumplirse  Jos  quince 
dias  en  que  ha  de  verificarse  la  devolución,  el  Presidente  de  la 
República  la  hará  dentro  de  los  seis  primeros  dias  de  la  sesión  or- 
dinaria del  año  siguiente. 

Art.  42  (^ i).  El  proyecto  de  lei  que  fuere  adicionado  o  correjido 
por  la  Cámara  revisora,  volverá  a  la  de  su  oríjen;  i  si  en  ésta  fueren 
aprobadas  las  adiciones  o  correcciones  por  la  mayoría  absoluta  de 
sus  miembros  presentes,  pasará  al  Presidente  de  la  República.» 


Hé  aquí  lo  que  dice  el  señor  líuneeus: 

«Conforme  a  los  artículos  precedentes. ...........  remitido  al 

Presidente  de  la  República  un  proyecto  de  lei,  aprobado  por  am- 
bas Cámaras,  puede  aquel  funcionario:  i.°  aprobarlo;  2.^  desechar- 
lo en  el  todo;  i  3.'*  devolverlo  correjido  o  modificado  (es  decir, 
enmendarlo). 

Ocupémonos  en  cada  uno  de  estos  tres  casos  en  el  orden  indi- 
cado. 


Primer  caso.  La  aprobación  de  un  proyecto  de  loi  por  parte  del 
Presidente  de  la  República  se  obtiene  de  dos  maneras:  la  una,  que 
es  la  usual  i  corriente,  cuando  el  Presidente  aprueba  el  proyecto 
de  un  modo  espreso,  oyendo  al  Consejo  de  listado;  la  otra,  cuando 
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no  lo  devuelve  a  la  Cámara  de  su  oríjén  dentro  del  término  de 
quince  dias,  contados  desde  su  remisión,  pues,  vencido  ese  plazo, 
se  entiende  aprobado  i  debe  promulgarse  como  lei. 

Este  término  de  quince  dias,  que  la  Constitución  señala  para  la 
devolución  del  proyecto,  se  suspende  si,  antes  de  cumplido,  las 
Cámaras  cerrasen  sus  sesiones  ordinrias.  Entonces  el  Presidente  de 
la  República  debe  hacer  la  devolución  dentro  de  los  seis  primeros 
dias  de  la  sesión  ordinaria  del  año  siguiente.  Hemos  agregado  la 
palabra  ordinarias  a  la  frase  cerrasen  sus  sesiones\ne  emplea  el  ar- 
tículo 49,  porque  el  uso  que  de  ella  hace  dicho  artículo  en  su  parte 
final,  da  a  conocer  bien  claramente  su  espíritu,  i  porque  siendo 
las  Cámaras  el  sujeto  del  verbo  cerrasen,  debe  referirse  este  solo  a 
las  sesiones  ordinarias,  desde  que  son  éstas  las  únicas  sesiones  que 
el  Congreso  cierra  por  sí  mismo,  conforme  el  art.  52. 

Las  sesiones  estraordinarias  las  convoca  i  las  clausura  el  Presi- 
dente de  la  República,  i  en  ellas  las  Cámaras  no  pueden  ocuparse 
sino  de  los  proyectos  de  lei  que  él  mismo  incluye  en  la  convoca- 
toria. 

Se  ha  dicho  ya  que  para  devolver  a  las  Cámaras  un  proyecto  de 
lei  aprobado  por  ambas,  la  Constitución  señala  al  Presidente  un 
plazo  de  quince  dias,, contados  desde  su  remisión. 

La  Constitución  no  espresa  cuándo  debe  hacerse  esa  remisión. 
Según  los  reglamentos  de  las  Cámaras  i  la  práctica  establecida^  ella 
se  verifica  por  la  Cámara  de  oríjen  tan  luego  como  el  proyecto 
ha  merecido  la  aprobación  de  ambas.  Esta  práctica  es  tan  fundada, 
que  nosotros  creeríamos,  contrario,  sino  a  la  letra,  a  lo  menos  al 
espíritu  manifiesto  de  la  Constitución,  el  que  una  Cámara  se  per- 
mitiera retardar  la  remisión  al  Ejecutivo  de  un  proyecto  de  lei 
aprobado  ya  por  ambas.  Un  procedimiento  semejante  se  prestaría 
a  abusos  injustificables.  Depositarla  en  manos  de  una  mayoría  ac- 
cidental i  fortuita  de  la  Cámara  de  oríjen,  el  medio  de  sobrepo- 
nerse a  las  resoluciones  constitucionalmente  aprobadas  por  ella 
misma  i  por  la  otra  Cámara. 


Segundo  caso» — Cuando  el  Presidente  de  la  República  devuelve 
un  proyecto  de  lei  desechándolo  en  el  lodo,  ejercita  la  atribución  que 
se  conoce  con  el  nombre  de  veto  suspensivo,  porque  el  proyecto  se 
tiene  por  no  propuesto,  ni  puede  proponerse  en  la  misma  sesión  anuaL 
El  veto  del  Presidente  suspende  de  hecho  todos  los  efectos  del 
proyecto  hasta  la  sesión  del  año  siguiente.  I  si  el  mismo  proyecto 
de  lei  se  propusiere  i  aprobare  nuevamente  por  ambas  Cámaras  en 
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alguna  de  las  sesiones  de  los  dos  años  siguientes,  todavía,  una  vez  que 
le  fuere  remitido  por  segunda  vez,  puede  el  Presidente  de  la  Re- 
pública devolverlo  desechándolo  en  el  todo  también  por  segunda  vez, 
i  solo  tendría  fuerza  de  le¡  si  ambas  Cámaras  lo  aprobasen  por  ter- 
cera ve\  i  por  mayoría  de  los  dos  tercios  de  los  miembros  presentes 
de  cada  una.  Si  devuelto  el  proyecto  por  el  Presidente,  no  se  pro- 
pusiere i  aprobare  nuevamente  por  las  Cámaras  en  los  dos  años  in- 
mediatos siguientes,  cuando  quiera  que  se  proponga  después,  se 
reputa  como  nuevo  jíroyecto  en  cuanto  a  los  efectos  espresados. 

Como  se  vé,  el  veto  suspensivo  del  Presidente  de  la  República 
en  la  formación  de  las  leyes,  tiene  en  Chile  un  alcance  enorme. 
Son  necesarias  Ires  aprobaciones  prestadas  a  un  mismo  proyecto 
por  las  dos  Cámaras,  mediando,  por  lo  menos,  una  sesión  anual 
entre  la  primera  i  la  segunda,  i  debiendo  la  tercera,  que  viene  des- 
pués de  una  segunda  devolución,  reunir  los  votos  de  dos  tercios 
de  los  mienabros  presentes,  también  de  ambas,  para  que  la  voluntad 
xlel  Congreso  pueda  llegar  a  prevalecer  sobre  la  del  Presidente,  en 
caso  de  un  choque  de  opiniones  llevado  hasta  el  último  estremo. 
El  veto  suspensipo  organizado  de  esta  manera,  importa  un  verdade- 
ro veto  absoíuio  en  sus  consecuencias;  importa  algo  que,  si  es  con- 
cebible dentro  del  sistema  monárquico,  no  puede  admitirse  ni  cabe 
dentro  del  sistema  republicano. 

Nosotros  admitimos  la  necesidad  del  veto  suspensivo  en  el  Pre 
sidente  de  la  República  para  la  formación  de  las  leyes;  pero  dentro 
de  los  límites  que  establece  la  Constitución  de  Estados  Unidos. 
Con  arreglo  a  ella,  cuando  el  Presidente  no  aprueba  un  proyecto 
de  leí,  aprobado  ya  por  ambas  Cámaras,  lo  devuelve  en  el  término 
de  diez  dias  (escepto  el  domingo)  a  la  Cámara  en  que  tuvo  principio. 
Las  Cámaras  lo  discuten  de  nuevo,  tan  luego  como  quieren,  i  si 
una  i  otra  lo  aprobaren  nuevamente  por  las  dos  terceras  partes  de 
sus  miembros,  debiendo  la  votación  ser  en  ambas  nominal,  el  pro- 
yecto adquiere  el  carácter  de  lei. 

Según  esto,  en  Estados  Unidos,  el  veto  presidencial  no  suspende 
por  un  año  ni  por  un  mes  los  efectos  del  proyecto;  o,  mas  bien 
dicho,  no  paraliza  la  acción  del  Congreso  respecto  de  él,  como 
entre  nosotros.  Una  vez  que  las  Cámaras  lo  reconsideren,'  lo  que 
pueden  hacer  inmediatamente  que  les  es  devuelto,  si  lo  aprueban 
de  nuevo  por  los  dos  tercios  de  sus  miembros,  no  puede  el  Presi" 
dente  de  Estados  Unidos  devolverlo  segunda  vez,  como  sucede 
según  el  art.  47  de  nuestra  Constitución,  i  el  proyecto  adquiere 
fuerza  de  leí. 

Pensamos,  por  consiguiente,  que  el  citado  art.  47  (38  de  nuestra 
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Constitución)  debe  reformarse,  mas  o  menos,  en  el  sentido  de  la 
Constitución  norte-americana.  Por  fortuna,  nunca  se  ha  aplicado 
prácticamente,  porque  en  los  dos  únicos  casos  que  recordamos  de 
proyectos  de  lei  desechados  en  el  lodo  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, las  Cámaras  han  dejado  pasar  no  solo  los  dos  años  inmedia- 
tos siguientes  a  que  se  refiere  el  art.  48,  sin  tomarlo  de  nuevo  en 
consideración,  sino  que  los  dejaron  de  mano  por  completo  i  hasta 
la  fecha. 

El  primero  de  los  dos  mencionados  casos  tuvo  lugar  en  31  de 
Octubre  de  1849,  con  motivo  del  indulto  particular  que  las  Cáma- 
ras pretendieron  conceder  a  don  Juan  Aldunate,  por  medio  de  un 
proyecto  de  lei,  que  el  Presidente  de  la  República,  Jeneral  don 
Manuel  Búlnes  i  el  Ministro  de  Justicia,  señor  don  Manuel  Antonio 
Tocornal  Grez,  desecharon  en  el  todo,  según  lo  hemos  recordado 
al  ocuparnos  del  inciso  1 1  del  art.  37. 

El  segundo  caso  ocurrió  en  Noviembre  de  1857,  a  consecuencia 
de  haber  el  Senado  remitido  al  Ejecutivo  un  proyecto  de  reforma 
de  la  lei  de  elecciones,  compuesto  de  cuatro  artículos,  con  inclu- 
sión del  2.**  que  no  habia  sido  aprobado  por  la  Cámara  de  Diputa- 
dos. El  mensaje  en  que  se  desecha  el  proyecto  en  el  todo,  lleva  las 
firmas  del  Presidente  de  la  República,  señor  don  Manuel  Montt, 
i  del  Ministro  del  Interior,  señor  don  Jerónimo  Urmeneta.  El  Sena- 
do debió  reconocer  la  justicia  de  la  devolución,  desde  que  acordó, 
por  siete  votos  contra  cuatro,  limitarse  a  acusar  recibo  de  dicho 
mensaje,  en  sesión  de  20  de  aquel  mismo  mes  ji  año. . 

El  fundamento  en  que  el  Ejecutivo  se  ^apoyó  en  los  dos  casos  ci- 
tados para  poner  en  ejercicio  la  grave  atribución  que  le  confiere 
el  art.  45,  fué  uno  mismo:  el  de  ser  ambos  proyectos  contrarios  a 
la  Constitución,  único  motivo  quizá  que  puede  autorizar  el  uso  de 
una  facultad  que,  en  los  países  bien  organizados,  si  existe  en  la  lei, 
no  debe  existir  en  la  práctica.  Así,  en  Inglaterra,  la  Corona,  que 
tiene  en  derecho  la  facultad  de  vetar  los  proyectos  de  lei  aprobados 
por  el  Parlamento,  en  el  hecho  jamas  la  ejercita.  Desde  los  tiempos 
de  la  Reina  Ana  no  hai  ejemplo  de  que  en  aquella  nación,  modelo 
de  los  paises  constitucionales,  haya  el  Soberano  vetado  resolución 
alguna  de  las  Cámaras.  ¡Esperamos  que  en  Chile  habrá  de  trans- 
currir también  siglo  i  medio  sin  que  sea  menester  recordar  al  Con- 
greso, como  en  1849  i  1857,  que  hai  una  valla  que  no  les  es  lícito 
salvar:  la  del  respeto  que  es  debido  a  la  Constitución  del  Estado! 
¡Esperamos  que  el  veio  del  Ejecutivo  exista  también  en  adelante 
entre  nosotros  en  la  letra  de  la  lei  constitucional,  mas  no  en  su 
aplicación  práctica! 
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Tercer  caso. — El  Presidente  de  la  República  puede,  en  tercer 
lugar,  devolver  al  Congreso  un  proyecto  de  lei  aprobado  por 
éste,  corrijiéndolo  o  modificándolo  y  según  la  dispone  el  art.  46,  a  fin 
de  que  en  una  i  otra  Cámara  sea  reconsiderado,  lo  cual  puede  veri- 
ficarse sin  demora  alguna,  pues  para  ello  no  fija  término  dicho  ar- 
tículo. 

Si  por  ambas  Cámaras  resiillare  aprobado,  según  há  sido  remitido 
por  el  Presidente  de  la  República,  tendrá  fuerza  de  lei  i  se  devol- 
verá a  éste  para  su  promulgación.  I  si  las  modificaciones  i  correccio- 
nes no  fueren  aprobadas  en  ambas  Cámaras  se  tendrá  como  no  pro- 
puesto, ni  podrá  proponerse  en  la  sesión  de  aquel  año. 

Es  claro,  por  consiguiente,  que,  en  este  caso,  el  rol  de  las  Cáma- 
ras se  limita  a  aprobar  las  correcciones  o  modificaciones  según  han 
sido  remitidas  por  el  Ejecutivo,  sin  alteración  alguna,  o  a  negarse  a 
aprobarlas  en  esa  torma. 

La  Constitución  no  les  confiere  la  facultad  de  corrcjirlas  a  su  vez, 
de  alterarlas  o  adicionarlas.  Si  no  fueren  aprobadas  según  tas  remite 
el  Ejecutivo,  dice  el  art.  46,  el  proyecto  se  tiene  por  no  propuesto, 
ni  puede  proponerse  en  la  misma  sesión  anual.  Es  espltcita  la  re- 
dacción de  dicho  artículo,  i  así  se  ha  aplicado  i  entendido  invaria- 
blemente en  todos  los  casos  en  que  el  Presidente  de  la  República 
ha  devuelto  al  Congreso  proyectos  de  lei  modificados  o  correjidos. 

Llamamos  la  atención  a  estas  dos  palabras,  porque  si  el  artículo 
46  confiere  al  Presidente  de  la  República  la  facultad  de  correjir 
o  modificar  el  proyecto  de  lei  que  le  fuere  remitido  aprobado  por 
el  Congreso,  no  le  confiere  la  de  adicionarlo.  Esta  última  facultad 
la  concede  el  art.  51  a  la  Cámara  revisora,  i  la  diferencia  de  re- 
dacción entre  ambos  artículos  revela  bien  claramente  la  exactitud 
de  nuestra  opinión.  Esta  se  comprueba  mas  todavía  si  se  recuerda 
que  el  art.  46  t  el  47,  en  su  parte  final,  poniéndose  en  el  caso  de 
que  el  Presidente  de  la  República  devuelva  un  proyecto  modificán- 
dolo o  corrijiéndolo,  determina  la  suerte  que  debe  correr,  según  la 
que  corran  las  modificaciones  o  correcciones,  no  hablándose,  como  se 
ve,  en  ninguno  de  los  dos  artículos,  áq  adiciones  que  importa  cosa 
bien  diversa. 

En  efecto,  si  se  admitiera  que  el  Presidente  de  la  República 
tuviese  la  facultad  de  devolver  un  proyecto  al  Congreso  coil  aáí- 
ciones,  resultaria  que,  debiendo  éstas  ser  aprobadas  o  rechazadas 
simplemente,  i  no  pudiendo  el  Congreso  modificarlas,  el  Ejecuti- 
vo podría,  con  el  título  de  adiciones,  proponer  a  las  Cámaras  ver- 
daderos proyectos  de  lei  enteramente  nuevos,  que  el  Congreso  no 
tendría  facultad  de  correjir,  modificar  o  adicionar  como  fuere  de 
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SU  agrado.  Tendría  el  Congreso  que  limitarse  a  decir  si  o  no;  lo 
que  si  bien  lo  establece  la  Constitución  para  el  caso  de  correcciones 
ojnodificaciones  propuestas  por  el  Presidente,  no  lo  establece,  en 
manera  alguna,  para  el  de  adiciones.  Esto  último,  habria  sido  caer 
en  el  sistema  que  llama  consulíivo  Prevost  Paradol,  al  cual  hemos 
aludido  en  el  art.  40. Forzoso  es  reconocer  que,  atendida  la  letra 
de  la  Constitución  i  conforme  a  los  buenos  principios,  el  Ejecutivo 
no  puede  proponer  adiciones  si  no  en  la  forma  de  proyectos  de  lei 
perfectamente  distintos  de  aquel  que  se  modifica  o  corrije. 

Así  lo  hizo  notar,  con  perfecta  exactitud,  el  señor  don  Ricardo 
Letelier,  en  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  31  de  Octubre 
de  1874,  a  propósito  de  la  verdadera  adición  que  importaba  el  pá- 
rrafo 3.**  del  art.  31  de  la  lei  electoral,  en  la  forma  ep  que  lo  corrí- 
jió  el  Ejecutivo,  reduciendo  a  uno  el  número  de  Diputados  suplen- 
tes en  todos  los  departamentos.  Nosotros  encontramos  fundada  la 
observación,  pues  era  evidente  que  esa  adición  importaba  un  pro- 
yecto de  lei  verdaderamente  nuevo  i  relativo  a  una  materia  de  que 
no  se  ocupaba  el  proyecto  de  reforma  de  la  lei  de  elecciones, 
observada  por  el  Presidente  de  la  República.  En  efecto,  el  número 
de  Diputados  suplentes,  estaba  determinado  por  una  lei  especial, 
como  siempre  ha  sucedido,  i  no  por  la  lei  electoral. 


Del  art.  46  surje  todavía  otra  cuestión  interesante. 

Devuelto  un  proyecto  de  lei  correjido  o  modificado  por  el  Presi- 
dente de  la  República,  ¿a  qué  reglas  deben  sujetarse  las  Cámaras 
para  considerarlo,  a  fin  de  aprobar  o  nó  las  modificaciones  o  correcciones 
según  han  sido  propuestas  por  el  Ejecutivo? 

Piensan  algunos  que  si  las  modificaciones  o  correcciones  no 
fueren  aprobadas  por  la  mayoría  absoluta  de  los  miembros  presen- 
tes de  cada  Cámara,  debe  entenderse  que  quedan  rechazadas,  te- 
niéndose el  proyecto  como  no  propuesto,  i  no  pudiendo  proponerse 
en  la  sesión  de  aquel  año. — Otros  creen,  i  nosotros  entre  ellos,  que 
si  las  correcciones  no  fueren  aprobadas  por  mayoría  absoluta  en  la 
Cámara  de  oríjen,  indudablemente  fracasa  el  proyecto;  pero  que 
si  en  ella  fueren  aprobadas  por  esa  mayoría,  i  la  Cámara  remsora 
no  las  aprobare  por  mayoría  absoluta,  la  de  oríjen  tiene  facultad 
de  insistir  en  ellas  por  dos  tercios,  i  debe  entenderse  que  igual- 
mente las  aprueba  la  revisora  sino  insiste  en  su  rechazo  también 
por  dos  tercios. 

La  primera  de  estas  dos  opiniones  no  tiene  apoyo  alguno  en  la  le- 
tra de  la  Constitución,  porque  ella  no  establece  que  las  corrección 
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nes  deban  ser  en  este  caso  aprobadas  por  la  mayoría  absoluta  de  una  i 
otra  Cámara.  No:  todo  lo  que  dice  es  que  el  proyecto  correjido  se 
reconsiderará  en  una  i  otra  Cámara,  i  desde  que  no  establece  reglas 
especiales  para  la  reconsideración,  es  evidente  que  ésta  debe  suje- 
tarse a  la  disposición  jeneral  que  contiene  el  art.  «)0. — Tal  opinión 
tampoco  puede  apoyarse  en  el  espíritu  de  la  Carta,  porque  si  la 
Cámara  de  orijen  aceptara  las  correcciones  propuestas  por  el  Pre- 
sidente de  la  República  por  unanimidad,  verbigracia,  i  la  revisora 
las  TechzzsLva  solo  por  simple  mayoría  absoluta,  aceptándolas  tam- 
bién un  tercio  de  ésta,  no  habria  razón  alguna  para  que  tales  co- 
rrecciones no  se  convirtieran  en  lei,  ni  la  habria  para  alterar  el 
sistema  jeneral  ideado  por  la  Constitución,  conforme  al  cual  jamas 
puede  la  simple  mayoría  de  la  Cámara  revisora  privar  a  la  de  orijen 
de  la  facultad  de  insistencia  por  los  dos  tercios  que  le  acuerdan 
los  arts.  50  i  51. 

Si  es  cierto  que  un  proyecto  de  lei  se  reputa  aprobado  por  ambas 
Cámaras,  para  los  efectos  del  art.  43,  cuando  lo  ha  sido  por  los  dos 
tercios  en  la  de  orijen  i  por  un  tercio  en  la  revisora,  conforme  al 
art.  50,  ¿que  lójica  habria  en  sostener  que,  en  el  caso  de  modifica- 
ciones o.  correcciones  propuestas  por  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca, el  proyecto  no  quedaba  aprobado,  según  hubiera  sido  remitido 
por  este  funcionario,  cuando  en  esa  forma  lo  aprobaren  la  Cámara 
de  onjen  por  los  dos  tercios  i  la  revisora  por  un  tercio?  A  la  ver- 
dad que  no  la  divisaríamos. 

Sin  embargo  de  parecemos  la  opinión  que  acabamos  de  sostener 
la  única  conforme  con  la  letra  i  con  el  espíritu  de  la  Constitución, 
hemos  reconocido  que  no  le  han  faltado  contradictores  en  el  único 
caso  en  que  ha  surjido  la  dificultad  que  motiva  las  precedentes 
observaciones. 

Ese  caso  práctico  es  el  que  pasamos  a  referir. 

Remitido  al  Presidente  de  la  República  el  proyecto  de  reforma 
electoral,  que  se  ha  convertido  en  la  lei  vijente  de  12  de  Noviem- 
bre de  1874,  lo  devolvió  aquel  funcionario  a  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, que  fué  la  de  orijen  respecto  a  los  artículos  observados,  con 
las  correcciones  de  que  hace  mérito  el  mensaje  de  37  de  Octu- 
bre de  aquel  año,  publicado  en  la  pajina  391  del  Boletin  de  Sesio- 
nes Estraordinarias  de  esa  Cámara,  correspondiente  a  aquella 
sesión  anual.  Dicha  Cámara  aprobó  todas  las  correcciones  en  sesio- 
nes de  37  i  31  del  mismo  mes. 

Remitido  el  proyecto  al  Senado  con  las  correcciones  introduci- 
das por  el  Ejecutivo  i  aprobadas  ya  por  la  Cámara  de  Diputados, 
i  puestas  en  discusiones  dichas  correcciones  en  sesión  de  2  de  No- 
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vfembre  del  mismo  año,  el  señor  Senador  don  Manuel  Irarrázaval 
promovió  la  duda,  sosteniendo  con  los  señores  don  Melchor  de 
Santiago  Concha  i  don  Rafael  Larrain  Moxó,  que  si  el  Senado  de- 
sechaba alguna  de  las  correcciones,  el  proyecto  deberla  conside- 
rarse como  no  propuesto  i  no  podria  proponerse  hasta  las  sesiones 
del  año  siguiente.  El  señor  don  Alejandro  Reyes  refutó  victoriosa- 
mente esa  manera  de  ver,  sosteniendo  que,  si  el  Senado  desechaba 
alguna  de  las  correcciones,  el  proyecto  debia  volver  a  la  Cámara 
de  Diputados  a  fin  de  que  ésta  insistiera  o  nó  en  ella  por  los  dos 
tercios^  bien  entendido  que  si  insistía,  el  Senado  tendría,  a  su  vez, 
que  insistir  también  por  dos  tercios  en  su  desaprobación,  repután- 
dose aprobada  por  él  la  corrección  si  no  contaba  para  el  segundo 
rechazo  con  esta  segunda  mayoría.  El  asunto  quedó  para  segunda 
discusión. 

En  la  sesión  siguiente  de  4  de  Noviembre,  puestas  en  discusión 
las  correcciones  propuestas  por  el  Ejecutivo,  fueron  aprobadas 
todas  menos  la  sesta,  según  la  cual  no  podrían  formar  parte  de 
las  juntas  de  mayores  contribuyentes  que  nombran  las  mesas  re- 
ceptoras^  aquellos  individuos  que  hubieren  formado  parte  de  las 
que  nombraron  las  mesas  calificadoras.  Esta  corrección  fué  recha- 
zada por  14  votos  contra  uno. 

Devuelto  el  proyecto  a  la  Cámara  de  Diputados,  ésta,  en  sesión 
de  7  del  mismo  mes  de  Noviembre  de  1874,  acordó,  por  el  voto 
tácito  de  la  Sala,  no  insistir  en  la  observación  sesta  rechazada  poi 
el  Senado,  bien  que  con  la  protesta  de  los  señores  don  Enrique 
Tocornal  i  don  Zorobabel  Rodríguez,  quiénes,  profesando  la  opi- 
nión del  señor  Irarrázaval,  no  reconocían  en  la  Cámara  de  Dipu- 
tados la  facultad  de  insistir  o  nó  en  aquella  observación^  pues  la 
consideraban  definitivamente  rechazada  para  los  efectos  del  inciso 
2."  del  art,  46  de  la  Constitución,  por  el  solo  hecho  de  haberla 
desaprobado  el  Senado,  Cámara  revisora,   por  mayoría   absoluta. 

La  verdad  es  que  así  como  la  Cámara  de  Diputados  no  insistió, 
pudo  haber  insistido,  desde  que  fué  consultada,  i  esto  prueba  que 
ella  pensó  en  aquel  caso  como  pensamos  nosotros.  ¿Q.ué  habria 
hecho  el  Senado  si  la  Cámara  de  Diputados  hubiera  insistido  en 
aprobar  aquella  observación  por  los  dos  tercios)  ¿Se  habria  negado 
a  reconsiderarla  a  su  vez,  a  fin  de  rechazarla  también  por  igual  ma- 
yoría? No  es  posible  adivinarlo;  pero  es  el  hecho  que  en  sesión  de 
9  del  mismo  mes  i  año,  se  le  dio  cuenta  de  un  oficio  en  que  la  Cá- 
mara de  Diputados  le  comunica  no  haber  insistido  en  la  ya  citada 
corrección  sesta,  sin  que  ningún  Senador  objetara  el  procedimiento 
de  aquella  Cámara.  Quedó,   pues,   aceptada  la  constitucionalidad 
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de  ese  procedimiento,  i  resuelta  así  la  cuestión  en  este  caso,  üniffo 
ocurrido  hasta  ahora,  como  ya  lo  hemos  dicho,  en  el  sentido  de  la 
opinión  sostenida  por  el  señor  don  Alejandro  Reyes,  que  ha  sido 
siempre  la  nuestra. 

Lo  singular  del  caso  que  acabamos  de  recordar  detalladamente, 
a  causa  del  vivo  interés  que  ofrece,  pasó  todavía  mas  allá. 

Como  se  ha  visto,  la  scsta  corrección  del  Ejecutivo  al  proyecto 
de  reforma  de  la  leí  de  elecciones,  quedó  definitivamente  dese- 
chada por  ambas  Cámaras.  Luego,  conforme  a  la  parte  segunda 
del  art.  46  de  la  Constitución,  el  referido  proyecto  debió  conside- 
rarse como  no  propuesto.  I,  sin  embargo,  el  hecho  es  que  fué 
remitido  al  Presidente  de  la  República,  suprimiéndose  de  él  la 
mencionada  corrección,  i  que  fué  promulgada  como  leí  el  12  de 
Noviembre  de  1874.  ;Cómo  se  esplica  este  procedimiento,  al  pare- 
cer tan  incorrecto? 

Ello  proviene  de  que  el  Ministro  del  Interior,  señor  don  Eulojio 
Altamirano,  prometió  al  Senado  en  la  sesión  del  4,  a  nombre  del 
Ejecutivo,  retirar  la  observación  sesta,  si  la  Cámara  de  Diputados, 
que  la  habia  ya  aprobado,  consentía  en  ello.  Esta  Cámara,  aunque 
no  con  esas  palabras  precisamente,  así  lo  acordó  en  su  sesión  del 
7,  quedando  implícitamente  resuelto:  que  «el  Presidente  de  la  Re- 
pública puede  retirar  las  modificaciones  con  que  hubiere  devuelto 
un  proyecto  a  las  Cámaras,  obteniendo  el  asentimiento  de  ambas.» 


«Art.  50.  El  proyecto  de  Iciqu:  aprobado  por  una  Cámara  fuere  dese- 
chado en  su  totalidad  por  la  olra,  voherá  a  la  de  su  oríjen,  donde  se  to- 
mará  nuevamente  en  consideración,  i  si  fuere  en  ella  aprobado  por  una 
mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  sus  miembros  presentes,  pasará  se- 
cunda vei  a  la  Cámara  que  lo  desechó,  i  no  se  entenderá  que  ésta  lo  re- 
prueba, sino  concurre  para  ello  el  voto  de  las  dos  terceras  partes  de  sus 
miembros  presentes. y? 

Según  este  artículo,  que  es  perfectamente  claro,  el  proyecto  de 
lei  que,  aprobado  por  la  Cámara  de  oríjen  i  desechado  por  la  revi- 
sora,  fuere  aprobado  nuevamente  por  los  dos  tercios  de  los  miem- 
bros presentes  de  aquélla  i  no  fuere  rechazado  segunda  vez  por 
igual  mayoría  de  ésta,  queda  aprobado  por  ambas  Cámaras  i  debe 
remitirse  al  Presidente  de  la  República.  En  el  caso  contrario,  si  la 
Cámara  de  oríjen  no  insistiere  en  su  primer  acuerdo  por  las  dos 
terceras  partes  de  sus  miembros  presentes,  o  si  la  Cámara  revisora 
insistiere  en  reprobarlo  por  igual  mayoría,  el  proyecto  se  consi- 
derarla desechado  i  no  podría  proponerse  h^sta  U  sesión  del  año 
•lg[uientei 
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Esto  es  obvio  i  se  deduce  fácilmente  de  la  combinación  del  sis- 
tema establecido  por  este  artículo,  con  las  prescripciones  conteni- 
das en  los  artículos  43  i  43. 

Pero  el  art.  50  se  ha  puesto  en  el  caso  de  que  el  proyecto  de  iei 
aprobado  por  una  Cámara  sea  desechado  en  su  lolalidad  por  la  otra, 
lo  que  rarísima  vez  habrá  de  ocurrir.  Mas  él  no  espresa  qué  suerte 
corre  el  proyecto  cuando  es  aprobado  en  parle  i  en  parte  desechado 
por  la  Cámara  revisora.  Esto  segundo  caso,  que  es  frecuente,  no 
lo  decide  el  art.  50.  En  la  práctica  se  ha  entendido  siempre  que 
cuando  la  Cámara  revisora  aprueba  ciertas  disposiciones  de  las  que 
contiene  un  proyecto  de  lei  aprobado  por  la  Cámara  de  oríjen,  i 
desecha  otras,  suprimiéndolas  como  medio  de  negarles  su  aprobación, 
la  cuestión  debe  resolverse  aplicando  las'  reglas  contenidas  en  el 
art.  51  para  el  caso  de  las  adiciones  o  correcciones  que  aquélla  tiene 
facultad  de  introducir  en  el  proyecto.  Se  ha  entendido,  pues, 
que  suprimir  disposiciones  de  un  proyecto  es  algo  idéntico  a  adido- 
narlo  o  correjirlo;  i  como  la  supresión  de  un.^  parte  del  proyecto  im- 
porta desecharlo  parcialmente^  i  el  art.  50  se  refiere  únicamente  a  la 
desaprobación  total,  se  ha  buscado  el  medio  de  decidir  la  dificultad 
en  el  art.  51,  cuyo  estudio  nos  suministrará  oportunidad  de  volver 
sobre  esta  cuestión.:^ 


«Art.  51.  El  proyecto  de  lei  que  fuere  adicionado  o  correjido  por  la 
Cámara  remora,  volverá  a  la  de  su  oríjen:  i  si  en  ésta  fueren  aprobadas 
las  adiciones  o  correcciones  por  la  nijyoría  absoluta  de  sus  miembros  pre- 
sentes,  pasará  al  Presidente  de  la  República, 

Pero  si  las  adiciones  o  correcciones  fuesen  reprobadas,  volverá  el  pro- 
yecto sepmda  ve:{  a  la  Cámara  revisora;  donde,  si  fuesen  nuevamente 
aprobadas  las  adiciones  o  correcciones  por  una  mayor  ¿a  de  las  dos  terce- 
ras parles  de  sus  miembros  presentes,  volverá  el  proyecto  a  la  otra  Cáma- 
ra, i  no  se  entenderá  ^que  ésta  reprueba  las  adiciones  o  correcciones,  sino 
concurre  para  ello  el  voto  de  las  dos  terceras  partes  de  los  miembros  pre- 
sentes,:i^ 

Las  disposiciones  de  este  artículo  tienen  aplicación  frecuente  i 
constante.  Así  como  debe  ser  raro  que  una  Cámara  deseche  en  su 
totalidad  los  proyectos  aprobados  por  la  otra,  es  natural  que  los 
acepte  con  modificaciones  o  enmiendas.  Este  es  el  caso  que  regla, 
menta  el  art.  31.  El  sujiere  algunas  cuestiones  interesant^Si  c[U9 
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1.'  CUESTIÓN. — ¿Puede  la  Cámara  de  oríjen  subH:nmendar  las  en- 
miendas o  modificaciones  introducidas  en  un  proyecto  de  lei  por 
la  Cámara  revisora,  o  debe  limitarse  solo  a  aprobarlas  o  dese- 
charlas? 

Este  punto  no  ofrece  hoi  dificultad.  La  larga  práctica  de  los  úl- 
timos veinte  años  lo  ha  resuelto  en  el  sentido  de  que  la  Cámara 
de  oríjen  no  tiene  facultad  de  sub-enmendar  enmiendas,  sino  que 
debe  aprobarlas  o  desecharlas  lisa  i  llanamente.     . 

A  pesar  de  que  esto  parece  ahora  obvio,  no  han  faltado  casos  en 
que  la  Cámara  de  oríjen  ha  modificado  las  modificaciones  introdu- 
cidas por  la  Cámara  revisora  en  proyectos  de  lei  aprobados  por 
aquélla.  El  señor  Lastarria  recuerda  en  sus  comentarios  lo  ocurrido 
con  el  proyecto  de  lei  aprobatorio  del  Código  Civil,  i  recuerda 
también  que  en  la  discusión  de  los  presupuestos  ha  sido  frecuente 
el  empleo,  por  la  Cámara  de  oríjen,  de  la  facultad  de  sub-enmen- 
dar. Entre  estos  últimos  podria  citarse  el  caso  ocurrido  a  fines  de 
1849  con  la  partida  del  presupuesto  referente  a  la  Legación  de 
Roma,  que  hemos  referido  detalladamente  al  ocuparnos  de  la  ter- 
cera cuestión  que  suscita  el  inciso  2."  del  art.  37. 

Pero  aunque  es  cierto  que  la  facultad  de  sub-enmendar  se  ha 
puesto  en  ejercicio  no  pocas  veces  por  la  Cámara  de  oríjen,  ello 
ha  tenido  lugar,  probablemente,  por  inadvertencia.  En  efecto,  son 
pocas  las  ocasiones  en  que  el  ejercicio  de  tal  facultad  se  ha  sujeta- 
do a  discusión. 

Espondremos  aquí  las  principales. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  3  de  Noviembre  de 
1843,  al  discutirse  el  art.  106  del  proyecto  de  lei  del  réjimen  inte- 
rior, que  habia  sido  agregado  por  el  Senado  como  Cámara  reviso- 
ra, el  señor  don  Antonio  García  Reyes  propuso  que  se  le  diera 
una  nueva  redacción.  El  señor  don  Antonio  Varas,  Diputado  en- 
tonces por  Chillan,  hizo  presente:  «que  el  art.  51  de  la  Constitu- 
ción, manda  que  cuando  un  proyecto  sea  reformado  por  la  Cámara 
revisora,  pasará  a  la  de  su  oríjen,  la  cual  solo  deberá  admitir  o 
desechar  las  adiciones,  pero  no  podrá  hacer  otras  nuevas,  i  que, 
por  consiguiente,  la  Cámara  no  podia  adicionar  ni  reformar  el 
artículo  del  Senado,  sino  admitirlo  o  desecharlo.* 

El  señor  García  Reyes  contestó:  «que  el  artículo  de  que  se  trata- 
ba era  nuevo,  introducido  por  el  Senado,  debiendo  éste  conside- 
rarse como  Cámara  de  oríjen  respecto  de  él,  de  lo  que  se  deducia 
que  la  Cámara  de  Diputados  bien  podia  hacerle  nuevas  adiciones; 
que  este  modo  de  entender  el  precepto  constitucional,  ofrecía  sus 
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ventajas,  porque  así  los  proyectos  de  lei  serian   mas  considerados 
en  ambas  Cámaras  i  se  meditarían  con  mas  madurez.» 

El  señor  Varas,  replicando,  dijo  ontónces:  «El  artículo  constitu- 
cional dice  literalmente: — ^<:e\  proyecto  de  lei  que  fuere  adiciona- 
do.)^— Habla,  pues,  de  proyecto,  no  de  artículo  o  adición,  i  el 
Senado  no  deberá  considerarse  como  del  oríjcn  del  proyecto,  solo 
por  haberle  añadido  un  artículo.  Por  lo  que  toca  a  la  madurez  de 
la  discusión,  con  los  trámites  que  permite  la  Constitución  se  ofrece 
bastante  garantía  de  que  los  asuntos  serán  bien  considerados  en 
ambas  Cámaras.  Admitir,  por  otra  parte,  la  interpretación  que 
acaba  de  proponerse,  seria  formar  una  cadena  interminable,  por- 
que si  el  haber  añadido  el  Senado  un  artículo  al  proyecto  es 
suhcientc  motivo  para  que  se  considere  como  Cámara  de  oríjen, 
la  de  Diputados  será  Cámara  revisora,  i  como  tal  podria  añadir 
nuevas  adiciones;  pasará  otra  vez  al  Senado  i  después  a  la  Cámara 
de  Diputados,  i  de  este  modo  la  cadena  no  se  termina  jamas.»  (i) 

En  sesión  de  la  Chámara  de  Diputados  de  27  del  mismo  mes  i 
año,  i  con  motivo  de  la  discusión  del  mismo  proyecto,  el  señor 
Varas  reprodujo  la  opinión  que,  sobre  la  cuestión  constitucional, 
había  emitido  veinticuatro  días  antes  En  aquel  caso  las  Cámaras 
nombraron  una  comisión  mista  para  conciliar  las  opiniones  encon- 
tradas de  ambas. 

.  El  Senado,  en  sesión  de  12  de  Junio  de  1847,  resolvióla  duda  en 
el  mismo  sentido  que  el  señor  Varas,  aprobando  por  unanimidad  el 
art.  2.^  del  proyecto  de  acuerdo  que  se  habia  encomendado  al 
señor  don  Andrés  Bello  redactaren  la  sesión  anterior.  Este  artículo 
prescribe  que  cuando  un  proyecto  de  lei  sea  devuelto  al  Senado  con 
modificaciones  o  correcciones,  introducidas  por  el  Presidente  de 
la  República  o  por  la  Cámara  de  Diputados,  conforme  a  los  artícu- 
los 46,  47  i  31,  después  de  consideradas  i  discutidas  por  su  orden, 
votará  el  Senado  sobre  la  cuestión  siguiente:  ''<Se  admite  o  nó  la 
alteración  propuesta.» 

Este  acuerdo  del  Senado,  debido  a  la  pluma  eminente  del  señor 
Bello,  resolvía  la  dificultad  en  el  único  sentido  conforme  con  el 
precepto  constitucional,  no  poniéndose  siquiera  en  la  hipótesis  de 
que  fuera  lícito  a  la  Cámara  de  oríjen  introducir  correcciones  en 
las  aprobadas  por  la  Cámara  revisora. 

El  mismo  señor  Bello  sostuvo  idéntica  opinión  en  sesión  del  Sena- 
do de  27  de  Octubre  de  1848,  afirmando,  como  es  la  verdad,  que  el 


(i)  Proi^/VoV.  núai.  -o),  6  de  Xovieinlre  tic  1843 
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art.  51  no  distingue  entre  las  adiciones  i  las  correccianes  introducidas 
en  un  proyecto  de  lei  por  la  Cámara  revisora,  sino  que  coloca 
aquéllas  i  éstas  en  un  mismo  nivel.  El  señor  don  Francisco  Antonio 
Pinto  habló  en  el  mismo  sentido  que  el  señor  Bello,  invocando  el 
acuerdo  aprobado  por  el  Senado  en  la  sesión  ya  citada  de  12  de 
Junio  de  1847,  i  se  procedió  a  votar  si  se  aprobaba  o  nó  el  ar- 
ticulo agregado  por  la  Cámara  de  Diputados  al  proyecto  de  lei  que 
tenia  por  objeto  ceder  seis  mil  pesos  a  la  Iglesia  Metropolitana  para 
la  compra  de  un  órgano,  resultando  aceptado  el  artículo  por  una- 
nimidad, sin  corrección  alguna. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Senadores  de  5  de  Setiembre  de  1853, 
al  tomarse  en  consideración  las  modificaciones  que  la  Cámara  de 
Diputados  habia  introducido  en^el  proyecto  de  lei  sobre  secuestros, 
aprobado  ya  por  aquella  Cámara,  espuso  el  señor  don  Antonio  Va- 
ras, Ministro  del  Interior,  que  «no  siendo  lícito,  según  la  Constitu- 
ción, alterar  dichas  modificaciones,  convendría  que,  al  aprobarlas, 
el  Senado  esplicara  el  sentido  que  atribuía  a  las  espresiones  autori- 
dad competente,  empleadas  por  la  Cámara  de  Diputados,  a  fin  de 
satisfacer  las  justas  exijencias  del  señor  Encargado  de  Negocios  de 
Su  Majestad  Católica,»  haciéndose  la  esplicacion  en  el  oficio  en 
que  debia  comunicarse  a  la  Cámara  revisora  la  aprobación  de  sus 
modificaciones. 

Votada  la  indicación  que  hizo  el  señor  Varas  con  tal  objeto,  fué 
aprobada  por  9  votos  contra  4. 

En  sesión  de  la  Cámara  de  Senadores  de  11  de  Setiembre  de 
1854,  considerando  las  alteraciones  hechas  por  la  Cámara  de  Dipu- 
tados en  el  proyecto  de  lei  apro,bado  por  aquella  Cámara,  sobre 
declarar  de  utilidad  pública  los  llanos  de  Arquen,  se  suscitó  la 
misma  cuestión  que  viene  ocupándonos.  Los  señores  Senadores 
don  Fernando  Lazcano,  Presidente  de  la  Cámara,  i  don  Francisco 
Antonio  Pinto  sostuvieron,  i  sin  oposición  alguna,  idéntica  opinión 
a  la  emitida  por  los  señores  Bello  i  Varas  en  los  casos  ya  citados. 
Espresó  el  señor  Pinto  que  la  Cámara  de  oríjen  no  puede  decir 
sino  si  o  nó  2l  las  modificaciones  de  la  revisora,  sin  agregarles  ni 
quitarles  una  palabra. 

El  señor  don  J.  Victorino  Lastarria,  discutiéndose  en  sesión  de  la 
Cámara  de  Diputados  de  16  de  Junio  de  1835,  un  proyecto  de  lei 
que  tenia  por  objeto  establecer  un  impuesto  a  favor  de  la  Munici- 
palidad de  la  Serena,  sostuvo  que,  modificado  por  la  Cámara  de 
Senadores,  como  lo  habia  sido,  el  artículo  que  fijaba  el  plazo  en 
que  debia  principiar  a  rejir  la  lei,  no  habia  inconveniente  para 
que  la  (jamara  de  Diputados,  que  lo   era   de   oríjen   respecto   de 
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dicho  proyecto  sub-modifica,  a  su  vez,  aquel  artículo,  a   fin   de 
evitar  de  este  modo  todo  retardo  que  dejaría  sin  efecto  la  lei. 

El  señor  Lastarria  citó,  en  apoyo  de  su  manera  de  ver,  el  caso 
ocurrido  en  el  Sena  Jo  en  1849  a  propósito  de  la  partida  del  presu*- 
puesto  referente  a  la  Legación  en  Roma,  a  que  hemos  aludido  mas 
arriba,  i  a  propósito  de  la  cuestión  constitucional  dijo  que:  «Es 
verdad  que  el  artículo  constitucional  dice:  aprobar  o  reprobar  las 
modificaciones  hechas  por  la  Cámara  revisora;  pero  esto  puede  en- 
tenderse que  es  para  que  la  Cámara  de  oríjen  no  vuelva  sobre  lo 
que  ya  acordó  dejándole,  no  obstante,  la  facultad  de  sub-enmen- 
dar  lo  que  juzgare  conveniente.» 

El  señor  don  Antonio  Varas,  Ministro  del  Interior,  refutó  otra 
vez,  a  nuestro  juicio  victoriosamente,  esa  opinión,  sosteniendo  lo 
mismo  que  habia  defendido  en  1843  i  18^3,  i  con  argumentos  idén- 
ticos a  los  que  adujo  en  la  primera  de  aquellas  ocasiones. 

La  Cámara  aprobó  por  unanimidad  la  indicación  de  suspender 
la  consideración  del  asunto,  hasta  que  el  señor  don  Santiago  Prado 
presentara  un  nuevo  proyecto  que,  sobre  la  materia,  se  ofreció  a 
ledactar,  salvando  las  dificultades  ocurridas. 

El  señor  don  Alejandro  Reyes  habia  manifestado,  en  la  sesión 
anterior  de  14  de  Junio  de  1855,1a  misma  opinión  que  el  señor 
Varas  respecto  de  la  cuestión  constitucional. 

Finalmente,  i  para  no  citar  mas  casos,  en  sesión  de  la  Cámara 
de  Diputados  de  3  de  Setiembre  de  1862,  i  después  de  discutido 
el  punto  en  la  sesión  anterior  de  30  de  Agosto,  se  rechazó,  por  a8 
votos  contra  11,  la  indicación  del  señor  don  Manuel  Miquel  para 
ampliar  hasta  un  año  el  plazo  de  seis  meses  que,  en  un  segundo 
artículo  agregado  por  el  Senado,  fijó  esta  Cámara  para  que  princi- 
piara a  rejir  el  proyecto  de  lei  que  la  de  Diputados  habia  aprobado 
con  el  objeto  de  eximir  de  derechos  de  esportacion  el  cobre  fun- 
dido con  combustible  del  país.  El  artículo  agregado  por  el  Senado 
se  apropó  con  solo  un  voto  en  contra. 

Los  señores  don  Francisco  Puelma  i  don  Ambrosio  Montt  sostu- 
vieron, en  aquel  debate,  que  la  Cámara  de  Diputados,  que  era  de 
oríjen  respecto  del  proyecto,  carecía  de  facultad  para  modificar  el 
artículo  agregado  por  la  de  Senadores,  i  que  debia  limitarse  a  apro- 
barlo o  desecharlo. 

El  señor  don  Waldo  Silva,  reconociendo  que  un  artículo  de  un 
proyecto  aprobado  por  una  Cámara  i  modificado  por  la  otra,  no 
puede  ser  nuevamente  modificado  por  aquélla,^  sostuvo  que  no 
sucede  igual  cosa  cuando  la  Cámara  revisora  introduce  en  el  pro- 
yecto un  artículo  distinto,  estraño  a  los   que  tenia  en  la  de  su  orí- 
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jen,  porque  entonces  el  artículo  agregado  imporla  un  proveció  de 
lei  coniplelamente  nuevo. 

Al  discurrir  de  esta  manera,  tratando  de  distinguir  entre  ::'rrcc- 
cío/iíS  i  niJ/^íoiiís,  se  echaba  en  olvido  que,  como  lo  dijo  el  seÑor 
don  Andrés  Bello  en  i8^S,  el  arl.  ^i  de  la  Constitución  coloca 
aquellas  i  éstas  en  idOutica  condición,  que  aplica  a  ambas  las  mis- 
mas reglas,  i  que  no  es  licito  introducir  distinciones  donde  la  lc¡ 
no  distingue. 

La  práctica  consl.mte  de  ambas  Cámaras  durante  veinte  o  mas 
artos  no  presenta  ejemplo  alguno,  al  menos  corociclo  por  nosotros, 
de  que  se  haya  viohuio  la  disposición  cnntcniclii  en  el  art.  51,  tal 
ocmo  la  entendía  el  señor  don  .^ndrós  Bello. 

Es  cierto  que  el  señor  don  I''r,incÍsco  Puelma  hizo  notar,  en  se- 
sión de  la  Cámara  de  Diputados  de  1.' de  Diciembre  de  ]S7i,  que 
la  Cámara  de  Senadores  había  violado  el  art.  51  de  la  Constitución 
en  el  caso  siguiente.  Aprobado  por  dicha  Cámara  el  proyecto  de 
lei  que  tenia  por  objeto  crear,  un  quinto  Ministro  del  Despacho, 
denominado  de  Relaciones  Esleriores,  la  Cámara  de  Diputados  lo 
aprobó  también,  agregando  a  los  ramos  que  debían  quedar  a  cargo 
del  nue*'o  Ministro  los  de  col0n\\.-\chn  i  c¡riÜ\acicn  de  indijcihis.  El 
Senado,  en  sesión  de  29  de  Noviembre  de  aquel  año,  aceptó  por 
unanimidad  la  adición  referente  a  tv/j/ii^jj/j/í,  i  desechó,  también 
por  unanimidad,  la  referente  a  í¡r¡l¡-_j:i:m  de  ¡ii.1''jcii¿is.  El  señor 
Puelma  pcnsfj  que  la  C:¡mara  de  Si.-;i.idorc3  había  correjiJo  la  mo- 
dificación de  la  Cámara  de  Üipnlnitus.  i.  consitierándola  como  una 
soler,  creyó  que  había  infrinjido  la  Constitución,  por  cuanto  no  la 
habia  íipre'.-.T.lo  ni  rcpre'l\idc  por  completo,  lisa  i  llananienle. 

Nosotros  croemos,  sin  embargo,  como  el  señor  Presidente  de  la 
Cámara  du  Diputados,  don  .Miguel  Luis  Amunátegui.  que  en  el 
caso  qm;  motivó  la  protesta  de!  señor  Puelma,  hubo  des  adiciones 
distintas  introducidas  en  el  proyecto  del  Senado  por  aquella  Cáma- 
ra, i  que  el  Senado,  obrando  dentro  de  sns  facultades,  aprcl'ó  Ui 
líJi.T  i  rcprohó  l:^  c'.r.i.  Cuando  las  modiíicacíones  introducidas  en  un 
proyecto  por  ia  tiámara  rcvisori  son  r.iri.is.  no  es  forzoso  que  la 
(Jamara  d.'  orije:i  a.lo^le  re..pecio  di  lo.i.u  cll.ií  idéntica  resolu- 
ción. Lejos  de  eso.  Puede  aceptar  unas  i  recha/ar  oirás. 

En  apoyo  de  la  opinión  de  que  la  Cámara  qu;  es  de  oríjen  res- 
pecto do  un  proi'ecto  de  leí,  no  ]'iiedy  sub-eiimandar  las  correc- 
ciones o  adiciones  introducidas  en  él  por  la  (támara  revisora,  exis- 
ten, apjrie  de  las  incontcitablos  ra/.ones  de  conveniencia  que  se 
han  indicado  en  l:i  esposi.;io,i  pr-^c;,lcntj,  dos  argume.'.tos  deriva- 
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dos  de  la  Constitución  misma  i  que,  a  juicio  nuestro,  no  admiten 
réplica. 

Es  el  primero  que  el  art.  51  habla  solo  de  aprobación  o  reproba^ 
cion  de  las  adiciones  o  correcciones  por  la  Cámara  revisora,  sin 
conferir  a  ésta  la  facultad  de  sub-enmendarlas.  Luego,  carece  de 
ella  dicha  Cámara,  desde  que  la  Constitución  no  S3  la  confiere,  i 
desde  que  ninguna  majistratura  o  autoridad  puede  ejercer  otras 
facultades  que  aquellas  que  espresamenteie  señala  la  lei. 

Es  el  segundo  una  razón  de  analojía,  derivada  del  precepto  con- 
tenido en  el  art.  46.  Ya  hemos  visto  que  éste,  al  ocuparse  del  caso 
en  que  el  Presidente  de  la  República  devuelva  al  Congreso  un 
proyecto  de  lei  con  modificaciones  o  correcciones,  no  admite  sino 
dos  soluciones:  o  que  éstas  sean  aprobadas  según  hayan  sido  remi- 
tidas por  el  Ejecutivo,  o  que  no  lo  sean.  Pero  no  acepta  la  posibi- 
lidad de  que  sean  a  su  vez  correjidas  por  el  Congreso.  La  misma 
razón,  si  no  mayor  todavía,  milita  en  favor  de  esta  regla  para  apli- 
carla a  las  relaciones  de  una  Cámara  con  la  otra. 


2.*  cijKSiioN.— ¿Q.ué  suerte  corre  un  proyecto  de  lei  que  contie- 
ne varias  disposiciones,  cuando  respecto  de  una  o  mas  de  ellas  no 
hai  acuerdo  entre  las  dos  Cámaras,  habiéndolo  respecto  de  las 
otras?  ¿Fracasa  lodo  el  proyecto,  o  fracasan  solo  las  disposiciones 
que  son  materia  del  desacuerdo?'' 

La  cuestión  no  puede  ser  mas  trascendental, .  porque  si  hubiera 
de  decidirse  en  el  sentido  de  que  fracasa  lodo  el  proyecto,  nunca 
habríamos  tenido  presupuestos  aprobados  por  ambas  Cámaras, 
porque  no  hai  año  en  que  no  se  produzcan  entre  ambas  desacuer- 
dos respecto  de  uno  o  mas  ítems,  sin  que  por  eso  se  hayj  dejado 
de  dar  curso  a  todos  aquellos  que  han  merecido  la  aceptación  de 
la  una  i   de  la  otra. 

Para  ilustrar  bien  la  materia,  principiaremos  por  recordar  un 
caso  notable.         v 

Aprobado  por  la  Cámara  de  Senadores,  en  sesión  de  24  de  Agos* 
to  de  iS«s7,  un  proyecto  de  lei  sobre  elecciones,  compuesto  de 
cuatro  artículos  que  contenían  cuatro  disposiciones  perfectamente 
distintas,  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesiones  de  17  i  22  de  Octu- 
bre siguiente,  aprobó  el  proyecto  corrijiéndolo  en  todos  sus  artícu- 
los. El  Senado,  en  sesión  de  26  del  mismo,  desechó  todas  las  co- 
rrecciones: la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  31  del  citado 
mes  de  Octubre  de  1857,  insistió  solo  en  una  de  ellas,  la  que  habia 
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introducido  en  el  art.  2.®  por  los  dos  tercios  de  sus  miembros  pre- 
sentes; i,  finalmente,  el  Senado,  en  sesión  de  4  de  Noviembre  si- 
guiente, desecho  nuevamente  esa  corrección  única  por  14  votos 
contra  1,  o  sea  por  mas  de  la  mayoría  de  los  dos  tercios  de  sus 
miembros  presentes. 

En  este  estado  las  cosas,  se  suscitó  en  el  Senado  la  cuestión  de 
saber  qué  suerte  debía  correr  el  proyecto,  después  de  la  anterior 
tramitación.  El  Presidente  señor  don  Pedro  Nolasco  Mena  i  el 
señor  don  Fernando  Lazcano  sostuvieron  que  el  proyecto  debia 
considerarse  aprobado  por  el  Congreso  i  debia,  por  lo  tanto,  remi- 
tirse al  Presidente  de  la  República.  Los  señores  don  Máximo  Mu- 
jica  i  don  Diego  José  Benavente  creían  que  el  proyecto  había  fra- 
casado definitivamente  i  que  debia  relegarse  para  la  lejislatura 
siguiente.  El  señor  don  José  Joaquín  Pérez  manifestó  que  debia 
ser  leí  los  tres  artículos  aprobados,  con  abstracción  del  segundo 
que  que  había  sido  materia  de  disentimiento. 

A  pesar  de  ser  ésta  la  única  opinión  lójica  i  fundada,  el  Senado 
aceptó  la  de  los  señores  Mena  i  Lazcano,  acordando,  por  9  votos 
contra  6,  remitir  el  proyecto  al  Ejecutivo,  i,  por  unanimidad, 
hacer  mérito  en  el  oficio  remisorio  i  en  el  que  debia  pasarse  a  la 
Cámara  de  diputados,  de  todos  los  incidentes  ocurridos. 

La  Cámara  de  Diputados,  al  dársele  cuenta  de  la  nota  del  Sena- 
do, i  después  de  una  discusión  en  que  el  señor  Ministro  del  Inte- 
rior don  Jerónimo  Urmeneta,  i  los  señores  Diputados  don  Ramón 
Renjifo,  don  Antonio  Varas  i  don  José  Miguel  Barriga,  sostuvieron 
que  el  procedimiento  observado  por  la  Cámara  de  Senadores  era 
inconstitucional,  aprobó  por  unanimidad^  en  sesión  de  7  de  Noviem- 
bre de  1857,  el  siguiente  proyecto  de  acuerdo:  «El  proyecto  de  leí 
electoral,  figurando  en  él  el  arl.  2.°,  aprobado  por  la  Cámara  de  Se- 
nadores, no  ha  podido  pasarse  constitucionalmente  al  Presidente 
de  la  República  para  su  promulgación  como  leí.» 

Con  estos  antecedentes  el  Ejecutivo  devolvió  el  proyecto  al  Se- 
nado, desechándolo  en  el  todo,  en  mensaje  de  16  de  Noviembre 
de  1857.  del  cual  se  dio  cuenta  en  aquel  Cuerpo  el  20  del  mismo, 
acordándose,  por  7  votos  contra  4.  limitarse  a  acusar  recibo  sim- 
plemente de  dicho  mensaje.  Este  es  el  segundo  de  los  casos  de 
veto  suspensivo  que  recordamos  al  ocuparnos  de  los  arts.  43  a  49. 

Si  el  Senado,  como  lo  pensó  el  señor  Pérez  i  como  lo  manifestó 
bien  claramente  la  Cámara  de  Diputados  en  su  proyecto  de  acuer- 
do, hubiera  remitido  al  Presidente  de  la  República  el  proyecto 
con  inclusión  solamente  de  los  tres  artículos  aprobados  constitu- 
cionalmente por  ambas  Cámaras,  nos  parece  evidente  que  dicho 
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proyecto  no  habria  podido  ser  velado,  a  lo  menos  por  argumentos 
de  constitucionaiidad. 

Creemos,  en  efecto,  que  cuando  un  proyecto  de  lei  comprende 
disposiciones  diferentes,  que  corresponden  a  ideas  distintas  i  que 
pueden  existir  con  entera  independencia  las  unas  de  las  otras,  no 
debe  considerarse  rechazado  lodo  el  proyecto,  porque  hai  desa- 
cuerdo entre  las  dos  Cámaras  respecto  de  una  o  varias  de  aquellas 
disposiciones,.  Así  se  ha  resuelto  prácticamente  en  la  formación  de 
los  presupuestos,  que  no  fracasan  porque  no  existe  acuerdo  res, 
pecto  de  lodos  sus  disposiciones,  i  así  se  resolvió  también  en  1874 
en  el  caso  del  proyecto  del  Código  Penal,  que  no  se  consideró 
desechado,  porque  las  Cámaras  no  pudieron  ponerse  de  acuerdo 
respecto  de  sus  arts.  118  i  261. 

La  Constitución  no  ha  dictado  ni  podia  dictar  regla  alguna  abso- 
luta en  la  materia.  La  solución  de  cada  caso  depende  de  su  natura* 
leza.  Así,  es  claro  que  si  las  dos  Cámaras  están  de  acuerdo  en 
varias  disposiciones  de  un  proyecto  que  envuelve  preceptos  que 
pueden  existir  i  aplicarse,  a  pesar  del  desacuerdo  que  hubiere  sur- 
jido  respecto  de  otras,  el  proyecto  debería  remitirse  al  Presidente 
de  la  República  con  inclusión  de  las  disposiciones  aprobadas  por 
ambas  Cámaras,  como  debió  haberlo  hecho  el  Senado  en  el  caso 
de  18^7. 

Por  el  contrario,  si  lo  desaprobado  tiene  tan  íntima  i  estrecha 
relación  con  lo  aprobado,  que  no  se  conciba  la  existencia  de  lo  se- 
gundo sin  la  de  lo  primero,  como  en  el  caso  de  fracasar,  por  ejem- 
plo, un  artículo  fundamental  de  un  proyecto  de  reforma  de  la  lei 
de  elecciones,  entonces  todo  el  proyecto  deberia  tenerse  por  de- 
sechado. Cuestión  es  ésta  que  las  Cámaras  mismas  deben  resolver 
en  cada  caso  de  duda,  pues  ella  lo  es  solamente  de  sana  táctica 
parlamentaria,  de  prudencia  i  aun  de  simple  buen  sentido,  cosas 
lastres  que  no  es  dado  sujetar  a  reglas  fijas  e  invariables. 

^asta  imposible  seria  dictarlas  sin  el  grave  peligro  de  sacrificar 
en  muchos  casos  el  verdadero  acuerdo  de  ambas  Cámaras  acerca 
de  ciertas  "disposiciones  aceptadas  por  ellas,  por  consideración 
simplemente  a  una  cuestión  de  palabras.  En  muchos  casos  el  desa- 
cuerdo existe  solo  en  la  forma  i  no  en  el  fondo  de  lo  que  se  dis- 
cute. 

Así,  por  ejemplo,  en  las  sesiones  estraordinarias  de  1877,  el  Se- 
nado aprobó  la  partida  del  presupuesto  del  Interior  referente  a  los 
ausilios  que  se  acuerdan  a  las  municipalidades  para  sostener  las 
fuerzas  de  policía,  fijando  en  $  50,000  el  ítem  relativo  a  la  Munici- 
palidad de  Santiago;  la  Cámara  de  Diputados  ¿;orr¿/(($  ese  ítem,  entre 
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"■"■i,  elevándolo  hasta  o'heiila  mil  pesos;  e!  Senado  rechazó  en  se- 
s  esta  moíiificacion;  la  Cjiíiara  de  Diputados  insistió   en   ella 

os  dos  tercios  de  sus  miembros  presentes,  i  el  Senado,  final- 
le,  acordó,  en  sesión  de  c¡  de  Enero  de  1S7H,  no  insklir  en  su 
IZO  de  la  referida  corrección,  quedando  asi  ésta  aprobada, 
ro  el  Senado,  para  volver  sobre  sus  pasos,  oyó  previamente 
:támen  de  una  Comisión  compuesta  de  los  señores  Ramón 
rrero,  don  Antonio  Varas,  don  José  Fujcnio  Vergara  i  don 
uin  Blest  Gana,  que  debia  ilustrarle  acerca  de  la  suerte  que 
íria  aquel  ítem,  i  otros  qnc  se  encontraban  en  idéntico  caso, 
Senado  insistia  en  desechar  la  corrección  aprobada  por  la  Cá- 
i  de  Diputados. 

dificultad  consistía  en  saber  si,  en  esta  hipótesis,  fracasaba  el 

por  completo,  o  si  dcbia  entenderse  rechazado  solo  en  cnanto 

treinta  mi!  pesos  en  que  lo  habia  elevado  la  Cámara  de  Dipu- 
3.  Si  ésta  se  encontraba  dispuesta  a  autorizar  un  gasto  deochen- 
¡1  pesos,  i  que  hasta  esta  cifra  habia  acuerdo  entre  ambas  Cá- 
is. 

[1  embargo,  la  Comisión  arriba  nombrada  no  manifestó  opinión 
la  en  su  informe  acerca  de  esta  cuestión  constitucional,  limi- 
ose  a  recomendar  al  Ssnado,  en  buenos  términos,  que,  u  fin 
¡lar  confii.-los,  no  in-is(icra  en  rccha;Mr  las  modillcacionesde  la 
ara  de  Diputados,  Parece,  pues,  que  la  comisión  temió  qnc  la 
tencia  del  Senado  importar.i  el  completo  fracaso  de!  ítem  o 
3S  ítems  que  dieron  niárjen  a  ccircccicncs,  i  no  simplemente  el 
stas. 

.te  caso,  que  puede  ocurrir  diariamente  en  la  discusión  de  los 
apuestos  principalmente,  no  ofreceria  diilcultad  en  buena  ló- 

Q.uien  quiere  conceder  ochenta  mil,  concede  cincuenta  mil 
treinta  mil  i  si  no  obtiene  lo  que  traía  de  a^re^jar  no  es  de  su- 
;r  que  desisttirá  de  la  parte  que  no  ofrece  dÜicullad.  Fracasará 
rrcccion  referente  a  los  treinta  mil  agrc,ií:idos;  pero  no  so  divisa 
n  para  que  fracase  también  el  ítem  primitivo,  que  es  un  ver- 
:ro  proyecto  de  lei,  aceptado  por  ;inibns  C;imaras  en  cuanto  a 
iccion  de  cincuenta  mil  que  no  snscita  desacuerdo.  En  e!  caso 
!o,;puede  racionalmente  admitirse  que  la  Cámara  de  Diputa- 
liabria  preferido  dejar  a  la  policía  de  Sautiaí^o  sin  subvención 
ia,  quitándole  aun  la  de  cincuenta   mil  pesüs  aceptada  por  el 

do,  solo  porque  no  habia  obtenido  que  ella  fuera  elevada 
1  ochenta  mil  pvsns?  .\  la  verdad,  que  tal  suposición  nos  pare- 
ladmisiblc. 

verdad  es  que  los   art'i,  so  i  5 1  no  resuelven  cual  es  la  suerte 
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que  corre  un  proyecto  de  lei,  o  un  artículo  o  disposición  de  un 
proyecto,  cuando  las  adiciones  o  correcciones  introducidas  por  la 
Cámara  revisora,  quedan  definitivamente  reprobadas  ya  porque, 
rechazadas  por  la  Cámara  de  oríjen,  no  insistió  en  ella  la  Cámara 
revisora  por  dos  tercios,  ya  porque,  habiendo  ésta  insistido  en 
ellas  por  dicha  mayoría,  la  Cámara  de  oríjen  insiste  también  por 
dos  tercios  en  su  desaprobación. 

Rechazadas  así  las  adiciones  o  correcciones,  ¿se  entiende  aprobado 
el  proyecto,  el  artículo  o  disposición  de  el  que  las  motivó,  en  la 
forma  que  lo  aprobó  primitivamente  la  Cámara  de  oríjen? 

Así  lo  entendió  el  Senado  en  sesión  de  4  de  noviembre  de  1857 
en  el  caso  que  hemos  narrado  mas  arriba.  Pero  hemos  dicho  que 
ese  cuerpo  obró  mal  al  proceder  en  esa  intelijencia,  porque  el 
art.  2.®  del  proyecto  que  dio  márjen  a  la  dificultad,  no  habia  sido 
aprobado  por  ambas  Cámaras. 

En  efecto,  cuando  la  Cámara  de  Diputados  corrijió  ese  artículo 
por  mayoria  absoluta  primero,  e  insistió  después  en  la  corrección 
por  dos  tercios,  es  claro  que  rechazó  el  artículo  correjido,  en  la 
forma  que  le  habia  dado  el  Senado,  primero  por  mayoría  i  en  se- 
guida por  dos  tercios.  El  Senado,  al  rechazar  la  corrección  por  ma- 
yoria absoluta  primero  i  en  seguida  por  dos  tercios,  insistió  por 
idénticas  mayorías  en  el  artículo  primitivo.  Este,  sin  duda,  habia 
sido  aprobado  tres  veces  si  se  quiere,  por  la  Cámara  de  Senadores, 
i  aun  admitamos  que  por  iinannnidad  en  todas  ellas:  pero  esto  no 
bastaba  para  reputarlo  aprobado  por  la  Camarade  Diputados,  que 
implícitamente  lo  habia  desechado  dos  veces,  la  una  por  simple 
mayoria  absoluta  i  la  otra  por  dos  tercios. 

Se  comprende  que  un  proyecto  se  considere  aprobado  por  am- 
bas Cámaras  para  los  efectos  de  su  remisio'n  al  Ejecutivo,  cuando 
obtiene  la  aprobación  de  los  5  de  una  Cámara  i  de  J  de  la  otra, 
porque  así  se  obtiene  la  misma  unidad  que  se  consigue  sumando 
dos  mayorias  absolutas:  í  +  i=i — 5  +  ;\  =  i;  pero  no  es  aceptable 
que  prevalezca  la  voluntad  de  los  |  o  de  la  unanimidad  de  una  de 
las  Cámaras,  con  prescindencia  de  la  voluntad  contraria  de  la  otra, 
manifestada  también  por  H  o  por  unanimidad. 

Obró  bien,  por  consiguiente^  el  Presidente  de  la  República  al 
poner  en  ejercicio  su  velo  suspensi'jo  en  el  caso  ocurrido  en  1857. 

El  señor  Lastarria,  en  sus  comentarios  al  art.  si,  examinando  la 
cuestión  que  nos  ocupa  dice'que,  cuando  las  adiciones  o  correccio- 
nes fueren  desechadas  segunda  vez  por  mayoria  de  los  dos  tercios 
de  la  Cámara  rechazante,  '-'el  proyecto  quedará  paralizado  i  no  po- 
drá proponerse  hasta  la  legislatura  del  año  siguiente.» — Esto,   que 
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no  lo  dice  la  Constitución,  nos  parece  exacto  cuando  la  disposición 
que  resultare  rechazada  en  definitiva  fuere  de  aquellas  que  com- 
prometieren la  existencia  de  todo  el  proyecto.  Pero  creemos  que 
esa  opinión  no  es  aceptable  de  una  manera  absoluta  i  aplicable  a 
todos  los  casos  sin  limitación  alguna. 

La  práctica  ha  confirmado  la  verdad  de  la  distinción  que  noso- 
tros hemos  establecido  mas  arriba.  Citaremos  un  caso  reciente  i 
notable  que  así  lo  demuestra. 

La  Cámara  de  Senadores,  en  sesiones  de  1873  i  1874,  aprobó  el 
proyecto  de  Código  Penal  en  cierta  forma.  La  Cámara  de  Diputa- 
dos, en  sesiones  de  setiembre  del  segundo  de  los  dos  años  citados, 
lo  aprobó  también,  pero  corrijiendo  notablemente  sus  arts.  118  i 
361.  El  Senado  rechazó  esas  correcciones  en  sesión  de  16  de  octu- 
bre del  mismo  año,  por  9  votos  contra  6,  la  primera  i  por  10  votos 
contra  5  la  segunda.  La  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  22  del 
mismo  mes,  insistió  en  ambas  correcciones  por  dos  tercios,  i  el 
Senado  insistió  a  su  vez  en  el  rechazo  de  una  i  otra,  también  por 
dos  tercios,  en  sesión  de  a6  del  referido  mes  de  octubre  de  1874. 

Era,  entonces,  evidente  que  los  arts.  118  i  261,  en  la  forma  que 
les  dio  el  Senado  al  discutirlos  la  primera  vez  como  Cámara  de 
oríjen,  no  habian  sido  aprobados  en  esa  forma  por  la  Cámara  de 
Diputados.  Lejos  d3  eso,  al  correjirlos  primero  por  mayoría  abso- 
luta i  luego  por  mayoría  de  dos  tercios,  manifestó  claramente  que 
no  aceptaba,  por  idénticas  mayorías,  el  artículo  primitivo.  Así  lo 
entendieron  ambas  Cámaras,  considerando  esos  artículos  desecha- 
dos (al  contrario  de  lo  que  hizo  el  Senado  en  1857)  i  suprimiéndo- 
los del  proyecto  de  Código  Penal  que  se  remitió,  sin  elloSy  al  Pre- 
sidente de  la  República,  i  que  no  se  consideró  ni  por  un  momento 
que  hubiera  fracasado  en  todos  los  artículos  que  habian  merecido 
la  aprobación  de  las  dos  Cámaras. 

Muí  lejos  de  eso,  el  Senado  aprobó  por  unanimidad,  en  sesión 
de  28  de  Octubre  de  1874,  i  la  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  del 
dia  siguiente,  i  con  un  solo  voto  en  contra,  un  proyecto  de  lei: 
«autorizando  al  Presidente  de  la  República  para  que,  al  hacer  la 
promulgación  del  Código  Penal,  en  los  Urminos  que  lo  ha  aprobado 
elCongresOy  altere  las  referencias  de  unos  artículos  a  otros  toman- 
do en  cuenta  las  supresiones  hechas  en  el  proyecto  primitivo.» 

El  Congreso,  en  este  caso  reciente  e  interesante,  manifestó: 
i.°  que,  a  su  juicio,  el  desacuerdo  definitivo  de  ambas  Cámaras 
respecto  de  las  adiciones  o  correcciones  introducidas  en  un  pro- 
yecto de  disposición  lejislativa,  importa  no  solo  el  fracaso  de  di- 
chas adiciones  o  correcciones^  sino  también  el  de  la   disposición  a 
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que  ellas  se  refieren;  i  3.°  que  el  desacuerdo  de  ambas  Cámaras  en 
una  o  mas  disposiciones  de  las  contenidas  en  un  proyecto  de  lei, 
no  importa  «precisamente*  el  fracaso  de  lodo  el  proyecto. 

Por  eso,  en  el  caso  citado,  fracasaron  no  solo  las  enmiendas 
introducidas  por  la  Cámara  de  Diputados  en  los  arts.  118  i  361  del 
proyecto  de  Código  Penal,  sino  también  esos  mismos  artículos  en 
la  forma  que  los  habia  aprobado  la  Cámara  de  Senadores;  pero  no 
fracasaron  los  cuatrocientos  o  quinientos  artículos  que  hablan  ob- 
tenido la  aprobación  definitiva  de  ambas  Cámaras. 

En  resumen,  i  para  concluir  con  estas  observaciones,  la  Consti- 
tución no  ha  dictado  reglas  espresas  e  invariables  para  casos  que 
pueden  ser  de  muí  distinta  naturaleza.  Nos  parece  que  los  que 
ocurran  deben  ser  resueltos  conforme  a  las  opiniones  que  hemos 
manifestado,  i  que,  en  todo  evento,  es  facilísimo  que  las  Cámaras 
mismas  puedan  ponerse  de  acuerdo  respecto  de  aquello  que  ha 
merecido  la  aprobación  de  ámbas^  a  fin  de  no  sacrificar  talvez  a 
un  mero  formulismo  de  palabras,  verdaderas  cuestiones  de  fondo 
respecto  de  las  cuales  no  existe  quizás  sino  una  divirjencia  aparen- 
te. En  tales  situaciones,  produce  saludables  resultados  el  nombra- 
miento de  comisiones  mistas  que  estudien  las  dificultades  i  pro- 
ponga proyectos  de  lei  o  de  acuerdo,  que,  aceptados  por  ambas 
Cámaras,  sanjan  las  cuestiones,  espedita  i  satisfactoriamente,  como 
acaba  de  hacerse  respecto  de  uno  de  los  artículos  transitorios  del 
proyecto  que  es  hoi  la  lei  de  instrucción  secundaria  i  superior  de 
la  República. 

3.'*  cuhSTioN. — ¿Las  supresiones  acordadas  por  la  Cámara  reviso ''a 
en  un  proyecto  de  lei  aprobado  por  la  Cámara  de  oríjen,  se  rijen 
por  las  reglas  que  el  art.  t, I  establece  para  las  adiciones  i  correc- 
ciones) 

Aunque  esta  cuestión  jamas  se  ha  discutido,  prácticamente  se  ha 
resuelto  afirmativamente,  entendiéndose  que  la  palabra  correcciones 
comprende  las  supresiones,  nos  permitimos  poner  en  duda  la  lójica 
de  semejante  modo  de  entender  el  art.  51  de  la  Constitución. 

Entender  que  las  supresiones  de  una  o  mas  disposiciones  de  un 
proyecto  de  lei,  que  no  son  en  realidad  sino  recha:{OS  parciales,  se 
rijen  por  las  reglas  del  art.  51  i  no  por  las  del  50,  que  prevee  el 
caso  de  un  rechazo  lotal  del  proyecto,  nos  parece  algo  que  se  ofrece 
graves  inconvenientes.  Dando  a  la  palabra  corrección  de  que  se  sirve 
el  art.  m,  un  alcance  que  ni  aun  gramaticalmente  tiene,  se  aplica 
a  un  caso  no  previsto  en  la  Constitución  una  regla  dictada  para 
otro  pue  es  bien  diferente. 
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En  efecto,  según  el  Diccionario  de  la  Academia  Española,  corre- 
jir  es:  c<cnmendar  lo  que  está  errado;»  suprimir  es:  ^cdclcncr,  impedir 
o  csbrlw  el  curso  Je  al¿;;una  cosa,/>  es  <fc>mitir:»  i^rJcscchcir}:}  es  «cscluir, 
rcprobar.7>  Luego,  es  claro  que  cuando  la  Cámara  revisora  suprime 
de  un  proyecto  algo  de  lo  que  en  él  aprobó  la  Cámara  de  oríjen, 
r¿pr¿/jíuT  o  ífjsjí:/?ti  lo  que  suprime,  cosa  bien  distinta,  ante  la  gra- 
mática i  la  lójica,  decorrcjir  o  enmendar.  ¿Cómo  aplicar  entonces  a 
aquel  caso  las  reglas  dictadas  para  éste,  sin  caer  en  un  verdadero 
absurdo?  Si  el  caso  de  retroÍKicion  parcial  de  un  proyecto  no  está 
previsto  espresamente  en  la  Constitución,  ¿nó  seria  mas  natural, 
cuando  esa  reprobación  parcial  no  implica  el  fracaso  de  todo  el 
proyecto,  aplicarle,  por  anolojía,  las  reglas  que  el  art.  ^o  establece 
para  el  caso  de  reprobación  loíaU  en  cuanto  le  fueran  aplicables,  en 
lugar  de  resolverlo  conforme  al  art.  51,  dictado  para  situaciones 
diferentes? 

Fácil  es  persuadirse  de  ello,  discurriendo  sobre  un  caso  con- 
creto. 

El  Senado,  al  discutir,  a  fines  de  1876,  el  prespuesto  de  Hacien- 
da, introdujo  en  él  un  ítem  especial  destinado  a  gratificar  a  los 
empleados  públicos  con  un  diez  i  seis  por  ciento  sobre  sus  sueldos, 
aprobando  ese  ítem  por  mayoría  absoluta  de  12  votos  contra  9.  Re- 
mitido dicho  proyecto  a  la  Cámara  de  Diputados,  ésta  desechó 
aquel  ítem  también  por  mayoría  absoluta  de  52  votos  contra  32. 
Al  desechar  ese  ítem,  que  pudo  mui  bien  figurarar  aisladamente 
como  un  proyecto  de  lei  especial  i  separado,  cuya  suerte  en  nada 
afectaba  la  de  todo  lo  restante  del  presupuesto,  es  evidente  que  la 
Cámara  de  Diputados  lo  suprimió  del  presupussto  mencionado,  sin 
que  sea  dable  sostener  que  dicho  ítem   fué  adicionado  ni  corre jido. 

Ahora  bien,  devuelto  al  Senado  aquel  presupuesto,  en  vez  de 
votar  ese  cuerpo  si  insístia  o  nó  en  la  aprobación  del  ítem,  que  no 
importaba  otra  cosa  que  un  verdadero  proyecto  de  lei,  desechado 
por  la  Cámara  revisora,  votó,  en  sesión  de  13  de  Diciembre  de 
1876,  si  aceptaba  o  nó  la  modificación  introducida  en  el  presupuesto  de 
Hacienda  por  la  Cámara  de  Diputados,  i  resolvió  aceptarla  por  15 
votos  contra  6,  o,  lo  que  es  mas  exacto,  decidió,  por  dicha  mayo- 
ría, no  insistir  en  su  anterior  acuerdo,  que  en  nada  habia  sido  en- 
mendado, quedando  así  rechazado  el  ítem  por  ambas  Cámaras. 

Supóngase  por  un  momento  que  el  Senado,  en  lugar  de  resolver 
lo  que  resolvió  en  su  sesión  de  13  de  Diciembre  de  1876,  hubiera 
reprobado,  siempre  por  mayoría  absoluta  de  12  votos  contra  9,  la 
llamada  corrección  de  la  Cámara  de  Diputados,  i  que  esta  hubiera 
insistido  en  rechazar  o  supriniir  el  ítem  segunda  vez,  pero  solo  por 
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la  misma  mayoría  absoluta  de  52  votos  contra  32  con  que  lo  desa- 
probó la  vez  primera,  mas  no  por  mayoría  de  los  dos  tercios  de  sus 
miembros  presentes.  ¿Qué  habria  sucedido  entóncesPJuzgado  el  caso 
con  arreglo  al  art.  51,  i  persistiéndose  en  considerar  el  rechazo  del 
ítem  por  la  Cámara  de  Diputados  como  una  corrección^  en  que  ésta 
insistía  por  dos  tercios,  se  habria  tenido  que  llegara  la  consecuen- 
cia de  que  dicho  ítenl  estaba  aprobado  por  el  Conp'cso,  a  pesar  de 
que  salta  a  la  vista  que  habria  sido  aprobado  dos  veces  por  mayoría 
absoluta  en  el  Senado,  i  desechado  dos  reces  también  por  igual  ma- 
yoría en  la  Cámara  de  Diputados.  ¿Dónde  habria  estado  entonces 
la  aprobación  de  ambas  Cámaras,  que  solo  puede  obtenerse  cuando 
ambas  aprueban  un  pioyecto  por  mayoría  absoluta  (i-[-i  =  i)i  o 
cuando  la  una  lo  aprueba  por  §  i  la  otra  no  alcanza  a  desecharlo 
por  igual  mayoría,  aceptándolo  así  por  J  15-li  "  '}^ 

¿No  se  vé  que  semejante  resultado  habria  sido,  en  el  fondo,  in- 
constitucional? 

Apliqúese  al  caso  la  regla  del  art.  so,  i  se  verá  que  nada  de  lo 
dicho  sucedería.  No  se  confunda  la  corrección  con  la  reprobación, 
atribuyendo  una  importancia  casi  pueril  a  la  eventualidad  fortuita 
i  ocasional  de  encontrarse  escritos  en  un  solo  pedazo  de  papel  dos 
o  cien  proyectos  de  lei,  verdaderamente  distintos  e  independientes 
los  unos  respecto  de  los  otros,  i  olvidando  las  tínicas  reglas  que 
deben  aplicarse  para  considerar  aprobados  o  desechados  definiti- 
vamente cada  uno  de  ellos. 

Lo  que  constituye  la  unidad  de  una  lei  no  es  la  voluntad  del  que 
escribe  mil  ítems  de  un  presupuesto,  o  mil  artículos  de  un  Código  en 
un  solo  cuaderno  conjuntamente.  Nó:  esa  unidad  la  constituye  úni- 
camente la  relación  íntima  que  existe  entre  todas  las  disposiciones 
de  un  proyecto,  cuando,  faltando  una  o  varias,  carecerian  de  base 
las  demás.  Pero  cuando  esto  no  sucede,  cada  disposición  debe  mi- 
rarse como  un  proyecto  de  lei  especial,  que  si  es  desechado  por  la 
Cámara  revisora,  tiene  que  ser  reconsiderado  por  la  de  on'jen  i  no 
se  entenderá  aprobado  nuevamente  por  ésta,  si  para  ello  no  con- 
currieren los  votos  de  los  dos  tercios  de  los  miembros  presentes, 
conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  50. 

I  es  por  esto  que  aun  cuando  se  rechacen  uno  o  mas  ítems  de  un 
proyecto  de  presupuesto,  uno  o  mas  artículos  de  un  proyecto  de 
Código,  ni  fracasa  todo  el  presupuesto,  ni  fracasa  el  Código  entero. 
La  razón  es  obvia:  cada  artículo  de  un  Código  es  una  lei,  aunque 
esté  promulgado  con  mil  otros  conjuntamente;  cada  ítem  del  pre- 
supuesto debe  ser  también  reputado  como  una  lei  especial,  según 
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lo  hemos  manifestado  ea  lugar  conveniente,  aun  cuando  se  pro- 
mulgue con  otros  quinientos. 

Repetimos,  sin  embargo,  que  la  práctica  no  es  conforme  con 
nuestra  manera  de  apreciar  esta  cuestión.  Así,  la  Cámara  de  Sena- 
dores, al  discutir  en  las  sesiones  ordinarias  de  1878  el  proyecto  de 
lei  que  la  Cámara  de  Diputados  había  aprobado,  consultando  va- 
rias economías  en  los  gastos  públicos,  desechó  los  incisos  referentes 
a  supresión  de  los  sueldos  de  los  decanos  de  la  Universidad  i  la 
supresión  de  las  subvenciones  acordadas  a  los  Seminarios  de  Val- 
paraíso i  de  Talca.  La  Cámara  de  Diputados,  en  sesión  de  4  de  Ju- 
nio de  1878,  considerando  las  resoluciones  desaprobatorias  del 
Senado  como  corrección:^  introducidas  en  el  proyecto,  votó  si  las 
aceptaba  o  nó,  i  no  si  insistía  eu  mantener  aquellas  supresiones  de 
gastos,  que  importaban  materias  de  leyes  distintas.  Desechadas  las 
llamadas  modificaciones  o  correcciones  del  Senado,  esta  Cámara,  en 
sesión  de  8  del  mismo  mes  i  año,  votó,  a  su  vez,  si  insistía  o  nó  en 
ellas,  quedando  resuelta  la  negativa,  por  no  haber  contado  la  in- 
sistencia con  los  dos  tercios  de  los  Senadores  presentes,  pues  hubo 
solo  1 1  votos  contra  6  en  favor  de  la  primera  corrección,  i  9  votos 
contra  8  en  favor  de  la  segunda. 

Acatando  mucho  los  precedentes,  cuando  son  fundados  en  bue- 
nas razones,  abrigamos  dudas  serias  en  cuanto  a  la  bondad  de  los 
que  hemos  citado  i  de  los  que  pudieran  citarse  con  referencia  a  la 
cuestión  que  acabamos  de  examinar. 


Por  su  parte,  el  Reglamento  del  Senado,  dice  a  este 
respecto  lo  que  sigue: 

«Art.  66.  Ningún  Senador  podrá  hablar  mas  de  dos  veces  sobre 
un  mismo  asunto  en  cada  trámite  (entendiéndose  por  trámite  de  la 
discusión  cada  proposición,  enmienda  o  sub-enmienda  sobre  que 
deliberare  la  Sala);  pero  el  autor  de  una  moción  o  proyecto,  o  el 
Diputado  o  Ministro  del  Despacho  encargado  de  sostenerlo  en  el 
Senado,  podrá  hablar  por  tercera  vez,  cuando  no  haya  quien  tome 
la  palabra.  Se  dispensa  la  observancia  de  esta  regla  en  todas  lasco- 
misiones. 

Art.  68.  Sometida  una  proposición  a  la  Cámara  no  podrá  pre- 
sentársele otra,  sino  para  los  objetos  siguientes: 

i.°  Para  proponer  una  enmienda; 
3.°  Para  proponer  una  prorogacion; 


.^ 
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3.°  Para  reclamar  una  medida  de  orden  en  el  instante  mismo  de 
haber  sido  éste  violado; 

Art.  71.  Toda  enmienda  se  pondrá  por  escrito,  antes  de  discu- 
tirse. El  miembro  que  la  proponga  la  entregará  escrita  al  Presiden- 
te por  medio  del  oficial  de  Sala,  o  la  dictará  al  Secretario; 

Art.  72.  Las  enmiendas  tendrán  por  objetóla  adición,  supresión 
o  alteración  de  una  o  mas  palabras  o  cláusulas,  o  la  división  de 
una  proposición  compleja  en  distintas  proposiciones; 

Art.  73.  Las  enmiendas  se  discutirán  conjuntamente  con  el  ar- 
tículo o  proposición  principal,  salvo  acuerdo  espreso  para  discutir- 
las separadamente, 

Art.  74.  Cuando  las  enmiendas  se  discutan  conjuntamente,  el 
Presidente  designará  el  orden  en  que  deberán  votarse. 

Art.  75.  Si  se  acordare  discutir  separadamente  las  enmiendas, 
el  Presidente  designará  el  orden  de  su  discusión,  i  si  se  reclamare 
contra  ese  orden,  decidirá  la  Cámara. 

Art.  76.  Admitida  o  desechada  una  enmienda,  el  Presidente 
someterá  iz  nuzvo  a  la  Cámara  la  proposición  orijinal  o  enmendada. 

Art.  %'^,  Admitido  o  enmendado  el  proyecto  en  la  discusión  por 
menor,  i  no  habiendo  quien  tome  la  palabra,  se  preguntará  por  el 
Presidente  en  el  mismo  acto  a  la  Cámara,  si  el  proyecto  es  o  nó 
adn[iitido  definitivamente  bajo  su  forma  actual.  En  caso  de  afirma- 
tiva, se  le  dará  el  curso  constitucional  que  corresponda;  i  en  caso 
de  negativa  se  pondrá  el  proyecto  en  tabla  para  segunda  discusión 
por  menor.  Reiterándose  la  negativa  después  de  la  segunda  discu- 
sión por  menor/ se  tendrá- por  desechado  el  proyecto.» 

ACUERDO  DE  12  DE   JULIO  DE    1847 

«Art.  2."*  Cuando  en  un  proyecto  de  lei  se  han  hecho  modifica- 
ciones o  correcciones  por  el  Presidente  de  la  República  o  por  la 
Cámara  de  Diputados,  i  fuere,  en  consecuencia,  devuelto  al  Sena- 
do conforme  a  los  artículos  46,  47  i  51  de  la  Constitución,  el  Sena- 
do, después  de  la  segunda  lectura  de  los  artículos  orijinales,  de  las 
modificaciones  o  correcciones  hechas  en  ellos,  i  de  las  observacio- 
nes que  hubieran  sido  transmitidas  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica o  por  la  Cámara  de  Diputados  junto  con  el  proyecto  devuel- 
to, tomará  en  consideración  cada  una  de  dichas  modificaciones  o 
correcciones  por  su  orden,  i  suficientemente  discutida,  votará  so- 
bre la  cuestión  siguiente: 

^'Se  admite  o  nó  la  alteración  propuesta?» 
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el  de  la  Cámara  de  Diputados,  por  su  parte,  de- 
lina: 

rt.  89,  Sometido  un  proyecto  o  proposición  a  la  Cámara,  se 
jará  rigorosamente  la  unidad  del  debate,  i  no  podrán  adniitir- 
dicaciones  sino  para  los  objetos  siguientes: 

Para  dividir  un  artículo  complejo,  o  para  liacer  en  él  adicio- 
supresiones  o  enmiendas. 

t.  92.  Toda  enmienda  o  siib-enmienda  se  presentará  escrita 
;u  autor  o  se  formulará  por  et  Secretario, 
t.  99.  Ningún  Diputado  podrá  halilar  mas  de  dos  veces  sobre 
ismo  proyecto  o  arliculo  de  proyecto  en  cada  una  de  las  d¡s- 
■nes  a  que  se  someta.  Pero  le  será  permitido  rectilicar  hechos 
■rectos,  o  propo;icr  una  enmienda  o  sub-enmicnda  al  articulo 
¡scusion  a 


¡1  lo5  Parlamet\tos  estriinjeroí,  el  exámcti  de  los  gas- 

júblicos  i  las  entradas,  es  objeto  de  un  proccdiniieii- 

special. 

¡ce  un  autor  inglés: 

íl  examen  del  Presupuesto  del  Estado  es  sieinpre  pre- 
do  de  una  discusión  jenerai,  como  todos  los  pro- 
os  soinetidüs  a  la  deüberaciotí  del  Congreso,  i  la 
■sidad  del  voto  para  procederá  la  discusión  panicu- 
!stá  prevista  por  los  reglamentos  i  leyes  especiales 
en  las  mismas  condiciones  establecidas  para  las  leyes 
nai'ias.  Pero,  dice  un  tratadista  contemporáneo,  el 
I  es  una  pura  formalidad  porque  seria  necesaria  la 
tencia  de  inui  graves  circunstancias  para  poner  a  los 
esentantes  del  pais  en  la  obligación  de  decir  que  no 
;n,  ni  siquiera  que  examinar  los  medios  de  proveer 
;  gastos  de  los  servicios  públicos. 
1  cuanto  a  la  discusión  jeneral  no  es  fácil  siempre 
■la  a  la  hora  prevista  por  los  reglamentos;  es  decir, 
s  dclexámcn  de  los  artículos.  La  Comisión  del  Presu- 
to  hace  informes  especiales  para  los  gastos  de  cada 
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Ministerio.  Es  natural  que  esos  informes  especiales  sean 
enviados  i  distribuidos  antes  del  informe  jeneral  que  debe 
tomaren  cuenta  todas  las  modificaciones  de  cifras  adop- 
tadas por  los  diversos  departamentos.  Cuando  hai  urjen- 
cia  i  se  hallan  distribuidos  gran  número  de  informes,  la 
Cámara  puede  comenzar  el  examen  de  los  gastos  en  sesión 
pública  antes  de  la  distribución  del  informe  jeneraL-  En 
este  caso,  la  primera  formalidad  que  hai  que  llenar  es 
ordenar  la  discusión  particular;  pero  la  discusión  jene- 
ral, que  tiene  por  objeto  principal  el  equilibrio  de  los 
gastos  i  de  las  entradas,  no  puede  evidentemente  abrirse 
mientras  la  Cámara  no  haya  tomado  conocimiento  del 
informe  de  conjunto,  i  es  bien  entendido  que  el  voto 
del  art.  i  ."*  no  puede  tener  lugar  antes  de  que  se  haya 
procedido  a  la  discusión  jeneral.  No  se  necesita  que  se 
haya  procedido  a  la  distribución  jeneral.  No  se  necesita 
tampoco  que  se  haya  procedido  a  la  distribución  de  todos 
los  informes  para  que  la  Cámara  abra  la  discusión  jeneral; 
el  punto  importante  es  que  el  informe  jeneral  haya  sido 
distribuido,  no  solamente  en  el  término  de  las  24  horas 
reglamentarias,  sino  aun  dentro  de  un  tiempo  suficiente 
para  que  ningún  miembro  pueda  alegar  que  no  ha  tenido 
tiempo  de  estudiarlo. 


La  Cámara  examina  i  vota  el  presupuesto  de  gastos 
antes  que  el  de  las  entradas,  porque  es  un  principio  cons- 
tante i  justificado  por  la  lójica,  que  antes  de  exijir  im- 
puestos se  necesita  saber  lo  que  exijen  los  servicios  pú- 
blicos. 

El  art.  I."*  del  Presupuesto  de  gastos  trata  i  recapitula 
los  créditos  relacionados  con  cada  departamento  minis- 
terial; antes  de  ponerlo  en  votación  el  Presidente  abre 
el  debate  sobre  el  cuadro  A,  en  el  cual  se  encuentran 
enumerados  los  gastos,  i  sobre  las  indicaciones  que  tie- 
nen por  objeto  aumentar  i  reducir  dichos  gastos.  Pero 
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Cámara  no  está  obligada  a  discutir  los  gastos  de  cada 
inisterio  en  el  mismo  óiden  en  el  cual  están  inscritos 
I  el  cuadro  A.  El  orden  del  debate  queda  arreglado  en  el 
omento  de  la  orden  del  dia  por  la  Cámara,  de  acuerdo 

n  la  Comisión  de  Presupuestos.  La  Cámara  puede, 
1  embargo,  alterar  el  orden  de  los  capítulos  del  Presu- 
lesto  de  un  mismo  Ministerio. 


A  virtud  de  una  práctica  i  no  del  Reglamento,  los 
esupuestos  especiales  de  cada  Ministerio  pueden  ser 
ecedidos  de  una  discusión  jeneral  que  se  termina  por 
i  voto  de  clausura.  Se  puede  igualmente  autorizar  una 
3Cusion  jeneral  sobre  cada  una  de  las  partidas  prínci- 
les  del  presupuesto  de  un  mismo  Ministerio,  por  ejem- 
D,  sobre  la  deuda  pública,  que  no  forma  sino  una  sec- 
30  del  departamento  de  Hacienda.  Estas  son  otras  tan- 
i  causas  de  retraso  para  la  terminación  del  presupuesto, 
ro  seria  difícil  suprimirlas,  sin  debilitar  una  de  las 
is  esenciales  prerrogativas  del  Poder  Lejislativo. 


Después  de  la  clausura  de  la  discusión  jeneral  de  ios 
stos  de  un  Ministerio,  no  se  puede  presentar  una  pro- 
sicion  tendente  a  nombrar  una  Comisión  encargada 
1  estudio  de  diferentes  cuestiones  suscitadas  en  el  curso 
la  discusión;  la  Cámara  puede  decidir  en  la  misma 
;ion  i  sin  declaración  de  urjencia  sobre  las  mociones 
esta  naturaleza. 


Ko  hai  para  qué  poner  a  votación  si  se  pasa  o  nó  a  la 
icusion  particular  de  los  artículos  del  presupuesto  es- 
;ial  de  un  Ministerio,  comprendido  en  la  lei  jeneral 
gastos,  cuando  algunos  miembros  quieren  contarse, 
are  el  rechazo  en  conjunto  de  todas  las  partidas  de 
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un  Ministerio,  pues  se  debe  plantear  la  cuestión  en  la 
primera  partida.  Sin  embargo,  en  las  sesiones  de  ii  de 
Noviembre  de  1882,  10  de  Noviembre  de  1890,  i  20  de 
Enero  de  1893,  se  procedió  a  un  escrutinio  antes  de 
pasar  a  la  discusión  particular  del  Presupuesto  del  Culto. 


Habiendo  decidido  la  lei  de  16  de  Setiembre  de  187 1 
que  el  presupuesto  se  votaría  por  partidas,  el  Presidente 
pone  en  votación  separadamente  cada  una  de  las  par- 
tidas del  presupuesto  de  gastos,  i  la  especialidad  se  es- 
tablece esclusivamente  por  las  partidas.  Aunque  el  presu- 
puesto haya  sido  presentado  a  la  Cámara  por  partidas  i 
por  ítems  no  es  de  práctica  discutir  los  ítems,  a  menos 
que  no  se  produzcan  sobre  ellos  discusiones  o  enmiendas. 


Una  enmienda  redactada  en  forma  de  artículo  de  lei, 
puede  ser  discutida  i  votada  en  el  curso  del  debate  del 
Presupuesto  que  enumera  los  gastos,  salvo  el  determinar, 
cuando  se  discutan  las  partidas,  el  lugar  correspondiente 
a  esa  enmienda. 


Resulta  del  art.  30  de  la  lei  de  16  de*  Setiembre  de 
1871,  que  el  Gobierno  tiene  la  facultad  de  operar  cam- 
bios en  el  orden  interior  de  una  partida;  cuando  la  Cá- 
mara quiere,  pues,  establecer  la  especialidad  de  un  ítem, 
es  necesario  que  lo  transforme  en  una  partida  bajo  un 
número  distinto.  Así  sucedió  cuando  la  Asamblea  Na- 
cional, queriendo  establecer  la  especialidad  de  gastos 
de  la  Lejion  de  Honor,  que  figuraban  antes  en  el  cuadro 
de  los  gastos  ligados  por  orden  al  Presupuesto  en  un 
capítulo  único,  transformó  los  diversos  ítems  de  la  par- 
tida en  otras  tantas  partidas  distintas.  En  virtud  de  estos 
principios,  no  hai  para  qué  poner  a  votación  una  en- 
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mienda  que  no  tiene  por  objeto  aumentar  o  reducir  el 
total  de  una  partida,  ni  tampoco  crear  la  especialidad  de 
un  ítem  por  medio  de  la  creación  de  una  partida  nueva, 
pero  que  tiende  a  determinar  a  que  debe  destinarse  una 
suma  comprendida  en  el  conjunto  de  otra  partida. 

Cuando  la  Cámara  se  ha  pronunciado  sobre  todas  las 
partidas  del  presupuesto  de  gastos  ordinarios,  el  Presi- 
dente se  hace  entregar  por  medio  del  Secretario  Jeneral 
de  la  Presidencia,  las  cifras  recapitulativas  que  resultan  de 
los  votos  de  la  Cámara, i  que  deben  figurar  en  el  artículo 
i/,  i  se  comparan  esas  cifras  con  las   que  ha  tomado  el 
Relator  Jeneral  de  la  Comisión  del  Presupuesto.  En  caso 
de  hallarse  de  acuerdo  se  someten  pro  forma  al  voto  de 
la  Asamblea;  en  caso  de  desacuerdo,  se  procede  teniendo 
a  la  vista  las  actas,  a  una  verificación  de  cifras  de  detalle, 
porque  en  ese  momento  la  Cámara  no  tiene  ya  el  dere- 
cho  de  aumentar  ni  disminuir  una  sola  de  las  partidas. 
Terminada  esta  operación,  el  Presidente  pone  a  votación 
el  conjunto  del  art.  1/  que  sanciona  los  gastos  ordina- 
rios. Los  otros  artículos  que  comprenden  los  gastos  es- 
puestos por  estados,  son  examinados  i  votados  por  igual 
procedimiento. 


En  cuanto  al  artículo  que  trata  de  las  vias  i  medios  apli- 
cables a  los  gastos  del  Estado,  se  pone  a  votación  cuan- 
do la  Cámara  ha  resuelto  sobre  todas  las  enmiendas  que 
tenían  por  objeto  aumentar  o  disminuir  los  impuestos, 
i,  por  consiguiente,  afectar  las  entradas  del  Estado.  Pero 
el  cuadro  mismo  de  las  vias  i  medios  no  es  sometido 
directamente  al  voto  de  la  Cámara;  en  efecto,  ese  cua- 
dro no  contiene  sino  avalúos  de  productos,  no  está,  pues, 
en  el  poder  de  la  Cámara  decir  por  votación  que  un 
impuesto  producirá  tanto  o  cuanto;  ella  se  limita  a  au- 
torizar al  Ministro  de  Hacienda  a  percibir  el  impuesto  i 
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hacerlo  entrar  en  el  cálculo  de  los  ingresos,  i  da  esa  au- 
torización adoptando  el  artículo  que  se  refiere  al  resul- 
tado jeneral  del  cuadro. 

Nada  se  opone  a  que  se  inserte  en  el  Presupuesto  de 
un  ejercicio,  disposiciones  destinadas  a  recibir  su  cum- 
plimiento en  el  Presupuesto  de  un  ejercicio  ulterior. 


Frecuentemente  se  ha  introducido  en  el  debate  de  la 
Lei  de  Presupuestos  disposiciones  de  orden  jeneral,  que 
no  se  relacionaban  sino  indirectamente  con  las  finan- 
zas. Sin  embargo,  es  dudosa  cuestión  la  de  saber  si  se 
puede,  por  una  enmienda  adicional  en  el  Presupuesto, 
modificar  leyes  de  principio;  por  ejemplo,  aquellas  que 
arreglan  la  organización  militar  o  administrativa  del 
pais. 

En  la  sesión  del  29  de  Abril  de  1850,  durante  el  debate 
sobre  el  Presupuesto  de  Ja  Guerra,  el  jeneral  Lamofi- 
cíere  consultó  a  la  Cámara  sobre  el  número  de  cuadros 
que  debia  mantener  en  el  ejército.  El  Presidente  Dupin 
le  observó  que  en  el  curso  de  la  discusión  del  presu- 
puesto se  podian  proponer  disposiciones  financieras^ 
pero  que  seria  poco  regular  «poner  incidentalmente  a 
votación,  con  motivo  de  una  cifra^  disposiciones  orgdni^ 
casi».  El  relator  propuso  salvar  la  dificultad  poniendo  a 
votación  la  cifra  que  debia  resultar  de  la  enmienda  del 
jeneral  Lamoriciere,  i  así  se  procedió. 

La  misma  cuestión  se  produjo,  i  ha  sido  después  ma- 
duramente estudiada  en  la  sesión  de  la  Cámara  de  Di- 
putados de  Noviembre  13  de  1876.  En  ella  se  reconoció 
que  en  derecho  podia  presentarse  una  proposición  orgá- 
nica durante  la  discusión  de  la  Lei  de  Finanzas;  pero  en 
el  hecho  la  Cámara  se  abstuvo  de  entrar  en  esa  via  i  re- 
chazó una  disposición  adicional  proveniente  déla  Comi- 
sión de  Presupuestos,  que  pedia  la  supresión  de  dos  sub- 
prefecturas,  limitándose  a  suprimir  la  renta  de  ellas. 
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art.  67  de  la  Constitución  del  Japón,  de  i  i  de  Febre- 
3  1889,  determina  que  las  Cámaras  no  pueden  redu- 
;astos  que  sean  consecuencia  de  una  lei,  o  que 
an  de  una  obligación  contraída  legalmente  por  el 
erno. 

voto  sobre  el  conjunto  del  Presupuesto  jeneral  del 
do,  no  ha  venido  siempre  después  del  examen  com- 
)  de  todas  las  partes  del  Presupuesto.  Las  Asara- 
;  han  votado  separadamente,  tanto  sobre  el  conjunto 
i*resupuesto  de  entradas,  i  sobre  el  conjunto  del 
upuesto  de  gastos,  a  fin  de  establecer  dos  leyes  dis- 
s,  cuanto  sobre  el  conjunto  de  los  gastos  de  cada 
sterio. 


oi  de  es  práctica  que  el  proyecto  que  sienta  la  base 
s  contribuciones  directas,  se  vote  separadamente;  el 
[10  Ministerio  de  Hacienda  ha  contraido  la  costumbre 
idactarlo  de  antemano  como  lei  especial  i  distinta. 
uanto  a  la  lei  jeneral  de  gastos  i  entradas,  las  Cá- 
\s  se  esfuerzan  en  dividirla,  pero  ordinariamente 
e  hallan  en  situación  de  votarla  antes  del  31  de  Di- 
ibre.  En  ciertos  casos,  su  voto  definitivo  no  puede 
rvenir  sino  en  el  curso  del  ejercicio.  Entonces  se  tie- 
i  precaución  de  acordar  a  los  Ministros  por  leyes  es- 
ales, suplementos  que  pueden  alcanzar  el  primer  tri- 
tre  o  limitarse  al  primer  mes  del  nuevo  año. 


is  leyes  de  impuestos  como  las  otras  leyes  de  finan- 
ie  votan  en  una  sola  discusión;  no  hai  reglas  aspé- 
is aplicables  al  examen  i  al  voto  de  los  artículos  com- 
didos  en  los  proyectos  de  impuestos,  pero  hai  cua- 
anexos  a  ellos,  como  el  estado  de  las  vías  i  medios 
>e  agrega  al  Presupuesto  Jeneral  del  Estado;  el  Presi- 
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dente  no  pone  a  votación  las  especialidades  de  que  se 
componen  cuando  no  contienen  sino  el  cálculo  de  los 
rendimientos.  Si,  al  contrario,  esos  cuadros  contienen 
tarifas^  el  Presidente  los  lee,  i  pone  a  votación,  cuando 
son  contradichos;  de  no  la  Cámara  aprueba  los  cuadros 
de  tarifas  por  el  voto  de  los  artículos  a  que  ellas  se  refie- 
ren. Está  reconocido  que  se  puede  introducir  en  una  lei 
de  impuesto  una  enmienda  que  tienda  a  modificar  los 
gastos  del  Estado. 


Cuando  la  Cámara  discute  una  lei  financiera,  que  im- 
porta una  modificación  del  impuesto  de  patentes,  el 
Presidente  no  está  obligado  a  dar  lectura  en  la  sesión, 
de  todas  las  profesiones  enumeradas  en  los  cuadros 
anexos  a  los  artículos;  pero  debe  poner  en  debate  aque- 
llas partes  de  los  cuadros  que  han  suscitado  enmiendas. 
A  propuesta  de  él,  La  Cámara  decide  que  las  partes  no 
objetadas  por  ningún  miembro,  se  insertarán  en  el  acta, 
i  el  Boletín,  como  si  cada  una  separadamente  hubiera 
sido  leida  i  puesta  a  votación. 


La  discusión  i  el  voto  de  créditos  suplementarios,  es- 
traordinarios  o  complementarios,  tiene  lugar  según  las 
formas  prescritas  para  el  Presupuesto  Jeneral.  La  Cáma- 
ra establece  la  especialidad  de  los  créditos  pedidos,  ve- 
tándolos por  partidas,  i,  para  el  mejor  orden  de  la  con- 
tabilidad, debe  distribuir  esos  créditos  entre  las  partidas 
del  Presupuesto  Jeneral  que  comprenden  gastos  de  la 
misma  naturaleza.  Cuando  no  existe  en  el  Presupuesto 
Jeneral,  partida  alguna  en  la  cual  puedan  entrar  los  nue- 
vos gastos  autorizados,  la  Cámara  crea  una  nueva  parti- 
da que  se  intercala  en  la  nomenclatura  existente. 


98o  DBRBCHO   PARLAMENTARIO    CHILENO 


La  Cámara  puede  aprobar  un  Proyecto  de  lei,  abrien- 
do créditos  sobre  un  ejercicio-  cuyo  presupuesto  no  ha 
sido  votado  aun;  en  este  caso  no  se  necesita  que  el  pro- 
yecto contenga  la  indicación  de  los  recursos,  por  medio 
de  los  que  se  proveerá  a  los  gastos,  pues  que  la  Asam- 
blea debe  fijarlos  mas  tarde,  al  aprobar  por  completo  el 
Presupuesto  del  ejercicio,  del  que  se  han  separado  anti- 
cipadamente una  o  mas  partidas. 

Se  halla  decidido  también  que  no  se  puede  introducir 
por  via  de  enmienda,  en  un  proyecto  de  créditos  suple- 
mentarios, un  nuevo  crédito,  no  previsto  por  el  Gobier- 
no e  imputable  a  una  partida  que  no  figura  en  el  pro- 
yecto sometido  a  la  Cámara. 

En  la  Cámara  de  17  de  Julio  de  1876,  M.  Rotours 
pedia,  por  vía  de  enmienda,  el  aumento  del  total  de  un 
proyecto  de  crédito  par  elevar  los  emolumentos  de  los 
correos  rurales.  Sobre  la  forma  de  esa  enmienda  Mr. 
León  Say,  Ministro  de  Finanzas,  presentó  las  observa- 
ciones siguientes: 

«La  proposición  de  Mr.  des  Rotours  hace  nacer  una  cuestión  pre- 
judicial. El  Presupuesto  se  vota  todos  los  años.  Ahora  bien,  cuan- 
do se  trata  de  la  lei  de  finanzas,  toda  discusión  queda  abierta;  i 
toda  cuestión  puede  ser  tratada  de  la  manera  mas  amplia  i  mas 
completa.  Fuera  de  este  Presupuesto  Jeneral,  se  presentan  solici- 
tudes de  suplementos 

¿El  resultado  es  que  tendríamos  todos  los  meses  un  presupucstito y 
dando  lugar  a  debates,  con  indicaciones  i  enmiendas  sobre  todas 
las  cuestiones,  i  pudiendo,  de  consiguiente,  rehacer  de  nuevo  una 
situación  diversa,  otro  equilibrio?  Yo  creo  que  esto  seria  suma- 
mente peligroso;  que  seria  la  dcslruccion  misma  de  nuestro  equilibrio 
financiero^  i  que  seria  conveniente  que  los  miembros  de  la  Cámara 
se  abstuviesen  de  proponer  aumento  de  créditos,  con  motivo  de 
los  proyectos  de  lei  colectivos  que  traemos  aquí  todos  los  meses. 
Tienen  otros  medios  de  obtener  la  satisfacción  de  sus  deseos.» 

Mr.  Cochery,  relator  de  la  Comisión  de  Presupuesto, 
habló  en  el  mismo  sentido^  declarando  que  la  Comisión 
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no  podia,  ea  presencia  de  l^.  cuestión  de  principios ^  acep- 
tar la  enmienda. 

Añadió: 

«Es  absolutamente  necesario  que  Mr.  de  Rotaurs,  consienta  en 
transformar  su  enmienda  en  proposición.  Como  lo  decia  ha  poco 
el  Ministro  de  Finanzas,  no  es  correcto  que,  cuando  se  ha  votado 
un  Presupuesto,  un  Diputado,  por  su  propia  iniciativa,  venga  en  el 
curso  del  ejercicio,  i  a  propósito  de  la  cuestión  de  suplementos,  a 
someteros  la  propuesta  de  otros  créditos  suplementarios.  Si  así 
fuera  tendríamos  cada  dos  meses  un  Presupuesto  rectificado  que  dis- 
cutiíy  i,  de  esta  manera,  el  equilibrio  de  los  presupuestos  estaria 
eternamente  en  duda.a^ 


Las  órdenes  del  dia  motivadas  no  se  encuentran  pre- 
vistas, sino  para  los  casos  de  una  interpelación  dirijida 
en  forma  al  Gobierno.  Sin  embargo,  puede  suceder  en 
la  discusión  de  un  Presupuesto  que  los  Ministros  se  en 
cuentren  comprometidos  en  uno  que  tome  el  carácter  de 
una  verdadera  interpelación.  En  este  caso  parece  que  la 
discusión  puede  terminar  por  una  orden  del  dia,  moti- 
vada. 

El  25  de  Junio  de  1847,  la  Cámara  de  Diputados  pro- 
cedia  a  la  discusión  jeneral  del  Presupuesto  del  Inte- 
rior, i  el  Ministro  fué  interpelado  sobre  cierto  número 
de  hechos  que  no  se  relacionaban  sino  mui  indirecta- 
mente con  la  cuestión  financiera  En  el  curso  del  debate, 
M-  de  Morny  presentó  una  orden  del  dia  concebida  en 
estos  términos:  «La  Cámara,  satisfecha  de  las  esplica- 
ciones  dadas  por  el  Gobierno,  pasa  a  la  orden  del  dia». 
Esta  proposición,  aceptada  por  el  Presidente  Sauzet,  fué 
votada  i  aceptada  por  la  Cámara. 

Análogas  resoluciones  fueron  adoptadas  por  la  misma 
Cámara,  en  1882  i  1890. 


283  DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILENO 

El  Presupuesto  definitivo  es  objeto  de  una  lei  par- 
ticular, sometida  al  voto  de  la  Cámara  por  partidas, 
como  el  Presupuesto  primitivo.  Antiguamente  era  cos- 
tumbre leer  todos  los  cuadros  que  comprendian  los 
gastos  constatados,  en  las  cuentas  presentadas  por  los 
Ministros;  pero  la  costumbre  actual  es  leer  solamente 
las  partidas  que  son  discutidas,  i  sobre  las  cuales  se  pre- 
sentan enmiendas;  la  Cámara  aprueba  las  otras  partidas 
adoptando  los  ítems  que  se  relacionan  con  el  conjunto 
de  los  cuadros  o  estados.  Cuando  la  Cámara  examina  un 
proyecto  de  lei  sobre  reglamento  definitivo  del  Presu- 
puesto, puede  votar  una  resolución  invitando  al  Minis- 
tro de  Finanzas  a  recobrar  las  cantidades  gastadas  de 
una  manera  irregular. 


Las  leyes  financieras,  que  tratan  del  establecimiento 
de  tarifas  aduaneras,  no  están  sometidas  a  reglas  particu- 
lares; ellas  tienen  con  la  lei  de  Presupuestos  la  analojía 
de  que  las  diferentes  partidas  de  la  tarifa  son  objeto  de 
informes  parciales  i  que  el  conjunto  del  sistema  econó- 
mico se  encuentra  espuesto  en  un  informe  jeneral.  No 
puede  evitarse  su  discusión  jeneral,  desde  que  el  primer 
artículo  de  la  tarifa  se  encuentra  ligado  de  una  manera 
casi  indisoluble  a  todos  los  ítems  que  siguen,  pero  cada 
una  de  las  secciones  de  la  tarifa  puede,  como  en  el  Pre- 
supuesto, ser  objeto  de  una  discusión  jeneral. 

El  Presidente  está  obligado  a  dar  lectura  i  poner  a 
votación  todos  los  ítems  comprendidos  en  los  estados, 
aun  cuando  no  fueran  objeto  de  enmienda  ni  debate. 
En  efecto,  no  se  trata  ya  de  avalúos  ni  de  previsioaes, 
como  en  los  cuadros  de  vías  i  medios,  sino  de  derechos 
fijos  que  obligan  a  cierta  categoría  de  ciudadanos,  a  los 
cuales,  por  repercusión,  surte  el  mismo  efecto  de  un  im- 
puesto jeneral. 

En  materia  de  tarifas  aduaneras  conviene  someter  a 
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una  discusión  común  todas  las  enmiendas  que  se  rela- 
cionan con  un  mismo  objeto;  las  cuestiones  de  división 
i  de  prioridad  no  tienen  lugar  sino  cuando  el  debate  está 
agotado;  en  el  momento  del  voto,  i,  entonces,  no  es  po- 
sible comenzarla  discusión  por  una  enmienda  particular. 


Sobre  este  particular,  rijen,  como  ya  se  ha  visto  en 
las  Cámaras  de  Chile,  los  preceptos  de  la  lei  que  va  a 
continuación: 

Lei  sobre  formación  de  presupuestos  i  cuenta 

de  inversión 

Por  cuanto  el  Congreso  Nacional  ha  aprobado  el  siguiente 

PROYECTO     DE     LEi: 

I 

CONTRIBUCIÓN  BS 

«Artículo  primero. — La  recaudación  de  las  contribuciones  se 
verificará  en  virtud  de  una  lei  que  la  autorice. 

La  autorización  será  por  el  término  de  dieziocho  meses. 

Art.  2."*  En  la  lei  se  especificarán  todas  las  contribuciones,  tanto 
fiscales  como  municipales  que  hayan  de  cobrarse. 

En  esa  especificación  se  designarán  las  fechas  de  las  leyes  a  que 
cada  contribución  deba  su  oríjen. 

II 

PRESUPUESTOS 

Art.  3.°  Los  gastos  de  la  Administración  Pública  serán  fijados 
anualmente  por  la  Lei  de  Presupuestos. 

Art.  4.''  Los  gastos  se  clasificarán  según  su  naturaleza,  en  fijos, 
variables  i  autorizados  por  leyes  especiales. 

Cada  una  de  las  tres  secciones  se  dividirá  en  partidas  i  éstas  en 
números  o  ítems.  En  las  partidas  de  gastos  fijos  se  designará  la  lei, 
contrato  o  decreto  que  autoriza  el  gasto. 
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En  las  partidas  de  gastos  autorizados  por  leyes  especialss,  se  es- 
presarán  éstas,  el  monto  de  la  autorización  i  lo  que  queda  por  in- 
vertirse. 

Art.  3."*  Anualmente  se  pasarán  al  Congreso,  en  los  primeros 
quince  dias  de  las  sesiones  ordinarias,  los  Presupuestos  para  el  año 
siguiente.  Se  acompañarán  también  cuadros  en  que  se  demuestren 
las  alteraciones  introducidas  con  respecto  a  la  lei  vijente,  un  cál- 
culo de  las  entradas  ordinarias  i  estraordinarias  para  el  mismo 
año,  i  la  existencia  probable  que  pasará  del  año  en  ejercicio. 

Art.  6.°  Todos  los  Presupuestos  serán  examinados  por  una  sola 
Comisión  de  Senadores  i  Diputados. 

Art.  7.**  La  Comisión,  al  informar  sobre  los  presupuesros  pre- 
sentados, informará  no  solamente  sobre  el  Presupuesto  de  salidas, 
sino  también  sobre  el  de  entradas  i  sobre  los  medios  estraordina- 
rios  que  se  propongan  para  cubrir  los  gastos,  si  no  bastaren  para 
ello  los  recursos  ordinarios. 

Art.  8.**  No  podrá  procederse  a  la  discusión  de  los  Presupuestos 
sin  haberse  presentado  la  Cuenta  de  Inversión  del  año  anterior. 

Art.  9.®  Las  modificaciones  que  se  introduzcan  en  las  partidas 
de  gastos  fijos  por  leyes  de  efectos  permanentes  i  las  que  alteren 
los  sueldos  o  los  gastos  establecidos  en  leyes  especiales,  se  consi- 
derarán como  proyectos  de  lei  que  se  discutirán  i  tramitarán  como 
una  lei  independiente  de  la  de  Presupuestos. 

Cuando  las  exijencias  estraordinarias  del  servicio  público  de- 
manden un  aumento  en  la  planta  de  empleados  fijada  por  una  lei 
permanente,  se  consultará  el  gasto  entre  las  partidas  variables  del 
Presupuesto. 

Cuando  la  Cámara  revisora  introdujere  nuevos  ítems  en  el  Pre- 
supuesto, se  reputarán  éstos  como  proyectos  de  lei  para  los  efec- 
tos de  su  discusión  i  aprobación  en  la  Cámara  de  oríjen. 

El  desacuerdo  de  las  Cámaras  en  alguna  partida  o  ítem  de  los 
Presupuestos,  no  impide  la  sanción  i  promulgación  de  las  demás 
partidas  o  ítems  aprobados  por  ambas. 

Art.  10.  Toda  indicación  que  se  haga  en  la  discusión  de  los  Pre- 
supuestos para  aumentar  los  gastos  propuestos  deberá  espresar 
también  los  recursos  con  que  deba  cubrirse. 

La  misma  asignación  de  recursos  deberá  contener  el  mensaje  o 
proyecto  en  que  se  soliciten  suplementos  a  las  partidas  del  Presu- 
puesto ya  aprobado. 

Art.  II.  La  vijencia  de  la  Lei  de  Presupuestos  principiará  el  i.* 
de  Enero  i  terminará  el  31  de  Diciembre  de  cada  año. 

Art.  13.  Las  partidas  de  gastos  fijos  del  Presupuesto  se  pagarán 
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por  las  respectivas  ofícinas,  sin  necesidad  de  decreto  ni  otra  lei 
que  el  mismo  Presupuesto. 

Los  gastos  no  comprendidos  en  el  inciso  anterior,  se  cubrirán  en 
virtud  de  decreto  firmado  por  el  Presidente  de  la  República  i  el 
Ministro  del  ramo,  refrendado  por  el  Ministerio  de  Hacienda. 

Art.  Í3.  No  es  permitido  imputar  gastos  a  leyes  anteriores  a  la 
fecha  del  Presupuesto  vijente,  salvo  el  caso  en  que  lá  lei  haya  sido 
promulgada  después  de  ]a  presentación  al  Congreso  del  Presupues- 
to correspondiente  al  año  en  que  se  decrete  el  gasto. 

TaTOpoco  es  permitido  imputar  a  las  partidas  fijas  o  variables  del 
Presupuesto  de  un  año  gastos  hechos  en  años  anteriores,  ni  alterar 
los  sueldos  de  los  empleados  públicos  fijados  por  lei,  bajo  la  for- 
ma de  comisiones  o  gratificaciones,  ni^  por  último,  aplicar  los 
ítems  del  Presupuesto  a  distintos  objetos  de  aquel  a  que  han  sido 
destinados. 

Art.  14.  No  se  podrá  exceder  la  suma  fijada  en  cada  ítem  o  par- 
tida de  los  presupuestos  de  gastos,  salvo  en  los  casos  siguientes: 

I.**  De  leyes  posteriores  a  la  promulgación  de  los   Presupuestos; 

2."  De  sentencias  ejecutorias,  dictadas  por  autoridad  compe- 
tente; 

3.''  De  comisiones  que  hubiere  que  pagar  por  las  operaciones  de 
empresas  industriales  o  comerciales  pertenecientes  a  la  Nación: 

4."  De  exijencias  impostergables  de  provisión  o  de  servicios  que 
sean  condición  de  la  empresa  misma  i  que  no  se  hubiesen  podido 
prever; 

5.**  De  aplicación  a  empleados  que  recibieren  gratificaciones, 
mayores  sueldos  o  pasaren  a  hospitales,  en  conformidad  a  los  pre- 
ceptos de  las  leyes  correspondientes. 

Art.  15.  Todo  decreto  de  pago,  antes  de  cumplirse,  deberá  ser 
rejistrado  en  la  oficina  pública  destinada  para  este  efecto  por  la  lei. 
Si  el  decreto  no  se  ha  dictado  en  conformidad  a  las  prescripciones 
de  la  presente,  la  Dirección  del  Tesoro  suspenderá  el  rejistro  i  hará 
observaciones  por  escrito  al  Presidente  de  la  República.  Si,  no 
obstante  esta  representación,  el  Presidente  de  la  República  ordena, 
por  segunda  vez,  el  pago,  la  Dirección  del  Tesoro  deberá  dar  cuen- 
ta a  la  Cámara  de  Diputados  o  a  la  Comisión  Conservadora  si  el 
Congreso  estuviere  en  receso,  i  rejistrará  el  decreto. 

Si  el  Director  del  Tesoro  no  observare  o  suspendiere  el  rejistro 
de  decretos  ilegales  o  no  diere  cuenta  a  quien  corresponda  de  las 
observaciones  que  hubiere  hecho,  sufrirá  la  pena  de  suspensión 
del  empleo,  en  su  grado  mínimo,  sin  perjuicio  de  la  responsabili- 
dad civil. 


.j^r « 
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Art.  16.  Los  ordenadores  de  un  pago  ilegalj  son  personalmente 
iponsables. 


CUENTA      DH     INVERSIÓN 

Art.  17.  En  los  primeros  quince  dias  de  las  sesiones  ordinarias 

I  Congreso  se  presentará  impresa  la  cuenta  jeneral  de  las  entra- 

s  i  gastos  fiscales  del  año  anterior. 

Art.  18.  Dicha  cuenta,  que  será  firmada   por  la  Dirección  de 

)ntabílidad  i  certificada  por  la  Dirección  del  Tesoro,  contendrá: 

1."  El  balance  de  la  Hacienda  pública  en  el  último  día  del  año 

jue  se  refiere. 

En  el  Debe  de  este'  balance  figurarán: 

I.  El  valor  calculado  de  las  propiedades  fiscales,  raices  o  mué- 
es,  según  inventario; 

II.  Los  créditos  a  favor  del  Fisco,  mencionando  separadamente 
s  constituidos  en  mora; 

III.  El  valor  en  pastas  metálicas  i  otras  existencias;  i 

IV.  El  dinero  de  propiedad  fiscal  existente  en  caja  en  las  diver- 
s  oficinas  el  día  del  balance. 

En  el  Haber  se  espresarán: 

I.  El  monto  nominal  de  la  deuda  pública,  incluyendo  los  censos 
ispeciftcándose  el  tipo  de  Ínteres  i  las  condiciones  de  amortiía- 
an;  i 

II,  Los  acreedores  del  Estado  por  cualquier  motivo. 

3."  Una  cuenta  jeneral  de  las  entradas  i  gastos  fiscales  en  el  año 

que  se  refiere. 

En  el  Debe  de  esta  cuenta  figurarán: 

I.  La  existencia  en  dinero  de  propiedad  fiscal  que  habia  en  las 
jas  de  ta  Nación  el  jf  de  Diciembre  del  aiío  anterior; 

II.  Las  entradas  provenientes  de  cada  una  de  las  rentas  públicas, 
pecificándosc,  i  con  distinción  de  las  ordinarias  i  estraordína- 
35;  i 

III.  Los  créditos  contra  el  Fisco  el  31  de  Diciembre  del  aiío  a 
le  se  refiere  el  balance. 

En  el  Haber  se  espresarán: 

I.  Los  gastos  hechos  en  el  año,  según  tos  Presupuestos  i  leyes 
peciales.  En  los  ítems  de  las  partidas  de  gastos  variables  o  auto- 
;ados  por  las  leyes  especiales,  se  citará  la  fecha  de  los  contratos 
I  virtud  de  las  cuales  se  hubiere  hecho  el  gasto; 
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II.  Los  créditos  existentes  contra  el  Fisco  el  31  de  Diciembre 
del  año  anterior;  i 

III.  La  existencia  en  metálico  que  quedó  el  31  de  Diciembre  del 
año  a  que  se  refiere  la  cuenta. 

3.**  Estados  que  manifiesten  el  movimiento  en  el  año  de  los  de- 
pósitos, las  existencias  en  pastas  metálicas,  bonos,  materiales  de 
guerra,  ferrocarrilesj  i  demás  existencias  en  almacenes  pertene- 
cientes al  Estado. 

4.®  Cuenta  detallada  de  los  reintegros  i  de  las  devoluciones  en 
el  año. 

5.**  Opecaciones  afectuadas  en  el  año  por  las  oficinas  que  admi- 
nistran fondos  fiscales. 

6."  Cuadros  que  manifiesten  las  entradas  i  gastos  de  las  empre- 
sas industriales,  monopolios  i  servicios  administrados  por  el  Esta* 
do,  como  ferrocarriles,  telégrafos,  correos  etc. 

7.**  Un  estado  sumario  de  los  contratos  fiscales  que  se  hubieren 
celebrado,  en  el  cual  se  espresará  el  nombre  de  los  contratantes  i 
sus  fiadores,  la  duración  o  principales  condiciones  del  contrato. 

Art.  19.  La  Comisión  de  Senadores  i  Diputados  nombrada  para 
examinar  los  Presupuestos,  examinará  también  la  Cuenta  de  Inver- 
sión, los  balances  de  la  Hacienda  Pública  i  la  conformidad  de  los 
saldos,  existencias  i  demás  anexos  que  |prescribe  el  artículo  ante- 
rior. 

Art.  20.  La  resolución  del  Congreso  aprobando  o  reprobando 
las  cuentas  de  inversión,  se  comunicará  al  Presidente  de  la  Repú- 
plica  para  su  ejecución  i  publicación  en  el  periódico  oficial. 

I  por  cuanto,  oido  el  Consejo  de  Estado,  lo  he  aprobado  i  san- 
cionado; por  tanto,  ordeno  se  promulgue  i  lleve  a  efecto  como  leí 
de  la  República. 

Santiago,  16  de  Setiembre  de  1884. 

Domingo  Santa  María. 

Ramón  Barros  Luco. 


CAPITULO  XLVIII 

fieglas  ospeolales  a  las  Coxivenolones 

ooix  tor*ooros 

Cuando  la  Cámara  delibera  sobre  un  proyecto  de  lei 
aprobando  un  contrato  celebrado  entre  el  Estado  i  par- 
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ticulares,  los  artículos  del  convenio  anexo  al  proyecto 
no  son  leidos  ni  puestos  a  votación,  si  no  recae  enmien- 
das o  contradicción  sobre  ellos. 

El  cuaderno  de  cargos  se  encuentra  en  idéntico  ca- 
so. Las  cláusulas  de  los  convenios  son  implícitamen- 
te aprobadas  por  la  Cámara  cuando  ha  sido  aprobado 
el  ítem  o  artículo  a  que  ellas  se  refieren.  Pero,  si  se  ha 
suscitado  contradicción,  debate  o  enmiendas,  sobre  uno 
de  los  artículos  del  convenio  o  del  cuaderno  de  cargos 
el  Presidente  hace  leer  el  artículo,  i  la  discusión  tiene 
lugar  como  si  se  tratara  de  un  artículo  de  una  lei. 

Cuando  uno  o  muchos  artículos  de  un  contrato  o 
de  un  cuaderno  de  cargos  han  sido  enmendados  por  la 
Comisión  de  acuerdo  con  el  Gobierno  i  el  concesiona-' 
rio,  es  de  práctica  someter  al  voto  de  la  Cámara  los  artí- 
culos modificados. 

Cuando  se  presentan  enmiendas  individuales  sobre  los 
artículos  de  un  convenio  o  un  cuaderno  de  cargos  se 
discuten  i  votan  como  los  artículos  de  un  proyecto  de 
lei.  Los  derechos  de  la  Cámara  en  esta  materia  han  sido 
reconocidos  en  la  sesión  de  Julio  20  de  1847.  La  Cámara 
de  Diputados  discutia  un  proyecto  de  lei  relativo  a  la 
línea  férrea  de  Paris  a  Lyon,  i  habia  llegado  al  articulo 
que  trataba  de  la  concesión  a  la  Compañía.  Un  miembro 
preguntó  si  la  Cámara  estaba  llamada  únicamente  a 
sancionar  un  convenio  o  si  ese  convenio  era  de  tal  na^ 
turaleza  que  se  pudiera  discutir  i  modificar  sus  cláusulas. 
El  Ministro  de  Trabajos  Públicos  respondió  que  podia 
discutirse  libremente  cada  uno  de  los  artículos  del  con- 
trato. 

El   Presidente   Sauzet  añadió: 

«Observaré,  para  mantener  los  derechos  de  la  Cáma- 
ra, que,  cualesquiera  que  puedan  ser  los  contratos  ajus- 
tados i  las  consecuencias  del  voto  de  la  Cámara,  jamas 
se  ha  admitido  que  ésta  se  hallare  encadenada  al  punto 
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de  no  poder  enmendar  las  disposiciones  del  contrato  o 
del  cuaderno  de  cargos.» 

Habiendo  preguntado  un  miembro,  si  en  el  caso  de 
modificarse  alguna  disposición,  la  modificación  seria 
aceptada  por  la  Compañía,  el  Presidente  respondió: 

«El  señor  Ministro  de  Trabajos  Públicos  dará  la  res- 
puesta que  crea  conveniente.  En  cuanto  a  mí,  debo  recor- 
dar los  precedentes.  Sea  que  se  trate  de  convenios,  como 
sucede  ordinariamente,  sea  que  se  trate  de  cuadernos  de 
cargos  que  no  son  otra  cosa  que  convenciones,  la  Cé- 
mará  tiene  siempre  el  derecho  de  proceder  por  vía  de 
modificación.  ¿Cuáles  pueden  ser  las  conveniencias  de 
esas  modificaciones?  Cada  cual  puede  apreciarlas  como 
lo  crea  conveniente;  pero  no  se  podría  ligar  de  ante-- 
mano  al  concesionario  a  hacer  todo  lo  que  la  Cámara 
quiera^  ni  impedir  a  la  Cámara  que  haga  en  el  interés 
del  pais  las  modificaciones  que  estime  convenientes. > 


Las  enmiendas  presentadas  sobre  los  artículos  de  los 
contratos  o  cuadernos  de  cargos,  pueden  ser  aproba- 
dos en  la  misma  sesión,  de  una  manera  definitiva  si  el 
Gobierno  se  considera  autorizado  a  consentir  en  ellas, 
en  representación  del  tercero  con  el  cual  se  ha  tratado. 
Pero  las  enmiendas  adoptadas  por  la  Cámara  no  pueden 
obligar  sino  al  Gobierno;  no  comprometen  al  tercero  i 
no  pueden  tener  efecto,  si  el  mismo  tercero  no  se  com- 
promete  a  aceptarlas. 


Cuando  la  Asamblea  declara  de  utilidad  pública  una  lí- 
nea férrea  que  no  se  encuentra  comprendida  en  el  convenio 
sometido  a  su  aprobación^  la  nueva  linea  no  queda  con- 
cedida al  tercero^  si  éste  no  la  acepta.  El  28  de  Junio  de 
1875,  la  Asamblea  Nacional  discutía  un  proyecto  de  lei 
tendente  a  declarar  de  utilidad  pública  diversas  líneas 

17-35 


390  DERECHO  PARLAMENTARIO    CHILENO 

-  —  - ■  - -  ~  -  -  I  ■ 

férreas  que  se  concedian  a  la  de  Paris-Lyon,  Medite- 
rráneo. 

M.  de  Rodez  presentó  e  hizo  adoptar  una  modificación 
que  agregaba  una  nueva  línea  a  las  otras  que  el  Gobier- 
no concedía  a  la  Compañía.  Después  del  voto,  M.  Cessa- 
me,  relator,  pidió  se  enviara  a  Comisión  el  párrafo  liga- 
do a  esa  enmienda: 

«Vosotros,  dijo,  estáis  en  este  momento  Jlamados 
a  votar  sobre  un  testo  que  depende  de  vosotros  solos 
cambiar.  Vuestra  decisión  es  perfectamente  libre,  estáis 
en  toda  libertad  para  aceptar  o  rechazar  la  enmienda; 
nada  traba  vuestra  voluntad;  vuestro  consentimiento  es 
necesario^  pero  no  stLficiente,  Es  absolutamente  necesa- 
rio que  el  Gobierno  i  la  Comisión  busquen,  para  dar 
participación  a  la  Cámara,  cuál  puede  ser  la  consecuen- 
cia del  voto  que  acabáis  de  emitir,  porque,  en  el  estado 
actual  de  cosas,  esa  consecuencia  es  la  supresión  del 
contrato. 

El  Presidente  Audiífret  Pasquier  intervino  para  esta- 
blecer una  distinción  entre  el  artículo  i.**  que  declaraba 
la  utilidad  pública,  i  el  2.**  que  aprobaba  el  convenio: 

<r-El  artículo  i.'',  dijo,  no  es  sino  una  declaración  de 
utilidad  pública;  la  Asamblea  puede  votarlo  i  declarar 
de  utilidad  pública  tal  o  cual  línea,  sin  el  consentimien- 
to de  la  Compañía,  El  artículo  2/,  al  contrario,  aprueba 
un  convenio  con  una  Compañía;  entonces  únicamente 
importará  el  saber  si  la  Compañía  suscribe  o  nó  a  lo  que 
se  haya  votado.» 


Relativamente  a  este  punto  no  he  encontrado  práctica 
ni  testo  alguno  directo  en  los  Reglamentos  del  Congre- 
so chileno. 

En  la  Constitución,  i  de  un  modo  remotísimo,  pue- 
den encontrarse  los  preceptos  del  art.  28,  núm.  4.''  i  art. 
146,  que  dicen: 
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«Art.  38  (37).  Solo  en  virtud  de  una  lei  se  puede: 
4.°  Contraer  deudas,  reconocer  las  contraidas  hasta  el  día,  i  de- 
signar fondos  para  cubrirlas. 

Art.  146  (i^^).  Ningún  pago  se  admitirá  en  cuenta  a  las  tesore- 
rías del  Estado,  si  no  se  hiciese  a  virtud  de  un  decreto  en  que  se 
esprese  la  lei,  o  la  parte  del  Presupuesto  aprobado  por  las  Cáma- 
ras, en  que  se  autoriza  aquel  gasto.» 


CAPITULO  XLIX 


."  *      r.  -1 


I  'u 
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OoTivertclones  dlplomátloas  1  ooTiaei?clalos 

La  Constitución  da  al  Presidente  de  la  República  el 
derecho  i  la  atribución  de  conducir  los  negocios  diplo- 
máticos, como  ya  se  ha  visto. 

El  art.  72  (81)  núm.  19,  dice: 

«Mantener  las  relaciones  diplomáticas  con  las  potencias  estranje- 
ras,  recibir  sus  Ministros,  admitir  sus  cónsules,  conducir  las  nego- 
ciaciones, hacer  las  estipulaciones  preliminares,  concluir  i  firmar 
todos  los  tratados  de  paz,  de  alianza,  de  tregua,  de  neutralidad,  de 
comercio,  concordatos  i  otras  convenciones.  Los  tratados,  antes 
de  su  ratificación  se  presentarán  a  la  aprobación  del  Congreso. 
Las  discusiones  i  deliberaciones  sobre  estos  objetos  serán  secretas, 
si  así  lo  exije  el  Presidente  de  la  República.» 

Los  reglamentos  no  contienen  precepto  alguno  espe- 
cial, sobre  los  trámites  de  los  tratados  i  conversiones 
diplomáticas,  limitándose  a  dar  al  Presidente  (Regla- 
mento, Senado,  art.  14,  núm.  19;  Diputados  29,  núm.  12) 
el  derecho  de  decidir  si  la  sesión  es  o  no  secreta. 


-'-■-i 


En  Francia  no  sucede  lo  mismo. 
Dice  un  tratadista  de  este  punto: 

«Cuando  una  de  las  Cámaras  delibera  sobre  un  proyecto  de  lei, 
por  el  cual  el  Gobierno  le  pide  la  aprobación  de  un  tratado  pro-» 


p 


i 
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yectado  con  una  potencia  estranjera»  ella  no  puede  evidentemente 
ni  votar  sobre  los  artículos  del  tratado  ni  enmendar  su  testo,  sino 
invitar  al  Gobierno  a  tratar  de  nuevo  para  obtener  la  modificación 
de  las  cláusulas  que  le  parezcan  contrarias  al  interés  del  listado. 
Es;  pues,  necesario  que  se  establezca  un  procedimiento  especial  en 
el  Reglamento  de  las  Cámaras  para  el  examen  i  voto  de  los  pro- 
yectos que  autorizan  la  ratificación  de  los  tratados  con  las  poten- 
cias estranjeras.» 


Vi 


El  art.  73  del  Reglamento  del  Senado  i  el  32  del  de  la 
Cámara  de  Diputados,  deciden  que  no  puede  votarse  so- 
bre los  artículos  de  un  tratado,  i  que  no  pueden  presen- 
tarse enmiendas  sobre  su  texto.  Si  en  el  curso  de  la  do- 
ble discusión  hai  oposición  a  alguna  de  sus  cláusulas, 
el  resultado  de  ella  es  el  envío  a  Comisión,  impreso  i 
distribuido  con  veinticuatro  horas  de  anticipación.  Los 
términos  de  ambos  reglamentos  difieren  lijeramente  en 
lo  que  concierne  al  debate  i  al  informe,  por  lo  que  im- 
porta reproducir  simultáneamente  los  dos  testos,  hacien- 
do notar  las  diverjencias: 


SENADO 

Si  el  Senado,  después  de  de- 
batir, ha  decidido  el  envío,  la 
Comisión,  antes  del  voto  definiti- 
vo, redacta  un  informe  de  con- 
junto que  debe  ser  impreso  i 
distribuido,  sobre  las  diferentes 
cláusulas  discutidas  i  enviadas 
a  examen,  i  concluye  por  la 
adopción,  el  rechazo  o  el  apla- 
zamiento del  Proyecto  de  Lei. 


Dn>UTADOS 

Si  después  del  debate,  la  Cá- 
mara toma  en  consideración  i  de- 
cide el  envío  en  la  2.*  discusión, 
la  Comisión  redacta  un  informe 
sobre  el  conjunto,  que  debe  ser 
impreso  i  distribuido,  sobre  las 
cláusulas  discutidas  i  enviadas  a 
su  examen,  i  concluye  por  la 
aprobación,  el  rechazo  o  aplaza- 
miento del  Proyecto  de  Lei. 


En  las  dos  Cámaras,  cuando  se  ha  declarado  la  urjen- 
cia,  la  Comisión  presenta  un  informe,  después  de  la 
clausura  del  debate. 

Si  se  declara  el  aplazamiento,  debe  estar  concebido  en 
los  términos  siguientes: 


■n:x 


■A.' 


> 


La  prohibición  de  presentar  enmiendas  al  testo  de  un 
tratado,  no  impediria  al  Presidente  el  recibir  i  poner  en 
debate  una  proposición,  pidiendo  que  un  tratado,  ya 
aprobado  por  la  Cámara,  no  sea  puesto  eti  ejecución 
sino  después  de  la  modificación  de  alguna  de  sus  cláusu- 
las. Así,  el  4  de  Junio  de  1878,  la  Comisión  de  la  Cá- 
mara de  Diputados,  encargada  de  examinar  el  tratado  de 
comercio  franco-italiano,  propuso — con  el  asentimiento 
del  Gobierno — añadir,  después  del  artículo  aprobatorio 
de  él,  una  disposición  concebida  así: 

<lEI  presente  tratado  no  rejirá  sino  después  que  se  hava 
celebrado  un  acuerdo  entre  los  Gobiernos  francés  e  italiano: 
//  por  .  .  .» 

No  habiendo  satisfecho  a  la  Cámara  estas  reservas,  el 
aplazamiento  de  la  aprobación  fué  votado  pura  i  simple- 
mente el  7  de  Junio  de  1878,  en  los  términos  siguientes: 

^La  Cámara  de  Diputados  invita  al  Gobierno  a  celebrar 
con  el  Gobierno  italiano  nuevas  negociaciones^  con  elpropó- 
sito  de  modificar  el  tratado  firmado  en  Paris  el  6  de  Julio  de 
/577,  entre  la  Francia  i  la  Italia.^ 


Cuando  una  Cámara  dictamina  sobre  un  proyecto  do 
lei,  autorizando  la  ratificación  de  un  tratado  con  una 


"^y* 
•^ 
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<tLa  Cámara  (o  el  Senado)  llamando  de  nuevo  la  aten^ 
cion  del  Gobierno  sobre  la  cláusula  ...    del  tratado  (4ebe  | 

ponerse  íntegra)  cree  que  debe  retardarse  su  ratificación. 

<í.La  Cámara  invita  al  Gobierno  a  abrir  nuevas  negocia* 
dones  relativamente  a  los  arts . . .  del  tratado."^ 

Las  indicaciones  de  envió  a  Comisión,  presentadas  en 
el  curso  de  la  2.'  discusión,  o  de  una  discusión  única, 
después  de  la  declaración  de  urjencia,  sufren  el  trámite 
ordinario  de  las  enmiendas  a  un  proyecto  de  leí. 
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joteacia  estranjera,  puede  introducir  en  el  testo  del  pro- 
vecto todas  las  enmiendas  que  no  tiendan  a  destruir  el 
nismo  tratado.  Pero  el  Reglamento  tiene  por  objeto 
mpedir  al  Poder  Lejislativo  que  invada  las  atribuciones 
leí  Ejecutivo,  que  únicamente  puede  negociar  un  tra- 
ado,  i  de  su  testo  aparece,  conforme  al  espíritu  de  las 
eyes  constitucionales,  que  una  Cámara  no  debe  tomar 
a  responsabilidad  de  abrir  nuevas  negociaciones,  sino 
[ue  debe  limitarse  a  examinarlas,  cuando  están  con- 
luidas.  En  consecuencia,  un  miembro  no  podria  esca- 
ar  a  las  prescripciones  del  Reglamento,  ligando  mate- 
ialmcnte  a  uno  de  los  artículos  del  proyecto  de  lei  una 
nmienda  que,  en  realidad,  modificara  uno  de  los  ar- 
iculos  del  tratado  sometido  a  la  ratificación  del  Con- 
reso. 


CAPITULO    L 

Oomposlclon  do  la  Mosa  dellnltiva 

En  Francia,  i  según  el  art.  ii  de  la  lei  constitucional 
c  Julio  15  de  1875,  la  Mesa  de  cada  Cámara  debe  ser 
ombrada  al  principiar  la  sesión  ordinaria,  i  el  art.  3.° 
el  Reglamento  del  Senado  decide  la  forma  de  ese  nom- 
ramiento. 

En  Chile,  cada  rama  del  Congreso,  tiene  su  Mesa  se- 
arada. 

En  el  Senado  ésta  se  compone: 

,°  De  un  Presidente. 

."  De  un  vice-Presidente. 

°  De  un  Secretario %  5,000 

."  De  un  pro-Secretario  i  tesorero 4,000 

.°  De  un  secretario   de  comisiones  i    em- 
pleado de  secretaría 3,000 

,'  De  un  oficial  primero 2,000 
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7.*  De  un  oficial  segundo $  i?7oo 

8/  De         id.        tercero 1,200 

9."*  De  un     id.  de  Sala  i  ausiliar  de  pluma.  1,000 

10.  De  un  portero  primero  i  mayordomo...  720 

11.  De  dos  porteros  segundos,  con  480  pe- 

sos anuales  cada  uno v....* 960 

12.  De  un  mayordomo  del  edificio  del  Con- 

greso   720 

13.  Un  redactor  primero,  jefe 3,600 

14.  Un  redactor  segundo 3.000 

15.  Dos  taquígrafos  primeros,  con  2,750  pe- 

sos cada  uno 5?50o 

16.  Dos  id.  segundos,  con  2,300  pesos  cada 

uno 4,600 

17.  Dos  id.  terceros,  con  2,000  pesos  cada 

uno 4,000 

18.  Un  oficia],  con  1,200 


Por  su  parte  la  Cámara  de  Diputados  tiene  la  planta 
de  empleados  siguiente: 


I.**  Un  Presidente. 

2.*  Dos  vice-Presidentes. 

3.**  Un  Secretario $  5,000 

4.**  Un  pro-Secretario  i  tesorero ' 4,000 

5."*  Un  oficial  primero 2,000 

6/  Un     id.      segundo..., 1,700 

7."*  Un     id.      tercero 1,400 

8/  Dos  oficiales  cuartos,  con   1,100    pesos 

anuales  cada  uno 1 2,200 

Q.**  Un  bibliotecario 1,200 

10.  Un  mayordomo , 720 

11.  Un  portero  primero 540 

12.  Dos  porteros  segundos,  con  480  pesos 

cada  uno 960 

19.  Un  redactor  primero  de  sesiones 3,600 

14.  Un       id.        segundo  de       id 3,000 

15.  Un       id.       tercero    de       id. 2,500 

16.  Dos  taquígrafos  primeros,  con  2,750  pe- 

sos cada  uúo 5i5<^o 
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17.  Tres  taquígrafos  segundos,  con   2,500 

pesos  cada  uno $  7, 500 

18-  Tres  id.  terceros,  con  2,200  pesos  cada 

uno 6,600 

19.  Un  oficial 1,200 

20.  Un  portero 480 

Existe,  ademas,  una  guardia  especial  para  el  Congx'eso 
que  obedece  a  las  órdenes  del  Presidente  i  el  personal 
de  servicio  indispensable. 


Las  obligaciones  de  estos  empleados  se  encuentran 
detalladas,  respecto  del  Senado,  en  los  artículos  siguien- 
tes del  Reglamento: 

«Art.  118.  El  Secretario  será  nombrado  a  pluralidad  absoluta 
de  votos  de  la  Sala,  dentro  o  fuera  de  su  seno. 

Art  1 19.  El  cargo  de  Secretario  es  amovible  a  voluntad  del  Se- 
nado; i  se  entenderá  cesar  cuando  el  Senador  Secretario  dejare  de 
ser  Senador. 

Art.  130.  Son  funciones  del  Secretario: 

I.'' Leer  todas  las  comunicaciones  i  documentos , presentados  a 
la  Sala; 

3."  Estender  el  acta  de  cada  sesión,  espresando  en  ella  todas  las 
proposiciones  i  enmiendas  sometidas  al  Senado,  los  resultados  nu- 
méricos de  todas  las  deliberaciones  del  Senado  i  las  órdenes  que 
el  Presidente  hubiere  espedido  por  sí  solo,  a  presencia  de  la  Sala. 
Cuando  la  sesión  fuere  secreta  hará  un  breve  resumen  de  las  dis- 
cusiones a  que  dieren  lugar  los  asuntos  considerados  en  ellas  pu- 
diendo,  sin  embargo,  los  Senadores  que  tomen  parte  en  los  debates, 
enviar  a  la  Secretaría  como  anexos  al  acta  i  bajo  su  responsabilidad 
la  redacción  detallada  i  completa  de  sus  discursos; 

3/  Redactar  la  correspondencia  del  Senado  en  todos  los  casos 
en  que  no  se  hubiere  encargado  de  ella  una  comisión  especial; 

4.*  Refrendar  todos  los  actos  firmados  por  el  Presidente; 

;.*  Llevar  la  correspondencia  de  la  Cámara  en  los  casos  desig- 
nados en  el  art.  21  (con  el  Presidente  de  la  República  o  con  alguno 
de  los  Ministros  del  Despacho,  con  la  Cámara  de  Diputados,  con 
los  Tribunales,  con  el  M.  R.  Arzobispo,  con  los  intendentes,  con 
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los  jefes  militares,  con  los  jefes  de  oíicinas  superiores,  con  las 
municipalidades  i  con  cualquier  miembro  del  Senado.  La  corres- 
pondencia del  Senado  con  cualquier  otro  cuerpo  o  persona  se  lle- 
vará por  el  Secretario  a  nombre  de  la  Cámara  de  Senadores  i  por 
orden  del  Presidente  de  ella); 

6/  Hacer  copiar  las  actas  i  comunicaciones  de  la  Sala  en  los 
respectivos  libros,  llevando  libros  separados  para  las  actas  i  oficios 
reservados; 

7.*  Cuidar  de  la  biblioteca  del  Senado; 

8.»  Proponer  a  la  Comisión  de  Policía  interior  el  nombramiento 
o  la  separación  de  los  empleados  de  la  Secretaría. 

Art.  lai.  Habrá  un  pro-Secretario  i  Tesorero  nombrados  a  plu- 
ralidad absoluta  de  la  Sala,  a  propuesta  del  Secretario.  Sus  fun^ 
clones  son:  reemplazar  al  Secretario  cuando  no  lo  hubiere,  o  se 
hallare  impedido;  ejercer  el  cargo  de  archivero  i  trabajar  a  las 
órdenes  del  Secretario  i  en  servicio  de  la  Comisión  Conservadora. 

Art.  133.  El  pro-Secretario  i  Tesorero  es  amovible  a  voluntad 
del  Senado. 

Art.  133.  Habrá  dos  oficiales  de  pluma  i  un  oficial  de  Sala, 
nombrados  por  la  Comisión  de  Policía,  a  propuesta  del^Secretario. 

Art.  134.  El  oficial  de  Sala  comunicará  las  órdenes  i  citaciones 
verbales  del  Presidente;  llevará  la  correspondencia  de  la  Sala  a  sus 
destinos;  introducirá  i  pondrá  en  manos  del  Presidente  las  comu- 
nicaciones que  se  trajeren  a  la  Sala  en  actual  sesión,  i  asistirá  a 
todas  las  sesiones  públicas  para  el  servicio  de  la  Sala  i  para  hacer 
que  se  guarde  compostura  i  silencio  en  la  barra. 

Art.  13^.  Los  redactores  de  sesiones,  los  taquígrafos  i  oficial  de 
la  Redacción,  serán  nombrados  por  la  Comisión  de  Policía,  previo 
certamen  publico  i  podrán  ser  removidos  por  la  misma  Comisión, 
a  propuesta  del  jefe  de  la  Redacción.:^ 


En  cuanto  a  la  Cámara  de  Diputados  rijen,  respecto 
de  los  empleados  de  secretaría,  las  disposiciones  si- 
guientes de  su  Reglamento  interior: 

«Art.  137.  El  Secretario  será  nombrado  a  pluralidad  absoluta  de 
votos,  pudiendo  recaer  este  cargo  en  una  persona  de  dentro  o  fuera 
de  la  Cámara. 

Art.  138.  El  cargo  de  Secretario  es  amovible  a  voluntad  de  la 
Cámara,  i  se  entenderá  cesar  terminado  el  período  lejislativo. 
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Art.  139.  Son  funciones  del  Secretario: 

1.'  Leer  todas  las  comunicaciones  i  documentos  presentados  a 
la  Cámara; 

a.'  Estender  las  actas,  espresando  en  ellas,  por  orden  alfabético, 
los  Diputados  que  asistieron  a  la  sesión  a  que  cada  uno  correspon- 
de, empezando,  sin  embargo,  por  el  Presidente;  enumerando  los 
documentos  leídos  en  la  misma  sesión  i  designando  los  asuntos 
que  en  ella  se  hubieren  discutido,  con  espresion  de  las  indicaciones 
propuestas  i  de  todos  los  acuerdos  de  la  Cámara  sobre  cada  uno 
de  los  asuntos  que  se  hayan  considerado;  i  comprendiendo,  en  je- 
neral,  una  fiel  relación  de  todo  lo  sustancial  que  haya  ocurrido  en 
cada  sesión; 

3.'  Redactar  la  correspondencia  en  todos  los  casos  en  que  no  se 
hubiere  encargado  de  ella  a  una  comisión  especial; 

4.*  Refrendar  todos  los  actos  firmados  por  el  Presidente; 

5.»  Llevar  la  correspondencia  de  la  Cámara  con  las  autoridades 
i  personas  no  designadas  en  la  parte  9.*  del  art.  39. — (Presidente 
de  la  República,  Ministros  i  Secretarios  del  Despacho,  Cámara  de 
Senadores,  Tribunales  Superiores  de  Justicia,  Reverendos  Arzo- 
bispos i  Obispos,  Intendentes  de  provincia  i  jefes  militares.  En 
sesión  de  Julio  6  de  1881,  se  estendió  esta  autorización  a  las  comu- 
nicaciones con  los  Ministros  del  Despacho); 

6.*  Hacer  copiar  las  actas  i  comunicaciones  de  la  Cámara  en  los 
respectivos  libros,  llevando  libros  separados  paralas  actas  i  oficios 
reservados; 

7.*  Conservar  el  archivo  jeneral  i  tener  bajo  su  esclusiva  ins- 
pección i  la  del  pro-Secretario  i  Tesorero,  el  privado; 

8.*  Cuidar  de  la  biblioteca  de  la  Cámara; 

9.*  Proponer  i  separar,  con  acuerdo  de  la  Cámara,  a  los  oficiales 
de  pluma  i  de  Sala. 

Art.  140.  Habrá  un  pro-Secretario  i  Tesorero  nombrados  a  plu- 
ralidad absoluta  de  votos  de  la  Cámara,  a  propuesta  del  Secretario. 
Sus  funciones  son:  reemplazar  al  Secretario  cuando  no  lo  hubiere 
o  se  hallare  impedido,  ejercer  el  cargo  de  archivero  i  trabajar  a  las 
órdenes  del  Secretario. 

Art.  141.  El  pro-Secretario  i  Tesorero  es  amovible  a  voluntad  de 
la  Cámara. 

Art.  142.  Habrá  tres  oficiales  de  pluma,  dos  oficiales  de  Sala  i 
ausiliares  de  pluma,  un  mayordomo,  un  portero  primero  i  dos 
porteros  segundos. 

Art.  143.  Los  oficiales  de  Sala  comunicarán  las  órdenes  i  cita- 
ciones verbales  del  Presidente;  conducirán  la  correspondencia  de 
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la  Cámara  a  sus  destinos;  introducirán  i  pondrán  en  manos  del 
Presidente  las  comunicaciones  que  se  trajeren  a  la  Sala  en  actual 
sesión,  i  asistirán  a  todas  las  funciones  públicas,  para  el  servicio 
de  la  Cámara,  i  para  hacer  que  se  guarde  compostura  i  silencio  en 
la  baria. 

Art.  144.  El  portero  primero  tendrá  a  su  cargo  el  servicio  de  la 
policía  de  la  Sala.» 


CAPITULO  LI 
r>o    las   votaoioxies 

La  cuenta  de  los  votos  se  pi'actica  en  la  Asamblea 
Francesa  por  los  mismos  miembros  de  ella;  deben  exis- 
tir tres  escrutadores  en  cada  mesa  de  votación,  i  el  nú- 
mero de  las  mesas  ser  determinado  por  el  Presidente, 
según  el  número  de  candidatos  i  la  duración  presunta 
de  las  operaciones  del  escrutinio.  Los  nombres  de  los 
escrutadores  son  sacados  a  la  suerte,  en  sesión  pública, 
por  el  Presidente,  quien  también  proclama  el  resultado. 

En  las  elecciones  a  que  procede  cada  Cámara,  los  vo- 
tos blancos  no  se  cuentan  como  sufrajios  i  se  deducen  de 
la  cifra  a  la  que  alcanza  la  mayoría  absoluta.  Todo  voto 
que  lleva  el  nombre  de  un  miembro  de  la  Asamblea  debe 
ser  contado;  todos  los  miembros  tienen  igual  derecho  a 
solicitar  los  sufrajios  de  sus  colegas  sin  distinguir  entre 
aquellos  que  tienen  sus  poderes  validados,  i  los  que  aun 
no  lo  son.  Un  cierro  que  contiene  dos  votos,  se  cuenta 
como  si  fuera  uno  solo.  Pero  si  un  solo  boletín  contiene 
dos  nombres  diferentes,  es  nulo. 

La  mayoría  absoluta  se  calcula  según  el  número  de 
votantes.  Se  entiende  por  votantes  los  que  han  dado  reaU 
mente  un  voto;  en  consecuencia,  la  cifra  de  la  mayoría 
absoluta  no  debe  computarse  según  el  número  de  miem- 
bros que  han  tomado  materialmente  parte  en  el  escru- 
tinio, sino  según  la  cifra  de  los  votos  recibidos. 

Cuando  en  un  escrutinio  en  que  se  requiere  mayoría 
absoluta,  se  encuentran  a  la  vez  votos  mas  numerosos 


500  DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILENO 

que  los  que  toman  parte  en  la  votación,  se  comienza  por 
separar  de  los  votos  dados,  los  votos  excedentes  i  los  vo 
tos  blancos,   i,  en   seguida,   se  quita  a   cada  uno  de  los 
candidatos  un  número  de  votos  igual  al  de  los  exce- 
dentes. 


El  Reglamento  del  Consejo  de  los  Estados  i  el  del 
Consejo  Nacional  de  Suiza,  deciden  que  cuando  el  nú- 
mero de  los  votos  es  superior  al  de  los  votantes,  debe 
renovarse  la  operación. 


En  la  sesión  del  Senado  Francés  de  a6  de  Noviembre 
de  1877,  igual  cuestión  se  presentó  bajo  una  forma  es- 
pecial. La  víspera  habia  tenido  lugar  un  escrutinio  para 

■ 

la  elección  de  cuatro  Senadores  inamovibles;  cuatro  can- 
didatos hablan  alcanzado  la  mayoría  absoluta,  que  era 
de  141  votos;  pero  Mr.  Gramperret  no  habia  reunido  mas, 
i  Mr.  Herold  probó  en  la  sesión  del  17  de  Noviembre 
que  se  habia  computado  un  voto  de  mas.  Era  imposible 
saber  a  quién  habia  aprovechado  ese  voto,  i  se  necesi- 
taba, según  una  regla  jeneral,  deducirla  de  todos  los 
candidatos,  i  anular  la  elección  de  aquel  o  aquellos  que 
no  tenían  la  mayoría  absoluta.  Sin  embargo,  el  Senado 
juzgó  conveniente,  antes  de  pronunciarse,  dar  a  los  es- 
crutadores el  tiempo  de  rectificar  sus  listas  de  votos,  lo 
que  permitiendo  constatar  que  el  error  habia  sido  come- 
tido en  la  primera  mesa,  pudo  dar  lugar  a  la  rectifica- 
ción. 


Los  Reglamentos  de  ambas  Cámaras  deciden  que  en 
caso  de  empate  de  votos,  se  nombre  al  mas  anciano,  de 
lo  que  se  desprende  que,  en  un  escrutinio  de  lista,  si 
dos  elejidos  han  obtenido  un  número  igual  de  votos,  el 
de  mayor  edad  debe  ser  colocado  primero  en  la  lista. 
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CAPITULO  LIl 

I>e   los   oasos    ele   u.r»jeiicia 

Las  asambleas  políticas,  dice  el  tratadista,  que  traduz- 
co de  preferencia,  no  son  esclusivamente  reuniones  de 
lejistas  que  estudian  por  placer  las  reformas  que  con- 
viene introducir  en  los  Códigos;  son  Congresos  de  hom- 
bres de  Estado,  delegados  por  el  pais,  para  dar  en  la  hora 
conveniente  el  golpe  necesario.  Sus  votos  tienen  una 
acción  directa,  inmediata,  sobre  los  negocios  públicos; 
en  ciertos  momentos  deben  libertarse  de  las  lentitudes 
del  procedimiento,  i  se  necesita  que  los  reglamentos 
prevean  de  antemano  las  circunstancias  escepcionales 
para  que  la  sorpresa  no  sea  muí  grande,  cuando  se  em- 
plean ésos  medios  escepcionales.  Toca  a  las  Asambleas, 
el  saber  guardarse  contra  el  peligro  de  votos  improvisa- 
dos que  nada  reclama. 


La  declaración  de  urjencia,  de  la  cual  podria  decirse 
que  suprime  todo  procedimiento,  es  la  consecuencia 
natural,  la  garantía  natural  del  procedimiento.  Ella  ha 
sido  prevista  por  todos  nuestros  reglamentos;  i  está  auto- 
rizada hoi  por  los  de  las  dos  Cámaras;  pero  el  Senado 
ha  demostrado  por  la  urjencia,  mas  desconfianza  que  la 
Cámara  de  Diputados,  i  ha  separado  la  iniciativa  parla- 
mentaria de  la  gubernativa. 


Los  efectos  jenerales  de  la  urjencia  son,  dispensar  los 
proyectos,  las  indicaciones,  los  informes,  de  los  plazos 
de  distribución  i,  sobre  todo,  suprimir  una  de  las  dis- 
cusiones. La  urjencia  declarada  por  ambas  Cámaras,  per- 
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!  el  votar  i  promulgai"  uña  lei  en  el  mismo  día  en 
ha  sido  propuesta. 

;  art.  8o  del  Reglamento  del  Senado,  i  el  69  del  de 
amara  de  Diputados,  declaran  que  la  urjencia  puede 
pedida  «en  el  momento  de  presentarse»  un  proyecto 
;i.  En  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  Marzo 
!  1880,  Mr.  Locrois  ha  sostenido  la  tesis  de  que,  el 
)  del  Relamento  no  autoriza  a  la  Cámara  a  pronun- 
la  urjencia  después  de  la  discusión  jeneral,  i  que  el 
!  caducar  toda  petición  de  urjencia  que  no  se  pre- 
a  en  el  momento  mismo  de  la  presentación  de  un 
'acto.  El  Presidente  Gambetta,  respondió  en  los  tér- 
3S  siguientes: 

I  art.  69  no  quiere  decir  que  es  en  el  momento  mismo  de  la 
intacíon  cii.indo  deba  pedirse  la  urjencia  de  un  proyecto.  El 
no  tiene  nada  de  limitativo,  i  la  urjencia  puede  pedirse  hasta 
)meato  en  que  comienza  ta  discusión  particular.» 


i  jurisprudencia,  en  efecto,  ha  hecho  esíensivo  a  di- 
ites  faces  del  procedimiento  la  facultad  de  solicitar 
petición  de  urjencia.  Esta  puede  pedirse  mientras  la 
ara  no  se  encuentre  ligada  por  algún  voto  definitivo. 
I  la  urjencia  que  puede  ser  pedida  correctamente, 
lues  de  la  clausura  de  la  discusión  jeneral,  i  aun 
ues  del  voto  sobre  la  discusión  particular,  ni  puede 
1  durante  ésta,  ni  en  el  momento  preciso  en  que  la 
nblea  acaba  de  decidir  que  va  a  darse  segunda  lec- 
del  proyecto. 

í  efecto,  se  necesita  que  al  votar  cada  miembro 
>zca  el  alcance  de  su  voto,  i  que  las  discusiones 
latas.  Entonces,  pues,  si  en  el  instante  en  que  mu- 
.  artículos  de  un  proyecto  acaban  de  ser  aproba- 
se pudiera  declarar  la  urjencia,  el  voto  de  esos 
ulos    se   habria  obtenido  por  sorpresa;  puesto  que 
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muchos  miembros  no  dan  ordinariamante  su  adhesión 
a  un  proyecto  sino  previendo  el  recurso  de  la  se- 
gunda discusión;  no  se  debe,  pues,  privarles  de  ese  re- 
curso sin  previo  aviso.  De  la  misma  manera  si  se  pro- 
nunciara la  urjencia,  en  el  momento  en  que  la  Cámara 
acaba  de  ordenar  que  se  pase  a  la  segunda  discusión, 
sucederia  una  de  ambas  cosas:  o  bien  que  la  discusión 
precedente  se  tomara  como  definitiva  i  se  caería  en  el 
inconveniente  que  acaba  de  señalarse,  o  bien  se  pi'oce- 
deria  inmediatamente  a  una  nueva  discusión  que  no  po- 
dria  ser  seria,  puesto  que  seria  la  repetición  monótona 
de  la  precedente. 


Aunque  la  urjencia  pueda  ser  solicitada  en  cualquier 
momento  del  procedimiento,  no  puede  serlo  útilmente 
cuando  el  asunto  a  que  se  refiere  no  se  encuentra  ya 
ante  la  Cámara;  es  difícil  tomar  una  resolución  escepcio- 
nal  respecto  de  un  pi'oyecto  que  los  miembros  no  tienen 
a  la  vista.  Resulta  de  los  arts.  87  i  88  del  Reglamento 
del  Senado,  modificados  por  su  Comisión  en  24  de  Fe- 
brero de  1877  que,  cuando  la  urjencia  no  ha  sido  pedida 
antes  de  enviar  el  pi'oyecto  a  Comisión,  no  puede  ya 
hacerse  sino  después  de  presentado  el  informe  sobre  él. 
Es  verdad  que  no  dice  lo  mismo  el  Reglamento  de  la 
Cámara  de  Diputados,  pero  no  es  correcto  el  venir  a 
solicitar  de  la  Cámara  la  urjencia  de  una  proposición 
de  la  cual  se  ha  apoderado  ya  la  Comisión,  pero  sobre 
la  que  no  ha  informado  hasta  ese  momento. 

No  seria  menos  incorrecto,  pedir  la  urjencia  de  un 
proyecto  sometido  al  examen  de  una  Comisión  especial 
que  no  ha  informado  aun  sobre  él.  No  se  podría  hacerlo 
sino  pai"a  invitar  inmediatamente  a  la  Comisión  a  apre- 
surar sus  trabajos,  i,  en  ese  caso,  después  de  las  espli- 
caciones  del  Presidente  de  la  Comisión,  el  Presidente  de 
la  Cámara  tendría  el  derecho  de  aplazar  el  voto  sobre  la 
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cuestión  de  urjencia  hasta  el  momento  en  que  el  asunto 
hubiera  ocupado  su  lugar  en  la  orden  del  dia. 

Cuando  una  proposición  de  urjencia  ha  sido  ya  pre- 
sentada a  la  Comisión  especial,  su  autor  no  puede  j&r^í^/i- 
tarla  de  nuevo  en  la  sesión  pública  para  solicitar  el  pri- 
vilejio  de  la  urjencia;  esto  seria  debilitar  sin  derecho  a 
la  Comisión  que  entiende  en  el  proyecto.  Pero  si  esta 
Comisión  ha  pi"esentado  ya  su  informe,  el  Presidente 
puede  transformar  la  petición  de  urjencia  en  una  solici- 
tud para  que  se  ponga  en  la  orden  del  dia,  i  consultar  a 
la  Cámara  sobre  este  punto. 

Cuando  una  de  las  Cámaras  ha  votado  una  proposi- 
ción de  iniciativa  parlamentaria,  después  de  una  decla- 
ración de  urjencia,  la  otra  Cámara  debe  ser  consultada 
sobre  la  cuestión  de  urjencia.  Los  reglamentos  no  exijen 
que  se  vote  la  urjencia  en  el  momento  en  que  el  Presi- 
dente anuncia  a  la  Cámara  que  se  le  trasmite  la  propo- 
sición. De  consiguiente,  la  Cámara  puede  decidir  que  la 
proposición  puede  ser  puesta  a  votación  impresa  i  dis- 
tribuida antes  de  ser  declarada  urjente.  Esta  interpreta* 
cion  ha  sido  consagrada  por  el  Senado  en  la  sesión  del 
30  de  Julio  de  1879,  a  consecuencia  de  una  observación 
del  jeneral  Robert.  El  señor  Presidente  Martel  ha  defi- 
nido en  los  términos  siguientes  los  derechos  i  los  deberes 
respectivos  del  Senado  i  de  su  Presidente: 

«El  deber  del  Presidente  es  consultar  al  Senado.  Si  el  Senado  no 
quiere  resolver  inmediatamente,  aplaza  su  discusión,  pronuncia  o 
no  pronuncia  la  urjencia.  Pero,  cuando  la  Cámara  de  Diputados 
ha  declarado  la  urjencia,  el  Presidente  del  Senado  está  en  la  obliga- 
don  de  advertir  al  Senado  i  consultarlo  sobre  la  urjencia.  Yo  cumplía 
ese  deber  al  hacer  esta  advertencia.  Si  nadie  se  hubiera  opuesto, 
hubiera  puesto  en  votación  la  cuestión  de  urjencia.  Corresponde 
al  Senado  decidir,  si  la  hai,  o  nó.;^ 


Cuando  se  ha  rechazado  la  urjencia  en  el  momento 


DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILENO  30^ 


de  presentar  uaa  proposición,  nada  impide  reproducir  la 
misma  solicitud  en  otro  periodo  del  procedimiento: 

«Una  cosa,  decía  el  Presidente  Gambetta  en  la  sesión  de  la  Cá- 
mara de  Diputados  del  22  de  Marzo  de  1879,  es  la  urjencia  solici- 
tada en  el  momento  de  presentarse  la  proposición,  i  otra  es  la  ur- 
jencia pedida  en  el  momento  de  presentarse  el  informe,  o  en  el 
momento  de  la  discusión  jeneral.}> 

Por  consiguiente,  puede  solicitarse  mui  lejítima  i  mui 
correctamente  la  urjencia  en  el  momento  de  la  presenta- 
ción del  informe  sobre  un  proyecto,  al  cual  se  negó  el 
beneficio  de  la  urjencia  en  el  momento  de  ser  presenta- 
do. También  puede  ser  solicitado  entre  ambas  discusio- 
nes, aun  cuando  hubiere  sido  negado  al  abrirse  la  pri- 
m  era . 

La  urjencia  puede  ser  pedida  por  el  Gobierno,  por  el 
autor  de  la  proposición,  por  todo  miembro  de  la  Asam- 
blea. Puede  ser  pedida,  sea  por  un  Ministro,  sea  por  un 
miembro,  con  el  solo  fin  de  hacer  nacer  o  morir  mas 
luego  la  proposición  presentada;  los  que  piden  la  urjen- 
cia están  obligados  a  dar  los  motivos,  pero  no  están 
obligados  a  dar  motivos  favorables:  pueden  indicar  razo- 
nes políticas. 

Toda  solicitud  de  urjencia  debe  ser  justificada  por  su 
autor.  Cuando  emana  del  firmante  de  un  proyecto,  éste 
se  limita,  en  jeneral,  a  hacer  una  esposicion  de  motivos 
que  no  debe  ser  estensa.  Aunque  el  Reglamento  no  lo 
decide,  la  justificación  de  una  solicitud  de  urjencia  debe 
ser  necesariamente  sumaria,  puesto  que  en  realidad  no 
se  trata  sino  de  una  cuestión  prejudicial  i  de  una  forma 
de  procedimiento. 

Cuando  se  pide  la  urjencia  sobre  una  proposición  que 
se  relaciona  con  materias  graves,  conviene  no  discutirla 
en  ausencia  de  los  Ministros  respectivos,  i  el  Presidente 
tiene  el  derecho  de  observar  que  conviene  aplazar  el 
debate  para  aguardar  a  los  Ministros, 
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1  examen  de  una  solicitud  de  urjencia  puede  dar  lu- 
a  un  debate  contradictorio,  Pero  el  miembro  que  pide 
alabra  para  combatir  la  urjencia  no  debe  entrar  en  el 
io  del  debate,  no  solo  porque  seria  salirse  de  la  cues- 
,  sino  también  porque  privaría  a  los  oradores  inscri- 
de  su  turno  de  la  palabra. 


1  derecho  que  tiene  todo  miembro  para  formular  una 
citud  de  urjencia,  no  obsta  al  derecho  de  la  Asam- 
i  de  elejir  un  momento  oportuno  para  resolver  sobre 
solicitudes  de  urjencia. 

1  Reglamento  del  Senado  contiene  a  este  respecto 
1  garantías  que  el  de  Diputados. 

n  las  dos  Cámaras  se  resuelve  inmediatamente  so- 
las solicitudes  de  urjencia  presentadas  por  los  Minis- 
í.  La  prerogativa  constitucional  no  admite  reservas 
re  este  punto. 

luando  la  urjencia  no  es  reclamada  por  un  Ministro, 
irocede  por  el  Senado  en  conformidad  al  art.  87,  §  2." 
Reglamento  de  1877,  cuyo  texto  dice  así: 

i  la  urjencia  es  pedida  por  una  proposición  emanada  de  la 
ativa  parlamentaria,  el  Senador  que  hace  la  solicitud  la  pone 
scrita  en  las  manos  del  Presidente  a  la  apertura  de  la  sesión. 
residente  la  da  a  conocer  al  Senado.  El  voto  sobre  la  urjen- 
[^ueda  para  el  fin  de  la  sesión,  i  tiene  lugar  antes  de  la  fijacíoo 
i  orden  del  dia.» 


•e  la  jurisprudencia  del  Senado  resulta  que  la  obli- 
ion  de  formular  a  la  apertura  de  la  sesión  la  solicitud 
urjencia  sobre  una  proposición  de  iniciativa  parla- 
itaria,  es  espresa.  Cuando  una  proposición,  cuyo  au- 
quiere  pedir  la  urjencia,  no  ha  sido  presentada  a  la 
'■tura  de  la  sesión,  la  discusión  sobre  la  urjencia  no 
de  tener  lugar  sino  en  la  sesión  siguiente;  pero,  en 


ÜtltOMO  PAkLAMftNTAtlÓ    dtítittO  )07 

a— ——■■■--    ■■■!«  ■       I  I  ■■i-i.iii      >m',   ,    , I.I..I       .1     ■  ■■  -,,  .1,..  —I,,, 

I 

este  caso,  la  discusión  se  inscribe  en  la  orden  del  dia,  i, 
no  habiendo  que  temer  sorpresa  alguna  puede  tener  lu** 
gar  a  la  apertura  de  la  sesión.  Cuando  en  el  hecho  la  so-* 
licitud  de  urjencia  se  ha  formulado  por  Senadores,  pero 
el  Presidente  estima  que  todo  el  mundo,  incluso  el  Go- 
bierno^ está  de  acuerdo  sobre  la  necesidad  de  la  urjen-* 
cia,  el  Presidente  puede  ponerla  en  el  acto  a  votación 
sin  aguardar  que  un  Ministro  la  reclame. 

El  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados  no  contie- 
ne las  mismas  precauciones  que  el  del  Senado;  pero  los 
Presidentes  se  esfuerzan  en  no  dejar  perturbar  la  orden 
del  dia  por  las  mociones  de  urjencia.  Como  no  se  pue^ 
de  rehusar  la  palabra  al  autor  de  una  proposición  que 
solicita  la  urjencia,  el  Presidente  aplaza  hasta  el  fin  de 
la  3esion--*salvo  circunstancias  escepcionales— -la  espo- 
sicion  de  los  motivos  de  urjencia.  De  otro  modo  los 
trabajos  de  la  Cámara  podrian  sei  interrumpidos  por  la 
voluntad  de  un  solo  miembro.  De  la  misma  manera  los 
Presidentes  rehusan  algunas  veces  poner  a  votación  la 
urjencia  en  el  momento  preciso  en  que  se  presenta  un 
informe  hasta  que,  después  de  distribuido,  pueda  ser 
conocido  de  todos.  La  Cámara,  por  lo  demás,  tiene  el 
derecho  absoluto  de  designar  un  dia  fijo  para  los  deba- 
tes sobre  una  solicitud  de  urjencia. 

Las  Asambleas  votan  la  urjencia  cuando  lo  juzgan  útil 
al  bien  público;  no  hai  lugar  de  votar  la  urjencia  con 
considerandos. 

La  declaración  de  urjencia  debe  ser  individual,  es  de* 
cir,  que  se  necesitan  tantas  solicitudes  i  votaciones  cuan- 
tos sean  los  asuntos  sometidos  a  la  Cámara;  sin  embargo, 
cuando  muchos  proyectos  son  absolutamente  conexos^ 
i  han  sido  puestos  simultáneamente  en  discusión,  puede 
presentarse  i  votarse  una  solicitud  de  urjencia  colectiva 
en  favor  de  ellos. 
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Cuando  la  Cámara  de  Diputados  ha  declarado  la  ur- 
jencia,  el  proyecto  de  lei  que  beneficia  de  la  declaración 
de  la  Asamblea,  queda  dispensado  de  todos  los  plazos  de 
distribución,  tanto  respecto  del  texto  primitivo,  como  res- 
pecto del  informe.  Queda  dispensado  también  de  la  doble 
lectura  el  examen  de  los  artículos  i  enmiendas  que  con 
él  se  ligan  tiene  lugar  de  una  manera  especial.  Los  efec- 
tos jenerales  de  la  urjencia  respecto  de  los  proyectos  de 
lei  son  los  mismos  en  ambas  Cámaras;  sin  embargo,  el 
art.  64  del  Reglamento  del  Senado  no  estiende  a  los  in- 
formes la  dispensa  de  los  plazos  de  distribución;  este  ar- 
tículo, modificado  por  la  resolución  de  24  de  Febrero  de 
1877,  no  hace  distinción  alguna  entre  los  informes  urjen- 
tes  o  no,  i  para  unos  i  otros  decide  que  la  discusión  no 
puede  abrirse  sino  a  las  veinticuatro  horas  después  de 
su  distribución.  Es  entendido  que  queda  reservado  el 
caso  de  discusión  inmediata. 


Las  conclusiones  del  informe  sumario  de  una  comisión 
de  iniciativa,  pueden  ser  puestas  en  debate  el  mismo  dia 
de  la  presentación  del  informe  antes  de  las  veinticuatro 
horas  exijidas  por  el  art.  26  del  Reglamento  de  la  Cá- 
mara de  Diputados  i  el  64  del  Senado;  la  urjencia,  en 
este  caso,  no  implica  que  se  tome  en  consideración  sino 
simplemente  la  facultad  de  abrir  debate  sobre  si  se  pone 
o  no  en  discusión,  i  la  proposición  que  ha  beneficiado 
de  este  procedimiento  escepcional,  queda  sujeta  al  trá- 
mite de  doble  lectura,  a  menos  que  no  obtenga  poste- 
riormente el  privilejio  de  la  urjencia  ordinaria. 


% 


Habiendo  el  art.  26  del  Reglamento  de  la  Cámara  de 
Diputados  dispensado  los  informes  de  todos  los  plazos 
de  distribución^  en  el  caso  de  declarada  la  urjencia,  los 
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proyectos  o  proposiciones  declaradas  urj entes  pueden, 
cualquiera  que  sea  su  importancia,  ser  puestos  en  debate 
inmediatamente  después  de  la  presentación  i  la  lectura 
i,  aun,  pueden  ser  puestos  en  la  orden  del  dia,  antes  de 
la  presentación  del  informe. 


En  virtud  de  una  disposición  poco  conocida  i  rara  vez 
aplicada,  el  beneficio  de  la  urjencia  puede  ser  concedido 
o  retirado  a  un  proyecto  o  proposición  sin  un  voto  es- 
plícito  de  la  Asamblea.  En  efecto,  los  dos  arts.  i8  de  los 
reglamentos  de  ambas  Cámaras,  deciden  que  los  pro- 
yectos o  proposiciones  enviados  a  una  Comisión  exis- 
tente están  sometidos  «a  las  mismas  condiciones  de  exa- 
men» que  aquellas  a  que  se  encuentra  sujeta  la  proposi- 
ción de  que  la  Comisión  conoce.  Esto  quiere  decir  que 
si  la  proposición  ya  enviada,  no  habia  obtenido  el  bene- 
ficio de  la  urjencia,  la  nueva  debe  perderlo  aun  cuando 
le  hubiera  obtenido;  i,  recíprocamente,  si  la  primera 
proposición  hubiera  sido  declarada  urjente,  la  segunda 
aprovecharía  de  ello. 


En  el  Senado  como  en  la  Cámara  de  Diputados  el 
carácter  de  urjencia,  reconocido  a  una  proposición  o 
proyecto  de  lei,  puede  serle  retirado  a  petición  de  un 
miembro,  después  de  presentado  el  informe  de  la  Comi- 
sión encargada  del  examen.  Este  retiro  no  puede  ser 
pedido  después  de  la  apertura  de  la  discusión  particular, 
pero  sí  después  de  la  discusión  sobre  los  artículos,  i  antes 
del  voto  sobre  el  conjunto  de  la  lei. 

El  voto  de  un  solo  artículo  basta  para  impedir  que  la 
Asamblea  sea  consultada  sobre  el  retiro  de  la  urjencia; 
entonces  es  necesario  aguardar  el  momento  en  que  deba 
ponerse  a  votación  el  conjunto  de  los  artículos.  La 
cuestión  de  saber  si  el  retiro  de  la  urjencia,   que  puede 
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ledido  después  de  la  clausura  de  la  discusión  particular, 
le  serlo  igualmente  a  la  apertura  de  esa  discusión, 
arecia  dudosa.  Sin  embargo,  tratándose  de  ella  en 
sion  de  la  Cámara  de  Diputados  de  aS  de  Pebrero 
879,  fué  resuelta  en  un  sentido  afirmativo;  desde  el 
lento  que  se  ha  presentado  el  informe,  puede  pedirse 
tiro  de  la  urjencia.  Esta  es  la  letra  del  Reglamento, 
ibien  su  espíritu.  Es  evidente,  como  lo  dijo  en  esa 
loo  el  Presidente  Gambetta,  que  lo  que  se  ha  tenido 
cho  de  hacer  después  se  puede  hacer  antes,  i  seria 
eniente  quizás  que  antes  de  abordar  el  examen  de 
rtículos  de  un  proyecto,  la  Cámara  sepa  a  punto 
ú  se  retira  o  se  mantiene  la  urjencia. 
¡  segunda  discusión  no  puede  abrirse  inmediatamente 
ues  del  retiro  de  la  urjencia,  aunque  todos  los  ar- 
os hayan  sido  precedentemente  adoptados  desde 
j  dias.  El  retiro  de  la  urjencia  tiene  por  efecto  el 
iplazarla  proposición  respecto  de  la  cual  se  ha  adop- 
esa  resolución,  colocándola  en  el  lugar  de  las  pro- 
;iones  ordinarias. 


>s  casos  de  urjencia  que  acabamos  de  examinar  son 
atos  de  aquellos  que  tratan  de  la  trasmisión  de  los 
ectos  votados  i  la  promulgación  de  leyes  aprobadas. 
)  bastarla  que  una  Cámara  hubiera  abreviado  los 
)s  de  procedimientoestablecidosporun  Reglamento, 
que  el  Gobierno  se  hallara  obligado  a  efectuar  den- 
e  tres  dias  una  trascripción  i  una  promulgación;  la 
iracion  de  urjencia  ordinaria  no  tiene  efecto  alguno 
ícto  del  Poder  Ejecutivo. 


L  el  Reicbstag  ALEMÁN,  ninguna  declaración  tendente 
:idir  que  los  plazos  de  distribución  serán  abreviados 
i  los  términos  entre  las  diversas  lecturas  serán  su- 
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primidos,  puede  tener  efecto  si  15  miembros  se  oponen; 
la  oposición  de  15  miembros  sobre  397,  basta  para  pedir 
la  declaración  de  urjencia. 


En  el  Parlamento  chileno,  dominan,  a  este  respecto, 
las  proposiciones  siguientes: 

En  el  Senado: 

«Art.  II.  Las  funciones  del  Presidente  son: 

3.*  Fijar  las  proposiciones  que  hayan  de  discutirse  por  el  Sena- 
do: ordenar  que  se  tome  la  votación,  luego  que  no  haya  Senador 
que  sobre  el  asunto  de  que  se  trata  quiera  tomar  la  palahra:  cuidar 
de  la  exactitud  en  el  cómputo  de  los  votos  que  bajo  su  inspección 
hará  el  Secretario,  i  proclamar  las  decisiones  de  la  Cámara. 

Art.  ^4.  Los  incidentes  estraños  a  la  orden  del  dia^  solo  podrán 
producirse  dentro  de  la  primera  hora  de  la  sesión,  contada  desde 
que  ella  se  abra. 

Trascurrido  ese  tiempo  se  cerrará  el  debate  i  se  votarán  todag 
las  indicaciones  de  orden  o  procedimiento,  salvo  que  la  Cámara 
acuerde  segunda  discusión,  en  cuyo  caso  se  votarán  en  la  primera 
hora  de  la  sesión  siguiente. 

Votadas  las  indicaciones,  se  pasará  a  discutir  los  negocios  en 
tabla. 

Estas  reglas  no  se  aplicarán  a  las  interpelaciones. 

Los  asuntos  serán  considerados  por  la  Sala  en  el  orden  siguiente: 

1."*  Los  iniciados  por  el  Supremo  Gobierno; 

%.'*  Los  iniciados  por  la  Cámara  de  Diputados; 

3."*  Las  materias  presentadas  a  la  deliberación  de  la  Cámara  por 
cualesquiera  de  las  otras  autoridades  i  corporaciones; 
'    4.**  Las  mociones  o  proyectos  de  los  Senadores; 

5.**  Los  memoriales  de  los  particulares. 

Si  hubiere  dos  o  mas  asuntos  pertenecientes  a  una  misma  clase, 
se  seguirá  en  ellos  el  orden  de  las  fechas,  i  se  discutirán  i  resolve- 
*  rán  en  sesión  secreta  si  fueren  de  interés  esclusivamente  privado. 

Art.  55.  Para  pasar  de  la  consideración  de  un  asunto  a  la  del 
inmediato,  no  será  necesaria  la  terminación  del  trámite  en  que 
actualmente  se  halle  el  primero.  El  Presidente  podrá  prorogar 
cualquiera  discusión  con  acuerdo  de  la  Sala. 

Art  67.  Todo  miembro  tendrá  el  derecho  de  pedir  que  el  asun- 
to sobre  que  actualmente  versare  una  discusión  en  la  Cámara  i  que 
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no  se  hubiere  presentado  bajo  la  forma  de  una  proposición  especí- 
fica, se  sujete  inmediatamente  a  esta  forma. 

Art.  68.  Sometida  una  proposición  a  la  Cámara  no  podrá  pre- 
sentársele otra,  sino  para  los  objetos  siguientes: 

T.°  Para  proponer  una  enmienda; 

s.**  Para  proponer  una  prorogacion; 

},"*  Para  reclamar  una  medida  de  orden  en  el  instante  mismo  de 
haber  sido  éste  violado. 

Art.  91.  Las  diferentes  lecturas  i  discusiones  de  un  mismo  pro- 
yecto podrán  tener  lugar  en  una  sola  sesión,  cuando  la  Cámara  así 
lo  acordare,  atendida  la  urjencia  del  asunto.» 

En  la  Cámara  de  Diputados: 

«Art.  6.**  Hasta  el  20  de  Junio  la  Cámara  celebrará  sesiones  dia- 
rias en  los  dias  no  feriados,  de  dos  horas  por  lo  menos,  destinadas 
a  la  calificación  de  las  elecciones  respecto  de  las  cuales  hubiere 
reclamación  de  nulidad  o  respecto  de  las  que  se  hicieren  objecio- 
nes por  cualquier  Diputado,  antes  de  ser  aprobadas.  En  este  exa- 
men se  comenzará  de  norte  a  sur  en  el  orden  de  los  departamentos. 

Art.  7.**  Si  el  20  de  Junio  no  se  hubiere  terminado  la  calificación 
de  todas  las  elecciones,  por  cualquier  motivo  que  sea,  el  Presidente 
citará  a  la  Cámara  a  sesión  diariamente  en  los  dias  no  feriados^ 
desde  las  doce  del  dia  hasta  las  cinco  de  la  tarde,  hasta  que  se  ter- 
mine la  calificación  de  todas  las  elecciones.  Estas  sesiones  se 
destinarán  esclusivamente  a  la  calificación  de  las  elecciones. 

Si  durante  este  tiempo  fuere  necesario,  a  juicio  del  presidente, 
destinar  sesiones  para  el  despacho  de  otros  negocios,  éstas  tendrán 
lugar  también  diariamente  de  ocho  a  diez  de  la  noche,  con  escep- 
cion  de  los  dias  feriados. 

Art.  29.  Las  funciones  del  Presidente  son: 

10.  Citar  a  sesión  estraordinaria  cuando  lo  estimare  necesario, 
cuando  el  Poder  Ejecutivo  lo  invite,  o  cuando  algún  Diputado  lo 
pida.  En  este  último  caso  no  podrá  hacerlo  sin  el  apoyo  de  la  quin- 
ta parte  de  los  Diputados. 

Art.   53.  Los  asuntos  serán  designados  en  este  orden: 

i.°  Los  iniciados  por  el  Poder  Ejecutivo; 

2.^"  Los  iniciados  por  la  Cámara  de  Senadores; 

3.'*  Las  mociones  o  proyectos  de  los  Diputados; 

4.°  Los  asuntos  presentados  a  la  consideración  de  la  Cámara  por 
cualquiera  de  las  otras  autoridades  o  corporaciones. 

La  Cámara,  sin  embargo,  podrá  acordarla  preferencia  a  cualquier 
asunto,  según  su  importancia. 
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Las  solicitudes  de  los  particulares  serán  consideradas  en  los  dias 
que  acordare  la  Cámara,  según  el  orden  de  las  fechas  en  que  le 
hubieren  sido  presentadas. 

Art.  34.  Para  pasar  de  la  consideración  de  un  asunto  a  la  del 
inmediato,  no  será  necesaria  la  terminación  del  trámite  en  que  ac- 
tualmente se  halle  el  primero. 

Art.  60.  En  los  casos  en  que  el  proyecto  sometido  a  la  Cámara 
sea  notoriamente  obvio  i  sencillo,  o  de  tan  perentoria  urjencia  que 
no  permita  demora^  podrá  omitirse  también  el  trámite  de  Comisión 
si  la  Cámara  lo  acordare  así  por  mayoría  absoluta,  i  entonces  el 
asunto  se  pondrá  en  discusión  sobre  tabla. 

Art.  87.  De  los  diversos  asuntos  pendientes  en  la  Cámara,  deben 
ser  puestos  en  discusión  los  que  estén  designados  en  la  orden  del 
dia  para  tratarse  en  sesión  determinada,  prefiriendo  unos  a  otros 
en  el  orden  en  que  hayan  sido  anunciados. 

Para  alterar  esta  regla  será  preciso  un  especial  acuerdo  de  la 
Cámara. 

Art.  90.  Las  indicaciones  contenidas  en  los  cuatro  primeros  nú- 
meros del  artículo  precedente,  así  como  todo  incidente  estraño  a 
la  orden  del  dia,  se  discutirán  conjuntamente  dentro  de  la  primera 
mitad  de  la  sesión,  contada  desde  que  ella  se  abra.  Trascurrido 
este  tiempo,  se  cerrará  el  debate,  cualquiera  que  sea  su  estado,  i 
se  votarán  todas  las  indicaciones,  salvo  las  que  hayan  quedado  para 
segunda  discusión,  que  se  discutirán  i  votarán  durante  la  primera 
mitad  de  la  sesión  siguiente. 

Esta  regla  no  se  aplicará  a  las  interpelaciones. 

Cuando  las  indicaciones  que  queden  para  segunda  discusión  sean 
para  pedir  sesiones  para  la  discusión  de  proyectos  determinados, 
o  sesiones  permanentes,  o  tengan  por  objeto  modificar  las  horas 
acordadas,  se  tratarán  en  la  orden  del  dia,  empezando  en  la  misma 
sesión. 

Las  indicaciones  que  espresa  el  núm.  5.®  del  artículo  precedente 
i  las  previas  o  de  orden,  se  discutirán  conjuntamente,  salvo  que  su 
complicación  aconseje  proceder  por  partes. 

Trascurrida  la  primera  mitad  de  la  sesión,  no  se  admitirá  indi- 
cación ni  discusión  alguna  estrañas  a  la  orden  del  dia. 

Art.  96.  Estando  pendiente  la  aprobación  de  un  artículo,  puede, 
no  obstante,  pasarse  a  otro  que  no  tenga  relación  con  él./> 
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CAPITULO  un 

De    la    tribuna 

>una  es,  en  otros  países,  un  símbolo;  en  Chile 


i'oducirse  el  menaje  actual  destinado  al  cuerpo 
itario  junto  con  el  demás  mobilíano,  llegaron 
dos  tribunas.  ¿Qué  se  han  hecho?  Lo  ignoro, 
lermen  con  la  estatua  de  Sócrates  en  la  tumba 
>  i  telarañas,  junto  con  tantas  otras  cosas  pare- 


una  en  Francia  tiene  su  historia,  i  curiosa  bis- 
la  verdad. 

en  el  año  1790,  en  la  sala  del  Manege  en  París; 
rmada  por  decreto  del  28  de  Fructidor,  año  III, 
.bunado  del  año  VIH;  por  las  Cámaras  de  la  Res- 
I  i  la  Monarquía  de  Julio;  comenzó  a  restrinjirse 
fué  suprimida  por  el  imperio  en  185a  i  resta- 
¡n  1867. 

sesión  de  la  Constituyente  de  11  de  Mayo  de 
.  Vivien,  relator  de  la  Comisión  de  Reglamen- 


;  han  tomado  parte  en  trabajos  de  asambleas  deliberati- 
que  en  un  gran  número  de  discusiones,  cuando  todos 
ss  tenían  si  derecho  de  pedir  la  palabra  desde  su  asien- 
1  una  causa  de  ajitacion  i  de  desorden.  Las  peticiones  de 
llegaban  de  todos  los  punios  de  la  sala;  en  la  izquierda 
cibia  cual  colega  de  la  derecha  que  había  pedido  la  pala- 
os  la  tomaban  a  la  vez,  i  el  desorden  cundía  en  la  Asam- 

ra  ciertos  oradores  haya  ventaja  para  hablar  desde  su 
I  subir  a  la  tribuna,  es  una  circunstancia  accidental  que  el 
puede  solo  constatar.  Lo  que  importa  es  establecer  una 
dar  al  orador,  que  no  sería  oído  de  sus  colegas,  el  dere- 


DERECHO  PARLAMENTARIO    CHIiBNO  JI) 


che  de  tomar  la  palabra  cuando  no  podria  traer  un  continjente 
útil  al  debate.» 

Hallándose  decidido  por  el  Reglamento  que  nadie 
puede  tomar  la  palabra  durante  la  votación,  el  Presiden- 
te hace  guardar  la  tribuna  por  los  porteros. 


En  Inglaterra  no  hai  tribuna;  el  orador  habla  desde 
su  asiento  i  se  presume  que  se  dirijo  al  Speaker.  Por  una 
razón  de  clima  puede  hablar,  si  está  enfermo,  con  el 
sombrero  puesto. 


En  Estados  Unidos  tampoco  hai  tribuna,  pero  los  con- 
gresales  tienen  la  práctica  de  acercarse  al  escritorio  del 
clerck  para  tomar  la  palabra.  Tanto  en  una  como  en  otra 
nación,  los  oradores  deben  dirijirse  al  Presidente. 


En  el  Reichstag  austríaco  existe  tribuna,  pero  la 
obligación  de  hablar  desde  ella  no  pesa  sino  sobre  el 
relator;  los  otros  miembros  tienen  el  derecho  de  hablar 
desde  su  asiento,  si  lo  encuentran  conforme  a  sus  inte- 
reses. 


En  el  Reichstag  alemán  los  oradores  hablan,  del  mis- 
mo modo,  en  la  tribuna  o  desde  su  asiento,  conforme  a 
sus  conveniencias  personales. 


En  los  Estados  Jenerales  de  los  Países  Bajos  i  en  el 
Senado  belga  tampoco  hai  tribuna,  i  los  miembros  ha- 
blan desde  sus  asientos. 
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La  tribuna  existe  en  la  Cámara  de  Representantí 
BÉLjiCA,  pero  sus  miembros  pueden  hablar  desc 
asiento,  escepto  para  emitir  un  informe,  leer  propo 
nes,  enmiendas,  o  cualesquiera  otros  documentos. 


En  Francia,  según  los  términos  del  art.  33  de 
glamento  del  Senado  i  loi  de  la  Cámara  de  Diput 
el  orador  debe  hablar  desde  la  tribuna,  a  menos  q 
Presidente  lo  autorice  a  hacerlo  desde  su  asien 
Presidente  tiene  el  derecho  absoluto  de  autorizar 
miembro  a  hablar  desde  su  asiento  en  todo  esta 
causa;  desde  luego,  por  razones  de  salud;  ordinaria 
te  por  motivos  de  orden;  el  hecho  de  llamar  un  r 
bro  a  la  tribuna  alarga  el  debate. 

Los  miembros  que  bajan  al  hemiciclio  para  oir 
deben  dejar  un  espacio  libre  en  torno  de  la  tribun 
son  mui  numerosos,  si  su  presencia  perturba  el  dt 
el  Presidente  tiene  el  derecho  de  obligarlos  a  ocup 
asiento. 


CAPITULO     LIV 
r>o    los    disoiiir*sos 


Apenas  la  primer  Constituyente  francesa  se  hubi 
nido,  cuando  ya  reconocía  el  inconveniente  de  lo 
gos  discursos  i,  en  la  sesión  del  3  de  Agosto  de 
el  representante  Bouche,  proponía  imitara  losan' 
el  sistema  de  la  clepsydre. 

«Hemos  llegado,  decia,  al  momento  de  la  Coi 
cien;  cada  uno  se  apresura  a  comunicar  sus  ideas; 
uno  quiere  hacer  brillar  su  talento  i  su  jenio;  eso 
cursos  de  aparato  son,  sin  duda,  mui  agradables  pi 
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oyentes,  pero  no  son  lo  mismo  para  la  Asamblea  Nació- 
nal.  Habrá,  quizas,  doscientas  personas  que  hablarán 
sobre  la  Constitución,  i  se  comprende  cuáles  son  los  re- 
tardos que  tal  abundancia  de  palabras  ocasionará  a  la 
celeridad  con  que  necesitamos  establecer  la  Constitu- 
ción. Yo  propongo]  un  medio  de  acelerar  vuestras  deli- 
beraciones, i  es  invitar  al  Presidente  a  tener  sobre  su 
mesa  una  ampolleta  de  cinco  minutos  solamente,  i  cuan- 
do una  de  sus  copas  se  llene,  el  Presidente  advertirá  al 
orador  que  ha  pasado  su  tiempo. > 


Dicha  moción  fué  por  de  pronto  aplaudida,  pero  esco- 
lló por  su  exajeracion;  cinco  minutos  era  mui  poco,  i  la 
Asamblea  adoptó  la  proposición  de  Petion  de  Villeneu- 
ve,  que  consistia  en  hacer  listas  de  oradores,  por  el  pro 
i  por  el  contra. 

Actualmente  el  Reglamento  del  Senado  i  de  la  Cámara 
de  Diputados  no  limitan  sino  de  una  manera  tímida,  i 
en  casos  especiales,  la  duración  de  los  discursos;  limi- 
tándose a  decir  que  las  enmiendas  presentadas  en  el 
curso  de  una  discusión  deben  ser  motivadas  sumaria-» 
mente;  el  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados  exije, 
ademas,  que  el  que  ha  hecho  una  pregunta  i  que  respon- 
de a  las  esplicaciones  de  los  Ministros,  se  contente  con 
xe^\\C2iX  sumariamente;  mas  a  pesar  de  los  esfuerzos  de  los 
Presidentes,  tales  reglas  son  poco  guardadas,  porque  se 
hallan  contenidas  en  términos  vagos  i  carecen  de  san 
cion. 

En  una  Asamblea  política,  los  discursos  no  están  des- 
tinados a  hacer  brillar  el  talento  personal  de  los  orado- 
res, sino  que  deben  ser  un  simple  cambio  de  argumen- 
tos; laesposicion  práctica  de  las  ideas  que  cada  miembro 
cree  las  mejores,  consultando  su  conciencia  i  su  manda- 
to. Los  representantes  del  pais  no  pueden  hallarse  some* 
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tidos  a  regla  alguna  para  aportar  al  país  i  a  sus  colegas 
las  razones  que  justifican  o  que  condenan  la  adopción 
de  las  leyes  propuestas. 


Los  rigores  de  una  academia  no  tienen  razón  de  ser 
ante  la  Cámara;  aquí  se  habla  como  se  puede  i  como  se 
cree  deber  hacerlo,  bajo  la  reserva  de  respetar  la  Cons- 
titución vijente  i  las  convicciones  de  sus  adversarios. 

Los  discursos  improvisados  que  brotan  de  las  necesi- 
dades del  dia  son  siempre  los  mejores;  un  discurso  pre- 
parado que  reúne  en  un  vasto  conjunto  las  preocupacio- 
nes inmediatas  de  los  ciudadanos  no  tiene  nada  de 
espresivo;  un  discurso  escrito,  debe  ser  escuchado,  por- 
que permite  oir  la  voz  de  los  que,  a  pesar  de  su  edad,  su 
salud,  o  su  timidez  natural,  no  quieren  reducir  a  un  sim- 
ple voto,  el  ejercicio  del  mandato  lejislativo. 


En  los  antiguos  Estados  Jenerales  no  se  conocía  casi 
sino  los  discursos  escritos.  Mirabeau  habia  combatido 
estérilmente  esta  costumbre  que  dominó  hasta  1848. 
Bajo  la  Restauración  los  discursos  improvisados  cons- 
tituían una  escepcion.  Al  principio  de  la  monarquía  de 
Julio^  el  33  de  Julio  de  1830,  la  comisión  encargada  de 
revisar  el  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados,  pro- 
puso prohibir  los  discursos  escritos  en  la  discusión  par- 
ticular i  en  las  enmiendas.  Esa  discusión  fué  rechazada; 
pero  en  el  hecho  los  discursos  escritos  se  fueron  hacien- 
do cada  dia  mas  raros.  Después  de  haber  desaparecido 
casi  completamente  bajo  las  Asambleas  de  la  República, 
tendían  a  aparecer  al  princíípió  del  segundo  Imperio.  Eü 
un  discurso  pronunciado  en  la  apertura  de  la  sesión  de 
1862,  el  Presidente  M.  de  Morny  hizo  el  proceso  de  los 
discursos  escritos: 
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«Un  discurso  escrito,  decia,  llega  mui  rara  vez,  cualquiera  que 
sea  su  mérito,  a  ponerse  en  armonía  con  el  punto  en  debate.  En 
este  caso,  son  el  tiempo  i  la  dignidad  de  la  Asamblea  los  que  se 
encuentran  sacrificados  a  la  pretensión  de  uno  solo  de  sus  miem- 
bros. Si  el  discurso  es  amargo  i  violento  causa  una  profunda  irri* 
tacion,  porque  nada  produce  una  impresión  mas  penosa  que  la 
amargura  calculada,  i  la  violencia  que  no  tiene  la  escusa  de  la  im- 
provisación. La  preparación  escrita,  que  parece  que  debería  ser  la 
compañera  obligada  de  la  reflexión  i  de  la  calma,  no  ha  sido  jamas 
un  apaciguamiento  político,  i  uno  queda  asombrado  cuando  se 
piensa  que  en  los  tiempos  mas  siniestros  de  nuestra  historia  parla- 
mentaria, los  discursos  han  sido  escritos. 

El  Parlamento  inglés  cuya  esperiencia  i  espíritu  práctico  son  in  • 
contestables,  prohibe  de  una  manera  absoluta  la  lectura  en  su  seno 
de  un  discurso,  i  apenas  tolera  la  de  un  documento.  Por  esto  es 
que  las  formas  oratorias  han  casi  cedido  su  lugar  a  una  discusión 
sencilla  i  casi  familiar,  i  algunas  cortas  palabras  de  un  hombre  de 
buen  sentidO;  son  siempre  oidas  con  agrado.  Yo  deseada  que  el 
Cuerpo  Lejislativo  quisiera,  en  su  interés,  adoptar  la  misma  dis- 
ciplina. En  cuanto  a  mí,  he  aquí  cómo  entiendo  mrs  deberes  i  mis 
derechos  de  Presidente. 

Yo  no  me  considero  sino  el  intérprete  de  las  voluntades  de  la 
Cámara.  Por  consiguiente,  debo  hacer  escuchar  con  respeto  todo 
lo  que  le  plazca  oír,  pero  no  dejaré  continuar  la  lectura  de  un 
discurso  en  presencia  de  una  Cámara  desatenta  o  desierta.  Nues- 
tras discusiones  tienen  por  objeto  ilustrarnos^  i  no  que  figuren  en 
el  Monitor,  El  Boletin,  tanto  como  la  estenografía,  no  han  sido  es- 
tablecidas para  recojer  manuscritos.» 


A  pesar  de  la  influencia  de  los  Presidentes,  la  Cámara 
ha  continuado  aceptando  los  discursos  escritos,  i  oyó 
muchos, 

A  la  verdad  seria  injusto  prohibirlos  en  absoluto  por 
medio  del  Reglamento;  sin  duda,  un  discurso  escrito 
tiene  el  inconveniente  de  no  responder  a  nadie,  de  salir 
casi  siempre  del  debate;  pero  redactado  por  un  hombre 
competente,  puede  ser  un  elemento  precioso  para  el  de< 
bate.  Prohibir  de  una  manera  radical  los  discursos  es- 
critos, sería  arrebatar  a  los  representantes  que  no  tienen 
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lábito  de  la  palabra,  los  medios  de  espresar  su  opi- 
n;  por  consiguiente,  grandes  intereses  industriales 
¡den  quedar  sin  órgano  en  la  Cámara,  como  lo  decia 
de  Cormenin,  que  tenia  buenas  razones  para  decirlo, 
Diputado  puede  ser  un  hombre  esperimentado,  una 
ílijencia  sagaz,  un  político  lleno  de  ideas  i  buen  sen- 
),  sin  ser  por  ello  un  orador. 


:n  algunos  países  existen  ciertas  precauciones  regla- 
itarias  contra  la  lectura  de  discursos. 


:n  la  Cámara  de  los  Comunes,  en  Inglaterra,  los  dis- 
30S  escritos  se  hallan  prohibidos,  pero  se  permite  la 
;ura  de  documentos. 


n  Estados  Unidos  los  discursos  escritos  no  puedea 
leídos  sin  la  autorización  formal  de  la  Asamblea. 


n  la  Cámara  italiana  la  lectura  de  los  discursos  no 
de  exceder  de  un  cuarto  de  hora. 


1  Reglamento  del  Consejo  Nacional  de  Suiza  probibe 
nalmente  la  lectura  de  los  discursos. 


n  Francia  los  Senadores  i  Diputados  tienen  el  dere- 
absoluto  de  dar  lectura  a  sus  discursos.  No  estand  o 
s  proscritos  por  ningún  texto  reglamentario,  u  n 
mbro  puede  leer  el  discurso  de  un  colega  ausente,  a 
lición  de  declarar  qu»  asume  la  reaponsabilidad  de 
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él  i  que  aprueba  los  principios  en  él  contenidos,  de  tal 
manera  que  puede  ser  llamado  al  orden  si  ha  lugar  a 
ello.  Es  también  entendido  que  un  Ministro  puede  leer 
en  la  tribuna  las  observaciones  que  uno  de  sus  colegas 
queria  presentar  a  la  Cámara,  i  que  no  ha  podido  por 
motivos  de  enfermedad. 


En  Chile  los  reglamentos  parlamentarios  no  contienen 
prescripción  alguna,  ni  sobre  la  duración  de  los  discur- 
sos ni  sobre  si  deban  ser  verbales  o  escritos. 

Respecto  a  la  lectura  de  documentos  hai  amplia  liber- 
tad, estendiéndose  aun  a  la  lectura  de  diarios,  i  aun  de 
libros 


CAPITULO  LV 

Dol  cloi'oclio  a  la  palal>i^a 

En  Chile,  las  disposiciones  parlamentarias  a  este  res- 
pecto se  encuentran  consignadas  en  las  prescripciones 
siguientes: 

Dice  el  Reglamento  del  Senado: 

'<Art.   II.  Las  funciones  del  Presidente  son: 

4.*  Conceder  la  palabra  a  los  Senadores  en  el  orden  que  la  pi- 
dieren, i  pidiéndola  dos  a  un  tiempo,  concederla  a  ^u  arbitrio. 

Art.  12.  El  Presidente  podrá  hablar  i  votar  sobre  cada  cuestión 
como  los  demás  Senadores. 

Art.  31.  Es  contrario  al  orden  el  tomar  la  palabra  sin  haberla 
obtenido,  si  no  es  para  dirijir  alguna  breve  observación  o  petición 
al  Presidente. 

Art.  32.  Es  contrario  al  orden  el  interrumpir  al  miembro  que 
habla,  a  no  ser  con  el  objeto  de  reclamar  el  orden  o  de  hacer  una 
brevísima  esplicacion  sobre  algún  hecho  en  que  el  miembro  que 
tiene  la  palabra  ha  padecido  error. 
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Art.  63.  Todo  Senador  que  quiera  hablar  pedirá  la  palabra,  i 
terminará  su  discurso  en  la  fórmula:  He  dicho.  No  serán  estas  for- 
malidades necesarias  en  las  breves  observaciones,  peticiones,  re- 
clamaciones i  esplicaciones  a  que  se  refieren  los  artículos  31  i  33. 

Art.  64.  Los  Ministros  del  Despacho  que  no  fueren  Senadores 
tendrán  derecho  para  asistir  a  las  discusiones  del  Senado,  sentán- 
dose entre  los  Senadores,  i  para  tomar  parte  en  las  discusiones  de 
la  misma  manera  que  los  Senadores,  pero  sin  voto. 

Art.  65.  La  Cámara  de  Diputados  podrá  enviar  comisiones  al 
Senado  para  ilustrar  i  apoyar  los  proyectos  orijinados  o  modifica- 
dos en  ella,  i  las  comisiones  tendrán  asiento  entre  los  Senadores,  i 
tomarán  parte  en  las  discusiones  de  la  misma  manera  que  los  Se- 
nadores, pero  sin  voto. 

Art.  66.  Ningún  Senador  podrá  hablar  mas  de  dos  veces  sobre 
un  mismo  asunto  en  cada  trámite  (entendiéndose  por  trámite  de  la 
discusión  cada  proposición,  enmienda  o  sub-enmienda  sobre  que 
deliberare  la  Sala);  pero  el  autor  de  una  moción  o  proyecto,  o  el 
Diputado  o  Ministro  del  Despacho  encargado  de  sostenerlo  en  el 
Senado,  podrá  hablar  por  tercera  vez,  cuando  no  haya  quien  tome 
la  palabra.  Se  dispensa  la  observancia  de  esta  regla  en  todas  las  co- 
misiones. 

Art.  67.  Todo  miembro  tendrá  el  derecho  de  pedir  que  el  asunto 
sobre  que  actualmente  versare  una  discusión  en  la  Cámara  i  que 
no  se  hubiere  presentado  bajóla  forma  de  una  proposición  espe- 
cífica, se  sujete  inmediatamente  a  esta  forma. 

Art.  117.  Cuando  el  proyecto  pendiente  constare  de  gran  nú- 
mero de  artículos,  se  entenderá  que  la  Cámara  significa  su  asenso 
unánime  a  cualquiera  de  ellos,  si  después  de  leido  no  hubiere 
ningún  miembro  que  pida  la  palabra  para  discutirlo.  El  Presidente, 
siempre  que  crea  conveniente  recurrir  a  este  modo  estraordinario 
de  votación,  lo  prevendrá  a  la  Cámara;  i  si  alguno  de  los  Senado- 
res se  opusiere  a  ello,  decidirá  la  Cámara.» 

I  el  de  la  Cámara  de  Diputados,  por  su  parte,  deter- 
mina: 

«Art.  29.  Las  funciones  del  Presidente  son: 

4.'  Conceder  la  palabra  a  los  Diputados  en  el  orden  en  que  la 
pidieren  i,  pidiéndola  dos  a  un  tiempo,  concederla  a  su   arbitrio. 

Art.  68.  Antes  de  dar  una  discusión  por  concluida,  debe  el  Pre- 
sidente invitar  por  dos  veces  a  los  Diputados  para  que  hagan  uso 
de  la  palabra,  i  si  ninguno  respondiere  a  su  invitación,  declarará  la 
discusión  por  concluida  para  proceder  al  trámite  que  corresponda. 
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Art.  97.  Los  Diputados  que  quieran  tomar  parte  en  la  discusión 
deberán  pedir  la  palabra  al  Presidente,  i  no  podrán  hacer  uso  de 
ella  mientras  no  se  les  haya  concedido.  Terminarán  su  discurso 
con  la  fórmula:  He  dicho. 

Art.  99.  Ningún  Diputado  podrá  hablar  mas  de  dos  veces  sobre 
un  mismo  proyecto  o  artículo  de  proyecto  en  cada  una  de  las  dis- 
cusiones a  que  se  someta.  Pero  le  será  permitido  rectificar  hechos 
incorrectos,  o  proponer  una  enmienda  o  sub-enmienda  al  artículo 
en  discusión. 

Art.  100.  El  autor  del  proyecto,  o  la  persona  encargada  de  sos- 
tenerlo, podra  tomar  la  palabra  por  tercera  vez. 

Art.  101.  El  Diputado  que  habla  debe  dirijir  la  palabra  al  Pre- 
sidente. 

•  Art.  102.  La  mención  o  referencia  que  un  Diputado  haga  de 
otro  en  actual  sesión  o  de  cualquier  otro  funcionario  de  la  Repú- 
blica, será  siempre  en  tercera  persona,  i  solo  cuando  la  claridad 
lo  exija  absolutamente  lo  designará  por  su  nombre. 

Art.  103.  En  todo  caso  los  Diputados  se  darán  mutuamente  el 
tratamiento  de  Honorables. 

Art.  104.  Los  Ministros-Secretarios  del  Despacho,  i  las  Comisio- 
nes del  Senado  que  asistieren  a  la  Cámara  a  sostener  proyectos  de 
leí,  tomarán  asiento  entre  los  Diputados  i  se  someterán  en  todo  a 
las  formalidades  de  este  Reglamento. 

Art.  105.  Corresponde  al  Presidente,  procediendo  de  oficio  o 
por  reclamo  de  cualquier  Diputado,  hacer  guardar  el  orden  en  las 
discusiones. 

Art.   106.  Son  faltas  al  orden: 

i.°  Tomar  la  palabra  sin  haberla  otorgado  el  Presidente,  o  to- 
marla mayor  número  de  veces  de  las  que  permite  este  Reglamento; 

2.**  Salir  de  la  cuestión  sometida  a  examen; 

3.°  Interrumpir  al  Diputado  que  habla,  o  hacer  ruido  para  per- 
turbarlo en  su  discurso; 

4.*»  Dirijir  la  palabra  a  la  barra  o  a  los  Diputados  directamente; 

^."  Faltar  al  respeto  a  la  Cámara  o  a  los  Diputados  con  acciones 
o  palabras  descomedidas;  por  imputaciones  a  cualquiera  persona 
o  funcionarios  de  dentro  o  de  fuera  de  la  Cámara,  atribuyéndoles 
intenciones  o  sentimientos  opuestos  a  sus  deberes. 

Art.  107.  Pero  no  se  reputará  tal  la  inculpación  de  desacierto, 
neglijencia  o  incapacidad  a  los  funcionarios,  ni  la  censura  de  sus 
BctO?  oficiales  como  opuestos  a  las  leyes  o  al  bien  público.» 
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Hs  conveniente,  ahora,  examinar  las  jurisprudencias 
parlamentarias  estranjeias. 


En  Francia,  las  solicitudes  de  la  palabra  son  recibidas 
en  las  dos  Cámaras  por  los  Secretarios  o,  en  su  ausen- 
cia, o  cuando  la  Cámara  está  en  receso,  por  el  Secreta- 
rio Jeneral  de  la  Presidencia.  El  art.  34  del  Reglamento 
Jeneral  del  Senado  decide  de  una  manera  jeneral  que: 
''da  inscripción  no  puede  hacerse  sino  después  de  pre- 
sentado el  informe. >>  El  art.  102  del  Reglamento  de  la 
Cámara  de  Diputados  dice:  ^Si  sr  trata  de  un  proyecto 
de  lci\  no  se  podrá  recibir  inscripción  sino  después  de 
presentado  el  informe.// 

A  prop()sito  de  este  punto,  en  la  sesión  de  Febrero  20 
de  iSyt),  Mr.  Gerault  (du  Cherj  preguntaba  al  Presidente 
Gambetta  si  la  inscripción  debia  ser  hecha  personal- 
mente, o  podia  aceptarse  la  representación  de  otro  co- 
lega, a  lo  cual  Mr.  Gambetta  respondia: 

f^Yo  no  pienso  que  la  Cámara  quiera  entrar  en  esa 
vía  i  admitir  que  las  inscripciones  sean  el  precio  de  la 
lijc-roza  i  de  las  fuer/as  físicas  de  los  miembros  de  esta 
Asamblea.» 

Las  solicitudes  de  palabra  se  rejistran  según  el  orden 
en  que  se  piden  sobre  libros  que  llevan  la  mención  por 
o  la  mención  contra.  El  Reglamento  no  prohibe  el  ins' 
cribirsc,  a  la  vez,  por  el  pro  i  por  el  contra^  i  los  miem- 
bros se  aprovechan  ordinariamente  para  tomar  una 
doble  inscripción,  pero  no  tienen  seguridad  de  sacar 
provecho  bajo  el  punto  de  vista  de  la  probidad,  i  este 
sistema,  que  es  un  abuso,  produce  ordinariamente  gran 
perturbación  en  el  debate.  El  orden  no  puede  estable- 
cerse sino  por  la  acción  personal  del  Presidente  que, 
en  presencia  de  un  gran  número  de  dobles  inscripcio- 
nes, tiene  el  derecho  de  no  tomar  en   cuenta  ninguna  i 
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ordenar  por  sí  mismo  los  turnos  de  palabra,  en  la  forma 
mas  conveniente  a  los  intereses  de  la  Cámara. 


El  principio  de  que  las  inscripciones  se  cuentan  según 
el  orden  en  el  cual  han  sido  recibidas^  ha  dado  lugar  a  una 
aplicación  mui  interesante,  en  la  sesión  del  19  de  Marzo 
de  i88i.  Entre  dos  debates  i  cuando  la  discusión  jene- 
ral  se  habia  reservado  para  la  2/  lectura,  los  Secretarios 
habian  presentado  una  lista  de  oradores^  especial  para 
la  2."  lectura,  pero  los  oradores  inscritos  para  la  discu- 
sión jeneral  de  la  1/  reclamaban  su  derecho,  del  que  no 
habian  hecho  uso  aun.  A  propuesta  de  Mr.  Gambetta, 
Presidente,  la  Cámara  decidió  que  la  lista  primitiva 
recobraba  ese  vigor  i  fuerza,  i  que  los  oradores  inscritos 
en  esa  lista  hablarian  al  comienzo  de  la  2."'  lectura, 
antes  de  los  que,  de  una  manera  especial,  se  habian  ins- 
crito para  la  2.'*  leptura. 


Las  listas  de  inscripciones  quedan  depositadas  en  Se- 
cretaría i  se  presentan  al  Presidente  cuando  el  proyecto 
al  que  se  refieren  es  puesto  en  deliberación.  Una  vez 
comenzado  el  debate,  es  costumbre  no  recojer  las  soli- 
citudes de  palabra  sobre  las  listas  ordinarias  sino  en  la 
especial  del  Presidente;  si  se  procediese  de  otra  manera, 
se  espondrian,  en  ciertos  casos,  a  encontrarse  con  con- 
currencias de  palabras,  entro  las  que  seria  mui  difícil 
establecer  prioridad.  En  efecto,  desde  que  se  abre  un 
debate,  las  solicitudes  de  palabra  pueden  hacerse  de  dos 
maneras:  sea  en  alta  voz,  i  entonces  son  recibidas  por 
el  Presidente;  sea  por  inscripciones  silenciosas,  que 
deben  ser  igualmente  recibidas  por  el  Presidente,  por- 
que si  fueran  simplemente  anotadas  por  los  Secretarios, 
serian  siempre  postergadas  ante  las  que  se  formulan  en 
alta  voz. 
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No  basta  hallarse  inscrito  para  usar  de  la  palabra;  es 
preciso,  ademas,  pedirla  al  Presidente  i  obtenerla. 

Esta  regla  es  absoluta  en  las  Cámaras;  ningún  miem- 
bro está  exento  de  ella.  En  la  sesión  de  la  Cámara  de 
representantes  de  Béljica,  de  10  de  Marzo  de  1881,  el 
Presidente  Guillery  declaró  que  esa  regla  se  estendia 
hasta  los  Ministros. 

M.  Frére  Orban,  Ministro  de  Relaciones  Esteriores, 
decia: 

^Tengo  el  derecho  de  tomar  la  palabra  en  virtud  de  la 
Constitución. > 

«Evidentemente,  replicó  M.  Guillery,  pero  no  antes  de 
haberla  obtenido  del  Presidente,^ 


Una  vez  en  posesión  de  la  palabra,  un  orador  no  puede 
ser  interrumpido  sino  por  el  Presidente.  Ninguna  de  las 
cuestiones  que  en  virtud  del  Reglamento  suspenden  el 
debate,  puede  producirse  mientras  que  el  miembro  que 
tiene  la  palabra  no  haya  terminado  su  discurso.  El  de- 
recho mismo  de  los  Ministres  no  puede  ser  invocado 
mientras  el  orador  no  termine;  el  Presidente  puede  re- 
husar la  palabra  a  un  Ministro,  aun  cuando  el  miembro 
que  habla  no  haya  pronunciado  sino  unas  cuantas  pala- 
bras. La  regla  que  prohibe  interrumpir  a  un  orador,  se 
aplica  aun  cuando  la  sesión  haya  sido  suspendida  para 
permitir  al  orador  que  descanse.  Así,  al  continuar  la 
sesión,  el  miembro  que  pidiera  la  palabra  para  un  hecho 
personal,  no  podria  obtenerla,  i  debe  aguardar  que  el 
orador  haya  terminado. 

El  principio  de  la  libertad  de  la  tribuna  no  acepta  que 
el  Presidente  permita  a  un  miembro  renunciar  a  la  pa- 
labra por  los  rumores  de  la  Cámara.  Si  un  orador  deja 
la  palabra  porque  no  es  escuchado,  el  Presidente  tiene 
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el  derecho  de  declarar  que  se  retira  voluntariamente; 
porque  la  Cámara  está  obligada  a  escuchar  a  todo  miem- 
bro que  ha  obtenido  reglamentariamente  la  palabra,  i 
no  ha  infrinjido  el  orden. 

En  la  Cámara  de  Representantes  de  Béljica  parece 
que  está  admitido  que,  en  virtud  de  ese  derecho  constitu- 
cional,  un  Ministro  puede  interrumpir  al  orador  que  está 
correctamente  con  la  palabra. 


Los  oradores  son  llamados  por  el  Presidente  según  el 
orden  de  inscripción.  La  prioridad  pertenece  al  primer 
orador  inscrito  por  el  contra;  en  efecto,  es  natural  que 
un  proyecto  sea  atacado  antes  de  ser  defendido.  La  pa- 
labra se  concede  a  un  orador  por  el  pro  i  a  otro  por  el 
contra^  i  así  sucesivamente,  hasta  que  todas  las  opinio- 
nes por  el  pro  i  el  contra  hayan  sido  espuestas.  Sin  em- 
bargo, cuando  una  lista  de  inscripción  se  encuentra  ago- 
tada i  nadie  pide  la  palabra,  si  la  Cámara  no  pronuncia 
la  clausura,  muchos  oradores  que  hablen  en  el  mismo 
sentido  sucesivamente,  pueden  ser  oidos.  Si  el  relator 
toma  la  palabra,  interrumpe  los  turnos,  esto  es,  decir 
que  después  del  relator  no  conviene  que  hable  un  miem- 
bro inscrito  en  favor  del  proyecto  aun  cuando  tuviera  el 
primer  lugar. 

Cuando  una  Comisión  modifica  su  texto  en  el  curso 
del  debate,  su  decisión  puede  arrastrar  un  cambio  en  el 
orden  de  la  palabra.  Si,  por  ejemplo,  sostituye  a  su  re- 
dacción primitiva  una  de  las  enmiendas  propuestas,  la 
palabra  no  pertenece  ya  a  los  oradores  inscritos  para 
combatir  el  texto  primitivo,  sino  a  los  inscritos  para 
combatir  la  enmienda  propuesta  por  la  Comisión. 


En  Francia,  cuando  dos  miembros  han  pedido  simul- 
táneamente la  palabra,  toca  al  Presidente  decidir  cuál  d© 
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los  dos  la  ha  pedido  primero,  i  a  cuál  de  los  dos  vuelve, 
según  el  sentido  en  que  esto  debe  ser  entendido. 


En  Inglaterra  la  Cámara  puede  ser  consultada  sobre 
la  cuestión  de  prioridad;  si  dos  miembros  compiten  i 
uno  de  ellos  ha  sido  oido  ya,  la  prioridad  pertenece  a 
aquel  que  no  ha  hablado  aun. 

En  el  debate  particular,  el  orden  de  la  palabra  se  fija 
jeneralmente  de  esta  manera: 

1.°  Los  autores  de  enmiendas  que  por  su  redacción 
reemplazan  todo   el  articulo; 

2."  Los  oradores  inscritos  en  contra  o  en  pro  del  ar- 
tículo; 

3.**  Los  autores  de  enmiendas  de  rf£'/¿í//^  que  modifican 
ciertas  partes  del  artículo.  Pero,  cuando  hai  oradores 
sobre  el  articulo  mismo,  puede  surjir  un  conflicto  entre 
el  derecho  de  estos  inscritos  i  el  derecho  de  los  autores 
de  enmiendas  que  reemplazan  el  artículo;  en  este  caso, 
no  existiendo  regla  absoluta,  el  Presidente  decide  la 
prioridad  según  cada  caso  particular;  si  no  cree  deber 
acordar  la  prioridad  a  los  oradores  inscritos,  éstos  tienen 
el  recurso  de  no  dejar  arrebatarse  su  privilejio,  inscri- 
biéndose para  las  enmiendas  mismas. 

Cuando  el  debate  de  una  interpelación  se  encuentra 
unido  al  de  un  proyecto  de  lei,  el  Presidente  tiene  un 
poder  discrecional  para  arreglar  el  orden  de  la  palabra. 
Jeneralmente  llama  al  primer  orador  inscrito  para  com- 
batir el  proyecto  de  lei,  i  después  de  él,  al  autor  de  la 
interpelación. 

El  miembro  inscrito  puede  ceder  su  turno  de  palabra 
a  uno  de  sus  colegas,  pero  entonces,  si  éste  se  ha  ins- 
crito, es  obligado  a  seguir  su  turno,  i  si  no,  habla  des- 
pués de  los  oradores  inscritos. 
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El  orador  que  cede  su  turno  de  palabra  a  un  colega  lo 
pierde  completamente,  i  no  puede  invocar  su  inscrip- 
ción para  obtener  el  derecho  de  ser  oido. 


Como  en  Chile,  el  Reglamento  del  Senado  francés 
dice: 

«Nadie  puede  hablar  dos  veces  sobre  la  misma  cuestión,  a  menos 
que  el  Senado  lo  determine./^ 

La  discusión  de  la  Asamblea  puede,  en  tal  caso,  ser 
tácita^  es  decir,  que  el  Presidente  del  Senado  interpreta 
el  pensamiento  de  éste,  concediendo  la  palabra,  mas  de 
dos  veces  a  un  orador,  si  lo  cree  útil  al  bien  del  debate. 


En  la  Cámara  de  Estados  Unidos  nadie  puede  ser 
oido,  mas  de  una  ve^^  en  la  misma  cuestión  sin  una  auto- 
rización de  la  Asamblea. 


La  misma  regla  existe  en  el  Canadá,  en   Hungría  i  en 
la  Cámara  de  Diputados  de  Italia, 


En  Inglaterra  ningún  miembro  puede  hablar  mas  de 
dos  veceSy  escepto  para  esplicar  una  opinión  mal  com- 
prendida; esta  regla  no  se  aplica  cuando  la  Cámara  está 
en  comité. 

En  Holanda  el  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos prohibe  hablar  mas  de  dos  veces  sobre  el  mismo 
punto,  aun  para  respoiider  a  los  Ministros. 

En  Béljica  el  uso  de  la  palabra  está  limitado  a  dos 
veces,  pero  el  derecho  de  responder  a  los  Ministros  que- 
da intacto. 
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En  Suiza  se  puede  hablar  tres  veces,  pero  eatre  los 
miembros  que  reclaman  la  palabra,  se  acuerda  de  pleno 
derecho  la  preferencia  a  los  que  no  han  hablado    aun. 

Hn  otra  parte  de  este  trabajo  se  ha  tratado  de  los  pri- 
vilejios  de  los  Ministros  en  orden  al  uso  de  la  palabra 
i  de  las  limitaciones  que  dicho  privilejio  tiene. 

Solo  conviene  añadir  a  este  respecto  que  el  simple 
hecho  de  presentarse  un  proyecto  de  lei  por  uno  de  ellos 
no  confiere  el  derecho  de  respuesta.  En  la  sesión  de  la 
Cámara  de  Diputados  de  27  de  Noviembre  de  1880,  el 
Presidente  Gambetta  ha  establecido  que  el  hecho  de 
que  un  Ministro  anuncie  desde  su  asiento  la  posibilidad 
del  retiro  de  un  proyecto  de  lei,  no  podria  conferir  el 
derecho  de  respuesta  al  que  lo  reclama  con  perjuicio  del 
orden  normal  de  la  discusión. 

De  la  misma  manera,  cuando  el  jefe  de  un  nuevo  Mi- 
nisterio ha  leido  el  progama  de  un  Gobierno,  no  liai 
derecho  de  responder,  a  menos  que  se  formule  i  desarro- 
lle en  las  formas  ordinarias  una  interpelación. 

Cuando  se  ha  retirado  reglamentariamente  una  pro- 
posición, no  se  puede  abrir  debate  alguno  sobre  ella  i 
nadie  puede  obtener  la  palabra  sobre  ese  tema.  No  pue- 
de invocarse  el  derecho  de  responder  a  un  Ministro,  ni 
aun  cuando  la  declaración  del  Ministro  a  que  se  quiere 
responder  hubiera  provocado  el  retiro  de  la  proposición 
i  éste  se  hubiere  efectuado.  No  se  puede  conceder  la  pa- 
labra si  no  hai  interpelación  en  regla. 

Este  principio  resulta  de  las  esplicaciones  siguientes 
dadas  por  el  Presidente  Gambetta  en  la  Cámara  de  Di- 
putados el  14  de  Febrero  de  1879: 

«Cuando  se  ha  entablado  debate  sobre  un  tema  cualquiera,  el 
procedimiento  parlamentario  exije  su  constitución;  pero,  cuando 
la  malcría  iwsnia  de  la  discusión  lle^a  a  fallar,  no  se  puede  hacerla 
renacer  i  entablar  un  nuevo  debate,  i  yo  no  toleraré  que  se  intro- 
duzca uno  que  no  tendría  base  ni  justificación. 

Si  encontráis  que  las  declaraciones  de  un  Ministro  no  os  satis< 
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facen,  la  libertad  de  la  tribuna  exije  que  se  conceda  la  palabra  al 
que  la  pida  para  formular  una  interpelación.  Pero  es  preciso  pro- 
poner una  interpelación. 

En  cuanto  a  los  que  invocan  el  derecho  de  responder  a  un  Mi- 
nistro invocando  la  disposición  del  Reglamento,  según  la  cual  todo 
Diputado  tiene  el  derecho  de  responder  a  un  Ministro,  no  lo  obje- 
tada; podéis  creer  que  hartas  veces  he  exijido  la  aplicación  para 
que  hoi  pueda  rehusarla.  Pero,  os  haré  notar  que  la  discusión  que 
se  habia  iniciado  hace  poco,  rodaba  sobre  una  proposición  de  lei, 
que  habiendo  sido  retirada,  ha  dejado  de  existir  inmediatamente. 
Desde  entonces  yo  no  puedo  dar  la  palabra  sobre  un  lema  que  ha  desapa- 
recido de  la  orden  del  dia.^ 


El  derecho  de  responder  a  un  Ministro  no  puede 
ser  ejercido  sino  una  sola  vez,  a  menos  que  la  Cámara 
decida  de  otra  manera.  Cuando  un  miembro  ha  hablado 
después  de  un  Ministro,  otro  miembro  no  puede  obtener 
la  palabra  con  el  pretesto  de  que  en  realidad  el  primero 
no  ha  sabido  responder,  a  las  observaciones  del  Ministro, 
salvo  la  autorización  de  la  Cámara. 

Cuando  un  Ministro,  teniendo  en  la  mano  el  decreto 
de  clausura  i  aun  habiendo  comenzado  su  lectura,  se  in- 
terrumpe para  dar  esplicaciones  sobre  un  hecho  res- 
pecto del  cual  nombra  a  un  miembro  de  la  Cámara,  éste 
tiene  el  derecho  de  responder  no  obstante  la  cuasi-presen- 
tacion  del  decreto  de  clausura. 


En  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  22  de  abril 
de  1880,  el  derecho  de  los  Diputados  de  responder  a  los 
Ministros,  se  encontró  en  conflicto  con  el  derecho  de 
los  Comisarios  del  Gobierno  para  obtener  la  palabra  en 
el  momento  que  la  pidan. 

El  Ministro  del  Interior  acababa  de  pronunciar  algunas 
frases  sobre  una  interpelación  que  se  dirijia  especial- 
mente al  Gobernador  de  la  Arjelia,  Comisario  del  Go- 
bierno, cuando  éste  se  presentó  en  la  tribuna. 
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Al  mismo  tiempo  M.  Jauvier  de  la  Motte  reclamó  la 
palabra,  invocando  el  derecho  de  responderá  un  Minis- 
tro, el  señor  Gambetta  presentó  las  observaciones  si- 
guientes: 

«Haré  notar  a  la  Cámara  que  la  discusión  por  la  cual  el  Gober- 
nador de  la  Arjklía  ha  sido  especialmente  delegado  ante  la  Cáma- 
ra, implica  que  la  interpelación  le  ha  sido  dirijida.  Es  él,  quien 
está  encargado  por  el  Gobierno — como  lo  declaraba  poco  ha  el 
Ministro  del  Interior — de  responder  completamente  a  todos  los 
puntos  incluidos  en  el  debate.  Esta  es  una  cuestión  de  apreciación. 
El  Ministro  del  Interior  no  ha  subido  a  la  tribuna  sino  para  hacer 
una  declaración.  Apelo  a  la  buena  fé  de  todo  el  mundo.  Lo  cierto 
es  que  el  Ministro  solo  ha  hecho  una  declaración  i  que  no  ha  pro- 
nunciado un  discurso.  Lo  que  digo  no  tiene  por  nada  del  mundo 
el  propósito  de  impedir  a  M.  Jauvier  de  la  Motte  que  intervenga 
en  el  debate,  pero  me  parece  mas  natural  responder  a  M.  Jodelle, 
que  ha  ocupado  la  tribuna  durante  dos  horas,  que  continuar  la  in- 
terpelación bajo  un  punto  de  vista  meramente  ofensivo. i^ 

Habiendo  M.  Jauvier  de  la  Motte  recordado  que  el 
art.  103  espresa  formalmente  que  todo  diputado  tiene  el 
derecho  de  contestar  a  un  Ministro,  Mr.  B.ernard  La- 
v^rgue  recordó,  a  su  turno,  que  el  art.  103  estipula 
igualmente  en  pro  de  los  Comisarios  del  Gobierno,  como 
en  el  de  los  Ministros,  el  privilejio  de  no  estar  sujetos  a 
los  turnos  de  inscripción,  i  obtener  la  palabra  cuando 
la  pidan. 

El  Presidente  observó  que  el  art.  103  no  daba  la  so- 
lución déla  dificultad,  i  que  el  caso  que  se  presentaba 
no  se  hallaba  previsto  por  el  Reglamento. 

Habiendo  M.  de  la  Rochefoucauld  reclamado  la  apli- 
cación del  párrafo  final  del  art.  103,  relativo  al  derecho 
a  la  palabra  después  de  un  Ministro,  el  Presidente 
añadió: 

«Yo  no  resisto  a  la  aplicación,  pero  digo,  porque  todo  es  impor- 
tante en  materia  de  Reglamento,  que  hai  una  nube,  i  pido  a  la  Cá- 
mara solucione  la  dificultad  reservando  formalmente  los  derechos 
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de  los  oradores.  Añado  que  si  el  Ministro  del  Interior  hubiera  he- 
cho un  discurso  contestando  a  la  interpelación,  no  habria  duda 
que  la  palabra  corfespondia  a  M.  Jauvier  de  la  Motte.  Pero,  ha- 
biéndose limitado  el  Ministro  del  Interior  a  una  simple  decla- 
ración, creo  que  es  conforme  a  los  precedentes  i  al  espíritu  del 
Reglamento  que  continúe  la  discusión,  porque,  propiamente  ha- 
blando, no  ha  continuado.  Ruego,  pues,  a  la  Cámara  decida  el 
caso.» 


Los  Reglamentos  de  la  Cámara  francesa  no  confieren 
ningún  turno  de  prioridad  en  la  palabra  al  autor  de  una 
proposición.  Cuando  un  miembro  inscrito  en  el  rejistro 
de  los  Secretarios  cede  al  autor  de  una  proposición  su 
turno  de  la  palabra,  ejecuta  pura  i  simplemente  un  acto 
de  cortesía. 


El  Reglamento  de  la  Cámara  de  los  Pares  de  Portugal 
decide  que  el  autor  de  una  proposición  tiene  la  priori- 
dad de  la  palabra  sobre  todos  los  oradores  inscritos. 


El  art.  ¡22  del  Reglamento  del  Senado  Belga  determina 
que  el  autor  de  una  proposición  debe  ser  oido  cuando 
lo  desee. 

Todos  los  autores  de  enmiendas  tienen  el  derecho  de 
desarrollarlas;  éste  es  un  derecho  absoluto  de  que  la  Cá- 
mara no  podría  despojarlo  sin  violar  el  Reglamento  i 
sin  atacar  gravemente  la  libertad  de  la  Tribuna.  Cuando 
dos  miembros  proponen  separadamente  una  enmienda 
idéntica,  el  autor  de  la  enmienda  mas  antigua  tiene  la 
palabra;  el  autor  de  la  otra  enmienda  no  puede  hablar 
sino  después  del  informante. 


En  materia  de  interpelaciones,  el  autor  tiene  la  priori- 
dad de  la  palabra  porque  se  necesita  que  una  interpela- 
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cion  haya  sido  desarrollada  para  poder  responderá  ella; 
pero,  si  se  han  reunido  muchas  interpelaciones  en  un 
mismo  debate,  los  autores  de  interpelación  i  los  autores 
inscritos  prefieren  a  los  que  no  lo  están;  sin  embargo,  es 
justo  dar  un  turno  de  palabra  a  cada  uno  de  los  prime- 
ros firmantes,  i  en  este  caso  pueden  lógicamente  suce- 
derse  en  la  tribuna. 


Independientemente'del  derecho  de  respuesta  a  los 
miembros  del  Gobierno,  los  Reglamentos  contienen 
cierto  número  de  casos  en  que  se  acuerda  la  palabra  de 
pleno  derecho  al  miembro  que  la  solicita.  El  primer  caso 
es  el  llamado  al  Reglamento;  vienen  en  seguida  las  re- 
clamaciones sobre  orden  del  dia,  de  prioridad,  de  cues- 
tión previa.  En  fin,  el  art.  41  del  Reglamento  del  Senado, 
i  el  104  de  la  Cámara  de  Diputados  deciden  que  debe 
acordarse  la  palabra  de  pleno  derecho  a  todo  miembro 
que  la  pida  sobre  un  hecho  personal.  Pero  el  juez  délas 
circunstancias  que  crean  un  hecho  personal,  es  el  Presi- 
dente. No  puede  haber  hecho  personal  sino  en  las  pa- 
labras pronunciadas  o  los  incidentes  ocurridos  durante 
la  sesión;  ni  la  Cámara  ni  el  Presidente  podrían  aceptar 
como  tales,  sucesos  ocurridos  en  la  calle,  o  en  los  pasa- 
dizos de  la  Cámara.  Cuando  el  Presidente  estima  que  no 
hai  hecho  personal,  i  el  miembro  que  reclama  la  pala- 
bra insiste,  el  Presidente  tiene  el  derecho  de  apelar  a  la 
Cámara  dándole  lectura  de  la  parte  del  acta  que,  según 
el  reclamante,  constituye  el  hecho  personal. 


No  hai  hecho  personal  en  la  rectificación  de  un  argu- 
mento. Por  oida  que  sea  la  refutación,  es  discusión.  La 
manifestación  de  una  opinión  no  constituye  un  hecho 
personal,  pero  se  crea  un  hecho  personal  cuando  se  usa 
la  palabra  calumn^ci^  relativamente  a  upa  opinión, 
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Ua  miembro  acusado  de  haber  presentado  un  cuadro 
demasiado  pesimista  de  la  situación,  puede  obtener  la 
palabra  para  un  hecho  personal  i,  en  este  caso,  se  en- 
cuentra autorizado  para  dar  a  sus  esplicaciones  cierto 
desarrollo. 

Los  términos  jenerales,  examinando  un  partido,  i  no 
un  miembro,  no  constituyen  un  hecho  personal^  por  vi- 
vos que  puedan  parecer  a  los  que  se  encuentran  enrola- 
dos en  ese  partido. 

No  hai  motivo  p^ira  conceder  la  palabra  por  un  hecho 
personal,  al  miembro  que  no  ha  sido  nombrado  ni  de- 
signado en  el  debate;  por  consiguiente,  un  Diputado  no 
puede  reclamar  la  palabra  para  un  hecho  personal,  bajo 
pretesto  de  que  ha  sido  miembro  de  una  comisión,  cuya 
obra  acaba  de  ser  criticada  en  la  tribuna.  No  podria  ser 
permitido  a  un  miembro  entrar,  bajo  pretesto  de  hechos 
personales,  en  un  debate  ya  terminado,  ni  discutir  i 
apreciar  los  votos  dados  por  la  Cámara.  Tampoco  puede 
un  miembro,  bajo  pretesto  de  hechos  personales^  recti- 
ficar aserciones  emitidas  la  víspera  en  el  curso  de  una 
discusión  terminada,  aun  cuando  esas  aserciones  man- 
charan con  inexactitudes  el  informe  de  que  ese  miembro 
es  autor.  Pero  el  derecho  de  tener  la  palabra  por  un  he- 
cho personal,  permite  a  un  antiguo  Ministro  esplicarse 
sobre  actos  de  sujestion  de  que  se  hubiera  tratado  por 
un  miembro,  con  ocasión  de  preguntas  dirijidas  al  nue- 
vo Ministro;  en  este  caso  puede  suceder  que  las  espli- 
caciones dadas  sobre  el  hecho  personal  duren  largo  tiem- 
po, i  dejeneren  en  una  especie  de  interpelación  al  Gabi- 
nete; sin  embargo,  ellas  no  podrían  traer  por  consecuencia 
producir  la  apertura  de  un  debate,  i  nadie  podria  tomar 
la  palabra  para  responder  al  miembro  que  se  hubiera 
esplicado  sobre  el  hecho  personal.  Solo  el  Gobierno 
podria  ser  oido,  i  esta  intervención  no  producirla  el  de- 
recho de  respuesta. 
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El  interruptor  llamado  al  silencio  por  el  Presidente  no 
tiene  derecho  de  tomar  la  palabra  invocando  un  hecho 
personal. 

Existe  también  el  derecho  de  rehusarse  a  interrumpir 
el  orden  de  las  inscripciones,  con  ocasión  de  un  hecho 
personal,  si  aparece  que,  bajo  pretesto  de  él,  un  miem- 
bro quiere  introducirse  en  el  debate,  i  privar  así  de  su 
derecho  a  los  oradores  inscritos;  pero  puede,  con  el 
asentimiento  del  primer  orador  inscrito,  i  bajo  la  reserva 
de  su  derecho,  dar  la  palabra  a  un  antiguo  Ministro  para 
un  hecho  personal  que  se  liga  al  debate. 

El  miembro  que  es  oido  sobre  un  hecho  personal,  i 
que,  de  antemano,, ha  obtenido  del  primer  orador  inscrito 
su  turno  de  palabra,  tiene  derecho,  después  del  hecho 
personal,  de  entrar  al  fondo  del  debate,  pero  con  la  es- 
presa condición  de  haberlo  advertido  al  Presidente;  de 
otra  manera  se  espondria  a  que  lo  llamaran  a  la  cues- 
tión. 

Las  esplicaciones  concernientes  a  un  hecho  personal 
deben  ser  dadas  personalmente  por  el  mismo  orador;  i 
aunque  el  Reglamento  obliga  al  Presidente  a  poner  en 
conocimiento  de  la  Cámara  todas  las  comunicaciones 
que  le  conciernen,  no  estarla  obligado  a  dar  lectura,  al 
abrirse  la  sesión,  de  una  carta  por  la  cual  un  miembro 
respondiera  a  alegaciones  hechas  en  su  contra  en  la  se- 
sión anterior. 


Como  en  Chile,  cuando  el  Presidente  ha  proclamado 
la  apertura  de  una  votación,  nadie  puede  ya  usar  de  la 
palabra. 

La  prohibición  de  usar  de  la  palabra  entre  dos  vota- 
ciones se  aplica  también  al  caso  en  que  un  escrutinio 
público  haya  sido  anulado  por  falta  de  quorum.  En  el  mo- 
mento en  que  el  Presidente  llama  al  segundo  turno  del 
escrutinio,  está  obligado  a  negar  la  palabra  a    todo  el 
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mundo,  escepto  en  el  caso  de  una  llamada  al  Reglamento; 
pero  si  esta  llamada  al  Reglamento  no  se  liga  con  la 
votación,  si  consiste  en  pedir  se  abra  el  debate,  el  Presi- 
dente detiene  al  orador  i  hace  proceder  a  la  votación. 
Las  disposiciones  prohibitivas  del  Reglamento  no  im- 
piden a  un  miembro  el  apoderarse  por  una  palabra,  de 
una  solicitud  lejítima,  por  ejemplo  del  retiro  íntegro  de 
la  proposición  que  se  vota;  pero,  si,  durante  lavotacion^ 
un  miembro,  aunque  sea  un  Ministro,  renunciara  a  una 
parle  de  la  enmienda,  o  del  artículo  puesto  a  votación, 
la  adopción  del  conjunto  seria  definitiva,  no  obstante 
cualquiera  declaración  de  retiro  parcial  formulada  en  el 
curso  de  la  discusión. 


•  La  cuestión  de  saber  si  un  Ministro  puede  usar  de  su 
prerogativa  constitucional,  para  hablar  en  el  intermedio 
de  dos  votaciones,  ha  sido  discutida  muchas  veces.  Pa- 
rece que  ha  sido  resuelta  negativamente,  porque  seria 
excesivo  que  un  decreto  de  disolución,  o  de  próroga  para 
impedir  que  una  votación  ya  principiada  no  terminara, 
i  seria  ilejítimo  que  en  el  curso  de  una  votación  el  Go- 
bierno pudiera  aducir  argumentos  nuevos  a  los  que  se 
hubiera  contestado. 

En  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados,  de  15  de 
Marzo  de  1820,  en  el  momento  en  que  acaba  de  tener 
lugar  una  votación  dudosa,  el  Ministro  de  Relaciones 
Esteriores  pidió  la  palabra,  pero  los  miembros  de  la  iz- 
quierda i'epresentaron  que  era  prohibido  hablar  en  el 
intervalo  de  dos  votaciones.  Después  de  haberse  leido  el 
art.  54  de  la  Carta,  el  Presidente  Ravez  acordó  i  mantu- 
vo con  la  palabra  al  Ministro,  a  pesar  de  las  protestas 
de  la  izquierda. 

Pero,  en  la  sesión  de  20  de  Marzo  de  187 1,  el  Presi- 
dente Grevy  decia  a  Mr,  Vente: 

43  44 
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«Habéis  cometido  un  error  al  no  pedir  la  palabra  antes  de 
cipio  de  la  votación;  el  Ministro  de  Hacienda  la  pide  tamb 
este  momento,  i  iieho  igualmente  no  acordársela:  el  Reglamei 
obliga  a  ello.A 

En  la  sesión  del  31  de  Marzo  de  1871,  et  mism 
Grevy,  negó  ¡a  palabra,  en  idéntica  situación,  a 
Tbiers,  jefe  del  Poder  Ejecutivo. 

El  Presidente  Floquet  se  pronunció  de  la  misnií 
ñera  en  la  sesión  de  Julio  1 1  de  1892  contra  el  de 
del  Gobierno  para  ser  oído,  cuando  ya  ha  comei 
una  votación. 

Esta  misma  cuestión  ha  surjido  en  el  Reichstag  A! 
el  2S  de  Mayo  de  1883. 

A  consecuencia  de  una  votación  anulada  por  dt 
de  quorum^  i  habiendo  el  Ministro  de  Hacienda  pi 
la  palabra,  se  le  gritó  de  todas  partes;  «¡La  votacic 
comenzado!»  í  Mr.  Windhorts  declaró  que  el  Mii 
no  podia  ser  oido. 

El  Ministro  objetó  que  la  Constitución  le  conce 
palabra  «en  todo  tiempo.» 

Fué  sostenido  por  el  Presidente,  el  que  recordó 
sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  Prusia,  de 
Mayo  de  1871,  en  la  cual  M.  de  Bismarck  habia  ha 
en  el  intervalo  de  dos  votaciones.  Pero  el  Presider 
de  esa  época,  M.  Simson,  recordó  que  eso  habia  sucí 
con  el  asentimiento  de  la  Cámara,  i  después  de  da 
escusas  por  haber  invocado  su  derecho  en  condic 
irregulares.  En  el  hecho,  el  Reichsthag  de  1883  ter 
por  dar  la  palabra  al  Ministro. 

La  misma  dificultad  se  produjo  en  la  Cámara  de 
presentantes  de  Béljica  el  8  de  Abril  de  1859.  All 
miembros  que  se  abstienen  de  votar  deben  motiv 
abstención,  si  son  interpelados  por  el  Presidente.  D 
te  la  votación  i,  antes  que  todos  los  abstinentes  se 
hieran  esplicado,  Mr.  Roguier,  Ministro  del  Interii 
fllz(S  para  contestar  a  yno  de  ellos.  El  Presidente 
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haegen  le  respondióque  no  le  darla  la  palabra  hasta  que 
la  votación  hubiera  terminado  i  que  todos  los  miembros 
hubieran  motivado  su  abstención.  Mr.  Dolaz sostuvo  que, 
según  los  términos  del  Reglamento,  el  Presidente  estaba 
obligado  a  dar  en  eí  acto  la  palabra  al  Ministro;  el  Mi- 
nistro añadió: 

«Yo  tenia  el  derecho  de  pedir  la  palabra  mientras  hablaba  nues- 
tro honorable  colega;  aun  podía  interrumpirlo,  sea  para  presentar 
un  proyecto  de  lei,  o  para  comunicar  a  la  Cámara  una  resoUicion 
del  Gobierno.» 

M.  Theux  objetó  esa  doctrina: 

'ícNo  se  permite  a  nadie,  dijo,  interrumpir  una  votación,  i  las  abs- 
tenciones son  el  complemento  de  ella.  ¿Adonde  nos  llevaría  la 
doctrina  contraria?  Si  los  Ministros  pretenden  responderá  los  mo- 
tivos de  abstención  que  acaban  de  darse,  los  miembros  tienen  el 
derecho  de  replicar,  i  así  el  debate  se  hace  interminable.» 

La  sesión  se  levantó  sin  que  la  cuestión  quedara  re^* 
suelta  en  derecho.  En  el  hecho,  al  abrirse  la  sesión  si- 
guiente, después  de  la  lectura  del  acta  el  Ministro  Ro- 
gier,  presentó  un  proyecto  de  lei  tendente  a  afirmar  el 
derecho  del  Gobierno  para  intervenir  en  cualquier  estaio 
de  la  causa.  Pero  el  Presidente  intervino  a  su  turno,  para 
impedir  se  creara  un  precedente. 

€No  Sí'  trata  de  cuestión  constitucional^  dijo.  El  Go- 
tierno  ha  hecho  sus  reservas;  la  Cámara  hace  por  su 
parte  las  suyas.  Las  prerogativas  quedan,  por  una  i  otra 
parte^  reservadas,^/ 


En  Dinamarca,  el  art.  50  de   la  Constitución   dispone  " 
que  los  Ministros  tienen  el  derecho  de  tomar  la  palabra 
cuando  lo  deseen,  pero  observando  el  Reglamento. 


|k  ►:  -..-^v 
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En  Estados  Unidos  .10  se  permite  introducir  los  Men- 
sajes del  Ejecutivo,  o  del  Presidente  de  una  de  las  Cá- 
maras, ni  durante  la  votación  ni  durante  los  escruti- 
nios. 


Resulta  del  art.  g.""  del  Reglamento  del  Senado  Francés, 
i  del  Presidente  de  la  Cámara  de  Diputados,  que  los 
miembros  no  validados  tienen  el  derecho  de  tomar  parte 
en  las  deliberaciones  antes,  como  después  de  la  consti- 
tución de  la  Asamblea.  No  pudiendo  estenderse  por  vía 
de  interpretación  las  incapacidades  establecidas  por  los 
Reglamentos  respecto  de  los  miembros  no  validados,  el 
derecho  de  votar  queda  suspendido  para  todo  miembro  cuya 
admisión  ha  sido  postergada;  pero  el  derecho  de  tomar 
parte  en  los  debates  queda  intacto.  Los  Senadores  i  Di- 
putados respecto  de  los  cuales  la  unanimidad  parlamen- 
taria no  existe,  tienen  el  derecho  de  hablar  como  cual- 
quiera otro  miembro  El  hecho  de  que  la  Cámara 
autorice  una  investigación  no  arrastra  presunción  algu- 
na de  culpabilidad;  i  deja  todos  sus  derechos  parlamen- 
tarios a  los  que  han  sido  objeto  del  desafuero,  mientras 
no  sean  apresados. 


CAPITULO  LVÍ 
De    la    clli^oocloii  de  los  clel>ates 

En  esta  materia,  como  va  a  verse,  la  jurisprudencia 
paiiamentaria  estranjera  tiene  con  la  chilena  mas  ana- 
lojía  que  en  muchos  otros  puntos. 

Así  lo  revelan,  respecto  del  Senado,  los  artículos  regla- 
mentarios que  siguen: 

'<Art.   II.  Las  funciones  del  Presidente  son: 

3."  Fijar  las  proposiciones  que  hayan  de  discutirse  por  el  Sena- 
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do:  ordenar  que  se  tome  la  votación,  luego  que  no  haya  Senador 
que  sobre  el  asunto  deque  se  trata  quiera  tomar  la  palabra:  cuidar 
de  la  exactitud  en  el  cómputo  de  los  votos  que  bajo  su  inspección 
hará  el  Secretario,  i  proclamar  las  decisiones  de  la  Cámara. 

4."  Conceder  la  palabra  a  los  Senadores  en  el  orden  que  la  pi- 
dieren, i  pidiéndola  dos  a  un  tiempo,  concederla  a  su  arbitrio; 

5/  Llamar  a  la  cuestión  al  Senador  que  se  desvíe  de  ella;  llamar 
al  orden  al  Senador  que  en  sus  espresiones  falte  a  él,  i  si  reconve- 
nido hasta  por  tercera  vez  no  obedeciere,  intimarle,  con  acuerdo 
de  la  Sala,  que  se  retire. 

Art.  12.  El  Presidente  podrá  hablar  i  votar  sobre  cada  cuestión 
como  los  demás  Senadores. 

Art.  13.  Siempre  que  alguno  de  los  Senadores  reclaínare  contra 
cualquiera  de  los  actos  o  disposiciones  del  Presidente,  deberá  éste 
tomar  la  opinión  de  la  Cámara. 

Art.  31.  Es  contrario  al  orden  el  tomar  la  palabra  sin  haberla 
obtenido,  si  no  es  para  dirijir  alguna  breve  observación  o  petición 
al  Presidente. 

Art.  53.  Todo  Senador  puede  llamar  al  orden  ^cuando  crea  que 
se  contraviene  a  él,  i  para  hacerlo,  pronunciará  solamente  la  pala- 
bra: orden.  Si  en  su  concepto  el  miembro  que  ha  contravenido  al 
orden,  sigue  faltando  a  él,  podrá  interpelar  al  Presidente  para  que 
lo  haga  guardar. 

Art.  47.  Siempre  que  el  Presidente  del  Senado  citare  a  sesión 
estraordinaria,  lo  hará  por  citación  especial. 

Art.  48.  Se  abrirá  cada  sesión,  tocando  el  Presidente  la  cam- 
panilla i  pronunciando  estas  palabras:  En  el  nombre  de  Dios  Todo- 
poderoso ^  se  abre  la  sesión. 

Art.  49.  En  seguida  el  Secretario  leerá  el  acta  de  la  sesión  an- 
terior, i  el  Presidente  preguntará  si  está  exacta.  Las  dudas  que  so- 
bre ello  ocurrieren  se  decidirán  por  la  Sala,  i  con  las  enmiendas 
que  se  acordaren,  se  rehará  el  acta,  i  si  fuere  posible,  se  aprobará 
i  firmará  antes  de  terminar  la  sesión.  De  las  discusiones  i  acuerdos 
relativos  a  estas  enmiendas  no  se  hará  mención  en  las  actas,  escep- 
to  cuando  así  lo  ordenare  el  Senado. 

Art.  51,  Cuando  estas  comunicaciones  o  memoriales  requieran, 
a  juicio  del  Presidente,  una  simple  contestación,  la  ordenará  el 
Presidente  en  el  mismo  acto;  pero  si  algún  Senador  pidiere  que  se 
tome  sobre  ella  opinión  de  la  Sala,  se  hará  así;  i  si  no  lo  aprobare 
la  Sala,  se  dejará  para  ser  considerada  según  el  orden  de  materias 
que  se  espresa  en  el  art.  54, 

ArV.  5*5;  íátá  ¡fáisar  d^  la  cb'n^ideraciiíii  de  líü  d*satitó  a  la  del 
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inmediato,  no  será  necesaria  la  terminación  del  trámite  en  que 
actualmente  se  halle  el  primero.  El  Presidente  podrá  prorogar 
cualquiera  discusión  con  acuerdo  de  la  Sala. 

Art.  ^7.  (>onclu¡da  la  sesión,  el  Presidente  anunciará  a  la  Sala 
los  asuntos  que  queden  en  tabla  para  la  siguiente. 

Art.  ^8.  El  Presidente  podrá  suspender  la  sesión  por  un  cuarto 
de  hora,  pronunciando  estas  palabras:  Se  suspende  la  sesión. 

Art.  ^9.  La  sesión  terminará  pronunciando  el  Presidente  estas 
palabras:  Se  levanta  la  sesión. 

Art.  60.  La  sesión  suspensa  sigue  su  c\irso  pronunciando  el  Pre- 
sidente estas  palabras:  Continúa  la  sesión, 

Art.  61.  Siempre  que  al  suspenderse  o  cerrarse  la  sesión  recla- 
mare algún  Senador  contra  cualquiera  de  estas  disposiciones,  se  to- 
mará la  opinión  de  la  Sala;  i  si  ésta  acordare  que  continúe  la  sesión, 
lo  proclamará  así  el  Presidente  en  el  mismo  acto  con  la  fórmula 
del  art.  60. 

Art.  62.  Siempre  que  la  presencia  de  algún  miembro  fuere  ne- 
cesaria para  las  discusiones  o  acuerdos  de  la  Sala,  el  Presidente 
podrá  prohibirle  que  se  retire,  a  menos  que  alguna  grave  causa,  a 
juicio  del  Presidente,  lo  exija. 

Art.  69.  Si  na'lie  hablare  sobre  la  proposición  pendiente,  proce- 
derá el  Presidente  a  tomar  los  votos. 

Art.  SS.  Admitido  o  enmendado  el  proyecto  en  la  discusión  por 
menor,  i  no  habiendo  quien  tome  la  palabra,  se  preguntará  por  el 
Presidente  en  el  mismo  acto  a  la  Cámara,  si  el  proyecto  es  o  no 
admitido  definitivamente  bajo  su  forma  actual.  En  caso  de  afirma- 
tiva, S2  le  dará  el  curso  constitucional  que  corresponda;  i  en  caso 
de  negativa  se  pondrá  el  proyecto  en  tabla  para  segunda  discusión 
por  menor.  Reiterándose  la  negativa  después  de  la  segunda  discu- 
sión por  menor,  se  tendrá  por  desechado  el  proyecto. 

Art.  III.  El  Presidente  sacará  por  sí  mismo  las  cédulas  de  elec- 
ción una  a  una,  las  leerá  en  voz  alta,  i  las  pasará  al  Secretario,  el 
cual  en  vista  de  ellas  escribirá  los  nombres  en  lista  lonjitudinal  po- 
niendo a  continuación  de  cada  nombre  los  guarismos  i,  3,  3,  etc., 
según  el  número  de  sufrajios  que  sobre  él  recayere,  i  pronuncian- 
do estos  guarismos  al  mismo  tiempo  que  los  escriba. 

Si  se  votare  a  un  tiempo  para  propietario  i  suplente,  se  harán 
dos  listas  lonjitudinales  distintas. 

Art.  1 13.  Siempre  que  haya  duda  sobre  el  resultado  de  una  vo- 
tación proclamada  por  el  Presidente,  se  repetirá  la  rotación  ver- 
bal por  si  o  nó.  Si  la  votación  por  si  o  nó  hubiere  sido  en  la  forma 
del  art,  108,  se  compararán  las  bolas  blancas  i  negras  de  ambas  ur- 
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ñas,  i  habiendo  desigualdad  en  el  número  de  unas  i  otras  entre  si 
o  con  los  Senadores  presentes,  se  repetirá  la  votación.  En  las  vo- 
taciones de  elección,  el  Presidente  leerá  de  nuevo  las  cédulas,  i  el 
Secretario  repetirá  la  operación  indicada  en  el  artículo   lu. 

Art.  117.  (Ruando  el  proyecto  pendiente  constare  de  gran  nú- 
mero de  artículos,  se  entenderá  que  la  Cámara  significa  su  asenso 
unánime  a  cualquiera  de  ellos,  si  después  de  leido  no  hubiere 
ningún  miembro  que  pida  la  palabra  para  discutirlo.  El  Presidente, 
siempre  que  crea  conveniente  recurrir  a  este  modo  estraordinario 
de  votación,  lo  prevendrá  a  la  Cámara;  i  si  alguno  de  los  Senado- 
res s6  opusiere  a  ello,  decidirá  la  Cámara. 

Art.  126.  Todo  Senador  tendrá  derecho  para  reclamar  la  obser- 
vancia de  este  Reglamento;  i  el  Presidente,   siendo   manifiesta  la 

infracción,  la  hará  cesar.» 

* 

1  respecto  de  la  Cámara  de  Diputados,  igualmente  los 
que  siguen: 

Art.  26.  El  Presidente  i  vice-Presidentes  tomarán  asiento  en  la 
testera  de  la  Sala,  ocupando  el  centro  el  Presidente,  la  derecha  el 
primer  vice-Presidente  i  la  izquierda  el  segundo  vice-Presidente. 

Art.  28.  El  Presidente  no  podrá  dirijir  ni  contestar,  por  escrito 
o  de  la  palabra,  comunicación  alguna  a  nombre  de  la  Cámara  sin 
previo  acuerdo  de  ella. 

Art.  39.  Las  funciones  del  Presidente  son: 

I.*  Abrir,  suspender  i  cerrar  la  sesión; 

2.*  Mantener  el  orden  en  la  Sala  i  hacer  que  se  observe  compos- 
tura i  silencio; 

3.'  Fijar  las  proposiciones  que  hayan  de  discutirse  por  la  Cáma- 
ra; ordenar  se  reciba  la  votación,  luego  que  no  haya  Diputado  que 
sobre  el  asunto  de  que  se  trata  quiera  tomar  la  palabra;  cuidar  de 
la  exactitud  en  el  cómputo  de  los  votos,  que  bajo  su  inspección 
hará  el  Secretario,  i  proclamar  las  decisiones  de  la  Cámara; 

4.*  Conceder  la  palabra  a  los  Diputados  en  el  orden  en  que  la 
pidieren  i,  pidiéndola  dos  a  un  tiempo,  concederla  a  su  arbitrio; 

5.*  Llamar  a  la  cuestión  al  Diputado  que  se  desvíe  de  ella;  llamar 
al  orden  al  que  en  sus  espresiones  faltare  a  él;  i  si  reconvenido 
hasta  por  tercera  vez  no  obedeciere,  intimarle,  con  acuerdo  de  la 
Cámara,  que  se  retire; 

6,"  Pedir,  con  acuerdo  de  la  Cámara,  el  ausilio  de  la  fuerza  i  or- 
denar el  uso  de  ell?,  para  hacer  cumplir  las  providencias  de  orden 
que  la  Cámara  estimaré  necesarias; 
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7.'  Dar  curso,  con  arreglo  a  la  Constitución  i  a  este  Reglamento, 
a  los  negocios  que  se  presenten  3  la  Sala,' 

8.'  Nombrar  las  comisiones  i  reintegrarlas  con  acuerdo  de  la  Cá- 
mara; 

9.°  Firmar  las  minutas  i  copias  de  actas  i  las  comunicaciones 
que  sea  necesario  dirijir  al  Presidente  de  la  República  o  a  los  Mi- 
nistros-Secretarios del  Despacho,  a  la  Cámara  de  Senadores,  a  los 
Tribunales  Superiores  de  Justicia,  a  los  Reverendos  Arzobispos  1 
Obispos,  a  los  Intendentes  de  provincias  i  Jefes  militares; 

10.  Citar  a  sesión  estraordinaria  cuando  lo  estimare  necesario, 
cuando  el  Poder  Ejecutivo  lo  invite,  o  cuando  algún  Diputado  lo 
pida.  En  este  último  caso  no  podrá  hacerlo  sin  el  apoyo  de  la  quin- 
ta partí  de  los  Diputados; 

1 L .  Cuidar  de  la  puntual  observancia  de  este  Reglamento; 

11.  CiiHficar  por  si  solo  los  negocios  de  que  deba  darse  cuenta 
en  sesión  secreta; 

13.  Velar  sobre  la  seguridad  i  arreglo  del  archivo  i  libros. 

Art.  30.  Siempre  que  alguno  de  los  Diputados  reclame  contra 
cualquier.i  de  los  actos  o  disposiciones  del  Presidente,  deberá  éste 
pedir  la  resolución  de  la  Cámara. 

Art.  31.  El  Presidente,  para  conservar  el  orden  en  la  Sala,  lla- 
mará a  él  a  los  Diputados,  i  para  abrir  i  cerrar  las  sesiones,  usará 
de  la  campanilla. 

Art.  3a.  Cuando  el  Presidente,  como  Diputado,  quiera  hacer 
uso  de  la  palabra,  la  pedirá  al  primer  více-Presidente,  i  en  ausen- 
cia de  éste,  al  segundo  vice-Presidente. 

Ast.  33.  Por  ausencia  o  enfermedad  del  Presidente,  ejercerán 
sus-funciones  los  vice-Presidentes  según  su  orden  de  precedencia, 
i  en  defecto  de  ellos,  el  último  de  los  que  hubieren  desempeñado 
el  cargo  de  Presidente  o  vice-Presidentes. 

Art.  34.  Para  facilitar  el  curso  i  despacho  de  los  negocios,  ha- 
brá ocho  comisiones  permanentes,  compuesta  cada  una  de  cinco  o 
siete  Diputados  elsjidos  por  !a  Cámara  a  propuesta  del  Presidente. 
— La  primera  romision  se  denominará  de  EUccioitcs,  calificadora 
de  Pe  liciones. 

La  segunda,  de  Consliliicion,  Lejistacioiii  Jiislicid. 

La  tercera,  de  Gobierno  i  Relcfciones  Estericres. 

La  cuarta,  de  Hacienda  e  ¡nduslna. 

La  quinta,  de  Guerra  i  Marina. 

La  sesta,  de  Educación  i  Beneficencia. 

La  sétima,  de  Negocios  Eclesiáslicos. 

La  octava,  de  Folicía  Inlcricr. 
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Esta  Última  se  compondrá  siempre  del  Presidente,  vice-Presi- 
dentes  i  Secretario;  pero  el  Secretario  no  tendrá  voto  en  ella  sino 
cuando  fuere  miembro  de  la  Cámara. 

Art.  55.  El  Presidente,  con  acuerdo  de  la  Cámara,  podrá  encar- 
gar el  examen  de  un  asunto  a  dos  o  mas  Comisiones  reunidas,  o 
nombrar  Comisiones  especiales  para  los  trabajos  que  en  su  con- 
cepto lo  exijieren. 

Art.  4 1 .  La  Cámara  hará  por  conducto  del  Presidente  los  requie- 
rimientos  que  juzgue  necesarios  a  la  Comisión  que  retardare  el 
despacho  de  los  negocios. 

Art.  45.  Acordados  los  dias  i  horas  fijas  para  las  sesiones,  ^e 
hará  saber  el  acuerdo  a  todos  los  Diputados  que  no  hubieren  con- 
currido a  él  i,  después  de  esto,  no  será  necesario  citar  a  ninguno 
para  las  sesiones  que  hubieren  de  celebrarse  en  tales  dias  i  horas 
fijas.  El  Presidente  de  la  Cámara,  sin  embargo,  podrá  ordenar  la 
citación  i  aun  hacerla  por  escrito  cuando  lo  crea  conveniente. 

Art.  47.  Cuando  el  Presidente  citare  para  sesión  estraordinaria, 
lo  hará  por  citación  especial. 

Art.  ^1.  El  Presidente  podrá  suspender  la  sesión  por  un  cuarto 
de  hora,  pronunciando  estas  palabras:  Se  suspende  la  sesión.  La  se- 
sión suspensa  sigue  su  curso,  pronunciando  el  Presidente  estas  pa- 
labras: Continúa  la  sesión,  I  terminará  ésta  cuando  el  Presidente  pro- 
nuncie estas  palabras:  Se  levanta  la  sesión. 

Art.  55.  Siempre  que  la  presencia  de  algún  Diputado  fuere  ne" 
cesaria  para  las  discusiones  o  acuerdos  de  la  Cámara,  el  Presidente 
podrá  prohibirle  que  se  retire,  a  menos  que  alguna  grave  causa,  a 
juicio  del  Presidente,  lo  exija. 

Art.  6S.  Antes  de  dar  una  discusión  por  concluida,  debe  el  Pre- 
sidente invitar  por  dos  veces  a  los  Diputados  para  que  hagan  uso 
de  la  palabra,  i  si.ninguno  respondiere  a  su  invitación,  declarará 
la  discusión  por  concluida  para  proceder  al  trámite  que  corres- 
ponda. 

Art.  94.  El  Presidente,  siempre  que  lo  crea  conveniente,  vol- 
verá a  constituir  la  Cámara  en  sesión  para  aprobar  o  reprobar  el 
proyecto, 

Art.  97.  Los  Diputados  que  quieran  tomar  parte  en  la  discusión 
deberán  pedir  la  palabra  al  Presidente,  i  no  podrán  hacer  uso  de 
ella  mientras  no  se  les  haya  concedido.  Terminarán  su  discurso 
con  la  fórmula:  He  dicho, 

Art.  105.  Corresponde  al  Presidente,  procediendo  de  oficio  o 
por  reclamo  de  cualquier  Diputado,  hacer  guardar  el  orden  en  las 
discusiones. 
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Art.   io6.  Son  faltas  al  orden: 

i.°  Tomar  la  palabra  sin  haberla  otorgado  el  Presidente,  o  to- 
arla mayor  número  de  veces  de  las  que  permite  este  Reglamento; 
2."  Salir  de  la  cuestión  sometida  a  examen; 
}.°  Interrumpir  al  Diputado  que  habla,  o  hacer  ruido  para  per- 
rbarlo  en  su  discurso; 

4."  Dirijir  la  palabra  a  la  barra  o  a  los  Diputados  directamente; 
5,°  Faltar  al  respeto  a  la  Cámara  o  a  los  Diputados  con  acciones 
palabras  descomedidas;  por  imputaciones  a  cualquiera  persona 
runcionarios  de  dentro  o  de  fuera  de  la  Cámara,  atribuyéndoles 
tenciones  o  sentimientos  opuestos  a  sus  deberes. 
Art.   116.   Rl  Presidente  contará  el  número  de  votos,  i  resultando 
if  el  mismo  que  haya  en  la  Sala,  verificará  el  escrutinio. 
Art.   119.  La  recepción  de  votos  en  la  votación  pública,  i   el  es- 
nitinio  en  la  secreta,  se  hará  con  intervención   del  Presidente, 
ce-Presidentes  i  Secretario;  pero  cualquier  Diputado  puede  acer- 
irse  a  la  Mesa  para  presenciar  la  operación. 
Art.   131.  Cuando  e!  proyecto  pendiente  constare  de  gran  núme- 
I  de  artículos,  se  entenderá  que  la  Cámara  significa  su  asenso 
lánime  a  cualquiera  de  ellos,  si  después  de  leido  i  hecha    por   el 
residente  la  invitación  de  que  habla  el  art.  68,  no  hubiere  ningún 
iputado  que  pida  la  palabra  para  discutirlo. 
Art,   133.  El  Presidente  no  podrá  recurrir  a  este  medio  estraOr- 
nario  de  aprobación  sino  con  previo  i  unánime  acuerdo  de  la 
amara,  pues  siempre  que  algún  Diputado  pida  votación  esplicita, 
habrá. 

Art.  145.  Todo  Diputado  tendrá  derecho  para  reclamar  la  ob- 
rvancia  de  este  Reglamento;  i  el  Presidente,  siendo  manifiéstala 
fracción,  lo  hará  cumplir.;» 


Véase  ahora  lo  que  dice  el  tratadista  francés. 

Pero  antes  de  esponer  sus  doctrinas,  no  puedo  dejar 
3  insertar  en  este  lugar  las  palabríis  con  que,  en  su 
atado  de  los  derechos  i  costumbres  del  Parlamento  t'n- 
lés,  el  antiguo  Secretario  Jeneral  de  la  Cámara  de  los 
omunes,  Mr.  Ersckine  Vlay.  ha  resumido  en  una  forma 
mi  notable  las  dificultades  de  la  tarea  que  pesa  sobre 
I  Presidente,  durante  el  curso  de  los  debates. 
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vSon  éstas: 

^A  pesar  de  todo  el  prestijio  con  que  lo  rodea  la  tradición,  el 
Speaker  debe  su  verdadera  fuerza  a  ?í  mismo,  a  su  rapidez  de  pen- 
samiento, a  la  prontitud  de  sus  resoluciones,  a  su  actitud  i  a  sus 
maneras. 

No  posee  el  privilejio  del  juez  que  oye  discutir  cada  proceso  por 
los  abogados  de  ambas  partes,  ni  puede,  como  en  los  tribunales, 
darse  tiempo  para  pronunciar  su  fallo.  En  su  propio  criterio  el  tíni- 
co que  puede  ayudarlo  para  formarse  una  opinión,  i  se  necesi- 
ta que  emita  esa  opinión,  en  el  itisíanie  mismo,  sin  trepidar,  ni  dudar. 

Es  preciso  que  el  Speaker^  no  deje  ver  jamas  que  duda  de  si  mismo. 
La  costumbre  de  Mr.  Desusson,  antes  de  dar  su  opinión,  era  hacerla 
preceder  siempre  de  estas  palabras:  «Yo  creo  que  la  Cámara  verá»; 
o  «Estoi  cierto  que  los  honorables  miembros  serán  de  mi  opinión.» 
De  ahí  resulta  que  no  tuvo  jamas  sobre  la  Cámara  el  ascendiente 
que  todo  Presidente  debe  tener. 

No  se  fiaba  lo  bastante  en  sí  mismo,  i  la  Cámara  se  babia  aper* 
cibido  de  ello,  i  perdia  a  su  turno  la  confianza;  entre  ella  i  él  te- 
nían lugar  con  frecuencia  diálogos  que  se  parecían  mucho  a  las 
discusiones  entre  un  maestro  i  sus  discípulos. 

Como  sucede  a  todos  los  que  vacilan,  su  falta  de  confianza  en  sí 
mismo  lo  hacia  ponerse  nervioso  e  irritable,  lo  que  contribuía  a 
que  pocos,  sobre  todo  los  jóvenes,  lo  quisiesen.  M.  Schaur  Lefebre 
había  sido  la  antítesis  de  Mr.  Desusson.  Su  memoria  estaba  llena 
de  precedentes  parlamentarios,  podia  invoci:rlos  en  cualquier  mo- 
mento, i  lo  hacia  con  gran  presencia  de  espíritu.  No  vacilaba  ni 
trepidaba  jamas  en  formar  i  dar  su  opinión.  Sus  fallos  eran  espresa- 
dos en  términos  absolutos;  i  los  pronunciaba  como  si  no  hubieran 
tenido  otro  sentimiento  que  el  de  un  juez.» 


Continúo: 

El  Presidente,  solo,  dirija  los  debates,  concede  la  pa- 
labra al  orador  i  puede  interrumpirlo. 

Cuando  un  orador  emplea  en  sus  discursos  espresiones 
que  pueden  poner  en  cuestión  la  dignidad  de  una  Co- 
misión o  de  la  Cámara,  es  al  Presidente  a  quien  toca  re- 
primirlas; la  Comisión  no  tiene  que  intervenir  ni  modi- 
ficar por  ello  el  orden  del  debate. 
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El  derecho  del  Presidente  para  aplicar  i  proponer 
penas  contra  frases  culpables,  lo  autoriza  para  detener 
al  orador  en  una  palabra  que  anuncie  el  desarrollo  de 
teorías  punibles  ante  el  Reglamento 


«El  nombre  del  Jefe  del  Poder  Ejecutivo  no  debe  mez- 
clarse en  los  debates  de  una  Asamblea;  pero  si  algún 
miembro  lo  citare,  debe  conservarle  el  título  consagrado 
por  la  Constitución.  Tampoco  pueden  criticarse  en  una 
Cámara  los  actos  o  miembros  de  la  otra.»  Aun  cuando 
en  realidad  no  haya  ataque  directo  previsto  por  el  Re- 
glamento, está  en  el  derecho  del  Presidente  prohibir 
toda  palabra,  toda  manifestación  contraria  al  respeto  de 
que  la  Constitución  debe  hallarse  rodeada. 


En  Francia  no  existe  prohibición  alguna  para  leer  en 
la  Tribuna  estractos  de  diarios. 


En  Inglaterra  la  prohibición  duró  hasta  1840;  fué  de- 
rogada por  Sir  Roberto  Peel,  pero  se  mantiene  aun  en 
el  caso  que  el  diario  citado  contuviera  alegaciones  hi- 
rientes respecto  de  un  miembro  de  la  Cámara, 

En  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  22  de 
Abril  de  1&80,  el  Presidente  Gambetta  <rdeclaró  que  no 
permitiria  leer  en  la  Cámara  estractos  de  diarios  que  tu- 
vieran conceptos  injuriosos  contra  los  miembros  del  Go- 
bierno.» 


En  la  sesión  del  Senado  de  Enero  30  de  1880,  Mr. 
Jules  Ferry,  Ministro  de  Instrucción,  habia  citado  un 
discurso  pronunciado  sobre  la  tumba  del  Jeneral  Lamo- 
riciére,  en  el  cual  el  principio  del  sufrajio  universal  era 
violentamentb  atacado^  enctfntrándóse  esta  frasee: 


.^ » 
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«Entregar  la  sucesión  del  Poder  Supremo  a  las  incertidumbres 
del  capricho  popular,  es  abrir  la  puerta  a  competiciones  sin  nú- 
mero i  a  ajitaciones  sin  fin.» 

Esta  cita  habla  sido  acentuada  por  los  aplausos  de  la 
derecha. 

El  vice-Presidente,  Mr.  Pelletan,  dijo: 

«No  puedo  aceptar  que  se  den  señales  de  aprobación  a  doctrinas 
que  son  la  negación  de  la  soberanía  nacional  i  del  sufrajio  univer* 
sal,  del  cual  sois  vosotros  mismos  los  representantes.» 

En  la  sesión  siguiente  del  31  de  Enero,  Mr.  Fresnau 
recojió  la  intervención  del  Presidente,  pretendiendo  que 
con  ella  Mr.  Pelletan  habia  sobrepasado  su  derecho  i 
desconocido  el  de  sus  colegas. 

Mr.  Pelletan  respondió: 

«El  Presidente  no  ha  hecho  sino  conformarse  a  los  antecedentes  ^: 

impuestos  por  sus  predecesores.  Cada  vez  que  se  han  espresado 
opiniones  inconstitucionales  i  puesto,  por  ejemplo,  en  tela  de 
juicio  la  soberanía  nacional,  el  Presidente  ha  reprimido  al  orador 
i  sofocado  las  manifestaciones.  Este  era  su  mas  estricto  deber.  En 
las  palabras  citadas  por  el  señor  Ministro  habia  un  ataque  evidente 
a  nuestras  instituciones  i  a  todos  los  principios  de  nuestro  derecho 
constitucional  i  yo  no  podia  admitir  que  se  les  recibiera  con  señales 
de  aprobación. >> 

El  Presidente  tiene  el  derecho  de  prohibir  a  un  orador 
el  alegar  «hechos  que  pueden  ser  hirientes  para  terceros, 
i  que  no  han  sido  probados  ante  la  justicia.»  También 
puede  usar  de  su  autoridad  para  prohibir  a  un  orador 
que  discuta  un  «documento  que  no  le  pertenece»,  i  cuyo 
«texto  no  tiene  el  derecho  de  comunicar  a  la  Cámara.» 

La  situación  no  es  la  misma  cuando  se  trata  de  saber 
si  documentos  procedentes  de  los  archivos  de  un  Minis- 
terio podrán  ser  leidos  por  el  orador  que  posee  su  copia; 
en  semejante  caso  el  Presidente  no  abdica  su  autoridad 
ni  llama  a  la  Cámara  a  solucionar  la  cuestión. 


j;0  DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILEKO 

Sin  embargo,  cuando  ol  documento  que  el  oí 
desea  leer  en  la  tribuna  emana  de  un  miembro  de  If 
mará  e  interesa  a  su  honor,  la  Cámara  tiene  el  der 
de  decidir  si  se  leerá  o  no.  Así  se  procedió  en  la  s£ 
de  la  Cámara  de  Diputados  de  Marzo  3  de  1879,  i  el 
cipio  fué  planteado  por  el  Presidente  Gambetta  en  1 
términos: 

*I.a  cueslioii  que  se  trae  a  la  tribuna  i  que  pune  en  labl 
reparación  largamente  esperada  por  el  honor  de  uno  de  nos 
hace  surjir  un  incidente  que  es  menester  que  la  Cámara  soluí 

En  efecto,  la  aparición  de  una  firma  en  un  papel  que  no  est 
tinado  a  la  publicidad  de  la  tribuna,  aunque  probablemente 
sido  escrito — yo  lo  ignoro,  porque  no  conozco  el  incidente- 
una  publicidad  estraña  al  Parlamento,  esa  aparición  hace  na 
cuestión  de  saber,  no  si  el  documento  será  leido,— ss  la  Cám 
que  resolverá  ese  punto^pero  sí  se  deben  o  uooir  lasreserví 
aque!,  cuya  firma  se  halla  al  pié  del  documento,  quiere  hücet 
que  se  le  dé  lectura.» 


De  varios  incidentes  ocurridos  en  el  seno  de  U 
mará  resulta  también  en  que  el  Presidente  tiene  dere 
aun  en  el  curso  de  la  verificación  de  poderes,  de  p; 
bir  al  orador  que  cite  i  comente  el  texto  de  una 
tencia. 

Se  daba  lectura  por  el  informante  a  un  fallo  dad( 
el  tribunal  de  Quimperlé  sobre  un  asunto  electoral 
informante  decia: 

«fin  el  momento  en  que  los  mejores  espíritus  piensan  en 
forma  de  la  majistratura,  tengo  derecho  para  decir  que  é: 
tiene  enemigos  mas  terribles  que  los  que  la  comprometen  p 
líos  que  sublevan  la  conciencia  pública!» 

El  Presidente  Grevy  detuvo  al  orador,  i  dijo: 

«El  orador  tiene  ciertamente  el  derecho  de  dar  lectura  a  I 

niara  de  las  decisiones  judiciales  que  ha  leido,  pero  lamenl 
no  haya  tpmíidq  ^n  cuenta  la  observación  que  le  he  hecho,  n 
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que  no  podía  hacer  comentario  alguno  sobre  fallos  que  han  pasado 
en  autoridad  de  cosa  juzgada.  Toca  a  la  Cámara  apreciar  en  su 
conciencia  esos  fallos,  pero  el  orador  ha  excedido  su  derecho,  ca- 
lificando, como  lo  ha  hecho,  decisiones  judiciales.  Si  hai  una  cosa 
que  se  debe  respetar  aquí,  es  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.  ¿Q.ué 
seria  de  la  cosa  juzgada  si  se  pudieran  traer  sus  fallos  a  la  tribuna 
para  calificarlos  como  lo  acaba  de  hacer  el  orador?* 


Igual  hecho  ocurrió  en  la  sesión  del  5  de  Noviembre 
de  1 83o,  en  la  cual  el  Presidente  Gambetta  detuvo  a  un 
orador  que  decia:  ^La  autoridad  de  la  cosa  ju^^gadaya  no 
existe.^ 

Ya  en  la  sesión  de  la  Lejislativa  de  8  de  Febrero 
de  1850^  el  Presidente  Dupin  habia  detenido  a 'Mr.  de 
Bourges,  que  queria  ^.protestarh  contra  una  sentencia  de 
la  Alta  Corte  de  Versalles. 

^Segun  la  Constitución,  la  justicia  es  un  poder  indepen- 
diente; ella  se  hace  en  nombre  del  pueblo  francés;  cuando  se  dan 
sentencias  por  jueces  competentes  deben  ser  respetadas  i  obede- 
cidas por  todos;  no  es,  pues  ^  en  este  recinto  donde  podría  darse 
impunemente  el  ejemplo  de  protestar  contra  u.ia  sentencia. y> 

I  el  incidente  terminó  por  una  llamada  al  orden  i  en 
seguida  por  la  censura  pronunciada  contra  Mr.  de  Bour- 
ges, que  persistía  en  su  protesta. 


">  ■ 


En  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  22  de  Fe- 
brero de  1880,  el  Presidente  Brisson  esponia  en  estos 
términos  el  límite  que  conviene  guardar  respecto  a  do- 
cumentos judiciales  indicados  en  el  curso  de  un  debate: 

«Es  difícil,  cuando  se  han  traído  documentos  judiciales  por,  o 
contra  una  elección,  no  autorizar,  dentro  de  ciertos  límites,  la  dis- 
cusión de  las  teorías  jurídicas  que  ellos  contengan.  Sin  embargo, 
yo  ruego  a  nuestro  colega  se  sirva  de  espresiones  n^^s  reservadas, 
í,  3Í  h  Cámara  (juiere  permjtirme  añadir  una  p^labríf,  de  un^  m^* 
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ñera  jeneral,  yo  .diré   que  es  de  temer  que  entremos 
camino. 

Al  principio  de  la  sesión  se  ha  entrado  en  los  dclalles 
mario  criminal.  No  me  parece  que  podemos  en  el  hec 
nar  las  decisiones  judiciales.  En  todo  caso,  deberíamos  a 
de  discutir  con  una  vivacidad  tan  grande  los  elementos 
juzgada.  Potqiie  es  imposible,  a  la  vez,  respetar  la  eos 
discutirla  en  semejantes  términos.» 

Eti  la  sesión  de  22  de  Junio  de  iSgc,  el  P 
Floquet  espresó  la  opinión  que  «no  se  debe 
ante  la  Cámara  cuestiones  que  han  sido  resu 
fallo  de  autoridad  competente,  i  que  están  en  ; 
ante  la  Corte,  única  que  puede  calificarlas.» 

La  prohibición  de  discutir  en  la  tribuna  fallo 
nen  la  autoridad  de  cosa  juzgada,  no  obliga  al  ] 
te  a  detener  al  orador  que  acusa  de    un  modo 
la  majistratura  de  resistencia  a  la  aplicación  de 
de  la  República. 

En  la  sesión  de  11  de  Noviembre  de  18S0, 
dente  Gambetta  decía  a  este  respecto: 

«Un  miembro  tiene  perfecto  derecho  de  apreci.Tr  ci< 
i  ciertos  fallos  que  dependen  de  la  autoridad  política  d 
ra  con  relación  a  la  majistratura.» 


El  orador  debe  encerrarse  en  la  cuestión;  si  s 
el  Presidente  lo  llama  a  ella,  pero  solo  él  puede 
no  se  puede  dar  la  palabra  a  nadie  sobre  el  Ha 
to  a  la  cuestión,  i  el  miembro  que  quisiera  soil 
Presidente  se  espondria  a  ser  llamado  al  orden. 

El  Presidente  no  puede  llamar  a  un  Ministro  . 
tion,  puesto  que  los  Ministros  tienen  derecho  i 
en  cualquier  estado  del  asunto. 

Usando  de  su  facultad  de  llamar  a  la  cuestioi 
sidentc  tiene  el   derecho   de  invitar  al  autor  de 
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mienda,  a  no  tocar  en  su  desarrollo  al  examen  de  cues- 
tiones solucionadas  ya  por  la  Asamblea. 

Aun  en  materia  de  verificación  de  poderes,  el  Presi- 
dente tiene  derecho  de  llamar  a  la  cuestión  al  Diputado 
que  se  aparta  de  ella. 


Cuando  un  orador  quiere  leer  un  documento  absolu- 
tamente estraño  a  la  materia  objeto  del  debate,  el  Presi- 
dente tiene  derecho  de  prohibir  la  lectura,  sin  necesidad 
de  consultar  a  la  Cámara. 

Si  un  orador  llamado  a  la  cuestión  por  el  Presidente 
renuncia  voluntariamente  la  palabra  i  declara  que  no 
hai  libertad  de  palabra,  el  Presidente  tiene  el  derecho 
de  replicar  i  justificar  sus  observaciones. 

Cuando  un  orador  llamado  dos  veces  a  la  cuestión, 
persiste  en  separarse  de  ella,  el  Presidente  consulta  a  la 
Cámara  para  saber  si  no  prohibirá  la  palabra  al  orador 
durante  el  resto  de  la  sesión  sobre  el  mismo  asunto.  En 
caso  de  duda,  no  se  le  retira  la  palabra.  El  Presidente 
puede  llevar  su  tolerancia  hasta  llamar  tres  veces  al 
orador  a  la  cuestión  antes  de  consultara  la  Cámara. 

Cuando  se  retira  la  palabra  a  un  orador,  después  de 
llamado  dos  veces  a  la  cuestión,  nada  de  lo  que  ha  dicho 
después  de  la  discusión  de  la  Cámara  debe  figurar  en  el 
Boletin. 

Desde  la  resolución  de  2  de  Diciembre  de  1882,  los 
poderes  del  Speaker  en  Incílaterra  son  mas  estensos  que 
ios  de  las  Cámaras  francesas;  el  orden  de  la  Cámara  de 
los  Comunes  está  concebido  en  estos  términos: 

«El  Speaker^  o  el  Presidente  de  vías  i  medios  podrá  llamar  la 
atención  de  la  Cámara  o  del  comité  sobre  el  desarrollo  estraño  a 
la  cuestión,  i  sobre  las  repeticiones  fastidiosas  en  las  que  un  miem'» 
bro  persista,  i  ¡^cdní  r^Hirar  la  palabra  al  oríidor.» 
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En  Austria,  el  Presidente  liene  el  derecho  de  quitar 
palabra  al  orador  después  de  dos,  llamamientos  a  la  cue 
tion,  sin  consultar  a  la  Cámara;  pero  si  el  orador  pri 
testa,  i  reclama  el  fallo  de  la  Asamblea,  ésta  debe  s 
consultada.  En  semejante  caso  no  puede  haber  deba 
alguno. 


En  Francia,    la  prohibición    de  la   palabra  puede  s 
también  consecuencia  de  medidas  disciplinarias. 


Siendo  el  Presidente  el  encargado  de  la  dirección  i 
los  debates,  no  puede  intervenir  en  ellos  desde  la  altu 
de  su  sillón. 

Los  Presidentes  del  Senado  i  de  la  Cámara  de  Dip 
tadosson,  en  la  actualidad,  los  únicos  jueces  de  los  caS' 
en  que  deben  tomar  parte  en  un  debate,  dejando  : 
asiento,  o  hacer  una  declaración  a  la  Cámara,  sin  aba 
donarlo. 

En  la  sesión  del  15  de  Diciembre  de  1887,  el  Pre; 
dente  Floquet,  decía: 

«Si  tenéis  el  derecho  de  exijir  un  Presidente  imparcial,  no  teni 
ei  derecho  de  exijir  un  Presidente  mudo,  que  no  se  asocie  jara 
al  sentimienlo  jeneral  de  la  Asamblea.» 


El  Presidente  puede  ejercer  su  derecho  de  palab 
desde  su  asiento,  no  solo  para  agradecer  a  sus  coleg. 
los  votos  que  ha  recibido,  sino  aun  para  enviar  al  eje 
cito  el  testimonio  de  las  simpatías  i  admiración  de 
Asamblea.  Puede  ejercerlo  también  para  la  defensa  ( 
los  actos  i  de  la  autoridad  de  la  Cámara,  o  para  justil 
car  medidas  propuestas  por  ella. 

El  Presidente  puede  tomar  la  palabra  para  anunci. 
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a  la    Cámara    el    fallecimiento   de  un    ciudadano   cuya 
muerte  se  considera  corno  un  duelo  público. 


Cuando  el  Presidente  ha  sido  impulsado  a  enunciar 
un  hecho  en  el  curso  de  la  dirección  de  los  debates,  no 
está  obligado  a  dejar  su  asiento  para  responder,  si  fuere 
interpelado  sobre  la  verdad  del  hecho,  ni  para  esplicarse 
sobre  una  alegación  que  hubiera  provocado  incidentes 
en  el  curso  de  una  sesión  que  no  hubiere  presidido.  El 
Presidente  que  juzgue  necesario  justificar  ante  la  Asam- 
blea actos  ejecutados  por  él,  en  desempeño  de  sus  fun- 
ciones, pero  fuera  de  la  sesión,  puede  ceder  su  asiento 
al  Vice  i  pasar  a  la  tribuna-. 

El  Presidente  tiene  el  derecho  de  dar,  desde  su  asien- 
to', esplicaciones  sobre  un  incidente  ocurrido  en  la  sesión 
anterior  i  que  comprometa  la  dignidad  de  la  Cámara,  i 
aun  dar  su  opinión  sobre  una  reforma  reglamentaria, 
por  ejemplo,  sobre  la  cuestión  del  voto  personal. 


Cuando  el  Presidente  quiere  hablar  como  miembro  de 
un  gabinete  anterior,  debe  dejar  su  asiento.  Pero  si  al- 
gunas observaciones  que  se  relacionan  con  ese  gabinete 
han  sido  hechas  en  un  diario,  puede  desmentirlas  desde 
su  asiento. 

El  Speaker  áe  los  Comunes  debe,  en  calidad  de  speaker, 
quedar  fuera  del  debate;  pero  cuando  la  Cámara  se  cons- 
tituye en  comité  i  el  Clairkman  ocupa  un  asiento,  el 
Speaker  puede  tomar  parte  como  un  simple  miembro  en 
los  debates. 


En  Austria,  el  Presidente  que  ha  dejado  su  asiento 
para  mezclarse  al  debate,  no  puede  volver  a  tomar  la 
dirección  de  los  trabajos  de   la  Cámara,  sino  después 


ilel  vüto  definitivo  del  proyecto  en  cuyo  examen  I 

tl.'l-V-,MlÍJo. 

lU  iirt.  i)."dol  Ko,iílainciiln  del  Senado  Bki.ga  deten 
iyLialmcnle,  que  el  Presidente  que  lia  dejado  su  as 
p.nra  tomar  parte  en  el  deliaíc,  /i.i  puede  ocuparlo  , 
iras  no  ¡hjv.i  ír/-r)i/iii;Jo  A?  drliberncioii  en  la  cual  ¡ 

La  misma  disposición  se  encuentra  en  el  Reglar 
de  la  Cámara  de  Diputados  de  ese  pais. 


El  art.  43  del  Retflamciito  del  Consejo  Nación 
Si'iz.N,  dice; 

«Cuntido  el  í're,-.¡deiite  niiiere  Irmiar  \á  palabra,  debe  ped 
vice;  Cste  lo  coiminica  íi  ía  Asamblea  i  concede  Ja  palabra  a 
sidente,  según  v!  iii\Ieii  de  inscrijicion.  Mientras  el  Pres 
habla,  el  vice  ocii¡-;i  sit  asiento.* 


CAPITULO  LVII 
l>c  lív  pi-Ioridad  poi*  i-nT^on  i>i-eJiii1lolti] 

Aunque  las  Ciimnras  son  soberanas  en  materia  de 
ridad,  los  Reglamentos  han  previsto  cierto  núme. 
tiiesliones  que  gozan  de  la  prioridad  de  pleno  den 

Asi  pasa  con  la  cuestión  previa,  el  llamado  al  R 
iiicnto,  i  la  petición  de  una  medida  de  orden. 

Las  solicitudes  de  llamado  al  Reglamento  tienei 
cosariamente  prioridad,  a  titulo  de  cuestiones  prc 
cinics  que  no  pueden,  en  caso  alguno,  compi'omel 
f.ix-ordL'I  debate,  ni  hacer  sombra  a  los  intereses  en 
[uMencia. 

\a  cuv-'slion  de  1.1  inden  del  din,  tiene  t-mibicn  pi 
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dad  de  pleno  derecho,,  porque  quiere  decir,  si  la  Cáma- 
ra se  pronuncia  en  su  favor,  que  no  ha  lugar  a  retardar 
ni  interrumpir  el  examen  de  los  asuntos  inscritos  regu- 
larmente en  el  rol. 

La  solicitud  de  aplacamiento  hasta  la  sesión  siguiente 
es  una  cuestión  de  ói'den  del  d¡a,  i  por  consiguiente,  tie- 
ne la  prioridad. 

La  regla  de  prioridad  establecida  en  favor  de  la  soli- 
citud de  aplazamiento,  no  dispensa  a  ésta  de  ciertas  for- 
malidades. Por  esto  la  Cámara  debe  resolver  sobre 
todas  las  proposiciones  que  conoce,  i  que  han  llegado  al 
debate  público,  después  de  haber  seguido  el  procedi- 
miento reglamentario. 

El  aplazamiento  no  puede,  pues,  producirse  como  un 
artículo,  como  el  entierro  definitivo  de  un  proyecto  en 
debate;  es  por  la  vía  de  un  rechazo  formal,  i  no  por  la 
vía  indirecta  de  un  aplazamiento,  como  la  Cámara  separa 
un  proyecto  que  no  acepta. 


La  jurisprudencia  ha  estendido  el  número  de  cuestio- 
nes/>/v/V/í//6'/V?/6'5  que  deben,  en  razón  de  su  naturaleza, 
beneficiar  de  la  prioridad.  En  primera  fila  se  hallan  las 
cuestiones  de  envío  a  Comisión. 

Tal  solicitud  es  una  cuestión  prejudicial  con  relación 
al  voto  de.l  artículo,  i  debe  ser  resuelta  por  la  Cámara 
antes  que  el  artículo  mismo.  El  envío  a  Comisión  es  dis- 
tinto del  aplazamiento;  después  del  rechazo  de  aplaza- 
miento se  puede  hacer  votar  una  solicitud  de  envío  a 
Comisión. 

Se  sabe  que  en  materia  de  verificación  de  poderes,  las 
solicitudes  de  investigación  constituyen  cuestiones  pre- 
judiciales con  relación  a  los  fallos  de  validación  o  inva- 
lidación. 

Cuando  compiten  dos  peticione?,  una  pidiendo  el  en- 
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vio  a  comisión,  i  la  otra  el  aplazamiento,  es  ésta  la  qu 
goza  de  prioridad. 

Cuando  una  solicitud  de  urjencia  se  encuentra  en  cot 
currencia  con  una  solicitud  de  aplazamiento,  es  eviden' 
que  ¿sta  ha  de  tener  la  prioridad.  Pero,  si- la  soliciti; 
de  aplazamiento  trata  del  fondo,  i  no  sobre  la  cuestio 
de  urjt-'ncia,  el  Presidente  puede  invitar  a  los  partidari< 
de!  aplazamiento  a  que  reserven  su  petición  para 
momento  en  que,  habiéndose  resuelto  la  urjencia,  ; 
trate  del  fondo  del  asunto. 

El  art.  7í  del  Reglamento  del  Senado  chileno  r 
acuerda  preferencia  a  las  enmiendas. 

Dice  asi: 

ííAri.  -jf.  Las  enmiendas  ^e  discutirán  cuiijuntaniente  con  el  í 
lículo  o  proposición  principal,  salvo  acuerdo  espreso  para  discutí 
las  separad;imente.* 

Los  artículos  74  i  75,  se  espresan  de  esta  manera: 

«Art.  74.  Cuando  las  enmiendas  se  discutan  conjuntamente, 
Pru-sidetit';  design^irá  el  orden  on  que  deberán  votarse. 

Art.  7í,  Si  se  acordare  discutir  separadamente  las  enmiend; 
el  PresidiiOte  designará  el  orden  de  su  discusión,  i  si  se  reclama 
contra  ose  orden,  decidirá  la  Cámara.» 

Kl  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados  confien 
por  su  parte,  a  este  respecto,  las  disposiciones  ! 
guientes: 

«;Art.  89.  Sometido  un  proyecto  o  proposición  a  la  Cámara, 
guard;irá  rigurosamente  la  unidad  del  debate,  i  no  podrán  admitii 
indicaciones  sino  para  los  objetos  siguientes: 

I.'  Para  suspender  la  sesión,  o  reclamar  cualquiera  otra  pro 
dencia  de  orden; 

3."  Para  diferir  la  discusión,  indefinida  o  temporalmente; 

}.'  Para  proponer  una  cuestión  previa; 

4."  Para  pasar  el  asunto  de  nuevo  a  Comisión; 

5  "  Pjfj  dividir  an  arlí^ula  complejo,  o  pura  bjcer  en  ¿I  adiciones,  i 
presiones  o  enmiendas. 
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Art.  90.  Las  indicaciones  coatenidas  en  los  cuatro  primeros  nú- 
meros del  artículo  precedente,  así  como  todo  incidente  estraño  a 
la  orden  del  dia,  se  discutirán  conjuntamente  dentro  de  la  primera 
mitad  de  la  sesión,  contada  desde  que  ella  se  abra.  Trascurrido 
este  tiempo,  se  cerrará  el  debate,  cualquiera  que  sea  su  estado,  i 
se  votarán  todas  las  indicaciones,  salvo  las  que  hayan  quedado  para 
segunda  discusión,  que  se  discutirán  i  volarán  durante  la  primera 
mitad  de  la  sesión  siguiente. 

Esta  regla  no  se  aplicará  a  las  interpelaciones. 

Cuando  las  indicaciones  que  queden  para  segunda  discusión  sean 
para  pedir  sesiones  para  la  discusión  de  proyectos  determinados, 
o  sesiones  permanentes,  o  tengan  por  objeto  modificar  las  horas 
acordadas,  se  tratarán  en  la  orden  del  dia,  empezando  en  la  misma 
sesión. 

Las  indicaciones  que  espresa  el  núm.  5.**  del  artículo  precedente 
i  las  previas  o  de  orden,  se  discutirán  conjuntamente,  salvo  que  su 
complicación  aconseje  proceder  por  partes. 

Trascurrida  la  primera  mitad  de  la  sesión,  no  se  admitirá  indi- 
cación ni  discusión  alguna  estrañas  a  la  orden  del  dia.» 


Ahora,  por  lo  que  respecta  a  lajurisprudencia  estran- 
jera,  se  encuentra  en  Francia  lo  siguiente: 

«Cuando  un  proyecto  del  Gobierno  aprobado  por  una  da  ambas  Col- 
maras  se  presenta  a  la  otra,  i  la  Comisión  de  ésta  lo  modifica,  no  se 
puede  volver  a  tomar  el  texto  para  oponerlo  como  modificación  al 
texto  de  la  Comisión.» 


Cuando  una  proposición  emanada  de  la  iniciativa 
de  una  de  las  Cámaras  es  enmendada  por  la  Comisión 
de  la  otra,  la  prioridad  pertenece  al  texto  de  la  Comi- 
sión. 


Mr.  Audiífret  Pasquier  ha  dado  sobre  este  punto  es- 
plicaciones  mui  claras  en  la  sesión  del  Senado  de  Mar- 
zo 14  de  1878: 
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«El  Reglamento,  dijo,  quiere  que  las  enmiendas  sean  puestas 
siempre  en  debate  en  el  primer  lugar.  El  Provcclc'  de  Lci  de  la  Cá- 
mara de  Diputados  es  considerado  conw  un  lexlo  primilivoy  i  las  disposi- 
ciones presentadas  por  la  Comisión,  son  una  enmienda  a  ese  /t.v/o.  Si  se 
pudiera  volver  a  tomar  los  artículos  del  proyecto  de  la  Cámara  de 
Diputados  i  presentarlos  como  enmienda  de  las  disposiciones  pre- 
sentadas por  la  Comisión,  se  eludirían  las  prescripciones  del  Re- 
glamento, porque  se  sustituiría  el  texto  de  la  Cámara  de  Diputados 
al  de  la  Comisión,  que  como  enmienda  cieñe  la  prioridad.// 

Cuando  un  Proyecto  de  Lei,  votado  por  una  de  las 
Cámaras,  es  enmendado  por  la  otra  i  vuelve  de  nuevo  a 
la  Asamblea  que  lo  había  tratado  en  primer  lugar,  el 
texto  que  ésta  había  primitivamente  aprobado,  puede  ser 
opuesto  como  enmienda,  con  derecho  de  prioridad  al 
texto  de  la  otra  Cámara, 


Antes  de  abrir  el  debate  sobre  los  artículos  de  un  pro- 
yecto, el  Presidente  procede  a  una  clasificación  entre 
las  enmiendas  que  son  mas  dinpliüs^  es  decir,  aquellas 
que  se  apartan  mas  del  texto  propuesto  por  la  Comisión. 
Las  enmiendas  son  llamadas  a  discusión  según  el  orden 
establecido  por  el  Presidente,  pero  este  orden  no  es  sino 
provisorio;  si  hai  reclamo,  sea  de  una  parte  de  los  auto- 
res de  enmiendas,  sea  de  parte  de  un  miembro  de  la 
Cámara,  la  cuestión  do   prioridad  se   pone  a  votación. 

En  sesión  de  Octubre  de  iSjr,  el  Presidente  M.  Grod, 
decia: 

<^Las  deliberaciones  reposan  sobre  el  Presidente,  porque  la  Cá- 
mara no  puede  deliberar  sino  se  le  presenta  materia  para  ello:  el 
Presidente  eslá;  pues,  obligado,  sin  ninguna  pretensión,  sino  por 
necesidad  y  a  clasificnr  las  enmiendas  que  se  le  presenten;  cuando  un 
miembro  le  presenta  una  enmienda  que  cree  debe  ser  discutida 
inmediatamente  i  el  Presidente  no  piensa  lo  mismo,  es  necesario 
que  diga  a  ese  Diputado:  Creo  que  este  no  es  el  lu¡;ar  de  su  enmienda. 
Si  el  Presidente  se  engaña,  el  Diputado,  cuya  enmienda  ha  sepa- 
fado,  sabrá  réfclamar.» 
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Aunque  el  Presidente  no  tenga  que  intervenir  en  los 
debates  i  no  tenga  que  emitir  opinión,  cuando  se  trata 
del  orden  de  la  deliberación^  está  no  solamente  en  su 
derecho,  sino  en  su  deber  mas  esencial,  presentando  a  la 
Cámara  todas  las  observaciones  que  crea  convenientes. 

La  Cámara  puede,  no  solamente  pronunciarse  sobre  el 
orden  definitivo  respecto  de  las  enmiendas  que  se  ha- 
llan en  concurrencia,  sino  también  rechazar  la  discu- 
sión de  una  enmienda  junto  con  el  artículo  al  cual  su 
autor  la  ha  ligado. 


Cuando  muchas  enmiendas  se  encuentran  en  compe- 
tencia i  es  enteramente  imposible  dar  prioridad  a  una  de 
ellas,  el  Presidente  puede  proponera  la  Cámara  resolver 
a  este  respecto  por  medio  de  un  debate  colectivo,  que  si 
se  acepta,  importa  la  presentación  de  una  redacción 
nueva  por  la  Comisión. 

No  puede  debatirse  la  prioridad  sino  entre  enmiendas 
que  se  hallan  en  igual  estado  de  procedimiento;  no 
puede  pretenderse  entre  una  enmienda  cuya  discusión 
está  agotada  i  otra  que  no  ha  sido  puesta  aun  en  debate; 
con  mayor  razón  cuando  una  enmienda  ha  tenido  la  prio- 
ridad i  se  ha  comenzado  a  discutir  la  presentación  ulte- 
rior de  otra  mas  amplia,  no  tiene  por  consecuencia  ne- 
cesaria la  de  modificar  la  prioridad. 

Las  enmiendas  que  tienden  a  modificar  un  artículo 
tienen  la  prioridad  de  discusión  i  de  voto  sobre  las  que 
tienden  a  suprimir  q\  artículo. 

En  efecto,  dar  la  prioridad  a  las  que  proponen  la  su- 
presión de  un  articulo  seria  esponerse  a  dar  al  voto  del 
artículo  la  prioridad  sobre  el  voto  de  las  enmiendas. 

Cuando  dos  enmiendas,  de  las  cuales  una  está  sujeta 
a  debate,  mientras  que  la  otra  puede  ser  votada  en  el 
fondo,  se  encuentran  en  competencia,  se  da  la  preferen- 
cia de  pleno  derecho,  mras  veces  a  la  enmienda  que 
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r  votada  en  el  fondo,  otras  a  la  que  estat 


imienda  propuesta  por  un  Ministro  co 
.1,  i  no  como  Ministro,  no  es  considerad 
clon  del  Gobierno,  i  no  puede  obtener  la 
>re  una   proposición  de  otro  miembro  di 

sub- enmiendas   tienen   prioridad   sobre 

s. 

do  la  Comisión    modifica  sus  conclusión 

arse  también  el  orden  de  las  enmiendas. 


CAPITULO  LVIIl 

Ool   ói-tlen.   rte    las    votaolones 

al  Presidente  plantear  las  cuestiones  i  ha 
la  votación,  pero  se  puede  siempre  pedi 
ibre  el  orden  de  la  cuestión. 
Jen  i  püsicion  de  las  cuestiones  debe  ar 
■  do  tal  suerte  que  la  mayor  parte  de  los  m 
gan  la  misma  opinión  puedan  votar  ci 
La  colocación  de  proposiciones  que  tiei 
lo  traer  votos  de  coalición  es  mala  i  debí 
inceridad  de  los  escrutinios  i  la  libertai 
cias  son  el  único  propósito  que  deba  per; 
omento  de  piantoarse  la  cuestión 
jna  proposiciü:!  pi.teJo  votarse  cuando  un 
i  la  palabra. 

RANCIA  la  votación  sigue  inmediatamente  í 


J 


y  . 


'"'.■^-ff^si 
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En  Austria,  cuando  veinte  miembros  en  la  Cámara  de 
Diputados  i  diez  en  la  Cámara  de  los  Señores  lo  recla- 
man, el  Presidente  debe  dejar  un  intervalo  de  diez  mi- 
nutos entre  la  proposición  i  el  voto:  este  es  un  medio 
de  evitar  las  sorpresas. 

El  Presidente  pone  a  votación  las  proposiciones  pre 
sentadas  a  !a  Cámara,  tales  como  se  hallan  redactadas, 
sin  añadir  ni  comentario,   ni  reservas;  ninguna   propo- 
sición puede  ser  votada  con  reservas. 


El  Presidente  no  está  obligado  a  consultar  directa- 
mente a  la  Cámara  sobre  todas  las  cuestiones.  En  la 
sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  de  Mayo  11  de  1880, 
el  Presidente  Gambetta  hizo  notar  que,  cuando  se  trata 
de  postergación  o  de  la  clausura,  no  se  consulta  a  la  Cá- 
mara cuando  su  voluntad  es  bien  evidente;  el  Presidente  se 
limita  a  constatar  i  declarar  el  sentimiento  de  la  Cá- 
mara. 

(He  ahí  una  teoría  peligrosa  i  que  ojalá  no  se  naturali- 
zara jamas  en  Chile). 

El  Presidente  no  puede  consultar  a  la  Cámara  sobre 
principios  abstractos;  no  debe  poner  a  votación  sino 
testos  que  tengan  una  reducción  clara;  sin  esto,  la  duda 
i  la  ambigüedad  se  introducirian  en  los  votos  de  la  Cá- 
mara. 


I 


•m 


'■V. 


Cuando  la  Cámara  delibera  sobre  las  conclusiones 
de  una  Comisión  de  iniciativa,  el  Presidente  no  pone 
directamente  a  votación  la  proposición  misnia^  sino  las 
conclusiones  de  la  comisión  iniciativa;  aun  cuando  esas 
conclusiones  sean  negativas^  es  decir  tiendan  al  rechazo 
de  la  proposición.  En  este  último  caso,  si  las  conclusio- 
nes son  rechazadas,  el  examen  del  proyecto  sigue  de 
pleno  derecho. 
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Al  contrario  cuando  una  Comisión  especia 
por  L'l  rechupo  de  un  proyecto  entero,  el  Pre; 
tiene  que  poner  a  votación  las  conclusiones 
misión,  sino  el  proyecto  completo. 


El  hecho  de  que  los  proyectos  del  Gobien 
dan  ser  retirados  sino  por  decreto,  pone  al 
en  la  necesidad  de  consultar  a  la  Asamblea  S' 
los  artículos  de  un  proyecto  aun  cuando  el 
un  articulo  parezca  dejar  inútil  lo  demás  del 
obligación  desaparece  cuando  el  Ministro  c 
declara  en  la  sesión  que  abandona  la  redaccic 
bierno,  i  cuando  la  contradicción  es  evidentt 
artículos  que  quedan  i  el  que  ha  sido  rechazat 

Cuando  el  Gobierno,  por  una  parte,  i  la  Coi 
otra,  han  retirado  ua  artículo  de  leí  sobre  el  qi 
presentado  una  enmienda,  no  hai  para  qué  po 
tacion  la  enmienda  si  nadie  hace  suyo  el  a 
tirado. 

Cuando  una  enmienda  que  termina  por  est 
dos  otros  párrafos  como  el  proyecto  de  la  1 
ha  sido  puesta  a  votación  i  adoptada  por  li 
los  párrafos  no  reproducidos  no  son  votados 
mente  si  la  unanimidad  de  la  Asamblea  lo  con 
la  misma  manera;  en  caso  de  reclamo,  no  q 
bado  sino  el  voto  sobre  la  parle  del  artículo  er 
los  otros  párrafos  deben  ser  puestos  a  votac 
Presidente  de  una  inancra  esplícita,  después  1 
si  se  suscita. 


Si  la  Cámara  tiene  que  votar  sobre  un  pi 
lei  que  modifica  diversos  artículos  de  una  1 
el  párrafo  i  el  artículo  que  declara  la  modificaí 
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mera  los  artículos  modificados,  no  debe  ser  puesto  a 
votación  sino  cuando  todos  los  artículos  que  hai  que 
modificar  han  sido  sucesivamente  sometidos  al  voto  de 
la  Cámara. 


Cuando  una  enmienda  tiene  por  objeto  la  supresión 
de  ciertas  frases  en  un  artículo,  el  Presidente  pone  a  vo- 
tación el  articulo  sin  las  frases  objetadas,  i  consulta  en 
seguida  a  la  Cámara  sobre  las  frases  cuya  supresión  se 
ha  pedido;  un  voto  de  conjunto  lo  termina  todo.  El 
mismo  procedimiento  puede  seguirse  cuando  se  trata  de 
una  enmienda  en  cuyo  texto  un  miembro  propone  la  su- 
presión de  ciertas  frases. 

Cuando  se  presentan  ante  la  Cámara  dos  proposicio- 
nes, de  las  que  la  una  tiende  a  modificar  una  palabra  en 
un  artículo  i  la  otra  a  suprimir  el  artículo  por  entero,  la 
Cámara  puede  votar  desde  luego  sobre  la  sustitución  de 
una  palabra  por  otra,  i  en  seguida  sobre  el  artículo 
mismo. 

En  efecto,  es  de  principio  que,  cuando  una  cuestión  de 
supresión  se  presenta  ante  la  Cámara,  no  se  ponga  en  vo- 
tación la  supresión  sino  la  disposición  misma  cuya  su- 
presión se  pide;  adoptar  una  supresión  es  dar  un  voto 
negativo;  ahora  bien,  la  Cámara  no  vota  negativamente. 

Porconsiguiente,  se  puede  establecer  como  regla  jene- 
ral  que  las  enmiendas  en  que  se  proponga  la  supresión  de 
un  artículo  no  son  puestas  directamente  a  votación.  La 
Cámara  debe  ser  consultada  sobre  el  artículo  mismo;  los 
partidarios  de  la  enmienda  votan  contra  el  artículo. 

Sin  embargo,  cuando  una  enmienda  tiene  por  objeto, 
no  el  rechazo  de  un  artículo  en  su  conjunto,  sino  rnodi^ 
ftcarlo  por  la  supresión  de  ciertas  frases,  el  Presidente 
puede  poner  a  votación  la  supresión  solicitada. 

Cuando  un  proyecto  se  presenta  a  una  de  las  Cámaras 
aprobado  por- la  otrn,  los  artículo^  que  contiene  no 
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pueden  desaparecer  de  una  manera  implícita:  la  adopción 
de  un  testo  en  contradicion  con  uno  de  los  artículos 
adoptados  porta  otia  Cámara,  no  seria  suficiente  para 
dispensar  al  Presidente  del  deber  de  ponerlo  a  votacion. 
La  situación  no  es  igual  cuando  se  trata  de  enmiendas 
introducidas  por  una  de  las  Cámaras  en  un  proyecto 
votado  por  la  otra,  la  Cámara  que  ha  votado  primero 
debe  .ser  advertida  por  el  Presidente  de  las  supresiones; 
pero,  si  ningún  miembro  defiende  los  artículos  suprimi- 
dos, no  hai  para  qué  ponerlos  de  oficio  en  votación;  la 
Asamblea  aprueba  implicitamente  las  supresiones  hechas 
por  la  otra  rama  del  Poder  Lejislativo,  al  votar  el  con- 
junto del  proyecto,  tal  como  se  presente. 


CAPITULO  LIX 
ool  quorum  I  do  la  mayoría 

El  quorum  i  la  mayoría  son  dos  cosas  absolutamente 
distintas,  que  por  error  se  confunden  muchas  veces.  Am- 
bas son  necesarias  para  la  validez  de  los  votos,  pero  no 
se  encuentran  inevitablemente  reunidas.  Puede  haber 
mayoría  aunque  no  haya  quorum,  i  reciprocamente  un 
voto  válido  porque  el  quorum  existe,  puede  encontrarse 
defectuoso  porque  no  se  ha  alcanzado  la  cifra  de  sufra- 
jios  que  la  lei  requiere. 

El  quorum  representa  el  número  de  miembros  cuyo 
concurso,  activo  o  pasivo,  es  indispensable  para  la  vali- 
dez de  los  votos  de  una  Asamblea.  Este  término,  un  poco 
arcaico,  no  figura  en  los  Reglamentos,  aunque  haya  in- 
gresado en  la  lengua  corriente  del  derecho  parlamentario. 
Viene  de  Isgl.aterka,  pero  tiene  en  otras  partes  sentido 
mas  estricto  que  es  la  gran  Bretaña. 

En  efecto,  la  Cámara  de  los  Comunes  que    tiene    676 
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miembros,  puede  deliberar  hallándose  presentes  cuaren- 
ta; puede  discutir  peticiones  con  veinte;  bastan  tres 
miembros  para  que  valga  una  discusión.  De  esta  estrema 
tolerancia  resulta  que  el  número  de  miembros  que  votan 
es  mui  escaso. 


La  República  de  Estados  Unidos  no  ha  seguido  las 
tradicciones  inglesas;  su  Constitución  decide  que  «la  ma- 
yoría de  cada  Cámara  forma  el  quorum  necesario  para 
la  validez  de  las  deliberaciones.» 

Añade  también: 

«Un  número  menor  podrá  retardarse  de  dia  en  dia  i  ser  autoriza- 
do para  obligar  a  los  miembros  ausentes  a  presentarse,  de  la  mane- 
ra, i  bajo  (al  penalidad,  como  la  Cámara  decida.  De  las  tradiciones 
resulta  que  si  no  existe  el  quorum  al  prinv.ipio  de  una  sesión,  los 
miembros  presentes  tienen  el  derecho,  a  condición  de  hallarse  a  lo 
menos  15,  de  enviar  en  busca  de  los  ausentes,  a  costa  de  éstos.» 


El  art.  3/  de  la  Constitución  belga  decide  que  nin- 
guna de  las  Cámaras  puede  adoptar  resolución  alguna 
mientras  la  mayoría  de  sus  miembros  no  se  haya  reuni- 
da. El  quorum  comprende,  paes,  en  Béljica,  la  mitad  mas 
uno  del  número  de  representantes. 

La  misma  regla  existe  en  el  art.  38  de  la  Constitución 
de  los  Países  Bajos. 


En  Suiza  el  art.  87  de  la  Constitución  Federal,  decide 
igualmente  que  ninguno  de  los  dos  Consejos  «puede 
deliberar  si  los  Diputados  presentes  no  forman  la  mayo- 
ría absoluta  del  número  total  de  sus  miembros.» 

El  quorum  formado  por  la  mitad  mas  uno  de  sus  miem- 
bros se  exije  en  el  Rigsdag  danés. 

El  quorum  mas  alto  parece  ser  el  establecido  por  la 
última  Constitución  japonesa,  la  cual  reclama  en   cada 
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Cámara,  la  presencia  de  los   dos  tercios  de  sus 
bros. 


En  FkancI:\  los  artículos  69  i  70  del  Reglament 
tado  para  e[  Cuerpo  I.ejislativü  en  Febrero  2  de 
declaraban  lo  siguiente: 

«Las  decisiones  del  Cuerpo  l.ejislalivo  no  son  vá'idas,  sin 
do  ¡a  iiij/orij  absohdj  de  los  DipuLt.ios   li.i  lonutJo  parle  en 
cion . 

Si  el  número  de  votantes  no  alcanza  al  de  la  mayoría  a 
de  los  Diputados,  el  Presidente  declara  nulo  el  escrutinio,  i 
que  se  proceda  de  nuevo.  En  esfe  caso,  el  Cuerpo  Lejislafi' 
de  decidir  que  la  votación  sea  nominal.» 


En  CiilLn  se  sigue  un  sistema  análogo  en  mucha 
tes  al  ya  espuesto  para  la  fijación  del  quorum  lejisl 
Así.  el  45  154)  se  espresa  en  estos  términos: 

«La  Cámara  de  Senedoros  no  podrá  entrar  en  sesión  ni  co 
en  ella  sin  la  concurrencia  de  la  tercera  parle  de  sus  mieml 
la  (támara  de   Diputados,  sin  la  de  la   cuarta  parte  de  tos  ■ 

Iloi  dia,  pues,  que  laCániLirade  Senadores  cuen 
un  número  de  32  miembros  i  la  de  Diputados  con 
de  94  resulta,  conforme  al  artículo  precedente,  qin 
funcionar,  el  Senado  necesita  ln  asistencia  de  diez  1 
bros  i  la  Cámara  de  Diputados  con  el  de  veintitre 

Pero,  aparte  de  este  qiioritm,  qus  podía  Uamarf 
mun  i  jenérico,  la  Constitución  i  los  reglamentos  re 
ren,  en  diversos  casos,  qiiontm  especial. 

i,°  Así  es  que  se  necesita  la  concurrencia  de  la; 
cuartas  partes  de  los  Diputados  press.ites  para  ca 
los  motivos  de  nulidad  de  una  elección  de  Diput 
d3  su  dimisión  (Constitución,  art.  29,  inciso   r,"); 

2.°  Id,  id.  para  la  CAmiira  de  Sanadores  (art,  30, 
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3.°  Cuando,  devuelto  por  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca al  Congreso  un  proyecto  de  lei,  desechado  por  éste 
en  el  todo  o  modificado,  la  Cámara  insistiere  en  la  apro- 
bación del  proyecto  o  rechazo  de  las  modificaciones 
(Constitución,  art.  38  (47); 

4/  Cuando  se  trata  de  un  proyecto  de  lei  que,  apro- 
bado por  una  Cámara  i  desechado  en  su  totalidad  por 
la  otra,  i  aprobado  por  la  misma  cifra  de  votantes  en  la 
Cámara  de  oríjen,  vuelve  de  nuevo  a  la  Cámara  que  lo 
desechó,  i  ésta  insiste  (Constitución,  art.  41); 

5/  Cuando  se  trata  de  modificaciones  hechas  por  el 
Presidente  de  la  República  en  un  proyecto  de  reforma 
constitucional  (Constitución,  art.  157,  núm.  2/). 


Se  requiere  siempre  mayoría  absoluta: 

i.°  En  la  elección  de  Presidente  de  la  República  (ar- 
tículo 59); 

2/  Mayoría  absoluta  de  los  dos  tercios  de  los  miem- 
bros presentes  para  hacer  el  escrutinio  de  la  misma  elec- 
ción (art.  64); 

3.**  Pluralidad  absoluta  en  el  caso  de  que  la  primera 
mayoría  hubiera  cabido  a  una  sola  persona,  a  dos  o 
mas  (art.  63); 

4.**  Para  los  proyectos  de  reforma  constitucional  (ar- 
ticulo 156). 

Mayoría  absoluta  de  los  miembros  presentes: 

1."  Para  la  deliberación,  aceptación  i  ratificación  de 
reformas  constitucionales,  no  siendo  dicha  mayoría  me- 
nor que  la  mayoría  absoluta  del  número  de  que  cada 
Cámara  se  compone  (Constitución,  art.  158); 
:  2/  Para  deliberar  sobre  la  ratificación  de  las  reformas, 
en  sesión  estraordinaria,  o  en  sesiones  que  deberáa  cele- 
brar áaibas  Cámaras  con  la  concurrencia  de  la  mayoría 

47-48 
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jsoluta  de  los  miembros  de  que  se  compoaei 
icion,  art.  1^9); 

3.°  Para  insistir  por  parte  de  la  Cámara  de 
n  proj-Gcto  de  lei,  adicionado  o  modificado,  poi 
1  revisora  (Constitución,  art.  42); 

4.°  Para  ser  elejido  Presideote  de  la  Repúbl 
tucion,  art.  59). 

Mayoría  de  dos  tercios: 
Para  pronunciar  la  declaración  de  culpabilic 
inistros  acusados  (art.  159). 


El  voto  acumulativo,  existe: 
Para  la  elección  de  Diputados  i  Senadores,  i 
Dnservadora  (Reglamento,  art,  118,  Lei  de  Se 

;  1884). 

REGLAMENTO    DEL   SENADO 

La  mayoría  absoluta  está  prescrita  para  la  el 
residente  (art,  7."). 

Secretario  (art.  18)  i  pro-Secretario  (art.  121^ 
as  votaciones. 


REGLAMENTO  Dü  LA   CÁMARA   DE  DIPUTADOS 

En  esta  Cámara  también  se  exije  la  mayoría 

Para  el  nombramiento  de  Presidente  provis 

lulo  i.°); 

Para  Presidente  i  vices  (art,  23); 

Para  omitir  el  trámite  de  discusión   de  un 

■t.  60); 

Para  el  nombramiento  de  Secretario  (art,   ly, 

Para  el  de  pro-Secretario  i  Tesorero  (art.  14' 


•V*^7?^r.^ 


\/i 


^?.  Caseaux  pidió  la  palabra,  leyó  el  art.  95  del  Re- 
glamento, i  planteó  la  cuestión  en  estos  términos: 

<vPodeis  decir  cuándo  ha  precedido  un  escrutinio  público  en  ía 
tribuna,  podéis  decir  de  una  manera  legal,  que  hai  27  Diputados 
presentes,  cuando  la  urna  no  los  constata?» 

El  Presidente,  leyó,  a  su  turno,  los  dos  primeros  pá- 
rrafos del  art.  95;  e  invitó  a  la  Cámara  a  meditar  i  pesar 
los  términos,  i  dijo: 

<<Hai  que  formular  una  primera  regla,  es  la  necesidad  de  un  cierto 
nániero  de  miembros  présenles.  Es,  en  efecto,  por  medio  de  la  presencia 
como  una  Cámara  puede  existir.  Cuando  la  mayoría  está  ausente,  no 
hai  Cámara. 

Tal  es  la  primera  regla:  la  presencia  de  In  mayoría  de  los 
miembros  de  la  Cámara. 

....  Hl  Reglamento  no  dice  que  la  mayoría  deba  siempre  concu* 
rrir  al  voto. 


•>í 


•«• , 
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CAPITULO   LX 

Oo  la  ooiisiat ación  dol  íiiioi'iini 

En  Francia  la  constatación  del  quorum  se  hace  por  la 
Mesa,  i  si  ésta  no  es  unánime,  se  procede  a  un  escruti-  'j 

nio  público  en  la  tribuna. 

El  quorum  se  constituye  allí  \iOv\d presencia^  i  no  por 
el  voto. 

En  la  sesión  de  Junio  ii  de  1878,  i  respecto  de  las  con- 
clusiones de  un  informe  electoral,  tuvo  lugar  un  escruti- 
nio público  en  la  tribuna. 

A  consecuencia  de  la  abstención  visible  i  calculada 
de  ciertos  miembros  de  Ja  derecha,  el  número  de  votan- 
tes fué  únicamente  de  264.  Después  de  haber  enunciado 
las  cifras  del  escrutinio,  el  Presidente  Grevy,  añadió: 

'^La  Mesa,  unánimemente,  es  de  opinión  que  el  voto  es  válido; 
sin  embargo,  para  respetar  el  derecho  de  todos,  antes  de  proclamar 
la  validez,  daré  la  palabra  a  los  que  deseen  refutarlo.» 
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Pasemos  a  la  segunda  regla,  ¿Por  quién  se  constalard  el  número  de 
miembros  ^resenlcsf  ¥A  honor  Me  Mv.  Ciseaux  dice,  por  el  escruti- 
nio, pero  olvida  el  texto  mismo  del  artículo  que  acaba  de  leer,  el 
cual  dice  por  quién  debe  hacerse,  regularmente,  esa  constatación: 
es  la  Mesa  la  que  est¿í  encargada  de  ello. 

Ya  he  demostrado,  desdeluego,  que  se  necesita  solamente  la pre- 
sen:i.x  de  la  mayoría  de  los  miembros  para  la  validez  del  voto.  El 
art.  95  no  pide  mas;  el  no  exije  que  Li  m.iforl.i  de  Lx  Cámara  concí- 
rra  al  voíoj  sino  solo  que  eslJ  presente. 

He  demostrado,  en  seguida,  que  es  la  Mesa  la  que  se  encuentra 
encargada  de  constatar  el  número  de  miembros  presentes.  Si  su 
opinión  es  unánime,  sa  decisión  es  soberana.  Si  hai  desacuerdo,  se 
recurre  al  escrutinio  público  delante  de  la  tribuna.  Esta  es  la  se- 
gunda parte  del  art.  95.  Está  concebida  en  estos  térmiros: 

^.Si  la  opinión  de  la  Mesa  no  es  unánime,  se  procede  al  escrutinio 
públ'co  delante  de  la  tribuna.» 

Es,  pues,  el  escrutinio  público  el  que  desagrega  los  miembros 
de  la  Cámara  i  que  constata  lo  que  la  Mesa  no  ha  podido  constatar 
por  unanimidad ...... 

Tal  es  el  Reglamento. 

Ved  lo  que  ocurre  diariamente.  Los  votos  se  dan  ordinariamente 
por  el  procedimiento  de  sentado  i  de  pié,  o  levantando  la  mano. 
Antes  de  proceder  a  la  votación,  la  Mes.i  constata  qu3  hai  mayoría 
en  la  Cámar.i.  Verificada  cja  constatación,  i  si  la  mayoría  de  los 
miembros  está  en  la  Cámara,  cu.xL]iuera  que  sea  el  nimero  de  volan- 
/¿s,  el  voto  es  válido.  Si  la  mayoría  d:^  los  asistentes  no  quiere  votar, 
no  importa,  pero  no  por  eso  la  Cámara  deja  de  estar  en  número 
reglamentario,  i  s.is  operaciones  son  regulares  i  válidas. 

En  el  hecho,  i  en  la  situación  particular,  la  Mesa  ha  procedido  a 
la  constatación  del  número  de  los  miembros  presentes  i  ha  recono- 
cido que  había  mas  del  número  necesario  en  la  Cámara.  He  aquí 
que  lo  han  determinado  a  decidir  que  el  voto  es  válido  i  a  procla- 
mar su  resultado.» 


V.n  el  mes  de  Diciembre  de  1S89,  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes de  EsT.\Dos  U.viüos  tomó  una  resolución  con- 
forme a  los  precedentes  de  la  Cámara  francesa. 

He  aquí  el  texto: 

«A  petición  de  15  miembros  o  a  la  iniciativa  del  Speaker,  los 
nombres  do  los  Diputados  cjuo  están  présenlos  en  h  SaU  i  quo  no 
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votan,  deben  ser  anotados  por  el  Secretario,  inscritos  en  el  acta,  i 
enviados  al  Speaker  junto  con  los  nombres  de  los  votantes;  enton- 
ces son  contados,  proclamados  i  concurren  a  formar  el  quonini  ne- 
cesario para  que  la  operación  sea  válida  a^ 


En  otra  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados  frakci-sa 
de  1879,  tratándose  del  mismo  asunto,  M.  Buffet  se  es- 
presaba así: 

"¿Cuando  un  voto  ha  sido  proclamado  en  sesión  pública  sin  ob- 
servación, el  resultado  de  ese  voto  puede  ser  anulado  por  una  ve- 
rificación ulterior,  hecha  fuera  de  la  sesión  pública,  i  sin  el  con- 
curso de  los  Secretarios? 

Hai  en  esto  algo  de  mui grave,  i  es  por  este  motivo  que  la  Asam- 
blea se  encuentra  dividida  en  dos  partes  casi  iguales;  el  Presidente 
ordena  por  sí  mismo  la  verificación  del  escrutinio  antes  de  procla- 
mar el  resultado.  ¿No  habria  un  ataque  a  la  autoridad  de  nuestras 
decisiones,  si  se  admitiera  que  una  verificación  ulterior,  hecha, 
sin  duda,  por  hombres  de  confianza,  por  empleados  del  Senado, 
pero,  por  fin,  hecha  sin  el  concurso  de  los  miembros  mismos  del 
Senado,  de  sus  Secretarios,  picda  invalidar  ua  voto  proclamado 
por  el  Presidente?/> 

Sin  pronunciarse  sobre  la  cuestión  de  principios,  el 
Senado  pasó  a  la  orden  del  dia. 


En  Chile  la  constatación  del  quorum  se  hace  bajo  la 
inspección  de  la  mesa;  la  de  votantes  en  la  Sala,  por  el 
Secretario;  i  la  de  los  abstinentes  se  inserta  simplemente 
en  el  acta. 


CAPITULO   LXI 

Do  los  Oíisos  011  Qiio  el  ritioi^uní  os  nooosai^io 

El  quorum  es  necesario  para  votar,  i  no  para  discutir. 
La  Cámara  no  necesita  estar  en  número  para  oir  a  ios 


DERECHO    PARLAMENTARIO    CHILENO 

aun  contradictoriamente;  es  únicamente  a 
le  vé  obligada  a  adoptar  una  resolución  cuam 
talar  el  número  de  miembros  presentes. 
un  cuando  la  Cámara  no  necesite  hallarse 
■ara  escuchar  sino  para  decidir,  orijinaba  dud 
empo  a  la  Cámara  de  Representantes  de  Bi 
1  Reglamento  prescribía  al  Presidente  abrir 
m  un  llamamieiito  nominal  un  cuarto  de  he 
.e  haber  subido  a  su  sillón, 
4.  la  Cámara  resolvió  derogar  esa  disposicio 
ó  una  Comisión  para  estudiar  la  cuestión,  i 
le  presentado  en  nombre  de  ella  el  2  de  1 
le  1874.  Mr.  Pirmey  estableció  netamente  q 
)io  no  debia  exijirse  el  quorum  para  las  disí 

U'bt-/iicioii,  dijo,  lio  ít'  confundí'  con  la  decisii 
mavoria  de  sus  miembros  no  se  ha  reunic 
di-ci.iír:  pero  nada  le  impide  entregarse  a 
de  los  proyectos  sobre  los  cuales  tendrá  q 


'ilin  es  necesaiio  para  Ujdas  las  votaciones, 
:ado,  aun  cuando  se  trate  de  testos  que  deb 
los  en  up  voto  de  conjunto  por  un  voto  defi 

principio  reconocido  que  la  Cámara  no  nei 

rse  en  número  para  fijar  /,7  orden  de]  día  de 

Mica. 

risprudencia,  invariable  en  el  fondo,   se  fur 

s  motivos: 

necesidad  absoluta,    al   lin    de    una   sesión, 

rden  del  dia  de  la  sesión  siguiente,  aunque  n 

que  para  decidir  (///('  día  la  Cámara  deberá  r 

carácter  provisorio  de  toda  fijación  de  la  órc 
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del  dia;  en  efecto,  si  al  fia  de  una  sesión  la  minoría 
propone  se  coloque  en  la  orden  del  dia  un  proyecto  que 
la  mayoría  no  quiere  tratar  enseguida,  la  mayoría  sobre 
aviso,  puede  al  dia  siguiente  retirar  el  proyecto  de  la 
orden  del  dia. 

De  los  principios  que  acaban  de  esponerse  resulta  que 
un  escrutinio  público  dado  sobre  una  fijación  de  la  or- 
den de  la  sesión  pública^  no  podría  ser  anulado  por  falta 
áe  quorum. 


CAPITULO   LXII 
De    la    iTi  ayo  ría 

En  materia  de  deliberaciones  lejislativas  la  mayoría, 
que  no  puede  confundirse  con  el  quorum^  se  compone 
del  número  de  miembros  que,  opinando  en  el  mismo 
sentido,  pronuncian  la  aprobación  de  un  artículo  o  pro- 
yecto de  lei. 

Las  diversas  mayorías  que  la  Constitución  i*equiere, 
en  ciertos  casos,  se  han  clasificado  ha  poco  en  este  libro. 

Pero,  para  hacer  esto,  mas  completo  aun,  viene  en  se- 
guida la  misma  clasificación  ordenada  por  las  leyes  mu- 
nicipal i  electoral. 

Se  necesita  simple  mayoría: 

I.*  Según  Lei  electoral,  para  constituir  la  junta  recep- 
tora (art.  15). 

a.**  Para  señalar  el  edificio  donde  funcione  (art.  16). 

3.°  Para  funcionar  la  Junta  Electoral  (art.  52). 

4."*  Para  constituir  la  Junta  Electoral  (art.  67). 

5.°  Parala  proclamación  de  Presidente  de  la  Repú- 
blica (arts.  108,  109  i  lio). 
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LEÍ    Ml'NIClPAT, 

Se  necesita  iiiayoría  absojiitti: 

ara  elejir  Secretario  i  Tesorero  (nrt.  13). 
'ara  celebrar  sesión  (art.  19). 
'ara  celebrai^  Asamblea  de  Electores  lart.  8(1}. 
ara  remover  a  los  Alcaldes  lart.  8oj. 

Mayoría  de  dos  tcfiuos  de  miimc/palcs  presente. 
ara  destituir  al  Comandante  de  Policía  (art.  3R) 

De  dos  tercios  de  municipales  en  ejercicio: 
'ara  adquisición  de  propiedades  (art.  5(1). 
'ara  adquisición  de  herencias  (art,  021, 
ara  transijir  juicios  (art.  65}. 

Mayoría  de  tres  cuartos: 
'ara  contratar  empréstitos  (art.  59), 

Voto  aaiiiiuJativo: 
•ara  nombrarla  comisión  preparatoria  del  exám 
lamos  ¡art.  12). 

Sorlco: 
^ara  decisión  de  empates  (art.  12). 


CAPITULO  I.Xlll 

r>o  la  tllvlsioii  1  (ifl  oonjuiilo 

,a  división  de  las  cuestiones  planteadas  es  la  pr 
idicion  de  la  ¡ibertad  de  las  conciencias.  Hn  ur 
;to  la  redacción  mas  sencilla,  la  mas  breve  ] 
itener  ciertas  doctrinas,  aun  ciertas  palabras,  qi 
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pugnen  a  los  miembros  mas  dispuestos  a  aceptar  el  con- 
junto de  la  reforma  emprendida;  se  necesita  que  cada 
uno  tenga  el  medio  de  decir  claramente  sobre  cada  cosa 
lo  que  piensa,  lo  que  aprueba  i  lo  que  condena. 

El  derecho  de  exijir  la  división  en  toda  materia  hace, 
ciertamente,  el  voto  de  las  reglas  mas  laborioso  e  impone 
a  los  representantes  del  pais  mayor  esfuerzo  de  atención; 
las  Constituciones  que  lo  suprimen  o  lo  debilitan,  hacen 
menos  pesada  la  tarca  del  lejislador.  Pero  lo  que  ante 
todo  importa  es  qu3  los  votos  de  las  Asambleas  sean 
independientes  i  sinceros;  no  podria  aceptarse  que  una 
resolución  pueda  arrebatarse  a  favor  de  las  oscuridades 
que  rodean  las  cuestiones  complejas.  Seria  contrario  al 
interés  público  que  se  pudiera  forzar  los  votos  del  Par- 
lamento presentando  como  indisolublemente  ligados, 
párrafos  o  artículos,  de  los  que  una  parte  solamente  es 
aceptado  por  la  mayoría.  Seria  contrario  a  la  equidad 
que  algunos  miembros  estuvieran  obligados  a  sancionar 
con  sus  votos  un  texto  que  han  combatido  para  impedir 
que  el  texto  vecino  sea  rechazado. 


Hoi  en  Francia,  el  art.  6o  del  Reglamento  del  Senado, 
i  el  94  de  la  Cámara  de  Diputados,  deciden  que  las 
proposiciones  i  proyectos  de  lei  deben  ser  siempre  vota- 
dos por  j/'/zV/z/o^;  primera  división  natural,  inevitable 
a  la  cual  ni  la  mayoría  ni  el  Presidente  pueden  sus- 
traerse. 

Una  moción  t3adentc  a  hacer  votar  cu  <¡'Ioho  un  pro- 
yecto de  lei,  no  podria  ser  puesta  a  votación  por  el  Pre- 
sidente, i  debería  desecharse  como  contraria  al  Regla- 
mento. 

Por  las  mismas  razones  no  seria  posible  poner  a  vo- 
tación de  un  solo  golpe  la  supresión  de  todos  los  ar- 
tículos que  componen  el  titulo  entero  de  un  proyecto, 
ni  restablecer  en  globo,  sino  someterlos   uno   a   uno   al 
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voto  de  la  Asambfea,  los  artículos  de  un  título  de: 
digo  Civil  anteriormente  derogado. 

Tampoco  seria  permitido  a  la  Cámara  votar  en  ^ 
sobre  el  conjunto  de  todas  las  enmiendas;  esto  seria  \ 
el  principio  del  voto  i  pronunciar  la  cuestión  previa  : 
el  derecho  que  tienen  todos  los  miembros  para  pres 
modificaciones  a  los  diversos  artículos.  La  Cámara 
resolver  separadamente  sobre  cada  una  de  las  enmit 
que  se  le  presenten. 

Aun  sobre  un  artículo  o  sobre  una  enmienda,  el 
en  globo  no  debe  ser  admitido,  desde  que  un  mié 
pide  que  una  parte  cualquiera  del  artículo  o  de  Ií 
mienda,  sea  votada  por  separado. 


El  art.  bi  del  Reglamento  di;l  Senado  i  el  93  ( 
Cámara  de  Diputados,  declaran  que  «en  las  cuest 
complejas,  la  división  es  de  derecho,  cuando  es  S' 
tada.» 

Por  consiguiente,  el  Presidente  no  tiene  qué 
sultar  a  la  Cámara,  para  saber  si  una  cuestión  es  d 
ble;  desde  que  se  pide  la  división,  él  la  opera  i  so 
separadamente  al  voto  de  la  C^iámava  las  cuestiones 
didas. 

Una  solicitud  de  división  puede  ser  admitida  üun  1 
do  equivalga  a  una  solicitud  de  supresión. 


Aun  sobre  un  artículo  o  una  enmienda  no  es  peí 
do  votar  englobo  desde  que  un  miembro  pide  que 
parte  cualquiera  del  artículo,  sea  separadamente  p 
a  votación.  El  art.  ín  del  Reglamento  de  la  Cáms 
el  ói  del  Senado,  deciden  que  la  división  es  de  de 
cuando  se  la  solicita.  Por  consiguiente,  el  Presiden 
tiene  por  qué  consultar  a  la  Cámara  para  saber  si 
cuestión  es  divisible;  desde  que  se  pide  la    divisio 
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opera  i  somete  separadamente  al  voto  de  la  Cámara  las 
cuestiones  divididas. 


Una  solicitud  de  urjencia  es  por  su  naturaleza  indivi- 
sible. Sin  embai'go,  cuando  se  reclama  la  urjencia  sobre 
una  proposición  compuesta  de  dos  partes  absolutamente 
distintas,  i  que  no  tienen  entre  sí  conexión  alguna,  la 
división  es  de  derecho. 

También  se  admite  la  división  en  materia  de  peticio- 
nes. La  Comisión  puede  presentar  dos  conclusiones  dis- 
tintas sobre  la  misma  petición.  Resolviendo  por  división, 
la  Cámara  puede  aceptar  una  parte  i  rechazar  la  otra. 

Cuando  muchas  peticiones  de  división  se  hallan  en 
concurrencia,  se  comienza  por  la  división  mas  amplia,  es 
decir,  aqueUa  que  somete  al  voto  de  la  Cámara  la  redac- 
ción mas  suscinta. 

La  división  es  de  derecho  en  el  momento  del  voto^  no 
es  obligatoria  en  el  momento  de  la  discusión^  porque  el 
Presidente  no  tiene  medio  alguno  de  llamar  a  ^a  cuestión 
a  un  orador  que  discutiera  en  su  conjunto  una  enmienda 
o  artículo  dividido. 

El  Presidente  está  obligado  a  operar  la  división  de  ofi- 
cio cuando  se  pide  el  escrutinio  sobre  una  proposición 
que  comprende  dos  partes,  de  las  cuales  la  una  debe  ser 
votada  de  pié  o  desde  el  asiento. 


Como  todas  las  cosas  humanas,  el  derecho  de  impo- 
ner la  división  en  una  Asamblea,  tiene  por  límites  la 
posibilidad  material  i  el  buen  sentido.  Cuando  es  evidente 
que  una  solicitud  de  división  pondría  a  la  Cámara  en  la 
necesidad  de  votar  sobre  trozos  de  un  texto  que  carece- 
rían de  todo  sentido,  el  Presidente  puede  declararlo,  i 
pertenece  a  la  Cámara  decir  si  rehusa  la  división. 

Si  la  solicitud  de  división  tiene  por  objeto  un  ai'tículo 
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tacado  en  la  discusión  i,  por  consiguiente,  el  c 
a  libertad  del  voto,  el  Presidente  puede  ofrecer  a 
nara,  única  que  puede  decidir,  el  poner  desde  1 
'otacion  el  articulo  impugnado  desembarazándosi 
as  dificultades  provocadas  por  la  solicitud  de  di 
iiiesto  que  llega  a  ser  igualmente  inútil  en  la  hi 
le  la  adopción  como  del  rechazo  del  artículo  impu 


En  el  Reischtag  alemam,  cuando  liai  dudas  sobre 
ibilidad  de  operar  una  división,  cl  Presidente  del 
ultar  a  la  Asamblea;  si  se  trata  de  una  proposic 
niciativa  parlamentaria,  el  Presidente  recibe  el  v 
>nmer  firmante  i  lo  toma  en  cuenta. 

La  división  no  es  siempre  posible  en  una  raat 
irdenes  deldia  motivadas;  la  Cámara  puede  reh' 
utorizarla  cuando  la  división  la  obliga  a  votar  sol 
es  que,  tomadas  separadamente,  no  tienen  sentid' 
10,  o  bien,  cuando  la  división  desnaturaliza  con 
nente  el  pensamiento  de  los  firmantes  de  la  órd 
lia.  En  este  caso,  los  que  reclaman  la  división  tit 
ecurso  de  presentar  una  orden  del  dia  distinta, 
ando  su  opinión. 

No  se  puede  obtener  por  simple  petición  verba 
'ision  de  un  capítulo  del  Presupuesto. 


CAPITULO  LXIV 

Oo  los  volOM  do  ortiijmito 

Lo  que  ha  sido  separado  debe  f.er  reunido  par 
ir;  los  votos  por  división  son  esencialmente  transí 

eso  es  lo  que  constituye  su  independencia.  El 
legan  a  ser  definitivos  sino  después  de  sancionad 

na  mayoría  común  en  un  voto  de  conjunto. 
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En  Francia,  el  art.  6o  del  Reglamento  del  Senado  i  el 
92  del  de  la  Ciiiuara  de  Diputados,  hablan  en  estos  tér- 
minos: 

«£"/  debate  debe  cerrarse  siempre  por  una  votación  so- 
bre el  conjunto.^ 

Esta  regla  es  considerada  como  de  un  carácter  jeneral 
i,  cada  vez  que  la  Cámara  ha  votado  por  división  sobre 
una  cuestión  cualquiera,  las  diversas  partes  del  conjunto 
tomadas  separadamente  se  reúnen  i  simultáneamente  se 
someten  al  voto  de  la  Cámara. 

Cuando  dos  partes  de  un  artículo  han  sido  votadas 
por  división,  ¿es  permitido  escapar  al  voto  de  conjunto 
pidiendo  que  cada  una  de  esas  partes  forme  un  artículo 
distinto? 

Evidentemente  la  división  que  es  de  derecho  no  puede 
intervenir  dos  veces  sobre  la  misma  cuestión,  porque 
eso  seria  anular  las  prescripciones  reglamentarias  sobre 
el  voto  en  conjunto;  pero  si  un  miembro  propone  una 
enmienda  prejudicial,  una  moción  de  redacción  para 
pedir  que  dos  testos  ya  aprobados  constituyan  dos  ar- 
tículos distintos,  el  Presidente  no  puede  oponer  a  esa 
enmienda  un  rechazo.  Toca  ala  Cámara  rechazarlo  como 
contrario  a  la  libertad  del  voto. 


Cuando  un  proyecto  no  tiene  sino  un  solo  artículo 
no  hai  necesidad  de  consultara  la  Cámara  sobre  el  con- 
junto del  proyecto;  si  no  ha  habido  división  al  adoptar 
el  artículo,  la  Cámara  adopta  todo  el  proyecto. 

Cuando  un  proyecto  está  compuesto  de  un  solo  ar- 
ticulo i  hai  proposiciones  adicionales  presentadas,  se 
comienza  por  votar  el  artículo;  si  en  seguida  las  dis- 
posiciones adicionales  son  rechazadas  o  retiradas^  el 
)royecto  puede  ser  considerado  como  adoptado  por  el 
voto  anterior  del  artículo,  i  no  es  indispensable  consul- 
ar a  la  Cámara  sotro  el  conjunto,  Peio  si  las  dispoai-» 


383  DERECHO    PARLAMbNTAKIO' CHILENO 

ciones  adicionales  han  sido  conocidas  ante 
del  artículo;  si  apm^'ce  que  la  esperanza  de  su 
ha  podido  pcjar  sobre  el  voto  i  determina 
adhesiones,  se  tiene  el  derecho  de  poner  a  v 
conjunto  sin  verse  obligado  a  pedir  autorizacio 
mura;  i  con  mayor  ra^on  debe  proceder  así 
alce  una  reclamación,  por  débil  que  sea,  o  qi 
miembros  declaren  haber  votado  el  artículo 
que  seria  rectificado  o  completado  por  una  d 
adicional. 

Cuando  todas  las  partos  qae  componen  un 
da,  un  artículo  o  un  proyecto  de  leí,  han  sido  ri 
jpucde  ponerse  a  votación  el  conjunto? 

lista  cuestión  ha  sido  muchas  veces  plante; 
solverse  jeneralmente  jamas. 


CAPITULO    I.XV 

1>  o    los    V  o  1  «>s    it)  o  t  I  V  a  <l  o  > 

En  el  momento  de  tomar  una  decisión  los 
tantes  del  pais  no  tienen  que  rendir  cuenta; 
conciencia.  Se  alzan  silenciosamente  o  bien 
votos  escritos  que  no  coniicncn  otra  cosa  qui 
de  adopción  o  de  rechazo,  Ninjíun  voto  pue< 
tivaJo^  dice  un  tratadista  francés. 


El  art.  31  del  Reglamento  del  Senado  Beü 
espresamente  que,  wel  voto  debe  ser  puro  i  s 
espresa  por  sí  o  «o.* 

El  art.  48,  añade: 

"CaJa  Senador  puede  e\Íjir  i|lh.'  su  voló  sf  inserí 
pero  sin  ¿sprcsjr  lo¡  moüi'cs.  Tuda  prottsta  i'slá  jirohibid 
ser  leida  en  la  Asamblea,  ni  inscrita  en  el  acla./i 
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En  el  Reichstag  Alemán,  cuando  el  voto  tiene  lugar 
por  sentado  o  de  pié,  todo  Diputado  que  no  se  adhiere  a 
la  decisión  de  la  mayoría,  tiene  el  derecho  de  colocar  en 
la  Mesa  un  boletin  brevemente  motivado  espresnndo  su 
voto,  i  a  petición  suya  ese  boletin  se  publica  en  el  acta. 


En  Francia  no  existe  prescripción  alguna  para  motivar 
los  votos,  cuando  la  Asamblea  procede  por  el  sistema  de 
pié  o  sentado.  Solamente  cuando  se  está  a  punto  de  abrir- 
se un  escrutinio  de  una  gravedad  escepcional  la  Cámara 
puede  autorizar  a  un  miembro,  no  para  motivar  ese  voto 
sino  para  esplicarlo  sumariamente.  Pero  las  esplicaciones 
de  éste  deben  ser  dadas  antes  de  la  votación ,  i  no  pueden 
hacerse,  ni  después  del  escrutinio  ni  con  mayor  razón  al 
dia  siguiente. 

El  uso  de  motivar  el  voto  resulta,  pues,  de  una  tole- 
rancia, no  de  un  derecho;  cuando  han  tenido  lugar  latas 
esplicaciones,  cuando  muchos  miembros  han  usado  de 
la  palabra,  el  Presidente  puede  pedir  a  la  Cámara  que 
decida  si  debe  irse  a  la  votación  sin  mas  debate;  puede 
aun,  en  virtud  de  su  autoridad  personal,  rehusar  la  pala- 
bra; porque  si  se  introdujeran  abusos  en  materia  de  es- 
plicacion  de  votos,  los  debates  cerrados  ya,  volverian  a 
abrirse  bajo  una  nueva  forma  i  se  harian  interminables. 

Si  los  miembros  pueden  dar  separadamente  i  en  casos 
escepcionales  una  corta  esplicacion  de  su  voto,  la  Cáma- 
ra en  cuerpo  no  podría  añadir  motivo  alguno  en  apoyo 
de  la  fórmula  que  constata  el  resultado  de  sus  delibera- 
ciones. 


Es  bien  entendido  que  este  principio  no  ataca  el  dere- 
cho de  las  Cámaras  para  votar  órdenes  del  dia  motiva- 
das en  materia  de  interpelaciones  dirijidas  al  Gobierno. 


i84 
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La  proclamación  de  una  orden  del  dia  motivada  no  po- 
dria  ella  misma  ser  motivada,  sino  que  debe  ser  pura  i 
simple. 

Los  mismos  motivos  se  oponen  a  que  una  Asamblea 
dicte  consiJeraiidos  a  la  cabeza  de  una  leí. 

No  hai  actualmente  texto  formal  que  prohiba  el  votar 
considerandos;  pero  esto  no  se  verifica  ¿amas.  Cuando 
se  trata  de  motivar,  no  un  proyecto  sometido  a  la  apro- 
bación de  un  Parlamento  entero,  sino  una  simple  reso- 
lución deliberada  por  separado  por  cada  una  de  las  Cá- 
maras, el  obstáculo  no  existe  aunque  sí  el  inconve- 
niente. 


El  peligro  del  uso  de  considerandos  se  ha  manifes- 
tado muchas  veces  en  los  Congresos  de  Inglaterra  i 
Estados  Unidos.  Uno  de  los  comentadores,  Jcfferson, 
cuenta  que  un  dia,  después  de  votar  una  proposición,  se 
presentó  una  moción  para  hacer  anteceder  el  proyecto 
de  considerandos,  pero  inmediatamente  el  autor  del  pro- 
yecto declaró  que  si  se  votaban  los  considerandos,  él 
cxijiria  la  modificación  de  los  artículos  votados,  por  la 
razón  que  el  sentido  de  los  artículos  seria  modificado 
por  los  considerandos;  i  como  no  era  posible  volver  atrás, 
se  renunció  a  los  considerandos. 

El  recuerdo  de  este  precedente  inspiró,  sin  duda,  ala 
Cámara  de  los  Comunes  de  Inglaterra  cuando  ella  tomó, 
el  2  de  Diciembre  de  18S2,  una  resolución  decidiendo 
que  si  se  llegaba  a  poner  considerandos  a  una  lei,  ellos 
no  podrían  ser  votados  sino  después  del  voto  de  todos 
los  artículos. 


wr 
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CAPITULO  LXVI 

Del  clei-'eolio  1  dol  debev  ele  votar» 

OTx   el   Ooiiíci'»efto 

En  Francia,  desde  el  momento  en  que  se  reúne  una 
Asamblea  nueva,  todos  sus  miembros  tienen  igual  dere- 
cho a  tomar  parte  en  las  votaciones,  hecha  [reserva  de 
las  que  se  refieren  a  su  propia  elección. 

Es  materialmente  necesario,  en  caso  de  elecciones  je- 
nerales,  que  los  poderes  de  la  mayoría  sean  examinados 
por  miembros  cuya  elección  no  se  ha  ratificado^  i  antes 
de  la  constitución  de  la  Cámara  no  hai  distinción  alguna 
entre  los  poderes  discutidos  i  los  no  constituidos. 


En  Chile  se  sigue  idéntico  réjimen.  El  art.  i/  del  Re- 
glamento de  la  Cámara  de  Diputados,  modificado  en 
Enero  de  1885,  dice: 

«Art.  1,^  El  dia  15  de  Mayo  i  siguientes,  si  fuere  necesario,  del 
año  en  que  deba  renovarse  la  Cámara,  se  reunirán  en  la  Sala  de 
sesiones  de  la  Cámara  de  Diputados,  a  la  una  de  la  tarde,  todos 
los  ciudadanos  que  hubieren  recibido  poderes  estendidos  en  la 
forma  prescrita  en  el  art.  73  de  la  lei  de  eleciones,  que  acrediten 
su  representación  como  Diputados  propietarios  o  suplentes. 

Reunido  el  número  de  Diputado^  propietarios  que  requiere  el 
art.  54  de  la  Constitución,  se  leerá  por  el  pro-Secretario  el  presen- 
te título  del  Reglamento  i  en  seguida  se  procederá  a  nombrar,  a 
pluralidad  de  votos  de  todos  los  presentes,  sean  propietarios  o  su- 
plentes, un  Presidente  i  un  Secretario. 

El  nombramiento  de  Presidente  deberá  recaer  en  un  Diputado 
presente  en  la  Sala.>> 

El  Reglamento  del  Senado  no  contiene  nada  espreso 
sobre  el  particular,  pero  en  la  práctica  adopta  ig'ual  pro- 
cedimiento. 


4?5f 
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Diferente  es  ]a  situación  que  se  produce 
mará  se  baila  constituida, 


En  Francia,  i  por  disposición  de  Man 
decidió  en  el  caso  de  la  votación  sobre  el 
con  la  Prusia,  que  todos  los  Diputados  i 
en  la  votación,  sin  distinguir  entre  los  qi 
mitidos  i  los  que  no  lo  estaban.  Esa  doctr 
tra  hoi  consagrada  por  el  art.  9.'  del  Ri 
Senado  i  el  6.°  de  la  Cámara  de  Diputado 
tículos  deciden  que  los  miembros  cuyos 
sido  validados,  pueden  tomar  parte  en  el 
voto. 

En  1879,  M.  de  Jauzé  procuró,  pero  inú 
dificar  ese  estado  de  cosas.  Presentó  un 
que  desde  el  dia  de  la  elección  de  la  Mesa 
diputados  no  admitidos  aun,  quedaran  priv 
cho  de  votar. 

Tal  proposición  fué  por  de  pronto  reí 
Comisión  encargada  de  su  examen. 

«El  Dipoudo,  decía  M.  Ninard,  en  su  informe  1 
de  1879,  tiene  su  mandato  del  Poder  Lejislativo, 
versal,  i  de  la  soberanía  nacional,  de  la  que  recib 
La  verificación  de  su  elección  no  hace  sino  constata 
lo  crea;  no  hace  sino  reconocer  su  poder  declara 
elejido  con  regularidad;  ella  no  se  lo  confiere.  Si 
mandato  lejislativo  no  puede  ser  ejercido  sino  cu 
toda  incertidumbre  sobre  su  validez.,  no  es  mén 
presunción  de  derecho  está  de  parte  del  Diputado 
mado  i  que,  en  presencia  de  dos  principios,  de  k 
se  apoya  en  una  presunción  que  se  impone,  en 
destruya  la  otra  sobre  un  acontecimiento  incierto,  1 
existir,  debe  interpretarse  en  provecho  del  primen 
presunción  de  derecho.  Esta  verdad  se  afirma  aun 
sidad  misma  del  derecho  de  voto  en  la  veriñcacion 
existe,  sin  embarco,  disposición  lejislativa  mas  gn 
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tante  que  la  que  trata  de  la  composición  misma  del  Poder  Lejis- 
lativo.í^ 

La  proposición  de  M.  de  Jauzé  fué  discutida  en  la  se- 
sión misma  del  29  de  Marzo  de  1879.  M.  de  Jauzé  sostuvo 
que  la  situación  del  Diputado  se  modifica  desde  el  dia 
en  que  la  Constitución  le  permite  votar  leyes;  he  aquí 
su  argumentación; 

«¿Q.ué  sucede  cada  vez  que,  a  consecuencia  de  elecciones  jene- 
rales,  la  Cámara  se  reúne  por  primera  vez? 

Esta  Cámara  compuesta  por  entero  de  Diputados  no  validados, 
que  no  tienen  sino  una  presunción  de  derecho,  no  tiene  existencia 
legal;  ella  no  puede  ocuparse  ni_|de  interpelaciones  ni  de  un  pro- 
yecto de  lei;  no  puede  votar  el  artículo  de  lei  mas  insignificante;  no 
tiene  aun  el  derecho  para  constituir  una  Mesa  provisoria. 

A  esta  interdicción  absoluta  del  derecho  de  voto  no  existe  sino 
una  sola  escepcion,  escepcion  impuesta  por  la  fuerza  de  las  cosas, 
i  es  en  lo  que  concierne  a  la  verificación  de  poderes.  En  efecto, 
hallándose  encargada  la  Cámara  de  verificar  por  sí  misma  los  po- 
deres de  sus  miembros,  no  podria  llegar  a  desempeñar  su  misión 
si  los  Diputados  no  validados  que  la  componen  no  tuvieran  el 
derecho  de  votar  las  conclusiones  de  los  informes  sobre  cada 
elección. 

La  Cámara  prosigue  la  obra  de  la  verificación  de  poderes,  la 
única  que  se  la  permite  hasta  entonces,  en  tanto  que  no  se  com- 
pone de  Diputados  no  validados  hasta  el  dia  en  que  se  encuentra 
haber  validado  la  mitad  mas  uno  por  lo  menos  de  los  miembros 
de  que  se  compone;  entonces  nombra  una  Mesa  definitiva  i  desde 
ese  momento  ella  está  constituida;  tiene  existencia  legal,  puede  le- 
jislar.  En  otros  términos,  la  mayoría  de  sus  miembros,  encontrán- 
dose válidos,  pueden  lejislar.  Pero  este  hecho  de  la  constitución  de 
la  Cámara  no  puede  cambiar  en  nada  la  situación  de  los  Diputados 
no  validados. 

La  víspera  de  la  constitución  de  la  Cámara,  esos  presuntos  Dipu- 
tados no  tenían  el  derecho  de  votar  el  artículo  de  una  lei;  al  dia 
siguiente  de  su  constitución  ¿de  dónde  les  vendría  el  derecho  de 
hacerlo? 

De  este  hecho;  que  habiendo  sido  validados  la  mayoría  de  sus 
colegas,  tienen  en  adelante  un  derecho  cierto  e  indiscutible,  i  han 
llegado  a  ser  aptos  para  votar  las  leyesl 
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;N'o  es  ¿sto  cometer  !a  enormidad  jurídica  de  declarar  que  un 
eiior  será  reputado  mayor  i  tendrá  los  derechos  de  tal  el  dia  en 
ic  su  liermano  tenga  la  edad  de  la  mayoridad  legal?» 

A  pesar  de  todo,  las  conclusiones  de  ia  Comisión  fue- 

)n  aprobadas. 


l'.n  caso  do  clecccioiios  parciales  la  situación  es  difc- 
?ntc. 

F,n  efecto,  cuando  se  convoca  a  una  Asamblea,  des» 
ucs  de  las  elecciones  jenerales,  es  porque  todos  los 
liembros  que  pueden  componerla  han  sido  proclama- 
os i  han  sido  reconocidos.  A  consecuencia  de  una  elec- 
on  parcial,  se  trata  de  determinar  el  momento  en  que 
.  candidato  proclamado  puede  ser  reputado  como  co- 
ocido  por  la  Asamblea  en  la  que  va  a  figurar.  La  ju- 
sprudencia  ha  variado  sobre  este  punto. 


I.as  Asambleas    han  establecido  frecuentemente  una 

.stincion  respecto  al  derecho  de  voto,  entre  los  Pipu- 
dos cuva  admisión  se  ha  retardado  simplemente  por 
isos  fortuitos,  i  aquellos  cuya  admisión  se  halla  retar- 
ida  porciuc  se  oponen  graves  presunciones  contra  la 
ilidez  de  la  elección. 

Una  disposición  formal  inscrita  en  los  Reglamentos 
;  la  Cámara  i  del  Senado,  prohibe  hoi  el  derecho  de 
)tar  a  los  miembros  cuya  elección  ha  sido  postergada 
>r  decreto  de  la  Asamblea  ;.Í!  i.%  art.  lo,  Reglamento 
il  Senado;  íj  2.°,  art.   6.",    Reglamento   de  Diputados.) 

Los  Diputados  i  Senadores,  respecto  a  los  que  se  ha 
¡clarado  haber  lugar  a  formación  de  causa,  conservan 
is  derechos  parlamentarios  mientras  no  han  sido  arres- 
dos,  i  por  consiguiente  pueden  votar  como  sus  colegas, 
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CAPITULO  LXVII 
Oel    (Icbov    de    votar- 

Todo  el  que  acepta  un  mandato  contrae  sus  obligacio- 
nes, i  la  principal  dei  mandato  lejislativo  os  la  de  pro- 
nunciarse en  un  escrutinio  público  sobre  medidas  que 
no  satisfacen  completamente  su  conciencia.  En  principio 
todos  los  mandatarios  del  país  están  obligados  a  votar, 
pero  los  reglamentos  no  prohiben  la  abstención  indivi- 
dual: solo  las  conveniencias  hacen  algunas  veces  lu  abs- 
tención obligatoria. 

Por  ejemplo,  es  de  regla  constante  en  Francia  que  el 
Presidente  de  una  Asamblea  no  tiene  parte  on  voto  algu- 
no, mientras  duren  sus  funciones  (Asamblea,  Marjo  2ó 
de  1874).  El  vice-Presidente,  que  ocupa  temporalmente 
sus  funciones,  no  se  encuentra  obligado  a  la  misma  re- 
serva; pero  jeneralmente  un  vice-Presidente  no  vota  en 
la  sesión  cuyos  debates  dirije. 


Cuando  una  cuestión  de  confianza  se  plantea  ante  la 
Cámara,  los  Ministros  que  forman  parte  do  la  A'iamblea 
pueden  abstenerse,  pero  no  están  obligados  a  ello, 

I,os  miembros  de  cada  Cámara  pueden  abstenerse  ii¡- 
dividttalmi'ntc .  Cuando  surjen  cuestiones  ijuc  interesan 
un  gran  establecimiento  de  crédito,  por  ejemplo,  el  Bath 
co  de  Francia,  se  permite  a  los  miembros  interesados  en 
la  Administración,  a  título  de  jerentes  o  directores,  el  abs- 
tenerse voluntariamente. 


La    Constilucion    de   Pensilvania  determina  que  cada 
miembro  que  tiene  un  interés  personal  o  privado  en  una  le. 
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sometida  a  la  Asamblea,  jeneral,  debe  revelar  el  hecho  a  la 
Cámara  i  abstenerse  de  votar. 

Entre  la  abstención  personal  motivada  por  razones 
poderosas  i  la  abstención  cuotidiana  establecida  de  una 
manera  normal  para  la  comodidad  de  cada  uno,  hai  una 
gran  diferencia. 

La  abstención  individual  no  ha  sido  prevista  jamas 
por  los  reglamentos;  la  creación  de  un  voto  de  absten- 
ción, reclamada  muchas  veces,  no  ha  sido  admitida  hasta 
hoi;  se  ha  considerado  que  el  primer  deber  de  los  repre- 
sentantes del  pais  era  el  de  pronunciarse,  en  pro  o  en 
contra  de  tas  medidas  que  interesan  al  pais;  se  ha  pen- 
sado que  la  abstención  organizada  de  una  manera  nor- 
mal desligaría  muí  pronto  las  conciencias,  i  podría 
llegar  a  singulares  resultados.  ¿Cuál  seria,  por  ejemplo, 
la  autoridad  de  una  lei  promulgada  después  de  un  escru- 
tinio en  el  cual  se  encontraran  mas  votos  de  abstención 
que  votos  puros? 

La  nación  da  a  sus  delegados  poderes  para  obrar,  no 
para  refujíarse  en  el  silencio,  í  la  mas  alta  palabra  de 
las  asambleas  políticas  es  el  voto. 


En  las  dos  Cámaras  del  Parlamento  inglés  todos  los 
miembros  presentes  están  obligados  a  votar;  los  miem- 
bros que  se  habían  abstenido  son  llamados  a  la  mesa 
del  clerk  i  obligados  a  pronunciarse.  Por  esto  fué  que 
en  1881  los  home  rulers,  que  habían  quedado  en  sus 
asientos,  han  sido  considerados  como  desobedientes  al 
speaker,  i  en  consecuencia  espulsados. 


El  art.  31  del  Reglamento  del  Senado  belga  dispone 
formalmente  que  en  caso  de  voto  público,  es  decir,  por 
llamado  nominal,  «todo  miembro  está  obligado  a  votar, 
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»■       .«mi — .-  .  -  -  -  -     -        ■  ■ 

O  si  se  abstiene,  a  dar  a  coaocer  los  motivos  de  su  abs- 
tención.» 

Disposiciones  semejantes  se  encuentran  en    el  art.  29 
del  Reglamento  de  Representantes  de  Béljica. 


El  art.  54  del  Reglamento  del  ConsQJo  Nacional  de 
Suiza  se  limita  a  decir  que  ningún  miembro  puede  ser 
obligado  a  votar;  esta  fórmula  es  suficiente  para  reservar 
la  libertad  de  los  que  se  crean  obligados  a  refujiarse  en 
la  abstención. 

Los  miembros  que  se  abstienen,  sea  individual,  sea 
colectivamente,  pueden  ser  admitidos  a  esplicar  en  cor- 
tas palabras  los  motivos  de  su  abstención.  Al  ñn  de  la 
sesión  de  ai  de  Marzo  de  1878,  M.  Luis  Blanc  declaró 
en  nombre  de  muchos  de  sus  colegas  i  en  el  suyo,  en  el 
momento  del  voto  sobre  los  presupuestos,  que  creia  que 
la  Cámara  habria  obrado  prudentemente  reteniendo  la 
fuerza  que  le  da  el  derecho  de  votar  el  presupuesto.  «En 
esta  situación,  añadió,  hemos  creído  deber  abstenernos;  por 
una  parte  para  obedecer  a  nuestra  convicción,  i  por  la 
otra  para  que  no  se  nos  crea  hostiles  al  Gabinete.» 

Las  esplicaciones  de  tal  naturaleza  deben  darse  antes 
de  la  votación^  i  no  podrían  ser  admitidas  el  dia  siguiente, 
esplicando  los  motivos  de  una  abstención. 


Establecida  ya  sobre  este  punto  la  jurisprudencia  es- 
tranjera,  toca  su  turno  de  comparación  i  examen  a  la 
jurisprudencia  de  Chile. 

En  esta  Nación  existen  las  preceptos  que  siguen: 

Prescribe  el  Reglamento  del  Senado: 
1/  Corresponde  al  Presidente: 

cArt.  II.  Las  funciones  del  Presidente  son: 

3.'  Fijar  las  proposiciones  que  hayan  de  discutirse  por  el  Sena- 
dot  ordenar  (]^ue  se  tome  la  votación,  luego  que  no  haya  Senador 
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c  el  asunto  de  i|uc  se  traLi  (juient  lomar  la  palabra:  cuíc 
ictilud  en  el  cómpulo  de  lus  votos  que  bajo  su  inspecci 
iccrelarjú,  i  pruclamar  las  incisiones  de  la  Cámara.» 

L  diferencia  de  los  ejemplos  atados: 

13.  El  Presidente  podni  hablar  i  votar  sobre  cada  cuesti 
3  demás  Senadores.» 

^oner  a  volacion  el  orden    i  proccdimieiihs  segun  e 


;4.  Los  incidentes  estraiios  u  la  orden  del  día,  solo  podi 
•se  dentro  de  la  primera  hora  di;  la  sesión,   contada  de! 

se  abra. 

irriio  ese  tiempo  se  cerrará  el  debate  i  se  votarán  toi 
aciones  de  orden  o  procedimiento,  salvo  que  la  Cara: 

segunda  discusión,  en  cuyo  caso  se  votarán  en  la  priroi 

la  sesión  siguiente. 

as  las  indicaciones,  se  pasará  a  discutir  los  negocios 

reglas  no  se  aplicarán  a  las  interpelaciones. 

•untos  serán  considerados  por  la  Sala  en  el  orden  siguiec 

is  iniciados  por  el  Supremo  Gobierno; 

ts  iniciados  por  la  Cámara  de  Diputados: 

is  materias  presentadas  a  la  deliberación  de  la  Cámara  | 

liera  de  las  otras  autoridades  í  corporaciones; 

18  mociones  o  proyectos  de  los  Senadores; 

js  memoriales  d«  los  particulares. 

i)iere  dos  o  mas  asuntos  pertenecientes  a  una  misma  da 

rá  en  ellos  el  orden  de  las  fechas,  i  se  discutirán  i  resol 

:esíon  secreta  si  fueren  de  interés  esclusivamente  privad 

^egar  el  noto  a  ios  Ministros  que  no  sean  Senador 
64.  Los  Ministros  del  Despacho  que  no  fueren  Senado 
derecho  para  asistir  a  las  discusiones  del  Senado,  sent 
tre  los  Senadores,  i  para  tomar  parle  en  las  discusiones 
la  manera  que  los  Senadores,  pero  sin  voto.* 

Poner  a  volacion  las  proposiciones,  una  ve^  qne  n(^ 
la  palabra: 

'69.  Si  nadie  hablare  sobre  la  proposiicion  pendiente,  [ 
al  Presidente  a  tomar  ios  votos  » 
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Respecto  a  votaciones,  se  divide  en  votaciones  verba- 
les de  a7í  nó,  i  por  escrutinio  (art.  loi)  siendo  la  primera 
forma  de  regla  jeneral  (art.  102),  i  la  segunda  para  las 
elecciones  i  negocios  de  interés  particular  (art.  103). 

«Art.  loi.  La  votación  sellará  de  dos  modos;  por  la  espresion 
verbal  de  si  o  nó,  o  por  escrminio. 

Art.   loa.  I.j  votación  verbal  de  si  u  nó  es  de  rt;glii  jeneral. 

Art.  10),  La  votación  por  escrutinio  tendrá  lugar  en  las  eleccio- 
nes, i  en  todos  los  negucíos  de  interés  particuliir./- 

6."  La  votación  de  5/  i  ¡ló,  el  Secretario  contará  los 
sí  i  los  nó,  i  proclamará  el  resaltado  diciendo:  zApro- 
bada  o  desechada  por  tantos  votos  contra  tantos,  o,  apro- 
bada o  desechada  por  unanimidad.» 

El  Presidente,  en  seguida,  dirá:  ^Qiieda  aprobada  c 
desechada  ¡a  proposición  o  enmiendas  i'art.  106), 

7.°  En  ¡a  votación  pot  escrutinio: 

«Art.  108.  Cuando  se  votare  por  escrutinio,  si  la  votación  se  con^ 
trajere  a  aprobar  o  desaprobar,  se  colocarán  dos  urnas  en  la  mesí 
del  Presidente,  I  se  darán  dos  bolas,  una  blanca  para  la  afirmativa 
i  otra  negra  para  la  negativa,  a  cada  uno  de  los  Senadores  presen' 
tes;  i  cada  Senador  pondrá  en  la  urna  situada  a  la  derecha  del  Pre- 
sidente la  bola  que  indicare  su  voto,  i  en  la  urna  situada  a  h 
izquierda  la  bola  restante.  Terminada  la  emisión  de  votos,  el  Presi- 
dente sacará  las  bolas  contenidas  en  la  urna  de  la  mano  derecha; 
contará  las  bolas  blancas  i  las  negras  a  la  vista  de  la  Sala  i  procla- 
mará el  resultado  diciendo:  i4/'ioí'inia  o  dc%eckiMÍa  por  tantos  i'Olo¡ 
conira  tiinios,  o  ciprobadcí  o  dcsccltada  por  unaniniiíjd. 

Art.  loy.  Cuando  en  la  votación  por  escrutinio  hubiere  designa- 
ción de  personas,  se  distribuirá  a  cada  Senador  cédulas  de  un: 
misma  forma,  color  i  tamaño;  cada  Senador  eücribirá  en  su  céduls 
los  nombres  de  tantas  personas  cuantas  hayan  de  ser  las  elejidas  : 
las  depositará  él  mismo  en  la  urna. 

Lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior  no  se  aplicará  a  la  elección  d< 
miembros  de  la  Comisión  Conservadora,  la  que  se  hará  por  vote 
acumulativo. 

Art.  III.  El  Presidente  sacará  por  sí  mismo  las  cédulas  de  elec 
ción  lina  a  una,  las  leerá  en  voz  alta,  i  las  pasará  ni   Secretario,   e 
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cual  en  vista  de  ellas  escribirá  los  nombres  en  lista  lonjitudinal  po- 
niendo a  continuación  de  cada  nombre  los  guarismos  i,  3,  3,  etc., 
según  el  número  de  sufrajios  que  sobre  él  recayere,  i  pronuncian- 
do estos  guarismos  al  mismo  tiempo  que  los  escriba. 

Si  se  votare  a  un  tiempo  para  propietario  i  suplente,  se  harán 
dos  listas  lonjitudinales  distintas. 

Art.  115.  Cuando  votándose  por  escrutinio,  con  designación 
de  personas,  se  hubiere  depositado  una  o  mas  cédulas  en  blanco, 
se  entenderá  que  los  Senadores  que  las  han  depositado  se  adhieren 
al  resultado  de  los  votos  de  los  demás  Senadores  presentes.  El  Se- 
cretario separará  por  consiguiente  las  cédulas  blancas,  i  las  agre- 
gará a  la  mayoría  que  resultare  sin  ellas.  En  caso  de  empate,  se 
procederá  sin  ellas  a  los  trámites  ulteriores  de  la  elección,  aun 
cuando  el  número  de  las  cédulas  escritas  no  llegare  a  once. 

Art.  1 16.  Se  tendrán  por  cédulas  blancas  las  que  espresaren  un 
roto  diferente  del  que  se  pide.» 

5/  Forma  de  emisión  del  voto: 

«Art.  105.  Los  Senadores  emitirán  sus  votos  en  uno  ¡  otro  modo 
de  votación,  según  el  orden  de  sus  asientos,  principiando  por  el 
primero  de  la  derecha,  i  terminando  por  el  Presidente  i  el  Senador 
Secretario.» 

9/  Para  los  casos  de  empate  existen  las  disposiciones 
siguientes: 

«Art.  107.  Si  en  la  votación  verbal  por  si  o  nó  hubiere  empate 
de  votos,  se  constituirá  la  Cámara  en  comisión;  i  si  discutida  la 
proposición  de  este  modo,  se  empataren  de  nuevo  los  votos,  se 
tendrá  por  desechada. 

Art.  I  la.  Si  ninguno  de  los  nombrados  hubiere  obtenido  mayo- 
ría absoluta  de  votos  de  los  Senadores  presentes,  se  repetirá  la  vo- 
tación, contrayéndola  a  los  individuos  que  hubieren  obtenido  ios 
dos  números  superiores.  Si  definitivamente  resultare  empate,  se 
recurrirá  al  sorteo 

10.  Las  abstbkcionbs  soií  prohibidas: 

;    «Art  114.  A  ningún  Senador  presente  es  lícito  el  abstenerse  de 
votar  por  sí  6  ño,  éscepto  en  los  casos  del  art.  104*:^ 
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II.  Implicancias: 

«Art.  104.  No  tendrán  votos  los  Senadores  en  los  negocios  que 
les  interesen  directa  i  personalmente  a  ellos,  a  sus  ascendientes  o 
descendientes,  a  sus  esposas,  o  a  sus  colaterales  hasta  el  cuarto 
grado  civil  de  consanguinidad  i  tercero  de  afinidad  inclusive.» 

12.    No    PUEDE  EXISTIR  SIMULTANEIDAD  DE  cargos: 

«Art.  no.  No  se  podrá  elejir  simultáneamente  para  dos  cargos 
diferentes,  sino  cuando  uno  de  ellos  fuere  suplente  del  otro,  i  en- 
tonces el  primero  nombrado  en  la  cédula,  se  entenderá  propieta- 
rio i  el  segundo  suplente.» 


/  el  de  la  Cáinam  de  Diputados: 

I.*"  Como  en  el  senado,  el  Presidente  puede  hablar  i 
votar: 

«Art.  32.  Cuando  el  Presidente,  como  Diputado,  quiera  hacer 
uso  de  la  palabra,  la  pedirá  al  primer  vice-Presidente,  i  en  ausen* 
cia  de  éste,  al  segundo  vice-Presidente.» 

2,"  Terminada  la  segunda  discusión  de  un  artículo,  se 
pondrá  éste  en  votación  (art.  69). 

^J*  Los  demás  artículos,  108  a  138,  por  su  orden  nu- 
mérico, dicen: 

«Art.  108.  Para  proceder  a  votación,  se  llamará  a  los  Diputados 
que  estuvieren  fuera  de  la  Sala. 

Art.  109.  El  Secretario  leerá  en  alta  voz  la  proposición  por 
que  se  va  a  votar. 

Art.  lio.  Habiendo  indicaciones  incompatibles  con  la  proposi- 
ción orijinal,  se  votarán  primero  aquéllas. 

Art.  I  ir.  Habiendo  varias  enmiendas  o  indicaciones  concurren- 
tes, designará  el  Presidente  el  orden  en  que  deben  ser  puestas  en 
votación. 

Art.  113.  La  proposición  orijinal  se  someterá  al  ñn  con  las  en* 
miendas  o  supresiones  aprobadas,  en  la  misma  forma  que  ha  de 
quedar  consignada  en  la  lei. 

Art.  113.  Las  votaciones  puedea  ser  públicds  o  secretas. 
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Art.   1 14.  En  l;is  volacioiies  públicas  los  Diputados  espresarán 

sus  votos  uno  a  uno,  segiiii  el  óriluii  de  asieiitus,  principiando   por 

-O  de  hi  tk'rcchii  i  concluyendo  por  el  Presidente.  Emplea- 

>aiahras  pfL'cisas  de  sí  o  íij  i  no  se  admitirán  jamas  votos 

nales. 

1^.  Las  votaciones  secretas  se  harán  porfiólas  blancas  para 
la  atirmncion,  i  negras  para  espresar  la  net;ac¡on,  las  cua- 
püsitarán  por  los  Diputados  en  las  urnas  que  han  de  estar 
las  al  electo. 

16.  El  l'rtsidonlc  cunlaiá  l'I  número  ile  votos,  i  resullan- 
inisnio  que  hai  en  la  Sala,  vcriticará  el  escrutinio. 

17.  Para  las  elecciones,  se  pondrá  por  cada  Diputado  en 
ihi  los  nombres  de  las  personas  que  elijiute  para  los  cargos 
,  i  ul  Presidente  las  leerá  en  alta  wo/.  [después  de  haberse 
lü  de  que  ustáii  en   número  iiiual  al  de  Diputados  asls- 

18.  La  elección  do  miembros  de  la  Cámara  de  Diputados 
!ii  formar  parle  de  la  Comisión  Conservadora,  según  el 
e  la  Constitución,  se  hará  por  el  sistema  del  voto  acumu- 

¡9.  La  recepción  de  votos  en  la  votación  pública,  i  el  es- 
en  la  secreta,  se  hará  con  intervención  del  Presidente, 
lidentes  i  Secretario:  pero  cualquier  Diputado  puede  acer- 
a  Mesa  para  presenciar  la  operación. 

20.  El  Secretario  publicará  el  resultado  de  cada  votación, 
idenlu  declarará  por  aprobadas  o  reprobadas  las  proposi- 
I  por  elejidas  las  personas,  cuidando  se  lleve  cuenta  i  razón 
■rdo. 

21.  Resultando  empale,  quedará  el  asunto  para  la  sesión 
i,  i  si  en  ella  volviera  a  resultar  empate,  se  dará  la  propo- 
jr  desechada. 

22.  La  votación,  sea  pública  o  secreta,  se  repetirá  cada  voz 
;1  número  de  votos  resultare  un  delecto.  e\ceso  o  irregula- 
le  pueda  influir  en  el  resultado. 

SI.  í.]uando  el  exceso,  el  defecto  o  la  irregularidad  fueren 
rectilicada  la  operación,  no  se  alterarla  el  resultado,  la  vo- 
e  declarará  valedera. 

;,).  Habiendo  dispersión  de  votos  en  una  elección,  se  con- 
I  se.ijunda  votación  a  las  dos  personas  que  para  cada  cargo 
1  obtenido  mayoría  respectiva,  i  si  resultare   empate,  deci- 
iuerle. 
lat.  Las  cédulas  en  blanco  i  las  que  espresaren  un  voto  di- 
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ferente  del  que  se  pide,  se  tendrán  por  no  puestas  i  no  viciarán  la 
votación. 

La  mayoría  respectiva  decidirá  de  la  elección  en  este  caso. 

Art.  126.  Ningún  Diputado  presente  en  In  dii^cusion  o  parte  de 
ella,  podrá  escusarse  de  votar. 

Art.  127.  No  tendrán  voto  los  Diputados  en  los  negocios  que 
interesen  directa  i  personalmente  a  ellos,  a  sus^ascendientes  i  des- 
cendientes, a  sus  esposas  o  a  sus  parientes  colaterales  hasta  el  cuar- 
to grado  civil  de  consanguinidad  i  tercero  de  afinidad  inclusive. 

Art.  128.  Pero  no  se  entenderán  inhábiles  para  votaren  asuntos 
que  interesen  al  gremio  o  profesión  a  que  pertenecieren. 

Art.  129.  Proclamada  la  votación,  no  se  dará  lugar  a  ninguna 
alegación  de  equívoco  o  engaño. 

Art.  130.  Comenzada  una  votación,  no  podrá  tomar  la  palabra 
ningún  Diputado,  ni  se  permitirá  otra  pretensión  que  la  de  repetir 
la  lectura  de  la  proposición  en  tabla. 

Art.  131.  Cuando  el  proyecto  pendiente  constare  de  gran  núme- 
ro de  artículos,  se  entenderá  que  la  Cámara  significa  su  asenso 
unánime  a  cualquiera  de  ellos,  si  después  de  leido  i  hecha  por  el 
Presidente  la  invitación  de  que  habla  el  art.  68,  no  hubiere  ningún 
Diputado  que  pida  la  palabra  para  discutirlo. 

Art.  132.  El  Presidente  no  podrá  recurrir  a  este  medio  estraor- 
diñarlo  de  aprobación,  sino  con  previo  i  unánime  acuerdo  de  la 
Cámara,  pues  siempre  que  algún  Diputado  pida  votación  esplícita, 
la  habrá. 

Art.  133.  Cualquier  Diputado  tiene  derecho  para  pedir  que  su 
voto  particular  se  inserte  en  el  acta. 

Art.  134.  Cuando  algún  Diputado  quisiere  hacer  interpelaciones 
a  los  Ministros  Secretarios  del  Despacho  sobre  materias  que  no 
conciernan  al  asunto  puesto  en  discusión,  lo  anunciará  a  la  (táma- 
ra, i  el  Presidente  lo  aplazará  para  la  sesión  inmediata,  u  otra  pos- 
terior en  que  el  Ministro  se  prestaie  a  responder. 

Art.  135.  Sobre  la  materia  de  la  interpelación  podrán  hablarlos 
Diputados  las  veces  que  permite  este  Reglamento;  pero  si  algún 
Diputado  pidiere  pase  la  (támara  a  la  orden  del  dia  i  ésta  lo  acor- 
dare así  por  mayoría  de  votos,  no  podrá  seguir  adelante  la  discu- 
sión. 

Art.  136.  La*^  interpelaciones  no  se  someterán  a  votación;  pero 
serán  acojidos  los  proyectos  de  lei  o  de  decreto,  o  las  medidas  cons- 
titucionales que  se  propusieren  a  consecuencia  de  ellas. 

Art,  137.  El  Secretario  sen\  nombrado  a  pluralidad  absoluta  de 
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tos,  pudiendo  recaer  este  cargo  en  una  persona  de  dent 
la  Cámara. 

\rt.  1^8,  El  cargo  de  Secretario  es  amovible  a  volunl 
mará,  i  se  entenderá  cesar  terminado  el  periodo  lejisli 


FORMULAS  DEL  VOTO 

Hste  escrutinio  secreto  se  encuentra  suprir 
;ancia  en  sesión  de  2  de  Febrero  de  1885.  La  es] 
los  motivos  de  reforma  se  hizo  en  los  térra 

lientes: 

!;E1  Gobierno  del  pais  por  el  país,  la  práctica  leal  de  I 
mes  republicanas,  no  pueden  comprenderse  sin  la  resj 
i  efectiva  de  todo  el  que  Jejisla,  administra  o  gobier 
ga  a  ser  esa  responsabilidad  para  el  lejislador,  si  le  e 
ler  su  voto  secreto?  Por  otra  parte,  mientras  mas  se 
1  la  publicidad  del  escrutinio  la  indispensable  garantía 
3  soberano  de  fiscalización  que  pertenece  al  pueblo,  m 
a  la  dignidad  de  sus  representantes  el  obrar  en  todas  ci 
s  con  toda  claridad.  Tenemos  la  convicción  de  resp 
itimiento  de  la  Cámara,  proponiéndole,  sin  mas  tardar 
'ecer  de  su  reglamento  una  disposición  incompatible  c 
réjimen  político,  i  cuyo  mantenimiento  podria  darhig 
as  interpretaciones.» 

La  Cámara  ordenó  en  la  misma    sesión,  i  sin 

supresión   del  escrutinio  secreto  por   114  voi 

18. 

El  Senado,   por  su    parte,    en  sesiones  de   u 

;mbre  de  1886  i  Enero  17  de  1887,  abolió  el  es 

creto  por  187  votos  contra  97. 

Esta  abolición  no  deroga  los  artículos  del  Regí 

ferentes  a'  nombramientos  i   solicitudes  parti 


El  ait.  39  de   la    Constitución  Belga  dctcrnii 
materia   de  leyes,  Los  votos  deben  emitirse 
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VOZ  O  por  el  procedimieto  de  pié  o  desde  su  asiento 
sobre  el  conjunto,  se  vota  siempre  por  llamado  nomi 
nal  i  en  alta  voz. 


En  Ikglaterra  los  votos  que  corresponden  al  de  pi 
o  sentado,  se  espresan  por  la  frase  aye  (si)  i  no  ''no^  qu 
enaite  sucesivamente  cada  partido.  Los  votos  por  lo 
cuales  se  recojen  los  nombres,  como  en  los  escrutinio 
públicos,  se  llaman  votos  de  división;  los  miembros  sa 
len  por  dos  corredores  diferentes,  según  que  estén  po 
ti  pro  o  por  el  contra;  los  Clerck  de  la  Cámara,  losapun 
tan  a  la  salida.  Un  sistema  tal  tiene  la  ventaja  de  impo 
ner  el  voto  personal,  pero  si  fuera  practicado  en  toda; 
partes  haría  perder  un  tiempo  enorme,  porque  en  Ingla 
TERRA,  antes  de  este  voto,  se  va  a  buscar  a  los  mienjbroi 
en  todos  los  lugares  del  Congreso,  i  aun  fuera  de  él. 


Cuando  una  votación  de  pié  o  sentado,  no  ha  dadc 
resultado,  el  Reichstag  alemán  procede  como  la  Cáman 
de  los  Comunes  de  Inglaterra;  los  miembros  salen  poi 
puertas  diferentes  que  signitican  la  adopción  o  rechazo 
Sin  embargo,  a  diferencia  de  la  Inglaterra,  la  fiscaliza' 
cion  del  Secretario  debe  hallarse  confirmada  por  un: 
tarjeta  que  cada  miembro  entrega  al  salir. 


El  Secretario  jeneral  de  la  Cámara  de  los  Comunes 
Reinaldo  Palgrave,  ha  dado  una  descripción  humoristici 
del  escrutinio  de  división,  tal  como  se  practica  en  Ingla 
térra: 

«Todas  las  puertas  se  abren  enteramente,  i  se  vá  a  todas  parte 
llamando  a  los  Diputados:  ¡al  escrutinio!  ;al  escrutinio'.  Las  cam 
panillas  eléctricas  por  si  mismas,  con  su  voi  vibrante  repiten  esi 


se  gran  palacio  que  mas  de  veinte  línea 
:orren  en  todo  sentido, 
dos  corren.  Helos  ahí  que  vienci)  de  t( 
>  se  cierniii   bruscamente,  se  siente  s 

e  eslá  en  la  Sala  tiene  que  votar:  i  una 

Irden  del  Presidente,  nadie  tiene  el  de 

ncr  Ministro. 

duinina  en  el  recinto  lejislalivo. 

ite  da  la  lírden  de  conien/.ar  el   escrtiCii 

:ede. 

ores  rodean  la  Sala;  el  corredor  Oest< 

edor  Hste,  es  el  lado  de  los  íkí.-  i  es  por 

ss  como  la  división  desufrajios  puede 

putados. 

Presidente  lia  planteado  la  cuestión, 

levantan  i  evolucionan  de  la  manera  sij 

Presidente,  suben  a  lo  alto  del  salón  i 
ndo  vuelta  al  sillón  presidencial. 
:oiitrario,  dan  las  espaldas  al  Presidei 
ín  i  se  esparcen  en  el  corredor  Este.  S 
:ada  corredor. 

os  llegados  pasan  pronto,  pero  mui  I 
jpera  i  se  detiene,  se  sitian  los  rejisl 
c  c!  rejislrode  los  unos,  i  las  puertas  do 
is  los  escrutadores  están   colocados  p: 

el  doltle  desfile  termina,  i  el  eco  de  '. 
■epite  este  grito;  ;todo  el  mundo  lia  pa 


a  ác  votación  seguido  por  una  i^ 
cr  inlliiencia  esterior  sobre  el  v 
Como  lo  dijo  el  Presidente  Fl 
ñero  21  de  1893,  la  autoridad  de 
e  la  Cámara  misma  i  no  del  mo 


'.  no  existe,  por  Reglamento,  el 
ii/íiJo,  ni  el  voto  por  los  ausente 
rancia. 
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Como  ya  se  ha  visto  (art.  loi)  la  votación  es  de  dos 
modos,  o  verbal,  por  si  i  nó,  que  es  la  de  regla  jeaeral 
(art.  102)  i  la  de  escrutinio. 

La  primera  i  segunda  se  hace  desde  el  asiento  (art.  ios); 
pero  en  caso  de  un  doble  empate,  la  proposición  se  re- 
puta desechada  (art.  107). 

La  votación  por  escrutinio  se  hace  por  cédulas  de  la 
misma  forma,  color  i  tamafio^  en  las  cuales  el  Senador 
escribe  los  nombres  de  tantas  personas  cuantas  hayan 
de  ser  las  elejidas. 

El  Presidente  las  saca  una  por  una,  las  lee  en  alta  voz 
i  las  pasa  al  Secretario  que  las  anota  (art.  111). 

Si  la  votación  proclamada  por  el  Presidente  es  dudosa, 
se  repite. 

En  la  votación  por  escrutinio,  para  aprobir  o  desapro- 
bar, se  colocan  dos  urnas  en  la  mesa  del  Presidente,  i  se 
da  a  cada  Senador  una  bola  blanca  i  otra  negra.  El  Presi- 
dente las  distingue,  las  cuenta  i  proclama  el  resultado. 

En  caso  de  no  haber  mayoría  absoluta  se  repite  la 
votación,  i  si  hubiere  nuevo  empate  se  acude  al  sorteo. 


>j 


En  la  Cámara  de  Diputados  existen  las  siguientes  re- 
glas: 

A. — Llamada  de  los  Diputados  que  estén  fuera  de  la 
sala. 

B. — Las  votaciones  son  públicas  o  secretas.  En  las 
primeras  se  vota  uno  por  uno,  según  el  orden  de  asien- 
tos, principiando  por  el  primero  de  la  derecha  i  conclu- 
yendo por  el  Presidente.  Se  vota  por  sí  o  por  nó.  Los 
votos  condicionales  son  escluidos. 

Las  votaciones  secretas  se  efectúan  por  medio  de  blan^ 
cas  o  afirmativas,  o  negras  o  negativas,  que  contadas 
por  el  Presidente,  sirven  para  verificar  el  escrutinio. 

Los  empales  se  resuelven  en  la  sesión  siguiente. 
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La' votación,  pública  o  privada^  so  repite  cada  vez  que 
resulte  una  irregularidad;  poro  si  ésta  fuere  de  carácter 
que  no  altere  el  resultado,  se  declara  válida  !a  votación, 
la  cual,  proclamada,  no  d;i  lugar  a  ninguna  alegación  de 
equívoco  o  engaño, 

Diputados  i  Senadores  pueden  pedir  se  inserte  su  voto 
en  el  acta. 

El  Reglamento  no  habla  de  votación  nominal,  tan  en 
voga  en  estos  tiempos 


En  Francia  el  escrutinio  público  tiene  lugar  antes  de 
comenzada  la  votación  o  después  de  una  prueba  dudosa. 

En  el  Senado,  la  solicitud  de  escrutinio  público,  pue- 
de pedirse  por  diez  miembros  por  lo  menos;  en  la  Cáma- 
ra de  Diputados  por  veinte;  por  escrito,  firmada  i  depo- 
sitada en  manos  del  Presidente;  la  firma  es  indispensable. 

Deben  indicar  de  una  manera  precisa  el  punto  con  que 
se  relacionan. 

Cuando  se  produce  una  solicitud  de  escrutinio  público 
i  se  vota  sin  que  se  haya  alcanzado  el  quorum,  ios  fir- 
mantes de  ella  pueden  retirarla. 

En  Francia  también  el  llamado  nominal  puede  ser 
ordenado  en  cada  Cámara,  aun  cuando  haya  tenido  lugar 
la  votación  ante  la  tribuna,  si  la  Mesa  no  está  unánime 
en  la  cuestión  de  saber  si  la  Asamblea  se  encontraba  o 
no  en  número. 


CAPITULO   I.XVUI 
Eo     las    In  t©  i-p<!  1  aciones 

Es  de  la  esencia  de  los  gobiernos,  aun  los  menos  li- 
bros, que  aquellos  que  ejercen  el  Poder  Ejecutivo  pue- 
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dan  ser  obligados  a  decir  a  los  representantes  del  pais 
el  uso  que  hacen  de  su  autoridad,  sea  bajo  el  punto  de  la 
política  jeneral,  sea  bajo  el  de  intereses  particulares. 

Ya  desde  1791  en  Francia  la  Constituyente  declaraba 
que  los  Ministros  debían  hallarse  presentes  en  las  sesio- 
nes para  estar  siempre  prontos  a  recibir  las  opiniones  de 
la  Asamblea,  i  darles  los  informes  necesarios.  El  regla- 
mento de  la  Lejislativa  contenia  el  embrión  de  nuestro 
procedimiento  parlamentario:  «Cuando  los  Ministros  es- 
tán en  la  Asamblea,  decia,  ningún  otro  miembro  que  el 
Presidente  podrá  en  ningún  caso  hacerles  interpelación 
directa;  pero  los  datos  deseados  por  los  diferentes  miem- 
bros serán  propuestos  al  Presidente,  quien  consultará 
desde  luego  a  la  Asamblea  para  saber  si  ella  quiere  que 
el  Ministro  responda.>^ 

En  1849  revivió  ese  derecho.  Bajo  la  Restauración  pa- 
recía mudo. 

Las  esplicaciones  pedidas   por  los    diputados  a   los 
miembros  del  gobierno   eran  introducidas  por  vía  de 
.incidente,  sea  en  la  discusión   de    la  lei   de  finanzas, 
sea  en  la  de  peticiones,  sea  con   ocasión  del  acta.  Esas 
esplicaciones  sobre  cuestiones  de  política  interior  daban 
siempre  lugar  a  debates  mui  graves  pero  no  llegaban  a  vo- 
tos. El  ejercicio  directo  del  derecho  de  interpelación  data 
de  la  Monarquía  de  Julio.   Desde  el  5  de  Marzo  de  1830, 
Mr.  Maugin  anunció  que  se  proponia  pedir  al  Ministerio 
esplicaciones  sobre  el  estado  de  Relaciones  Esteriores  de 
la  Francia;  la  discusión   de    esa  interpelación  fué  fijada 
para  el  13  de  Noviembre;   pero  la  clausura  fué  pronun- 
ciada sin  que  la   Cámara  hubiera   votado  ninguna  orden 
del  dia.  Mr.  Maugin  renovó  sus  interpelaciones  en   las 
sesiones  de  27  i  28  de   Enero  de  183 1,  i  afirmó,  a  pesar 
délas  observaciones  del  Presidente,   el  derecho  délos 
diputados  para  interpelar  al  Gobierno  autorizando  la  dis- 
cusión de  las  interpelaciones;   la  Cámara  consagró  im- 
plícitamente la  doctrina  de  Mr.  Maugin. 


i 


I 
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Desde  esta  época  el  derecho  de  interpelación  fué  am- 
pliamente practicado,  sin  que  se  pensara  en  reglamentar- 
lo. Sin  embargo,  el  uso  de  anunciar  de  antemano  eldiai 
el  tema  de  las  interpelaciones  fué  jeneral mente  adoptado; 
ademas  la  Cámara  decidió  en  la  sesión  de  Marzo  5  de  1834, 
quedebia  ser  consultada  sobre  la  doble  cuestión  de  auto- 
rizarla interpelación  i  fijar  el  dia  del  debate.  Las  interpe- 
laciones desde  1830  a  1848  han  terminado  jeneralmente 
por  la  orden  del  dia  pura  i  simple.  Sin  embargo,  tres 
órdenes  del  dia  han  sido  motivadas  durante  ese  inter- 
valo de  tiempo. 


Fué  la  Asamblea  lejislativa  la  que  decidió  que  la  soli- 
citud de  interpelación  debia  ser  redactada  por  escrito  i 
entregada  al  Presidente;  que  la  Asamblea  fijaría  sin  de- 
bate el  dia  de  la  discusión,  i  que  la  discusión  podría 
terminarse  por  una  orden  del  dia  motivada.  El  derecho 
de  interpelación,  suprimido  en  i8t)2,  fué  restablecido  en 
1860,  i  reglamentado  en  1870;  el  cuerpo  lejislativo  adop- 
tó un  procedimiento  análogo  al  seguido  por  la  Lejisla- 
tiva de  1849. 

El  no  se  encuentra  inscrito  en  las  prescripciones  cons- 
titucionales vijentes,  pero  existe  en  virtud  del  principio 
de  la  responsabilidad  ministerial.  En  el  Senado  como  en 
la  Cámara  de  Diputados,  todo  miembro  que  quiere  in- 
terpelar dirije  una  solicitud  escrita  al  Presidente;  esta 
prescripción  es  formal,  i  una  solicitud  verbal  no  puede 
ser  admitida. 


En  Francia  también  basta  la  firma  de  un  solo  miem- 
bro; en  Austria  se  necesita  la  de  quince,  por  lo  menos; 
en  la  Cámara  de  los  Señores,  la  de  diez. 

Si  sucede  que  la  interpelación  contenga  alegaciones 
injuriosas  o  difamatorias,  el  Presidente  puede  no  darle 
lectura.  De  la  misma  manera  cuando  una  solicitud  de  in- 
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terpelacion  contiene  de  antemano  el  juicio  que  su  autor 
piensa  hacer  de  los  actos  del  Cjobierno,  no  se  escribe  en 
la  orden  dia  sino  analíticamente;  no  podría  permitirse 
anticipar  las  decisiones  de  la  Cámara  ni  dar  a  una  inter- 
pelación la  fuerza  de  una  orden  del  dia  motivada. 

El  Reglamento  no  limita  los  objetos  sobre  los  que 
pueden  versar  las  solicitudes  de  interpelación;  por  con- 
siguiente, toda  solicitud  de  interpelación,  es  aceptable 
no  siendo  contraria  a  la  Constitución.  En  li  sesión  de  la 
Cámara  de  Diputados  de  28  de  Marzo  de  1889,  el  Pre- 
sidente Meline  rehusó  aceptar  el  depósito  de  una  propo- 
sición de  Mr.  Laguerre,  que  trataba  de  los  retardos  de 
la  Comisión  de  sustracción  de  la  Alta  Corte  para  evacuar 
su  informe.  Mr.  Meline  justificaba  en  estos  términos  el 
ejercicio  de  la  autoridad  presidencial: 

«bsta  interpelación  constituye  una  violación  manifiesta  del  Re- 
glamento i  la  Constitución  que  prohibe  en  este  recinto  todo  ata- 
que contra  la  otra  Cámara:  de  la  Constitución  que  ha  fijado  i 
determinado  las  atribuciones  de  los  Poderes  Públicos,  i  que,  en  el 
limite  de  sus  atribuciones  garantiza  su  independencia.  Es  de  la 
Constitución  de  la  cual  recibe  el  Senado  sus  altos  poderes  judicin* 
les,  i  los  ejerce  bajo  su  sola  responsabilidad  ante  el  pais;  él  00  de- 
pende de  nadie,  i  nadie  tampoco  coa  respecto  a  él  tiene  el  dere- 
cho de  admonición  o  de  consejo,  ni  el  Gobierno,  ni  la  Cámara.» 


Se  puede  interpelar  sobre  el  nombramiento  de  un  miem^' 
bro^  aunque  el  hecho  de  haber  elen'do  un  Ministro  pueda 
en  ciertos  casos  poner  en  acción  al  Presidente  de  la  Re-' 
pública. 

También  se  encuentra  admitido  que  se  puede  interpe- 
lar al  Gobierno,  sea  en  ciertos  casos,  para  saber  si  es 
exacto  que  un  Ministro  haya  renunciado,  sea  para  saber 
cuales  son  los  Ministros  que  han  renunciado,  i  quienes 
son  sus  sucesores. 

Aunque  tales  fórmulas  sean  poco  correctas,  no  s^  }^9 
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ha  creido  inconstitucionales,  porque  el  Presidente  de  la 
República  no  es  responsable  delante  del  Congreso  aun 
en  lo  que  toque  al  nombramiento  de  Ministros;  i  poi 
consiguiente  las  interpelaciones  de  esta  naturaleza  se  di- 
rijen  en  realidad  al  Presidente  del  Consejo, 

La  prerogativa  atribuida  al  Gobierno  de  preparar  poi 
si  solo  los  tratados  internacionales,  no  es  obstáculo  para 
una  solicitud  de  interpelación  concerniente  a  asuntos 
que  se  hallan  aun  pendientes,  (Cámara  de  Imputados, 
Noviembre  sy,  1880;  Cámara  de  Diputados,  if  de  Diciem- 
bre, ¡893;  Cámara  de  Diputados,  Enero  20,  r8()2). 


El  derecho  de  interpelar  al  Gobierno  puede  ejercerse 
en  toda  materia,  aun  cuando  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica use  del  derecho  que  le  confiere  ia  lei  constitucio 
nal  de  hacer  al  Senado  conocer  de  un  asunto  concer 
niente  a  la  seguridad  del  Kstado. 

En  la  sesión  de  8  de  Abril  de  1889,  el  Senado  recibií 
una  comunicación  del  decreto  que  lo  constituía  com( 
Corte  de  Justicia  para  juzgar  Je  atentados  contra  la  se 
guridad  del  Estado. 

Después  de  la  lectura  del  decreto,  Mr.  León  Renault 
presentó  una  interpelación  redactada  así; 

«^Solicito  interpel.Tr  al  Gabinete  sobre  los  motivos  políticos  qu 
lo  han  inducido  a  someter  a  la  Hrmii  del  señor  Presidente  de  1 
República,  un  decreto  consliluyendo  al  Senado  en  alta  Corte  d 
Justicia  en  los  términos  de  la  lei  constitucional  de  i  del  art.  la  d 
la  lei  constitucional  de  36  de  Junio  de  i8j^  para  juzgar  al  Jeners 
Boulanger,  acusado  de  atentar  contra  la   seguridad   del  Estado. 

Interrogado  en  conformidad  al  Reglamento,  sobr 
fijación  de  la  fecha  del  debate,  Mr,  Tirard,  Ministro  de 
Interior,  hizo  la  declaración  siguiente: 

«El  Presidente  de  la  República  i  el  Gobierno,  después  de  habe 
deliberado,  han  juzgado  que  era  indispensable  constituir  al  Senadi 
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en  juez  de  los  hechos  que  le  serán  sometidos  cuando  se  haya  cons- 
tituido—i lo  es  desde  luego— en  Alta  Corte  de  Justicia,  según  los 
términos  de  la  Constitución,  i  no  tiene  por  qué  dar  a  conocer  los 
motivos  políticos  que  han  dictado  su  determinación. 

En  consecuencia,  en  nombre  del  Gobierno,  i  sin  aun  haber  con- 
sultado, pero  convencido  que  espreso  la  opinión  unánime  de  mis 
colegas,  rehuso  responder  a  la  interpelación.}^ 


La  fijación  del  debate  de  una  interpelación  es  una 
cuestión  que  interesa  esencialmente  la  orden  del  dia,  i 
siendo  la  regla  no  fijar  la  orden  del  dia  si  no  al  fin  de  la 
sesión,  el  Presidente  tiene  el  derecho  para  mantener 
el  orden  en  las  deliberaciones,  de  aguardar  al  fin  de  la 
sesión  la  lectura  de  una  interpelación  i  la  fijación  del 
dia  en  que  esa  interpelación  seri  debatida. 

La  Cámara  no  está  obligada  a  fijar  la  fecha  de  la  dis- 
cusión de  una  interpelación  en  el  momento  mismo  en 
que  se  le  presenta;  puede  retardar  esa  fijación  para  el  dia 
siguiente,  o  dias  después. 

El  art.  81  del  Reglamento  del  Senado,  dice  que  la  de- 
cisión sobre  el  dia  designado  al  desarrollo  de  una  inter- 
pelación debe  ser  fijado  sin  debate;  pero,  según  los  térmi- 
nos del  art.  40  de  la  Cámara  de  Diputados,  debe  ser 
fijado  sin  debate  sobre  el  fondo. 

A  pesar  de  esta  lijera  diferencia,  está  admitido  en  am- 
bas Cámaras,  que  el  autor  de  la  interpelación  puede  to- 
mar la  palabia  para  indicar  una  fecha  diferente  de  laque 
propone  el  Gobierno,  siempre  que  esta  indicación  no  se 
halle  acompañada  de  ningún  comentario  sobre  el  fondo 
mismo  de  la  interpelación. 

En  la  sesión  de  29  de  Marzo  de  18S0,  se  acordó  que  la 
prohibición  de  debatir  sobre  el  fondo,  no  prohibe  debatir 
la  elección  del  dia  o  la  fecha  mas  conveniente. 

^Hl  nrt.  40,  decia  el  Presidente,  está  concebido  de  manera  tal 
que  no  deja  duda  alguna   sobre  su^tenor  i  significado.  El  dice:  ^sin 
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debate  sobre  el/ond')Á,  lo  que  prueba  que  se  tiene  el  derecho  de 
esplicarse  sobre  h  forma. 

Cuando  he  dado  la  palabra  al  autor  de  la  interpelación  le  he 
hecho  observar  perfectamente  que  debía  mantenerse  en  la  cues- 
tión de  forma.  El  no  se  ha  separado,  i  le  vuelvo  el  uso  de  la  pa- 
labra.}^ 


Cuando  ha  surjido  una  interpelación  debe  oirse  a  un 
miembro  del  Gobierno  sobre  la  fijación  del  dia  en  que 
se  desarrollará;  esta  es  una  condición  imperativa,  i  la 
Cámara  no  podria  fijar  el  dia  del  debate  sin  tener  la  opi- 
nión del  Gobierno.  Pero  éste  puede  darlo  a  conocer  al 
Presidente,  de  antemano,  por  carta  u  oficio. 

Cuando  el  Ministro  del  ramo  se  baila  ausente  i  no  se 
conoce  su  opinión,  la  fijación  se  deja  para  una  fecha 
ulterior. 

Un  Ministro  tiene  derecho,  tratándose  de  una  inteipe- 
lacion,  de  declarar,  que  no  responderá  a  la  interpelacion. 

Cuando  el  firmante  de  una  interpelación  ha  consenti- 
do por  sí  mismo  en  el  retardo  del  debate,  de  acuerdo 
con  el  Ministro  interesado,  no  perjudica  al  derecho  de 
la  palabra  para  ordenar  el  retardo  de  un  raes^  el  dia  que 
se  trate  de  fijar  una  fecha  firme;  pero  en  semejante  caso 
es  político  no  invocar  el  derecho  estricto,  i  conviene 
tomar  en  cuenta  el  acuerdo  entre  el  autor  i  el  Ministro. 


Las  Cámaras  no  deben  hacer  dos  cosas  a  la  vez  i  no 
sería  correcto  introducir  una  interpelación  en  el  curso 
de  un  debate  sobro  un  proyecto  de  lei. 

El  Presidente  no  podria  negarse  de  una  manera  abso- 
luta a  recibir  i  anunciarla  interpelación;  pero  en  el  mo- 
mento de  llamar  a  la  Cámara  a  fijar  el  dia,  tendría  el 
derecho  de  advertirle  que  conviene  terminar  el  examen 
del  proyecto  de  lei  antes  de  abordar  la  interpelación. 
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Las  interpelaciones  sobre  política  interior  no  pueden 
ser  retardadas  por  mas  de  un  mes^  ni  por  el  Senado  ni  por 
la  Cámara  de  Diputados. 

Basta  que  la  Cámara  no  pronuncie  el  aplazamiento 
mas  allá  de  un  mes,  para  que  las  prescripciones  del  Re- 
glamento queden  satisfechas.  Pero  el  aplazamiento  no 
podria  estenderse  ni  a  un  mes,  bajo  un^  forma  indeter- 
minada. 

Asi,  pues,  fijar  el  debate  de  una  interpelación  sobre 
política  interior,  para  después  de  presentarse  el  informe 
de  una  comisión  investigadora,  no  seria  conforme  al 
Reglamento,  porque  es  imposible  preveer  de  antemano 
con  certidumbr.,  si  tal  informe  se  presentará  o  nó  den- 
tro de  un  mes. 


En  la  Asamblea  Nacional  de  26  de  Marzo  de  1874: 

«J?/  Presidente  Grevy. — La  Asamblea  fija,  según  su 
conveniencia  i  las  exijencias  de  los  trabajos,  el  dia  de  la 
interpelación,  pero  esta  fv ación  no  debe  ser  un  medio 
indirecto  de  ahogar  el  derecho  de  interpelación. 

Mr,  Vente. — Pido  la  postergación  por  seis  meses. 

El  Presidente. — La  postergación  por  seis  meses  en  las 
circunstancias  en  que  se  produce  la  interpelación,  seria 
la  confiscación  disfrazada  de  ella. 

Asi  es  como  se  dejan  perecer  los  derechos 

El  Presidente  no  puede,  sin  faltar  a  su  deber,  consen- 
tir en  someter  al  voto  una  fijación  que  seria  el  equiva- 
lente manifiesto  de  una  confiscación  del  derecho  de 
interpelación.  Lo  que  la  Asamblea  no  puede  hacer  direc- 
tamente no  puede  hacerlo  tampoco  indirectamente.» 


Una  resolución  tomada  en  la  Cámara  de  Representan- 
tes de  BÉLjicA,  el  14  de  Julio  de   1889,   decide  que  las 
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interpelaciones  en  ningún  caso  pueden  postergars 
de  oclio  dias  sin  el  consentimiento  del  interpelantt 


Lo  mismo  en  Framcía,  en  la  sesión  de  14  de  18 
Presidente  Girod  (de  l'Ain),  decía: 

rl.a  (támara  debe  conocer  que  el  dcreclio  de  proposicior 
dado  a  cada  uno  de  sus  miembros  quedaría  anulado,  si  se  y 
postergar  itui^-finUamcnlc  el  dia  de  su  desarrollo. ;í 

El  sub  Si-cnHario  ilr  ly  //i/iVÁv.— Después  del 
por  el  cual  la  Cámara  acaba  de  ordenar  una  invt 
cion  parlamentaria,  me  parecería  natural  aplazar  la 
pelacion  hasta  después  del  lin  de  la  investigación 

\í.  Cuneo  d'Ornano. — El  Reglainento  fija  un 
niáximun.  Podéis  aplazar  la  interpelación  hasta  ur 
pero  no  podéis  imponernos  un  plazo  indefinido. 

El  Presidente  Gambethi.—VA  art.  40  del  Regla: 
declara,  en  efecto,  que  las  interpelaciones  sobre  p 
interior  no  pueden  postergarse  mas  de  un  mes,  Yí 
go.  de  consiguiente,  a  «no  de  los  miembros  del  Gol 
o  de  la  Cámara,  propongan  oit  sus  límites  una  fe 
fin  de  ponerla  a  votación. 

Hlsiih-Secrelario  de  ío  //fdvv'j/'.— Cuando  he  ped 
aplazamiento  después  de  la  investigación,  contab 
que  la  investigación  so  baria  dentro  de  un  mes.  i: 
bierno  pide  que  el  debate  de  la  interpelación  st 
dentro  do  un  mes. 

IiE.  PitEsiDiiNrii. — Señores;  a  fin  de  acordar  en  la 
da  de  lo  posible  las  disposiciones  reglamentaria 
respeto  debido  a  la  decisión  de  la  Cámara  que  ac. 
ordenar  una  investigación,  el  señor  sub-SecrctarÍo 
tado  pide  que  la  discusión  de  la  interpelación  del 
neo  d'Ornano  se  postergue  por  un  mes. 
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La  discusión  de  las  interpelaciones  puede  lener  lugar 
inmediatamente  de  su  solicitud,  si  la  Cámara  lo  ordena; 
pero  es  conveniente  no  procederá  la  discusión  inmedia- 
ta sino  con  el  asentimiento  del  Ministro  interesado. 
Cuando  se  trata  de  fijar  un  dia  remoto,  la  Cámara  está 
en  su  derecho  obligando  a  un  Ministro  a  discutir  en  la 
misma  sesión,  i  aun  sin  apuntes  ni  documentos  una  in- 
terpelación imprevista. 

La  dimisión  de  un  Gabinete  anunciada  en  momentos 
que  se  debate  una  interpelación,  se  opone  al  desarrollo 
de  la  interpelación,  pero  la  dimisión  de  los  Ministros 
dada  oficialmente  al  Presidente  de  la  República,  no  im- 
pide el  presentarla,  porque  el  Gobierno  no  puede  dejar 
de  existir;  sin  embargo,  la  ausencia  délos  Ministros  pone 
ala  Asamblea  en  la  impotencia  de  fijar  dia. 

En  semejante  caso,  el  Presidente  tiene  el  derecho  de 
reasumir,  sin  leerse,  las  órdenes  del  dia  llegadas  a  sus 
manos. 

Asi  ha  pasado  varias  veces. 

«El  sexor  Presidente  Bri50n\ — El  retiro  del  Gabinete 
ha  arrastrado  el  retiro  de  la  interpelación,  i  de  consi- 
guiente no  puedo  someter  al  voto  de  la  Cámara  ninguna 
de  las  numerosas  (irdenes  del  dia  que  babian  llegado  a 
la  Mesa,  i  que,  a  la  vez  que  proponian  a  la  Asamblea 
soluciones  políticas,  ofrecian  a  nuestro  ejército  un 
nuevo  testimonio  del  concurso  que  siempre  encontrará 
en  el  Parlamento  francés.  (Cámara  de  Diputados,  Marzo 
20  de  1885). 

iVÍ.  d' Audiffret Pasqiúer . — Pido  interpelar  al  Ministro  de 
la  Guerra  sobre  los  acontecimientos  de  Tonkin,  i  las 
noticias  oficiales  publicadas  después  de  la  caida  del  Mi- 
nisterio. 

Reglamentariamente  hablando  i,  dentro  del  derecho 
parlamentario,  no  existe  cesación  de  poderes   públicos. 
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Uno  de  nuestros  honorables  colegas  me  decia  ha  poco 
que  no  hai  gobierno  i  que,  de  consiguiente,  no  debería 
haber  interpelación.  Lo  que  me  propongo  establecerás, 
al  contrario,  que  el  Parlamento  debe  guardar  sus  dere- 
chos, i  que  el  Gobierno  no  debe  estar  sin  representante. 
Presento,  pues,  mi  interpelación. 

El  Presidente. — No  hallándose  presente  ninguno  de  los 
Ministros,  voi  inaiediatameate  a  comunicar  al  Ministro 
de  la  Guerra  la  interpelación  quo  he  recibido,  i  si  en  el 
curso  de  la  sesión,  recibo  respuesta,  el  Senado  decidirá. 

Eljeneral  Laval^  Mln'nlro  de  Guerra. — Pido  que  se  fije 
el  lunes  como  el  dia  de  la  interpelación. >> 

El  Senado  consiente. 


Lo  mismo  sucedió  en  las  sesiones  del  Senado  de  1883. 


Los  Ministros  no  tienen  el  derecho  de  impedir  a  una 
Asamblea  colocar  interpelaciones  a  la  orden  del  dia, 
pero  no  están  obligados  a  responder  a  ellas.  Este  princi- 
pio ha  sido  espuesto  por  el  Presidente  Grevy  en  la  sesión 
del  31  de  Julio  de  1871: 

«Habéis  oido  al  jefe  del  Poder  Ejecutivo  declarar  que  no  podia 
aceptar  esas  interpelaciones. 

Los  derechos  de  los  representantes  de  la  Asamblea  i  del  Gobier- 
no están  perfectamente  determinados.  (]ada  representante  tiene  el 
derecho  de  interpelar;  la  Asamblea  después  de  haber  oido  a  un 
miembro  del  Gobierno  tiene  el  derecho  de  fijar  el  dia,  i,  en  cuan- 
to al  Gobierno,  responde  o  no,  sepjun  crea  en  su  conciencia  deber 
hacerlo  o  nó.>/ 

De  esta  doctrina  resulta  que  un  Ministro  puede  en  el 
dia  del  debate  invocar  el  principio  de  la  separación  de 
poderes  para  no  responder  a  una  interpelación  que  entra 
en  la  competencia  de  lo  contencioso  administrativo,  i 
Cuya  jurisdicción  se  ha  apoderado  ya  del  asunto. 


^ 
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Es  de  principio  constitucional  que  un  Ministro  debe 
ser  oido  cuando  lo  pida;  por  consiguiente  si,  en  el  dia 
fijado  para  el  desarrollo  de  una  interpelación,  un  Minis- 
tro pide  la  palabra  antes  del  interpelante,  debe  obtener- 
la, i,  si  la  Cámara  se  convence  por  sus  esplicaciones 
que  hai  inconveniente  en  continuar  el  debate,  puede 
pronunciar  la  cuestión  previa;  pero  en  este  caso  el  inter- 
pelante tiene  la  palabra  para  responder,  tan  brevemente 
como  pueda,  a  las  observaciones  del  Ministro,  i  es  mui 
dudoso  saber  si  la  cuestión  previa  puede  ser  pronuncia- 
da contra  una  interpelación  antes  de  comenzado  el 
debate. 


Cuando  dos  o  mas  interpelaciones  versan  sobre  un 
mismo  tema,  pueden  reunirse  i  discutirse  simultánea- 
mente.  Lo  mismo:  cuando  dos  interpelaciones  ruedan 
sobre  puntos  análogos,  pero  no  idénticos,  la  Cámara 
tiene  el  derecho  de  reunirías  no  obstante  la  oposición 
de  los  interpelantes. 

Cuando  se  han  reunido  dos  interpelaciones  como  te- 
niendo un  propósito  idéntico,  no  por  eso  se  confunden; 
la  primera  en  la  fecha  tiene  la  prioridad,  i  su  firmante 
tiene  el  primero  la  palabra. 

La  discusión  de  una  interpelación  puede  estar  unida 
a  la  de  un  proyecto  de  Ici  en  virtud  de  una  decisión  de 
la  Cámara.  Cuando  la  unión  tiene  lugar  con  un  proyec- 
to que  una  gran  mayoría  de  la  Cámara  quiere  aprobar, 
es  lójico  colocar  la  interpelación  después  del  proyecto  de 
lei,  porque  la  libertad  de  los  votos  sobre  la  orden  del 
dia,  llega  así  a  ser  mas  completa.  Seria  incorrecto  intro- 
ducir una  interpelación  en  el  curso  de  un  debate  sobre 
un  proyecto  de  lei,  i  sobre  todo  al  proyecto  de  lei. 

Cuando  el  autor  de  una  interpelación  se  dirije  direc- 
tamente a  un  solo  Ministro  i  no  al  Gobierno  entero,  no 
puede  en  el  curso  de  su  desarrollo,  interpelar  a  otro  Mi- 
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Distro,  a  menos  que  éste  consienta  en  ello.  Tampoco  es 
permitido  ai  autor  de  una  interpelación  aplazada  por  un 
mes  desarrollar  esa  interpelación  en  el  curso  de  otra  que 
hubiera  obtenido  e[  beneficio  de  la  discusión  inmediata. 


La  disposición  reglamentaria  que  prohibe  las  interpe- 
laciones de  coletja  a  colega  no  podria  perjudicar  al  de- 
recho de  un  miembro  que,  siendo  a  la  vez  funcionario 
i  Diputado  pudiera  intervenir  en  una  interpelación  para 
justificar  la  conducta  de  sus  ajentes, 

Cn  la  sesión  de  Julio  ¡."de  1870,  la  Cámara  de  Dipu- 
tados discutía  una  interpelación  dirijida  al  Ministro  del 
Interior  i  concerniente  a  la  Prefectura  de  Policía,  Mr. 
Andrieux,  Diputado  i  Prefecto  de  policía,  pedia  la  pala- 
bra para  defender  los  actos  de  su  administración  M.Cu 
neo  d'Ornano  reclamo  la  palabra  para  un  llamado  al 
Reglamento  que  prohibe  las  interpelaciones  de  colega 
a  colega.  Me  aquí  la  parte  jurídica  de  su  argumenta- 
ción: 

«Nuestro  Reglamento.  qu8  es  h  tel  de  nuestras  deliberaciones, 
declara  que  las  interpelaciones  de  colega  a  colega  son  prohibidas. 
Hai  para  esto  muchos  niolivos.  Las  interpelaciones  debe»  ser 
clasificadas  entre  la  orden  del  dia,  ¡  no  deben  dejenerar.  en  inter- 
pelaciones ficticias,  o  en  un  debate  personal. 

Si  la  Cámara  autoriza  a  nuestro  honorable  colega  M.  Andrieus 
a  subir  a  esta  tribuna  para  defender,  solo  como  Diputado  los  actos 
del  Prefecto  de  policía,  se  puede  llegar  a  este  resultado:  que  lodos 
aquellos  de  nuestros  colegas  que  desempeñan  funciones  públicas, 
se  creerán  con  el  derecho  de  venir  aquí,  por  debajo  o  por  encima, 
del  Ministerio  responsable,  a  discutir  i  defender  sus  actos  persona- 
les, que  cubre  a  nuestros  ojos  la  responsabilidad  ministerial. , . 

\'osotros  no  tendríais,  respecto  de  los  colegas  que  vinterana  de- 
fender su  actos  de  fnncionarios,  ningún  medio  reglamentario  de 
manifestar  vuestros  senlimientos,  mientras  que,  respecto  del  Mi- 
nisterio, que  es  el  üliíco  responsable  según  la  Constitución,  hai  Ja 
sanción  de  la  orden  del  día. 
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El  Prefecto  de  policía  no  depende  del  Parlamento.  Depende  del 
Ministro  competente  i  de  éste  solo  Ministro. 

La  interpelación  se  dirije  solo  a  este  Ministro. 

Yo  pido,  pues,  que  para  que  se  respete  el  Reglamento,  no  haya 
interpelación  de  colega  a  colega. 

Ahora  bien,  Mr.  Andrieux,  es  para  nosotros  un  [colega  i  no  el 
Prefecto  de  policía,  i  pido  que  en  la  interpelación  dirijida  al  Go- 
bierno, sea  el  Gobierno  el  que  responda. >/ 


El  señor  Presidente  Gambetta,  restableció  el  derecho 
del  Prefecto  de  policía,  para  dará  la  Cámara  esplicacio- 
nes  sobre  sus  actos  administrativos: 

«Es,  en  efecto,  cierto  que  el  Reglamento  prohibe  las  interpela- 
ciones de  Diputado  a  Diputado,  pero  no  se  trata  de  ello  en  este 
momento.  Mr.  Bouhet,  Diputado,  no  ha  pedido  interpelar  a  uno 
de  sus  colegas.  He  aquí  el  punto  de  hecho. 

En  cuanto  al  punto  de  derecho,  cuando  en  un  Parlamento  figu- 
ran como  Diputados  algunos  que  acumulan  ese  cargo  con  fun. 
cienes  públicas,  se  traba  un  debate  bajo  la  responsabilidad  del  Go- 
bierno, debate  que  puede  terminar  siempre  por  la  orden  del  dia, 
dirijiéndose,  no  al  Diputado  que  accidentalmente  se  encuentra 
investido  de  funciones  públicas,  sino  al  Gobierno  que  es  siempre 
responsable  de  la  conducta  de  sus  ajenies. 

No  seria,  pues,  posible  que  el  cuerpo  deliberante  ante  el  cual 
se  plantea  la  cuestión,  pudiera  privarse 'de  las  esplicaciones,  de  las 
razones,  de  los  motivos,  de  las  circunstancias  que  el  funcionario 
miembro  del  cuerpo  deliberante  puede  dar. 

No  tengo  necesidad  de  decir  que  esa  intervención  no  podría  ser 
jamas  esclusiva  de  la  del  Gobierno,  único  responsable.  Pero  lo 
cierto  es  que  el  debate  no  seria  ni  sincero,  ni  ilustrado,  ni  comple- 
to si  en  razón  de  una  cuestión  cualquiera,  sea  de  política  esterior, 
o  una  cuestión  de  orden  judicial,  un  funcionario  que  forma  parte 
de  una  de  las  dos  Cámaras,  quedara  privado  por  este  solo  motivo 
de  tomar  la  palabra  para  dar  esplicaciones  sobre  sus  actos. 

Añado  que  es  de  una  práctica  constante,  no  solo  en  el  Parlamen- 
to Francés  sino  en  todos  los  Parlamentos  libres,  que  cada  vez  que, 
por  decirlo  así,  simultáneamente  i  al  lado  del  jefe  dirijente  de  la 
política,  un  funcionario  miembro  de  estas  Asambleas  ha  tomado 
parte  en  un  acto  gubernamental  cualquiera,  aprovecha  su  presen- 
cia sobre  los  bancos  de  esta  Cámara  para  dar  él  mismo  esplica- 
ciones sobre  la  cuestión  de  que  se  trata.// 
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La  doctrina  espuesta  por  el  Presidente  fué  sancionada 
por  la  Cámara. 

Las  interpelaciones  se  terminan  por  la  orden  del  día 
pura  i  simple,  o  por  una  orden  del  dia  motivada. 

Cuando  no  se  ha  presentado  ninguna  orden  del  dia 
motivada,  ni  tampoco  se  ha  reclamado  por  la  orden  del 
dia,  pura  i  simple,  el  Presidente  se  limita  a  declarar  ter- 
minado el  incidente. 

La  orden  del  dia,  pura  i  simple,  puede  ser  reclamada 
verbalmente.  Las  motivadas  deben  ser  redactadas  por 
escrito,  i  depositadas  sobre  la  mesa  del  Presidente.  Pue- 
den ser  presentadas,  impresas  i  distribuidas  de  an- 
temano. 


Aunque  las  personalidades  son  prohibidas,  una  orden 
del  dia  motivada  puede  examinar  el  pasado  político  de 
un  Ministro,  i  declarar  que  ^.c se  pasado  no  le  permite  for- 
mar  parte  de  un  Gabinete  republicano.^ 

Cuando  una  orden  del  dia  está  redactada  en  términos 
inconvenientes  u  ofensivos,  el  Presidente  puede  invitar 
al  autor  a  redactarla  de  otra  manera.  Aunque  el  derecho 
de  nombrar  i  revocar  Ministros  sea  una  prerogativa  del 
Presidente  de  la  República,  seria  difícil  encontrar  en  la 
Constitución  algo  que  pudiera  rechazar  una  orden  del 
dia  en  que  se  dijera  ^que  la  Cámara  invita  al  Gobierno  a 
ceder  el  lugar  a  otros  Ministros,^ 

Si  sucede  que  en  el  curso  de  la  discusión  surjan  de  las 
esplicaciones  ocurridas  entre  el  Gobierno  i  diversos 
miembros,  términos  que  constituyen  una  verdadera  in- 
terpelación, pueden  depositarse  sobre  la  mesa  como 
diversas  órdenes  del  dia. 


La  orden  del  dia,  pura  i  simple,  si  es  reclamada,  tiene 
siempre  la  prioridad. 
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Siendo  en  otro  tiempo  lo  contrario  por  el  Reglamento, 
resultaba  una  serie  de  votos  preliminares  que  absorvian 
inútilmente  el  tiempo  de  la  Cámara  i  que  eran  con- 
trarios a  la  lójica,  porque  resolver  sobre  la  orden  del 
dia  motivada  antes  de  solucionar  la  orden  del  dia  pura 
i  simple,  es  esponerse  a  pasar  de  lo  compuesto  a  lo 
simple. 

La  prioridad  que  se  atribuye  por  el  Reglamento  a  la 
orden  del  dia  pura  i  simple  no  perjudica  al  derecho  que 
los  autores  de  órdenes  del  dia  motivadas  tienen  para  es- 
poner los  motivos,  antes  que  la  Asamblea  resuelva  sobre 
la  orden  del  dia  pura  i  simple.  I,  como  es  esencial  que 
la  Cámara  resuelva  con  conocimiento  de  causa,  la  orden 
del  dia  pura  i  simple  no  impide  al  Presidente  el  dar  lec- 
tura a  todas  las  órdenes  del  dia  motivadas  que  se  en- 
cuentran en  su  poder.  El  Reglamento  del  Senado  llega 
a  obligar  al  Presidente  se  haga  esa  lectura. 


La  orden  del  dia  pura  i  simple  puede  ser  reclamada 
aun  después  de  poner  en  votación  diversas  órdenes  del 
dia  motivadas,  respecto  de  las  que  la  Cámara  no  se  ha 
pronunciado  aun.  Pero,  cuando  el  Presidente  ha  orde- 
nado ya  el  escrutinio  sobre  una  orden  del  dia  motivada, 
es  demasiado  tarde  para  reclamar  la  orden  del  dia  pura 
i  simple.  Si  lo  consiente  el  hecho,  éste  no  podria  cons- 
tituir precedente. 

Estos  principios  han  sido  sentados  por  el  Presidente 
Gambetta  en  la  sesión  del  13  de  Marzo  de  1879.  En  el 
momento  en  que  el  Presidente  acababa  de  ordenar  el 
escrutinio  sobre  una  orden  del  dia  motivada  porM.  Ra- 
mean, Mr.  Clemenceau  reclamó  la  orden  del  dia  pura  i 
simple. 


53-54 
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El  Presidente  contestó: 

'<Yü  no  querría  nada  mejor  que  dar  la  prioridad  a  la  orden  del 
día  pura  i  simple.  Solamente  observaré  a  la  Cámara  que  en  el  caso 
presente  es  preciso  que  ella  consienta,  i  que  la  prioridad  no  es  de 
derecho,  en  atención  a  que  el  escruUnio  ha  sido  ya  ordenado  sobre  la 
orden  del  dia  motivada. 

No  es  dudoso  que  si  Mr.  Clemenceau  hubiera  propuesto  la  orden 
del  dia  pura  i  simple,  antes  que  se  dijera  que  se  iba  a  votar  sobre  la 
orden  del  dia  motivada,  la  prioridad  hubiera  estado  de  su  parte. 
Pero  no  ha  sido  así.  En  el  caso  actual  es  necesario  que  la  Cámara 
adopte  una  resolución,  porque  la  votación  sobre  )a  orden  del  dia 
motivada,  estaba  ya  ordenada.  No  puedo^  pues,  decir  inmediata- 
mente que  la  orden  del  dia  pura  i  simple  tiene  la  prioridad,  antes 
de  haberme  asegurado,  consultando  a  la  Cámara,  que  dicha  prio* 
ridad  está  aceptada.  Creo  que  esto  es  claro.  Lo  digo  porque  no  es 
posible  dejar  crear  el  precedente  que,  cuando  se  ha  puesto  en 
votación  una  orden  del  dia  motivada^  se  puede  anular  ese  escru- 
tinio ya  comenzado,  proponiendo  la  orden  del  dia  pura  i  simple. 

Una  orden  del  dia  no  puede  ser  enmendada  como  un  proyecto 
de  lei;  ella  representa  el  pensamiento  de  los  que  la  han  redactado; 
los  que  quieran  modificarla  pueden  presentar  una  orden  del  dia 
diferente  i  pueden,  ademas,  anunciar  un  párrafo  adicional,  cuyo 
voto  seria  sometido  a  la  Cámara,  después  que  hubiera  resuelto  so- 
bre la  orden  del  dia  sometida  a  la  categoría  de  primera  clase. 


Si  sucede*  que  un  Gabinete  se  retire  a  consecuencia  de. 
una  orden  del  dia  motivada,  que  en  la  mente  de  la  Cá- 
mara no  espresaba  la  desconjian^a,  puede  permitirse  una 
nueva  interpelación  en  seguida  para  permitir  la  vota-- 
cion  de  una  orden  del  dia  interpretativa  de  la  que  acaba 
de  emitirse. 

Cuando  el  rechazo  de  la  orden  del  dia  pura  i  simple  ha 
sido  retirada  i  queda  aun  sobre  la  mesa  una  orden  del 
dia  motivada,  no  retirada  por  sus  autores,  el  Presidente 
está  obligado  a  ponerla  en  votación;  la  Cámara  puede 
votarla  sin  descubrir  al  Presidente  de  la  República,  por- 
que los  Ministros  dimisionarios  permanecen  en  funciones 
mientras  no  hayan  sido  reemplazados. 
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Cuando  la  Cámara  se  encuentra  perpleja  para  elejir 
entre  numerosas  órdenes  del  dia,  tiene  el  recurso  de 
enviarlas  a  Comisión, 

El  Senado  i  la  Cámara  de  Diputados  observan  distinto 
procedimiento. 


REGLAMENTO 
DE   LA   CÁMARA   DE   SENADORES 

Art*  83 

En  caso  de  rechazo  de  la  or- 
den del  dia,  el  envío  a  Comisión 
es  de  derecho,  si  es  el  Gobierno 
quien  lo  pide. 

Este  envío  puede  hacerlo  tam- 
bién el  Senado,  a  propuesta  de 
cualquiera  de  sus  miembros. 

En  uno  i  en  otro  caso  se  nom- 
bra una  Comisión  i,  con  su  in- 
forme, el  Senado  resuelve  suma- 
riamente como  en  el  caso  de  ur- 
jencia. 

Art.  84 

La  resolución  de  la  Comisión 
es  puesta  a  votación  desde  lue- 
go. Si  es  rechazada,  se  resuelve 
sobre  las  órdenes  del  dia  moti- 
vadas en  el  orden  en  que  han 
sido  discutidas,  a  menos  que  una 
cuestión  de  autoridad  haya  re- 
suelto en  favor  de  una  de  ellas. 

En  caso  de  ser  rechazada  la 
interpelación  se  cierra  por  el 
voto  que  interviene  sobre  la  úl- 
tima orden  del  dia  que  ha  sido 
votada. 


REGLAMENTO 
DE    LA   CÁMARA    DE     DIPUTADOS 

Art.  44 

Si  la  orden  del  dia  pura  i  sim- 
ple es  rechazada,  la  Cámara  pue- 
de, a  petición  de  uno  de  sus 
miembros,  decidir  que  ella  en- 
viará a  Comisión  el  examen  de 
las  órdenes  del  dia  motivadas. 

En  caso  de  reenvío  a  la  M?sa, 
la  Cámara,  después  de  informar 
i  nombrar  una  Comisión,  obra 
como  en  materia  de  urjencia. 


Art.  45 

Si  la  resolución  de  la  Comisión 
es  rechazada,  se  resuelve  sobre 
las  órdenes  del  dia  motivadas 
según  el  número  fijado  por  la 
Comisión. 


Cuando  una  misma  interpelación  versa  sobre  dos  ob- 
jetos diversos,  la  Cámara  puede  adoptar  respecto  de  cada 
uno  de  ellos  conclusiones  diferentes. 
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En  el  caso,  harto  raro,  en  que  una  solicitud  de  inves- 
tigación se  formule  en  la  discusión  de  una  interpelación, 
si  se  pide  la  orden  del  dia  pura  i  simple,  ésta  tiene  pre- 
ferencia sobre  la  investigación.  Pero  la  investigación 
goza  de  preferencia  sobre  las  órdenes  del  dia  motivadas, 
porque  es  una  medida  prejudicial,  i  si  en  concurrencia 
a  la  solicitud  de  investigación  se  presentara  una  acusa- 
ción a  los  Ministros,  no  podria  ponerse  a  votación  antes 
que  la  Cámara  hubiera  resuelto  sobre  la  investigación. 

En  efecto,  como  lo  ha  dicho  el  Presidente  Brison  en 
la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados,  de  9  de  Noviembre 
de  1881,  <s.si  la  solicitud  de  investigacian  es  una  cuestión 
prejudicial  sobre  un  juicio  parlamentario  introducido 
por  la  orden  del  dia,  es  con  mayor  ra\on  una  cuestión 
prejudicial  con  respecto  a  una  demanda  de  acusacio7i.i^ 

Cuando  dos  solicitudes  de  investigación  se  encuentran 
en  concurrencia  al  fin  de  una  interpelación,  la  Cámara 
decide  cuál  será  puesta  a  votación  la  primera. 

Las  interpelaciones  pueden  ser  retiradas,  pero  otro 
miembro  puede  renovarlas.  El  retiro  puede  tener  lugar 
en  el  momento  del  voto. 

El  derecho  de  un  Ministro  para  ser  oido  cada  vez  que 
pide  la  palabra,  le  permite  dar  esplicaciones  aun  sobre 
una  cuestión  que  ha  sido  el  objeto  de  una  interpelación 
retirada  por  su  autor. 


CHILE 

Acaba  de  verse  la  minuciosa  reglamentación  a  que  está 
sujeto  en  Francia  el  derecho  de  interpelación, base  i  fun- 
damento del  derecho  de  fiscalización  que  el  Congreso 
ejerce  sobre  el  Poder  Ejecutivo. 

Las  únicas  disposiciones  especiales  a  este  punto  son 
las  que  se  encuentran  en  los  artículos  134  a  136  de  la 
Cámara  de  Diputados,  que  dicen  así: 
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«Art.  134.  Cuando  algún  Diputado  quisiere  hacer  interpelaciones 
a  los  Ministros  Secretarios  del  Despacho  sobre  materias  que  no 
conciernan  al  asunto  puesto  en  discusión,  lo  anunciará  a  la  Cáma- 
ra, i  el  Presidente  lo  aplazará  para  la  sesión  inmediata,  u  otrapos- 
terior  en  que  el  Ministro  se  prestare  a  responder. 

Art.  135.  Sobre  la  materia  de  la  interpelación  podrán  hablarlos 
Diputados  las  veces  que  permite  este  Reglamento;  pero  si  algún 
Diputado  pidiere  pase  la  Cámara  a  la  orden  del  dia  i  ésta  lo  acor- 
dare así  por  mayoría  de  votos,  no  podrá  seguir  adelante  la  discu- 
sión. 

Art.  136.  Las  interpelaciones  no  se  someterán  a  votación;  pero 
serán  acojidos  los  proyectos  de  lei  o  de  decreto,  o  las  medidas  cons- 
titucionales que  se  propusieren  a  consecuencia  de  ellas.}^ 

Este  derecho  nace  evidentemente  del  texto  constitu- 
cional, art.  29,  por  el  cual  se  da  atribución  a  los  Diputa- 
dos para  acusar  ante  el  Senado  a  los  funcionarios  que 
dicho  artículo  enumera. 

Ademas  la  Comisión  Conservadora  tiene  entre  sus 
especiales  encargos  la  de  censurar,  no  solo  a  los  funcio- 
narios culpables  de  violación  a  las  leyes  sino  al  mismo 
Presidente  de  la  República,  i  por  último,  el  art.  83,  seña- 
la los  casos  de  acusación  contra  los  Ministros  de  Estado, 
lo  que  repite  el  Reglamento  de  la  Cámara  de  Diputados 
en  su  art.  90. 

Pero  en  materia  de  reglamentación  nada,  absoluta- 
mente nada. 

Es  verdad  que  muchas  de  las  prácticas  citadas  mas 
arriba  existen  entre  nosotros,  puesto  que  la  interpelación 
como  el  voto  de  censura  (i  en  esto  véase  al  señor  Hu- 
neeus)  exijen  como  solución  i  término,  ya  la  absolución 
por  la  orden  del  dia  pura  i  simple,  ya  la  censura,  mas  o 
menos  acentuada  i  enérjica  por  la  orden  del  dia  motiva- 
da; pero  a  pesar  de  todo  creo  mui  necesario  i  patriótico 
poner  a  la  vista  de  mis  lectores  esas  reglas,  que  podrán 
servir  para  testificar  mucho  de  lo  que  existe,  i  a  la  vez 
darle  la  sanción  de  la  autoridad  i  del  ejemplo. 
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CAPITULO  LXIX 

las  i-elaclones  oixti^o  la«  Asaxiubleas 

F*olitloas 

Las  tradiciones  del  Gobierno  Parlamentario  vienen 
estableciendo  desde  tiempo  há  un  procedimiento  com- 
pleto entre  las  Mesas  directivas  i  comisiones  de  ambas 
Cámaras,  i  han  previsto  los  conflictos  i  buscado  los  me- 
dios de  evitarlos  o  resolverlos. 

El  primer  punto  existe  en  la  disposición  jeneral  que 
obliga  a  cada  Cámara  a  dar  parte  a  la  otra  del  momento 
en  que  ella  queda  constituida,  i  así  es  como  se  estable- 
cen las  primeras  relaciones  entre  el  Senado  i  la  Cámara 
de  Diputados. 


El  Presidente  de  cada  Asamblea  está  obligado  a  tras- 
mitir a  la  otra  un  oficio  auténtico  de  las  proposiciones 
adoptadas.  Los  proyectos  nacidos  de  la  iniciativa  parla- 
mentaria deben  ser  directamente  trasmitidos  de  Cámara 
a  Cámara,  porque  seria  contrario  a  los  principios  insti- 
tuir al  Poder  Ejecutivo  en  intermediario  entre  las  dos 
ramas  del  Poder  Lejislativo. 

Habiendo  indicado  los  Reglamentos  las  comunicacio- 
nes que  deben  existir  entre  Cámara  i  Cámara,  seria  difí- 
cil a  los  Presidentes  ensanchar  ese  círculo  sin  autoriza- 
ción de  la  respectiva  Cámara. 

Por  ejemplo,  un  documento  que  se  liga  a  un  proyecto 
de  lei  votado  ya  por  una  de  las  Cámaras,  i  llegado  a  ma- 
nos del  Presidente  después  del  voto,  no  podría  ser  tras- 
mitido oficialmente  a  la  otra  Asamblea  sin  autorización 
de  la  Cámara. 

Los  casos  en  que  los  proyectos  o  proposiciones  de  lei 
adoptados  por  una  Cámara  son  modificados  por  la  otra, 
es  decir,  los  casos  de  desacuerdo,  sino  de  conflicto,  están 
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previstos  por  el  Reglamento  del  Senado  i  de  la  Cámara 
de  Diputados,  que  son  los  que  siguen: 


REGLAMENTO 
DE  LA  CÍMARA  tE  SENADORES 


Rr:GLA^lENTO 
DE  LA  CÁMARA  DE  DIPUTADOS 


Art.  139 

Cuando  un  proyecto  de  lei 
votado  por  el  Senado  ha  sido 
modificado  por  la  Cámara  de 
Diputados,  el  Senado  puede,  o 
poner  de  nuevo  ese  proyecto  en 
discusión,  o  someterlo  a  la  Mesa 
o  enviarlo  a  Comisión. 

Puede,  igualmente,  a  propues- 
ta de  uno  de  sus  miembros,  de- 
cidir que  una  Comisión  se  en^ 
cargue  de  entrar  en  conferencia 
con  otra  Comisión  de  la  Cámara 
de  Diputados  con  el  objeto  de 
entenderse  sobre  un  texto  co- 
mún. 

£1  Senado  otorga  sus  poderes 
con  este  objeto  a  una  Comisión 
de  once  miembros  elejidos  por 
escrutinio  de  lista. 

Art.  130 

Si  las  dos  Comisiones  se  ponen 
de  acuerdo,  la  Comisión  nom- 
brada por  el  Senado  dirije  un 
informe  a  esta  Asamblea,  la  que 
delibera  sobre  la  nueva  redac- 
ción. 

Si  el  Senado  ha  rechazado  la 
propuesta  de  una  conferencia, 
el  proyecto  no  podrá  ser  llevado 
de  nuevo  a  la  orden  del  día  an- 
tes de  dos  meses  sino  con  la  ini- 
ciativa del  Gobierno. 


Art.  144 

Cuando  un  proyecto  de  leí, 
votado  por  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, ha  sido  modificado  por  el 
Senado,  la  Cámara  de  Diputados 
puede  decidir,  a  petición  de  uno 
de  sus  miembros,  que  se  nom* 
brará  una  Comisión  encargada 
de  reunirse  con  una  Comisión 
del  Senado  con  el  objeto  de  en- 
tenderse sobre  un  texto  común. 

La  Cámara  decidirá  si  los  po< 
deres  para  este  efecto  serán  da- 
dos a  la  Comisión  que  ha  dado 
el  informe  sobre  el  proyecto,  o 
a  una  Comisión  elejida  por  la 
Mesa. 

Art.  145 

Si  las  dos  Comisiones  se  ponen 
de  acuerdo  sobre  un  texto,  la 
Cámara  de  Diputados  redacta  un 
informe  a  este  respecto. 

La  Cámara  de  Diputados  deli- 
bera sobre  la  nueva  redacción. 

Art.  146 

Si  la  Cámara  de  Diputados  ha 
rechazado  la  proposición  de  una 
conferencia,  el  proyecto  no  po- 
drá ser  llevado  de  nuevo  a  la 
orden  del  dia  antes  de  dos  me- 
ses. Lo  mismo  sucederá  en  el 
caso  en  que  las  dos  Comision-s 
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Lo  Qiismo  sucederá  eo  el  caso     no  se  entiendan  sobre  un  texto 
ue  las  Comisiones  no  se  pusie-    común,  o  si  la  Cámara  persiste  en 
in  de  acuerdo,   o  si  el  Senado     su  prira¡liva  resolución, 
ersistiera  en  su   primera  reso- 
icion. 


La  Constitución  de  Dinamarca  determina  ea  su  art.  53 
ue  si  no  se  establece  el  acuerdo  entre  ambas  Cámaras 
obre  un  proyecto  de  lei,  se  nombre  por  cada  Cámara, 

petición  de  una  u  otra,  un  número  igual  de  miembros 
ue  se  reúnen  en  comité  para  redactar  un  informe  sobre 
1  tema  de  la  discusión,  cuyo  informe  es  enviado  sepa- 
adamente  a  cada  Cámara,  la  cual  se  pronuncia  defini- 
ivamente. 

La  Constitución  de  Bolivia  dispone  que,  en  caso  de 
onflicto,  las  dos  Cámaras  se  reúnan  para  deliberar  en 
oraun  bajo  la  presidencia  del  Senado 


Las  disposiciones  relativas  al  caso  de  conflicto  entre 
as  dos  Cámaras,  no  son  absolutamente  imperativas; 
uando  no  aparece  la  necesidad  de  una  Comisión  Mixta, 
os  proyectos  respecto  délos  cuales  surje  un  desacuerdo, 
lueden,  dos  o  tres  veces,  ser  llevados  de  una  Asamblea 
1  la  otra. 

Cuando  un  proyecto  de  lei  ha  sido  aprobado  en  pri- 
ner  lugar  por  una  de  las  Cámaras  i  está  sometido  al 
xámen  de  la  otra,  ésta  no  puede  correctamente  recibir 
a  petición  de  una  Comisión  Mixta.  Solamente  cuando 
ina  Cámara  ve  llegar  a  su  mesa  un  proyecto  que  ya  ha 
■otado,  es  cuando  la  cuestión  de  una  conferencia  puede 
urjir. 

Este  principio  ha  sido  establecido  claramente  por  el 
'residente  Gambetta,  en  la  sesión  de  ]a  Cámara  de  Di- 
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putados  de  14  de  Junio  de  1880,  en  el  proyecto  relativo 
a  la  administración  del  Ejército,  precedentemente  apro- 
bado por  el  Senado. 

En  el  momento  en  que  se  acababa  de  ordenar  la  segun- 
da discusión,  el  jeneral  Parre,  Ministro  de  la  Guerra, 
presentó  las  siguientes  observaciones: 

«El  proyecto  de  la  Comisión  se  aproxima  mas  a  mis  ideas  que  el 
del  Senado.  Si  fuera  votado,  se  buscaría  cómo  encontrar  entre  los 
dos  un  medio  de  transacción,  i  os  pediría  el  constituir  una  Comi- 
sión de  conciliación  delante  de  la  cual  yo  podría  desarrollar  mis 
ideas  i  abrir  una  discusión  de  detalle  que  abreviaría  notablemente 
la  discusión  ante  la  tribuna. 

Hai  muchos  puntos  que  en  el  seno  de  una  Comisión  son  deba- 
tidos e  ilustrados,  i  que  seria  muí  difícil  debatir  e  ilustrar  tan  com- 
pletamente en  la  tribuna.» 

El  Presidente  Gambetta  hizo  notar  que  la  proposición 
del  Ministro  de  la  Guerra  no  podia  ser  puesta  a  vota- 
ción en  el  momento  en  que  se  hacia.  Después  de  haber 
dado  lectura  al  art.  144  del  Reglamento,  fijó  el  punto  de 
derecho  en  los  términos  siguientes: 

«La  hipótesis  contemplada  por  el  art.  144  es  la  hipótesis  en  que 
las  dos  CdmaraSf  una  u  otra,  han  llenado  el  mandato  lejislativo  i  hecho 
un  proyecto  de  lei. 

No  es  sino  cuando  esos  dos  testos  constituyen  una  antinomia, 
cuando  hai  lugar  a  proceder,  si  cada  una  de  las  Cámaras  lo  deci- 
de, al  nombramiento  de  una  Comisión  mista.  Por  consiguiente,  en 
el  caso  que  os  ha  sido  sometido,  se  necesitaría  que  la  Cámara 
hubiera  votado  un  texto  diferente  de  aquel  que  le  ha  venido  del 
Senado  para  que  el  procedimiento  que  da  orí  jen  a  la  Comisión 
mixta  pudiera  surtir  sus  efectos.» 


La  iniciativa  de  la  conferencia  puede  ser  tomada,  sea 
por  el  Presidente  de  la  Comisión  bajo  cuyo  informe 
habia  sido  votado  el  proyecto  modificado,  o  sea  por  cual- 
quier miembro  de  la  Asamblea.   Puede  ser  tomada  de 
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acuerdo  con  el  Gobierno,  i  el  hecho  de  que  éste  haya 
dado  su  opinión  puede  ser  invocado  en  la  resolución  que 
tome  la  conferencia;  no  hai  de  parte  del  Gobierno  falta 
de  miramientos  respecto  de  la  Comisión  de  la  otra  Cá- 
mara en  no  consultarla  al  mismo  tiempo,  puesto  que  la 
Cámara  que  acaba  de  votar  i  cuya  decisión  provoca  el 
conflicto,  se  ha  desligado  momentáneamente  del  asunto. 


Cuando  una  de  las  Cámaras  ha  decidido  que  haya  lu- 
gar a  conferencia,  su  Presidente  trasmite  esa  delibera- 
ción al  Presidente  de  la  otra  Cámara  donde  se  le  da  lec- 
tura en  sesión  pública. 

El  Presidente  de  la  Cámara  debe  plantear  dos  cues- 
tiones: 

i/  ¿Se  decide  que  haya  una  conferencia?  i 

2/  ¿A  quién  se  darán  los  poderes  para  ello? 


En  Austria,  cuando  se  propone  una  conferencia  por 
una  de  las  Cámaras,  no  puede  ser  rechazada  por  la  otra. 

Bajo  el  punto  de  vista  de  la  atribución  de  poderes,  se 
pronunció  por  una  Comisión  nueva,  en  la  sesión  de  u 
de  Diciembre  de   1879,  lo  siguiente: 

«La  Cámara  tiene  que  elejir  el  modo  según  el  cual  quiere  cons- 
tituir la  Comisión  encargada  de  conferenciar  con  la  Comisión  del 
Senado. 

El  Reglamento  abre  diversas  vías;  la  una  es  la  reelección  de  la 
antigua  Comisión,  sea  en  la  Mesa,  sea  en  sesión  pública. 

Yo  creo  que  si  mantenéis  la  antigua  Comisión,  no  entrareis  en 
el  pensamiento  que  debe  inspirar  la  unión  entre  ambas  Cámaras, 
porque  cada  uno  vendria  a  la  Comisión  mixta  con  la  opinión  que 
ya  ha  hecho  prevalecer  en  cada  Cámara. 

Creo,  pues,  que  el  espíritu  de  conciliación  exije  una  nueva  Co- 
misión encargada  de  aproximar  las  opiniones.» 
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En  Austria,  cuando  la  proposición  de  una  conferencia 
ha  sido  admitida  por  una  de  las  Cámaras,  ya  no  puede 
ser  rechazada  por  la  otra. 


Bajo  el  punto  de  vista  de  la  atribución  de  poderes,  el 
Presidente  Gambetta  se  pronunció  por  la  formación  de 
una  nueva  Comisión  en  la  sesión  de  ii  de  Diciembre 
de  1879. 

En  la  sesión  de  7  de  Junio  de  1879  la  Cámara  de  Di- 
putados decidió  que  los  poderes  para  la  conferencia  re- 
lativa a  la  lei  de  reclutamiento,  serian  conferidos  a  la 
antigua  Comisión.  Pero  esta  resolución  casi  hizo  fallar 
el  proyecto  de  conferencia  con  el  Senado. 

En  efecto,  la  Comisión  de  la  Armada  i  del  Ejército  con- 
taba ^^  miembros;  la  del  Senado  solo  18.  Inmediata- 
mente se  suscitó  la  cuestión  de  si  la  inferioridad  nu- 
mérica de  la  Comisión  del  Senado  no  le  crearía  una 
inferioridad  numérica  en  la  Conferencia. 

M.  Bozerian  presentó  la  dificultad  en  la  sesión  del  Se- 
nado de  Junio  7  de  1889. 

Mr.  Tirard,  Presidente  del  Consejo,  respondió  que  la 
cuestión  no  habia  escapado  a  la  Comisión  de  la  Cámai*a 
de  Diputados  i  que  ésta  era  de  opinión  que  se  votara, 
no  por  cabeza,  sino  por  grupo. 

Sin  embargo,  Mr.  Barbey  propuso  que  se  procediera 
a  un  escrutinio  de  lista  para  elevar  de  18  a  23  el  número 
de  la  Comisión  del  Senado. 

Mr.  VoUaud  observó  que  esta  precaución  era  inútil 
para  salvaguardiar  los  derechos  del  Senado  i  que  podría 
aun  llegar  a  ser  peligrosa  dando  una  falsa  idea  del  pro- 
cedimiento de  las  conferencias. 

«Según  los  términos  del  Reglamento,  dijo,  se  necesita  que  haya 
acuerdo  de  las  dos  Comisiones  i  formación  de  una  mayor/a  en  una 
Comisión. 
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Las  dos  Comisiones  funcionan  paralelamente. 
Si  fuera  de  otra  manera,   el  Senado  se  hallaría  espuesto  a  una 
verdadera  absorción  por  la  Comisión  de  la  Cámara  de  Diputados.» 

La  proposición  de  Mr.  Barbey  fué  rechazada  i  el  Se- 
nado votó  una  resolución  de  M.  Georjes  Martín,  dicien- 
do simplemente: 

«La  Comisión  del  Ejército  está  autorizada  para  reunirse  con  la 
Comisión  de  la  Cámara  de  Diputados,  con  el  objeto  de  ponerse  de 
acuerdo  sobre  un  texto  de  lei  común  relativo  al  reclutamiento.» 


En  Austria,  cuando  hai  lugar  a  conferencias,  la  Co- 
misión mixta  nombra  dos  Presidentes,  tomado  el  uno 
de  entre  los  Diputados,  el  otro  entre  los  Senadores;  cada 
uno  de  ellos  preside  alternativamente. 

Cuando  a  consecuencia  de  estas  conferencias  las  dos 
Comisiones  se  han  puesto  de  acuerdo  i  han  adoptado 
un  texto  común,  ninguna  de  ambas  Cámaras  queda  des- 
pojada del  derecho  de  examen,  de  discusión,  i  de  enmien- 
da. El  texto  común  debe  ser  enviado  desde  luego  a  la 
Cámara  que  conoce  del  asunto,  la  cual  decide  libremente 
si  quiere  adoptarlo,  modificarlo  o  rechazarlo.  Si  lo 
adopta,  i  si  ese  texto  común  es  conforme  al  de  la  otra 
Asamblea,  todo  queda  terminado;  si  es  diferente  i  se  le 
ha  modificado  en  el  debate,  vuelve  a  la  otra  Asamblea. 

A  consecuencia  de  la  conferencia  ordenada  en  1879, 
se  dirijió  un  solo  informe  en  nombre  de  la  Comisión 
mixta,  redactado  en  común  por  los  relatores  de  ambas 
Cámaras,  el  cual  terminaba  de  esta  manera: 

«La  Comisión  del  Senado^  la  Comisión  de  la  Cámara  de  Diputa- 
dos i  el  Gobierno,  están  de  acuerdo  para  pediros  votéis  esta  lei  sin 
modificarla.  El  menor  cambio  exijiria  de  nuevo  enviar  el  pro- 
yecto  a  las  Comisiones;  traeria  la  renovación  de  interminables  dis- 
cusiones i  retardaría  indefinidamente  una  discusión  aguardada 
desde  largo  tiempo.» 
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La  discusión  inmediata  fué  acordada  i  el  proyecto  fué 
votado  en  la  misma  sesión  sin  modificaciones. 

Idéntica  cosa,  en  el  fondo,  ocurrió  en  1880,  después 
de  las  conferencias  de  la  lei  de  reclutamiento. 


Cuando  las  proposiciones  o  proyectos  de  lei  votados 
por  una  Cámara  han  sido  rechazados  por  la  otra,  no 
pueden  debatirse  antes  de  tres  meses,  i  por  iniciativa 
del  Gobierno. 


El  art.  125  del  Reglamento  del  Senado  i  el  140  del  de 
la  Cámara  de  Diputados,  han  hecho  pasar  al  derecho 
escrito  una  costumbre  largo  tiempo  há  establecida  por  las 
conveniencias,  a  saber:  que  en  una  Cámara  se  prohibe 
poner  en  su  orden  del  dia  los  proyectos  que  tengan  el 
mismo  objeto  que  aquellos  sobre  los  cuales  se  ha  co- 
menzado el  debate  en  la  otra  Cámara;  la  colocación  en 
la  orden  del  dia  no  puede  tener  lugar  en  este  caso  sino 
después  del  voto  definitivo  de  la  otra  Cámara;  pero  cada 
Asamblea  tiene  el  derecho  de  estudiar,  en  concurrencia, 
proyectos  análogos,  i  la  que  primero  se  ocupe  de  un  in- 
forme tiene  el  derecho  de  inscribirlo  en  su  orden  del 
dia  sin  tener  que  examinar  si  ella  habia  sido  la  primera 
en  tomar  la  iniciativa. 


Por  anaJojía  se  ha  reconocido  que  no  conviene  discu- 
tir en  una  Cámara  una  interpelación  sobre  una  materia 
que  es  ya  objeto  de  una  interpelación  idéntica  en  la  otra 
Cámara.  Es  preciso  aguardar  que  la  Cámara  que  se  ha 
apoderado  la  primera  déla  cuestión  la  haya  solucionado; 
en  ese  caso  la  otra  Cámara  queda  en  libertad  de  poner 
en  su  orden  del  dia  una  interpelación,  teniendo  un  fin 
análogo. 
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Durante  la  sesión  del  Senado  de  Febrero  14  de  1S80, 
Mr.  París  había  dirijido  una  interpelación  sobre  la  re- 
vocación del  abogado  jeneral  de  Nimes. 

En  ausencia  del  Guarda  Sellos,  M.  de  Ferry,  Ministro 
da  Instrucción  Pública,  presentó  la  observación  de  que 
no  convendria  que  las  dos  interpelaciones  tuvieran  lu- 
gar el  mismo  dia  i  a  la  misma  hora. 

M.  de  París,  aceptando  la  doctrina  constitucional,  pro- 
puso que  la  interpelación  se  desarrollara  el  dia  que  de- 
signara el  Ministro. 


El  uso  establecido  por  numerosos  precedentes  i  por 
las  conveniencias  parlamentarias,  no  quita  a  aquella  de 
las  Cámaras  que  lo  juzgue  conveniente,  la  libertad  de 
estender  la  duración  de  sus  propias  sesiones. 

M.  Gambetta  ha  hecho  sobre  este  punto  formales  re- 
servas en  la  sesión  de  Abril  5  de  1879,  declarando  que 
cuando  se  trata  de  una  simple  postergación,  cada  Cá- 
mara es  dueña  de  fijarla  para  el  dia  que  le  convenga; 
solamente  el  Presidente  debe,  a  título  de  elemento  de 
decisión,  hacer  conocer  a  la  Cámara  que  preside  la  fecha 
adoptada  por  la  otra. 


Siempre  ha  sido  reconocido  que  seria  contrario,  no 
solo  a  las  conveniencias,  pero  también  a  la  Constitución, 
el  que  se  critique  en  una  Cámara  las  palabras  pronuncia- 
das, o  los  votos  emitidos  en  la  otra. 

Este  principio  ha  sido  aplicado  por  M.  d'Audiífret  Pas- 
quier,  Presidente  del  Senado,  en  las  sesiones  de  17  i  19 
de  Noviembre  de  1877. 

El  17  de  Noviembre,  Mr.  Andreu  de  Kerdrel,  habia 
pedido  interpelar  al  Gobierno  sobre  las  medidas  que 
pensaba  tomar  con  motivo  de  la  investigación  ordenada 
por  la  Cámara  de  Diputados. 
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Mr.  Jules  Simón  observó  que  una  interpelación  de  esta 
naturaleza  no  seria  constitucional: 

«No  tenemos  aqui,  añadió,  ningún  derecho  de  fiscalización  so- 
bre lo  que  pasa  en  la  Cámara  de  Diputados.  Aceptando  una  inter- 
pelación semejante,  violaríamos  la  leí  sobre  las  relaciones  entre 
los  poderes  públicos.» 

M.  Dufaure  añadió: 

«La  interpelación  actual  es  un  acto  revolucionario  en  el  mas 
alto  grado. 2> 

El  Presidente  presentó  al  Senado,  sobre  la  cuestión 
constitucional,  las  observaciones  siguientes: 

«El  Presidente  se  habia  preocupado  de  esta  cuestión,  cuya  gra- 
vedad sabe  apreciar.  El  ha  presentado  al  honorable  M.  de  Kerdrel 
observaciones  sobre  su  redacción,  principalmente  sobre  estas  pa- 
labras resobre  las  medidas  que  cuenta  tomar  con  motivo  de  la  investiga'- 
cion  ordenada  por  la  Cámara  de  Diputados.y^ 

Se  le  ha  preguntado  si  por  esas  palabras  entendía  interrogar  al 
Gobierno  sobre  la  conducta  que  prescribiría,  que  ordenaría  .jt  sus 
ajentes.  En  esta  medida,  o  en  en  este  estrecho  límite,  creo  que  un 
Senador  tiene  el  derecho  de  interpelar  al  Gobierno.  Yo  he  añadido 
que  sij  por  esos  términos  un  poco  vagos  se  entendía  apreciar  en  una  medi- 
da cualquiera  el  acto  de  la  Cámara  de  Diputados:  el  Presidente  creería 
de  su  deber  oponerse  a  semejante  interpelación. 

Creo  que  esta  doctrina  parlamentaria  no  será  contradicha  por 
nadie.  Aun  admitiendo — lo  que  por  mi  parte  no  acepto — que  la 
Cámara  haya  sobrepasado  sus  poderes,  os  pregunto:  ¿dónde  encon- 
tráis en  la  Constitución  el  derecho  de  conducir  en  la  barra,  i  juzgar 
sus  actos? 

No  hai  mas  que  una  manera  legal  de  hacerlo;  no  hai  mas  que  un 
procedimiento  previsto  por  la  Constitución:  es  el  decreto  de  diso* 
lucion.  Sí  uno  de  los  poderes  públicos,  por  medio  de  invasiones 
llegara  a  hacer  imposible  el  funcionamiento  de  los  otros  poderes 
públicos^  el  Senado  podría  ocuparse,  a  petición  del  Poder  Ejecuti- 
vo, de  un  decreto  de  disolución.  Entonces  solamente,  uno  de  los 
Poderes  públicos,  llegaría  a  ser  justificable  ante  el  otro.  Fuera  de 
este  caso  único,  la  Cámara  de  Diputados  no  llegaría  jamas  a  ser 
justiciable  delante  de  la  otra  •••••.•• 
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La  interpelación  es  en  estos  términos  rigorosamente  parlamen- 
taria desde  el  momento  que  M.  de  Kerdrel  iia  declarado  al  Presi- 
dente que  las  espresiones  de  que  se  ha  servido  no  implican  nada 
que  sobrepase  los  limites  que  acabo  de  indicar.)^ 

Mr.  Jules  Simón,  respondió: 

«De  las  palabras  del  señor  Presidente  se  desprende  que  si  la 
cuestión  llegara  a  ser  inconstitucional,  seria  inmediatamente  para- 
lizada.» 

La  interpelación  de  Mr.  Kerdrel  fué  discutida  en  la 
sesión  de  19  de  Noviembre  de  1877.  El  duque  de  Broglie, 
Presidente  del  Consejo,  preguntó  si  podria  hablar  de 
los  considerandos  que  figuraban  a  la  cabeza  de  la  pro- 
posición de  la  investigación  i  que,  según  él^  no  respira- 
ban la  mas  completa  imparcialidad. 

El  Presidente  le  rogó  no  perseverara  en  ese  orden  v^de 
ideas  que  seria  una  apreciación  directa  del  acto,  i  el 
que  de  Broglie  no  insistió. 


En  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados,  de  19  de  Julio 
de  1879,  el  Presidente  Gambetta  recordó  i  confirmó  en 
los  términos  siguientes,  el  principio  que  prohibe  poner 
en  tela  de  juicio  en  una  de  las  Cámaras,  las  palabras 
pronunciadas  o  los  votos  emitidos  en  la  otra  Cámara: 

«No  puede  ser  permitido  invocar  la  autoridad  de  otra  Asamblea 
contra  la  Cámara  que  ocupa  estos  bancos. 

El  Senado  es  libre  en  su  esfera,  como  la  Cámara  de  Diputados 
en  la  suya.  En  el  interés  de  la  dignidad  mutua  de  las  dos  Asam- 
bleas, no  puede  invocarse  la  una  en  el  seno  i  con  perjuicio  de  la 
otra  para  ponerlas  a  ambas  en  oposición.» 

Las  palabras  del  Presidente  Gambetta  establecen  neta- 
mente que  los  actos  de  una  Cámara  no  deben  ser  invo- 
cados en  la  otra,  ni  para  el  elojio.  El  mecanismo  esta- 
blecido  por   nuestras    leyes  constitucionales  quedana 
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falseado,  si  cada  una  de  las  Asambleas  que  se  comparten 
el  Poder  Lejislativo  no  deliberara  en  una  completa  inde- 
pendencia; si  los  actos  del  Senado  o  de  la  Cámara  de 
Diputados  pudieran  ponerse  a  cada  instante  en  la  balanza 
de  los  votos  de  la  Cámara  o  del  Senado. 


Hai  para  las  Asambleas  como  para  los  individuos  un 
fuero  esterior. 

En  el  fuero  interior,  los  Diputados  i  Senadores  pueden 
tomar  mui  en  cuenta  los  proyectos  formados  i  las  reso- 
luciones tomadas  en  un  recinto  distinto  de  aquel  en  que 
ocupan  un  asiento.  En  el  fuero  esterior,  los  Senadores 
i  Diputados  deben  guiarse  únicamente  según  la  ma- 
nera como  conciben  el  bien  público.  El  equilibrio  de  los 
poderes  quedaria  roto  si  se  hiciera  intervenir  en  los  deba- 
tes parlamentarios  argumentos  sacados  de  la  actitud  i  de 
las  resoluciones  de  uno  de  los  grandes  Cuerpos  de  la 
Nación. 

Estos  principios  tienen  tan  alta  importancia,  que  han 
sido  aplicados  auna  los  de  los  grandes  poderes  del  Esta- 
do en  los  que  no  reside  ninguna  fracción  de  la  sobera- 
nía i  que  no  forman  parte  de  la  representación  nacional. 

Habiendo  dicho  M.  Henry  Fournier  en  la  sesión  del 
Senado  del  20  de  Abril  de  1880,  que  la  lei  habia  sido 
violada  por  el  Consejo  de  Estado  que  estaba  encargado 
de  aplicarla,  el  Presidente  lo  detuvo  i  le  rogó  no  atacara 
al  Consejo  de  Estado  en  la  tribuna. 

'^No  hago,  dijo,  sino  seguir  las  tradiciones  de  M.  d'Audiffret 
Pasquier,  que  no  ha  permitido  jamas  que  se  atacara  ni  a  la  Cámara 
de  Diputados,  ni  a  ninguno  de  los  altos  Cuerpos  del  Estado.  El  te- 
nia razón  en  ese  momento,  i  lo  hemos  aplaudido.» 
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AuQ  en  un  debate  tendente  a  la  revisión  de  leyes 
constitucionales,  no  es  permitido  atacar  la  Asamblea 
cuya  supresión  o  modificación  se  solicita. 

Tampoco  es  posible  invocar  en  la  sesión,  para  arras- 
trar el  voto  de  la  Asamblea,  ni  negociaciones  oficiosas 
que  se  hubieran  seguido  por  el  relator  con  los  miembros 
de  la  Comisión  de  la  otra  Asamblea. 

La  interdicción  de  discutir  en  una  Cámara  los  actos 
de  otra  Cámara  se  estiende  a  las  personas;  no  es  per- 
mitido ni  hablar  de  un  representante  que  no  tiene  en- 
trada en  esa  Asamblea,  i  no  puede  defenderse.  Pero  la 
prohibición  de  hacer  intervenir  las  palabras  de  un  miem- 
bro de  la  otra  Asamblea,  no  parece  estenderse  al  caso 
en  que  esas  palabras  hayan  sido  pronunciadas  por  un 
miembro  que  es  al  mismo  tiempo  Ministro;  en  efecto, 
los  Ministros  tienen  entrada  en  las  dos  Cámaras,  i  pue- 
den siempre  defenderse  lo  mismo  que  pueden  ser  inter- 
pelados. 


Los  procedimientos  parlamentarios  de  Chile,  tienen 
algunos  puntos  de  analojía,  i  muchos  que  se  encuen- 
tran en  desacuerdo  con  los  que  acaban   de   ser  citados. 

El  Senado  tiene  en  las  reuniones  que  celebra  un  lugar 
especial  i  señalado  lo  mismo  que  las  Comisiones  que  él 
designe  (Reglamento,  art.  i8  a  20);  su  correspondencia 
con  las  principales  autoridades  se  lleva  por  el  Presidente 
i  es  directa,  escepto  la  respuesta  al  Mensaje  obra  de  la 
Corporación;  el  tratamiento  por  escrito  es  el  de  iíxcelen- 
cia,  i  solo  cuando  la  claridad  notablemente  lo  exija, 
dejan  de  ser  llamados  Honorables. 

Dice  su  Reglamento: 

r-rAr..  20.  La'  comisiones  del  Senado,  cuando  concurren  en  fun- 
ciones públicas  con  cualesqi'iern  autoridades  o  corporaciones,  ocu^ 

p^n  9I  lugar  inmediato  ú  del  Supremo  Gobierno,  a  su  dQrecba. 
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Art.  21.  La  correspondencia  del  Senado  con  el  Presidente  déla 
República  o  con  alguno  de  los  Ministros  del  Despacho,  con  la  Cá- 
mara de  Diputados,  con  los  Tribunales,  con  el  M.  R.  Arzobispo, 
con  los  Intendentes,  con  los  jefes  militares,  con  los  jefes  de  ofici- 
nas superiores,  con  las  Municipalidades  i  con  cualquier  miembro 
del  Senado,  se  llevará  por  el  Presidente  del  Senado.  La  correspon- 
dencia del  Senado  con  cualquier  otro  cuerpo  o  persona  se  llevará 
por  el  Secretario  a  nombre  de  la  Cámara  de  Senadores  i  por  orden 
del  Presidente  de  ella. 

Art.  22.  La  correspondencia  del  Senado  con  el  Supremo  Go- 
bierno se  dirijirá  al  Presidente  de  la  República  i  será  igualmente 
directa  respecto  de  todas  las  otras  autoridades  unipersonales.  Las 
comunicaciones  a  la  Cámara  de  Diputados,  i  a  cualesquiera  otras 
corporaciones,  se  les  harán  por  el  conducto  de  los  respectivos 
presidentes. 

Art.  2),  No  obstante  lo  prevenido  en  el  art.  21,  la  contestación 
del  Senado  al  discurso  en  que  el  Presidente  de  la  República  abre 
anualmente  el  Congreso,  será  dada  por  el  Senado  en  cuerpo,  aun- 
que solo  suscrita  por  el  Presidente  i  Secretario  del  Senado. 

Art.  24.  El  Senado,  cu  la  contestación  al  discurso  de  la  apertu- 
ra, da  al  Presidente  de  la  República  el  título  de  conciudadano  i  el 
tratamiento  de  Vos. 

Art.  25.  En  todas  las  comunicaciones  que  se  hacen  a  la  Cámara 
de  Senadores,  se  dirije  la  palabra  al  Presidente. 

Art.  26.  El  Presidente  del  Sei^ado,  i  en  su  receso  el  de  la  Comi- 
sión Conservadora,  reciben  por  escrito,  de  todas  las  autoridades, 
corporaciones  i  ciudadanos,  el  tratamiento  de  Excelencia. 

Art.  27.  La  mención  que  se  haga  del  Senado  por  sus  miembros 
de  actual  sesión,  i  las  referencias  o  interpelaciones  de  unos  miem- 
bros a  otros,  serán  siempre  en  tercera  persona,  con  el  título  de  Ho' 
norahks;  i  solo  cuando  la  claridad  absolutamente  lo  exija,  se  desig- 
nará a  ios  Senadores  por  sus  nombres.  Lo  mismo  se  observará  en 
las  referencias,  peticiones  o  interpelaciones  al  Presidente  del  Se- 
nado, i  en  las  que  haga  el  Presidente  del  Senado  a  la  Sala  o  a  cual- 
quiera de  los  Senadores. >/ 


Se  llsixnsin  faltas  al  orden  las  espresiones  en  que  se 
impute  al  Senado,  o  a  la  Cámara  de  Diputados,  o  a  cual- 
quier Senador  o  Diputado  intenciones  o  sentimientos 
opuestos  a  los  deberes  de  estos  cuerpos,  o  a  los  deberes 
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Pero  no  se  tendrá  como  contrarias  al  orden  la 
taciones  de  des.iciertn,  incapacidad  o  neglijencia 
hagan  a  los  oíros  funcionarios  píihUcox  de  cu> 
clase  que  sean,  ni  las  imputaciones  de  debate  alg 
bre  el  cual  se  promoviere  acusación    ante    la   Ci 

Dice  el  mismo  Reglamento: 

«Art.  29.  Es  contraria  al  orden  cualquiera  espresion  en 
impute  al  Senado,  o  a  la  Chámara  de  Diputados,  o  a  cualq 
nador  o  Diputado  intenciones  o  sentimientos  opuestos  a  1 
res  de  estos  cuerpos,  o  a  los  deberes  de  sus  miembros  con 
dores  o  Diputados. 

fAn.  JO,  Pero  no  se  tendrán  por  contrarias  al  orden  las 
Clones  de  desacierto,  incapacidad  o  neglijencia  que  se  hag 
otros  funcionarios  públicos  de  cualquiera  clase  que  seai 
imputaciones  de  infracción  de  la  Constitución  o  de  su 
tivos  deberes  oliciak's,  que  se  bagan  a  dichos  funcionarle 
eos;  ni  las  imputaciones  de  delito  .ilguno  sobre  el  cual  se 
viere  acusación  ante  la  Cámara. >- 


Pero  respecto  al  modo  de  terminar  las  diferenc 
se  susciten  entre  los  miembros  de  una  u  otra  C 
sobre  aprobación  o  desaprobación  de  un  proyecto 
el  procedimiento  es  diverso. 

La  Constitución  dice  cn\sus  artículos  31  a  41  1 
sigue: 

■xArt.  jí  (40).  1. as  leyes  pueden  tener  principio  en  el  S 
en  la  Cámara  de  Diputados  a  proposición  de  uno  de  sus  mi' 
o  por  mensaii.'  q:ie  dirija  el  Presidente  de  la  República. — L 
sobre  contribuciones  de  cualquier  naturaleza  que  sean,  i  s< 
clutamientos.  solo  pueden  tener  principio  en  la  Cámara  d' 
tado.s.  Las  leyes  sobre  amnistía  solo  pueden  tener  principi 
Senado. 

Art.  33  (41),  Aprobado  un  proyecto  de  lei  en  la  Cámara  de  su 
oríjen,  pasará  inmediatamente  a  la  otra  Cámara  para  su  discusión 
aprobación  en  el  período  de  aquella  sesión. 

Art.   }3  (43).  El, proyecto  de   leí  que  fuere  desechado  en   la  Cá- 
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mará  de  su  oríjen,  no  podrá  proponerse  en  ella  hasta  la  sesión  del 
año  siguiente. 

Art.  34  (43).  Aprobado  un  proyecto  de  lei  por  ambas  Cámaras, 
será  remitido  al  Presidente  de  la  República,  quien,  si  también  lo 
aprueba,  dispondrá  su  promulgación  como  lei. 

Art.  35  (44).  Si  el  Presidente  de  la  República  desaprueba  el 
proyecto  de  lei,  lo  devolverá  a  la  Cámara  de  su  oríjen,  haciendo 
las  observaciones  convenientes  dentro  del  término  de  quince  dias. 

Art.  36  (4^).  Si  el  Presidente  de  la  República  devolviere  el  pro- 
yecto de  lei  desechándolo  en  el  todo,  se  tendrá  por  no  propuesto, 
ni  se  podrá  proponer  en  la  sesión  de  aquel  año. 

Art.  37  (46).  Si  el  Presidente  de  la  República  devolviere  el  pro- 
yecto de  lei,  corrijiéndolo  o  modificándolo,  se  considerará  en  una 
i  otra  Cámara,  i  si  por  ambas  resultare  aprobado,  segu:i  ha  sido 
remitido  por  el  Presidente  de  la  República,  tendrá  fuerza  de  lei,  i 
se  devolverá  para  su  promulgación. 

Si  no  fueren  aprobadas  en  ambas  Cámaras  las  modificaciones  i 
correcciones,  se  tendrá  como  no  propuesto,  ni  se  podrá  proponer 
en  la  sesión  de  aquel  año. 

Art.  '38  (47).  Si  en  alguna  de  las  sesiones  de  los  dos  años  siguien* 
tes  se  propusiere  nuevamente,  i  aprobare  por  ambas  Cámaras  el 
mismo  proyecto  de  lei,  i  pasado  al  Presidente  de  la  República,  lo 
devolviere  desechándolo  en  el  todo,  las  Cámaras  volverán  a  tomar- 
lo en  consideración,  i  tendrá  fuerza  de  lei,  si  cada  una  de  ellas  lo 
aprobare  por  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  los  miem- 
bros presentes.  Lo  mismo  sucederá  si  el  Presidente  lo  devolviere 
modificándolo  o  corrijiéndolo,  i  si  cada  Cámara  lo  aprobare  sin 
estas  modificaciones  o  correcciones  por  las  mismas  dos  terceras 
partes  de  sus  miembros  presentes. 

Art.  39  (48).  Si  el  proyecto  de  lei,  una  vez  devuelto  por  el  Pre- 
sidente de  la  República,  no  se  propusiere  i  aprobare  por  las  Cáma- 
ras en  los  dos  años  inmediatos  siguientes,  cuando  quiera  que  se 
proponga  después,  se  tendrá  como  nuevo  proyecto  en  cuanto  a  los 
efectos  del  artículo  anterior. 

Art.  40  (49).  Si  el  Presidente  de  la  República  no  devolviere  el 
proyecto  de  lei  dentro  de  quince  dias  contados  desde  la  fecha  de 
su  remisión,  se  entenderá  que  lo  aprueba  i  se  promulgará  como 
lei.  Si  las  Cámaras  cerrasen  sus  sesiones  antes  de  cumplirse  los 
quince  dias  en  que  ha  de  verificarse  la  devolución,  el  Presidente 
de  la  República  la  hará  dentro  de  los  seis  primeros  dias  de  la  se- 
sión ordinaria  del  año  siguiente. 

Art-  41  (50).  £1  proyecto  de  lei  que  aprobado  por  una  Cámara 
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fuere  desechado  en  su  totalidad  por  la  otra,  volverá  a  la  de  su  orí- 
jen,  donde  se  tomará  nuevamente  en  consideración,  i  si  fuere  en 
ella  aprobado  por  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  sus 
miembros  presentes,  pasará  segunda  vez  a  la  Cámara  que  lo  dese- 
chó, i  no  se  eiTtenderá  que  ésta  lo  reprueba,  si  no  concurre  para 
ello  el  voto  de  las  dos  terceras  partes  de  sus  miembros  presentes. 
xVrt.  42  (31).  El  proyecto  de  lei  que  fuere  adicionado  o  correjido 
por  la  Cámara  revisora,  volverá  a  la  de  su  oríjen;  i  si  en  ésta  fue 
ren  aprobadas  las  adiciones  o  correcciones  por  la  mayoría  absoluta 
de  sus  miembros  presentes,  pasará  al  Presidente  de  la  República.» 


Estos  mismos  procedimientos  se  observan  en  las  Cons- 
tituciones de  Estados  Unidos,  soc.  7.*',  art.  i.''. 

República  ArjeíNtina,  arts.  68,  69  i  70. 

Brasil,  arts.  52,  53,  55,  56,  57,  62  i  63. 

Béljica,  arts.  27,  28,  38,  41  i  42. 

España,  arts.  41  i  42. 

Inglaterra,  art.  75,  núm.  9,  arts.  108,  119,  120,  121, 
122  i  127. 

Suiza,  niira.  88. 

Estados  Unidos,  sec.  7.'',  art.  i.". 

República  Arjentina,  arts.  71  i  72. 

Brasil,  arts.  64,  65,  66,  67  a  70. 

Béljica,  arts.  67  a  69. 

España,  art.  44. 

Inglaterra,  art.  128  a  129. 


Con  relación  al  ENvto  recíproco  de  comisiones  a  Ambas 
Cámaras,  dice  el  Reglamento  del  Senado: 

«Art.  65.  La  Cámara  de  Diputados  podrá  enviar  comisiones  al 
Senado  para  ilustrar  i  apoyar  los  proyectos  orijinados  o  modifica- 
dos en  ella,  i  las  comisiones  tendrán  asiento  entre  los  Senadores,  i 
tomarán  parte  en  las  discusiones  de  la  misma  manera  que  los  Se- 
nadores, pero  sin  voto. 

«Art.   ¡04.  No  tendrán  votos  los  Senadores  en  los  negocios  que 


DERECHO    PARLAMENTARIO    CHILENO  439 

les  interesan  directa  i  personalmente  a  ellos,  a  sus  ascendientes  o 
descendientes,  a  sus  esposas,  o  a  sus  colaterales  hasta  el  cuarto 
grado  civil  de  consanguinidad  i  tercero  de  afinidad  inclusive. 

No  estarán  inhabilitados  para  votar  en  una  cuestión  jeneral  los 
Senadores  que  tengan  interés  en  ella  como  miembros  de  clases 
afectadas  por  esa  cuestión.» 


CAPITULO  LXXX 

H^  o  IX  o  I  •  ©  s     i>  li  Ib  1 1  c  o  s 

Determina  la  Constitución: 

«Art.  28  (37).   Solo  en  virtud  de  una  lei  se  puede: 

10.  Crear  o  suprimir  empleos  públicos;  determinar  o  modificar 
sus  atribuciones;  aumentar  o  disminuir  sus  dotaciones;  dar  pensio- 
nes, i  decretar  honores  piibli:os  a  los  grandes  servicios.:^ 

El  señor  Huneeus,  dice  lo  siguiente,  a  este  respecto: 

^¿I  qué  se  entiende  por  honores  públicos  para  los  efectos  de  la 
disposición  que  examinamos?  El  Senado,  después  de  una  larga  dis- 
cusión habida  en  sus  sesiones  de  8  i  lo  de  julio  de  1846,  con  oca- 
sión de  un  proyecto  que  tenia  por  objeto  honrar  la  memoria  del 
señor  don  Mariano  Egaña,  resolvió,  por  once  votos  contra  cinco, 
que  podia  decretar  por  sí  solo  honores  en  su  recinto,  decidiendo  así 
que  ellos  no  tienen  el  carácter  de  públicos. 

A  la  verdad  que  no  es  fácil  comprender  lo  que  se  entiende  por 
honor  público,  sino  lo  es,  por  ejemplo,  colocar  el  retrato  del  hon- 
rado en  el  lugar  donde  tiene  sus  sesiones  una  de  las  Cámaras.  Lo 
visible  u  ostensible  del  honor  tampoco  decide  acerca  de  su  carác- 
ter de  público,  porque  se  han  tributado  entre  nosotros  honores  tan 
visibles,  como  el  de  levantar  estatuasen  las  calles,  plazas  o  paseos, 
costeadas  solo  con  erogaciones  particulares  i  sin  que  ninguna  lei 
las  haya  decretado. 

La  columna  trajana  que  tenemos  en  Santiago,  con  los  perfiles 
de  los  señores  Benavente,  Tocornal,  Sanfuentes  i  García  Reyes, 
nos  parece  que  es  honor  público,  si  por  público  se  entiende  lo  que 
está  a  la  vista  de  todos.  Lo  es  también  la  estatua  de  Cochrane  en 
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Valparaíso,  la  de  Wheelwright  en  el  mismo  puerto.  I,  sin  embar- 
go, en  todos  estos  casos  i  en  muchos  otros,  honores  que  son  públi- 
cos en  el  sentido  que  acabamos  de  indicar,  no  han  sido  autoriza- 
dos por  leí  alguna. 

Debemos,  en  consecuencia,  deducir  de  lo  que  precede,  que»  se- 
gún la  intelijencia  prácticamente  dada  a  la  Constitución,  i  que, 
por  lo  demás,  guarda  armonía  con  la  que  se  ha  dado  a  la  segunda 
parte  del  art.  s.',  solo  se  entiende  que  es  público  el  honor  votado 
por  el  Congreso  a  espensas  de  la  Nación. >/ 

Posteriormente  a  esta  esposicion,  i  tratándose  de  la 
repatriación  de  los  restos  de  Arturo  Prat,  i  los  inmorta- 
les de  la  Esmeralda^  el  patriota  Diputado  don  R.  Ricardo 
Rozas,  presentó  a  la  Cámara  un  proyecto  de  lei  conce- 
bido en  estos  términos: 

«Honorable  Cámara: 

Todos  los  pueblos  civilizados  acostumbran  premiar  a  sus  grandes 
servidores,  decretándoles  honores  mientras  viven  i  honrando 
debidamente  sus  cenizas  cuando  mueren. 

Desde  que  Chile  nació  a  la  vida  de  los  pueblos  ,  libres,  ha  cum- 
plido con  relijiosa  exactitud  este  deber  que  imponen  de  consuno 
la  justicia  i  la  gratitud  nacional.  Todos  los  proceres  de  nuestra  in- 
dependencia política  i  todos  los  ilustres  ciudadanos  que,  en  el  tras- 
curso de  nuestra  vida  de  nación  independiente,  han  conquistado 
por  sus  grandes  servicios  títulos  al  reconocimiento  público,  han 
sido  dignamente  glorificados  en  vida  i  honrados  después  de  su 
muerte.  Aquellos  que,  como  O'Higgins  i  los  Carreras,  fallecieron 
en  tierra  estraña  i  cuyos  restos  mortales  descansaron  en  lejana 
tumba,  han  sido  devueltos  al  seno  de  la  patria  que  los  reclamaba 
para  guardarlos,  como  preciadas  reliquias,  a  la  sombra  de  los  mo- 
numentos levantados  a  su  gloria.  I  fueron  los  representantes  de  la 
Nación  los  que  por  medio  de  una  lei  se  apresuraron  a  pagar  esa 
deuda  reconocida  por  todo  el  pais. 

Ha  llegado  el  momento  en  que  cumple  al  Congreso  i  a  la  Nación 
satisfacer  esta  misma  sagrada  deuda  con  el  mas  grande  entre  los 
marinos  que  se  han  distinguido  en  la  presente  guerra,  con  el  mas 
ilustre  de  los  héroes  que  ocupan  un  puesto  de  honor  en  la  historia 
nacional,  i  con  el  mas  invicto  de  los  mártires  que  han  inmolado 
su  vida  en  aras  de  la  patria:  el  capitán  de  fragata  i  comandante  de 
lá  Bsnwraldat  don  Arturo  Prat. 
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El  cadáver  del  invicto  mártir,  que  no  soltó  ni  después  de  muerto 
la  empuñadura  de  su  espada,  fué  recojido  por  manos  jenerosas 
para  darle  improvisada  sepultura  en  el  Cementerio  público  de  Iqui- 
que.  Intervino  en  este  acto  el  ciudadano  español  don  Eduardo 
Llanos,  quien  ha  empeñado  con  esto  la  gratitud  nacional  i  héchose 
digno  de  señalada  recompensa. 

Los  restos  mortales  del  héroe  i  mártir  aguardan  allí  que  la  mano 
agradecida  de  la  Nación  vaya  a  removerlos  del  polvo  que  los  cubre 
para  depositarlos,  como  inestimable  tesoro,  en  un  sarcófago  digno 
de  la  memoria  de  quien  los  animara  en  vida.  Esas  reliquias,  únicas 
prendas  que  legara  al  morir  a  la  patria  ausente,  reclaman  para  ser 
guardadas,  no  un  sepulcro  cavado  en  el  pedazo  de  tierra  donde 
se  confunden  los  grandes  i  los  pequeños,  sino  una  tumba  cavada 
en  el  pavimento  de  un  santuario  construido  a  orillas  del  mar  i  des- 
tinado a  guardar  bajo  su  techo  las  cenizas  de  Prat  i  de  sus  compa- 
ñeros de  sacrificio  i*  heroísmo. 

En  consecuencia,  i  para  los  fines  que  se  indican  en  esta  mociop, 
tengo  el  honor  de  someter  a  la  Cámara  el  siguiente 

PROYECTO    DV.  LEl! 

Art.  i.°  La  Nación  reconoce  como  un  deber  honrar  las  cenizas 
i  perpetuar  la  memoria  del  héroe  de  Iquique,  capitán  de  fragata 
don  Arturo  Prat. 

Art.  2."  Los  restos  mortales  del  comandante  de  la  Esmeralda^ 
don  Arturo  Prat,  serán  exhumados  i  trasladados,  al  terminar  la 
guerra,  del  puerto  de  Iquique  al  puerto  de  Valparaíso. 

Art,  3.°  Una  comisión  compuesta  de  dos  miembros  de  la  Cá- 
mara de  Senadores,  cuatro  de  la  de  Diputados,  de  un  miembro  de 
cada  una  de  las  cortes  superiores  de  justicia,  de  dos  jenerales  del 
ejército  designados  por  el  Gobierno,  de  representantes  del  clero 
nombrados  por  los  Obispos,  se  embarcarán  en  un  buque  de  guerra 
de  la  Armada  Nacional,  cortejado  por  todas  las  naves  de  guerra 
en  actual  servicio,  para  conducir  al  seno  de  la  patria  los  restos  del 
héroe. 

Art.  4."  Provisoriamente  se  sepultarán  esas  cenizas  con  toda  so- 
lemnidad en  una  bóveda  de  ladrillo  que  se  preparará  en  la  Iglesia 
del  Espíritu  Santo  de  Valparaíso,  mientras  se  construye  en  el  mis- 
mo puerto  una  capilla  conmemorativa  de  los  hechos  realizados 
por  la  marina  nacional  en  la  presente  guerra. 

Art.  5.°  La  capilla  conmemorativa  de  que  habla  el  artículo  pre- 
cedisot^  se  construirá,  tan  prdtito  búino  sea  posible,  cofí  las  ero- 
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gaciones  particulares  que  puedan  obtenerse»  completándose  la  su- 
ma requerida  con  fondos  del  erario  nacional. 

Art.  6.°  El  retrato  del  héroe  de  Iquique  será  colocado  en  el  gran 
salón  del  Congreso  Nacional,  entre  los  que,  según  acuerdo  de  las 
Cámaras,  deberán  designarse  por  la  comisión  nombrada  con  este 
objeto, 

Art.  7.*'  El  acto  jeneroso  de  haber  dado  honrosa  sepultura  a  los 
restos  de  don  Arturo  Prat,  ejecutado  en  Iquique  por  el  ciudadano 
español  don  Eduardo  Llanos,  será  premiado  con  una  medalla  de 
oro  que  llevará  en  el  anverso  la  siguiente  inscripción:  «La  Repú- 
blica de  Chile  en  homenaje  de  agradecimiento  al  señor  don 
Eduardo  Llanos>/,  i  en  el  reverso  al  escudo  chileno  con  la  fecha 
del  combate  i  de  la  presente  lei. 

Art.  8."  Todo  lo  dispuesto  en  esta  lei  sobre  la  traslación  i  sepul- 
tación de  las  cenizas  del  capitán  de  fragata  don  Arturo  Prat,  se 
hará  con  los  restos  del  teniente  don  Ignacio  Serrano  Montaner,  su 
compañero  de  sacrificio  i  heroismo. 

Art.  9.°  Se  autoriza  al  Presidente  de  la  República  para  que  in- 
vierta del  tesoro  nacional  las  cantidades  que  sean  necesarias  para 
cumplir  en  todas  sus  partes  las  disposiciones  de  la  presente  lei. 

Art.  10.  El  Presidente  de  la  República  dictará  todas  las  provi- 
dencias que  considere  oportunas  para  dar  la  mayor  solemnidad  a 
los  honores  postumos  acordados  por  la  Nación  al  héroe  del  21  de 
Mayo. 

Santiago,  Diciembre  16  de  1879. — Ramón  Ricardo  Ro^as,  Diputado 
por  la  Laja.// 


Pasado   al  examen  de  una  Comisión  parlamentaria, 
ésta  evacuó  su  dictamen  en  la  forma  siguiente: 

«Honorable  Cámara: 

Vuestra  Comisión  de  Guerra,  al  informaros  sobre  el  proyecto 
presentado  por  el  señor  Diputado  de  la  Laja,  don  Ramón  Ricardo 
Rozas,  acerca  de  los  honores  que  deben  tributarse  a  la  memoria 
del  heroico  Arturo  Prat  i  a  los  gloriosos  restos  de  éste  i  de  su  com- 
pañero de  heroismo  Ignacio  Serrano,  no  trepida  en  pediros  que  le 
prestéis  vuestra  aprobación. 

A  medida  que  trascurre  el  tiempo  se  aumenta  mas  i  mas  la  gra- 
titud nacional  hacia  el  héroe  de  Iquique,  que  señaló  desde  incon- 
mensurable altura  a  nuestros  gloriosos  soldados  de  mar  i  tierra  el 
rumbo  de  la  gloria:  el  nombre  de  Arturo  Prat  es  el  del  primero 
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de  nuestros  héroes  i  el  mas  caro  a  todo  corazón  chileno.  Por  eso 
el  Congreso  Nacional,  al  prestar  su  aprobación  al  proyecto  del  se- 
ñor Diputado  por  la  Lajn,  no  hará  sino  interpretar  fielmente  el 
deseo,  o  mejor  dicho,  la  voluntad  del  pueblo  de  Chile. 

1  no  solo  dará  el  carácter  de  nacional  a  la  manifestación  hacién- 
dola por  medio  de  una  lei,  sino  que  entrarla  de  lleno  en  lo  pres- 
crito por  la  Constitución  del  Estado,  la  cual,  en  el  inciso  i.°  del 
art.  37,  coloca  entre  las  atribuciones  del  Congreso  la  de  decretar 
honores  públicos  a  los  grandes  servicios.  No  es  ésta  tampoco  la 
vez  primera  que  Chile  trae  a  su  suelo  las  cenizas  de  grandes  hom- 
bres, i  cuando  la  traslación  de  los  restos  de  los  Carreras  i  de  O'Hig- 
gins,  se  procedió  por  medio  de  una  lei,  lo  mismo  que  ahora  lo 
dispone  el  proyecto  del  señor  Diputado  por  La  Laja. 

En  lo  que  toca  a  la  capilla  que,  conforme  a  los  artículos  4."  i  c,.** 
del  mencionado  proyecto,  debe  construirse  en  Valparaíso  para  que 
en  ella  descansen  los  restos  de  Prat  i  de  Serrano,  la  Cámara  recor- 
dará que  esa  idea,  que  ha  nacido  a  un  mismo  tiempo  en  la  mente 
de  la  jeneralidad,  está  ya  en  vía  de  ejecución.  El  Congreso,  ha- 
ciéndola suya,  enviará,  como  acostumbran  todas  las  naciones,  su 
gratitud  hacia  el  Dios  de  los  Ejércitos  con  el  recuerdo  de  sus  hé- 
roes, dando  así  la  mas  noble  i  permanente  espresion  a  los  senti 
mientos  del  pueblo. 

El  ciudadano  español  don  Eduardo  Llanos  ha  hecho  a  Chile  el 
mayor  de  los  servicios,  conservándole  los  preciosos  restos  que  en 
adelante  constituirán  la  mas  preciada  reliquia  nacional;  estricta 
justicia  es,  a  juicio  de  vuestra  Comisión,  manifestar  al  señor  Lla- 
nos la  gratitud  que  por  su  jenerosa  conducta  le  profesamos. 

No  ha  mucho  tiempo  discutía  el  Congreso  acerca  de  cuáles  ha- 
blan de  ser  los  retratos  que  se  deberían  colocar  en  el  gran  salón 
de  la  Representación  Nacional:  ^'pondrá  alguien  en  duda  que  el 
del  primero  de  nuestros  héroes  debe  encontrarse  ahí? 

En  resumen,  la  Comisión  cree  que  no  puede  haber  exceso  cuan- 
do se  trata  de  enaltecer  la  memoria  de  Arturo  Prat  i  sus  compañe- 
ros, 1  juzga  de  suma  importancia  i  oportunidad  manifestar  en  esta 
ocasión  a  los  denodados  defensores  de  la  patria,  a  los  que  le  están 
dando,  al  precio  de  su  sangre,  tan  grandes  dias,  que  Chile  aprecia 
en  lo  que  vale  la  memoria  de  los  que  son  su  mas  alto  timbre  de 
gloria. 

Sala  de  la  Comisión,  Junio  15  de  1880. — Zócimo  Errá^urii. — A^. 
Peña  Vicuña,  Diputado  por  Concepción. — Francisco  Prado  Aldiina- 
te. — Gabriel  Vidal.w 
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Posteriormente  el  mismo  señor  Diputado  habia  di 
do,  a  mi  antecesor  en  esta  tarea,  la  siguiente  com 
cacion: 

«Skñor  dos  Jobje  HrsFHí's. 

Santiago. 

Talctgiinle,   Maro  lo  de  1888 

Distinguido  señor  i  amigo> 

Su  hermano  don  Isidoro  me  ha  alentado  para  dirijirme  a 
por  escrito  a  proposito  de  una  cuestión  constitucional  de  palpi 
actualidad. 

Me  resuelvo  a  tomarme  esta  confianza,  acostumbrado  com 
hallo  a  consultar  la  respetable  opinión  de  (!d.  sobre  todo  cti 
se  relaciona  con  nuestro  Código  Fundamental,  i  teniendo  a  la 
la  reciente  carta  dirijída  por  Ud.  al  señor  Latorre,  sobre  el  < 
che  de  interpelar  en  las  sesiones  especiales  del  Congreso. 

El  Presidente  de  la  República,  a  pesar  del  art,  38  137),  incii 
de  la  Constitución,  que  prohibe  tributar  honores  públicos  ; 
grandes  servicios,  ha  decretado  los  mas  estraordinarios  pai 
traslación  de  los  restos  de  Prat,  Serrano  i  Aldea. 

Como  Ud.  recordará,  tuve  el  honor  de  someter  a  la  deliber: 
del  Congreso  del  79-S3  un  proyecto  de  lei  para  cjue  estos  act' 
verificaran  con  toda  la  legalidad  i  esplendor  debidos,  consult 
antes  las  leyes  análogas  relacionadas  a  O'Higgins.  los  Carr 
etc.,  i  ese  proyecto  que  aun  se  encuentra  en  tabla,  mereció  ei 
ees  jeneral  aceptación,  dentro  i  fuera  de!  Congreso,  como  la 
receció  también  de  Ud. 

Recuerdo  que  mi  amigo  don  Demetrio  Lastarria,;  actual  \ 
tro  de  Estado,  entre  otros,  me  dirijió  por  escrito  algunas  obs 
clones  sobre  ese  proyecto  para  que  las  tuviera  presentes  al  sei 
cutido  i  que  el  actual  Presidente  de  la  República,  diputado 
sazón,  me  impulsaba  para  activar  su  despacho 

Pues  bien,  ¿cree  Ud.,  señor,  que  dentro  de  la  disposicior 
inciso  10  del  art.  a8  (37)  de  la  Constitución,  puede  el  Gobi 
por  si  solo  decretar  los  honores  que  se  están  tributando  a  los  hi 
del  31  de  Mayo? 

¿Puede,  sin  autorización  legislativa  subvenir  a  los  gasto 
esos  honores  exijen? 

Me  limito  a  someter  al  ilustrado  t  prestíjioso  juicio  d«  Ud. 
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dos  cuestiones,  porque  no  es  mi  ánimo  entrar  en  las  muchas  con- 
sideraciones qne  de  estos  hechos  se  desprende,  i  que  desgraciada- 
mente reflejan  amplia  luz  para  combatirlos. 

He  deseado  únicamente  que  la  opinión  de  Ud.  pueda  en  ade  • 
lante  invocarse  en  favor  de  la  derogación  de  ese  inciso,  o  bien 
para  que  él  sea  debidamente  respetado  en  lo  sucesivo. 

Disculpe,  señor,  esta  carta  a  su  mui  afectísimo  servidor  i  amigo. 
— Ramón  R.  R^zas.» 

A   la  que  el   señor   Huneeus  respondió   con   la    que 

sigue: 

^Santia^^o,   is  de  Mayo  de  1888. 

Señor  don  Ramón  Ricardo  Rozas. 

Talagante. 

Estimado  señor  i  amigo: 

Imposible  ha  sido  para  mí  contestar  antes  su  favorecida  de  10 
del  actual. 

Se  sirve  Ud.  preguntarme  en  ella  si  el  Gobierno  puede,  sin  auto- 
niacíon  lejislaíwa,  subvenir  a  los  gastos  que  exijen  los  honores  que 
se  están  tributando  a  los  héroes  del  21  de  Mayo. 

La  cuestión  de  derecho  se  resuelve  fácilmente.  Para  contestar  nó 
a  la  pregunta  de  Ud.  basta  leer  el  inciso  10  del  art.  37  de  la  Cons- 
titución. Pero  la  cuestión  de  hecho  es  diferente,  pues  creo  recordar 
que  el  asunto  se  debatió  en  las  Cámaras  el  año  pasado,  i  aun  que 
mi  inolvidable  amigo  don  Miguel  Luis  Amunátegui  declaró  que 
los  restos  de  los  héroes  del  21  de  Mayo  serian  trasladados  a  Valpa- 
raiso,  con  la  pompa  correspondiente,  a  fin  de  descansar  allí  para 
siempre.  Es  posible  que  la  autorización  legislativa  necesaria  se 
haya  dado  realmente  en  el  fondo,  que  es  lo  que  importa  mas,  aun- 
que talvez  no  en  la  forma.  No  estoi  seguro  de  lo  ocurrido,  porque 
yo  no  asistí  a  la  Cámara  de  Diputados  el  año  último. 

Con  este  motivo  me  es  grato  suscribirme  de  Ud.  afectísimo  se- 
guro servidor  i  amigo. — Jorji:  Hunfeus.» 

La  opinión  de  mi  respetado  amigo,  a  este  respecto, 
pesa  de  excesiva  timidez. 

En  el  caso  de  Arturo  Prat,  la  opinión  pública,  acom- 
pañada por  la  justicia  universal,  habia  ya  pronunciado 
su  solemne  e  irrevocable  fallo. 

Pero  si  e^os  honores,  en  vez  d^  nacer  del  dlma  del 
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pais,  le  hubieran  sido  impuestos  por  un  acto  d( 

tivo,  decretado  esclusivamente  por  él,  no  ten 
la  solemnidad  ni  el  valor  de  la  ]ei;  serian  la  v 
partido  omnipotente,  de  un  Congreso  omnipc 
un  Ejecutivo  audaz,  pero  no  tendrían  la  sanci 
majestad  de  la  lei:  no  serian  la  espresion  de  e 
tad  soberana  que  manda,  prohibe  o  permití':  r 
lei,  a  pesar  de  la  apariencia  i  de  la  forma. 


CAPITULO   LXXX! 

1. 11  oboílloncla  dol  líljói-oito 

«Alt.  157.  La  fuerza  pública  es  esencialm 
diente.  Kingiin  ciierpio  arinado  puede  deliberar 

Dice  el  señor  Huneeus: 

■*La  primera  parte  de  este  articulo  consigna 
cipio  tan  natural  como  necesario,  i  que  se  es 
solo  tener  presente  que  la  obediencia  de  los  ir 
que  forman  la  fuerza  pública  de  un  pais  respec 
superiores,  es  condición  esencial  e  indispensa 
existencia.  Por  eso  es  que  el  subalterno  no  res 
las  consecuencias  de  las  órdenes  quo  su  superi 
biere  dado,  tratiíndose  de  la  fuerza  pública,  si 
de  línea,  la  de  milicias  o  !a  pnlicia.  .Su  obedit 
debe  ser  pasiva;  no  activa  como  la  que  los  ajci 
jerarquía  administrativa  deben  prestar  a  las  di 
periores  de  quienes  dependieren,  i  de  cuyas  ón 
gales  son  también  responsables,  si  las  ejecu 
observación  alguna.  Esto,  que  es  condición  es 
la  organizaciou  de  una  buena  Jerarquía  admiri 
seria  inaceptable  en  la  de  la  fuerza  pública,  i 
estar  basada  en  la  subordinación  i  en  la  discip 
severa. 
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El  artículo  157  se  ha  hecho  valer  mas  de  una  vez  en 
nuestros  Cámaras  como  argumento  para  justificar  la 
constilucionalidad  de  los  preceptos  de  las  varias  leyes 
electorales  que  han  rejido  desde  1833,  en  la  parte  en 
que  han  escluido  del  derecho  de  sufrajio  a  los  soldados 
i  clases  de  los  cuerpos  del  Ejército,  de  la  Armada  i  de 
la  policía.  Nos  parece  que  esa  esclusion.  reclamada  por 
razones  de  notoria  conveniencia,  aunque  de  constitucio- 
nalidad  mui  dudosa,  no  puede  ampararse  en  el  artículo 
citado.  Este  se  espresa  en  términos  tan  jenerales  que  si 
de  él  se  pudiera  decidir  que  los  soldados  i  las  clases  del 
Ejército  i  de  policía  no  son  calificables,  con  idéntica 
lójica  i  por  idéntico  motivo  seria  menester  deducir  que 
tampoco  podría  calificarse  ninguno  de  los  individuos  que 
componen  el  Ejército  i  la  Armada  de  Chile,  desde  el  Je- 
neral  de  Divisioa  inclusive  hasta  el  último  subteniente, 
desde  el  vice-Almirante  hasta  el  simple  aspirante;  i  nin- 
guno tampoco  de  la  Guardia  Nacional  ni  de  la  Policía, 
porque  ambas  forman  también  parte  de  la  fuerza  públi- 
ca. Si  todo  esto  seria  inaceptable  ante  el  buen  sentido, 
como  lo^  es  para  la  lei,  que  no  ha  establecido  tales 
esclusiones,  es  evidente  que  el  art.  157  no  se  presta  a  la 
interpelación  que  ha  querido  atribuírsele. 


La  segunda  parte  del  artículo  citado  'Kse  refiere  única- 
mente a  los  actos  del  servicio,  i  de  ninguna  manera  a 
aquellos  que  los  miembros  del  Ejército  i  de  la  Armada 
pueden  ejecutar ///m?.  del  servicio,  obrando  como  ciuda- 
daño,  i  sin  violar  las  reglas  de  subordinación  i  discipli- 
na  a  que  están  sujetos  como  miembros  de  la  fuerza  pú- 
blica». Así  tuvimos  la  honra  de  decirlo  i  de  sostenerlo. 

Nuestra  Constitución  dispone  solo  que  la  fuerza  pú- 
blica es  esencialmente  obediente,  i  que  ningún  cuerpo 
armado  puede  deliberar.  Pero  es  bien  claro  que  este  pre- 
cepto constitucionnl  se  refiere  únicamente  a  los  fictos  del 
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servicio  i  de  ninguna  manera  a  aquellos  que  los  miem- 
bros de!  Kjórcito  i  la  Arniada  puf ilen  ejecutar  fuera  del 
servicio,  obrando  como  ciudadanos  i  sin  violar  las  reglas 
de  subordinación  i  disciplina  a  que  están  sujetos  como 
miembros  de  la  fuer/a  pública. 

En  consecuencia,  yo  pienso  que  los  oficiales  del  Ejér- 
cito i  la  Armada,  que  gozan  del  derecho  de  sufrajio,  tie- 
nen también  derecho  para  tomar  parte  en  todas  aquellas 
nanifestaciones  i  en  todos  aquellos  actos  que,  sin  im- 
portar un  abandono  de  sus  deberes  militares  ni  una  in- 
[■raccion  de  las  leyes  de  subordinación  i  disciplina  a  que 
3stán  sujetos,  contribuyen  a  preparar  el  ejercicio  de  aquel 
Jerecho,  a  fin  de  que  se  practique  de  una  manera  perfec- 
tamente libre  e  ilustrada. 

En  efecto,  no  veo  en  qué  se  comprometen  esos  princi- 
pios de  disciplina  i  subordinación,  porque  un  oficial 
pone  su  firma  al  pié  de  un  acta  que  tiene  por  objeto  la 
proclamación  de  un  candidato  para  un  puesto  público 
;ualquiera.  Someter  todo  esto  ai  principio  de  la  pru- 
lencia  que  ha  sostenido  el  señor  Ministro  importará  lo 
nismo  que  no  reconocer  en  los  militares  el  derecho  de 
manifestar  sus  simpatías  políticas  sino  cuando  lo  hicie- 
ran en  un  sentido  favorable  o  simpático  a  los  intereses 

a  las  afecciones  del  Gobierno,  porque  es  evidente  que 
lingun  Gobierno  calificará  de  imprudente  el  acto  de  un 
íficial,  manifestado  en  ese  sentido. 

En  conclusión  sobre  este  punto,  declaro  que  no  acep- 
:o  la  teoría  sostenida  por  el  señor  Ministro  de   Guerra 

Marina  i  por  el  señor  Intendente  de  Valparaíso;  i  paso 
i  ocuparme  en  el  principio  de  la  intervención,  que  es  el 
^ue  en  realidad  ha  orijinado  esta  larga  e  interesante  dis- 
cusión.» 
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Sobre  este  punto  copiamos  de  un  trabajo  ya  publicado 
el  trozo  siguiente: 

Dice  el  artículo  de  la  Constitución. 

cLa  fuerza  pública  es  esencialmente  obediente.  Ningún  cuerpo 
armado  puede  deliberar. a^ 

Desde  luego  es  menester  definir  lo  que  debe  entenderse  por 
^füer\a  pública,!^ 

¿Es  el  ejército  de  línea? 

¿Es  la  Armada?  ¿Son  ambas  juntas  por  i  para  actos  del  servicio, 
i. . .  nada  mas? 

De  no  la  Constitución  diria  un  absurdo;  contendría  una  mons- 
truosa contradicción  consigo  misma,  i  con  el  resto  de  las  leyes. 

¿Cómo? 

De  la  manera  mas  obvia. 

La  Constitución  haría  deliberantes  a  los  militaies. 

Ellos,  principalmente  en  Chile,  han  sido  Presidentes  de  la  Re- 
pública, i  ocupado  un  puesto  en  las  Asambleas  esencialmente  deli- 
berantes: Municipios,  Congresos,  etc.  Ellos  ocupan  de  derecho  un 
puesto  en  el  Consejo  de  Estado. 

Ellos  constituyen  tribunales. 

Ellos  pueden  ser  intendentes,  gobernadores,  Ministros  de  Es- 
tado. 

¿Van  a  esos  puestos  a  obedecer? 

¿Reciben  para  ello  una  consigna? 

¿El  teniente  que  en  un  Consejo  de  Guerra  vota  en  contra  de  la 
opinión  del  coronel:  el  subalterno  que  en  la  Cámara  se  permite 
discutir  i  oponerse  al  pensamiento  de  su  superior,  son  reos  de  de- 
sacato ante  la  Ordenanza  i  ante  la  Constitución? 

jEh!  esto  no  es  serio! 


¡Jimas!  en  nación  civilizada  ha  podido  pretenderse  hacer  del 
valor  guerrero,  cualidad  noble  i  jenerosa,  propia  solo  de  nobles 
almas  i  jenerosos  sentimientos,  un  resultado  material,  físico,  podria 
decirse,  de  lo  contrario,  es  decir,  un  resultado  del  apocamiento 
del  espíritu,  de  la  presión,  de  la  falta  absoluta  o  carencia  de  vo- 
luntad. 

Un  oscuro  ciudadano  podria  quizás,  por  ignor^icia,  abdicar  par- 
cialmente a  sus  derechos  de  tal;  un  hombre  de  ^spada^  jamas. 

La  obediencia  del  soldado,  para  ser  meritbriares  m&uester  que 
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sea  como  la  exijia  San  Pablo  de  los  cristianos,  racional;  obedientia 
vostra  ralionabilc  sil. 

Así  lo  han  comprendido  los  mas  grandes  guerreros,  i  los  mas 
grandes  espíritus. 

Se  ha  pretendido  identificar  la  sumisión  i  la  lealtad — sofisma  de 
todas  las  tiranías  de  todas  las  épocas. 

Enrique  III,  queriendo  desembarazarse  del  duque  de  Guissa, 
reúne  a  sus  guerreros. 

Entre  ellos,  se  encuentra  el  bravo  Crillon  su  capitán  de  guar- 
dias, la  espada  mas  altiva  de  la  Francia. 

I  bien,  esc  bravo  responde  a  las  instigaciones  del  monarca  estas 
nobles  palabras: 

«Sire:  aunque  yo  soi  capaz  de  emprender  todo  por  el  servicio 
de  S.  M.,  no  soi  capaz  de  cometer  un  asesinato.» 

Ya,  un  poco  antes,  el  visconde  de  Orthez,  encargado  de  indagar 
la  voluntad  de  sus  soldados,  para  ese  golpe  de  Estado  que  la  histo- 
ria llama  la  matanza  de  San  Bartolomé,  habia  contestado  a  Car- 
los IX: 

«Sire:  he  comunicado  vuestra  carta  a  mis  soldados,  i  he  encon- 
trado entre  ellos  buenos  ciudadanos  i  bravos  soldados,  pero  ni  un 
solo  verdugo,  por  lo  cual  ellos  i  yo  suplicamos  humildemente  a 
V.  M.  que  emplee  nuestros  brazos  i  nuestras  vidas  en  cosas  posi^ 

^/^JS...» 

Ah!  cuánta  sangre  i  lágrimas  se  habria  ahorrado  el  país  si  entre 
los  jefes  consultados,  según  el  diario  de  Julio  Bañados,  para  el 
golpe  de  Estado  del  i.''  de  Agosto  de  1891  hubiera  habido  un  gue- 
rrero como  el  de  Carlos  IX!. . , 


Podrían  multiplicarse  los  ejemplos,  pero  de  la  práctica  pasemos 
a  la  teoría,  del  corazón  al  celebro,  de  la  espada  al  libro. 

;Qué  dicen  éstos? 

Ross»,  Historia  oía  Derecho  Pknal. — '<La  cuestión  de  la  obedien- 
cia pasiva,  es  una  de  aquellas  de  que  mas  han  abusado  el  espíritu 
de  partido  i  las  pasiones  políticas. 

El  hombre  no  puede  ser  un  instrumento  material;  no  puede  ab- 
dicar de  su  conciencia. 

En  una  palabra,  la  obediencia  jerárquica  cesa  de  ser  una  escusa 
para  el  ájente  cuando  la  crtminalíaad.de  la  orden  es  tan  evidente 
que  desfriiye  la  {^Vésuhfcion  dé  la  lejítirriidád  del  tñandd.» 
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Mas  esplícitos  aun,  los  comentadores  del  Código  Penal  Frances> 
Chavcau  et  Hedc,  t.  i.^,  páj.  397,  se  espresan  en  estos  términos: 

«El  hombre  no  puede  ser  jamas  reducido  a  un  rol  puramente 
material;  la  responsabilidad  moral  es  esencial  a  su  ser;  nadie  pue- 
de imponerle  el  sacriticio  de  su  conciencia.  ¿Cómo  comprender  un 
deber  que  prescribiera  la  ejecución  de  un  crimen;  una  leí  que  le 
ordenara  pisotear  las  leyes?  La  obediencia  jerárquica  es  uno  délos 
principios  fundamentales  del  orden  social;  pero  esa  obediencia  no 
debe  ser  ni  ciega  ni  pasiva. 

«En  seguida  no  es  exacto  que  los  militares,  aun  sobre  las  armas, 
no  sean  sino  ciegos  instrumentos,  ¿acaso  no  están  llamados  a  veri- 
ficar la  lejitimidad  de  las  órdenes  que  reciben?  Por  esto  es  que  no 
deben  obedecer  sino  a  los  jefes  bajo  cuyas  órdenes  están  colocados, 
i  no  deben  obediencia  sino  en  cuanto  esas  órdenes  se  encuentran 
dentro  de  los  límites  de  su  autoridad.  ¿Por  qué  se  les  privaría 
del  discernimiento,  cuando  esas  órdenes  les  prescribieran  un  acto 
inmoral,  una  empresa  criminal?  I  en  seguida  la  obediencia  pasiva, 
til  como  se  la  crea,  no  ha  existido  jamas,  sino  en  épocas  de  fana- 
tismo! Es  realmente  indispensable  si  no  es  para  el  despotismo?  La 
disciplina  está  fundada  sobre  deberes  austeros  pero  sagrados;  esos 
deberes  para  ser  observados  no  necesitan  ser  formulados  en  reglas 
de  esclavitud;  el  soldado  comprende  su  importancia  para  el  interés 
de  la  patria,  i  las  respeta:  su  obediencia  inlelijenie  es  la  garantía 
mas  eficaz  de  la  sociedad.:» 

Nól  no  habia  necesidad  de  decir  al  soldado  de  Chile,  lo  que  el 
mariscal  Bugeaud,  ese  tipo  de  soldado,  dijera  al  ejército  francés: 

«Nuestro  deber  es  de  defender  la  Constitución  que  ha  fundado 
la  República?.. .  .> 

Habia  urjencia  de  repetirle  lo  que  otro  mariscal  de  Francia, 
Baraguay  d'Hiliers,  decia  a  su  ejército:  «Apoyar  enérjicamente  a 
la  autoridad  en  la  ejecución  de  las  leyes,  respetar  i  hacer  respetar 
en  toda  ocasión  los  derechos  de  los  poderes  establecidos  por  la 
Constitución,  tal  es  nuestro  común  divisa?^^ 

Nó  i  mil  veces  nó. 

El  soldado  chileno,  conoce  perfectamente  esos  derechos,  asi 
como  conoce  esos  deberes. 

La  Ordenanza  le  ha  dicho,  como  se  ha  visto,  que  la  obediencia, 
o  mas  bien  dicho,  la  disciplina  militar  nace  i  muere  dentro  de  los 
límites  del  servicio,  i  que  las  almas  escapan  al  servicio. 

Sabe  instintivamente  que,  según  la  espresion  del  jener^l  Foy, 
euando  el  soldado  hace  frente  al  estériof .  es  decir,  al  estr'anjero',  lá 
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obediencia  tíeoe  que  ser  pasiva,  absolutafpero  cuando  hace  I 
al  interior,  es  raciona)  j  deliberada.» 

Sabe  que  un  decreto  dictado  por  0"Higgins  primero,  en  1( 
bores  de  la  independencia,  i  un  texto  constitucional  en  se| 
declaran  que  en  Chile  no  hai  esclavos. 

1  la  obediencia  pasiva  es  mas  que  la  esclavitud  en  los  cue 
es  el  idiotismo  en  las  almas. 

Hoi  día  ni  las  bayonetas  son  irreñexivas;  las  bayonetas  er 
República  que  es  el  Gobierno  de  todos,  son  ¡ntelijentes,  debf 
liberar  i  r 


Alguien  o  algunos  creerán  que  es  osado  lo  que  escribo. 

Yo  no  lo  creo  así.  El  dogma  del  raciocinio  militar,  de  la 
tencia  contra  el  abuso,  de  la  obediencia  a  la  lei,  se  halla  e 
con  caracteres  sempilernos  en  los  mástiles  de  nuestros  barco; 
el  corazón  de  nuestros  bravos. 

Ellos  que  han  ¡do  a  buscar  la  muerte  al  mar  í  al  desierto,  e 
fensa  de  un  principio,  i  no  en  persecución  de  galones  o  din 
saben  que  si  los  hombres  caen  i  mueren,  los  principios  no  peí 
jamas. 

Abajo,  pues,  la  abcdiencia  pasm  militar,  sinónimo  del  serw 
militar.  Que  no  haya,  fuera  del  servicio,  otra  obediencia  qm 
lei,  i  entonces  dominará  la  libertad. 

¿Sub  icge  tiberlas/ 


CAPITULO  LXXXII 

Ua  dlsoluoioxt   do  los  Par-lame  utos 

La  disolución  de  una  Asamblea,  dice  uu  trata{ 
francés,  es  el  acto  por  el  cual  los  poderes  de  esa  A: 
blea  Soberana  terminan,  i  es  voluntaría  cuando 
Asamblea,  elejido  un  término  fijo,  designa  por  si  mi 
esa  terminación;  es  natural,  cuando  una  Asamblea 
soberana  ha  ejercido  por  completo  el  mandato  confe 
por  la  lei  i  por  loa  electores;  es  Uíg^aí  cuando  el  >e£e 
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Poder  Ejecutivo  tiene  el  derecho  de  disolver  el  Congreso 

ántés  del  término  regular  de  su  mandato;  i  es  ilegal 
cuando  los  representantes  del  pais  son  dispersados  por 
la  violencia  i  se  les  impide  reunirse. 


En  Francia  cinco  Asambleas  se  han  separado  volunta^ 
ríamente,  sea  bajo  la  presión  de  los  acontecimientos,  sea 
porque  en  el  silencio  de  la  lei  o  del  decreto  que  las  ha- 
bía convocado,  pertenecia  a  ellas  solas  el  poner  término 
a  sus  poderes. 

Esas  Asambleas  han  sido  la  Constituyente  de  1789, 
la  Lejislativa  de  1791,  la  Convención  de  1792,  la  Cons- 
tituyente de  1848,  i  la  Asamblea  Nacional  de  1871. 

La  Constitución  del  año  III  no  confirió  a  nadie  el 
poder  de  disolución,  pero  al  dia  siguiente  del  golpe  de 
Estado  del  18  Brumario,  una  lei  sustituyó  a  los  dos  Con- 
sejos, Comisiones  Lejislativas  provisorias,  espulsando 
sesenta  miembi'os  de  la  Representación  Nacional.  A 
pesar  de  los  recuerdos  de  este  golpe  de  Estado,  el  dere- 
cho de  disolución  no  apareció  en  la  Constitución  del 
año  VIII,  sino  que  se  le  encuentra  por  primera  vez  en 
el  art.  55  del  Senado  consulto  del  18  Thermidor,  año  X, 
confiriéndose  al  Senado,  quien  podía  esgrimirlo  contra 
el  Cuerpo  Lejislativo  i  el  Tribunado.  El  Senado  con- 
sulto disponia  que  la  disolución  debería  notificarse  al 
presente  Cuerpo  disuelto,  si  dicho  Cuerpo  se  encontraba 
en  sesión,  i  en  caso  contrario  insertarse  en  el  Boletín  de 
Sesiones. 

El  art.  30  de  la  Carta  de  1814,  trasfirió  el  derecho  de 
disolución  al  Jefe  del  Estado;  él  fué  reproducido  en  el 
art.  21  del  acta  constitucional  del  22  de  Abril  de  18x5  i 
en  el  art.  42  de  la  Carta  de  1830.  El  art.  4.\  título  II  del 
Reglamento  de  28  de  Junio  a  13  de  Agosto  de  1844, 
aplicado  hasta  1848,  determinaba  que  la  Cámara  debia 


4^4  DERECHO  PARLAMENTARIO    CHILENO 

separarse  inmediatamente  después  de  la  lectura  del  de- 
creto de  disolucioD. 

La  Constituyente  de  1848,  que  había  sido  nombrada 
sin  tiempo  fijo,  estabJeció  ella  misma  la  duración  de  sus 
poderes.  Su  última  sesión  tuvo  lugar  el  26  de  Mayo 
de  1849;  líi  Lejislativa  debía  reunirse  el  28,  En  el  mo- 
mento en  que  el  Presidente  iba  a  pronunciar  el  discurso 
de  clausura  de  la  Constituyente,  Mr.  Degoussee  pidió  a 
la  Asamblea  que  invistiera  a  la  Mesa  de  la  autoridad 
necesaria  pava  procederá  la  instalación  i  trasmisión  del 
poder  soberano  a  la  Asamblea. 

Mr.  Delpin  ide  la  Nievoc)  combatió  esa  proposición 
como  inconstitucional  i  atentatoria  a  la  soberanía  del 
pueblo. 

Dijo: 

«El  derecho  q'Je  la  Asamblea  I.ejislaliva  tcndrú  mañana  no  pro- 
cede de  vosotros,  i  no  tenéis  que  trasmitir  un  derecho  que  va  a 
concluir  antes  que  el  otro  comience. ,  .N'oesde  vosotros,  Asamblea 
Constituyente,  de  quienes  la  Asamblea  recibirá  su  mandato,  sino 
del  pueblo.  Ha  habido  una  elección  nueva  de  donde  han  n.icÍdo 
poderes  diferentes.  Vuestros  poderes  son  mas  amplios  que  lo 
serán  los  de  la  .\samble3  Lejislativa,  por  consiguiente,  no  podréis 
trasmitirlas  sin  establecer  una  usurpación.  La  Asamblea  Lejislativa 
no  tendrá  otros  derechos  que  los  que  procedan  de  su  elección.» 

El  28  de  Mayo  el  Presidente  Marrast,  de  pió,  i  rodeado 
de  los  vice- Presidentes,  secretarios  i  cuestores,  recibió 
a  los  de  la  nueva  Asamblea,  diciéndoles: 

«SeflorM:  la  Mesn  déla  Asamblea  Constituyente  ha  tenido  a  ho- 
nor aguardaros  i  recibiros,  con  el  propósito  de  constatar  que  bajo 
•1  Imperio  de  nuestra  Constitución,  no  podría  haber  intermitencia 
in  el  Cuerpo  Lejiílativo.  Vueitra  presencia  pone  termino  a  nuestro 
mindato,  a  nuestros  poderes,  a  nuestros  deberes;  nuestra  carrera 
hn  terminado;  com¡en;.a  la  vuestra.» 

Los  constituyentes  de  1848  rehusaron  al  jefe  del  Esta- 
do el  derecho  de  disolución  i  previeron  inútilmente,  por 
lo  demás,  el  caso  do  una  disolución  ilegal. 
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Siendo  la  Asamblea  de  1871,  soberana,  decidió  ella 
misma,  por  el  art.  5.°  de  la  lei  de  30  de  Diciembre,  que 
sus  poderes  terminarían  el  8  de  Marzo  de  1876;  el  mismo 
dia  el  Senado  i  la  Cámara  celebraban  sesión. 

Después  de  breves  discursos,  Mr.  Dufaure,  guarda-se- 
llos i  vice-Presidente  del  Consejo,  dijo: 

«Tenemos  encargo  del  Presidente  de  la  República  de  recibir  de 
vuestras  manos  el  Poder  Ejecutivo  con  sus  deberes  i  prerrogati- 
vas tal  como  se  lo  atribuyó  la  Constitución  republicana  del  2^  de 
Febrero.  Tenemos  al  mismo  tiempo  la  misión  de  declarar  que  con 
la  ayuda  de  Dios  i  el  concurso  de  la  Cámara,  no  se  ejercerá  jamas 
sino  en  conformidad  a  las  leyes,  i  portel  honor  i  el  interés  de 
nuestra  grande  i  muí  querida  nación. ;s> 


Según  estos  precedentes  el  art.  5/ de  la  lei  constitucio- 
nal de  25  de  Febrero  de  1875,  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica puede,  con  el  acuerdo  del  Senado,  disolver  la 
Cámara  de  Diputados  antes  de  la  espiración  legal  de  su 
mandato. 

Este  derecho  no  ha  sido  empleado,  no  obstante,  sino 
una  sola  vez  desde  la  promulgación  en  1875,  £n  la  sesión 
de  16  de  Junio  de  1877,  el  Senado  conoció  de  un  men« 
saje  presidencial  concebido  en  estos  términos; 

«El  Presidente  de  la  Repüblica,  visto  el  art.  5.^  ^tc,  da  a  cono* 
cer  gl  Senado  su  intención  de  disolver  U  Cámara  i  le  pide  su  opi*> 
nion.» 

Esta  comunicación  fué  enviada  al  examen  de  una  Comi- 
sión nombrada  por  la  Mesa,  la  cual  el  20  de  Junio  adop< 
taba  la  conclusión  siguiente: 

«Visto  el  mensaje  del  Presidente  de  la  Repiiblica  de  16  de  Junio, 
por  el  cual  hace  conocer  al  Senado  su  intención  de  disolver  la  Cá- 
mara de  Diputados,  i  le  pide  el  acuerdo  prescrito  en  el  art.  y^  de 
la  lei  sobre  los  poderes  ptíblicos,  el  Senado  emite  una  opinión 

conforme  a  la  del  Presidente  ele  h  República.» 


4^6  DERECHO   PARLAMhNTARIO    CHILENO 

Después  de  declarada  la  uijencia,  la  discusión  de  las 
conclusiones  del  informe  fué  ñjada  para  el  dia  siguiente 
31  de  Junio.  La  discusión  jeneral  ocupó  esta  sesión  i  una 
parte  de  la  del  32.  Llegó  la  votación  i  fué  aprobado  el 
articulo. 

El  25  de  Junio  de  1877,  antes  de  la  apertura  déla  sesión 
de  la  Cámara  de  Diputados,  Mr.  Fourtou,  Ministro  del 
Interior,  trasmitió  al  Presidente  de  dicha  Cámara,  Mr. 
Grevy,  la  ampliación  de  un  decreto  determinando  que  la 
Cámara  de  Diputados  seria  disuelta,  1  que  los  colejios 
electorales  debían  serconvocados  para  nuevas  elecciones 
en  el  término  de  tres  meses.  Mr.  Grevy  abrió  la  sesión, 
hizo  leer  el  acta,  admitió  un  iiiforme  sobre  el  Ministerio 
de  Marina,  i  en  seguida  se  espresó  en  estos  términos: 

«Señores:  Antes  de  poner  en  vuestro  conocimiento  la  comunica- 
ción que  he  recibido,  quiero  dar  las  gracias  por  última  ve¿  a  la 
Cámara  por  el  gran  honor  que  me  ha  hecho  i  la  benevolencia  que 
me  ha  demostrado.  El  país,  delante  del  cual  va  a  volver  le  dirá 
pronto  que  en  su  demasiado  rápido  carrera,  no  ha  cesado  un  mo- 
mento de  merecer  bien  de  la  Francia  i  de  la  República. j» 

El  Presidente  leyó  en  seguida  la  carta  del  Ministro  del 
Interior,  el  decreto  dil  Presidente  de  la  República  i 
declaró  levantada  la  sesión.  El  Senado  no  debia  reunirse 
bástalas  tres;  el  Presidente  AudilTrctPasquier  creyó,  con 
razón,  que  el  Senado  no  podia  reunirse  legalmente;  a  las 
tres  subió  al  sillón,  i  sin  leer  el  acta,  sin  abrir  la  sesión, 
dio  simplemente  conocimiento  al  Senado  de  una  carta 
por  la  cual  el  duque  de  Broglie,  Presidente  tiel  Consejo, 
le  comunicaba  el  decreto  de  disolución. 

El  Presidente  añadió: 

«Conforme  al  art.  1."  1  2."  de  la  lei  de  16  de  Julio  do  1875,  decla- 
rando que  la  sesión  de  una  i  olra  Cámara  comienza  i  acaba  al  mis- 
mo tiempo  una  que  otra;  i  al  art.  4.°  de  la  misma  Ici,  que  pres- 
cribe que  toda  Asamblea  de  una  de  las  Cámaras  que  se  celebrare 
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fuera  del  tiempo  de  la  sesión  común,  es  ilícita  i  nula  de  pleno 
derecho,  el  Senado  se  suspende  hasta  el  dia  en  que  se  convoque  a 
la  nueva  Cámara  de  Diputados.» 


El  derecho  de  disolución  no  existe  ni  en  Suiza  ni  en 
Estados  Unidos. 


En  Béljica,  en  los  Países  Bajos,  en  Dinamarca  i  en  P ru- 
sia, el  Rei  puede  disolver  las  Cámaras,  conjunta  o  sepa- 
radamente. 


En  España  el  Rei  tiene  el  derecho  de  disolver  simultá- 
nea o  separadamente  la  parte  electiva  del  Senado,  o  de 
la  Cámara  de  Diputados. 


En  Italia  el  derecho  de  disolución  no  concierne  sino  a 
la  Cámara  de  Diputados. 


El  art.  77  de  la  Constitución  alemana  de  1850,  aplica- 
ble a  la  Prusia,  declara  espresamente  que  la  disolución 
de  la  Cámara  de  Diputados  arrastra  la  próroga  de  la  otra 
Asamblea. 

El  hecho  de  que  un  Ministro  deje  entrever  un  proyec- 
to de  disolución,  no  autoriza  a  la  Cámara  a  suspender  sus 
funciones. 


En  Inglaterra,  toca  a  la  Corona  también  el  derecho 
de  pronunciar  la  disolución  de  la  Cámara  de  los  Comu- 
nes. Es  verdad  que  anteriormente  el  soberano  tenia  com* 
pleto  poder  para  fijar  el  término  de  la  existencia  del  Par- 
lamento, pero  en  1640,  el  parlamento  largo  dictó  unalei 
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declarando  que  la  Cámara  de  los  comunes  no  podría  ser 
disuelta  sino  por  su  propio  consentimiento.  El  último 
caso  en  que  se  declaró  dicho  consentimiento,  fué  en 
Marzo  i/  de  1814. 


¿En  qué  caso,  pregunta  Franqueville,  puede  el  sobe- 
rano ejercer  su  derecho  de  disolución  del  Parlamento? 

En  X784,  cuando,  según  la  esposicion  del  doctor  John- 
son existia  «una  lucha  entre  el  cetro  de  Jorje  III  i  la 
lengua  de  Mr.  Fox»,  éste  afirmó  que  el  Rei  no  podía 
disolver  el  Parlamento  en  el  medio  de  una  sesión,  i  para 
sostener  esta  opinión  se  apoyó  en  un  folleto  de  lord 
Sommers.  Propuso,  en  consecuencia,  a  la  Cámara  que  se 
formara  en  comité  sobre  el  estado  de  la  nación  a  fin  de 
impedir  una  disolución. 

«Conservemos,  decía,  la  belleza  de  nuestra  Constitución,  de  ese 
feliz  equilibrio  práctico  que  tiene  toda  la  efícacia  de  la  monarquía 
i  toda  la  libertad  de  Iq  República,  moderando  el  despotisn>o  d^  U 
una  i  la  libertad  de  la  otra,» 


La  teoría  del  eminente  orador  no  ha  sido  aceptada 
jamas,  i  nada  limita  la  prerogativa  de  la  Corona.  En  el 
hecho,  sin  embargo,  una  disolución  no  se  considera 
como  justificada  sino  en  ciertas  circunstancias, 

Son,  desde  luego,  los  casos  en  que  los  Ministros  se  en- 
cuentran en  desacuerdo  con  el  Parlamento  sobre  una 
cuestión  importante,  como  en  1831  i  1839,  sobre  la  refor- 
ma electoral;  en  1833  sobre  el  libre  cambio;  en  1837 
sobre  los  asuntos  de  China;  en  i8ó8  sobre  la  supresión 
de  la  iglesia  en  Irlanda;  i  en  x88ó,  sobre  la  cuestión  de 
la  autonomía  irlandesa. 


También  tiene  lugar  cuando  el  Gobierno  desea  cono  ■ 
cer  la  opinión  del  pais  sobre  un  acto  importante,  como 
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tuvo  lugar  cuando  el  fracaso  de  las  negociaciones  de 
1806  arrastró  la  continuación  de  la  gueiTa,  o  bien  sobre 
un  cabio  de  Ministerio. 

Fué  por  este  motivo  como  tuvieron  lugar  la  disolución 
de  1784,  en  el  momento  en  que  se  llamó  a  Pitt;  la  de 
1807,  cuando  el  Reí  despidió  al  Ministro  Granville  que 
no  quería  tomar  con  él  un  compromiso  formal  sobre  la 
cuestión  católica;  i  en  fin,  la  de  1837,  época  en  que  sir 
Roberto  Peel  fué  encargado  de  constituir  un  Gabinete 
despuüs  de  caer  la  administración  efímera  de  lord  Mel- 
bourne. 

Es  evidente  que  una  disolución  podria,  de  la  misma 
manera,  tener  lugar  si  un  conflicto  entre  ambas  Cámaras 
detuviera  el  voto  de  medidas  importantes,  pero  en  el 
hecho  este  caso  no  se  ha  presentado  desde  1705. 

Nadie  disputa  en  que  el  Gobierno  tenga  siempre  el 
derecho,  sino  el  deber  de  poner  término  a  la  existencia 
de  la  Cámara  de  los  Comunes,  si  tiene  motivos  para  pen- 
sar que  no  representa  exactamente  la  opinión  del  pais. 
— (Str R,  Pesscl^  Hausard,  vol.  LXXXVII,  páj.  1042,-^ 
lord  John  Rvssel,  Hausard^  vof.  CXlX,páj.  1070), 


En  cuanto  al  empleo  de  este  medio  estremo,  con  el 
único  fin  de  mantener  un  Ministerio,  i  sin  que  se  en- 
cuentre comprometida  una  cuestión  de  principios,  este 
es  un  espediente  que  los  hombres  de  Estado  condenan 
unánimemente. 

Los  Ministros,  por  otra  parte,  no  deben  proponer  ja- 
mas la  disolución  sino  en  la  hipótesis  en  que  tengan  sé* 
ríos  motivos  para  pensar  que  una  apelación  al  pais,  les 
dará  una  mayoi'ía  suficiente  para  gobernar.  En  el  caso 
contrario  su  deber  es  retirarse  así  como  lo  hizo  Roberto 
Peel  en  i8yj6,  i  después  de  él  diversos  Ministros. — [Todd 
Parlamentary  gobcrnament,  t.  II,  páj,  406). 
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En  i86S,  Mr.  Disraeli  afirmaba  aote  la  Cámara  ( 
Comunes  que:  «prácticameote  la  Constitución  da  f 
nistro  que  entra  en  funciones  el  derecho  de  propo 
la  Corona  la  disolución  de  un  Parlamento  noml 
bajo  la  influencia  de  los  Ministros  del  partido  o 
tü.» — [Todd  Parlamentary  gobernament,  t.  11,  páj. 

Esta  teoría  fué  combatida  por  Mr.  Gladstone;  í 
él,  no  se  podia,  por  el  único  motivo  que  la  Cámara 
tía  con  anterioridad  a  un  gabinete,  «inflinjiral  pai: 
disolución  penal.»  Anadia  que  la  disolución  i)o  ' 
ser  motivada  si  no  se  trataba  de  una  grave  cuestio 
litica,  i  si  se  pudiera  razonablemente  esperar  que  e 
condenara  bajo  este  punto  a  la  Cámara  existent 
[Hausard,  vol.  CXCI,  páj.    1708). 


Por  otra  parte,  el  soberano  no  se  encuentra  jamas 
gado  a  disolver  el  Parlamento,  i  apelar  al  pais  ánti 
someter  a  las  Cámaras  una  medida  cualquiera,  au 
Fuera  de  la  mas  alta  gravedad  i  aunque  debiera  arra 
[Codificaciones  importantes  en  el  réjimen  constituci 
i  el  principio  absoluto,  siempre  i  universalmente  1 
locido  es  que  la  Cámara  de  los  Comunes  existentes 
le  el  derecho  de  resolver  sobre  toda  leí,  sin  escef 
ilguna,  el  famoso  ¿i7/septenal  de  17 16:  el  acto  de  u 
íntre  la  Escocia  i  la  Inglaterra,  i  el  de  la  Irlanda  c< 
Ciran  Bretaña,  la  abrogación  de  las  leyes  sobre  lo: 
reales  fueron  votadas  por  el  Parlamento  existente, 
hombres  de  Estado  mas  notables  de  ambos  partido 
tuvieron  de  acuerdo  para  declarar  «ultra  democrál 
[>eligrosas,  i  sin  precedente»  las  proposiciones  de  < 
lucion  hechas  en  esas  ocasiones. 

Pero,  cuando  una  medida  de  reforma  electoral  ( 
prendiendo  una  estension  considerable  del  derech< 
mfrajio,  ha  sido  votada,  se  considera  jeneralmente 
)1  Parlaniento  existente  no  debe  ser  llamado  enadel 
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a  resolver  cuestiones  importantes,  puesto  que  ya  no  re- 
presenta la  totalidad  del  Cuerpo  Electoral. 

En  resumen,  cuando  se  separa  de  las  fórmulas  legales, 
se  ve  que  la  autoridad  del  soberano  tiene,  en  raras  oca- 
siones, la  ocasión  de  ejercerse.  La  creación  de  los  pares 
es  un  hecho  relativamente  raro  i  no  se  resuelve  sino  a 
propuesta  del  primer  Ministro;  la  convocatoria  anual  de 
las  Cámaras  es  prácticamente  obligatoria;  las  relaciones 
entre  la  Corona  i  el  Parlamento  tienen  por  intermedia- 
rios obligados  a  los  Ministros;  el  veto  no  se  aplica  jamas; 
no  queda,  pues,  sino  la  disolución. 

Es  cierto  que  en  estos  casos  el  monarca  tiene  una  ac- 
ción personal,  pues  que  puede  negarse  a  la  solicitud  de 
los  Ministros  i  hacer  llamar  a  los  hombres  de  Estado  del 
partido  opuesto  para  ofrecerles  el  poder;  pero  falta  que 
éstos  aceptan  la  tarea. 

Sucede  igualmente  que  los  Ministros,  que  han  sufrido 
una  derrota  en  la  Cámara  de  Diputados,  ponen  su  re- 
nuncia en  las  manos  de  Su  Majestad,  i  que  el  leader  de 
la  oposición  comprometido  a  constituir  un  gobierno, 
rehusa  esa  misma  misión,  a  menos  de  poder  disolver 
inmediatamente  el  Parlamento. 

Es  el  caso  ocurrido  en  1873,  en  cuya  crisis,  i  en  un 
discurso  de  17  de  Marzo,  Mr.  Disraeli,  dijo  ante  la  Cá- 
mara: 

«Su  Majestad  me  preguntó  si  me  hallaba  preparado  para  formar 
un  gobierno  i  dirijir  los  negocios.  Yo  respondí  claramente  a  S.  M. 
que  me  hallaba  enteramente  preparado  para  formar  una  adminis" 
iracion  que,  según  mi  opinión,  gobernarla  eficazmente  i  de  manera 
de  merecer  su  confianza,  pero  que  no  podia  tomar  la  tarea  de  diri- 
jir el  gobierno  del  pais  con  la  actual  Cámara  de  los  Comunes.}^ 


Tales  son  las  prácticas  i  decisiones  de  repúblicas  como 
Francia  i  monarquias  como  IkoItAtbríu. 
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Podría  citar  muchas  otras  mas,  pero  seria  hacerme  muí 
largo. 


CAPITULO  LXXXIU 

In.oompatiblliclad.es  pax^lannexxtai^ias 

Por  ciertas  impresiones  de  última  hora,  es  de  temer 
que  en  Chile  se  pretenda  reaccionar  contra  las  incompa- 
tibilidades en  absoluto. 

Por  ello  creo  oportuno  la  publicación  que  sigue: 


<rRecientemente  en  Francia  ha  decretado  la  Cámara  in- 
compatible con  el  mandato  de  la  representación  del  país 
todo  cargo  retribuido,  esceptuándose  el  de  Ministro, 
sub-Secretario  i  Embajador. 


Es  incompatible  en  Alemania  la  diputación  con  las 
funciones  de  plenipotenciario  del  Bundcsrath:  los  que 
obtienen  funciones  retribuidas  se  someten  a  nueva  elec- 
ción. 

En  Prusia  no  existen  realmente  incompatibilidades, 
sometiéndose  n  nueva  elección  los  que  aceptan  empleos 
del  Gobierno  i  son  agraciados  con  aumento  de  sueldo. 


En  Badén  son  inconpatibles,  los  bailíos,  pastores  mé- 
dicos i  funcionarios  civiles  i  eclesiásticos,  con  la  elección 
en  el  término  de  su  distrito. 
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La  incompatibilidad,  en  Suiza,  se  refiere  a  los  cargos 
del  Consejo  nacional  con  los  de  los  Consejos  de  los  Es- 
tados federales,  teniendo  que  optar  los  elej idos  Diputa- 
dos entre  una  de  las  funciones  incompatibles. 


El  mandato  de  Diputado,  en  Italia,  es  incompatible  con 
todo  destino  retribuido  por  el  Estado,  por  las  oficinas  de 
cultos,  economatos  jenerales,  beneficios  vacantes,  lista 
civil,  gran  maestrazgo  de  la  orden  de  San  Mauricio  i  de 
todas  las  escuelas  subvencionadas  por  el  Estado,  escep- 
tuándose  los  Ministros,  sub-Secretarios,  primer  Secreta- 
rio de  la  Orden  de  San  Mauricio,  Consejeros  de  Estado, 
Majistrados  de  los  Tribunales  de  apelación  i  de  casación. 
Oficiales  jenerales.  Jefes  del  Ejército  i  de  la  Armada, 
Consejeros  de  Instrucción  pública,  de  Sanidad,  de  Obras 
públicas  i  de  Minas,  i  los  Profesores  de  las  Universida- 
des Reales  e  Institutos  autorizados  para  conferir  la  inves- 
tidura de  los  grados  académicos  superiores. 


En  Grecia  son  incompatibles  con  la  diputación  todos 
los  cargos  públicos  retribuidos,  i  los  alcaldes  que  no  ha- 
yan  renunciado  cuarenta  dias  antes  de  la  elección:  es 
irrevocable  la  renuncia,  i  no  puede  ser  nombrado  en  la 
provincia  para  ningún  cargo  retribuido  hasta  después  de 
seis  meses. 


En  Turquía,  excepto  el  de  Ministro,  son  incompatibles 
con  la  diputación  todos  los  cargos  públicos. 


Todos  los  militares  en  activo  servicio,  con  inclusión 
de  los  oficiales  jenerales,  son  incompatibles  en  Ru>unia 
con  el  mandato  de  Diputado;  los  funcionarios  jüdít'iáíes 
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no  pueden  ser  elejidos  en  sus  jurisdicciones 
limítrofes:  los  funcionarios  administrativos,  c 
cien  de  los  alcaldes,  son  incompatibles  en 
casos. 


Son  incompatibles  en  Austria,  los  contratisti 
públicas,  los  sacerdotes  de  todos  los  cultos,  d 
cen  su  ministerio,  los  funcionarios  administra! 
circunscripción  i  los  propietarios,  concesionai 
nistradores  o  directores  de  empresas  subveacic 
el  Estado,  i  ademas  las  funciones  públicas  ret 
en  Hungría  es  incompatible  la  diputación  con  1 
retribuido  de  la  Corona  o  de  los  Ministros,  < 
dose  los  Ministros,  sub-Secretarios,  Director» 
jeros  de  construcción  de  Buda-Pestb,  los  de  sa 
Profesores  universitarios  de  Buda-Pesth  i  del  / 
cum,  los  militares  de  mar  i  tierra,  los  contr 
Estado,  directores,  administradores  i  consejer 
ciedades  unidas  al  Estado  por  contratos,  los  c 
las  compañías  de  ferrocarriles  o  canales  subve: 
por  el  Estado,  los  pensionistas  de  la  Corona, 
i  Magistrados  de  los  Tribunales  i  los  miemt 
Ordenes  monásticas,  esceptuándose  los  prémí 
terniences,  benedictinos  i  padres  mendicantes 


Son  incompatibles,  en  los  Países  Bajos,  con  1 
nes  de  Diputado,  las  de  Consejero  i  Procurad 
del  Tribunal  Supremo,  Ministros  del  Tribunal 
tas,  Comisarios  del  Rei  en  las  provincias  i  Mi 
los  cultos.  Los  Presidentes  de  las  elecciones  n 
jibles  eo  el  distrito  de  su  presidencia. 
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En  Noruega  solo  son  incompatibles  con  el  mandato 
lejislativo  los  cargos  de  Consejero  de  Estado  i  de  dig- 
natarios o  funcionarios  de  los  tribunales. 


En  Portugal  son  incompatibles  con  la  representación 
del  pais  todos  los  cargos  del  Estado,  esceptuándose  los 
Consejeros  i  Ministros. 


En  Inglaterra  existen  las  siguientes  incompatibilida- 
des:  Jueces  de  los  Tribunales  superiores  de  condado  i 
de  policía;  Abogados  de  remisión;  Clérigos,  Oficiales 
de  los  sherifSy  empleados  en  la  percepción  de  impuestos 
i  todos  los  ajenies  asalariados  de  la  Corona  que  ocupen 
empleos  creados  con  posterioridad  al  año  1718. 


En  España,  según  el  art.  31  de  la  Constitución  vijente, 
con  escepcion  de  los  Ministros  de  la  Corona,  los  Dipu- 
tados a  quienes  el  Gobierno  a  la  Real  Casa  confieran 
pensión,  empleo,  ascenso  que  no  sea  de  escala  cerra- 
da, comisión  con  sueldo,  honores  o  condecoraciones, 
cesarán  en  su  cargo  sin  necesidad  de  declaración  alguna, 
si  en  los  quince  dias  inmediatos  a  su  nombramiento  no 
participan  al  Congreso  la  renuncia  de  su  empleo. 


Hai  incompatibilidad  absoluta,  en  los  Estados  Unidos, 
entie  el  mandato  de  representante  i  los  empleos  retri- 
buidos del  Estado. 


En  B0LIVIA  los  representantes  no  pueden  aceptar  em- 
pleos retribuidos,  esceptuándose  la  Presidencia  i  vice- 
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■  Presidencia  de  la  República,  los  cargos  de  Mi 
ajenies  diplomáticos  i  jefes  militares  en  tiei 
guerra. 


Fscepto  el  cargo  de  Ministro,  los  diplomático 
militaros,  en  tiempo  de  guerru,  os  incompatible, 
LOMBiA,  el  mandato  lejislativo  con  todo  cargo  d 
■bramiento  del  Presidente  de  la  República.    , 


En  Costa  Rica  son  incompatibles  los  cargos  d' 
tros,  de  Magistrados  del  Tribunal  Supremo  i  los 
tienden  su  jurisdicción  a  todo  el  recinto  de  u 
vincia. 


En  \n  República  Arjentin'a  no  pueden  pertene 
Cámara  los  representantes  al  orden  eclesiástico, 
congresales  desempeñar  cargos  del  Gobierno  si 
rizacion  de  la  Cámara   respectiva. 


En  Méjico,  sin  consentimiento  de  las  Cámara; 
poco  pueden  aceptarse  cargos  o  empleos  retribuit 
fondos  del  Estado. 


Escepto  el  cargo  de  Ministro  i  el  de  Consejero  c 
do  es,  en  el  Brasil,  incompatible  con  l;i  represe 
nacional  toda  función  pública. 
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CAPITULO  LXXXIV 
Actitud     in  1 11 1  s  t  e  T'  1  a  1 

Creo  conveniente  para  los  propósitos  que  he  tenido 
en  vista  al  emprender  el  actual  trabajo,  i  como  corolario 
de  las  enseñanzas  que  él  encierra,  poner  como  fin  de 
ellas,  el  capítulo  integro  de  la  obra  de  M.  de  Franque- 
ville. 

Ojalá  sus  enseñanzas  penetren  en  la  intelijencia  i  la 
voluntad  de  los  hombres  que  van  a  formar  el  Parlamen- 
to, que  con  razón,  parcccse  denominaría,  sin  retórica: 
La  Cámara,  fin  de  siglo. 

Helo  aquí: 

LOS  MINISTROS  EN  EL  PARLAMENTO 

<^Llego  al  cuarto  carácter  de  los  Ministros;  el  de  dele- 
gados o  leadcrs  de  las  dos  Cámaras. 

Se  ha  visto  ya,  cómo  su  nombramiento,  aunque  ema- 
nando de  la  Corona,  es,  en  realidad,  obra  del  Parlamen- 
to o,  con  mayor  exactitud,  del  partido  que  posee  la  ma- 
yoría en  la  Cámara  de  les  Comunes;  se  ha  visto  también 
cómo,  un  hábito  que  constituye  casi  un  axioma  consti- 
tuciona],  quiere  que  cada  uno  de  ellos  forme  parte  de 
una  de  las  dos  Asambleas.  De  esta  manera,  el  Gabinete 
está  dotado  de  una  especie  de  comité  parlamentario  al 
que  el  Parlamento  hace  conferir  por  medio  del  soberano 
el  Poder  Ejecutivo;  abandona  efectivamente  el  Poder 
Lejislativo,  i  le  da  toda  autoridad  sobre  él  mismo. 


La  introducción  de  los  Ministros  en  el  Parlamento  en 
calidad  de  representantes  de  la  Corona,  es  de  oríjen  rela- 
tivamente moderno.  Es  cierto  que  desde  largo  tiempo, 
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los  principales  funcionarios  del  Estado  i  muchos  ajenies 
de  un  orden  inferior  habían  formado  parte  de  los  Comu- 
nes. Su  presencia  era  tolerada,  aunque  se  hubiera  pre- 
guntado con  frecuencia  si  era  conveniente  que  ocuparan 
un  lugar  allí  [HutscU  prm'tli'ts^  vol.  lo,  páj,  42),  pero 
no  ocupaban  una  posición  especial  i  no  eran  conside- 
rados como  órganos  especiales  del  soberano.  Llegaban 
en  gran  número  como  Diputados  de  las  aldeas,  i  esos 
abusos  daban  lugar  a  mui  vivas  quejas  en  el  tiempo  de 
los  primeros  Tudors.  Durante  los  reinados  siguientes, 
los  Ministros  que  formaban  parte  dci  Parlamento  fueron, 
hasta  cierto  punto,  empleados  como  intermediarios  entre 
el  soberano  i  las  Asambleas.  Los  diarios  de  la  Cámara 
de  los  Comunes  contienen  muchas  indicaciones  en  ese 
sentido  bajo  los  reinados  de  Eduardo  V!,  de  María,  de 
Isabel  i  de  Jacobo  1. 

La  presencia   de  los  Ministros   en    la  Cámara  de  los 
lores  era  mas  natural. 

Esta  Asamblea,  dicen  los  historiadores,  amostraba 
una  superioridad  incontestable  sobre  la  de  los  Comunes, 
en  cuanto  a  la  educación,  en  cuanto  al  buen  tono,  tanto 
respecto  a  la  jenerosidad  de  sentimientos  cuanto  bajo 
el  punto  de  la  posesión  del  poder  político.  (Buklc.  His- 
tory  of  t'ic  civilixiitioii  of  Hngland,  tomo  i.",  páj.  409). 
Sin  embargo,  no  aparece  que  los  servidores  de  la  Coro- 
na ocuparan  una  situación  especial  entre  sus  colegas, 
ni  que  fueran  considerados  como  los  representantes  ofi- 
ciales del  soberano.  Hoi  mismo  no  es  en  esa  condición 
como  ocupan  un  lugar  en  las  Asambleas,  i,  si  sucediera 
que  un  Ministro  dejara  de  formar  parte  de  las  Cámaras, 
no  podría  entrar  bajo  ningún  pretesto;  cada  uno  toma 
parte  en  los  trabajos  de  la  Cámara;  si  es  Lord,  en  la  de 
los  Lores;  si  es  Diputado  en  la  de  los  Comunes;  pero 
nadie  tiene  el  derecho  de  penetrar  al  seno  de  una  Asam- 
blea de  ia  cual  no  os  miembro. 
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Ya  he  señalado,  al  contar  los  oríjenes  del  Gabinete, 
cómo  las  reclamaciones  entre  Ministros  i  el  Parlamento 
se  liabian  hecho  mas  íntimas.  Al  mismo  tiempo  que  la 
influencia  de  la  Cámara  de  los  Comunes  sobre  el  nom- 
bramiento i  la  existencia  del  Gabinete  iba  aumentando, 
la  Asamblea  daba  a  los  Ministros  una  autoridad  mas 
considerable  sobre  la  dirección  de  sus  propios  trabajos. 

^En  1692,  dice  un  autor,  los  Ministros  se  quejaban  al 
Rei  de  que  nadie  sabia  un  dia  lo  que  la  Cámara  haria 
el  siguiente,  ni  podia,  sin  presunción,  asegurar  que  el 
Parlamento  haria,  o  no  haria,  cualquiera  cosa  que  se  le 
propusiera»  (Darloyine  Memoires). 

Hoi  el  Gabinete  está,  en  realidad,  encargado,  en  virtud 
de  una  práctica  admitida  tácitamente,  de  dirijir  el  conjun- 
to del  mecanismo  parlamentario.  Dos  comités,  nombra- 
dos, uno  en  1848,  otro  en  i8ói,  con  reserva  de  los  dere- 
chos de  iniciativa  de  cada  miembro,  han  recomendado, 
sin  embargo,  que  se  dé  la  preferencia  a  los  proyectos  de 
los  Ministros,  no  solamente  en  su  presentación,  sino  en 
todas  las  faces  del  procedimiento  parlamentario,  [Housc^ 
of  Comunes  parpesy  1847-48,  vol.  XVI,  páj.  14o  i  1861, 
vol.  XI,  paj.  436). 

Todo  esto,  sin  embargo,  resulta  de  una  práctica  o  con- 
vención que  no  tiene  nada  de  oficial,  i  habiendo  M.  Cay- 
lei  propuesto,  en  el  mes  de  Febrero  de  1854^  el  nombra- 
miento de  un  comité  encargado  de  examinarlas  funcio- 
nes del  miembro  que  dirije  los  negocios  del  gobierno  en 
la  Cámara  de  los  Comunes,  i  pronunciarse  sobre  la  opor- 
tunidad de  añadir  a  sus  funciones  un  título  i  emolumen- 
tos, el  señor  Carlos  Wood,  (hoi  Lord  Ilalifaz)  declaró  que 
la  situación  de  un  leader  de  la  Cámara  es  «una  función 
que  no  existe,  i  cuyos  deberes  no  pueden  ser  defi- 
nidos.» 

Mr.  Walprole,  añadió,  que  «era  una  posición  completa- 
mente desconocida  en  la  Constitución  del  pais/>,  i  Lord 
John  Russell,  entonces  primer  Ministro,  combatió  por 
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los  mismos  motivos  la  moción,   que  fué  rechazada,  i  no 
ha  sido  reproducida  después. 

Así,  pues,  el  Parlamento,  que  no  reconoce  en  derecho  la 
existencia  de  un  leader^  lo  acepta  en  el  hecho,  i  se  some- 
te voluntariamente  a  hi  autoridad  del  personaje  investi- 
do de  esas  funciones. 


Hl  primer  Ministro  es,  naturalmente,  el  leader  de  la 
Cámara  de  los  Comunes,  si  forma  parte  de  esa  Asamblea; 
s'i  ocupa  un  asiento  eñ  la  Cámara  de  los  Lores,  el  leader 
de  los  Comunes  es  jeneralmente  el  canciller  de  TEchi- 
quier,  o  un  Secretario  de  Estado.  Lord  Castlereagh,  i 
Mr.  Cauming  eran  Ministros  de  Negocios  estranjeros;  sir 
Roberto  Peel  i  Lord  John  Russell,  Ministros  del  Inte- 
rior; Mr.  Gladstone,  Mr.  Uisraeli,  sir  S.  Morthcote  i  Lord 
Randolph  Churchill,  cancilleres  de  TEchiquier. 

El  rol  de  leader  de  una  Cámara,  confiere  a  la  persona 
que  de  él  se  halla  investido,  el  derecho  de  arreglar  los 
trabajos  de  la  Asamblea;  i  tendré  ocasión  de  señalar  esa 
intervención  en  muchas  ocasiones  tratando  de  las  fun- 
ciones del  Parlamento.  Se  verá  asi  cómo  el  leader  del 
partido  que  está  en  el  poder,  designa,  en  el  hecho,  al 
speaker  asi  como  al  Presidente  de  los  comitées  de  la 
Cámara  de  los  Comunes;  que  dispone  de  la  orden  del  dia 
de  la  mayor  parte  de  las  sosi(jnes  i  de  todas  absolutamen- 
te: que  fija  las  épocas  i  la  duración  de  las  prórogas,  i  que 
en  toda  ocasión  en  que  la  Cámara  tiene  que  tomar  una 
grave  medida  es  a  él  a  quien  pertenece  la  iniciativa  de  la 
proposición. 

Sin  embargo,  los  Ministros  no  toman  parte  en  la  dis- 
cusión de  los  bilis  privados. 

<r.Debo  rehusar  intervenir  en  esos  asuntos,  decia  en 
1830,  sir  Roberto  Peel,  i  no  puedo  impedir  el  creer,  se- 
gún mi  esperiencia  diaria,  que  el  principio,  en  nombre 
del  cual  los  Ministros  se  abstienen  de  toda  intervención 
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en  este  jénero,  es  en  estremo  saludable»;  i  el  canciller 
deTEchiquierdecia,  en  1840,  que  es  contrario  a  toda  cos- 
tumbre establecida,  que  los  Ministros  de  la  Corona  emi- 
tan opinión  sobre  un  ¿//Z  privado.  [Mivrorof  Parliament^ 
1840,  páj.  46^7).  Se  procede  de  otra  manera,  sin  embargo, 
si  el  bilí  propuesto  parece  contrario  al  interés  público, 
en  cuyo  caso  los  Ministros  pueden  proponer  su  rechazo. 
[Hausardy  vol.  CXLVII,  páj.  15). 

El  leader  tiene  un  rol  preponderante  e.i  todos  los 
negocios;  ademas  que  como  es  el  representante  de  la  Co- 
rona, i  uno  de  los  principales,  si  no  el  principal  persona- 
je del  Gabinete,  tiene  el  prestijio  suficiente  para  decidir 
absolutamente,  en  nombre  del  Soberano  i  de  sus  propios 
colegas,  toda  cuestión  promovida  en  la  As¿imblea  aun 
cuando  el  Consejo  no  haya  deliberado  previamente  sobre 
ella  [Carta  e  Caning    Wilberforce), 


Al  examinar  el  conjunto  de  poderes  que  poseen  los 
Ministros,  i  sobre  lodo  el  leader^  en  las  deliberaciones 
del  Parlamento,  se  llega  a  reconocer  que  la  autoridad 
lejislativa  les  pertenece  en  realidad,   casi  por  completo. 

Es  cierto  que  cada  miembro  de  las  dos  Asambleas  le- 
jislativas  tiene  igualmente  el  derecho  de  presentar  leyes, 
pero,  ademas  que  las  medidas  que  e-nanan  de  la  inicia- 
tiva individual,  no  tienen  sino  pocas  espcctativas  de 
triunfar,  a  menos  do  no  ser  apoyadas  i  sostenidas  por  el 
Gobierno,  no  son  adoptadas  casi  nunca,  a  pesar  de  la 
opinión  de  los  Ministros,  salvo  el  caso,  en  estremo  raro, 
de  que  el  Parlamento  aproveche  esta  ocasión  para  derri- 
bar el  Gabinete. 

Por  otra  parte,  siendo  el  Gabinete  el  que  preséntala 
inmensa  mayoría  de  las  leyes,  i  visto  que  su  adopción 
o  su  rechazo,  i  aun  la  adopción  de  una  enmienda  que 
desnaturalice  su  alcance  se  considera  jeneralmeate  cgmo 
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un  voto  de  confianza,  el  Parlamento  se  encut 
que  no  tiene  otra  libertad  que  la  de  adoptar  los 
le  presentan,  de  presentar  las  modificaciones  : 
por  el  Gobierno,  o  abrir  una  crisis  ministeria 
1  como  esta  61tima  alternativa  es  mui  grave 
puede  ocurrir  a  ella  en  circunstancias  mui  escef 
las  leyes  no  son,  en  resumen,  sino  la  espres 
voluntad  del  Gabinete  que  dirije  los  negocios. 


CAPITULO  LXXXV 
El  flci'i'Uinbaiiiletito  tío  un  Alinisli 

El  Parlamento  tiene  tres  medios  para  afirma 
lucion  de  liacer  caer  un  Ministerio: 

1."  La  adopción  de  un  voto  de  censura  o  di 
fianza; 

2."  lit  rechazo  de  una  medida  a  propósito  de 
Ministerio  ha  planteado  la  cuestión  de  Gabine 

3."  El  voto  de  una  proposición  rechazada  fo 
te  por  el  Ministerio. 

No  hablo  aqui  de  los  casos  en  que  el  Gabini 
tira  espontáneamente,  sin  aguardar  el  resultad 
debates,  cuyo  desenlace  ya  preveia. 


Es  digno  de  observar  hasta  que  punto  hai 
las  ideas  sobre  esta  cuestión  i  cuánto  ha  ti 
temperamento  ministerial  a  convertirse  cada  v 
sensible.  Un  Gabinete  se  disuelve  hoi  en  pre! 
un  voto,  del  que  no  se  habría  hecho  caso  alg 
siglo  último,  i  los  Ministros  de  hoi  considen 
Constitución  exije  su  retiro  en  circunstancias 
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a  aquellas  en  que  sus  predecesores  afirmaban  precisa- 
mente lo  contrario. 

El  Parlamento  inglés  ha  trepidado  antes  de  emplear 
procedimientos  que  miraria  como  atentatorios  a  los  pri- 
vilejios  de  la  corona. 

El  reconocia  poseer  el  derecho  de  acusar  a  los  Minis- 
tros en  los  casos  graves,  pero  no  el  de  derribarlos.  Por 
esto  una  proposición  tendente  a  rogar  al  Rei,  que  separa 
a  Walpole  del  Consejo,  fué  presentada  el  13  de  Febrero 
de  1 74 1  i  rechazada  como  ofensiva  a  la  autoridad  real 
[Lord  Mahon,  History  of  Englaad,  t.  III,  páj.  loi,  i  una 
moción  de  la  misma  naturaleza,  propuesta  en  1799,  fué 
considerada  como  inconstitucional.  [Parla/nentary  his- 
tory, vol.  XX,  páj.  1087).  Por  fin,  en  1782,  el  Parlamen- 
to rechazó  formalmente,  contrariando  un  sentimiento 
bien  conocido,  un  voto  de  censura  contra  Lord  North 
con  motivo  de  las  condiciones  de  la  paz  con  la  América. 

Diez  años  mas  tarde,  Pitt  rehusó  formalmente  dejar 
el  poder,  a  pesar  de  catorce  votos  de  desconfianza  emi 
tidos  entre  el  12  de  Febrero  i  el  8  de  Marzo  de  1784, 
por  una  mayoría  que  llegó  hasta  veintinueve  votos,  i 
persistió  en  su  resolución  a  pesar  de  un  voto  de  la  Cáma- 
ra de  los  Comunes  que  reclamaba  formalmente  su  re- 
tiro. 

«¿Dónde  encontrar  ahora,  decia  el  17  de  Febrero  de  1784,  las 
relaciones  entre  las  tres  ramas  de  la  lejislatura  que  nuestros  ante- 
pasados habían  combinado  con  tantos  cuidados? 

¿Dónde  está  la  independencia,  dónde  está,  aun,  la  seguridad  de 
una  sola  de  las  prerogativas  de  la  Corona,  i  de  la  Corona  misma, 
si  esta  Cámara  debe  usurpar  la  prerogativa  de  nombrar  los  Minis- 
tros, o  lo  que  es  lo  mismo,  si  os  oponéis  a  eee  nombramiento  sin 
dar  una  sola  razón  de  vuestra  desconfianza  hacia  los  hombres,  sin 
tomaros  la  pena  de  hacer  la  esperiencia  de  sus  medidas? 

Por  terrible  que  sea  la  lucha,  mi  conciencia,  mi  deber,  mi  pro- 
fundo respeto  por  la  Constitución  de  nuestros  antepasados,  me  re- 
tienen en  este  difícil  puesto. 

No  es  Un  orgulloso  menosprecio;  no  es  el  desden  de  las  resolu- 
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Clones  constitucionales  de  esta  Cámara;  no  es  un  punto  d 
personal,  i  menos  la  sed  del  potler  las  que  me  obligan  a  c 
este  puesto. 

La  situación  del  momento  to  exiie;  añadiré  aun  que  el 
grita  mui  alto  que  defienda  esla  fortaleza  i  estol,  por  coasi 
decidido  a  defenderla.* 

Es  menester  decirlo  en  su  honor;  no  era  sol 
por  provecho  propio  que  el  ilustre  hombre  de 
enunciaba  esas  ideas. 

Veinte  aiíos  mas  tarde,  en  1804,  rehusó  propí 
voto  de  censura  contra  el  G.ibinete  de  Addingtl 
temor  de  invadir  las  prerogativas  de  la  Corona. 

Treinta  aiios  mas  tarde,  Sir  Roberto  Peel,  en 
elecciones  que  no  habían  sido  favorables  a  su  \ 
sufrió  sin  retirarse  muchos  golpes  en  la  Cáman 
Comunes,  i  no  renunció  sino  después  de  haber  ad 
la  convicción  que  le  era  ya  imposible  gobernar. 

(El  Gabinete  se  habia  encontrado,  en  algunas  se 
cuatro  veces  en  minoria). 

El  8  de  Abril,  la  oposición  habia  tenido  285  ■ 
los  Ministros  no  hablan  podido  obtener  sino  258 

Al  anunciar  esta  rcbOlucion,'el  Ministro  añadi 

tNo  tengo  npjro  en  decir  que  hemox  icmaJo  csle  partido  ce 
Itivii  repugiiiincia,  i  no  sin  csLir  profuii.1<vnC'iU  coni'CnciJos  de 
dad.  Púsc/en.íj  coiupleUim:nlc  l.i  t.\vi/i,Tfi;ij  del  Rei,  i  hcihicrtd 
de  S.  M.  el  ciporo  mas  aWi.TÍ  i  ni.is  ccnsliinle,  liemos  miradi 
nuestro  deber  el  continiuir  ilirijicndo  /l'í  j-utnlos  hasUi  el  üllimo  nu 
que  nos  ha  parecido  comj^.illbie  con  íjs  inlereses  del  bien  púk 
nuestra  dignidad  i  nuestro  lunor  Je  hombres  piihüeos.. . 

Abrigo  formalmcnle  U  opinión  de  ijtic  un  tioinbre  que  acepta, 
de  una  crisis  importante,  el  mandíito  de  dinjir  los  negocios  de  su 
obligado  a  perseirerar  por  tan  largo  tiempo  como  pueda:  que  ni 
gusto  de  la  vida,  ninguna  /aliga  por  los  trabajos  que  ella  impon 
disgusto  personal,  ninguna  consideración  de  sentimientos  privad 
permitir  a  un  hombre  piihlico  abandonar  por  rabones  sin  gravedaa 
a  que  lo  ha  llamado  el  favor  de  su  soberano. , . 

Pero,  considerando  que  durante  cuatro  sesiones  sucesivas  los 
kan  estado  en  minoría,  creo  que  ha  llegado  la  hora  de  retirarnoí 


,.J 


r^ 
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JiimaSf  cnnin¡(una  ocasioriy  ni  por  moiivo  alguno,  querría  aconsejar  a 
la  Corona  que  abandone  esa  fuerza  moral  que  resulta  de  una  estricta  con- 
formidad a  la  práctica,  a  la  letra  i  al  espíritu  de  la  Constitución  del  país. . . 
/  considero  que  un  Gobierno  no  debe  persistir  en  la  dirección  de  los  nego- 
cios contra  la  decidida  opinión  de  la  mayoría  de  la  Cámara  de  los  Co- 
munes. j> 

El  eminente  Ministro  que  había  dejado  el  poder  ea 
esas  condiciones,  debía  reconquistarlo  por  medio  de  un 
procedimiento  hasta  entonces  inucitado. 

En  lugar  de  proponer  contra  el  Gabinete  de  lord  Mel- 
bourne  un  voto  directo  de  censura,  presentó  el  27  de 
Mayo  de  1841,  a  la  Ccámara  de  los  Comunes,  dos  resolu- 
ciones, declarando: 

1/  Que  el  Gobierno  no  posee  suficientemente  la  con- 
fianza de  la  Cámara  para  poder  hacer  aceptar  las  medidas 
necesarias  al  interés  público;  i 

2.°  Que  el  mantenimiento  de  los  Ministros  en  el  po-* 
der  en  tales  circunstancias,  es  contrario  al  espíritu  de  la 
Constitución. 

«Hablando  del  espíritu  de  la  Constitución,  añadió:  yo  hablo  del 
sistema  de  Gobierno  adoptado  en  este  pais  desde  el  avenimiento 
de  la  Casa  de  Hanover, . .  que  ha  colocado  el  centro  de  gravedad 
del  Estado  en  la  Cámara  de  los  Comunes;  que  ha  mantenido  el 
equilibrio  entre  la  Monarquía  i  la  Democracia,  i  que,  por  la  inter- 
posición constante,  aunque  apenas  sentida  de  lijeros  frenos,  ha 
evitado  la  necesidad  de  recurrir  al  uso  de  medidas  estremas;  el  es- 
píritu de  la  Constitución  me  parece  violado  cuando  veo  a  los  Mi- 
nistros quedar  en  el  poder,  aun  cuando  no  tengan  la  confianza  de 
la  Cámara  de  los  Comunes.  {Hausard  Parlamentar/  Debates  y  volu- 
men XVI II,  páj.  804).» 


Habiéndose  votado  esa  proposición  el  4  de  Junio,  por 
mayoría  de  un  voto,  312  contra  311,  el  Gabinete  obtuvo 
de  la  Reina  la  autorización  de  disolver  la  Cámara. 

A  la  Asamblea  nuevamente  elejida  se  presentó  inme- 
diatamente una  proposición  espresando  «que  es  esencial 
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que  el  Gobierno  tenga  la  confianza  de  la  Cámara,  i 
los  Ministros  actuales  no  la  poseen.» 

Lord  John  Rusell  pretendió,  en  vano,  «que  semejí 
decisión  debia  ser  necesariamente  motivada  i  acón 
nada  de  una  esposicion  de  las  criticas  dirijidas  a  la  Ad 
nistracionii.;  pero  el  voto  habia  sido  conquistado 
reina  confirió  el  poder  a  Sir  Roberto  Peel. 

Desde  entonces  los  votos  de  censura  i  de  desconfi 
za  han  sido  raros. 

No  se  puede  casi  citar  otros  que  aquel  en  preseí 
del  cual  Lord  Aberdenen  se  retiró  en  1855,  i  aun  se  ac 
tó  para  espresarlo  la  forma  indirecta  del  nombramie 
de  una  comisión  investigadora  sobre  la  dirección  d 
guerra  de  Crimea. 

Se  puede  añadir  a  éste  el  recibido  por  Lord  Palm 
ton  en  1858,  a  propósito  de  su  correspondencia  coi 
Gobierno  francés  sobre  la  cuestión  de  los  refujia 
políticos  i,  en  fin,  el  que  derribó  a  Lord  Derby  el  k 
Junio  de  1859. 

En  muchas  otras  ocasiones  en  que  se  han  formul 
proposiciones  de  ese  jénero,  el  leader  de  la  oposici 
con  pocos  deseos  de  ocupar  el  poder,  se  ha  unido  al  | 
mer  Ministro  para  hacerlos  rechazar. 

Sí  el   procedimiento  de   votos    de   censura  está 
menos  en  uso  es  porque  la  Cámara  posee  otros  mee 
para  dar  a  conocer  su  opinión. 

El  rechazo  de  una  medida  formalmente  apoyada  po 
Gobierno,  o  la  adopción  de  otra,  combatida  por  ¿1, 
sido  un  procedimiento  empleado  liabitualmente.  O 
veces  el  Gabinete  se  ha  retirado  aun  en  presencia 
votos  insignificantes,  pero  sobre  los  que  habia  plante 
un  voto  de  confianza;  de  esta  manera  se  vio  en  18^ 
Lord  John  Russel,  dejar  el  poder  a  consecuencia  de 
adopción,  por  135  votos  contra  126,  de  una  enmie 
por  la  cual  la  Cámara  habia  sustituido  la  palabra _/t!/i( 
gi  la  palabra  local  en  un  bilí  sobre  la  milicia. 
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Se  comprenderá,  desde  entonces,  que  es  imposible  for- 
mular sobre  este  punto  una  regla  absoluta. 

^Pero  Sir  Roberto  Peel,  en  27  de  Mayo  de  1846,  esta- 
blecía una  distinción  digna  de  tenerse  siempre  presente: 

H:Se  trata  de  la  administración  de  leyes  existentes?  un 
voto  de  desconfianza  debe  traer,  o  la  dimisión  del  Minis- 
tro, o  la  disolución  del  Congreso. 

Al  contrario:  nse  trata  de  leves  nuevas?  Se  necesita 
que  el  Parlamento  pueda  espresarse  con  libertad,  i  el 
Gobierno  no  debe  retirarse  si  sus  proposiciones  son 
rechazadas.» 

Se  comprende,  por  lo  demás,  que  es  imposible  formu- 
lar sobre  este  punto  una  regla  absoluta.  Se  comprende 
que  hai  en  esta  materia  una  cuestión  de  apreciación  mui 
delicada,  aunqueen  realidad  es  mui  difícil  que  los  Minis- 
tros puedan  engañarse  sobre  el  alcance  real  de  un  voto, 
i  sobre  las  verdaderas  intenciones  del  Parlamento. 


Un  punto  mas  dudoso  es  saber  cual  es,  bajo  el  punto 
de  vista  de  la  situación  de  los  Ministros,  el  alcance  de 
los  votos  emitidos  por  la  Cámara  de  los  Comunes  sobre 
las  disposiciones  financieras  del  Gabinete. 

Cuando  en  1816,  el  Gobierno  quiso  continuar  recibien- 
do los  impuestos  votados  durante  la  guerra,  a  fin  de 
reducir  el  monto  de  la  deuda,  la  Cámara  rehusó  consen- 
tir en  la  prolongación  de  la  tasa  sebre  los  inmuebles  i 
el  derecho  sobre  la  cebada,  lo  que  disminuia  el  impues- 
to en  una  suma  de  trescientos  millones  de  francos.  Pero 
el  Gabinete  no  se  creyó  obligado  a  retirarse  por  ese  mo- 
tivo. (Hausard,  vol.  XXXX,  páj.  451). 

De  la  misma  manera,  habiendo  sido  derrotado  Lord 
John  Rusell  en  185 1  en  una  cuestión  de  este  jénero, 
conservó  el  poder,  haciendo  notar  que  <^las  cuestiones 
de  impuestos  i  contribuciones  son  de  aquellas^  sobre  las 
que  la  Cámara  que  representa  el  pais,  tiene  un  derecho* 
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especial  tic  decisión,  i  cu  ¡as  cunlcs  el  Gohi 
ceder  sin  faltar  a  la  dignidad,  siempre  que  se  le  t 
sumas  suficientes  para  asegurar  las  servicios  públid 
el  crédito  del  pais.d  {Haiisard,  vol.  CXVI,  páj 
Igualmente  también,  en  i8i>r,  después  del 
bilí,  suprimidos  los  derechos  sobre  e!  papel 
sentante  del  Gobierno  dtxia: 


«Soi  feli^  ¡'Hcado  en  unj  épc.\i  :n  i]uc  /.i  apcruncui  f 
Presupuesto  piicJc  ser  iiio¿iif:cjJ,'^  c  iwluT^jJo.  sin  ¡¡uc  í\ 
Gabinete  seallcre. 

Hemos  rislo  impuestos  suprimidos.  í  otros  aii\j  siipresic 
sidorechaicidi,  sin  que  el  Gatincle  A.i.ni  sidj  ii/cdjdo. 

Ea  el  hecho  el  Presupuesto  no  produce  un  CJintvo  de  A 
felicito  de  ello,  porque  considero  que  serij  una  ol'slin¡icioi 
de  parle  de  hombres  públicos  persistir  en  sostener  un  Presu 
rio  a  los  deseos  i  sentimientos  del  Pjrhmenlo. 

Seria  una  desf^rjcia.  bnjo  el  punto  de  '-ista  del  ejercicio  . 
drio  de  esta  Cimara,  que  c!  rech:i-,o  .te  una  parle  del  Pre^ 
considerado  como  un  voto  de  descoiiiian;a.«  {Hausjrd,  vo 
jiña  901). 

Esta  teoría  parecia  aceptada  jeneralmente 
casos  en  que  el  Ministeiio  hubiera  planteado 
to  de  una  medida  financiera,  la  cuestión  de 
De  esta  manera  el  Gobierno  no  habia  trepid; 
rar,  en  1S48,  su  provecto  de  impuesto  sobre 
en  iSf^o  el  relativo  a  los  derechos  de  timbre 

De  la  misma  manera,  Mr.  Gladstone  bal 
nado,  en  1853,  su  proyecto  relativo  a  los  t 
licencia;  en  i8i>3,  c!  tendente  a  í;ravar  las  ii 
de  beneficencia;  i  en  1871,  el  que  establecia  i: 
sobre  los  fósforos, 

Sin  embargo,  el  mismo  hombre  de  Estf 
haber  cambiado  de  idea  inaugurando  una  n 
prudencia,  i  en  1885  ha  dejado  el  poder  a  ce 
de  un^voto  por  el  cual  la  Cámara  de  los  Con 
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rechazado,  por  264  contra  252  votos,  una  proposición 
relativa  al  impuesto  sobre  las  bebidas. 

Según  él,  el  espíritu  de  la  Constitución  exije  que  el 
Ministerio  se  considere  como  habiendo  perdido  la  con- 
fianza de  la  Cámara  de  los  Comunes,  cuando  se  encuen- 
tra en  minoría  sobre  una  medida  financiera. 

Tal  es  la  teoría  de  la  hora  actual;  se  vé  que  ella  es 
nueva,  pero  no  hai  que  engañarse;  es  asi  como  se  crean 
los  precedentes  i  se  establecen  las  prácticas  que  termi- 
nan por  ser  consideradas  como  formando  parte  de  la  lei 
constitucional. 


CAPITULO   LXXXVI 


La  Oposloioii. 


En  el  instante  mismo  de  abandonar  el  poder,  los  Mi- 
nistros toman  un  nuevo  rol  de  una  importancia,  sino 
igual,  por  lo  menos  en  estremo  importante:  el  de  la  opo- 
sición. 

Hablar  de  la  oposición  es  aun  hablar  de  los  Ministros 
o,  por  lo  menos,  del  rol  que  han  desempeñado  antes  de 
ser  llamados  al  Gobierno,  i  que  están  obligados  a  conti- 
nuar en  un  plazo  mas  o  menos  próximo. 

La  oposición  es  una  institución  reconocida,  un  rodaje 
esencial  al  réjimen  parlamentario;  si  se  desvanece  o  se 
debilita  en  estremo,  todo  sistema  falsea  i  cae. 

Su  rol  está  definido  en  estas  palabras:^  «Oponerse  a 
todo  i  no  proponer  nada.^/  [Mtrror,  of  Parliament^  184 1, 
páj.  2117).  Esto  no  es  precisamente  exacto.  Su  verda- 
dera función  es  la  de  ejercer  una  fiscalización  incesante 
sobre  todas  las  proposiciones,  sobre  todos  los  actos, 
sobre  todas  las  palabras  del  Gabinete.  Es  una  censura 
permanente  que  se  encuentra  sin  embargo  contenida 
por  dos  motivos: 
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El  I,"  que  sus  propios  actos  i  discursos  están  suj 
la  fiscalización  de  la  prensa,  i  la  crítica  de  los  elect 

2.°  que  si  la  oposición  logra  arribar  al  Míni: 
está  obligada  a  tomar  el  poder  i  a  gobernar  confc 
las  ideas  que  ha  emitido  atacando  al  partido  que 
de  derribar. 

Ün  hombre  político  ha  hecho  resaltar  mui  biei 
útil  es  este  freno: 

«Los  que  han  seguido  los  debates  del  Pnriainento,  dice,  i 
den  ignorar  cuánfos  votos  poco  juiciosos,  se  han  cvitiido  po 
mor  a  la  dimisión  de  un  Gnbinole. 

Por  otra  parte,  el  obstáculo  mas  útil  a  una  oposición  fací 
el  temor  que  tienen  fes  kaders  de  hacer  caer  al  Gobierno  i 
cuestión  que  ellos  van  a  verse  necesariamente  obligados  a  r 
como  sus  predecesores  »  [Lord  Grey,  Parlamentan-  ^obenuir 

Si  el  rol  de  la  oposición  es  esencialmente  el  de 
tica,  no  puede  deducirse  que  ese  rol  sea  esencial 
negntivo. 

Ese  rol  consiste,  no  tanto  en  derribar  adversa 
apoderarse  del  poder  como  en  hacer,  i  hacer  reí 
ciertas  ideas  i  ciertos  principios. 

«Lapuiapolllica,  decia  hace  tiempo  un  notable  hombre  de 

no  es  un  milslU  de  ciicaHj,  en  cuya  cumbre  se  encuentra  una  reni 
S'iim;  s:t  frop^isílo  nj  es  ocupar  empleos;  ¿sle  no  es  sino  un  medU 
es  el  ejercer  en  realidad  el  poder;  i  se  puede  reaü^arh  mas  efica^mi 
chas  veces  dirijtendo  una  oposición  compacta  contici  una  mayoría  . 
que  gobernando  con  una  mayoría  diíhil.»  (Discurso  ¡ie  Lord  De 
Liverpool,  Enero  9  de  1P72). 


La  oposición  se  encuentra  organizada  como  el 
nete. 

Frente  al  leader  del  Gobierno,  sobre  el  primer 
que  él  ocupaba  ayer  mismo,  i  que  ocupará  talvezma 
se  encuentra  un  hombre  de  listado  que  pocoháfi 
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raer  Min-istro,    lo  será  sin  duda  todavía,  i  que  desempe- 
ña actualmente  las  funciones  de  leader  de  la  oposición. 

Por  necesidad,  desde  luego,  i  por  evitar  inútiles  con- 
flictos; por  política  en  seguida,  i  a  fin  de  obtener  él  mis- 
mo iguales  consideraciones  cuando  haya  dejado  el 
poder;  por  hábito,  en  fin,  i  por  conformarse  a  esacos- 
tumbre tan  loable  del  respeto  a  las  minorías,  el  leader 
del  Gobierno  consulta  oficiosamente  en  repetidas'  cir- 
cunstancias, al  leader  de  la  oposición. 

Este  último,  por  otra  parte,  se  ve  constantemente  lla- 
mado para  intervenir,  ordinariamente  para  combatir  o 
criticar  las  proposiciones  del  partido  opuesto,  pero  mu- 
chas veces  también  para  apoyarlas;  porque  hai  circuns- 
tancias en  que  la  Cámara  de  los  Comunes  no  se  consi- 
dera ya  como  compuesta  de  hombres  de  partido,  sino 
como  representante  de  la  Inglaterra,  i  hablando  en  su 
nombre. 

Sea  que  se  trate  de  un  Mensaje,  o  felicitaciones  al  So- 
berano, de  un  voto  de  gracias  o  la  Armada  o  al  Ejérci- 
to, que  se  deba  señalar  a  la  benevolencia  de  la  Corona; 
un  speaker  que  abandona  sus  funciones;  o  que  la  Cámara 
esté  llamada  a  tomar  una  decisión  para  defender  sus 
privilejiosj  para  salvaguardiar  su  dignidad  o  para  man- 
tener el  orden  en  sus  debates;  en  todas  esas  ocasiones  i 
otras  mas  aun,  la  proposición  es  hecha  por  el  leader  del 
Gobierno  i  secundada  por  el  de  la  oposición. 

Por  otra  parte,  las  comunicaciones  son  frecuentes  en- 
tre los  leaders  de  los  dos  partidos,  ya  sobre  cuestiones 
de  reglamentos,  órdenes  del  dia,  resoluciones  respecto 
a  los  intereses  jenerales  del  Parlamento,  como  a  los 
nombramientos   de  empleados,    comités   i   comisiones. 

Las  relaciones  son  corteses  i  los  compromisos  siem- 
pre respetados. 

Los  hombres  políticos  se  estiman  recíprocamente  i  há 
poco  no  mas;  un  primer  Ministro,  hablando  de  los  últi- 
mos acuerdos  relativos  a  la  lei  electoral,  «sabemos,  decia 
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que  los  hombres  con  los  que  hemos  tratado,  son  nuestros 
adversarios,  pero  también  sabemos  que  son    caballeros 

fgenticmen}.» 

lista  última  frase  esplica  muchas  cosas. 

Hai  entre  los  hombres  políticos  diverjencias  de  opi- 
nión; pero  no  hai,  para  usar  el  lenguaje  de  Shakespeare, 
iruii  partido  que  desprecie  al  otro  con  razón,  i  otro  que 
lo  insulto  sin  motivo. :&  [Corolímio,  acto  III,  escena  i.') 

"l'na  lar^a  esj.'oriciicin  del  Gobierno  constitucional,  decía  Lord 
GranviÜc  en  la  (^im,^ra  fie  los  Lores,  el  9  de  Mayo  de  i88i,  ha 
c Olivo nc-i.Io  a  liJ.o  iiifílOs  que  fl  (jobicrno  de  partido  es  necesario 
al  runcioiíaiiiij''.:)  de  Lis  instiluciones  representativas,  i  que  solo  la 
org:inií',acioii  de  los  partidos  puetle  asegurar  la  constitución  de  go- 
biernos fuertes. 

Pero,  fíracias  a  esta  misma  esperiencia,  no  haí  pais  en  que  las 
relaciones  de  tus  adversarios  políticos  estén  mas  completamente 
preservadas  de  acrimonia  personal;  ninguno  donde  haya  mejor  dis- 
posición para  acallar,  cuando  se  necesita,  los  intereses  de  p?rtÍdo, 
para  considerar  únicamente  la  dignidad  nacional.» 

Se  podria  citar  muchos  ejemplos  de  esa  cortesía  de 
relaciones,  coinen/:ando  yov  el  de  Fox,  rehusando  sos- 
tener una  enmienda  en  la  respuesta  al  Mensaje  en  ausen- 
cia de  Pitt,  i  añadiciido  al  hacer  alusión  a  la  enferme- 
dad d-'  su  iliiístre  rival,  la  famosa  cita:  sunt  lacrimce 
re  ruin. 

Algunos  años  después,  en  el  momento  del  asesinato 
de  Spencer  l'erceval,  primer  Ministro  entonces,  Pon- 
sonby,  qu3  eia  el  leader  de  !a  oposición  se  alzo  para 
apoyar  la  proposición  de  asignar  una  considerable  suma 
en  favor  de  la  familia  de  su  adversario  político,  i  con 
una  voz  trizada  por  la  emoción,  terminó  su  discurso 
diciendo: 

"Xndic  ha  encontrado  mas  filsas  las  opiniones  de  Mr.  Percevai 
que  yo:  pero  tenia  la  mas  alta  opinión  de  su  honorabilidad,  i  el 
afc^cto  mas  grande  por  su  persona;  no  be  conocido  hombre  que 
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valiera  mas  que  él;  como  esposo,  como  padre  i  como  amigo,  nin- 
guno ha  sido  mas  admirable.»  {Sp^n:cr  Walpolc,  Ufe  of  Spcncer 
Pcrccvaly  vol.  lí,  cap.  XÍÍI).  <^ 

Podria  multiplicar  las  citas  antes  de  recordar  las  pala- 
bras de  Mr.  Gladstone  espresando  su  siropatía  hacia  su 
ilustre  rival  en  el  momento  de  la  muerte  de  lady  Bea- 
consfield,  o  las  de  Mr.  Disraeli,  calificando  ^<como  al  mas 
eminente  miembro  de  la  Cámaras  a  Mr.  Gladstone,  que 
Lord  Derby  proclamaba  a  su  turno,  ^cielos  mas  grandes 
oradores  que  la  Inglaterra  haya  producido.  ^^ 


Recientemente  aun,  con  ocasión  de  la  muerte  de 
Iddesleigh(SirStalTord  Northcote)  por  largo  tiempo  leader 
del  partido  conservador  en  la  Cámara  de  los  Comunes, 
Lord  Granville,  leader  del  partido  liberal,  terminaba  su 
discurso  en  la  Cámara  de  los  Lores,  con  estas  palabras: 

«Hace  algunos  años,  yo  decía  de  él,  que  desde  veinte  años  há, 
era  mi  formidable  enemigo  en  la  vida  pública,  i  desde  mas  largo 
tiempo  aun,  mi  querido  amigo  en  la  vida  privada 

Yo  he  oído  frecuentemente  a  mis  colegas  que  ocupan  un  asiento 
en  la  otra  Cámara,  admirar,  aun  quejándose,  la  sagacidad,  la  des-  ' 
treza  i  la  prontitud  con  la  cual  él  se  defendía  de  los  ataques,  i  el 
vigor  con  que  retornaba  los  golpes 

Espero  que  snrecuerdo  disminuirá  la  acritud  de  las  discusiones 
que  han  tenido  lugar  algunas  veces  en  los  momentos  de  grandes 
luchas,  i  de  las  excitaciones  de  la  política i, 

I  por  su  parte,  Mr.  Gladstone,  pronunciaba  en  la  Cá- 
mara de  los  Comunes  un  discurso  en  el  que  hacia  resal- 
tar las  cualidades  de  aquel  contra  quien  habia  luchado 
por  tanto  tiempo. 

-  «El  pais,  decia,  ha  perdido  un  hombre  que  poseía  una  vasta 
esperiencia,  una  gran  cantidad  de  conocimientos,  una  notable  po- 
tencia intelectual,  i  que  hacia  aprovechar  de  todo  esto  el  servicio 
público  del  país , 
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•  Su  cortesía  para  con  todos  era  encantadora,  pues  estaba  funda- 
da sobre  su  conocimiento  de  la  sociedad  i  sobre  la  amabilidad  que 
era  la  esencia  misma  Je  su  carácter. 

El  hábito  constante  de  su  vida  era  no  tener  ninguna  mira  perso- 
nal, cuando  se  trataba  del  bien  público 

La  simpatía  que  el  país  entero  sentia  por  él,  es  aun  mas  viva  i 
mas  profunda  en  esta  Asamblea 

Esta  unanimidad  de  sentimientos  existe  entre  nosotros  sin  dis- 
tinción ni  diferencia  de  ninguna  clase  porque,  felizmente,  nues- 
tras grandes  disenc'ones  no  son  de  tal  calidad  que  no  podamos 
olvidarlas  en  circunstancias  como  estas,  para  reunimos  sobre  el 
dilatado  terreno  de  la  humanidad,  i  espero  que  se  tendrá  fé  en  mi 
completa  sinceridad,  cuando  espreso  la  convicción  que  el  distin- 
guido hombre  que  hemos  perdido,  conservará  durante  largo  tiem- 
po un  sitio  de  honor  en  el  respeto  i  en  el  afecto  del  pais.»  {^esion 
del  27  de  Enero  de  1887). 


CAPITULO  LXXVII 
El  r'espeto  d.e  las  ]ViliiLO]?ias 

El  sentimiento  que  ha  caracterizado  hasta  hoi  las  luchas 
políticas  i  que  obliga  a  los  rivales  de  dos  partidos  a  mos- 
trarse corteses  en  los  debates,  tolerantes,  dispuestos  a 
prestarse  a  las  transacciones,  al  mismo  tiempo  que  les 
permite  conservar  sus  amistosas  relaciones  en  la  vida 
privada,  es  algo  único  i  particular  a  la  Inglaterra. 

La  causa  es  fácil  de  descubrir;  es  el  respeto  que  el  par- 
tido cuyos  jefes  están  en  el  poder,  muestra  siempre  por 
la  minoría. 

Si  la  minoría  fuera  privada  de  todo  derecho,  se  haria 
naturalmente  facciosa,  i  se  consideraria  como  desligada 
de  toda  responsabilidad.  La  circunstancia  de  hallarse,  al 
contrario,  asociada,  hasta  cierto  punto,  al  Gobierno  en 
la  preparación  de  los  actos  del  Parlamento,  hace  que  se 
encuentre  dispuesta  a  aceptar  i  respetiir  sus  actos,  cuan* 
do  han  llegado  a  ser  leyes,  i  nada  ha  contribuido  mas 
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a  mantener  ese  respeto  jeneral  que  el  pueblo  inglés  de- 
muestra por  la  legalidad  que  esa  aceptación  por  la  mi- 
noria  de  los  hechos  consumados. 

Ademas,  muchas  leyes  han  aprovechado  ampliamente 
de  las  críticas  de  la  oposición,  i  han  sido  modificadas 
antes  de  la  votación  de  manera  de  hacerse  aceptables 
por  los  dos  partidos,  es  decir,  por  la  inmensa  mayoría  de 
la  nación. 

Se  ha  visto  aun,  en  ciertos  casos,  a  los  leaders  ponerse 
previamente  de  acuerdo  sobre  todos  los  detalles  de  una 
medida  importante.  Así  es  como,  esplicando  las  fases 
por  las  que  habia  pasado  la  elaboración  del  último  reform 
bilí,  i  haber  constatado  la  estrema  facilidad  con  que  una 
lei  tan  importante  habia  podido  pasar,  gracias  al  acuerdo 
de  los  partidos,  el  Ministro  que  sostenía  la  discusión  de 
esta  grave  medida,  anadia: 

«En  mi  opinión,  creo  de  justicia  decir  que  no  me  encuentro  uni- 
formemente prevenido  contra  el  sistema  que  consiste  en  tratar  una 
cuestión  con  el  acuerdo  de  los  dos  partidos.  El  fin  esencial  que  hai 
que  alcanzar  es,  seguramente,  el  bien  público,  i  yo  pienso  que  de 
tiempo  en  tiempo  pueden  presentarse  casos  en  que  esos  arreglos 
sean  ventajosos  para  el  pais.» 


Puede  aun  suceder  que  las  cosas  vayan  mas  lejos. 

En  algunas  ocasiones  se  ha  visto  a  los  hombres  de  los 
dos  partidos  acercarse  i  ponerse  de  acuerdo,  no  sola- 
mente sobre  una  medida  particular,  sino  sobre  un  con- 
junto de  cuestiones.  Esa  liga  ha  tenido  por  resultado, 
ora  la  formación  de  un  Ministerio,  llamado  de  coalición, 
ora  el  mantenimiento  en  el  poder  de  un  partido  que  se 
encuentra  en  minoría  en  la  Cámara  de  los  Comunes,  por 
medio  del  apoyo  constante  de  miembros  del  campo  con- 
trario . 

Esto  es  lo  ocurrido  a  consecuencia  de  las  elecciones 
de  ifSSdi'  El  Ministerio  cónwrvador  estaba  éii  minoría,  i 
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O  habría  podido  tomai'  el  poder  i  conservarlo  siuo  gra- 
ias  al  apoyo  de  las  Jos  secciones  del  partido  liberal. 

En  estas  condiciones  es  fácil  comprender  cómo  os  que 
is  luchas  parlamentarias  en  Inglaterra  no  presenten  el 
arácter  de  encarnizamiento  i  animosidad  que  las  carac- 
sriza  en  otros  países.  El  que  posee  hoi  la  mayoría  res- 
eta al  representante  de  la  minoría,  a  fin  de  ser  respetado 

su  turno,  cuando  los  roles  estén  invertidos;  el  leader 
el  Gobierno  comprende  la  utilidad  de  la  opinión,  de  la 
aal  ba  sido  i  será  aun  el  Jefe,  i  no  son  vanas  palabras 
is  que  pronunciaba  Mr.  Disraeli,  cuando  decia: 

«Hn  cuanto  a  mí,  convencido  como  estoi,  que  c]  Gobierno  par- 
imciitario  es  prácticamente  imposible  sin  Va  existencia  de  dos  par- 
dos organizados;  que  sin  esto  constituirla  el  Gobierno  mas  des- 
reciable  i  mas  corrompido  que  se  puede  imajinar,  deploro  siempre 
>do  lo  que  tiende  a  desacreditar  alguno  de  los  dos  partidos.»  n8 
ÍTÍI  }8Si,  Hausard,  Pi-T-üamcnlan- dcbjtes.ro].  CLXXIV,  páj.  lasi). 


CAPITULO  LXXVm 
t>o  los  pai'tldos  nouti'os 

No  considerando  las  cosas  sino  bajo  un  punto  de  vista 
uperficial,  es  lójico  inquirir  cómo  la  opinión  puede  de- 
ribar  un  Ministerio,  fuera  del  caso  en  que  la  mayoría 
3  encuentre  fuera  de  su  lugar  a  consecuencia  de  elec- 
iones  jenerales,  o  una  serie  de  elecciones  parciales. 

Es  mui  cierto  que  el  Parlamento  posee  <s.niia  soberanía 
bsoluia,  un  poder  ilimitado  que  se  llama  omnipotencia» 
Bourycr. —  Commcntaries  oh  the  consfiíutional  lan;, 
ap.  XI)  i  que  responde  perfectamente  a  la  definición 
ada  por  Grotins,  en  estos  términos:  «el  poder  cuyos 
ctos  son  independientes  de  todo  poder  superior,  de 
uerte  que  oa  puedan  ser  aoulados^  por  la  fuerza,  por 
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ninguna  otra  voluntad  humana:*^  (Derecho  de  la  pa:(  i  de 
la  guerra,  libro  i.°,  cap.  III). 

Pero,  en  realidad,  el  poder  soberano  reside  en  el  cuer- 
po electoral. 

Sin  embargo,  los  electores  que  delegan  sus  facultades 
a  representantes,  no  tienen  ningún  medio  práctico  de 
obligar  a  estos  últimos  a  votar  o  rechazar  ciertas  leyes, 
i  los  Diputados  tienen  toda  la  libertad  que  puede  dejar- 
les el  temor  de  no  obtener  un  nuevo  mandato.  Esa  om- 
nipotencia que  se  les  asegura  por  un  tiempo  determinado, 
la  delegan  a  su  turno  en  algunos  hombres  elejidos  entre 
ellos,  pero  reservándose  el  derecho  de  delegarla  en  cual- 
quier momento. 

De  aquí  resulta  que  la  voluntad  de  los  electores  tiene 
una  sanción  intermitente;  la  de  los  elejidos,  una  sanción 
permanente;  la  unanimidad  de  un  colejio  electoral  no 
puede  revocar  o  dejar  sin  puesto  aun  miembro  del  Par- 
lamento; la  mitad  mas  uno  de  los  Diputados  puede  de- 
rribar a  un  Gabinete. 


Seguramente,  si  todos  los  representantes  fueran  firme- 
mente unidos  a  su  partido  [strong  party),  todo  marcharía 
bien.  Tras  de  cada  elección,  el  Ministerio  conservaría  o 
dejarla  el  poder,  según  que  la  apelación  al  pais  le  hubie- 
ra dado  la  mayoría  o  hubiera  sido  favorable  a  sus  adver- 
sarios, i  las  cosas  permanecerían  en  ese  estado  hasta  la 
próxima  elección. 

Pero  no  sucede  así. 

Indudablemente  se  encuentran  en  el  Parlamento  hom- 
bres semejantes  a  ese  diputado  de  un  condado  de  Esco- 
cia que  habia  siempre  sostenido  a  Pítt.  diciendo  que 
tenia  por  principio  invariable,  no  hallarse  jamas  pre- 
sente en  un  debate  ni  ausente  en  una  votación,  i  que  una 
vez  solamente,  durante,  su  larga  carrera,  habia  votado 
contra  su  partido,  reconociendo  después  haber  estado 
e;i  vn  efror.  [Sesión  de  23  de  sethfrtOre  de  iSji), 


4^^  DERECHO    t>ARLAMENTARIO    CHILENO 

Pero  también  se  encuentran  algunos  independientes 
de  aquellos  de  que  decia  Burke,  ^con  los  que  no  se  puede 
contara. 


Este  es  escollo  para  los  Gabinetes,  i  en  otro  tiempo 
se  empleaba  un  medio  tan  eficaz  como  poco  delicado 
para  preservarse  de  ellos. 

Después  de  repartirse  el  poder  sin  atender  mucho  a 
la  voluntad  del  pais,  los  Ministros  se  mantenian  en  él 
por  medio  de  argumentos  cuya  elocuencia  era  tan  sono- 
ra como  eficaz. 

«La  administración  de  Walpole,  dice  lord  Grey,  ha  quedado 
proverbial,  por  su  estrema  corrupción,  i  no  es  para  nadie  dudoso 
que  se  habia  conservado  la  mayoría  en  la  Cámara  de  los  Comunes 
principalmente  por  la  corrupción,  i  notablemente  por  la  compra 
habitual  de  los  miembros  del  Parlamento;  pero  parece  perfecta- 
mente claro  que,  a  este  respecto,  la  principal  diferencia  entre  Wal- 
pole  i  los  Ministros  que  lo  han  precedido  i  seguido,  ha  consistido 
en  que  éste  se  dio  menos  trabajo  que  los  otros  para  disimular  los 
procedimientos  que  empleaba,  i  que  los  mismos  medios  han  con- 
tinuado siendo  tan  amplia  i  sistemáticamente  empleados  con  el 
mismo  tin,  largo  tiempo  después  de  su  salida».  [Par  lamentar  y  go- 
vernnient,  cap.  111). 


Este  sistema  ha  perecido,  pero  apareciendo  otro  pe- 
ligro. 

En  ese  sistema  de  equilibrio,  esencialmente  voluble, 
en  que  las  fuerzas  de  dos  partidos  se  contrapesan  i  don- 
de, sin  embargo,  las  menores  oscilaciones  de  la  balanza 
producen  un  cambio  del  poder,  es  mui  grande  la  tenta- 
ción para  un  hombre  hábil  de  formar  un  tercer  partido, 
el  que,  inclinándose  alternativamente  a  la  derecha  o  a 
la  izquierda,  haga  inclinar  la  balanza  a  merced  de  su  ca- 
pricho. 

Q.ue  esto  sea  con  un  propósito  d#  ambición  perdaaali^ 
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O  por  el  móvil  mas  noble  de  modificar  en  un  sentido  dado 
la  dirección  de  los  negocios,  no  por  eso  es  menos  grave, 
í  todo  el  mecanismo  se  falsea.  La  hipótesis  no  tiene  nada 
de  quimérico  i  cuando,  por  ejemplo,  un  grupo  de  85 
miembros  irlandeses  se  declara  pronto  a  sostener  o  com- 
batir uno  de  los  partidos  según  sea  que  éste  acceda  a 
sus  deseos  o  los  combata,  el  peligro  es  estremo.  Lo  seria 
por  lo  menos  en  un  pais  en  que  el  patriotismo  tuviera 
mas  débil  acción  sobre  el  alma  de  los  hombres  políticos. 
Es  aquí  donJe  es  menester  reconocerlo;  se  halla  el 
vicio  i  el  peligro  del  réjimen  parlamentario,  porque  pue- 
de suceder  que  la  voluntad  que  predomine,  sea,  no  de  la 
verdadera  mayoría,  sino  la  de  los  espíritus  flotantes,  la  de 
los  facciosos. 


Pero  al  lado  de  estos  verdaderos  inconvenientes  se 
encuentran  ventajas  positivas. 

Si  todos  los  miembros  del  Parlamento  se  hallaran  in- 
disolublemente ligados  a  uno  de  los  dos  partidos,  ^cuál 
seria  la  utilidad  de  los  debates  parlamentarios?  En  pre- 
sencia de  una  oposición  impotente  i  desalentada,  un  Mi- 
nisterio seguro  de  su  mayoría  gobernarla  sin  contrapeso, 
i  podría  hacerlo  todo  impunemente.  La  opinión  pública 
i  el  pensamiento  de  las  próximas  elecciones  podrían  se- 
guramente contenerlo  hasta  cierto  punto,  pero  siempre 
el  peligro  seria  serio. 

Es  de  consiguiente  útil  que  haya  en  una  Asamblea 
cierto  número  de  miembros  independientes  que,  aun 
votando  con  la  mayoría,  no  le  estén  enfeudados  a  punto 
de  no  poder,  si  se  presenta  la  ocasión,  prestar  a  la  opo- 
sición el  concurso  de  sus  votos. 

Aunque  rara  vez  se  usara  de  ese  medio  para  dar  una 
lección  a  los  Ministros,  el  hecho  solo  de  su  pivsencia 
inspira  a  estos  últimos  una  saludable  prudencia,  i.i  mis- 
919  tiem.pp  (^ue  d¿  a  la  opo^icioa  esperanzas  i  valor* 
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n  tas  cuestiones  graves  el  aporte  de  esos  votos  es 
esta  de  la  lucha,  i  si  no  obedecieran  a  otros  móvil 
el  del  bien  público,  pueden  prestar  alpais  inestim 
i  servicios,  sea  derribando  a  los  Ministros,  sea  ob. 
dolos  a  modificar  su  política. 


'oi  mas  allá:  se  necesita  que  los  mismos  Ministr 
dan,  en  ciertas  ocasiones,  apelar  a  todos  los  mier 
í  de  una  Asamblea,  i  obtener  de  aquellos  que  no  li 
van  habitual  mente  un  número  de  votos  suficien 
i  colmar  i  hasta  exceder  las  defecciones  que  puedí 
ducirse  en  su  propio  partido. 

uando  el  Gobierno  resolvió  en  1829  abolir  las  ley 
as  contra  los  católicos,  los  Ministros  no  ignoraba 
manera  alguna,  la  repugnancia  que  inspiraba  a 
'oría  de  su  partido  una  medida  que  ellos  mismos  h. 
1  combatido,  i  Sir  Roberto  Peel  se  esplicaba  a  e; 
lectode  esta  manera: 

'o  no  puedo  compr^ir  el  apoyo  de  mis  honorables  amigos  pr 

,endo  adherir  siempre,  i  suceda  lo  que  suceda,  en  mi  condlci' 

linistro  de  la  Corona  a  los  argumentos  i  a  las  opiniones  q 

lo  haber  sostenido  en  esta  Asamblea. 

o  me  reservo  claramente  i  sin  equívoco  alguno  el  derecho 

itar  mi  conducta  a  las  cxljencias  del  momento  i  a  las  nece 

;s  del  pais. 

il  ha  sido  la  conducta  de  todos  los  hombres  de  Estado,   en  1 

los  tiempos  i  en  todos  los  paises;  mi  defensa   es   la   de  tod 

;llos  que  antes  que  yo  han  obrado  de  la  misma   manera;  e 

espresada  por  las  palabras  mas  bellas  que  yo   podría  pronu 

,  quiíiro  decir,  por  estas  palabras  de  Cicerón: 

iccc  didici,  lixc  viJi,  htxc  scripta  Icgi,  ho:c  de  sapíenlisimis  el  clari 

'iriis  ¡n  hjc  rt:¡)nb¡ica,  ¿I  in  Üs  ch'iUiHbiis   inonitmcnLi   nobis  lilU 

iderttml,  non  scmp,:r  casdcm  s-inlcitlitis  abi  isdeni  sed  quiascamij 

Micic  slatits  Icnipcnini  incUnatio,   ratio  concordia:  poslalarcnl  e- 

ideiidas.» 

ito  aprendí;  esto  ví;  esto  está  escrito  en  la  Ici,  esto  nos  en; 

<n  hombres  sapientísimos  i  diAinguidvs  varuneB,  en  esml 


DERECHO   PARLAMENTARIO    CHILEMO  40 1 

^,^^_^^^^.,^_^__l jfi  r  -  ~ —  iwi  r  ■  ii-  _  ~-     —   '  

monumentales;  que  no  siempre  las  mismas  razones  han  de  preva- 
lecer en  cualquier  estado  en  que  S2  halle  la  República,  sino  que 
debe  atenderse  al  estado  de  los  tiempos,  i  a  la  paz  de  los  hom- 
bres. >> 

La  lei  fué  votada  como  mas  tarde  lo  fué  la  de  los  ce- 
reales, i  dos  de  las  mas  importantes  medidas  de  que 
se  honra  el  Parlamento,  se  deben  al  hecho  de  que  los 
lazos  de  partido  han  podido  ensancharse,  en  esas  oca  • 
siones. 


Lo  mismo  sucedió  en  sentido  inverso  en  i8S(). 

Cuando  M.  Gladstone  presentó  el  bilí  que  concedia 
a  la  Irlanda  un  Parlamento  aparte,  un  considerable  nú- 
mero de  miembros  que  aun  votando  con  él,  conservaban 
siempre  cierta  independencia,  se  pronunciaron  enérjica- 
mente  contra  la  medida,  i  produjeron  así,  la  caida  del 
Gabinete. 

Estos  ejemplos,  que  podrian  multiplicarse,  bastan  para 
mostrar  la  utilidad  de  esos  terceros  partidos,  o  de  los 
miembros  independieptes,  i,  si  se  interroga  la  historia, 
se  constatará,  sin  duda  alguna,  que  la  sumado  ventajas 
es  mui  superior  a  la  de  los  inconvenientes  que  produce 
su  existencia. 

Yo  no  me  atreveria  a  decir  que  siempre  será  lo  mis- 
mo, i  la  organización  del  partido  separatista  irlandés 
constituye  para  las  instituciones  parlamentarias  un  peli- 
gro de  estrema  gravedad;  pero  los  ingleses  sabrian  con- 
jurarlo gracias  a  su  paciencia,  su  valor  i  su  admirable 
patriotismo. 


CAPITULO  LXXIX 
El  Oobierno  r>ai?laxiieiitai"lo 

Me  he  esforzado  en  esponer,  de  una  manera  tan   clara 
un  tema  tan  complejo;  el  papel  del  Gabinete   i  de  sus 
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miembros,  i  aí  hacerlo  he  descrito  en  el  hecha,  el  con- 
junto de  sistemas  que  se  ll;iina  gobierno  parlamentario, 
o  gobierno  de  los  partidos  {pa'ty  governmcní\.  Antes  de 
terminar  mi  resta  examinar  sus  inconvenientes  i  sus 
ventajas. 


El  espíritu  de  partido  tiene  el  gran  defecto  de  arrastrar 
consigo  U  falta  de  fianquexa  o  de  iquidad. 

En  el  ardor  de  la  política  los  hombres  se  exaltan  i  se 
animan  recíprocamente,  i  cosan  de  juzí^nr  imp;ircia!nien- 
te  las  cosas.  Atribu\-en  fácilmente  a  sus  adversarios  malas 
intenciones  i  propósitos  vergonzosos  de  los  que  éstos 
están  tan  lejos  como  ellos  mismos.  Son  mui  pocos  los 
que  desdeñándose  merecer  el  reproche  de  debilidad  o 
inconsecuencia,  se  atrevan  a  reconocer  públicamente  las 
faltas  que  les  señalan  sus  rivalis. 

La  obstinación  para  sostener  un  error,  porque  la  ad- 
misión de  lo  que  era  justo  i  verdadero  hubiera  hecho 
triunfar  al  adversario,  decia  Lord  John  Rusj.el,  ha  hecho 
adoptar  a  mas  de  un  Ministro  inglés  la  línea  de  conducta 
mas  funesta  al  pais.  [Bn'stisk  gobernment  and  Constitu- 
ción XVII). 

Se  puede  decir  mas  aun:  que  la  mayor  parte  de  las  me- 
didas sometidas  al  Parlamento  han  sido  aprobadas  o  re- 
chazadas menos  por  razón  de  su  propio  mérito,  que  por 
consideraciones  de  partido.  Se  puede  aun  señalar  la  exa- 
jeracion  que  hace  presentar  las  medidas  que  se  sostienen, 
bajo  su  aspecto  mas  favorable,  atenuando  o  disimulando 
sus  inconvenientes  mientras  que  se  obra  precisamente 
en  sentido  inverso  cuando  se  trata  de  las  proposiciones 
del  partido  contrario,  cosa  tanto  mas  sensible  cuanto 
que,  en  los  negocios  públicos,  la  verdad  rara  vez  se  en- 
cuentra, solo  de  una  parte. 

Yo  añado  que  el  espíritu  de  pirtido  puede  producir  la 
auulaciQQ  de  las  iQdividualidades  haciendo  contraer  a 
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los  hombres  esos  hábitos  de  disciplina  casi  militar  que 
un  sagaz  observador,  el  abate  Galiani,  calificaba  de  «^5- 
píritu  monacah/,  dominando  en  las  Asambleas  políticas 
de  Inglaterra. 

Este  último  inconveniente  es  menos  de  temer  en  el 
dia,  pero  lo  que  es  un  mal  real  es  la  esclusion  mas  o 
menos  prolongada,  de  hombres  de  Estado  eminentes  de 
los  que,  la  mitad  permanece  constantemente  fuera  de  los 
negocios,  haciendo  que  sus  luces,  su  esperiencia,  sus 
talentos,  se  pierdan  para  la  cosa  pública. 


Por  fin,  cada  administración  se  halla  constantemente 
espuesta  a  cambiar  de  jefes  i,  por  consiguiente,  a  encon- 
trarse dirijida  por  Ministros  ignorantes  e  incompetentes 
en  los  asuntos  que  tienen  que  dirijir;  en  una  palabra, 
todas  las  fuerzas  vivas  del  pais  se  encuentran  dispersas; 
i  todos  los  ciudadanos  útiles  luchan  constantemente  en 
lugar  de  juntarse  i  colaborar  en  el  bien  público  Hai, 
pues,  en  esto,  una  evidente  pérdida  de  fuerzas  i  un  fatal 
antagonismo.  Para  compensar  todos  estos  inconvenien- 
tes se  necesita  que  haya  grandes  ventajas. 

¿Esas  ventajas  existen  i  son  mas  considerables  que  los 
inconvenientes  señalados? 


La  organización  de  los  partidos  crea  compromisos, 
tanto  mas  poderosos  cuinto  que  han  sido  contraidos 
voluntariamente,  i  con  lazos  capaces  de  resistir  a  las  ten- 
taciones de  la  ambición  o  del  interés;  muchos  hombres 
que  cambiarian  fácilmente  de  opiniones  i  renunciarian  a 
sus  principios  por  obtener  un  puesto  importante,  no  se 
atreverian  a  desertar  de  su  partido  i  romper  con  sus 
amigos  políticos. 

El  espíritu  de  partido  da  un  cuerpo  a  las  opiniones 
vagas  i  pasajeras,  ligándolas  d^  una  manera  fija  a  pnnci- 
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OS  sólidos  i  durables  i  prestando  a  la  conducta  » 
;e  se  dejan  guiar  por  esos  principios,  algo  de  esa  1 

que  forma  el  carácter  de  la  integridad  i  de  la 
ncia. 

Un  partido  tieni?  ciertas  idoas  jenerales,  ciertos 
omisos  que  se  trasmiten  a  los  que  la  duracioi 
ime  una  gran  fLicr/a;  en  fin,  la  unión  de  un  gran  n 

de  personas  en  los  mismos  propósitos,  permite  '. 
unfar  medida'^  que  de  otro  modo  hubieran  Ha 
atención. 

En  fin — i  esta  es  una  de  las  mas  grandes  ventaja 
jíritu  de  partido  reúne  en  un  cuerpo  conipact 
erentes  opiniones  que  reinan  en  el  pais.  Cuan 
eblo  descontento  podía  pensar  en  recurrir  a  ese  r 
)  supremo  del  derecho  de  resistencia,  encuentr 
nedio  mas  fácil  i  menos  peligroso  a  la  vez  en  der 
icillamente  un  Ministerio. 

se  le  ha  visto  en  repetidas  circunstancias,  princ 
nte  cuando  la  nación  acordó  su  confianza  a  la  o 
n  después  de  la  caída  do  W'alpole,  i  cuando 
rth,  después  de  comprometerlo  todo,  obligó  a  Ii 
ra  a  pedir  su  salvación  a  Rottengham  i  a  Fox. 
iin  la  existencia  de  partidos  se  llega  fatalmen 
aierno  absoluto  i,  sea  que  so  llegue  al  título  de  : 
10  o  de  primer  Ministro,  el  Jefe  del  listado  se  con 
;n  déspota.  Sin  la  existencia  de  partidos,  el  esj 
ílico  agoniza  i  muere,  i  una  vez  caído,  no  se  lev 


iuando,  a  principios  del  sigloXlX,  un  gobierno  con 
o,  una  sociedad  relajada,  un  clero  indiferente, 
íe  media  grosera  e  ignorante,  un  pueblo  embrute( 
nponian  una  nación  de  instintos  viles  i  bajos,  h 
térra  permaneció,  sin  embargo,  gloriosa  i  grande 
esario  atribuir  ese  mérito  a  la  existencia  de  los 


r 
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tidos,  que  han  sido  tan  propiamente  llamados  <^los  ner- 
vios de  la  libertad. "tí  [Erskine  May  Parlamentary  His- 
tory,  t.  I,  páj.  385). 

Si  el  cambio  frecuente  de  Ministros  tiene,  bajo  el  punto 
de  vista  de  los  negocios,  ciertos  inconvenientes,  mui  ate- 
nuados, por  otra  parte,  por  la  misma  organización  de 
las  grandes  administraciones,  i  rescatados^  hasta  cierto 
punto,  por  las  ventajas  que  ofrecen  bajo  el  punto  de  vista 
de  la  destrucción  de  la  rutina;  si  dan  por  lo  menos  bue- 
nos Ministros  especiales,  en  cambio  aseguran  la  forma- 
ción de  hombres  de  Estado  superiores. 

Bajo  este  último  punto  de  vista  la  alternativa  de  la 
oposición  i  del  poder,  es  para  el  espíritu  humano  de  una 
estrema  utilidad. 

Hace  largo  tiempo  que  se  ha  escrito: 

La  critica  es  fácil;  el  arte  dijicil. 


Es  bueno  que  todo  hombre  de  Estado  sepa,  a  su  costa, 
esta  verdad,  i  que  sea  sucesivamente  encargado  de  obrar 
i  de  criticar. 

Si  en  el  momento  de  la  acción  sabe  criticarse  a  sí  mis- 
mo; hombre  de  oposición,  encuentra  con  facilidad  los 
puntos  déb  les  de  sus  rivales. 

Si  el  ataque  es,  algunas  veces,  sin  medida,  i  la  defensa 
excesiva,  esto  está  en  la  naturaleza  de  las  cosas.  Se  ve 
con  facilidad  la  paja  en  el  ojo  del  adversario,  i  con  difi- 
cultad la  viga  en  el  propio,  pero  después  de  todo,  ¡cuan 
útil  es  esta  incesante  fiscalización!  ¡qué  freno  es  para  un 
Ministro  saber  que  cada  uno  de  sus  actos  debe  ser  es- 
crutado, analizado  i  que  necesariamente  debe  dar  cuenta 
de  él! 

En  cuanto  a  laesclusion  de  los  hombres  de  Estado  que 
quedan  fuera  de  los  negocios  es,  sin  duda,  sensible,  pero 
no  es  continua. 

Los  opositores  de  hoi  serán  los  Ministros  de  mañana; 
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SU  rol,  por  otra  parte,  es  activo  i  da  a  sus  facultades  un 
noble  e  interesante  empleo;  su  intelijencia  no  está  per- 
dida para  el  país,  porque,  si  la  oposición  no  obra  direc- 
tamente,.ella  ejerce  de  una  manera  indirecta  una  acción 
inmensa;  hace  el  bien,  no  de  una  manera  positiva,  sino 
negativamente:  impidiendo  el  mal. 

Hai  que  añadir,  aunque  bajo  el  punto  de  vista  de  las 
relaciones  esteriores,  que  los  cambios  de  Ministerio  que 
produce  el  juego  de  las  instituciones  parlamentarias,  pue- 
den traer  los  mas  felices  resultados.  Tal  cuestión  mal 
iniciada,  tal  negociación  mal  conducida,  tal  susceptibili- 
dad despertada  en  un  Gabinete  estranjero,  estos  i  otros 
incidentes,  se  corrijen  mucho  mas  fácilmente  cuando 
toman  el  mando  Ministros  nuevos. 

Por  fin,  si  existe  el  inconveniente  de  crear  una  espe- 
cie de  confusión  o  concentración  de  poderes  (en  Ingla- 
terra el  Poder  Lejislativo  reina,  gobierna  i  algunas  veces 
administra,  i  la  libertad  no  sufre  con  ello).  (Vacherot, 
La  Democracia^  páj.  343)  el  sistema  parlarüentario 
tiene  la  ventaja  de  mantener  constantemente  la  armonía 
en  el  gobierno  del  Estado. 


Los  Ministros  deb?n  ejercer  el  Poder  Ejecutivo  con- 
forme a  ias  miras  del  Parlamento,  i  recíprocamente  el 
Parlamento  debe  ejercer  el  Poder  Lejislativo  conforme 
a  las  miras  de  los  Ministros:  todo  conflicto  entre  las  dos 
voluntades  produce,  ya  la  caida  del  Gabinete,  ya  la  diso- 
lución ae  la  Cámara  de  los  Comunes,  es  decir  que,  tanto 
en  uno  como  en  otro  caso,  el  acuerdo  se  restablece 
inmediatamente 

En  cuanto  al  Soberano,  flota  por  encima  de  todos, 
irresponsable  de  la  elección  de  sus  Ministros,  puesto  que 
es  el  Pnrlnnvjnto  o.r.'en  los  h.i  designado;  de  sus  actos, 
pue:>to  que  las  Cáajaras   laiiíicaii    implícita  o   csplícita- 
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mente  la  conducta  del  Gabinete  al  que  sostiene;  de  su 
caída,  en  fin,  puesto  que  es  el  voto  de  las  Asambleas  o 
el  de  los  electores  el  único  que  puede  derribarlos. 

I  no  es  solamente  entre  los  grandes  cuerpos  del  Estado 
donde  reina  la  armonía,  sino  también  entre  la  nación 
i  el  Gobierno. 

Las  apelaciones  al  pais,  no  tienen  lugar,  es  verdad,  sino 
a  raros  intervalos,  pero  la  previsión  de  las  elecciones  está 
siempre  presente  en  el  pensamiento  de  los  hombres  de 
Estado,  i  la  opinión  pública  tiene  también  poderosos 
medios  de  acción,  gracias  a  la  libertad  de  la  prensa,  i  al 
derecho  de  reunión,  que  es  bien  difícil,  sino  imposible, 
desafiarla  por  largo  tiempo. 

Ahora  bien,  esa  opinión  que  acaba  siempre  por  impo- 
nerse i  por  prevalecer,  es,  en  el  hecho,  la  de  la  clase 
media,  es  decir,  de  aquella  que,  según  Aristóteles,  ^sabe 
obedecer  a  la  ra:¡on  »  [Potilíca,  libro  I,  cap.  IX). 
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ÚLTIMA  PALABRA 


Termino  ya  la  tarea  que  emprendí. 

Como  lo  han  observado  con  justicia  algunos  amables 
criticos,  este  trabajo  es  de  esposicion  i  no  de  crítica.  En 
este  propósito,  mi  tarea  ha  consistido  en  reunir,  al  alcan- 
ce de  los  miembros  del  Congreso,  los  materiales  que 
pueden  ayudarles  a  desempeñar  su  tarea,  i  no  realizarla; 
i  esta  obra,  según  ese  ideal,  debia  ser  un  memorándum^ 
en  vez  de  un  testo. 

Nadie  puede  hoi  desconocerlo. 

El  Parlamentarismo  viene  atravesando  no  solo  en 
Chile,  sino  en  la  misma  Europa,  horas  de  crisis,  de  desa- 
liento i  de  verdadera  confusión. 

La  acción  contra  él  es  violenta  i  compacta,  aunque  ni 
franca,  ni  sincera. 

Toca  a  los  partidarios  de  ese  sistema,  que  después  do 
haber  dado  a  Chile  la  independencia,  le  dio  el  orden,  i 
en  seguida,  la  libertad;  de  ese  sistema  que  ha  implanta- 
do ya  con  el  éxito  que  acompaña  siempre  a  la  sinceridad 
de  los  propósitos,  esa  idea  acariciada  desde  tantos  años 
há — la  abstención  del  Gobierno  en  las  elecciones  popula- 
res— consagrar  una  vez  mas  desde  las  alturas  del  poder — 
las  ideas  que  propagó  en  la  prensa — en  la  tribuna — i 
hasta  en  los  campos  de  batalla — la  libertad  electoral! 
Esa  idea  debe  ser  hoi — sinceramente — no  solo  la  ense- 
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fía  de  un  partido,  sino  el  programa  de  todos  ellos,  i 
sobre  todo  del  Gobierno. 

Yo  lo  creo  mui  sincero,  en  los  que  hoi  llevan  en  sus 
manos,  no  solo  la  dirección  de  los  negocios,  sino  el 
porvenir  de  la  República. 

I  dirijiéndome,  por  última  vez,  a  los  que  me  han  ayu- 
dado con  fé  en  mi  humilde  tarea,  creo  conveniente,  al 
ponerle  decisivo  término,  hacerlo  recordando  a  mis  lec- 
tores las  elocuentes  palabras  de  Emilio  de  Girardin: 

«No  es  digno  del  poder,  cuando  no  se  le  ama  sino  por  sí  mismo, 
no  por  él;  cuando  no  se  le  desea  sino  por  susprivilejios  i  sus  vani- 
dades, i  no  por  sus  obstáculos  i  sus  deberes. 

Se  llega  a  ser  Ministro,  pero  se  nace  hombre  de  gobierno. 

Nacer  hombre  de  gobierno,  es  nacer  esclavo  de  sus  conviccio- 
nes, de  sus  ideas,  es  pertenecerles  por  completo;  es  no  hallar  la 
felicidad  sino  en  su  triunfo,  ni  el  reposo  sino  en  el  trabajo  i  en  la 
lucha;  es  no  tener  sino  una  pasión,  la  de  las  grandes  empresas; 
sino  un  pensamiento,  el  de  encadenar  o  emancipar  los  pueblos 
segua  los  lugares  i  los  tiempos;  es  vivir  en  la  abnegación  de  sí 
mismo;  ts  morir  mártir  de  su  jenio  i  de  su  fé;  usado  por  las  viji- 
lias;  destrozado  por  la  mas  cruel  de  las  torturas,  la  de  no  ver  eje- 
cutar sino  lentamente  o  imperfectamente  lo  que  se  ha  concebido 
glorioso,  aunque  imperfectamente;  doloroso  suplicio  del  que  solo 
encapan  los  ambiciosos  vulgares.;^ 

El  Parlamento  de  Chile  ha  conocido  algunos  de  esos 
tipos,  estrellas  de  su  firmamento:  Montt,  Varas,  Tocor- 
nal,'<Matta,  Irarrázaval,  Lastarria 

¡Qué  esa  huella  no  se  borre  jamas! 

Santiago,  Enero  de  1897. 
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CONCORDANCIAS 

DE  NUESTRA  CONSTITUCIÓN  CON  LAS  DE  FRANCIA,  ESTADOS  UNI- 
DOS, REPÚBLICA  ARJENTINA,  BRASIL,  BÉLJICA,  ESPAÑA,  INGLA- 
TERRA I^SÜIZA  (l). 


Art.  !.•— R.  A.  I. «i  5.°— Br.  3.0— Su.  3.'  i  5.0 

Art.  2.*— E.  U.  Sec.   4.' del  art.  4.*— R.  A.  Art.  i.*— Br.  i.*— 

Sil.   I. o 

Art.  3.* — Fr.  Art.  i.*  de  la  Lei  de  25  de  Febrero  de  1875. — E.  U. 
Art.  I.*,  sección  i.";  art.  10  de  las  Enmiendas. — R.  A.  22. — Br.  11, 
13. — Bel.  25. — Su.  3.** 

Art.  4.** — E.  U.  I."  de  las  Enmiendas. — R.  A.  2.%  14. — Br.  5.° — 
Bel.  14,  15  i  16. — Es.  II. — In.  16,  17,  18,  19,  20,  21. — Su.  49,  50,  51. 

Art.  S-** — E.  U.  14  de  las  enmiendas. — R.  A.  20,  6.** — Bel.  4.** — 
Es.  i.° — In.  2.%  3.%  5.®,  7.° — Su.  43,  44. 

Art  6.^— R.  A.  20 — Bel.  5.° — In.  4.'— Su.  47. 

Art.  7.° — E.  U.  i.°  de  la  sec.  4.»  del  art.  i.**;  arts.  14  i  15  de  las 
Enmiendas. — Br.  91,  92,  94. — Bel.  47,  49. — Es.  27 — In.  146,  147, 
148,  149,  150  i  demás  hasta  el  165 — Su.  43,  73. 

Art.  8.**— Br.  8.° 

íi)  Los  artículos  que  no  tienen  designación    corresponden  a  la   Constitución  de 

Chile;  los  arts.  pertenecientes  a  las  de  los  demás  paises  estarán  acompañados  de  las 

siguientes  abreA-iaturas: 

Francia  Fr, 

Estados  Unidos  £.  U. 

República  Arjontina       R.  A, 

BrasU  Br. 

Béljica  Bel. 

España  Es. 

Inglaterra  In. 

Suiza  Su. 
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Art.  9.<>— Br.  7.0— Bel.  4.*^— Es.  i.^— In.  6.*»— Su.  44. 

Art.  10— E.  U.  !.•,  4.°,  5.»  de  las  Enmiendas— R.  A.  14,  i6,  17, 
19,  20,  21,  32— Br.  179— Bél.  6.^  7.°,  8.«,  9.%  10,  11,  12,  14,  17,  18, 
19,  20,  31— Es.  2.",  j.**,  4.°,  6.**,  10,  12,  13,  15— In.  II  a  59  inclu- 
sive—Su. 54,  55,  56,  59. 

Arts.  II,  12,  13.  14  i  15— -Fr.  i.°  de  la  Lei  de  25  de  Febrero 
de  1875;  art.  13  de  la  Lei  de  16  de  Julio  de  l^875 — E.  U.  sec.  i.^del 
art.  i.°;  núm.  i.°  de  la  sec.  4.*  del  art.  !.♦ — R.  A.  36,  60,  61,  62 — 
Br.  14,  26,  27,  28— Bél.  26,  44,  45— Es.  18,  19,  46,  47— In.  88,  100, 
loi,  102 — Su.  70. 

Art.  16 — Fr.  art.  i.*"  de  la  Lei  de  25  de  Febrero  de  1875 — E.  U. 
Núm.  i.^de  la  sec.  2.»  del  art.  1.* — R.  A.  37 — Br.  90— Bél.  47 — 
Es.  27— In.  144 — Su.  71,  72, 

Art.  17.--E.  U.  Núm.  3  de  la  sec.  2.*  del  art.  i.* — R.  A.  37,  43 
Br.  97 — Bél.  49 — Es.  27,  29-*-Su.  71. 

Art.  18 — E.  U.  Núm.  I  de  la  sec.  2.*  del  art.  i.^ — R.  A.  4a— Br. 
17 — Bél.  51 — Es.  3c — Su.  75. 

Art.  19 — E.  U.  Núm.  2  de  la  sec.  2.»  del  art.  i.®— R.  A,  40— Br. 
95,  96 — Bél.  50— Es.  29 — In.  151— Su.  54. 

Art.  20 — R.  A.  42 — Es.  28. 

Art.  21— E.  U.  Núm.  2  de  la  sec.  6.*  del  art.  i.°— R.  A.  64,  65 — 
Br.  29,  30,  31,  32,  33,  34— Bél.  35,  36— Es.  29,  31— In.  151,  163— 
Su.  76. 

Art.  22— Fr.  Art.  i.°  de  la  Lei  de  24  de  Febrero  de  187S— E.  ü. 
Núm.  I  sec.  3.*  del  art.  1.°— R.  A.  46— Br.  40— Bél.  53,  54— Es.  20, 
21,  22,  23 — In.  133,  136,  137,  138 — Su.  79. 

Art.  23 -Fr.  Art.  5.**  de  la  Lei  de  24  de  Febrero  de  ¡875— E.  U. 
Núm.  I  de  la  sec.  3.»  del  art.  i.«— R.  A.  48— Br.  40— Bél.  55— 
Es.  24. 

Art.  24 — Fr.  Art.  5.**  de  la  Lei  de  24  de  Febrero  de  1875— E.  U. 
Núm.  2  de  la  sec.  3.»  del  art.  i.'*— R.  A.  48— Br.  44— Bél.  55— 
Es.  24. 

Art.  25— Fr.  Art.  6.^  de  la  Lei  de  24  de  Febrero  de  1875— E.  U. 
Núm.  2  de  la  sec.  3.'  del  art.  i.*» — R,  A.  54 — Br.  44. 

Art.  26— Fr.  Art.  2."  de  la  Lei  de  24  de  Febrero  de  1875— E.  ü. 
Núm.  3  de  la  sec.  3.*  del  art.  i.«— R.  A.  47— Br.  45  i  46— Bél.  56— 
Es.  21,  22,  23  i  26 — In.  139. 

Axts.  27  i  28— Fr.  Art.  3.°  de  la  Lei  de  55  de  Febrero  de  1875; 
arts.  7.°  i  8.°  de  la  Lei  de  34  de  Febrero  de  1875;  arts.  8.%  9.^  10, 
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J2,  de  la  Lei  de  16  de  Julio  de  1875— E.  U.  sec.  8.*  i  9.»  del  art.  i." 
— R.  A.  67— Br.  15— Bel.  27,  38— Es.  41,  45— In.  Arts.  97, 108  hasta 
118  inclusive— Su.  84  i  88. 

Art.  ap— Fr.  Art,  7.°  de  la  Lei  de  34  de  Febrero  de  1875;  arts.  10, 
n  i  12  de  la  Lei  de  16  de  Julio  de  1875— E.  U.  Sec.  7."  del  art.  r.» 
-R.  A.  44,  45_Br.  36,  37  i  ,8-Bél.  34  i  90-Es.  34,  42-In.  Í03, 

!'     I  106,   107,   113,   115  i  133. 

Art.  30— Fr,  Art.  8"'  de  la  Lei  de  94  de  Febrero  de  1875;  arts.  10, 
II  i  19  de  la  Lei  de  i6  de  Julio  de  i875_E.  U-  Núm.  6  de  la  sec.  3.» 
del  art.  i.";  sec.  5.»  i  ^.-  del  mismo-R.  A.  51,  .¡2,  53— Br.  47  i  48— 
Béi.  34— Es.  34— In.  98,  103,  106,  107,  115  i  131. 

Arts.  31,  32,  33,  34-Fr.  Art.  y  de  la  Lei  de  25  de  Febrero 
de  1875;  art.  7."  de  la  Lei  de  24  de  Febrero  de  1875— E.  U.  sec,  7.» 
del  art.  i."-R.  A.  68,  69,  70-Br.  52,  5),  55,  56,  57,  62,  6y  -  Bel.  27, 
28,  38,  41,  42— Es.  41,  43— In,  76,  núm.  9,  108,  119,  120,  121.  122 
127— Su.  88.  ' 

Arts.  35,  36,  37,  38,  39,  40 -Fr.  Art,  7.°  de  la  Lei  de  16  de  Julio 
»  de  187S-E.  U,  sec.  7."  del  art.  i.-.-R,  A.  72-Br.  64,  65,  60,  67,  68^ 

69,  70— Bel.  67,  69— Es.  44— In.  128,  129 -Su  88. 

Arts.  41,  42 -E.  U.  sec.  7.»  del  art.  1.°— R.  A.  71 -Br.  57,  58,  59, 
60,  61 — Es.  44— In.  127. 

Arts.  43,  44,  45.  46,  47 -Fr.  Art,  i.»,  2.",  4.01  12  de  la  Lei  de  16 
de  Julio  de  1875— E.  U.  Núms,  i  i  4  de  la  sec.  5.»  del  art.  1.°;  nú- 
mero 2  de  la  sec.  4.»  del  mismo-  R.  A.  55,  57_Br.  17,  18,  19.  20, 
23_Bél.  59-Es;  32,  33,  37,  38-In.  89,  90,  9t,  92,  93,  96_Su.  85, 
86,  87, 

Arts.  48,  49 -(No  hai  concordancias). 

Arts.  50,  Sl-Fr.  Art.  3,»  de  la  Lei  de  25  de  Febrero  de  1875- 
E.  Ü.  Núms.  I  i  4  de  la  sec.  i.»  del  art.  s."— R.  A  74  76— Su 
94,  97- 

Arts.  52,  53-Fr.  Art  2."  de  la  Lei  de  25  de  Febrero  de  1875- 

E.  LJ.  Núm.  1  déla  sec.  i.»del  art.  2<"--R.  A  77— Su.  95. 

I  Arts.  54. 55.  56,  57,  58.  59.  60,  61,  62,  63,  64,  68.  70  i  71-Fr. 

Art  3.° de  la  Lei  de  25  de  Febrero  de  1875  i  art.  3.°  de  la  Lei  de  .6 

¡  de  Julio  de  iSj^^E.  U,  Núms.  2.  5.   7,  de  la  sec.  i.»  del  art.  2.-; 

art.  12  de  las  Enmiendas-R.  A.  78,  80  hasta  85-Su   95  97 
I  Arts.  65.  66   67  ¡  69-Fr.  Art.  7.'.  de  la  Lei  de  25  de  Febrero 

I  de  1875— E.  U.  Num,  5  de  la  sec.  i  «  del  art.  2-— R.  A  75  —Su  05 

Arts.  72,  73-Fr.  Art.  3.",  4.",  5.0  ^^  j,  Lei  de  25  de  Febrero 
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d^  187^:  art.  2/\  6.',  8/',  9."  déla  Leí  de  16  de  Julio  de  1875— E.  U. 
Sec.  a.»*  i  3.''  del  art.  2.«-R.  A.  Art.  86— Br.  98  a  104-— Bel.  65  a  69, 
71,  72,  7-5  a  76,  7S— Es.  so  a  s6— In.  6s,  76 — Su.  lor. 

Art.  74— l-r.  Art.  6.-*  Je  la  Lei  de  25  de  Febrero  de  1S75 — E.  13. 
(},  7  (le  la  sec.  ^.*  del  art.  i.",  s  de  la  sec.  i.*  del  art.  2.'' — R.  A.  45, 
s!,  =)2-  sil.  Xi'nn.  S  del  :irt.  S4;  nrt.  1 16. 

Arts  75«  76,  77,  78,  79,  80  l-r.  Art.  6."  de  la  Lei  de  as  de  Fe- 
brero de  i<S7^:  art.  6  *  de  la  Lei  de  .  16  de  Juliode  1873— R.  A.  85, 
8S,  Sí),  ()í>— P)!-.  i-;i,  132.  i-ó,  no— Bel.  ^i),  87,  89 — Es.  49 — In. 
80,  70. 

Arts.  81,  82,  83.  84,  85,  86.  87,  88— Fr.  Art.  12  de  la  Lei  de  16 
de  Julio  de  1S7S — R.  A.  91,  92,  4=) — tír.  3S,  n-,,  134— Bel.  88,  90, 
91  -  l:s.  '.'^,  4"^ — Ip.  S4,  Ss,  8(>,  S7,  77. 

Arts.  89,  90,  91,  92— Fr.  Art.  12  de  la  Lei  de  16  de  Julio  de  187») 
— F.  U.  O,  7  de  la  sec.  3.'  del  art.    i.^—R.  A.  51,  52 — Br.  47,  48,  ^o 

—  Hél.  90,  91— Es  3S.  \z,  núm.  "í." — ín.  87,  133,  134. 

Arts  C^  94.  95.  96,  97  i  98-  -1m-.  Art.  .j."  de  la  Lei  de  25  de  Fe- 
brero de  i'^7t— iJr.  Art-,  137  a  i  }.¡  i  vcase  Lei  de  23  de  Noviembre 
du  I  >  1 1  -  '11.  7S,  7.-,  :i  ,Sr. 

Aits.  99.  lOD,  loi,  102,  103,  104.  105-  E.  r.  Alt.  3.'-— R.  A.  94 
a  i(>'5--l')r.  1=,!  a  ií>| — \)j\,  "o,  92  :i  i')7 — F<.  74  a   81 — 1 11^  166  a  179 

—  Su.  i<»^  n  1  I  -. 

Art.   loO— R.  A.  \^  de!  art.  67 — Sif.  Art,  i.'' 
Arts.  107,  108,  109,  lio.  III,  112— R.  A.   10^,   lio— Br.  80,  165, 
\()^)     \i¿:\.  1."  del  art.  loS  — ln.  i*^|,  192,  19^ — Su.  Art.  i^ 
Arts  113,  114,  115.  116,  117,  118,  119,  120,  121, 122— R.  A.  10^ 

—  L;-.  71  li  ■<*).  i'-<  A  hh)  i  Lei  de    12   de  Agosto  de  1834 — Bel.  31, 
K..'"'.  109  —V.<,  S2  a  8  I — In.  1K4  a  2-2--  Su.  3.' 

Art.  123 -E.  J.  Art  13  de  las  Enmiendas— R.  A.  15— Br.  Nú- 
me.u  1."  ei'jl  art.  ().o  — In.  22,  23 — Su.  44. 

Arts.  124,  125,  126,  127,  128.  129,  130,  X31,  132,  133,  134— E. 
U.  Arti.  v.^,  (;.'\  7  ",  14  do  las  Enmiendas— -R.  A.  18— Br.  Núms.  8, 
9,  10,  1 1,  12  del  art.  179— Bel.  7,  9,  94 — Es.  4,  5,  8,  16-— In,  37,  28, 
29,  30,  31,  32,  33-Su.  37. 

Arts.  135.  136— E.  U.  Xiím.  2  de  la  sec.  3.*  del  art.  3.°;  art.  s.'  de 
las  Enmienda^ — R.  A.  17,  18 — S\\  Xiims.  19.  20  del  art.  179— Bé!. 
12 — Es.  10 — ir,  Xüm.  ;.°  del  art.  42— Sa.  art.  í>4. 

Art.  137— K.  Ll.  Arts.  3.",  ^."  de  las  Enmiendas— R.  A.  18— Br. 
Kúni   7  del  art.  179— Bel.  10 — Es.  6."— In.  34,  35. 
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Art.  138— E.  U.  Art.  4.^  de  las  Enmiendas— R.  A.  18— Br.  Núm.  27 
del  art.,  179 — Bel.  22— Es.  7.'* 

Arts.  139  i  140— E.  U.  Niím.  1  de  la  sec.  7.'  i  núm.  i  de  la  sec.  8.» 
del  ait.  I.*" — R.  A.  44,  67 — Br.  Núm.  9  del  art.  15,  36;  núm,  i  del 
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